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LOTUNavarra/2002  Ley de ordenación del territorio y urbanismo de Navarra 
aprobada por la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre 
LOUA/2002            Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía                                                                                          
LOUGA/2002              Ley de Ordenación Urbanística y de Protección del Medio Rural 
de Galicia aprobada por la Ley 9/2002 de 30 de Diciembre 
LPAAP/2003              Ley del Patrimonio de las Administraciones Públicas aprobada 
por la Ley 33/2003, de 3 de noviembre.                                                                                                  
LPHE/1985                 Ley del patrimonio histórico español, aprobada por la Ley 
16/1985, de 25 de junio                        
LS/1956             Ley sobre régimen del suelo y ordenación urbana aprobada por la 
Ley de 12 de mayo de 1956                                                                                                    





LS/1998              Ley del régimen del suelo y valoraciones, aprobada por la Ley 
6/1998, de 13 de abril                               
LS/2007             Ley de suelo de 2007, aprobada por la Ley 8/2007, de 20 de mayo 
LSG/1997                  Ley del Suelo de Galicia, aprobada por la Ley 1/1997, de 24 de 
marzo 
LSMadrid/2001                Ley del suelo de Madrid, aprobada por la Ley 9/2001, de 17 de 
julio 
LSMu/2005                Ley de suelo de Murcia, aprobada por el Decreto Legislativo  
1/2005, de 10 de junio                                                      
LSNU/Valencia/04   Ley del suelo no urbanizable de Valencia, aprobada por la ley 
10/2004 de 9 de Diciembre 
LSOTEx/2001            Ley de suelo y ordenación territorial de Extremadura aprobada 
por la Ley 15/2001, de 14 de diciembre 
LSP/1976                  Ley de Suelo de Portugal, aprobada por el Decreto Ley n º 794/76 
de 5 de Noviembre   
LSUPVasco/2006             Ley de suelo y urbanismo del País Vasco aprobada por la Ley 
2/2006, de 30 de junio 
LUAragón/1999                  Ley Urbanismo Aragón aprobada por la Ley 3/2009, de 17 de 
junio 
LUAsturias/2004    Ley de urbanismo de Asturias, aprobada por el Decreto 
Legislativo 1/2004, de 22 de abril                                                        
LUCataluña/ 2010          Ley de urbanismo de Cataluña, aprobada por el Decreto 
Legislativo 1/2010, de 3 de agosto 
LUCLeón/1999                Ley de urbanismo de Castilla y León, aprobada por la Ley 
5/1999, de 8 de abril  
Núm. /nº.            Núm. 
NUTS                Nomenclatura de las Unidades Territoriales Estadísticas   
OCDE               Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
Op.cit.                Obra citada 
Pág./s                Página/s. 
P.e.                    Por ejemplo 
PEOT                Perspectiva Europea de Ordenación Territorial 
PMOT               Plan Municipal de Ordenación del Territorio 
Prof.                  Profesor 
QDL  Cuadernos de derecho local 
RADA                                Revista Aranzadi de Derecho Ambiental 
RAL                   Revista de Administração Local 
RAP                   Revista de Administración Pública 
RAnAP              Revista Andaluza de Administración Pública 
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RArAP                Revista Aragonesa de Administración Pública 
RCDA               Revista catalana de dret ambiental 
RCDI                 Revista Crítica de Derecho Inmobiliario 
RCDP                Revista catalana de dret públic   
RCEDOUA        Revista do Centro de Estudos de Direito do Urbanismo e do 
Ambiente 
RDCE Revista de Derecho Comunitario Europeo 
RDCo                Revista de Derecho Constitucional 
RDCoE                              Revista de Derecho Constitucional Europeo 
RDPC Revista de Derecho Penal y Criminología  
RDUMA            Revista de Derecho Urbanístico y Medio Ambiente 
RDUG               Reglamento de disciplina urbanística de Galicia, aprobado por el 
Decreto 28/1999, de 21 de enero                 
REALA             Revista de Estudios de la Administración Local y Autonómica 
REAF Revista d'estudis autonòmics i federals 
RECEMCI         Revista electrónica del Centro de Estudios Municipales y de 
Cooperación Internacional de la Diputación Provincial de 
Granada   
RDCE               Revista de Derecho Comunitario Europeo 
RDConE           Revista de Derecho Constitucional Europeo 
REDA               Revista española de Derecho Administrativo 
REDUR             Revista electrónica de Derecho de la Universidad de la Rioja 
REFC                Revista Española de la Función Consultiva 
REGAP             Revista Galega de Administración Pública 
REMA               Revista electrónica de medio ambiente 
R.D.                  Real Decreto 
R.D. Leg.           Real Decreto Legislativo 
R.D. ley            Real Decreto Ley 
RDPo                Revista de Derecho Político 
RDPR               Revista de Direito Público e Regulaçao 
RGE                  Revista Galega de Economía 
RGC  Reglamento General de Carreteras aprobado por el Real Decreto 
1812/1994, de 2 de septiembre 
RGU                 Reglamento de gestión urbanística, aprobado por el Real Decreto 
3288/1978, de 25 de agosto 
RJ                    Repertorio de Jurisprudencia Aranzadi 
RJAUM           Revista Actualidad Jurídica Uría Menéndez 
RJCL               Revista jurídica de Castilla y León                            
RJIGT/1999              Régimen Jurídico de los Instrumentos de Gestión Territorial, 
aprobado por  el Decreto-Ley nº 380/1999 de 22 de septiembre 





RJM                 Revista jurídica de Madrid 
RJN                 Revista Jurídica de Navarra 
RJRU/2009               Régimen Jurídico de Rehabilitación Urbana, aprobado por el 
Decreto-Ley nº 307/2009, de 23 de octubre 
RJUA              Revista Jurídica do Urbanismo e do Ambiente 
RJUE/1999               Régimen Jurídico de Urbanización y Edificación, aprobado por el  
Decreto-Ley nº 555/99, de 16 de diciembre  
RP/1978                    Reglamento de planeamiento, aprobado por el Real Decreto 
2159/1978, de 23 de Junio                                           
RSCL/1955                Reglamento de servicios de Corporaciones Locales aprobado por 
el Decreto de 17 de junio de 1955 
RUCL/2004  Reglamento de urbanismo de Castilla-León aprobado por el 
Decreto 22/2004, de 29 de enero 
RUE                  Revista Urbanismo y Edificación 
RVAP               Revista Vasca de Administración Pública 
RXG                 Revista Xurídica Galega 
ss.                     Siguientes 
STC                  Sentencia Tribunal Constitucional 
TC                    Tribunal Constitucional 
TEDH               Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
TJCE                Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea 
TRLA/2001                Texto Refundido Ley de Aguas aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2001, de 20 de julio 
TRLC/2004               Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo                                                                                                                                                                
TRLRHL/2004          Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales 
TRLS/1976       Texto Refundido de la Ley del Suelo, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1346/1976, de 9 de abril               
TRLS/1992      Texto Refundido de la Ley del Suelo, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1992, de  26 de junio                      
TRLS/2008      Texto Refundido de la ley de suelo de 2008 aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio 
TS                    Tribunal Supremo 
UE                   Unión Europea 
TFUE         Tratado de funcionamiento de la Unión Europea 
TUE                 Tratado de la Unión Europea 
UE                   Unión Europea 
Vol.                  Volumen 












































El objeto de la presente memoria de tesis es el régimen jurídico del suelo del medio 
rural. Planteado en estos términos la primera impresión que suscita al aplicador del Derecho 
es que bastará con acudir al ordenamiento jurídico urbanístico para dar cumplida respuesta a 
todas las cuestiones relacionadas con esta parte del territorio. Pero esta idea se desvanece de 
inmediato porque no sólo el ordenamiento urbanístico es deliberadamente incompleto (así se 
pondrá de manifiesto en relación con la legislación estatal) sino que, incluso, cuando las 
Comunidades Autónomas legislan sobre la materia con ánimo exhaustivo nos encontraremos 
con continuas remisiones a otros ámbitos del ordenamiento jurídico, tanto estatal como 
autonómico. 
 
En efecto, el citado régimen jurídico no se incluye en una sola rama o bloque 
normativo del ordenamiento jurídico sino que, por el contrario, las reglas que inciden en este 
suelo se encuentran dispersas en sectores regidos por principios generales diferentes. De este 
modo, el suelo del medio rural se regula en el Derecho civil, en el Derecho tributario, en el 
Derecho penal y en el Derecho administrativo. Pero además en esta última rama del Derecho 
público la mencionada realidad territorial se regula en normas específicas (dominio público, 
desarrollo rural, medio ambiente y ordenación del territorio y urbanísticas). 
 
Ahora bien, el protagonismo del Derecho urbanístico se pone de manifiesto desde el 
momento en que el ordenamiento jurídico español se vale de una técnica urbanística para 
delimitar su contenido: la técnica de la clasificación urbanística. 
 
Siendo conscientes de esta situación, nuestro propósito no puede ser abarcar toda la 
normativa comentada, sino que nos limitaremos a analizar algunos aspectos del referido 
régimen jurídico dada la práctica imposibilidad de un estudio omnicomprensivo. Para ello se 
ha optado por iniciar el estudio teniendo como disciplina de cabecera al Derecho urbanístico 
acudiendo cuando resulte necesario a los otros sectores antes mencionados. La razón de esta 
elección obedece a dos razones. Una de tipo técnico y objetivo ya que el aprovechamiento del 
suelo rural es el reverso del aprovechamiento del suelo urbano, elemento esencial del 
Derecho urbanístico implantado con la LS/1956. La otra razón es de tipo académico y 
subjetivo y se explica dada mi dedicación desde el curso 1996/1997 a la tarea de impartir la 
asignatura de Derecho urbanístico en la Facultad de Derecho de Ourense (asignatura 
tristemente desaparecida como consecuencia de la sustitución de los cinco años de la vieja 
titulación en un moderno grado de cuatro), y por la experiencia docente acumulada desde el 
curso 2007/2008 hasta la actualidad, en la asignatura de Derecho urbanístico en la Facultad de 
Derecho de Ourense (asignatura tristemente desaparecida como consecuencia de la 
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sustitución de los cinco años de la vieja titulación en un moderno grado de cuatro), y por la 
experiencia acumulada desde el curso 2007/2008 hasta la actualidad, cuando el profesor 
Roberto Bustillo me pidió asumir una parte relevante de la docencia sobre urbanismo en el 
Máster Universitario en Derecho Urbanístico y del Medio Ambiente, adscrito también a la 
nuestra Facultad de Derecho. 
 
Así las cosas, corresponde dar algunas explicaciones sobre el tema de la presente 
memoria no sin antes señalar que  una de las razones que me inclinaron a su elección son mis 
orígenes rurales en un pueblo de una Provincia como Ourense, con estrechos vínculos 
culturales y económicos con el vecino Portugal. Desde mi punto de vista en la actual 
situación de la Unión Europea cobra pleno sentido la figura de la cooperación transfronteriza. 
Por ello y teniendo en cuenta mi vinculación con Galicia y mis orígenes rurales, entiendo que 
resulta interesante abordar el estudio de la normativa gallega en comparación con la 
normativa portuguesa con vistas a un (deseable, pero soy consciente de que quizá poco 
probable) acercamiento normativo en el seno de la Agrupación Galicia-Norte de Portugal. 
 
La presente memoria de tesis se ha dividido en dos partes. La primera se dedica al 
examen de los principales elementos constitutivos del régimen jurídico del suelo rural. La 
segunda profundiza en la normativa urbanística y de ordenación del territorio de Galicia y de 
Portugal así como en el fenómeno de las agrupaciones europeas de cooperación territorial. 
 
Centrándonos en la parte primera, cuyo título refiere al suelo del medio rural en 
España, cabe señalar que su capítulo primero aborda en primer término una aproximación a 
esta parte del territorio. Al respecto se contemplan diversas visiones de la realidad territorial 
que nos ocupa para intentar ofrecer su encaje en el mundo jurídico.  
 
A continuación se considera necesario proceder a acotar aquel objeto mediante el 
comentario de los aspectos más relevantes del derecho de propiedad, en primer término, y del 
derecho de propiedad del suelo, en segundo lugar. En este sentido, en el referido capítulo y en 
epígrafes separados se indaga sobre los principios fundamentales que configuran este derecho 
desde la óptica europea para, a continuación, desgranar el tratamiento constitucional de esta 
materia. Por ello, se analiza, de forma deliberadamente sintética, la institución de la propiedad 
en general y de la propiedad rural en particular en el seno de las dos instituciones 
internacionales europeas de las que España es miembro de pleno derecho, con la finalidad de 
perfilar unas directrices que deberán ser tenidas en cuenta por el legislador estatal y por los 
legisladores autonómicos. Nuestro propósito no es otro que el de poner de manifiesto la 




Por otra parte, y si bien no existe un precepto constitucional expreso sobre el suelo del 
medio rural no es menos cierto que existen bases constitucionales que permiten encuadrar su 
ordenación jurídica. 
 
Para finalizar el referido capítulo se estudia en un epígrafe independiente el concepto 
de suelo de medio rural y el contenido del derecho de propiedad que recae sobre dicho suelo. 
Para ello se lleva a cabo su delimitación mediante el estudio del concepto opuesto, es decir, 
del suelo urbano, que se puede definir como aquel terreno que está dotado de urbanización y 
forma parte de la ciudad. Esta definición de la que podemos extraer una serie de 
consecuencias (no es suelo urbano el suelo situado fuera de la ciudad, es decir, no integrado 
en la red de servicios urbanísticos o malla urbana; el suelo urbano no es sinónimo de suelo 
edificable), nos pone en la pista de lo qué debe entenderse como suelo del medio rural y nos 
sirve para excluir al suelo urbanizable. La conclusión a la que se llegará es que, en términos 
urbanísticos, en el espacio rural se excluirán todos aquellos terrenos que tengan la 
consideración de suelo urbano y se incluirá el suelo no urbanizable o rústico y la categoría 
autonómica de suelo de núcleo rural.  
 
En el capítulo segundo se analizan los diferentes modelos adoptados por el legislador 
urbanístico estatal. Para ello se considera conveniente efectuar un recorrido histórico en el 
cual parece que ya se han agotado todas las variantes normativas sobre la materia. 
 
El capítulo tercero se dedica al estudio del régimen jurídico autonómico. En este 
sentido, partiendo de los títulos constitucionales y de su interpretación jurisprudencial se 
analizan algunas legislaciones autonómicas.  
 
El capítulo cuarto se titula “protección del suelo del medio rural” y en él se abordan 
los aspectos sustanciales en el ámbito penal y en el ámbito urbanístico por considerarse de 
mayor relevancia y se trata de forma somera la protección civil y la protección administrativa. 
Dentro del referido capítulo y, pese que también podría encajar en otra parte del trabajo, se 
profundiza en el tema de la reclasificación urbanística. 
 
Por último, y para finalizar la primera parte se lleva a cabo un examen parcial de la 
normativa sectorial con incidencia en el suelo del medio rural. A nadie se le escapa que la 
magnitud de las normas sectoriales impide su análisis pormenorizado, de ahí que se 
circunscriba el epígrafe a los sectores más característicos: medio ambiente, ordenación del 
territorio, patrimonio de las Administraciones Públicos, patrimonio cultural, patrimonio 
forestal, desarrollo rural y algunos ejemplos de dominio público. 
 
En la segunda parte se presta especial atención a la normativa urbanística y de 
ordenación del territorio de Galicia y de Portugal. Con carácter previo en el capítulo sexto se 
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describen las principales reglas que configuran la Eurorregión Galicia-Norte de Portugal con 
una breve referencia a la adhesión de la Comunidad Autónoma de Castilla-León. 
 
En el capítulo séptimo se comentan las principales normas y planes gallegos de 
ordenación del territorial con el ánimo de encuadrar la normativa urbanística dado el carácter 
forzosamente local de esta última. A propósito de dicha normativa urbanística se ha 
considerado necesario sistematizar las reglas más significativas que han existido en el 
ordenamiento gallego, habida cuenta la caracterización del Derecho como un producto 
histórico, para, acto seguido, y en capítulo independiente (el noveno) efectuar un análisis 
detenido de la normativa en vigor. 
 
Los dos últimos capítulos se orientan al estudio del Derecho portugués. En el décimo 
se realiza un estudio lo más exhaustivo del suelo rural que demanda el conocimiento de los 
principios y normas fundamentales del derecho urbanístico portugués así como de la figura de 
los planes de ordenación del territorio que incluyen los planes urbanísticos. Por fin, en el 
capítulo undécimo, se pretende aportar las medidas de protección del suelo rural en el 
Derecho urbanístico portugués.  
 
Los objetivos que se pretenden conseguir con este trabajo son, de una parte, conocer el 
régimen jurídico tanto actual como histórico del suelo no urbanizable con el propósito de 
delimitar un contenido mínimo de la propiedad rural y de poder suministrar nuevos criterios 
de ordenación, y, de otra parte, ofrecer un estudio de Derecho comparado hispano-portugués 
con vistas a una aproximación normativa del Derecho urbanístico gallego y del Derecho 
urbanístico portugués que pudiese resultar de utilidad para dinamizar la Eurorregión Galicia-
Norte de Portugal. 
 
Las principales limitaciones que se me han presentado en calidad de doctorando tienen 
que ver con la amplitud del tema elegido lo que ha determinado que no se pudiesen abordar 
todas las cuestiones que plantean las diversas normas que regulan la materia. A lo anterior 
hay que añadir el reducido tratamiento doctrinal del Derecho urbanístico portugués salvo 
contadas y renombradas excepciones. Dada la naturaleza eminentemente jurídica del trabajo a 
desarrollar, los métodos empleados serán fundamentalmente el empírico y el racional 
mediante los cuales se procede al análisis y sistematización de ambos ordenamientos jurídicos 
sin olvidar las normas europeas de aplicación en la materia. Sin embargo, en determinadas 
ocasiones se considera conveniente atender a otras disciplinas entre las que destacan la 
geografía, la economía y la sociología, pues su consideración ayuda a comprender mejor 
algunos contenidos del Derecho vigente y algunas posibilidades de posibles futuras reformas.  
 
Las fuentes consultadas son, de una parte, las normas legales y reglamentarias y los 
planes de ordenación tanto físicos como ambientales y urbanísticos. De otra parte, se tendrá 
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en cuenta la jurisprudencia emanada del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, 
español y portugués, sin perder de vista al TEDH y a la doctrina científica así como la 
jurisprudencia emanada de los Tribunales Superiores de Justicia de las Comunidades 
Autónomas y de algunas Audiencias Provinciales en España y en Portugal las sentencias de 
los principales Tribunales de relación, las sentencias de los Tribunales Administrativos 
Centrales y los informes emitidos por la Procuraduría General y por el Ministerio Público en 
el Tribunal Central Administrativo Sur. 
 
En cuanto a las conclusiones a las que se ha llegado destacan, por un lado, la 
polivalencia del suelo rural que demanda una normativa coherente, sistemática y coordinada 
entre el Estado y las Comunidades Autónomas, y, por otro lado, la necesidad de profundizar 
en el acercamiento normativo entre España y Portugal. 
 
Y tras lo anterior es el momento de los agradecimientos. Agradecimiento al 
catedrático de la Universidad de Vigo Don Pablo Menéndez García al que tuve el honor de 
conocer en los cursos de doctorado en los cuales brilló con luz propia la asignatura de 
Derecho administrativo que sabiamente impartió a través de casos prácticos. A su confianza 
debo igualmente la participación como profesor asociado en el Área de Derecho 
Administrativo, a cuyos miembros también dedico unas palabras de gratitud. 
 
Y, para terminar, agradecimiento al Prof. Dr. Don Roberto O. Bustillo Bolado, quien 
como director de la tesis y como compañero estuvo siempre cerca de mí cuando necesité su 
consejo, su apoyo o su ánimo. En todo momento su paciencia y su bagaje universitario me 
han guiado por una senda llena de obstáculos que puede superar gracias a su ayuda. Además 
el poder compartir la docencia en algunas asignaturas ha supuesto para mí un referente y un 
ejemplo respecto al Derecho Administrativo que, a no dudarlo, es una de las ramas más 
complejas del ordenamiento jurídico no sólo por la variabilidad de sus normas y la amplitud 
de sus contenidos sino también por la profundidad de conocimientos que exige a cualquiera 
que se acerque a esta disciplina. El profesor Bustillo además reúne en su persona una larga 
experiencia docente e investigadora en Derecho Urbanístico, lo cual supuso un valor añadido 
en relación con el tema de estudio en el que me he centrado estos últimos años. Cuando le 
propuse el mencionado tema me pareció relativamente asequible pero ya en su momento el 
profesor Bustillo me trasladó la dificultad de la empresa que emprendía, empresa que nunca 
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PRIMERA PARTE: EL SUELO DEL MEDIO RURAL EN 
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El propósito principal de este capítulo consiste en delimitar el concepto del suelo del 
medio rural. Para ello habrá que dar respuestas a una serie de interrogantes: ¿qué terrenos 
comprende?, ¿es un concepto inmutable y unívoco?, ¿existe una definición normativa?, ¿ 
cómo abordan las diversas ramas del conocimiento humano esta realidad territorial?. Acto 
seguido deberemos analizar el derecho de propiedad como posición jurídica activa 
fundamental que recae sobre esta clase de suelo. En concreto intentaremos delimitar sus 
elementos constitutivos tanto desde el punto de vista de la experiencia europea como desde el 
ámbito del Derecho interno español para poder llevar a cabo una descripción del contenido 
del derecho de propiedad que recae sobre esta parte del territorio. En efecto, ya quedan muy 
lejanas en el tiempo las teorías que postulaban una concepción absoluta del derecho de 
propiedad. Acontecimientos como la implantación del Estado Democrático de Derecho y el 
protagonismo de la función social de la propiedad determinan una nueva configuración de las 
facultades dominicales. Ahora bien, aunque la propiedad desprovista de algunas de sus 
facultades es recognoscible como un derecho fundamental para sustentar el libre desarrollo de 
la personalidad, no es menos cierto que la intervención pública mediante la delimitación legal 
y la colaboración de la potestad planificadora no pueden disponer de tal derecho a su libre 
albedrío.1 
 
En suma, nuestro objetivo se alcanzará si podemos aportar los elementos 
configuradores del derecho de propiedad en general y del derecho de propiedad del suelo 
rural en particular que, extraídos de la experiencia europea y del texto constitucional español, 
se plasman en la legislación urbanística fundamentalmente sin perder de vista que las ramas 
del ordenamiento jurídico no se pueden considerar como compartimentos estancos por lo que 
habrá que tener en cuenta las múltiples vertientes que pueden afectar a este suelo. 
                                                 
 
1
 La potestad planificadora ha sido abordada por la doctrina en múltiples ocasiones. Sin entrar 
en este momento en su análisis pormenorizado conviene poner de manifiesto la tesis que defiende 
PÉREZ ANDRÉS y que se considera como la más  correcta. Para este autor la potestad de 
planeamiento debe seguir siendo una potestad discrecional con un núcleo último de oportunidad para 
la Administración lo cual no es obstáculo para aumentar la densidad normativa de las normas con 
rango de ley y el establecimiento de la medida concreta del interés colectivo que se pretende alcanzar 
con dicha potestad. PÉREZ ANDRÉS, A. A., ”La limitación constitucional de la remisión legislativa 
al planeamiento”, en HINOJOSA MARTÍNEZ, E. y GONZÁLEZ-DELEITO DOMÍNGUEZ, N., 
(Coord.), Discrecionalidad administrativa y control judicial: I jornadas de estudio del gabinete 
jurídico de la Junta de Andalucía, 1996, págs. 662-663. 
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I.- INTRODUCCIÓN: LA CONTRAPOSICIÓN ENTRE EL MEDIO URBANO Y EL 
MEDIO RURAL 
 
1.- Concepto de medio rural 
 
¿Qué se entiende por medio rural? Para poder dar una contestación a esta pregunta 
debemos tener en cuenta dos datos contrastados: primero, estamos ante realidad geográfica 
heterogénea que abarca espacios próximos a las ciudades, espacios intermedios y espacios 
aislados.2 Segundo, esta realidad constituye el objeto de múltiples disciplinas, tanto jurídicas 
como no jurídicas, por lo que no existe un único concepto ni tan siquiera una identidad 
terminológica: así se emplearán expresiones como medio rural, espacio rural, entorno rural, 
…. Esta es la razón que nos conduce a determinar los significados de las citadas expresiones 
desde una perspectiva puramente semántica. Si consultamos el DRAE3, observaremos que no 
existe tal expresión. Por ello será preciso llevar a cabo un estudio separado de cada uno de sus 
elementos. En este sentido, la acepción 15ª define “medio” como “el  espacio físico en que se 
desarrolla un fenómeno determinado”.4 Por su parte “rural” (del latín ruralis, de rus, ruris, 
campo), significa lo “perteneciente o relativo a la vida del campo y a sus labores” y el 
término “rústico”, del latín rusticus de rus campo, significa, en su primera acepción, 
“perteneciente o relativo al campo” y, el vocablo “campo”, del latín campus, que hace 
referencia a terreno llano o campo de batalla, puede tener, entre otros, los significados de 
terreno extenso fuera de poblado, tierra laborable, y también, en contraposición a sierra o 
monte, la acepción de campiña y sembrados, árboles y demás cultivos.  
 
En consecuencia, y según la perspectiva apuntada, en una primera aproximación 
podría definirse el medio rural como aquel espacio físico fuera de las poblaciones que sirve 
de soporte a la vida del campo y a sus labores. 
                                                 
2
 La percepción por la UE de esta pluralidad y diversificación de zonas territoriales se pone de 
manifiesto, por ejemplo, en las distintas políticas de fomento que acomete y en la propia legislación de 
desarrollo rural como se comentará posteriormente. Por tanto, bien pudiera hablarse de espacios 
rurales y no de espacio rural. 
 
3
 Consultado en su versión telemática en agosto/2012 ((www.rae.es/).   
                                                                 
4
 En el propio DRAE se contienen otras definiciones que nos pueden servir a nuestros 
propósitos. Nos estamos refiriendo a los términos de contorno y de entorno. El primero es el territorio 
o conjunto de parajes de que está rodeado un lugar o una población. Por su parte, entorno es el 
ambiente, lo que rodea. En cualquier caso hay que avanzar que el suelo no se circunscribe al mero 
soporte físico sino que, a nuestros efectos, también comprende las instalaciones, construcciones y 
edificaciones que se ubican en el mismo. Es por ello que una construcción podrá ubicarse en suelo 
urbanizado o en suelo no urbanizado. En ambos casos, su calificación jurídica vendrá determinada por 
la del suelo en que se ubica.  
 




Sin embargo, esta primera aproximación resulta incompleta puesto que sólo se refiere 
a la actividad agropecuaria y deja fuera otras actividades por lo que es preciso acudir a otros 
criterios. Es más, esta visión agrarista5 resulta errónea porque deja sin resolver precisamente 
aquellos supuestos en los que se abandona el uso agropecuario de estos suelos olvidándose 
que el medio rural puede ser el ámbito territorial adecuado para la implantación de 
determinados usos plenamente compatibles con su conservación y su naturaleza y deja al 
margen las actividades industriales que forzosamente se han de emplazar en este medio 
(extractivas, …)6 De ahí que no se pueda olvidar que, como afirma MARTÍN REBOLLO, 
“… hay usos tradicionales que preservar, la vivienda del agricultor que garantizar, las 
segundas residencias que encauzar, las nuevas realidades vinculadas al ocio o la industria 
artesanal que posibilitar, la protección del entorno que asegurar,…”7 
 
¿Cuáles serían otros criterios a utilizar? En una enumeración inicial podríamos 
destacar los siguientes: medio físico, densidad de población, participación del sector agrario 
en la producción de riqueza, grado de implantación de infraestructuras y de equipamientos 
comunitarios, destino del suelo, ausencia de transformación urbanística, redes de transportes, 
relaciones sociales, redes de servicios,… Algunos de estos criterios se utilizan en el seno de la 
OCDE y en el ámbito de la Unión Europea (EUROSTAT). Así, para la OCDE, el medio rural 
se corresponde con aquellos territorios con una densidad de población inferior a 150 
habitantes por kilómetro cuadrado8. EUROSTAT, por el contrario, define a un municipio 
                                                 
5
 Esta visión agraria no sólo no es meramente teórica sino que impregna la interpretación 
jurídica. Así la jurisprudencia del Tribunal Supremo ofrece ejemplos reiterados. Cfr., la STS de 16 
julio 2009, RJ 2010\500 que es muy expresiva al señalar que "rural" evoca su pertenencia a la vida del 
campo o a sus funciones que son las propias del medio agrario. 
 
6
 La propia exposición de motivos de la LDSMR/2007 destaca que “la importancia actual del 
medio rural en España, que integra al 20 por 100 de la población, que se elevaría hasta el 35 por 100 si 
se incluyen las zonas periurbanas y afecta al 90 por 100 del territorio, y el hecho de que en este 
inmenso territorio rural se encuentran la totalidad de nuestros recursos naturales y una parte 
significativa de nuestro patrimonio cultural, así como las nuevas tendencias observadas en la 
localización de la actividad económica y residencial, confieren a este medio una relevancia mayor de 
la concedida en nuestra historia reciente”. 
 
7
 MARTÍN REBOLLO, L., “Suelo rústico o no urbanizable”, en MARTIN REBOLLO, L. y 
BUSTILLO BOLADO, R. O., (Dirs.), Fundamentos de Derecho Urbanístico, I, Aranzadi-Thomson-
Reuters, Cizur Menor, 2ª ed., 2009, pág. 599. 
  
8
 Teniendo en cuenta este parámetro, efectúa la siguiente clasificación de las regiones: regiones 
predominantemente rurales, si más del 50% de la población de la región vive en comunidades rurales; 
regiones intermedias, entre el 15% y el 50% y regiones predominantemente urbanas, si menos del 
15% de la población de la región vive en unidades locales rurales.  En este sentido, se diferencia entre 
comunidad local que son  clasificadas como rurales o urbanas en función de su densidad de población 
mencionada y región (NUTS 3) que a su vez se distinguen en función de la proporción de población 
que viva en municipios o comunidades locales. 
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como escasamente poblado como aquel cuya densidad es inferior a 100 habitantes por 
kilómetro cuadrado. Asimismo, según el porcentaje de la población que viva en áreas rurales 
o urbanas, clasifica las regiones en rurales, intermedias o urbanas siendo interesante destacar 
que las zonas rurales de la Unión Europea acogen todavía a una cuarta parte de los europeos y 
abarcan el 80% del territorio.9 Como se observa, este criterio se centra en el aspecto 
poblacional y no tiene en cuenta el aprovechamiento de este espacio físico. 
 
¿Cómo aborda el legislador español esta materia? El proceso de decantación del 
concepto de medio rural desde la óptica poblacional se formaliza en España con la entrada en 
vigor de la LDSMR/2007 al establecer que medio rural es un espacio geográfico formado por 
la agregación de municipios o entidades locales menores con población inferior a treinta mil 
habitantes y densidad inferior a cien habitantes por kilómetro cuadrado (art.3). Repárese en 
que la definición se fundamenta en los criterios de población ya avanzados, aunque se trata de 
un criterio más completo, al referirse también a la población total del espacio físico 
correspondiente. Además, y como una especificación de lo anterior, considera que un 
municipio rural es de pequeño tamaño cuando su población es inferior a cinco mil 
habitantes.10 Sin embargo, el legislador estatal, consciente de la dificultad de delimitar las 
zonas rurales con criterios meramente estadísticos, deja abierta la posibilidad a las 
Comunidades Autónomas para que, de forma excepcional, incluyan municipios que no 
                                                                                                                                                                       
 
9
 Desde el punto de vista físico las regiones rurales en Europa representan actualmente 
alrededor del 93% del territorio de la Unión Europea y desde el punto de vista población sobre un 
20% de la población vive en regiones predominantemente rurales y un 38% en zonas 
significativamente rurales. Por otra parte, resulta interesante destacar los criterios definidos para 
delimitar las zonas rurales del objetivo 2 y que fueron aplicados en la política regional europea 
durante el anterior periodo de programación 2000-2006. Dichos criterios se recogían en el Reglamento 
de la Comunidad Europea 1260/1999: o bien una densidad de población inferior a 100 habitantes por 
kilómetro cuadrado o un porcentaje de empleos agrícolas sobre el empleo total igual o superior al 
doble de la media comunitaria para cualquier año de referencia a partir del año 1985,  o bien una tasa 
media de desempleo superior a la media registrada durante los tres últimos años, o una disminución de 
la población desde 1985. Actualmente el Reglamento de la Comunidad Europea 1083/2006, de 
11 de julio de 2006 (período 2007-2013) integra en la política de cohesión los objetivos de 
convergencia-solidaridad entre regiones (regiones cuyo producto interior bruto per cápita sea inferior 
al 75 % del europeo, entre las que se encuentra Galicia);  competitividad regional y empleo (todas las 
regiones de Europa que no están cubiertas por el objetivo de convergencia incluyendo a Castilla-León, 
entre otras) y cooperación territorial europea (todas las regiones).  
 
10
 De acuerdo con los datos del último padrón municipal (actualizado a 01/01/11) del total de 
8.116 municipios existentes en España, 6.907 comprenden una población entre menos de 101 y 20.000 
habitantes. Por otra parte, según el Plan Estratégico de Desarrollo Rural (período 2007-2013) se 
pueden distinguir zonas rurales a revitalizar que engloban al 16,2% de la población y ocupan el 77,7% 
de la superficie, las zonas rurales intermedias que engloban al 14,6% de la población y ocupan el 
11,9% de la Superficie y las zonas rurales periurbanas que engloban al 69,2% de la población y 
ocupan el 10,4% de la superficie. 
 




reúnan alguna de las condiciones previstas cuando la homogeneidad y funcionalidad de la 




2.- Una visión multidisciplinar del suelo del medio rural 
 
 
En el epígrafe anterior hemos descrito algunos conceptos de medio rural. Antes de 
continuar el análisis del suelo del medio rural deberemos centrar nuestra atención en otra 
cuestión fundamental: ¿cuál es la importancia del suelo?11 O dicho en otras palabras, ¿qué 
relevancia tiene la inclusión de una porción del territorio en el medio rural o en el medio 
urbano? La trascendencia de un uso correcto del suelo en el ámbito de las sociedades 
humanas, tanto el correspondiente al suelo de las ciudades (medio urbano) como el que 
encuentra fuera de las mismas (medio rural), está fuera de toda discusión. Resulta evidente 
que la regulación de los diferentes usos constituye el núcleo esencial de cualquier 
ordenamiento jurídico; de ahí que, el análisis del estatuto del suelo sea la clave del régimen 
jurídico del medio físico de que se trate, ya sea el urbano, ya sea el rural. El legislador puede 
adoptar diversas soluciones que se plasmen en modelos diferentes; ahora bien, no puede dejar 
de tener en cuenta un principio insoslayable: el suelo es un recurso no renovable, de carácter 
limitado y finito, y cuya recuperación tras procesos de degradación y contaminación es, en 
multitud de ocasiones, un problema prácticamente irresoluble.12 
 
                                                 
11
 ÁVILA ORIVE señala que el suelo puede contemplarse como soporte de actividades, como 
espacio agrícola y forestal, como espacio natural, como recurso mineral o geológico y como paisaje. 
(ÁVILA ORIVE, J. L., El suelo como elemento ambiental. Perspectiva territorial y urbanística, 
Universidad de Deusto, Bilbao, 1998, pág. 25.) 
  
12
 La Exposición de Motivos del TRLS/2008 abunda en estas ideas: “El suelo, además de un 
recurso económico, es también un recurso natural, escaso y no renovable. Desde esta perspectiva, todo 
el suelo rural tiene un valor ambiental digno de ser ponderado y la liberalización del suelo no puede 
fundarse en una clasificación indiscriminada, sino, supuesta una clasificación responsable del suelo 
urbanizable necesario para atender las necesidades económicas y sociales, en la apertura a la libre 
competencia de la iniciativa privada para su urbanización y en el arbitrio de medidas efectivas contra 
las prácticas especulativas, obstructivas y retenedoras de suelo, de manera que el suelo con destino 
urbano se ponga en uso ágil y efectivamente. Y el suelo urbano -la ciudad ya hecha-tiene asimismo un 
valor ambiental, como creación cultural colectiva que es objeto de una permanente recreación, por lo 
que sus características deben ser expresión de su naturaleza y su ordenación debe favorecer su 
rehabilitación y fomentar su uso.” 
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Una vez efectuadas las reflexiones precedentes conviene poner de manifiesto, como 
ya se avanzó, que el entorno rural constituye el objeto de una serie de ciencias experimentales 
y sociales: desde la Geografía13, la Sociología, la Economía, la Arquitectura hasta el Derecho, 
y más concretamente, el Derecho urbanístico, el Derecho de la ordenación del territorio y el 
Derecho del medio ambiente de ahí que el espacio rural pueda ser analizado desde diversas 
perspectivas: ecológica, social, paisajística, económica y jurídica, entre las más significativos. 
Ahora bien, ¿cuáles son las características del medio rural según las disciplinas no jurídicas? 
Aún reconociendo la existencia de múltiples definiciones que abordan el medio rural desde 
diversas facetas quizás se podrían resumir los principales aspectos específicos del medio rural 
en tres características:  
 
a) es un medio físico natural frente al medio urbanizado propio del espacio urbano; 
 
b) constituye el soporte de actividades ligadas al sector primario, aunque empiezan a 
proliferar actividades terciarias como el turismo rural, y,  
 
c) presenta un deficiente sistema de dotaciones y de infraestructuras con problemas 
de acceso a los servicios básicos y una movilidad espacial reducida.14   
 
Llegados a este punto y teniendo en cuenta las dificultades expuestas estamos en 
condiciones de afrontar una aproximación al par de conceptos medio urbano-medio rural. 
Para empezar hay que indicar que ambas categorías no son compartimentos estancos y es 
muy difícil efectuar una nítida distinción entre la ciudad y el campo máxime si tenemos en 
cuenta la proliferación de asentamientos dispersos lo que supone, en ocasiones, la 
                                                 
13
 Para la Comisión Europea “la noción de mundo rural no implica únicamente la simple 
delimitación geográfica. Evoca todo un tejido económico y social, con un conjunto de actividades de 
lo más diverso: agricultura, artesanía, pequeñas y medianas industrias, comercio y servicios. Sirve de 
amortiguador y de espacio regenerador, por lo que resulta indispensable para el equilibrio ecológico al 
tiempo que se ha convertido en un lugar privilegiado de reposo y de ocio”. Cfr., Comunicación de la 
Comisión al Consejo y al Parlamento COM (88) 501 final, Bruselas, 17 de octubre de 1988, titulada 
El futuro del mundo rural, MINISTERIO DE AGRICULTURA PESCA Y ALIMENTACIÓN, 
Documentos de la CEE, Madrid, 1988.  
 
14
 A su vez, es preciso anotar que existen diversos tipos de espacio rural desde el punto de vista 
de la geografía económica: espacios rurales dinámicos, con actividad agraria secundaria entre los que 
se encuentran las áreas rurales con implantación del turismo masivo y las franjas periurbanas; espacios 
rurales complejos, integrados por áreas de regadíos consolidados y por las áreas de actividad mixta 
agrícola-ganadera; espacios rurales con actividad agropecuaria especializada y extensiva, entre los que 
se incluyen las áreas de secano de calidad y las áreas de secanos cerealistas y pastizales extensivos y, 
por último, los espacios rurales profundos (una cuarta parte del territorio español) que se dividen en: 
áreas rurales con fuertes desequilibrios demográficos y algunos recursos endógenos y áreas rurales 
con fuertes desequilibrios demográficos, de imposible recuperación. emigración, especialmente entre 
mujeres, jóvenes y personas más cualificadas. 
 




consolidación de núcleos totalmente equiparables a las ciudades. Por tanto, cobra sentido la 
idea de que ambos mundos no son realidades antagónicas ya que sin negar la relevancia del 
fenómeno urbano, que alcanzó a fines del siglo XX las mayores cotas de la evolución 
histórica con la problemática de las grandes urbes, así como la concentración de la población 
en las mismas15, la ruralización de las sociedades más avanzadas cobra un lento pero firme 
protagonismo y constituye una realidad incuestionable. Se puede hablar de una especie de 
“contraurbanización”16 En este sentido se observa un proceso continuo de transformación de 
espacios territoriales rurales, mediante su destino a usos industriales y a usos urbanos, 
terrenos para los que se acuñó la expresión de “rururbanos”).  
 
Esta compleja situación no ha pasado inadvertida para la doctrina17. Así como señala 
GÓMEZ BAHILLO “a causa de la necesidad de nuevos espacios que requiere la actividad 
industrial y comercial y un sector de servicios en pleno proceso de expansión, antiguas zonas 
rurales, bien situadas y con buenas infraestructuras de comunicación y transporte, han 
desarrollado un importante sector secundario y de servicios. A ello hay que añadir, el 
crecimiento de urbanizaciones, con características típicamente urbanas, que se han convertido 
en lugar de residencia definitiva, ocasional de temporada o de fines de semana para los 
residentes de la ciudad”.18 
 
                                                 
15
 La concentración de la población en grandes ciudades está fomentada desde el ámbito 




 Así lo constata la Comunicación de la Comisión, de 21 de diciembre de 2006, «El empleo en 
las zonas rurales: colmar el déficit de puestos de trabajo». Para un estudio desde el punto de vista de la 
geografía humana es interesante el artículo de PANIAGUA MAZORRA, Á.,  “Espacio, medio 
ambiente y nuevos grupos sociales en áreas rurales despobladas”, Ería, 66 (2005), págs.45-55.  En 
esta obra el autor citado analiza la migración al campo de nuevas clases medias, significativamente de 




 Así  ROZADOS OLIVA sostiene que “la superación de la idea del espacio rural como lugar 
en el que se desarrollan funciones tradicionalmente encuadrables en el sector primario, y la 
incorporación de otros potenciales aprovechamientos no debe resultar incompatible con la visión del 
mismo como una superficie que hay que proteger del proceso del desarrollo urbano.” ROZADOS 




 GÓMEZ BAHILLO C., “Bienestar y calidad de vida en el medio rural” en Actas del XII 
Simposio de Cooperativismo y Desarrollo rural “La calidad en el espacio rural”, Universidad de 
Zaragoza-Asociación Estudios Cooperativos, 1999, pág. 52.  
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Como se estudiará en capítulos posteriores, la dialéctica de la población diseminada-
población concentrada,19 sigue siendo una asignatura pendiente de los Estados modernos que 
está en continua discusión. Por otra parte, la visión agrarista del medio rural está 
desapareciendo, de forma acelerada en todos los niveles. De ahí que, nunca como en el 
momento presente, la protección del medio rural deba ser encauzada con medidas no sólo 
propiamente represivas y prohibicionistas sino también con políticas positivas de fomento y 
con técnicas preventivas.20 Pero, de forma contradictoria, la puesta en tela de juicio de la 
ciudad como forma idónea de organización de la sociedad coincide en el tiempo con la 
consecución de un elevado grado de desarrollo de la agricultura y de la ganadería y con el 
descenso de la población dedicada a actividades propias del sector primario. Es decir, la 
especialización y la mecanización de las explotaciones agropecuarias supone el abandono de 
terrenos21 poco productivos y la despoblación de los asentamientos rurales tradicionales, 
determinan la degradación del paisaje rural y la pérdida del patrimonio natural y de la 
biodiversidad.22 
 
En suma, debemos dejar sentada una conclusión: el espacio rural es el género y el 
espacio natural es una de sus especies. En efecto, si bien todo espacio natural es medio rural 
dentro del medio rural se engloban otras realidades que demuestran una clara antropización. 
La clave de la distinción entre el medio urbano y el medio rural parece descansar en el destino 
al que se vincula el medio de que se trate a través de la transformación urbanística del suelo: 
la urbanización constituye su rasgo más característico.  
 
 
                                                 
19
 No son sinónimos los conceptos de asentamientos de población difusa y de asentamientos de 
población dispersa. Los primeros se refieren a usos del suelo típicos de las áreas periurbanas, mientras 
que, los segundos, obedecen a modelos históricos ligados a condicionamientos orográficos, sociales, 
minifundismo y tradiciones históricas. 
 
20
 BUSTILLO BOLADO y MENÉNDEZ SEBASTIÁN estudian exhaustivamente el 
Reglamento 1257/1999/CE del Consejo y advierten que todas las técnicas de fomento implantadas por 
las leyes autonómicas deben encajar, material y formalmente, en dicha norma de derecho originario. 
Asimismo debe subrayarse que el desarrollo rural exige su plena coordinación con el desarrollo 
territorial y con determinadas políticas sectoriales, de entre las que destacan, las de sanidad, de 
educación, de infraestructuras y de comunicaciones. BUSTILLO BOLADO, R., O. y MENÉNDEZ 
SEBASTIÁN, E., Desarrollo rural y gestión sostenible del monte, Iustel, Madrid, 2005, págs. 94 a 99. 
 
21
 Sobre el abandono de terrenos agrícolas y la incidencia de la Política Agraria Común cfr., 
MURUA, J.R., ASTORKIZA, I. y EGUÍA, B., “Abandono e infrautilización del suelo en la cornisa 
Cantábrica: el caso del País Vasco”, Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, núm. 
231, 2012, págs. 63-91.  
 
22
 Cfr., la Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento Europeo, al Comité 
Económico y Social y al Comité de las Regiones titulada Orientaciones para una agricultura sostenible 
(1999/C 173/02). 
 





3.- El suelo del medio rural desde una perspectiva jurídica 
 
 
Desde el punto de vista normativo, la contraposición entre el medio rural y el medio 
urbano se podría sintetizar en la diferencia entre suelo urbano y suelo rústico. Como ya nos 
consta, el primero se equipara a la ciudad mientras que el resto es el suelo ajeno a la ciudad. 
En efecto, el ordenamiento urbanístico estatal antes de la reforma operada por la LS/2007- 
TRLS/2008 (y también después de esta norma si bien con otra terminología) permitía la 
transformación urbanística de determinados terrenos y el resultado final de la urbanización se 
denominaba suelo urbano si bien la norma consideraba como tal, tanto al que presentase una 
determinada consolidación urbanizadora como al que se enclavaba en zonas con una 
determinada consolidación por la edificación. Una vez clasificada una parcela como suelo 
urbano (clasificación que se imponía a la discrecionalidad del planificador dado su carácter 
reglado, basado en la fuerza normativa de lo fáctico de acuerdo con la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo)23 el haz de facultades y de deberes de su propietario sufría una alteración 
trascendental: se reconocía el ius aedificandi con todas las repercusiones que se derivaban de 
tal reconocimiento.24   
 
Por citar las más significativas, al atribuir un aprovechamiento artificial a una parcela 
se puede ejecutar el principio de solidaridad distributiva para el supuesto en que el 
planificador calificase la parcela con un nulo aprovechamiento real (piénsese, por ejemplo, en 
una zona verde) a través de múltiples técnicas urbanísticas, y, además, la valoración 
económica  no se limitaría al mero rendimiento natural del terreno.  
                                                 
23
 En la STS de 20 de julio de 2010, RJ 2010\6517, se advierte que desde tiempo atrás la 
legislación urbanística y la jurisprudencia han considerado el de suelo urbano como un concepto 
reglado limitativo de la potestad discrecional de planeamiento. Por otra parte debe traerse a colación la 
doctrina emanada de la STS de 29 mayo 2009, RJ 2009\6414, de acuerdo con la cual el hecho de que 
en un anterior Plan Parcial el suelo de que se trata fuera considerado como suelo urbano. Esa 
circunstancia no excusa del deber de demostrar que de verdad lo es, ya que el suelo urbano no lo crea 
el Plan, sino la acción urbanizadora amparada por el ordenamiento jurídico (art. 8 .b) de la Ley 6/98). 
Para un examen de este criterio modulador en la aplicación de las normas urbanísticas, cuyo origen se 
encuentra en la aplicación del art. 81 TRLS/1976, puede verse a BAÑO LEÓN que advierte que el 
juez no puede contradecir el principio de legalidad.  BAÑO LEÓN, J. Mª., “La fuerza normativa de lo 
fáctico en la jurisprudencia urbanística del Tribunal Supremo”, REDA, núm. 87, 1988, págs. 471-485.  
24
 En la doctrina más reciente, cfr., RAZQUIN LIZARRAGA, M. Mª., El Régimen Jurídico del 
Suelo Urbano y del Nuevo Suelo Urbanizado, Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, 2007 y  DE 
GUERRERO MANSO, M.C., ”La ciudad existente: delimitación del suelo urbano y en situación de 
urbanizado”, Iustel, Madrid, 2011.  
 




Ahora bien, es preciso subrayar que existen terrenos que sin ser ciudad el planificador 
los quiere integrar en la ciudad, es decir, les atribuye un destino urbano: es el suelo 
urbanizable. Esta categoría de suelo está en la frontera entre el suelo urbano y el suelo rural y 
según el momento en que se analice se aproximará más a una categoría o a otra. Por ello no 
resulta llamativo que plantee problemas su régimen jurídico que necesariamente presenta una 
naturaleza híbrida. Volveremos en epígrafes posteriores a esta decisiva decisión del 
legislador. 
 
Retomando el tema de la dialéctica medio urbano-medio rural, cabe señalar que el 
régimen  jurídico de ambas categorías presenta dos problemas: la dispersión normativa25  y la 
pluralidad de intereses jurídicos. En efecto, pese a que el elemento territorial constituye una 
misma y única realidad, la diversidad de legisladores, estatales, autonómicos, urbanísticos, 
medioambientales, de ordenación del territorio y sectoriales, trae como consecuencia la 
aparición de diversas técnicas que, al interaccionar entre sí, pueden llegar a anularse unas con 
otras, o, lo que quizá es peor, situar al operador jurídico ante soluciones incompatibles. Por 
eso una eficaz articulación de los principios de coordinación y de cooperación resulta decisiva 
en esta materia, tal y como, progresivamente se está alcanzando a través de informes 
sectoriales, participación en la elaboración de instrumentos de ordenación,  prevalencia de 
determinados planes que implican la adaptación de los planes urbanísticos,… A lo anterior 
hay que añadir la cuestión de los títulos competenciales que complica la adopción de 
soluciones a los problemas de estos espacios físicos.26 
 
                                                 
25
 En relación a la dispersión legislativa del urbanismo en general, cfr. FERNÁNDEZ 
RODRÍGUEZ, T.R., “El concepto de urbanismo y la dispersión legislativa”, en PÉREZ HERRERO, J. 
Mª., (Dir.), Hacia un nuevo urbanismo. Curso sobre ordenación del espacio y régimen del suelo, 
Fundación de Estudios Inmobiliarios, Madrid, 2005, págs. 283-307. Este profesor considera 
inconstitucional la existencia de estatutos jurídicos diferentes del suelo en función de la legislación 
autonómica sin que esta diferenciación pueda derivar de la ordenación territorial y urbanística 
autonómica. Desde su punto de vista la concurrencia competencial del estado y de las Comunidades 




 Refiriéndose a las relaciones entre el campo y la ciudad, MARTÍN REBOLLO sintetiza la 
nueva realidad cuando destaca la influencia de la perspectiva medioambiental, la óptica de la 
ordenación territorial, las derivaciones de una sociedad fuertemente industrializada, las consecuencias 
del crecimiento y las nuevas exigencias y demandas sociales. MARTÍN REBOLLO L., ”Suelo rústico 
o no urbanizable”, en MARTÍN REBOLLO, L. y BUSTILLO BOLADO, R.O. (Dir.),  Fundamentos 
de Derecho Urbanístico, I, op. cit., pág. 588. En lo relativo a las relaciones interadministrativas en 
general y a los supuestos específicos urbanísticos, cfr., CARBALLEIRA RIVERA, Mª.T., 
“Relaciones interadministrativas”, en MARTÍN REBOLLO, L. y BUSTILLO BOLADO, R. O., 
(Dirs.), Fundamentos de Derecho Urbanístico, T. I, op.cit., págs. 222-232.  
 




Dejando para un momento posterior la cuestión sectorial y de ordenación del territorio 
y centrándonos en la normativa urbanística quizás no resulte equivocado afirmar que el 
legislador estatal sólo se empieza a ocupar del suelo, desde una vertiente poliédrica, desde la 
promulgación de la LS/2007 (la base del TRLS/2008) puesto que con anterioridad se regulaba 
su clasificación pero no se reconocía como una realidad global pese a la proliferación de 
remisiones a la normativa sectorial, normativa que se caracteriza, desde mi punto de vista, por 
una visión excesivamente apegada al objeto material de cada una de dichas normas. Lo 
anterior no deja de ser paradójico si tenemos en cuenta que el Estado ha dejado de ser el actor 
protagonista en el diseño del aprovechamiento del suelo. Esta realidad ha sido 
progresivamente interiorizada por los diversos Estados y por sus habitantes pero también por 
la propia UE.27  
 
Pero hay además una serie de puntos conflictivos que deben ser tenidos en cuenta. De 
entre ellos, quizá el más determinante es que la planificación territorial y urbanística 
constituyen el fundamento de la ordenación en el suelo urbanizado pero no son lo 
suficientemente proactivos respecto del suelo del medio rural. En efecto, la regulación del 
suelo no urbanizable tiende a ser residual y no suele ser exhaustiva.28  
Por ello, el medio rural no puede ser contemplado desde ópticas parciales sino que, 
como si de la elaboración de un plan se tratase, debe ser regulado desde el ordenamiento 
jurídico teniendo presente el carácter multidisciplinar de sus elementos constitutivos y la 
integración de todas sus vertientes. Esto es, se trata de un espacio físico en el cual inciden 
toda una serie de políticas públicas.29  
 
El objeto de la presente memoria de tesis consistirá en el análisis de esta realidad 
social, desde el punto de vista jurídico urbanístico, pero sin perder de vista, la interrelación 
con otras disciplinas no jurídicas y la imbricación de otros sectores del ordenamiento jurídico, 
en particular, la ordenación del territorio y la normativa sectorial.  
 
Desde este planteamiento, el concepto del que debemos partir, puede ser el siguiente:” 
el medio rural es aquella zona del territorio que constituye el soporte físico de asentamientos 
poblacionales tradicionales y de usos compatibles con la naturaleza, dotado de una serie de 
                                                 
27
 Puede citarse, a título de ejemplo, la Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parlamento 
Europeo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones titulada Estrategia 
temática para la protección del suelo, de 22 de septiembre de 2006 (COM., 2006, 231 final). 
 
28
 Esta abstracción permite la implantación de actuaciones sectoriales supramunicipales. 
 
29
 Sirva como ejemplo de lo anterior, el tratamiento de la materia en el seno de la Unión 
Europea, que será abordado en el capítulo correspondiente.  
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valores protegidos mediante un régimen jurídico específico limitativo de su urbanización, 
constituido por normas de aplicación directa y por planes territoriales y urbanísticos”. 
 
 No se olvide que amplias zonas de suelo rural están habitadas desde tiempos 
inmemoriales, es decir, la antropización no sólo es un hecho sino un factor positivo en cuanto 
a la protección de estos territorios, por lo que, las medidas prohibitivas no son aconsejables 
máxime si el desarrollo rural demanda no sólo la modernización de las estructuras 
agropecuarias sino también la diversificación de actividades complementarias acordes con la 
propia naturaleza de los terrenos tal y como subrayan  y como señalan BUSTILLO BOLADO 















                                                 
 
30
 BUSTILLO BOLADO, R., O. y MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. en Desarrollo rural…, 
op.cit., págs. 127-128. Para un estudio de la figura de los contratos territoriales de zonas rurales cfr., 
ARROYO YANES, L.M., “El desarrollo sostenible del medio rural: los contratos territoriales de 
explotación agraria”, Nuevas Políticas Públicas: Anuario multidisciplinar para la modernización de 
las Administraciones Públicas, nº 4, 2008, págs. 213-231. Para este profesor, tras el análisis de la 
experiencia francesa e italiana, el éxito de estos contratos administrativos dependerá “de una 
reglamentación acertada de sus determinaciones, una buena preparación de los contratos (y de los 
empleados públicos encargados de tramitarlos) y un compromiso decidido por parte de las 
organizaciones agrarias.” (ARROYO YANES, L.M., “El desarrollo sostenible del medio rural: los 
contratos territoriales de explotación agraria”, op. cit., pág. 231). En el mismo sentido RODRÍGUEZ-
CHAVES MIMBRERO defiende la condición de contrato administrativo especial tanto de los 
contratos territoriales como de los contratos territoriales de zona rural pese al silencio normativo de la 
LDRSMR y del Real Decreto 1336/2011. Esta autora opina que se puede producir una excesiva 
actuación de la Administración y la necesidad de crear entidades de asesoramiento así como una 
pasividad de las Comunidades Autónomas. RODRÍGUEZ-CHAVES MIMBRERO, B.: “La 
gobernanza del medio rural. A propósito del Real Decreto 1336/2011, de 3 de octubre, por el que se 
regula el contrato territorial para promover el desarrollo sostenible del medio rural.”, RDUMA, núm. 
273, 2012, págs. 189-191.  
 
















1.- El derecho de propiedad en el ámbito del Consejo de Europa 
  
 
  1.1. Una cuestión previa: el principio de desarrollo territorial 
 
No nos corresponde en este momento estudiar el proceso de integración de España en 
el seno del Consejo de Europa ni las funciones y naturaleza jurídica de dicha organización 
internacional. Sin embargo, resulta necesario conocer cuáles son los principales ejes sobre los 
que pivota la política de ordenación del territorio31 plasmada a través de normas de diferente 
calificación jurídica (soft law y tratados internacionales) que nos servirán para enmarcar el 
estudio de la propiedad del suelo del medio rural.32 
 
Este planteamiento nos conduce a destacar que la actividad principal del Consejo de 
Europa en esta materia se formaliza en las resoluciones adoptadas en las correspondientes 
                                                 
31
  La organización territorial y la resolución de los problemas territoriales de los Estados 
miembros es una de las principales preocupaciones del Consejo de Europa dada su vinculación con 
uno de sus fines, es decir, la potenciación  de la identidad europea entre todos los ciudadanos. Cfr., el 
preámbulo de la Carta de ordenación del territorio de 20 de mayo de 1983 en el cual expresamente se 
advierte que la ordenación del territorio es un instrumento importante en la evolución de la sociedad 
en Europa y se requiere la adopción de unos principios comunes para lograr una mejor concepción 
general de la utilización y de la organización del espacio, del reparto de las actividades, de la 
protección del medio ambiente y de la mejora de la calidad de vida. 
 
32
 Así lo señala MORENO MOLINA. Este autor clasifica los trabajos derivados del Consejo de 
Europa en dos tipos: documentos admonitorios (entre los que incluye las Cartas relativas a la 
protección de algún elemento del medio ambiente, los documentos sobre ordenación del territorio y 
los documentos sobre la ciudad) y los desarrollos legales de protección del paisaje. MORENO 
MOLINA, Á, M., Urbanismo y medio ambiente. Las claves jurídicas del planeamiento urbanístico 
sostenible, Tirant, Valencia, 2008, págs. 118-126. 
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reuniones de los ministros responsables de ordenación del territorio que se conocen como 
Conferencias europeas y que se suelen celebrar cada 3 años. Teniendo en cuenta que en un 
momento posterior se abordará el tema de la ordenación del territorio conviene en este 
epígrafe avanzar las principales líneas maestras del desarrollo territorial.33 Para ello 
dividiremos nuestra exposición en tres aspectos: 
a.- Principios generales. Se trata de una serie de ideas-fuerza que inciden tanto en el 
suelo urbano como en el suelo del medio rural. Las más significativas son las siguientes: 
desarrollo policéntrico para promover la competitividad y mejorar la cohesión; fomento del 
desarrollo generado por las funciones urbanas y mejora de las relaciones campo-ciudad y 
valoración y protección de los recursos y del patrimonio natural.  
 
b.- Medidas. Se aprobaron en la Conferencia de Hannover de 7 y 8 de septiembre de 
2000 bajo el título de “Principios Directores para el Desarrollo Territorial Sostenible del 
Continente Europeo” y están orientadas a determinados ámbitos geográficos (zonas costeras, 
regiones fronterizas, áreas de montaña,…). 
  
c.- Líneas de actuación. Se trata de criterios aprobados en las sucesivas conferencias. 
Entre los más relevantes podemos citar los siguientes: fortalecimiento de una política de 
planificación dirigida al mantenimiento del equilibrio entre las numerosas dinámicas que 
afectan a las zonas rurales (diversificación del empleo, cambios en la producción agrícola, 
forestación, turismo, protección de la naturaleza); la conservación y mejora de los recursos 
endógenos de las zonas rurales para diversificar la base económica y dinamizar a la población 
y a los agentes económicos; la promoción de las ciudades pequeñas y medias, así como de las 
poblaciones importantes para la prestación de servicios en su hinterland rural y como 
localización para las PYMES; el aumento de la accesibilidad de las zonas rurales, en 
particular de las ciudades pequeñas y medias y de las poblaciones importantes; la mejora de 
las condiciones de vida de los habitantes de las zonas rurales y el aumento de su atractivo 
para todos los grupos de población, tales como los jóvenes y los jubilados; la mejora de la 
oferta y del marketing de los productos regionales de alta calidad derivados de la agricultura, 
de la silvicultura y del artesanado; el fomento de una utilización del suelo por parte de las 
empresas agrícolas y silvícolas adaptada al contexto local y que contribuya asimismo a la 
conservación y restauración de la diversidad biológica; puede plantearse compensaciones 
económicas en caso de divergencia entre las necesidades de la actividad agrícola y silvícola 
por un lado y la protección de la naturaleza y el mantenimiento de los paisajes por otro; la 
promoción de las oportunidades de creación de empleo de alto nivel de cualificación, como 
                                                 
33
 La Carta Europea del Suelo (1972) establece, entre otras conclusiones, que la política de 
ordenación del territorio debe concebirse en función de las propiedades del suelo y de las necesidades 
de la población actual y futura y el desarrollo urbano debe ser organizado de manera que se cause el 
menor daño posible a las áreas vecinas. 
 




parte del proceso de diversificación económica, en particular en empleo no agrícola y 
vinculadas al uso de las nuevas tecnologías de información y comunicación. En suma, la 
política de ordenación del territorio del medio rural pasa por la revitalización de estas zonas 
mediante la fijación de la población y el uso sostenible de los recursos naturales, criterios de 
actuación que no sólo repercuten de forma evidente en el régimen jurídico del suelo rural sino 
que constituyen los antecedentes del programa implantado por la Unión Europea como se 
comentará posteriormente. 
1.2. El derecho de propiedad en el Convenio Europeo de Derechos Humanos: la          
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos  
 
 
En cambio, y por la misma razón, resulta decisivo conocer, las bases fundamentales 
del derecho de propiedad, en general, y en su caso, en el suelo del medio rural, tal y como han 
sido alumbradas por el TEDH. La razón de ser de este estudio limitado consiste en la 
necesidad de indagar sobre la existencia de un concepto de derecho de propiedad del suelo en 
el ámbito rural que pudiera actuar como modelo de las regulaciones estatal y autonómicas.34 
 
Dicho lo anterior, hemos de indicar que el derecho de propiedad no fue una de las 
preocupaciones iniciales del Consejo de Europa. En efecto, como recuerda BARCELONA 
LLOP35, el derecho de propiedad se incorporó en un protocolo adicional dadas las 
discrepancias sobre su inclusión en el CEDH ante las concepciones divergentes de los 
Estados y la posibilidad de un control a los Estados por un Tribunal internacional. Ahora 
bien, una vez incluido en el ámbito del Convenio, ¿cuál es la perspectiva que se adoptó? A 
modo de punto de partida podemos destacar que el derecho de propiedad se contempla desde 
una óptica general sin descender a cuestiones de índole particular. Intentaremos precisar este 
aserto y para ello nada mejor que reproducir el tenor literal del art. 1 del protocolo adicional, 
de 20 de marzo de 1952, del Convenio para la protección de los derechos humanos y de las 
libertades fundamentales, de 4 de noviembre de 1950, según el cual: 
                                                 
34
 Cfr., BARNÉS VÁZQUEZ, J., ”La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos sobre la propiedad privada”, en BARNÉS, J. (Coord.), Propiedad, Expropiación y 
Responsabilidad. La garantía indemnizatoria en el derecho europeo y comparado, Ed. Tecnos, 
Madrid, 1996, pág. 128. Este autor destaca la aplicación de los principios de proporcionalidad y de 
idoneidad por el TEDH. Sobre la eficacia de las sentencias del TEDH cfr., la STC 245/1991, de 16 de 
diciembre, RTC 1991\245. 
 
35
 BARCELONA LLOP, J.,” Privación de la propiedad e indemnización en el artículo 1 del 
primer Protocolo Adicional al Convenio Europeo de Derechos Humanos (la indemnización por 
privación de la propiedad en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos)”, en 
GARCÍA DE ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E. y ALONSO GARCÍA, R., (Coord.), 
Administración y justicia: un análisis jurisprudencial : liber amicorum Tomás-Ramón Fernández, 
Vol. 2, pág. 2712. 
 




 “Toda persona física o moral tiene derecho al respeto de sus bienes. Nadie podrá ser 
privado de su propiedad más que por causa de utilidad pública y en las condiciones previstas 
por la Ley y los principios generales del derecho internacional. Las disposiciones precedentes 
se entienden sin perjuicio del derecho que poseen los Estados de poner en vigor las Leyes que 
juzguen necesarias para la reglamentación del uso de los bienes de acuerdo con el interés 
general o para garantizar el pago de los impuestos u otras contribuciones o de las multas.”  
 
Se trata del único precepto que se refiere al derecho de propiedad36. De la sucinta 
regulación que de esta figura hace el precepto citado, pueden deducirse, no obstante, varias 
conclusiones definitivas:  
 
1) se reconoce el derecho de propiedad privada;37  
 
2) la privación de la propiedad se fundamenta en una causa de utilidad pública y de 
acuerdo con un procedimiento legalmente previsto, y,  
 
3) se atribuye a la competencia estatal el régimen jurídico de los bienes objeto de 
apropiación.  
 
Este precepto, que ha sido sometido a múltiples consideraciones por el TEDH, no 
recoge expresamente la indemnización en caso de privación.38 Nos interesa ahora dar cuenta 
                                                 
 
36
 BRUFAO CURIEL al estudiar los derechos recogidos en el CEDDH señala que la protección 
del derecho de propiedad se caracteriza por ser la única de naturaleza económica, recogiéndose otros 
de cariz político en sentido estricto, como el derecho a la vida, la prohibición de la tortura y tratos 
inhumanos, el derecho a la libertad, etc. Entre sus rasgos más sobresalientes, destaca el hecho de que 
los Estados contratantes demoraron la conclusión de un acuerdo que introdujese la salvaguardia de la 
propiedad privada en el articulado del Convenio. BRUFAO CURIEL, P.,”La jurisprudencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre propiedad de bienes inmuebles”, CDP, núm. 11, 
septiembre-diciembre 2000, pág. 247. En relación a las tres reglas del art. 1 del protocolo 1 cfr., 
GUICHOT, E., “La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre la propiedad 
privada. Anexo Jurisprudencial”, en BARNÉS, J., (Coord,), Propiedad, Expropiación y 




 Como advierte CARBALLEIRA RIVERA el Convenio reconoce el derecho de propiedad 
como un derecho inviolable del ser humano a fin de garantizar la posición del propietario privado 
frente a la confiscación o a las privaciones legítimas. CARBALLEIRA RIVERA, Mª.T., “Protección 
de bienes culturales y límites a la propiedad en la jurisprudencia del TEDH”, en GARCÍA DE 
ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E. y ALONSO GARCÍA, R. (Coord.), Administración y 
justicia: un análisis jurisprudencial: liber amicorum Tomás-Ramón Fernández, Vol. 2, Civitas 
Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2012, pág. 2759. 
 
38
 BARCELONA LLOP, J.,” Privación de la propiedad e indemnización en el artículo 1 del 
primer Protocolo Adicional al Convenio Europeo de Derechos Humanos (la indemnización por 




de algunas de ellas. En primer término, parte el Tribunal de un reconocimiento relativo  del 
derecho de propiedad puesto que señala la existencia de tres límites, de entre los que conviene 
destacar, en este momento, el interés general.39 Este concepto jurídico indeterminado, que, 
alberga un auténtico principio general del derecho, no constituye un precepto abstracto, con 
escaso valor práctico; por el contrario, el TEDH, tras el profundo examen al que lo ha 
sometido, al hilo de una interpretación pretoriana y casuística, lo ha concretado, en el ámbito 
urbanístico, en dos ideas fuerza: la protección del medio ambiente40 y las necesidades del 
                                                                                                                                                                       
privación de la propiedad en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos)”, op.cit., 
págs. 2713-2174 y 2117-2718, indica que el TEDH considera que las privaciones de propiedad deben 
ser indemnizadas como regla general en cuanto corolario del justo equilibrio entre el interés general y 
el derecho individual aunque la jurisprudencia europea admite privaciones no indemnizadas, 
privaciones en las que concurren circunstancias que justifican que la indemnización no alcance el 
valor del bien y privaciones que, al menos aparentemente, deben ser compensadas abonando al 
interesado el valor real del bien. 
 
39
 Como explica ÁLVAREZ-OSSORIO MICHEO para el CEDH la propiedad no es un derecho 
absoluto existiendo límites internos (función social) y límites externos (interés general). ALVAREZ-
OSSORIO MICHEO, F.,” La construcción del derecho de propiedad por el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos”, en CARRASCO DURÁN, M.,  PÉREZ ROYO, F.J., URÍAS MARTÍNEZ, J. y 
TEROL BECERRA, M.J.(Coord.), Derecho constitucional para el siglo XXI: actas del VIII Congreso 
Iberoamericano de Derecho Constitucional /, Vol. 1, 2006, págs. 1919-1935. Por su parte, 
CARBALLEIRA RIVERA, destaca que la utilización de los términos utilidad pública e interés 
general fue deliberada y trae como consecuencia que la expropiación forzosa viene delimitada en el 
propio Convenio mientras que el poder de regulación del uso de los bienes se difiere a la normativa de 
los Estados. CARBALLEIRA RIVERA, Mª.T., “Protección de bienes culturales y límites a la 
propiedad en la jurisprudencia del TEDH”,…, op.cit., pág. 2760 
 
40
 Respecto a la protección del medio  ambiente, es forzosa la cita de la Sentencia de 23 de 
septiembre de 1982, asunto Sporrong y Lönnroth contra Suecia, TEDH 1982\5. En esta sentencia, el 
TEDH decidió que se había producido una violación del derecho de propiedad de los demandantes 
(art. 1 del Protocolo adicional nº1), dado que se les había impedido el disfrute efectivo del mismo. 
Como apunta SAN MARTÍN SEGURA, el valor de esta sentencia radica en que pone ya de 
manifiesto el manejo por parte del TEDH de un concepto amplio de ambiente, evitando el extendido 
prejuicio de oponer lo natural y lo urbano. SAN MARTÍN SEGURA, D.,” La «ecologización» de los 
derechos fundamentales en el marco del Convenio Europeo de los Derechos Humanos”, Redur 3/año 
2005, pág. 229. En relación a esta sentencia MENÉNDEZ SEBASTIÁN es partidaria de la figura 
alemana de la delimitación de la propiedad por función social que en algunos casos da lugar a 
indemnización y no a la de la responsabilidad patrimonial de la Administración o del legislador. 
MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E., Los supuestos indemnizatorios en la Ley 8/2007 de Suelo y en la 
Legislación sobre Espacios Naturales Protegidos, op. cit., pág. 83. Puede también traerse a colación 
el caso Powell y Rayner, Sentencia de 21 de febrero de 1990, TEDH 1990\4, en el que el TEDH 
concluye que, si bien el derecho de propiedad suele esgrimirse como un interés a limitar desde el 
punto de vista de la protección del medio ambiente, vemos que no pueden desecharse supuestos en los 
que la situación sea exactamente la opuesta. Por un lado, la Comisión rechaza la aplicabilidad de la 
garantía de la propiedad como defensa frente a la emisión de ruidos del aeropuerto. Por otro, rechaza 
también la aplicación autónoma de la garantía de la intimidad (art. 8). La Comisión declara, por tanto, 
que la única reclamación que puede cursarse ante el TEDH es la referente a la tutela judicial efectiva 
para poder hacer valer el derecho a la intimidad. Por último hay que destacar la decisión de 
inadmisión en el caso “Fägerskiöld v. Suecia” de 26 de febrero de 2008 comentada por MARTIN-
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planeamiento lo que, supone, en nuestra materia, dos auténticos elementos esenciales para la 
configuración de los derechos y los deberes de los propietarios de suelo del medio rural.41  
 
Por otra parte, y conforme a la previsión del artículo citado, restaría dar cuenta, este 
momento, de la institución expropiatoria. Pese a la íntima relación que se traba entre el 
derecho de propiedad y la expropiación forzosa42, que demandaría un estudio exhaustivo de 
dicha técnica ablatoria, y en la medida que tal análisis excedería el objeto de la presente 
trabajo, nos decantamos por el examen de esta manifestación de la intervención pública sobre 
el derecho de propiedad, a través de dos momentos: en un primer momento, debemos tomar 
nota de la reglamentación del uso de los bienes y, en segundo momento, nos referiremos a 
otras modalidades de injerencia en el derecho de propiedad, tal y como ha sido interpretado 
por el TEDH, aunque es preciso subrayar que cualquier injerencia sobre el derecho de 
propiedad debe respetar el justo equilibrio querido por el citado art. 1 CEDH, justo equilibrio 
que se plasma en la siguiente idea: concurre el justo equilibrio cuando la medida es idónea 
para la realización de un objetivo legítimo y cuando dicha medida no es desproporcionada 
respecto del mismo, aunque la proporcionalidad es independiente de los fines que persiga43.  
 
De todas formas, y en palabras del propio Tribunal y como subraya ALVAREZ-
OSSORIO MICHEO, “no es suficiente con que una medida privativa de la propiedad persiga 
un objetivo legítimo, es obligado además que exista una equilibrada relación de 
proporcionalidad entre los medios empleados y la finalidad perseguida”. Igualmente, añade el 
                                                                                                                                                                       
RETORTILLO VAQUER. Según pone de manifiesto dicho autor el Tribunal asume que sin duda 
alguna -dadas las circunstancias señaladas-, el funcionamiento de una turbina eólica resulta de interés 
general, en cuanto se trata de una fuente de energía muy limpia desde el punto de vista ambiental, que 
contribuye al desarrollo sostenible de los recursos naturales sin que exista una injerencia ilegítima en 
el derecho de propiedad. MARTIN-RETORTILLO VAQUER, L., “Jurisprudencia ambiental reciente 
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, Indret, Revista para el análisis del Derecho, núm. 
4/08, Barcelona, www indret.com, pág. 22.  
 
41
 Cabe destacar que para el TEDH no constituye un supuesto de injerencia en el derecho de 
propiedad el sometimiento a licencia previa para la realización de determinadas construcciones 
(Asunto Pine Valley, Sentencia de 29 de noviembre de 1991). BARCELONA LLOP pone de relieve 
que “la indemnización está incrustada en el régimen europeo de las privaciones y es un elemento 
eventual en el de la reglamentación del uso de los bienes cuya ausencia no implica por sí misma una 
vulneración de la norma europea.” BARCELONA LLOP, J., “Privación de la propiedad y 
expropiación forzosa en el sistema del Convenio Europeo de Derechos Humanos”, RAP, núm. 185, 
mayo-agosto 2011, pág. 64.  
 
42
 MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E., Los supuestos indemnizatorios…, op.cit., págs. 58 y ss. 
 
43
 El control que realiza el TEDH sobre todas estas medidas limitativas se concreta en el test de 
proporcionalidad, para lo cual, el referido Tribunal tiene en cuenta la naturaleza del derecho afectado, 
la complejidad técnica de las actividades en juego. Así, se puede concluir que de la confrontación 
entre el derecho y los límites anunciados el único canon de validez posible a aplicar por el TEDH es el 
del principio de proporcionalidad, entre el derecho mismo y el interés general de la comunidad. 
 




Tribunal, “la medida debe ser a la vez idónea para la consecución de la finalidad y 
proporcionada, de tal forma que el justo equilibrio se rompería si la persona afectada sufriese 
una carga especial o exorbitante”.44 
 
 Corresponde, por último, abordar la cuestión de la reglamentación, por su evidente 
trascendencia respecto de la propiedad rural. En este punto, y como advierte BARNÉS45, el 
TEDH maneja un concepto negativo y residual de reglamentación (todo lo que no sea 
expropiación), pero, también utiliza el concepto de delimitación abstracta y general del 
conjunto de derechos y de deberes del propietario. En términos de derecho español podríamos 
hablar de limitaciones del derecho de propiedad.46 
 
De ahí que, la medida delimitadora deba contar con la suficiente base legal y, de otra 
parte, que deba ponderarse la restricción de las facultades del propietario en relación con el 
beneficio que se irroga al interés general, si bien cuando la injerencia no encaja en la 
expropiación ni en la delimitación el TEDH examina si se ha observado el mandato del 
equilibrio justo.47 Ahora bien y como subraya LASAGABASTER HERRARTE, la 
                                                 
44
 ALVAREZ-OSSORIO MICHEO, F., ”La construcción del derecho de propiedad por el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, en  CARRASCO DURÁN, M.,  PÉREZ ROYO, F.J., 
URÍAS MARTÍNEZ, J. y TEROL BECERRA, M.J. (Coord.), Derecho constitucional para el siglo 
XXI: actas del VIII Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional, op.cit., págs. 1919-1935. 
 
45
 Cfr., BARNÉS VÁZQUEZ, J., ”La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 




 Cfr., LASAGABASTER HERRARTE, I.: “Protección de la propiedad”, en 
LASAGABASTER HERRARTE, I., (Dir.), Convenio Europeo de Derechos Humanos, Thomson-
Civitas, Madrid, 2004, pág. 607. Para la Sentencia del TEDH de 11 de octubre de 2011, caso Gabriele 
Úbleis c. Austria, la reclasificación de suelo urbanizable a suelo verde no implica una privación de la 
propiedad sino una injerencia en el derecho al goce pacífico de las posesiones amparada en el segundo 
párrafo del art. 1 del Protocolo nº 1. Esta reglamentación de uso debe observar una relación razonable 
de proporcionalidad entre los medios  empleados y la finalidad que se pretende alcanzar y las 
autoridades internas gozan de un amplio margen de apreciación para adoptar las correspondientes 
medidas de control del uso de la propiedad. Siempre que dicha reclasificación se base en la ley y 
persiga fines legítimos como la protección del medio ambiente y del paisaje no implica una carga 
excesiva para los propietarios afectados. Para un comentario desteñido de esta Sentencia puede verse  
BOUAZZA ARIÑO, O., “Protección medioambiental del excedente de suelo urbanizable: (La 
decisión de inadmisión del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 'Gabriele Übleis c. Austria', de 11 
de octubre de 2011)”, REDA, núm. 153, 2012, págs. 241-252.  
 
47
 BARNÉS VÁZQUEZ, J., “La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
sobre la propiedad privada”, en BARNÉS, J. (Coord.), Propiedad, Expropiación…, op.cit., págs. 134-
139. Asimismo MENÉNDEZ SEBASTIÁN destaca que la reglamentación del uso conforme al interés 
general recuerda a la función social de la propiedad.  MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E., Los supuestos 
indemnizatorios…, op.cit., pág. 55.  
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reglamentación del uso del un bien no es totalmente libre aunque el Estado goza de un amplio 
margen para la determinación de la función social de la propiedad.48 
 
En cualquier caso, la injerencia, debe responder a una necesidad social imperiosa y 
debe ser proporcionada al fin legítimo perseguido (STEDH caso Handyside, de 7 de 
diciembre de 1976). Asimismo, dicho Tribunal entiende que dentro del ámbito de la 
reglamentación de uso se incluyen las limitaciones a la libre disposición de bienes y la 
prohibición temporal de edificar, mientras que se excluyen las medidas que privan al 
propietario, con carácter absoluto e indefinido, de sus facultades de uso y disposición.49 
 
En resumidas cuentas, y siguiendo a REY MARTÍNEZ, podemos concluir que en el 
ámbito del CEDH, el derecho de propiedad es un derecho fundamental.50   
 
 
1.3. La propiedad rural en la jurisprudencia del TEDH51 
 
 
El TEDH ha examinado diversos asuntos en los que, de una u otra forma, se ponen en 
juego derechos e intereses relativos a la propiedad rural52. A continuación se comentan los 
más significativos: 
 
1) Asunto Chassagnou y otros v. Francia (Sentencia de 29 de abril de 1999); en este 
caso se debatía, de forma tangencial, la vinculación a que debía someterse una parcela rústica. 
Según el TEDH, obligar por ley a un individuo a una adhesión profundamente contraria a sus 
propias convicciones y obligarle, por el hecho de esta adhesión, a aportar el terreno del que es 
                                                 
48
 LASAGABASTER HERRARTE, I.: “Protección de la propiedad”, en LASAGABASTER 




 Cfr., la STEDH de 29 de noviembre de 1991, LA LEY 10107/1991 en la cual se considera 
legítima la injerencia en el derecho de propiedad derivada de la prohibición de construir en una zona 
agrícola destinada a preservar un cinturón verde. 
 
50
 REY MARTÍNEZ, F.: La propiedad privada en la Constitución Española, BOE, Centro de 
Estudios Constitucionales, Madrid, 1994, pág. 131. 
 
51
 Todas las sentencias que se exponen en el presente epígrafe han sido tomadas de los artículos 
publicados en la revista RAP por BOUAZZA ARIÑO, O., titulados “Notas de Jurisprudencia del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos” que, para facilidad del lector se incluyen en la bibliografía. 
 
52
 Como pone de manifiesto LASAGABASTER HERRARTE, I.: “Protección de la propiedad”, 
en LASAGABASTER HERRARTE, I., (Dir.), Convenio Europeo de Derechos Humanos, op.cit., pág. 
626, el TEDH no considera privación ni reglamentación de uso en los supuestos de concentraciones 
parcelarias. 
 




propietario para que la asociación realice objetivos que él desaprueba, va más allá de lo que 
es necesario para garantizar un justo equilibrio entre intereses contradictorios.53  
 
2) Asunto Saliba v. Malta,  de 8 febrero 200:, el TEDH, entra a fondo en la temática 
de la propiedad rural, y concluye que la medida en cuestión satisfacía el requisito de legalidad 
en el sentido del art. 1 del Protocolo n.º1, que perseguía el fin legítimo de conservar el medio 
ambiente y garantizar el cumplimiento de las normas de urbanismo, con vistas a establecer un 
desarrollo ordenado de las zonas rurales y que ha habido un equilibrio justo entre el interés 
general de la comunidad (una protección total del medio ambiente, así como disuadir a otros 
infractores potenciales) y el derecho del demandante a la propiedad. En este caso el TEDH 
perfila la reglamentación del uso de los bienes rurales. Así considera que una medida 
conducente a controlar el uso de los bienes en el sentido del artículo 1 del Protocolo nº1 del 
Convenio, puede únicamente estar justificada, si se demuestra que está en conformidad con el 
requisito de legalidad, que busca la persecución de un fin legítimo y que tras su adopción aún 
se mantiene un equilibrio justo, entre las demandas del interés general de la comunidad y la 
exigencia de la protección de los derechos fundamentales de la persona.54  
 
3) Otro asunto de relevancia para la convalidación legislativa del uso, anteriormente 
prohibido, del suelo no urbanizable de especial protección lo constituye la Sentencia de 27 de 
abril de 2004 (Asunto Gorraiz Lizarraga y otros contra España). La doctrina que se extrae de 
ese caso es meridiana: para el TEDH, la Ley navarra, al operar la convalidación legislativa, 
no supuso violación alguna ya que no comportó una interferencia ilegítima del legislador en 
las funciones judiciales y se basa en que el asunto versa “sobre un proyecto de ordenación del 
territorio, dominio donde la modificación o cambio de la reglamentación como consecuencia 
de una decisión judicial es comúnmente admitida y practicada”, ya que, en efecto, “mientras 
que los titulares de derechos de crédito pueden, en general, prevalerse de derechos firmes e 
                                                 
53
 Como señala MARTÍN-RETORTILLO VAQUER estamos en presencia de una defensa 
cruzada de derechos con un decidido potenciamiento de los valores medioambientales. MARTÍN-
RETORTILLO VAQUER, L., “La defensa de la cruzada de derechos: la protección del medio 
ambiente en la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos”, Anuario jurídico de La 
Rioja, núm. 10, 2005, pág. 29. Como señala LASAGABASTER HERRARTE, I.: “Protección de la 
propiedad”, en LASAGABASTER HERRARTE, I., (Dir.), Convenio Europeo de Derechos Humanos, 
op. cit., pág. 608, el Tribunal consideró que las limitaciones impuestas sobre el derecho de propiedad 
eran en sí mismas adecuadas pero no era adecuado el tiempo que se utiliza en su aplicación 
 
54
 Como pone de manifiesto MARTÍN-RETORTILLO VAQUER  la protección del medio 
ambiente forma parte indudable de las limitaciones que el Estado puede introducir en el sistema del 
derecho de propiedad. De ahí que la medida cuestionada no es una pena, no es una expropiación, sino 
que forma parte de la delimitación del derecho de propiedad. En definitiva, el estatuto de la propiedad 
puede asumir el respeto a lo medioambiental si así lo estima el Estado. MARTÍN-RETORTILLO 
VAQUER, L., “La defensa de la cruzada de derechos: la protección…”, op.cit.,  pág. 28.  
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intangibles, no estamos en el mismo caso en materia de urbanismo o de ordenación del 
territorio, materias que conllevan derechos de naturaleza diferente y que, por esencia, son 
esencialmente evolutivos”.55 En relación a este supuesto, y desde el punto de vista de la 
solución adoptada por el Tribunal Constitucional, la doctrina española muestra su 
disconformidad. Así BAÑO LEÓN entiende que “lo relevante debiera ser si hay necesidad de 
aplicar la ley a ese caso concreto, lo que podría ser enjuiciado por el juez de la ejecución que 
no pondría en cuestión la ley sino su aplicación retroactiva al caso enjuiciado.56 
 
4) Son igualmente dignos de mención los casos Depalle v. Francia y Brosset-
Triboulet y otros v. Francia, sentencias de 29 de marzo de 2010. En estos supuestos el TEDH 
sienta la doctrina de que debe prevalecer el interés general a la protección del litoral por lo 
que la orden de demolición de viviendas situadas en la zona del demanio marítimo no es una 
carga excesiva. Al no aceptar los usuarios la posibilidad de sucesivas prórrogas de las 
autorizaciones temporales de ocupación del dominio público tampoco es desproporcionada la 
decisión de no indemnizar. 
 
5) En el caso, Sinan Yildiz y otros v. Turquía, de 12 de enero de 2010, las parcelas de 
los demandantes fueron clasificadas como sitio arqueológico de primera categoría por la 
                                                 
55
 En síntesis, se trataba de la declaración de la ilegalidad del proyecto de presa de Itoiz 
(Navarra) por Sentencia de 29 de septiembre  de 1995 de la Audiencia Nacional, posteriormente 
confirmada por el Tribunal Supremo, en Sentencia de 14 de julio de 1997, RJ 1997\5639, al ser 
contrario dicho proyecto con la legislación navarra en materia de protección de espacios naturales. 
Aunque, posteriormente, el Parlamento navarro, con anterioridad a la sentencia del Tribunal Supremo, 
modificó la legislación en la materia para permitir dichas infraestructuras,  el Tribunal Supremo 
confirmó la sentencia de la Audiencia Nacional, la cual, en fase de ejecución, planteó una cuestión de 
inconstitucional que fue desestimada por la STC 73/2000, de 14 de marzo, RTC 2000\73. Para un 
estudio más detallado de este caso, cfr., FERNÁNDEZ VALVERDE, R., “La Presa de Itoiz o el 
comienzo de una historia interminable de validaciones legislativas (Sentencia del Tribunal 
Constitucional STC 73/2000, de 14 de marzo y Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
STEDH de 27 de abril de 2004)”, en GARCÍA DE ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E. y 
ALONSO GARCÍA, R. (Coord.), Administración y justicia: un análisis jurisprudencial: liber 
amicorum Tomás-Ramón Fernández, Vol. 2, Civitas Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2012, págs. 
2863-2889. SUBRA de BIEUSSES refiriéndose al Derecho francés concluye que el control de 
constitucional y el control de convencionalidad revisten una naturaleza diferente y el recurso a la 
técnica de las leyes de convalidación no pone en peligro el papel esencial que al Poder Judicial le 
corresponde en todo Estado de Derecho. SUBRA de BIEUSSES, P., “El marco de la práctica de las 
convalidaciones legislativas: las jurisprudencias coincidentes del Consejo Constitucional y del 
Consejo de Estado francés”, Protección de bienes culturales y límites a la propiedad en la 
jurisprudencia del TEDH”, en GARCÍA DE ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E. y  ALONSO 
GARCÍA, R. (Coord.), Administración y justicia: un análisis jurisprudencial: liber amicorum Tomás-
Ramón Fernández, Vol. 2, Civitas Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2012, pág. 4018. 
 
56
 Cfr., BAÑO LEÓN, Derecho Urbanístico Común, Iustel, Madrid, 2009, pág. 527 quien 
además entiende que la convalidación legislativa sólo debería utilizarse con carácter excepcional por 
motivos fundados de interés público. 




Administración. Pese a que no se abonaron indemnizaciones ni se concedieron permisos de 
construcción, el TEDH concluye que:  
a) no es una expropiación de facto;  
 
b)  la clasificación de la parcela constituye una injerencia derivada de la regulación del 
uso de los bienes, y cuya base normativa se encuentra en una Ley;  
 
c) la protección de una zona de valor arqueológico encaja en la noción de interés 
general;  
 
d) las restricciones no impiden el uso de la propiedad por lo que no implican una 
reducción sustancial de la disponibilidad del bien, ya que la ley no contempla una interdicción 
absoluta de construir ni está prohibida la venta; e) la injerencia litigiosa no ha impuesto a los 
demandantes una carga excesiva y no ha sido desproporcionada al fin legítimo perseguido. 
 
6) Otra decisión en la misma línea es la recaída en el caso Mustafa Tarim v. Turquía, 
de 9 de marzo de 2010. En este supuesto se deniega la licencia para construir un restaurante 
turístico en suelo agrícola, clasificado como sitio natural de primera categoría, primero, como 
zona a arborizar y, después, como sitio natural de primera categoría. De acuerdo a informes 
de expertos, se consideró que la zona presentaba un alto valor natural y cultural y era 
desaconsejable la construcción, además, por motivos orográficos. El Tribunal observa que, 
por un lado, la denegación de la licencia de obra se enmarcaba en la reglamentación del uso 
de los bienes y, por otro lado, la simple denegación de un permiso de construir en un terreno 
agrícola no significa, en sí misma, una expropiación de hecho llevada a cabo por la 
Administración. Para el TEDH no se trata de una carga excesiva ni desproporcionada al fin 
legítimo perseguido porque la medida perseguía un fin de interés general, la protección del 
medio ambiente y no debe otorgarse prioridad a los imperativos económicos frente a 
consideraciones relativas a la protección del medio ambiente.57 
                                                 
57
 En las sentencias recaídas en los casos Ocak v. Turquía, de 19 de enero de 2010; Bölükbaş y 
otros v. Turquía, de 9 de febrero de 2010; Erkmen y otros v. Turquía, de 16 de marzo de 2010; S. S. 
Göller Bölgesĭ Konut Yapi Koop. v. Turquía, de 23 de marzo de 2010; Çağlar v. Turquía, de 13 de 
abril de 2010; Adem Yilmaz Doğan y otros v. Turquía, de 15 de junio de 2010, las autoridades turcas 
anularon los títulos de propiedad de los demandantes para incorporar sus propiedades en el Tesoro 
Público, tras clasificarlas como suelo forestal. El TEDH dictaminó que si bien en la actualidad el 
medio ambiente tiene una importancia primordial y que no siempre los intereses económicos van a 
prevalecer sobre los medioambientales, no se puede admitir una restricción tan amplia del derecho de 
propiedad, sin contemplar indemnización alguna. Por ello, concluye que ha habido una violación del 
art. 1 del protocolo adicional nº 1 del Convenio. Estas sentencias tienen como precedentes las 
sentencias Turgut y otros v. Turquía, de 8 de julio de 2008; y Köktepe y otros v. Turquía, de 22 de 
julio de 2008.  
 




7) También, pueden también destacarse los casos Erkner y Houfauer v. Austria, de 23 
de abril de 1987, y Poiss v. Austria y de la misma fecha, en los que, ante un supuesto de una 
permuta en el seno de una reordenación agrícola de determinadas zonas, el Tribunal considera 
que dicha medida constituye una injerencia  en el derecho de propiedad por el largo plazo de 
incertidumbre que sobre el disfrute del derecho de propiedad gravitaba y por el hecho de que 
los recurrentes no pudieron durante todo este tiempo transitorio intentar una modificación de 
su situación y, finalmente, por la inexistencia de una previsión legal de indemnizaciones en 
caso de consignar tierras de menor valor. 
 
8) Otro caso de ordenación urbanística es la Sentencia de 25 de octubre de 1989, caso 
Allan Jacobsson v. Suecia. Para el TEDH, ante la prohibición de construir durante más de 
veinte años mientras la Administración decide la planificación a desarrollar en la zona,  
señala que : a)  se trata de una medida restrictiva que cae de lleno en la potestad estatal de 
regulación del uso de bienes; b) se reconoce el interés general legítimo y general que realiza 
toda actividad de planeamiento urbanístico; c) el margen de apreciación del Estado a tenor del 
segundo apartado del art.1 del Protocolo 1", no permite considerarlas desproporcionadas a las 
exigencias del fin legítimo que constituía, para el municipio, la organización de la zona. En 
términos similares la STEDH de 15 julio 2004, TEDH\2004\51, caso Scordino (núm. 2) 
contra Italia, señala que “el Tribunal considera natural que, en un campo tan complejo y 
difícil como la ordenación del territorio, los Estados contratantes gocen de un gran margen de 
apreciación para llevar a cabo su política de urbanismo” si bien concluye que “Las 
circunstancias de la causa, concretamente la incertidumbre y la inexistencia de todo recurso 
efectivo susceptible de remediar la situación en litigio, combinadas con la dificultad en el 
pleno disfrute del derecho de propiedad y la ausencia de indemnización, llevan al Tribunal a 
considerar que los demandantes han soportado una carga especial y exorbitante que ha roto el 
equilibrio justo que debe reinar entre, por un lado, las exigencias del interés general y, por 
otro, la protección del derecho al respeto de los bienes.” 
 
9) Por último, resulta significativo el asunto abordado en caso Bahí Nova S.A. v. 
España. (Sentencia de 12 diciembre 2000, JUR 2007\44105). En este asunto, unas parcelas, 
inicialmente agrarias, se clasificaron por Decreto en suelo urbanizable de usos turísticos y 
posteriormente se clasificaron mediante una ley autonómica como suelo no urbanizable (lugar 
natural protegido). Para el TEDH, es una regulación del uso de los bienes y aunque los 
efectos de la medida discutida disminuyen la disponibilidad de los bienes no puede 
equipararse a una expropiación formal ni a una expropiación de hecho. Al observar que la ley 
no prohibió utilizar los terrenos en litigio según el uso agrario inicial, concluye que es 
procedente la indemnización de los gastos de urbanización acreditados pero no la relativa a la 
pérdida de valor debido a la recalificación de la propiedad como área natural protegida 
porque la demandante contribuyó en la pérdida de las expectativas legítimas al no respetar la 




programación establecida para la realización de las obras. El Tribunal considera que se 
mantuvo un equilibrio justo entre, por un lado, el interés general y, por otro, el respeto del 
derecho de propiedad de la demandante y que la injerencia no supuso una carga excesiva 
susceptible de hacer que la medida denunciada fuera desproporcionada a la finalidad legítima 
perseguida por ella. 
 
En resumen, de la doctrina del TEDH se puede concluir que los Estados miembros 
gozan de una amplia discrecionalidad legislativa a la hora de delimitar el derecho de 
propiedad rural tanto desde el punto de vista ambiental como desde el punto de vista 
urbanístico. Por último, y si bien el CEDH no reconoce un derecho individual a un medio 
ambiente saludable el TEDH otorga una doble protección al medio ambiente: una protección 
indirecta o refleja en el aspecto individual que se concreta en el derecho a no sufrir un medio 




2.- El Derecho de propiedad en la Unión Europea: incidencia de la normativa 
comunitaria en la propiedad rural  
 
  2.1. Introducción 
 
 
La doctrina ha constatado que el urbanismo y la ordenación del territorio no 
constituyen una política de la Unión Europea.59 Sin embargo, la posible concurrencia de otros 
títulos (al igual que sucede en el ordenamiento jurídico español) pueden poner en cuestión las 
competencias estatales siendo la más significativa la relativa al medio ambiente.60 En efecto, 
                                                 
58
 Sobre la jurisprudencia más destacable en materia de medio ambiente cfr., LEZERTÚA 
RODRÍGUEZ, M., “La protección del medio ambiente en el Consejo de Europa”, en Derecho 
europeo medioambiental: La protección del medio ambiente en la Unión Europea. Aspectos críticos, 
Estudios de derecho judicial, núm. 134, 2007, págs. 87-161.  
59
 BAÑO LEÓN J. M., Derecho Urbanístico Común, op. cit., 2009, pág. 67. Cfr., GONZÁLEZ 
ALONSO, A.,” Normativa comunitaria y actuaciones de la Unión Europea de vigilancia y control del 
urbanismo español tras el informe Fourtou de 2005”, RDUMA, núm.248, 2009, págs. 13-52. Destaca 
este último  autor que el Ejecutivo comunitario tiene competencias para verificar el cumplimiento de 
la legislación medio-ambiental dentro de la política urbanística, lo que supone que su actuación no 
puede iniciarse hasta que no se haya aprobado el correspondiente plan de ordenación urbana. 
 
60
 En el ámbito español, recuérdese que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sostiene 
que la incorporación de España en las Comunidades Europeas no alteró el régimen constitucional y 
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el TUE fija la protección ambiental como principio general y horizontal. Así, su art. 6 
establece que las exigencias de protección del medio ambiente deberán integrarse en la 
definición y en la realización de las políticas y acciones de la Comunidad. En particular, con 
el objeto de fomentar el desarrollo sostenible y la política ambiental comunitaria alcanza 
también al suelo, que es un recurso natural, un bien escaso. Por ello, y desde una perspectiva 
amplia, bien pudiera decirse que estamos en presencia de  un «urbanismo sectorial» aunque 
téngase en cuenta que de acuerdo con la STJCE de 28 de marzo 1996, incumbe a los Estados 
miembros definir el concepto de «terreno edificable» a efectos de la letra h) del art. 13. B) en 
relación con la letra b) del ap. 3 del art. 4 de la Sexta Directiva 77/388/CEE del Consejo, de 
17 de mayo de 1977, no correspondiendo, pues, al Tribunal de Justicia precisar el grado de 
urbanización que deba tener un terreno no edificado para calificarlo de terreno edificable a los 
fines de dicha Directiva. De esta suerte se puede hablar de una política transversal del medio 
ambiente que afecta a a la política de cohesión económica y social y repercute en la 
planificación territorial.61 
 
 Pero, además, en esta línea de reflexiones, debe traerse igualmente a colación la 
política agraria común.62 En efecto, a nadie se le escapa que el uso agrícola del suelo es un 
factor determinante en la configuración del paisaje que puede suponer, en ocasiones, una 
degradación del suelo, no sólo por la utilización de productos contaminantes sino también por 
el abandono de las explotaciones agrarias. Cobra sentido, por tanto, que la PAC se oriente a 
reforzar la política de desarrollo rural, asegurando las prácticas agrícolas necesarias para 
proteger el medio ambiente y para preservar el paisaje rural.63  
                                                                                                                                                                       
estatutario de distribución de competencias. Así lo viene manteniendo desde la STC 252/1988 de 20 
de diciembre, RTC 1988\252. Por consiguiente, la ejecución del Derecho comunitario corresponde a 
quien ya ostentaba la competencia sobre la materia en la que incida la norma europea (STC 79/1992,  
de 13 de mayo, RTC 1992\79,  STC 141/1993 de 22 de abril, RTC 1993\141, STC 102/1995 de 26 de 
junio, RTC 1995\102). 
 
61
 En este sentido puede verse la STJCE de 15 de septiembre de 2011, LA LEY 165397/2011 en 




 Observa BASSOLS COMAS la contradicción existente en el ámbito de la Unión Europea ya 
que existe una política agrícola común pero no existe una política urbana común. Este autor considera, 
no obstante, que se aprecian algunos indicios de esta política citando como ejemplos la Carta de 
Atenas de 2003, el Foro Europeo de la Vivienda, la Estrategia Territorial Europea y la normativa de 
contratos públicos. (BASSOLS COMAS, M., “Panorama del Derecho Urbanístico Comparado”, Serie 
Claves del Gobierno Local, 5 Fundación Democracia y Gobierno Local, pág. 24.) Por otra parte, cabe 
destacar que en el ámbito comunitario, desde el Reglamento (CE) núm. 1257/1999 del Consejo, de 17 
de mayo, sobre la ayuda al desarrollo rural a cargo del Fondo Europeo de Orientación y Garantía 
Agrícola (período 2000-2006), rige el principio de multifuncionalidad de la agricultura y de la 
silvicultura, o, lo que es lo mismo una funcionalidad económica, ambiental y social. 
 
63
 Debe tenerse en cuenta que desde el punto de vista de la distribución del uso urbanístico del 
territorio la tónica general es lo que se denomina la “expansión urbana descontrolada” que trae 





A continuación se procede a examinar (sin afán de exhaustividad y a pesar del 
predominio de su alcance meramente programático) los principios documentos emanados de 
la Unión Europea sobre ordenación del territorio pues, como advierte SANTIAGO 
GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ64, los referidos documentos están pensando especialmente en 
el suelo no urbanizable.  A modo de introducción y siguiendo a BERMÚDEZ PALOMAR se 
puede destacar que el modelo de urbanismo europeo no rechaza el uso urbanístico del suelo 
rural sino que se decanta por un uso racional, sostenible, planificado y respetuoso con el 
medio ambiente que permita el desarrollo rural.65 Es más y como advierte FONSECA 
FERRANDIS en relación con la Comunicación “Europa 2000. Cooperación para la 
ordenación del territorio europeo, una de las directrices a seguir es evitar la urbanización 
tentacular de las zonas rurales.66 
 
Por último, quizá no resulte ocioso subrayar, como advierte LASAGABASTER 
HERRARTE, que “ni las políticas europeas ni los derechos que se reconocen a los 
comunitarios pueden prejuzgar el régimen de propiedad existente en cada Estado miembro.67  
 
 
  2.2. La Perspectiva europea de ordenación territorial de 1998 
 
 
La PEOT se aprueba por la Resolución del Parlamento Europeo relativa a la 
ordenación del territorio y a la Perspectiva europea de ordenación territorial [Diario Oficial 
C226 de 20.07.1998] y constituye un marco de orientación política con el fin de mejorar la 
                                                                                                                                                                       
consigo un uso desmedido del suelo favorecido por una serie de factores: mayor nivel, potenciación de 
las redes de comunicación y de las infraestructuras de transporte, masificación de las ciudades, 
ocupación del litoral,... 
 
64
 GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, S. y DE LA FUENTE CABERO, I., La nueva legislación 
urbanística valenciana. Doctrina y texto legal, Tirant lo Blanch, Valencia, 2006, pág. 22. 
 
65
 BERMÚDEZ PALOMAR, V., ”Urbanismo sostenible y suelo rústico”, RUE, núm. 22, 2010, 
pág. 150.  
 
66
 FONSECA FERRANDIS, F. E.: La liberalización del suelo en España. Presupuestos y 
marco jurídico-constitucional, Madrid, 1999, pág. 253. En relación al concepto de directriz y su 
vinculación con la coordinación territorial y el planeamiento, cfr., MENÉNDEZ GARCÍA, P., Las 
potestades administrativas de dirección y de coordinación territorial, Civitas, Madrid, 1993.  
 
67
 LASAGABASTER HERRARTE, I.: “Protección de la propiedad”, en LASAGABASTER 
HERRARTE, I., (Dir.), Convenio Europeo de Derechos Humanos, op.cit., págs. 606-607. Cfr., el art. 
345 TFUE. 
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cooperación de las políticas sectoriales comunitarias con un impacto significativo en el 
territorio. Este texto se puede calificar como un documento de carácter intergubernamental, 
indicativo y no vinculante y consta de 2 partes: I) la contribución de la política de ordenación 
territorial en su calidad de nueva dimensión de la política europea, y II) las tendencias, 
perspectivas y retos del territorio de la Unión. Abarca cuatro ámbitos importantes que 
interactúan entre sí y ejercen presiones importantes sobre el desarrollo espacial de la Unión 
Europea: la evolución de las zonas urbanas, la evolución de las zonas rurales, los transportes 
y el patrimonio natural y cultural. Respecto al primer ámbito y, una vez constatado que  cerca 
del 80% de la población europea vive en las ciudades, se considera necesario crear una nueva 
relación entre las ciudades y las zonas rurales para responder a los retos a los que se enfrentan 
los territorios.68  
 
En lo relacionado con las zonas rurales de la Unión Europea constata el riesgo de 
verse marginadas por la existencia de dificultades específicas, tales como el alejamiento de 
las grandes metrópolis, los rigores climáticos, la baja densidad de población, infraestructuras 
deficientes o falta de diversificación económica debido al peso excesivo de la agricultura. De 
ahí que se potencia la multifuncionalidad de la agricultura (seguridad alimentaria, productos 
de la tierra, turismo rural, valorización del patrimonio y el paisaje, utilización de energías 
renovables) y una cooperación a escala regional entre las zonas urbanas y las zonas rurales.69 
 
 
   2.3. La Estrategia Territorial Europea de 1999  
 
 
Como ya nos consta la Carta Europea del Suelo de 1972 advirtió que «el suelo es uno 
de los bienes más preciosos de la humanidad. Permite la vida de los vegetales, de los 
animales y del hombre, en la superficie de la tierra».70 La interrelación entre ordenación del 
                                                 
68
 En lo que respecta al medio ambiente, se pone de manifiesto la necesidad de proteger los 
recursos naturales y ecosistemas y de aprovechar de forma distinta el potencial económico que ofrecen 
estas zonas (turismo rural y cultural, diversificación agrícola). Los objetivos y opciones políticas son 
los siguientes: a) establecer un sistema urbano policéntrico y equilibrado, b) promover sistemas de 
transportes y comunicaciones integrados que favorezcan el acceso a las infraestructuras y al 




 La PEOT también contempla la potenciación de las infraestructuras de transportes y 
telecomunicación y el respeto y la puesta en valor de la naturaleza y la cultura constituyen un 
importante factor de desarrollo regional. 
 
70
 En análogo sentido, la Carta Europea de los Suelos, de 1972, adoptada por el Comité de 
Ministros reunido en Estrasburgo, el 30 de mayo de 1972, durante la celebración de la reunión núm. 
211, destaca que “el suelo es una fuente limitada que se destruye fácilmente. (...) Es una delgada 
película que recubre una parte de la superficie de los continentes. Su uso está limitado por el clima y 




territorio, urbanismo y medio ambiente se afirmó en la Carta Europea de la Ordenación del 
Territorio de 1983 (Carta de Torremolinos), que se centró en el desarrollo socioeconómico 
equilibrado de las regiones de Europa, aumentando su calidad de vida, la administración 
responsable de los recursos naturales y la protección del medio ambiente, además de un uso 
racional del suelo.71  
 
Posteriormente, se aprueba la Resolución del Parlamento Europeo de 26 de octubre de 
1990, sobre una política concertada de ordenación del territorio (DOCE n.° C 259/652, de 26 
de noviembre de 1990). Esta resolución, tal y como señala ÁNGEL SÁNCHEZ BLANCO72, 
presenta una serie de aportaciones, como son la de integrar el urbanismo y el medio ambiente 
en el supraconcepto de Ordenación del Territorio y proponer la integración de las políticas 
sectoriales de la Comunidad en lo que califica como “una estrategia territorial plenamente 
elaborada; integrar los distintos niveles de las Administraciones territoriales en el 
procedimiento de elaboración de las estrategias de gestión del territorio comunitario y atribuir 
a la Comisión la responsabilidad de elaborar las «líneas directrices de planificación del 
territorio”. Contiene un modelo territorial conexo a un modelo socioeconómico regido por el 
principio de Cohesión Social y Económica.73 Asimismo es preciso destacar que en 1994, 
                                                                                                                                                                       
la topografía. Se forma lentamente en virtud de procesos físico-químicos; físicos y biológicos, pero su 
destrucción puede darse rápidamente como consecuencia de actuaciones desconsideradas (...)“ 
 
71
 Asimismo, en la introducción del Libro Verde de 1985 se afirmaba que “la necesidad de 
mantener un tejido social en las regiones rurales, conservar el medio natural y salvaguardar el paisaje 
creado a lo largo de dos milenios de agricultura son motivaciones decisivas en la elección social a 
favor de una Europa Verde” (Comisión Europea, 1985). Con la reforma de los Fondos Estructurales 
en 1988, la CEE tuvo la oportunidad de abordar su estrategia rural desde una perspectiva más global, 
no exclusivamente ligada a la PAC (Comisión Europea, 1988). Ello se plasma en una nueva 
comunicación de la Comisión sobre “El futuro del mundo rural”. El nuevo planteamiento es más 
amplio, al contemplarse la potencialidad de diversificación económica, al tiempo que se reconoce la 
heterogeneidad de las zonas rurales, que da lugar a problemáticas muy específicas.  
 
72
 SÁNCHEZ BLANCO, A.,” La ley de reforma del régimen urbanístico y de valoraciones del 
suelo y la resolución del Parlamento europeo sobre una política concertada de ordenación del 
territorio”, REALA, julio-diciembre 1992, núms. 255-256, págs. 503-504. Destaca este profesor, 
op.cit., págs. 508- 515, que la ley 8/1990,  se distancia de la metodología y de las alternativas de la 
citada Resolución del Parlamento Europeo, ya que, efectúa una exculpación pública y una imputación 
al sector privado, polariza en el específico problema de la carestía de la vivienda, toda la problemática 
del urbanismo, instrumenta las competencias de las Instituciones Centrales del Estado en conflicto con 




 Cfr. SÁNCHEZ BLANCO, A., ”La ley de reforma …”, op.cit., pág. 507. Como explica este 
profesor la relación núcleos urbanos-áreas rurales está íntimamente conectada a una red de ciudades y 
villas dinámicas en todo el territorio, a la PAC, la estructuración de una red adecuada de servicios, 
públicos o privados, y a una política fiscal de solidaridad supramunicipal. 
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varias ciudades y redes de administraciones locales de Europa elaboraron la Carta de 
Aalborg, por la que sus signatarios se comprometen a asumir el Programa 21 Local y a 
preparar planes de acción a largo plazo con el objetivo de sostenibilidad. 
 
En definitiva, conviene retener que la Estrategia Territorial Europea se decanta por  la 
rehabilitación de centros urbanos y el reaprovechamiento de instalaciones industriales y 
terrenos abandonados, evitando el consumo de suelo no transformado e introduce una visión 
de la transformación del territorio posteriormente asumida por el Convenio Europeo del 
Paisaje. 
 
Con estos antecedentes, se adopta en la reunión informal de Ministros responsables de 
ordenación del territorio en Potsdam, mayo de 1999 la Estrategia Territorial Europea que se 
define a sí misma (punto 22) como documento jurídicamente no vinculante74, indicando que 
“constituye un marco político para mejorar la cooperación entre las distintas políticas 
comunitarias que tienen efectos territoriales importantes, así como entre los Estados 
miembros, sus regiones y ciudades”. Uno de sus principales objetivos es el desarrollo 
equilibrado y sostenible, armonizando las exigencias sociales y económicas del desarrollo con 
las funciones ecológicas y culturales del territorio75, es decir, trae como consecuencia la 
vinculación del desarrollo rural y regional según el tamaño y la dinámica económica de las 
ciudades dominantes en cada tipo de espacios rurales.76 En este sentido, se divide en dos 
partes. En la primera (parte A), se estudia el enfoque territorial a nivel europeo, la influencia 
de las políticas de la Comunidad sobre el territorio de la Unión Europea, los objetivos y 
opciones políticas para el territorio de la Unión Europea, la aplicación de la Estrategia 
Territorial Europea y la ampliación de la Unión Europea. En la parte segunda (parte B), 
analiza las características y tendencias del desarrollo territorial en la Unión Europea, temas 
importantes para el desarrollo territorial a nivel europeo (dentro de los cuales se abordará 
posteriormente el relativo a las zonas rurales), los programas y directrices para un desarrollo 
                                                 
74
 LÓPEZ RAMÓN subraya su estricto alcance programático. LÓPEZ RAMÓN, F., 
”Introducción a los significados de la ordenación del territorio en Europa”, RAP, núm. 166, 2005, pág. 
228. En el ámbito nacional, se sugiere a los Estados miembros “que tengan en cuenta de forma 
apropiada los objetivos y opciones políticas de la Estrategia Territorial Europea a la hora de elaborar 
su planificación territorial nacional” (punto 184). 
 
75
 El propio texto subraya que todos los participantes se mostraron de acuerdo en que la 
Estrategia Territorial Europea no establece nuevas competencias a nivel de la Comunidad, sino que 
sirve como marco de orientación a los Estados miembros, a sus autoridades regionales y locales y a la 
Comisión Europea en sus respectivos ámbitos de competencia. 
 
76
 Como advierte LÓPEZ RAMÓN, F.:” Introducción…”, op.cit., pág. 226,  pretende contribuir 
a evitar el incremento de las disparidades regionales. Para ello, contiene objetivos de desarrollo 
territorial aplicables ante todo a las políticas sectoriales de la Unión Europea. 
 




territorial integrado y los datos básicos de los países candidatos a la adhesión y los Estados 
miembros.  
 
En consecuencia, y desde el punto de vista de las zonas rurales el texto comunitario 
fomenta la elaboración de planes regionales de desarrollo dada la manifiesta interdependencia 
entre las zonas rurales y las ciudades. Pero la citada vinculación entre el campo y la ciudad es 
dispar si se comparan  las regiones con alta densidad de población y las regiones con baja 
densidad de población. En las primeras, surgen una serie de relaciones negativas que 
desembocan en la contaminación de las aguas y del suelo,  la fragmentación de los espacios 
abiertos y la pérdida del carácter rural, todo ello como consecuencia de la presión 
urbanizadora. Por ello, para tratar de solucionar esta problemática la Estrategia considera que 
la ciudad y el campo deben articular sus relaciones como socios y no como competidores. Por 
el contrario, en las zonas con menor densidad de población la ordenación del territorio 
obedece a otros parámetros. En efecto, destaca la Estrategia que las actuaciones de desarrollo 
a pequeña escala, realizadas para  la mejora de las estructuras agrarias y de las condiciones de 
residencia, repercutido negativamente sobre el medio ambiente y sobre la calidad del paisaje. 
  
Por otra parte, se requiere ponderar otros aspectos como son la emigración de la 
población que, para la referida Estrategia, amenaza la viabilidad de los servicios públicos y 
privados y la preservación del patrimonio natural y cultural que puede implicar un 
renacimiento económico y social, basado en el turismo sostenible y el ocio.77 Para conseguir 
la referida viabilidad, se consideran como instrumentos indispensables los de un buen 
equipamiento de infraestructura y el acceso a la información, todo ello, partiendo de  una 
reforma gradual de la agricultura europea en un contexto caracterizado por la liberalización 
económica, la tendencia a la reducción del gasto público y la exigencia de respeto al medio 
ambiente.78 Por último, se ofrecen soluciones a los cambios en la economía agraria. Así, se 
destaca la extensificación de las explotaciones y el fomento de la agricultura ecológica. Ante 
la disyuntiva marginalización-extensificación, la Estrategia se decanta por la segunda, puesto 
que la marginalización aunque pueda generar ciertas consecuencias positivas (así sobre el 
                                                 
77
 En otro orden de consideraciones, se señalan las relevantes funciones que desempeña el 
medio rural en la diversidad cultural, natural y paisajística de la Unión Europea porque, es evidente, 
que su función consiste en algo más que garantizar la producción de alimentos y la protección de los 
recursos. Por otra parte, el texto que se comenta parte de la importancia de las zonas rurales en la 
consecución de los objetivos de desarrollo territorial en Europa. Se defiende una estructura 




 Según algunas estimaciones, de un 30% a un 80% de las superficies agrarias de la UE podrían 
retirarse de la producción agrícola. Sin embargo, la posición determinante de la agricultura como base 
del desarrollo, la economía y el empleo se mantendrá en algunas regiones. 
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medio ambiente y el paisaje en la medida en que otros usos del suelo, como la silvicultura, 
pueden sustituir a la agricultura), suele acarrear más efectos negativos, como son el posible 
éxodo de los trabajadores agrarios, el aumento del riesgo de erosión de los suelos y de 
incendio y el deterioro de la calidad de los paisajes.79 En suma, se puede concluir que la 
referida estrategia considera el desarrollo regional conjunto del campo con las ciudades 
rurales cuando se trata de zonas de baja densidad población, mientras que,  la relación campo-
ciudad en zonas de alta densidad de población genera unas necesidades muy distintas debido 
a la presión urbanizadora y a los efectos asociados a la elevada concentración de población. 
 
    
   2.4. La Agenda Territorial Europea de 2007 
 
 
Se adoptó en Leipzig, en  mayo de 2007. Se fundamenta en los siguientes puntos 
básicos: reestructuración de la cohesión territorial, medidas contra el cambio climático, y, 
finalmente, densidad poblacional. Se pretenderá “promover un desarrollo territorial 
policéntrico de la UE con objeto de hacer un mejor uso de los recursos disponibles en las 
regiones europeas”. Para ello, se considerará un elemento central la integración territorial de 
los lugares donde vive la gente. De esta manera, se aprecia que se contribuirá a una Europa 
que sea cultural, social, ambiental y económicamente sostenible, alcanzándose el concepto de 
solidaridad territorial. Por tanto, y tal y como destaca OMAR BOUAZZA ARIÑO80, los 
modelos basados en ordenaciones concretas sin enmarcarse en sistemas globales de 
planificación, son radicalmente contrarios a una idea de sostenibilidad, sensible con la 
protección del medio ambiente, oponiéndose a las directrices establecidas desde Europa. 
 
 




En cuanto al suelo, el Sexto Programa de Acción Comunitario en materia de Medio 
Ambiente incluye el objetivo de proteger los recursos naturales y fomentar un uso sostenible 
                                                 
79
 La intensificación ofrece posibilidades de inversión y genera otras actividades conexas. La 
diversificación puede reducir la dependencia de las subvenciones y abrir nuevas perspectivas para la 
protección de la naturaleza y del paisaje y para la creación de fuentes de ingresos paralelas. En 
algunas regiones, la marginalización y la extensificación pueden mejorar las perspectivas para la 
protección de la naturaleza y las medidas de reforestación, pág. 74. 
 
80
 BOUAZZA ARIÑO, O.,” Ordenación del litoral y abusos urbanísticos (el caso valenciano)”, 
RArAP,  núm.34, 2009, pág. 260. 
 




del suelo. En su virtud se desarrolla una estrategia temática de protección del suelo, en la que 
se considera que «el suelo es un recurso vital que está sometido a una presión cada vez 
mayor. Para poder garantizar un desarrollo sostenible, es necesario protegerlo». Desarrolla 
una estrategia temática sobre el medio ambiente urbano, según la cual el urbanismo sostenible 






   2.6. Los informes del Parlamento Europeo: Fortou y Auken  
 
 
El Parlamento Europeo aprobó el 13 de diciembre de 2005, una resolución sobre las 
alegaciones de aplicación abusiva de la Ley valenciana reguladora de la actividad urbanística 
y sus repercusiones en los ciudadanos europeos, conocido como Informe Fortou. Esta 
resolución realiza un diagnóstico que enlaza con tres problemas del urbanismo español: 1) la 
crisis de la función pública del urbanismo, en cuanto alude al incumplimiento de las 
Directivas en materia de contratos públicos, con referencia al papel destacado del agente 
urbanizador y la falta de transparencia; 2) la destrucción del medio ambiente con mención de 
las Directivas de evaluación tanto de impacto ambiental (Directivas 85/337 y 97/11)81 como 
estratégica (Directiva 2001/42); y 3) el problema respecto de las condiciones futuras de 
abastecimiento de agua (Directiva 2000/60). Por ello, la resolución insta a las autoridades 
valencianas y españolas a que los planes generales de desarrollo y urbanización se sometan a 
Evaluación Ambiental Estratégica y que los proyectos incluidos en los Anexos de las 
Directivas de Evaluación de Impacto Ambiental se sometan a dicha evaluación, así como 
sugiere una moratoria urbanística. En suma se establecen una serie de mandatos de actuación 
y nuevas consecuencias jurídicas. Sin embargo y como pone de manifiesto la doctrina82, la 
resolución se sustenta en la  referencia a los derechos fundamentales, concretamente en el 
derecho de propiedad, si bien aunque en el preámbulo  se cita la Carta de Derechos 
Fundamentales de la Unión Europea, dado el carácter no vinculante de esta última, no se 
                                                 
81
 Recuérdese que la STJCE de 26 de marzo de 2006, LA LEY 21729/2006 condenó al Reino 
de España por incumplir dicha normativa en un supuesto de construcción de un centro de ocio en una 
zona urbana al considerar el citado Tribunal que dicho proyecto podía provocar efectos importantes en 
el medio ambiente. 
 
82
 LASAGABASTER HERRARTE, I., “Breve nota a la resolución del Parlamento Europeo 
relativa a los abusos producidos como consecuencia de la aplicación de la ley de la actividad 
urbanística de Valencia”, Ambiente y derecho, núm. 4, 2006, pág. 76.  
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recoge en la Resolución propiamente dicha, considerando a dicho derecho como un principio 
general del Derecho, común  a las tradiciones constitucionales de los Estados miembros. 
 
En conclusión, la trascendencia de esta intervención parlamentaria se puede medir, no 
sólo en la modificación de la normativa a la que aludía, sino, y sobre todo, en la puesta de 
manifiesto de la necesaria imbricación entre el uso del suelo (en la mayor parte de los casos 
en origen de naturaleza rústica y posteriormente reclasificado como suelo urbanizable) y el 
medio ambiente. Posteriormente, mediante acuerdo de 26 de marzo de 2009, se ratifica como 
el Informe sobre el impacto de la urbanización extensiva en España en los derechos 
individuales de los ciudadanos europeos, el medio ambiente y la aplicación del Derecho 
comunitario, con fundamento en determinadas peticiones recibidas (2008/2248(INI)), 
Comisión de Peticiones, conocido como “Informe Auken”.83 Más allá de las consideraciones 
formuladas, es importante retener, en lo que ahora nos ocupa, que una de las peticiones que 
dirige a las autoridades españolas es la de que se declare una moratoria de todos los planes 
urbanísticos nuevos que no respetan los criterios rigurosos de sostenibilidad medioambiental 
y responsabilidad social, y que no garantizan el respeto por la propiedad legítima de los 
bienes adquiridos legalmente, y que detengan y anulen todos los desarrollos urbanísticos en 
curso que no han respetado o aplicado los criterios establecidos por el Derecho comunitario, 
principalmente por lo que se refiere a la adjudicación de contratos urbanísticos y al 
cumplimiento de las disposiciones en materia de agua y medio ambiente. 
 
 
   2.7. La Agenda Territorial de la Unión Europea 2020 
 
 
Tiene su origen en la reunión informal de Ministros responsables de Ordenación del 
Territorio y Desarrollo Territorial el 19 de mayo 2011 en Godollő, Hungría. Entre sus 
prioridades territoriales se enumeran las siguientes: promover un desarrollo territorial 
policéntrico y equilibrado, fomentar el desarrollo integrado en las ciudades, las regiones 
rurales y zonas Específicas, la integración territorial en regiones funcionales transfronterizas 
E internacional, asegurar la competitividad global de las regiones sobre la base de fuertes 
economías locales, mejorar la conectividad territorial para los individuos, comunidades y 
                                                 
83
 Cfr. SÁNCHEZ BLANCO, Á., ”Urbanismo, prácticas municipales y evaluación institucional 
del Estado Español: la Resolución del Parlamento Europeo sobre el impacto de la urbanización 
extensiva en España en los derechos individuales de los ciudadanos europeos, el medio ambiente y la 
aplicación del Derecho comunitario”, REALA, núm. 310, 2009, págs. 9-38. Para un estudio del 
informe referido desde el punto de vista de la transparencia tanto en el ámbito urbanístico como en el 
ámbito ambiental, cfr. GÓMEZ MANRESA, Mª.F., ” La transparencia en la planificación y gestión 
del suelo”, RArAP, núm. 35, 2009, págs. 265-299.  




empresas, y la gestión y la conexión de los valores ecológicos, paisajísticos y culturales de las 
regiones. Sintetizando lo acordado en el ámbito rural se reconoce la existencia de zonas 
rurales con características únicas y se fomenta el espíritu empresarial y la creación de una 
sólida capacidad local destacando las funciones ecológicas y los servicios que presta. Los 
territorios que se enfrentan a una severa despoblación deben tener soluciones a largo plazo 
para mantener su actividad económica con la creación de empleo, la mejora de las 
condiciones de vida y de los servicios públicos para los habitantes y las empresas. Se 
fomentan las inversiones en nuevos sectores de recursos eficientes o alternativos, la 
conservación de la tierra cultivable de alta calidad y las funciones ecológicas esenciales. Se 
reconoce la interdependencia urbano-rural a través de la gobernabilidad y planificación 
integradas basadas en la amplia asociación. Se destaca el papel crucial de las ciudades 
pequeñas y medianas.  
 
 
2.8. La política de desarrollo rural 
 
 
Como señalan LEGUINA VILLA y SÁNCHEZ MORÓN la acción comunitaria se 
caracteriza por la progresiva ampliación de las competencias comunitarias y por dos 
principios básicos: el de la primacía absoluta del Derecho comunitario y el de autonomía 
organizativa de los Estados miembros.84 A su vez cobran protagonismo los Fondos 
estructurales y los programas aprobados al efecto. Actualmente, dentro de la programación 
comunitaria 2007-2013 ocupa un papel estelar el Reglamento (CE) 1698/2005 del Consejo de 
20 de septiembre, relativo a la ayuda de desarrollo rural a través del Fondo Europeo Agrícola 







                                                 
84
 LEGUINA VILLA, J. y SÁNCHEZ MORÓN, M., Acción administrativa y desarrollo rural, 
Tecnos, Madrid, 1994, págs. 19-27.  
 
85
 Este Reglamento es de plena aplicación al suelo del medio rural ya que se dirige a: aumentar 
la competitividad de la agricultura y silvicultura;  mejorar el medio ambiente y el entorno rural. Este 
último se considera dedicado a la actividad agraria y espacios forestales pero ello no implica una 
visión restrictiva de estos espacios porque pretende mejorar de la calidad de vida en las zonas rurales 
y la diversificación de la actividad económica en el conjunto del medio rural. 
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  2.9. Las directrices estratégicas comunitarias de desarrollo rural 
 
 
Como complemento de la política comentada, la Decisión del Consejo de 20 de 
febrero de 2006 recoge, para el periodo de programación 2007-2013, directivas estratégicas 
en materia de economía agroalimentaria, medio ambiente y economía y población rurales. 
Para ello se establecen una serie de ejes fundamentales, entre los que destaca, el aumento de 
la competitividad del sector agrícola; la mejora del medioambiente y del entorno rural; la 
calidad de vida en las zonas rurales y diversificación de la economía rural; el desarrollo de la 
capacidad local de creación de empleo y la diversificación de la calidad de vida en las zonas 





2.10. La Carta europea de derechos fundamentales (CEDF) 
 
 
Como es conocido, la CEDF tiene el mismo valor jurídico que los Tratados tal y como 
se dispone en el art. 6.1 TUE en la redacción del Tratado de Lisboa86. Por tanto, resulta 
necesario abordar su estudio en lo relativo al derecho de propiedad contenido en el art. 17.1 
que previene lo siguiente:” Toda persona tiene derecho a disfrutar de la propiedad de sus 
bienes adquiridos legalmente, a usarlos, a disponer de ellos y a legarlos. Nadie puede ser 
privado de su propiedad más que por causa de utilidad pública, en los casos y condiciones 
previstos en la ley y a cambio, en un tiempo razonable, de una justa indemnización por su 
pérdida. El uso de los bienes podrá regularse por ley en la medida que resulte necesario para 
el interés general.”87 
 
De la lectura del precepto reseñado se puede concluir que existe una similitud 
destacable con relación a la norma correspondiente del CEDH por lo que a sus comentarios 
nos remitimos no sin antes poner de relieve que la Carta también se ocupa del desarrollo 
sostenible. En efecto su art. 37 dispone lo siguiente: “Las políticas de la Unión integrarán y 
                                                 
86
 Como recuerda ANDRÉS SÁENZ DE SANTA MARÍA hasta que no adquirió valor jurídico 
obligatorio, la Carta formaba parte del grupo heterogéneo de los actos atípicos. ANDRÉS SÁENZ DE 
SANTA MARÍA, P.,” La carta de los derechos fundamentales de la Unión europea en la práctica 
española “, Revista de Derecho de la Unión Europea, núm. 15, 2º semestre 2008, pág. 234. 
 
87
 Esta redacción se recogió en el art. II-77 de la Constitución Europea. A propósito de la misma 
MENÉNDEZ SEBASTIÁN pone de manifiesto que  la mención al goce y disfrute así como a la 
disposición de los bienes por parte del propietario forman parte del contenido esencial del derecho de 
propiedad. MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E., Los supuestos indemnizatorios…, op. cit., págs. 56-57. 
 




garantizarán con arreglo al principio de desarrollo sostenible un alto nivel de protección del 
medio ambiente y la mejora de su calidad.” 
 
Además y como pone de relieve MENÉNDEZ SEBASTIÁN la referencia a la ley no 
debe ser interpretada como ley formal puesto que los países signatarios del CEDH cuentan 





III.- LAS BASES CONSTITUCIONALES MATERIALES DEL SUELO DEL 
MEDIO RURAL: LA CONSTITUCIÓN DE 1978  
 
 
El objetivo del presente epígrafe es ofrecer una visión sintética de los principales ejes 
constitucionales sobre los que deberá girar toda ordenación jurídica del suelo del medio rural 
teniendo en cuenta que la Carta Magna no contiene ningún precepto expreso dedicado a este 




1.- El Derecho de propiedad  
 
 
Para abordar el tema del suelo del medio rural en la Constitución es preciso efectuar 
una serie de consideraciones previas para intentar descifrar las reglas que emanan del texto 
constitucional. En este sentido, conviene resaltar que la Carta Magna disciplina el derecho de 
propiedad desde el punto de vista estructural, es decir, sólo lo aborda desde una perspectiva 
global y unitaria sin entrar a regular aspectos específicos. Por ello se puede adelantar que la 
CE no diferencia entre diversas propiedades del suelo y no recoge expresamente las técnicas 
urbanísticas instauradas de forma coordinada por la LS/1956: la clasificación del suelo y el 
urbanismo como función pública. Por consiguiente, en ningún momento ofrece una definición 
o una descripción con carácter específico del suelo del medio rural.89 Tampoco se refiere 
                                                 
88
 MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E., Los supuestos indemnizatorios…, op. cit., págs. 57-58. Esta 
profesora subraya que el art. 33 de nuestra Constitución no recoge el contenido esencial del derecho 
de propiedad a diferencia del art. 348 CC. 
 
89
 La pluralidad de diversos derechos de propiedad goza del respaldo de la doctrina mayoritaria. 
En contra de esta diversidad se puede citar a SERRANO ALBERCA, J.M., El Derecho de Propiedad, 
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expresamente a los planes urbanísticos, pese a que menciona un tipo de planes (los planes 
económicos) pero existen argumentos suficientes para encuadrar la figura de los planes 
urbanísticos en la delimitación del derecho de propiedad dada la remisión constitucional a la 
ley en este ámbito.90   
Sin embargo, y como novedad en relación a otros textos constitucionales, tanto 
históricos como de derecho comparado, se ocupa de la actividad urbanística en dos tipos de 
preceptos: unos, de carácter sustantivo y, otros de carácter competencial. En este epígrafe se 
estudiarán los primeros y, en un momento posterior, se analizarán los segundos, si bien debe 
anticiparse que habrá que tener en cuenta el conjunto de potestades que se ejercen por las 
distintas Administraciones Públicas sobre el mismo espacio territorial.91 
 
Dentro del primer bloque citado, a su vez, es preciso señalar que existen normas 
generales y normas especiales. El primer precepto a destacar es el art. 9.2. Su aplicación trae 
consigo la interpretación de las normas relativas al derecho de propiedad y a la libertad de 
empresa de conformidad con la doctrina emanada de los tribunales internacionales 
competentes en la materia al resultar de aplicación la Declaración Universal de Derechos 
Humanos (en concreto su art. 17) y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas 
materias ratificados por España. De ahí que hayamos dedicado un apartado a la jurisprudencia 
del TEDH. 
                                                                                                                                                                       
la Expropiación y la Valoración del Suelo, 3ª ed., Aranzadi Thomson Reuters, Cizur Menor, 2009, 




 En relación a este aspecto la doctrina se encuentra dividida. El sector mayoritario, al que nos 
adherimos, representado fundamentalmente por GARCÍA DE ENTERRÍA y PAREJO ALFONSO, 
sostiene que el Plan ejercita una remisión delegativa que le confiere la LS,  no una mera 
deslegalización, lo cual es conforme con el art. 33.2 CE que permite la delimitación del contenido de 
la propiedad no por la ley sino de acuerdo con las leyes. Pero además de los arts. 45.2 y 47 del texto 
constitucional se puede extraer la consecuencia de que corresponde a los poderes públicos (no al 
legislativo) velar por el medio ambiente y regular la utilización del suelo. GARCÍA DE ENTERRÍA, 
E. y PAREJO ALFONSO. L., Lecciones de Derecho Urbanístico, Civitas, Madrid, 1979, págs. 434-
435. 
Por el contrario, SERRANO ALBERCA, J.M.,  El Derecho de Propiedad, la Expropiación y la 
Valoración del Suelo, op. cit., pág.111, siguiendo a LÓPEZ MUÑIZ, entiende que el art. 33.2 no 
flexibiliza la reserva de ley del art. 53. Para este autor deben implantarse criterios objetivos más 
precisos para controlar los Tribunales la discrecionalidad administrativa. (SERRANO ALBERCA, 
J.M.,  El Derecho de Propiedad, la Expropiación y la Valoración del Suelo, op. cit., pág.112.)  
 
91
 En este sentido, y como advierte la STC 77/1984, de 3 de julio, “la atribución de una 
competencia sobre un ámbito  físico determinado no impide necesariamente que se ejerzan otras 
competencias en  ese espacio como ya ha declarado este Tribunal (Sentencia núm. 113/1983, de 6 de 
diciembre FJ 1º). Esa concurrencia es posible cuando recayendo sobre el  mismo espacio físico las 
competencias concurrentes tienen distinto objeto jurídico (F.J. 2º)”. Asimismo, en apartados 
específicos se deben comentar las diversas Sentencias del Tribunal Constitucional que han abordado 
la problemática urbanística del suelo no urbanizado desde la vertiente competencial.  
 





Pero, realmente, el precepto que constituye la clave de bóveda del suelo es el art. 33, 
norma ampliamente estudiada por la doctrina como tendremos ocasión de poner de 
manifiesto. La trascendencia de esta norma se advierte al reconocer el derecho a la propiedad 
privada en el que también se incluye a la propiedad del suelo del medio rural. Pero no sólo es 
crucial el reconocimiento de dicho derecho sino que tendremos que comentar cómo se lleva a 
cabo la delimitación de su contenido por las leyes92 y qué papel desempeña la figura de la 
función social.93  
Llegados a este punto se plantean los siguientes interrogantes: ¿existe un concepto 
unitario de derecho de propiedad?; ¿existe un concepto específico de derecho de propiedad 
del suelo?; ¿cuál es la naturaleza jurídica del derecho de propiedad? En el presente epígrafe 
enunciaremos unas ideas de tipo general sobre las que reflexionaremos con mayor 
detenimiento en el apartado correspondiente a la propiedad del suelo del medio rural. 
 
En relación a la primera pregunta, no existe un contenido unitario del derecho de 
propiedad. Esta es la conclusión que sostiene el Tribunal Constitucional en la STC 37/1990 al 
indicar que la propiedad del art. 33 CE no es ”una figura jurídica reconducible 
exclusivamente al tipo extremo descrito en el art. 348 CC, habiéndose producido, por el 
contrario, una extraordinaria diversificación de la institución dominical en una pluralidad de 
figuras o situaciones jurídicas reguladas con significado y alcance diverso”. Esta es también 
la posición en la que se encuentra la doctrina mayoritaria al defender la existencia de un 
                                                 
92
 MUÑOZ MACHADO, S. y LÓPEZ BENÍTEZ, M., El planeamiento urbanístico, Iustel, 
Madrid, 2007, pág. 41, sostienen que la propiedad no es un derecho natural y previo a la ley sino un 
derecho que ésta reconoce, delimita y configura señalando sus límites y concretando su contenido. 
 
93
 DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L., “Algunas reflexiones sobre el derecho de propiedad 
privada en la Constitución”,  en  MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, S. (Coord.), Estudios sobre la 
Constitución española : Homenaje al profesor Eduardo García de Enterría, (De los derechos y 
deberes fundamentales), Vol. 2, Civitas, Madrid, 1991), pág. 1268, considera que la cláusula de la 
función social permite la idea de que el contenido de edificabilidad no se encuentra ínsito en el 
derecho de propiedad. Para GONZÁLEZ SALINAS. J., “Las plusvalías urbanísticas: sistematización 
del alcance del artículo 47 de la Constitución española”, en MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, S. 
(Coord.), Estudios sobre la Constitución española…, op.cit., págs. 1717-1718, lo que únicamente se 
ha disociado en la propiedad constitucional no es más que la decisión acerca del destino de los bienes 
de la titularidad dominical y no la titularidad y el contenido. Estas tesis son rebatidas por un sector de 
la doctrina en el que sobresale GALLEGO ANABITARTE. Según este profesor  la función social del 
derecho de propiedad no permite defender la concepción legalista y reglamentaria del derecho de 
propiedad y además eliminar el derecho a edificar impide aplicar los mandatos de ponderación y de 
proporcionalidad por lo que  considera que  la ley estatal puede restablecer la concepción de que el 
propietario del suelo tiene, prima facie, derecho a edificar. GALLEGO ANABITARTE, A., “Sobre la 
propiedad: observaciones histórico-dogmáticas y actuales”, RDUMA, núm. 225, 2006, págs. 119-158 
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estatuto plural de la propiedad94. Dicho en otras palabras, una multiplicidad de estatutos 
jurídicos que, como sostiene MUÑOZ GUIJOSA95, constituyen derechos subjetivos 
funcionalizados, en los que el elemento funcional consistente en la función social 
particulariza los diversos regímenes jurídicos.  
 
Respecto a la segunda pregunta, y partiendo de la conclusión anterior, se podría 
sostener que no existe inconveniente constitucional alguno para que el legislador modalice el 
contenido del derecho de propiedad cuando recaiga sobre el suelo al igual que sucede de 
hecho con otros bienes (por ejemplo, con la propiedad intelectual, la propiedad industrial,…) 
 
De este modo, se puede diferenciar entre una propiedad urbana (en la que se podría 
incluir el suelo urbanizable una vez que se materialice su vocación a integrarse en el suelo de 
la ciudad, es decir, el suelo con un destino urbano para crear ciudad, a través de la 
correspondiente urbanización) y el suelo no urbanizable (en el cual se incluyen, 
fundamentalmente, la propiedad agraria y la propiedad forestal, aunque, presenta como 
característica común la decisión del legislador de ser destinados a un uso no urbano96).   
 
Por otra parte, y en relación a la naturaleza jurídica del derecho de propiedad existen 
dos corrientes doctrinales: para unos es un derecho ordinario mientras que para otros es un 
derecho fundamental. El primer sector se fundamenta en la regulación constitucional de dicho 
derecho de acuerdo con la que se observa un régimen debilitado de garantías: se excluyen la 
                                                 
94
 LÓPEZ LÓPEZ, Á. M., La disciplina constitucional de la propiedad privada, Tecnos, 
Madrid, 1988, pág. 39, señala que la tesis del pluralismo de la propiedad tiene su principal defensor en 
S. PUGLIATTI. Asimismo entiende que la función social es la causa principal de tal pluralismo 
porque la función de la propiedad no tiene un contenido uniforme. (LÓPEZ LÓPEZ, Á. M., La 
disciplina constitucional de la propiedad privada, op. cit., pág. 65). 
 
95
 MUÑOZ GUIJOSA, Mª.A., El derecho de propiedad del suelo: de la Constitución a la 
ordenación urbana, Civitas Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2009. Como pone de manifiesto 
FERNÁNDEZ FARRERES, en el prólogo de la obra citada anteriormente, la concepción estatutaria 
de la propiedad y la pluralidad de estatutos dominicales es la resultante de la función social del 
derecho de propiedad. Prólogo a la obra de MUÑOZ GUIJOSA, Mª. A., El derecho de propiedad del 




 Según destaca BARNÉS VÁZQUEZ, .J., “La propiedad agraria en España”, en BARNÉS, J. 
(Coord.), Propiedad, Expropiación op.cit., pág. 571, el legislador estatal o autonómico deberá 
observar las garantías y los parámetros constitucionales (delimitación del contenido del derecho; 
función social; reserva de ley y contenido esencial). Por su parte, y con anterioridad a la STS 61/1997 
GRAU ÁVILA defendía que una ley autonómica sería inconstitucional si altera el modelo urbanístico 
estatal que, según dicho autor, se definía mediante un contenido mínimo del derecho de propiedad (de 
imposible delimitación mediante normas generales) determinado de forma objetiva en función de las 
circunstancias fácticas que no podían desconocer los planes urbanísticos y cuya ablación debía ser 
compensada mediante la correspondiente indemnización por el valor real del suelo. GRAU AVILA, 
S.:”Reflexiones sobre los límites de las competencias legislativas de las Comunidades autónomas en 
materia de urbanismo”, Autonomies: Revista catalana de Derecho Público, núms. 2-3, 1985, pág. 114.  
 




tutela preferente y sumaria por parte de los Jueces y Tribunales (art. 53.2.); el recurso de 
amparo ante el Tribunal Constitucional (art. 53.2); su protección mediante el mecanismo 
agravado de reforma constitucional (art. 168); y la reserva de ley orgánica en su regulación 
(art. 53.1). Para el segundo sector doctrinal debe ser catalogado como uno de los derechos 
estructurantes del Estado Social y Democrático de Derecho. 97 
 
Otra de las cuestiones que debemos resolver es la relativa al principio de reserva de 
ley del derecho de propiedad, reserva que debe interpretarse como de carácter relativo, siendo 
necesario una primera regulación de carácter legal para que posteriormente sea posible su 
desarrollo mediante normas de rango reglamentario. Así se lo ratifica la STC 37/87, al 
afirmar que el principio de la reserva legal “no excluye, ciertamente, la posibilidad de que las 
leyes contengan remisiones a normas reglamentarias, pero sí que tales remisiones hagan 
posible una regulación independiente y no subordinada a la ley.” 
 
De todo esto parecería fácil concluir que el derecho de propiedad debería ceder frente 
a las actuaciones administrativas amparadas en el ordenamiento jurídico, o, lo que es lo 
mismo, el ejercicio abusivo del derecho y las actuaciones urbanísticas realizadas por su titular 
al margen de la norma, de especial trascendencia y repercusión en el ámbito de la propiedad 
rural, no podrían ser consolidados por el transcurso de los plazos de ejercicio de la potestad 
urbanística restauradora… Sin embargo, de un tiempo a esta parte, proliferan diversas 
medidas de regularización previstas en leyes generales, en leyes singulares y en planes 
urbanísticos.98 
                                                 
97
 Así, RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, J, M., “Las garantías constitucionales de la propiedad y 
de la expropiación forzosa a los treinta años de la Constitución española”, RAP, núm. 177, Madrid, 
septiembre-diciembre 2008, pág. 165. Señala este profesor  que pese a no ser susceptible de ser 
protegido mediante el recurso de amparo constitucional su carácter de derecho fundamental deriva de 
los antecedentes históricos, del Derecho comparado y de los tratados internacionales ratificados por 
España. Esta postura la asume, entre otras, la STC 204/2004, de 18 de noviembre, al referirse al 
derecho de propiedad como uno de los “derechos fundamentales de la persona”. En concreto, cfr. su 
F.J. 5º. Por su parte, para SORIANO GARCÍA, J. E., Hacia la tercera desamortización (Por la 
reforma de la ley del suelo), Marcial Pons, Madrid, 1995, pág. 56, las facultades de goce y disposición 
constituyen el mínimum inderogable del derecho de propiedad.  
 
98
 Me estoy refiriendo a las edificaciones y construcciones ilegales en el medio rural. Desde mi 
punto de vista, pese a la preeminencia del principio de seguridad jurídica, tal y como lo interpreta la 
jurisprudencia contencioso-administrativa, debe reconocerse que la ley puede sanar situaciones 
anteriormente ilegales. Así se pronuncian la STC 65/1987, de 21 de mayo, F.J. 18 y la STC 178/1989, 
de 2 de noviembre, F.J. 9, la última de las cuales se refiere a situaciones nacidas de la “simple 
tolerancia”, “sin reconocimiento legal, incluso contra la prohibición expresa de la ley”. En relación a 
las convalidaciones legislativas se pueden consultar, entre otras, la STC 273/2000, de 15 de 
noviembre y la STC 312/2006, de 8 de noviembre.  Cfr., SUBRA DE BIEUSSES, P., “ El marco de la 
práctica de las convalidaciones legislativas: las jurisprudencias coincidentes del Consejo 
Constitucional y del Consejo de Estado Francés”, en GARCÍA DE ENTERRÍA MARTÍNEZ-




Como se habrá notado, el texto español se caracteriza por adoptar las líneas maestras 
del constitucionalismo europeo, si bien en otras normas constitucionales existen fundamentos 
para configurar una propiedad especial del suelo99. Así, a título de ejemplo, se puede citar el 
art. 42  de la Constitución italiana, que se refiere a las modalidades de goce y al fomento de la 
accesibilidad de todos los ciudadanos.   
 
Empero, carece la norma española de instituciones directamente dirigidas a la 
regulación de determinadas propiedades. En este sentido, es preciso traer a colación la 
regulación italiana contenida en el art. 44 de la Constitución que consagra los fines a 
conseguir con el suelo: el aprovechamiento racional del suelo y el establecimiento de 
relaciones sociales equitativas, para cuya consecución, habilita a la ley para la imposición de  
obligaciones y cargas a la propiedad rústica privada, la fijación de límites a su superficie 
según las regiones y las zonas agrarias. Por otra parte, promoverá e impondrá la bonificación 
de las tierras100, la transformación del latifundio y la reconstitución de las unidades 
                                                                                                                                                                       
CARANDE, E. y ALONSO GARCÍA, R. (Coord.), Administración y justicia: un análisis 
jurisprudencial : liber amicorum Tomás-Ramón Fernández, Vol. 2, Civitas Thomson-Reuters, Cizur 
Menor, 2012, págs. 3999-4018.  
99
 Cfr. SUBRA DE BIEUSSES, P.,”A propósito de algunos aspectos recientes del derecho 
urbanístico en Francia”, RUE, nº 20, 2009, págs. 37-51. Este autor señala  que el art. L. 121-1 del 
Código de Urbanismo asigna al Esquema de Coherencia Territorial y al Plan Local de Urbanismo el 
objetivo de fijar los requisitos para garantizar: 1. El equilibrio entre la renovación urbana, un 
desarrollo urbano controlado y el desarrollo de las zonas rurales por un lado, y la preservación de las 
áreas afectas a las actividades agrícolas y forestales y la protección de los espacios naturales y 
paisajísticos por el otro, respetando los objetivos del desarrollo sostenible; 2. La diversidad de las 
funciones urbanas y la mezcla social en el hábitat urbano y rural, previendo capacidades de 
construcción y de rehabilitación suficientes para satisfacer, sin discriminación, necesidades presentes 
y futuras en materia de vivienda, actividades económicas, especialmente comerciales, actividades 
deportivas o culturales y de interés general, así como infraestructuras públicas, teniendo en cuenta los 
medios de transporte público y la gestión del agua; 3. Un uso económico y equilibrado de los espacios 
naturales, urbanos, periurbanos y rurales, el control de las necesidades de desplazamiento y del tráfico 
automovilístico, la preservación de la calidad del aire, del agua, del suelo y del subsuelo, de los 
ecosistemas, de los espacios verdes, de los entornos, lugares y paisajes naturales o urbanos, la 
reducción de las inmisiones acústicas, la salvaguardia del excepcional patrimonio urbano y 
arquitectónico, la prevención de riesgos naturales previsibles y de riesgos tecnológicos y la 
contaminación y molestias de cualquier tipo. 
 
100
 Para la Sentencia nº 6 de 1992 de la Corte Constitucional, “Las actividades de bonificación 
trasferidas a las competencias regionales forman parte de una serie de funciones muy complejas y 
articuladas, en las cuales están incluidos poderes liados al desarrollo económico de la producción 
agrícola, a la disposición paisajística y urbanística del territorio, a la defensa del ambiente, a la 
conservación, regulación y utilizo del patrimonio hídrico. En otras palabras, ya que las funciones 
concernientes la bonificación están dirigidas a la consolidación y a la trasformación de un territorio 
sobre el que están otras actividades, con fines idénticos y homólogos, ellas constituyen un sector de 
programación general del territorio, y más preciso, de aquella concerniente la defensa y la 
valorización del suelo con particular interés para el uso de recursos hídricos.” 
 




productivas, así como ayudará a la pequeña y mediana propiedad. La ley preverá medidas a 
favor de las zonas montañosas. 
 
En análogo sentido, la Constitución alemana contiene una norma específica sobre el 
suelo, al que equipara los recursos naturales y los medios de producción  (art. 15), respecto 
del cual se establece que, con fines de socialización, pueden ser situados bajo un régimen de 
propiedad colectiva o de otras formas de gestión colectiva por una ley que fije el modo y el 
monto de la indemnización, reconociendo, en su art. 14, el derecho de propiedad, en términos 
similares al derecho español, al disponer que su contenido y sus límites serán determinados 
por las leyes e implantar la función social que  vincula al propietario y constituye causa 
expropiandi (el bien común como sinónimo de utilidad pública y de interés social).101 
 
A modo de conclusión quizá no resulte ocioso recordar siguiendo a REY MARTÍNEZ  
que el art. 33 CE es un  precepto abierto y susceptible de cambio porque “se caracteriza por 
un especial dinamismo político”.102 
 
 
2.- El derecho al medioambiente  
 
 
El análisis del texto constitucional no termina en el art. 33 porque existen otros 
preceptos que están directamente relacionados con la propiedad del suelo del medio rural. 
Uno de ellos, es el art. 45, que reconoce, por un lado, el derecho a disfrutar de un medio 
ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, y establece el deber de conservarlo.103 El 
                                                 
101
 MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E., Los supuestos indemnizatorios…, op.cit, págs. 39-41, pone 
de manifiesto, entre otras cuestiones, que en Alemania el derecho de propiedad es un derecho 
fundamental al que se le aplica la garantía del contenido esencial pero que, a diferencia del sistema 
español, está tutelado por los Tribunales ordinarios.  
 
102
 REY MARTÍNEZ, F.: La propiedad privada en la Constitución Española, op. cit., pág. 439. 
 
103
 La primera norma urbanística con preocupaciones medioambientales es el TRLS/1976. A 
partir de esta norma la interrelación entre ambos sectores del ordenamiento jurídico se manifiesta en la 
necesidad de alcanzar un desarrollo urbanístico sostenible. De ahí que como afirma BASSOLS 
COMAS, “el desarrollo urbanístico sostenible postula una clasificación de los usos del suelo y, por lo 
tanto, de las edificaciones, infraestructuras, instalaciones y actividades que de la misma se derivan, 
desde una perspectiva ambiental y de la sostenibilidad especialmente con relación al consumo 
energético y al transporte, frente a la visión tradicional meramente economicista y arquitectónica. 
(BASSOLS COMAS, M., “La planificación urbanística: su contribución a la protección del medio 
ambiente”, en  ESTEVE PARDO, J., (Coord.), Derecho del medio ambiente y administración local, 
Fundación Democracia y Gobierno Local, Barcelona, 2006, pág. 683. Repárese en que una de las 
técnicas que permiten dicha interrelación es la evaluación ambiental estratégica. 
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señalado reconocimiento se completa con un mandato dirigido a los poderes públicos, entre 
los que se deben incluir al legislador estatal y al legislador autonómico: consiste en  la 
obligación de velar por la utilización racional de todos los recursos naturales. Este mandato se 
orienta a la protección y a la mejora de la calidad de la vida y se plasma en el deber de 
defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad 
colectiva.104  
 
Como consecuencia de la mencionada utilización racional del suelo quizá no sea 
descaminado pensar que la política del suelo debería reorientarse a la utilización de solares en 
desuso en las ciudades y al aumento de la densidad de usos del suelo urbano, para preservar y 
conservar el suelo del mundo rural. En epígrafe independiente desarrollaremos el grado de 
cumplimiento de estos mandatos por el legislador.105 
 
En suma, la vinculación entre el medio ambiente y el suelo como recurso natural finito 
no es meramente teórica sino que ha sido respaldada por la STC 102/1995, de 26 de junio, al 
señalar que “la flora y la fauna, los animales y los vegetales o plantas, los minerales, los tres 
reinos clásicos de la naturaleza con mayúsculas, en el escenario que suponen el suelo y el 
agua, el espacio natural” (F.J.6º).106 
 
Por último, interesa resolver tres cuestiones: ¿existe un derecho individual al medio 
ambiente? ¿Debe primar el desarrollo económico o el medio ambiente según la CE? ¿Cuál es 
la visión constitucional del medio ambiente? 
 
En relación a la primera pregunta no existe unanimidad en la doctrina. Sin entrar a 
valorar las diversas posiciones se entiende más acertada la interpretación que considera que 
                                                 
104
 DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L., “Algunas reflexiones sobre el derecho de 
propiedad privada en la Constitución”,  en  MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, S. (Coord.), Estudios 
sobre la Constitución española …, op.cit., pág. 1264, admite la posibilidad de propiedades especiales 
en base a los art. 45 y 46 de la Constitución. 
 
105
 Para ALLI ARANGUREN y ALLI TURRILLAS la ordenación del territorio, el urbanismo y 
la política de vivienda son subsistemas del sistema medioambiental. (ALLI ARANGUREN, J. C. y 
ALLI TURRILLAS, J.C.: Estudio Sistemático del Texto Refundido de la Ley de Suelo (Real Decreto 
Legislativo 2/2008, de 20 de junio), Dykinson, Madrid, 2008, pág. 231.) 
 
106
 En la doctrina no existe unanimidad en cuanto a la consideración del suelo como elemento 
ambiental. Cfr., la postura favorable de ÁVILA ORIVE, J.L., El suelo como elemento ambiental, 
op.cit., en especial,  págs. 22-27. Defiende una tesis opuesta MARTÍN MATEO, R., Tratado de 
Derecho Ambiental, I, Trivium, Madrid, 1991. 
 




no existe un derecho subjetivo previsto constitucionalmente sino concretos poderes jurídicos 
derivados de las leyes que desarrollen dicho precepto constitucional.107 
 
Por lo que respuesta a la segunda cuestión es interesante la afirmación de 
MATALLANES RODRÍGUEZ para quien “la Constitución no hace una opción neta entre 
desarrollo económico o medio ambiente”.108 Esta tesis se refrenda por la STC 191/1995 que 
tras examinar el art. 45 y el art. 130.1 CE, señala que “la conclusión que se deduce de los 
preceptos constitucionales lleva a la necesidad de compaginar en la forma en que decida en 
cada caso el legislador competente la protección de ambos bienes constitucionales: el medio 
ambiente y el desarrollo económico.” (F.J. 2º). Por eso ÁVILA ORIVE, tras subrayar que la 
ordenación del territorio es el lugar donde se deben ponderar ambos bienes constitucionales 
indica que es preciso compatibilizar ambos intereses.109 
 
Por último la tercera pregunta puede admitir dos repuestas antagónicas: o bien, en 
palabras de la STS de 11 de marzo de 1992, “una concepción moderadamente antropocéntrica 
en cuanto primariamente se adecua al desarrollo de la persona y se relaciona con la calidad de 
vida, a través de la utilización racional de todos los recursos naturales”, o bien una visión 
naturista.110 En cualquier caso, compartimos la interpretación de MONTORO CHINER que 
sitúa en el Estado las competencias referentes a los ámbitos de mayor alcance social, el 
progreso, la economía y el medio ambiente como condiciones de la calidad de vida, mientras 
que las competencias relativas al ámbito más cercano o inmediato se residencian en las 
Comunidades Autónomas (ordenación del territorio y urbanismo).111 
                                                 
107
 En este sentido ÁVILA ORIVE, J.L., El suelo como elemento ambiental, op.cit., pág. 49. En 
la misma línea FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., “El medio ambiente en la Constitución española”, 
DA, núm. 190, abril-junio, 1981, pág. 346. 
 
108
 MATALLANES RODRÍGUEZ, N., Derecho Penal del Medio Ambiente, op. cit., pág. 21. 
Esta misma autora advierte que “el equilibrio entre el desarrollo económico y el medio ambiente se 
torna en condición indispensable para el mantenimiento del orden social deseado por la Constitución”. 
(MATALLANES RODRÍGUEZ, N., Derecho Penal del Medio Ambiente, op. cit., pág. 21).  
 
109
 ÁVILA ORIVE, J.L., El suelo como elemento ambiental, op.cit., págs. 70-71. 
 
110
 La tesis naturista la sostiene MONTORO CHINER, Mª., J., “El Estado Ambiental. Bases 
Constitucionales”, en SOSA WAGNER, F. (Coord.), El Derecho Administrativo en el Umbral del 
siglo XXI. Homenaje al Profesor De. D. Ramón Martín Mateo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, 
págs. 3440. En el mismo sentido, CUYÁS PALAZÓN, Mª. M., Urbanismo ambiental y evaluación 
estratégica: adaptado a la Ley 8/2007 de suelo y a la Ley 9/2006 sobre evaluación de los efectos de 
determinados planes y programas en el medio ambiente, Atelier, Barcelona, 2007, págs. 134-136. 
 
111
 MONTORO CHINER, Mª. J., ”El urbanismo del desarrollo sostenible”, en V.V.A.A.: 
Estudios jurídicos sobre Urbanismo, Cedecs, Barcelona, 1998, págs. 50-51. 
 






3.- Las plusvalías urbanísticas  
 
 
Hablar de plusvalía urbanística, que el constituyente menciona en el art. 47112,  puede 
en una primera aproximación no parecer correcto cuando se está comentando el suelo del 
medio rural. ¿No son conceptos antitéticos? Nada más lejos de la realidad. Así las cosas, 
cuando la Constitución establece el principio de la utilización del suelo conforme al interés 
general (sin olvidar la titularidad privada del suelo y con la finalidad de impedir la 
especulación113), no se está limitando al suelo destinado a la creación de ciudad. Esta norma, 
que constituye una particularización del mandato general implantado por el art. 128.1,  
precepto que subordina toda la riqueza del país a dicho interés general, condiciona no sólo al 
suelo con vocación urbana sino también a todo el suelo del territorio nacional.114 
  
Como subraya VAQUER CABALLERÍA115, lo realmente significativo es que la 
Constitución establezca un mandato expreso y específico para los poderes públicos y, 
además, fije los fines de la regulación, sin que se refiera a la vivienda como bien de inversión 
sino a la vivienda como bien de uso116. En consecuencia, podría considerarse como un 
                                                 
112
 Para la STC 152/1988 de 20 de julio, "la política de vivienda, junto a su dimensión 
estrictamente económica, debe tener un señalado acento social, en atención al principio rector que 
establece el artículo 47 de la Norma fundamental, siendo así que uno y otro aspecto —el económico y 
el social— se revelan difícilmente separables". 
 
113
 La Exposición de Motivos de la Ley del Suelo de 1956 se refería a la especulación señalando 
que  supone la “retención de terrenos por los propietarios que no urbanizan ni acceden a enajenar sus 
terrenos para urbanizar y construir, a precios de justa estimación”. 
 
114
 BAÑO LEÓN, Derecho Urbanístico Común, op.cit., pág. 53, sostiene que la plusvalía (que 
asimila al mayor valor que la edificabilidad presta a un suelo) no forma parte del derecho de 
propiedad, sino que la crea el poder público. Cfr., la  Sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 
las Comunidades Europeas (Sala Segunda ampliada), de 12 diciembre 2006, caso Asociación de 
Empresarios de Estaciones de Servicio de la Comunidad Autónoma de Madrid y otros contra 
Comisión de las Comunidades Europeas, TJCE\2006\362, a propósito de la cesión de plusvalías.  
 
115
 VAQUER CABALLERÍA, M., ”Constitución, Ley del Suelo y ordenamiento territorial y 
urbanístico”, en GARCÍA ÁLVAREZ, G. (Coord.),  El nuevo régimen jurídico del suelo, Iustel, 
Madrid, 2008, págs. 69-70. Destaca el autor mencionado que sólo se preocupa del uso del suelo 
destinado a vivienda al existir una íntima conexión con el valor de la dignidad y constituir un derecho 
inherente (art. 10.1). VAQUER CABALLERÍA, M” Constitución, Ley del Suelo y ordenamiento 
territorial y urbanístico”, en GARCÍA ÁLVAREZ, G. (Coord.),  El nuevo…, op.cit., pág. 72. 
 
116
 La Constitución italiana se ocupa del problema de la vivienda como una obligación de los 
poderes públicos desde el punto de vista del acceso a su propiedad y no como el producto final del uso 




argumento para  la prohibición, o en su caso, la limitación de segundas viviendas en el medio 
rural. Asimismo, postula el referido autor que la regulación de los usos del suelo debe 
incardinarse en la Constitución ambiental, que no se debe limitar a los suelos especialmente 
protegidos, y no orientarse a una vertiente manifiestamente socioeconómica.117  
 
Una vez establecidos estos presupuestos básicos estamos en condiciones de contestar 
las siguientes preguntas: ¿cabe aplicar el rescate por la comunidad de las plusvalías que 
genere la acción urbanística pública en esta categoría de suelo tal y como se contempla en el 
art. 47?; ¿cuáles podrían ser los mecanismos del mencionado rescate? La contestación se 
torna sencilla si tenemos en cuenta la siguiente premisa: hay que partir de que el uso normal 
del suelo del medio rural es el uso conforme a la naturaleza. Lo anterior, sin embargo, no 
excluye la existencia de usos artificiales en este tipo de suelo lo que determina la 
revalorización del suelo. Esta revalorización, que dimana de supuestos excepcionales de 
utilización edificatoria del suelo no urbanizable, no se debe a la voluntad del propietario sino 
que trae causa de la comunidad, ya sea a través de la ley de forma directa, ya sea a través del 
planeamiento, territorial o urbanístico. En consecuencia, podemos hablar de correspondiente 
plusvalía urbanística en suelos no urbanizables y por ello resulta aplicable, de una parte, la 
prohibición de especulación118 y, de otra parte, la participación de la comunidad en dicha 
plusvalía que constituye un límite mínimo de la política del suelo según pone de manifiesto 
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ.119 Buena muestra de lo señalado, lo constituye el gravamen 
implantado en diversas Comunidades Autónomas como, por ejemplo, el canon de uso y 
aprovechamiento, implantado por la LSNUV/2004, en relación a las actuaciones declaradas 
de interés comunitario. Por último, y aunque parece referirse al suelo urbanizable (sería 
perfectamente aplicable al suelo del medio rural), no debe perderse de vista una de las 
soluciones que aporta el Libro Blanco relativo al planeamiento urbanístico que consiste en la 
obligación de devolver a la comunidad las plusvalías integras generadas (o por lo menos en 
                                                                                                                                                                       
del suelo. En este sentido el art. 47 señala que debe favorecerse, entre otros, el acceso del ahorro 
popular a la propiedad de la vivienda y a la propiedad agraria directa. 
 
117
 VAQUER CABALLERÍA, M., ”Constitución, Ley del Suelo y ordenamiento territorial y 
urbanístico”, en GARCÍA ÁLVAREZ, G. (Coord.),  El nuevo…, op.cit., pág. 75. 
 
118
 Cfr. BAÑO LEÓN J.M., Derecho Urbanístico Común, op.cit., pág. 53. Este autor subraya 
que en el ordenamiento jurídico español se constata el origen público de la plusvalía urbanística en 
contraposición a otros países.  
 
119
 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Manual de…, op.cit., pág. 31. 
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forma significativa) por la asignación de usos del suelo que trajeran consigo, de hecho, un 
aumento del valor del mismo.120 
 
 
4.- Políticas sectoriales 
 
 
Pero existen más preceptos constitucionales que guardan relación con el suelo del 
medio rural. En este orden de consideraciones, cabe recordar que en el suelo no urbanizable 
está ubicado una buena parte del patrimonio histórico121. Por ello, el principio rector del art. 
46 de la Constitución actúa como un principio general de su régimen jurídico. Es más, y 
como señala BARRERO RODRÍGUEZ, el urbanismo debe hacer posible la defensa de los 
valores culturales presentes en el territorio.122 De ahí que sea conveniente recordar que la 
Constitución  establece una doble obligación de los poderes públicos: garantizar la 
conservación y promover el enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de 
los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen jurídico 
y su titularidad.123 Sin embargo, los preceptos sustantivos no se agotan en la enumeración 
efectuada y no bastan para hacerse una idea clara de su alcance. Es por ello necesario precisar 
que existen colectivos de ciudadanos que, residiendo en el medio rural, deben ser objeto de 
especial atención normativa y administrativa. Me estoy refiriendo a los  disminuidos físicos y 
psíquicos y a la tercera edad124. Es evidente que el régimen de usos del suelo debe estar 
mediatizado por estos principios rectores contenidos en los art. 49 y 50 del texto 
constitucional.  
 
                                                 
 
120
 FARIÑA TOJO, J. y NAREDO, J.M., (Dirs.)., Libro Blanco de la Sostenibilidad en el 




 Para un estudio exhaustivo de la legislación relativa los bienes históricos, cfr., ALEGRE 
ÁVILA J.M., Evolución y régimen jurídico del Patrimonio Histórico, Vol. I y II, Ministerio de 
Cultura, Madrid, 1994.  
 
122
 BARRERO RODRÍGUEZ, C., La ordenación jurídica del patrimonio histórico, Civitas, 
Madrid, 1990, pág. 54.  
 
123
 En el ámbito del Derecho constitucional comparado puede citarse el art. 9 de la Constitución 
italiana que, a diferencia del texto español, vincula el paisaje al patrimonio histórico y artístico al 
obligar al Estado a su salvaguardia. 
 
124
 Cfr. Desarrollo rural sostenible en territorios insulares y costeros. Especial referencia a los 
países en vías de desarrollo y a la promoción de sectores de población vulnerables –DERTIC-. IP: 
ROBERTO O. BUSTILLO BOLADO, Ministerio de Ciencia e Innovación, El tiempo de los 
Derechos, Consolider Ingenio 2010. 
 




Como apuntamos anteriormente, el destino natural del suelo del medio rural es el 
destino agropecuario y forestal. Sobre esta base, se comprende bien que haya que mencionar 
los mandatos directos hacia los poderes públicos dirigidos a la armonización del desarrollo 
económico desde el punto de vista poblacional y territorial. Se trata de la obligación de los 
poderes públicos de modernizar y desarrollar la agricultura, la ganadería, la pesca y la 
artesanía, a fin de equiparar el nivel de vida de todos los españoles y el tratamiento especial a 
las zonas de montaña  prevista en el art. 130125, así como, la planificación de la actividad 
económica general con vistas a equilibrar y armonizar el desarrollo regional y sectorial 
prevista en el art. 131.126  
 
A mayor abundamiento, y aunque no incidan de forma directa, en el ámbito del suelo 
rural no puede perderse de vista que la actividad administrativa en materia urbanística se 
encuentra condicionada por la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos (art. 














                                                 
125
 En relación a las zonas de montaña recuerda BASSOLS COMAS que deben regularse desde 
el ámbito de la ordenación del territorio y no desde el ámbito urbanístico. Por otra parte, señala la ley 
estatal 25/1982, de 30 de junio, sobre agricultura de montaña que, pese a su título, presenta una 
vocación de desarrollo rural. BASSOLS COMAS, M., “Ordenación del territorio y desarrollo rural”, 
CDL, núm. 10, 2006, pág. 17.) 
 
126
 Las anteriores obligaciones deben cohonestarse con el principio de solidaridad previsto en 
los arts. 2 y 138.1 y con la obligación de los poderes públicos de promover las condiciones favorables 
para el progreso social y económico y para una distribución de la renta regional y personal más 
equitativa, en el marco de una política de estabilidad económica (art. 40,1). Cfr., BUSTILLO 
BOLADO, R., O. y MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. en Desarrollo rural…, op.cit., págs. 53-59.  
 
127
 Cfr., GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Curso de Derecho 
Administrativo II,  Thomson-Civitas, 12ª edición, Cizur Menor, 2011, págs.86-97. 
  




















IV.- LA PROPIEDAD DEL SUELO DEL MEDIO RURAL 
 
 
1. El suelo del medio rural: aproximación a las categorías jurídicas de suelo no 
urbanizado, suelo de núcleo rural, suelo no urbanizable y de  suelo rústico  
 
 
El suelo del medio rural ha sido denominado de forma distinta a lo largo de la 
evolución histórica del ordenamiento jurídico estatal y del ordenamiento urbanístico de las 
Comunidades Autónomas. Como quiera que este suelo se analiza específicamente en 
epígrafes posteriores, en este momento, procede esbozar un avance de la normativa 
actualmente en vigor, que nos servirá para conocer la composición del suelo del espacio rural 
en los términos ya señalados anteriormente y, al mismo tiempo, nos permitirá enmarcar el 
objeto de nuestro estudio.128  
 
Pero, ¿cuál es el concepto urbanístico actual de este suelo? Para empezar, conviene 
recordar que el legislador estatal, sin perjuicio de lo que posteriormente se analizará en cuanto 
al título competencial en que se ampara, ya no se refiere al suelo rústico o al suelo no 
                                                 
128
 Puede resultar interesante destacar, por su expresividad, la expresión utilizada por 
BARREDA BARBERÁ en La ordenación jurídica del suelo no urbanizable, Tirant, Valencia, 2008, 
pág. 89. Para este autor se trata de aquellas manchas que rodean terrenos urbanos y urbanizables. 
 




urbanizable sino que utiliza una expresión más amplia: situación básica de suelo rural. A 
grandes rasgos, para el legislador actual, se trata de suelo no urbanizado de forma real y 
efectiva en un momento determinado, lo cual no significa que no puede ser objeto de 
transformación en casos específicos. La clave de la definición se vuelve a colocar en un 
aspecto negativo: es el suelo que no está urbanizado. De ahí que resulte preciso analizar el 
suelo urbanizado, análisis que se realizará en un momento posterior por razones 
metodológicas.  
 
En suma, así es como hay que interpretar el art. 12 TRLS/2008, que se refiere al suelo 
rural y que abarca dos situaciones completamente dispares: suelos que nunca se podrán 
transformar urbanísticamente, es decir, suelos rurales permanentes, y suelos, con vocación 
urbana, incluidos en procesos de urbanización desde el preciso instante de su clasificación 
como tales y hasta la recepción de la correspondiente urbanización, que son, en esencia, los 
suelos rurales provisionales o transitorios.129  
 
Por tanto, y como primera conclusión, se puede indicar que integran el medio rural 
los terrenos que las leyes autonómicas clasifican como rústicos (o no urbanizables) y como 
de núcleo rural (o expresión equivalente).130  
                                                 
129
 Como se observa, el elemento determinante es el concepto de urbanización que puede ser 
definido como aquel conjunto de transformaciones artificiales de suelo, mediante las cuales se dota a 
un terreno o a un conjunto de terrenos, de cuatro servicios urbanísticos básicos para la vida humana: 
evacuación de aguas residuales y pluviales, dotación de energía eléctrica, suministro de agua potable y 
acceso rodado. Es significativo que el legislador no se refiera a la edificación. Sin embargo, no 
podemos equiparar suelo del espacio rural con suelo rural porque quedarían fuera los asentamientos 
poblacionales tradicionales. Por ello resulta preciso destacar que, algunos sectores de suelo en 
situación de suelo urbanizado o, lo que es lo mismo, de suelo de núcleo rural, en la terminología de 
alguna Comunidad Autónoma, también forman parte del objeto de nuestro estudio. Además, no 
podemos olvidar que el suelo urbanizable también forma parte del suelo del medio rural, si bien 
podríamos diferenciar entre suelo colindante con las ciudades y el resto de suelo. Sin embargo es 
preciso subrayar que de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Supremo (por todas, STS de 13 de 
julio de 2004, RJ 2005\413) la Administración no puede utilizar sus potestades de clasificación y 
calificación del suelo con la finalidad de satisfacer sus propias deudas, pues las determinaciones a 
través de las cuales se concretan los usos de éste no constituyen un valor que se integre en el 




 Al día de hoy la única Comunidad Autónoma que configura el suelo de núcleo rural como 
categoría propia de suelo es la gallega. Esta opción normativa se inició con la LSG/1997. Al respecto 
es preciso destacar la postura que mantienen LEGUINA VILLA, J. y RAZQUIN LIZARRAGA, 
M.Mª., “Las situaciones básicas de suelo”, en V.V.A.A., El Derecho Urbanístico del siglo XXI. Libro 
homenaje al profesor Martín Bassols Comas, T. I, Urbanismo y vivienda, Ed. Reus, Madrid, 2008, 
pág. 388, al considerar que la LS/2007 no admite el supuesto de suelo urbano consolidado por la 
edificación que había sido utilizado para la delimitación del suelo urbano en los núcleos rurales. En 
relación con esta categoría DESDENTADO DAROCA defiende que es de naturaleza reglada porque 
la ley establece los criterios que deberá emplear la Administración al planificar el suelo. 
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¿Cuál es el grado de vinculación entre una finca rústica y una finca agraria? Ambas 
realidades no son equivalentes pese a que a primera vista parecen una misma cosa puesto que, 
como observa COSIALLS UBACH ni toda finca rural o rústica es una finca agrícola, ni toda 
finca urbanizada o urbana puede considerarse una finca no agrícola131. Lo que se puede 
concluir, en consecuencia, es que estamos en presencia de una cuestión de hecho al igual que 
sucede con la diferenciación jurisprudencial entre finca urbana y finca rústica.132  
 
Junto a esta distinción existe otra pregunta que debemos resolver: ¿todos los terrenos 
rústicos están sujetos a explotación agropecuaria? La respuesta se presenta sencilla: existen 
terrenos rústicos destinados a explotaciones agropecuarias pero, también, predios destinados a 
explotación forestal y terrenos baldíos.133 La regulación jurídica de estas categorías de suelo 
está claramente vinculada a la evolución socioeconómica. No obstante, existen dos principios 
generales que articulan la disciplina de estos terrenos: de una parte, la inedificabilidad al 
modo de las ciudades y, de otra parte, el carácter restrictivo y protector.  
 
Sin embargo, no se trata de principios absolutos. Así, la prohibición absoluta de 
edificar, que parece que excluiría cualquier aprovechamiento urbanístico, sólo se predica de 
una parte de estos terrenos puesto que, en muchas ocasiones, existen usos que sólo se pueden 
                                                                                                                                                                       
DESDENTADO DAROCA, E., Discrecionalidad administrativa y planeamiento urbanístico: 
construcción teórica y análisis jurisprudencial, Ed. Aranzadi, 1997, pág. 425.  
 
131
 COSIALLS UBACH, A.M., Régimen jurídico de la propiedad agraria…, op.cit., pág. 97. 
En el ámbito jurisprudencial se pueden citar, entre otros, las siguientes sentencias de Audiencias 
Provinciales. En primer lugar, la SAP de Vizcaya de 1 de septiembre 1997  que en relación con 
ejercicio del retracto de colindantes exige no sólo que la finca sea rústica sino también agraria, puesto 
que si la finalidad de ese retracto es suprimir el minifundio y mejorar la producción agraria, es lógico 
que la finca esté dedicada al cultivo. En segundo lugar, la SAP de Palencia de 27 de junio de 1995, 
que advierte que aunque se presente como prueba del carácter agrario de la finca la certificación 
catastral de su carácter de rústica, dicha calificación cede ante el hecho de su cercanía al casco urbano 
y su valor pericial, sin que frente a ello se alegue prueba alguna de su cultivo agrario. En este orden de 
consideraciones, cfr., BUSTILLO BOLADO, R., O. y MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. en Desarrollo 
rural y…, op.cit., pág. 44, para quienes lo agrario hace referencia a una actividad económica mientras 




 Cfr., al respecto, a título de ejemplo, la STS de 14 de noviembre de 1991, RJ 1991/8114, 
para la cual el predio rústico se diferencia del predio urbano por su situación o emplazamiento, por el 
aprovechamiento o destino, o, por la preponderancia de uno de esos elementos, si ambos concurren en 
un mismo predio. Obsérvese que esta interpretación no tiene en cuenta la concurrencia de los cuatro 
servicios urbanísticos tradicionales: agua potable, alcantarillado, energía eléctrica y acceso rodado, es 




 Así lo pone de manifiesto, COSIALLS UBACH, A.M., Régimen jurídico de la propiedad 
agraria…, op.cit., pág. 99.  
 




emplazar en estos suelos y, en consecuencia, demandan la autorización de edificaciones y 
construcciones, si bien todas ellas deben observar dos requisitos: el carácter estrictamente 
necesario y su imprescindible localización en aquellos terrenos. 134  
 
Por otra parte, y como se estudiará en un momento posterior, existen diversas 
subcategorías dentro de los suelos que nos ocupan que, a su vez, permiten calificaciones 
urbanísticas diferenciadas. Dicho de otro modo, los riesgos, valores o riquezas naturales que 
determinan su definición no son uniformes y admiten una graduación de su régimen jurídico 
en función de una escala con distintos estatutos de protección. 
 
De ahí que las circunstancias relativas al suelo del medio rural sean, cuando menos, 
variopintas, puesto que el ordenamiento jurídico debe proteger dos bienes jurídicos que son 
claramente antagónicos: de una parte, la preservación del medio natural de la obra 
devastadora del hombre a través de la urbanización incontrolada y, de otra parte, la limitación 
transitoria de las obras de urbanización y de edificación, en función de la demanda real de 
suelo y para evitar el enriquecimiento injusto derivado de unas expectativas urbanísticas 
meramente dibujadas sobre el papel. Dicho de otra manera: la función más característica del 
planeamiento urbanístico es preservar esta parte del territorio no sólo de la urbanización 
propia del medio urbano sino también de aquellos usos que por su extensión, intensidad y 
tipología no sean conformes con la protección de los valores que caracterizan este medio 
rural. Por tanto, no causa extrañeza que los planes urbanísticos no sólo puedan, sino que están 
obligados, a definir, en negativo y en positivo, los usos edificatorios o propiamente 
urbanísticos de estos terrenos. Sin embargo, se trata de una visión parcial del problema puesto 
que realmente el núcleo decisional se encuentra en la ordenación del territorio que debe, a su 
vez, coordinar la planificación sectorial. 
 
Por último, y para tener en cuenta una visión omnicomprensiva del medio rural, es 
conveniente señalar que la categoría de suelo no urbanizable, al margen del Derecho 
urbanístico, se utiliza también en otros sectores del ordenamiento jurídico. Citemos los más 
significativos: en primer término, en normas pertenecientes al Derecho tributario135; en 
segundo lugar, en el Derecho civil y, en tercer lugar, en normas penales. 
                                                 
134
 En palabras de BASSOLS COMAS, “no que el derecho de edificación esté a priori 
prohibido o eliminado en este tipo de suelo, sino simplemente que aquella edificación vinculada a 
desarrollos urbanísticos típicos se juzgan incompatibles con el equilibrio espacial y el propio medio 
ambiente”. BASSOLS COMAS, M., “La planificación urbanística: su contribución a la protección del 
medio ambiente”, en ESTEVE PARDO, J., (Coord.), Derecho del medio ambiente y administración 




 Cfr., VALDIVIESO FONTÁN, M.J., La fiscalidad del urbanismo e inmobiliaria, Comares, 
Granada, 2006. En el ámbito catastral la STSJG de 17 de marzo de 2011, LA LEY 47702/2011 
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Dentro de la órbita fiscal, destaca el art. 61 TRLRHL/2004 que utiliza la técnica de la 
ley en blanco y remite al TRLC/2004.136 Nótese que la legislación comentada maneja varios 
elementos: unos de tipo urbanístico, pero también otros propios.  
 
En relación a los primeros se entiende por suelo de naturaleza urbana el suelo 
clasificado o definido por el planeamiento urbanístico como urbano, urbanizado o 
equivalente; los terrenos que tengan la consideración de urbanizables o aquellos para los que 
los instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean o permitan su paso a la 
situación de suelo urbanizado, siempre que estén incluidos en sectores o ámbitos espaciales 
delimitados, así como los demás suelos de este tipo a partir del momento de aprobación del 
instrumento urbanístico que establezca las determinaciones para su desarrollo; el integrado de 
forma efectiva en la trama de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población; el 
ocupado por los núcleos o asentamientos de población aislados, en su caso, del núcleo 
principal, cualquiera que sea el hábitat en el que se localicen y con independencia del grado 
de concentración de las edificaciones; el suelo ya transformado por contar con los servicios 
urbanos establecidos por la legislación urbanística o, en su defecto, por disponer de acceso 
rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica; el que 
esté consolidado por la edificación, en la forma y con las características que establezca la 
legislación urbanística.137 Dentro de este ámbito el art. 7 suministra una definición negativa 
del suelo rural puesto que entiende que es todo aquel suelo que no sea de naturaleza urbana.  
 
En cuanto a los conceptos propios me estoy refiriendo concretamente a la categoría de 
bienes inmuebles de características especiales que engloba a aquellos que constituyen un 
conjunto complejo de uso especializado, integrado por suelo, edificios, instalaciones y obras 
de urbanización y mejora que, por su carácter unitario y por estar ligado de forma definitiva 
para su funcionamiento se configura a efectos catastrales como un único bien y entre los que 
se encuentran los destinados a la producción de energía eléctrica y gas y al refino de petróleo, 
                                                                                                                                                                       
destaca que “la consideración como suelo rústico de una finca es determinación previa que no 
corresponde a la Gerencia de Catastro modificar.”  
 
136
  Para GARCÍA-MONCÓ, A.M., “La nueva ley del suelo y las valoraciones fiscales”, en 
V.V.A.A., El Derecho Urbanístico del siglo XXI. Libro homenaje al profesor Martín Bassols Comas, 
T. I, Urbanismo y vivienda, Ed. Reus, Madrid, 2008, pág. 452, si bien la LS/2007 no pretende efectuar 
valoraciones tributarias dadas las discrepancias con el TRLC/2004 habrá que tener en cuenta que 
siempre será de aplicación en los supuestos de remisión expresa por la normativa catastral y en los 
demás supuestos se aplicará el principio de lex specialis con lo que se estará a la calificación catastral. 
Para un estudio de los antecedentes relativos a la contribución territorial cfr., PAREJA i LOZANO, C., 




 Aunque referida a la Ley 39/1988 puede verse la STSJG de 5 de marzo de 1999, JT 
1999\684 en la cual se pone de manifiesto que los parámetros fijados por dicha Ley para la 
consideración de un inmueble como de naturaleza urbana rebasan los que prevé la legislación del 
suelo para la clasificación de una terreno como urbano. 




y las centrales nucleares, las presas, saltos de agua y embalses, incluido su lecho o vaso, 
excepto las destinadas exclusivamente al riego, las autopistas, carreteras y túneles de peaje y 
los aeropuertos y puertos comerciales. Estos bienes no tienen la consideración de suelo de 
naturaleza urbana. 
 
 Asimismo es conveniente traer a colación, a título de ejemplo, el art. 20.Uno.20 
LIVA/1992. Para este precepto  se consideran edificables los terrenos calificados como 
solares por la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana y demás normas 
urbanísticas, así como los demás terrenos aptos para la edificación por haber sido ésta 
autorizada por la correspondiente licencia administrativa.138 
 
¿En qué medida afecta la clasificación referida el inicio de las obras de urbanización? 
Para resolver esta pregunta habrá que tener en cuenta la doctrina que se desprende de la STS 
de 14 de octubre de 2011, para la cual no pueden calificarse como terrenos en curso de 
urbanización, a efectos tributarios, aquellos terrenos en los que no se hayan iniciado las 
operaciones de transformación física de los mismos, porque el comienzo del proceso de 
producción de suelo edificable es lo que determina que el tráfico de terrenos urbanizables 
salte de un régimen fiscal a otro, "mientras el terreno urbanizable permanece virgen se 
entiende que no hay valor añadido y su tráfico escapa del Impuesto sobre el Valor Añadido 
(IVA) por la vía de la exención citada para ir a parar al Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales (ITP), como si fuera tráfico civil".139 
 
En cualquier caso, creo que es del todo correcta la interpretación de CANO MURCIA 
que entiende que son la legislación urbanística y el instrumento de planeamiento los que 
                                                 
 
138
 Según la Resolución de la Dirección General de Tributos de 10 de octubre 1991 hay que 
distinguir entre el tráfico de suelo sin transformación industrial alguna, prescindiendo de las 
transformaciones ideales que hubiera podido experimentar por efecto del planteamiento urbanístico, y 
el tráfico de suelo convertido por la acción del hombre en una superficie susceptible de 
aprovechamiento constructivo, es decir, convertido en un producto acabado. En el ámbito comunitario 




 FERNÁNDEZ LÓPEZ, R. I., y RUIZ HIDALGO, C., “Perspectiva tributaria de la ejecución 
del planeamiento urbanístico por el sistema de ejecución”, en MARTÍN REBOLLO, L. y BUSTILLO 
BOLADO, R.O, (Dirs.), Fundamentos de Derecho Urbanístico, II, Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, 
2ª ed., 2009, pág. 1820, tras decantarse por la transformación física de los terrenos al no ser suficiente 
la transformación jurídica, proponen que un terreno está en curso de urbanización cuando se han 
iniciado de forma efectiva las obras de urbanización por lo que quedan excluidos los terrenos no 
edificables que  han sido recalificados.  
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determinan el régimen jurídico del suelo debiendo prevalecer frente a la legislación fiscal 
aunque que deberán haber lazos de conexión entre ambas normativas.140 
 
En segundo lugar, y en el ámbito del Derecho civil141, como ya se adelantó, se suelen 
manejar los criterios de la situación, el destino, la construcción y la accesoriedad para 
diferenciar entre fincas rústicas y fincas urbanas. Desde el punto de vista normativo, no 
existen criterios específicos y ello pese a que algunas leyes se ocupan de la realidad rústica. 
Así merece una mención especial el art. 7 de la Ley 49/2003, de 26 de noviembre, de 
arrendamientos rústicos142. El legislador, pese a lo que pudiera parecer, no suministra un 
concepto de finca rústica sino que remite a la legislación urbanística (concretamente al art. 
27.1 LS/1998), y se refiere también a las fincas que sean accesorias de edificios o de 
explotaciones ajenas al destino rústico, siempre que el rendimiento distinto del rústico sea 
superior en más del doble a éste.  
 
En este mismo sector del ordenamiento jurídico no podemos olvidarnos de dos normas 
legales destacables: la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario de 12 de enero de 1973  y la Ley 
de modernización de explotaciones agrarias, de 4 de julio de 1995. Con respecto a la primera, 
cabe señalar que sólo se ocupa de una parte de la propiedad rústica, en concreto la propiedad 
agraria, aunque parece identificar suelo rústico como suelo agrario cuando dispone en su art. 
                                                 
140
 CANO MURCIA, A., El régimen jurídico del suelo no urbanizable o rústico, Thomson-
Aranzadi, Cizur Menor, 2006, pág. 274, afirma que ”una cosa es que una edificación a efectos 
impositivos sea considerada como urbana y pague como tal, quizá por tener la condición de edificado 




 ROMERO SAURA, F.,  La calificación urbanística del suelo, Montecorvo, Madrid, 1975, 
págs. 124-125, a la vista de la LS/1956 y de su reforma en 1975 entendía que en los supuestos de 
inexistencia de Plan jugaban libremente los criterios del ordenamiento privado y la propia ley preveía 
que pudiesen existir fincas urbanas en suelo rústico ya que se admitía una edificabilidad de 1 metro 
cúbico por cada 5 metros cuadrados de superficie y además se permitían viviendas obligatorias en 
fincas mejorables y construcciones que desarrollen un fin nacional, social, asistencial, educativo, 




 Para un estudio más detallado cfr. Comentarios a la Ley de Arrendamientos Rústicos. 
Comentarios a la Ley de Arrendamientos Rústicos: Ley 49/2003, modificada por Ley 26/2005, 
BALLARÍN HERNÁNDEZ, R., MAS BADÍA, Mª.D., ATIENZA NAVARRO, Mª. L., BATALLER 
I RUIZ, E.,  CANTÓ PRIMO, Y., COLLELL DOMINGO, E., ESCUIN Y PALOP, V. Mª. y 
MONTES RODRÍGUEZ., P., Tecnos, Madrid, 2006. La interrelación entre los planes urbanísticos y 
los arrendamientos rústicos se pone de manifiesto en la STSJG (civil y penal) de 19 de febrero de 
2000, RJ\2000\4239. Sin embargo, como sostiene  CARRASCO PARERA, el legislador civil se 
refiere a las instituciones urbanísticas desde un punto de vista instrumental por lo que la 
jurisprudencia civil considera que las definiciones urbanísticas son puras determinaciones de hecho y 
no normas jurídicas cualificatorias. CARRASCO PARERA, Á.: Relaciones civiles con contenido 
urbanístico, Aranzadi, Pamplona, 1999, pág. 77.  




1 que ”el suelo rústico deberá utilizarse en la forma que mejor corresponda a su naturaleza, 
con subordinación a las necesidades de la comunidad nacional.”143 
 
Por lo que hace a la ley de 1995 es preciso indicar que si bien regula la unidad mínima 
de cultivo y la prohibición de división o segregación que infrinja dicha unidad mínima, en 
ningún momento, suministra un concepto de finca rústica. 
 
En definitiva, será necesario tener en cuenta la doctrina científica en la que cobra un 
especial relieve la opinión de DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L. y GULLÓN 
BALLESTEROS,  para quienes “al igual que la propiedad urbana, la propiedad del suelo 
rústico se encuentra sometida a análogo proceso: no son limitaciones a la facultad de goce del 
propietario las que se imponen legalmente sino auténticos deberes de conducta”.144   
 
Pero, además, la entrada en vigor de la LS/2007 y del posterior TRLS/2008, plantea la 
siguiente pregunta: ¿debe entenderse que el concepto de suelo rural es sinónimo del concepto 
de suelo no urbanizable? Entiendo que no cabe tal asimilación puesto que en el suelo rural 
también se incluye el suelo urbanizable y el principio de intervención mínima de la tutela 
penal, no permite equiparar el reproche penal que afecte a suelo no urbanizable y a suelo 
urbanizable, aunque, discrepo de la postura que defiende BAÑO LEÓN145, para quien es 
suficiente  la protección del suelo no urbanizable común a través del Derecho sancionador 





2.- Las categorías de suelo urbanizable y de suelo urbano 
 
 
Ya se indicó con anterioridad que, de forma tradicional, el suelo urbanizable, 
clasificación netamente intermedia, provisional y mixta, se incluía dentro del medio urbano. 
En efecto, sin entrar en este momento en los antecedentes de las leyes de ensanche y de la 
                                                 
143
 La ley que se comenta recoge también la función de la propiedad (art. 2) y los fines de la 
intervención administrativa estatal (art. 3).  
144
 DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L. Y GULLÓN BALLESTEROS, A.: Sistema de 
Derecho Civil III, Tecnos, 2005, pág. 149. 
 
145
 BAÑO LEÓN J.M., Derecho Urbanístico Común, op.cit., pág. 541. 
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legislación de grandes ciudades, la figura del suelo de reserva urbana de la LS/1956, 
posteriormente, reconvertida en la de suelo urbanizable, se aproxima más al suelo urbano que 
al suelo rural. Si en este último, lo rural se asocia con lo opuesto a lo urbano, a la ciudad, no 
parecen albergarse dudas de ningún tipo, al constituir el suelo urbanizable, el cauce de 
expansión del suelo urbano.  
 
Es más, y como ya se señaló, este suelo, al que el legislador urbanístico presta una 
atención contradictoria146, constituirá el soporte de nuevos asentamientos poblacionales y de 
usos industriales, turísticos, de equipamiento en general,… De ahí que, sólo manteniendo una 
interpretación forzada en la que prime su situación real frente a su destino, tal y como hace 
por otra parte, el vigente TRLS/2008, se pueda defender que no es un elemento integrante del 
medio urbano. 
 
La relación entre el suelo urbanizable y el suelo no urbanizable es manifiesta y suele 
ser unidireccional. Piénsese que el primero procede de la posibilidad de transformación 
urbanística del segundo mientras que la reclasificación a suelo no urbanizable, desde la 
categoría de urbanizable es, más bien, escasa. 
 
El estudio de la planificación urbanística (en la que por cierto, se está instalando de 
forma paulatina, y según nuestro modo de ver, inconstitucional, la planificación ex lege) 
muestra que no existe una congruencia motivada respecto de la decisión de transformar suelo 
no urbanizable en suelo urbanizable, entre otras razones, dada la flexibilidad y la amplitud 
con que la el ordenamiento jurídico configura la posibilidad de declarar suelo apto para la 
edificación. Dicho de otra manera, y siguiendo a  AGUDO GONZÁLEZ147, no son las 
características de los terrenos las que fundamentan la citada transformación, sino, más bien el 
destino discrecionalmente elegido por el planificador. 
 
Desde nuestra óptica, el problema no radica simplemente en esta interpretación sino 
que es de mayor calado. O lo que es lo mismo, lo realmente importante será elaborar unas 
                                                 
146
 Si se analizan las diversas normas urbanísticas se podrán extraer las siguientes conclusiones: 
1) la definición del estatuto del suelo urbanizable es fragmentaria e incompleta, al no regularse la 
calificación urbanística, y,  por ende, la discrecionalidad del planificador se encuentra con unos 
márgenes excesivos de libertad; 2) los estándares urbanísticos legales son insuficientes ; 3) la 
existencia de este suelo está supeditada a la aprobación del correspondiente Plan General de 
Ordenación Municipal, si bien, en algunas Comunidades Autónomas, se contemplan actuaciones 
urbanísticas a través de planes especiales; 4) las técnicas de reparto de cargas y de beneficios y la 
ejecución de los planes son excesivamente complejas; 5) la pasividad administrativa conduce al 
tratamiento de este suelo como si se tratase de suelo rústico lo cual puede traducirse en una 
degradación o un abandono del mismo, máxime si no se autorizan usos provisionales o en precario. 
 
147
 AGUDO GONZÁLEZ, J.:”La «intercambiabilidad» del suelo urbanizable y no urbanizable”, 
RArAP, núm. 36, 2010, pág. 126. 
 




directrices que vertebren el aprovechamiento urbanístico del suelo del medio rural148 para 
deslindar una cuestión que se aborda, de forma dispar, en los diversos modelos urbanísticos: 
nos estamos refiriendo, entre otros, al destino industrial del suelo del medio rural que, en 
algunas legislaciones urbanísticas, está claramente proscrito (el suelo con esta vocación se 
clasificará como urbanizable), mientras que en otras se permite en dicho suelo149.  
 
Distinto, desde nuestro punto de vista, es el supuesto de las instalaciones universitarias 
y otros servicios públicos, los campos de golf,150 las instalaciones para el ocio y recreo, etc., 
que si requieren emplazamientos en el medio rural o no urbanizado se calificarán como obras 
de utilidad pública o de interés social.  
 
Lo que sí es relevante es destacar que el suelo urbanizable basa su propia existencia en 
la figura del Plan General, o dicho de otro modo, si “los planes de ordenación urbanística, en 
cuanto normas jurídicas reglamentarias y como “forma de colaboración normativa” (STC 
14/1998, de 22 de enero, RTC 1998\14, F.J. 8), vienen a trazar, en virtud de la legislación 
urbanística autonómica de la que traen causa, el contenido último o normal del derecho de 
propiedad del suelo - su aprovechamiento” (STC 61/97 F.J. 17C) párrafo 2º”, en el caso 
concreto del suelo urbanizable la ausencia de dicho Plan determina la inexistencia del citado 
suelo. Algunos autores han constatado no sólo la carencia de unas directrices coherentes, sino 
que en la práctica cotidiana se observan actuaciones administrativas que caminan en la 
dirección opuesta, es decir, en una proliferación desmedida del suelo urbanizable a costa del 
suelo no urbanizable.151  
                                                 
148
 Recuérdese que para la STC 164/2001 los aprovechamientos urbanísticos consisten en  
“agregación de valor económico a la propiedad de suelo no urbanizable”. 
 
149
 La jurisprudencia del Tribunal Supremo, al interpretar el TRLS/76 no excluye el uso 
industrial del suelo no urbanizable. En efecto,  las sentencias de 28 de junio de 1977 (RJ 1977\ 3460); 
24 de marzo de 1986 (RJ 1986\ 2331), 9 de junio de 1987 (RJ 1987\ 6107); 23 de diciembre de 1996 
(RJ 1996\ 9533), admite una implantación excepcional porque el  interés social o utilidad pública no 
se puede asimilar con cualquier actividad industrial, comercial o negocial en general, porque, de esta 
forma, se vulneraría la finalidad limitada de los artículos 85 y 86. 
 
150
 La STS de 7 de abril de 2000, RJ 2000\4925 considera de utilidad pública un campo de 




 Cfr. AGUDO GONZÁLEZ, J.:”La «intercambiabilidad» del suelo…”, op. cit., pág. 125, 
destaca como manifestaciones muy graves la legitimación de (re)clasificaciones que ha “legitimado” 
(re)clasificaciones de terrenos clasificados como suelo no urbanizable de protección ordinaria con 
valores productivos, paisajísticos, culturales y ecológicos merecedores de protección y la  generación 
de oferta de suelo en superficies y localizaciones que no siempre estaban justificadas en criterios 
objetivables. Asimismo pone de manifiesto que el incremento de la artificialización de los 
denominados «espacios intermedios», esto es, ámbitos naturales y rurales localizados entre los 
protegidos «oficialmente» y los terrenos urbanizados.  




Tal y como ya nos consta, el modelo urbanístico expansivo del suelo urbanizable 
estuvo vigente en nuestro ordenamiento jurídico durante el período 1998-2007. El nuevo 
TRLS/2008 parece arrumbarlo definitivamente, aunque comparto plenamente la opinión de 
AGUDO GONZÁLEZ152, para quien tan compatible es con el modelo de 2008 un sistema 
basado en el carácter residual del suelo no urbanizable, como un sistema en el que sea 
residual el suelo urbanizable, porque, a diferencia de la LS/1998,  el carácter residual del 
suelo no urbanizable  no se presume y depende del legislador autonómico. 
 
Conforme al plan trazado, debemos enumerar, los principios básicos que informan la 
regulación de los terrenos no incluidos en el medio rural, es decir, las parcelas que ya forman 
la ciudad como consecuencia de transformaciones urbanísticas previamente acometidas por el 
propio propietario o por sus causantes, ya que, de esta forma, podremos aquilatar, a sensu 
contrario, el objeto de nuestro estudio. 
 
Pues bien, el principio fundamental es el del carácter real. En efecto, y como es 
conocido, la fuerza normativa de lo fáctico, expresión creada por el Tribunal Supremo, 
inunda todos los preceptos del régimen jurídico de este suelo. Hasta tal punto esto es así que 
es la única clase de suelo que está delimitada por el legislador de forma exhaustiva. Esta 
premisa legal descansa en la implantación de la categoría de suelo urbanizable que, como ya 
avanzamos, se sustenta en el destino de los terrenos. 
 
La jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre el concepto de suelo urbano es muy 
amplia. En un primer momento se parte del carácter reglado de todos los servicios 
urbanísticos o de la consolidación por la edificación. Así se puede citar la STS de 27 de 
noviembre de 2003, RJ 2003\8074, que reproduce jurisprudencia anterior, relativa a la 
concurrencia de ciertas condiciones físicas tasadas (acceso rodado, energía eléctrica y 
suministro y evacuación de aguas, o áreas ya edificadas en determinada proporción). 
Posteriormente se introduce el requisito de la inserción en la malla urbana con dos 
razonamientos: de un lado, no es suficiente que tenga los servicios urbanísticos a pie de 
parcela si no existe una acción urbanizadora (STS de 19 de diciembre de 2002, RJ 2003\380) 
y de otro lado, se exige que exista una urbanización básica constituida por unas vías 
perimetrales y unas redes de suministro de agua y energía eléctrica y de saneamiento de que 
puedan servirse los terrenos y que éstos, por su situación, no estén completamente desligados 
del entramado urbanístico ya existente. (STS de 10 de julio de 2012, RJ 2012\262629). 
                                                                                                                                                                       
 
152
 Cfr. AGUDO GONZÁLEZ, J.:”La «intercambiabilidad» del suelo…”, op. cit., pág. 165. Es 
de la misma opinión, MARTÍN REBOLLO, .L: “Suelo rústico o no urbanizable”, en Fundamentos de 
Derecho Urbanístico, I, op.cit., págs. 609-610.  
 
 




Asimismo ha insistido en la idea de que el suelo urbano sólo llega hasta donde lo hagan los 
servicios urbanísticos que se han realizado para la atención de una zona urbanizada, y ni un 
metro más allá. Además el suelo urbano no puede expandirse necesariamente como si fuera 
una mancha de aceite mediante el simple juego de la colindancia de los terrenos con zonas 
urbanizadas o con viales (STS de 13 de mayo de 1998, RJ 1998\3844, STS de 18 de 
diciembre de 1997, RJ 1997\8855 y STS de 12 de noviembre de 1999, RJ 1999\8490). Ha de 
destacarse también, como se señala en la STS de 19 de diciembre de 2002, RJ 2003\380, "la 
pretensión de que unos terrenos tengan la consideración de urbanos exige que quien reclame 
esa aptitud de los predios acredite de modo acabado la concurrencia de los presupuestos 
fácticos a que el ordenamiento condiciona dicha declaración" – STS de 21 de diciembre de 
2011, RJ 2012\2931. Asimismo “ la mera existencia en una parcela de los servicios 
urbanísticos exigidos en el artículo 78 TRLS/1976 no es suficiente para su clasificación como 
suelo urbano si aquélla no se encuentra enclavada en la malla urbana (...) En la Sentencia de 
23 de noviembre de 2004 (RJ 2005\450) (...) hemos insistido en que este requisito de 
inserción en la malla o trama urbana de la ciudad exige "que exista una urbanización básica 
constituida por unas vías perimetrales y unas redes de suministro de agua y energía eléctrica y 
de saneamiento de que puedan servirse los terrenos y que éstos, por su situación, no estén 
completamente desligados del entramado urbanístico ya existente" - STS de 16 de noviembre 
de 2011, RJ 2012\2263. "Los requisitos de que los terrenos cuenten con determinados 
servicios urbanísticos, que estos servicios sean de características adecuadas para servir a la 
edificación existente y a la permitida por el planeamiento, o los terrenos cuenten con 
consolidación edificatoria, y que estén integrados en la malla urbana, son requisitos 
acumulativos que conforman la definición del urbano, de modo que la falta de inserción en la 
malla priva por sí sola a los terrenos de la categorización que se pretende" - STS de 16 de 





3.- El derecho de propiedad del suelo del medio rural 
 
  3.1. Contenido 
 
 
Para poder conocer el contenido de la propiedad del suelo del medio rural es preciso 
destacar que no es una realidad física uniforme. En efecto, es preciso delimitar zonas en las 
que predomina el suelo rústico frente a otras zonas en las que proliferan  los asentamientos 
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humanos vinculados al medio rural153. En esta primera aproximación al tema, se pone de 
manifiesto la necesidad de profundizar en el estudio del derecho de propiedad de todas estas 
parcelas. Ateniéndonos a nuestro ordenamiento jurídico, y pese a lo que se pueda derivar de 
una lectura superficial de los preceptos que se ocupan de la materia, fundamentalmente el 
TRLS/2008, resulta difícil establecer unas conclusiones definitivas de común aceptación 
doctrinal.  
 
En relación al derecho de propiedad, habrá que partir de un contenido mínimo, que la 
Constitución califica como esencial, a los efectos de su protección, incluso frente al propio 
legislador, contenido del derecho de propiedad inmobiliaria que se traduce en el derecho de 
uso, el derecho de goce y el derecho de disposición.154 
 Además, "no hay razón para entender que infrinja dicho contenido esencial, ahora 
constitucionalmente garantizado, aquella regulación legal que, restringiendo las facultades de 
decisión del propietario con relación al uso, destino y aprovechamiento de los fundos 
rústicos, imponga a éste o permita imponerle determinados deberes de explotación y, en su 
caso, de mejora, orientados a la obtención de una mejor utilización productiva de la tierra, 
desde el punto de vista de los intereses generales, siempre que quede salvaguardada la 
rentabilidad del propietario o de la Empresa agraria. Y por la misma razón no puede 
compartirse la tesis de que una regulación de la propiedad rústica que, atendiendo a estos 
principios, no haga impracticable ni prive de protección a los intereses individuales inherentes 
al dominio delimitado por su función social sea en sí misma contraria al derecho reconocido 
                                                 
153
 Grosso modo el contenido de la propiedad de estos asentamientos se puede identificar con el 
del de la propiedad urbana. 
 
154
 Así se puede deducir de la doctrina constitucional: […] no hay razón para entender que 
infrinja dicho contenido esencial, ahora constitucionalmente garantizado, aquella regulación legal que, 
restringiendo las facultades de decisión del propietario con relación al uso, destino y aprovechamiento 
de los fundos rústicos, imponga a éste o permita imponerle determinados deberes de explotación y, en 
su caso, de mejora, orientados a la obtención de una mejor utilización productiva de la tierra, desde el 
punto de vista de los intereses generales, siempre que quede salvaguardada la rentabilidad del 
propietario o de la empresa agraria. Y por la misma razón no puede compartirse la tesis de que una 
regulación de la propiedad rústica que, atendiendo a estos principios, no haga impracticable ni prive 
de protección a los intereses individuales inherentes al dominio delimitado por su función social sea 
en sí misma contraria al derecho reconocido en el art. 33 de la Constitución, pues tal intervención 
normativa no entraña una desnaturalización de aquel derecho constitucional que lo haga irreconocible 
como perteneciente al tipo descrito, tanto desde el punto de vista histórico como por relación al 
conjunto de intereses que la propiedad privada incorpora como institución jurídica” (STC 37/1987, 
F.J. 2).” Para el Tribunal Constitucional,  "la fijación del contenido esencial de la propiedad privada 
no puede hacerse desde la exclusiva consideración subjetiva del derecho o de los intereses 
individuales que en ésta subyacen, sino que debe incluir igualmente la necesaria referencia a la 
función social", aun cuando ello "no puede llegar a anular la utilidad meramente individual del 
derecho" (STC 37/1987, F.J. 2) ni determinar "la pérdida o vaciamiento de la utilidad económica del 
bien" (STC 89/1994, de 17 de marzo, RTC 1994\89, F.J. 5). Destacan DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE 
LEÓN, L. y GULLÓN BALLESTEROS, A.: Sistema de Derecho Civil III, op.cit., pág. 143 que el 
origen de la expresión proviene de la Ley Fundamental de la República Federal Alemana de 1949. 
 




en el artículo 33 de la Constitución, pues tal intervención normativa no entraña una 
desnaturalización de aquel derecho constitucional que lo haga irreconocible como 
perteneciente al tipo descrito, tanto desde el punto de vista histórico como por relación al 
conjunto de intereses que la propiedad privada incorporada como institución jurídica" (STC 
37/1987, F.J. 2). Este planteamiento es susceptible de matizaciones. En efecto, el derecho de 
propiedad se encuentra íntimamente vinculado, de un lado, con los derechos encaminados a 
garantizar el pleno desenvolvimiento de la personalidad humana, y, de otro lado, con  las 
reglas que disciplinan el modelo económico constitucional. 
 
¿Cuál es en realidad el contenido mínimo de la propiedad?155 Siguiendo a PAREJA i 
LOZANO156, al que nos adherimos en sus razonamientos, la respuesta sería la siguiente: se 
identifica con el contenido propio del suelo no urbanizable, ya que, como advierte el referido 
autor, no existe una vinculación directa entre el ius aedificandi y el derecho de propiedad 
como derecho subjetivo, y, de otra parte, la propiedad del suelo urbano incluye el derecho a 
una cierta edificabilidad o aprovechamiento urbanístico, tanto en los municipios con 
planeamiento urbanístico como en los municipios sin planeamiento urbanístico.157  
 
Pero lo anterior, no supone que en determinados supuestos el suelo del medio rural no 
incluya en su contenido ciertas posibilidades edificatorias. Es más, como advierte 
DOMENÉCH SIBINA, resulta conveniente para el desarrollo rural una atribución legal de 
                                                 
155
 DOMÈNEC SIBINA, T.,” La legislación urbanística reguladora del suelo no urbanizable: 
una visión comparada de las normas autonómicas desde la perspectiva del desarrollo rural sostenible”, 
CDL, núm. 10, 2006, pág. 46, sostiene que “la delimitación del contenido mínimo de las facultades de 
uso y edificación inherentes a la propiedad del suelo y la delimitación legal del ámbito del suelo no 
urbanizable son cuestiones conceptualmente distintas y que satisfacen también finalidades diferentes. 
Están sin embargo interrelacionadas y por ello no era inocua la pretensión de la LRSV (en la versión 
dada a los art. 9 y 16 por el Real Decreto Ley 4/2000, de 23 de junio, de medidas urgentes de 
liberalización en el sector inmobiliario y del transporte), de configurar el suelo urbanizable como la 
clase de suelo residual y su ámbito como una determinación reglada del planeamiento.” Por otra parte, 
nótese que el legislador puede expropiar la propiedad privada de los particulares, tanto la propiedad  
urbana como la rústica, pero no puede dictar una ley mediante la que derogue y elimine la propiedad 
privada del ordenamiento jurídico, propiedad cuyo contenido mínimo podrá estar sometido a 
limitaciones, en algunas de sus facultades, orientadas al mantenimiento del carácter natural y del 
destino conforme a la naturaleza de los predios en general.  
 
156
 PAREJA i LOZANO, C., Régimen jurídico del suelo no urbanizable, Marcial Pons, Madrid, 
1990, págs. 255-257. 
 
157
 La asignación de una edificabilidad mínima a cualquier terreno, edificabilidad que solo se 
concretaría si el plan lo permitiera pero que se podría comprar o vender es una de las soluciones que 
aporta el Libro Blanco de la Sostenibilidad en el Planeamiento Urbanístico Español, FARIÑA TOJO, 
J. y NAREDO, J.M.,  (Dirs.), Ministerio de Vivienda, Gobierno de España Abril de 2010, pág. 26. 
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aprovechamiento limitado a terrenos determinados para evitar que el territorio se convierta en 
un  continuo urbanizado.158 
 
Ahora bien, no se olvide que, en la actualidad, se puede hablar de una propiedad 
planificada159, es decir, y pese al principio de reserva de ley, la Administración Pública puede 
asignar la utilidad urbanística que estime conveniente al interés general, utilidad que, en 
menor medida, también resulta de aplicación a la propiedad rústica. Esta intervención 
administrativa trae causa de la figura de la remisión normativa que se puede considerar 
incluida en la expresión constitucional “de acuerdo con las leyes” y la mención que los art. 
45 y 47 efectúan a todos los poderes públicos, en relación con la protección del medio 
ambiente y la política de uso del suelo.  
 
A la vista de estas consideraciones, puede afirmarse que aunque parece que la 
Constitución da entrada a la Administración y relega al legislador a un segundo plano, no es 
menos cierto que toda decisión administrativa está sometida a la propia Constitución y al 
resto del ordenamiento jurídico, lo que implica que en el ámbito de la regulación del suelo 
podrá ser, en ocasiones, de carácter discrecional, pero nunca podrá ser arbitraria y deberá  
respetar el contenido esencial. En palabras de la STC 43/1987, “La esencia del derecho 
debemos conceptuarla, desde el punto de vista del ordenamiento positivo y dentro de este 
ámbito precisar el alcance de la norma constitucional en los términos más sencillos, para que 
sea entendido por todos y no sólo por los estudiosos de la ciencia jurídica. Desde esta 
perspectiva, debemos entender que un derecho es afectado en su "esencia" cuando se le priva 
de aquello que le es consustancial de manera tal que deja de ser reconocible y que se "impide 
el libre ejercicio" en aquellos casos en que el legislador lo somete a exigencias que lo hacen 
irrealizable, lo entraban mas allá de lo razonable o lo privan de tutela jurídica”. Dicho de otro 
modo, el contenido esencial parece referirse al haz de facultades y de deberes que, en cada 
momento histórico, parecen connaturales al derecho dominical, a los elementos que permiten 
                                                 
158
 DOMÈNEC SIBINA, T., ”La legislación urbanística …”, op.cit.,  pág. 45, recuerda que el 
legislador español de 1976, consciente de los excesos cometidos durante la vigencia de la LS/1956, 
eliminó el coeficiente de edificabilidad para resolver los problemas de la urbanización del suelo 
rústico en las áreas de fuerte expansión urbanística y turística y la destrucción de los recursos 
naturales que estructuran el territorio rural y periurbano.  
 
159
 La propiedad planificada no es contraria a la garantía constitucional de la reserva legal. 
Como subraya la STC 37/1987, de 26 de marzo de 1987, F.J.3º, dicha reserva “prohíbe toda operación 
de deslegalización de la materia o todo intento de regulación del contenido del derecho de propiedad 
privada por reglamento independientes o extra legem, pero no a la remisión del Legislador a la 
colaboración del poder normativo de la Administración para completar la regulación legal y lograr así 
la plena efectividad de sus mandatos”. En este sentido GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁNDEZ 
RODRÍGUEZ, T.R., Curso de Derecho Administrativo II, op.cit., pág. 34, señalan que el plan crea 
vínculos precisos para el propietario mediante la actualización y concreción de los deberes inherentes 
a la configuración de la propiedad como una efectiva función social.  
 




identificar lo que en una época se considera derecho de propiedad.160 Asimismo la STC 
37/1987, de 26 de marzo, señala que: ”pues, en efecto, esa dimensión social de la propiedad 
privada en cuanto institución llamada a satisfacer necesidades colectivas, es un todo conforme 
con la imagen que de aquel derecho se ha formado la sociedad contemporánea y, por ende, 
debe ser rechazada la idea de que la previsión legal de restricción a las otrora tendencialmente 
ilimitadas facultades de uso, disfrute, consumo y disposición o la imposición de deberes 
positivos al propietario hagan irreconocible el derecho de propiedad como perteneciente al 
tipo descrito constitucionalmente. Por otra parte, no cabe olvidar que la incorporación de tales 
exigencias a la definición misma del derecho de propiedad responde a principios establecidos 
e intereses tutelados por la propia Constitución. Es claro, en consecuencia, que, de acuerdo 
con las Leyes, corresponde a los poderes públicos competentes en cada caso delimitar el 
contenido del derecho de propiedad en relación con cada tipo de bienes...". 
 
El papel central de los planes urbanísticos se pone de manifiesto, igualmente, cuando 
la Administración ejercita el ius variandi para plasmar un nuevo modelo territorial. En efecto, 
si bien el actual art. 35 a) TRLS/2008 es menos expresivo que sus antecedentes, al señalar 
que “Dan lugar en todo caso a derecho de indemnización las lesiones en los bienes y derechos 
que resulten de la alteración de las condiciones de ejercicio de la ejecución de la 
urbanización, o de las condiciones de participación de los propietarios en ella, por cambio de 
la ordenación territorial o urbanística o del acto o negocio de la adjudicación de dicha 
actividad, siempre que se produzca antes de transcurrir los plazos previstos para su desarrollo 
o, transcurridos éstos, si la ejecución no se hubiere llevado a efecto por causas imputables a la 
Administración”, a nadie se le escapa que la revisión o la modificación de un plan 
urbanístico, en el sentido de clasificar como no urbanizable una parcela previamente 
clasificada como urbanizable, no genera indemnización, como regla general, lo que abunda en 
la tesis de la no inherencia del derecho a urbanizar y del derecho a edificar en la propiedad 
del suelo.161 
                                                 
160
 ANGOSTO SÁEZ, J.F., El ius aedificandi y el derecho de propiedad sobre el suelo urbano, 
Universidad de Murcia, Servicio de Publicaciones, Murcia, 1997, págs. 87-95, destaca, tras examinar 
la doctrina del TC que maneja dos criterios de aproximación al contenido esencial del derecho de 
propiedad: el de la recognoscibilidad y el de la efectividad de los intereses jurídicamente protegidos, 
que deben utilizarse ambas pautas conjuntamente y concluye que “… en la actualidad el ius 
aedificandi es inherente  a este derecho (se refiere al suelo urbano) porque la conciencia social no 
concibe que se pueda impedir a un propietario edificar en suelo urbano sin indemnización, esto es, que 
el contenido normal no lleve incluida esta facultad. Del mismo modo ocurre respecto del suelo rústico 
y los usos cinegéticos, agrícolas y ganaderos que en abstracto le son propios.”                                                                                 
 
161
 Recuerda la STSJG de 23 de abril de 2009, LA LEY 69352/2009 que “los planes nacen para 
ordenar el suelo modificando la situación existente y alterando, modificando o suprimiendo derechos 
consolidados, intereses actuales y facultades vigentes, por lo que una anterior ordenación no 
constituye, salvo en los supuestos reglados, como el del suelo urbano, ningún límite para el ejercicio 
por la Administración del ius variandi que le asiste.” 
 




Ahora bien, no se puede olvidar que (en determinados supuestos), el legislador y (por 
remisión normativa) el planificador, se verán compelidos, a reconocer la posibilidad de usos 
urbanísticos en determinadas parcelas, ya sea por razones de seguridad y de salubridad 
respecto del suelo urbano, ya sea por motivos de utilidad pública o de interés social, e incluso 
por la propia dinámica de los hechos, lo que no es óbice para que existan restricciones 
edificatorias y limitaciones a la facultad de libre disposición de los propietarios afectados. 
 
Continuando con el estudio del haz de facultades dominicales que integran el 
contenido mínimo del derecho de propiedad rústica, y de acuerdo con la doctrina civil162, 
cabe indicar que las facultades del dominio mencionadas se pueden clasificar en: jurídicas 
(libre disposición y exclusión) y materiales (libre aprovechamiento).163 
 
Procedamos a una breve aproximación descriptiva de las mismas. La facultad de libre 
disposición comprende la posibilidad de enajenar, de gravar, de transformar y de destruir 
mientras que, la facultad de libre aprovechamiento, se conforma por la facultad de utilizar la 
cosa directamente por sí mismo o indirectamente por concesión a un tercero, de todo o parte 
de la facultad, por medio de derechos personales o por medio de derechos reales.164 
Comprende las facultades de utilizar la cosa (ius utendi) y de disfrutar o percibir los frutos 
(ius fruendi). Por otro lado, la facultad de exclusión supone el monopolio del goce de la cosa. 
Se manifiesta en la facultad de cerramiento de fincas y en la facultad de deslinde y 
amojonamiento.  
 
Las mencionadas facultades se reconocen en el vigente TRLS/2008, que será 
comentado con posterioridad, aunque, a título introductorio, convienen tener en cuenta dos 
principios básicos:1) el derecho de propiedad no comprende las facultades de uso, disfrute y 
                                                 
162
 O´CALLAGHAM, X., Compendio de Derecho Civil, Edit. Revista de Derecho Privado, 3ª 
edición, Madrid, 1997, págs. 75-78. Para un estudio exhaustivo de las servidumbres desde el prisma 
administrativo con una tesis diferenciada del Derecho civil, cfr., CARRILLO DONAIRE, J.A., Las 
servidumbres administrativas (Delimitación conceptual, naturaleza, clases y régimen jurídico), Lex 
Nova, Valladolid, 2003. 
 
163
 Una clasificación tradicional de las facultades diferencia entre facultades de libre disposición 
(enajenar, limitar o gravar, transformar y destruir), facultades de libre aprovechamiento y facultades 
de exclusión. CASTÁN TOBEÑAS,  J.,  Derecho Civil español, común y foral, T.II, Vol. I, Derecho 




 En el ámbito de los derechos reales administrativos cfr., GONZÁLEZ PÉREZ, J., Los 
derechos reales administrativos, Civitas, Madrid, 1984, pág. 26.  Este profesor defiende que “es 
posible encontrar derechos reales administrativos, derechos sobre bienes de dominio público, que en 
ningún caso suponen la adquisición del mismo, sino simplemente su explotación con fines concretos, 
mientras la Administración no lo precise.” 
 




explotación de un modo absoluto e incondicionado, sino siempre conforme al estado, 
clasificación165, características objetivas y destino que tenga en cada momento el suelo, de 
acuerdo con la legislación aplicable por razón de las características y situación del mismo 
(art. 8.1); 2) la facultad de disposición, se reconoce siempre que su ejercicio no infrinja el 
régimen de formación de fincas y parcelas y de relación entre ellas establecido en el propio 
TRLS/2008 (siendo la regla más significativa, la que autoriza la división o segregación de 
una finca para dar lugar a dos o más diferentes siempre que cada una de las resultantes reúna 




  3.2. Caracteres del derecho de propiedad 
 
 
Llegados a este punto, debemos formularnos la siguiente pregunta: ¿Cuáles son los 
caracteres fundamentales del derecho de propiedad? Según la doctrina civil mayoritaria166 
serían los de generalidad, abstracción, elasticidad, exclusividad y perpetuidad. Sin embargo, 
la propiedad privada no es, ni tampoco lo fue en ningún momento, una propiedad absoluta y 
libre de cargas y de gravámenes167 en todos los casos, y menos aún, en la esfera rural, donde 
abundan las propiedades públicas o demaniales. Precisamente, uno de los supuestos 
paradigmáticos que cercenan ese señorío exclusivo y excluyente, lo constituyen las 
servidumbres administrativas, respecto de las cuales la doctrina está dividida. Así para 
O´CALLAGHAM168,  no son derechos reales sobre cosa ajena sino que constituyen un 
gravamen sobre cosas ajenas que consisten en una sujeción parcial de la misma a alguna 
                                                 
165
 En relación a la discrecionalidad en la clasificación del suelo recuerda DESDENTADO 
DAROCA que no existe en cuanto a  la tipología clasificatoria y dentro de ésta en relación al suelo 
urbano. Sin embargo, defiende que en la clasificación de suelo no urbanizable protegido puede 
aparecer una discrecionalidad técnica débil o instrumental siendo susceptible de un control judicial 
pleno y además destaca que al no regular la LS/2007 la clasificación del suelo habrá que estar a la 
normativa urbanística autonómica. DESDENTADO DAROCA, E., ”Últimas tendencias en la 
reducción y control de la discrecionalidad del planeamiento urbanístico”, en Derecho urbanístico del 




 O´CALLAGHAM X., Compendio de Derecho…, op. cit., págs. 75-78. 
 
167
 TORRES LANA, J.Á., Legislación Estatal del Suelo y Derecho Civil, Thomson-Aranzadi, 
Pamplona, 2008, pág. 24,  señala que es el derecho real más pleno con mayores posibilidades de 
aprovechamiento económico, en el que prima la vertiente dinámica (ejercicio) frente a la vertiente 
estática (tener o poseer). 
 
168
 O´CALLAGHAM X., Compendio de Derecho…, op. cit., pág. 111. 
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utilización en uso o beneficio de la Comunidad. Sirven como utilidad directa de una cosa 
pública o para la colectividad siendo preciso un acto especial de imposición. 
 
No obstante, consideramos más correcta la postura doctrinal encabezada por 
CARRILLO DONAIRE169 para quien se trata de gravámenes reales tendencialmente 
perpetuos que recaen sobre un fundo privado por una causa de utilidad pública o interés social 
legalmente tipificada, ya sea en beneficio y protección de un bien de dominio público o ya 
para la satisfacción de una necesidad colectiva, y que se caracterizan porque el régimen de 
protección de la concreta y limitada utilidad en que consiste el gravamen se rige por los 
principios y procedimientos del Derecho Administrativo y, más concretamente, de la policía 
demanial. 
 
  3.3. La función social de la propiedad 
 
 
A continuación, vamos a analizar con algún detenimiento la función social de la 
propiedad, no sin antes advertir que, en palabras de la STS de 19 de julio de 2002, RJ 
2002\8389, “contribuye a configurar el régimen normal de la propiedad privada”.  
 
La doctrina que se ha ocupado del estudio de la función social de la propiedad 
mantiene posiciones antitéticas170. Un primer sector considera que es una simple indicación 
programática, un mero principio orientador que no afecta a su naturaleza jurídica.171 Ante las 
consideraciones expuestas, otro grupo de autores defienden que estamos en presencia de un 
condicionamiento externo que afecta a los titulares del derecho de propiedad; o, dicho de otra 
manera, la propiedad tiene una función social, pero no es una función social.172  
                                                 
169
 CARRILLO DONAIRE, J.A., Las servidumbres administrativas…, op.cit., pág. 114. 
 
170
 Para ANGOSTO SÁENZ la función social es un concepto jurídico indeterminado previsto 
para situaciones diversas a través del cual se pone de manifiesto la consecución de beneficios para la 
colectividad convirtiéndose en una regla de principio para el legislador. (ANGOSTO SÁENZ, J.F., El 
ius aedificandi…, op.cit., pág. 76). Para este profesor la “la naturaleza de determinadas categorías de 
bienes, o su destino, o cualquier otra posible circunstancia, o conjuntamente varias de ellas, 
determinan que la función social de la propiedad sobre ellos sea diferente a la que recae sobre otros.” 
(ANGOSTO SÁENZ, J.F., El ius aedificandi…, op.cit., pág. 77).                                                                                
 
171
 SERRANO ALBERCA, J.M., El Derecho de Propiedad, la Expropiación y la Valoración 
del Suelo, op. cit., pág.105, identifica la función social con la delimitación del derecho de propiedad 
derivado del aspecto colectivo o de interés público. 
 
172
 Esta es la tesis que defiende ANGOSTO SÁENZ, J.F., El ius aedificandi…, op.cit., pág. 78, 
que parte de una concepción apriorística de la propiedad entendida como el más pleno poder 
legalmente posible sobre una cosa. Para LOBATO GÓMEZ, J.M., Propiedad privada del suelo y 
derecho a edificar, Montecorvo, Madrid, 1989, pág. 346, “la función social no es un límite del 
dominio sino la razón de los límites y de los deberes que la ley puede imponer al propietario.”  





Frente a estas interpretaciones otro sector doctrinal considera que la función social es 
el único criterio con eficacia delimitadora del contenido normal de la propiedad por razones 
de interés general.173 A su vez existen autores que postulan que el derecho de propiedad no es 
sólo un derecho subjetivo, sino un conjunto de facultades y deberes que, en ocasiones, pueden 
obligar al titular a perseguir intereses sociales ajenos a su interés individual.  
 
En efecto, el Tribunal Constitucional ha afirmado que “la referencia a la "función 
social" como elemento estructural de la definición misma del derecho a la propiedad privada 
o como factor determinante de la delimitación legal de su contenido pone de manifiesto que la 
Constitución no ha recogido una concepción abstracta de este derecho como mero ámbito 
subjetivo de libre disposición o señorío sobre el bien objeto del dominio reservado a su 
titular, sometido únicamente en su ejercicio a las limitaciones generales que las Leyes 
impongan para salvaguardar los legítimos derechos o intereses de terceros o del interés 
general. Por el contrario, la Constitución reconoce un derecho a la propiedad privada que se 
configura y protege, ciertamente, como un haz de facultades individuales sobre las cosas, 
pero también, y al mismo tiempo, como un conjunto de deberes y obligaciones establecidos, 
de acuerdo con las Leyes, en atención a valores o intereses de la colectividad, es decir, a la 
finalidad o utilidad social que cada categoría de bienes objeto de dominio esté llamada a 
cumplir. Por ello, la fijación del "contenido esencial" de la propiedad privada no puede 
hacerse desde la exclusiva consideración subjetiva del derecho o de los intereses individuales 
que a éste subyacen, sino que debe incluir igualmente la necesaria referencia a la función 
social, entendida no como mero límite externo a su definición o a su ejercicio, sino como 
parte integrante del derecho mismo. Utilidad individual y función social definen, por tanto, 
inescindiblemente el contenido del derecho de propiedad sobre cada categoría o tipo de 
bienes.” (STC 37/1987).174 
 
Desde esta perspectiva cobra sentido destacar que si la función social de la propiedad 
adquiere contenido en la medida en que el bien se destina al cumplimiento de una finalidad 
propia de su naturaleza, en beneficio de la sociedad en general, la función social de la 
propiedad rural es múltiple, razón por la cual no podemos concluir que su régimen de usos 
sea un régimen de carácter excepcional. Más bien lo contrario, porque no sólo la protección 
                                                                                                                                                                       
 
173




 TORRES LANA, J.Á.,  Legislación Estatal…, op.cit.,  pág. 25, destaca cómo desde la 
LS/1956, uno de los objetivos de la legislación ha sido dotar de congruencia el uso del suelo con la 
función social. 
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de la realidad física permite satisfacer los valores que se encierran en esta propiedad sino, 
además, una política orientada a una utilización racional de esta propiedad, redundará en el 
interés de la colectividad.175 
 
Pero no se olvide que el legislador, desde dentro de la propiedad, puede establecer 
regímenes propietarios que sean funcionales a la conservación del patrimonio ambiental y, 
desde fuera de ella, restringirla de manera específica para proteger el medio ambiente, ambas 
sin contraprestaciones pecuniarias públicas al particular por parte del Estado. 
 
En síntesis, y a modo de conclusión, se puede señalar que  consiste en la satisfacción 
de los fines de interés general lo cual no es óbice para defender la utilidad privada.176 Este 
elemento constitutivo del derecho de propiedad ha sido analizado por el TC que destaca  dos 
notas características: 
a) "la función social de la propiedad, determinada de acuerdo con las Leyes, 
presupone la identificación de los fines de interés general que, sin perjuicio de la utilidad 
individual de su titular, están llamadas a satisfacer los bienes objeto de dominio privado. Por 
lo que conviene singularmente a la propiedad inmobiliaria, es evidente que esos fines de 
interés general pueden justificar el empleo de distintos instrumentos jurídicos en atención a la 
propia localización de los bienes o en razón a las cambiantes condiciones económicas, 
sociales e, incluso, de orden cultural en cada parte del territorio...". 
 
b) “la definición de la función social no es algo que derive sustancialmente de una 
regulación unitaria del derecho de propiedad ni es tampoco aceptable que, al socaire de una 
regulación uniforme de la propiedad privada, puedan anularse las competencias legislativas 
que las Comunidades Autónomas tienen sobre todas aquellas materias en las que entren en 
                                                 
175
 En este orden de consideraciones, también dentro de la propiedad rural, se puede hablar de 
flexibilidad y de plasticidad, con lo que, pueden coexistir diferentes estatutos de la propiedad, cuya 
motivación se encuentra en la función social que, para cada uno de ellos, haya diseñado el 
ordenamiento jurídico. Es más, ningún inconveniente parece existir si se llega a la conclusión que 
también la propiedad rústica está sometida a múltiples calificaciones urbanísticas que, como es 
conocido, desgranan el auténtico bloque de derechos y de deberes de estos propietarios.  
 
176
 ANGOSTO SÁEZ J.F., El ius aedificandi…, op.cit., pág. 82, sostiene que la función de la 
propiedad del suelo  se expresa a través de objetivos como los de conservación del medio rural, la 
adecuación del crecimiento urbanístico al demográfico, la protección del medio ambiente,…  En 
suma, señala que “las consecuencias de una distinta clasificación supone un uso diferente y ello en 
aras de que socialmente es lo más conveniente, es decir, porque la función social del derecho de 
propiedad sobre esa porción de suelo lo exígelo que inmediatamente se traduce en un régimen jurídico 
particular para cada tipo de suelo e incluso para cada concreto terreno, si se llega hasta la fase de 
calificación del planeamiento. Resulta obvio, que cada tipo de suelo persigue fines diferentes, para los 
que el Ordenamiento Jurídico prevé la utilización de diferentes técnicas dirigidas a optimizar 
socialmente su uso.”  El ius aedificandi…, op.cit., pág. 84. 
                                                                        
 




juego la propiedad y otros derechos de contenido patrimonial. En consecuencia, corresponde 
a quien tiene atribuida la tutela de tales intereses establecer, en el marco de la Constitución, 
las limitaciones y deberes inherentes a la función social de cada tipo de propiedad...".177 
 
 
   3.4.  Configuración del derecho de propiedad en el medio rural 
 
 
¿No existe otro punto de partida en relación con el derecho de propiedad del suelo en 
el espacio rural? Esta cuestión resulta de fácil contestación al concurrir en nuestra tradición 
histórica dos modelos alternativos: 1) el modelo del Código Civil, con un derecho de 
propiedad absoluta limitado externamente por las relaciones de vecindad y por las normas 
administrativas, y, 2) el modelo del coeficiente mínimo de edificabilidad.  
 
En relación al primero, no es posible defender, en la actualidad, no sólo su 
implantación sino, ni tan siquiera, su vigencia. En efecto, y pese a criterios doctrinales que 
sustentan esta concepción, la mayoría de los autores y la doctrina jurisprudencial, tanto del 
Tribunal Supremo, como del Tribunal Constitucional, son partidarios de su erradicación, 
entre otros motivos, por el valor de la función de la propiedad. 
 
En lo que hace al segundo, no parece que se pueda calificar como un modelo contrario 
a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, por más que obedezca a un sistema 
abandonado en la reforma de la Ley del Suelo de 1975. Sin embargo, y desde nuestro punto 
de vista, no parece existir ningún inconveniente de peso que impida su adopción, ya sea a 
nivel estatal, ya sea a nivel autonómico, aunque, en este último supuesto, sometido a una serie 
de cautelas y de matices.  
 
Si esto es así, ¿deberían las Comunidades Autónomas respetar la ley estatal que se 
inclinase por dicho contenido mínimo edificatorio? La cuestión es polémica aunque una parte 
de la doctrina, encabezada por PAREJA i LOZANO178, consideran que es dudosa la 
vinculación estatal respecto a las leyes autonómicas. 
                                                 
177
 PONS CÁNOVAS, F.: La incidencia de las intervenciones administrativas en el derecho 
de propiedad, Marcial Pons, Madrid, 2004, págs. 38-42, pone de manifiesto que el urbanismo fue el 
ámbito precursor en la regulación del suelo desde la perspectiva de la función social de la propiedad. 
Este autor se alinea en la tesis de que el suelo no urbanizable no puede destinarse en principio más que 




 PAREJA i LOZANO, C., Régimen jurídico del suelo…, op.cit., pág. 263. 
 




Avanzando en lo ya adelantado, cabe significar que en aquellos supuestos en los que 
se permitan determinados aprovechamientos urbanísticos, no se produce una alteración de la 
naturaleza jurídica de estos suelos, es decir, no se transforman en suelo urbanizable ni 
tampoco en suelo urbano. Teniendo en cuenta el carácter supralocal de los intereses en juego 
es ajustado al principio de autonomía local que, en determinados supuestos, el ordenamiento 
jurídico habilite autorizaciones previas, preceptivas y vinculantes de las autoridades 
autonómicas, cuando de aprovechamientos urbanísticos se trate179. Tanto el legislador como 
el planificador pueden acudir a criterios en los que prime bien la situación fáctica o bien el 
destino. En este sentido DESDENTADO DAROCA subraya que es conforme a derecho  el 
control autonómico de la potestad de planeamiento municipal mediante: la aplicación de los 
principios generales del Derecho a través de un control de arbitrariedad, proporcionalidad y 
racionalidad; la conformidad de la ordenación urbanística a las legislaciones y planificaciones 
sectoriales y a través del principio de sostenibilidad ambiental. 180 
 
En definitiva, la clasificación como suelo rural y la atribución de los usos 
correspondientes a través de la adecuada calificación urbanística181, debe tener en cuenta la 
función social de la parcela afectada, razón por la cual el ordenamiento jurídico debe 
configurar la potestad administrativa como parcialmente discrecional, a no ser que el propio 
legislador, supliendo la tarea del planificador, haya zonificado las parcelas mencionadas. 
Dicho de otra forma, el régimen de usos de la propiedad rural debe dar cumplida respuesta a 
la utilidad individual del propietario y a la utilidad  social o colectiva materializada en la 
función social. La clasificación como suelo del medio rural no genera ningún tipo de 
indemnización puesto que el legislador o, en su caso, el planificador, parten de la realidad de 
las cosas, esto es, del contenido conforme a la naturaleza de los terrenos de que se trate y no 
                                                 
179
 En relación a la autonomía local GARCÍA ROCA afirma que “la desafortunada concepción 
de la autonomía local, asumida  por la LBRL, como un derecho a intervenir en cuantos asuntos 
afecten en mayor o menor medida al interés local, ha acabado por dejar prácticamente en manos del 
legislador sectorial el verdadero alcance de las potestades locales. Recuérdese que el artículo 25.2 
LBRL no contiene una verdadera atribución de competencias a los Municipios, puesto que se limitaba 
fijar un elenco de materias y reenvía a la ley sectorial para determinadas competencias municipales 
sobre ellas (apartado 3°); técnica muy defectuosa que impide concretar un bloque de la 
constitucionalidad a efectos competenciales.” GARCÍA ROCA, J., ”El concepto actual de autonomía 
local según el bloque de la constitucionalidad”, REALA, núm. 282, 2000, págs. 68-69. 
 
180
 DESDENTADO DAROCA, E., ”Últimas tendencias en la reducción y control de la 
discrecionalidad del planeamiento urbanístico”, en Derecho urbanístico del siglo XXI: libro homenaje 
al profesor Martín Bassols Coma, op.cit., pág. 227. 
 
181
 En palabras de la STS de 12 de julio de 2012, Roj: STS 4980/2012 “la calificación 
urbanística es lo decisivo para delimitar el estatuto jurídico de la propiedad.” 
 




reconocen un minimum edificatorio. El contenido artificial del suelo es una creación del 
hombre.  
 
Dicho con otras palabras, el derecho de propiedad es un derecho de configuración 
legal que, como destaca, PAREJA i LOZANO no incluye la facultad de su transformación 
urbanística182 salvo que estemos en presencia del suelo urbano o del suelo urbanizable y, en 
Galicia, del suelo de núcleo rural. Esta podría ser la razón que explica que en el suelo rústico 
no exista distribución de cargas y beneficios, a diferencia de lo que ocurre en el suelo de 
núcleo rural, en el cual podemos hablar de una suerte de distribución aproximada de dichas 
ventajas y desventajas, ya que, no aunque, en determinados supuestos residuales, puede 
concurrir utilidad edificatoria sin necesidad de urbanización.  
 
Mas, no sería contrario a derecho considerar que si bien la utilización urbanística del 
suelo rústico parece responder a una especie de ejecución asistemática del planeamiento, no 
por ello, la comunidad deba renunciar a participar en las plusvalías que ella misma genera a 
través de las leyes y de los planes urbanísticos, y, de otro lado, podrían ser aplicables figuras 
similares cuando estemos en presencia de obtención de terrenos para sistemas generales y 
locales y en aquellos supuestos en los que se podrían constituir ciertas comunidades de 
bienes.  
En cualquier caso, estamos en presencia de una delimitación del derecho de 
propiedad183 y no de meras limitaciones, límites o vinculaciones singulares que sólo son 
tenidas en cuenta por las leyes urbanísticas en la fase de ejecución del planeamiento, cuando 
no puedan ser repartidas entre todos los propietarios constituidos en comunidad.184  
                                                 
182
 PAREJA i LOZANO, C.: Régimen jurídico del suelo…, op.cit., pág. 263. 
 
183
 Para GARCÍA DE ENTERRÍA E. y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ T.R., esta técnica se 
diferencia de la limitación administrativa de derechos en que la primera “señala el contenido normal 
de los derechos, sus fronteras o límites (pues no hay ningún derecho ilimitado).”. GARCÍA DE 
ENTERRÍA E. y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ T.R., Curso de Derecho Administrativo II, op.cit., 
pág. 154. Estos profesores ponen de manifiesto que la delimitación del derecho de propiedad fuera del 
ámbito de la propiedad urbana no tiene unos perfiles tan  netos y definidos y así, respecto de la 
propiedad agraria, entienden que pese a la utilización de la técnica planificadora estamos en el estadio 
de las órdenes vinculantes. (GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., 




 En la doctrina GALLEGO ANABITARTE mantiene una posición radicalmente diferente. 
Opina este profesor que “el derecho de propiedad se integra por un potencial y verdadero derecho a 
edificar que solamente cede ante una motivación y razonamiento en virtud de preceptos o criterios 
legales del interés público para negar el ius aedificandi.” GALLEGO ANABITARTE, A., “Régimen 
Urbanístico de la Propiedad del Suelo: valoraciones. Expropiaciones y venta forzosa”,  CORELLA 
MONEDERO, J.M., (Coord.), Curso sobre el texto refundido de la ley del suelo de 26 de junio de 
1992, Gerencia Municipal de Urbanismo, Ayuntamiento de Madrid, 1993, pág. 13. 
  




Es por ello que predomina el carácter general y abstracto de la clasificación como 
suelo no urbanizable frente a casos concretos y determinados. De ahí que el principio 
comentado de la no indemnizabilidad deba ser puesto en relación con la función o 
vinculación social, función social que, en estos casos, se concreta en la utilización conforme 
con la naturaleza, lo que determina, como regla general, la preservación del desarrollo 
urbanístico y que se fundamenta en el carácter estatutario del derecho de propiedad. Por lo 
tanto se puede observar, sin ningún problema,  que, el derecho de propiedad del suelo rural, 
desempeña una función social que se plasma en un conjunto de límites y de limitaciones así 
como en un haz de derechos y de deberes, tanto positivos como negativos. Este planteamiento 
permite que los planes urbanísticos puedan atribuir el ius aedificandi en algunas parcelas y en 
otras implantar la regla de la prohibición absoluta de edificar.185  
 
A modo de conclusión, podríamos decir, siguiendo a MENÉNDEZ REXÁCH, que es 
la decisión de los poderes públicos, en la que se concreta el destino, la que permite atribuir 
diferentes estatutos jurídicos a las parcelas, aunque no necesariamente por su "naturaleza" 
porque todo el suelo puede ser potencialmente urbanizado. Esta desigualdad de régimen 












                                                 
185
 Como ha notado la doctrina el principio de reparto de cargas y de beneficios forma parte del 
contenido normal del derecho de propiedad  lo que supone la admisión  de la heterogeneidad de 
tratamientos dentro de cada ámbito o unidad de ejecución. (Cfr. BAÑO LEÓN, J.: Derecho 
Urbanístico Común, op.cit., págs. 449 y 450). Sin embargo, no existe unanimidad en cuanto a la 
operatividad del principio de igualdad. En todo caso, la postura mayoritaria refrendada por el derecho 
positivo aplica el principio de igualdad dentro de la misma categoría de suelo. 
 
186
 MENÉNDEZ REXAH, Á., ”La propiedad en la nueva Ley del Suelo”, Derecho Privado y 
Constitución, núm. 3, mayo-agosto 1994, pág. 99. 
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CAPÍTULO SEGUNDO: MODELOS URBANÍSTICOS DEL 
SUELO DEL MEDIO RURAL 
 
El propósito del presente capítulo es analizar los diversos modelos que al compás de 
las diversas legislaciones se han implantado, a nivel estatal, en el ámbito del suelo del medio 
rural. A diferencia de lo que sucede en otras categorías de suelo, se puede apreciar un 
paulatino incremento del marco regulatorio del que se puede decir que se contempla un 
concepto positivo y vinculante. Lo que sí se puede destacar, como reflexión a desarrollar en 
los apartados que siguen, es el giro normativo producido en esta categoría de suelo. Partiendo 
de una visión de carácter limitativo y prohibicionista se está promulgando (a nivel 
autonómico fundamentalmente) una normativa de signo ampliatorio. En efecto, la óptica 
tradicional y agraria va dejando paso a una regulación que tiene en cuenta la 
multifuncionalidad del suelo rural: residencial, terciario y de servicios, de ocio, de 
localización de determinadas industrias,…187 En el plano jurídico, una de sus principales 
consecuencias consistirá en la reducción de la discrecionalidad técnica del planificador que 
deberá tener en cuenta los valores protegidos, es decir, la función social del suelo rural188. 
Ello determina que, a la hora de enjuiciar un plan urbanístico, el planificador deberá justificar  
la no inclusión en un régimen de protección de los suelos naturales, seminaturales o incultos. 
En este orden de ideas, el legislador altera la configuración tradicional de la propiedad 
rústica, ya que, si bien en un primer momento (aún sin reconocer el derecho a urbanizar que 
sólo se reserva para los propietarios de suelo urbano y urbanizable) otorga un 
aprovechamiento o beneficio urbanístico que, en ausencia de plan, se concreta en un volumen 
mínimo de edificabilidad, sin embargo, no prevé ninguna contrapartida al no regular un 
levantamiento de cargas de urbanización. 
                                                 
187
 LEGUINA VILLA, J. y SÁNCHEZ MORÓN, M., Acción administrativa y desarrollo rural, 
Tecnos, Madrid, 1994, pág. 126, destacan que no puede confundirse la política rural con la política 
agrícola ni tampoco el desarrollo rural con la política de estructuras agrarias.  
 
188
 FONSECA FERRANDIS, F. E., La liberalización del suelo en España. Presupuestos y 
marco jurídico-constitucional, Madrid, 1999, pág. 245, tras teorizar sobre una legislación urbanística 
con reglas generales y abstractas tales como las normas de aplicación directa y los estándares 
urbanísticos, se inclina por el reconocimiento de la potestad urbanística configurada de forma 
discrecional para conseguir la necesaria flexibilización plasmada a través de la solución de casos 
concretos y a través de la modificación normativa en un momento dado. En la doctrina es significativa 
la posición de GARCÍA-BELLIDO GARCÍA DE DIEGO. Para este arquitecto los principios del 
urbanismo español son los de la discrecionalidad legal para la designación espacial de diversos 
estatutos jurídico-urbanísticos a la propiedad civil; la equidistribución o equidad redistributiva de todo 
valor añadido por el plan; la seguridad jurídico-económica derivada de los actos administrativos y la 
función social de la propiedad. GARCÍA-BELLIDO GARCÍA DE DIEGO, J.:”La excepcional 
estructura del urbanismo español en el contexto europeo”, DA, núm. 252-253, septiembre 1998-abril 
1999, págs. 51-52. 
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    I.- LA AUSENCIA DE MODELO: LA LEGISLACIÓN ANTERIOR A 1956 
 
 
Una de las notas características del ordenamiento jurídico de esta época, sin contar la 
ausencia de unidad y de sistema venía constituida por una cierta uniformidad normativa. Pese 
a lo cual, y aún sin el significado que posteriormente se impondrá a raíz de la implantación 
del modelo estatutario de la LS/1956, se podía hablar como subraya, PARADA 
VÁZQUEZ189, de ciertos tipos de suelo: suelo urbano, en el que se permite la edificación 
correspondiendo la urbanización al municipio  a través de la reforma interior; suelo de 
ensanche,  destinado a la ampliación de la ciudad, con prohibición de edificación hasta su 
urbanización, y el suelo restante, en el cual se reconocía el derecho a edificar de conformidad 
con las ordenanzas municipales, pero carecía su titular del derecho a urbanizar. Se 
diferenciaba, en definitiva, entre la ciudad existente (el interior), la ciudad futura (el 
ensanche) y el mundo rural (el extrarradio).  
 
 Sin ánimo de remontarnos a períodos anteriores, tarea que nos depararía escasos 
resultados, y como apunta BASSOLS COMA puede considerarse como una de las normas 
precursoras, en relación a una incipiente propiedad rural, las Ordenanzas de Policía Urbana y 
Rural para la Villa de Madrid de 1847, que dedicaban varios de sus artículos a regular los 
establecimientos incómodos que debían ubicarse en los arrabales y contenían normas de 
policía rural relativas a los más variados órdenes de la vida social190.  
 
Esta situación contrastaba con la derivada de los proyectos de Código Rural191 de 
Manuel Danvila de 1876 y de 1900.192 Estas normas que, por diversas vicisitudes que no es el 
momento de explicar, nunca llegaron a aprobarse como textos legales. Los planteamientos en 
los que se asentaban eran los siguientes: la propiedad rural incluía aquellos bienes rústicos y 
urbanos que constituyeran un establecimiento de campo, con los muebles y semovientes 
afectos a él. Asimismo, diferenciaban entre propiedad agraria y pecuaria y configuraban el 
derecho de propiedad como un derecho-deber que permitía disponer el cultivo de las tierras 
                                                 
189
 PARADA VÁZQUEZ J. R., Derecho Administrativo, T III, Bienes Públicos. Derecho 
Urbanístico, Marcial Pons, Madrid, 2008, 7ª ed., págs. 397-398. 
 
190
 Para un estudio detallado de las mismas cfr. BASSOLS COMAS, M., Génesis y evolución 
del Derecho Urbanístico español, Montecorvo, Madrid, 1973, págs., 88-92. 
 
191
 La regulación de la propiedad rural en un Código específico es práctica habitual en el 
derecho comparado. En relación al Code rural francés, cfr. BUSTILLO BOLADO, R. O. y 
MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. en Desarrollo rural y gestión sostenible del monte, Iustel, Madrid, 
2005, págs. 144 y ss. 
  
192
 Para un estudio de estos códigos puede verse COSIALLS UBACH, A. M., Régimen jurídico 
de la propiedad agraria sujeta a la nueva PAC, op. cit. págs. 40-49. 
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como mejor le pareciera a su propietario, gozando de su aprovechamiento exclusivo y del 
derecho a percibir sus frutos.  
 
Pero, ¿podemos realmente hablar en este período histórico de suelo rústico? En 
relación a la implantación de una clase específica de suelo rústico como contrapuesto al suelo 
urbano, no existe unanimidad en la doctrina. Así, el sector mayoritario, en el que destaca 
GARCÍA DE ENTERRÍA, defiende la la categoría de suelo rústico se implanta por la 
LS/1956193.  
 
Esta interpretación es rebatida por otro sector doctrinal, en el que se encuentra 
MENÉNDEZ REXACH, porque considera que la introducción en nuestro derecho 
urbanístico de la clasificación del suelo, en general, y del suelo rústico en particular, no es 
una novedad de dicha ley puesto que se debe atribuir a la legislación municipal y a la 
legislación de grandes ciudades.194 Dicha legislación, diferenciaba entre terrenos agrícolas 
(con su propia normativa) y solares, si bien esta distinción sólo comprendía a los terrenos 
afectados por proyectos urbanos y no a la totalidad del territorio municipal.  
 
Por el contrario, nadie pone en duda que una de las novedades más destacables de la 
LS/1956, auténtico Código de Urbanismo, es la implantación, con carácter general y para 
todo el término municipal, de la clasificación tripartita del suelo a los efectos de determinar el 
estatuto jurídico de los diversos propietarios.  
 
Por otra parte, y siguiendo a PAREJA i LOZANO, podemos señalar que la capacidad 
de intervención sobre la propiedad rústica, propia de la policía rústica, sólo incidía en las 
edificaciones que pudieran afectar a los caminos vecinales o a las servidumbres.195 Pero lo 
                                                 
193
 GARCÍA DE ENTERRÍA pone también de manifiesto la necesidad de unas normas 
subsidiarias reglamentarias para especificar los preceptos legales en las poblaciones rurales. 
(GARCÍA DE ENTERRÍA, E., “La ley del suelo y el futuro del urbanismo”, en Problemas actuales 
del régimen local, Thomson-Civitas, Cizur Menor, 2007, pág.125.) Téngase en cuenta que el primer 
anteproyecto de la ley del suelo de 1951, distinguía dentro del suelo nacional entre suelo rústico y 
suelo urbano, compuesto a su vez por casco, ensanche y extensión, siendo este ultimo el principal 
objeto de la ley. En relación al proyecto de ley de 1951 y al posterior anteproyecto de 1953 que dio 
lugar a la LS/1956, cfr. BASSOLS COMA, M., “Ante el cincuentenario de la ley del suelo y 
ordenación urbana de 1956: el proceso de su elaboración y aplicación”, RDUMA, núm. extra 225, 
2006, págs. 45-90.  
 
194
 En este sentido, MENÉNDEZ REXACH, Á., “La clasificación del suelo en la ley de 1956: 
precedentes y secuelas”, RDUMA, págs. 161-162. Para este autor la nota más característica de la 
LS/1956 consistió en la extensión de la aplicación a todo el término municipal y no únicamente a los 
terrenos afectados por actuaciones urbanísticas. 
 
195
 PAREJA I LOZANO, C., Régimen jurídico del suelo… op.cit., págs. 25-28. 
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que sí es cierto es que el legislador no había promulgado normas específicas sobre el 
aprovechamiento urbanístico del suelo no comprendido en la ciudad o en su perímetro.  
 
De ahí que, como sostiene PARADA VÁZQUEZ196 en este suelo se cumplía la 
regulación abstracta y general del derecho de propiedad que remitía a las relaciones de 
vecindad, lo que conllevaba la aplicación de los preceptos del Código Civil, norma que, a 
nadie se le oculta, tenía una vocación eminentemente agraria. El Código Civil no define la 
propiedad rústica al igual que tampoco las escasas normas de la época (fundamentalmente 
fiscales197). Sin embargo, utiliza la expresión en su art. 1.523 para adjetivar a las fincas a los 
efectos del retracto de colindantes.  
 
En definitiva, la urbanización y la edificación eran facultades de los propietarios, sólo 








                                                 
196
 Para este autor, el suelo rústico sería aquel al que no alcanza la vigencia de las normas y 
ordenanzas municipales de ordenación ni se vería afectado por la legislación de ensanche. Este autor 
es muy crítico con la clasificación tripartita del suelo porque considera que es contraria al principio de 
igualdad y una de las causas generadoras de la especulación urbanística. PARADA VÁZQUEZ, J. R., 
“Urbanizaciones privadas y suelo no urbanizable”, pág. 228, en VVAA, XVII Temas de Derecho 
Urbanístico. El curso de Oviedo, Oviedo, 1980. Para una visión más completa del tema cfr. Derecho 
Administrativo…, op.cit., págs. 383-386. 
 
197
 La ley de Bases de la contribución de inmuebles, cultivo y ganadería de 23 de mayo de 1845 
se refería a la diferenciación entre propiedad rústica y urbana. Posteriormente se elaboraron Planos 
Generales de Poblaciones para deslindar ambas propiedades. 
 
198
 Como destaca GARCÍA DE ENTERRÍA, E, “Los principios de la organización del 
urbanismo”, RAP, núm. 87, 1978, pág. 302, “las decisiones básicas sobre el urbanismo se han 
disociado definitivamente del derecho subjetivo de propiedad y se han atribuido a la Administración. 
Traspasar suelo rústico a un aprovechamiento urbano, las utilizaciones que en el ámbito urbano son 
posibles, la localización y el tipo de los elementos urbanos definitorios (calles, parques, barrios, 
servicios mínimos de infraestructura, destino - de los fundos, clases de construcciones y aun su 
magnitud en altura, volumen, ocupación de suelo, etc.), son decisiones que ya no pueden entenderse 
incluidas entre las facultades de la propiedad del suelo, según lo dispuesto aún por los artículos 348 y 
350 («el propietario de un terreno es dueño de su superficie y de lo que está debajo de ella, y puede 
hacer en él las obras que le convengan, salvo las servidumbres y... los reglamentos de policía») del 
Código civil, que define todavía esta materia como un problema de libertad de goce del propietario, 
sin otros límites que las servidumbres o relaciones de vecindad y las normas de policía (sanidad, 
higiene, seguridad”. 
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Para poder valorar, siquiera de una forma aproximada, la relevancia de esta norma es 
preciso situarnos en su contexto económico y social. Esto significa que en el momento en que 
se promulgó esta ley, una de las preocupaciones fundamentales radicaba en el asentamiento 
de la población procedente del campo y en la consolidación de la reconstrucción en las 
ciudades, es decir, la realidad urbana constituía su ámbito objetivo, quedando al margen, el 
resto del territorio de los términos municipales, siendo suficientemente expresivo el título de 
la norma, al aludir a la ordenación urbana.199 
 
Asimismo, repercutieron en la norma finalmente aprobada, dos ideas fuerza: la 
concepción tradicional del derecho de propiedad (anclada en una visión absoluta y liberal de 
la misma) y el urbanismo asistemático que caracterizó el siglo XIX y la primera mitad del 
siglo XX. Por tanto, la LS/1956 (que pretendió innovar el statu quo del urbanismo español) si 
bien supuso un cambio trascendental en relación a la tradición histórica española y sentó las 
bases del sistema urbanístico que actualmente impera en nuestro país, no consiguió todos los 
objetivos que se fijaba, no sólo por su inaplicación por los agentes urbanísticos y por los 
propietarios, sino también por razón de sus propios planteamientos. Se podría decir que el 
legislador tenía la voluntad de cambiar la situación anterior pero no fue capaz de llegar al 
final.  
 
Así constituían claros ejemplos de una regulación ambivalente, entre otros, la 
implantación del plan como decisión pública configuradora de la propiedad, la regulación 
minuciosa del suelo urbano200, la garantía de un volumen de edificación en el suelo rústico, la 
carencia de una división dentro del suelo rústico al ser la norma ajena a las preocupaciones 
medio ambientales y la ausencia de una definición del suelo de reserva urbana 
(posteriormente denominado suelo urbanizable), con lo que la discrecionalidad del 
planificador era muy intensa, lo que determinaba la extensión del suelo rústico y la 
                                                 
199
 La propia Exposición de Motivos se refería a una política de defensa de la ciudad y de su 
entorno. Por ello, el derecho urbanístico es el derecho de la ciudad. 
 
200
 Paradójicamente la ley no establecía el régimen de derechos y obligaciones de la propiedad 
del suelo urbano y de reserva salvo en lo relativo a la valoración de los terrenos y al sistema de 
actuación elegido a diferencia de lo previsto para el suelo rústico. Cfr. PERALES MADUEÑO, F., 
“Evolución del régimen urbanístico del suelo desde la ley de 12 de mayo de 1956 hasta le ley 6/1998”, 
RDUMA, núm. extra 225, 2006, pág. 212. 
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implantación de la concepción estatutaria de la propiedad. En palabras de GARCÍA DE 
ENTERRÍA201,” la directriz urbanística de esta ley era el ensanche de grandes ciudades.” 
 
De este modo, el régimen del suelo del medio rural presentaba una parca regulación202 
que, no obstante, supuso un giro que se puede calificar como revolucionario, puesto que, la 
caracterización del urbanismo como una función pública indeclinable (que, como se sabe, no 
tiene nada que ver con el urbanismo de obra pública) impedía que el propietario, al margen de 
lo previsto en el plan, pudiese transformar en urbana su parcela rústica.203 Esta concepción 
normativa, que constituyó un estadio previo al propósito, nunca alcanzado, de nacionalización 
del suelo, fue sistemáticamente ignorada, no sólo por los propios interesados, los propietarios, 
sino también por la Administración Pública.204  
 
En efecto,  el suelo rústico se definía en negativo, es decir, se trataba de una  clase de 
suelo residual («terrenos no incluibles en ninguno de los supuestos de los dos artículos 
precedentes», art. 65) y presentaba una naturaleza claramente marginal. En esencia, eran 
aquellos terrenos, situados fuera del casco urbano, donde no había plan o, fuera de las zonas 
urbanas y de reserva urbana, si había plan.205 El suelo rústico era el suelo sobrante, un suelo 
sin definir, aunque debía ser incluido en el Plan de Ordenación Urbana, ya que dicho Plan 
debía delimitar el perímetro urbano para la aplicación, fuera del mismo, de las normas sobre 
                                                 
201
 GARCÍA DE ENTERRÍA  E., “La Ley del Suelo y el futuro…, op.cit., pág. 148. 
 
202
 Como señala SANZ LARRUGA “a partir de la moderna legislación urbanística -que en 
España se inicia con la Ley del Suelo de 1956- la planificación urbanística pasa a atender 
progresivamente del espacio rural o extraurbano, ante la necesidad de poner barreras y límites al 
crecimiento urbano (problema de la urbanización difusa) y lograr un nuevo equilibrio entre la ciudad y 
el territorio. “ SANZ LARRUGA, F.J., “El medio ambiente y la actuación urbanística. Especial 
referencia a Galicia”, AFDC, núm. 2, 1998,  pág. 488.  
 
203
 GARCIA DE ENTERRÍA E., indica que el plan no efectúa una privación de expectativas 
sino una atribución positiva de las mismas por lo que la ordenación urbanística no da derecho a los 
propietarios de los terrenos afectados a una indemnización. Cfr. GARCIA DE ENTERRÍA E., “La 
Ley del Suelo y el futuro…”, op.cit., pág. 142. El propio legislador en su exposición de motivos 
señalaba que, “el beneficio que pueda obtenerse de transformar el terreno rústico en solar es 
perfectamente lícito, siempre que sea el propietario quien haya costeado la urbanización determinante 
de aquella mejora y subsiguiente incremento del valor. Pero, en cambio, la caprichosa elevación del 
precio cuando todavía no se ha urbanizado ni desembolsado por los propietarios el coste de las obras 
correspondientes, implica usurpación de algo no perteneciente al dueño y que repercute en perjuicio 
de la comunidad”. 
 
204
 En contra de esta postura cfr. PARADA VÁZQUEZ, J.R. en Derecho Administrativo T. 




 Como señala la STS de 25 de noviembre de 1981, LA LEY 17012-NS/0000, “los terrenos no 
ordenados mediante Plan Parcial ni calificados urbanísticamente se entienden calificados como suelo 
rústico.” 
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suelo rústico (art. 9). Al pivotar la LS/1956 sobre la planificación urbanística en cascada, de 
forma congruente, diferenciaba los municipios con plan general y sin  plan general.  
 
Respecto de los segundos se estableció, en su art. 66, una norma de aplicación directa, 
conforme a la cual, se definió con carácter residual al suelo rústico como los «demás» 
terrenos que no podían incluirse en perímetros edificados al menos en un 20 por ciento de su 
extensión superficial. Este precepto, que se podía calificar como impreciso, fue interpretado 
por la jurisprudencia de forma diferente.206  
 
Por tanto, la definición del casco urbano y de las zonas urbanas y de expansión 
urbana, constituían la delimitación en negativo del medio rural, lo que se traducía, en 
múltiples supuestos, en una clara inseguridad jurídica, que parece que se quiso compensar con 
un nulo control de los usos edificatorios de esta categoría de suelo que, al cabo del tiempo, 
supuso la transformación urbanística al margen de la ley de vastas extensiones del territorio. 
En realidad, el legislador no establecía cuáles eran sus requisitos constitutivos ni tampoco 
ofrecía criterios que permitieran su definición con lo que su garantía era mínima.   
 
Se podía concluir que el suelo rústico era el suelo excluido por el Plan del proceso de 
urbanización programado por un plazo de quince años, a cuyo término debía procederse a la 
revisión del Plan, salvo que se hubiera revisado anticipadamente, previa autorización de la 
suprema autoridad estatal urbanística por motivos que así lo exigieran.  
 
Este fue uno de los principales problemas de la norma porque, al pivotar sobre la 
figura del Plan General, en los municipios carentes de dicho instrumento planificador, que, 
por desgracia, fueron la mayoría, la delimitación del suelo rústico, en el mejor de los casos, se 
realizaba en el momento de la concesión de las licencias urbanísticas. El problema se 
agudizaba puesto que la LS/1956, influenciada por la Ley de Solares de 1945, integraba 
dentro del suelo urbano los terrenos rústicos incluidos en sectores para su urbanización con 
plan parcial aprobado.207  
 
Además de este precepto se podían encontrar otras referencias a esta categoría de 
suelo, ya fuese de forma directa, ya fuese de forma indirecta. En este sentido, y dentro de lo 
que se pueden denominar principios básicos, se establecían los principios de utilidad pública 
y la función social de la propiedad (art. 3.3.a), el uso racional del suelo (art. 3.3.e) y la 
                                                 
206
 Cfr. la STS de 13 de febrero de 1978, RJ 1978\976 y la STS de 14 de abril de 1982, RJ 
1982\3975. ROMERO SAURA, F., La calificación urbanística del suelo, op.cit., pág.189, defiende 
que los conceptos de casco de la población y de perímetro urbano son diferentes porque este último es 




 MENÉNDEZ REXACH, Á., “La clasificación del suelo…,” op.cit., pág. 173.  
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prohibición de usos no ajustados a los planes (art. 3.4.e). De forma simultánea, la norma 
partía del principio general de la inedificabilidad en suelo rústico, al señalar que los terrenos 
debían dedicarse, de acuerdo con el Plan, a un uso que no implicase la transformación de su 
destino agrícola o forestal208. En este sentido, se puede concluir que el legislador partía de una 
premisa básica: el suelo rústico debía destinarse a su explotación agraria, es decir, a usos 
agrarios, pecuarios209 o forestales.  
 
Sin embargo, esto no se compadecía con la propia norma puesto que, por una parte, el 
propio legislador establecía en el art. 9.2.d) que en las normas de los planes se fijarían las 
condiciones que habían de regir en las edificaciones rurales. Por otra parte, el titular del suelo 
mantenía la facultad de urbanizar, es decir, si bien dentro de las previsiones del planificador, 
uno de los contenidos del derecho de propiedad era la facultad de urbanizar. Como se 
observa, el suelo rústico estaba dotado de edificabilidad, si bien limitada, lo que determinó 
que, de forma paradójica, y pese a lo señalado anteriormente, la jurisprudencia concluyese 
que «la Ley del suelo sienta el principio general de la edificabilidad del suelo rústico» (STS 
de 9 de mayo de 1973, RJ 1973\2111).210  
 
Ahora bien, como a todo principio general, se admitieron una serie de excepciones 
(que se podían calificar como genéricas) que matizaban dicha prohibición general.  Lo que sí 
es cierto es que, al regular los usos urbanísticos del suelo rústico, el legislador de 1956 no 
pormenorizaba la multiplicidad de usos constructivos y no constructivos de que era 
susceptible aquella categoría de suelo, aunque, por esta vía se pueden, de alguna forma, 
                                                 
208
 ROMERO SAURA, F.,  La calificación…, op.cit., págs. 264-266, pone de manifiesto que la 
utilización urbanística del suelo rústico presenta dificultades en las zonas rurales próximas a las 
grandes ciudades y en las áreas turísticas que dan lugar a la aparición de urbanizaciones ilegales.  
 
209
 Como advierte GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley del Suelo, Boletín Oficial del 
Estado, Madrid, 1968, pág. 420, pese a la omisión de la explotación ganadera, es indudable que debía 
entenderse incluida en el art. 69.1 de la ley.  
 
210
 Señala PAREJA i LOZANO, C., Régimen jurídico del suelo…, op.cit., pág. 300, que “la 
necesidad de indemnizar cualquier disminución de dicho coeficiente dificultó en gran medida la 
adopción de las medidas de protección que para el suelo rústico preveía la propia LS /56 en sus 
artículos 13, 15 y 17, entre otros, e incluso la propia aplicabilidad de la limitación Primera del artículo 
69-1, conforme a la cual se prohibía la transformación del destino de las fincas previsto en los Planes 
de Ordenación”. Para la STS de 13 febrero de 1979, RJ 1979\608, la norma segunda del art. 69, 
contiene un principio general de edificabilidad en suelo rústico, principio general al que el mismo 
precepto señala como excepción las construcciones o instalaciones vinculadas a determinados terrenos 
y las que desarrollan un fin nacional, social, asistencial, educativo, sanitario o turístico, excepciones 
en las que es de estimar comprendida la construcción de una Central automática, para la compañía 
Telefónica Nacional de España, dadas las funciones de tal compañía, los fines que persigue y las 
características que a la misma configuran. 
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especificar algunos factores del medio rural. El legislador regulaba el uso edificatorio en 
términos estrictos a diferencia de lo que sucedía con otros usos constructivos.211 
  
 La LS/1956, al haber optado por la ordenación de la ciudad, se olvidaba de amplios 
sectores de la población que no vivían en las ciudades. Por tanto, no podemos encontrar en la 
norma ninguna definición de medio rural como realidad contrapuesta al medio urbano, dentro 
del cual las categorías de suelo urbano y de suelo de reserva urbana son, por así decirlo, las 
joyas a preservar. Es más, el legislador tampoco ofrecía una definición del suelo característico 
del medio rural y partía de un principio general de inedificabilidad, para acto, seguido 
introducir una serie de excepciones. 
 
Dentro del capítulo de las prohibiciones, limitaciones y deberes, orientadas a una 
ordenación de la actividad edificatoria, extra muros del tejido urbano, se podían extraer una 
serie de reglas que, en términos generales, suponían una incipiente protección del suelo 
rústico. Entrando de lleno en el ámbito de las excepciones, cabe señalar que obedecían a 
diferentes planteamientos. En unos casos, se vinculaban al destino natural del suelo 
(construcciones destinadas a explotaciones agrícolas, silos o viviendas obligatorias en fincas 
mejorables, que respondiesen a planes o normas del Ministerio de Agricultura). En otras 
ocasiones, se trataba de construcciones o instalaciones necesariamente vinculadas a 
determinados terrenos; las que desarrollaren un fin nacional, social, asistencial, educativo, 
sanitario o turístico, que exigiese su emplazamiento en el medio rural.  
 
Por último, se contemplaba la edificación de vivienda unifamiliar en lugares alejados 
de los centros urbanos, en los que no existiese peligro de formación de un núcleo de 
población. 
 
Descendiendo a un análisis más pormenorizado, cabe indicar que en primer término, y 
con una clara vocación agraria, se podía citar la prohibición de parcelaciones en superficies 
inferiores a la unidad mínima de cultivo212. Como destaca GARCÍA DE ENTERRÍA la ley 
                                                 
211
 Según el art. 47.1.1ª  el uso de los predios no podía apartarse del destino previsto, ni cabía 
efectuar en ellos explotaciones de yacimientos, fijación de carteles de propaganda, movimientos de 
tierra, cortas de arbolado o cualquier otro uso análogo en pugna con su calificación urbanística, su 




 El art. 69 prohibía los fraccionamientos «que rompan la unidad mínima de cultivo señalada 
en los planes generales» pero no los sometía a licencia. Debido a la falta de control administrativo 
proliferaron las urbanizaciones ilegales y las viviendas de segunda residencia que dieron lugar, de 
forma indebida, a la formación de núcleos de población al margen de las previsiones del planificador. 
A consecuencia de lo anterior, se materializó la pérdida de valores naturales de amplias extensiones de 
terrenos, fenómeno que aún repercute en la actualidad. Se trataba de una auténtica limitación a la 
facultad de disposición cuyo incumplimiento no estaba previsto lo que lleva a GONZÁLEZ PÉREZ, 
J., Comentarios a,…op.cit., pág. 423, a una remisión a la Ley 12/1962, que habilitaba la expropiación 
dentro de los tres años siguientes al conocimiento de la transmisión.  
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implantaba sanciones de tipo personal para confiscar los beneficios de la transformación 
ilegal de suelo rústico en suelo urbano.213  
 
En segundo lugar, se establecía la obligación, en determinados supuestos, de destinar 
las fincas a los aprovechamientos y explotaciones de que fueran naturalmente susceptibles, 
conforme a la ordenación urbanística y a las disposiciones del Ministerio de Agricultura, 
razón por la cual, GONZÁLEZ  PÉREZ, entiende que la regulación de la LS/19556 no 
consistía en la defensa frente a la invasión urbana.214  
 
En tercer lugar, la prohibición de construir o edificar sobre suelo rústico por encima de 
una proporción máxima establecida en un metro cúbico por cada cinco metros cuadrados, así 
como las diversas excepciones a dicha prohibición. En relación a este coeficiente de 
edificabilidad,  un sector de la doctrina lo califica como demasiado general, abstracto y 
dogmático al no tener en cuenta la desigual estructura de la propiedad agraria en las diversas 
regiones y zonas del país.215  
 
Pero la norma  permitía mayores volúmenes de edificación según el procedimiento 
previsto en el párrafo 3 del art. 46 para la modificación del régimen instituido con carácter 
general por los planes y proyectos y por las normas y ordenanzas correspondientes216. Se 
establecía, con el carácter de limitación, en el art. 69.1.2ª, que los tipos de construcciones 
habían de ser adecuados a su condición aislada prohibiéndose la edificación característica de 
zonas urbanas y especialmente los bloques con paredes medianeras al descubierto. Esta 
norma prohibía las viviendas colectivas y puede calificarse como el antecedente de las 
normas relativas a la protección del paisaje.  
 
                                                                                                                                                                       
 
213
 GARCÍA DE ENTERRÍA  E., “La Ley del Suelo y…”, op.cit., págs. 126-127. 
 
214




 PARADA VÁZQUEZ, J. R.,  “Urbanizaciones privadas y suelo no urbanizable”, op.cit.,  
pág. 230. Para un estudio desde la perspectiva planificadora hay que remitirse a FERNÁNDEZ 
FARRERES, G. J., ”Las urbanizaciones de iniciativa particular: Introducción a su problemática 
jurídica”, REDA, núm. 53, 1987, págs. 5-22. Cfr., la STS de 15 de febrero de 1982, LA LEY 19686-
NS/0000 referido a un supuesto de normas subsidiarias y complementarias del planeamiento. A su vez 
no debe olvidarse que las urbanizaciones de tipo residencial no eran construcciones permitidas en 
suelo rústico (STS de 21 de septiembre de 1982, LA LEY 27070-NS/0000).  
 
216
 Para la STS 13 febrero 1979, RJ 1979\608, se trata de un requisito pensado para proyectos de 
modificación de un régimen general, instituido por Planes y Proyectos, y por las Normas y 
Ordenanzas correspondientes, mediante la formación de un Plan y normas complementarias, con un 
alcance muy superior al reducido y concreto del supuesto en litigio, por lo que no anula la licencia 
concedida. 
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Por otra parte, se establecían Planes Especiales con distintas finalidades protectoras: 
de elementos naturales, del paisaje, de las vías de comunicación, de huertos, cultivos y 
especies forestales y de mejora del medio rural. También se permitían usos y obras 
provisionales (art. 47.2 y 3). Además es preciso destacar que las construcciones en suelo 
rústico, al igual que en terrenos urbanos, debían adaptarse en lo básico al ambiente estético de 
la localidad o sector para que no desentonen del medio en que se encontrasen situadas.  
 
En materia de valoración del suelo rústico, la ley diferenciaba dos tipos de valores: 
inicial, determinado por su aprovechamiento natural y el expectante, esto es, aquel valor que 
hipotéticamente se podía  alcanzar en el plazo máximo de 15 años como consecuencia de la 
ordenación urbanística. Para obtener el valor inicial la norma tenía en cuenta la explotación 
rústica efectiva o posible y para calcular el valor expectante se sumaba al valor inicial la 
plusvalía que resultaba de la expectativa.217 Es más, el art. 91 se refería a los terrenos que 
ofrecían expectativas apreciables de aprovechamiento o utilización urbanística que se cifraba 
en un máximo de 0,5 metros cúbicos por metro cuadrado con lo que se podían distinguir dos 
clases de suelo rústico: con expectativas urbanísticas y sin expectativas urbanísticas.218 
 
Por otra parte, la LS/1956 presentó dificultades de aplicación práctica ya que se 
utilizaron diversos subterfugios entre los que podemos señalar un plan parcial modificativo 
del general219, planes especiales, con simples proyectos de urbanización, por medio de 
                                                 
217
 Como señala BAÑO LEÓN, J.M., Derecho Urbanístico Común, op.cit., pág. 49, al suelo 
rústico se le reconocía un valor expectante lo que traía como consecuencia que una parte de la 
plusvalía derivada del plan se atribuía al propietario y no a la comunidad a diferencia de lo que 
sucederá, posteriormente, en la reforma de 1975, en que se tasará por la renta real del suelo o por su 




 En la actualidad la jurisprudencia considera que las expectativas urbanísticas deben guardar 
relación con los usos permitidos en cada clase de suelo. Cfr., la STS de 3 de julio de 2012, RJ 
2012\7677 en un supuesto de suelo no urbanizable de especial protección. 
 
219
 Señala la STS de 4 junio de 1979, RJ 1979\2635 que, “siendo patente que resulta igualmente 
vulnerado el art. 69,1 en su limitación tercera, al prohibir las edificaciones características de zonas 
urbanas, pues aparece que gran parte del Polígono 32 de suelo rústico se destina no a la construcción 
de viviendas unifamiliar de carácter aislado, propia del medio rural, sino a emplazar bloques de 
viviendas de las características de zona urbana y hasta un total de 1.300 en la totalidad del Polígono. 
Se trata, por tanto, de una clara conversión de suelo rústico en suelo urbano por la vía del Plan Parcial 
de referencia, lo que supone -desde el punto de vista de la acomodación del Plan Parcial al Plan 
General de ordenación de la villa- una modificación del citado Plan General aprobado en 10 abril 
1964, modificación que no podía efectuar válidamente el Plan impugnado dado que su función, a 
tenor del art. 10,1 de la Ley del Suelo es la de simple desarrollo de las previsiones contenidas en el 
Plan General, siendo función primordial de éste la delimitación de las diversas clases de suelo en 
urbano, de reserva urbana y rústico, para cuya alteración se precisa ineludiblemente una modificación 
en legal forma del Plan General que contienen dicha delimitación básica, modificación que solamente 
podrá producirse o bien, a través de la anticipada revisión de todo el Plan General de ordenación 
urbana de la villa en los términos y por el cauce del art. 32,2 de la mencionada Ley reguladora, o bien 
promoviendo una modificación de este aspecto del planeamiento a través del procedimiento del art. 39 
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parcelaciones y creación de huertos familiares en suelo rústico y a través de planes de 
ordenación como extensión del casco urbano (art. 12.3).220  
 
Esta regulación resultó alterada por la legislación sectorial. Así podemos citar las 
expropiaciones urbanísticas de suelo rústico para la creación de polígonos de viviendas, al 
amparo de la Ley de 21 de julio de 1962 sobre valoración de terrenos necesarios para la 
ejecución de los Planes de Vivienda  y de Urbanismo, las actuaciones producidas sobre suelo 
rústico en ejecución de los Planes de Desarrollo mediante las Leyes que aprobaron los Planes 
de Desarrollo Económico y Social, en relación con la implantación de polos de promoción y 
desarrollo industrial (Ley 194/1963, de 28 de diciembre, la Ley 1/1969, de 11 de febrero y la 
Ley 22/1972, de 10 de enero), el reglamento de actividades molestas, insalubres, nocivas y 
peligrosas de 1961 que permitió el emplazamiento de actividades industriales contra plan, la 
Ley de Zonas y Centros de Interés Turístico Nacional de 1964 y el Decreto Ley 7/1970, de 27 
de junio sobre Actuaciones Urgentes en Madrid y Barcelona. Pero incluso se llevó a cabo una 
urbanización indebida del suelo rústico mediante interpretaciones sesgadas de la propia 
LS/1956. En esta línea, GUTIÉRREZ COLOMINA221, enumera los siguientes ejemplos: el 
reconocimiento de aprovechamiento urbanístico siempre que se respetase  la unidad mínima 
de cultivo y el coeficiente de edificabilidad; los medios utilizados por la Administración para 
la obtención de equipamientos y la propia actuación urbanizadora de la Administración.  
 
En definitiva, el suelo rústico era el único tipo de suelo al que se le dedicaba un 
artículo propio para definir su estatuto, prohibiciones y deberes y, a pesar de que, dentro del 
suelo rustico, el legislador destacaba la necesidad de conservación de determinados suelos 
agrícolas y forestales, el legislador no diferenció dos categorías diferentes de suelo rústico. 
 
                                                                                                                                                                       
de dicha Ley, sin que pueda entrar en juego la vía de modificación excepcional del art. 46 de la Ley 
del Suelo por contraerse este precepto a los sectores urbanos y de reserva urbana sin contemplar un 
eventual cambio de calificación de suelo rústico por todo lo cual y al no haberse seguido el 
procedimiento idóneo para alterar dicha calificación de suelo rústico, dicho está que se infringe de 
modo flagrante el Plan General de Ordenación en el extremo referido, lo que conduce a la anulación 
del acuerdo de aprobación definitiva del Plan afectado de dicha clara ilegalidad”. Cfr., la STS de 4 de 
mayo de 1982, RJ 1982\3113. 
 
220
 La problemática derivada de las urbanizaciones privadas la aborda PARADA VÁZQUEZ, J. 
R., en “Urbanizaciones privadas y suelo no urbanizable”, op.cit., págs. 231-236. La propia LS/1956 se 
ocupaba de las urbanizaciones particulares, en su art. 41, donde se recogía un antecedente de los 
actuales convenios urbanísticos. 
 
221
 GUTIÉRREZ COLOMINA, V., Régimen jurídico urbanístico del espacio rural: la 
utilización edificatoria del suelo no urbanizable, Montecorvo, 1990, págs. 159-168.  
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III.- EL SEGUNDO MODELO: EL SUELO NO URBANIZABLE EN EL TEXTO     
REFUNDIDO DE 1976 
 
 
El antecedente más significativo de la primera reforma de la ley de suelo lo constituyó 
la propuesta de Proyecto de Ley de Reforma presentado en 1972. En esta norma se 
distinguían inicialmente dos tipos de suelo: el urbano y el rústico. A su vez, el suelo rústico se 
diversificaba en los siguientes: rústico urbanizable programado, rústico urbanizable no 
programado y rústico no urbanizable. El criterio para la clasificación del suelo se 
fundamentaba, en primer término, en la cualidad física, según estuviera usado o no, y, en 
segundo lugar, en función de su uso futuro. Antes de analizar las reglas refundidas por este 
texto procedentes de la primera reforma operada por la LS/1956 a través de la ley de 2 de 
mayo de 1975, es preciso señalar que, como advierte ARGULLOL i MURGADÁS222, esta 
normativa cumple dos funciones: preventiva del fenómeno urbano y protectora de los valores 
naturales del terreno, sin perjuicio de la aplicación preferente de la legislación sectorial 
específica223. Precisamente, esta remisión a la normativa sectorial permitió la aparición de 
normas autonómicas relativas al suelo no urbanizable, que, con el transcurso de los años, 
determinará la aparición de normas completas sobre este suelo. El estudio de esta norma no 
presenta simplemente un mero valor histórico puesto que, a raíz de la STC 64/1997, 
constituye derecho vigente e inmodificable, si bien de carácter supletorio.  
 
Por otra parte, los preceptos relativos al suelo no urbanizable no son disposiciones 
meramente programáticas sino que contienen reglas de aplicación directa, que no podrán ser 
modificadas o derogadas por los planes, tal y como sostienen GARCÍA DE ENTERRÍA y 
PAREJO ALFONSO224. En definitiva, estas normas funcionan con el carácter de máximo 
pero no impiden que los planes diseñen reglas más restrictivas.  
 
Sin embargo, la norma que nos ocupa, presenta defectos técnicos evidentes, puesto 
que no puede desprenderse del expansionismo urbanístico. En efecto, es de destacar que el 
art. 85.1TRLS/1976, al establecer que los terrenos clasificados como suelo no urbanizable 
                                                 
222
 ARGULLOL i MURGADÁS, E., “Régimen jurídico del suelo no urbanizable”, pág. 267, en 
BOQUERA OLIVER J.M. (Coord.), Derecho Urbanístico Local, Civitas, Madrid, 1992. 
 
223
 ÁVILA ORIVE, J. L.: El suelo como elemento ambiental…, op.cit., pág. 232, señala que la 
protección del ambiente se vincula a la urbanización. 
 
224
 GARCÍA DE ENTERRÍA E. y PAREJO ALFONSO L., Lecciones de Derecho Urbanístico, 
Tomo I, Civitas, Madrid, 1981, pág. 405. 
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estarán sujetos a las limitaciones establecidas para el suelo urbanizable no programado, 
incurre en una defectuosa técnica legislativa.225  
 
De esta suerte,  como señalan GARCÍA DE ENTERRÍA y PAREJO ALFONSO226, la 
aplicación del régimen jurídico del suelo urbanizable no programado es transitoria, en tanto 
no se apruebe el programa de actuación urbanística, pero no significa una equiparación de 
régimen sustantivo. Por eso, como apunta PAREJA i LOZANO227, sería preferible invertir la 
remisión comentada y aplicar la regulación del suelo urbanizable, en tanto no se proceda a su 
urbanización, de conformidad con la normativa prevista para el suelo no urbanizable. 
 
El TRLS/1976 mantuvo en su art. 76 el mismo texto del art. 61 LS/1956, que reconoce 
implícitamente las facultades de urbanizar y edificar como facultades del derecho de 
propiedad, dentro de los límites y con el cumplimiento de los deberes establecidos por la Ley 
y por los Planes con arreglo a la “clasificación urbanística de los predios”.  
 
El nuevo precepto sustituyó “calificación” por “clasificación” de acuerdo con la 
evolución legislativa. Por otra parte, suprime el coeficiente de edificabilidad lo que supone la 
desaparición del ius aedificandi incluido en esta categoría de suelo, si bien de forma mínima. 
Esto implica que las edificaciones a realizar deberán justificarse en función del destino a que 
se dediquen y siempre y cuando dicho destino se incluya en alguno de los supuestos 
contemplados por la norma. Como se comentará a continuación, se arbitran una serie de usos 
definidos con abundantes conceptos jurídicos indeterminados, que, traerán como 
consecuencia, múltiples problemas interpretativos.  
 
Por tanto, habrá que esperar a los legisladores autonómicos, quienes partiendo del 
tronco común de los citados usos, incrementarán y ordenarán, de forma desmesurada en 
múltiples ocasiones, la variedad de aprovechamientos urbanísticos de esta categoría de suelo. 
Esta supresión, que suele ser poco comentada por la doctrina, entendemos que supuso un giro 
                                                 
225
 Subraya ARGULLOL i MURGADÁS que “la LS/1975 tenía entre sus objetivos eliminar 
toda referencia a la existencia de un derecho general a la edificación en todos los puntos del territorio; 
pero para ello utilizaba una técnica mal o insuficientemente desarrollada por los instrumentos 
urbanísticos De ahí que en muchos casos el suelo no urbanizable, obviamente como consecuencia de 
la presión existente, se convirtiera, de alguna manera, en el vertedero de actividades y usos no 
deseados o incluso de equipamientos “buenos”.”. ARGULLOL i MURGADÁS “El suelo no 
urbanizable: territorio e infraestructuras”, Anuario del Gobierno Local 2002, Fundación Democracia y 
Gobierno Local, Institut de Dret Públic, Barcelona, 2003, págs. 73-80. 
 
226
 GARCÍA DE ENTERRÍA E. Y PAREJO ALFONSO L., Lecciones…, op.cit., pág. 450. 
 
227
 PAREJA i LOZANO C., Régimen jurídico del suelo…, op.cit., pág. 77. 
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copernicano en el régimen jurídico del suelo del medio rural. Además se suprime la 
posibilidad de redactar planes parciales en ausencia de plan general (art. 13.1.c).228  
 
Pero no terminan aquí las novedades de la reforma de 1975 ratificada en 1976. En este 
sentido, se altera la terminología229 ya que se denomina como suelo no urbanizable aunque 
continúa la regulación negativa, al referirse el art. 80 como aquel “que el Plan no incluya en 
alguno de los tipos de suelo a que se refieren los artículos anteriores”. Esta alteración 
permitiría defender la teoría consistente en que la LS/1956, pese a la concepción estatutaria 
de la propiedad, reconocía el ius aedificandi en el suelo rústico.230 
 
En este orden de consideraciones, la falta de definición propiciará un  uso abusivo de 
este suelo, que se traducirá en sucesivas reclasificaciones al margen de la revisión del plan 
general. Sin embargo, se introduce como novedad la categoría de suelo no urbanizable de 
especial protección. La norma lo define como “los espacios que el Plan determine para 
otorgarles una especial protección, a los efectos de esta Ley, en razón de su excepcional valor 
agrícola, forestal o ganadero, de las posibilidades de explotación de sus recursos naturales, de 
                                                 
228
 Cfr. PARADA VÁZQUEZ, J.R. en Derecho Administrativo. T III…, op.cit., págs. 342-343. 
Para este profesor la supresión adoptada era contraria a la realidad social de zonas de España y 
traducía una concepción castellana y andaluza del urbanismo. Asimismo, considera que el coeficiente 
de edificabilidad, que era igualitario para todas las propiedades no urbanizables de todo el país, 
limitado por una serie de estándares  legales sobre volumetría, superficies mínimas de parcelas, 
índices de ocupación, equipamientos singulares, vivienda unifamiliar, número de plantas, alturas, 
aspectos de las construcciones,…,  permitía la protección de los valores del entorno y de la 
espontaneidad urbanística frente al arbitrario dirigismo administrativo. 
 
229
 El art. 62 del proyecto de ley se refería al suelo urbano, al suelo rústico urbanizable y al 
suelo rústico protegido. Para GUTIÉRREZ COLOMINA  el cambio obedece al propósito del 
legislador de subrayar la carencia de aprovechamiento urbanístico. Además se sustituye el suelo 
rústico con expectativa de urbanización por el suelo urbanizable no programado. GUTIÉRREZ 
COLOMINA V., Régimen jurídico urbanístico…, op.cit., págs. 172-173. ROMERO SAURA, F,  La 
calificación…, op.cit., pág. 279, alude a que la nueva denominación tiene una mayor carga urbanística 
ya que rústico es un término más genérico o incoloro.  
 
230
 Según recuerda BAÑO LEÓN “la excepción estatutaria tiene su límite en el reconocimiento 
de derechos indemnizatorios en determinadas circunstancias con el fin de preservar la confianza de los 
particulares en el mantenimiento de ciertas situaciones jurídicas.” BAÑO LEÓN, Derecho 
Urbanístico Común, op.cit., pág. 336. Por su parte GARCÍA DE ENTERRÍA señala la facultad de 
urbanizar se ha socializado con la LS/1956 evitando la conversión de suelo rústico en suelo urbano 
por simple iniciativa de los particulares estableciendo tres reglas: la prohibición de parcelar por debajo 
de la unidad mínima de cultivo, la prohibición de edificar los fundos rústicos con construcciones que 
no estén justificadas para su destino agrario, ganadero o forestal y mediante la limitación de tales 
construcciones con un índice máximo de edificabilidad que es también una edificabilidad rústica y no 
una edificabilidad urbana. GARCÍA DE ENTERRÍA, E., “Actuación pública y actuación privada en 
el Derecho Urbanístico”, REDA, núm. 1, 1974, págs. 79-98. Como recuerda MENÉNDEZ REXACH, 
la propiedad estatutaria alude al carácter mutable de la propiedad. MENÉNDEZ REXACH, Á., “La 
propiedad en la nueva Ley del suelo”, DPC, núm. 3, mayo-agosto 1994, pág. 74. 
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sus valores paisajísticos, históricos o culturales, o para la defensa de la fauna, la flora o el 
equilibrio ecológico”.  
 
En cualquier caso, el legislador urbanístico no lleva la protección hasta sus últimas 
consecuencias, porque, como señala MARTÍN REBOLLO, se trata de una mera posibilidad 
no de una obligación.231 Estos espacios «no podrán ser dedicados a utilizaciones que 
impliquen transformación de su destino o naturaleza o lesionen el valor específico que se 
quiera proteger» (art. 86) admitiéndose también la prohibición absoluta de edificar al amparo 
de lo dispuesto en el art. 36.a RPU. El resto del suelo no urbanizable está sometido a las 
limitaciones que precisan los arts. 85 y 86 TRLS/1976, y que se comentarán posteriormente, 
las cuales, como ya se señaló anteriormente, son de aplicación con o sin planeamiento 
general.232   
 
Como trasciende de lo anterior, la clasificación como suelo no urbanizable de especial 
protección constituía una decisión del planificador que debía acreditarse de forma motivada, 
teniendo en cuenta las características reales de los terrenos a diferencia del suelo no 
urbanizable común en el cual se apreciaba una discrecionalidad fuerte.233 De esta forma, el 
planificador, gozaba de una gran libertad para situar en la categoría de suelo urbanizable o de 
suelo no urbanizable amplias zonas del término municipal, en función, en la mayor parte de 
ocasiones, de criterios economicistas, cuando no debido a presiones de determinados grupos. 
Es ésta una de las graves lagunas que el ordenamiento urbanístico español no ha sido capaz 
de llenar, o, para ser más exactos, se trata de un ámbito huérfano de regulación expresamente 
contemplado para actuar por el planeamiento, y, todo ello, pese a que, esta norma, introduce 
una serie de estándares urbanísticos, por vez primera en la normativa española.234 
 
A modo de conclusión, se puede sostener que se distinguen dos tipos de suelo no 
urbanizable, el conocido como no urbanizable común, que equivaldría al rústico de la 
LS/1956 y el no urbanizable protegido, que la ley anterior sólo recogía en Planes Especiales. 
                                                 
231
 MARTÍN REBOLLO L., ”Suelo rústico o no urbanizable”,…, op.cit., pág. 592. 
 
232
 PAREJA i LOZANO C., Régimen,… op.cit. pág. 31, entiende que no existen dos categorías 
diferenciadas dentro del tipo básico de suelo no urbanizable porque no existe un criterio definidor en  
nuestro ordenamiento jurídico. 
 
233
 La clasificación del suelo no urbanizable protegido tiene carácter reglado tanto si la 
clasificación procede de legislación específica, como si concurren en él valores, con la intensidad 
requerida, dignos de ser protegidos. Cfr. la STS de 3 de julio de 2007, RJ 2007\4769, que ratifica la 
doctrina reiterada del Alto Tribunal. 
 
234
 MUÑOZ MACHADO, S. y LÓPEZ BENÍTEZ, M.,  El planeamiento urbanístico, Iustel, 
Madrid, 2007, pág. 69 sostienen que los estándares urbanísticos son condicionamientos o criterios 
legales de fondo que tienden a uniformar las determinaciones del plan.  
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Para ambos, las limitaciones eran similares a las de la ley anterior, con la excepción de que le 
atribuye una edificabilidad nula, para evitar la construcción de autenticas urbanizaciones. 
 
Los planes generales, además de clasificar todo el suelo, tienen el objetivo de proteger 
el no urbanizable del proceso de desarrollo, estableciendo para ello medidas necesarias. En 
este sentido, no sólo se refiere a los valores, casi exclusivamente productivos, que 
disciplinaba la LS/1956, agrícolas y forestales, sino también, valores naturales: suelo, flora, 
fauna o paisaje. La protección es de grado mínimo puesto que  se reduce a que no podrán ser 
dedicados a utilizaciones que impliquen transformación de su destino o naturaleza, siendo las 
limitaciones las propias del  suelo urbanizable no programado. 
 
En cuanto al tipo de plan que puede implantar esta categoría especial de suelo no 
urbanizable, la doctrina admite no sólo el plan general y las normas subsidiarias y 
complementarias sino también el plan especial.235  
 
Respecto al plan general la reforma exige la inclusión de medidas activas. Así, el art. 8 
se refiere a medidas de protección a adoptar en orden a la conservación del suelo, de los 
demás recursos naturales y a la defensa, mejora, desarrollo o renovación del medio ambiente 
natural y del patrimonio histórico artístico. 
 
Asimismo, el TRLS/1976 contiene una serie de normas de aplicación directa que 
regirán, con o sin, plan general aprobado. Estas normas, sin embargo, no agotan todo el 
régimen jurídico de esta clase de suelo y, en ocasiones, descansan en el plan general. 
Concretamente, deberán respetarse las incompatibilidades de usos señaladas en el Plan 
General. Esto significa que la norma habilita al plan general para la implantación de 
restricciones de uso específicas y más gravosas, lo cual se llevará a cabo a través de la técnica 
de la zonificación sin que, en ningún caso, la norma legal fije la intensidad o medida 
cuantitativa del aprovechamiento en edificación, lo que lleva a concluir a GARCÍA DE 
ENTERRÍA y PAREJO ALFONSO que este aspecto no forma parte del régimen urbanístico 
legal del suelo no urbanizable, a diferencia del destino de la edificación permitida.236  
 
En relación a los usos permitidos, la norma contempla cuatro supuestos.237 En primer 
término, no se podrán realizar otras construcciones que las destinadas a explotaciones 
                                                 
 
235
 ARGULLOL i MURGADÁS, E., “Régimen jurídico…”, op.cit., pág. 303. 
 
236
 GARCÍA DE ENTERRÍA E. y PAREJO ALFONSO L., Lecciones de…, op.cit., pág. 406. 
 
237
 Destaca GUTIÉRREZ COLOMINA que, a través de planes especiales, se podrán situar en 
este suelo los sistemas generales (al amparo del art. 26.2 RP), pero, dado que no existe 
aprovechamiento urbanístico, las formas de obtención serán la expropiación forzosa o los convenios 
urbanísticos). GUTIÉRREZ COLOMINA V., Régimen jurídico urbanístico…op.cit., pág. 174. Por su 
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agrícolas que guarden relación con la naturaleza y destino de la finca y se ajusten, en su caso, 
a los planes o normas del Ministerio de Agricultura. En este supuesto se exige sólo la licencia 
municipal.238  
 
No se permiten cualesquiera construcciones, ya que, es obligatorio, acreditar la 
vinculación funcional entre aquellas y la naturaleza y destino de la explotación agrícola, 
ganadera o forestal; es decir, se requiere el cumplimiento de los requisitos de 
proporcionalidad y de accesoriedad de las construcciones lo que implica el carácter 
complementario y de servicio de estas edificaciones. La norma se interpretó de dos formas 
totalmente opuestas: pese a que la norma se refiere a edificaciones productivas, el Tribunal 
Supremo admite las viviendas de los campesinos. (Por todas, STS de 25 de octubre de 1982, 
RJ 1982\6430). Sin embargo, un sector de la doctrina, encabezado por GARCÍA DE 
ENTERRÍA y PAREJO ALFONSO239, sostienen que se excluye el uso meramente 
residencial y el ius aedificandi se agota cuando se lleva a cabo la edificación que 
razonablemente se corresponda con las necesidades propias de la finca o explotación agrícola. 
 
En segundo término, se admiten las construcciones e instalaciones vinculadas a la 
ejecución, entretenimiento y servicio de las obras públicas. Al igual que en el supuesto 
anterior sólo se requiere licencia municipal. En este caso, no se incluyen todas las obras 
públicas en suelo no urbanizable puesto que el legislador regula, en un supuesto 
independiente, las obras de utilidad pública o de interés social.240 Asimismo tampoco 
comprende esta excepción todas las construcciones e instalaciones previstas en el reglamento 
de carreteras. 
 
                                                                                                                                                                       
parte ROMERO SAURA no está de acuerdo con el control de las edificaciones basado en el destino 
de las construcciones ya que se producirán consolidaciones de áreas pobladas por viviendas de 





 ARGULLOL MURGADÁS, E., Régimen jurídico…op.cit., pág. 273, defiende la necesidad 
de autorización autonómica para que, en ausencia de parámetros edificatorios, sea la autoridad 
competente para la aprobación del planeamiento, quien fije dichos parámetros. La relación con la 
naturaleza y el destino de la finca determina que no proceda la concesión de licencia cuando se trata 




 GARCÍA DE ENTERRÍA E. y PAREJO ALFONSO L.: Lecciones de…, op.cit., pág. 406. 
 
240
 Señala PAREJA i LOZANO que la existencia de una vinculación funcional directa entre la 
instalación y el servicio público deberá establecerse a la vista de las circunstancias concurrentes en 
cada caso, debiendo tener presente, sobre todo en los casos de ausencia de una previsión normativa 
específica, las repercusiones de índole urbanística que pueda tener la instalación proyectada. PAREJA 
i LOZANO  C., Régimen jurídico…, op.cit., pág. 102. 
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En tercer lugar, se pueden autorizar, con carácter excepcional, siguiendo el 
procedimiento previsto en el art. 43.3 para la tramitación abreviada de planes especiales de 
mejora desarrollados por el art. 44 RGU/1978, edificaciones e instalaciones de utilidad 
pública o interés social que hayan de emplazarse en el medio rural. Esta autorización es 
concurrente con la municipal y es de carácter preceptivo y vinculante pero no agota todos los 
elementos a valorar tales como características constructivas de las edificaciones o viviendas, 
volumen edificatorio,… No obstante, como advierte CANO MURCIA, este requisito se ha 
ido diluyendo de forma progresiva ya que la nueva legislación autonómica es más rigurosa en 
cuanto al control de los actos de edificación y uso del suelo. 241 
 
La declaración de utilidad pública o interés social puede interpretarse de dos formas: 
se exige una habilitación legal expresa (GARCÍA DE ENTERRÍA y PAREJO ALFONSO242) 
o basta una mera declaración administrativa tal y como permite el art. 44.2.4 RGU. La 
jurisprudencia admite ambas modalidades (STS de 13 de julio de 1984, RJ 1984\4675). 
Además entiende que la existencia de un interés social no implica que el titular de la actividad 
sea un ente público y que, de una parte, el interés público no es incompatible con el beneficio 
mercantil y, de otra parte, que el interés social no se limita a determinados sectores o 
actividades.243 
 
En cuarto y último lugar, pueden realizarse, con carácter excepcional, edificios 
aislados destinados a vivienda familiar244 en lugares en los que no exista posibilidad de 
                                                 
241
 CANO MURCIA, A., El régimen jurídico del suelo no urbanizable o rústico, Thomson-
Aranzadi, Cizur Menor, 2006, pág. 211. Una muestra significativa del punto de partida es la STSJG de 
31 de octubre de 2003, Roj: STSJ GAL 5789/2003, cuando afirma lo siguiente: “Como ha declarado 
el TS, dicho interés no se constriñe a sectores o actividades determinadas, sino que "ampara 
potencialmente a todo tipo de instalaciones sin especificar el fin concreto a que pueda ser dedicadas", 
de manera que "una vez constado en interés público, la instalación podrá dedicarse a cualquier fin o 
actividad donde quepa la presencia de semejante interés, habida cuenta de la necesidad de su 
emplazamiento en el medio rural" (STS 15.XII.1988; Ar. 9962, entre otras). El incremento de puestos 
de trabajo, la demanda de la actividad industrial a complementar, pero también su ubicación 
condicionada por la propia actividad forestal justifican la presencia del interés público así como la 
aptitud objetiva de la instalación proyectada, tal y como resulta suficientemente acreditado por el 
demandado y codemandado.”  
 
242




 Según la STS de 27 de enero de 1982, LA LEY 18986-NS/0000 es ajustada a derecho una 
licencia para el emplazamiento de un cámping en terrenos calificados como rústicos de acuerdo con el 
art. 85.1.2 TRLS/1976. En el mismo sentido la STS de 16 de junio de 1984, LA LEY 49634-NS/0000.  
 
244
 Advierte PAREJA i LOZANO que la función pública urbanística no permite determinar el 
carácter de la relación que vincula a los ocupantes de la vivienda. PAREJA i LOZANO, C., Régimen 
jurídico…, op.cit., pág. 114. Para GUTIÉRREZ COLOMINA, no se pueden equiparar las viviendas 
unifamiliares con las viviendas familiares y si se cumplen el resto de requisitos legales serían factibles 
construcciones como un cortijo plurifamiliar y otras clases de viviendas familiares que no tengan un 
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formación de un núcleo de población. Este último requisito también es de aplicación para las 
construcciones de utilidad pública o de interés social (art. 44.2.1.d RGU/1978). La norma no 
permite edificios en propiedad horizontal de varias viviendas y debe seguir el mismo 
procedimiento previsto en el art. 43 mencionado.245  
 
Por otra parte, la delimitación del núcleo de población la remite la ley al reglamento y 
los arts. 36. b, 90.c, 92.c y 93.1.c RPU/1978, formulan una nueva remisión al planeamiento 
general.246 Otra de las limitaciones consiste en que los tipos de construcciones habrán de ser 
adecuados a su condición aislada, conforme a las normas que el Plan establezca, quedando 
prohibidas las edificaciones características de las zonas urbanas si bien esta última 
prohibición es relativa ya que la declaración de utilidad pública o de interés social permite 
dichas edificaciones. Estas reglas se complementan con lo dispuesto en los arts. 72 y 73 
TRLS/1976. 
 
Asimismo, se establecen restricciones a la libre disposición de los terrenos. Así, en las 
transferencias de propiedad, divisiones y segregaciones de terrenos rústicos no podrán 
efectuarse fraccionamientos en contra de lo dispuesto en la legislación agraria. Esto implica 
para GARCÍA DE ENTERRÍA y PAREJO ALFONSO que el propietario no podrá convertir 
este suelo en suelo susceptible de utilización urbana así como la realización de actos que 
impliquen el riesgo de tal conversión.247 Abundando en lo anterior, del TRLS/1976 se puede 
desprender la siguiente conclusión: la división de parcelas de suelo no urbanizable que no den 
lugar a la formación de un núcleo de población no se considera parcelación urbanística sino 
una simple actividad privada sujeta al derecho común y, principalmente, a la legislación 
agraria. 
 
                                                                                                                                                                       
carácter estrictamente unifamiliar. GUTIÉRREZ COLOMINA, V.,  Régimen jurídico urbanístico…, 
op.cit., pág. 186. Lo que sí es evidente es que se excluyen usos residenciales turísticos y hoteleros 
como señala ARGULLOL MURGADÁS, E, Régimen jurídico…, op.cit., pág. 292. 
 
245
 La STS de 7 de noviembre de 1991, RJ 1991\8803 subraya el doble régimen de 
autorizaciones y el carácter previo y necesario del control autonómico sobre el emplazamiento.  
 
246
 Para ROZADOS OLIVA deberían utilizarse criterios como la densidad máxima edificatoria 
en zonas previamente acotadas del medio rural y unos estándares máximos y mínimos de 
construcción. ROZADOS OLIVA, M. J., ”La utilización edificatoria del suelo no urbanizable”, op. 
cit., pág. 120. 
 
247
 GARCÍA DE ENTERRÍA E. y PAREJO ALFONSO, L., Lecciones de…, op.cit., pág. 450. 
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En los municipios sin plan general o normas subsidiarias y complementarias el 
TRLS/1976 establece la figura del proyecto de delimitación del suelo urbano248, siendo de 
aplicación directa, en cualquier caso, la norma de definición del suelo urbano, la cual, 
diferencia entre la situación real y el destino. En estos supuestos resulta de aplicación la 
técnica de los conceptos jurídicos indeterminados, lo que determina acudir al caso concreto, 
puesto que habrá que definir el núcleo de población y los parámetros edificatorios y tener en 
cuenta, como señala PAREJA i LOZANO249, que el aprovechamiento urbanístico deberá 
configurarse por la autorización autonómica.  
 
Por último, el TRLS/1976 se ocupa de otros usos del suelo no urbanizable en otros 
preceptos y permite el cerramiento de parcelas rústicas (art. 73 en relación con el art. 178), los 
movimientos de tierras (art. 178) y los usos y obras provisionales (art. 58.2). En todos estos 
supuestos existe un control de la Administración que se materializa en la licencia municipal. 
La aplicación práctica de esta ley no consiguió detener el avance de un caos urbanístico. Así, 
como señala MARTÍN REBOLLO250, muchas edificaciones autorizadas no tenían un 
verdadero carácter agrícola y, en el caso de las viviendas aisladas, ante la ausencia de límites 
en el Plan General, determinaba una interpretación arbitraria de la posibilidad de formación 












                                                 
248
 MUÑOZ MACHADO, S. y LÓPEZ BENÍTEZ, M.,  El planeamiento urbanístico, op.cit., 
pág. 43, consideran que estos proyectos impiden la transformación del suelo rústico en suelo urbano 
por mera decisión de los propietarios al concretar las zonas de suelo urbano.  
 
249
 PAREJA i LOZANO C., Régimen jurídico…, op.cit., pág. 88. 
 
250
 MARTÍN REBOLLO, L.:”Suelo rústico o no urbanizable”,…, op.cit, pág. 594. 
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IV.- EL TERCER MODELO: EL SUELO NO URBANIZABLE EN LA LEY DE 




El TRLS/1976 fue objeto de una reforma sustancial por la Ley 8/1990. Sin embargo, 
las Comunidades Autónomas, con excepción del legislador catalán (Ley 3/1984, de 9 de 
Enero, sobre Medidas de adecuación del ordenamiento urbanístico) y el legislador gallego 
(ley de 1985), que enfocaron el problema urbanístico desde la óptica de la adaptación a su 
realidad regional del marco estatal, empezaron a dictar leyes en relación al suelo no 
urbanizable; destacan, así, Cantabria (1994), Canarias (1987), Islas Baleares (1997) y 
Asturias (1990).  
 
Se observa, en consecuencia, una preocupación autonómica sobre esta clase de suelo 
sin alcanzar al núcleo esencial del urbanismo, es decir, al suelo urbano y al suelo urbanizable 
y a las diversas técnicas urbanísticas (planeamiento, gestión y disciplina urbanística). De ahí 
que resulte, cuando menos, sorprendente la parquedad del legislador estatal en el ámbito que 
nos ocupa.  
 
En este sentido, las modificaciones consistían en la previsión de una denominación 
equivalente por la legislación autonómica, en la remisión a la legislación aplicable de las 
construcciones e instalaciones autorizables y en la posibilidad de un suelo de especial 
protección. Pero quizás, el cambio más significativo consistió en la visión, en positivo y no 
meramente residual de esta categoría de suelo.251  
 
Posteriormente se promulgó el TRLS/1992. Teniendo en cuenta la naturaleza jurídica 
de dicha norma (texto refundido), todo debería apuntar a que regulase el suelo no urbanizable 
manteniendo en lo esencial, el régimen jurídico del TRLS/1976. Sin embargo, el Gobierno no 
cumplió la delegación legislativa otorgada en sus propios términos. Como pone de relieve 
                                                 
251
 Cfr., la STS de 15 de febrero de 1991 (RJ 1996/956), la cual refiriéndose al art. 5 de la Ley 
8/1990, de 25 de julio, afirma que “cuando la propia dinámica de la utilización racional del suelo 
rústico demanda una construcción, la legislación urbanística ha de permitirla, limitándose a cuidar de 
que con ella no se desnaturalice dicho suelo, es decir, cuidando de la preservación de éste del proceso 
de desarrollo urbano. Estas construcciones no son una concesión graciable de la legislación 
urbanística sino el reconocimiento de las justas exigencias del contenido positivo del derecho de 
propiedad sobre el suelo no urbanizable.” Para MENÉNDEZ REXACH la Ley 8/1990 no partía del 
contenido natural de la propiedad puesto que reconocía un aprovechamiento del 25% o del 50% para 
los suelos urbanizables no programados. MENÉNDEZ REXACH, Á., “La propiedad en la nueva Ley 
del suelo”, DPC, núm. 3, mayo-agosto 1994, págs. 86-89. 
 
Capítulo segundo. Modelos urbanísticos del suelo… 
 
 137 
FERNÁNDEZ TORRES252 el texto aprobado se extralimita en su función refundidora y 
supone el ejercicio inconstitucional de una potestad legislativa ex novo de la que carece el 
Gobierno (en concreto alude a cincuenta innovaciones esenciales). En la materia que nos 
ocupa el citado profesor indica que se incluyó como novedad en el art. 16 TRLS/1992 la 
prohibición en suelo no urbanizable de las transferencias de propiedad, divisiones y 
segregaciones de terrenos  en contra no sólo de lo dispuesto en la legislación agraria, sino 
también  en otra aplicable. Por ello razona que “En primer lugar, la definición del suelo no 
urbanizable no concuerda con la de terreno rústico, lo que conduce a sostener la imposibilidad 
de aplicar extensivamente la legislación agraria a los terrenos clasificados precisamente como 
suelo no urbanizable. Y en segundo lugar, como consecuencia del ensanchamiento —a todo 
el suelo no urbanizable— del ámbito material de la prohibición de fraccionamientos operada 
por el TR de 1992, el Gobierno se ha creído en la obligación de ampliar igualmente el objeto 
de la remisión a cualesquiera otras legislaciones aplicables, con el fin, quizá, de preservar la 
voluntad de la ley. En consecuencia, al extrapolarse el precepto de la Ley del Suelo de 1976, 
se ha emprendido una labor que excede, con mucho, de los límites de un mandato de 
refundición, razón por la cual el artículo 16.1 del TR de 1992 no tiene cabida en el 
ordenamiento urbanístico.253 Pero desde mi punto de vista la crítica relativa a la diferencia 
entre suelo rústico y suelo no urbanizable debería hacerse también extensiva al TRLS/1976. 
Por eso, la STS de 25 de junio de 1997, Roj: STS 4532/1997, anula los arts. 47, 160.3, 219, 
228, 237.3 y 238.2 y la disp. trans. primera núm. 3 de dicho Texto Refundido. 
 
El régimen de utilización concreta se remitía a la legislación urbanística (estatal o 
autonómica) y sectorial (aguas, costas, reforma y desarrollo agrario, montes, caza, protección 
de la naturaleza, etc.) en cada caso aplicable. En todo caso, los preceptos del TRLS/1992 en 
materia de usos tenían carácter supletorio.  
 
El suelo no urbanizable se contemplaba en tres tipos de preceptos: básicos (los que 
regulan su destino, sus prohibiciones, algunas de sus limitaciones y las áreas de especial 
protección); supletorios (los relativos a su definición, tanto con plan como en ausencia de 
éste, así como algunas de sus limitaciones) y plenos (los relacionados con su valoración). El 
núm. 1 del art. 16 convertía en básica la limitación 4ª del art. 85.1 TRLS/1976, añadiendo la 
referencia a otras legislaciones no agrarias que pudiesen establecer normas sobre 
fraccionamiento para la consecución de sus correspondientes fines. 
 
                                                 
252
 Cfr. FERNÁNDEZ TORRES, J.R., “Refundición y Constitución: examen del texto 
refundido de la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 26 de junio de 1992”, RAP, 
núm. 131, Mayo-Agosto 1993, págs. 119-164.  
 
253
  FERNÁNDEZ TORRES, J.R., “Refundición y Constitución: examen del texto refundido de 
la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 26 de junio de 1992”, op. cit., págs. 136-137. 
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El núm. 2 establecía el carácter básico de la prohibición de las parcelaciones 
urbanísticas en suelo no urbanizable y recogía el mandato de preservación de este suelo de los 
procesos de desarrollo urbano del art. 6 de la Ley 8/1990; pero, en cambio, desapareció la 
primera frase de este precepto básico que remitía a la legislación aplicable el régimen de las 
construcciones e instalaciones autorizables en este tipo de suelo. Se preveía la expropiación 
forzosa para las parcelaciones ilegales en suelo no urbanizable (art. 207. b).254 
 
Por último, el núm. 4 al extender, con carácter básico, al suelo no urbanizable los 
requisitos previos para autorizar escrituras de declaración de obra nueva y para su inscripción 
en el Registro de la Propiedad, previstos exclusivamente para el suelo urbano y el suelo  
urbanizable, incurría en nueva extralimitación.255  
 
Por otra parte, las facultades de urbanizar y de edificar se separaban del derecho de 
propiedad y se configuraban como facultades que el propietario de suelo adquiría, algunas por 
el mero hecho de la aprobación del planeamiento, como, por ejemplo, el derecho a promover 
el planeamiento de desarrollo, y otras, como el derecho a obtener licencia de construcción, 
por el cumplimiento previo de los deberes correspondientes a la clase y categoría del suelo de 
que se trate.  
 
El cumplimiento de los deberes dejaba de ser una condición para el ejercicio de un 
derecho inherente y se convertía en una condición para la adquisición de un derecho de 
procedencia externa. Dentro de las normas de aplicación directa, el TRLS/1992, diferenciaba 
entre la adaptación a  las construcciones artísticas y tradicionales (carácter supletorio) y las de 
adaptación al paisaje y las pantallas arquitectónicas (carácter básico). 
 
 El art. 12 TRLS/1992 mantenía, con carácter supletorio, la condición de suelo 
residual, al constituir suelo no urbanizable “los terrenos que el planeamiento general no 
incluya en ninguna de las clases de suelo anteriores y, en particular, los espacios que dicho 
                                                 
254
 FERNÁNDEZ TORRES, J.R., “Refundición y Constitución: examen del texto refundido de 
la Ley sobre régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 26 de junio de 1992”, op. cit., pág. 154, 
afirma que “la ampliación de la severa regulación de las expropiaciones y del régimen de venta 
forzosa a supuestos no previstos en las normas refundidas por vía del artículo 256 del TR de 1992 
contraría los límites de la delegación legislativa, con mayor razón aún a la vista de que dicha 
innovación debilita la posición jurídica de los propietarios que edifiquen sin ajustar sus obras a las 
prescripciones contempladas en la ordenación urbanística. 
 
255
 El referido vicio de inconstitucionalidad también lo observa FERNÁNDEZ TORRES en 
relación con la aplicación al suelo no urbanizable protegido del régimen especial de protección de las 
obras sin licencia o contra licencia mientras estuvieren en curso de ejecución y del régimen 
establecido para las obras amparadas en licencias ilegales de haberse finalizado. (FERNÁNDEZ 
TORRES, J.R., “Refundición y Constitución: examen del texto refundido de la Ley sobre régimen del 
Suelo y Ordenación Urbana de 26 de junio de 1992”, op. cit., pág. 143). 
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planeamiento determine para otorgarles una especial protección, en razón de su excepcional 
valor agrícola, forestal o ganadero, de las posibilidades de explotación de sus recursos 
naturales, de sus valores paisajísticos, históricos o culturales, o para la defensa de la fauna, la 
flora o el equilibrio ecológico” (art. 12 TRLS/1992).  
No obstante, un sector de la doctrina, en el que destaca BEATO ESPEJO, considera 
que no existe tal concepción negativa puesto que ello sería contrario a la ordenación de todo 
el territorio.256 En cuanto al destino, se establecía un principio general de vinculación a fines 
primarios y de utilización racional de los recursos naturales y se destacaba el carácter global 
de la legislación urbanística sin perjuicio de la aplicación de la legislación sectorial.257 No se 
mencionaba a la legislación de ordenación del territorio.258 
 
En definitiva, el legislador otorgaba una amplia libertad al planificador, puesto que, 
éste podía adoptar la solución urbanística que considerase más conveniente al interés local, 
pudiendo optar entre la clasificación como suelo urbanizable o como suelo no urbanizable, 
salvo los límites fácticos y objetivos del suelo urbano.  
 
En cambio, al legislador le preocupaban los asentamientos en el medio rural de ahí 
que, aunque el principio general consistía en la preservación del desarrollo urbano, se 
remitiese a la legislación aplicable (sin distinguir su origen estatal o autonómico), para 
permitir los núcleos de población rurales.  
 
En el régimen de limitaciones se introducía como parámetro para la realización de 
construcciones destinadas a explotaciones agrícolas la extensión de la finca. Las normas o 
planes a tener en cuenta procedían de los órganos competentes en agricultura (no 
necesariamente de la Administración General del Estado). Se subrayaba el control municipal 
exclusivo de estas construcciones y de las vinculadas a las obras públicas. 
 
Respecto del suelo no urbanizable especialmente protegido, el art. 17 permitía su 
delimitación no sólo mediante los planes generales urbanísticos sino también mediante el 
                                                 
256
 En este sentido, BEATO ESPEJO. Este autor defiende que la nota característica del suelo no 
urbanizable es la exclusión de usos urbanos. BEATO ESPEJO, M., ”La ordenación urbanística: 
función social. La clasificación y la calificación del suelo”, conferencia pronunciada en el Colegio de 
Abogados de Cáceres, Anuario de la Facultad de Derecho, núm. 10, 1992, pág. 35.  
 
257
 Los destinos recogidos en el artículo 15 TRLS/1992 traían causa del artículo 5 LS/90. 
Destaca GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley del Suelo (Texto Refundido de 1992), Civitas, 
Madrid, 1993, pág. 178, que se excluye cualquier aprovechamiento urbanístico. 
 
258
 MARTÍN REBOLLO, destaca que el régimen del suelo rústico está más cerca del título 
ordenación del territorio que del urbanismo propiamente tal. MARTÍN REBOLLO, L.:”Suelo rústico o 
no urbanizable”,…,  op., cit., págs. 595-596. 
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planeamiento territorial y ampliaba su régimen protector al referirse a las utilizaciones 
contrarias a su concreto régimen limitativo.259  
 
En los municipios sin planeamiento general o sin normas subsidiarias así como en 
aquellos casos en los que el plan general no contuviese previsiones específicas se podían 
llevar a cabo las excepciones edificatorias comentadas si bien, y para evitar una 
discrecionalidad absoluta, debía interpretarse, como sostiene MARTÍN REBOLLO260, que el 
índice de edificabilidad sería el menor de los previstos en el suelo urbano.  
 
Por último, debe destacarse que no contradecían al TRLS/1992 las leyes autonómicas 
que regulaban en suelo no urbanizable las denominadas actuaciones de interés comunitario 
puesto que no vulneraban el principio de preservación del desarrollo urbano, tal y como 
defiende MENÉNDEZ REXACH261, al entender por desarrollo urbano la prohibición de que 
se forme núcleo de población. La filosofía implantada por este bloque normativo fue, 
progresivamente, cuestionada.  
 
En primer lugar, por algunas Comunidades Autónoma (Cataluña, Aragón, Navarra, 
Cantabria, Castilla y León y Canarias), mediante la presentación de recursos de 
inconstitucionalidad. 
 
En segundo, lugar, por una serie de corrientes doctrinales, pudiendo citarse, el informe 
del Tribunal para la defensa de la competencia de 1993, denominado” Remedios políticos que 
pueden favorecer la libre competencia en los servicios y atajar el daño causado por los 
monopolios262 y el informe de la Comisión de expertos de urbanismo de 1994, en el que se 
advierten dos líneas interpretativas: la primera defiende que los problemas actuales del suelo 
son, con carácter prácticamente exclusivo, problemas de gestión sin que se cuestione el marco 
legal vigente sino que se debe intensificar la planificación administrativa, mientras que, la 
                                                 
259
 Como destaca MARTÍN REBOLLO L., ”Suelo rústico o no urbanizable”,…,  op. cit., pág. 
596, no había suelo de especial protección por mandato o derivación directa de la Ley. 
 
260
 Cfr. MARTÍN REBOLLO L., ”Suelo rústico o no urbanizable”, …, op. cit., pág. 598, con 
especial referencia a las edificaciones de viviendas. 
 
261
 MENÉNDEZ REXACH, Á., “La propiedad en la nueva Ley del Suelo”, Derecho Privado y 
Constitución, núm. 3, mayo-agosto 1994, pág. 106. 
 
262
 En el ap. 10.9, en materia de recomendaciones sobre la normativa de suelo, se concluye 
que:”En suelo no urbanizable: Precisar cuál ha de ser en todo el territorio nacional. En el resto del 
suelo, ha de permitirse la urbanización sometida a normas generales. Cambiar la actual óptica, 
definiendo las zonas del territorio nacional no urbanizables de acuerdo con un plan de prioridades 
públicas en función de valores medio-ambientales, paisajísticos y ecológicos. El resto del territorio 
debe ser, en principio, urbanizable.” 
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segunda  considera que, además de existir un problema de gestión, existe un problema de 
normativa.263 
Los cambios normativos se produjeron mediante el Real Decreto-Ley 5/1996 de 
Medidas Urgentes de Liberalización en el Sector Inmobiliario y Transportes, que dio lugar a 
la Ley 7/1997, de 14 de abril, de medidas liberalizadoras en materia de suelo y de colegios 
profesionales y consistieron, en nuestro ámbito, en la supresión de la distinción entre suelo 
urbanizable programado y no programado, configurándose una única categoría: el suelo 
urbanizable, que comprendía “los terrenos a los que el planeamiento general declare 
adecuados para ser urbanizados”, aunque sin reconocer su carácter residual. A raíz de esta 















                                                 
263
 Debe tenerse en cuenta que el 13 de enero de 1995 el Consejo de Ministros aprobó un 
documento titulado "Reformas legislativas para atajar el problema de la escasez de suelo” en el que se 
incluyen medidas de acción positiva, que consisten, fundamentalmente, en fomentar con financiación 
pública la oferta de vivienda y medidas legislativas, dentro de las competencias del Estado, que tratan 
de favorecer la acción urbanizadora, modificando ciertos aspectos de la Ley del Suelo, la Ley de 
Bases de Régimen Local y la legislación fiscal. En concreto se pretende: introducir mejoras en el 
procedimiento expropiatorio; simplificar los trámites de aprobación del planeamiento en los 
Municipios; garantizar la existencia de solares suficientes para la vivienda protegida; modificar la 
fiscalidad para incentivar el proceso de urbanización; y, por último, fomentar la acción urbanizadora 
privada, que no es otra cosa que introducir en la legislación estatal reglas similares a las existentes en 
la normativa valenciana, consistentes en que "los promotores y constructores que deseen urbanizar y 
edificar sustituyan a los propietarios de suelo que no puedan o no deseen hacerlo (...) tras el 
consiguiente trámite de concurrencia pública (subasta)" y un Pacto sobre el urbanismo en España. El 
Gobierno propondrá a las Comunidades Autónomas y a los Ayuntamientos un pacto sobre aspectos 
normativos y de gestión del suelo y del urbanismo con el fin de: solventar conflictos competenciales; 
incrementar la oferta de solares para vivienda pública y actividades estratégicas; simplificar el 
planeamiento urbanístico, mejorar su ejecución y agilizar su tramitación, así como buscar una mayor 
eficacia y agilidad en la gestión urbanística municipal. 
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1.- El modelo liberal de la LS/1998 
 
 
Una de las novedades más significativas de la LS/1998 consistía en la pérdida del 
carácter residual del suelo no urbanizable.264 Dicho de otro modo, todo el suelo que no 
estuviese expresamente clasificado como urbano o como no urbanizable, se consideraba 
como urbanizable, tal y como disponía su art. 10, lo que traía como consecuencia, la 
posibilidad de ser objeto de transformación, en los términos establecidos en la legislación 
urbanística y el planeamiento aplicable, amplias extensiones del territorio.265 
 
Pese a que el legislador no abandonaba la concepción integral del suelo y seguía 
regulando la totalidad del territorio, en aras a un incremento notable de la superficie de suelo 
urbanizable, como elemento primordial para la consecución del abaratamiento del suelo y su 
posterior repercusión en el precio de la vivienda, así como para conseguir una mayor 
flexibilidad en el fenómeno urbanizador, efectuaba una serie de reformas de hondo calado en 
la clasificación tripartita del suelo. Estos cambios se traducían en la nueva concepción del 
suelo no urbanizable con la desaparición del suelo no urbanizable común y en la limitación de 
la potestad del planificador.266  
 
                                                 
264
 BELTRÁN AGUIRRE, J. L., “En torno a las medidas liberalizadoras del suelo: Apuntes 
críticos a la luz de las SSTC 61/1997 y 164/2001”, RDUMA, núm. 188, 2001, pág. 65, considera que 
esta caracterización residual determina un modelo urbanístico que vulnera las competencias 
autonómicas y la autonomía municipal 
 
265
 Esta regla no se aplicaba a los municipios sin planeamiento en los que se mantenía el 
carácter residual. No obstante, BAÑO LEÓN matiza esta afirmación. Para él, el carácter reglado y 
residual del suelo urbanizable se contenía en el proyecto pero la ley se separa de este principio porque 
el plan general podía clasificar como no urbanizable amplias zonas del territorio municipal, sin 
necesidad de justificarlo en valores agrícolas, forestales, paisajístico, históricos o de seguridad 
considerándolos como no adecuados para el desarrollo urbano.  BAÑO LEÓN, J. M.,” La nueva Ley 
del Suelo y la Sentencia del Tribunal Constitucional  de 20-3-1997”, DA, núm. 252-253, septiembre 
1998-abril 1999, págs. 152-153.  En esta dirección se pronuncia también PERALES MADUEÑO, F., 
“La tercera reforma del régimen del suelo y de las valoraciones”, DA, núm. 252-253, septiembre 
1998-abril 1999, págs. 94-95. 
 
266
 Como señalaba su Exposición de Motivos, “…la presente Ley pretende facilitar el aumento 
de la oferta de suelo, haciendo posible que todo el suelo que todavía no ha sido incorporado al proceso 
urbano, en el que no concurran razones para su preservación, pueda considerarse como susceptible de 
ser urbanizado”. 
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Sin embargo, quizá resulte interesante, antes de analizar la norma que nos ocupa, 
subrayar que la amplitud reconocida al suelo urbanizable podría ser cuestionada, desde el 
momento, en que el legislador no determinaba los requisitos de esta clasificación. En esencia, 
este no es un problema novedoso, puesto que aparece desde la LS/1956, con la aparición de la 
función pública urbanística y el protagonismo de los planes urbanísticos en relación al 
contenido del derecho de propiedad.  
 
Ante este panorama un sector de la doctrina se inclinó resueltamente por la LS/1998. 
Así, entre otros, ANGOSTO SÁEZ267, sostiene que el legislador no vulneraba el contenido 
esencial del derecho de propiedad del suelo no urbano, porque al carecer este tipo de suelo del 
ius aedificandi, ningún perjuicio se causa a los propietarios si se mantiene la clasificación 
como suelo no urbanizable, todo ello, de acuerdo con la voluntad de la comunidad que la 
Administración plasma en el planeamiento.268  
 
Sea como fuere, la norma exigía que el suelo no urbanizable respondiese a unos 
requisitos determinados, es decir, existía una operación expresa de clasificación después del 
examen de los elementos constitutivos de este suelo sin que los planes pudiesen clasificar 
como tal al suelo no incluido en las categorías de urbano o de urbanizable.269 El legislador no 
                                                 
267
 ANGOSTO SÁEZ, J.F., ”La posición jurídica del propietario de suelo según la ley 6/1998, 
de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones y la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional”, Anales de Derecho, Universidad de Murcia, núm. 21, 2003, págs. 38-39. 
 
268
 ANGOSTO SÁEZ, J.F.,” La posición jurídica del propietario…”, op. cit., pág. 29. Para 
este autor. aplicando los criterios señalados por el Tribunal Constitucional, el contenido asignado por 
la Ley no puede hacer irreconocible el derecho de propiedad ni los límites pueden llegar hasta tal 
punto que la tenencia del derecho no otorgue ninguna rentabilidad o utilidad al propietario. Por lo que 
se refiere a los límites establecidos por el planeamiento, si recortan parte del contenido normal 
otorgado por la Ley se deberá indemnizar al propietario, en cuanto supone una vinculación singular; 
de lo contrario se estaría conformando el contenido del derecho de propiedad por una norma 
desprovista del rango legal exigido por el art. 53.1 CE.  
 
269
 Para el dictamen del Comité Económico y Social de 17 de septiembre de 1997:” El número 1 
del artículo 9 contiene una definición de circunstancias objetivas que exigen clasificar como no 
urbanizable un determinado suelo, lo que es lógico; sin embargo, su número 2 introduce factores 
subjetivos en cuanto que se remite a las "consideraciones" del planeamiento general. Dicho número 2 
contiene, a su vez, dos conceptos distintos. Por un lado, pretende sustituir el criterio económico del 
propietario de un terreno en función de apreciar un supuesto valor agrícola, forestal, ganadero, etc.; 
por otro lado, pretende que el planificador pueda también sustituir el criterio del propietario (o del 
urbanizador) declarando un terreno justificadamente inadecuado para un desarrollo urbano racional. 
En ambos casos, se trata de un intervencionismo injustificado. Si partimos de la base de que los suelos 
que por razones objetivas (entre ellas las medioambientales) deben quedar excluidos del proceso 
urbano ya han sido definidos (en el número l), no tiene ningún sentido que el planificador prefiera el 
valor agrícola (o forestal o cinegético) de un terreno a su posible valor urbanístico: esa es una decisión 
económica que corresponde únicamente al propietario. Por ello, el CES propone la supresión del 
artículo 9.2. y la modificación del artículo 9.1. Artículo 9.1. Que deban incluirse en esta clase por 
estar sometidos a algún régimen especial de protección incompatible con su transformación de 
acuerdo con los planes de ordenación territorial o la legislación sectorial, en razón de sus valores 
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introducía elementos diferentes en la definición del suelo no urbanizable sino que alteraba el 
principio de ordenación urbanística: sólo serían terrenos no urbanizables aquellos que 
tuviesen que ser protegidos ya fuese por una decisión extraurbanística, ya fuese por la 
voluntad del planificador, con lo que estaba suprimiendo la categoría de suelo no urbanizable 
común.270 Pero, en todo caso, se exigía una motivación clara y detallada de las razones por las 
que un terreno no podía ser considerado como urbanizable.  
 
En efecto, y sin entrar en este momento en la inclusión o no del ius aedificandi271 en el 
suelo no urbanizable, es preciso destacar que la inclusión de una parcela en esta categoría de 
suelo, debía ser expresamente motivada, si bien las razones justificativas podían ser 
estrictamente urbanísticas o bien venir impuestas por leyes o planes sectoriales. Frente a los 
antecedentes existentes la norma se ceñía a los supuestos de suelos de necesaria protección. 
Esta idea proteccionista era la filosofía imperante del texto.  
 
El primero de los supuestos se refería a los terrenos que debían incluirse en esta clase 
por estar sometidos a algún régimen especial de protección incompatible con su 
transformación de acuerdo con los planes de ordenación territorial o la legislación sectorial, 
en razón de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o 
culturales, de riesgos naturales acreditados en el planeamiento sectorial, o en función de su 
sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público. Obsérvese que 
se trataba de una clasificación reglada ya que el planificador no gozaba de ningún margen de 
apreciación: la mera inclusión en un régimen especial de protección obligaba a la 
clasificación como suelo no urbanizable.272  
 
Pero dicha inclusión era una condición necesaria y no suficiente, porque debía 
demostrarse la incompatibilidad con la transformación, es decir, se trataba de suelos no aptos 
para urbanizar ya que su adecuada protección chocaba con la transformación urbanística. El 
                                                                                                                                                                       
paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales, por su valor agrícola, 
forestal, ganadero o por sus riquezas naturales o en función de su sujeción a limitaciones o 
servidumbres para la protección del dominio público” 
 
270
 Cfr. BARREDA BARBERÁ, J., La ordenación jurídica del suelo no urbanizable, op.cit., 
pág. 57. Este autor critica esta supresión al permitir el legislador una desmedida e irreflexiva 
expansión de este suelo,  
 
271
 Cfr. SERRANO ALBERCA, J. M., Comentario a la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre 
régimen del suelo y valoraciones, Marcial Pons, Madrid, 1999, págs. 149-150. 
 
272
 Como advierte OTAZU AMÁTRAIN esta inclusión era independiente previa al 
planeamiento general. OTAZU AMÁTRAIN, B. en ENÉRIZ OLAECHEA, F.J., (Coord.), 
Comentarios a la Ley sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, 2ª ed, Thomson-Aranzadi, Pamplona, 
1999, pág. 275.  
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legislador no tenía que acudir a conceptos jurídicos indeterminados para delimitar esta 
categoría de suelo: se servía de la figura de la remisión normativa para colmar los elementos 
constitutivos de este suelo.273  
 
Por una parte, se incluía como novedad la constatación de riesgos naturales 
acreditados en el planeamiento sectorial para excluir de la urbanización determinados 
terrenos. Era evidente que la vida y la seguridad de las personas se situaba en un plano 
superior a la especulación urbanística, máxime si se tiene en cuenta que la técnica 
constructiva había alcanzado unas cotas inimaginables respecto a la construcción en terrenos 
complicados. Asimismo el legislador incluía en esta delimitación a aquellos terrenos 
sometidos a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público. En estos 
casos, se aplicaba de forma directa este régimen protector.274  
 
Por otra parte, habilitaba al plan general, y no a otros planes urbanísticos ni 
sectoriales, para delimitar como suelo no urbanizable aquellos terrenos que sin estar definidos 
en la legislación sectorial o en un plan sectorial estuviesen dotados de los valores referidos. 
En segundo lugar, el plan general también podía clasificar como no urbanizables los terrenos 
que destacasen por su valor agrícola, forestal, ganadero o por sus riquezas naturales.  
 
Opino que el planificador tampoco gozaba de discrecionalidad en este caso puesto que 
se imponían estos valores a la concepción urbana del planificador.275 Esta opción del 
                                                 
273
 Sin embargo, la norma urbanística no efectuaba una mera remisión en blanco. Establecía los 
valores y las limitaciones que, unidos al régimen especial de protección, determinaban esta categoría. 
Así enumeraba una serie de valores: paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales y 
culturales. Esta enumeración, aparte de ser un numerus clausus, traslucía la supeditación del 
fenómeno urbanístico a un conjunto de principios superiores que debían ser protegidos. La conclusión 
era: la preservación de zonas concretas no resultaba ser un mero capricho del legislador o del 
planificador, sino que se justificaba en la necesidad de conservar el medio ambiente natural y el medio 
ambiente humano de un desarrollismo incontrolado.  
 
274
 En análogo sentido, SERRANO ALBERCA, J. M: Comentario a la Ley 6/1998,…, op.cit., 
pág. 154. No obstante, dicha aplicación podía requerir, en ocasiones, la previa aprobación de un plan o 
de un acto administrativo como destaca OTAZU AMÁTRAIN, B. en ENÉRIZ OLAECHEA, F.J., 
(coord.), Comentarios a la Ley sobre Régimen…, op.cit., pág. 279. 
 
275
 En contra, OTAZU AMÁTRAIN, B. en ENÉRIZ OLAECHEA, F.J., (coord.), Comentarios a 
la Ley sobre Régimen…, op.cit., pág. 279, para quien había que acreditar de forma razonable la 
concurrencia de tales valores. Advierte BAÑO LEÓN, J.M. en “La nueva Ley del suelo y la Sentencia 
del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997”, op. cit., pág. 153, “a reserva de lo que la 
jurisprudencia pueda decir en interpretación de este concepto jurídico indeterminado, el precepto 
parece conceder a la Administración una potestad enteramente discrecional para decidir. Salvo el 
respeto al límite general de prohibición de la arbitrariedad, es difícil que los tribunales puedan 
fiscalizar la decisión municipal sobre los terrenos que consideren inadecuados para el desarrollo 
urbano, pues la ley no exige en tal caso la concurrencia en el terreno de determinados valores, como 
resulta de la interpretación literal y sistemática de los apartados 1º y 2º del citado artículo 9”. Por 
último, concluye que, “a la vista de los pronunciamientos de la STC 264/2001 parece claro que el TC 
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planificador debía fundamentarse en un valor excepcional y en la prevalencia de los mismos 
frente al uso urbano de los terrenos aunque no constituían motivo de especial protección.276 
¿Se refería el legislador a los mismos valores en ambos casos de suelo de especial protección? 
Estoy plenamente de acuerdo con el criterio defendido por OTAZU AMÁTRAIN277, al 
diferenciar el ámbito de actuación, es decir, cuando el plan general pondera estos valores se 
trataba de valores con incidencia municipal pero no supralocal. 
 
La LS/1998 regulaba de una forma sucinta el estatuto jurídico de esta clase de suelo. 
Se puede decir que respondía al modelo de la legislación estatal anterior. Así, el art. 20, 
recogía los típicos derechos de los propietarios de este suelo, es decir, a usar, disfrutar y 
disponer de su propiedad de conformidad con la naturaleza de los terrenos, debiendo 
destinarla a fines agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos u otros vinculados a la 
utilización racional de los recursos naturales, y dentro de los límites que, en su caso, 
establezcan las leyes o el planeamiento.278 Es significativo que el legislador  sólo se ocupase 
de los derechos relativos en suelo no urbanizable,  porque ello supone considerar que, al no 
tener facultades urbanísticas, no tenía sentido la imposición de deberes de índole no 
urbanístico.279 
 
                                                                                                                                                                       
parte de la base de que la Ley 6/98 confería una amplia discrecionalidad al legislador autonómico y a 
las corporaciones locales”. (BAÑO LEÓN, J.M., La clasificación del suelo: los imperativos del 
mercado y las competencias locales, Anuario del Gobierno Local 2002, Fundación Democracia y 
Gobierno Local, Institut de Dret Públic, pág. 59.) 
 
276
 Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ, J.: Comentarios a la Ley sobre régimen del suelo y valoraciones 
(Ley 6/1988, de 13 de abril),…, op.cit., págs. 192-193. 
 
277
 OTAZU AMÁTRAIN, B. en ENÉRIZ OLAECHEA, F.J., (coord.), Comentarios a la Ley 
sobre Régimen…, op.cit., pág. 279. 
 
278
 Como destaca PERALES MADUEÑO, F., “La tercera reforma del régimen del suelo y de las 
valoraciones”, DA, núm.  252-253, septiembre 1998-abril 1999, pág. 96, la Ley podría haber 
establecido el estatuto mínimo de este suelo. Por otra parte, manifiesta que se ha sustituido la 
regulación de la propiedad con facultades urbanísticas que se adquieren y se pueden perder, por la 
propiedad con facultades inherentes, aunque condicionadas en su ejercicio al cumplimiento de las 
obligaciones establecidas por la Ley estatal, por la legislación urbanística y por el planeamiento.  
 
279
 Este es el razonamiento que lleva a cabo ANGOSTO SÁEZ, J.F.:” La posición jurídica del 
propietario…, op. cit., pág. 28. Este autor destaca también que, por un lado, quedan excluidos los usos 
no citados, y, por otro lado, que la prohibición de las parcelaciones urbanísticas no está recogiendo 
ningún derecho sino  el deber de no parcelar en contra de la ley. ALLI ARANGUREN destaca que “el 
legislador autonómico tiene la posibilidad de imponer deberes adicionales con apoyo en los sectores 
materiales de su competencia y en lo que el Tribunal Constitucional denomina los «concretos intereses 
generales que imponen una delimitación específica de su contenido»” (ALLI ARANGUREN, J.C, 
”De la Sentencia del Tribunal Constitucional de 20 de marzo de 1997 a la Ley 6/1998, de 13 de abril, 
sobre régimen del suelo y valoraciones”, DA, núm. 252-253 (septiembre 1998-abril 1999), pág. 427.)  
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Excepcionalmente, a través del procedimiento previsto en la legislación urbanística, 
podían autorizarse actuaciones específicas de interés público, previa justificación de que no 
concurrían las circunstancias de sujeción a un régimen especial o a limitaciones derivadas del 
dominio público.  
 
Sin embargo, y como sostiene BAÑO LEÓN, la simple inadecuación para el 
desarrollo urbano es una decisión de planificación no incompatible con ciertos usos o 
aprovechamientos urbanísticos.280 Dado que se excluye la posibilidad de que puedan ser 
autorizados usos de interés público en los terrenos que deban ser incluidos en la categoría de 
suelo no urbanizable, con base en las condiciones a tener en cuenta por los planes de 
ordenación territorial o la legislación sectorial (valores paisajísticos, históricos, 
arqueológicos, etc.), esta autorización para actuaciones en las que concurra un interés público 
tan sólo será posible en aquellos terrenos que sean clasificados por el planeamiento como 
suelo no urbanizable por su valor agrícola, forestal, ganadero o por sus riquezas naturales. La 
locución «interés público» sustituye a la expresión utilidad pública e interés social que era 
utilizada por la TRLS/1976 (art.85) y el TRLS/1992 (art.16.3) para determinar parte de las 
construcciones e instalaciones susceptibles de ser construidas en suelo no urbanizable.281 La 
                                                 
280
 BAÑO LEÓN, J. M., “La nueva Ley del Suelo y la Sentencia del Tribunal Constitucional  de 
20-3-1997”, op. cit., págs. 166-167. Este autor subraya un principio básico: la regulación del suelo no 
urbanizable es competencia del Estado en la misma medida en que existe un interés medio-ambiental, 
forestal o de similar naturaleza que afecte a competencias estatales. También destaca que la regulación 
del suelo no urbanizable no puede prejuzgar el uso de técnicas urbanísticas. En relación a la 
inadecuación para el desarrollo urbano es interesante la cita de la STS de 2 de febrero de 2012, Roj: 
STS 496/2012, que afirma que “en lo relativo al criterio clasificatorio por inadecuación para el 
desarrollo urbano que incorpora el artículo 9.2 de la 6/1998, lo decisivo no es la aptitud de los 
terrenos, por sus características físicas, para alojar los desarrollos, sino las motivaciones urbanísticas 
que determinan al modelo elegido.” para la lotunavarra/2002 la inadecuación se fundamenta en 
razones de conservación, capacidad y funcionalidad de infraestructuras, equipamientos, servicios e 
instalaciones públicas o de interés público, o para la instalación de actividades especiales, de acuerdo 
con lo que se establezca reglamentariamente. En la doctrina CABRAL GONZÁLEZ-SICILIA 
entiende que “la decisión de que el suelo urbanizable sea o no el residual ha de quedar en manos del 
legislador autonómico y ha de corresponder en último extremo al planificador urbanístico establecer 
los criterios sobre cuándo un terreno es adecuado o no para el desarrollo urbano”. CABRAL 
GONZÁLEZ-SICILIA, A.: “Comentarios a la sentencia del Tribunal Constitucional núm. 164/2001, 
de 11 de julio, referente a la Ley del suelo 6/1998”, RDUMA, núm. 188, 2001, pág. 71.  
 
281
 Desde esta perspectiva, podemos identificar el concepto de interés público como integrador 
de los supuestos de utilidad pública e interés social, que habían sido identificados por la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo (así, por todas, STS 23 de diciembre de 1996, RJ 9533). La legislación 
precedente exigía para las construcciones e instalaciones de utilidad pública e interés social que 
podían ser autorizadas en suelo no urbanizable que debieran emplazarse en suelo no urbanizable, 
criterio que ha desaparecido de la dicción literal del art.20.1 LS/98. Con base en dicho criterio, la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo denegó, por ejemplo, la conveniencia de que se ubicase en suelo 
no urbanizable, a través de esta modalidad, la construcción de una estación de servicio (STS 15 de 
julio de 1999, RJ 5305). La autorización autonómica para la utilización del suelo no urbanizable tiene 
una finalidad claramente diferenciada de la licencia prevista en el art. 9 RSCL y, en su caso, del 
Reglamento de Actividades Molestas, puesto que aquélla sólo tiene por objeto comprobar la utilidad 
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autorización no sólo resulta precisa para la realización de construcciones en suelo no 
urbanizable, sino también para la implantación de instalaciones; lo contrario significaría que 
ninguna obra a realizar en edificaciones existentes en suelo no urbanizable habría de pasar 
por el tamiz de la Comunidad Autónoma (STS de 25 de abril de 2001, RJ 2001\4679).  
 
También debe entenderse aplicable, conjuntamente, a los usos a implantar en suelo no 
urbanizable (STS de 2 de abril de 2001, RJ 2001\4677; 10 de diciembre de 1999, RJ 
1999|8562). La exclusiva obtención de licencia urbanística, salvo que la legislación 
urbanística autonómica unifique los procedimientos para otorgar la licencia y la autorización, 
puede provocar la nulidad del procedimiento de otorgamiento de licencia (STS de 4 de 
diciembre de 1997, RJ 1997\9450). Asimismo, es preciso indicar, tal y como señala DÍAZ 
LEMA282, que el ensanchamiento de suelo urbanizable a costa del suelo no urbanizable, que 
constituía uno de los paradigmas de la ley comentada, se efectuaba a través del legislador y 
no a través del planificador, en contra de lo que constituía una tradición del urbanismo estatal, 
siendo dicha decisión del legislador, contraria a la programación temporal que correspondía a 
la Administración. 
 
Otro precepto a destacar era la disp. adic. cuarta que permitía, en Canarias y Baleares, 
el establecimiento de criterios complementarios para clasificar el suelo no urbanizable lo que 
traía como consecuencia una utilización urbanística de esta categoría de suelo. Además se 
prohibían las parcelaciones urbanísticas, sin que, en ningún caso, se pudiesen efectuar 
divisiones, segregaciones o fraccionamientos de cualquier tipo en contra de lo dispuesto en la 
legislación agraria, forestal o de similar naturaleza.283 La LS/1998 se había inclinado por la 
inherencia de las facultades urbanísticas en el derecho de propiedad. 
                                                                                                                                                                       
pública o interés social de las edificaciones o instalaciones (o la no formación de núcleo de población 
en el caso de edificios aislados dedicados a viviendas unifamiliares) mientras que la licencia del art. 9 
RSCL o la del Reglamento de actividades molestas atienden al ámbito propio de la intervención 
municipal de la edificación y uso del suelo o de las actividades clasificadas (TS 19 de mayo de 2000, 
RJ 5466; 3 de julio 1990, RJ 6013, a propósito de un edificio dedicado a casa-cuartel de la Guardia 
Civil; 12 de junio de 1991, RJ 4275, sobre caseta para equipos transmisores; 7 de noviembre de 1991, 
RJ 8801, sobre vivienda; 17 de noviembre de 1998, RJ 9332, sobre actividad de extracción de mineral 
de barita). Para la STS de 11 de diciembre de 2003, Roj: STS 7984/2003, tampoco se justifica el 
emplazamiento en suelo rural cuando se trata de viviendas para erradicar el chabolismo. 
 
282
 DÍAZ LEMA, J.M.:”Suelo urbano no consolidado y suelo urbanizable”, Ciudades, núm. 5, 
1999, pág. 194. 
 
283
 Cfr., ANGOSTO SÁEZ, J.F.:” La posición jurídica del propietario…”, op. cit., pág. 39. 
Según este autor, “este precepto no impide la edificación sobre suelo no urbanizable, sino que exige 
que se destine a determinados fines, lo cual es compatible -e incluso puede que exigible- con la 
edificación aislada. Realmente, lo que se impide es la actividad urbanística.” Respecto a la prohibición 
mencionada GARCÍA-ÁLVAREZ, G., destaca que tenía una doble finalidad: lucha contra el 
minifundismo y evitar la formación de nuevos núcleos de población. GARCÍA-ÁLVAREZ, G., “La 
prohibición de parcelaciones urbanísticas en suelo rústico: evolución legislativa y tendencias 
actuales”. RArAP, núm. 29, 2006, pág. 69. 
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El Real Decreto Ley 4/2000, de 23 de junio, de Liberalización en el Sector 
Inmobiliario y Transportes, limitó la clasificación del suelo no urbanizable a los suelos con 
protección obligada, de suerte que el urbanizable, al ser el suelo residual entre el urbano y el 
no urbanizable, no podría delimitarse discrecionalmente incluyéndolo en el no urbanizable. 
La reintroducción de la “inadecuación” como motivo que justifica la clasificación como no 
urbanizable de suelo rústico común, sin valores intrínsecos que determinen su protección 
vuelve a reducir el ámbito potencial de esta clase de suelo.284 En síntesis, suprime la 
capacidad del planeamiento general de clasificar terrenos como no urbanizables cuando no 
tengan valores especiales susceptibles de protección, al suprimir la línea final del art. 9.2, que 
permitía a las entidades locales crear bolsas de suelo no urbanizable sin que existiera una 
justificación precisa para ello; simplemente era suficiente con la consideración de que en el 
momento de su clasificación, pues posteriormente en una nueva revisión del plan este criterio 
era susceptible de variación, no se consideraran adecuados para el desarrollo urbano.285  
 
El problema que se deriva de la nueva regulación dada por el Real Decreto- Ley 
4/2000, de 23 de junio, de medidas liberalizadoras, estriba en dilucidar si este tipo de 
actuaciones, proyectos y aprovechamientos reconocidos en la legislación autonómica tienen 
cabida en esta nueva concepción, sumamente restrictiva, del suelo no urbanizable y analizar si 
                                                                                                                                                                       
 
284
 Para Cfr. BARREDA BARBERÁ, J., La ordenación jurídica del suelo no urbanizable, 
op.cit., pág. 314, la inadecuación debe interpretarse en función del modelo territorial diseñado por el 
planeamiento general. Para la jurisprudencia la reforma operada por el citado Real Decreto-Ley 
4/2000 STS de 25 de marzo de 2011, Roj: STS 1862/2011, determina que es errónea la interpretación 
que incardina en el ámbito de discrecionalidad de la Administración la apreciación de si existen o no 
valores a preservar y, en definitiva, si debe otorgarse o no al suelo una especial protección.  
 
285
 PORTO REY, E., Las valoraciones en la Ley del suelo, Cuadernos de Urbanismo, Ed. 
Montecorvo, Madrid, 2000, pág. 22, defiende que la clasificación del suelo de la LS/1998 no conlleva 
una prefiguración de un modelo urbanístico porque la distinción estatal sólo tiene efectos para 
determinadas facultades urbanísticas y para las valoraciones por lo que el planeamiento general, si lo 
permite la legislación autonómica, puede emplear otros criterios diferentes de clasificación y 
categorización. En sentido contrario BAÑO LEÓN. Para este profesor este Real Decreto-Ley es 
inconstitucional puesto que, impide a la Administración Local la definición del modelo de ciudad, a 
través de una ley uniforme para todos los municipios, y puede traer como consecuencia. Por otra 
parte,  destaca que el nuevo régimen legal determinará la proliferación de protecciones paisajísticas o 
agrícolas  de suelo no urbanizable común exclusivamente. Asimismo señala que, tanto desde la 
perspectiva estrictamente constitucional como desde la articulada por la LRBRL, resulta 
inconstitucional el desapoderamiento que del art. 9 de la LRSV resulta para las corporaciones locales, 
en punto a la clasificación del suelo no urbanizable, BAÑO LEÓN, J.M. en” La clasificación del 
suelo: los imperativos del mercado y las competencias locales, op. cit., págs. 66 y  70.  
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es posible, en función de la legislación urbanística existente, la existencia de un suelo no 
urbanizable, común, genérico o residual o de entorno de núcleo de población.286 
 
Este Real Decreto-Ley ha sido recientemente enjuiciado por el TC en su STC 
137/2011 de 14 septiembre, RTC\2011\137. Del análisis de su texto resulta interesante 
significar que se declara su inconstitucionalidad por vulneración del art. 86.1 CE al no 
aportarse por el Gobierno una justificación suficiente que permita apreciar la existencia del 
presupuesto habilitante de la extraordinaria y urgente necesidad. Sin embargo, aún es más 
importante destacar los votos particulares de los magistrados don Javier Delgado Barrio y don 
Manuel Aragón Reyes que se pueden sintetizar en un rechazo frontal de la doctrina sentada 
por la STC 61/1997, de 20 de marzo, por cuanto se considera que es inconstitucional la 
interpretación de la cláusula de supletoriedad y además se reconoce competencia al Estado en 
materia urbanística al amparo de otros títulos concretamente el art. 149.1.8 CE (legislación 
civil), en relación con el art. 33 (derecho de propiedad), el art. 149.1.13 CE (bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica) y el art. 149.1.18 CE 
(bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas, procedimiento administrativo 
común, expropiación forzosa y sistema de responsabilidad de todas las Administraciones 
públicas).  
 
Por lo que hace a la materia que nos ocupa, se razona que la reducción de la 
discrecionalidad para clasificar suelo no urbanizable se fundamenta en la política del suelo 
para alcanzar los objetivos de política económica sectorial fijados por la propia Constitución 
en el art. 47, y responde a una finalidad de dirección de la actividad económica general que 
encuentra amparo en el art. 149.1.13 CE sin que se trate de un precepto básico sino que sólo 
regula las condiciones básicas que garantizan la igualdad de todos los españoles en el 
ejercicio del derecho de propiedad urbana.  
 
Además aunque el Estado no puede agotar la regulación de los derechos, pero sí puede 
delimitar el contenido primario del derecho constitucional en cuestión, esto es, las posiciones 
jurídicas fundamentales que sean necesarias o imprescindibles para garantizar la igualdad, y 
ello incluye no sólo las facultades primarias, los deberes fundamentales y los límites 
                                                 
286
 Según la Sentencia del Tribunal Supremo de 1 de junio de 2009, RJ 2009\5760:”(…) la 
supresión del inciso " así como aquellos otros que considere inadecuados para un desarrollo urbano ", 
efectuada por aquel Real Decreto-Ley (convalidado por acuerdo del Congreso de los Diputados de 29 
de junio de 2000), no debe ser interpretada en el sentido que aparenta de desapoderar al planeamiento 
general para tomar en consideración esa inadecuación a los efectos de la clasificación de un suelo 
como no urbanizable, ni en el sentido de que la legislación básica estatal y, en su caso, las condiciones 
básicas del ejercicio de los derechos, se opusieran en aquel espacio de tiempo que medió desde el 25 
de junio de 2000 al 21 de mayo de 2003 a que dicho planeamiento pudiera, justificadamente, incluir 
en esa clase a los terrenos que considerara inadecuados para un desarrollo urbano”. Cfr. también  la 
sentencia de 11 de mayo de 2007, RJ 2007\8321.  
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esenciales del derecho, sino también ciertos elementos previos. Pues bien, es doctrina 
constitucional que la clasificación del suelo es un presupuesto que cae dentro de la esfera 
competencial del Estado, en la medida en que la misma es premisa necesaria para la 
determinación de los distintos estatutos básicos de la propiedad urbana ( STC 61/1997 [ RTC 
1997, 61] , F. 8 y 14; STC 164/2001 [ RTC 2001, 164] , F. 12), pudiendo, además, establecer 
el Estado no sólo las categorías abstractas de clasificación, sino también los criterios mínimos 
o elementales que han de guiar la división del suelo conforme a las categorías clasificadoras 
(STC 164/2001, F. 12 y 14). 
 
Por último, los magistrados discrepantes destacan que la clasificación del suelo no 
urbanizable depende de criterios en cuya elaboración ha de participar el legislador 
autonómico y el planificador territorial o urbanístico (STC 164/2001, F. 14). Se respeta, pues, 
un amplio espacio decisorio autonómico en relación con la clasificación del suelo, aunque, 
indudablemente, su ejercicio se encuentre condicionado por la concepción del derecho a la 
propiedad urbana por la que ha optado el legislador estatal en el legítimo ejercicio de sus 
competencias ex art. 149.1.1 CE.  
 
 
3.- La recuperación parcial del modelo inicial: la Ley 10/2003, de 20 de mayo 
 
 
Los vaivenes legislativos en el ámbito del suelo no urbanizable se plasmaron en la ley 
10/2003. Esta norma reintroduce alguno de los fundamentos instaurados por el texto 
primitivo de 1998. En efecto, a partir de dicha reforma legal el suelo no urbanizable es aquel 
que el planeamiento debe clasificar obligatoriamente por sus valores intrínsecos, por 
aplicación de la legislación sectorial, por la existencia de riesgos naturales o por causa de 
protección del dominio público, o porque se consideren inadecuados para el desarrollo urbano 
por imperativo del principio de utilización racional de los recursos naturales o por criterios 
objetivos de carácter territorial o urbanístico establecidos por la normativa urbanística287. La 
reforma al recuperar el criterio de la inadecuación para el desarrollo urbano permitía al 
planificador clasificar amplias zonas como suelo no urbanizable común el llamado suelo 
                                                 
287
 Como observa GUTIÉRREZ COLOMINA esta ley no estableció al planeamiento urbanístico 
como instrumento para establecer el régimen de especial protección del suelo no urbanizable, tal y 
como permitía la STC 164/2001. GUTIÉRREZ COLOMINA V., “El régimen jurídico estatal y 
autonómico de la situación básica rural y de la clasificación de suelo no urbanizable en la Comunidad 
Autónoma Valenciana”, RDUMA, núm. 264, marzo 2011, pág. 80. Por su parte GARCÍA GÓMEZ 
DE MERCADO, indica que los valores objetivos a los que se refiere la norma no son un concepto 
jurídico indeterminado porque existe una pluralidad de soluciones justas. GARCÍA GÓMEZ DE 
MERCADO, F., “Clasificación y valoración del suelo tras las leyes 53/2002 y 10/2003”, RDUMA, 
núm. 205, Octubre 2003, págs. 11-51.  
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urbanizable común, es decir, aquel suelo que no debía gozar de una especial protección y que, 
de ser necesario, podía ser transformado urbanísticamente.  
 
¿Cuáles serían las circunstancias determinantes de esta inadecuación? A este respecto 
el precepto parecía permitir dos posibles interpretaciones: razones de mera oportunidad (con 
lo cual el margen del planificador era muy amplio) o bien razones de tipo físico (lo que 
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 Según GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley sobre régimen del suelo y 
valoraciones (Ley 6/1988, de 13 de abril), op.cit., pág. 194, las circunstancias habían de ser 
fundamentalmente físicas, como situación topográfica, clima o ambas. Es de la misma opinión 
SERRANO ALBERCA, J. M., Comentario a la…, op. cit., pág. 154. En contra GUTIÉRREZ 
COLOMINA, V., “El régimen jurídico estatal y autonómico…”, op.cit., pág. 80. BARREDA 
BARBERÁ, J., La ordenación jurídica del suelo no urbanizable, op.cit., pág. 314, entiende que la 
clasificación como suelo no urbanizable común de un terreno debe ser motivada  y sólo en ausencia de 
plan se puede hablar de una clasificación automática dado el carácter residual. 
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VI.- LA PROFUNDIZACIÓN DEL MODELO ESTATUTARIO Y DEL MODELO 
AMBIENTAL: LA SITUACIÓN BÁSICA DE SUELO RURAL EN EL TRLS/08 
 
 
1.- La posible inconstitucionalidad de algunos preceptos del TRLS/2008 
 
 
Antes de abordar el estudio de la normativa vigente que (presenta varias novedades, 
pero también reproduce aspectos tratados en leyes anteriores) creemos conveniente comentar, 
siquiera sea de paso, el encaje del nuevo texto en la Constitución, máxime si tenemos en 
cuenta, por una parte, la función de legislador negativo que ha desempeñado, en varias 
ocasiones, el Tribunal Constitucional, y, por otra, que en estos momentos están sub iudice 
cuatro recursos de inconstitucionalidad.289 
 
Al hilo de lo anterior, y centrándonos en el suelo rural, cabría considerar como 
inconstitucional la implantación de un modelo urbanístico determinado, el de ciudad 
compacta, previsto en el art. 2 y en el art. 15, al regular, este último precepto, la evaluación y 
seguimiento de la sostenibilidad del desarrollo urbano.290 En la doctrina, es interesante la 
opinión mantenida por VERA JURADO291 en relación con el art. 15.6 relativo a la revisión 
de los planes urbanísticos. Este autor considera que  habrá que partir de la naturaleza básica 
de la norma, dictada al amparo del art. 149.1.23 CE, y que no se produce ninguna 
contradicción entre la legislación estatal y autonómica ya que el referido precepto tiene como 
único objetivo imponer una obligación a las comunidades autónomas evitando imponer 
requisitos, contenidos o condiciones concretas al cumplimiento de esta obligación. 
                                                 
289
 Figura publicada su admisión a trámite en el BOE de 8 de octubre de 2007. Se trata del 
recurso nº 6963, interpuesto por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Madrid, 
contra los art. 6 a), 10 b), 11.2, 15, 16.1.b), y 34, disposiciones adicionales primera y novena y 
disposición transitoria cuarta; el recurso nº 6964, del Consejo de Gobierno de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja contra los art. 1, 2, 10, 11.2, 14, 15.6, 17.5 y 33 y disposición adicional sexta, 
apartado 1, disposición transitoria primera y disposición final primera; el recurso nº 6965-2007, 
planteado por el Grupo Parlamentario Popular del Congreso de los Diputados, contra los art. 6.a), 8.1, 
10 b), 16.1.b) y 3, 22, 25.2 y 3, 26.1, 29.1.c) y disposición transitoria primera y el recurso nº el 6973-
2007, el Gobierno de Canarias contra los arts. 1; 2.2; 3.1; 6; 8.1 último párrafo; 9.3; 10.a) y b); 11.2, 4, 
y 5; 14.1; 15.3, 4 y 5; 16.1 c); disposición adicional primera; disposiciones transitorias segunda y 
cuarta y disposición final primera, apartado primero. 
 
290
 Defiende la inconstitucionalidad JORDANO FRAGA, J., La reclasificación de suelo no 
urbanizable, Thomson-Reuters, Navarra, 2009, págs. 50-54. Así sostiene que no es título legitimante 
ni la propiedad, ni la igualdad de condiciones básicas, ni el medio ambiente, ni el procedimiento. 
 
291
 VERA JURADO, D.J., “Los límites del crecimiento: la aplicación de la disposición 
transitoria cuarta del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la ley de suelo”, RAP, núm. 181, Madrid, enero-abril 2010, pág. 411. 
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Por último, no comparto la interpretación que sostiene BARREDA BARBERÁ sobre 
la inconstitucionalidad del art. 12.2.a LS/2007 al señalar que dicha norma introduce 
implícitamente criterios clasificatorios del suelo no urbanizable292. En este sentido, el carácter 
de norma básica y el margen que ofrece al legislador autonómico impiden considerar la 
implantación de un modelo territorial rígido por el Estado. Es más, ¿no sería inconstitucional 
por omisión una norma estatal que no contemplase ningún criterio de delimitación del suelo 
no urbanizable? ¿Qué sucedería si ambos legisladores no previesen alguno de los supuestos 




2.- El Principio de desarrollo territorial y urbano sostenible  
 
 
La conexión entre el urbanismo y el medio ambiente ha sido puesta de manifiesto por 
la doctrina del Tribunal Constitucional desde el primer momento. Así, como señala la STC 
102/1995, de 26 de junio (FJ 5)294: “A su vez el urbanismo, por su propia esencia, que 
consiste en la ordenación del suelo, guarda desde siempre una relación muy estrecha con lo 
que se ha dado en llamar medio ambiente, como puso de manifiesto la segunda Ley del Suelo, 
sucesora de la promulgada en 1956 (texto refundido, Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril). 
En la construcción piramidal del planeamiento urbanístico, todos los Planes de Ordenación 
                                                 
292
 BARREDA BARBERÁ, J., La ordenación jurídica del suelo no urbanizable, op.cit., pág. 
315. Por otra parte, destaca GRANADO HIJELMO que “que la competencia medioambiental debe ser 
reducida al suelo rústico (ahora rural) de especial protección, no al resto del suelo, es decir, el hasta 
ahora conocido como suelo rústico común o general.” GRANADO HIJELMO, I., ”Problemas de 
constitucionalidad de la nueva Ley 8/2007, de Suelo”, REFC, núm. 8, julio-diciembre 2007, pág. 80.  
 
293
 En relación a la aplicación de la supletoriedad y del principio de prevalencia de la legislación 
estatal en caso de conflicto introducida en las disposiciones transitorias 1ª, 2ª y 4ª de la LS/2007, cfr. 
DÍAZ LEMA que se muestra de acuerdo con las mismas (las califica como equilibradas) ya que 
refuerzan la legislación básica estatal en cuestiones consideradas cruciales. DÍAZ LEMA, J. M., “La 
aplicación de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, y los títulos competenciales del Estado”, RDUMA, núm. 
237, págs. 50 y 62. Si bien se mira esta supletoriedad sometida a plazo viene a ser una reinterpretación 
de la doctrina implantada por la STC 195/1998, de 1 de octubre, RTC 1998\195 para la cual la nulidad 
de una ley estatal inconstitucional por invasión de competencias autonómicas queda diferida hasta el 
momento en que ejercite dichas competencias la Comunidad Autónoma.  
 
294
 Deben citarse igualmente la STC 170/1989, de 19 de octubre, STC 90/2000, de 30 de marzo 
y la STC 166/2002, de 18 de septiembre. En la primera sentencia, el Tribunal Constitucional, al 
examinar la constitucionalidad de la prohibición del ejercicio de actividades extractivas en la zona de 
reserva natural, tanto integral como educativa, operada por el art. 14.2.c) de la Ley de la Comunidad 
de Madrid, consideró que, en función del carácter territorialmente limitado de la prohibición y su 
escasa repercusión en el interés general económico, permitían entender que el legislador autonómico 
había ponderado adecuadamente los valores constitucionales protegibles (STC 170/1989, F.J. 7).  
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debían contener medidas para la protección del medio ambiente [art. 7 y 12.1 d)”.295 En 
síntesis, se podría concluir que el Estado tiene competencia para establecer el régimen 
mínimo básico de protección medioambiental del suelo en todo el territorio nacional, sin que 
ello impida el desarrollo de las competencias de las Comunidades Autónomas. 
Señaladamente, ordenación del territorio, urbanismo, agricultura, ganadería, montes, 
aprovechamientos forestales y pesca. Con todo, es  también jurisprudencia del máximo 
intérprete de la Constitución que el  suelo no urbanizable y su regulación (SSTC 61/1997, de 
20 marzo, FJ 16, y 164/2001, de 11 de julio, FJ 32) «excede en mucho de lo estrictamente 
medioambiental». Sin perjuicio de lo anterior, es comprensible que entre los límites fijados a 
las políticas públicas del suelo, por el  TRLS/08, se encuentre el respeto al principio de 
desarrollo sostenible. No es este el lugar adecuado para analizar el origen y la significación de 
este principio296, pero sí es preciso destacar que se trata una idea fuerza que inspira el 
articulado del TRLS/2008, aún cuando ya constituía un principio aplicado por la ordenación 
urbanística, concretamente, al referirse la LS/1998 a la utilización racional de los recursos 
naturales297 y que, tras la ley 9/2006, de evaluación ambiental estratégica, resultaba 
                                                 
295
 Al respecto hay que traer a colación el art. 10.2 TRLS/2008 que recoge la norma de 
aplicación directa de adaptación al ambiente. Esta norma está directamente relacionada con los valores 
paisajísticos del suelo rural a proteger (art. 12.2.a) y con su preservación (art. 13.4.1) como ponen de 
manifiesto ALLI ARANGUREN, J. C. y ALLI TURRILLAS, J.C., Estudio Sistemático del Texto 
Refundido de la Ley de Suelo (Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio), Dykinson, Madrid, 
2008, pág. 413. 
 
296
 El concepto de desarrollo sostenible surgió, en primer término, en la Unión Internacional 
para la Conservación de la Naturaleza en 1980, a propósito de la Estrategia Mundial de la 
Conservación, la cual tenía en cuenta tres prioridades: el mantenimiento de los procesos ecológicos, el 
usos sostenible de los recursos y el mantenimiento de la diversidad genética. Posteriormente, la noción 
de desarrollo sostenible, que actualmente manejamos, se acuñó en el informe «Nuestro futuro común» 
(conocido como Informe Brundtland) elaborado en 1987 por la Comisión Mundial para el Medio 
Ambiente y el Desarrollo en Naciones Unidas, del siguiente tenor: «El desarrollo sostenible es el 
desarrollo que satisface las necesidades de la generación presente sin comprometer la capacidad de las 
generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades». Este principio se traduce en la triple 
dimensión de eficiencia económica, equidad social y calidad ambiental. En consecuencia, el principio 
de la sostenibilidad del desarrollo urbano, redunda en una contención importante en la clasificación 
del suelo, y en definitiva en el deber de conservación del estado natural de los terrenos. De ahí que el 
art. 1.1. c TRLS/2008 establezca que uno de los criterios de utilización del suelo sea el de atender, en 
la ordenación que hagan de los usos del suelo, a los principios de accesibilidad universal, de igualdad 
de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, de movilidad, de eficiencia energética, de 
garantía de suministro de agua, de prevención de riesgos naturales y de accidentes graves, de 
prevención y protección contra la contaminación y limitación de sus consecuencias para la salud o el 
medio ambiente.  
 
297
 Esta es la tesis que sustenta MORENO MOLINA, Á, M., Urbanismo y medio ambiente. Las 
claves jurídicas del planeamiento urbanístico sostenible, Tirant,  Valencia, 2008, págs. 58-59. En el 
mismo sentido,  LEGUINA VILLA, J. y RAZQUIN LIZARRAGA, M.Mª., “Las situaciones básicas 
de suelo”, en V.V.A.A., El Derecho Urbanístico del siglo XXI. Libro homenaje al profesor Martín 
Bassols Comas, T. I, Urbanismo y vivienda, Ed. Reus, Madrid, 2008, págs. 370-371, quienes 
encuentran referencias indirectas en la regulación del suelo no urbanizable o en los deberes legales de 
carácter general. Para un estudio de los aspectos legales que desarrollan dicho principio, cfr., 
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indispensable su asunción en nuestro ordenamiento jurídico.298 Y todo ello a pesar de que, el 
concepto del desarrollo sostenible no se utiliza en la Constitución, lo que no supone un 
obstáculo para la interpretación del Tribunal Constitucional en materia ambiental que lo 
deduce del principio de utilización racional de los recursos naturales en la referida sentencia 
102/1995.299 
 
El principio de desarrollo sostenible, como señala PIÑAR MAÑAS, es un principio 
general del derecho, aplicable e invocable que pertenece a la categoría de los conceptos 
jurídicos indeterminados y que tras la interposición del legislador habilita potestades regladas 
de control e inspección. Además incrementa las garantías y los derechos de los ciudadanos.300 
 
A raíz de ello, y en lo que se refiere al suelo del medio rural,  el art. 2.2 aclara que 
dichas políticas deben propiciar el uso racional de los recursos naturales armonizando los 
requerimientos de la economía, el empleo, la cohesión social, la igualdad de trato y de 
oportunidades entre mujeres y hombres, la salud y la seguridad de las personas y la 
protección del medio ambiente, contribuyendo a la prevención y reducción de la 
contaminación, y procurando en particular: a) La eficacia de las medidas de conservación y 
mejora de la naturaleza, la flora y la fauna y de la protección del patrimonio cultural y del 
paisaje. b) La protección, adecuada a su carácter, del medio rural y la preservación de los 
valores del suelo innecesario o inidóneo para atender las necesidades de transformación 
urbanística. No obstante, la norma estatal no puede ir más allá. Por eso, habrá que estar a las 
                                                                                                                                                                       
LEGUINA VILLA, J. y RAZQUIN LIZARRAGA, M.Mª., “Las situaciones básicas de suelo, …,” op. 
cit., págs. 372-373. 
 
298
 Otros ejemplos normativos son la ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control 
integrados de la contaminación, la ley 42/2007, de 13 de diciembre, del patrimonio natural y de la 
biodiversidad y la ley 45/2007, de 13 de diciembre, de desarrollo sostenible del medio rural. 
 
299
 Para el Tribunal Constitucional  las previsiones medioambientales deben armonizarse con 
otros bienes previstos, y protegidos, por la misma constitución española, como el derecho a la 
propiedad privada, la libertad de empresa, el progreso económico y social, la intervención pública en 
la economía o la modernización de los sectores económicos, entre otros (arts. 33, 38, 40, 128 y 130). 
Destaca MONTORO CHINER que las competencias de mayor alcance social se residencian en el 
Estado mientras que las relativas al ámbito más inmediato se atribuyen a las Comunidades Autónomas 
lo que permite la convergencia con la Unión europea pues la legislación europea es una legislación de 
mínimos y las reglas ambientales son estatales y básicas. ”El urbanismo del desarrollo sostenible”, 
MONTORO CHINER, M. J., en V.V.A.A., Estudios jurídicos sobre Urbanismo, Cedecs, Barcelona, 
1998, págs. 50-51.  
 
300
 PIÑAR MAÑAS, J.L., “El desarrollo sostenible como principio jurídico”, en PIÑAR 
MAÑAS, J.L. (Dir.), Desarrollo sostenible y protección del medio ambiente, Civitas, Madrid, 2002, 
pág. 29. Este profesor también destaca que “el desarrollo sostenible tiene como objetivo permitir la 
evolución conjunta de los sistemas generados por la iniciativa humana y los ecosistemas”. PIÑAR 
MAÑAS, J.L., “El desarrollo sostenible como principio jurídico”, op. cit., pág. 24. 
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peculiaridades que resulten del modelo territorial adoptado, en cada caso, por los poderes 
públicos competentes en materia de ordenación territorial y urbanística, lo que, dicho en otras 
palabras, supone la entrada de la Administración autonómica pero también de la 
Administración municipal.301 
 
Por tanto, el principio general es la no transformación del suelo rural salvo que se 
ponga de manifiesto lo contrario, a diferencia de la filosofía en la que se basaba la LS/1998, 
es decir, no todo el suelo tiene que estar urbanizado o ser susceptible de urbanización, sino 
que se acota parte del  suelo nacional como intocable por su valor no económico, sino de otra 
índole. Por ello, el paso de la situación de suelo rural a suelo urbano ha de venir precedida de 
una justificación explícita, tratando de preservar de la urbanización el resto del suelo.  
 
Ahora bien, el reconocimiento de este principio general no presupone su aplicación 
práctica si, al mismo tiempo, el legislador no ofrece unas técnicas y unos criterios concretos. 
Quizá pesó en el ánimo del legislador el control del Tribunal Constitucional en esta materia, 
para dejar esta cuestión sin resolver y remitirla de modo implícito a los legisladores 
autonómicos. Pero lo que sí es cierto es que, como advierte AGUDO GONZÁLEZ,  ya 
existían en nuestro Derecho criterios operativos como el de de carga o de acogida como 
criterio básico para la contención de la oferta de suelo que debería ser debidamente 
ponderado en la evaluación ambiental estratégica de planes urbanísticos.302 
 
                                                 
301
 En palabras de LÓPEZ RAMÓN, “la lectura atenta de los preceptos que la Ley de Suelo 
dedica al urbanismo sostenible conduce a una cierta desilusión, al dominar en ellos una indudable 
carga ideológica, pero demasiado genérica, que quizá no sea suficiente para rectificar la fuerza de la 
tradición”. LÓPEZ RAMÓN F. en  “Principios generales y urbanismo sostenible en la Ley de Suelo 
8/2007, de 28 de mayo”, RUE, núm. 16, 2007, págs. 15-22. Por otra parte, debe tenerse en cuenta que 
la potencialidad del planeamiento urbanístico en la conservación de la naturaleza y en la protección 
del medio ambiente urbano se manifiesta por dos vías: a través de la selección de los suelos que van a 
ser susceptibles de transformación urbanística, en cuanto que a la vez esas actividades 
transformadoras son potencialmente agresoras del medio ambiente (clasificación del suelo); y a través 
del modo en que la urbanización es llevada a cabo (zonas verdes y espacios libres y asignación de 
usos del suelo). 
 
302
 AGUDO GONZÁLEZ J:” La «intercambiabilidad» del suelo urbanizable y no urbanizable”, 
op.cit., pág. 154. En el ámbito autonómico destaca la definición de desarrollourbanístico sostenible 
ofrecida por la LUCataluña/2010 según la cual es la utilización racional del territorio y el medio 
ambiente y comporta combinar las necesidades de crecimiento con la preservación de los recursos 
naturales y de los valores paisajísticos, arqueológicos, históricos y culturales, a fin de garantizar la 
calidad de vida de las generaciones presentes y futuras. El desarrollo urbanístico sostenible, dado que 
el suelo es un recurso limitado, comporta también la configuración de modelos de ocupación del suelo 
que eviten la dispersión en el territorio, favorezcan la cohesión social, consideren la rehabilitación y la 
renovación en suelo urbano, atiendan la preservación y la mejora de los sistemas de vida tradicionales 
en las áreas rurales y consoliden un modelo de territorio globalmente eficiente (art. 3.1 y 2).  
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¿Podemos considerar que el nuevo suelo rural presenta una naturaleza cuasi reglada? 
La respuesta debe ponerse en conexión con las premisas implantadas por la LS/1998. Desde 
mi punto de vista, se puede defender dicho carácter, ya que, el TRLS/2008 se separa del 
carácter residual del suelo urbanizable.303  
 
La filosofía a seguir es la siguiente: favorecer un modelo de ciudad más sostenible, 
compacto y de mayor densidad y pluralidad de usos y dando respuesta a una nueva estrategia 
de regeneración y reutilización de la ciudad construida y urbanizada frente a un modelo 
insostenible de crecimiento urbano indiscriminado.304 Por lo que se refiere a la doctrina 
constitucional, el principio de desarrollo sostenible es un principio constitucional 
reiteradamente reconocido por el Tribunal Constitucional (desde la STC 64/1982) que debería 
haber dirigido la gestión de todos los recursos naturales desde hace años, mucho antes de que 
lo dijera la Ley 8/2007. Por otra parte, este principio o directamente la cita del art. 45 CE o 
alguna referencia a los términos del precepto constitucional, ha sido acogida 
mayoritariamente, por no decir unánimemente, por las Leyes urbanísticas autonómicas al 
establecer los principios que rigen las políticas del suelo.  
 
De todas formas, y siguiendo a JORDANO FRAGA305, se observa que el Tribunal 
Constitucional ha optado por una vía intermedia entre el desarrollismo y la protección 
medioambiental, es decir, no siempre es prioritario el valor ambiental frente al valor 
socioeconómico. 
 
Por último, el legislador estatal es plenamente consciente que la preservación del 
suelo innecesario o inidóneo puede ser contrarrestada por el planificador a través de 
mecanismos espúreos. Por eso, en su art. 15.6 establece que la legislación sobre ordenación 
territorial y urbanística establecerá, en qué casos, el impacto de una actuación de urbanización 
obliga a ejercer de forma plena la potestad de ordenación del municipio o del ámbito 
                                                 
303
 LÓPEZ RAMÓN, F.: Introducción al Derecho urbanístico, 1ª ed., Marcial Pons, Barcelona, 
2005, pág. 85, considera que el legislador estatal no puede enumerar un listado de supuestos tasados 
de suelo no urbanizable por dos razones: 1ª) por la amplitud y la indeterminación de los intereses 
públicos concernidos, y, 2ª) por la falta de competencia del Estado para imponer un modelo cerrado a 
las Comunidades Autónomas. LEGUINA VILLA, J. y RAZQUIN LIZARRAGA, M.Mª.,  “Las 
situaciones básicas de suelo, …,” op. cit., pág. 378, defienden que el carácter fáctico el suelo urbano 
se ha extendido a todo el suelo suprimiéndose el carácter discrecional de la clasificación. 
 
304
 Como subraya la STS de 20 de diciembre de 2001, RJ 2001\4101, la ausencia de la 
necesidad de crear más suelo urbanizable puede justificar que el planificador clasifique otros suelos 
como no urbanizables. 
 
305
 JORDANO FRAGA, la denomina como vía de desarrollo ecológico. JORDANO FRAGA J., 
”La Administración en el Estado Ambiental de Derecho”,  RAP, núm. 173, Madrid, mayo-agosto 
2007, pág.111. 
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territorial superior en que se integre, por trascender del concreto ámbito de la actuación los 
efectos significativos que genera la misma en el medio ambiente.  
 
Asimismo, en su disp. trans. cuarta, recoge una regla supletoria (una auténtica 
supletoriedad por omisión) al señalar que si, transcurrido un año desde la entrada en vigor de 
la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo, la legislación sobre ordenación territorial y 
urbanística no estableciera en qué casos el impacto de una actuación de urbanización obliga a 
ejercer de forma plena la potestad de ordenación, esta nueva ordenación o revisión será 
necesaria cuando la actuación conlleve, por sí misma o en unión de las aprobadas en los dos 
últimos años, un incremento superior al 20 por 100 de la población o de la superficie de suelo 
urbanizado del municipio o ámbito territorial.306  
 
Sin perjuicio de la bondad de la solución legislativa, llama la atención que se haya 
acudido a dicha supletoriedad por omisión, puesto que, tal y como ya adelantamos 
anteriormente, la doctrina del Tribunal Constitucional, desde la STC 1996, es claramente 
contraria a la consideración de la supletoriedad como un título atributivo de competencia.307 
En definitiva, creemos que no es erróneo concluir que, tanto la LS/2007 como el TRLS/2008 
regulan el suelo, en cualquiera de sus dos situaciones básicas, en el marco de la Constitución  
ambiental. En efecto, así lo pone de manifiesto VAQUER CABALLERÍA308, siendo preciso 
subrayar que la concepción social del medio ambiente fue asumida por el Tribunal 
Constitucional en la STC 102/1995, que lo calificó de “concepto jurídico indeterminado”, 
siendo “difícil discernir con la exactitud y el rigor que exigen las categorías jurídicas”, 
considerándolo como una realidad dinámica formada por un “conjunto de circunstancias 
físicas, naturales, económicas y sociales que rodean a las personas, ofreciéndoles un conjunto 




                                                 
306
 Pese a la doctrina implantada por la STC 61/97 y ratificada por la STC 164/01, el legislador 
estatal adopta un modelo territorial y urbanístico; concretamente, el modelo de ciudad compacta. Para 
FARIÑA TOJO esta medida intenta frenar la antropización del suelo al imitar el crecimiento urbano. 
FARIÑA TOJO, J., “Las nuevas bases ambientales de la sostenibilidad en la ordenación y utilización 
del suelo”, Ciudad y Territorio, Estudios Territoriales, núm. 152-153, 2007, pág. 300.  
 
307
 No aceptamos la imputación de inconstitucionalidad que señala JORDANO FRAGA J., La 
reclasificación de suelo…, op.cit., pág. 54, que señala que materialmente se está dictando derecho 
supletorio para los supuestos de inactividad legislativa porque la doctrina del TC no es de aplicación 
al presente precepto. 
 
308VAQUER CABALLERÍA, M., ”El nuevo régimen jurídico…, op.cit., págs. 74-75, destaca 
que  la Constitución considera al suelo no sólo como un bien socioeconómico, sino también, y sobre 
todo, como un bien ambiental. Por ello es una novedad de la ley de suelo la visión medioambiental y 
no socioeconómica del suelo.  
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 160 
3.- El estatuto del ciudadano y el suelo rural  
 
 
Tradicionalmente el urbanismo español giraba en torno a la figura del propietario. 
Posteriormente, y a raíz del criterio adoptado por la ley valenciana de 1994, el legislador 
estatal, con el antecedente de las concesiones para la ejecución de los programas de actuación 
urbanísticas, da entrada al agente urbanizador, tan siquiera con una mera mención, tal y como 
sucede con la LS/1998. El paso siguiente lo da la LS/2007. En efecto, se articulan, junto con 
el del propietario, dos nuevos estatutos jurídicos básicos: el de la colectividad en su conjunto 
(estatuto de la ciudadanía), cuya participación activa en las decisiones urbanísticas es una 
pieza fundamental para garantizar la transparencia del sector inmobiliario y el de los 
promotores de las actuaciones de urbanización (estatuto de las actuaciones de transformación 
urbanística), que garantizan la concurrencia y la apertura a la libre competencia de la 
iniciativa privada en la gestión del suelo, así como la necesaria agilización de la ejecución del 
planeamiento urbanístico.309  
 
Centrándonos, en este momento, en el estatuto jurídico de los ciudadanos conviene 
indicar que se trata de un listado de derechos genéricos relativos al suelo, algunos inciden en 
la materia que nos ocupa. Y así, de entre los derechos mencionados cobran especial 
trascendencia, los de acceder a la información de que dispongan las Administraciones 
Públicas sobre la ordenación del territorio, la ordenación urbanística y su evaluación 
ambiental, así como obtener copia o certificación de las disposiciones o actos administrativos 
adoptados, en los términos dispuestos por su legislación reguladora; ser informados por la 
Administración competente, de forma completa, por escrito y en plazo razonable, del régimen 
y las condiciones urbanísticas aplicables a una finca determinada, en los términos dispuestos 
por su legislación reguladora; participar efectivamente en los procedimientos de elaboración y 
aprobación de cualesquiera instrumentos de ordenación del territorio o de ordenación y 
ejecución urbanísticas y de su evaluación ambiental mediante la formulación de alegaciones, 
observaciones, propuestas, reclamaciones y quejas y a obtener de la Administración una 
respuesta motivada, conforme a la legislación reguladora del régimen jurídico de dicha 
Administración y del procedimiento de que se trate y ejercer la acción pública para hacer 
respetar las determinaciones de la ordenación territorial y urbanística, así como las decisiones 
resultantes de los procedimientos de evaluación ambiental de los instrumentos que las 
                                                 
309
 Advierte PAREJO ALFONSO que sin función pública no hay regulación posible, pues tal 
carácter es condición de la realización del interés general y de su ponderación con el privado, así 
como de la articulación de la ordenación territorial y urbanística con las restantes políticas públicas 
relevantes. PAREJO ALFONSO, L., “El nuevo marco general que para la ordenación territorial y 
urbanística define la ley 8/2007, de suelo”, RDUMA núm.  pág. 1236. 
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contienen y de los proyectos para su ejecución, en los términos dispuestos por su legislación 
reguladora.  
 
De forma correlativa, el TRLS/2008 contempla una serie de deberes. Son dignos de 
mención los de respetar y contribuir a preservar el medio ambiente, el patrimonio histórico y 
el paisaje natural y urbano, absteniéndose en todo caso de realizar cualquier acto o desarrollar 
cualquier actividad no permitidos por la legislación en la materia y los de respetar y hacer un 
uso racional y adecuado, acorde en todo caso con sus características, función y capacidad de 
servicio, de los bienes de dominio público y de las infraestructuras y los servicios urbanos.  
 
 
 4. Régimen urbanístico de la propiedad del suelo: facultades, deberes y cargas  
 
 
El TRLS/2008 recoge, en su art. 7, la plasmación positiva de la teoría estatutaria de la 
propiedad310. Esta concepción se apunta, a tenor de SÁNCHEZ GOYANES311, en el art. 6 ya 
que como pone de manifiesto dicho autor se efectúa un primer reconocimiento genérico y 
global del ius aedificandi que corresponde al propietario sólo en determinadas circunstancias-
las determinaciones prefijadas por la ordenación aplicable de manera directa y concreta a su 
suelo, ultimadas por el Plan-como el entero régimen urbanístico de esta propiedad especial: Si 
esto es así será conveniente desgranar los postulados principales de esta teoría para 
contraponerlos a los de otras argumentaciones doctrinales y tratar de ver cómo se plasman en 
el ordenamiento jurídico estatal vigente. De esta forma, constituirá la vía más segura para 
abordar este difícil asunto.312  
                                                 
 
310
 A nivel jurisprudencial se puede citar, a título de ejemplo, la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 16 de diciembre de 1985, RJ/1986/655, que señala que "la clasificación y calificación del suelo 
definen el contenido normal de la propiedad, y este diseño o definición se hace por la propia Ley del 
Suelo, y lo que es más importante, en virtud de ella, por los Planes". Asimismo puede verse la STS de 
8 de marzo de 2012, RJ 2012\5042 en la cual se diferencia entre el carácter estatutario del que se 
deriva la excepcionalidad de indemnización por ejercicio del ius variandi y la responsabilidad 
patrimonial por la clasificación ex lege se suelos rústicos. En la doctrina puede verse, entre otros, 
LEGUINA VILLA, J. y RAZQUIN LIZARRAGA, M.Mª., “Las situaciones básicas de suelo”, en 
V.V.A.A., El Derecho Urbanístico del siglo XXI. Libro homenaje al profesor Martín Bassols Comas, 
T. I, Urbanismo y vivienda, Ed. Reus, Madrid, 2008, págs. 361-362, que sostienen que además de esta 
consagración expresa la LS/2007 exige una conducta efectiva del propietario para poder adquirir el 
derecho a edificar.  
 
311
 SÁNCHEZ GOYANES, E., ”La propiedad inmobiliaria en la nueva Ley estatal de Suelo”, 
RCDI, núm.701, pág. 1247. 
 
312
 Como sostiene ARROYO JIMÉNEZ,  “la condición jurídica del propietario es ahora la del 
titular de un status, una posición jurídica compleja que se concreta en diversas posiciones activas o de 
poder (las facultades características de la tradicional consideración de la propiedad como derecho 
subjetivo) y en otras tantas situaciones pasivas, que pueden presentar la naturaleza propia de los 
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El tenor literal del precepto reza así: “1. El régimen urbanístico de la propiedad del 
suelo es estatutario y resulta de su vinculación a concretos destinos, en los términos 
dispuestos por la legislación sobre ordenación territorial y urbanística. 2. La previsión de 
edificabilidad por la ordenación territorial y urbanística, por sí misma, no la integra en el 
contenido del derecho de propiedad del suelo. La patrimonialización de la edificabilidad se 
produce únicamente con su realización efectiva y está condicionada en todo caso al 
cumplimiento de los deberes y el levantamiento de las cargas propias del régimen que 
corresponda, en los términos dispuestos por la legislación sobre ordenación territorial y 
urbanística.”313 
 
El primer postulado que se puede mencionar es la disociación del ius aedificandi de la 
titularidad del derecho de propiedad314. Al respecto, ha de notarse que la previsión de 
                                                                                                                                                                       
deberes, las obligaciones o las cargas.” ARROYO JIMÉNEZ, L., La revisión de las técnicas de 




 Cfr., AGUDO GONZÁLEZ, J., “Concepción estatutaria y propiedad inmobiliaria. O la 
crónica de la desvalorización anunciada del derecho fundamental a la propiedad privada.”, RAP, núm. 
185, Madrid, mayo-agosto 2011, págs. 43-45. Este autor defiende que el art. 47 CE  “no excluye a 
nivel constitucional un reconocimiento de aprovechamientos mínimos de naturaleza urbanística, de 
tipo variable, a favor de todos los propietarios de suelo.” Igualmente la prohibición o eliminación de 
facultades no se deriva del art. 45 CE puesto que  ”cuando el art. 45.2 de la Constitución establece un 
mandato a los poderes públicos cifrado en la utilización racional de los recursos naturales, ello 
suponga entender que la racionalidad reclamada sea incompatible con un contenido esencial que 
actualice la rentabilidad del propietario con el reconocimiento de facultades de aprovechamiento, 
incluso de naturaleza urbanística.” La conclusión de este autor es que” tal vez una vía en la que se 
podría avanzar podría ser la transferencia con reubicación subsiguiente de aprovechamientos a 
terrenos aptos para materializar ese aprovechamiento en virtud de su clasificación urbanística.” En 
relación con la puede verse la postura de SANZ-PASTOR PALOMEQUE quien tras exponer la tesis 
tradicional (para que surja la indemnización es presupuesto el cumplimiento del plan) aporta una 
nueva interpretación diferenciada de la patrimonialización según la cual para tener derecho a 
indemnización bastará una simple revisión anticipada del plan con  referencia al calendario, es decir, 
“la condición se tiene por cumplida ope legis y quien impide la materialización del derecho en los 
contenidos atribuidos por el Plan satisface el demérito.” SANZ-PASTOR PALOMEQUE, C. J., 
“Derechos de los propietarios ante la sucesión del planeamiento”, REDA, núms. 40-41, 1984, págs. 
145-172. Para LASO MARTÍNEZ, J.L Y LASO BAEZA, V.: El aprovechamiento urbanístico, 
Marcial Pons, Madrid, 1995, pág. 235, refiriéndose al TRLS/1992, la propiedad de la tierra en su 
estado físico inicial está plenamente patrimonializada y la patrimonialización frustrada no abarca a la 
propiedad del suelo ni la de las edificaciones existentes sin perjuicio de su valoración. En relación a 
este tema subraya la STS de 20 de julio de 2012,  Roj: STS 5455/2012,  que “como ha declarado la 
jurisprudencia uniforme, nuestro sistema ha funcionado y funciona, bajo la exigencia de la 
patrimonialización o consolidación de los derechos urbanísticos para que pueda generarse alguna 
pretensión indemnizatoria en concepto de responsabilidad patrimonial de la Administración.” La 
patrimonialización se produce cuando se materializa cuando se concreta a través del correspondiente 
instrumento que permita hacerlo efectivo. (STS de 13 de abril de 2012, Roj: STS 2381/2012.) 
 
314
 TORRES LANA, J.Á.: Legislación Estatal…, op.cit., pág. 52, mantiene que es preciso 
distinguir entre el derecho a edificar y el derecho sobre lo edificado; el titular del dominio al ejecutar 
la edificabilidad concedida a su terreno no está ejercitando un derecho sino cumpliendo un deber. En 
sentido opuesto, LEGUINA VILLA, J. y RAZQUIN LIZARRAGA, M.Mª., “Las situaciones básicas 
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edificabilidad no forma parte del contenido normal o esencial del derecho de propiedad. Ello 
obliga a mantener que las plusvalías urbanísticas no son un prius respecto a las decisiones del 
planificador y no pueden ser tenidas en el momento de la valoración del suelo, aunque el 
planificador deberá tener en cuenta la función social que la propiedad posea en cada 
momento.315 Es decir y en palabras de SANTOS DÍEZ y CASTELAO RODRÍGUEZ, “el 
contenido del derecho de propiedad depende de la calificación urbanística de los predios y de 
la situación en la que se encuentren los terrenos.”316 
 
En segundo lugar, desde el ámbito público, el urbanismo se considera como una 
función pública, razón por la cual será la legislación y no la conveniencia o la decisión del 
particular, la que determine el destino del suelo de que se trate, si bien, y como novedad, la 
norma incluye también la legislación de ordenación del territorio. Esta configuración 
normativa alberga la posibilidad de que la ley se remita al plan para la delimitación del 
derecho de propiedad.  
 
En tercer lugar, el carácter estatutario permite la existencia de varios regímenes 
diferentes para el derecho de propiedad, ya sea por razón de su objeto, ya sea por motivos de 
interés público. En este sentido, la clasificación es el elemento determinante del derecho de 
propiedad.317 
 
En cuarto lugar, el derecho de propiedad no puede ser valorado mediante la tasación 
de sus expectativas urbanísticas sin más, sino que es preciso que dichas expectativas se 
consoliden en el patrimonio de su titular a través del cumplimiento de los deberes y del 
                                                                                                                                                                       
de suelo”, op. cit., pág. 358, consideran que la LS/1998 no existe tal disociación sino sólo un 
condicionamiento, es decir, el derecho de propiedad es siempre el mismo, cumpla o no el propietario 
con sus deberes, pero mientras no los cumpla no podrá ejercitar el derecho a edificar. Resulta 
conveniente destacar la tesis que defiende BAÑO LEÓN. Para este profesor “desde la Constitución la 
ley no puede privar al propietario de ese derecho (se refiere al de edificación) y reconocérselo a la 
Administración pues entonces habría una ablación ilegítima de carácter expropiatorio.” BAÑO 




 SÁNCHEZ GOYANES entiende que la nueva norma recoge la adquisición gradual de 
facultades urbanísticas. SÁNCHEZ GOYANES, E., ”La propiedad inmobiliaria …”, op.cit, pág. 1248. 
 
316
 SANTOS DÍEZ, R. y CASTELAO RODRÍGUEZ, J.:”Régimen urbanístico de la propiedad 
del suelo”, en SÁNCHEZ GOYANES, E., Ley de Suelo. Comentario sistemático del Texto Refundido 
de 2008, La Ley, Madrid, 2009, pág. 286. 
 
317
 LEGUINA VILLA, J. y RAZQUIN LIZARRAGA, M.Mª., “Las situaciones básicas de 
suelo”, op. cit., pág. 358. 
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levantamiento de las cargas previstas por el ordenamiento jurídico. La plusvalía urbanística se 
patrimonializa por el propietario aunque debe aportar una parte a la Comunidad.318 
 
Sin embargo, para hacerse una idea clara del alcance de la teoría estatutaria se hace 
necesario precisar que, un sector de la doctrina319, mantiene una posición frontalmente 
opuesta. En efecto, la línea argumental fundamental radica en la vinculación del ius 
aedificandi a la titularidad del suelo, mediante la consideración de que el contenido esencial 
del derecho de propiedad consiste, no en unas abstractas facultades de goce y disposición sino 
en unas facultades concretas para edificar, cultivar,… 
 
El contenido del derecho de propiedad se constituye por un aspecto privado 
(informado por el principio de igualdad) y por un aspecto colectivo (función social). La 
clasificación en suelo urbanizable y en suelo no urbanizable significa que la ley y el plan 
determinarán cómo se debe ejercitar la facultad de edificar, pero ello no significa que el 
propietario de suelo no urbanizable haya perdido dicha facultad. Por otra parte, no existen 
facultades naturales y facultades artificiales y el valor del suelo deberá ser el la utilidad que 
reporta a la sociedad. Por último, el contenido básico de la propiedad debe proporcionarlo la 
ley porque el plan es un mero reglamento ejecutivo que funciona como su complemento 
mínimo. 
 
Para GONZÁLEZ-VARAS320, por el contrario, la norma transcrita efectúa una 
recepción matizada de la cual extrae una conclusión:”el particular no tiene un derecho 
subjetivo a la transformación del suelo al depender de las decisiones de la Administración”. 
No es cierto que las dos categorías de suelo identificadas por la Ley atiendan únicamente al 
estado actual de esos terrenos y que no respondan a una categorización de acuerdo con el 
destino del suelo. Al menos en el caso del suelo rural, es obvio que su delimitación en unos 
casos se hace considerando sus características actuales y sus valores, pero también 
lógicamente atendiendo a su destino, esto es, la conservación y protección de sus valores y la 
prestación de servicios ambientales; en otros casos, esa delimitación se hace en atención a la 
«aptitud» de los terrenos para integrarse en los procesos de transformación urbanística (suelo 
                                                 
318
 Para SANTOS DÍEZ, R. y CASTELAO RODRÍGUEZ, J.,”Régimen urbanístico de la 
propiedad del suelo”, en SÁNCHEZ GOYANES, E., Ley de Suelo. Comentario sistemático del Texto 
Refundido de 2008, La Ley, Madrid, 2009, págs. 286-287, el TRLS/2008 se aparta de loas leyes 
anteriores porque la clasificación no produce un especial régimen de derechos y de deberes ni el 
propietario es el destinatario esencial del aprovechamiento urbanístico. 
 
319
 Por todos se puede citar a SERRANO ALBERCA J.M., El Derecho de Propiedad, la 
Expropiación y la Valoración del Suelo, op.cit., págs. 104-105. 
 
320
 GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, S., Urbanismo y ordenación del territorio, 5ª ed., Aranzadi 
Thomson-Reuters, Pamplona, 2009, pág. 197. 
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en situación básica rural no preservado y potencialmente transformable), de modo que el 
destino del suelo en estos casos es determinante. 
  
¿Cuál es el contenido mínimo de la propiedad del suelo rural?321 Teniendo en cuenta 
lo dispuesto en el art. 8 TRLS/2008 se pueden diferenciar varias facultades: uso, disfrute y 
explotación del mismo conforme al estado, clasificación, características objetivas y destino 
que tenga en cada momento, de acuerdo con la legislación aplicable por razón de las 
características y situación del bien; la facultad de disposición, siempre que su ejercicio no 
infrinja el régimen de formación de fincas y parcelas y de relación entre ellas.  
 
Estas facultades, a su vez, incluyen los siguientes derechos: realizar las instalaciones y 
construcciones necesarias para el uso y disfrute del suelo conforme a su naturaleza que, 
estando expresamente permitidas, no tengan el carácter legal de edificación; edificar sobre 
unidad apta para ello, cuando la ordenación territorial y urbanística atribuya a aquélla 
edificabilidad para uso o usos determinados y se cumplan los demás requisitos y condiciones 
establecidos para edificar.322 Las facultades relatadas alcanzarán al vuelo y al subsuelo sólo 
hasta donde determinen los instrumentos de ordenación urbanística, de conformidad con las 
leyes aplicables y con las limitaciones y servidumbres que requiera la protección del dominio 
público.  
 
Asimismo, el haz de deberes y cargas relativo a los terrenos, las instalaciones, 
construcciones y edificaciones, que (como señala TORRES LANA323 expresan la función 
social de la propiedad inmueble) se integra por los deberes de: dedicarlos a usos que no sean 
incompatibles con la ordenación territorial y urbanística; conservarlos en las condiciones 
legales para servir de soporte a dicho uso y, en todo caso, en las de seguridad, salubridad, 
accesibilidad y ornato legalmente exigibles; realizar los trabajos de mejora y rehabilitación 
                                                 
321
 Para la Sentencia de 16 de mayo de 2000, RJ 5487,  F.J. 12, mediante la clasificación del 
suelo como urbano y urbanizable se incorporan al derecho de propiedad contenidos urbanísticos 
artificiales que no son inherentes a su naturaleza y que son producto de la ordenación urbanística, y 
esta adición de contenidos no se produce pura y simplemente sino en consideración a la participación 






 TORRES LANA, J.Á.: Legislación Estatal…, op.cit., pág. 37. Respecto a las diferencias 
entre limitación, deber, obligación y carga puede verse RAMOS MEDRANO, J.A., Los deberes 
urbanísticos de los propietarios de suelo, Dykinson, Madrid, 1996, págs. 27-30. Este mismo autor 
diferencia diversas garantías para el cumplimiento de los deberes citando las fianzas, la ejecución 
forzosa, la sustitución del sistema de actuación, la caducidad del planeamiento o del título habilitante 
de la actuación, la resolución del contrato, la multa por infracción urbanística y la expropiación o 
venta forzosa. RAMOS MEDRANO, J.A., Los deberes urbanísticos de los propietarios de suelo, op. 
cit., págs. 101-119. Sin embargo es preciso destacar que no todas estas medidas son aplicables al suelo 
del medio rural debiendo distinguirse en función de los usos permitidos.  
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hasta donde alcance el deber legal de conservación y, concretamente, mantener los terrenos y 
su masa vegetal en condiciones de evitar riesgos de erosión, incendio, inundación, para la 
seguridad o salud públicas, daño o perjuicio a terceros o al interés general; incluido el 
ambiental; prevenir la contaminación del suelo, el agua o el aire y las inmisiones 
contaminantes indebidas en otros bienes y, en su caso, recuperarlos de ellas;  y mantener el 
establecimiento y funcionamiento de los servicios derivados de los usos y las actividades que 
se desarrollen en el suelo. 324 
 
¿Cómo se articulan las facultades edificatorias? El TRLS/2008 disciplina deberes 
específicos325 en estos casos que se plasman en los de: 
  
a) Costear y ejecutar las obras y los trabajos necesarios para conservar el suelo y su 
masa vegetal en el estado legalmente exigible o para restaurar dicho estado, en los términos 
previstos en la normativa que sea de aplicación.  
 
b) Satisfacer las prestaciones patrimoniales que se establezcan, en su caso, para 
legitimar usos privados del suelo no vinculados a su explotación primaria.326  
 
                                                 
324
 Como señala la STC 37/1987, de 26 de marzo, J 2º, el derecho a la propiedad privada que 
reconoce la Constitución, está integrado no sólo por facultades sino también por deberes impuestos 
por su función social. Cuestión distinta es el deber de dotar de servicios urbanísticos a parcelas de 
suelo rústico con aprovechamientos urbanísticos. Cfr., en este sentido la STS de 27 de junio de 2002, 
Roj: STS 4780/2002, en la cual se afirma que “aunque el precepto citado no es directamente aplicable 
pues en el caso presente nos encontramos con edificaciones en suelo no urbanizable, para cuya 
autorización no puede exigirse unos servicios previstos para el suelo urbano, y aunque la carencia o 
falta de justificación de que el solicitante cuenta con los servicios de agua y energía eléctrica puede 
afectar a las autorizaciones necesarias para el ejercicio de la actividad que se pretende desarrollar, se 
trata de una cuestión que no es ajena a las facultades de control a ejercitar en la concesión de una 
licencia de obras, habida cuenta que se trata de unas obras proyectadas en suelo no urbanizable, para 
cuya ejecución se ha obtenido una autorización previa de la Comunidad Autónoma relativa a la 
utilidad pública o al interés social de las instalaciones, lo que implícitamente significa la necesidad de 
comprobar que tales instalaciones van a poder llevarse a la práctica con las dotaciones urbanísticas 
que se requieran en cada caso. 
 
325
 Compartimos plenamente la crítica que efectúa FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ a estos deberes 
ya que el legislador no alude a ninguna medida de fomento para los supuestos de terrenos 
abandonados. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Manual de…, op.cit., pág. 133. 
 
326
 SÁNCHEZ GOYANES entiende que una de sus justificaciones radica en la necesidad de 
dotar de constitucionalidad sobrevenida a diversas regulaciones contenidas en legislaciones 
autonómicas de las que la pionera fue la Ley valenciana del Suelo No Urbanizable de 1992  que 
predeterminaban cargas similares a éstas pero sin cobertura en aquel marco previo. SÁNCHEZ 
GOYANES, E., ” La propiedad inmobiliaria…”, op.cit., pág. 1258. Para CANO MURCIA, A., El 
régimen jurídico del suelo no urbanizable o rústico, Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, 2006, pág. 
341, corresponde a la Ordenanza municipal la fijación de la cuantía, el devengo, los aplazamientos, el 
reintegro en el supuesto de no ejecutar las obras,… 
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c) Costear y, en su caso, ejecutar las infraestructuras de conexión de la instalación, la 
construcción o la edificación con las redes generales de servicios y entregarlas a la 
Administración competente para su incorporación al dominio público cuando deban formar 
parte del mismo.  
 
En definitiva el TRLS/2008, como recuerda la STC 148/2012 de 5 julio, JUR 
2012\252413, “no establece las facultades y deberes en función de la situación básica en la 
que se encuentra el suelo. La situación básica tiene incidencia en el estatuto de la propiedad, 
pero la Ley —a diferencia de lo que hacían las anteriores— no define las facultades y deberes 
que corresponden a cada clase de suelo. En sus artículos 8 y 9 define esas facultades y 
deberes en abstracto como integrantes del derecho de propiedad y su concreción no se vincula 
exclusivamente a la situación básica en que se encuentra el suelo, sino también a su destino y 





5.- Situaciones básicas del suelo: el suelo rural  
 
 
Según la Exposición de Motivos del TRLS/2008, el legislador estatal abandona las 
clases o categorías del suelo por dos razones: por tratarse de técnicas urbanísticas 
competencia de las Comunidades Autónomas y por ser innecesarias para la valoración del 
suelo. Por eso, únicamente le preocupa la situación fáctica del suelo y así diferencia entre 
suelo urbanizado y suelo rural.327  
 
                                                 
327
 En síntesis, esta es la filosofía que anima el nuevo texto legal aunque el propio legislador 
resulta incoherente en otros pasajes legales. Además al regular las condiciones básicas del ejercicio de 
los derechos y de los deberes en relación a la propiedad del suelo tiene que basarse en el tradicional 
estatuto jurídico del suelo. Podría considerarse que estas prestaciones suponen la plasmación del 
principio de distribución equitativa de cargas y beneficios derivada  de aprovechamientos urbanísticos 
excepcionales. Para ARGULLOL  i MURGADÁS “El legislador estatal ha entendido que debía 
regular de forma detallada el suelo rural, seguramente por dos motivos: en primer lugar, porque el 
suelo rural es el que más pacíficamente el Tribunal Constitucional aceptó que podía encajarse en las 
competencias del Estado en materia de medio ambiente. En la sentencia 61/1997 el Tribunal 
Constitucional manifestó que el título competencial estatal del artículo 149.1.23 CE, permite 
establecer las bases de la legislación urbanística relativas al suelo no urbanizable, particularmente 
respecto del de especial protección. Quizá la razón más decisiva para establecer una regulación tan 
detallada hay que buscarla en la voluntad de protección de un espacio que sufre agresiones 
continuadas al tiempo que cada vez más juega un papel esencial para un crecimiento equilibrado de 
nuestras aglomeraciones urbanas.” (ARGULLOL i MURGADÁS, E., ”La Ley 8/2007, una nueva ley 
urbanística”, REFC, núm. 8, julio-diciembre (2007), pág. 52.) 
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La doctrina está dividida sobre la interpretación de estas nuevas situaciones de suelo. 
Para un grupo de autores, entre los que se puede citar a GUTIÉRREZ COLOMINA, se trata 
de una clasificación básica estatal.328 Esta tesis también la defiende AGUDO GONZÁLEZ329, 
quien considera que se trata de cambio de tipo nominativo, cuya última finalidad sería la de 
evitar cualquier invasión competencial. Para otro sector, entre los que destaca BAÑO LEÓN, 
las situaciones de suelo presentan una serie de diferencias con las clases de suelo. Así, las 
primeras son independientes de los planes y además permiten que el plan prescinda de la 
clasificación. Lo anterior implica que estamos en presencia de categorías fácticas que no 
dependen directamente de la voluntad del planificador.330 
 
Cualquiera que sea la opción escogida, lo que está fuera de toda duda, es que el suelo 
rural se define por contraposición al suelo urbanizado, desde el momento en que en el 
TRLS/2008 sólo existen dos situaciones básicas del suelo, lo que implica la supresión del 
suelo urbanizable, que se incardina en la situación de rural.  
 
El legislador sigue fiel al principio que diferencia diversos estatutos en el derecho de 
propiedad, en contraposición al régimen unitario del Código Civil, si bien, dentro de cada 
situación, admite peculiaridades (así sucede en el suelo urbanizado respecto de los núcleos 
                                                 
328
 Entiende este autor que la determinación del contenido del derecho de propiedad no sólo se 
establece a través de la situación básica al corresponder también esta función al Plan. Además en la 
valoración del suelo clasificado como el Plan como urbanizable se adiciona la indemnización por la 
facultad de participar en actuaciones de nueva urbanización y la indemnización de la iniciativa y la 
promoción de actuaciones de urbanización o de edificación. Por último, advierte que esta clasificación 
enmarca la regulación en el marco autonómico. GUTIÉRREZ COLOMINA, V., “El régimen jurídico 
estatal y autonómico…”, op.cit., págs. 81-82. Una visión más amplia de esta problemática se puede 
ver en MARTÍNEZ MARTÍNEZ, M., Medioambiente y uso del suelo protegido. Régimen jurídico 
civil, penal y administrativo, págs. 44-46. También defienden esta postura, BUSTILLO BOLADO, 
R.O., ”Clasificación y calificación del suelo”, en MARTÍN REBOLLO, L. y BUSTILLO BOLADO, 
R.O. (Dirs.), Fundamentos de Derecho Urbanístico, I, 2ª ed.,2009, Thomson-Aranzadi, Pamplona, 
pág. 513 y GONZÁLEZ PÉREZ, J. en GONZÁLEZ PÉREZ, J (Dir.) Comentarios a la Ley del Suelo 
8/2007, de 28 de mayo, Volumen I, Navarra, Thomson-Aranzadi, pág. 322. En igual sentido, 
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Manual de…, op.cit., pág.126. 
 
329
 AGUDO GONZÁLEZ, J:” La «intercambiabilidad» del suelo urbanizable y no urbanizable”, 
op.cit., pág. 143. Este autor considera que el legislador debería haber optado por recuperar la regla de 
la residualidad del suelo no urbanizable estableciendo límites tajantes a la reclasificación para evitar lo 
que sucedió con las tres primera leyes estatales del suelo que sólo garantizaban el suelo rural, de 
forma transitoria  y bajo criterios totalmente discrecionales. 
 
330
 BAÑO LEÓN, J.M., en  Derecho Urbanístico Común, op.cit., págs. 107-108. Para DÍAZ 
LEMA, Nuevo derecho del suelo. Comentarios a la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, Marcial 
Pons, Madrid, 2008, págs. 97-98, no es plenamente cierto que la ley fije las situaciones básicas de 
suelo a los efectos valorativos ya que también regula las actuaciones de transformación urbanística y 
prevé los deberes de los propietarios en estas actuaciones. 
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tradicionales de población y en el suelo rural como se explicará infra).331 Como novedad, el 
legislador elimina la facultad de urbanizar dentro del derecho de propiedad y lleva a cabo una 
nacionalización que, para FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ332, puede ser constitutiva de 
inconstitucionalidad.  
 
De lo expuesto y siguiendo a un cualificado sector doctrinal333, estamos en 
condiciones de afirmar que abarca a todas las superficies de suelo que presenten el carácter 
propio del medio rural, por no reunir los requisitos del suelo urbanizado. Sin embargo, ha de 
tenerse en cuenta como advierte MARTÍNEZ MARTÍNEZ334, que el legislador estatal no 
asimila suelo no urbanizable y suelo rural. En efecto, dentro de la situación básica de rural se 
incluyen cuatro modalidades de suelo: suelo vacante de edificación; suelo rústico que admite 
actos de edificación: suelo urbanizable hasta que termine la urbanización y suelo  rural 
residual. 335 
 
Dentro del suelo rural existen terrenos netamente rústicos pero también existen otras 
dos categorías: con vocación urbana (urbanizables) y los que no están completamente 
urbanizados. El TRLS/2008 pese a incluirlos en esta situación no los equipara en su régimen 
de derechos y de deberes al suelo rústico tradicional. Esto implica que la definición legal 
utilice dos criterios: una decisión reglada y un carácter residual. Sin embargo, como subraya 
                                                 
331
 Para ALLI ARANGUREN y ALLI TURRILLAS las situaciones básicas de suelo no son 
categorías legales con un régimen jurídico de derechos y deberes de la propiedad sino que constituyen 
una realidad natural y fáctica. (ALLI ARANGUREN, J. C. y ALLI TURRILLAS, J.C., Estudio 
Sistemático del Texto Refundido de la Ley de Suelo (Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio), 
Dykinson, Madrid, 2008, pág. 402.) Desde nuestro punto de vista esta tesis es errónea. Si bien es 
cierto que el legislador se refiere a unas situaciones reales obtenidas de la mera comprobación de la 
integración de un terreno en la malla urbana no es menos cierto que sí establece un elenco de 
derechos, deberes y obligaciones a los propietarios de estos suelos. 
 
332
 Se fundamenta este autor en que la norma impone a los propietarios un sacrificio 
desproporcionado en beneficio intangible. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., ”La nueva ley 8/2007, 
de 28 de mayo, de suelo: valoración general”, iustel.com, RGDA, núm. 15, junio 2007, págs.7-8. 
 
333
 PAREJO ALFONSO L., J y FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ,  R., Comentarios la ley de suelo, 
Iustel, Madrid, 2007, págs. 163-164. Estos autores señalan que su existencia deriva de la aplicación 
directa de la ley estatal. 
 
334
 MARTÍNEZ MARTÍNEZ, M., Medioambiente y…, op.cit., pág. 44. 
 
335
 PAREJA i  LOZANO diferencia entre suelo en situación rural permanente y suelo en 
situación rural susceptible de transformación o suelo rural transitorio. PAREJA i  LOZANO C., “El 
suelo en situación rural”, en GARCÍA-ÁLVAREZ GARCÍA, G. (Dir.),  El nuevo Régimen del Suelo, 
Gobierno de Aragón, Zaragoza, 2007, pág. 85. Por su parte, LEGUINA VILLA, J. y RAZQUIN 
LIZARRAGA, M. Mª.,  “Las situaciones básicas de suelo,…,” op. cit., págs.,  383-388, diferencian 
entre suelo rural preservado, suelo rural transformable urbanísticamente y suelo rural residual y se 
elimina la posibilidad de categorías intermedias entre el suelo rural y el suelo urbanizado. 
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DÍAZ LEMA, la nueva ley sigue atada a la dicotomía de lo que se puede urbanizar y lo que 
no, para definir prima facie el suelo rural.336 
 
Del examen del texto legal se desprende que no existe un elenco cerrado de terrenos 
que deban ser incluidos en el suelo rural, a diferencia de lo que sucedía en la LS/1998. 
Además, y como señala GUTIÉRREZ COLOMINA337, no hay límite máximo de suelo rural 
desde el momento en que el TRLS/2008 permite en su art. 2.3 el denominado crecimiento 
cero.  
 
Pues bien, se diferencia entre suelo preservado por la ordenación territorial y 
urbanística338, suelo previsto o permitido por la ordenación territorial y urbanística hasta que 
no se reciban las obras de urbanización y suelos que no reúnan los requisitos de suelo 
urbanizado339. Por ello, no existen problemas para encajar en esta nueva situación del suelo, a 
los terrenos excluidos de transformación urbanística por la voluntad de la legislación del 
dominio público o de la protección de la naturaleza o del patrimonio cultural340, los terrenos 
incluidos en el suelo rural por decisión propia de la autoridad urbanística y territorial 
expresada en los correspondientes planes341, por razón de los valores que reunieran dichos 
                                                 
336
 DÍAZ LEMA, J.M., Nuevo derecho…, op. cit., pág. 99. 
 
337




 Recuerda FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ la STS de 17 de junio de 2010 según la cual el suelo 
no urbanizable de protección es de naturaleza reglada no sólo para los planes urbanísticos sino 
también para los planes de ordenación del territorio. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Manual 
de…, op.cit., pág. 130. 
 
339
  Según GUTIÉRREZ COLOMINA, V.,  “El régimen jurídico estatal y autonómico…”, 
op.cit., págs. 86-87, la cláusula residual engloba los terrenos con edificaciones ilegales con dotaciones 
urbanas y servicios correspondientes.  
 
340
 El legislador cita expresamente a la legislación de protección o policía del dominio público, 
de la naturaleza o del patrimonio cultural. La STS de 23 de abril de 1996 (RJ 1996, 3381) anuló la 
aprobación del Plan General de Pals (Gerona) en cuanto clasificó como suelo urbanizable no 
programado el sector de «Los Aiguamolls de Pals», por considerar que dicha zona debió clasificarse 
como suelo no urbanizable de especial protección por ser una zona húmeda protegida por la Ley 
catalana de espacios protegidos de 1985. Como señala RAMÍREZ SÁNCHEZ se introduce como un 
valor natural el de la protección del paisaje. RAMÍREZ SÁNCHEZ, J. M., “Bases del régimen del 
suelo”, en ENÉRIZ OLAECHEA, F. J., (Dir.), Comentarios a la Ley de Suelo, Aranzadi, Pamplona, 




 De acuerdo con la Sentencia del Tribunal Supremo de 29 de mayo de 2009, RJ 2009\6412, 
F.J. 5º, las potestades municipales en la protección del suelo no urbanizable, y específicamente las 
correspondientes calificaciones, no son de mero reconocimiento de otras protecciones preexistentes 
previstas en el planeamiento de superior rango jerárquico, como podrían ser los Planes de Ordenación 
Territorial, o previstas en Leyes Sectoriales, pues los suelos que ya estén protegidos con arreglo a 
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terrenos, de carácter ecológico, agrícola, ganadero, forestal o paisajístico, y cuya inclusión no 
procediera con arreglo al primer criterio; y, por último, los terrenos inadecuados para su 
desarrollo urbano porque concurrían riesgos naturales342 o tecnológicos, incluidos los de 
inundación o de otros accidentes graves. Pero, además, también se encuentran en la situación 
de rural cuantos otros terrenos prevea la legislación territorial urbanística.343 
 
En definitiva, a diferencia de la legislación derogada, el TRLS/2008 reconoce un claro 
protagonismo al legislador estatal desde el momento en que, por un lado, le permite definir 
nuevos supuestos de suelo rural al enunciar el legislador estatal un listado mínimo, y, por 
                                                                                                                                                                       
estos Planes o Leyes deberán ser protegidos, con carácter obligatorio, por los Ayuntamientos, que no 
podrán obviar tal protección. Sin embargo, estos espacios protegidos constituyen un mínimo que 
puede ser ampliable por los Ayuntamientos al abordar la redacción de los instrumentos de 
planificación urbanística de carácter general, añadiendo aquellas calificaciones o categorías de suelo 
que deban protegerse en función del modelo territorial elegido y los valores específicos a proteger en 
el concreto territorio ordenado. Esta distinción de los dos tipos de suelo no urbanizables protegidos es 
la recogida en el artículo 9 de la Ley 6/1998, que en su epígrafe 1 contempla los suelos protegidos por 
planes de ordenación territorial y leyes sectoriales, que han de ser objeto de clasificación obligatoria 
como suelo no urbanizable por los Ayuntamientos, y en su epígrafe 2 contempla los suelos no 
urbanizables cuya protección se produce por decisión del planificador municipal en función de su 
valor agrícola, forestal, ganadero o por sus riquezas naturales. La facultad de los Planes Generales 
para establecer calificaciones propias o autónomas de suelos especialmente protegidos está prevista, 
además, en la legislación urbanística autonómica, pues la Ley 5/1999, de 25 de marzo, Urbanística de 
Aragón, en su artículo 19 , apartado b) , dispone la condición de suelo no urbanizable para los terrenos 
" b) Que el Plan General considere necesario preservar por los valores a que se ha hecho referencia en 
el apartado anterior, por su valor agrícola, forestal, ganadero o por sus riquezas naturales, así como 
aquellos otros que considere inadecuados para el desarrollo urbano ". Por tanto, carece de toda duda la 
potestad de los Planes Generales para crear categorías de suelos no urbanizables especialmente 
protegidos de forma independiente o añadida a las protecciones previstas en los Planes de Ordenación 
Territorial y Leyes Sectoriales. 
 
342
 Según la STS de 13 de julio de 2004, RJ 2004, 7665, la protección de suelo no urbanizable 
por la presencia de riesgos naturales se halla respaldada por los principios de cautela y de acción 
preventiva reseñados en el art. 174 del Tratado de la Comunidad Europea. La clasificación del suelo 
no urbanizable no puede ceder ante la presión sobre ella cuando concurren aspectos medio-
ambientales y el riesgo de inundabilidad. No comparto la argumentación de MARTÍNEZ 
MARTÍNEZ, para quien hay que añadir los terrenos incendiados regulados en la disp. adicional sexta 
TRLS/2008, ya que, dichos terrenos, con independencia de la prohibición de edificabilidad durante 30 
años, necesariamente ostentaban con anterioridad la condición de rurales. MARTÍNEZ MARTÍNEZ 
M., Medioambiente y…, op.cit., pág. 52.  
 
343
 Esta concepción amplia permite recuperar la categoría tradicional hasta la LS/1998 del suelo 
rústico común tal y como observa  DÍAZ LEMA, J.M., Nuevo derecho…, op.cit., pág. 100. Según 
FERNÁNDEZ TORRES,  la definición material de este suelo no difiere tampoco de la contenida en el 
art. 9.1 de la Ley 6/1998, pues, en ambos casos, descansa en la existencia de unos ciertos valores, cuya 
concurrencia en unos terrenos determinados exige que el planificador aparte dichos terrenos del 
proceso de transformación. El «como mínimo» y el «cuantos otros prevea la legislación de ordenación 
territorial y urbanística» con los que el artículo 12.2.a) comienza y termina juegan idéntico papel que 
el apartado 2 del art. 9 de la Ley 6/1998, FERNÁNDEZ TORRES, J.R., “El estatuto jurídico de la 
propiedad del suelo en la Ley 8/2007, de 28 mayo”, RUE, pág. 27. 
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otro, al establecer la referida cláusula residual y remitir, de forma implícita, al legislador 
autonómico la definición de los servicios urbanísticos que delimitan el concepto de suelo 
urbanizado. 
 
El problema fundamental que plantea esta norma (que, por cierto, mantiene la tradición 
anterior) no es otro que la identificación de los valores rurales cuando no exista norma 
sectorial protectora. En efecto, debe defenderse que no se trata de una potestad discrecional, 
sino de auténticos jurídicos indeterminados que exigen estar a las condiciones fácticas de 
cada caso concreto.  
 
Respecto a la inadecuación para el desarrollo urbano debe traerse a colación la doctrina 
emanada del Tribunal Supremo, entre otras, de la Sentencia de 24 de julio de 2008 (RJ 2008, 
4443), según la cual en el tipo de suelo no urbanizable que surge por su inadecuación para el 
desarrollo urbano, han de tomarse en consideración, para la preservación del suelo, diversas 
circunstancias y criterios en orden a valorar su adecuación, y cuya decisión corresponde al 
planificador urbanístico. Este juicio sobre la adecuación, participa de la naturaleza propia de 
la decisión discrecional y, por tanto, sujeta a control jurisdiccional por los tradicionales 
medios de control de este tipo de actividad (en términos similares la STS de 4 de julio de 
2007, RJ 2007\3754, exige la justificación suficiente de la inadecuación). 
 
¿Puede considerarse suelo rural al suelo urbano no consolidado? De nuevo la doctrina 
no mantiene una interpretación unánime sobre la cuestión.  
 
La doctrina mayoritaria344 defiende que, pese a la antinomia de denominar rural a un 
suelo urbano, todo apunta a que le faltará alguno de los requisitos exigidos por la LS/2008 y 
por la ley urbanística correspondiente para ser caracterizado como suelo urbanizado y, 
además, precisará de urbanización para cumplir los requisitos de conversión en suelo 
urbanizado.  
 
Otro sector345, en cambio, considera que el suelo urbano no consolidado se integra en el 
suelo urbanizado. Por último, otros autores346 sostienen que el suelo urbano no consolidado 
                                                 
344
 Cfr. DE GUERRERO MANSO, M.C.,”La ciudad existente: delimitación del suelo urbano y 
en situación de urbanizado”, op.cit., pág. 217. Esta autora, sin embargo, señala que pueden plantearse 
problemas en caso de expropiación o de responsabilidad por cambio de planeamiento por lo que se 
inclina por calificarla como una solución discutida. 
 
345




 GUTIÉRREZ COLOMINA, V., “El régimen jurídico estatal y autonómico…”, op.cit., págs. 
84-87. 
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puede ser considerado como suelo rural cuando se trate del tradicional suelo urbano 
consolidado por la edificación, es decir, los terrenos que no reúnen los servicios urbanísticos 
básicos y se incluye en el suelo urbanizado si se trata de terrenos que necesiten reformar o 
renovar la urbanización o que incrementen sus dotaciones. Esta polémica doctrinal se ha 
resuelto con el Real Decreto 1492/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueba el 
Reglamento de valoraciones de la Ley de Suelo, ya que, al enumerar los supuestos de suelo 
urbanizado, establece en su art. 2.1.b), el supuesto de inclusión de un terreno en un ámbito 
para el que el instrumento de ordenación prevea una actuación de reforma interior o de 
renovación urbana.347 
 
En definitiva, el legislador estatal propugna que un suelo está en la situación de rural 
cuando no cuenta real y efectivamente con todas las dotaciones y servicios urbanísticos de un 
núcleo de población o puede llegar a contar con ellos mediante la sola conexión a los ya en 
funcionamiento.348 Es así un concepto residual.  
 
Por otra parte, como ya se razonó anteriormente, el suelo de los núcleos rurales no se 
encuentra en la situación de rural. De esta forma, el TRLS/2008 aclara la doctrina 
jurisprudencial que se recoge en la STS de 16 julio 2009 (RJ 2010\500) y se decanta por la 
solución adoptada por una legislación autonómica minoritaria, de la cual, es su máximo 
exponente el art. 63.4 LSMurcia/2001. Sin embargo, el TRLS/2008 no resuelve las siguientes 
cuestiones:  
 
Primera: ¿deben estar integrados los núcleos rurales en la trama urbana? Esta 
problemática la abordan algunas leyes autonómicas, como por ejemplo el art. 136.1 LSUA, al 
no exigir la integración en la malla urbana349. Quizás la solución pueda venir de una 
interpretación amplia del concepto de trama urbana.350  
                                                 
 
347
 Las categorías de suelo urbano consolidado y no consolidado obedecen a un mandato legal 
autonómico por lo que no pueden ser alteradas por un plan urbanístico. Cfr., la Sentencia de 28 junio 
2012 JUR\2012\236616. Por otra parte, la STSJG de 4 de noviembre de 2010, LA LEY 255773/2010 
parece inclinarse por una doble exigencia para la consideración de un terreno como urbanizado: contar 
con las dotaciones y servicios que prevea la legislación autonómica y la integración en malla urbana.  
 
348
 El suelo rural en este caso está sometido a operaciones de transformación urbanística, de las 




 La STS de 23 de noviembre de 2004, RJ 2005\450 remitiéndose a una jurisprudencia 
consolidada afirma que “las facultades discrecionales que como regla general han de reconocerse al 
planificador para clasificar el suelo en la forma que estime más conveniente, tienen su límite en el 
suelo urbano, pues necesariamente ha de reconocerse esa categoría a los terrenos que hallándose en la 
malla urbana, por haber llegado a ellos la acción urbanizadora, dispongan de servicios urbanísticos 
(acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica) con 
las características adecuadas para servir a la edificación que sobre ellos exista o se haya de construir, o 
se hallen comprendidos en áreas consolidadas por la edificación, salvo que la existencia de tales 
servicios o la consolidación de la edificación hayan tenido su origen en infracciones urbanísticas y aun 




Segunda, ¿puede el legislador estatal imponer la situación básica de suelo rural? Para 
la STC 164/2001351 las pretensiones del legislador estatal de reducir la discrecionalidad del 
legislador autonómico a la hora de concretar la tipología clasificatoria del suelo no 
urbanizable realizada en el año 2000 podría ser inconstitucional. En otras palabras, sólo la 
conjunción de los dos criterios clasificatorios (incluido el derogado por Real Decreto-Ley 
4/2000) permitía mantener la constitucionalidad de la regulación estatal, precisamente porque 
así se mantenía un margen suficiente a las CCAA para ordenar un modelo urbanístico propio. 
En fin, el carácter impositivo de la preservación de estos suelos y, por ello, la obligación de 
clasificarles como suelo no susceptible de transformación urbanística (clasificación reglada), 
operaría siempre y en todo caso en el primer supuesto, es decir, en casos similares a los que 
tradicionalmente han caracterizado al suelo no urbanizable de especial protección. En estos 
supuestos la literalidad del art. 12.2.a) TRLS/2008 es exacta. Cáigase en la cuenta de que el 
precepto comienza afirmando que estarán en esta situación básica «en todo caso» el suelo 
                                                                                                                                                                       
le sea posible a la Administración imponer las medidas de restauración del orden urbanístico 
infringido. En suma, la clasificación de un suelo como urbano constituye un imperativo legal que no 
queda al arbitrio del planificador, pues éste ha de definirlo en función de la realidad de los hechos 
referidos a la existencia de servicios –o a la consolidación de la edificación–, a la suficiencia de 
aquéllos y a su inserción en la malla urbana».” Por su parte, la STS de 14 de diciembre de 2001, Roj: 
STS 9841/2001 destaca que “una vez que ha descartado que la parcela cuente con los servicios 
exigibles, por estar fuera de la malla urbana, rechaza también la sentencia que la misma se pueda 
clasificar como suelo urbano atendiendo al segundo criterio de poseer una ordenación consolidada en 
dos tercios de los espacios aptos para la misma”. A su vez la STS de 16 de junio de 2011, Roj: STS 
3978/2011 alude “al fenómeno  de las fincas rústicas que lindan por uno de sus lados con la carretera 
de acceso a una población y por la que discurren determinados servicios urbanísticos. En el lado de la 
finca en el que se produce la tangencia con la vía pública es posible afirmar la presencia de 
determinados servicios; pero el examen del terreno en su conjunto y teniendo en cuenta su entorno -en 
este caso se trata de una finca con un considerable fondo a contar desde la carretera, dato éste que el 
informe del Perito no señala, como tampoco el relativo a la superficie total de la finca- pone de 
manifiesto que no existe ligazón con el entramado urbano o, por utilizar la expresión acuñada en la 
jurisprudencia, inserción en la malla urbana.” En términos similares puede verse la STS de 14 de junio 
de 2012, RJ 2012\8259.  
 
350
 Esta es la solución que propone GUTIÉRREZ COLOMINA que incluso pone como ejemplo 
que no sería necesario tener un equipamiento escolar sino que sería suficiente poder acceder a dicho 
equipamiento con regularidad, estando cubierto con su acceso a la ruta de transporte escolar. 
GUTIÉRREZ COLOMINA,  V., “El régimen jurídico estatal y autonómico…”, op.cit., pág. 90. 
 
351
 AGUDO GONZÁLEZ señala que” en casos excepcionales la previa declaración de un 
espacio natural protegido no tiene por qué implicar la clasificación como suelo no urbanizable de 
especial protección de todo el ámbito territorial protegido”. Y así cita como ejemplos las Reservas de 
la Biosfera declaradas por la UNESCO (en las que la clasificación como suelo no urbanizable no sólo 
no tiene que ser reglada sino que en ocasiones es sencillamente imposible) y los núcleos urbanos 
incluidos en Parques Nacionales. Para este autor la remisión al planificador urbanístico de la decisión 
de la clasificación de suelo no urbanizable es contraproducente. (AGUDO GONZÁLEZ, J.: 
Incidencia de la protección del medio ambiente en los usos del suelo, Bosch, Barcelona, 2004, págs. 
418-420.) 
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preservado por la ordenación territorial y urbanística de su transformación mediante la 
urbanización, «que deberá incluir, como mínimo», los terrenos excluidos de dicha 
transformación por la legislación sectorial, territorial y urbanística. Consecuentemente, 
cuando las CCAA deban determinar qué clases de suelo se integran en esta situación básica, 
siempre y en todo caso deberán encontrarse los clasificados como suelo no urbanizable de 
especial protección, pues es imposible no categorizar a estos terrenos como suelos en 
situación básica rural preservada.  
 
Sin embargo, no se puede decir que quepa admitir una rigidez similar para el resto de 
los terrenos en situación básica rural preservada, esto es, aquellos cuya categorización 
depende de una valoración acerca de la concurrencia de alguno/s de los valores mencionados 
por el art. 12.2.a) TRLS/2008, así como y sobre todo con base en otros valores que «prevea la 
legislación de ordenación territorial o urbanística», en los términos del inciso final de ese 
mismo precepto. En estos otros supuestos la Ley descubre amplios márgenes de apreciación y 
valorativos a favor del legislador y del planificador urbanístico.  
 
Por tanto, la categorización de estos otros terrenos en situación básica rural preservada 
sigue dependiendo de una decisión discrecional, exactamente igual que en relación con el 
suelo no urbanizable común protegido por decisión del planificador urbanístico. En fin, las 
cosas siguen más o menos igual al panorama descrito bajo la vigencia de la LS/1998. 
 
A nivel autonómico, existen diversos ejemplos en que mediante ley se impuso la 
clasificación como suelo no urbanizable de determinadas zonas de valor medioambiental. La 
constitucionalidad de las medidas adoptadas y del mecanismo empleado fue ratificada por el 
Tribunal Constitucional.352  
                                                 
352
 La STC 28/1997, de 13 febrero, resolviendo la cuestión de inconstitucionalidad planteada 
por el TS, rechazó la inconstitucionalidad de las leyes cuestionadas, con tres importantes 
declaraciones, a saber: en primer lugar (FJ 5), la correlación existente entre la ordenación del territorio 
y el medio ambiente en el sentido de que han de coordinarse y armonizarse desde el punto de vista de 
su proyección territorial, condicionada entre ellos de modo que la ordenación del territorio pondere los 
efectos sobre el medio ambiente sin atraer hacia sí las normas relativas a la protección de la naturaleza 
(con cita de la STC 64/1982 y de la STC 36/1994). En segundo lugar, aunque la finalidad de una Ley 
sea la protección de un espacio natural y sus valores ecológicos, se trata de la competencia de 
ordenación del territorio, «ordenación que no puede ser en modo alguno ajeno el medio ambiente», 
pues «la Ley en cuestión no pretende abordar una protección integral de determinados espacios 
naturales, previniendo toda suerte de agresiones externas, sino muy singularmente su protección desde 
la perspectiva de la expansión urbanística, en una actuación característica de la ordenación del 
territorio y con particular recurso a las categorías básicas de la ordenación del urbanismo» (FJ 6, la 
negrita es nuestra). Y, en tercer lugar, el silencio de la Ley sobre una fórmula reparadora de 
compensación no puede ser considerado como una exclusión vulneradora de lo dispuesto en el artículo 
33.3 CE, sino que ha de entenderse que ese extremo quedará sometido a la normativa general del 
ordenamiento jurídico sobre la responsabilidad patrimonial por actos de los poderes públicos que 
procede otorgar a quienes, por causa de interés general, resulten perjudicados en sus bienes y derechos 
(FJ 7). 
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En resumidas cuentas, y tal y como señala MARTÍN REBOLLO353, del TRLS/2008 se 
pueden extraer dos conclusiones: 
 
1ª. Impone, como mínimo, un tipo de suelo rural, el aludido en el artículo 12.2, letra 
a), al que hay que añadir el que prevea la legislación de ordenación territorial y urbanística, lo 
que deja un amplio margen al legislador autonómico, tanto para decidir qué es suelo rústico y 
qué se puede hacer excepcionalmente, motivadamente, en el suelo que no sea el 
absolutamente protegido por leyes sectoriales. 
 
2ª. Permite que la legislación urbanística distinga entre diferentes tipos de suelo 
rústico con diferentes grados de protección lo que ratifica lo que algunas Comunidades 




6. Utilización del suelo rural  
 
 
A este aspecto el TRLS/2008 dedica su art.13, y diferencia entre usos normales y usos 
excepcionales354. Pese a la no consideración como ley urbanística, así como al enfoque 
positivo de su definición, sigue anclada en una visión agrarista355 del suelo rural. En 
consecuencia, el TRLS/08 subraya el destino agrícola, ganadero y forestal. Sin embargo, no 
                                                 
353
 MARTÍN REBOLLO, L.:“Suelo rústico o no urbanizable”,…, op.cit., pág. 609. 
 
354
 ALLI ARANGUREN, J. C. y ALLI TURRILLAS, J.C.: Estudio Sistemático del Texto 
Refundido de la Ley de Suelo (Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio), Dykinson, Madrid, 
2008, pág. 414, consideran que el régimen vigente es más restrictivo que el de la LS/1998 porque no 
sólo se refiere a actos concretos sino porque no se podrán implantar actividades industriales y 
terciarias al exigir la norma que sólo cabe el emplazamiento en suelo rural cuando contribuyan a la 
ordenación y desarrollo rurales y necesariamente hayan de emplazarse en este suelo. Por su parte, 
ARGULLOL i MURGADÁS sostiene que “en el suelo no urbanizable la regulación sustancial de usos 
que puede acoger hacerse en la propia ley al no contemplarse que preceptivamente su ordenación deba 
establecerse en planes urbanísticos. La existencia de éstos es, en este tipo de suelo, facultativa.” 
(ARGULLOL  i  MURGADÁS, E.,  La Ley 8/2007, una nueva…, op.cit., pág. 52.En relación a los 
usos excepcionales previstos en la derogada LS/1998 BUSTILLO BOLADO y MENÉNDEZ 
SEBASTIÁN recuerdan que la legislación autonómica puede ser menos rígida que la norma estatal en 
los suelos no urbanizables de régimen común según se deprende de la STC 164/2001 (F.J. 31). 
BUSTILLO BOLADO, R. O. y MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. en Desarrollo rural y gestión 
sostenible del monte, Iustel, Madrid, 2005, págs. 69-70.  
 
355
 Prueba evidente de ello es la asunción de la regla tradicional del Derecho civil consistente en 
la prohibición de las parcelaciones urbanísticas: están prohibidas las parcelaciones urbanísticas de los 
terrenos en el suelo rural, salvo los que hayan sido incluidos en el ámbito de una actuación de 
urbanización en la forma que determine la legislación de ordenación territorial y urbanística.  
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es menos cierto que también contempla usos que se pueden apartar, siquiera sea parcialmente, 
de su naturaleza tales como el cinegético aunque siempre respetando el principio 
constitucional de la utilización racional de los recursos naturales.  
 
A destacar que la norma urbanística remite a las leyes sectoriales y a los planes de 
ordenación territorial y urbanística, lo que puede traer como consecuencia la autorización de 
usos distintos a los señalados anteriormente. De hecho, tanto la legislación estatal tradicional 
como la legislación autonómica contemplan una gama variada de usos de los que podrían 
destacarse los denominados aprovechamientos atípicos que, al hilo de las actuaciones de 
interés público, contemplan usos industriales, por ejemplo, Aragón y Asturias. (En Navarra 
cuando se autorizan estos usos el art. 114.3 LOTUNavarra/2002 asimila al suelo no 
urbanizable con el suelo urbanizable sectorizado a efectos de los deberes de urbanización y 
cesión de aprovechamiento.) 
 
Sin embargo, debemos resolver la siguiente pregunta: ¿qué sucede con la utilización 
edificatoria del suelo rural? Se trata de una cuestión compleja porque el art. 13 TRLS/2008 es 
de un tenor análogo al derogado art. 20 LS/1998, en relación al cual la doctrina se encontraba 
dividida.356  
 
Obviamente, esta vinculación tal y como se enunció en los términos anteriores debe 
ser ponderada por el legislador y por el planificador, pudiendo, en ocasiones, suponer la 
práctica desaparición del ius aedificandi, en cualquiera de sus modalidades, es decir, no sólo 
residenciales sino también con destinos agropecuarios siempre que sea congruente con el 
nivel de protección de los terrenos. Atendiendo a los valores concurrentes, el planeamiento 
teniendo en cuenta la legislación autonómica y de forma reglada, deberá determinar las 
actividades permitidas y su forma de ejercicio.357 
                                                 
356
 Cfr., PRATS RAMÓN, V.:” Regulación jurídico-urbanística del uso de vivienda familiar en 
suelo rústico”, RDUMA, núm. 249, págs. 77-128. Para este autor “la posibilidad de implantar una 
vivienda desvinculada de la actividad agrícola, ganadera, forestal, cinegética o cualquier otra 
vinculada al uso racional de los recursos naturales, no está garantizada dentro el marco de la 
legislación básica estatal, sino que como mucho, es un derecho adicional atribuido por el legislador 
autonómico que, en último término, también debe ser previsto por el planeamiento urbanístico.” El 
referido autor, en base al principio de desarrollo sostenible, cuestiona la admisibilidad del uso 




 Esto significa que el TRLS/2008 diferencia entre usos rurales (la explotación agropecuaria o 
forestal del suelo, que será el uso ordinario por excelencia; -la construcción de edificaciones 
vinculadas a la explotación agropecuaria.) y usos cuasi-urbanísticos (construcciones e instalaciones de 
interés social o utilidad pública que hayan de emplazarse en el medio rural; infraestucturas y 
dotaciones públicas; -vivienda unifamiliar aislada que no forme núcleo de población, a autorizar sólo 
en el suelo no urbanizable de preservación o común; - en el suelo rural. Los núcleos rurales típicos se 
incluyen en el suelo urbanizado. Para un estudio detallado del uso realizado por la propia 
Administración Pública que se concreta fundamentalmente en obras públicas e infraestructuras, cfr. 




¿Existe base legal para considerar que el TRLS/2008 diferencia entre suelo rural 
ordinario y suelo rural de especial protección? Se trata de una cuestión polémica en la que no 
existe unanimidad doctrinal358. La preocupación del legislador se centra en establecer que, sin 
perjuicio del régimen general, la utilización de los terrenos con valores ambientales, 
culturales, históricos, arqueológicos, científicos o paisajísticos que sean objeto de protección 
por la legislación aplicable, quedará siempre sometida a la preservación de dichos valores, y 
comprenderá únicamente los actos de alteración del estado natural de los terrenos que aquella 
legislación expresamente autorice.  
 
Obsérvese, por una parte, que se requiere una norma con rango de ley para 
cualesquiera actos de alteración lo que supone una sobreprotección de estos suelos y un 
cambio de modelo normativo. Por otra parte, y como señala GUTIÉRREZ COLOMINA359, la 
norma no se refiere a los usos compatibles. En consecuencia, no parece que el legislador 
estatal implante un régimen jurídico uniforme para todos los terrenos incluidos en la situación 
de rural aunque, entiendo que sigue plenamente vigente la postura jurisprudencial tradicional 
relativa al carácter reglado del suelo de especial protección  (por todas, STS de 27 de 
noviembre de 2009, Roj: STS 7155/2009).  
 
Más en concreto,  particulariza el suelo incluido en la Red Natura 2000, dotándole de 
una protección reforzada al señalar que sólo podrá alterarse la delimitación de los espacios 
naturales protegidos o de los espacios incluidos en la Red Natura 2000 (reduciendo su 
superficie total o excluyendo terrenos de los mismos) cuando así lo justifiquen los cambios 
provocados en ellos por su evolución natural, científicamente demostrada. La alteración 
deberá someterse a información pública, que en el caso de la Red Natura 2000 se hará de 
forma previa a la remisión de la propuesta de descatalogación a la Comisión Europea y la 
                                                                                                                                                                       
BARREDA BARBERÁ, J., La ordenación jurídica del suelo no urbanizable, op.cit., págs. 202-213. 
Para SANTOS DÍEZ y CASTELAO RODRÍGUEZ, corresponde a la ley autonómica, dentro del 
marco de la legislación básica estatal, concretar las posibilidades de edificación en suelo no 
urbanizable. SANTOS DÍEZ, R. y CASTELAO RODRÍGUEZ, J., “Utilización del suelo rural”, en 
SÁNCHEZ GOYANES, E., Ley de Suelo. Comentario sistemático del Texto Refundido de 2008, La 
Ley, Madrid, 2009, pág. 545.  
 
358
 RAMÍREZ SÁNCHEZ es partidario de la no diferenciación pues señala que el legislador 
utiliza los términos proteger y preservar con el mismo significado. RAMÍREZ SÁNCHEZ, J. M., 
“Bases del régimen del suelo”, en Comentarios…, op.cit., págs. 274-275.  Por el contrario, BAÑO 
LEÓN considera que la distinción entre suelo rural protegido y no protegido está implícita en el 
TRLS/08 si bien considera aconsejable que el Estado estableciera, en su legislación, la delimitación de 




 GUTIÉRREZ COLOMINA V., “El régimen jurídico estatal y autonómico…”, op.cit., pág. 
102.  
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aceptación por ésta de tal descatalogación.360 El cumplimiento de lo previsto en los párrafos 
anteriores no eximirá de las normas adicionales de protección que establezca la legislación 
aplicable.361  
 
A su vez, el legislador estatal permite también un uso excepcional del suelo rural. En 
efecto, parece seguir manteniendo las clásicas excepciones de carácter edificatorio aunque no 
se refiere expresamente al uso de vivienda. Así, previa remisión al procedimiento y a las 
condiciones previstas en la legislación de ordenación territorial y urbanística, legitima actos y 
usos362 específicos que sean de interés público y social por su contribución a la ordenación y 
el desarrollo rurales o porque hayan de emplazarse en el medio rural.  
 
Repárese en que la LS/1998 sólo exigía un interés público. De todas formas, ¿cómo 
debe interpretarse el interés público o social? Una primera aproximación a estos conceptos 
jurídicos indeterminados, podría conducir a una interpretación más restrictiva que la existente 
con la legislación anterior puesto que es preciso que el uso edificatorio esté vinculado a la 
ordenación y al desarrollo rural lo que parece excluir cualquier tipo de uso constructivo.363 
Sin embargo, puede defenderse la tesis contraria si advertimos que el nuevo precepto legal 
también autoriza actuaciones que «por su contribución a la ordenación y el desarrollo 
                                                 
360
 Para RAMÍREZ SÁNCHEZ se trata de una norma impropia de la legislación de régimen del 




 Cfr., GARCÍA URETA, A., “Urbanismo y Red Natura 2000. Ley 8/2007 y alteración de 
zonas protegidas”, RVAP, núm. 78-2007, págs. 151-152. Este autor critica la decisión adoptada por el 
art, 13. 4 LS/2007 porque “el legislador español se refiere a las zonas de la Red Natura 2000, lo que 
implica la inclusión de las ZEPAs. Sin embargo, éstas no aparecen mencionadas en el art. 9 de la 
Directiva 92/43. (…) la Ley 8/2007 no puede incluir en sus previsiones a los LICs, al no hacerlo el art. 
9 de la Directiva 92/43. Otra diferencia apreciable entre lo dispuesto en el art. 13.4 LS y la Directiva 
92/43 es que el legislador estatal ha limitado el alcance de la norma comunitaria, al referirse sólo a 
reducciones de superficies pero no a la desclasificación de zonas completas. Esta opción se encuentra 
amparada en el art. 176 TCE. Respecto a la Red Natura debe traerse a colación la doctrina emanada de 
la STS de 8 de junio de 2012, Roj: STS 4027/2012, según la cual “en la normativa procedimental 
citada, no se observa que se establezca que la designación primera por las Comunidades Autónomas 
de los ámbitos LIC debe efectuarse por norma con rango de Ley, sin que, insistimos, la recurrente cite 
precepto alguno que apoye tal conclusión, careciendo, por otra parte, de lógica, pues como sabemos 
tal designación tiene carácter provisional y a reserva de las comprobaciones y su posterior aprobación 
definitiva por la Comisión.”  
 
362
 La ley utiliza la expresión “actos y usos” modificando el concepto utilizado por la LS/1998 
de “actuación” y zanja las posibles dudas surgidas en la LS/1998 acerca de si este último concepto, 
esto es, la “actuación”, engloba la edificación y uso del suelo. 
 
363
 BAÑO LEÓN entiende que la posibilidad de explotación urbanística aislada del suelo rural 
resulta explícitamente de la interpretación conjunta de los artículos 9.2 y 8 b) TRLS/2008 con lo que 
se supera la concepción tradicional del uso excepcional urbanístico del suelo no urbanizable. BAÑO 
LEÓN  J.M., Derecho Urbanístico Común, op.cit., pág. 345. 
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rurales», no tengan que emplazarse necesariamente en ese medio. En consecuencia, 
asumiendo la conformidad con la naturaleza propia de este suelo, se podrán permitir usos que 
no estén directamente vinculados a los destinos propios del sector primario.  
 
Por ello resulta interesante acudir a la jurisprudencia en la que destaca la STS de 30 de 
octubre de 1995, RJ 1995\7712. Según el alto Tribunal, debe primar “la naturaleza y finalidad 
del uso a que se va a destinar la construcción”, pues otorgar relevancia a la mera escasez de 
suelo urbano o urbanizable para la implantación de ciertos usos supone avalar lo coyuntural 
aún en contra de los fines del suelo no urbanizable, y porque tal situación, en última instancia, 
puede ser superada a través de la oportuna modificación del planeamiento (STS de 14 de abril 
de 2004, RJ 2004\2688).364 En definitiva, y como conclusión, cabe destacar que los dos 
parámetros anteriores no deben ser concurrentes.365 
 
En este orden de consideraciones, propugnamos, en suma, la utilización urbanística 
del suelo rural, si bien, dentro del marco de la legislación estatal que no puede imponer una 
lista tasada de aprovechamientos. En efecto, no compartimos una interpretación restrictiva de 
dichos usos por más que la LS/1998, antecedente del texto vigente, suprimió toda referencia a 
las edificaciones aisladas destinadas a vivienda familiar, no vinculadas a una explotación 
rural o a una obra o servicio público o de interés general quizás influenciada por la visión de 
la STC 61/1997 que se refiere al suelo no urbanizable como aquel suelo sobre el que recae 
una prohibición general de usos edificatorios. El carácter excepcional de actos y usos 
específicos no puede implicar la desaparición de los variados aprovechamientos previstos en 
las leyes autonómicas. Además el TRLS/2008 reconoce el derecho de erigir instalaciones y 
construcciones que, estando legalmente permitidas, no tengan el carácter legal de edificación, 
es decir, que no se trate de edificaciones permanentes.  
 
                                                 
364
 Para la STS de 28 diciembre 2005, RJ\2006\2043, F.J.”2º (…), no resulta dudoso que una 
instalación de las características de las EDARs deba ubicarse en suelo no urbanizable. En 
consecuencia, ha de rechazarse la fundamentación que se contiene en la sentencia de instancia que 
impone la necesidad de acreditar que una EDAR ha de ubicarse en un entorno rural, o, dicho de otra 
forma, en suelo no urbanizable; se trata, mas bien, de lo contrario: como regla general –y con la 
posibilidad de excepciones–, urbanísticamente, la ubicación natural de las EDARs será el suelo no 
urbanizable.” La valoración de la necesidad de emplazar la actividad en el medio rural también ha 
sido perfilada con precisión por los tribunales. En definitiva, la necesidad de emplazamiento en el 
medio rural puede producirse, de un modo directo y positivo, cuando la naturaleza de la actividad a 
desarrollar queda conectada con los fines propios del suelo rústico, pero también, por una vía 
indirecta, negativa o, por consecuencia, cuando las características de la actividad de utilidad pública o 
interés social sean rechazadas por el suelo urbano. 
 
365
 PAREJA i LOZANO considera que estos requisitos se debían exigir de forma conjunta 
puesto que de lo contrario se vulnera el principio constitucional de utilización racional del suelo como 
recurso natural. PAREJA i LOZANO C., “El suelo en situación rural”, en GARCÍA-ÁLVAREZ 
GARCÍA, G., (Dir.), El nuevo …, op.cit., pág. 94 
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Respecto a los deberes de los propietarios de suelo rural el TRLS/2008 recoge el de 
conservación así como los derivados de usos urbanísticos y de la participación en las 
actuaciones de urbanización.366  
 
En el otro plato de la balanza se encuentra el suelo rural no permanente que, como es 
obvio, no puede disfrutar del mismo régimen jurídico, puesto que son terrenos susceptibles de 
transformación urbanística. Antes de comentar sucintamente, el nuevo régimen legal es 
preciso indicar que el suelo urbanizable se equipara al suelo urbanizado sólo cuando han 
terminado las obras de urbanización, por lo que, ya no es determinante la existencia de un 
plan urbanístico de desarrollo en vigor. Así, desde que los terrenos queden incluidos en el 
ámbito de una actuación de urbanización, únicamente podrán realizarse en ellos:  
 
a) Con carácter excepcional367, usos y obras de carácter provisional368 que se autoricen 
por no estar expresamente prohibidos por la legislación territorial y urbanística o la 
sectorial.369 Estos usos y obras deberán cesar y, en todo caso, ser demolidas las obras, sin 
derecho a indemnización alguna, cuando así lo acuerde la Administración urbanística.370 
Como novedad, la eficacia de las autorizaciones correspondientes, bajo las indicadas 
condiciones expresamente aceptadas por sus destinatarios, quedará supeditada a su constancia 
en el Registro de la Propiedad, de conformidad con la legislación hipotecaria. El 
arrendamiento y el derecho de superficie de estos terrenos, o de las construcciones 
provisionales que se levanten en ellos, estarán excluidos del régimen especial de 
arrendamientos rústicos y urbanos, y, en todo caso, finalizarán automáticamente con la orden 
de la Administración urbanística acordando la demolición o desalojo para ejecutar los 
proyectos de urbanización. En estos supuestos no resultará aplicable lo establecido respecto 
de los derechos de realojamiento y retorno. 
                                                 
366
 Cfr., GARCÍA DE ENTERRÍA, E., y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Curso de 
Derecho Administrativo II, Thomson-Civitas, 12ª edición, Cizur Menor, 2011, pág. 32 que diferencian 
con nitidez entre deberes  en sentido estricto y obligaciones. En nuestro caso se trataría de deberes 
antes de su concreción mediante órdenes de ejecución. 
 
367
 Recuérdese que la excepcionalidad debe ser motivada. La autorización no es discrecional 
sino reglada. Para dilucidar la procedencia del otorgamiento de licencias provisionales, la 
jurisprudencia ha utilizado criterios basados en: (a) la inminencia o lejanía de la ejecución del 
planeamiento; (b) la posibilidad de desmontar, trasladar e instalar de nuevo los elementos de la obra 
provisional; y (c) la importancia económica de la construcción, caso de que por no ser posible su 
traslado y nuevo aprovechamiento sea necesaria su demolición. 
 
368
 La provisionalidad es predicable del uso u obra. 
 
369
 Es indiferente que estén prohibidos por el planeamiento. 
  
370
 Son autorizaciones revocables no sometidas al régimen de revisión previsto para los actos 
nulos y anulables. 
 




b) Obras de urbanización cuando concurran los requisitos para ello exigidos en la 
legislación sobre ordenación territorial y urbanística, así como las de construcción o 
edificación que ésta permita realizar simultáneamente a la urbanización. La prohibición de 
realizar parcelaciones urbanísticas en este suelo presenta una salvedad destacable, ya que se 
trata de los terrenos que no hayan sido incluidos en el ámbito de una actuación de 
urbanización según la legislación correspondiente. No obstante, la legislación de ordenación 
territorial y urbanística puede autorizarlas de forma expresa. 
 
En la economía del TRLS/2008, es preciso advertir que continúa la senda iniciada por 
la legislación estatal precedente, confirmada por la legislación autonómica, en cuanto a la 
limitación de las facultades de disposición en el suelo rural. Así, en su art. 17.2  exige que en 
la autorización de escrituras de segregación o división de fincas, los notarios exigirán para su 
testimonio, la acreditación documental de la conformidad, aprobación o autorización 
administrativa a que esté sujeta, en su caso, la división o segregación conforme a la 
legislación que le sea aplicable. El cumplimiento de este requisito será exigido por los 
registradores para practicar la correspondiente inscripción. Los notarios y registradores de la 





7. La expropiación-sanción, la venta forzosa y la sustitución forzosa  
 
 
Desde su implantación, por los arts. 143 y siguientes LS/1956, la venta forzosa está 
vinculada al deber de edificación, si bien, posteriormente se extendió al deber de 
rehabilitación, a diferencia de la expropiación forzosa que, no sólo se contempla para forzar 
al propietario al cumplimiento de ambos deberes, sino para el incumplimiento de la función 
social de la propiedad.371 La razón de tratar ambas instituciones (a las que hay que sumar la 
sustitución forzosa de origen autonómico) en este trabajo, obedece a que, de una parte, 
entiendo que puede concurrir el deber de edificación en suelo rural; y, de otra parte, a que, 
como señala el Tribunal Constitucional, el incumplimiento de un deber básico del propietario 
                                                 
371
 Como advierte RAZQUIN LIZARRAGA, el legislador autonómico y la entidad local, ante el 
incumplimiento de la función social de la propiedad, podrán optar entre la expropiación forzosa, la 
venta forzosa, la sustitución forzosa y aquellas otras que fije la legislación autonómica. RAZQUIN 
LIZARRAGA, M.Mª., en ENÉRIZ OLAECHEA, F, J. y BELTRÁN AGUIRRE, J., L. (Dirs.), 
Comentarios a la Ley del Suelo. Ley 8/2007, de 28 de mayo, directores, Thomson-Aranzadi, 
Pamplona, 2008, págs. 489-490. 
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constituye una causa expropiandi que justifica la competencia estatal de acuerdo con el art. 
1491.1. CE372  
 
En efecto, el plan territorial y el plan urbanístico pueden obligar, tras una adecuada 
ponderación del interés público preferente, a los propietarios de suelo rural a que realicen un 
uso urbanístico del suelo que se puede materializar en instalaciones y construcciones o en 
edificaciones a ejecutar dentro de un plazo determinado. Sin embargo, de una primera 
aproximación al texto del TRLS/2008 se podría llegar a una conclusión distinta. En este 
sentido, el art. 36 (respecto de la venta y de la sustitución forzosa) sólo se refiere al 
incumplimiento de los deberes de edificación o rehabilitación previstos en la Ley.  
 
Esta conclusión, que no puede aceptarse porque dejaría fuera la mayor parte de 
deberes que integran la vertiente pasiva del propietario del suelo, se puede salvar si tenemos 
en cuenta que el art. 37.2 se refiere al “incumplimiento de deberes del régimen de la 
propiedad del suelo”.373 
  
Por otra parte, el legislador estatal establece una garantía para el propietario: el 
derecho de propiedad del suelo nunca podrá ser minorado por la legislación reguladora de la 
ordenación territorial y urbanística en un porcentaje superior al 50 por ciento de su valor, 
correspondiendo la diferencia a la Administración. El incumplimiento de los deberes de la 






                                                 
372
 Cfr. el F.J. 30 de la STC 61/1997. Recuérdese que para el Tribunal Constitucional la 
expropiación-sanción carece de finalidad punitiva y no es propiamente una sanción (STC 319/1993, 
de 27 de octubre, RTC 1993\319). Esta también es la postura que mantiene un sector de la doctrina si 
bien sólo cuando se produce una disminución en la indemnización expropiatoria estamos realmente en 




 Un sector de la doctrina mantiene una tesis intermedia. Así DE ASÍS ROIG sostiene que los 
procedimientos de expropiación, venta o sustitución forzosa se pueden aplicar al incumplimiento de 
los deberes de construcción en suelo urbanizado y en suelo rural sujeto a operaciones de nueva 
urbanización cuando la legislación prevea la urbanización y edificación simultánea y al 
incumplimiento del deber de rehabilitación con independencia de la situación del suelo. DE ASÍS 
ROIG, A.:”Función social de la propiedad y gestión del suelo”, Ciudad y Territorio, Estudios 
Territoriales, núm. 152-153, 2007, págs. 366-387.  
 
374
 Cfr. el art. 15 LUrbanismoAragón/1999 que establece que si transcurre el plazo fijado sin 
que se inicie la ejecución de la urbanización, el plan podrá prever la desclasificación de dicho suelo. 
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Sin perjuicio de lo que diremos a propósito del reparto competencial en el capítulo 
tercero, adelantemos que el régimen jurídico de la valoración del suelo es competencia 
exclusiva estatal375. El fundamento constitucional, según advierte la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 61/1997, se encuentra, de una parte, en la fijación de los criterios de 
determinación del justiprecio (art. 149.1.18 CE), y, de otra parte, en las condiciones básicas 
del contenido del derecho de propiedad (art. 149.1.1 CE)376. Pero, y a mayor abundamiento, 
el Tribunal Constitucional considera que los citados títulos también legitiman al Estado para 
regular las valoraciones urbanísticas aunque estén desconectadas (...) de la operación 
expropiatoria y, en consecuencia, de la misma determinación del justiprecio (transferencias de 
aprovechamientos urbanísticos; indemnización por alteración del planeamiento; etc.) (STC 
61/1997, F.J. 19).377  
                                                 
375
 Lo anterior no impide que, desde el punto de vista fiscal, las Comunidades Autónomas 
puedan introducir normas específicas en relación a sus propios impuestos. Esto es lo que sucede, por 
ejemplo, en la Comunidad Autónoma de Galicia con lo previsto en la  Orden de 28 de julio 2011, por 
la que se aprueban los precios medios en el mercado de determinados inmuebles rústicos y urbanos 
situados en la Comunidad Autónoma de Galicia para los ejercicios 2010 y 2011. A propósito del suelo 
rural, esta orden no se aplica a las parcelas que, en las normas reguladoras del catastro inmobiliario, 
tengan la consideración de urbanos o de características especiales, salvo las que estén en suelo de 
núcleo rural o asimilados, que se podrán valorar por los precios medios de rústica de esta orden 
siempre que no estén incorporados a los callejeros de urbana por su desarrollo urbanístico; las parcelas 
que se encuentren en suelo urbanizable o asimilados, o bien que se encuentren en futuras zonas de 
expansión de los núcleos urbanos; las parcelas de más de 100.000 m2 y a las parcelas que incluyan 
mejoras (piscinas, construcciones de madera, etc.). Respecto a la categoría de bienes de características 
especiales como categoría distinto de la de bienes urbanos y de la de bienes rústicos puede verse la 
SAN (Sala de lo Contencioso-Administrativo) de  20 de junio de 2012, Roj: SAN 2597/2012. 
  
376
 El Real Decreto 1492/2011 se ampara igualmente en la competencia exclusiva del Estado en 
materia civil, ex art. 149.1.8 CE. Cfr. su disp. final primera. Por otra parte, según el dictamen del 
Consejo Económico y Social de 26 de junio de 2006, el sistema de valoración  equilibra la definición 
de un precio justo para el propietario con la supresión de las expectativas derivadas de la mera 
asignación de usos y edificabilidades en el futuro y  considera que el texto debe regular en las 
valoraciones los perjuicios, el rendimiento de la parte no expropiada. Por el contrario, la enmienda de 
devolución presentada por el Grupo Popular en el Congreso, señala que “se considera inaceptable la 
supresión de la referencia al método de comparación y al valor de mercado en la valoración del suelo 
rural, y de la referencia  al valor de repercusión de las Ponencias de Valores Catastrales y al de 
repercusión corregido por la normativa técnica de valoración catastral, lo cual supone una 
discrecionalidad, injusta y poco acorde con el principio de seguridad jurídica.”  
377
 Recuérdese que el Tribunal Constitucional ya había establecido en su Sentencia 37/1987, de 
26 de marzo (F. J. 6), en relación al alcance de la competencia estatal en materia de legislación sobre 
expropiación forzosa que: “El constituyente ha pretendido que exista una regulación general de la 
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En definitiva, y en palabras de la STC 14/2007 de 18 enero, F. J. 6:”A  este respecto, 
no conviene olvidar que este Tribunal ya descartó en la STC 61/1997, de 20 de marzo,  que la 
valoración correspondiera a la exclusiva competencia de las Comunidades Autónomas debido 
a las relaciones que dicha valoración tiene con los títulos competenciales estatales derivados 
de los arts. 149.1.1 y 149.1.18 CE. En la medida en que las valoraciones urbanísticas fijan 
cuantitativamente el contenido de la propiedad inmueble de cada dueño, y teniendo presente 
que ya hemos señalado (STC 61/1997, de 20 de marzo, F.J. 19) que los criterios de valoración 
urbanística de los suelos sujetos a planeamiento no pueden quedar desvinculados de los 
criterios de valoración aplicables a esos mismos suelos cuando quedan afectos a un 
expediente expropiatorio, la identidad de criterios de valoración constituye un elemento clave 
para lograr la igualdad de los propietarios de inmuebles urbanos en todo el territorio nacional, 
puesto que de esta forma se atiende a la garantía del justiprecio y a la previsión de criterios de 
evaluación uniformes en todo el territorio del Estado.378  
 
Precisamente por eso, una norma que establece una garantía mínima otorgada por el 
legislador de un determinado valor urbanístico en defecto de planeamiento entronca tanto con 
el art. 149.1.18 CE, en su vertiente relativa a la fijación de criterios de valoración del suelo a 
efectos expropiatorios, como con el art. 149.1.1 CE, en cuanto que la valoración se halla 
directamente relacionada con las condiciones básicas del derecho de propiedad, lo que 
determina que, en ambos casos, sea el Estado el competente para establecerla.” Por lo demás, 
los criterios de valoración siempre estuvieron vinculados al estatuto del suelo, es decir, la 
técnica de la clasificación se complementaba con las reglas de valoración implantadas por el 
legislador.  
                                                                                                                                                                       
institución expropiatoria —incluso en sus diversas variantes, pues tampoco es hoy la expropiación 
forzosa una institución unitaria— en todo el territorio del Estado. Y para ello ha reservado en 
exclusiva al Estado la competencia sobre la legislación de expropiación (artículo 149.1.18 de la 
Constitución) y no simplemente, como en otras materias, la competencia para establecer las bases o la 
legislación básica… la uniformidad normativa impuesta por la Constitución supone la igual 
configuración y aplicación de las mencionadas garantías expropiatorias en todo el territorio del Estado 
y, por ende, el estricto respeto y cumplimiento de los criterios y sistema de valoración del justiprecio y 
del procedimiento expropiatorio establecidos por Ley estatal para los distintos tipos o modalidades de 
expropiación. De este modo, la competencia exclusiva que al Estado reserva el art. 149.1.18 impide 
que los bienes objeto de expropiación puedan ser evaluados con criterios diferentes en unas y otras 
partes del territorio nacional y que se prive a cualquier ciudadano de alguna de las garantías que 
comporta el procedimiento expropiatorio”. 
 
378
 Destaca ALLI ARANGUREN que la determinación de las valoraciones urbanísticas 
constituye un elemento de igualdad. ALLI ARANGUREN, J.C., “Las valoraciones en la ley 8/2007, 
de 28 de mayo, de suelo”, en V.V.A.A., El Derecho Urbanístico del siglo XXI. Libro homenaje al 
profesor Martín Bassols Comas, T. I, Urbanismo y vivienda, Ed. Reus, Madrid, 2008, pág. 31. Para 
una visión histórica de los diferentes sistemas de valoración, cfr., LLORENS FERRER, M., “La 
evolución histórica de las valoraciones del suelo en el Derecho Urbanístico español contemporáneo”, 
en TRAYTER JIMÉNEZ, J.M., (Dir.), La aplicación del sistema de valoraciones de la Ley de Suelo, 
Atelier, Barcelona, 2011, págs. 163-230. 
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Sin embargo, y pese a la mencionada doctrina constitucional, el legislador estatal de 
2007-2008, se inclina por establecer una serie de reglas uniformes de valoración 
desconectadas de la clasificación de suelo, y, para ello, debe valerse de la técnica de las 
situaciones básicas del suelo que, como se sabe, se refieren a la situación fáctica de los 
terrenos.379  
 
La motivación que ha llevado al legislador a esta solución, y que yo no comparto, es 
considerar que una clasificación estatal del suelo es tanto como imponer a las Comunidades 
Autónomas un modelo territorial y urbanístico. Esta normativa legislativa ha sido 
desarrollada  por el Real Decreto 1492/2011, de 24 de octubre, al establecer los métodos de 
valoración de las dos situaciones básicas380. Nos centraremos en el suelo rural, respecto del 
cual, la ley considera desprovisto de aprovechamiento urbanístico, debidamente 
patrimonializado por sus propietarios, y, en consecuencia, establece un principio general 
consistente en que no podrán considerarse expectativas derivadas de la asignación de 
edificabilidades y usos por la ordenación territorial o urbanística que no hayan sido aún 
plenamente realizados381. En este orden de consideraciones, es preciso igualmente poner de 
manifiesto que las reglas implantadas por el TRLS/2008, concretamente en su art. 21.1, no 
son de aplicación para cualesquiera valoraciones. En efecto sólo rigen aquellas que estén 
relacionadas con la verificación de las operaciones de reparto de beneficios y cargas u otras 
precisas para la ejecución de la ordenación territorial y urbanística en las que la valoración 
determine el contenido patrimonial de facultades o deberes propios del derecho de propiedad, 
en defecto de acuerdo entre todos los sujetos afectados, la fijación del justiprecio en la 
expropiación, cualquiera que sea la finalidad de ésta y la legislación que la motive, la fijación 
del precio a pagar al propietario en la venta o sustitución forzosas y la determinación de la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública. Lo anterior trae como 
                                                 
379
 Frente a este modelo se muestra crítico FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ. Para este profesor 
nadie compra hoy un suelo en situación de rústico por el valor resultante de la renta que produce o 
puede producir por la potísima razón de que en la inmensa mayoría de los casos esa renta es cero o un 
valor muy próximo a cero y el único valor del suelo rústico hoy es el valor-ocio. FERNÁNDEZ 
RODRÍGUEZ  T.R., “La nueva Ley 8/2007…”, op.cit., pág. 11. 
 
380
 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ se muestra en disconformidad con la remisión de la ley al 
reglamento en materia de valoración del suelo. Así manifiesta que se trata de una remisión en blanco a 
una norma reglamentaria de los criterios determinantes del valor del derecho de propiedad lo cual no 
es constitucionalmente admisible FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ  T.R., “La nueva Ley 8/2007…”, 
op.cit., pág. 13. 
 
381
 Suscribo la apreciación de JIMÉNEZ DE CISNEROS según la cual si tales usos o 
edificabilidades ya se han materializado, no estaremos en presencia de expectativas sino de verdaderos 
derechos o facultades incorporados al patrimonio del sujeto lo que parece remitir a la valoración del 
suelo urbanizado. JIMÉNEZ DE CISNEROS F., J., “Régimen de las valoraciones en la ley 8/2007, de 
28 de mayo, de suelo”, en GARCÍA-ÁLVAREZ GARCÍA G., (Dir.), El nuevo Régimen del Suelo, 
Gobierno de Aragón, Zaragoza, 2007, pág. 230. 
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consecuencia que seguirán vigentes las normas específicas dictadas en materia de relaciones 
inter privatos (compraventas, hipotecas,…), valoraciones fiscales,…  
 
Desde este punto de vista, el legislador se decanta por la concepción estatutaria de la 
propiedad y no reconoce en el contenido esencial de la propiedad rural el derecho a 
edificar.382 Es más, el legislador tiene en mente un proceso gradual de adquisición de 
facultades (al referirse a la realización de las edificabilidades y de los usos) que implica el 
cumplimiento de una serie de obligaciones (cesión, equidistribución y costeamiento de los 




  8.2. Regla general 
 
¿Cuáles son los ejes sobre los que se fundamenta esta nueva concepción? Para el 
legislador, se trata de la función social de la propiedad y de la participación de la comunidad 
en las plusvalías generadas por la actuación urbanística de los poderes públicos. Esta regla, 
como se observa, es diametralmente opuesta a la filosofía de la LS/1998384, por lo que, se 
alteran los sistemas de valoración implantados por la LS/1998, y más concretamente, el 
régimen vigente elimina el método de comparación en el suelo rural385. En cualquier caso, el 
sistema de valoración es único puesto que se aplica a todas las categorías de suelo rural.386 
                                                 
382
 Como recuerda FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ en el ámbito del Derecho español la Ley parte 
de una situación basada en la realidad estricta, en la mera naturaleza, y considera esta realidad natural 
como contenido inicial de la propiedad de ahí que no reconoce indemnización alguna. FERNÁNDEZ 
RODRÍGUEZ, T.R., Manual de…, op.cit., pág. 120. Por otra parte debe diferenciarse entre “el 
aprovechamiento urbanístico, al que podríamos referirnos como edificabilidad de un suelo, cualquiera 
que sea su clasificación urbanística, con el aprovechamiento lucrativo del sector o polígono”. (STS de 
7 de febrero de 2012, Roj: STS 485/2012.)  
  
383
 Como señala BAÑO LEÓN en la normativa española la valoración del suelo no se ajusta al 
valor de mercado. BAÑO LEÓN J.M., Derecho Urbanístico Común, op.cit., pág. 387. Y ello pese a 
que la Exposición de Motivos de la LS/1998 se refería al único valor que el bien tenga realmente en el 
mercado. Asimismo observa que de la doctrina del Tribunal Constitucional se puede concluir que el 
legislador puede utilizar métodos de valoración que no garanticen el valor de mercado, siempre que 
sean razonables. Derecho Urbanístico Común, op.cit., pág. 389. Cfr. la STC 166/86 de 19 de 
diciembre de 1986. En esta sentencia el Tribunal Constitucional establece que “(…) lo que garantiza 
la Constitución es el razonable equilibrio entre el daño expropiatorio y su reparación.” 
 
384
 Para BAÑO LEÓN la LS/1998 tampoco valoraba las expectativas urbanísticas. La diferencia 
entre dicha ley y el TRLS/2008 estriba en el método de valoración si bien destaca que el método de 
valoración no puede excluir las expectativas urbanísticas si el mercado las cotiza. BAÑO LEÓN J.M., 
Derecho Urbanístico Común, op.cit., págs. 399-400. 
  
385
 Eliminación que califica FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ como de arbitraria pues existen 
supuestos en los que el método de comparación reúne condiciones de objetividad como, por ej., en los 
casos de bienes vendidos por la Administración en subasta pública. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, 
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Asimismo, y para reforzar esta tesis, se elimina el régimen estimativo previsto en el 
art. 43 LEF. En efecto, el TRLS/2008 establece como método general a seguir el de la 
capitalización que, con la LS/1998, presentaba un carácter subsidiario387. En virtud de este 
método, los terrenos se tasarán mediante la capitalización de la renta anual real o potencial, la 
que sea superior, de la explotación388 según su estado en el momento al que deba entenderse 
referida la valoración. Para la capitalización de la renta anual real o potencial de la 
explotación, se utilizará como tipo de capitalización la última referencia publicada por el 
Banco de España del rendimiento de la deuda pública del Estado en mercados secundarios a 
tres años.389 
La renta potencial se calculará atendiendo al rendimiento del uso, disfrute o 
explotación de que sean susceptibles los terrenos conforme a la legislación que les sea 
aplicable, utilizando los medios técnicos normales para su producción. Incluirá, en su caso, 
como ingresos las subvenciones que, con carácter estable, se otorguen a los cultivos y 
aprovechamientos considerados para su cálculo y se descontarán los costes necesarios para la 
explotación considerada. Lo anterior, puede significar que habrá que tener en cuenta no sólo 
                                                                                                                                                                       
T.R., Manual de…, op.cit., pág. 148. En relación a la LS/1998 PORTO REY interpretaba que para que 
resultase de aplicación el método de comparación los casos análogos se referían a si se trataba de 
suelo no urbanizable (especialmente protegido o preservado), a su situación relativa, a su forma y a su 
superficie así como a su naturaleza, su capacidad agrológica y a los usos o aprovechamientos agrarios. 
PORTO REY, E., Las valoraciones en la Ley del suelo, Cuadernos de Urbanismo, Ed. Montecorvo, 
Madrid, 2000, pág. 100.  
 
386
 LEGUINA VILLA, J. y RAZQUIN LIZARRAGA, M.Mª., “Las situaciones básicas de 
suelo, …”, op.cit., pág. 392. 
 
387
 Debe traerse a colación la doctrina emanada de la STC 166/1986, de 19 de diciembre de 
1986, RTC 1986\166 según la cual:” En cuanto al contenido o nivel de la indemnización, una vez que 
la Constitución no utiliza el término de «justo precio», dicha indemnización debe corresponder con el 
valor económico del bien o derecho expropiado, siendo por ello preciso que entre éste y la cuantía de 
la indemnización exista un proporcional equilibrio para cuya obtención el legislador puede fijar 
distintas modalidades de valoración, dependientes de la naturaleza de los bienes y derechos 
expropiados, debiendo ser éstas respetadas, desde la perspectiva constitucional, a no ser que se revelen 
manifiestamente desprovistas de base razonable.” F.J. 13.  
 
388
 La ley no diferencia entre explotación existente y explotación inexistente. Para JIMÉNEZ 
DE CISNEROS  CID si la parcela no se encuentra en explotación podrá optarse por la renta potencial 
del producto más rentable atendiendo a los cultivos propios de la zona. JIMÉNEZ DE CISNEROS  





 En relación a los inmuebles rústicos, el art. 28.1 del  Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 
de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la ley del catastro inmobiliario señala que el 
valor catastral de los bienes inmuebles rústicos se determinará mediante el procedimiento de 
valoración colectiva o de forma individualizada siendo el valor catastral el determinado objetivamente 
para cada bien inmueble a partir de los datos obrantes en el Catastro Inmobiliario que estará integrado 
por el valor catastral del suelo y el valor catastral de las construcciones (art. 22). Cfr., la STSJG de 11 
de junio de 2012, LA LEY 93550/2012.  
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los usos naturales sino también los usos urbanísticos que se puedan implantar de conformidad 
con las leyes autonómicas y los planes urbanísticos.390 
 
Para afrontar el problema de terrenos carentes de rentabilidad, el valor del bien se 
determinará capitalizando una renta teórica, equivalente a la tercera parte de la renta real 
mínima de la tierra establecida a partir de las distintas estadísticas y estudios publicados por 
organismos públicos e instituciones de acuerdo con el ámbito territorial en el que se encuentre 
(art. 16 del Real Decreto 1492/2011).391  
 
No obstante, el legislador es consciente de que el resultado final puede determinar un 
alejamiento desmesurado del valor de mercado del bien. Esta es una de las razones que le 
llevan a contemplar métodos complementarios en los que se permite la valoración de ciertas 
expectativas urbanísticas.392  
 
Así, en primer lugar, el valor del suelo rural obtenido mediante el sistema de 
capitalización podrá ser corregido al alza hasta un máximo del doble en función de factores 
                                                 
390
 PORTO REY, E., “Las valoraciones tras el Reglamento de la Ley de Suelo”, Práctica 
urbanística: Revista mensual de urbanismo, núm. 113, 2012, pág. 29afirma que “La ley no permite la 
especulación urbanística en la valoración del suelo pero sí la especulación en general en las 
explotaciones rurales, pues en definitiva una renta potencial no es una situación real sino una renta 
especulativa, según el destino que el tasador decida asignar a la explotación conforme a la legislación 
y normativa que le sea de aplicación.” 
 
391
 ALONSO MAS  plantea como uno de los problemas de la LS/2007 que “si las rentas 
capitalizadas son las reales y no las potenciales, podría entenderse que el valor de los cultivos 
existentes ya forma parte del valor del suelo y por tanto no puede valorarse por separado del mismo. 
La idea del legislador sin embargo parece ser corregir esa tendencia; porque en otro caso de atenderse 
a las rentas potenciales y no a las reales el propietario del suelo saldría beneficiado, cuando realmente 
está efectuando una explotación de la tierra menos racional que aquel otro que extrae unas rentas 
reales iguales a las potenciales. (ALONSO MAS, Mª. J.:”Sistema de valoración y responsabilidad 
patrimonial de la Administración en la nueva Ley 8/2007, de Suelo”, REFC, núm. 8, julio-diciembre 
(2007), págs. 143-144.) 
 
392
 En contra, LEGUINA VILLA, J. y RAZQUIN LIZARRAGA, M.Mª., “Las situaciones 
básicas de suelo, …”, op.cit.,  pág. 392, ya que entienden que se trata de factores de realidad física y 
no del destino futuro de los terrenos. También se opone a esta renta potencial GARCÍA-MONCÓ  con 
el argumento de que se tiende a la indefinición y a la discrecionalidad y además  no es la legislación la 
que debe determinar la existencia de una renta sino los cálculos técnicos concretos de cada 
explotación. GARCÍA-MONCÓ, A.M., “La nueva ley del suelo y las valoraciones fiscales”,…, op. 
cit., pág. 456. En el ámbito de las valoraciones catastrales subraya la SAN de 24 de mayo de 2012, 
Roj: SAN 2272/2012 de una parte que “el valor catastral es uno de los parámetros que utiliza el 
legislador tributario para la valoración de los bienes inmuebles, rústicos o urbanos en diferentes 
tributos de los que componen nuestro sistema El valor catastral es un valor administrativo que el 
legislador toma como referencia, integrado por el valor catastral del suelo y el valor catastral de las 
construcciones y corregido en función de las características particulares del inmueble ( artículo 2 del 
Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario )”  de otra parte que “en todo caso no podrá 
superar el valor de mercado”.  
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objetivos de localización, como la accesibilidad a núcleos de población o a centros de 
actividad económica o la ubicación en entornos de singular valor ambiental o paisajístico, 
cuya aplicación y ponderación habrá de ser justificada en el correspondiente expediente de 
valoración, todo ello en los términos que reglamentariamente se establezcan.393 Esta 
justificación es considerada como trascendental por AGUADO FERNÁNDEZ, lo que 
revertirá en la imposibilidad de especulaciones.394  
 
Sin embargo, y al margen de lo señalado, no es comprensible que el valor del suelo 
rural ligado a su explotación como tal, pueda ser superior por la localización, ya que se trata 
de un factor inapreciable. Esta es una de las contradicciones en las que incurre el legislador al 
incluir en la misma situación al suelo urbanizable, en el cual, dicho factor sí resulta decisivo. 
 
En segundo lugar, la Ley de Presupuestos Generales del Estado puede modificar el 
tipo de capitalización respecto a la referencia publicada en el Banco de España a los efectos 
de fijar valores mínimos según los tipos de cultivos y de aprovechamientos de la tierra, 
cuando la evolución de los precios del suelo o de los tipos de interés se aleje 
significativamente del precio de mercado sin la consideración de expectativas urbanísticas.395  
 
Además, en tercer lugar y, en determinados supuestos, se adicionan indemnizaciones 
por el fracaso de la facultad de participación y efectiva promoción de nuevas actuaciones de 
urbanización lo que se refiere a los suelos urbanizables con ordenación pormenorizada (art. 
25 y 26 TRLS/2008). 
 
En cambio, el TRLS/2008 al no establecer un criterio específico para el suelo rural de 
especial protección conduce a aplicar el criterio general. Esta conclusión puede resultar 
                                                 
393
 Respecto a la renta de situación, también denominada renta de posición, la doctrina se 
encuentra dividida. Para un sector debe efectuarse una interpretación literal lo que conlleva la 
indemnización de expectativas urbanísticas. En cambio otro sector entiende que la situación tiene 
relevancia desde el punto de vista de la explotación económica rural. Así, DÍAZ LEMA, J, M.,  Nuevo 
Derecho…, op.cit., pág. 215. BAÑO LEÓN defiende que el art. 33 CE no obliga al legislador a 
valorar las expectativas del mercado de suelo. BAÑO LEÓN, J.M., Derecho Urbanístico Común, 
op.cit., pág. 391 
 
394
 AGUADO FERNÁNDEZ, M.D., ”El régimen de valoraciones en el Texto Refundido de la 
Ley de Suelo de 1998”, Revista electrónica CEMCI,  núm. 2, enero-marzo 2009, pág.18. 
 
395
 Destaca GARCÍA ERVITI que “esta última expresión, que toma como referencia los precios 
de mercado del mercado de compraventa de fincas de naturaleza rústica, parece contradictoria con la 
decisión de abandonar el método de comparación, aparentemente debida a la falta de fiabilidad de 
esos mercados para la consecución del objetivo de conseguir un valor representativo del juego de la 
oferta y la demanda.” (GARCÍA ERVITI, F.: “Las valoraciones en el nuevo régimen estatal de suelo”, 
CT: Catastro, núm. 61, 2007, pág. 37) 
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contraproducente en terrenos improductivos situados en zonas estratégicas o dentro de un 
entorno singular, como advierte BAÑO LEÓN.396  
 
Por último, se puede concluir con ALLI ARANGUREN que dadas las diferencias 
entre el valor de mercado y el valor obtenido por la nueva normativa es  posible que resulten 
de aplicación los principios generales de igualdad ante las cargas públicas, la equidad y la 





8.3. Clases de explotaciones 
 
Para intentar adecuar las reglas de valoración a esta pléyade de casos el Real Decreto 
1492/2011, en su art. 10, diferencia entre: a) explotaciones agropecuarias y forestales, cuya 
actividad comprenda la utilización del suelo rural bien para el cultivo, tanto en secano como 
en regadío, o el aprovechamiento ganadero o cinegético de prados y pastizales o de cotos de 
caza en régimen extensivo, bien para la extracción de masa forestal de los bosques naturales e 
implantados, con destino a la obtención de madera, corcho, celulosa o dendroenergía, o para 
la generación de rentas por el uso sostenible de bosques y la percepción de ingresos por las 
aportaciones medioambientales a la sociedad; b) explotaciones extractivas, cuya actividad 
comprenda la extracción del suelo y subsuelo de minerales, agua, materiales destinados a la 
construcción, gas, petróleo y otros recursos geológicos y mineros limitados; y c) 
explotaciones comerciales, industriales, de servicios y otras, cuya actividad requiera 
instalaciones para su desarrollo que se destinen, entre otras, a alguna de las siguientes 
finalidades: intensificar la producción agropecuaria, forestal o minera, entre las que se 
encontrarían granjas, invernaderos, piscifactorías, viveros, y otras actividades análogas; 
añadir valor a la producción agropecuaria, forestal o minera, como pudieran ser las 
                                                 
396




 ALLI ARANGUREN, J.C., “Las valoraciones en la ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo”,…, 
op.cit., pág. 65. En sentido igualmente crítico se pronuncia MARTÍN VALDIVIA quien tras poner de 
manifiesto las disfunciones del nuevo sistema (especialmente las relativas a las valoraciones de suelos 
incluidos en la situación de rural pero que se encuentren parcialmente urbanizados), señala que la 
norma española se inspira en la Land Community Act inglesa de 1975 que intentó nacionalizar las 
plusvalías urbanísticas. MARTÍN VALDIVIA, S., ”El sistema de valoraciones en la Ley 8/2007, de 
28 de mayo, de suelo”, en Derecho urbanístico del siglo XXI: libro homenaje al profesor Martín 
Bassols Coma, Vol. 1, 2008 (Urbanismo y vivienda), págs. 437-446. Cfr., también GARCÍA GÓMEZ 
DE MERCADO, F., ”Clasificación y valoración del suelo en el borrador de la nueva ley del suelo”, 
RJCL, núm. 10, septiembre 2006, pág. 309 quien critica la aplicación estricta de la teoría estatutaria y 
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instalaciones de enriquecimiento mineral, los centros logísticos de carga, mataderos, 
aserraderos, centrales hortofrutícolas, plantas agroenergéticas y dendroenergéticas, y otras 
actividades análogas, generar energía en tiempo real, como las instalaciones de parques 
solares y eólicos, y otras análogas y establecer infraestructuras para la docencia, investigación 
y ocio, relacionadas con el medio rural, por ejemplo, escuelas taller, centros de investigación, 
campos de golf, estaciones de esquí, campings, turismo rural, cotos intensivos, campo de tiro, 
hipódromos, canódromos y otras análogas.398  
 
 
8.4. Valoración de terrenos destinados a infraestructuras 
 
Resta por abordar en este epígrafe una cuestión relevante: la valoración del suelo rural 
afectado por sistemas generales y locales. En relación a dicho aspecto, hay que recordar que 
el TRLS/2008 establece que el suelo se tasará, según su situación y con independencia de la 
causa de la valoración y el instrumento legal que la motive. Este criterio será también de 
aplicación a los suelos destinados a infraestructuras y servicios públicos de interés general 
supramunicipal, tanto si estuvieran previstos por la ordenación territorial y urbanística como 
si fueran de nueva creación, cuya valoración se determinará según la situación básica de los 
terrenos en que se sitúan o por los que discurren de conformidad con lo dispuesto en esta 
Ley.399 
 
                                                 
 
398
 Para un conocimiento individualizado de cada una de estas reglas debe acudirse a los arts. 
13, 14 y 15 del citado Real Decreto 1492/2011. Por otra parte, puede verse la STSJG de 13 de abril de 
2012, LA LEY 42653/2012 en la cual se considera que el valor de los terrenos no debe ser 
incrementado por el destino inicial de los propios terrenos porque la clasificación como suelo de 
especial protección de infraestructuras no concede de forma automática derecho ni uso alguno para la 
realización de una actividad de gestión de residuos sólidos urbanos.  
 
399
 De acuerdo con ORTIZ BALLESTER las posibilidades interpretativas serían las siguientes: 
1. Considerar que, con independencia del destino del suelo expropiado, es conforme con el principio 
de equidistribución que el expropiado no participe de las plusvalías derivadas del planeamiento. 2. 
Considerar que, con independencia del destino del suelo expropiado, es conforme con el principio de 
equidistribución que el expropiado no participe de las plusvalías, sin perjuicio de que si la 
expropiación crea ciudad, el suelo no urbanizable se valore como si fuera urbanizable programado en 
interpretación analógica con la actual jurisprudencia. 3. Considerar que, cuando el destino del suelo 
expropiado es un sistema general que crea ciudad, es contrario al principio de equidistribución que el 
expropiado no participe de las plusvalías derivadas del planeamiento. 4.  Considerar que, cuando el 
suelo destinado a sistemas generales, con independencia de que creen ciudad o no, haya sido adscrito 
a algún sector o unidad de ejecución para su obtención, se debe valorar conforme al artículo 27 TRLS 
08 en caso de que finalmente se obtenga por expropiación. Según su criterio la jurisprudencia del TS, 
teniendo en cuenta que ha equiparado las situaciones básicas del suelo a la clasificación urbanística y 
la reiteración del criterio general de la valoración conforme a la clasificación del suelo podría 
decantarse por la continuidad de la jurisprudencia vigente hasta la fecha. ORTIZ BALLESTER, J.: 
”Valor de mercado, valor urbanístico y el principio de igualdad en la expropiación forzosa”, RUE, 
núm. 22, 2010, págs. 206-208. 
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 Para JIMÉNEZ DE CISNEROS CID400 únicamente si dicha infraestructura crea 
ciudad, el valor del suelo podrá ser incrementado con la indemnización de la privación de la 
facultad de participación en la actuación urbanizadora. Esta nueva regulación debe ser puesta 
en conexión con los antecedentes jurisprudenciales.  
 
En efecto, el Tribunal Supremo ha elaborado una doctrina desde el año 1994, según la 
cual, en los suelos expropiados para sistemas generales supramunicipales, y a pesar de la 
clasificación contenida en los planes urbanísticos, no pueden valorarse como suelos rústicos o 
no urbanizables, aquellas parcelas afectadas cuando tienen una finalidad urbanística o cuando 
intervienen en el proceso de transformación urbanística; es decir, cuando dichos sistemas 
implantados en los referidos terrenos sirven para «crear ciudad».401 El fundamento de esta 
tesis hunde sus raíces en el principio de equidistribución de beneficios y cargas derivadas del 
planeamiento porque si no se tasasen estas parcelas como suelo urbanizable, sus propietarios 
sufrirían un perjuicio mientras que los propietarios colindantes se lucrarían de dicho 
perjuicio402.  Por otra parte, debe recordarse que el Tribunal Supremo también es favorable a 
                                                 
400
 JIMÉNEZ DE CISNEROS  CID, F. J., “Régimen de las valoraciones en la ley 8/2007, de 28 
de mayo, de suelo”,…, op.cit, págs. 242-243. En cambio, según BAÑO LEÓN, “cuando la 
infraestructura es municipal y se obtiene por expropiación, el propietario, según esta tesis, tiene el 
mismo derecho que en un procedimiento de equidistribución, ya que el municipio podría obtener esa 
infraestructura por un sistema de gestión alternativo que implicará reconocimiento de la plusvalía, 
aunque el propietario sea privado de su terreno en la reparcelación.” BAÑO LEÓN, J.M., Derecho 
Urbanístico Común, op.cit., pág. 394.  
 
401
 El que un servicio o una dotación sirva a intereses de dimensión superior a la local no 
implica que dé la espalda al desarrollo urbano, ya que puede perfectamente integrarse en la trama 
urbana y contribuir a «crear ciudad». (STS de 25 de mayo de 2009, Roj: STS 3314/2009.) No 
obstante, para la STS de 19 de enero de 2002, Roj: STS 206/2002 la clave se encuentra en el suelo 
colindante y del entorno.  
 
402
 Se pueden citar así las Sentencias de 12 de septiembre de 2008 (RJ\ 2008, 4519) y de 17 de 
noviembre de 2008 (RJ\ 2009, 60). A modo de resumen señala esta última sentencia lo siguiente:” Por 
ello, nuestra jurisprudencia, en lo que a las vías de comunicación se refiere, ha tenido mucho cuidado 
de comprobar que se encontraban al servicio de la ciudad, incorporadas al entramado urbano, negando 
la aplicación sin más de aquella doctrina a las calzadas interurbanas, pues de otro modo se llegaría al 
absurdo de considerar urbanizable todo suelo sobre el que se proyecte establecer una vía de 
comunicación, incluidas las autopistas y las carreteras nacionales en toda su extensión [véanse la 
sentencia de 29 de abril de 2004, ya aludida, y la más reciente de 16 de junio de 2008 (casación 
429/05, F.J. 1º)]. Para que esta clase de infraestructuras puedan beneficiarse de la aplicación de 
nuestra doctrina hemos exigido que estén integradas en la red viaria local o como tal clasificadas en el 
plan de ordenación del municipio [sentencias de 14 de febrero de 2003 (casación 8303/98), FJ 3º, y de 
18 de julio de 2008 (casación 5259/07), F.J. 2º]. Para las carreteras que sirven a grandes áreas 
metropolitanas, hemos matizado esa conclusión general, indicando que, en tales supuestos, habrá de 
estarse a las peculiaridades de cada caso, comprobando si responden a la finalidad de «crear ciudad» 
[sentencias de 12 de octubre de 2005 (casación 3192/02), FJ 4º, y de 28 de junio de 2006 (casación 
1198/03), F.J. 2º]. Fácilmente se comprende que en esta materia resulta harto imposible hacer 
declaraciones generales de valor universal para todas las carreteras al servicio de conurbaciones 
urbanas, áreas metropolitanas o de importantes núcleos de población, pues no todas son iguales ni 
cumplen el mismo objetivo. Así, hemos considerado que la madrileña M-45 constituye un sistema 
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la no aplicación de las modificaciones de la LS 53/2002 y 10/2003 cuando se trata de 
sistemas generales que crean ciudad, siendo destacable la STS de 12 de septiembre de 2008 
(RJ 2008,4519), en cuanto dice que las modificaciones no resultan de la aplicación atendida 
la clasificación del suelo expropiado a la que ha de estarse, es decir, incluso vigentes dichas 
modificaciones habrá de estarse a la clasificación del suelo como sistema general y valorarlo 
como suelo urbanizable programado que crea ciudad, sin que sea posible la aplicación estricta 
del art. 25 de la Ley 53/2002.403 Por último resulta significativa la tesis emanada de la STS de 
20 de octubre de 2010, Roj: STS 5927/2010404 y de la STS de 11 de marzo de 2011,  Roj: 
                                                                                                                                                                       
general de tal índole [sentencias de 18 de julio de 2008, ya citada, y de 1 de octubre del mismo año 
(casación 4983/07)], de igual modo que la carretera de circunvalación de Segovia (sentencia de 28 de 
junio de 2006, también citada), mientras que, en relación con la de Granada, hemos llegado a la 
conclusión contraria [sentencias de 7 de octubre de 2003 (casación 875/99) y 13 de febrero de 2004 
(casación 8011/99 )]. Aun más, conceptualmente, dentro de una misma infraestructura de esta 
naturaleza, puede, y debe, distinguirse entre unos tramos y otros, pues resulta posible que trechos de la 
misma sirvan para «crear ciudad» y otros, por el contrario, no. Por ello, resulta indiscutible que, en la 
indagación que nos ocupa, la situación del terreno expropiado resulta relevante (véase la sentencia de 
18 de julio de 2008, ya citada). Por lo que se refiere a las autopistas de peaje radiales, así lo hemos 
indicado para la R-2, aun cuando a mayor abundamiento, en la reciente sentencia de 12 de septiembre 
de este año (casación 5757/07, FJ 7º).” 
 
403
 Son igualmente destacables la STS de 14 de noviembre de 2011, Roj: STS 7421/2011, la 
STS de 14 de noviembre de 2011, Roj: STS 7423/2011 y la STS de 14 de noviembre de 2011, Roj: 
STS 7331/2011,  en las que se concluye lo siguiente: "... En la misma línea, teniendo en cuenta el 
contenido del art. 104 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales , Administrativas y 
del Orden Social, que modifica el art. 25 de la Ley 6/1998 , se afirma en las antedichas sentencias de 5 
y 18 de julio de 2011 que “con esta nueva redacción del precepto en cuestión se trata de establecer la 
necesaria conexión entre las infraestructuras y servicios de carácter supramunicipal con el 
planeamiento urbanístico que, como se ha dicho, ha de tenerse presente como criterio de valoración de 
los terrenos expropiados para la ejecución de aquéllos. Es decir, la clasificación del suelo por el que 
discurren o en el que se ubican las infraestructuras o servicios supralocales, o su inclusión en un 
concreto ámbito de gestión, representan el nexo de unión entre tales infraestructuras y planeamiento. 
De este modo, el legislador ha plasmado en la norma positiva, regulando sus bases y efectos, la 
necesidad de conciliar la doble perspectiva desde la que pueden contemplarse las repetidas 
infraestructuras y sistemas supramunicipales, ya que, estando previstas en el correspondiente 
instrumento de ordenación -cuyo ámbito espacial y objetivo de aplicación es limitado- se proyectarán, 
sin embargo, de manera simultánea en un ámbito territorial superior al del propio instrumento que los 
recoja. No olvida, con ello, el legislador de 2002 que tanto las infraestructuras y sistemas supralocales 
se articulan asimismo a través de instrumentos ajenos al planteamiento, de ámbito sectorial, aunque 
concertadamente tengan reflejo en el mismo lo cual, según dijimos en nuestra STS de 1 de diciembre 
de 2008 (Rec. Cas. 5033/2005), citada por otras posteriores como la de 29 de junio de 2010 (Rec. Cas. 
4276/2006 ), responde "a las exigencias de un principio de gran calado en nuestro sistema jurídico: el 
de coordinación, que exige acomodar el planeamiento municipal a las determinaciones de los 
instrumentos de ordenación de superior alcance territorial, en cuanto prevean dotaciones e 
infraestructuras supralocales que hayan de implantarse o discurrir por el término municipal”.  
 
404
 A tenor de esta sentencia “En el presente caso, sin embargo, no concurre la anterior 
circunstancia dado que en la instalación docente de la universidad de Vigo se enclava inmersa en un 
bosque al estar ubicada en el monte, alejado y separado del centro urbano de Vigo y de cualquier 
núcleo de población o edificaciones residenciales, lo que impide que los terrenos limítrofes con los 
expropiados para la construcción se beneficien de unas plusvalías de las que carecen en realidad en 
Capítulo segundo. Modelos urbanísticos del suelo… 
 
 195 
STS 1119/2011 porque no sólo habrá que tener en cuenta el destino de los terrenos 
expropiados sino la ubicación física de la infraestructura. 
 
 
 8.5. Instalaciones, construcciones, edificaciones y plantaciones 
 
Asimismo, debe tenerse en cuenta que la ley estatal no sólo valora el suelo sino 
también valora las instalaciones, construcciones y edificaciones existentes en el suelo rural así 
como determinados derechos. Para ello, y en lo que respecta a dichas obras, el art. 22.3, 
establece la regla de su valoración independiente en aquellos casos en los que: a)  se ajusten a 
la legalidad al tiempo de la valoración, ya sea cuando se realizaron de conformidad con la 
ordenación urbanística y el acto administrativo legitimante que requiriesen, ya sea porque 
posteriormente se legalizaron de conformidad con lo dispuesto en la legislación 
urbanística405; b) sean compatibles con el uso o rendimiento considerado en la valoración del 
suelo y no hayan sido tenidos en cuenta en dicha valoración por su carácter de mejoras 
permanentes.406 
 
Otra cuestión que debe resolver el legislador es la variedad de supuestos que se 
cobijan bajo la situación básica de suelo rural, no sólo por la heterogeneidad de explotaciones 
sino también por la inclusión en esta situación del suelo urbanizable. La norma parte del 
criterio de que las referidas valoraciones se llevan a cabo de manera independiente respecto 
del suelo siempre que no haya sido contempladas en la valoración del suelo rural por el 
método de capitalización de rentas. Al valor del suelo se le adiciona el de la edificación y el 
de las plantaciones o sembrados en caso de expropiación. Los requisitos que exige el 
legislador son que se trate de edificaciones legales y que no hayan sido tenidos en cuenta 
como mejoras permanentes. Las edificaciones, construcciones e instalaciones, cuando deban 
valorarse con independencia del suelo, se tasarán por el método de coste de reposición según 
                                                                                                                                                                       
función de la ubicación de la universidad en los términos que alega el Ayuntamiento de Vigo en la 
presente casación. Ello impide que se aplique aquella jurisprudencia de esta Sala mencionada por el 
recurrente y fundada en la equitativa distribución de beneficios y cargas, que impondría un sacrificio 
para el expropiado en beneficio del resto de titulares de fincas limítrofes, que se beneficiarían, -cosa 
que aquí no ocurre-, de la instalación que motiva la expropiación.” 
 
405
 Según PORTO REY resulta contrario al principio de igualdad que de acuerdo con el 
Reglamento y no con el TRLS/2008 los edificios en ruina física no se valoran en la situación básica de 
suelo urbanizado y se valoran si se encuentran en situación de básica de suelo rural.  PORTO REY, E., 
“Las valoraciones tras el Reglamento de la Ley de Suelo”, Práctica urbanística: Revista mensual de 




 Como destacan LEGUINA VILLA y RAZQUIN LIZARRAGA se produce una asimilación 
de las instalaciones y de las edificaciones en cuanto al sistema de valoración.  LEGUINA VILLA, J. y 
RAZQUIN LIZARRAGA, M.Mª., “Las situaciones básicas de suelo, …”, op.cit., pág. 393. Cfr., la 
STS de 26 de junio de 2012, RJ 2012\7544.  
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su estado y antigüedad en el momento al que deba entenderse referida la valoración.407 Las 
plantaciones y los sembrados preexistentes, así como las indemnizaciones por razón de 
arrendamientos rústicos u otros derechos, se tasarán con arreglo a los criterios de las Leyes de 
Expropiación Forzosa y de Arrendamientos Rústicos. Lo anterior implica la aplicación de los 
arts. 44 y 45 LEF lo que significa una indemnización al arrendatario separada de la que 










                                                 
407
 Según la disp. transitoria tercera 3 TRLS/08 mientras no se desarrolle reglamentariamente lo 
dispuesto en esta Ley sobre criterios y método de cálculo de la valoración y en lo que sea compatible 
con ella, se estará a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 137 del Reglamento de Gestión 
Urbanística aprobado por Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto, y a las normas de valoración de 
bienes inmuebles y de determinados derechos contenidas en la Orden ECO/805/2003, de 27 de marzo, 
o disposición que la sustituya. 
 
Capítulo segundo. Modelos urbanísticos del suelo… 
 
 197 
CAPÍTULO TERCERO: EL SUELO DEL MEDIO RURAL EN EL 
ESTADO AUTONÓMICO
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CAPÍTULO TERCERO: EL SUELO DEL MEDIO RURAL EN EL 
ESTADO AUTONÓMICO 
 




El régimen competencial en el Estado español obedece a un sistema de lista en la cual 
se diferencia entre competencias exclusivas, compartidas y concurrentes. Sin embargo, los 
art. 148 y 149 de la Constitución no son un dechado de corrección técnica, por lo que, habrá 
que estar a la interpretación efectuada por el Tribunal Constitucional al resultar imposible 
discernir, en muchas ocasiones, el verdadero sentido de los propósitos del constituyente. La 
explicación de esta calculada ambigüedad habrá que buscarla en razones de tipo político 
fundamentalmente.  
 
Si esto es así, en el ámbito del suelo del medio rural, dada la incidencia de normas de 
diversos sectores del ordenamiento jurídico, la cuestión competencial alcanza un grado de 
complejidad extrema. En este capítulo abordaremos la cuestión urbanística, y en su seno, la 
relativa a la propiedad del suelo del medio rural, dejando para el capítulo V la distribución 
competencial en las materias sectoriales que afectan a este suelo. Con todo, se impone 
efectuar un seguimiento de la distribución competencial al amparo de los diversos títulos 
contemplados en los referidos artículos. 
 
Empero, se hace necesario, antes de abordar esta temática, adelantar cuál es la 
situación normativa actual, situación a la que se ha llegado tras las interpretaciones del 
Tribunal Constitucional, que comentaremos en el siguiente epígrafe. De ello resulta que en el 
urbanismo se considera que las Comunidades Autónomas disponen de  plena  competencia 
legislativa  en lo relativo al planeamiento, gestión, disciplina e intervención en el mercado 
inmobiliario, mientras que habrán de respetar las condiciones básicas marcadas por el Estado 
al regular el estatuto de la propiedad.408  
                                                 
408
 Así, podemos encontrar, de una parte, Estatutos de Autonomía en los que se identifican las 
funciones asumidas pero sin describir la materia; y, por otra parte, Estatutos de Autonomía en los que 
no sólo se enumeran las funciones de las Comunidades Autónomas sino que también se especifica el 
contenido mínimo de la materia. La mayor parte de los Estatutos obedecen al primer modelo, aunque 
los aprobados en fechas recientes se inclinan por el segundo tipo. De entre ellos se puede destacar el 
art. 71. 9 de la Ley orgánica 5/2007, de 20 de abril, por el que se aprueba el Estatuto de Autonomía de 
Aragón, a tenor del cual la competencia “urbanismo” comprende, en todo caso, el régimen urbanístico 
del suelo, su planeamiento y gestión y la protección de la legalidad urbanística, así como la regulación 
del régimen jurídico de la propiedad del suelo respetando las condiciones básicas que el Estado 
establece para garantizar la igualdad del ejercicio del derecho a la propiedad. 
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Parece claro y se hace visible que las Comunidades Autónomas tienen competencia en 
exclusiva para clasificar y calificar el suelo pero deben respetar el mínimo básico impuesto 
por la legislación estatal  en lo que respecta a los tipos y usos de suelos. Además ejercen una 
acción directa sobre el territorio en ejercicio de sus competencias de ordenación y de las 
competencias sectoriales con incidencia territorial (carreteras, ferrocarriles, puertos y 
aeropuertos regionales; protección de zonas naturales, etc.). En suma y como subraya 
BLASCO ESTEVE409 la competencia exclusiva comprende en los Estatutos todas las 
potestades sobre la materia (legislativas, reglamentarias y de gestión o ejecutivas, aunque 
estas últimas están mayoritariamente en manos de los municipios).  
 
En suma, se hace necesario avanzar una conclusión definitiva que será abordada en los 


















                                                 
409
 BLASCO ESTEVE, A., “La distribución de competencias urbanísticas entre el Estado y las 




 Cfr., la opinión de GRANADO HIJELMO, I.:”Problemas de constitucionalidad de la nueva 
Ley 8/2007, de Suelo”, REFC, núm. 8, julio-diciembre 2007, pág. 84 que defiende la utilización por el 
Estado de los mecanismos de las leyes marco del art. 150.1 CE, las leyes de armonización del art. 
150.3 CE, las normas de medidas igualatorias del art. 138 CE, y las de planificación, tributación y 
expropiación para las que habilitan al Estado central los arts. 128, 131 y 133 CE. 
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II. TÍTULOS COMPETENCIALES 
 
 
1.- El urbanismo 
 
 
 Siguiendo a VERDÚ MIRA411 y antes de comenzar el examen de esta materia, quizá 
no resulte ocioso señalar que, pese al tenor literal del art. 148.3 CE, que como se sabe, 
permite a los Estatutos de Autonomía asumir competencias exclusivas en materia de 
ordenación del territorio, urbanismo, y vivienda, el Estado continuó legislando a partir de la 
entrada de la Constitución, debido a la complejidad en la acotación del objeto material y las 
imprecisiones de las listas competenciales de la Constitución. Esta actividad legislativa no 
mereció reproches por el Tribunal Constitucional en sus primeros momentos. Así, podemos 
citar la Sentencia 77/1987, de 5 de julio, RTC 1987\77412. Sin embargo la interpretación del 
título urbanismo se alteró sustancialmente a raíz de la Sentencia del Tribunal Constitucional 
61/1997, de 20 de marzo. (RTC 1997\61). 
 
Con todo, se impone conocer en primer término por qué se desapodera al Estado de 
competencias en esta materia, y para ello, es forzoso ahora referirnos a la cláusula de 
supletoriedad.413 Pese a su tenor literal y a la doctrina constitucional emanada desde los 
                                                 
411
 VERDÚ MIRA, A.T., “Notas en torno al alcance y aplicación de la sentencia del Tribunal 
Constitucional 61/1997 sobre la Ley del Suelo de 1992”, AJA, núm. 299, 1997, pág. 1. 
 
412
 Esta sentencia no entra a examinar los títulos competenciales sino que se limita a destacar el 
objeto común al urbanismo y a la ordenación del territorio: “la delimitación de los diversos usos a que 
puede destinarse el suelo o espacio físico territorial".   
 
413
 Si bien se mira tal desapoderamiento es inexistente dados los términos literales del art. 
148.1.3 de la Constitución. Esto nos lleva a considerar si la opción del constituyente pudo ser la más 
conveniente. Como indica TAJADURA TEJADA, es precisa la necesaria desvinculación de la 
cláusula de supletoriedad del principio de competencia. Además advierte que  la interpretación de la 
cláusula de supletoriedad de acuerdo con el modelo de Estado constitucionalmente garantizado exige 
distinguir la fase de producción jurídica de la fase de aplicación de las normas. Por lo que respecta a la 
producción de normas, el Estado puede dictar derecho supletorio en todo caso y sobre cualquier 
materia. Ahora bien, para que dicha potestad legislativa universal no suponga menoscabo alguno para 
el principio constitucional de autonomía, hay que entender que esas normas supletorias sólo serán 
aplicables en presencia de una auténtica laguna en el derecho autonómico y una vez intentada la 
autointegración del mismo, TAJADURA TEJADA, J., ”La redefinición del modelo autonómico a 
partir de la STC 61/1997 y el nuevo concepto de supletoriedad”, RDC, núm. 78, septiembre-diciembre 
2006, pág.180. Cfr., GARCÍA DE ENTERRÍA  E., “El Derecho Urbanístico español a la vista del 
siglo XXI”, REDA, núm. 99, 1998, págs. 395-403 para quien el Estado podría dictar una Ley del 
Suelo completa destinada a Ceuta y Melilla que, a su vez, sería necesariamente supletoria para el 
Derecho de las demás Comunidades Autónomas puesto que “se estaría legislando para un territorio de 
plena competencia legislativa estatl directa y no supletoria”. 
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albores del Estado autonómico, el Tribunal Constitucional alteró la interpretación de esta 
cláusula en sus Sentencias 118/1996, de 27 de junio, RTC 1996\118 y 61/1997. En la primera 
de ellas exige al Estado la titularidad de una competencia concreta para poder dictar normas 
supletorias, competencia que ni tan siquiera puede ser compartida.  
 
Con la STC 61/1997, dio paso más: declaró la inconstitucionalidad de las normas 
supletorias al señalar que, “la calificación como normas supletorias, pues, en coherencia con 
cuanto se ha dicho, es contraria al artículo 149.3 in fine, y al orden constitucional de 
competencias”. En definitiva, según esta interpretación, sólo podría dictar el Estado normas 
supletorias si la Constitución  hubiese atribuido a las CC.AA el desarrollo de la legislación 
básica competencia del Estado en materia de urbanismo, tal y como sentó en relación a otros 
títulos competenciales en la Sentencia 79/1992, de 28 de mayo, RTC 1992\79 y en la 
Sentencia 213/1994, de 14 de julio, RTC 1994\213.414 
 
Sentado lo anterior, la cuestión principal a resolver es el contenido del título 
urbanismo porque (una vez que procedamos a su delimitación) deberemos analizar por 
separado el reparto competencial de cada uno de sus componentes. Pues bien la definición 
más completa la podemos encontrar en la citada STC 61/1997, en cuyo F.J. 6 se afirma que: 
"en cuanto sector material susceptible de atribución competencial, alude a la disciplina 
jurídica del hecho social o colectivo de los asentamientos de población en el espacio físico, lo 
que, en el plano jurídico, se traduce en la 'ordenación urbanística' como objeto normativo de 
las Leyes urbanísticas". 
 
Desde esta perspectiva parece equiparse el urbanismo a la ciudad pero, desde mi punto 
de vista, también es urbanismo la ordenación jurídica del medio rural. 
 







                                                 
414
 Sin embargo la exclusividad no es absoluta. El propio Tribunal advierte en el F.J. 5º de la 
STC 61/1997, "tal exclusividad competencial no autoriza a desconocer, la que, con el mismo carácter, 
viene reservada al Estado por virtud del art. 149.1 CE."  
 
415
 Como sostiene FERNÁNDEZ CARBALLAL el interés general no constituye título válido 
para fundamentar la competencia estatal. El urbanismo finalista: a propósito del principio de menor 
restricción en el derecho de propiedad, Civitas, Madrid, 2002, págs. 47-48.  
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2.- El artículo 149.1.1 
 
 
El urbanismo puede contemplarse desde una vertiente subjetiva y desde una vertiente 
objetiva. La concepción objetiva del urbanismo, en palabras del Tribunal Constitucional es la 
que nos permite diferenciar al urbanismo del derecho de propiedad en sentido subjetivo. 
Precisamente esta distinción lleva al Tribunal a reconocer  competencias al Estado en materia 
urbanística, en base al artículo 149.1.1 de la Constitución y en lo relativo a las condiciones 
básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en 
el cumplimiento de los deberes constitucionales.416  
 
¿Qué se entiende por condiciones básicas?417 De forma esquemática podrían resumirse 
en los siguientes términos la interpretación realizada por el Tribunal Constitucional. 
 
En primer lugar, las normas estatales sobre condiciones básicas son normas 
principiales o mínimas (mínimo común denominador y no como un denominador común), lo 
que implica que únicamente pueden definir supuestos (derechos y deberes básicos, posiciones 
jurídicas fundamentales, limitaciones generales,…), pero no regular las consecuencias 
jurídicas ligados a estos supuestos. Son normas incompletas porque deben ser integradas por 
la correspondiente legislación autonómica y carecen de efectividad mientras no sea dictada 
dicha legislación.418 
 
En segundo lugar, no se trata del binomio bases-legislación de desarrollo (STC 
61/1997, de 20 de marzo, F.J. 7) y, además, presenta un alcance normativo (STC 1/2011, de 
                                                 
 
416
 Para TEJEDOR BIELSA el urbanismo no puede consistir únicamente en la regulación del 
ejercicio de un derecho constitucional sobre el suelo porque es también una actividad. TEJEDOR 




 La interpretación de esta materia se inició con la STC 1/1982, de 28 de enero, RTC 1982\1: 
en ella se afirma que: "Siempre que la CE o el Estatuto de Autonomía empleen las expresiones 'bases', 
'normas básicas', 'legislación básica' u otras de idéntico significado para referirse a la competencia 
normativa del Estado, se entenderá que corresponde a las Cortes Generales o en su caso al Gobierno la 
determinación de los principios y reglas esenciales de la regulación de la materia de que se trate y, en 
todo caso, los criterios generales y comunes a que habrán de acomodarse necesariamente las 
Comunidades Autónomas en sus normas de desarrollo para garantizar la igualdad básica de todos los 
españoles. Las bases que, en todo caso, establezca la legislación estatal, respetarán siempre la potestad 
de desarrollo legislativo que puede corresponder a las Comunidades Autónomas y no podrán reservar 
al Gobierno poderes reglamentarios y de ejecución". 
 
418
 MENÉNDEZ REXACH, A., ”Las competencias del Estado y de las Comunidades 
Autónomas sobre el régimen del suelo: comentario crítico de la STC de 20 de marzo de 1997”, 
RDUMA, núm. 153, 1997, pág. 70. 
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 204 
14 de febrero, RTC 2011\1, F.J. 5). El precitado precepto abarca a los derechos 
constitucionales en sentido estricto pero también a los deberes básicos (STC 61/1997, de 20 
de marzo, F.J. 7), lo cual implica que, para el Tribunal no recae sobre los derechos, principios 
o directrices estatutarios que no reproduzcan derechos constitucionales (STC 247/2007, de 12 
de diciembre, RTC 2007\247, F.J. 17).  
 
En tercer lugar, el art. 149.1.1 CE sólo habilita para dictar aquellas condiciones 
relacionadas, de forma directa e inmediata con los derechos constitucionales y relativas al 
contenido primario del derecho y a las posiciones jurídicas fundamentales (STC 61/1997, de 
20 de marzo y 1/2011, de 14 de febrero).419  
 
En quinto lugar, las condiciones básicas420 tampoco se identifican con el contenido 
esencial de los derechos (art. 53.1 CE). Esta técnica tiene por objeto “garantizar el derecho 
                                                 
419
 El art. 149.1.1 no es una traducción del art. 14 CE en el plano competencial, ya que este 
título estatal no representa una suerte de prohibición para el legislador autonómico de un trato 
divergente y desproporcionado respecto de la legislación estatal (STC 61/97, F.J. 7). El referido título 
competencial no habilita por sí mismo para que el Estado pueda regular cualquier circunstancia que, 
de forma más o menos directa, pueda incidir sobre la igualdad en el ejercicio del derecho4 y concluye 
que “el propio tenor literal del precepto deja claro que la igualdad que se persigue no es la identidad 
de las situaciones jurídicas de todos los ciudadanos en cualquier zona del territorio nacional (lo que 
por otra parte sería incompatible con la opción por un Estado organizado en la forma establecida en el 
título VIII de la Constitución), sino la que queda garantizada con el establecimiento de las condiciones 
básicas, que, por tanto, establecen un mínimo común denominador y cuya regulación, ésta sí, es 
competencia del Estado »” (STC 61/97, F.J. 9.a). Por lo tanto, el precepto habilita al Estado para 
establecer un “mínimo común denominador” en la regulación del derecho de que se trate, pero nada 
más. Todo ello significa que la legislación estatal dictada al amparo del art. 149.1.1 en relación con 
aquellas manifestaciones del dominio sobre las que las Comunidades Autónomas sí ostentan 
competencias no puede utilizarse para regular la política autonómica sectorial correspondiente, puesto 
que tal resultado supondría vaciar de todo contenido la competencia autonómica (cfr. SSTC 194/1994, 
F.J. 4; 43/1996, F.J. 2, entre otras). 
 
420
 “De este modo las «condiciones básicas», y por lo que hace al caso planteado, una primera 
interpretación literal del art. 149.1.1. CE en relación con los preceptos enjuiciados permite entender 
que al Estado le compete regular las «condiciones básicas» que garanticen la «igualdad» de todos los 
propietarios del suelo en el ejercicio de su derecho de propiedad urbana, es decir, la «igualdad básica» 
en lo que se refiere a las valoraciones y al régimen urbanístico de la propiedad del suelo” (STC 61/97, 
F.J. 8). “El indicado título competencial sólo tiene por objeto garantizar la igualdad en las condiciones 
de ejercicio del derecho de propiedad urbana y en el cumplimiento de los deberes inherentes a la 
función social, pero no, en cambio, la ordenación de la ciudad, el urbanismo entendido en sentido 
objetivo. A través de esas condiciones básicas, por tanto, no se puede configurar el modelo de 
urbanismo que la Comunidad Autónoma y la Administración local, en el ejercicio de sus respectivas 
competencias, pretendan diseñar, ni definir o predeterminar las técnicas o instrumentos urbanísticos al 
servicio de esas estrategias territoriales, aunque, como se verá, puedan condicionar indirectamente 
ambos extremos. Habrá que distinguir, pues, aquellas normas urbanísticas que guardan una directa e 
inmediata relación con el derecho de propiedad (ámbito al que se circunscribe el art. 149.1.1. CE) y 
del que se predican las condiciones básicas, de aquellas otras que tienen por objeto o se refieren a la 
ordenación de la ciudad, esto es, las normas que, en sentido amplio, regulan la actividad de 
urbanización y edificación de los terrenos para la creación de ciudad” (STC 61/97, F.J. 9b). 
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frente a los eventuales abusos o extralimitaciones de los poderes públicos, en particular y en 
primer término, del legislador, cualquiera que éste sea, en su tarea reguladora. El contenido 
esencial constituye, pues, una garantía constitucional en favor del individuo, algo a respetar 
por el legislador en cada caso competente, no para regular; no es, en definitiva, una técnica 
que permita determinar lo que al Estado o a las Comunidades Autónomas les corresponde. En 
términos positivos, pues, tanto el legislador estatal de las condiciones básicas, como el 
autonómico deben respetar el contenido esencial del derecho de propiedad (art. 53.1 CE) 
(STC 61/97, FJ 7). En resumen hemos de entender que el Estado también es competente 
constitucionalmente para legislar en el ámbito urbanístico. 
 
A los efectos de nuestro estudio interesa, en este momento, determinar quién puede 
establecer las clases de suelo y su respectivo régimen jurídico. La doctrina sentada por la STC 
61/1997 fue reconocer al Estado dicha competencia al entenderla incluida dentro de la 
fijación de las condiciones básicas del ejercicio del derecho de propiedad. Esta interpretación 
resultó refrendada por la STC164/2001, en la cual, el Tribunal Constitucional fijó al Estado 
un límite concreto: nunca podrá implantar un modelo urbanístico y territorial determinado a 
las Comunidades Autónomas.421  
 
Surge aquí, una cuestión esencial, ¿es contraria a la Constitución, la clasificación del 
suelo en diversas categorías? Para el Tribunal Constitucional la respuesta negativa se impone. 
En efecto, afirma el FJ. 13 de la STC 164/2001 que ¨”la opción estatal por la clasificación 
tripartita del suelo (en el art. 7 LRSV) quedaría privada de su eficacia igualadora si la fijación 
de los criterios de clasificación (en una de las tres clases de suelo) fuera plenamente 
disponible por cada una de las Comunidades Autónomas...,.” 
 
Como ya señalamos con anterioridad, para el Tribunal Constitucional, al legislador 
estatal le corresponde establecer una determinada “concepción” de la propiedad, en la que 
concurren elementos de distinta índole: a) unos derivan de la propia Constitución y son 
presupuestos o límites a cualquier modelo que quiera introducir el legislador (la clasificación 
del suelo y el reparto equitativo de los beneficios y cargas del planeamiento); b) otros 
dependen de la opción legislativa que se adopte, por lo que no son una exigencia impuesta 
directamente por la Constitución (dirección y control públicos de la asignación de usos al 
suelo y consiguiente sustracción de esa decisión al mercado), pero la decisión corresponde al 
                                                                                                                                                                       
 
421
 Como advierte MENÉNDEZ REXACH el problema reside en que el TC no facilita una 
noción de modelo urbanístico que sirva para diferenciar las normas que lo implantan de las normas 
relativas a la concepción de la propiedad. MENÉNDEZ REXACH, Á., “Las competencias del Estado 
y de las Comunidades Autónomas sobre el régimen del suelo: comentario crítico de la STC de 20 de 
marzo de 1997”, RDUMA, núm. 153, 1997, págs. 70-71. 
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 206 
legislador estatal (dentro de los límites del art. 47 de la Constitución), porque afecta a las 
condiciones básicas de ejercicio del derecho de propiedad. 
 
Las afirmaciones anteriores se refieren únicamente a la regulación del estatuto de la 
propiedad, materia en la que la competencia estatal se contrae a la definición de las 
"condiciones básicas" que garanticen la igualdad sustancial de los propietarios en el ejercicio 
de las facultades y el cumplimiento de los deberes422 en que se concreta el contenido de ese 
derecho fundamental, quedando aquí, pues, un amplio espacio para la regulación autonómica.  
 
En definitiva, el Estado es competente para regular las condiciones básicas del estatuto 
de la propiedad (derechos y deberes básicos) y ejerce las competencias sectoriales con 
incidencia territorial que le corresponden (aguas, costas, carreteras, ferrocarriles, puertos y 
aeropuertos de interés general, defensa nacional, etc.), debiendo tenerse presente que, como 
señala la STC 40/1998, de 2 de julio, RTC 1998\40, la posibilidad de concurrencia de títulos 
competenciales, con distinto objeto jurídico, sobre un mismo espacio físico423, como ocurre 
en el ámbito urbanístico, obliga a buscar las fórmulas que en cada caso permitan su concreta 
articulación e integración, para lo que debe acudirse a fórmulas de cooperación o bien a 
técnicas de coordinación; o lo que es lo mismo, ya que se trata del ejercicio de un derecho 
constitucional, concretamente el de la propiedad inmobiliaria (art. 33.1 CE), al objeto de 
hacer efectivo el principio de igualdad de todos los españoles en el ejercicio derechos y 
obligaciones en cualquier parte del territorio nacional (art. 149.1.1ª CE), ha dicho el Tribunal 
Constitucional que corresponde al legislador estatal fijar la clasificación básica del suelo, 
pues es criterio del Tribunal que sin esta clasificación previa, que encaja en el art. 149.1.1ª 
CE, no sería posible regular condición básica alguna del ejercicio del derecho de propiedad 
urbana, que aquel precepto reserva al Estado (STC 164/2001). Sin embargo, no cabe entender 
por condición básica cualquier condición material, pues tal entendimiento sería tanto como 
                                                 
422
 Interpretando los art. 139 y 149.1.1 CE ha dicho el Tribunal Constitucional que el principio 
de igualdad de derechos y obligaciones de todos los españoles en cualquier parte del territorio 
nacional no puede ser entendido en modo alguno como una rigurosa y monolítica uniformidad del 
ordenamiento de la que resulte que, en igualdad de circunstancias, en cualquier parte del territorio 
nacional se tienen los mismos derechos y obligaciones, de tal manera que los artículos 1, 9.2, 139.1 y 
149.1.1 CE, no exigen un tratamiento jurídico uniforme de los derechos y deberes de los ciudadanos 
en todo tipo de materias y en todo el territorio del Estado, lo que sería frontalmente incompatible con 
la autonomía, sino, a lo sumo, y por lo que al ejercicio de derechos se refiere, una igualdad en las 
posiciones jurídicas fundamentales (STC 37/1981, de 16 de noviembre, RTC 1981\37, STC 37/1987, 





 Cfr., la STS de 23 de marzo de 2012, Roj: STS 1762/2012 que aplica la doctrina contenida 
en el auto del Tribunal Constitucional nº 428/1989 de 21 de julio. 
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abrir la puerta al legislador estatal para disponer del contenido normativo de prácticamente 
cualquier disciplina.424  
 
Pero al Estado sólo le compete definir, a través de la técnica de la clasificación, un 
mínimo común denominador del derecho de propiedad del suelo, correspondiendo al 
legislador autonómico terminar de rellenar ese contenido mínimo definiendo los diferentes 
contenidos del derecho mediante su capacidad normativa para establecer clasificaciones, 
categorizaciones y calificaciones de suelo, a la par que fijar o determinar los criterios para 
encajar los terrenos en cada una de las clases. En definitiva, no hay inconveniente alguno en 
que el Estado describa como «contenido básico del derecho de propiedad» el conjunto de 
normas dictadas al amparo del art. 149.1.1, 13, 18 y 23 CE. 
 
La STC 164/2001 señala que el art. 149.1.1 CE ampara la fijación de criterios para la 
clasificación del suelo como urbano, ya que la clasificación que en su caso pudiera fijar el 
Estado quedaría privada de su eficacia igualadora si la fijación de los criterios de clasificación 
fuera plenamente disponible por cada una de las Comunidades Autónomas. Ahora bien, el 
legislador estatal no dispone de un amplio margen a la hora de fijar esos criterios de 
clasificación, sino que únicamente podrá fijar aquéllos que resulten indispensables para 
definir las condiciones básicas de ejercicio del derecho de propiedad. 
 
El Tribunal Constitucional reconoce expresamente al Estado capacidad para determinar 
los criterios generales delimitativos,  de carácter  negativo, del contenido básico de la 
propiedad de suelo no urbanizable, que, se concretan, en una prohibición general de usos 
edificatorios. Además considera que una ley estatal podría habilitar a la Administración 
urbanística la delimitación de áreas de especial protección dentro de ese suelo no 
urbanizable425, así como establecer desde esa misma ley una genérica prohibición de la 
utilización de esas áreas que sea contraria con los valores que precisamente se quieren 
preservar. Sin embargo, no podría determinar un régimen positivo de usos, más allá de 
remitirse a lo que disponga la legislación sectorial correspondiente, sea estatal o autonómica, 
a quien corresponderá disciplinar los usos agrarios, forestales, ganaderos, cinegéticos, etc., 
que son propios del suelo no urbanizable.  
 
                                                 
424
 Para BARNÉS VÁZQUEZ, el Estado debe fijar un marco normativo urbanístico a través de 
criterios, principios, directivas o reglas polivalentes que no coincide con la ley básica  si bien ostenta 
competencias sectoriales que limitan la política territorial y urbanística de las Comunidades 
Autónomas y la discrecionalidad administrativa municipal. BARNÉS VÁZQUEZ, J., Distribución de 
competencias en materia de urbanismo: Estado, Comunidades Autónomas, entes locales: análisis de 
la jurisprudencia constitucional, op. cit., págs. 357-360. 
 
425
 El apoyo constitucional lo encuentra en el art. 149.1.23 referido a la legislación en materia 
de medio ambiente. 
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Al respecto, la STC 164/2001 precisa que la regulación de usos por una Comunidad 
Autónoma (materialmente competente) “no habrá de limitarse a la fijación de los «límites» de 
aquellos usos sino que abarcará la definición misma de los usos o aprovechamientos del suelo 
no urbanizable”. Tampoco podrá el Estado «determinar las causas que autorizarían a declarar 
una zona o área como de especial protección», más allá de «diferir al planeamiento 
determinados valores medioambientales tutelables a través de esta específica clasificación del 
suelo». Finalmente, merece la pena destacar la constitucionalidad declarada por el Tribunal 
Constitucional respecto de la previsión de agregaciones de valor, posible en todo suelo no 
urbanizable ordinario, siempre y cuando tengan lugar a través de actuaciones específicas de 
interés público autorizadas de forma excepcional. Para el Tribunal Constitucional supone una 
igualación mínima de todos los propietarios de aquella clase de suelo. Asimismo, considera 
que las condiciones de actuaciones de interés público excepcionales y expresamente 
autorizadas son calificables de básicas y respetuosas con las competencias urbanísticas de las 
Comunidades Autónomas, de forma que a éstas corresponde determinar tanto el 




3.- La legislación civil 
 
 
Sentado lo anterior es preciso examinar si la competencia estatal en materia de 
legislación civil puede ser título jurídico válido para establecer el régimen jurídico del suelo 
del medio rural. Se trata de una cuestión polémica en la que la doctrina manifiesta posiciones 
antagónicas. La primera corriente defiende que al ser el derecho de propiedad el derecho civil 
por antonomasia, corresponde su regulación al legislador estatal sin perjuicio de algunas 
especialidades de los derechos civiles especiales.427 
                                                 
426
 GRANADO HIJELMO, I., ”Problemas de constitucionalidad de la nueva Ley 8/2007, de 
Suelo”, REFC, núm. 8, julio-diciembre 2007, pág. 79, sostiene que el art. 1491.1. CE no ampara 
cualquier regulación estatal urbanística puesto que “en rigor, todo ordenamiento jurídico autonómico 
desarrolla algún derecho o deber constitucional.”  
  
427
 En esta corriente destaca FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, quien pone de manifiesto que la 
regulación del derecho de propiedad del suelo es una cuestión civil aunque se regule en leyes 
administrativas y que la regulación estatal de la propiedad del suelo no afecta a la competencia 
autonómica de ordenación del territorio y del urbanismo como tampoco afecta a las políticas agrícola, 
ganadera, turística, tributaria,… Asimismo destaca que la función social y la potestad expropiatoria 
pueden remediar la limitación de la política territorial y urbanística autonómica. Desde su posición 
concluye que “El estatuto jurídico del propietario, esto es, los derechos y los deberes que lo forman, 
debe ser el mismo en toda España; el ejercicio de esos derechos y el cumplimiento de esos deberes 
podrá resultar afectado por la regulación que las Comunidades Autónomas puedan establecer para la 
mejor ejecución del planeamiento, aunque esa afectación no podrá trascender a las condiciones 
básicas a las que se refiere el artículo 149.1.1ª, que habrán de ser iguales para todos en lo esencial.” 
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Esta interpretación, que no goza del reconocimiento del Tribunal Constitucional, es, 
desde nuestro punto de vista la más ajustada al texto constitucional. Por eso suscribimos en su 
integridad la argumentación de FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ que defiende la 
inconstitucionalidad de estatutos jurídicos diferentes del suelo en función de la legislación 
autonómica sin que esta diferenciación pueda derivar de la ordenación territorial y urbanística 
autonómica.428 
 
Por el contrario, otro sector doctrinal considera que el Estado sólo podrá incidir en el 
derecho subjetivo de propiedad desde la vertiente individual mientras que la definición de su 
función social podrá corresponder al legislador estatal o autonómico, según la distribución 
competencial429. En este sector incluso algunos autores defienden que al noincluir la 
                                                                                                                                                                       
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., “El concepto de urbanismo y la dispersión legislativa”, en 
PÉREZ HERRERO, J. Mª., (Dir.), Hacia un nuevo urbanismo. Curso sobre ordenación del espacio y 
régimen del suelo, op. cit., págs. 305-307. En términos similares, cfr., LÓPEZ LÓPEZ, Á. M., La 
disciplina constitucional de la propiedad privada, op. cit., pág. 128. En sentido contrario se manifiesta 
CARRASCO PARERA para quien “lo civil no es la institución (la propiedad privada, el ius 
aedificandi, etc), sino el modo en el que la norma concede derechos subjetivos no mediados por una 
necesaria intervención administrativa” si bien discrepa de la STC 61/1997 en relación con la 
prohibición de fraccionamientos de suelo contra lo dispuesto en la legislación agraria porque sólo 
sería materia civil la sanción de nulidad o la imposibilidad de inscribir el negocio de transferencia 
pero no la prohibición  2si de ella no surge otra sanción que la iniciación de un oportuno expediente 
administrativo de infracción.” CARRASCO PARERA, Á.: Relaciones civiles con contenido 
urbanístico, op. cit., págs. 69-70. En relación a los derechos civiles especiales o forales, cfr. la STC 
121/1992, de 28 de septiembre, RTC 1992\121. 
 
428
 Cfr., FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., “El concepto de urbanismo y la dispersión 
legislativa”, en PÉREZ HERRERO, J. Mª., (Dir.), Hacia un nuevo urbanismo. Curso sobre 
ordenación del espacio y régimen del suelo, op. cit., págs. 300-301. Para este profesor la concurrencia 
competencial del Estado y de las Comunidades Autónomas para ordenar el territorio debería basarse 
en el carácter supra o intra autonómico de las correspondientes determinaciones. FERNÁNDEZ 
RODRÍGUEZ, T.R., “El concepto de urbanismo y la dispersión legislativa”, en PÉREZ HERRERO, J. 
Mª., (Dir.), Hacia un nuevo urbanismo. Curso sobre ordenación del espacio y régimen del suelo, op. 
cit., pág. 303. 
 
429
 En este sector se puede situar a  BARNÉS VÁZQUEZ, para quien la competencia estatal 
sobre el derecho de propiedad,  que no impide una posible incidencia autonómica, se caracteriza por 
una dimensión horizontal o de relación con terceros (naturaleza jurídico-privada) frente a la faceta 
jurídico-pública que se refiere a la relación o vertiente vertical del titular dominical con la sociedad en 
su conjunto, en cuyo nombre actúan los poderes públicos. BARNÉS VÁZQUEZ, J., Distribución de 
competencias en materia de urbanismo: Estado, Comunidades Autónomas, entes locales: análisis de 
la jurisprudencia constitucional, Ed. Bosch, Barcelona, 2002, pág. 22. Este mismo autor alude a que 
de acuerdo con el TC la institución de la propiedad se residencia en el Código Civil pero su función 
social se fija por las leyes que la determina sin que el art. 1491.18ª CE pueda impedir la intervención 
normativa de las Comunidades Autónomas. (BARNÉS VÁZQUEZ, J., “El derecho de propiedad en la 
Constitución española de 1978”, en BARNÉS, J., (Coord,), Propiedad, Expropiación,…, op. cit.,  pág. 
64.) 
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propiedad constitucional la función social en su propia estructura resulta necesaria una 
actividad de concreción legislativa, estatal o autonómica.430  
 
¿Cuál es la interpretación que sigue el Tribunal Constitucional? Su doctrina es la 
siguiente: la competencia estatal en materia civil no puede suponer la negación de la 
competencia urbanística autonómica, por lo que, el suelo no urbanizable podrá ser regulado 
por las Comunidades Autónomas.431 
 
Sin embargo, y como conclusión de todo lo anterior no se puede olvidar que, como 
subraya GARCÍA DE ENTERRÍA, la propiedad del suelo es un tema civil y una cuestión de 
ejercicio de los derechos constitucionales cuya regulación corresponde también al Estado 
según el art. 149.1.1º.432  
 
 
4.- La competencia en materia de agricultura  
 
 
El destino agropecuario del suelo del medio rural es un principio rector de cualquier 
ordenamiento jurídico. El problema se centra en determinar si la regulación de la propiedad 
del suelo del medio rural debe entenderse incluida en la competencia autonómica sobre 
agricultura y ganadería. La respuesta a este interrogante se puede resumir del siguiente modo: 
el art. 148.1.7° CE permite a todas las Comunidades Autónomas asumir competencias en 
materia de "agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía", 
que corresponde al Estado cuando regula "las bases y la coordinación de la planificación 
general de la actividad económica" (art. 149.1.13 CE). En este supuesto, la competencia de la 
Comunidad Autónoma en materia agrícola repercute en la propiedad rústica. A modo de 
conclusión, se puede decir que la competencia exclusiva autonómica no desplaza a la 
competencia exclusiva transversal del Estado que debe prevalecer sobre la primera. Lo 
anterior no significa que el Estado pueda legislar con carácter supletorio en ámbitos en los 
que no ostente competencia.  
                                                 
430
 MUÑOZ GUIJOSA, Mª.A.: El derecho de propiedad del suelo: de la Constitución a la 
ordenación urbana, op. cit., pág. 268. 
 
431
 Según REY MARTÍNEZ, F.: La propiedad privada en la Constitución Española, op. cit., 
págs. 429 y 433-434, la ley autonómica puede regular el derecho de propiedad sin que le corresponda 
al legislador estatal la protección de su contenido esencial. Para este autor la Comunidad Autónoma 
puede modular legislativamente (delimitar) el contenido esencial dentro de ciertas bases o principios 
explicitados por el legislador estatal.. 
 
432
 GARCÍA DE ENTERRÍA  E., “El Derecho Urbanístico español a la vista del siglo XXI”, 
REDA, núm. 99, 1998, págs. 395-403. 
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En definitiva, ¿en qué medida la competencia sobre agricultura incide en el suelo del 
medio rural? La respuesta semeja sencilla: la legislación autonómica afectará a la propiedad 
rústica. Por su claridad transcribiremos lo que señala la sentencia del Tribunal Constitucional 
de 26 de marzo de 1987,"...la delimitación de los poderes del propietario se opera no sólo ya 
en la legislación civil, sino también en aquellas leyes que cuidan principalmente de los 
intereses públicos a los que se vincula la propiedad rústica. ...la legislación agraria cuyos 
objetivos conducen a una regulación de la propiedad de la tierra destinada a usos agrícolas se 
superpone a la legislación civil. 
 
 
5.- La competencia en materia de medio ambiente433 
 
 
Ahora bien, ¿no podría se considerar incluido en el título del medio ambiente la 
competencia estatal para regular el suelo no urbanizable? La cuestión es resuelta por el 
Tribunal Constitucional de una doble forma: 1) según  la STC 61/1997,  F. J.434, el título 
competencial para regular el suelo no urbanizable es el relativo a las condiciones básicas de la 
propiedad urbana destacando en el, F.J. 16.a) que "la prohibición de edificar en suelo no 
urbanizable (o categoría análoga según la legislación autonómica) encaja dentro de las 
condiciones básicas de la propiedad urbana", 2) por el contrario, la previsión del suelo no 
urbanizable de especial protección se encuentra justificada en el titulo medioambiental. 
 
                                                 
433
 La STC 64/1982, de 4 de noviembre, RTC 1982\64, (F.J. 2), abordó la tensión entre los 
principios constitucionales del medio ambiente (art. 45 CE) y del desarrollo económico (art. 130.1), 
señalando que del art. 45 de la Constitución no puede considerarse como objetivo primordial y 
excluyente la explotación al máximo de los recursos naturales, el aumento de la producción a toda 
costa, sino que se ha de armonizar la «utilización racional» de esos recursos con la protección de la 
naturaleza, todo ello para el mejor desarrollo de la persona y para asegurar una mejor calidad de la 
vida. Por su parte la STC 36/1994, de 10 de febrero, RTC 1994\36,  dispone que «La competencia de 
ordenación del territorio, aunque debe ponderar los efectos sobre el medio ambiente, no atrae hacia sí 
las normas relativas a la protección de la naturaleza, ni todo lo relativo a la preservación de los 
ecosistemas –que, por otra parte y contra lo que afirman los recurrentes, no se limitan a la 
preservación del medio para asegurar las actividades de pesca, caza y agricultura–. Al igual que las 
demás actuaciones con incidencia territorial, estas competencias en materia de medio ambiente 
pueden condicionar el ejercicio de la competencia sobre ordenación del territorio. Sin embargo, a 
pesar de este contenido propio y de la posibilidad de condicionar el ejercicio de la competencia de 
ordenación territorial, desde estos títulos no puede invadirse el ámbito reservado a esta última 
llevando a cabo directamente la ordenación del suelo». Por último, la STC 102/1995, de 26 de junio, 
RTC 1995\102, que incluye el suelo entre los recursos naturales, configura el medio ambiente como 
un sistema y expresa los riesgos para el medio ambiente derivados del urbanismo. 
 
434
 Cfr. ENÉRIZ OLAECHEA, “En torno a la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el 
texto refundido de la Ley del Suelo”, AJA, núm. 289, 1997, pág. 4. 
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Pero esta fundamentación en el aspecto medioambiental del régimen del suelo no 
urbanizable no es novedosa. En efecto basta con transcribir lo señalado en la STS de 3 de 
noviembre de 1999, RJ 1999\7695 para apreciar lo indicado:  
 
"Como quiera que el suelo no urbanizable está esencialmente destinado de modo 
exclusivo a su explotación agrícola, pecuaria o forestal, es obvio que la protección de tales 
actividades y el mantenimiento de este suelo en sus originarias condiciones naturales 
constituye un interés público no sólo local, sino supralocal, al afectar la transformación de la 
condición natural del suelo al medio ambiente, cuya degradación origina consecuencias que 
exceden con mucho del puro ámbito estrictamente local"  
 
Desde mi punto de vista, esta postura del Tribunal Constitucional es incongruente 
porque la utilización racional de los recursos naturales así como la competencia exclusiva del 
Estado para dictar legislación en materia de medio ambiente, sin perjuicio de la legislación 
adicional de las Comunidades Autónomas, constituyen los fundamentos competenciales de la 
legislación estatal: ¿es asumible que el Estado regule las condiciones básicas del ejercicio de 
todos los derechos? Si, por otra parte, el destino primario del suelo no urbanizable es el uso 
conforme a la naturaleza, ¿pueden las Comunidades Autónomas al margen de la legislación 
ambiental estatal regular usos no previstos por ésta?435  
 
En definitiva, considero que la argumentación del máximo intérprete de la 
Constitución sólo debería justificar la ley estatal, como garante de las condiciones básicas del 
ejercicio del suelo con vocación urbana. Esta es la tesis que sustenta MENÉNDEZ 
REXACH436 en base a los siguientes argumentos: no hay dos clases de suelo no urbanizable 
sino una sola, en la que se agrupa las dos categorías y la utilización natural de los recursos 
naturales está conectada con la competencia medioambiental; por razones medioambientales 
se pueden imponer limitaciones o prohibiciones de uso en cualquier clase de suelo; en el 
suelo no urbanizable se admiten como normales determinadas edificaciones.437  
                                                 
435Advierte ÁVILA ORIVE que “el concepto diseñado en el artículo 45 no se corresponde con 
la distribución de competencias efectuada en el Título VIII de la Constitución” pero posee una vis 
expansiva. Asimismo pone de manifiesto la incidencia e influencia del suelo y su configuración como 
bien ambiental. (ÁVILA ORIVE, J. L.: El suelo como elemento ambiental,…op.cit., págs. 58 y 63.) 
 
436
 MENÉNDEZ REXACH, Á., “Las competencias del Estado y de las Comunidades 
Autónomas sobre el régimen del suelo: comentario crítico de la STC de 20 de marzo de 1997”, 
RDUMA, núm. 153, 1997, págs. 64-65. 
 
437
 A juicio de FONSECA FERRANDIS, F. E.: La liberalización del suelo en España. 
Presupuestos y marco jurídico-constitucional, Madrid, 1999, pág. 217, aunque refiriéndose al medio 
urbano “el orden constitucional entiende el urbanismo como una función necesaria y precisa para la 
realización del orden constitucional material.” Desde mi punto de vista esta reflexión se puede 
extender también al medio rural. 
 




6.- La autonomía local 
 
 
En esta sede, como es natural, es preciso aludir al principio de autonomía local que 
preconiza el art. 137 CE si bien no es necesario insistir que las competencias a las que 
aludiremos en el presente epígrafe no alcanzan a las derivadas de la potestad legislativa. 
Tradicionalmente el urbanismo se vinculó a la política relativa a la creación de la ciudad. Por 
ello, no resulta irracional que el grueso de las competencias administrativas en esta materia 
fueran atribuidas a la Administración municipal.438 No obstante, esta situación sufrió, a lo 
largo de la historia reciente del urbanismo, diversas vicisitudes. En efecto, con la entrada en 
vigor de la LS/1956 se produce una estatalización evidente mediante la creación del 
Ministerio de la Vivienda y la asunción de titularidad en materia de aprobación de planes, lo 
que repercutirá, de forma negativa, en la toma de decisiones en el ámbito urbanístico 
municipal. La aparición del Estado autonómico, por ejercicio del derecho dispositivo del 
derecho de autonomía, consagrado en la CE, no supone, sino, una traslación competencial del 
Estado a las Comunidades Autónomas, sin que, el reconocimiento del principio de la 
autonomía local, constituya un freno suficiente, a la pérdida de importancia de la 
Administración Local, en el mundo urbanístico.  
 
Sin embargo, debemos hallar respuesta a las siguientes cuestiones: ¿existe un núcleo 
esencial irreductible, a partir del cual, la Administración Local detente potestades 
administrativas en el ámbito urbanístico?439 ¿Se deriva del principio de autonomía local una 
habilitación constitucional a la Administración Local en el sector urbanístico? ¿Puede la 
Administración Local delimitar las parcelas de suelo no urbanizable y configurar su régimen 
jurídico?440  
                                                 
438
 Cfr. GARCÍA DE ENTERRÍA, en “La Ley del suelo y el futuro del urbanismo…”, op.cit., 




 La STS de 22 de enero de 2007, Roj: STS 576/2007, nos sirve para ilustrar la relatividad del 
principio de autonomía local en el ámbito urbanístico. En efecto para el Tribunal Supremo del artículo 
25.2 d) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases de Régimen Local no se deduce que las 
competencias del Municipio en materia de disciplina urbanística excluyan en todo caso cualquier 
intervención de las Comunidades Autónomas, pues aquéllas se ejercerán “en los términos de la 
legislación del Estado y las Comunidades Autónomas” y, en consecuencia, considera legítima la 
actuación subsidiaria de la Comunidad Autónoma ante la inactividad del Ayuntamiento en la 
demolición de una edificación ilegal. 
 
440
 A algunas de estas cuestiones se puede hallar respuesta en la siguiente afirmación de 
BARNÉS VÁZQUEZ:” Si el legislador competente no se limitara a una ley del suelo estrictamente 
procedimental, de formas jurídicas al modo convencional en nuestra tradición (procedimientos 
administrativos, planes, actos administrativos, sanciones, etc.) y apostara por una ley con múltiples 
parámetros sustantivos, con contenidos materiales indisponibles para la Administración municipal y 
los agentes urbanísticos (estándares mínimos de calidad; prohibiciones o limitaciones de edificación 
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La “teoría de la garantía institucional de la autonomía local”, implantada por el 
Tribunal Constitucional, aunque permite asegurar la existencia de determinados entes locales, 
así como un contenido competencial mínimo, no permite determinar, en positivo, cuál debe 
ser el contenido de dicha autonomía, cuya concreción queda, de este modo, en manos del 
legislador sectorial. Es decir, para el Tribunal Constitucional se debe preservar la institución 
en términos reconocibles conforme a la imagen que de la misma tiene la conciencia social en 
cada tiempo y lugar, y como un derecho y capacidad efectiva de los entes locales para 
gestionar y ordenar una parte importante de los asuntos públicos lo que implica que se 
admitan diversas configuraciones legales siempre que respeten la garantía institucional (STC 
170/1989, de 19 de octubre, RTC 1989\170).441 
 
En este sentido, existe una trascendental diferencia frente al sistema de listas al que 
nos referimos anteriormente. Por ello, la autonomía local, pese a estar reconocida a nivel 
constitucional, se puede considerar como un derecho de configuración legal, o lo que es lo 
mismo, se fundamenta en la regulación que adopte el legislador, ya sea estatal o autonómico, 
tanto general como sectorial.442 Mas, quizá no resulte irrelevante poner de manifiesto que la 
ley estatal se puede situar en un plano superior. Así es, existe un condicionamiento para el 
legislador autonómico puesto que, en todo caso, según se desprende del art. 2 LBRL «deberá 
asegurar a los municipios... su derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente al 
círculo de sus intereses, atribuyéndoles las competencias que proceda en atención a las 
                                                                                                                                                                       
en función del medio ambiente, del paisaje o de la protección del dominio público; porcentajes 
máximos de densidad de población; reservas de terrenos destinados a zonas verdes, parques y jardines 
por vivienda, etc.), no se vería por ello lesionada, en modo alguno, la autonomía local.”, BARNÉS 
VÁZQUEZ, J., “El reparto de competencias en materia de urbanismo. El vicio de incompetencia”, 
Claves del Gobierno Local, núm.5, Fundación Democracia y Gobierno Local, 2007, pág. 61. 
 
441
 BELTRÁN AGUIRRE es partidario de limitar las potestades urbanísticas de los Municipios 
para conseguir un equilibrio regional y entiende que es conveniente una mayor participación en las 
decisiones sobre la ordenación del territorio, tengan o no alcance supramunicipal, mediante la 
potenciación de la coordinación, la colaboración y la cooperación interadministrativa. BELTRÁN 
AGUIRRE, J.L, “El menoscabo de la autonomía local con ocasión de la implantación de 
infraestructuras y dotaciones mediante instrumentos de ordenación del territorio: a propósito del ATC 
251/2009, de 13 de octubre”, Revista Aranzadi Doctrinal,  núm. 2, 2010, págs. 75-86. 
 
442
 Abundan en esta dirección el art. 7.2  y el art. 25 LBRL/1985. Por otra parte y como pone de 
relieve MORELL OCAÑA, la constatación de que es imposible distinguir los intereses locales lleva a 
la doctrina alemana a formular la noción de autonomía local como un derecho a intervenir  en aquellos 
asuntos en los que,  junto a los intereses públicos superiores, esté presente también el interés de la 
comunidad local y que se contempla en el  art. 2º LRBRL/1985. MORELL OCAÑA L., ”La 
autonomía local”, iustel.com, RGDA, núm. 13, septiembre 2006, pág. 26. En análogo sentido, FANLO 
LORAS advierte que el reconocimiento de la garantía constitucional de la autonomía local despliega 
sus efectos en tres direcciones: contenido subjetivo u organizativo; contenido objeto o sustantivo; 
contenido institucional. FANLO LORAS, A.,  Fundamentos constitucionales de la autonomía local, 
Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1990, págs. 256-257. De estos tres contenidos en 
nuestra materia resultan decisivos el contenido objetivo y el contenido institucional.  
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características de la actividad pública de que se trate y a la capacidad de gestión de la entidad 
local, de conformidad con los principios de descentralización y de máxima proximidad de la 
gestión administrativa a los ciudadanos».443 
 Buena prueba de lo señalado con anterioridad es la interpretación emanada del 
Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo. Así, uno de los temas estrella es el ejercicio 
del control autonómico respecto de la delimitación del modelo territorial, plasmado en los 
planes generales municipales, a través del rechazo o de la aprobación parcial autonómicos de 
los mismos. Las posturas jurisprudenciales son parcialmente divergentes: para la STC 
240/2006, de 20 de julio, RTC 2006\240, la referida facultad, no forma parte del núcleo de la 
autonomía local.  
 
Sin embargo, para el Tribunal Supremo, el control autonómico se debe limitar a un 
control de legalidad444, ya que, no supone un control de oportunidad de los intereses 
municipales, al ser el Municipio, el único ente que puede determinar el modelo territorial que 
más se ajuste a su voluntad, mayoritariamente manifestada por el Pleno Municipal, sin más 
límites que la defensa de los intereses supramunicipales que deberán ser respetados por el 
mencionado Pleno.445  
                                                 
443
 En términos de la STC 170/1989, de 19 de octubre, RTC 1989\170, “para el ejercicio de esa 
participación en el gobierno y administración de cuanto les atañe, los órganos representativos de la 
comunidad local han de estar dotados de las potestades sin las que ninguna actuación autonómica es 
posible’ – STC 32/1981, F.J. 2º -. Más allá de este límite de contenido mínimo que protege la garantía 
institucional la autonomía local es un concepto jurídico de contenido legal, que permite, por tanto, 
configuraciones legales diversas, válidas en cuanto respeten aquella garantía institucional” (F.J. 9). 
  
444
 El principio de autonomía es compatible con la existencia de un control de legalidad sobre el 
ejercicio de las competencias, pero no con la previsión de controles genéricos e indeterminados (STC 
4/1981, de 2 de febrero, RTC 1981\4). Para la STS de 17 mayo 2012, JUR 2012\184589 “en el 
ejercicio de sus competencias, las comunidades autónomas, al resolver sobre la aprobación definitiva 
de los Planes Generales deben pronunciarse no solo sobre las cuestiones de legalidad, sino también 
sobre los aspectos relativos a la defensa de los intereses supramunicipales; y, desde esta perspectiva 
puede introducir directamente modificaciones en el Plan, que es lo que aquí se ha producido, siempre 
que no se rebasen ciertos límites.”  A propósito de la diferencia entre control de legalidad y del control 
de oportunidad  DELGADO BARRIO cita la STS de 18 de mayo de 1992 en la cual, a pesar de no 
tratarse de un interés supralocal, el TS se decanta por la clasificación como suelo no urbanizable 
efectuada por la Comunidad Autónoma en detrimento de la opción de suelo apto para urbanizar 
adoptada por la Administración municipal, porque aplica el principio de racionalidad amparado en el 
principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. DELGADO BARRIO, J., El 
control de la discrecionalidad del planeamiento urbanístico, Civitas, Madrid, 1993.  
 
445
 El Tribunal Constitucional fija la doctrina del "umbral mínimo" como parámetro de 
referencia para confrontar si una concreta previsión autonómica vulnera o lesiona la autonomía local. 
En atención a este criterio, el Tribunal centra su atención tanto en los aspectos relativos al 
planeamiento, como en las facetas que se relacionan con el control autonómico sobre la acción 
urbanística municipal. Así para la STC 159/2001, de 5 de julio, RTC 2001\159, “So pena de incurrir 
en inconstitucionalidad por vulneración de la garantía institucional de la autonomía local, el legislador 
tiene vedada toda regulación de la capacidad decisoria de los entes locales respecto de las materias de 
su interés que se sitúe por debajo de ese umbral mínimo que les garantiza su participación efectiva en 
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Este núcleo de oportunidad relativo al modelo territorial del municipio queda 
totalmente excluido de la posibilidad de revisión, no sólo por la Comunidad Autónoma, sino, 
y lo que es más relevante, por los órganos judiciales, puesto que estamos en presencia de una 
discrecionalidad fuerte, y, sin perjuicio, de las técnicas de control de la potestad 
discrecional.446 
 
En cualquier caso debe tenerse en cuenta que como advierte MENÉNDEZ GARCÍA 
las aprobaciones municipales “se han configurado como verdaderas declaraciones de 
voluntad (no simples propuestas).”447 
 
En este orden de consideraciones, y por lo que respecta al suelo no urbanizable, el 
hecho de que el legislador se refiera a terrenos "inadecuados para el desarrollo urbano", al 
"uso racional de acuerdo con el modelo territorial adoptado",  al "desarrollo urbanístico 
sostenible", permite llegar a la conclusión, consistente en que el Pleno Municipal goza de una 
discrecionalidad amplia en lo relativo al suelo no urbanizable común, mientras que, está 
sometido a un mayor control, próximo, en ocasiones, al de las potestades regladas, cuando 
aborda el suelo no urbanizable de especial protección y el suelo de núcleo rural ( o similar) en 
el ámbito del modelo territorial diseñado para el medio rural. De ahí que, resulte 
perfectamente ajustado a lo anterior, que los Planes Generales puedan optar por una 
caracterización residual del suelo no urbanizable (actualmente ratificada por el TRLS/2008) e 
incluso por una política de rehabilitación y de concentración de la población. 
 
En esta línea, se puede concluir, en primer término, que el urbanismo es una 
competencia primariamente municipal, que se ejerce dentro de los límites marcados por la 
legislación autonómica y bajo el control de la Administración regional en algunos aspectos 
concretos en que están en juego los intereses supramunicipales. No obstante, deben efectuarse 
dos precisiones: la primera es que, como advierte la STC 213/1988, de 11 de noviembre, RTC 
                                                                                                                                                                       
los asuntos que les atañen y, por consiguiente, su existencia como reales instituciones de 
autogobierno”. En términos similares, cfr. la STC 51/2004, de 13 de abril, RTC 2004\51. Para un 
estudio detallado del conflicto en defensa de la competencia local, cfr., CARBALLEIRA RIVERA, 
Mª. T., “El nuevo conflicto en defensa de la autonomía local ante el Tribunal Constitucional”, RXG, 
núm. 24, 1999, págs. 217-238.  
 
446
 JIMÉNEZ DORANTES defiende una tesis diferente. Este autor considera que el control de 
oportunidad se refiere a las determinaciones municipales discrecionales con repercusión sobre el 
interés supralocal y que cuando se involucran intereses locales y supralocales no supone el ejercicio 
de un control de oportunidad sobre la decisión municipal. Para este autor la existencia de un plan 
autonómico previo de ordenación del territorio elimina el control de oportunidad y remite al control 
judicial a través del principio de jerarquía normativa. JIMÉNEZ DORANTES, M., Coordinación 
interadministrativa en la ordenación territorial, Marcial Pons, Madrid, 2003, págs. 187-189. 
 
447
 MENÉNDEZ GARCÍA, P., Las potestades administrativas de dirección y de 
coordinación territorial, Civitas, Madrid, 1993, pág. 264.  
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1988\213, F.J. 2, in fine “deben respetarse la normativa básica de régimen local contenida en 
el LBRL, puesto que, aquella tiende a asegurar un nivel mínimo de autonomía a todas las 
Corporaciones Locales en todo el territorio nacional, sea cual sea la Comunidad Autónoma en 
que estén localizadas, lo que resulta plenamente competente con la garantía institucional del 
art. 137 de la Constitución”448.  
 
La segunda, se extrae de la doctrina implantada por la STC 240/2006, de 20 de julio, 
RTC 2006\240, a cuyo tenor: “El legislador competente para dictar la normativa urbanística, 
en este caso el legislador estatal, goza de libertad a la hora de determinar la participación de 
los entes locales en la actividad urbanística siempre que respete un núcleo mínimo 
identificable de competencias que haga reconocibles aquellos entes como una instancia 
decisoria autónoma. Pues bien, de ese núcleo no forma parte la competencia para la 
aprobación definitiva de los planes urbanísticos, ya que la autonomía local sólo obliga a que 
existan competencias municipales relevantes y reconocibles en la ordenación y en el 
planeamiento urbanístico, como las que se ejercen en las fases de aprobación inicial y 
provisional (STC 159/2001, de 5 de julio, RTC 2001\159)” (F.J. 12).  
 
En suma, los Municipios son competentes para establecer, en su ámbito, el modelo 
territorial a través de los planes generales de urbanismo, cuya aprobación definitiva se 
atribuye a la Administración Autonómica. También son competentes para aprobar (incluso 
definitivamente) el planeamiento de desarrollo (planes parciales, especiales y otros), aún 
cuando el Tribunal Constitucional defienda que es admisible la técnica del informe vinculante  
para condicionar la aprobación del planeamiento de desarrollo, para asumir su ejecución o 
controlarla (en los supuestos de gestión privada) y para velar por el respeto a la legalidad en 
todos los actos de edificación o uso del suelo (disciplina urbanística), otorgando las licencias 
necesarias e imponiendo, en su caso, las correspondientes sanciones.449 Así las cosas, son 
comprensibles las posturas doctrinales en la materia. En este sentido, afirma LÓPEZ 
                                                 
448
 Para un examen más detenido de esta sentencia, cfr. MARÍN LÓPEZ, J., J., ”Límites 
constitucionales a la tutela autonómica sobre los Entes locales en materia de urbanismo”, REDA, núm. 
63, 1989, págs. 435-448. 
 
449
 Cfr., FERNÁNDEZ-FIGUEROA GUERRERO, F., ”El poder en el urbanismo. los conflictos 
permanentes de las comunidades autónomas, los municipios y los particulares”, RDUMA, núm. 226, 
2006, pág. 91.  Este autor señala que el planeamiento urbanístico se está viendo sobrepasado por la 
planificación sectorial que afecta al territorio. Al final, lo que está sucediendo es el casi absoluto 
protagonismo activo de las CCAA frente a los entes locales y, en menor medida frente al Estado, 
especialmente en temas de ordenación del territorio y medioambiental, y esto por tres razonamientos 
principales: 1. Posición superior de jerarquía normativa de la regulación legal de la ordenación del 
territorio y medioambiental sobre la urbanística. 2. Aprobación definitiva de los planes generales 
municipales por las Comunidades Autónomas 3. Agotamiento del marco estatutario y de 
transferencias del Estado a las Comunidades Autónomas.  
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RAMÓN450, que se puede hablar, al menos, de tres grandes bloques competenciales ajenos al 
Municipio que condicionan las potestades de éste en materia de urbanismo.  
En primer lugar, dentro de la propia función pública en materia de urbanismo hay que 
contar con su caracterización como objeto de competencias compartidas, de manera que los 
primeros límites del urbanismo municipal derivan de las mismas competencias urbanísticas 
de la Comunidades Autónomas.  
 
En segundo lugar, el urbanismo municipal aparece condicionado por los instrumentos 
formales de ordenación territorial correspondientes a las Comunidades Autónomas. Pero 
también las competencias estatales o autonómicas sobre elementos vertebradores del territorio 
suponen un límite para las competencias urbanísticas de los municipios. Esta cuestión es 
abordada por LLISET BORRELL451, en los siguientes términos: la competencia urbanística 
es, esencialmente, una competencia municipal, de carácter residual; en el momento actual, la 
legislación urbanística (competencia exclusiva de las Comunidades autónomas) atribuye a los 
Ayuntamientos la competencia urbanística en cuestiones de gestión (entendida en su más 
amplio sentido) y de disciplina urbanísticas; en materia de planeamiento la competencia 
urbanística es municipal en relación con los planes derivados, y compartida en relación con 
los planes generales; la competencia urbanística municipal puede ser alterada, por sustitución, 
en casos de inactividad de los Ayuntamientos, tanto en materia de planeamiento, como en 
materia de gestión y en materia de disciplina, al amparo del artículo 60 LBRL, a través de la 
legislación urbanística autonómica.452 Por último, y para contestar la pregunta relativa a la 
                                                 
450
 LÓPEZ RAMÓN, F.:”Urbanismo Municipal y Ordenación del Territorio”, REDA, núm, 82, 
1994, págs. 207-218.  
451
 LLISET BORRELL, F., ”La competencia urbanística de los Ayuntamientos”, op. cit., págs. 
269-270. Para un supuesto de suelo no urbanizable de protección forestal puede verse la STS de 7 de 
diciembre de 2011, Roj: STS 8487/2011 a cuyo tenor, “la autonomía que reconoce el artículo 140 CE 
a los municipios lo es para la gestión de "sus respectivos intereses", como dispone el artículo 137 del 
Texto Constitucional . En la materia urbanística y, en concreto, en el planeamiento general confluyen 
intereses diversos, unos locales y otros "supralocales”.  De esta manera no se vulnera el principio de 
autonomía local por el control que lleva a cabo el órgano autonómico en la aprobación definitiva de 
ese planeamiento general cuando, ese control, lo es de legalidad en relación con lo realizado por el 
ente local, o bien, cuando el mismo se refiere a los aspectos reglados del planeamiento; y tampoco se 
vulnera dicho principio por el control que realiza el órgano autonómico respecto de los aspectos 
discrecionales del planeamiento en los "intereses supralocales". 
 
452
 Es inconstitucional un precepto del tenor del art. 218 TRLS/1976, que determinase que si 
algún Ayuntamiento incumpliere gravemente las obligaciones que deriven de esta ley o del 
planeamiento urbanístico vigente, o actuare en general con notoria negligencia, el Consejero de la 
Comunidad Autónoma pudiese designar un Gerente o transferir las necesarias atribuciones de la 
Corporación local a la Comunidad Autónoma que la ejercerá mediante una Comisión Especial en la 
que tendrá representación el Ayuntamiento (STC 159/2001, F.J. 6º y 7º). 
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incidencia de la autonomía local453 en el suelo del medio rural es preciso subrayar, como 
razona MENÉNDEZ REXACH454, que la competencia urbanística municipal se refiere tanto 
al suelo urbano y urbanizable, como a los suelos no urbanizables y a los urbanizables no 
delimitados o sectorizados porque la ordenación del espacio es expresión de una “política 
global” sobre el territorio, es decir, no es correcto circunscribir la competencia municipal a la 
ciudad existente y a su ensanche y limitar la competencia autonómica a los suelos no 
urbanizables y a los suelos urbanizables no delimitados aunque, no es menos cierto que, la 
referida competencia se encuentra enmarcada no sólo por normas legales urbanísticas y 
sectoriales sino también por el planeamiento de ordenación del territorio o sectorial y por las 
denominadas  actuaciones o proyectos de interés regional, de interés supramunicipal o de 
singular interés, …), que vinculan al planeamiento del ente o entes locales a los que afecten, y 
que no se pueden confundir con las denominadas “actuaciones de interés público” admisibles 
en suelo no urbanizable no protegido.455 En cualquier caso quizá resulte conveniente concluir 
que determinados aspectos del suelo del medio rural, entre los que destacan los usos 
edificatorios, participan de la condición de intereses supramunicipales, por lo que la decisión 
de cuestiones que afecten a estas materias corresponden a la aprobación autonómica. (Cfr., la 
STS de 17 mayo de 2012, RJ 2012\6807 en la que se introducen modificaciones por la 











                                                 
453
 Un sector cualificado de la doctrina considera que el criterio descentralizador y el principio 
de subsidiariedad así como el principio de autonomía fundamentan un núcleo de competencias 
administrativas y de ejecución en el ámbito urbanístico que no puede ser constreñido o reducido por el 
legislador. (Cfr., MARTÍN REBOLLO, L., “La Ley de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico 
del Suelo de Cantabria: una visión sistemática”, RUE, núm. 5, 2001, pág. 70.) 
 
454
 MENÉNDEZ REXACH, Á., “Autonomía municipal urbanística: contenido y límites”, 
REFC, núm. 5, enero-junio 2006, pág. 26. 
 
455
 Como destaca MENÉNDEZ REXACH Á., en “Autonomía municipal urbanística: contenido 
y límites”, op. cit., pág. 25, su precedente se encuentra en las actuaciones de utilidad pública o interés 
social que podían autorizarse en suelo no urbanizable (por la Comunidad Autónoma) al amparo de la 
LS/1976 y el Reglamento de Gestión Urbanística. 
 









Uno de los principios básicos de la ordenación urbanística, según se desprende de la 
voluntad del constituyente, es la colaboración necesaria entre la legislación estatal y la 
legislación autonómica.456 Dicho de otro modo,  las Comunidades Autónomas son titulares, 
en exclusiva, de las competencias sobre urbanismo. La competencia legislativa sobre 
urbanismo permite a las Comunidades Autónomas fijar sus propias políticas de ordenación de 
la ciudad, y servirse para ello de las técnicas jurídicas que consideren más adecuadas” (FJ 4), 
STC 164/01. Por consiguiente, debemos avanzar en nuestro estudio y examinar la incidencia 
del referido reparto competencial en el suelo del medio rural. Para ello, nuestro cometido se 
inicia con el concepto de suelo no urbanizable. 
 
La primera cuestión a dilucidar es la siguiente: ¿a quién le corresponde la delimitación 
del suelo no urbanizable? Si aplicásemos literalmente la doctrina citada nos encontraríamos 
con una laguna. En efecto, una cosa es la ciudad y otra cosa es el resto del territorio. Por ello, 
la STC 164/2001, se ve en la tesitura de tener que reconocer al legislador estatal competencia 
para establecer criterios específicos, pero siempre con un carácter no exhaustivo, dejando a la 
legislación autonómica y, por reenvío de ésta,  tanto a la planificación territorial como a la 
planificación urbanística457, un cierto margen para integrar el concepto de suelo no 
                                                 
456
 Según el F.J. 6º STC 61/1997, “la competencia autonómica exclusiva sobre urbanismo ha de 
integrarse sistemáticamente con aquellas otras estatales que, si bien en modo alguno podrían legitimar 
una regulación general del entero régimen jurídico del suelo, pueden propiciar, sin embargo, que se 
afecte puntualmente a la materia urbanística”. A este respecto interesa indicar como resume CANO 
MURCIA que la STC 64/1997 considera que las normas sobre suelo no urbanizable del TRLS/1992 
no perseguían establecer directamente determinaciones de carácter material ni positivo ni tenían por 
objeto inmediato la delimitación de los diversos usos de este tipo de suelo ni ejercer la competencia en 
materia de ordenación de territorio y si incidían en su configuración era por vía negativa o de 
prohibición. Asimismo la prohibición de edificar en suelo no urbanizable debía entenderse con 
carácter general con la imposibilidad de adquirir propiedad urbana fuera de los terrenos previstos por 
los poderes públicos y la prohibición de de fraccionamientos de la propiedad constituía una limitación 
general sobre la facultad de disposición de la propiedad congruente con el destino del suelo. CANO 
MURCIA, A., El régimen jurídico del suelo no urbanizable o rústico, Thomson-Aranzadi, Cizur 
Menor, 2006, págs. 21-22.  
 
457
 Es preciso destacar que la STC 164/2001 impone una interpretación conforme a la 
Constitución en relación con las referencias del art. 9 LS/1998 a los “planes de ordenación territorial”, 
“legislación sectorial”, “planeamiento general” “planeamiento sectorial” al considerar que” tienen 
únicamente valor orientativo y ejemplificativo, pues lo único propiamente relevante es... que los 
Capítulo tercero. El suelo del medio rural en… 
 
 221 
urbanizable. Nótese que esta interpretación no sólo afectará al núcleo del suelo no 
urbanizable sino que, por exclusión, nos suministrará una definición en negativo del suelo 
urbanizable. Así las cosas, se está afirmando la posibilidad de que una parcela, en las mismas 
condiciones fácticas, pueda ser suelo urbanizable o suelo no urbanizable, según el criterio de 
la ley autonómica aplicable en función de su ámbito territorial. En consecuencia, el legislador 
autonómico, respetando el mínimo estatal, puede ampliar los elementos determinantes de la 
consideración de una parcela como suelo no urbanizable, o, lo que es lo mismo, puede 
establecer nuevos valores dignos de protección desde la órbita del Derecho urbanístico y 
correlativamente está definiendo, en negativo, al suelo urbanizable.  
 
Esta es la razón primordial por la que es esencial fijar unos requisitos mínimos que, 
como señala la mencionada sentencia, en base al art. 149.1.1. CE, sirvan para la igualación de 
todos los propietarios de suelo y funcionen de una forma similar a una norma básica porque, 
por medio de estas condiciones básicas, el Estado puede plasmar una determinada concepción 
del derecho de propiedad urbana, en sus líneas más fundamentales (FJ 5).  
 
¿Cuáles son esos criterios mínimos que puede fijar el Estado? Dichos criterios, para la 
LS/1998, eran la incompatibilidad con la transformación urbanística y la inadecuación para el 
desarrollo urbano. La conclusión a la que llega el Tribunal es que, “la suma de los dos 
criterios de clasificación contenidos en el art. 9 LRSV (incompatibilidad e inadecuación para 
el desarrollo urbano) permite identificar un amplio margen de regulación para cada 
Comunidad Autónoma”, y de ello deduce su conformidad constitucional (STC 164/2001, FJ 
14). 
 
Por tanto, la clave de la constitucionalidad de cualquier norma estatal que defina el 
suelo que nos ocupa debe situarse en el diseño de un concepto que no agote las posibilidades 
legislativas autonómicas.458  
                                                                                                                                                                       
terrenos estén sometidos a algún régimen especial de protección, venga ese régimen especial dispuesto 
en leyes, planes, proyectos, catálogos o cualesquiera otros actos jurídicos”. 
 
458
 Así, cuando entra a analizar el criterio de la incompatibilidad concluye que “la 
incompatibilidad con la transformación (art. 9.1 LRSV) no la define la propia Ley, sino que provendrá 
de los regímenes especiales de protección establecidos por la legislación sectorial o el planeamiento 
territorial (del Estado o de la Comunidad Autónoma, dependiendo de la materia competencial o sector 
en que se funde el régimen especial de protección)... la efectiva clasificación del suelo como no 
urbanizable no deriva automática e inmediatamente de la fijación de un régimen de especial 
protección sino que depende, en todo caso, de que el órgano público competente para la clasificación 
del suelo efectivamente concluya que el régimen especial de protección previamente establecido exige 
la clasificación del suelo como no urbanizable”. Por otra parte, y en relación con el criterio de la 
inadecuación, entiende que su enjuiciamiento “le corresponde, en todo caso, al órgano competente 
para la clasificación. La deficiente adecuación puede traer causa de valores o fines que hagan 
necesaria la preservación del suelo (el propio art. 9.2 LRSV enuncia los valores agrícola, forestal, 
ganadero, así como la riqueza natural) o de otras circunstancias.  Al planeamiento corresponde 
establecer... los criterios sobre cuándo un terreno es adecuado, o no, para un desarrollo urbano, 
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Frente a esta tesis, muestra su disconformidad un sector de la doctrina. Así, 
JORDANO FRAGA, considera que la clasificación como suelo no urbanizable puede venir 
impuesta por la legislación sectorial, sin margen de discrecionalidad para el planificador, y, 
destaca que la referida clasificación puede provenir de una ley medida o de un plan de 
naturaleza jurídica jerárquicamente supraordenado.459  
 
Igualmente crítico se pronuncia BARNÉS VÁZQUEZ pues considera que la 
incompatibilidad e inadecuación no son criterios mínimos sino criterios de remisión y el 
Estado sólo puede esbozar el régimen jurídico del suelo no urbanizable.460  
 
Por último, y como señala JORDANO FRAGA461, según la Sentencia comentada, una 
Comunidad Autónoma puede mantener clasificaciones suprimidas de suelo no urbanizable 
pero éstas deberán ser valoradas como suelo urbanizable por la legislación estatal. Pero, 
¿hasta dónde alcanza la competencia autonómica en el ámbito del suelo no urbanizable? La 
pregunta es trascendental puesto que, en función de la solución que se adopte, el régimen 
jurídico del suelo del medio rural puede ser uniforme (si entendemos que el legislador estatal 
regula la materia con plena densidad normativa), o bien, el legislador estatal se limita a 
regular las posiciones jurídicas fundamentales. Desde nuestro punto de vista, las 
Comunidades Autónomas no deberían gozar de plena libertad en el diseño del suelo no 
urbanizable. Sin embargo, es otra la interpretación que sostiene el Tribunal Constitucional.462  
                                                                                                                                                                       
remitiendo de esta forma la clasificación del suelo al planificador urbanístico. Por ello, en forma 
alguna se puede considerar que el art. 9.2 LRSV imponga un concreto modelo urbanístico y 
territorial” (STC 164/2001, FJ 14.b).   
 
459
 JORDANO FRAGA, J: La reclasificación…, op.cit., págs. 43-44. 
 
460
 BARNÉS VÁZQUEZ, J., Distribución de competencias en materia de urbanismo: Estado, 




 JORDANO FRAGA, J: La reclasificación…, op.cit., pág. 48. Asimismo defiende que en 
base al art. 149.1.23, el Estado podría establecer, con carácter básico, un aprovechamiento 
mínimo/máximo en suelo no urbanizable. Estoy plenamente de acuerdo con esta tesis porque, pese a 
la opinión mayoritaria, todo suelo no urbanizable tiene un mínimo aprovechamiento urbanístico lo 
cual no implica que toda alteración suponga el nacimiento de un derecho a una indemnización por 
parte de los propietarios. 
 
462
 Cfr., la STC 164/2001, según la cual en los FF.JJ. 31 y 32 in fine, afirma que” la 
clasificación del suelo no urbanizable común es (a diferencia del suelo no urbanizable de especial 
protección) una decisión urbanística no condicionada por la LRSV: a los órganos urbanísticos (sean 
locales, sean autonómicos) corresponde determinar qué parte del suelo municipal es urbanizable y qué 
parte es no urbanizable común» (F.J. 31). «Además, debe recordarse que la clasificación del suelo 
como no urbanizable común no viene impuesta por la LRSV. De tal manera que cuando la opción 
urbanística del órgano competente consista en la transformación sistemática y lucrativa del suelo (en 
lugar de simples actuaciones específicas y de interés público) bastará con adoptar la clasificación del 
suelo más adecuada a aquella opción: suelo urbanizable” (F.J. 32).  




Parece desprenderse de lo advertido por el alto Tribunal, que la reclasificación de 
suelo no urbanizable común en suelo urbanizable, al ser una decisión autonómica o local, no 
puede ser mediatizada por el legislador estatal, a diferencia de lo que sucede con el suelo no 
urbanizable de especial protección. Discrepamos de esta lectura porque posibilita un 
urbanismo expansionista en función de la normativa autonómica tal y como ha venido siendo 
una constante en la tradición estatal.463  
 
Por último, conviene retener que la STC 164/2001 incluye dentro del ámbito 
competencial autonómico la determinación de otros usos menores conformes con la 
























                                                                                                                                                                       
 
463
 Cfr. TEJEDOR BIELSA, J.,” Reflexiones sobre el estado de lo urbanístico”, RAP, núm. 181, 
Madrid, enero-abril 2010, pág. 125. En la línea señalada advierte que “el resultado final de la 
evolución de ese modelo condujo al práctico abandono de la ciudad consolidada, a la degradación de 
barrios enteros en ausencia de renovación y sustitución generacional al dirigirse la población a nuevos 
desarrollos periurbanos o metropolitanos, y, desde una perspectiva ecológica y económica, a la 
insostenibilidad de la ciudad y a la destrucción del legado rural.” 
 








Tal y como ya nos consta, uno de los principios básicos extraídos de la jurisprudencia 
constitucional, en el ámbito urbanístico, consiste en la reserva a las leyes autonómicas, en 
materia territorial y de ordenación urbanística, de un margen de discrecionalidad suficiente 
para posibilitar la adopción de un modelo territorial propio y específico.  Hasta tal punto es 
cierto este aserto, que el problema puede surgir, en relación con la extensión de las potestades 
legislativas autonómicas, en punto a la definición de las clases de suelo y su régimen jurídico.  
 
Por tanto, no resulta extraño que existen diversas regulaciones del suelo ubicado en el 
medio rural, es decir, es imposible pretender una uniformidad legislativa, cuando, de una 
parte, la competencia exclusiva no reside en el legislador estatal, y, de otra parte, los 17 
centros de poder autonómico pueden conformar su territorio de acuerdo con sus propios 
planteamientos. La doctrina ha constatado esta pléyade normativa si bien resulta matizable la 
afirmación de MARTÍNEZ MARTÍNEZ464, para quien hay tantos estatutos jurídicos de la 
propiedad privada como Comunidades Autónomas, sobre todo, en lo relativo a los suelos 
protegidos.465 
                                                 
464
 MARTÍNEZ MARTÍNEZ, M., “Medioambiente y…, op.cit., pág. 38. Esta autora define al 
suelo de protección medioambiental como toda porción de terreno que, en razón de la concurrencia 
objetiva de ciertos valores ecológicos, naturales o culturales, está sometido por el ordenamiento 
jurídico a un régimen jurídico notablemente restrictivo de su uso y disfrute y de sus facultades de 




 ANGOSTO SÁEZ, J.F., El ius aedificandi..., op.cit., págs. 110-111, sostiene la posibilidad 
de un único estatuto jurídico para todo el suelo siempre que se contenga el derecho de edificar, en 
mayor o en menor medida, o la correspondiente indemnización si se impide la edificación.  Asimismo 
muestra su disconformidad con la teoría del contenido natural del derecho de propiedad integrado por 
las facultades otorgadas al suelo rústico porque el propietario de suelo urbano no puede destinar su 
parcela a usos agrícolas y cinegéticos. Por el contrario, DELGADO BARRIO comentando el 
TRLS/1992 considera que “las facultades urbanísticas pueden adquirirse y también pueden no 
adquirirse. No forman parte del contenido inicial, normal o natural del derecho de propiedad. El 
contenido inicial natural es el aprovechamiento que la naturaleza atribuye al suelo;… si la 
clasificación de un suelo como no urbanizable impide la edificación –art. 16 del Texto Refundido- y 
pese a ello no da lugar a la indemnización –art. 6º- es porque no se ha privado de nada al propietario.” 
DELGADO BARRIO, J.: “Problemas jurídicos de las licencias urbanísticas en el Texto Refundido de 
la Ley del Suelo”, en CORELLA MONEDERO, J. M., (Coord.), Curso sobre el texto refundido de la 
ley del suelo de 26 de junio de 1992, Ayuntamiento de Madrid, Madrid, 1993, pág. 102. En el mismo 
sentido FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, que al referirse al TRLS/1992 pone de manifiesto que los 
aprovechamientos excepcionales no resultan del derecho de propiedad y de una licencia municipal de 
carácter reglado sino de una decisión de la autoridad urbanística autonómica que más que una 
autorización es un plan urbanístico (semejante a los Planes Especiales). FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, 
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Resultaría una tarea excesivamente ardua analizar con profundidad, todos y cada uno 
de los subsistemas autonómicos, tarea que, por otra parte, quizá no reportase demasiados 
beneficios. Por ello, en el presente epígrafe abordaremos algunos de los modelos implantados 
por determinadas Comunidades Autónomas. Por otra parte, y por razones metodológicas se 
considera conveniente comentar las especialidades más significativas del suelo del medio 
rural. El criterio de selección, teniendo en cuenta el siguiente capítulo de esta memoria de 
tesis, se plasma en el estudio de las legislaciones de aquellas Comunidades Autónomas, 
limítrofes con Portugal, así como las ubicadas en el Norte Peninsular, por claros motivos de 
afinidad y de índole socioeconómica, completando este breve repaso con el análisis de otros 
modelos por las siguientes razones: el modelo valenciano, dada su singularidad y especialidad 
y el modelo murciano porque altera la consideración tradicional del suelo de los núcleos 
rurales al pasar de suelo no urbanizable a suelo urbano.  Lo anterior no implica que, en 
determinadas ocasiones, debamos acudir a soluciones legislativas de otras Comunidades 





1.- La legislación andaluza 
 
 
Las fuentes del régimen jurídico del suelo no urbanizable que comentaremos de forma 
sucinta son la LOUA/2002, el Reglamento de Disciplina Urbanística de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, aprobado por Decreto 60/2010, y el Decreto 2/2012, de 10 de enero, 
por el que se regula el régimen de las edificaciones y asentamientos existentes en suelo no 
urbanizable en la Comunidad Autónoma de Andalucía. Para facilitar el comentario 
deberemos dar respuesta a una serie de cuestiones. Antes de abordarlas resulta interesante 
significar que la legislación andaluza parece decantarse por el carácter reglado de la totalidad 
del suelo no urbanizable.466  
 
                                                                                                                                                                       
T.R., Estudios de Derecho Ambiental y Urbanístico, monografía núm. 2,  RUE, Editorial Aranzadi, 




 En este sentido LÓPEZ BENÍTEZ, M. y PIZARRO NEVADO, R.:” El régimen urbanístico 
del suelo”, en JIMÉNEZ-BLANCO CARRILLO DE ALBORNOZ, A. y REBOLLO PUIG, M. 
(Dirs.), Derecho Urbanístico de Andalucía, Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, pág. 130, llegan a esta 
conclusión porque la norma utiliza unos términos rotundos y porque suprime la estructural dual 
prevista en la LS/1998. 
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1ª.- ¿Cuáles son las clases de suelo no urbanizable? La LOUA/2002, en su art. 46,  
enuncia una lista en la que se entremezclan suelos protegidos y suelos no protegidos. La lista 
es la siguiente:  
 
a) Tener la condición de bienes de dominio público natural o estar sujetos a 
limitaciones o servidumbres, por razón de éstos, cuyo régimen jurídico demande, para su 
integridad y efectividad, la preservación de sus características.467 
 
b) Estar sujetos a algún régimen de protección por la correspondiente legislación 
administrativa, incluidas las limitaciones y servidumbres así como las declaraciones formales 
o medidas administrativas que, de conformidad con dicha legislación, estén dirigidas a la 
preservación de la naturaleza, la flora y la fauna, del patrimonio histórico o cultural o del 
medio ambiente en general.468 
 
c) Ser merecedores de algún régimen especial de protección o garante del 
mantenimiento de sus características, otorgado por el propio Plan General de Ordenación 
Urbanística, por razón de los valores e intereses en ellos concurrentes de carácter territorial, 
natural, ambiental, paisajístico o histórico. 
 
d) Entenderse necesario para la protección del litoral.469 
 
e) Ser objeto por los Planes de Ordenación del Territorio de previsiones y 
determinaciones que impliquen su exclusión del proceso urbanizador o que establezcan 
criterios de ordenación de usos, de protección o mejora del paisaje y del patrimonio histórico 
                                                 
467
 En relación a los bienes demaniales LÓPEZ BENÍTEZ, M. y PIZARRO NEVADO, R.:” El 
régimen urbanístico del suelo”, en JIMÉNEZ-BLANCO CARRILLO DE ALBORNOZ, A. y 
REBOLLO PUIG, M. (Dirs.), Derecho Urbanístico de Andalucía, Tirant lo Blanch, Valencia, 2003, 
pág. 134, entienden que debe primar la legislación sectorial frente a la legislación urbanística lo que 
implica que cuando las leyes demaniales o patrimoniales exijan la desafectación expresa realizada por 
la Administración titular del bien habrá de seguirse tal procedimiento y que la simple transformación 
física del bien demanial dé lugar, por sí misma, a la pérdida de la condición de suelo no urbanizable. 
 
468
 LÓPEZ BENÍTEZ, M. y PIZARRO NEVADO, R.:” El régimen urbanístico del suelo”, op. 
cit., págs. 134-135, afirman que pueden tratarse de bienes que no sean de titularidad pública pues se 
alude a declaraciones administrativas que engloban a toda clase de bienes incluidos en el espacio 
delimitado. 
469
 Para LÓPEZ BENÍTEZ, M. y PIZARRO NEVADO, R.:” El régimen urbanístico del suelo”, 
op. cit., pág. 135, este precepto no se está refiriendo a las limitaciones y servidumbres de la Ley de 
Costas sino con las determinaciones de los Planes de Ordenación Territorial de Ámbito Subregional.  
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y cultural, y de utilización racional de los recursos naturales en general, incompatibles con 
cualquier clasificación distinta a la de suelo no urbanizable.470  
 
f) Considerarse necesaria la preservación de su carácter rural, atendidas las 
características del municipio, por razón de su valor, actual o potencial, agrícola, ganadero, 
forestal, cinegético o análogo.471  
 
g) Constituir el soporte físico de asentamientos rurales diseminados, vinculados en su 
origen al medio rural, cuyas características, atendidas las del municipio, proceda preservar. 
Estos asentamientos vendrán predeterminados por los instrumentos de ordenación del 
territorio.472 
 
h) Ser necesario el mantenimiento de sus características para la protección de la 
integridad y funcionalidad de infraestructuras, servicios, dotaciones o equipamientos públicos 
o de interés público.  
 
i) Presentar riesgos ciertos de erosión, desprendimientos, corrimientos, inundaciones u 
otros riesgos naturales.  
 
j) Proceder la preservación de su carácter no urbanizable por la existencia de 
actividades y usos generadores de riesgos de accidentes mayores o que medioambientalmente 
o por razones de salud pública sean incompatibles con los usos a los que otorga soporte la 
urbanización.  
 
k) Ser improcedente su transformación teniendo en cuenta razones de sostenibilidad, 
racionalidad y las condiciones estructurales del municipio. 
 
                                                 
470
 LÓPEZ BENÍTEZ, M. y PIZARRO NEVADO, R.:” El régimen urbanístico del suelo”, op. 
cit., págs. 135-136, defienden que aunque los instrumentos de ordenación del territorio no clasifican 
suelo como urbanizable sí condicionan la clasificación de los planificadores urbanísticos. En cualquier 
caso recuérdese que la LOUA/2002 procede a una descentralización amplia de la potestad 
planificadora en los Municipios. 
 
471
 LÓPEZ BENÍTEZ, M. y PIZARRO NEVADO, R.:” El régimen urbanístico del suelo”, op. 
cit., págs. 136-137, afirman que el concepto jurídico indeterminado (las características socio-
económicas del Municipio) debe interpretarse de acuerdo con la Política Agraria Común a la hora de 
clasificar terrenos por razón de sus valores agrarios. 
 
472
 En este sentido, LÓPEZ BENÍTEZ, M. y PIZARRO NEVADO, R.:” El régimen urbanístico 
del suelo”, op. cit., pág. 137. Por otra parte conviene retener que la redacción vigente proviene del art. 
único de la Ley 2/2012, de 30 de enero, y se decanta por un concepto amplio de asentamiento rural ya 
que con anterioridad la norma exigía la vinculación a la actividad agropecuaria. 
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Por otra parte, y como observa ALONSO CLEMENTE, el legislador andaluz 
diferencia cuatro categorías de suelo no urbanizable pero para establecer el régimen jurídico 
prescinde en parte de esta clasificación y distingue entre suelo no urbanizable que no esté 
adscrito a ninguna categoría de especial protección, suelo no urbanizable de especial 
protección y suelo no urbanizable en el que deban implantarse o por el que deban discurrir 
infraestructuras y servicios, dotaciones o equipamientos públicos.473 Las mencionadas 
categorías son las siguientes:  
 
a) Suelo no urbanizable de especial protección por legislación específica, que incluirá 
en todo caso los terrenos clasificados por tener la condición de bienes de dominio público 
natural o estar sujetos a limitaciones o servidumbres, por razón de éstos, cuyo régimen 
jurídico demande, para su integridad y efectividad, la preservación de sus características, por 
estar sujetos a algún régimen de protección por la correspondiente legislación administrativa, 
incluidas las limitaciones y servidumbres así como las declaraciones formales o medidas 
administrativas que, de conformidad con dicha legislación, estén dirigidas a la preservación 
de la naturaleza, la flora y la fauna, del patrimonio histórico o cultural o del medio ambiente 
en general y por presentar riesgos ciertos de erosión, desprendimientos, corrimientos, 
inundaciones u otros riesgos naturales, cuando tales riesgos queden acreditados en el 
planeamiento sectorial.  
 
b) Suelo no urbanizable de especial protección por la planificación territorial o 
urbanística, que incluirá al menos los terrenos clasificados en aplicación de los siguientes 
criterios: por ser merecedores de algún régimen especial de protección o garante del 
mantenimiento de sus características, otorgado por el propio Plan General de Ordenación 
Urbanística, por razón de los valores e intereses en ellos concurrentes de carácter territorial, 
natural, ambiental, paisajístico o histórico, por entenderse necesario para la protección del 
litoral, por ser objeto por los Planes de Ordenación del Territorio de previsiones y 
determinaciones que impliquen su exclusión del proceso urbanizador o que establezcan 
criterios de ordenación de usos, de protección o mejora del paisaje y del patrimonio histórico 
y cultural, y de utilización racional de los recursos naturales en general, incompatibles con 
cualquier clasificación distinta a la de suelo no urbanizable.  
 
c) Suelo no urbanizable de carácter natural o rural.  
 
                                                 
473
 ALONSO CLEMENTE, A.:”Edificación de viviendas en suelo no urbanizable”, Práctica 
urbanística: Revista mensual de urbanismo, núm.117,  2012, págs. 54-77. La clasificación tripartita 
del legislador andaluz no se constituye por compartimentos estancos. Así es posible el cambio de 
suelo urbanizable a suelo no urbanizable. Cfr., por todas, la STSJAN de 24 de abril de 2000, RJCA 
2000\1950. 
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d) Suelo no urbanizable del Hábitat Rural Diseminado, que incluirá aquellos suelos 
que constituyan el soporte físico de asentamientos rurales diseminados, vinculados en su 
origen al medio rural, cuyas características, atendidas las del municipio, proceda preservar.474 
2ª.- ¿Goza el planificador urbanístico de discrecionalidad para establecer o no 
establecer las citadas categorías? El art. 46.2 utiliza el verbo “podrá” lo que parece permitir 
un margen de libertad para el planificador. Si esto es así la norma parece entrar en colisión 
con los supuestos de suelo no urbanizable previstos en normas sectoriales con carácter 
obligatorio y con la literalidad de algunos supuestos del propio art. 46.2. Por ello, un sector de 
la doctrina considera que el Plan General tiene libertad para incorporar las categorías de suelo 
no urbanizable pero se encuentra limitado mediante la fijación de unos contenidos 
mínimos.475 
 
3ª.- ¿Cuáles son los caracteres comunes al estatuto jurídico del suelo no urbanizable? 
Como indica CANO MURCIA una de las características reseñables de la legislación andaluza 
es la carencia de deberes específicos frente a los derechos de los propietarios del suelo no 
urbanizable476. La norma previene que los propietarios tienen derecho a la realización de los 
actos precisos para la utilización y explotación agrícola, ganadera, forestal, cinegética o 
análoga a la que estén efectivamente destinados, conforme a su naturaleza y mediante el 
empleo de medios técnicos e instalaciones adecuados y ordinarios, que no supongan ni tengan 
como consecuencia la transformación de dicho destino, ni de las características de la 
explotación.477  A estos usos, y en relación al suelo de carácter natural o rural y en el suelo del 
                                                 
 
474
 Como indica LÓPEZ MENUDO se discutió la inclusión de este supuesto dentro del suelo no 
urbanizable pues se consideraba como una especie de suelo urbanizado o urbanizable encubierto. Para 
este profesor la finalidad no es la expansión de estos asentamientos ni la creación de nuevos 
asentamientos sino sólo el reconocimiento de una realidad fáctica. LÓPEZ MENUDO, F., ”La Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía”, Justicia administrativa: Revista de derecho administrativo, 
núm. extra 1, 2003, pág. 28. 
 
475
 Esta la tesis patrocinada por LÓPEZ BENÍTEZ, M. y PIZARRO NEVADO, R.:” El régimen 
urbanístico del suelo”, op. cit., págs. 140, quienes también ponen en duda la relevancia del reglamento 
autonómico de desarrollo previsto por la LOUA/2002 porque se podrían estar conculcando los 
principios de reserva de ley y de autonomía local. Cfr., la STSJAN de 20 de septiembre de 1999, 
RJCA 1999\5003 en relación con la clasificación de los sistemas generales como suelo no 
urbanizable. A su vez dicho Tribunal también tiene en cuenta en materia de valoración la existencia de 
usos productivos preordenados en suelo no urbanizable. Cfr., la STSJAN de 10 de julio de 2009, 
RJCA 2010\98. Por último conviene indicar que en Andalucía los planes especiales de desarrollo de 
los planes generales municipales no son de iniciativa particular. Cfr., la STSJAN de 21 de enero de 
2008, RJCA 2008\163. 
  
476




 A su vez, en los suelos no urbanizables no adscritos a categorías de especial protección, el 
derecho al uso permite la realización de las obras o instalaciones precisas para el desarrollo de las 
actividades propias de su naturaleza que no estén prohibidas expresamente por la legislación aplicable 
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Hábitat Rural Diseminado, se suman la realización de las obras, construcciones, edificaciones 
o instalaciones y el desarrollo de usos y actividades que se legitimen expresamente por los 
Planes de Ordenación del Territorio, por el propio Plan General de Ordenación Urbanística o 
por Planes Especiales, así como, en su caso, por los instrumentos previstos en la legislación 
ambiental. 
 
En el suelo no urbanizable de especial protección el régimen es de neto cariz 
restrictivo. En efecto, sólo pueden llevarse a cabo, previa licencia, segregaciones, obras y 
construcciones o edificaciones e instalaciones expresamente previstas y permitidas por el Plan 
General de Ordenación Urbanística o Plan Especial, que sean compatibles con el régimen de 
protección previsto. 
 
En resumen, el legislador andaluz sólo regula algunos aspectos del régimen jurídico  
del suelo no urbanizable pero el Plan General al regular con detalle el estatuto de los 
propietarios de estos terrenos deberá someterse a dicho marco legislativo. Ahora bien existe 
una regla de directa aplicación: los trabajos e instalaciones que se lleven a cabo en los 
terrenos quedan sujetos a las limitaciones impuestas por la legislación civil y administrativa 
aplicables por razón de la materia y, cuando consistan en instalaciones u obras, deben 
realizarse, además, de conformidad con la ordenación urbanística aplicable. 
 
Por otra parte, el legislador andaluz prohíbe las parcelaciones urbanísticas en suelo no 
urbanizable  si bien no solo lo hace en unos términos más amplios que los tradicionales sino 
que diferencia entre el suelo urbano y el urbanizable, de una parte, y el suelo no urbanizable, 
de otra parte478. Así, el artículo 66 LOUA/2002, considera actos reveladores de una posible 
                                                                                                                                                                       
por razón de la materia, por los Planes de Ordenación del Territorio, por el Plan General de 
Ordenación Urbanística y por los Planes Especiales, incluidas las segregaciones, edificaciones, 
construcciones, obras o instalaciones que, estando expresamente permitidas por el Plan General de 
Ordenación Urbanística o Plan Especial de desarrollo, sean consecuencias de su destino forestal o 
agropecuario, y particularmente, del normal funcionamiento y desarrollo de las explotaciones 
agrícolas, la necesidad justificada de vivienda unifamiliar aislada o las características propias de los 
ámbitos del Hábitat Rural Diseminado. 
 
478
 La parcelación urbanística en los primeros es toda división simultánea o sucesiva de 
terrenos, fincas, parcelas o solares mientras que en el suelo no urbanizable se define como la división 
simultánea o sucesiva de terrenos, fincas o parcelas en dos o más lotes que, con independencia de lo 
establecido en la legislación agraria, forestal o de similar naturaleza, pueda inducir a la formación de 
nuevos asentamientos. A propósito de las parcelaciones urbanísticas en suelo no urbanizable, LÓPEZ 
BENÍTEZ, M. y PIZARRO NEVADO, R.:” El régimen urbanístico del suelo”, op. cit., pág. 195, 
destacan que la norma autonómica supera la interpretación jurisprudencial que no las consideraba 
nulas sino que sólo admitía las sanciones pecuniarias. Cfr., la STSJAN de 2 de febrero de 2012, JUR 
2012\143781 en la que se razona que deben valorarse objetivamente las circunstancias concurrentes 
en las parcelas pero también las de las parcelas colindantes incluyendo los asentamientos residenciales 
ilegales. 
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parcelación urbanística aquellos en los que, mediante la interposición de sociedades, 
divisiones horizontales o asignaciones de uso o cuotas en pro indiviso de un terreno, fincas, 
parcelas, o de una acción, participación u otro derecho societario, puedan existir diversos 
titulares a los que corresponde el uso individualizado de una parte del inmueble, sin que la 
voluntad manifestada de no realizar pactos sobre el uso pueda excluir tal aplicación.479  
Al hilo de las parcelaciones se suscita una pregunta: ¿exige el legislador andaluz el 
sometimiento a licencia municipal de las parcelaciones urbanísticas en suelo no urbanizable? 
Como pone de manifiesto la doctrina, y pese a la oscuridad de los art. 52.1.b in fine y 66.3 
LOUA/2002, hay que inclinarse por su innecesariedad.480 
 
En relación a los usos constructivos la norma admite aquellos vinculados a la 
explotación natural de los terrenos, determinados uso residenciales y usos vinculados a 
equipamientos públicos y por último los derivados de actuaciones de Interés Público. 
Respecto a estas actuaciones el art. 42 LOUA/2002 las define como aquellas actividades de 
intervención singular, de promoción pública o privada, con incidencia en la ordenación 
urbanística, en las que concurran los requisitos de utilidad pública o interés social, así como 
la procedencia o necesidad de implantación en suelos que tengan este régimen jurídico.  
 
La trascendencia de estas actuaciones se pone de manifiesto desde el momento en que 
requieren Proyecto de Actuación: la realización de obras de edificación de nueva planta de 
vivienda unifamiliar aislada vinculada a un destino relacionado con fines agrícolas, forestales 
o ganaderos en suelo no urbanizable y las obras de ampliación, modificación, reforma o 
rehabilitación de edificaciones, construcciones o instalaciones existentes que impliquen un 
cambio de uso a vivienda o un aumento en volumetría de dicho uso en terrenos con régimen 
del suelo no urbanizable.481  
                                                 
479
 Esta norma se completa en el art. 8 del Decreto 60/2010 para el que, tendrán la consideración 
de actos reveladores de posible parcelación urbanística, la transmisión intervivos de cuotas proindiviso 
de fincas clasificadas como suelo no urbanizable, cuando a cada uno de los titulares corresponda 
teóricamente una parte de superficie inferior a la mayor de las fijadas en la ordenación urbanística y 
territorial vigente, como parcela mínima edificable o divisible, según el resultado de aplicar a la total 
superficie del inmueble objeto de alteración, el porcentaje que represente cada cuota indivisa 
enajenada ,añadiendo que “el mismo régimen se aplicará a las transmisiones de acciones, 








 Por lo demás, la normativa urbanística referida debe ser integrada, desde el punto de vista 
sectorial, con la Ley del Parlamento andaluz 7/2007 de 27 de marzo. Esta ley considera Actuaciones 
de Interés Público las actuaciones de producción de energía eléctrica mediante fuentes de energía 
renovables y las exime de la aprobación de un Plan Especial ni Proyecto de Actuación para su 
implantación, siempre que la instalación proyectada exceda de una determinada capacidad de 
generación, siendo aquellos sustituidos por  un informe de la Consejería competente en materia de 
urbanismo. 




Asimismo, una de las novedades más significativas aportadas por la LOUA/2002 
consiste en la implantación de un ingreso de Derecho Público denominado prestación 
compensatoria sometido al principio de afectación, su destino es el Patrimonio Público del 
Suelo, cuyo sujeto pasivo son, las personas físicas o jurídicas promotoras de los actuaciones 
solicitadas, que se devenga con el otorgamiento de la licencia y cuya base imponible puede 
alcanzar como máximo, hasta el diez por ciento del importe total de la inversión a realizar 
para su implantación efectiva, excluida la correspondiente a maquinaria y equipos, si bien las 
ordenanzas municipales pueden reducir dicho porcentaje.482 
 
Por último, deben abordarse las edificaciones ilegales en suelo no urbanizable. En 
congruencia con los principios de excepcionalidad y de proporcionalidad, se admite la 
legalización, aún con disconformidades no sustanciales con la ordenación urbanística 
aplicable, en relación a determinadas edificaciones por resultar de imposible o muy difícil 
reposición. A tal fin, establece una serie de criterios a considerar para establecer la 
trascendencia de las actuaciones legalizables que se refieren a: la superficie que exceda de lo 
autorizado, la visibilidad desde la vía pública, la incidencia de la obra edificada en el resto del 
conjunto edificatorio, la solidez de la obra ejecutada y la afección a barreras 
arquitectónicas.483 
 
Las reglas mencionadas deben completarse con las relativas a las edificaciones en 
suelo no urbanizable introducidas por el citado Decreto 2/2012. Según este reglamento se 
                                                                                                                                                                       
 
482
 Compartimos la interpretación de un sector doctrinal al referirse a un aprovechamiento 
extraordinario, es decir, a un aprovechamiento ex novo otorgado por el plan que es distinto del 
contenido ordinario de la propiedad del suelo no urbanizable. En este sentido, LÓPEZ BENÍTEZ, M. 
y PIZARRO NEVADO, R.:” El régimen urbanístico del suelo”, op. cit., pág. 201. Estos profesores 
recalcan que la norma andaluza no establece la posibilidad de pago en especie mediante cesión de 
suelo por valor equivalente. LÓPEZ BENÍTEZ, M. y PIZARRO NEVADO, R.:” El régimen 
urbanístico del suelo”, op. cit., pág. 202. 
 
483
 También se prevé el cumplimiento por equivalencia previsto en el art. 51 y la declaración en 
situación de asimilación a la situación de fuera de ordenación (art. 53).  En esta última situación se 
encuentran las obras, instalaciones, construcciones y edificaciones en los casos de imposibilidad legal 
o material de ejecutar la resolución de reposición de la realidad física alterada. Además se extiende a 
los actos de uso del suelo, y, en particular, las obras, instalaciones, construcciones y edificaciones 
realizadas con infracción de la normativa urbanística, respecto de los cuales ya no se puedan adoptar 
medidas de protección y restauración de la legalidad por haber transcurrido el plazo citado en el art. 
185.1 LOUA/2002. En este contexto, merece la pena destacar que el art.19 Decreto 62/2010 exige que 
la resolución por la que se otorgue la licencia deberá consignar expresamente, además de cualesquiera 
otras especificaciones requeridas por las disposiciones vigentes o que el órgano competente considere 
oportuno deberá incluir, entre otros extremos, el siguiente: Situación y emplazamiento de las obras, 
con su identificación catastral, así como el número de finca registral en caso de parcelaciones 
urbanísticas y actuaciones en suelo no urbanizable. 
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diferencia entre edificaciones aisladas, asentamientos urbanísticos y asentamientos que 
constituyen Hábitat Rural Diseminado. En relación a las primeras, la norma diferencia, de un 
lado, entre  edificaciones que se ajustan a la ordenación territorial y urbanística vigente en el 
municipio y que, a su vez, pueden ser edificaciones construidas con licencia urbanística y 
edificaciones construidas sin licencia urbanística, o contraviniendo sus condiciones, y, de otro 
lado, edificaciones que no se ajustan a la ordenación territorial y urbanística vigente en el 
municipio, grupo en el que incluye las edificaciones en situación legal de fuera de 
ordenación, construidas con licencia urbanística conforme a la ordenación territorial y 
urbanística vigente en el momento de la licencia, las edificaciones en situación de asimilado 
al régimen de fuera de ordenación, construidas sin licencia urbanística o contraviniendo sus 
condiciones, respecto a las cuales se hubiere agotado el plazo para adoptar medidas de 
protección de la legalidad urbanística y de restablecimiento del orden jurídico infringido y las 
edificaciones construidas sin licencia urbanística o contraviniendo sus condiciones, respecto a 
las cuales la Administración deberá adoptar medidas de protección de la legalidad urbanística 
y de restablecimiento del orden jurídico infringido. 
 
Como normas especiales el reglamento484 establece, en relación al suelo no 
urbanizable de especial protección por normativa específica, territorial o urbanística, en 
terrenos de la Zona de Influencia del Litoral o en suelos con riesgos ciertos de erosión, 
desprendimientos, corrimientos, inundaciones u otros riesgos naturales, tecnológicos o de otra 
procedencia, diversos criterios para las edificaciones no conformes con la ordenación 
territorial y urbanística: a) Si fueron construidas con licencia urbanística conforme a la 
ordenación territorial y urbanística vigente en el momento de la licencia urbanística se 
considerarán en situación legal de fuera de ordenación. b) Si fueron construidas sin licencia 
urbanística o contraviniendo sus condiciones, y se hubiere agotado el plazo para adoptar 
medidas de protección de la legalidad urbanística y de restablecimiento del orden jurídico 
infringido, con anterioridad al establecimiento del régimen de protección especial o la 
imposición de cualquier otra de las limitaciones previstas en primer párrafo de este apartado, 
procederá el reconocimiento de la situación de asimilado al de fuera de ordenación. c) En los 
demás casos, la Administración deberá adoptar medidas de protección de la legalidad 
urbanística y del orden jurídico infringido, estableciendo las prioridades y los plazos para 
dicho ejercicio en los correspondientes Planes municipales y autonómicos de Inspección 
Urbanística. Por otra parte, las edificaciones aisladas terminadas con anterioridad a la entrada 
en vigor de la Ley 19/1975, de 2 de mayo, de reforma de la Ley sobre el Régimen del Suelo y 
                                                 
484
 Para un estudio más detallado de este reglamento, cfr., MELLADO RUIZ. Tras el análisis 
del Decreto este autor llega a tres conclusiones: es una norma de técnica defectuosa, contradice al 
texto de la LOUA/2002 al ampliar los supuestos de fuera de ordenación y  no pone límite a la 
posibilidad de «regularización» de las viviendas ilegales con el plazo de restablecimiento de la 
legalidad caducado. (MELLADO RUIZ, L.:”Reflexiones críticas sobre el nuevo régimen andaluz de 
las edificaciones y asentamientos en suelo no urbanizable: el problema de las viviendas "alegales", 
Práctica urbanística: Revista mensual de urbanismo, núm. 117,  2012, págs. 30-45.) 
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 234 
Ordenación Urbana, y que no posean licencia urbanística para su ubicación en el suelo no 
urbanizable, se asimilarán en su régimen a las edificaciones con licencia urbanística siempre 
que sigan manteniendo en la actualidad el uso y las características tipológicas que tenían a la 
entrada en vigor de la Ley citada y no se encuentren en situación legal de ruina urbanística. 
 
En segundo lugar, los Ayuntamientos, con ocasión de la redacción del Plan General de 
Ordenación Urbanística o mediante su revisión total o parcial, incorporarán a la ordenación 
urbanística municipal los terrenos correspondientes a los asentamientos urbanísticos 
existentes en el suelo no urbanizable de su término municipal que por el grado de 
consolidación de las edificaciones o por su integración con los núcleos urbanos existentes, 
resulten compatibles con el modelo urbanístico y territorial del municipio. No procederá la 
incorporación al planeamiento urbanístico de los asentamientos ubicados en suelo no 
urbanizable de especial protección por legislación específica que sean incompatibles con el 
régimen de protección, los ubicados en suelo no urbanizable de especial protección por la 
planificación territorial, salvo que resulten compatibles con el régimen establecido por estos 
planes, los ubicados en suelo no urbanizable protegido por el planeamiento urbanístico en 
vigor salvo que se acredite la inexistencia de los valores que determinaron la protección de 
dichos terrenos y siempre que la desaparición de esos valores no tenga su causa en el propio 
asentamiento, los ubicados en suelos con riesgos ciertos de erosión, desprendimientos, 
corrimientos, inundaciones u otros riesgos naturales, riesgos tecnológicos o de otra 
procedencia cuando tales riesgos queden acreditados en la tramitación del planeamiento 
urbanístico por el órgano sectorial competente ni los ubicados en suelos destinados a 
dotaciones públicas. Corresponderá a las personas que ostenten la titularidad de los terrenos y 
edificaciones en aquellos asentamientos que se incorporen al Plan General de Ordenación 
Urbanística costear la urbanización y las infraestructuras exteriores necesarias para dotar al 
asentamiento de los servicios básicos urbanísticos enumerados en el art. 45.1.a) de la Ley 
7/2002, de 17 de diciembre, así como la cesión de los terrenos destinados a dotaciones 
públicas y los demás deberes asignados por la referida Ley en función de la clase de suelo 
donde se sitúa la actuación. 
 
Por último, se regulan los asentamientos en Hábitat Rural Diseminado. Para ello el 
Plan General de Ordenación Urbanística deberá identificarlos y delimitarlos teniendo en 
cuenta las siguientes características: constituir asentamientos sin estructura urbana definida, y 
desvinculados de los núcleos de población existentes, siempre que constituyan áreas 
territoriales homogéneas; estar formados mayoritariamente en su origen por edificaciones y 
viviendas unifamiliares vinculadas a la actividad agropecuaria y del medio rural y existir una 
relación funcional entre las edificaciones que puedan precisar ciertas dotaciones y servicios 
comunes no generadores de asentamientos urbanísticos.  
 
 









2.- La legislación de Castilla-León 
 
 
La norma fundamental es la LUCL/1999, que ha sido sometida a varios cambios 
normativos, siendo el último de ellos el efectuado por la Ley 1/2012, de 28 de febrero.485 Al 
igual que sucede con otros textos legales, la norma autonómica citada, resalta una serie de 
principios generales y de objetivos que debe observar la regulación urbanística. En esencia, 
destaca, de un lado, el favorecimiento del desarrollo territorial y urbano equilibrado y 
solidario, basado en el uso racional de los recursos naturales y orientado a la articulación e 
integración del término municipal a escala de Castilla y León, de España y de la Unión 
Europea y guiada por el principio de desarrollo sostenible (art. 4.b), y, de otro lado, la 
protección del medio rural, incluida la preservación y puesta en valor del suelo rústico, los 
paisajes de interés cultural e histórico, el patrimonio etnológico y las formas tradicionales de 
ocupación humana del territorio (art. 4. 10º).486 Por cierto, cobra especial relevancia la 
clasificación del suelo487, clasificación que podrá ser realizada por los instrumentos de 
                                                 
485
 La ley de urbanismo comentada, a diferencia de lo que sucede con la mayoría de las leyes 
autonómicas urbanísticas, ha sido desarrollada reglamentariamente, en concreto, por el RUCL/2004 
aprobado por Decreto 22/2004, de 29 de enero. Pero además hay que tener en cuenta la Orden, de 22 
de febrero de 2011, por la que se aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2011, sobre emisión de 
informes previos en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento urbanístico, 
el Decreto 28/2010, de 22 de julio, por el que se aprueba la Norma Técnica Urbanística sobre 
Equipamiento Comercial de Castilla y León, la Orden de 16 de septiembre de 2008, por la que se 
aprueba la Instrucción Técnica Urbanística 1/2008, para la aplicación del Reglamento de Urbanismo 
de Castilla y León tras la entrada en vigor de la Ley 4/2008, de 15 de septiembre, de Medidas sobre 
Urbanismo y Suelo y la Orden de 12 de junio de 2007, por la que se aprueba la Instrucción Técnica 
Urbanística 1/2007, para la aplicación en la Comunidad Autónoma de Castilla y León de la Ley 
8/2007, de 28 de mayo, de Suelo. 
 
486
 Resulta una novedad la especificación de los supuestos de responsabilidad patrimonial 
urbanística que se contienen en el art.7.2 y que se pueden desglosar en dos supuestos: en el primero, 
se contempla el ejercicio extemporáneo del ius variandi en los planes urbanísticos y, en el segundo, se 
incluyen las limitaciones o vinculaciones singulares. 
 
487
 Mediante la técnica de la clasificación del suelo se determina el régimen urbanístico más 
adecuado a las características de hecho y aptitudes de cada terreno. (Art. 20 RUCL/2004). 
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planeamiento general o por los instrumentos de ordenación del territorio habilitados para ello 
en su legislación específica.488 
Como sabemos, la alteración operada en el sistema urbanístico estatal por el TRLS/08, 
determina su difícil encaje en las clases de suelo. Para intentar resolver este problema, el 
legislador castellano-leonés, suministra las siguientes reglas: a) Se encuentran en la situación 
básica de suelo rural los terrenos clasificados como suelo rústico y los que tengan dicha 
condición conforme al art. 30, así como los terrenos clasificados como suelo urbanizable, 
hasta la recepción de la urbanización. b) Se encuentran en la situación básica de suelo 
urbanizado los terrenos clasificados como suelo urbano y los que tengan dicha condición 
conforme al art. 30, así como los terrenos clasificados como suelo urbanizable, una vez 
recibida la urbanización.489 
 
Por el contrario, se configuran como suelo rústico los terrenos que no se clasifiquen 
como suelo urbano o urbanizable, y al menos los que deban preservarse de la urbanización, 
entendiendo como tales: a) Los terrenos sometidos a algún régimen especial de protección 
incompatible con su urbanización, conforme a la legislación de ordenación del territorio490 o a 
                                                 
 
488
 La legislación específica a la que se alude es la LOTCL/1998. Por otra parte, la importancia 
de esta normativa se pone de relieve no sólo desde el punto de vista de la visión macrogeográfica sino 
porque como indica el  art. 20.2 RUCL/2004 también pueden llevar a cabo la clasificación del suelo. 
Todos estos instrumentos pueden tanto clasificar la totalidad o parte del suelo ex novo como modificar 
la clasificación de las zonas en las que resulte necesario hacerlo para asegurar la eficacia de sus 
determinaciones. Para un estudio más detallado de la normativa de ordenación del territorio cfr., 
COMPANY VÁZQUEZ, A. Mª.,” La ordenación del territorio en la comunidad de Castilla y León y 
su sistema de planeamiento territorial, en especial, las directrices de ordenación del territorio y las 
directrices de ámbito subregional”, RJCL, núm. 27, mayo 2012, págs. 1-51. Cfr., también AYALA 
GONZÁLEZ, R., “Instrumentos de ordenación territorial en Castilla y León”, en SÁNCHEZ 
GOYANES, E. (Dir.), Derecho Urbanístico de Castilla y León, La Ley, Madrid, 2005, págs. 99-144.  
 
489
 Para poder aprehender el concepto de suelo rústico es conveniente comentar el concepto de 
suelo urbanizable. En este punto, los terrenos deberán cumplir, de forma simultánea no de forma 
alternativa, las siguientes condiciones: a) Que su transformación en suelo urbano se considere 
justificada a la vista de las demandas de suelo para usos residenciales, dotacionales o productivos. b) 
Que sean colindantes al suelo urbano de un núcleo de población. Este requisito puede excusarse de 
forma justificada, y con las limitaciones que se señalen reglamentariamente: 1º. Cuando el uso 
predominante sea industrial.2º. Cuando los terrenos estén separados del suelo urbano por otros 
sectores de suelo urbanizable o por terrenos protegidos por la legislación sectorial. 3º. Cuando se trate 
de actuaciones previstas en un instrumento de ordenación del territorio. Aunque la esencia de la 
definición es la ya apuntada, sin embargo, existe la posibilidad de que puedan clasificarse como suelo 
urbanizable terrenos que, cumpliendo requisitos para ser clasificados como suelo rústico, sea 
conveniente calificar como sistema general de espacios protegidos a efectos de su obtención para el 
uso público. La referida equiparación se relativiza desde el momento en que estos terrenos no podrán 
ser urbanizados y los efectos de la clasificación se limitarán a las actuaciones necesarias para su 
obtención y en su caso recuperación y adecuación, en el marco de la normativa que los proteja. 
 
490
 La LOTCL/1998, en su art.6 señala que los instrumentos de ordenación del territorio son 
complementarios y no excluyentes de los planes, programas de actuación y demás instrumentos 
destinados a la regulación de las actividades con incidencia en el territorio, establecidos en la 
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la normativa sectorial. En este supuesto, y de conformidad con el RUCL/2004, se aplica el 
criterio de protección singular porque se trata de los terrenos que estén sometidos a algún 
régimen especial de protección incompatible con su urbanización, establecido de acuerdo a la 
normativa urbanística o a la legislación sobre medio ambiente, aguas, montes, patrimonio 
cultural, obras públicas, infraestructuras, energía, transportes, comunicaciones, 
telecomunicaciones u otras normas que justifiquen la protección o establezcan limitaciones de 
aprovechamiento. En cualquier caso, como señala la doctrina, no se requiere una delimitación 
espacial o plan especial aprobados conforme a la normativa sectorial de referencia puesto que 
puede ser que la normativa exista e imponga la clasificación o derivarse la clasificación 
genéricamente de un proyecto público de obras.491b) Los terrenos que presenten manifiestos 
valores naturales, culturales o productivos, entendiendo incluidos los ecológicos, ambientales, 
paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, educativos, recreativos u otros que 
justifiquen la necesidad de protección o de limitaciones de aprovechamiento, así como los 
terrenos que, habiendo presentado dichos valores en el pasado, deban protegerse para facilitar 
su recuperación. Según el reglamento citado, los primeros, obedecen al criterio de valor 
intrínseco, mientras que, los segundos, se rigen por el criterio de recuperación de valores. c) 
Los terrenos amenazados por riesgos naturales o tecnológicos incompatibles con su 
urbanización, tales como inundación, erosión, hundimiento, incendio, contaminación o 
cualquier otro tipo de perturbación del medio ambiente o de la seguridad y salud públicas 
(criterio de prevención de riesgos). d) Los terrenos inadecuados para su urbanización, 
conforme a los criterios señalados en la Ley y los que se determinen reglamentariamente.492 
Se aplica el criterio de calidad de la urbanización, es decir, de acuerdo con el art. 30 del 
                                                                                                                                                                       
legislación específica correspondiente. Por otra parte, las determinaciones de los instrumentos de 
ordenación del territorio previstos en esta Ley serán vinculantes para los planes, programas de 
actuación y proyectos de las Administraciones públicas y de los particulares, de forma congruente con 
su carácter directriz. Las determinaciones de los instrumentos de ordenación del territorio podrán ser 
de aplicación plena (serán siempre vinculantes, por lo que modificarán directamente los planes, 
programas de actuación y proyectos vigentes a los que resulten contrarias); de aplicación básica (serán 
vinculantes en cuanto a sus fines, correspondiendo a las Administraciones competentes en cada caso 
establecer y aplicar las medidas concretas para su consecución.), y de aplicación orientativa (tendrán 
carácter de recomendaciones dirigidas a las Administraciones públicas, que podrán apartarse de ellas 




 En estos términos se pronuncian CARO-PATÓN CARMONA, I. y MARINERO PERAL, Á. 
M., Derecho Urbanístico de Castilla y León, Iustel, Madrid, 2007, pág. 80. 
 
492
 RUIZ ARNÁIZ defiende que en la ley no existen categorías de suelo rústico con protección 
sino causas, requisitos o condiciones que pueden revestir unos terrenos para que se consideren como 
rústicos protegidos ya que las cuatro categorías formales de suelo rústico protegido están sometidas a 
las mismas reglas de usos prohibidos, autorizados y permitidos. RUIZ ARNÁIZ, G., Régimen 
urbanístico del suelo rústico. En especial, la construcción de viviendas, La Ley, Madrid, 2006, págs. 
268-269. 
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referido Reglamento, son aquellos terrenos que  no reúnan condiciones que aseguren que la 
urbanización alcance un nivel mínimo de calidad.493  
 
A tal efecto se entiende que los terrenos no reúnen dichas condiciones cuando: 1º. 
Presenten características topográficas, geológicas, geotécnicas o mecánicas que desaconsejen 
su urbanización, tales como propensión a los deslizamientos, pendientes fuertes, baja 
resistencia, expansividad de arcillas o existencia de depósitos o corrientes de aguas 
subterráneas cuya protección sea necesaria. 2º. Resulten peligrosos para la salud por haber 
sustentado usos industriales, extractivos, de producción de energía, de depósito o tratamiento 
de residuos u otros análogos. 3º. Su transformación altere el sistema de asentamientos 
mediante la formación de nuevos núcleos ajenos a la lógica histórica de ocupación humana 
del territorio. 4º. Su transformación comprometa el desarrollo urbano futuro o amenace la 
transición armónica entre el medio urbano y el medio natural494. e) Asimismo deben 
clasificarse como suelo rústico los terrenos que no se clasifiquen como suelo urbano o 
urbanizable.495 
 
La legislación castellano-leonesa suministra 8 categorías de suelo rústico que, como 
advierte la doctrina obedecen a la necesidad de adecuar el régimen de protección a las 
características específicas de los terrenos.496  
                                                 
493
 Para RUIZ ARNÁIZ el criterio de la calidad de la urbanización es el único que puede 
integrar los suelos rústicos inadecuados para la urbanización ya que el resto de criterios están ideados 
para el resto de categorías de suelo rústico. RUIZ ARNÁIZ, G., Régimen urbanístico del suelo 
rústico. En especial…, pág. 266. 
 
494
 En relación a la transformación de de suelo no urbanizable es conveniente traer a colación la 
Ley 6/2007, de 28 de marzo, por la que se aprueba el Proyecto Regional “Ciudad del Medio 
Ambiente”. Para AGUDO GONZÁLEZ, se trata de una ley de caso único con base en una previa ley 
pretendidamente con vocación general pero que en realidad sólo se presume aplicada por aquella ley 
de caso único. Este profesor significa que las auténticas razones que fundamentan leyes de este tipo 
son obtener plusvalías para entidades no públicas; generar oferta de suelo no urbanizable sorteando los 
procedimientos administrativos; adscribir de suelo a fines turístico-residenciales de interés general 
dudoso y evitar la impugnación contencioso-administrativa. (AGUDO GONZÁLEZ, J., “La 
transformación urbanística del suelo no urbanizable: proyectos territoriales de interés autonómico y 
reservas de suelo”, RVAP, núm. 89, 2011, págs. 23 y 39.) 
 
495
 En relación al carácter residual cfr., COMPANY VÁZQUEZ. Esta autora pone de manifiesto 
que el margen de discrecionalidad del planificador respecto al suelo urbanizable previsto en el 
TRLS/2008 es más reducido que el contemplado en la legislación anterior por lo que considera que 
debe replantearse la concepción del suelo rústico común como la clase de suelo residual. COMPANY 
VÁZQUEZ, A. Mª., “Incidencia de la ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo (actual texto refundido 
aprobado por Real decreto legislativo 2/2008, de 20 de junio), en la legislación urbanística de Castilla 
y León”, RJCL, núm. 18, mayo 2009, pág. 92.  
 
496
 En este sentido CARO-PATÓN CARMONA, I. y MARINERO PERAL, Á. M., Derecho 
Urbanístico de Castilla y León, op. cit., págs. 81-82, ponen de relieve que varias categorías integran 
de forma prácticamente obligatoria a los terrenos afectados por normas sectoriales en materia de 




Respecto a las categorías de suelo rústico el planeamiento general podrá distinguir 
entre:  
 
a) Suelo rústico común, constituido por los terrenos que no se incluyan en ninguna de 
las otras categorías. 
 
b) Suelo rústico de entorno urbano, constituido por los terrenos contiguos al suelo 
urbano o urbanizable que el planeamiento estime necesario proteger para no comprometer su 
desarrollo futuro, para preservar el paisaje y las perspectivas tradicionales, para asegurar una 
transición armónica del medio urbano al natural o para favorecer actividades vinculadas al 
ocio compatibles con su naturaleza rústica.  
 
c) Suelo rústico con asentamiento tradicional, constituido por los terrenos que el 
planeamiento estime necesario proteger para preservar formas tradicionales de ocupación 
humana del territorio. Se trata, en palabras de la Exposición de Motivos de la ley autonómica, 
de “espacios que manifiestan una relación singular entre hombre y naturaleza“.497  
 
d) Suelo rústico con protección agropecuaria, constituido por los terrenos que el 
planeamiento estime necesario proteger por su interés, calidad u otras características agrícolas 
o ganaderas. Según el art. 34 del Reglamento, también se puede clasificar para no 
comprometer la funcionalidad y rentabilidad de las instalaciones de regadío y demás 
infraestructuras agrarias existentes o previstas en la planificación sectorial.  
 
e) Suelo rústico con protección de infraestructuras, constituido por los terrenos 
ocupados o a ocupar por infraestructuras y sus zonas de defensa no susceptibles de 
urbanización, conforme a las previsiones del planeamiento sectorial y urbanístico. El art. 35 
                                                                                                                                                                       
patrimonio cultural, aguas, espacios naturales, infraestructuras o agricultura pudiendo añadirse otros 
de forma justificada, mientras que otras categorías  son específicas de la legislación urbanística como 
sucede con las previstas para la protección del entorno urbano y con la de los asentamientos 
tradicionales. Por otra parte, es preciso destacar que se admiten reclasificaciones de suelo rústico 
cuando los valores agrícolas no existieron o son ya inexistentes o no pueden seguir siendo protegidos 
por causas jurídicamente atendibles. Cfr., la STSJCL de 8 de octubre de 2008, LA LEY 273504/2008. 
 
497
 De acuerdo con el RUCL/2004, art. 33, no se emplazan en suelo urbano, entendiendo 
incluidas las siguientes: a) Los elementos de arquitectura tradicional propios del suelo rústico, tales 
como aceñas, apriscos, batanes, bodegas, brañas, cabañas, casas de teito, casetas de era, de pozo y de 
viña, chozos, cortines, esquileos, fuentes, guardaviñas, hórreos, invernales, majadas, molinos, 
palomares, paneras, refugios, tenadas y otros análogos, tanto aislados como agrupados. b) Las 
alquerías y otros núcleos situados en el interior de dehesas, conjuntos monásticos desafectados y otras 
grandes explotaciones agropecuarias. c) Los núcleos vinculados al servicio de las cañadas reales y 
demás vías pecuarias. d) Las zonas en las que se constate la existencia histórica de poblamiento 
disperso. e) Los núcleos de población abandonados, deshabitados o sin población permanente. 
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RCUL matiza esta categoría al señalar que se refiere a los terrenos ya ocupados o afectados 
por obras públicas y otras infraestructuras de carácter ambiental, hidráulico, energético, de 
comunicaciones, de telecomunicaciones, de transportes o de cualquier otro tipo, siempre que 
no deban tener la consideración de dotaciones urbanísticas o que sean impropias de las zonas 
urbanas, así como sus zonas de afección, defensa, protección, servidumbre o denominación 
equivalente, cuando la legislación sectorial exija preservarlas de la urbanización y, también, a 
los terrenos que conforme a lo previsto en los instrumentos de ordenación del territorio, 
planeamiento urbanístico y planeamiento sectorial vayan a ser ocupados o afectados por las 
obras públicas y otras infraestructuras citadas en la letra anterior, así como por sus zonas de 
afección, defensa, protección, servidumbre o denominación equivalente, cuando la legislación 
sectorial exija preservarlas de la urbanización.498  
 
f) Suelo rústico con protección cultural, constituido por los terrenos ocupados por 
inmuebles declarados como Bien de Interés Cultural o catalogados por el planeamiento, o 
próximos a los mismos, así como por los terrenos que el planeamiento estime necesario 
proteger por sus valores culturales. (Según el art. 36 del Reglamento también se incluyen los 
demás terrenos que se estime necesario proteger por su contigüidad, cercanía o vinculación 
con los citados o por cualesquiera otros valores culturales acreditados, presentes o pasados.) 
 
g) Suelo rústico con protección natural, constituido por: 1º. Los ámbitos que deban ser 
objeto de especial protección conforme a la legislación sobre espacios naturales. 2º. Las vías 
pecuarias, salvo si ya forman parte del suelo urbano o urbanizable, o se autorice un trazado 
alternativo. 3º. Los terrenos definidos en la normativa de aguas como dominio público 
hidráulico, cauces de corrientes naturales continuas y discontinuas, lechos de lagos, lagunas, 
zonas húmedas y embalses superficiales, y zonas de servidumbre de las riberas. 4º. Los demás 
terrenos que se estime necesario proteger para preservar o regenerar el suelo, la fauna, la flora 
o las masas forestales499, o porque deban ser objeto de restauración ambiental, o por 
cualesquiera otros valores naturales acreditados, presentes o pasados.  
                                                 
498
 Puede verse la STSJCL de 29 de octubre de 2010, LA LEY 203590/2010 en la que se 
sostiene que no existe desviación de poder ni vulneración del principio de igualdad y de justa 




 Según la Ley de montes de Castilla y León, aprobada mediante la Ley 3/2009, de 6 de abril, 
serán clasificados como suelo rústico con protección natural, al menos, los montes catalogados de 
utilidad pública, los montes protectores y los montes con régimen de protección especial, mientras 
que, el resto de los montes deberán ser clasificados como suelo rústico en alguna de las categorías 
definidas por el artículo 16 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León. (Art. 
79). Por otra parte, los instrumentos de ordenación del territorio y de planeamiento urbanístico 
deberán incorporar las medidas necesarias para facilitar la conservación de los montes en sus 
respectivos ámbitos de aplicación. En el procedimiento de aprobación de aquellos instrumentos, será 
preceptivo el informe previo de la consejería competente en materia de montes cuando afecten a la 
clasificación de terrenos forestales. Dicho informe tendrá carácter vinculante cuando se trate de 
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h) Suelo rústico con protección especial, constituido por los terrenos amenazados por 
riesgos naturales o tecnológicos incompatibles con su urbanización, así como por los terrenos 
que el planeamiento estime necesario proteger por cualesquiera otras razones justificadas. La 
inadecuación la define el art. 38 del Reglamento como la concurrencia de razones objetivas 
que desaconsejen su urbanización por los siguientes motivos u otros análogos: 1º. Porque su 
urbanización sea contraria a las exigencias de la Defensa Nacional. 2º. Porque presenten 
características topográficas, geológicas, geotécnicas o mecánicas que desaconsejen su 
urbanización, tales como propensión a los deslizamientos, pendientes fuertes, baja resistencia, 
expansividad de arcillas o existencia de depósitos o corrientes de aguas subterráneas cuya 
protección sea necesaria. 3º. Porque hayan sustentado anteriormente usos industriales, 
extractivos, de producción de energía, de depósito o tratamiento de residuos u otros 
análogos.500  
 
i) Suelo rústico de actividades extractivas, constituido por los terrenos que el 
planeamiento estime necesario reservar para tal finalidad. Para ello, se justificará por la 
                                                                                                                                                                       
montes catalogados de utilidad pública, montes protectores y montes con régimen de protección 
especial (Art. 80). Asimismo, y de conformidad con el art. 81, en los montes que tengan la 
consideración de suelo rústico con protección natural estarán prohibidos los siguientes usos: a) Los 
usos industriales, comerciales y de almacenamiento, así como las construcciones e instalaciones 
vinculadas a los mismos. No tendrán esta consideración las instalaciones directamente relacionadas 
con la gestión de los montes o imprescindibles para el disfrute de concesiones o autorizaciones 
vinculadas a la explotación de recursos ubicados en ellos. b) Las construcciones destinadas a vivienda 
unifamiliar aislada. En los montes que tengan la consideración de suelo rústico con protección natural 
el resto de los usos relacionados en el artículo 23.2 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de 
Castilla y León, estarán sujetos a autorización. Por último,  en los montes catalogados de utilidad 
pública, protectores o montes con régimen especial de protección quedan exentos de licencia 
urbanística municipal todos los actos de uso del suelo a que se refiere el artículo 97 de la Ley 5/1999, 
de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, que sean necesarios para su gestión técnico-facultativa 
cuando sean promovidos por la consejería competente en materia de montes. (Art. 82). En último 
término, es preciso destacar que, según el art. 92, los aprovechamientos ganaderos y cinegéticos en los 
montes que hayan sido objeto de un incendio quedarán suspendidos de manera automática y sin 
derecho a compensación durante un período de cinco años en los terrenos afectados, si bien, la 
consejería competente en materia de montes podrá autorizar el levantamiento de dicha suspensión 
cuando se acredite la compatibilidad de los aprovechamientos con la regeneración del monte 
incendiado y con la restauración del hábitat y supervivencia de las especies de flora y fauna silvestre. 
Queda prohibido el cambio de uso forestal de los montes afectados por incendios durante un plazo de 
treinta años y, además, se prohíbe la modificación de la clasificación urbanística de los montes 
afectados por incendios durante el plazo de treinta años, salvo que, la consejería competente en 
materia de montes aprecie la existencia de alguno de los supuestos de excepcionalidad contemplados 
en el art. 50 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes.  
 
500
 En relación a los usos peligroso CARO-PATÓN CARMONA, I. y MARINERO PERAL, Á. 
M., Derecho Urbanístico de Castilla y León, op. cit., pág. 87,  afirman que “el plan puede establecer 
un régimen de protección aún cuando no se alcancen absolutamente las cifras que determinarían la 
entrada en juego del régimen de suelos contaminados.” 
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calidad y abundancia del recurso minero o por su proximidad a los lugares en los que resulte 
necesario (art. 33 ter Reglamento).  
 
j) Suelo rústico de asentamiento irregular, constituido por los terrenos parcelados u 
ocupados por edificaciones mediante procesos ajenos al marco normativo vigente en su 
momento. Por otra parte, el art. 33 bis del referido RCUCL/2004, se refiere al suelo rústico de 
asentamiento irregular los terrenos que hayan sido objeto de parcelación urbanística u 
ocupación por la edificación mediante procesos ajenos al marco normativo vigente en su 
momento.501  
Una vez establecidos estos presupuestos básicos, conviene estudiar el estatuto 
jurídico. Para la doctrina se puede diferenciar entre derechos ordinarios y derechos 
excepcionales. Respecto de los primeros es interesante indicar que no se admiten usos 
constructivos502. En efecto, los propietarios de terrenos clasificados como suelo rústico 
tendrán derecho a usar, disfrutar y disponer de ellos conforme a su naturaleza rústica, 
pudiendo destinarlos a usos agrícolas, ganaderos, forestales, cinegéticos u otros análogos 
vinculados a la utilización racional de los recursos naturales. Asimismo, en suelo rústico 
podrán autorizarse los siguientes usos excepcionales, conforme al art. 25 y a las condiciones 
que se señalen reglamentariamente, atendiendo a su interés público, a su conformidad con la 
naturaleza rústica de los terrenos y a su compatibilidad con los valores protegidos por la 
legislación sectorial: a) Construcciones e instalaciones vinculadas a explotaciones agrícolas, 
ganaderas, forestales, cinegéticas y otras análogas vinculadas a la utilización racional de los 
recursos naturales. b) Actividades extractivas, incluida la explotación minera, las canteras y la 
extracción de áridos o tierras, así como las construcciones e instalaciones vinculadas a las 
mismas. c) Obras públicas e infraestructuras en general, así como las construcciones e 
                                                 
501
 El régimen estatutario del suelo rural se plasma también en la subdivisión en las categorías 
mencionadas. Sin embargo, así como una misma porción del territorio puede estar sometida a diversas 
legislaciones y planes de ordenación no es menos cierto que un terreno puede reunir valores de 
diferente naturaleza que encajen en varias de las categorías previstas legalmente. De ahí que ante esta 
situación se pueden adoptar varias opciones: primar un valor en detrimento de los demás o bien tener 
en cuenta de forma cumulativa todos los valores. Consciente el legislador autonómico de la 
complejidad de las categorías establecidas, previene un régimen de naturaleza híbrida: en ocasiones se 
aplica el régimen jurídico de la categoría más protectora y en otras ocasiones se decanta por la 
aplicación conjunta del régimen de las diversas categorías si bien de forma matizada puesto que si 
colisionan las soluciones normativas opta por el régimen más tuitivo. Cfr.,  el art. 39.2 del 
Reglamento, que desde nuestro punto de vista incurre en ultra vires porque incluye como primer 
criterio para resolver la contradicción la prevalencia de los regímenes establecidos para la protección 
de los valores naturales y culturales. 
 
502
 CARO-PATÓN CARMONA, I. y MARINERO PERAL, Á. M., Derecho Urbanístico de 
Castilla y León, Iustel, Madrid, 2007, pág. 91. Cfr., la STSJCL de 5 de octubre de 2007, LA LEY 
172048/2007, que al estudiar una ampliación de un Hotel Balneario, concluye que como se trata de 
una mejora con intereses exclusivamente económicos no encaja dentro de las causas de utilidad 
pública o interés social. 
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instalaciones vinculadas a su ejecución, conservación y servicio. d) Construcciones e 
instalaciones propias de los asentamientos tradicionales. e) Construcciones destinadas a 
vivienda unifamiliar aislada y que no formen núcleo de población. f) Obras de rehabilitación, 
reforma y ampliación de las construcciones e instalaciones existentes que no estén declaradas 
fuera de ordenación. g) Otros usos que puedan considerarse de interés público, por estar 
vinculados a cualquier forma del servicio público, o porque se aprecie la necesidad de su 
ubicación en suelo rústico, a causa de sus específicos requerimientos o de su incompatibilidad 
con los usos urbanos.503 
En este punto la legislación castellano leonesa presenta una nota distintiva porque el 
control autonómico se suprime cuando el terreno se encuentre en os Municipios con 
población igual o superior a 20.000 habitantes o en Municipios que cuenten con Plan General 
de Ordenación Urbana adaptado a la LUCL/1999. 
 
Los propietarios de terrenos clasificados como suelo rústico, además de respetar lo 
dispuesto en los arts. 8 y 9 que pueden calificarse como deberes generales de los 
propietarios504, tendrán la obligación de cumplir los siguientes deberes específicos:  
 
a) Realizar o permitir realizar a la Administración competente los trabajos de defensa 
del suelo y la vegetación necesarios para su conservación y para evitar riesgos de inundación, 
erosión, incendio o cualquier otro tipo de perturbación del medio ambiente o de la seguridad 
y salud públicas.505  
 
b) Respetar el régimen mínimo de protección que se señale reglamentariamente506 
para cada categoría de suelo, así como las demás condiciones que imponga la normativa 
                                                 
503
 ALONSO CLEMENTE pone de manifiesto el carácter excepcional de las construcciones e 
instalaciones vinculadas a la utilización racional de los recursos naturales cuando en el TRLS-2008 se 
incluyen dentro de las facultades de uso, disfrute y explotación del mismo conforme al estado, 
clasificación, características objetivas y destino que tenga en cada momento (artículo 8.1.a]). 
(ALONSO CLEMENTE, A., ”Edificación de viviendas en suelo no urbanizable”, Práctica 
urbanística: Revista mensual de urbanismo, núm.117,  2012, págs. 54-77.)  
 
504
 Según el art. 15 del RUCL/2004 los propietarios de bienes inmuebles deben destinarlos a 
usos que no estén prohibidos en la normativa urbanística ni en las demás normas aplicables. A tal 
efecto se entienden como usos prohibidos tanto los expresamente excluidos como aquéllos que por 
cualquier motivo resulten incompatibles con las normas citadas. 
 
505
 CARO-PATÓN CARMONA, I. y MARINERO PERAL, Á. M.: Derecho Urbanístico de 
Castilla y León, Iustel, op. cit., pág. 89, consideran que habrá que aplicar criterios generales para 
diferenciar si se trata de una imposición singular o si está previsto en la normativa sectorial que el 
propietario deba sufragar los gastos. 
 
506
 El art. 51.2 matiza el régimen mínimo al señalar que este régimen del suelo rústico tiene 
carácter de régimen mínimo de protección, debiendo respetarse también las demás condiciones que 
impongan los instrumentos de ordenación del territorio y planeamiento urbanístico, o la legislación 
sectorial. 
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sectorial o el planeamiento urbanístico, según las características específicas de cada uso y 
cada terreno. 
 
En suelo rústico están prohibidas las parcelaciones urbanísticas507, entendidas como 
división simultánea o sucesiva de terrenos en dos o más lotes, o cuotas indivisas de los 
mismos que conlleven derecho de utilización exclusiva, con el fin manifiesto o implícito de 
urbanizarlos o edificarlos total o parcialmente. A tal efecto, en los supuestos en los que la 
legislación agraria u otras normas sectoriales permitan divisiones o segregaciones sin respetar 
la unidad mínima de cultivo, con finalidad constructiva, ésta quedará subordinada al régimen 
establecido en esta Ley para mantener la naturaleza rústica de los terrenos, y no podrá dar 
lugar a la implantación de servicios urbanos o a la formación de nuevos núcleos de 
población.508 
 
En suelo rústico no se permitirá que las construcciones e instalaciones de nueva 
planta, o la ampliación de las existentes, o los cierres de parcela con materiales opacos, de 
altura superior a un metro y medio, se sitúen a menos de tres metros del límite exterior de los 
caminos, cañadas y demás vías públicas, o si dicho límite no estuviera definido, a menos de 
cuatro metros del eje de las citadas vías, sin perjuicio de las superiores limitaciones que 
establezca la legislación aplicable. 
 
                                                                                                                                                                       
 
507
 Advierte el art. 104 que” 1. Serán en todo caso indivisibles, y por tanto no se podrán 
conceder licencias urbanísticas para su segregación, división o parcelación: a) Las parcelas de 
superficie igual o inferior a la mínima establecida en el planeamiento urbanístico, salvo si los lotes 
resultantes se adquieren simultáneamente por los propietarios de terrenos colindantes, con el fin de 
agruparlos con ellos y formar una nueva finca. b) Las parcelas de superficie inferior al doble de la 
mínima establecida en el planeamiento urbanístico, salvo que el exceso sobre dicho mínimo pueda 
segregarse con el fin indicado en el apartado anterior. c) Las parcelas edificables con arreglo a una 
determinada relación entre superficie de suelo y superficie construible, cuando se edificara la 
correspondiente a toda la superficie de suelo, o, en el supuesto de que se edificara la correspondiente a 
sólo una parte de ella, la restante, si fuera inferior a la parcela mínima, con las salvedades indicadas en 
el apartado anterior. 2. En suelo rústico, cuando el planeamiento no señale una parcela mínima, lo 
dispuesto en los apartados a) y b) del número anterior se aplicará en relación a la unidad mínima de 
cultivo. 3. No se podrán conceder licencias de segregación, división o parcelación que tengan por 
objeto manifiesto o implícito una parcelación urbanística, según se define en el art. 24.2: a) En suelo 
rústico, en ningún caso. b) En suelo urbano y urbanizable, en tanto no se apruebe el instrumento de 
planeamiento urbanístico que establezca la ordenación detallada de los terrenos. 4. En ningún caso se 
considerarán solares ni se permitirá edificar los lotes resultantes de parcelaciones o reparcelaciones 
efectuadas con infracción de lo dispuesto en este artículo.” 
 
508
 CARO-PATÓN CARMONA, I. y MARINERO PERAL, Á. M., Derecho Urbanístico de 
Castilla y León, op. cit.,  pág. 90, critican esta norma que pretende solucionar las parcelaciones que se 
generan aplicando la normativa agraria pero sin derogarla claramente. 
 
Capítulo tercero. El suelo del medio rural en… 
 
 245 
En suelo rústico están prohibidas las obras de urbanización, salvo las necesarias para 
ejecutar infraestructuras o sistemas generales previstos en la normativa sectorial o en el 
planeamiento urbanístico.509 
 
Respecto al régimen de autorizaciones cabe señalar que los usos excepcionales en 
suelo rústico se adscribirán reglamentariamente, para cada categoría de suelo rústico, a 
alguno de los siguientes regímenes: a) Usos permitidos: los compatibles con la protección de 
cada categoría de suelo rústico; estos usos no precisan una autorización expresa, sin perjuicio 
de la exigibilidad de licencia urbanística y de las demás autorizaciones administrativas 
sectoriales que procedan; b) Usos sujetos a autorización de la Administración de la 
Comunidad Autónoma, previa a la licencia urbanística: aquéllos para los que deban valorarse 
en cada caso las circunstancias de interés público que justifiquen su autorización, con las 
cautelas que procedan y c) Usos prohibidos: los incompatibles con la protección de cada 
categoría de suelo rústico, y en todo caso los que impliquen un riesgo relevante de erosión o 
deterioro ambiental. El procedimiento para la autorización de los usos excepcionales en suelo 
rústico se integrará en el regulado para la obtención de las licencias urbanísticas, con las 
particularidades que se señalen reglamentariamente.  
 
Para que puedan ser autorizados, los promotores de usos excepcionales en suelo 
rústico deberán cumplir las siguientes condiciones, y las que en su desarrollo señale el 
planeamiento urbanístico para asegurar el carácter aislado de las construcciones y el 
mantenimiento de la naturaleza rústica de los terrenos:  
 
a) Respetar la superficie mínima de parcela, la ocupación máxima de parcela, y las 
distancias mínimas al dominio público, a las parcelas colindantes y a otros hitos geográficos. 
 
b) Resolver la dotación de los servicios que precise, así como las repercusiones que 
produzca en la capacidad y funcionalidad de las redes de servicios e infraestructuras 
existentes.  
 
c) Vincular el terreno al uso una vez autorizado, haciendo constar en el Registro de la 
Propiedad esa vinculación, así como su condición de indivisible en los supuestos que 
reglamentariamente se determine, y las limitaciones impuestas por la autorización.510 
                                                 
509
 Comparto la interpretación de CARO-PATÓN CARMONA, I. y MARINERO PERAL, Á. 
M., Derecho Urbanístico de Castilla y León, op. cit., pág. 90, puesto que la norma no permite realizar 
estas obras a los particulares. 
510
 En relación a dicha autorización autonómica QUINTANA LÓPEZ entiende que en la 
valoración del interés público primarán no los parámetros legales y los establecidos en el 
planeamiento sino también otras circunstancias concurrentes en las que destaca el componente 
socioeconómico del proyecto. QUINTANA LÓPEZ, T.A., “El suelo excluido del proceso 
urbanizador. Referencia a Castilla y León.”, REALA, nº 280-281, 1999, pág. 286. 
 




En resumen, y como subraya la doctrina, la legislación castellano-leonesa se 
fundamenta en dos principios: el principio de gradación de usos del suelo rústico que ampara 
desde la total exclusión de usos humanos hasta la amplia compatibilidad prevista para el suelo 
rústico común y la remisión al planificador al no agotar la ley la pormenorización de usos.511 
 
En los municipios sin planeamiento urbanístico, los terrenos que tengan la condición 
de suelo rústico se considerarán suelo rústico común, salvo que estén sometidos a algún 
régimen de protección, en cuyo caso se considerarán adscritos a la categoría de suelo rústico 
más adecuada al mismo512. En particular, los terrenos situados en el entorno de protección de 
inmuebles declarados como Bien de Interés Cultural, o en su defecto dentro de una banda de 
50 metros desde su límite exterior, se considerarán suelo rústico con protección cultural. Los 
propietarios tendrán los derechos, deberes y limitaciones previstos para el suelo de los 
municipios con planeamiento, y deberán respetar además las siguientes normas:  
 
a) La altura máxima será de dos plantas, salvo para las construcciones e instalaciones 
que justifiquen la necesidad técnica de superarla.  
 
b) Se exigirá la adaptación a las características del entorno inmediato y del paisaje 
circundante, en cuanto a situación, uso, altura, volumen, color, composición, materiales y 
demás características, así como el respeto de la vegetación y de los perfiles naturales del 
terreno513. 
 
En fin, sin ánimo de agotar toda la normativa que comentamos, diremos que existe un 
régimen específico sobre los denominados supuestos de interés general. En efecto el art. 105, 
contempla usos industriales o de servicios, con un claro carácter excepcional y 
fundamentados en razones de interés general  
 
                                                 
511
 CARO-PATÓN CARMONA, I. y MARINERO PERAL, Á. M., Derecho Urbanístico de 
Castilla y León, op. cit., pág. 88. 
 
512
 CARO-PATÓN CARMONA, I. y MARINERO PERAL, Á. M., Derecho Urbanístico de 
Castilla y León, op. cit., pág. 93, sostienen que en estos municipios no existen el suelo rústico de 
protección agropecuaria, de entorno urbano y de asentamiento tradicional pero los instrumentos de 
ordenación del territorio pueden clasificar terrenos en cualquier clase y categoría en relación con su 
objeto  de ahí que no se puedan llevar a cabo parcelaciones urbanísticas. 
 
513
 CARO-PATÓN CARMONA, I. y MARINERO PERAL, Á. M., Derecho Urbanístico de 
Castilla y León, op. cit., pág. 93 Para QUINTANA LÓPEZ obedecen a la misma naturaleza que las 
normas de aplicación directa contenidas en los arts. 73 y 74 TRLS/1976. QUINTANA LÓPEZ, T.A., 
“El suelo excluido del proceso urbanizador. Referencia a Castilla y León.”, op. cit., pág. 289.  
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Por esta vía podrían concederse licencias municipales para usos en suelo rústico 
distintos a los propios de su naturaleza siempre que,  
 
a) esté aprobado el instrumento de planeamiento urbanístico que establezca la 
ordenación detallada de los terrenos;  
 
b) el uso propuesto sea el previsto en el planeamiento urbanístico  y  
 
c) el promotor haya presentado en el Ayuntamiento compromiso del íntegro 
cumplimiento de los deberes urbanísticos, garantizado debidamente. 
 
En principio, dentro de estos usos no se incluyen los grandes establecimientos 
comerciales. En efecto, como destaca QUINTANA LÓPEZ514 la norma técnica urbanística 
sobre equipamiento comercial dirigida al redactor del planeamiento general, aprobada 
mediante Decreto 28/2010, de 22 de julio, trata de evitar que los grandes establecimientos 
comerciales, se instalen al margen del hecho urbano, en perjuicio del modelo de ciudad 
compacta; así el art. 3 impone que la incorporación a la ciudad existente (suelo urbano) o, al 
menos, a la proyectada (suelo urbanizable) y  la prohíbe en suelo rústico y exige que se sitúe 
en torno a la red viaria principal y conectado a la misma disponiendo que su emplazamiento 
permita la conexión del establecimiento con la red de transporte público técnica y 
económicamente viable; asimismo prioriza las localizaciones que completen, conecten o 
estructuren las tramas urbanas existentes, e impone que se evite la focalización de grandes 
establecimientos, favoreciendo, por el contrario, la distribución de estos de manera 
equilibrada en el espacio. 
 
Por último ha de indicarse que la legislación comentada contiene un nuevo mecanismo 
de distribución de cargas y beneficios que afecta al suelo no urbanizable. En concreto, se 
establece que podrán clasificarse como suelo urbanizable terrenos rústicos que sea 
conveniente calificar como sistema general de espacios protegidos a efectos de su obtención 
para el uso público a los efectos de “su obtención y en su caso recuperación y adecuación, en 
el marco de la normativa que los proteja” (art. 13.2 del Ley 5/1999). Como pone de 
manifiesto AGUDO GONZÁLEZ “estas dotaciones no son computables como parte de la red 
de espacios libres y zonas verdes, sino que conforman un tipo dotacional específico” con la 
particularidad de que se imputan a estos terrenos aprovechamiento urbanístico. 515 
                                                 
514
 QUINTANA LÓPEZ, T.,”Régimen urbanístico de la implantación de grandes 
establecimientos comerciales en Castilla y León”, Revista Jurídica de Castilla-León, núm. 24, mayo 
2011, pág. 51. 
 
515
 Cfr., AGUDO GONZÁLEZ, J., “Gestión urbanística integral del suelo: plusvalías y servicios 
ambientales”, REALA, núm. 311, septiembre-diciembre 2009, pág. 165. Asimismo concluye que “En 
consecuencia, y en virtud del correspondiente procedimiento redistributivo llevado a cabo en cada 
ámbito de gestión, los propietarios de terrenos afectos a sistemas generales cederán estos terrenos, 










3.- El modelo valenciano 
 
 
Partiendo del antecedente de la ley 4/1992, el texto vigente a considerar es la 
LSNUV/2004.516 Esta norma se aparta de la tradición histórica y configura al suelo no 
urbanizable como un espacio físico en el que rige una prohibición relativa de inedificabilidad. 
Su delimitación es de carácter reglado ya que el planificador está vinculado por los valores 
que enumera el legislador. O lo que es lo mismo es un suelo que se debe delimitar 
positivamente por el legislador por reunir alguna de las características previstas legalmente.517  
 
Diferencia entre suelo protegido (aquel en que existe un valor especial digno de 
protección o aquel que presenta un riesgo importante así como el que esté dotados de valores 
naturales o paisajísticos de interés local, incluyendo los terrenos que presenten valores 
rústicos o agrarios considerados definitorios de un ambiente rural digno de singular 
tratamiento por su importancia social, paisajística o cultural o de productividad agrícola) y 
suelo común al que le atribuye, en ocasiones, un carácter temporal.  
 
                                                                                                                                                                       
siendo compensados con superficies con aprovechamiento lucrativo en el ámbito correspondiente. 
Esto evidentemente significa que el planeamiento debe crear ámbitos de actuación en los que se 




 Según su exposición de motivos, los vectores que rigen su aplicación son la exigencia al 
planeamiento de un mayor rigor de análisis y ordenación que se articula a través de la zonificación 
con usos autorizables y con usos prohibidos; la preservación de las instituciones propias valencianas y 
la notable ampliación de las competencias de los municipios, sobre todo, en relación con la 
autorización de actuaciones los usos y aprovechamientos más directamente vinculados con la 
utilización del suelo no urbanizable. A propósito de la ley 471992 señala GARCÍA RUBIO que una 
de sus novedades más significativas es la consideración del agua como suelo no urbanizable. (Cfr., 
GARCÍA RUBIO, F., Estudios de Derecho Urbanístico, Centro de Estudios Ramón Areces, Madrid, 
2003, pág. 26).   
 
517
 En este sentido CANO MURCIA, A., El régimen jurídico del suelo no urbanizable o 
rústico, op. cit., pág. 30 que advierte que se refiere a terrenos para expresar una mayor extensión 
geográfica. 
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Se trata de una ley híbrida ya que presenta disposiciones de naturaleza urbanística 
pero también dentro de la órbita de la ordenación del territorio, señaladamente los planes de 
acción territorial y la visión supramunicipal del régimen jurídico de este suelo518, sin 
olvidarnos de preceptos de naturaleza civil519 y de preceptos de desarrollo rural. La 
LSNUV/2004 interrelaciona de manera pormenorizada el planeamiento territorial y el 
régimen del suelo no urbanizable.  
 
El art. 10 establece las determinaciones del planeamiento territorial en relación con el 
suelo no urbanizable (entre otras, hace recomendaciones sobre las actividades futuras que 
pudieran declararse de interés comunitario y establece reservas de suelo para infraestructuras 
y dotaciones de interés supramunicipal que precisen emplazarse en el suelo no urbanizable520) 
y el art. 11, las determinaciones propias del planeamiento urbanístico, lo que se completa en 
el art. 20, que establece la habilitación al planeamiento territorial y urbanístico para permitir 
la construcción de las viviendas aisladas y familiares. 
 
La LSNUV/2004 sistematiza los usos susceptibles de realizarse en el suelo no 
urbanizable y los dota de un régimen jurídico concreto: construcciones e instalaciones 
agrícolas, ganaderas, cinegéticas o forestales (art. 20); vivienda aislada y familiar (art. 21)521; 
vivienda rural vinculada a explotación agrícola (art. 22); explotación de canteras, extracción 
                                                 
518
 La propia exposición de motivos considera que la norma se podría asentar en competencias 
relativas a la agricultura, el medio ambiente o las infraestructuras. Observa GREGORI MARÍ, F., El 
régimen urbanístico del suelo rural en la Comunidad Valenciana, Tirant lo Blanch, Valencia, 2008, 
pág. 229, que “las normas autonómicas que intentan proteger el suelo rural con criterios de 
sostenibilidad carecen de la fuerza suficiente para imponerse sobre otras normas urbanísticas que 
posibilitan la implantación de usos y aprovechamientos urbanos en suelo rural.”  
 
519
 Me refiero a las parcelaciones de fincas (disposición adicional segunda). 
 
520
 En relación a estas reservas AGUDO GONZÁLEZ subraya que la legislación valenciana se 
refiere a cualquier clase de suelo. AGUDO GONZÁLEZ, J., “La transformación urbanística del suelo 
no urbanizable: proyectos territoriales de interés autonómico y reservas de suelo”, op.cit., pág. 45. 
 
521
 Advierte CANTÓ LÓPEZ que la ley valenciana no ofrece un concepto de vivienda familiar 
aislada sino que habrá que remitirse al art. 450 ROGTU, precepto del cual la autora citada extrae la 
identificación con una única edificación aislada destinada al uso residencial sin vinculación en cuanto 
a relaciones de consanguinidad ni vinculación con la explotación agraria. CANTÓ LÓPEZ, Mª. T., La 
vivienda familiar en el suelo no urbanizable, Iustel, Madrid, 2007, págs. 108-109. Asimismo esta 
profesora pone de manifiesto que deben reunirse los siguientes requisitos para la autorización de estas 
viviendas: ubicación en las zonas y bajo las condiciones previstas en el planeamiento territorial o 
urbanístico; cumplimiento de las normas legales de parcelación de fincas; ocupación limitada de la 
finca por la edificación; la previsión de servicios suficientes las limitaciones del medio físico y la 
imposibilidad de formar núcleo de población. CANTÓ LÓPEZ, Mª. T.,  La vivienda familiar…, 
op.cit., págs. 119-151. Por último hay que subrayar que el protagonismo de la Administración local en 
este ámbito sólo cede en el supuesto de los planes especiales de minimización de viviendas 
clandestinas.  
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de áridos y de tierras o recursos geológicos, mineros o hidrológicos, y generación de energía 
renovable (art. 24, en la redacción dada por el art. 112 de la Ley valenciana 14/2005, de 23 de 
diciembre); actividades industriales, productivas y terciarias o de servicios (art. 25), 
estableciendo específicamente las condiciones de implantación de las actividades industriales 
y productivas (art. 26) y de las actividades terciarias o de servicios (art. 27).522  
A los efectos que aquí interesa, se hace una relación muy amplia de las actividades 
industriales, productivas y terciarias o de servicios susceptibles de ser emplazadas en el suelo 
no urbanizable y estos usos, de manera conjunta con los de explotación de canteras, 
extracción de áridos y de tierras o recursos geológicos, mineros o hidrológicos, y generación 
de energía renovable, precisan de la declaración de interés comunitario para poder realizarse. 
Esta declaración está regulada en el capítulo II de la LSNUV/2004, art. 33 a 39, y destaca, 
además del canon exigido, que todas las declaraciones de interés comunitario tienen un plazo 
máximo de treinta años, prorrogable, de vigencia de uso y aprovechamiento atribuido. El uso 
residencial desvinculado de la explotación agraria se regula de manera independiente a la 
declaración de interés comunitario y poco restrictiva al señalar el art. 21.1 de la LSNUV/2004 
que: “Los planes urbanísticos o territoriales con capacidad para ordenar usos en suelo no 
urbanizable común, en virtud de su respectiva legislación, ordenarán el de vivienda aislada y 
familiar atendiendo a la aptitud del territorio para albergarlo y a su compatibilidad con los 
valores propios del suelo que han determinado su clasificación como no urbanizable, y 
ponderarán su capacidad y, en especial, su vulnerabilidad e impacto sobre el medio físico.”523 
 
En otro orden de consideraciones, merece un especial comentario la legislación 
valenciana de ordenación del territorio y del paisaje porque también incide, entre otras 
cuestiones, en el uso residencial de este suelo.524  
                                                 
522
 Siguiendo a GREGORI MARÍ, F., El régimen urbanístico del suelo rural en la Comunidad 
Valenciana, op. cit., págs. 229-230, podemos señalar que los usos y aprovechamientos pueden 
realizarse según el siguiente esquema: usos y aprovechamientos previstos en el Plan General requieren 
licencia municipal y en algunos casos autorización autonómica; usos y aprovechamientos 
excepcionales mediante zonificación prevista en el Plan General; y aprovechamientos urbanísticos 
extraordinarios sin previa ordenación en el Plan General mediante las Declaraciones de Interés 
Comunitario que constituyen un planeamiento específico  y limitado a un ámbito concreto y para una 
finalidad determinada. Por otra parte, las Declaraciones de Interés Comunitario son objeto de varios 
pronunciamientos del TSJVA. Entre otros cfr., la STSJVA de 8 de marzo de 2012, JUR 2012\213608 
a propósito de la ampliación de unas instalaciones de tenis. También pueden verse como sentencias 
más significativas la STSJVA de 24 de junio de 2011, RJCA 2011\746 y la STSJVA de 12 de julio de 
2012, JUR 2012\7833. 
 
523
 En relación a la incidencia del factor de localización en la determinación del canon, cfr., la 
STSJVA de 7 de septiembre de 2010, JUR 2011\25960. 
 
524
 Para un estudio más detenido de esta normativa, cfr., GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, S., 
”La ordenación territorial en la Comunidad Valenciana”, REFC, núm. 5 enero - junio 2006, págs. 37-
61. 
 




Así, a título de ejemplo cabe citar el art. 20 del Decreto 67/2006 de 19 de mayo, del 
Consell, por el que se aprueba el Reglamento de Ordenación y Gestión Territorial y 
Urbanística, al desarrollar el art. 13.6 de la Ley de Ordenación del Territorio y Protección del 
Paisaje, configura, la técnica de la cesión del metro por metro.525 En síntesis, esta técnica 
consiste en la cesión gratuita a la Administración Pública de suelo no urbanizable protegido 
con una superficie igual a la reclasificada. Estas cesiones tendrán el carácter de dotación de 
parque público natural perteneciente a la red primaria en planeamiento que las ampare y se 
realizarán a cargo de la actuación sin perjuicio de las cesiones de suelo dotacional público 
correspondiente a la red secundaria conforme a la legislación urbanística. La cesión no se 
aplica a las reclasificaciones singulares promovidas por la administración Pública, sus 
concesionarios, agentes o empresas públicas, que tengan por objeto exclusivo la implantación 
de cualquier tipo de equipamiento o actuaciones de interés público y social. 
  
Los terrenos afectados son aquellos que estén formal y expresamente declarados como 
suelo protegido en aplicación de la legislación sectorial de espacios naturales protegidos, los 
terrenos que estén formal y expresamente declarados como suelo protegido en aplicación de 
la legislación medioambiental, incluida la legislación sectorial de espacios naturales 
protegidos y la legislación forestal.526 El legislador valenciano considera como normal la 
cesión in natura, aunque también habilita la potestad expropiatoria y articula la compensación 
económica excepcional para plasmar la cesión.527  
                                                 
525
 Cfr. GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, S., Urbanismo y ordenación del territorio, op.cit., 
págs. 45-46, para quien este mecanismo cumple una serie de finalidades: permite que la comunidad 
participe adecuadamente de las plusvalías que se originen como consecuencia de una reclasificación, 
recoge la idea de sostenibilidad, otorga un trato de justicia a los propietarios de suelo no urbanizable 
protegido, consigue una adecuación entre el carácter de los ingresos que proceden del urbanismo y los 
fines a los que deben destinarse estos ingresos, impide la circulación monetaria dentro de los 
Ayuntamientos, como consecuencia de las reclasificaciones, ya que éstas no originan sino una 
adquisición de terrenos y facilita la adquisición de suelo gratuita para el poder público como mejor 
forma de evitar la presión urbanística de los propietarios o terceros.  
526
 También podría afectar cuando ya esté incoado un procedimiento para la declaración de los 
terrenos como suelo no urbanizable protegido en aplicación de la legislación sectorial de, cuando se 
trate de suelos pertenecientes a los entornos de protección, de amortiguación de impactos, preparques, 
corredores biológicos y otros suelos vinculados a las figuras de protección, siempre que fuesen suelos 
no urbanizables de protección especial, y además hayan sido objeto de un informe favorable del 
órgano competente de la Dirección General de Planificación y Ordenación Territorial de la 
Consellería competente en materia de territorio u órgano que lo sustituya, y, por último, los terrenos 
que estén formal y expresamente clasificados como suelo no urbanizable protegido por el 
planeamiento territorial y urbanístico de conformidad con la pertinente evaluación de su impacto 
ambiental. Según la STSJVA de 16 de febrero de 2012, JUR 2012\214207, para la concesión de la 
Declaración de Interés Comunitario es imprescindible un informe sectorial sobre concesión minera 
cuando afecta a terrenos con explotaciones mineras. 
527
 Cfr., AGUDO GONZÁLEZ, J., “Gestión urbanística integral del suelo: plusvalías y servicios 
ambientales”, REALA, núm. 311, septiembre-diciembre 2009, pág. 160. Para este autor el sistema 




  Igualmente merece atención la figura de las cuotas de sostenibilidad previstas en la Ley 
valenciana de ordenación del territorio (Ley 4/2004, de 30 de junio) que consisten en las 
aportaciones derivadas de las acciones consumidoras de recursos o emisoras de 
contaminantes a las actuaciones para la sostenibilidad y la calidad de vida. Como pone de 
relieve DE ROJAS MARTÍNEZ-PARETS528 “se trata de hacer reverter una parte de las 
plusvalías a las áreas no urbanizables y a las de especial protección de manera que exista una 
cierta distribución que haga sostener en parte los terrenos donde se encuentra el medio natural 
a través de las aportaciones que se generen por el establecimiento de usos urbanísticos, 
industriales u otros predadores del terreno.”  
 
Para cerrar este apartado, cabe traer a colación un supuesto ciertamente novedoso, 
previsto en la disp. trans. cuarta de LSNUV/2004. Nos estamos refiriendo a la denominada 
minimización del impacto territorial generado por los núcleos de viviendas en suelo no 
urbanizable, cuyo antecedente más inmediato es la disp. trans. segunda, titulada 
regularización excepcional de urbanizaciones,  de la derogada ley valenciana, ley 4/1992, de 
5 de junio de suelo no urbanizable.  
 
Se trata de un supuesto que afecta a todos los propietarios. En efecto, la norma no se 
aplica a viviendas aisladas sino a los núcleos de viviendas consolidados529, formados por un 
conjunto de más de diez viviendas ilegales, existentes dentro de un círculo de cien metros de 
radio. La finalidad de la norma es doble. Por una parte, dotar a esas urbanizaciones de un 
mínimo de servicios urbanísticos con alguna calidad. La otra finalidad de la norma, es la 
minimización del impacto territorial del núcleo de población. En realidad, parece 
contemplarse una legalización ex post de estas urbanizaciones, a través de un plan de 
ordenación urbana menor o incompleto, denominado Plan Especial de minimización de 
impacto del impacto territorial530, cuyo resultado será, previa asunción de los costes derivados 
                                                                                                                                                                       
valenciano presenta defectos al no limitar los suelos reclasificables y al no impedir la generación de 
nueva oferta de suelo. 
  
528
 DE ROJAS MARTÍNEZ-PARETS, F., Fórmulas alternativas de protección y gestión de los 
espacios naturales, Aranzadi, Cizur Menor, 2006, pág. 126. Dentro de las medidas urbanísticas 
protectoras del medio natural el citado autor también cita el art. 85 de la Ley 4/2004 en el que se 
regula el destino de los ingresos derivados del canon para las actuaciones en el suelo no urbanizable 
con declaración de interés comunitario y los nuevos ingresos a través de los planes especiales que 
comportan una cuota al fondo de equidad territorial. DE ROJAS MARTÍNEZ-PARETS, F., Fórmulas 
alternativas de protección y gestión de los espacios naturales, op. cit., pág. 129. 
 
529
 CANTÓ LÓPEZ, Mª. T., La vivienda familiar…, op.cit., pág. 196, destaca que se produce 
una desigualdad de trato jurídico pues afecta a todos los propietarios del núcleo de viviendas. 
 
530
 Desde el punto de vista formal se trata de un procedimiento administrativo tramitado por los 
ayuntamientos y aprobado por la autoridad autonómica (normalmente mediante un plan especial) 
aunque también mediante un plan general o la revisión de un plan general en vigor. 
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por los propietarios afectados,  su incorporación a la ordenación urbanística sin que se pueda 
considerar que estas construcciones queden asimiladas al fuera de ordenación en sentido 
estricto, por lo que, por ejemplo, podrán llevarse a cabo en ellas obras de reforma.  
 
Es una medida no sometida a plazo respecto de urbanizaciones clandestinas 
preexistentes a la entrada en vigor de la ley, y tal y como está regulada no es incompatible 
con la reclasificación del suelo como urbanizable. ¿Podría considerarse como un supuesto de 
convalidación legislativa? Desde mi punto de vista, existen dudas porque parece que  podría 
afectar a viviendas con sentencias firmes declarativas de la ilegalidad; lo que sí está claro es 
que se puede aplicar a viviendas respecto de las cuales no sea posible adoptar medidas de 
restablecimiento de la legalidad urbanística alterada.  
 
 
4.- La legislación de Cantabria 
 
 
Constituye esta Comunidad un claro ejemplo de preocupación por el suelo rural como 
lo evidencia la ley 9/1994, de 29 de septiembre, actualmente derogada, de usos del suelo en el 
medio rural. Dicha norma diferenciaba siete categorías de suelo no urbanizable: de especial 
protección, de interés agrario o paisajístico, de protección de la costa, no edificable por 
riesgos, de protección de las infraestructuras, núcleo rural y genérico. Sin embargo, las 
mencionadas categorías, se prestaban a confusión, puesto que, el legislador en suelo rústico 
protegido, venía a incluir todas aquellas parcelas que disfrutasen de valores excepcionales no 
incluidos en el resto de categorías.  
 
Por otra parte, consideraba al núcleo rural como suelo no urbanizable de 
asentamientos residenciales tradicionales. Actualmente, la norma aplicable es la 
LOTUC/2001531. Esta norma distingue entre suelo rústico de especial protección (art. 108) y 
suelo rústico de protección ordinaria (art. 109).532  
                                                                                                                                                                       
 
531
 Como pone de relieve MARTÍN REBOLLO,  la LOTUC/2001 amplía las posibilidades de 
definir suelo rústico en línea con la STC 164/2001. (Cfr. MARTÍN REBOLLO, L., “La Ley de 
Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria: una visión sistemática”, RUE, 
núm. 5, 2001, pág. 73.) Asimismo afirma que la ley autonómica ha ampliado las competencias 
municipales donde no están en juego intereses supramunicipales (MARTÍN REBOLLO, L., “La Ley 
de Ordenación…”, op.cit., pág. 73.)  
 
532
 Para ALONSO CLEMENTE, todo el suelo rústico en Cantabria es protegido, 
distinguiéndose una protección ordinaria (podría asimilarse al suelo rústico común de otras 
Comunidades Autónomas) y una protección especial. (ALONSO CLEMENTE, A.:”Edificación de 
viviendas en suelo no urbanizable”, Práctica urbanística: Revista mensual de urbanismo, núm.117,  
2012, págs. 54-77.) 
 




En la primera categoría, se incluye tanto el suelo sometido a un régimen especial de 
protección según los planes y las normas de ordenación territorial o la legislación sectorial 
(que se caracteriza por ser de naturaleza reglada) como por los preservados de la 
transformación urbana por los planes generales urbanísticos o por la normas urbanísticas 
regionales o comarcales533, dados los valores que concurren en ellos o por sus riquezas 
naturales o por su importancia agrícola, forestal o ganadera. La novedad consiste en la 
inclusión del valor agrícola dentro de este suelo debido en palabras de MARTÍN 
REBOLLO534. En estos suelos preservados, la decisión final corresponde a la Comisión 
Regional de Urbanismo, órgano competente para la aprobación definitiva de los Planes 
Generales, o al Gobierno Regional, cuando se trata de las Normas regionales o comarcales. 
 
El suelo rústico de protección ordinaria, que se define por exclusión del suelo rústico 
de especial protección, debe ser declarado, de forma motivada, por el Plan General, al ser 
inadecuado para su desarrollo urbano integral, al tener en cuenta, las características físicas de 
la zona de que se trate, la incompatibilidad con el modelo urbanístico y territorial adoptado, la 
inconveniencia de soluciones bruscas entre el suelo urbanizable y el suelo rústico de especial 
protección o bien, la preservación y encauzamiento de formas de ocupación del territorio y 
asentamientos no urbanos considerados desde la perspectiva y exigencias del desarrollo 
sostenible. 
 
El legislador cántabro es partidario de una exclusión absoluta del proceso urbanístico 
puesto que, incluso, establece que los propietarios de terrenos en suelo rústico, sin diferenciar 
sus categorías, no podrán exigir de las Administraciones Públicas obras de urbanización y 
servicios urbanísticos, lo cual, plantea problemas de orden práctico, en relación con los 
asentamientos rurales y las edificaciones y construcciones ya implantadas, y que, por 
prescripción de la acción de reposición de la legalidad urbanística, no puedan ser demolidas. 
 
Al igual que sucede con el resto de sistemas normativos, se contemplan los supuestos 
de municipios con Plan General de Ordenación Urbana (adaptado o no adaptado), en lo que 
pueden existir las dos categorías de suelo rústico. Pero la novedad más significativa es que en 
los municipios sin planeamiento general o que únicamente estén dotados de proyecto de 
delimitación de suelo urbano, no existe la categoría de suelos rústicos ordinarios y, en 
                                                 
533
 Según el art. 20 estas normas también pueden clasificar suelo. Recuerda MARTÍN 
REBOLLO que es un suelo de carácter potestativo. (Cfr., MARTÍN REBOLLO, L., “La Ley de 
Ordenación…”, op.cit., pág. 87.)  
 
534
 MARTÍN REBOLLO, L., “La Ley de Ordenación…”, op.cit., pág. 87. 
 
Capítulo tercero. El suelo del medio rural en… 
 
 255 
consecuencia, todo el suelo rústico se considera como de especial protección a todos los 
efectos.535  
 
En relación al estatuto jurídico, es preciso señalar que el legislador cántabro536, en los 
art. 110 y 111,537 contempla, en primer término, un elenco de derechos y deberes genéricos, 
que se refuerza con la vinculación registral de las construcciones e instalaciones de los usos 
autorizados (art. 116.6), para, en un segundo momento, abordar el régimen específico del 
suelo de especial protección y del suelo de protección ordinaria. La nota común a ambos 
regímenes jurídicos es la prevalencia de los planes territoriales y urbanísticos y de la 
legislación sectorial, frente a las disposiciones urbanísticas de dicha ley del suelo recogiendo 
la norma usos permitidos, usos prohibidos y usos autorizables. 
 
Profundizando en el régimen de limitaciones se recoge la prohibición de divisiones, 
segregaciones o fraccionamientos de terrenos de cualquier tipo contrarios a la legislación 
                                                 
535
 En relación a los planes de ordenación del territorio y a los planes urbanísticos cfr., 
DELGADO VIÑAS, C., ”La ordenación territorial en Cantabria: normas, planes, proyectos y 
realidades”, Cuadernos Geográficos, núm. 47, 2010, págs. 453-491. Cfr., la reflexión que lleva a cabo 
MARTÍN REBOLLO al señalar que de no existir el suelo rústico de protección ordinaria su 
protección dependería totalmente del Plan que podría calificarlo como suelo no urbanizable de 
especial protección o como suelo urbanizable con la trascendencia que se deriva desde el punto de 




 Al que MARTÍN REBOLLO califica como un legislador de normas mínimas pues permite a 
los Ayuntamientos hacer sus propias políticas  pero siempre respetando los mínimos legales. 
(MARTÍN REBOLLO, L., “La Ley de Ordenación…”, op. cit., pág. 87.) En relación a un supuesto de 
cambio indebido de suelo rústico y silencio contra legem de la licencia municipal puede verse la 
STSJC de 3 de diciembre de 2008, Roj: STSJCANT 1739/2008.  
 
537
 El destino natural del suelo rústico constituye un principio jurídico general tal y como viene 
subrayando la doctrina del Tribunal Supremo. Cfr., por todas, la STS de 12 de mayo de 1987, RJ 
1987/5255, que advierte que el punto de partida es el del contenido del dominio en suelo no 
urbanizable –aprovechamiento exclusivamente agrícola, ganadero o forestal-. Resulta también de 
aplicación el artículo 200.1 que recoge una vinculación positiva consistente en el destino  a usos que 
resulten compatibles con el planeamiento,  y de mantenimiento en condiciones de seguridad, 
salubridad y ornatos públicos, así como, el cumplimiento de las normas sobre protección del medio 
ambiente, patrimonio cultural y rehabilitación urbana. Igualmente, y como norma de aplicación 
directa, hay que destacar el artículo 34.1 que detalla la obligación de adaptación al ambiente, al 
subrayar que  en los lugares de paisaje abierto y natural o en las perspectivas que ofrezcan los 
conjuntos urbanos de características históricas, típicos o tradicionales, y en las inmediaciones de las 
carreteras y caminos de trayecto pintoresco se acentuarán las exigencias de adaptación al ambiente de 
las construcciones que se autoricen y no se permitirá que la situación, masa, altura de los edificios, 
colores, muros, cierres o la instalación de otros elementos limiten el campo visual para contemplar las 
bellezas naturales, rompan la armonía del paisaje natural, rural o urbano, o desfiguren la perspectiva 
propia del mismo y, además, prohíbe la publicidad estática que por sus dimensiones, localización o 
colorido no cumple las anteriores prescripciones, incluyendo a estos efectos en el concepto de 
publicidad los carteles anunciadores de locales y establecimientos mercantiles. 
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urbanística, al planeamiento urbanístico o, en su defecto, a la legislación agraria, forestal o de 
similar naturaleza, salvo cuando se trate de concentrar propiedades colindantes. A destacar 
que el legislador cántabro reserva el término de parcelaciones a las parcelaciones urbanísticas 
(art. 195) por lo que, teniendo en cuenta el art. 196, que disciplina los supuestos de parcelas 
indivisibles, cabe concluir que, por un lado, las parcelaciones agrarias se someten a la ley 
19/1995, de 4 de julio, de modernización de las explotaciones agrarias y a la ley de Cantabria 
4/2000, de 13 de noviembre, de modernización y desarrollo agrario, y, por otro lado, las 
parcelaciones urbanísticas en suelo rústico de especial protección son infracciones 
urbanísticas muy graves (art. 216), mientras que las parcelaciones urbanísticas en suelo 
rústico de protección ordinaria son infracciones urbanísticas graves. Por otra parte, el régimen 
del suelo rústico de especial protección (art.112), se fundamenta en un principio general, el 
respeto de su naturaleza y destino y a las normas específicas de protección, y en un listado de 
usos  y construcciones autorizables y excepcionales, que son los siguientes:  
 
a) Las instalaciones que sean necesarias para las explotaciones agrícolas, ganaderas, 
forestales y otras análogas, que guarden relación con la naturaleza, extensión y utilización de 
la finca, incluidas las viviendas de las personas que hayan de vivir y vivan real y 
permanentemente vinculadas a la correspondiente explotación.   
 
b) Las instalaciones agroalimentarias complementarias, teniendo esa consideración, 
entre otras, las que tengan por objeto la transformación y venta directa de los productos de la 
explotación.  
 
c) Las construcciones e instalaciones, permanentes o no, vinculadas a la ejecución, 
entretenimiento y servicio de obras públicas e infraestructuras.  
 
d) Las actividades y usos considerados de utilidad pública o interés social por la 
Administración sectorial correspondiente, así como otros usos que fuera imprescindible 
ubicar en suelo rústico.  
 
e) Las actividades extractivas y las construcciones vinculadas a ellas, siempre que se 
trate de un suelo rústico especialmente protegido para esa finalidad.  
 
f) Las obras de reestructuración, renovación y reforma de edificaciones preexistentes, 
que no estén fuera de ordenación, para ser destinadas a los usos autorizados en este artículo, 
así como a uso residencial, cultural, actividad artesanal, de ocio o turismo rural, siempre que 
estén incluidas en un Catálogo de Edificaciones en Suelo Rústico elaborado por el 
Ayuntamiento que incluya las edificaciones existentes con características arquitectónicas, 
tipológicas y constructivas propias de una edificación rural del entorno y una superficie 
construida no inferior a cincuenta metros cuadrados. Dicho Catálogo podrá contemplar 
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ampliaciones de hasta un diez por ciento de la superficie construida para uso de vivienda o 
hasta un veinte por ciento de la misma para fines culturales, artesanales, de ocio o turismo 
rural. Para autorizar la instalación se tendrá en cuenta el carácter tasado de la excepción, los 
criterios genéricos del apartado 1 y el principio de que las construcciones autorizables no 
lesionen de manera importante o sustancial el valor que fundamentó la clasificación del suelo 
como especialmente protegido.538 
Respecto al suelo rústico de protección ordinaria y en ausencia de previsión específica 
más limitativa que se incluya en los instrumentos de planeamiento territorial o urbanístico 
que resulten aplicables, en el suelo rústico de protección ordinaria podrán ser autorizadas las 
siguientes construcciones y usos: 
  
a) Las instalaciones que sean necesarias para las explotaciones agrícolas, ganaderas, 
forestales y otras análogas que guarden relación con la naturaleza, extensión y utilización de 
la finca, incluidas las viviendas de las personas que hayan de vivir y vivan real y 
permanentemente vinculadas a la correspondiente explotación.  
 
b) Las instalaciones agroalimentarias complementarias, considerándose como tales, 
entre otras, las que tengan por objeto la transformación y venta directa de los productos de la 
explotación.  
 
c) Las construcciones e instalaciones, permanentes o no, vinculadas a la ejecución, 
entretenimiento y servicio de obras públicas e infraestructuras.  
 
d) Las actividades y usos considerados de utilidad pública o interés social por la 
Administración sectorial correspondiente, así como otros usos cuya ubicación en suelo rústico 
fuera imprescindible.539  
 
e) Las actividades extractivas y las construcciones vinculadas a ellas.  
 
f) Los usos y construcciones industriales, comerciales y de almacenamiento cuya 
ubicación en suelo rústico sea imprescindible.  
 
                                                 
 
538
 Cfr. la STSJC de 18 de marzo de 2010, Roj: STSJCANT 602/2010 para un supuesto de fuera 
de ordenación y la STSJC de 1 de diciembre de 2011, Roj: STSJCANT 39/2011 en relación a obras en 




 Para la STSJG de 13 de octubre de 2010, LA LEY 192263/2010 una posada rural no es una 
instalación de utilidad pública o de interés social. Cfr., también la STSJ de 24 de septiembre de 2009, 
LA LEY 209280/2009 para la cual habrá que tener en cuenta la índole de la construcción a realizar en 
relación con la arquitectura rural, la adecuación al entorno, el volumen y la complejidad urbanística.  
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g) Las obras de reestructuración, renovación y reforma de edificaciones preexistentes, 
que no estén fuera de ordenación, para ser destinadas a los usos autorizados en este artículo, 
así como a uso residencial, cultural, actividad artesanal, de ocio o turismo rural, siempre que 
estén incluidas en el catálogo al que se refiere el art. 112.3.f) y con las mismas características 
y condiciones establecidas en aquel.  
 
h) Viviendas aisladas de carácter unifamiliar, así como pequeñas instalaciones 
vinculadas a actividades artesanales, de ocio y turismo rural, siempre que se pretenda su 
construcción en terrenos próximos a los suelos urbanos o de núcleos tradicionales y que 
vengan así reflejados en el planeamiento territorial o urbanístico.540 
 
En el suelo rústico de protección ordinaria que no se encuentre próximo a los suelos 
urbanos o a los núcleos tradicionales, sólo podrán autorizarse instalaciones vinculadas a 
actividades de ocio y turismo rural, así como viviendas aisladas de carácter unifamiliar 
cuando así se contemple expresamente en el planeamiento territorial, que deberá prever las 
determinaciones procedentes en materia de alturas, ocupación, superficie y otras análogas.  
 
En tales supuestos, se estará a las determinaciones de dichos planes y, en su caso, a las 
previsiones más limitativas que puedan contenerse en el planeamiento municipal.541 
                                                 
540
 Recuerda MARTÍN REBOLLO que en ausencia de Plan Territorial la vivienda aislada no es 
posible tal y como se deduce del art. 113 en conexión con la disp. transitoria novena (Cfr., MARTÍN 
REBOLLO, L., “La Ley de Ordenación…”, op.cit., pág. 90.) Por otra parte, es preciso destacar que el 
artículo 114.6  obliga a los propietarios a ceder gratuitamente al ayuntamiento y a acondicionar (con el 
límite de 3 metros desde el exterior de la calzada, vial o camino) los terrenos necesarios para la 
ampliación del viario preexistente.  
541
 El art.113 reza así:” En los suelos rústicos de protección ordinaria incluidos en un ámbito 
regulado por instrumentos de planificación sectorial o territorial, el régimen de usos será el previsto en 
esos instrumentos, salvo que el planeamiento municipal establezca un régimen más restrictivo. 2. En 
ausencia de previsión específica más limitativa que se incluya en la legislación sectorial, así como en 
los instrumentos de planeamiento territorial o urbanístico que resulten aplicables, y en las condiciones 
que los mismos establezcan, en el suelo rústico de protección ordinaria podrán ser autorizadas, las 
siguientes construcciones, instalaciones, actividades y usos: Las mencionadas en el apartado 2 del 
artículo anterior. Las que sean necesarias para la realización de actividades relativas a la elaboración y 
comercialización de productos tradicionales o derivados de la actividad agropecuaria, y los servicios 
complementarios de dichas actividades. Las actividades extractivas y las construcciones vinculadas a 
ellas. Los usos deportivos y de ocio sin instalaciones asociadas o con instalaciones desmontables 
necesarias para la realización de la actividad, así como las instalaciones deportivas y de ocio 
descubiertas que, o bien sean accesorias de construcciones e instalaciones preexistentes, o bien 
ubiquen sus construcciones asociadas apoyándose en edificios preexistentes, sin perjuicio de la 
posible adecuación a estos nuevos usos. La construcción de viviendas unifamiliares aisladas, así como 
de instalaciones vinculadas a actividades artesanales, culturales, de ocio y turismo rural, en los 
términos establecidos en la disposición adicional quinta y en la disposición transitoria novena de esta 
Ley.” 




En relación a las construcciones en suelo rústico la ley prevé la existencia de normas 
de aplicación directa. A título de ejemplo se pueden citar algunas como la prohibición de 
construcciones residenciales colectivas, urbanizaciones u otras propias del entorno urbano; la 
obligación del promotor de costear los servicios urbanísticos, tanto los derivados de la 
construcción como su conservación y mantenimiento; altura máxima de nueve metros; las 
explotaciones agropecuarias permitidas por el planeamiento, así como sus ampliaciones, 
tendrán en cualquier caso la condición de uso compatible con las construcciones residenciales 
y de ocio y turismo rural; la parcela mínima será al menos de dos mil metros cuadrados …  
 
Respecto a la competencia para autorizar construcciones en suelo rústico se 
comprueba un claro deslinde en función del interés jurídico al que afecte: la autorización para 
las construcciones y usos excepcionalmente permitidos en el suelo rústico de especial 
protección corresponderá a la Comisión Regional de Urbanismo y la autorización para las 
construcciones y usos permitidos en el suelo rústico de protección ordinaria corresponderá: o 
bien al Ayuntamiento, en los municipios con Plan General, previo informe de la Comisión 
Regional de Urbanismo, que será vinculante cuando proponga la denegación fundada en 
infracción concreta de los requisitos y condiciones previstos en esta Ley o en el planeamiento 
territorial o bien a la Comisión Regional de Urbanismo, en los municipios sin Plan. 
 
El procedimiento se integra por los siguientes trámites: a) Solicitud del interesado ante 
el Ayuntamiento, en la que se expresarán las características del emplazamiento y construcción 
que se pretenda, reflejadas en plano de situación, la adecuada justificación de los requisitos 
previstos en el planeamiento o la legislación de que se trate, las soluciones previstas de 
acceso y servicios necesarios y la justificación de la inexistencia de repercusiones negativas 
de carácter ambiental, así como justificación de las notificaciones efectuadas a los 
colindantes. b) Sometimiento de la solicitud a información pública, por plazo de quince días. 
El citado trámite será anunciado en el Boletín Oficial de Cantabria. La información pública se 
someterá a los demás requisitos previstos en la legislación del procedimiento administrativo 
común. c) Informe del Ayuntamiento. d) Resolución definitiva motivada y comunicación al 
Ayuntamiento. La autorización es independiente de la licencia urbanística, que se regulará 
por su normativa específica. 
 
Por último, no parece una solución adecuada la propuesta en el borrador de 
anteproyecto de ley de vivienda unifamiliar en suelo rústico de Cantabria que al reformar el 
art. 11.2 LOTUC/2001 señala que  los propietarios de terrenos en suelo rústico no podrán 
exigir de las Administraciones Públicas obras de urbanización y servicios urbanísticos. 
 
 
                                                                                                                                                                       
 




5.- La legislación de Asturias 
 
 
Con el antecedente de la Ley 6/1990, de 20 de diciembre, sobre Edificación y Usos en 
el Medio Rural, el texto que debemos sintetizar es el Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de 
abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia 
de ordenación del territorio y urbanismo, texto que sitúa a Asturias en el grupo de 
Comunidades Autónomas que regula conjuntamente ambas disciplinas. 
 
Define el legislador asturiano el suelo no urbanizable en términos similares a los que 
contenía la LS/1998, si bien es preciso destacar dos especialidades:  
 
1ª) la consideración de suelo no urbanizable protegido no se subordina, de forma 
necesaria, a la existencia de un plan sectorial previamente aprobado;  
 
2ª) los núcleos rurales abarcan a los tradicionales y a aquellos otros que no estén 
integrados en una malla urbana. La problemática de los núcleos rurales se encauza a través de 
la aplicación del estatuto de suelo no urbanizable aunque con determinadas especificidades.542  
 
Sin embargo, la redacción del texto asturiano parece contradecir al TRLS/2008, desde 
el momento en que no se podrían considerar como incluido en la situación básica de suelo 
urbanizado, a pesar de amplitud de la norma básica estatal, que remite a la legislación 
autonómica la posibilidad de dotaciones y servicios reducidos. En todo caso, corresponde al 
Plan General la delimitación de estos suelos a través de las diversas categorías previstas 
legalmente y la fijación de los usos permitidos, autorizados e incompatibles así como las 
medidas de conservación y de protección. 
 
                                                 
 
542
 Cfr., la STSJA de 30 mayo de 2009, JUR\2009\18871. En esta resolución judicial se afirma 
que” la relación precedente y la aplicación legal al supuesto resultante determinan la desestimación 
del recurso, pues admitiendo que la potestad del planificador no es absoluta ni queda a su arbitrio sino 
que los planes se hallan sujeto al principio de legalidad en función de la realidad de los hechos y de 
los criterios legales, ni aquellos ni estos determinan la equivocación fáctica ni jurídica denunciadas 
por la parte recurrente sin se pueden invocar los actos posteriores como manifestaciones para 
justificarlas en este caso, de tal suerte, que la Administración queda vinculada por una realidad que ha 
de reflejar en sus determinaciones, ni se pueden invocar a falta de otros elementos directos o 
indirectos para concluir que el Ayuntamiento ha incurrido en arbitrariedad y desviación de poder, pues 
se trata de terrenos situados a los alrededores de núcleos rurales y sus circunstancias especificas no 
conducen a la calificación que se discute.” Para un análisis sintético de la legislación asturiana cfr., 
VILLARINO SOMALEA, G.: “La regulación del suelo no urbanizable en el Principado de Asturias: 
concepto, categorías y usos”, en FERNÁNDEZ GARCÍA, A. y ALONSO IBÁÑEZ, M.R., (Dirs.), El 
medio rural y la difusión urbana, Ed. KRK, Oviedo, 2007, págs. 52-60.  
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En segundo lugar, sólo se limitan los usos de los espacios de especial protección al 
disponer que dichos espacios no podrán ser dedicados a utilizaciones que impliquen 
transformación de su destino o naturaleza o lesionen el valor específico que se quiera 
proteger, con lo que, no rigen dichas vinculaciones para el suelo no urbanizable común. 
 
En tercer lugar, la norma regula las condiciones de edificación543 y arbitra una 
clasificación incompleta de tipos de suelo no urbanizable porque la normativa sectorial podrá 
establecer otras subdivisiones dentro de esta categoría, en razón del origen de la necesidad de 
protección y de la intensidad de ésta. La clasificación diferencia entre: 
 
a) suelo no urbanizable de especial protección, integrado por aquellos espacios cuyos 
excepcionales valores de cualquier género les hagan merecedores de un alto grado de 
protección e incompatibles con su transformación urbanística y  
 
b) suelo no urbanizable de interés, que es en realidad el suelo no urbanizable común. 
En este último grupo se integran los terrenos preservados del desarrollo urbanístico en 
consideración a sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o 
culturales, por la existencia de riesgos naturales debidamente acreditados, singularidades 
agrícolas, forestales o ganaderas, o para la preservación del peculiar sistema de poblamiento 
del territorio asturiano, así como en función de su sujeción a limitaciones o servidumbres para 
la protección del dominio público.  
 
Se clasificarán también como suelo no urbanizable de interés los terrenos situados 
alrededor de los núcleos rurales cuya preservación del proceso urbanizador sea conveniente 
para el mantenimiento del propio núcleo y de sus valores paisajísticos y tradicionales, sin 
necesidad de que dichos terrenos sean objeto, en el momento en que se aprueba su 
ordenación, de un uso agrícola, forestal o ganadero;  
 
c) suelo no urbanizable de costas544, respecto al cual deben establecerse las medidas 
de protección que demanden las peculiaridades de las franjas costeras;  
                                                 
543
 Art. 126. Condiciones de la edificación: En el suelo no urbanizable no podrá autorizarse 
ninguna clase de edificaciones si no estuviere resuelta la disponibilidad, al menos, de los servicios de 
acceso rodado, saneamiento, abastecimiento de agua y energía eléctrica. Cuando el uso a que se 
destine la edificación o el terreno lo requiera, se exigirá la dotación de aparcamiento suficiente. Se 
exceptúan aquellas construcciones para las cuales esta exigencia carezca de sentido y el planeamiento 
no exija la disponibilidad de otros servicios.  
544 Se considera como tal los terrenos situados en una franja de quinientos metros desde la ribera 
del mar, medidos en proyección horizontal salvo modificación motivada del  plan territorial especial 
del litoral. El plan general puede extender dicha clasificación más allá de los quinientos metros, en 
función de las características específicas del tramo litoral y teniendo en cuenta la situación de las 
carreteras más próximas a la costa, la protección de las vistas al mar y de las áreas de influencia de las 
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d) suelo no urbanizable de infraestructuras, comprensivo de los terrenos que resultan 
afectados por la localización de las infraestructuras básicas o de transporte y  
 
e) núcleo rural, como categoría de suelo no urbanizable objeto de ocupación 
residencial. En este caso corresponde al planeamiento municipal su delimitación545, en 
función, fundamentalmente, de circunstancias edificatorias y socioeconómicas y que sólo se 
equiparan al suelo urbano para la obtención de determinados servicios urbanísticos, tales 
como electricidad y telefonía. 
 
La esencia de su tipificación reside en la no integración en malla urbana puesto que 
aún cuando disponga de acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas, 
suministro de energía eléctrica, acceso a servicios de telefonía y telecomunicaciones u otros 
semejantes, para la satisfacción de las necesidades de su población, no implicará su 
conversión en suelo urbano ni obligará al Ayuntamiento a modificar el Plan General de 
                                                                                                                                                                       
playas y los demás factores que se consideren relevantes. Se contempla una zona de protección 
específica una franja de cien metros de anchura, medidos en proyección horizontal, a contar desde el 
final de la servidumbre de protección siendo necesaria, salvo  los cultivos y plantaciones y .los usos 
para vivienda y actividades compatibles con la misma que se produzcan en núcleos rurales 
gráficamente delimitados con precisión suficiente en el planeamiento, autorización específica del 
titular de la Consejería competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo, que la 
concederá con carácter excepcional y sólo en aquellos supuestos en que su utilidad pública o interés 
social lo aconsejen por no existir emplazamientos alternativos. 4. Fuera de los núcleos rurales no se 
autorizarán en ningún caso usos residenciales ni caravanas o instalaciones semejantes. Podrá 
autorizarse, con sujeción en todo caso al procedimiento establecido en el presente artículo, la 
rehabilitación de edificaciones de especial interés y su utilización turística. El planeamiento general 
deberá respetar, al establecer la clasificación de usos, además de las disposiciones contenidas en la 
legislación sectorial estatal sobre la zona de servidumbre de protección del dominio público marítimo-
terrestre, las siguientes determinaciones: 1) usos permitidos: agrícolas y forestales que no comporten 
edificación; b) usos autorizables: accesos rodados y peatonales a la costa, los primeros con carácter 
más restrictivo, diferenciando el tramo de costa de que se trate y la proximidad a las playas. Más allá 
de la franja de quinientos metros se podrá considerar como usos autorizables las edificaciones para 
uso agrícola y ganadero sin carácter industrial y c) usos incompatibles y prohibidos: los restantes usos, 
en especial la edificación residencial salvo en los núcleos rurales y las caravanas e instalaciones 
semejantes.  
545
 El Plan General de Ordenación debe contener la delimitación material del núcleo rural, para 
lo cual éste ha de definirse gráficamente sobre los oportunos planos de la correspondiente norma 
urbanística así como un régimen de distancias y limitaciones en obras, instalaciones y edificaciones en 
el área de las carreteras que circulen a lo largo de los mismos. Asimismo deben determinar las 
posibilidades de parcelación y edificación aunque son admisibles las normas de la Comunidad 
Autónoma. Repárese que pueden existir núcleos rurales catalogados (se subrayan las obligaciones de 
adaptación al entorno, ajuste a la tipología tradicional, prohibición de materiales y formas 
características del medio urbano), y núcleos rurales no catalogados. Fuera del núcleo las nuevas 
edificaciones no podrán alterar la silueta paisajística o elementos más relevantes de contacto con el 
paisaje agrario circundante.  
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Ordenación en tal sentido546. La norma es restrictiva en cuanto a la ampliación de estos 
núcleos de ahí que:  
 
1) se debe potenciar el aprovechamiento del interior del núcleo y evitar un crecimiento 
excesivo que no guarde proporción con las necesidades de los residentes, fijándose el límite 
máximo de aprovechamiento urbanístico y del número de viviendas en  más del doble del ya 
existente, sin que compute la rehabilitación de viviendas incluidas las no habitables o que se 
encuentren en ruinas;  
 
2) el derribo de construcciones ya existentes, y en especial de viviendas, sólo se 
autorizará de forma excepcional, aunque no se haya aprobado ningún régimen especial de 
protección de las mismas, y a no ser que se trate de edificaciones recientes, o en las que se 
haya perdido, de forma irreparable, la tipología tradicional, o edificaciones sin ningún valor 
constructivo en cuanto muestra de la edificación rural tradicional, y cuya rehabilitación sea 
desproporcionadamente onerosa;  
 
3) el planeamiento urbanístico establecerá la superficie mínima necesaria para poder 
edificar, que se aplicará a la construcción de nuevas edificaciones o a la sustitución de las 
existentes, pero no a las obras de rehabilitación que respeten, en cuanto al aspecto externo, la 
tipología tradicional del edificio, o la recuperen. Asimismo, el planeamiento establecerá la 
superficie máxima de las edificaciones;  
 
4) a través del Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de Asturias547 se procederá 
en todos los casos a fijar la superficie mínima edificable en los núcleos rurales, 
clasificándolos en función de su densidad. El planeamiento municipal podrá exigir una 
superficie mínima superior. En la fijación de la superficie mínima edificable se deberá 
distinguir entre el interior del núcleo, en el que se respetarán las formas de ocupación 
tradicionales y se podrá incluso prescindir de la exigencia de una superficie mínima 
edificable, y las demás parcelas que formen parte del núcleo rural, y,  
 
                                                 
546
 BOCANEGRA SIERRA y HUERGO LORA indican que algunas sentencias del TSJA 
habían considerado estas parcelas como suelo urbano al disponer de los servicios urbanísticos básicos. 
BOCANEGRA SIERRA, R. y HUERGO LORA, A.:”La nueva legislación urbanística del Principado 
de Asturias (Ley 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística)”, Justicia 
administrativa: Revista de derecho administrativo, núm. extra 1, 2003, pág. 206. 
 
547
 La finalidad de este Catalogo es impedir la transformación en fraude de ley del suelo no 
urbanizable de núcleo rural en suelo urbano. Cfr., BOCANEGRA SIERRA, R. y HUERGO LORA, 
A.:”La nueva legislación urbanística del Principado de Asturias (Ley 3/2002, de 19 de abril, de 
Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística)”, op. cit., pág. 207. 
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5) en las condiciones establecidas por el planeamiento municipal o, en su caso, en el 
Catálogo de Núcleos Rurales, y siempre que no lo impida el respeto a la armonía del entorno, 
se permitirá, dentro de los núcleos rurales, la edificación de viviendas agrupadas. 
 
En cuarto lugar, el texto refundido diferencia diversos tipos de usos en general. La 
novedad más significativa es la confusión entre los usos incompatibles y los usos prohibidos. 
Los primeros son aquellos que no cumplen alguno de los requisitos exigidos para los usos 
permitidos o autorizables y cuya eventual admisibilidad requiere, con anterioridad a cualquier 
otra autorización o licencia, la nueva aprobación o modificación de un planeamiento en virtud 
del cual se habilite el suelo afectado por la finalidad pretendida mientras que, los segundos, 
son usos que los Planes Generales de Ordenación imposibilitan en suelo no urbanizable y que 
en ningún caso podrán llevarse a cabo, salvo que se produzca la aparición de nuevos criterios 
urbanísticos y éstos se materialicen a través de la oportuna revisión del planeamiento.  
 
En relación a los usos la norma instituye reglas específicas para usos para vivienda548, 
usos para actividades, equipamientos o dotaciones de interés público o social,549 usos al 
servicio de las obras públicas, usos agrícolas y ganaderos y usos industriales. En relación a 
estos últimos,  
 
                                                 
548
 Art. 124. Usos para vivienda: 1. Fuera de los núcleos rurales no se permitirá la construcción 
de edificaciones destinadas a vivienda, salvo en aquellas zonas del suelo no urbanizable de interés en 
que el planeamiento urbanístico así lo disponga para permitir el mantenimiento del peculiar sistema de 
poblamiento del territorio asturiano. En estas zonas, el planeamiento podrá autorizar construcciones de 
edificios aislados destinados a vivienda unifamiliar, en lugares en que no exista la posibilidad de 
formación de un núcleo de población, y siempre que se cumplan los requisitos exigidos por la 
ordenación urbanística acerca de la superficie mínima de parcela y la disponibilidad de servicios. Los 
tipos de las construcciones habrán de ser adecuados a su condición aislada, conforme a las normas que 
el planeamiento urbanístico, en su caso, establezca, quedando prohibidas las edificaciones 
características de las zonas urbanas. 2. En el suelo no urbanizable podrán autorizarse, siempre que no 
se trate de construcciones que el planeamiento califique expresamente como fuera de ordenación, 
obras de mantenimiento de las construcciones existentes y, de forma excepcional, de ampliación, 
cuando se trate de viviendas integradas en la explotación agraria o ganadera que constituya la 
ocupación principal de sus habitantes, y en tanto no desaparezca dicha explotación. También podrá 
autorizarse, en los términos establecidos por el planeamiento urbanístico, la construcción de una 
vivienda nueva, a no más de quince metros de las preexistentes, en los conjuntos compuestos por una 
o más viviendas y una explotación agraria que se definan como quintana tradicional asturiana. Estas 
obras deberán ajustarse a la tipología tradicional, en los términos en que esté definida respecto a los 
núcleos rurales.  
549
 Como indica FERNÁNDEZ FERRERAS mediante un Estudio de Implantación se podrán 
autorizar estas actividades, equipamientos o dotaciones de interés público o social siempre que no 
sean contrarias al régimen de protección del suelo de que se trate y aunque no las prevea el 
planeamiento. FERNÁNDEZ FERRERAS, C., “La nueva ordenación urbanística del medio rural en el 
principado de Asturias: 2ª parte”, RDUMA, núm. 260, 2010, pág. 100. 
 
Capítulo tercero. El suelo del medio rural en… 
 
 265 
1) se exige que se trate de actividades no vinculadas o que no presten servicio a dicho 
suelo porque de estar vinculadas al medio rural, o se trata de actividades que por su propia 
naturaleza no exijan una localización dispersa, el Plan General posibilitará su emplazamiento 
en pequeñas áreas industriales adecuadamente integradas en su entorno;  
 
2) la actuación a autorizar habrá de cumplir las determinaciones del planeamiento 
urbanístico, sin que pueda superarse la edificabilidad media que éste establezca y se debe 
garantizarse adecuadamente la seguridad, salubridad y la no contaminación y  
3) el terreno dispondrá o será dotado de acceso rodado satisfactorio por el propietario, 
que, además, se comprometerá a ejecutar la pavimentación y los restantes servicios 
urbanísticos mínimos y aceptará expresamente las obligaciones relativas a reserva de 
dotaciones que deriven del planeamiento, prestando garantías suficientes al respecto. Los 
servicios ejecutados que fuesen de interés general serán tenidos en cuenta en el futuro reparto 







Indica el art. 18.1 LOTEx/2001 que la ocupación y el uso de los terrenos clasificados 
como suelo no urbanizable deben producirse y desarrollarse siempre con arreglo a los 
principios de desarrollo del medio rural adecuado a su carácter propio y utilización racional 
de los recursos naturales. Estos criterios rectores se aplican tanto al suelo no urbanizable 
como al suelo no urbanizable protegido. Este último adopta diversas modalidades: suelo de 
protección ambiental, natural, paisajística, cultural o de entorno, por razón de los valores, 
naturales o culturales; suelo de protección estructural, sea hidrológica, agrícola, ganadera, 
forestal y suelo de protección de infraestructuras y equipamientos. 
 
Asimismo resulta interesante destacar las siguientes novedades introducidas por el 
legislador extremeño en relación con determinados aprovechamientos atribuidos en el suelo 
no urbanizable: exige un canon a modo de compensación (así como la obligación de 
reforestación parcial y un plan de restauración), establece el carácter temporal de la 
autorización para realizar el aprovechamiento (sólo tienen carácter indefinido las licencias 
relativas a vivienda familiar, obras, construcciones e instalaciones y sus respectivos usos o 
actividades, vinculadas a explotaciones agrícolas, ganaderas, forestales, cinegéticas o 
análogas), y en ocasiones el deber de realizar cesiones de suelo (por ejemplo, art. 27 
LSOTEx/2001).550  
                                                 
550
 En relación a este canon BUSTILLO BOLADO y MENÉNDEZ SEBASTIÁN ponen de 
manifiesto la contradicción entre la concesión de una subvención comunitaria para el desarrollo de la 




Por otra parte, arbitra varias técnicas para regular los usos urbanísticos del suelo no 
urbanizable: a través de los proyectos de interés regional (art. 60 LSOTEx/2001)551, la 
calificación urbanística del suelo no urbanizable (cuya emisión corresponde a la 
Administración autonómica cuando se trate de suelo no urbanizable protegido de cualquier 
Municipio y de suelo no urbanizable común en Municipios de menos de 20.000 habitantes de 
derecho, art. 18.2 y art. 23 LSOTEx/2001, y hace referencia a usos no naturales del suelo no 
urbanizable) y las cesiones y canon552 ya mencionados (art. 27 LSOTEx/2001). El sistema 
ordinario es la calificación553 que permite atribuir aprovechamiento y realizar en suelo no 
urbanizable los actos precisos para la materialización de dicho aprovechamiento. 
 
La calificación legitima la ejecución de obras, construcciones o instalaciones 
destinadas al desarrollo de actividades y usos que, siendo compatibles con el medio rural, 
tengan cualquiera de los objetos siguientes:  
 
a) La realización de construcciones e instalaciones en explotaciones de naturaleza 
agrícola, forestal, ganadera, cinegética al servicio de la gestión medioambiental o análoga, 
que vengan requeridas por éstas o sirvan para su mejora.  
 
b) La extracción o explotación de recursos y la primera transformación, sobre el 
terreno y al descubierto, de las materias primas extraídas.  
 
                                                                                                                                                                       
actividad y el abono del canon y el carácter provisional cuando el uso y la construcción son 
compatibles con el medio rural. BUSTILLO BOLADO, R. O. y MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. en 
Desarrollo rural y gestión sostenible del monte, Iustel, Madrid, 2005, pág. 123. 
 
551
 En relación a estos proyectos AGUDO GONZÁLEZ pone de relieve que el Decreto 44/2007, 
de 20 de marzo, sobre Ordenación del Uso Extensivo de Suelo no Urbanizable para Actividades 
Turísticas y Fomento de Actuaciones para la Atención de Personas Mayores de Edad en Ciudades 
Mixtas fue declarado nulo al no estar prevista la finalidad turística en la LSEx. (AGUDO 
GONZÁLEZ, J., “La transformación urbanística del suelo no urbanizable: proyectos territoriales de 
interés autonómico y reservas de suelo”, op.cit., 2011, págs. 29-30.) 
 
552
 La fijación corresponderá a los municipios, en una  cuantía mínima del dos por ciento del 
importe total de la inversión a realizar para la ejecución de las obras, construcciones e instalaciones e 
implantación de las actividades y los usos correspondientes, que podrá ser satisfecho en especie 




 La doctrina alude a la naturaleza singular de la calificación y su asimilación a un instrumento 
puntual de ordenación detallada del suelo no urbanizable similar al estudio de detalle en suelo urbano. 
Así, VAQUER CABALLERÍA, M., “La Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura”, 
Justicia administrativa: Revista de derecho administrativo,  núm.,  extra 1, 2004 (Ejemplar dedicado a: 
El Derecho Urbanístico de las Comunidades Autónomas (II)), págs. 102-103. 
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c) El depósito de materiales y residuos, el almacenamiento de maquinaria y el 
estacionamiento de vehículos, siempre que se realicen enteramente al aire libre, no requieran 
instalaciones o construcciones de carácter permanente y respeten la normativa 
medioambiental.  
 
d) Las actividades necesarias, conforme en todo caso a la legislación sectorial 
aplicable por razón de la materia, para el establecimiento, el funcionamiento, la conservación 
o el mantenimiento y la mejora de infraestructuras o servicios públicos estatales, autonómicos 
o locales, incluidas las estaciones para el suministro de carburantes. 
e) Los servicios integrados en áreas de servicio de toda clase de carreteras, con 
sujeción a las condiciones y limitaciones establecidas en la legislación reguladora de éstas.  
 
f) La implantación y el funcionamiento de cualquier clase de equipamiento colectivo, 
así como de instalaciones o establecimientos de carácter industrial o terciario, para cuyo 
emplazamiento no exista otro suelo idóneo y con calificación urbanística apta para el uso de 
que se trate, así como los objetos de clasificación por la legislación sectorial correspondiente 
y que en aplicación de ésta deban emplazarse en el medio rural, siempre que, en todos los 
casos y con cargo exclusivo a la correspondiente actuación, resuelvan satisfactoriamente las 
infraestructuras y los servicios precisos para su funcionamiento interno, así como la conexión 
de los mismos con las redes de infraestructuras y servicios exteriores y la incidencia que 
supongan en la capacidad y la funcionalidad de éstas.  
 
g) La vivienda familiar aislada en áreas territoriales donde no exista posibilidad de 
formación de núcleo de población, ni pueda presumirse finalidad urbanizadora, por no existir 
instalaciones o servicios necesarios para la finalidad de aprovechamiento urbanístico. 
 
Los proyectos de interés regional,  ordenan y diseñan, y autorizan, instalaciones para 
el desarrollo de actividades industriales y terciarias, que tengan por objeto la producción, la 
distribución o la comercialización de bienes y servicios, tales como centros productivos de 
características especiales, que no tengan previsión y acomodo en el planeamiento vigente.  
 
Por último, repárese que el legislador extremeño diferencia dos tipos de licencias 
municipales: licencias por plazo indefinido cuando refieran a vivienda unifamiliar u otras 
obras vinculadas a explotaciones agrícolas, ganaderas, forestales, cinegéticas o análogas y 
licencias temporales que son las previstas por la  legislación sectorial cuando se trate de usos 
vinculados a la extracción o explotación de los recursos y las que deriven de concesiones 
demaniales o de servicio público así como las que correspondan a  la vivienda no vinculada al 
uso primario del suelo.554  
                                                 
 
554
 Destaca VAQUER CABALLERÍA que la caudicidad de la calificación y de la licencia 
determina por imperio de la ley o lo que es lo mismo sin necesidad de requerimiento u orden de 




En cuanto a la reclasificación de suelo no urbanizable la normativa extremeña es 
particularmente interesante porque arbitra una serie de reglas no previstas en la tradición 
estatal. Estas reglas se contienen en el art. 105 del  Reglamento de planeamiento aprobado por 
Decreto 7/2007, de 23 de enero y consisten, de un lado, en que la reclasificación de suelo no 
urbanizable exige evaluación medioambiental efectuada por órgano competente, conforme a 
la legislación aplicable y, de otro lado, en que la innovación del planeamiento no implicará la 
legalización automática de las actuaciones clandestinas o ilegales realizadas estando en vigor 





7.- La legislación del País Vasco555 
 
 
Nuestro estudio, necesariamente sintético, va a centrarse en las principales 
especialidades que presenta la LSUPV/2006. En primer término debemos aludir al concepto 
de suelo no urbanizable. En este punto, el legislador vasco, en su art. 13, se vale de los dos 
criterios tradicionales: la improcedencia de la transformación urbanística de los terrenos y la 
inadecuación de los terrenos para el desarrollo urbano, con la novedad significativa, de que 
acota el concepto jurídico indeterminado “inadecuación”556. En efecto, un terreno es 
inadecuado para el legislador vasco cuando están presentes características que hagan 
necesario o conveniente el mantenimiento de su carácter rural para garantizar el respeto a la 
estrategia local de sostenibilidad del modelo de desarrollo urbanístico o bien concurran 
especiales exigencias de fomento del sector económico primario local, especialmente en 
aquellos municipios donde existan reconocidas indicaciones geográficas o denominaciones de 
origen que justifiquen su vinculación al sector primario.  
 
                                                                                                                                                                       
ejecución el comienzo del cómputo de los plazos del plan de restauración. VAQUER CABALLERÍA, 
M., “La Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura”, Justicia administrativa: Revista de 
derecho administrativo,  núm.,  extra 1, 2004 (Ejemplar dedicado a: El Derecho Urbanístico de las 
Comunidades Autónomas (II)), pág. 105. 
 
555
 KARRERA EGIALDE, M.M.,” El paisaje y la propiedad agraria. Referencias a su 
configuración jurídica en la comunidad autónoma vasca”, RVAP, núm. 72, 2005, págs. 95-155.  
 
556
 Para un sector de la doctrina la norma vasca no debe adaptarse en este punto a la LS/2007 al 
encajar en el supuesto a) del art.12. RUIZ ARNÁIZ, G., “Régimen del suelo no urbanizable”, en 
SÁNCHEZ GOYANES, E. (Dir.), Derecho Urbanístico del País Vasco , La Ley, Madrid, 2008, pág. 
185. 
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En segundo lugar, la ley disciplina el contenido del derecho de propiedad del suelo no 
urbanizable apartándose parcialmente de la tradición estatal. Así las cosas, partiendo de un 
concepto genérico de derecho de propiedad del suelo (art. 20), en el cual se refiere al uso y 
disfrute y la explotación normales del bien, subraya el principio de legalidad en sentido 
negativo al referirse a todo aquellos contenidos no incompatibles con la legislación 
administrativa que le sea aplicable, y en particular la ordenación urbanística. Pero, además, 
acto seguido, matiza esta idea cuando al particularizar el régimen del suelo no urbanizable, en 
su art. 21, exige, de una parte, una vinculación positiva a los usos o actividades consideradas 
admisibles expresamente por las Directrices de Ordenación del Territorio y el resto del 
planeamiento territorial y urbanístico, y, de otra parte, la sumisión al ordenamiento civil y 
administrativo. 
 
En tercer lugar, al regular los usos y actividades, apreciamos algunas novedades:  
 
a) sólo se admite, previa autorización del departamento de agricultura del territorio 
histórico correspondiente, la vivienda familiar ligada funcional y permanentemente a una 
explotación económica hortícola o ganadera para residencia del titular y gestor de la 
explotación, así como de su unidad familiar557,  
 
b) como requisito común, para la obtención de autorización de obras de construcción, 
edificación e instalación, se exige asegurar la preservación del carácter rural de los terrenos y 
evitar el riesgo de formación de  558,  
 
c) se regula el aprovechamiento público que se puede materializar a través del 
establecimiento de dotaciones, equipamientos y actividades declarados de interés público 
tanto por la legislación sectorial aplicable o por el planeamiento territorial como por 
resolución de la diputación foral, del establecimiento de usos y servicios de prestación por 
                                                 
557
 Con el ánimo de evitar la vivienda residencial no destinada a la explotación hortícola y 
ganadera, el art. 31.1 es extremadamente cauteloso al exigir, su viabilidad económica de forma 
autónoma, el alta mínima de 1 año en  el régimen especial de la Seguridad Social del solicitante y la 
condición de agricultor del mismo, mediante la acreditación de rentas procedentes de la referida en un 
porcentaje superior al 50% de los ingresos corrientes del solicitante. Pero, además, se establece un 
vínculo de edificabilidad de 25 años a este destino o a otros usos propios de desarrollo rural, de 
manera continua e ininterrumpida, vínculo, previamente inscrito en el Registro de la Propiedad, y que 
se garantiza, con medidas extremas, como son la declaración de fuera de ordenación y la declaración 
de caducidad de la licencia sin derecho a indemnización. 
558
 El art. 28.4.a) entiende que existe riesgo de formación de núcleo de población cuando la 
pretensión de construcción de una edificación residencial vaya a dar lugar, de realizarse, a la 
coexistencia de al menos cuatro edificaciones con uso residencial dentro de los parámetros de 
distancia determinados por el planeamiento municipal.  
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parte de las administraciones públicas y de caminos y vías proyectadas así como las 
infraestructuras o redes para su ejecución y mantenimiento, y,  
 
d) se incluye la obligación de urbanización a costa de los propietarios. 
 
En cuanto al suelo de núcleo rural, no se considera como una categoría específica 
pero, se otorga al plan general,559 la potestad de clasificar como urbano o como no 
urbanizable (art. 29).560 Por cierto, sorprende su definición, dado su carácter limitado a la 
agrupación de entre seis y veinticinco caseríos en torno a un espacio público que los aglutina 
y confiere su carácter.  
 
Esta configuración se completa con la remisión al reglamento para el desarrollo de un 
procedimiento específico para la delimitación, la regularización de fincas y la obtención de 
servicios urbanísticos. Cuestión conexa con la que acaba de examinarse es la implantación del 
principio de conservación de estos núcleos, principio que se pone de manifiesto en tres reglas:  
 
a) la prohibición, si bien limitada al suelo no urbanizable,  de un incremento respecto 
a la superficie construida ni al número de viviendas que se cifra en 50% del existente, con un 
límite máximo de veinticinco caseríos;  
 
                                                 
559
 Esta función también la puede desempeñar un plan especial municipal. Según el art. 29.3, 
dicho plan deberá contener  la disposición de las fincas vinculadas a la edificación, las fincas 
susceptibles de ser construidas, que deberán contar al menos con acceso directo desde una vía pública 
previamente existente, el volumen edificatorio y el número máximo de alturas, que en ningún caso 
podrá superar las dos plantas, con expresión de los parámetros de separación de la edificación a los 
predios colindantes y a los viales así como el régimen de usos permitidos, compatibles y prohibidos.  
 
560
 Esta ambivalencia se califica como ajustada a la LS/2007 por RUIZ ARNÁIZ. (Cfr., RUIZ 
ARNÁIZ, G., “Régimen del suelo no urbanizable”, en SÁNCHEZ GOYANES, E. (Dir.), Derecho 
Urbanístico del País Vasco, La Ley, Madrid, 2008, pág. 201). Este profesor considera que los núcleos 
rurales son siempre suelo no urbanizable pese a lo que se pudiera desprender de una primera lectura 
de la ley porque aquellos que reúnan los requisitos de consolidación por la urbanización o de 
consolidación por la edificación deberán ser clasificados por los planes como suelo urbano sin mayor 
diferenciación por sus peculiariedades. (Cfr. RUIZ ARNÁIZ, G., “Régimen del suelo no urbanizable”, 
op.cit., págs. 203-205.) Una posición similar la mantenían AGUIRREAZKUENAGA, I. y YEREGUI 
HERNÁNDEZ, Mª, en relación a la derogada Ley 5/1998, de marzo, al referirse al requisito de la 
inserción en malla urbana. AGUIRREAZKUENAGA, I. y YEREGUI HERNÁNDEZ, 
Mª.:”Singularidades del régimen urbanístico y ordenación territorial de la Comunidad Autónoma del 
País Vasco”, Justicia administrativa: Revista de derecho administrativo,  núm.,  extra 1, 2004 
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b) la prohibición de nuevas dotaciones, equipamientos, espacios libres ni vías públicas 
de nuevo trazado, posibilitándose únicamente regularizar los límites y las alineaciones ya 
existentes, y, 
 
c) la limitada reconstrucción de caseríos, con las excepciones de los supuestos de caso 
fortuito o fuerza mayor debidamente acreditada, o cuando hubieran sido demolidos por causa 
de expropiación forzosa debida a la implantación de sistemas generales, dentro de las cuales 
no se incluyen la reforma o rehabilitación para uso residencial de edificaciones situadas en 
suelo no urbanizable que no hubieran sido legalmente destinadas a usos residenciales con 
anterioridad.  
 
En cuarto lugar se clarifica un tema problemático: toda parcelación urbanística 
requiere la licencia municipal y toda segregación exige igualmente la correspondiente licencia 
municipal (art. 38). Destaca la previsión legal de que las licencias de parcelación se entienden 
otorgadas legalmente bajo la condición de la presentación en el ayuntamiento del documento 
público en que se haya formalizado el acto correspondiente, el cual deberá incorporar la 
licencia que lo autorice o testimoniarla íntegramente, sometiendo a un plazo de caducidad 
dicha licencia si no se aporta dicho documento.  
 
En quinto lugar, (art. 119), se admite la delimitación de reservas en suelo no 
urbanizable no sujeto a especial protección cuyo destino preferente será  la construcción de 
viviendas sujetas a algún régimen de protección pública o de edificaciones e instalaciones 
industriales o terciarias, de fomento o interés público así como a otros usos públicos o de 
interés social. Con una finalidad claramente protectora, también podrán delimitarse reservas 
en suelo no urbanizable de especial protección con el objeto de facilitar la obtención de la 
propiedad pública y, en su caso, la explotación o utilización adecuada del mismo. 
 
En sexto lugar, se definen las actuaciones clandestinas como aquellas actuaciones que 
se realicen o hayan realizado sin contar con los correspondientes títulos administrativos 
legitimantes requeridos en la Ley urbanística o al margen o en contravención de los mismos. 
Se permite la legalización sometida a la condición de la previa modificación o revisión del 
planeamiento urbanístico, alteraciones del planeamiento que cuando contravengan una 
resolución o sentencia firme, exigirán pronunciamiento previo favorable del Consejo de 
Gobierno.   
 
El art. 224.5 LSPVa/2006 mantiene una protección reforzada de todas las categorías 
de suelo no urbanizable561. Así, asimila el régimen de imprescriptibilidad de la potestad de 
                                                 
561
 Puede considerarse como un mecanismo de protección la regla contenida en el art. 120.2 
LSPVa/2006 que exige que la delimitación de las reservas municipales de suelo deberá estar motivada 
en razones justificativas del emplazamiento elegido y de su preferencia sobre otras alternativas 
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restauración de la legalidad urbanística para los usos y para las parcelaciones y las 
construcciones, edificaciones e instalaciones que se realicen tanto en suelo no urbanizable 
como en terrenos calificados en el planeamiento como dotaciones públicas de la red de 
sistemas generales.  
 
Asimismo dispensa el mismo régimen para terrenos de dominio público y las zonas de 
servidumbre del mismo y para los bienes catalogados por el ayuntamiento o declarados de 
interés cultural en los términos de la legislación sobre patrimonio histórico, cultural y 
artístico, lo que nos pone en la pista de que no todos los bienes demaniales y de interés 
cultural deban ser necesariamente clasificados como suelo no urbanizable.  
 
En materia de derecho urbanístico sancionador debe resaltarse la consideración de 
infracción muy grave de las conductas que afecten a suelos no urbanizables de especial 
protección y a algunos suelos no urbanizables ordinarios (suelos que tengan la consideración 
de dominio público conforme a la legislación sectorial correspondiente, o se ubiquen en las 
zonas de servidumbre del mismo, por ejemplo), con un plazo corto de prescripción (5 años 
frente al plazo de 4 años para las infracciones graves).  
 
Por otra parte, en preceptos separados, se regula un régimen de infracciones y 
sanciones específicas en materia de ejecución de programas, parcelación, edificación, medio 
ambiente y patrimonios públicos de suelo, con especial mención del suelo no urbanizable (art. 
240),  que se refiere a la realización en suelo no urbanizable de construcciones, edificaciones 
o instalaciones que excedan, defrauden objetivamente o contravengan en cualquier otra forma 
lo dispuesto en esta Ley será sancionada con multa del 100% del coste de la obra ejecutada. 
El importe mínimo de la sanción será de 500 euros. 
  
 
8.- La legislación de Murcia 
 
La norma que deberemos sintetizar es la LSMu/2005.562 La primera particularidad a 
destacar es que los sistemas generales podrán o no ser objeto de clasificación, sin perjuicio de 
que se adscriban a las diferentes clases de suelo a efectos de su valoración y obtención.563  
                                                                                                                                                                       
posibles. Para AGUDO GONZÁLEZ esta regla es la única compatible con la STS de 21 de mayo de 
2003, RJ 2003\5363. Sobre los criterios de control de las reservas de suelo no urbanizable cfr.,  
AGUDO GONZÁLEZ, J., “La transformación urbanística del suelo no urbanizable: proyectos 
territoriales de interés autonómico y reservas de suelo”, op.cit., pág. 52. 
 
562
 Como destaca AGUDO GONZÁLEZ, la Comunidad Autónoma de Murcia también 
contempla un supuesto del denominado urbanismo autonómico: se denominan Actuaciones de Interés 
Regional y constituyen una vía para la transformación del suelo no urbanizable con imposición de la 
reclasificación del suelo rústico, es decir, permiten la ejecución de proyectos de infraestructuras y 




En cuanto a la definición de suelo no urbanizable cabe señalar que la norma diferencia 
entre suelo no urbanizable de protección específica y suelo no urbanizable ordinario. En la 
primera categoría se incluyen dos clases: 
 
1) los terrenos de la huerta tradicional de la Región de Murcia564, que deben 
preservarse del proceso urbanizador, por estar sujetos a algún régimen específico de 
protección incompatible con su transformación urbanística, de conformidad con los 
instrumentos de ordenación territorial, los instrumentos de ordenación de recursos naturales y 
la legislación sectorial, en razón de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, 
científicos, ambientales o culturales, para la prevención de riesgos naturales acreditados en el 
planeamiento sectorial, o en función de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la 
protección del dominio público y  
 
2) con la denominación de suelo no urbanizable protegido por el planeamiento, los 
terrenos, incluidos los de la huerta tradicional de la Región de Murcia, que el Plan General 
justificadamente así clasifique por sus propios valores de carácter agrícola, forestal, ganadero, 
minero, paisajístico o por otras riquezas naturales, así como aquellos que se reserven para la 
implantación de infraestructuras o servicios públicos. 
 
Respecto al suelo no urbanizable se refiere a los terrenos inadecuados que el Plan 
General considere justificadamente como tales por imperativo del principio de utilización 
racional de los recursos naturales o por la necesidad de garantizar un desarrollo sostenible del 
territorio, de acuerdo con el modelo de desarrollo urbano y territorial definido por el 
planeamiento. La ley contempla la regulación de este suelo mediante una serie de reglas que 
conforman su estatuto jurídico. Dentro de éste, y de modo esquemático, podemos diferenciar 
lo siguiente:  
                                                                                                                                                                       
dotaciones pero también proyectos puramente urbanísticos como la implantación de viviendas de 
protección pública y la oferta de suelo con destino industrial. El referido profesor critica estas figuras 
porque supone una minusvaloración de los Ayuntamientos que sólo participan en el trámite de 
consultas y que se encuentran vinculados a alterar ex post sus planes urbanísticos.  AGUDO 
GONZÁLEZ, J., “La transformación urbanística del suelo no urbanizable: proyectos territoriales de 
interés autonómico y reservas de suelo”, op.cit., págs. 17-19. 
 
563
 Los suelos reservados por el Plan General para sistemas generales de infraestructuras o 
servicios públicos, que no resulten afectados una vez ejecutados los mismos, quedarán sujetos al 
régimen correspondiente a la categoría de suelo colindante o a la que el planeamiento prevea. 
 
564
 Téngase en cuenta como destaca LÓPEZ PELLICER que los terrenos que carecen de alguno 
de los elementos de suelo de núcleo rural constituyan un asentamiento con frente a camino publico 
tradicional se califican como suelo urbano especial. LÓPEZ PELLICER, J.A., “La ordenación 
territorial y urbanística en la Ley 1/2001, del Suelo de la Región de Murcia”, RUE, núm. 5, 2001, pág. 
51. 
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1) desde el punto de vista activo, el haz de facultades comprende las de usar, disfrutar 
y disponer conforme a la naturaleza de los mismos, siempre que no suponga la 
transformación de su estado o características esenciales;  
 
2) desde el punto de vista pasivo, son deberes de estos propietarios los de destinar el 
suelo y edificaciones a los usos agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos, mineros u otros 
vinculados a la utilización racional de los recursos naturales, dentro de los límites que 
establezcan las normas sectoriales que les afecten y el planeamiento urbanístico y los de 
conservar y mantener el suelo y su masa vegetal en las condiciones precisas para salvaguardar 
el equilibrio ecológico, preservar el suelo de la erosión, impedir la contaminación 
medioambiental, restaurar los espacios naturales cuando venga exigido por la legislación y 
prevenir riesgos naturales. El referido régimen se completa con reglas edificatorias 
específicas para el suelo no urbanizable de protección en sus dos categorías.  
 
Para la primera categoría, se parte de una prohibición relativa de edificación ya que se 
podrán autorizar, mediante licencia y sin perjuicio de las ordenaciones sectoriales 
correspondientes, las edificaciones las expresamente previstas en el planeamiento específico 
de protección.565  
 
Para la segunda categoría, suelo no urbanizable protegido por el planeamiento o 
inadecuado para el desarrollo urbano, la norma autoriza, previa licencia municipal, los usos y 
construcciones permitidos por el Plan General que sean estrictamente necesarios para el 
normal funcionamiento de las actividades propias de cada una de las zonas delimitadas, así 
como, previo informe de la Dirección General competente en materia de urbanismo los usos 
provisionales previstos en la Ley. Incluso, de forma excepcional, previa licencia municipal, se 
autoriza el uso de vivienda unifamiliar, ligado a la actividad productiva de la explotación566 y 
también, de forma excepcional, se pueden autorizar por la Administración Regional, 
actuaciones específicas de interés público, justificando su ubicación y siempre que se respeten 
los valores y criterios señalados en el planeamiento general, debiendo resolver 
adecuadamente las infraestructuras precisas para su funcionamiento.567 La LSMu/2005 regula 
                                                 
565
 En defecto de planeamiento específico o instrumentos de ordenación del territorio, sólo se 
podrán autorizar por la Administración Regional, excepcionalmente, previo informe favorable del 
organismo competente en razón de la materia, los usos provisionales previstos en esta Ley, así como 
las instalaciones necesarias para el establecimiento, funcionamiento y conservación de las 
infraestructuras y servicios públicos. 
 
566
 A estos efectos, la superficie mínima de la explotación, entendida como agrupación de 
predios que constituyan una unidad funcional, será al menos de 20.000 metros cuadrados en el suelo 
protegido. En el suelo calificado como inadecuado esta superficie mínima será de 10.000 m2 o de 
5.000 m2 si la finca hubiera surgido en escritura pública de fecha anterior al 17 de junio de 2001. 
 
567
 En líneas generales, y de acuerdo con el art. 85, la construcción tendrá carácter aislado y se 
ubicará minimizando su impacto paisajístico, con observancia de las distancias señaladas en el 
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el canon por utilización del suelo no urbanizable al disponer que “las autorizaciones en suelo 
no urbanizable, excepto cuando sean de utilidad o titularidad pública, así como los usos y 
construcciones vinculados a la utilización rústica del suelo, incluidas las viviendas que tengan 
tal afección, estarán gravadas con un canon por el uso excepcional…” (art.222.2). Este 
precepto es susceptible de diversas interpretaciones si bien compartimos el planteamiento que 
sostiene LOMO CASANOVA568 en el sentido de que sólo es aplicable el referido canon 
cuando se trate de usos, construcciones, e instalaciones ajenos al uso normal o racional del 
suelo no urbanizable, y por ello, carece de aplicabilidad a la vivienda unifamiliar vinculada a 
la explotación. Este canon, entendemos, que pese a la desafortunada redacción del art. 222, 
corresponde única y exclusivamente a los Ayuntamientos.  
 
Interesa, en última instancia, analizar los asentamientos rurales. La segunda 
especialidad de esta Comunidad Autónoma radica en la consideración del suelo de los 
asentamientos rurales como suelo urbano. En efecto, aglutina en esta categoría, tanto a  los 
terrenos, incluidos los de la huerta tradicional de la Región de Murcia, que, por existir 
agrupaciones de viviendas con viario e infraestructura común y relaciones propias de la vida 
comunitaria, constituyan un asentamiento de población tradicional reconocido oficialmente 
por un topónimo y especialmente vinculado a las actividades del sector primario como a los 
terrenos, incluidos los de la huerta tradicional de la Región de Murcia, que, careciendo de 
alguno de los requisitos señalados, constituyan un asentamiento con frente a camino público 
tradicional. 
 
Su clasificación como suelo urbano implica las siguientes consecuencias:  
 
1) los propietarios están obligados a costear los servicios requeridos por el Plan 
General y ceder gratuitamente los terrenos necesarios para la regularización del viario cuando 
así lo prevea el mismo, y, en su caso, deberán incorporarse al proceso urbanizador y 
edificatorio a partir del momento de la aprobación del correspondiente planeamiento de 
desarrollo, asumiendo los deberes señalados para el suelo urbano consolidado o sin 
consolidar, según el caso;  
 
2) hasta tanto se apruebe el correspondiente planeamiento específico, en esta categoría 
de suelo podrá edificarse cuando los terrenos tengan acceso a vía pública y las construcciones 
                                                                                                                                                                       
planeamiento o en las legislaciones sectoriales que fueran de aplicación por colindancia a bienes de 
dominio público. Cuando las actuaciones, por su carácter extensivo o complejidad, requieran una 
ordenación integral, se señalará expresamente en la autorización la necesidad de formular un Plan 
Especial. En todo caso deberá justificarse la adecuación de las construcciones e instalaciones a la 
legislación sectorial correspondiente.  
 
568
 LOMO CASANUEVA, T.:”La construcción de viviendas en el suelo "rural" de la región de 
Murcia”, Práctica urbanística: Revista mensual de urbanismo, núm. 115,  2012, págs. 14-24. 
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se destinen a usos relacionados con las actividades propias del medio rural, o a vivienda para 
las necesidades de la población residente en dichos núcleos, debiendo asumir los propietarios 
las obligaciones establecidas en el plan general para este régimen y las construcciones 
deberán ser adecuadas a las condiciones que señale el planeamiento, conforme a las tipologías 
tradicionales características del núcleo.569 
 
Para terminar esta sucinta referencia a la legislación murciana es preciso poner de 
relieve que se clasifican como infracciones muy graves no sólo las parcelaciones urbanísticas 
sino que también se califican como ilícitos Los cerramientos de parcelas en suelo no 
urbanizable, cuando la división o segregación se hubiera efectuado en contra de lo dispuesto 
en esta Ley, en la legislación sectorial o en el planeamiento urbanístico, Las actuaciones no 
autorizadas que supongan cualquier alteración en el suelo no urbanizable de protección 
específica y la realización de obras de urbanización e implantación de servicios en suelo no 
urbanizable. 
 
9.- La legislación de las Islas Baleares 
 
 
Pese a que no cumple el requisito geográfico que venimos manejando ente 
aproximación a las leyes autonómicas, se considera conveniente citar el caso de la legislación 
balear. En esencia, hay que diferenciar dos bloques: en primer término, el suelo no 
urbanizable, cuya disciplina se encuentra en una ley ad hoc y, en segundo lugar, los 
asentamientos en el medio rural, que, tras la última reforma operada por el Decreto Ley 
2/2012, de 17 de febrero, de medidas urgentes para la ordenación urbanística sostenible,570 se 
pueden incluir dentro de la categoría de suelo urbano, siempre y cuando, cumplan los 
siguientes requisitos que deben ser contemplados por el planeamiento urbanístico general: 
asentamientos de carácter residencial de escasa entidad o dimensión, de carácter extensivo, o 
por razones de índole territorial o paisajística, no proceda la completa aplicación del régimen 
jurídico del suelo urbano y que no afecten, en ningún caso, a suelo no urbanizable de especial 
protección.  
                                                 
569
 Respecto de los terrenos de suelo urbano especial, el art. 73 permite su edificación cuando el 
planeamiento general o de desarrollo defina los parámetros y condiciones de edificación y siempre 




 Se prevé el reconocimiento como urbanos de aquellos terrenos que ya se encuentran 
transformados por la urbanización y por tanto han perdido los requisitos que los mantendrían en la 
situación de suelo rural. El municipio tendrá la posibilidad de delimitar estos suelos para incorporarlos 
a su ordenación y fijar aquellas cargas que resulten pertinentes para completar los servicios que falten. 
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El legislador balear, desarrollando la situación estatal básica de suelo urbanizado, 
subraya que el plan general podrá prever determinadas peculiaridades y excepciones con 
respecto a las dotaciones y a los servicios urbanísticos fijados, con carácter general, para el 
resto de suelo urbano y se refiere, en concreto, a la exención de la red de saneamiento cuando 
su implantación  sea de elevado coste o no suponga ninguna ventaja para el medio ambiente, 
y siempre que se prevea la instalación de sistemas de depuración de aguas residuales de 
carácter individual como depuradoras de agua o fosas sépticas estancas y homologadas.571 Por 
lo que hace al suelo no urbanizable, la normativa balear presenta las siguientes notas 
características: parte de la definición estatal pero incluye el mantenimiento de la estructura 
territorial y el soporte de funciones originadas en el medio urbano. Incluye dentro del suelo 
rústico a las instalaciones y edificaciones que se ubiquen en dichos terrenos. Por último, es 
significativa la regulación de la edificación en parcelas parcialmente expropiadas como 
consecuencia de la  ejecución de infraestructuras públicas. En este caso, la Ley 1/1994, de 23 
de marzo, permite la reconstrucción de viviendas o de instalaciones agropecuarias, si 
concurren los siguientes requisitos:  
 
a) Que se respeten las servidumbres legalmente exigibles, tanto las impuestas por el 
derecho público como las impuestas por el derecho privado. En lo que se refiere a las 
expropiaciones derivadas de la ejecución de proyectos de carreteras, cuando la parcela 
sobrante resulte insuficiente para cumplir las servidumbres legales, la administración 
competente podrá autorizar dicha reconstrucción en las zonas de afección de la carretera, 
fuera de la zona de dominio público, con la imposición previa de medidas que garanticen la 
seguridad vial.  
 
b) Que se respeten las separaciones mínimas entre edificaciones contiguas.  
 
c) Que se mantenga para el nuevo edificio el mismo uso que tenía el que ha sido 
objeto de demolición.  
 
d) Que el volumen, la superficie y la ocupación del nuevo edificio no superen en 
ningún caso el del edificio demolido o la parte de este objeto de demolición, siempre que se 
acredite fehacientemente que se ajustaba plenamente a la normativa urbanística vigente en el 
momento de su construcción. 
 
                                                 
571
 La ley 6/1997, permite que los asentamientos en suelo rústico cuyas especiales 
características desaconsejen la inclusión en una clase de suelo susceptible de desarrollo urbanístico 
podrán ordenarse mediante la calificación como núcleo rural dentro del suelo rústico, que disponen de 
unas condiciones específicas en el ámbito de las actuaciones edificatorias y de las infraestructuras y el 
resto de equipamientos urbanísticos necesarios. 
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CAPÍTULO CUARTO. LA PROTECCIÓN DEL SUELO 
DEL      MEDIO RURAL 
 
 
Sin pretender hacer un inventario completo de todas las posibilidades de protección, lo 
que resultaría sumamente prolijo y seguramente poco esclarecedor, parece oportuno referirse 
a aquellos mecanismos fundamentales que puedan contribuir a ofrecer un marco genérico, 
bien entendido que, en este epígrafe, nos detendremos en los contemplados en la legislación 
estatal, dejando para un momento posterior los previstos en algunas leyes autonómicas. Con 
todo, conviene advertir que algunas de las técnicas protectoras ya han sido esbozadas cuando 
procedimos al estudio otros epígrafes de la presente memoria de tesis. Con ello trata de 
ponerse de relieve que el suelo del medio rural abarca una amplia variedad de situaciones. 
 
En este contexto merece igualmente poner de manifiesto que la protección puede traer 
causa de normas penales o de normas administrativas, siendo necesario advertir que, a su vez, 
se diferencian ilícitos ambientales, en los que se incluirían los previstos a nivel general, pero, 
también los vinculados con elementos integrantes del medio ambiente, e ilícitos urbanísticos. 
 
Asimismo se pueden considerar como medidas que garantizan la integridad y el 
destino del suelo que nos ocupa las que, en términos usualmente admitidos, se conocen como 














                                                 
572
 Cfr., la clasificación que maneja, un sector de la doctrina, al distinguir ente protección 
preventiva, restauradora y represiva. Por todos, BARREDA BARBERÁ, J., La ordenación jurídica  
del suelo no urbanizable, op.cit., págs. 221-289. 
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I.- LA PROTECCIÓN PENAL DEL SUELO DEL MEDIO RURAL 
 
 
El suelo del medio rural puede verse afectado por agresiones que pueden provenir de 
diversas actuaciones. Dada la amplia gama de valores que representa este suelo y la función 
social que desempeña, función social que se pone de manifiesto con la trascendencia sobre la 
calidad de vida y el respeto al entorno, el legislador penal aborda su protección desde 
diferentes prismas.573 
 
Es por ello que se ve en la necesidad de tipificar delitos derivados de actuaciones 
urbanísticas574 y contra la ordenación del territorio, delitos contra el suelo rural en sentido 
amplio, como soporte del patrimonio cultural y delitos contra los recursos naturales que 
alberga este suelo  diferenciando los delitos contra la flora y la fauna. De todos modos, la 
regulación es deliberadamente incompleta puesto que estamos en presencia de normas 
penales en blanco, lo cual, trae como consecuencia que, la misma conducta pueda ser 
constitutiva de uno u otro delito en función de la Comunidad Autónoma en la que se cometa, 
habida cuenta que habrá que integrar la norma penal con la norma autonómica575. Es más el 
                                                 
573
 En relación al principio de intervención mínima recuerda la STS (penal) de 27 de noviembre, 
Roj: STS 7703/2009, la inoperancia de la disciplina urbanística para justificar el recurso al Derecho 
Penal. En relación con el principio de intervención mínima y sobre la influencia del Derecho penal en 
el Derecho urbanístico, cfr., BASSOLS COMA, “Panorama del derecho urbanístico español: balance 
y perspectiva”, en SOSA WAGNER, F. (Coord.), El derecho administrativo en el umbral del siglo 
XXI: homenaje al profesor Dr. D. Ramón Martín Mateo, Tirant, Valencia, 2000, págs. 3199-3202. Al 
margen de las medidas de disciplina urbanística TOLOSA TRIVIÑO entiende que “las normas 
penales pueden constituir un instrumento adecuado en determinados casos para la preservación de los 
intereses generales que subyacen a la ordenación territorial y al urbanismo.” TOLOSA TRIVIÑO, C., 
La nueva regulación de los delitos contra la ordenación del territorio y  el urbanismo”, RDUMA, núm. 
269, pág. 131. Para POZUELO PÉREZ, L.,”La respuesta penal a la delincuencia urbanística”, en 
Urbanismo y Corrupción, Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de 
Madrid, 12 (2008), dirigida por MENÉNDEZ REXACH, Á., pág. 77, se “excluye como posibles 
autores de esta infracción a los particulares que, por sí solos, construyen una casa, al margen de la 
legalidad urbanística.”  
 
574
 La protección del bien jurídico del urbanismo se introduce en la reforma de 2010. Por su 
parte FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ se muestra crítico con la regulación penal porque se trata de 
delitos tipificados de forma deficiente y sólo se aborda el problema desde el punto de vista de la 
disciplina urbanística pero no del ejercicio de la potestad de planeamiento. FERNÁNDEZ 
RODRÍGUEZ, T.R., Manual de…, op.cit., págs. 268-270. En análogo sentido PAREJO ALFONSO 
señala asimismo el abandono del principio de intervención mínima o del principio de subsidiariedad. 
PAREJO ALFONSO, L., La disciplina urbanística, Iustel, Madrid, 2006 pág.21. 
 
575
 Este planteamiento no lo sostiene el Tribunal Constitucional. En efecto en el Auto 395/2004, 
de 19 de octubre, se sostiene que constitucionalmente resulta viable que las normas dictadas por las 
Comunidades Autónomas en el marco de sus competencias operen como complemento válido de las 
leyes penales en blanco (STC 120/1998, de 15 de junio, FJ 4), y se admite las leyes penales en blanco, 
dado que se cumplen los requisitos de que el reenvío normativo esté justificado en razón del bien 
jurídico protegido por la norma penal; que la ley, además de señalar la pena, contenga el núcleo 
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conflicto se agudiza desde el momento en que será el juez penal el que, en cada litigio, deberá 
integrar los conceptos urbanísticos por cuanto la doctrina del Tribunal Supremo se sustenta en 
la plenitud jurisdiccional del orden penal en materia de urbanismo, lo que implica la 
improcedencia de las cuestiones devolutivas (por todas, cfr. la STS de 28 de marzo de 2006, 
RJ 2007\1848).576  
 
A lo anterior debe sumarse el problema que se deriva de la inclusión del suelo de los 
núcleos rurales como una modalidad del suelo no urbanizable o  como una clase específica o 
como una parte del suelo urbano. 
 
No corresponde a este trabajo un análisis detallado de las normas penales. Sin 
embargo, es preciso conocer las líneas y principios fundamentales para hacerse una idea clara 
de las interrelaciones con la actuación de la Administración Pública y, por otro lado, para 
                                                                                                                                                                       
esencial de la prohibición; y sea satisfecha la exigencia de certeza, esto es, se dé la suficiente 
concreción para que la conducta calificada como delictiva quede suficientemente precisada con el 
complemento indispensable de la norma a la que la ley penal se remite, y resulte de esta forma 
salvaguardada la función de garantía del tipo con la posibilidad de conocimiento de la actuación 
penalmente conminada (por todas, STC 120/1998, de 15 de junio,  RTC 1998\120, FJ 5), todo lo cual 
el art. 319.2 CP observa cumplidamente. Un sector de la doctrina considera que estos preceptos del 
Código Penal pueden ser contrarios a los principios de legalidad y de igualdad. Cfr., POMARES 
CINTAS, E. y BERMEJO CHAMORRO, A.J., ”¿Era necesario reformar los delitos urbanísticos? 
Especial referencia a los delitos de corrupción urbanística y a su trayectoria jurisprudencial”, RDPC, 
núm. 6, UNED, 2011, págs. 113-114. Otro sector doctrinal minoritario defiende que la regulación 
penal no contiene una remisión en blanco a una norma administrativa. Así DE LA CUESTA 
AGUADO afirma que “no se trata de una ley penal en blanco por cuanto que el art. 319 CP ni realiza 
una cesión in toto al Ordenamiento administrativo, ni exige que el juez acuda a una concreta (o 
concretas) normas extrapenales para delimitar el supuesto de hecho”. (DE LA CUESTA AGUADO, 
P.M., ”La aplicación retroactiva de la norma del planeamiento urbanístico en el art. 319 CP”, RDPC, 
núm. 6, UNED, 2011, pág. 39.) Asimismo destaca que “específicamente la norma administrativa de 
planeamiento no es «elevada a la categoría» de ley penal como consecuencia de su integración en una 
ley penal y, por tanto, no puede ser aplicada retroactivamente. O lo que es lo mismo: la ulterior 
legalización no evita o impide la consideración de típica de la conducta de llevar a cabo una 
construcción no autorizable en el momento de la realización.” DE LA CUESTA AGUADO, P.M., ”La 




 Respecto a la prejudicialidad considera BAÑO LEÓN que no es admisible que un juez penal 
aprecia cuestiones de legalidad urbanística en razón de informes periciales en muchos casos 
elaborados por los propios funcionarios denunciantes. (BAÑO LEÓN, Derecho Urbanístico Común, 
op. cit., pág. 543.) Por su parte, GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., 
Curso de Derecho Administrativo II, op.cit., pág. 194, entienden que la infracción de la regla de la 
prejudicialidad devolutiva (limitada a los supuestos de carácter determinante de la culpabilidad o de la 
inocencia) implica una infracción del derecho a la tutela judicial efectiva. En la doctrina judicial 
recuerda la STSJG de 1 de diciembre de 2011, JUR 2012\10178, que “la suspensión del 
procedimiento contencioso-administrativo por prejudicialidad penal no está prevista en la Ley 
Reguladora de esta Jurisdicción.” En relación al principio non bis in idem, cfr. la STS de 19 de enero 
de 2012, Roj: STS 167/2012. 
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intentar encontrar un punto de encuentro con la legislación portuguesa que se comentará en el 
siguiente capítulo. Esta es también una de las razones por las que no comentaremos los 
delitos de prevaricación específica en materia de ordenación del territorio. 
 
El tipo básico de los delitos contra el urbanismo y la ordenación del territorio se 
contiene en el art. 319.2 que establece lo siguiente: ”Se impondrá la pena de prisión de uno a 
tres años, multa de doce a veinticuatro meses, salvo que el beneficio obtenido por el delito 
fuese superior a la cantidad resultante en cuyo caso la multa será del tanto al triplo del 
montante de dicho beneficio, e inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de 
uno a cuatro años, a los promotores, constructores o técnicos directores que lleven a cabo 
obras de urbanización, construcción o edificación no autorizables en el suelo no urbanizable.” 
Como se observa, se incluye lo que, dependiendo de cada legislación urbanística, puede 
denominarse suelo no urbanizable común, rústico o rural, entre otros términos administrativos 
equivalentes. A la vista de lo anterior, puede afirmarse que es la modalidad básica de los 
delitos urbanísticos. El sujeto activo se delimita por referencia a los promotores, constructores 
o técnicos directores.577  
 
La conducta típica consiste en llevar a cabo obras de urbanización, construcción o 
edificación, estén o no terminadas.578 Por construcción se puede interpretar toda obra artificial 
que modifique la naturaleza de un terreno, siempre que se trate de obras en las que se añadan 
elementos físicos permanentes, es decir, es toda obra de nueva planta con lo que se excluyen 
reformas de construcciones de escasa entidad, movimientos de tierra, excavaciones o 
instalaciones en tanto no incorporen elementos físicos permanentes y demoliciones ni 
parcelaciones, por lo que  estamos hablando de todo acto que implique una transformación 
material de los terrenos o espacios sobre los que se realiza, como edificios, obras de 
infraestructuras,…  
 
Por su parte, obra de edificación es una construcción caracterizada por su finalidad 
utilitaria para la residencia del hombre mientras que obras de urbanización pueden ser 
cualquier acto previo a la estricta acción de construir o edificar. 
                                                 
577
 Cabe señalar que en la STS (penal) de 26 de junio de 2001 (RJ 2002\4521) y en la STS 
(penal) de 14 de mayo de 2003 (RJ 2003\3905), el Tribunal Supremo sustenta la doctrina de que los 
delitos del art. 319 son tipos comunes a excepción del supuesto del técnico director.  
 
578
 ENÉRIZ OLAECHEA observa que es un delito de mera actividad y no un delito de 
resultado. Asimismo destaca que si la construcción ha sido autorizada por la autoridad en contra de 
esta normativa, estaríamos, además, en presencia de un delito sancionado por el art. 320 del Código 
Penal, decantándose por la responsabilidad penal del promotor, constructor, director de obra, y 
autoridad y funcionarios que informaron favorablemente la construcción con diferente grado de 
responsabilidad. ENÉRIZ OLAECHEA F.J., “Una aproximación a los nuevos delitos 
medioambientales”, RJN, núm. 21, enero-junio 2006, pág. 97. Por otra parte recuérdese que el texto 
anterior a la reforma de la ley orgánica 5/2010, de 23 de junio, sólo se refería a una conducta 
consistente en llevar a cabo una construcción no autorizada. 
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La reforma de 2010579 clarifica una cuestión polémica, ya que, sólo serán punibles  las 
obras que nunca puedan ser legalizables.580 Es decir, sólo serán penalmente típicas conforme 
al art. 319.1 CP, obras de urbanización, construcción y edificación definitivamente 
ilegalizables. Será siempre una edificación no legalizable, con independencia de la concesión 
de una licencia municipal de concesión581, licencia que de existir es ilegal en todo caso, pues 
el tipo penal hace referencia a no autorizable, esto es, a no conciliable por ningún medio con 
la normativa urbanística. 
 
A su vez el tipo agravado. Se contiene en el art. 319.1, cuyo tenor literal dice así: “Se 
impondrán las penas de prisión de un año y seis meses a cuatro años, multa de doce a 
veinticuatro meses, salvo que el beneficio obtenido por el delito fuese superior a la cantidad 
resultante en cuyo caso la multa será del tanto al triplo del montante de dicho beneficio, e 
inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a cuatro años, a los 
promotores, constructores o técnicos directores que lleven a cabo obras de urbanización, 
construcción o edificación no autorizables en suelos destinados a viales, zonas verdes, bienes 
de dominio público o lugares que tengan legal o administrativamente reconocido su valor 
paisajístico, ecológico, artístico, histórico o cultural, o por los mismos motivos hayan sido 
considerados de especial protección582.” 
 
                                                 
 
579
 Antes de su entrada en vigor, el legislador se refería a la construcción “no autorizada”, y no a 
la construcción  “no autorizable. Como afirma CRIADO SÁNCHEZ, “con anterioridad a la reforma se 
incluía como requisito objetivo que los actos constructivos fuesen «no autorizados» lo que conllevaba 
que los actos con licencia o autorización pero que no se ajustasen a la legalidad urbanística no 
cumpliesen con el tipo penal.” (CRIADO SÁNCHEZ, F.J., El delito contra la ordenación del territorio 
tras la ley orgánica 5/2010, de 22 de junio, de reforma del Código Penal, Práctica Urbanística, 
núm.100, enero 2011, pág. 78.) 
 
580
 En contra  DE LA CUESTA AGUADO para quien los efectos político-criminalmente 
deseables (es decir, que la modificación del planeamiento posterior a la conducta no implique la 
«atipicidad sobrevenida») no pueden conseguirse rompiendo las reglas de funcionamiento del sistema. 
(DE LA CUESTA AGUADO, P.M., ”La aplicación retroactiva de la norma del planeamiento 
urbanístico en el art. 319 CP”, RDPC, núm. 6, UNED, 2011, pág. 38.)  
 
581
 DOMÍNGUEZ LUIS, J. A. y FARRÉ DÍAZ, E., Los delitos  relativos a la ordenación del 
territorio, Valencia, Ediciones Revista General de Derecho, 1998, pág. 133. En relación a una 
vivienda en suelo no urbanizable de especial protección construida al amparo de una licencia ilegal 




 ENÉRIZ OLAECHEA subraya que por razones de seguridad jurídica, es preceptivo que el 
acto de declaración del lugar esté publicado en el Boletín Oficial correspondiente y haya podido ser 
conocido, lo cual plantea el problema de qué ocurre con el planeamiento urbanístico cuya normativa 
no ha sido publicada en el Boletín Oficial. ENÉRIZ OLAECHEA, F.J., “Una aproximación a los 
nuevos delitos medioambientales”, RJN, núm. 21, enero-junio 2006, pág. 97. 
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Prescindiendo de las cuestiones de índole estrictamente penal, nos detendremos en los 
elementos urbanísticos del precepto transcrito. Tras una lectura atenta se puede concluir que 
el objeto sobre el que se puede cometer dicha acción punible, es el suelo no urbanizable 
protegido. En efecto, salvo el supuesto de las zonas verdes, el resto de lugares suelen incluirse 
con normalidad dentro de la clase de suelo no urbanizable de especial protección: viales, 
bienes de dominio público o lugares que tengan legal o administrativamente reconocido su 
valor paisajístico, ecológico, artístico, histórico o cultural, o por los mismos motivos hayan 
sido considerados de especial protección. 
  
Por lo demás, el precepto que nos ocupa, claramente incompleto, requiere para la 
delimitación de estos suelos y lugares, estar a la legislación urbanística y de ordenación del 
territorio de la respectiva Comunidad Autónoma y, supletoriamente, habrá que remitirse a 
TRLS/2008 (art. 12.2 a).583 
 
Otro precepto que debemos analizar es el art. 319.3 que dice: “En cualquier caso, los 
Jueces o Tribunales, motivadamente, podrán ordenar, a cargo del autor del hecho, la 
demolición de la obra y la reposición a su estado originario de la realidad física alterada, sin 
perjuicio de las indemnizaciones debidas a terceros de buena fe”. En todo caso se dispondrá el 
comiso de las ganancias provenientes del delito cualesquiera que sean las transformaciones 
que hubieran podido experimentar.” 
 
Se observa, pues, que la norma otorga al juez penal la potestad jurídica reintegradora o 
de restablecimiento del orden jurídico, si bien con carácter potestativo, a diferencia de lo 
previsto en el derecho urbanístico en el que la demolición es una medida preceptiva y 
automática584. Asimismo, se admite la ejecución subsidiaria a costa del condenado y en el 
                                                 
 
583
 Como sostiene ROMÁ VALDÉS, el delito contra la ordenación del territorio, la inclusión de 
suelos de la RED NATURA 2000 en el tenor del artículo 319.1 del Código Penal se producirá cuando 
la norma autonómica confiera protección al espacio afectado por la actividad constructiva de una 
manera necesaria. ROMÁ VALDÉS, A., La legislación ambiental y su incidencia en la delincuencia 
urbanística en Galicia”, Actualidad Jurídica Ambiental, 15 de noviembre de 2009, pág. 11. 
 
584
  Por el contrario, TOLOSA TRIVIÑO defiende que los órganos de la jurisdicción penal 
deben emitir la orden de demolición sin que se pueda derivar dicha resolución a la jurisdicción 
contencioso-administrativa. TOLOSA TRIVIÑO, C., “La nueva regulación de los delitos contra la 
ordenación del territorio y el urbanismo”, RDUMA, núm. 269, pág. 151. Esta es la doctrina que 
establece la STS (penal) de 21 de junio de 2012, Roj: STS 4573/2012 que en sus Fundamentos 
Jurídicos 3º y 4º afirma que “La demolición de la obra o reposición a su estado originario a la realidad 
física alterada son medidas que poseen un carácter civil más que penal. Una vez que el legislador, por 
la mayor entidad del hecho, ha dispuesto que ha de ser contemplado como infracción penal y como un 
ilícito administrativo, es el proceso penal el que, con arreglo a las normas penales ha de dar respuesta 
y ello tanto en lo que se refiere a la pena como a las demás consecuencias del delito, sin que el órgano 
de la jurisdicción penal competente pueda eludir sus obligaciones de esta materia refiriendo parte de la 
reacción jurídica a un futuro expediente administrativo. Entendemos que, por regla general, no cabe 
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supuesto de incumplimiento podría entrar en juego el delito de desobediencia del art. 410. 
Cuando la demolición implique un resultado más gravoso que el mantenimiento de la obra 
ilegal el juez deberá acordar el comiso. La referida demolición de la obra es compatible con la 
exigencia de responsabilidades civiles al autor del delito o a los responsables civiles 
subsidiarios.585  
 
Resuelta la cuestión anterior, deben abordarse dos nuevos grupos de delitos. El 
primero de ellos hace referencia a la protección del patrimonio cultural y el segundo a los 
delitos ecológicos. 
 
Como ya nos consta, los valores históricos, artísticos y culturales se materializan, en 
un grado notable, en los terrenos del medio rural. Por ello, no es extraño que la protección 
penal de estos bienes forme parte de la protección del suelo del medio rural. Y así no puede 
pasarse por alto lo dispuesto en el art. 321. Si bien este precepto se refiere a “edificios 
singularmente protegidos por su interés histórico, artístico, cultural o monumental”, debemos 
caer en la cuenta de que muchos de estos edificios se ubican en el medio rural y, por tanto, el 
suelo que ocupan no se puede clasificar como urbano ni como urbanizable.  
 
La regla que ahora nos interesa destacar es que, una vez más, el ordenamiento penal 
ha dotado al órgano judicial de la potestad de reposición” al poder ordenar, a cargo del autor 
del hecho, la reconstrucción o restauración de la obra, sin perjuicio de las indemnizaciones 
debidas a terceros de buena fe.” 
 
Sentadas las reglas anteriores procede, para finalizar, afrontar la otra vertiente del 
suelo del medio rural: la incidencia sobre el medio ambiente de los terrenos englobados en 
dicho espacio, es decir, si la preservación de los valores medioambientales puede repercutir 
en el régimen del suelo del medio rural. Para ello, el propio Código Penal diferencia entre: los 
                                                                                                                                                                       
otra forma de reparación de la legalidad alterada que la demolición de lo irregularmente construido, de 
modo que habrán de ser, en su caso, circunstancias excepcionales las que puedan llevar al tribunal a 
ejercer la facultad que se le atribuye en este apartado 3 art. 319 CP, en el sentido de no acordar la 




 Respecto a los delitos de prevaricación urbanística advierte ENÉRIZ OLAECHEA que la 
reforma de 2010 implanta cuatro modalidades. Se trata de modalidades que pueden afectar a 
cualesquiera tipos de suelo. Cfr., ENÉRIZ OLAECHEA, F.J., “Los delitos urbanísticos en la reforma 
del Código Penal”, RDUMA, núm. 260, págs. 128-144. Para un estudio sobre los delitos de 
prevaricación urbanística por omisión puede verse ROMA VALDÉS, A., ”El alcance del delito contra 
la ordenación del territorio en supuestos complejos: algunos ejemplos en Galicia”, Estudios penales y 
criminológicos, núm. 28, 2008, págs. 420 y ss. En relación al delito de emisión de informes ilícitos 
sobre industrias contaminantes GÓMEZ TOMILLO defiende que aunque no es propiamente un delito 
de prevaricación, porque no se refiere a una resolución administrativa y afecta a un sector del medio 
ambiente, presenta coincidencias con la prevaricación administrativa. GÓMEZ TOMILLO, 
M.:”Protección del medio ambiente y función pública”, RDUMA, núm. 235, 2007, págs. 172-175. 
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delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente y los delitos relativos a la protección 
de la flora y de la fauna.586  
 
Acorde con una visión conservacionista, cabe diferenciar entre el delito contra el 
medio ambiente en general y los recursos naturales y, de otra parte, los delitos relativos a la 
protección de la flora, fauna y animales domésticos. Dentro de la primera categoría podemos 
hablar del delito de contaminación previsto en el art. 325 que puede resultar afectado por una 
serie de agravantes (art. 326). En concreto el art. 325 señala: “Será castigado con las penas de 
prisión de dos a cinco años, multa de ocho a veinticuatro meses e inhabilitación especial para 
profesión u oficio por tiempo de uno a tres años el que, contraviniendo las Leyes u otras 
disposiciones de carácter general protectoras del medio ambiente, provoque o realice directa o 
indirectamente emisiones, vertidos, radiaciones, extracciones o excavaciones, aterramientos, 
ruidos, vibraciones, inyecciones o depósitos, en la atmósfera, el suelo, el subsuelo o las aguas 
terrestres, subterráneas o marítimas, incluido el alta mar, con incidencia incluso en los 
espacios transfronterizos, así como las captaciones de aguas que puedan perjudicar 
gravemente el equilibrio de los sistemas naturales. Si el riesgo de grave perjuicio fuese para la 
salud de las personas, la pena de prisión se impondrá en su mitad superior.” 
 
Debe hacerse notar que los espacios protegidos gozan de una sobreprotección penal. 
En efecto, el art. 330 disciplina el delito de daños estableciendo que, “quien, en un espacio 
natural protegido, dañare gravemente alguno de los elementos que hayan servido para 
calificarlo, incurrirá en la pena de prisión de uno a cuatro años y multa de doce a veinticuatro 
meses.”587 
 
Aún sin desconocer la amplitud del objeto jurídicamente protegido no cabe duda que 
el suelo del medio rural particulariza, en mayor medida que cualquier otro, los elementos 
naturales que integran todos los ecosistemas.588 En cuanto a la segunda categoría, resulta 
                                                 
586
 Recuérdese que para la STC 199/1996, de 3 de diciembre, RTC 1996\1999, FJ 4, “el llamado 
Derecho del medio ambiente constituye la respuesta primaria o básica del ordenamiento jurídico a las 
más graves vulneraciones del equilibrio de la naturaleza”. MATELLANES RODRÍGUEZ, N., 
Derecho Penal del Medio Ambiente, Iustel, Madrid, 2008, págs. 49-56, pone de manifiesto que para el 
Derecho penal el medio ambiente no sólo es un bien jurídico de carácter colectivo sino además un 
bien jurídico autónomo e independiente de la vida, la salud, la integridad física o la propiedad.  
 
587




 Por su parte, dentro de la primera categoría citada el art. 328 contempla el delito de 
establecimiento de depósitos o vertederos en los siguientes términos: “1. Serán castigados con la pena 
de prisión de seis meses a dos años, multa de diez a catorce meses e inhabilitación especial para 
profesión u oficio por tiempo de uno a dos años quienes establezcan depósitos o vertederos de 
desechos o residuos sólidos o líquidos que sean tóxicos o peligrosos y puedan perjudicar gravemente 
el equilibrio de los sistemas naturales o la salud de las personas. 2. Con las mismas penas previstas en 
el apartado anterior serán castigados quienes, contraviniendo las Leyes u otras disposiciones de 
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conveniente subrayar que determinadas actividades relacionadas con la flora y con la fauna y 
que se caracterizan por el legislador como contrarias al interés público, y, por ende, como 
ilícitos penales, no se llevan a cabo en el suelo del medio rural sino que la presencia de dichos 
valores es la causa de la clasificación de estos terrenos como suelo no urbanizable. Los 
delitos a los que me refiero se tipifican en los arts. 332 a 337 y en ellos se regulan una serie 
de conductas aunque para nuestra materia sólo nos interesan los ataques a la flora amenazada.  
 
El art. 332 castiga con la pena de prisión de cuatro meses a dos años o multa de ocho a 
24 meses al que con grave perjuicio para el medio ambiente corte, tale, queme, arranque, 
recolecte o efectúe tráfico ilegal de alguna especie o subespecie de flora amenazada o de sus 
propágulos, o destruya o altere gravemente su hábitat. Esta norma debe ser completada con la 
LPNB la cual, al observar la doctrina constitucional emanada de la STC 102/1995, de 26 de 
junio, implica que coexistirán normas estatales y autonómicas que prevén los 
correspondientes Catálogos de especies amenazadas.589 
 
Para finalizar esta aproximación al ámbito penal ha de advertirse que el art. 339 dota a 
los órganos judiciales de la facultad para adoptar dos tipos de medidas complementarias: 
medidas de reparación en el supuesto de atentados al equilibrio ecológico y medidas 
cautelares para el supuesto de delitos ambientales, urbanísticos o contra el patrimonio 
histórico.590  
 
                                                                                                                                                                       
carácter general, lleven a cabo la explotación de instalaciones en las que se realice una actividad 
peligrosa o en las que se almacenen o utilicen sustancias o preparados peligrosos y que causen o 
puedan causar la muerte o lesiones graves a personas, o daños sustanciales a la calidad del aire, la 
calidad del suelo o la calidad de las aguas, o a animales o plantas. 3. Serán castigados con la pena de 
prisión de uno a dos años los que en la recogida, el transporte, la valorización, la eliminación o el 
aprovechamiento de residuos, incluida la omisión de los deberes de vigilancia sobre tales 
procedimientos, pongan en grave peligro la vida, integridad o la salud de las personas, o la calidad del 
aire, del suelo o de las aguas, o a animales o plantas. 4. El que contraviniendo las Leyes u otras 
disposiciones de carácter general traslade una cantidad importante de residuos, tanto en el caso de uno 
como en el de varios traslados que aparezcan vinculados, será castigado con la pena de prisión de uno 
a dos años.”  
589
 Cfr., MATELLANES RODRÍGUEZ, N., Derecho Penal del Medio Ambiente, op. cit., pág. 
179 que tras sistematizar las acciones constitutivas de delito (daño o destrucción sobre la flora 
amenazada, destrucción o alteración grave del hábitat y explotación o tráfico no autorizado de la flora 
amenazada) concluye que “la enumeración resulta confusa y redundante” y da lugar a la posibilidad 
de concurso ideal con el delito de incendio regulado en los arts. 352 y ss CP. Si la lesión efectiva al 
medio ambiente no es grave se tipifica como falta al amparo del art. 632 CP. 
590
 En relación a las medidas de reparación MATELLANES RODRÍGUEZ, N., Derecho Penal 
del Medio Ambiente, op. cit., págs. 208-209, pone de relieve que no son una forma de responsabilidad 
civil ni tampoco una sanción penal y que se traducen normalmente en una obligación económica. 
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II.- LA PROTECCIÓN CIVIL DEL SUELO DEL MEDIO RURAL 
 
La protección civil del suelo del medio rural está relacionada con la tutela de la 
jurisdicción civil. A estas alturas, merece especial atención lo siguiente: las normas 
administrativas no son las únicas normas que establecen el régimen jurídico de este suelo. En 
consecuencia, los litigios que se planteen para hacer valer dicha ordenación jurídica podrán 
residenciarse en los diferentes órdenes jurisdiccionales. Esta reflexión no es privativa del 
orden civil como ya nos consta lo que sucede es que la jurisdicción civil presenta un carácter 
residual, en los términos del art. 9.2 LOPJ.591 
 
 En el presente epígrafe simplemente daremos cuenta de los mecanismos más 
significativos. En este sentido, el ordenamiento jurídico español se nutre de una serie de 
técnicas, técnicas que no son exclusivas del suelo del medio rural a diferencia de lo que 
sucede en otras disciplinas jurídicas. Paradójicamente el punto de partida se encuentra en el 
Derecho urbanístico. En efecto, el art. 49 TRLS/2008 previene que “los propietarios y 
titulares de derechos reales, además de lo previsto en el artículo anterior, podrán exigir ante 
los Tribunales ordinarios la demolición de las obras e instalaciones que vulneren lo dispuesto 
respecto a la distancia entre construcciones, pozos, cisternas, o fosas, comunidad de 
elementos constructivos u otros urbanos, así como las disposiciones relativas a usos 
incómodos, insalubres o peligrosos que estuvieren directamente encaminadas a tutelar el uso 
de las demás fincas”.592 
 
Como se observa, este precepto se refiere de forma significativa a las relaciones de 
vecindad y es una constante en todas las leyes de suelo estatales si bien como advierte 
                                                 
591
 Como señala GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley del Suelo (Texto Refundido de 
1992), Civitas, Madrid, 1993, págs. 2406-2407, corresponden a la jurisdicción civil el enjuiciamiento 
de los actos que no sean de la Administración Pública o que procediendo de una Administración 
Pública no estén sometidos al Derecho administrativo así como los supuestos de vía de hecho. Cfr., en 
materia de distancias la SAP (civil) de 8 de febrero de 2006, Roj: SAP OU 49/2006.  
 
592
 Refiriéndose al TRLS/1992 cuyo tenor es el mismo dada la refundición operada por el 
TRLS/2008 y la no afectación por las STC de 1997 y de 2001, GONZÁLEZ PÉREZ afirma que “la 
única interpretación lógica es la siguiente: que, aún cuando fuese posible, por tanto, acudir a la 
Jurisdicción contencioso-administrativa a discutir la legalidad del acto, puede instarse la demolición 
de las obras ante el Juez ordinario.”, GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley del Suelo (Texto 
Refundido de 1992), op. cit., pág. 2408. En el mismo sentido se pronuncia FUERTES LÓPEZ que 
basa la competencia judicial del orden civil en la esencia privada del conflicto con independencia de la 
existencia de licencias municipales o de resoluciones recaídas en expedientes de disciplina 
urbanística. FUERTES LÓPEZ, M., “Acciones y recursos”, en QUINTANA LÓPEZ, T., (Coord.), 
Derecho Urbanístico Estatal y Autonómico, Tirant, Valencia, 2001, pág. 899. Este protagonismo de 
las normas urbanísticas se pone de manifiesto en el criterio jurisprudencial que, entre otras, implanta 
la STS de 2 de abril de 2002, en la que se afirma que la norma sobre vistas y distancias contenidas en 
el art. 582 del Código Civil, cede ante las disposiciones urbanísticas. 
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GONZÁLEZ PÉREZ, “sigue teniendo su asiento básico en el art. 590 del Código Civil”.593 
Asimismo y siguiendo a este profesor cabe señalar que en los supuestos de obras ilegales sin 
amparo en un título administrativo a la vía civil se le puede sumar la vía contencioso-
administrativa previo agotamiento de la vía administrativa.594 En este orden de 
consideraciones destaca FUERTES LÓPEZ que es suficiente la alegación de la existencia de 
una infracción urbanística sin que se puede denegar la paralización de la obra por la ausencia 
de un derecho real del demandante.595 
 
La tutela civil que contempla el precepto transcrito puede recaer también en el suelo 
del medio rural por más que al referirse a elementos urbanos porque como ya nos consta 
caben usos constructivos en este suelo.596  
 
Asimismo son técnicas aplicables al suelo del medio rural la protección registral, 
suministrada por el Registro de la Propiedad597, y, en menor medida la derivada del 
                                                 
593




 “Artículo 49”, en GONZÁLEZ PÉREZ, J. (Dir.), Comentarios al texto refundido de la ley 
del suelo: (Real Decreto legislativo 2/2008, de 20 de junio), Vol. II, Thomson-Civitas, Cizur Menor, 
2008, pág.1623.  
 
595
 FUERTES LÓPEZ, M., “Acciones y recursos”, en QUINTANA LÓPEZ, T., (Coord.), 




 SÁNCHEZ GOYANES “Acciones y recursos”, en SÁNCHEZ GOYANES, E., Ley de 
Suelo. Comentario sistemático del Texto Refundido de 2008, La Ley, Madrid, 2009, págs. 1057-1058 
defiende que el titular del de derecho de propiedad o del derecho real de que se trate puede utilizar la 
acción pública universalizada del art. 48 TRLS/2008, la acción civil de resarcimiento de daños 
derivados de infracción urbanística y la acción de demolición del art. 49 TRLS/2008 que considera 
aplicable a las servidumbres urbanas. También entiende que si existe un acto administrativo que 
ampara las actuaciones el interesado puede acudir al orden contencioso-administrativo y puede ejercer 
la acción interdictal. Cfr., igualmente FUERTES LÓPEZ, Mª. M. “Los Tribunales civiles y la 
protección de la legalidad urbanística”, REDA, núm. 95, 1997, págs. 447-460, donde, entre otras 
cuestiones, destaca que el carácter excepcional del ejercicio de acciones civiles y la disparidad de 
criterios del orden jurisdiccional civil. Por su parte CARRASCO PERERA pone de manifiesto que 
para la doctrina del Tribunal Supremo, por un lado, no proceden acciones reales de reintegración 
dominical fundadas en la legislación urbanística cuando se han infringido normas sectoriales distintas 
del Código Civil y, por otro lado, no proceden interdictos de obra nueva para defender intereses 
derivados de normas urbanísticas. CARRASCO PARERA, Á.: Relaciones civiles con contenido 




 De entre los actos susceptibles de inscripción que recoge el art. 51 TRLS/2008, parece que 
pueden referirse al suelo del medio rural los relativos la incoación de expediente sobre disciplina 
urbanística o de aquéllos que tengan por objeto el apremio administrativo para garantizar el 
cumplimiento de sanciones impuestas, las condiciones especiales a que se sujeten los actos de 
conformidad, aprobación o autorización administrativas, en los términos previstos por las leyes, la 
interposición de recurso contencioso-administrativo que pretenda la anulación de instrumentos de 
ordenación urbanística, de ejecución, o de actos administrativos de intervención, las sentencias firmes 
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Catastro.598 Abundando en la protección registral debe destacarse que está prevista, dentro del 
título competencial de la legislación civil, en los art. 51 a 53.599 Ahora bien, es doctrina 
reiterada del TS (Sala de lo Contencioso-Administrativo) que la demolición de obras que 
infrinjan el ordenamiento jurídico (entre las que también cabe incluir con mayor motivo las 
realizadas en el suelo del medio rural) no se puede enervar por el principio del tercero 
registral. En efecto, entre otras, la STS de 29 de diciembre de 2010, Roj: STS 7038/2010, así 
lo pone de manifiesto citando en su amparo doctrina consolidada.600 Sin embargo, esta 
                                                                                                                                                                       
en que se declare la anulación, cuando se concreten a fincas determinadas y haya participado su titular 
en el procedimiento y cualquier otro acto administrativo que, en desarrollo de los instrumentos de 
ordenación o ejecución urbanísticos modifique, desde luego o en el futuro, el dominio o cualquier otro 
derecho real sobre fincas determinadas o la descripción de éstas.  Respecto a la protección registral 
destaca CASTILLO BLANCO que “frente a la caducidad de la acción, siempre imputable a la 
inactividad de la Administración, no opera el principio de no se puede adquirir por vía de hecho lo que 
no se puede conceder por Derecho que se expresa específicamente en el artículo 33 de la Ley 
Hipotecaria que establece que ninguna inscripción convalida los actos que sean nulos conforme a las 
Leyes.” CASTILLO BLANCO, F.A.: Régimen jurídico de las Actuaciones Urbanísticas sin Título 
Jurídico Autorizante, Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, 2006, pág. 442. Sobre las relaciones entre el 
urbanismo y el Registro de la Propiedad en general, cfr., FUERTES LÓPEZ, M.M., “Inscripción 
registral de garantías y derechos urbanísticos”, en MARTÍN REBOLLO, L. y BUSTILLO BOLADO, 
R.O, (Dirs.), Fundamentos de Derecho Urbanístico, II, Thomson-Aranzadi, Cizur Menor, 2ª ed., 2009, 
págs. 1424-1441. Para un estudio general de las relaciones entre el urbanismo y el Registro de la 
Propiedad puede verse TORRES LÓPEZ, M.A., Extensión y límites de la jurisdicción contenciosa en 
el urbanismo. Ejecución del planeamiento, disciplina urbanística, Registro de la Propiedad y 
urbanismo, Comares, Granada, 2001, pág. 159 y ss. Por último, téngase en cuenta la doctrina sentada 
por la Dirección General de los Registros y del Notariado en la resolución núm. 7636 de 8 mayo de 




 En relación al Catastro y al nuevo sistema de valoraciones del TRLS/2008, FERNÁNDEZ 
TORRES advierte que las Administraciones gestoras de los mismos no son partidarias de ajustar los 
valores catastrales a la nueva Ley para evitar pérdidas de ingreso y que algunos propietarios puedan 
solicitar el incremento a los efectos expropiatorios. “La aplicación del sistema de valoraciones de la 
Ley de Suelo”, en TRAYTER JIMÉNEZ, J. M.: La aplicación del sistema de valoraciones de la Ley 
de Suelo, Atelier, Barcelona, 2011, pág. 82.  
599
 Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ, “Capítulo IV. Registro de la Propiedad”, en GONZÁLEZ 
PÉREZ, J. (Dir.) Comentarios al texto refundido de la ley del suelo: (Real Decreto legislativo 2/2008, 
de 20 de junio), Vol. II, Thomson-Civitas, Cizur Menor, 2008, págs. 1.629-1656. Es doctrina reiterada 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado que las cuestiones relativas a la validez o 
nulidad de la inscripción practicada han de ser ventiladas en el procedimiento legalmente establecido 
y no en el recurso contra la calificación negativa emitida por el registrador que no puede sino ser 
confirmada por el exclusivo motivo de que no cabe alteración del contenido del Registro sino con 
consentimiento del titular registral o por medio de resolución judicial firme o por los trámites 
previstos para la rectificación de errores en su caso. (Por todas cfr., la resolución núm. 10046 de 23 
junio RJ 2012\8824.)   
600
 Entre otras trae a colación la STS 26 de septiembre de 2006, Roj: STS 6513/2006,  que afirma lo 
siguiente: “"El que los propietarios, que forman parte de la Comunidad recurrente, tengan la condición 
de terceros adquirentes de buena fe carece de trascendencia a los efectos de impedir la ejecución de 
una sentencia que impone la demolición del inmueble de su propiedad por no ajustarse a la legalidad 
urbanística, pues la fe pública registral y el acceso de sus derechos dominicales al Registro de la 
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jurisprudencia se ha visto desplazada por los legisladores autonómicos que establecen la 
necesidad de tramitar previamente un expediente de responsabilidad patrimonial y el abono 
de la correspondiente indemnización a los propietarios que no pueden ser desalojados hasta 
que se produzcan ambos requisitos como consecuencia de un acto firme o de una sentencia 
firme de demolición. En este sentido se pronuncia la disp. adic. sexta de la Ley 8/2012, de 29 
de junio, de vivienda de Galicia para la cual dichas viviendas se encuentran en situación de 
fuera de ordenación. Este precepto supone, desde nuestro punto de vista, una clara 
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva en su vertiente de ejecución de las 
sentencias firmes y una infracción del principio de legalidad que no se fundamenta en una 
protección del principio de seguridad jurídica puesto que la ilegalidad no se convalida por el 
incumplimiento de una obligación extracontractual de la Administración.601  
 
Por otra parte, es preciso poner de manifiesto que la tutela de los contratantes derivada 
de la acción rescisoria prevista en el art. 19 TRLS/2008 suele acompañar a supuestos de 
desclasificación de suelo urbanizable en suelo rústico.602  
 
                                                                                                                                                                       
Propiedad no subsana el incumplimiento del ordenamiento urbanístico, ya que los sucesivos 
adquirentes del inmueble se subrogan en los deberes urbanísticos del constructor o del propietario 
inicial, de manera que cualquier prueba tendente a demostrar la condición de terceros adquirentes de 
buena fe con su derecho inscrito en el Registro de la Propiedad carece de relevancia en el incidente 
sustanciado. (...) frente a los deberes derivados del incumplimiento de la legalidad urbanística no cabe 
aducir la condición de tercero adquirente de buena fe amparado por el acceso de su derecho de 
dominio al Registro de la Propiedad, puesto que, conforme al principio de subrogación de los 
sucesivos adquirentes en el cumplimiento de los deberes impuestos por el ordenamiento urbanístico, la 
demolición de lo indebidamente construido no sólo pesa sobre quien realizó la edificación ilegal sino 
sobre los sucesivos titulares de la misma, sin perjuicio de la responsabilidad en que aquél hubiese 
podido incurrir por los daños y perjuicios causados a éstos". Frente a esta doctrina CARRASCO 
PARERA sostiene que sólo cabe la oponibilidad urbanística cuando se trate de obras incompatibles 
con la ordenación urbanística real pero no cuando se refiera a la realización de obras con 
incumplimiento de los deberes urbanísticos cuya observancia permite patrimonializar las facultades 




 El antecedente de esta norma se encuentra en la disp. adicional sexta de la 
LOTUCantabria/2001, modificada por la Ley 2/2011, de 4 de abril respecto de la cual el TSJCAT ha 
interpuesto una cuestión de inconstitucionalidad que, al día de la fecha, está pendiente de resolver. Los 
argumentos que esgrime la Sala de lo Contencioso-Administrativo del citado TSJ se resumen en que 
el legislador cántabro “no puede establecer la suspensión de la ejecución judicial regida por la 
Constitución y por la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa”.  Cuestión distinta es la 
responsabilidad derivada de la autorización de edificaciones y de instalaciones de utilidad pública o 
interés social en suelo rústico. Cfr., entre otras, la STSJG de 3 de febrero de 2000, RJCA 2000\1021. 
  
602
 Cfr., entre otras, la STS (Civil) de 16 de marzo de 2011, Roj: STS 2023/2011. En el ámbito 
de las Audiencias Provinciales puede verse a título de ejemplo la SAP (civil) de Ourense de 7 de 
marzo de 2008, Roj: SAP OU 138/2008. 
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Desde el punto de vista procesal, y con antecedentes en el Derecho Romano, tanto el 
CC como la LEC arbitran una serie de acciones judiciales en defensa de la propiedad en 
general que son, tal y como las enumeran DÍEZ-PICAZO y GULLÓN BALLESTEROS,603 la 
acción reivindicatoria, la acción declarativa, la acción negatoria, las acciones preparatorias y 
cautelares y el deslinde.604 
 
Asimismo, también se deben incluir como técnicas de carácter civil, dada su 
calificación jurídica como derechos de adquisición preferente, el reconocimiento a la 
Comunidad Autónoma de los derechos de derechos de tanteo y de retracto respecto de los 
actos o negocios jurídicos de carácter oneroso y celebrados intervivos que comporten la 
creación, transmisión, modificación o extinción de derechos reales que recaigan sobre bienes 
inmuebles situados en determinadas categorías de suelo no urbanizable (así sucede con el 
suelo de los espacios naturales protegidos). En estos casos el mecanismo protector se 
completa con la prohibición de inscripción en el Registro de la Propiedad de aquellos 
documentos que no acrediten el cumplimiento de los trámites correspondientes en relación a 
los señalados derechos de adquisición.  
 
En la misma línea, puede considerarse como un supuesto de protección civil con 
incidencia en el suelo del medio rural la responsabilidad para la prevención y restauración de 
los daños ambientales contenida en la Ley 26/2007, de 23 de octubre, que transpone al 
ordenamiento español las reglas contenidas en la Directiva 2004/35/CE, del Parlamento 
Europeo y del Consejo.605 
                                                 
603
 DÍEZ-PICAZO Y PONCE DE LEÓN, L. y GULLÓN BALLESTEROS, A., Sistema de 
Derecho Civil III, Tecnos, 2005, págs. 174-182. 
 
604
 Cfr., FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Manual de…, op.cit., págs. 264-266. Sin embargo 
como señala FUERTES LÓPEZ, de acuerdo con la STS (Civil) de 15 de junio de 1999, RJ 1999\4106, 
la acción reivindicatoria no procede cuando se trata de la cesión de terrenos para urbanizar o edificar 
al ser una cuestión administrativa. FUERTES LÓPEZ, M., “Acciones y recursos”, en QUINTANA 
LÓPEZ, T., (Coord.), Derecho Urbanístico Estatal y Autonómico, op. cit., págs. 885-886. 
  
605
 Para una aproximación al régimen instaurado por esta norma cfr., LOZANO CUTANDA, 
B., Derecho ambiental administrativo, La Ley, Madrid, 2010, págs. 390-411, donde subraya que, en 
ocasiones, existe la reparación directa por la Administración de los daños ambientales. Cfr., 
igualmente JORDANO FRAGA, J., “Responsabilidad por daños al medio ambiente”, Derecho del 
Medio Ambiente y Administración Local,  Fundación Democracia y Gobierno Local, págs. 455-
456456, quien al analizar la Directiva   sostiene que el régimen jurídico de estos daños (régimen 
asumido parcialmente por la posterior ley española de 2006) debe reunir las siguientes características: 
legitimación universal mediante acción popular, definición de las pretensiones posibles del sistema, 
determinación de cuáles son los daños ambientales y regulación de los daños consecuencia de las 
agresiones al medio ambiente con efecto en las personas y patrimonios, determinación de criterios de 
valoración en supuestos de daños irreparables y destino de dichas indemnizaciones , papel de la 
Administración pública en el sistema, poderes de determinación ejecutoria, límites de los mismos, 
eventual intervención de los tribunales, coordinación del sistema en un ordenamiento jurídico unitario, 
constitución de fondo o sistema de fondos o administraciones de reparación con recursos propios  con 
Capítulo cuarto. La protección del suelo… 
 
 295 
Por otra parte, debe aludirse a los límites de las facultades de división y de libre 
disposición de los predios rústicos. La división y segregación del suelo no son operaciones 
neutras para el fenómeno urbanístico. A nadie se le escapa que dichas operaciones pueden 
constituir la antesala de una transformación ilícita de terrenos rurales. Esta es la razón 
primordial por la cual el ordenamiento urbanístico ha prohibido desde sus orígenes las 
parcelaciones urbanísticas y ha remitido a la legislación agraria en lo relativo a las 
parcelaciones agrarias606. Asimismo el ordenamiento urbanístico ha conectado la protección 
de este suelo con el Registro de la Propiedad al exigir la licencia municipal para la inscripción 
de las operaciones de parcelación y segregación en dicho Registro público. Esta prescripción 
debe ser puesta en relación con la figura del silencio administrativo. En efecto, uno de los 
problemas más  acuciantes es la posibilidad de inscribir estos actos de disposición del derecho 
de propiedad en aplicación de la institución del silencio administrativo positivo. Pues bien 
esta polémica ha sido zanjada desde diversos prismas. Por una parte, la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo se ha decantado por la tesis del silencio negativo en el ámbito de las 
licencias urbanísticas optando por una de las corrientes doctrinales que entendía no producido 
el acto nulo de pleno derecho con la obligación de su posterior revisión administrativa (así se 
desprende de la STS de  28 de enero de 2009, Roj: STS 437/2009), Por otra parte, la doctrina 
emanada de la Dirección General de los Registros y del Notariado (cfr., la resolución núm.   
de 31 de mayo de 2011). Y por último el propio legislador quien a través de una norma 
jurídica improcedente a mi juicio (el Real Decreto-ley 8/2011) ha establecido el silencio 
negativo para los procedimientos de conformidad, aprobación o autorización 
administrativa, entre ellos, respecto de la segregación de fincas en cualquier clase de 
suelo cuando no formen parte de un proyecto de reparcelación. 
 
Tanto el TRLS/2008 como las leyes urbanísticas autonómicas disciplinan esta materia 
en términos prácticamente iguales. Centrándonos en este momento en la normativa básica 
estatal interesa destacar que sólo serán admisibles cuando afecten a terrenos incluidos en el 
ámbito de una actuación de urbanización en los términos previstos por la legislación 
autonómica.607 Abundando en lo anterior debe traerse a colación la Ley 19/1995, de 4 de 
                                                                                                                                                                       
personalidad jurídica y determinación de sus funciones y misiones y creación de un órgano 




 Como subrayan ALLI ARANGUREN, J. C. y ALLI TURRILLAS, J.C., Estudio Sistemático 
del Texto Refundido de la Ley de Suelo (Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio), Dykinson, 
Madrid, 2008, pág. 414, nota 708, estas conductas pueden constituir infracciones urbanísticas pero 




 En relación al ejercicio del derecho de retracto la jurisprudencia lo excluye en los suelos 
urbanizables lo que implica la conexión entre las normas civiles y las normas urbanísticas. Cfr., entre 
otras, la STS (civil) de 28 de junio de 1996, Roj: 3966/1996 y la STS (civil) de 31 de octubre de 1997, 
Roj: 6478/1997. Por su parte, recuérdese que la ley gallega 6/2011, de 13 de octubre excluye el 
ejercicio del derecho de tanteo y retracto en los bienes integrantes del Banco de tierras. 
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julio, de Modernización de Explotaciones Agrarias que regula en sus arts. 24 y 25 la división 
de parcelas de naturaleza rústica.608  
 
A su vez no está de más poner de relieve que con el precedente de la acción rescisoria 
las leyes autonómicas han establecido la sanción de nulidad de pleno derecho lo cual plantea 
una duda: ¿pueden las Comunidades Autónomas legislar en el ámbito civil? 
 
Por último, la protección civil del suelo rural también podría alcanzar incluso a las 
valoraciones si se aplicase la teoría defendida por un sector doctrinal encabezado por 
CARRASCO PARERA para quien habrá que tener en cuenta el valor real y no el valor 
obtenido de las normas urbanísticas cuando una regla de Derecho privado imponga una 









                                                                                                                                                                       
 
608
 Pues bien, esta norma ha sido objeto de interpretación por la doctrina jurisprudencial (por 
todas la STS (civil) de 18 de marzo de 2009, Roj: STS 1135/2009), de la cual se pueden extraer las 
siguientes conclusiones para nuestra materia:1ª.- Son normas de naturaleza civil pero aunque se tratase 
de normas administrativas no cabe seguir manteniendo la irrelevancia civil de la infracción de normas 
administrativas (STS (civil) de 30 de septiembre de 2008 y STS (civil) de 19 de noviembre de 2.008.) 
2ª.- Son normas que afectan al derecho de dominio (art. 348 CC) y singularmente a una de las 
facultades que lo integran, la de disposición, la que se limita por razones de función social, por lo que 
constituye uno de los límites que conforman el régimen normal y ordinario de la propiedad. 3ª.- La 
Ley 19/1995, de 4 de julio, de Modernización de Explotaciones Agrarias está dirigida a impedir el 
fraccionamiento excesivo de las fincas rústicas, y no exige que estén cultivándose, lo que, por otra 
parte, no resultaría razonable porque entonces bastaría dejar de cultivar la finca para que pudiera tener 
lugar la división, frustrándose de tal modo la finalidad de la Ley. 
 
609
 CARRASCO PARERA, Á., Relaciones civiles con contenido urbanístico, op. cit., págs. 
106-107. 
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III.- LA PROTECCIÓN ADMINISTRATIVA 
 
 
1.- La protección urbanística 
 
1.1.- La reposición de la legalidad urbanística y el derecho urbanístico sancionador: 
remisión 
 
La protección urbanística tal y como la conocemos actualmente es el precipitado de 
una evolución normativa. En efecto y siguiendo a CASTILLO BLANCO podemos señalar 
que en un primer momento estas medidas estaban orientadas a la protección del demanio 
público y a la regulación de las relaciones de vecindad. Ahora bien posteriormente el 
legislador urbanístico implantará un conjunto de técnicas orientadas a la defensa del bien 
jurídico urbanístico como una plasmación del interés público general. A lo anterior habría que 
añadir la conexión con la protección del medio ambiente. Esta es la razón por la que deben 
ser analizadas teniendo en cuenta la necesaria vinculación con el suelo del medio rural.610 
 
Por lo demás, en el ámbito del suelo rural las legislaciones autonómicas siguen 
patrones diferentes pues algunas limitan el ejercicio de la acción administrativa a plazo 
mientras que otras parten de un planteamiento diametralmente opuesto. Y ello pese a que 
parece existir un cierto consenso al aplicar el instituto del fuera de ordenación en los 
supuestos de transcurso del plazo establecido con lo que se deja al margen las dos teorías que 
se venían defendiendo anteriormente: legalización automática de los usos realizados frente a 
la imposibilidad de sanación al tratarse de un vicio de nulidad absoluta. 
 
El ejercicio la potestad de restauración y de la potestad sancionadora da lugar a la 
tramitación de dos expedientes, aunque en alguna Comunidad Autónoma como por ejemplo, 
la de Cataluña se tramita un único expediente, que responden a principios y reglas diversos.611 
Dado que cada ley autonómica está habilitada para la adopción de las soluciones que estime 
más convenientes, dentro del marco constitucional, debemos remitirnos en bloque a dicha 
normativa, no sin antes recordar que será objeto de análisis cuando nos refiramos a la 
legislación gallega y a la legislación portuguesa. 
 
                                                 
610
 CASTILLO BLANCO, F. A., Régimen jurídico de las Actuaciones Urbanísticas sin Título 
Jurídico Autorizante, op.cit., 2006, págs. 57-66. 
 
611
 La diferente naturaleza jurídica se pone de manifiesto con la imposibilidad de entender 
interrumpida la prescripción de la acción de reposición de la legalidad por el ejercicio de la potestad 
sancionadora en plazo. (STSJG de 28 de febrero de 2001, LA LEY 47483/2001.) 
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En este orden de consideraciones las medidas restauradoras deben llevar aparejadas la 
demolición de las obras ilegales puesto que en el suelo del medio rural (significativamente en 
el suelo rústico de especial protección) los valores que subyacen en su régimen jurídico 
determinan una aplicación matizada del principio de menor intervención y del principio de 
proporcionalidad que, como se sabe, son principios inspiradores de la actividad 
administrativa en general y de la urbanística en particular.612 
 
Asimismo es preciso subrayar que el control de la legalidad que lleva a cabo la 
Administración sólo se refiere al ámbito urbanístico, es decir, la Administración no se puede 
basar en normas de Derecho privado como subraya TORRES LÓPEZ.613 
 
Para finalizar recuérdese que las medidas comentadas presentan una naturaleza real 
(propter rem) porque será el nuevo propietario el sujeto obligado a realizar las actuaciones 
necesarias para la legalización de un uso, constructivo o no constructivo, no ajustado a 
derecho lo que conduce a una aplicación estricta del principio de subrogación. (Por todas, 









                                                 
612
 Cfr., la STS de 12 de febrero de 2012, Roj: STS 944/2012, según la cual “Por ello, 
simplemente diremos ---con exclusivo carácter de generalidad---, y en relación con el principio de 
proporcionalidad, o de menor demolición, que, siendo cierta la existencia de una línea jurisprudencial 
que proclamó, tiempo atrás, tal principio, la misma ha sido superada ---al hilo de la nueva realidad 
jurídico-social, caracterizada por la mayor sensibilidad y protección jurídica nacional e internacional 
del medio ambiente en sentido amplio, así como de la reiteración de situaciones de indisciplina 
urbanística que se han venido produciendo--- por una nueva corriente jurisprudencial caracterizada 
por el carácter preceptivo y no facultativo de la demolición como medida restauradora de los valores 
infringidos por la conducta ilícitamente realizada, especialmente cuando están en juego suelos 
especialmente protegidos por su valores ecológicos y medioambientales, como es el caso en que el 
suelo está protegido por valores forestales y en el que están prohibidos las edificaciones destinadas a 
usos residenciales, en cuyo caso la demolición debe interpretarse en el sentido de una consecuencia 
obligada de la imposibilidad de legalización, pues es la Administración la que está obligada a restaurar 
la realidad física alterada o transformada por medio de la acción ilegal y a la defensa de los valores 
protegidos con motivo de las clasificaciones y calificaciones urbanísticas. No existe, pues, la 




 TORRES LÓPEZ, M.A., Extensión y límites de la jurisdicción contenciosa en el urbanismo. 
Ejecución del planeamiento, disciplina urbanística, Registro de la Propiedad y urbanismo, op. cit., 
pág. 138. 
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1.2.- La reclasificación 
 
 
Desde un punto de vista general, la protección más adecuada del suelo del medio rural 
viene constituida por la aprobación de los correspondientes planes urbanísticos siempre y 
cuando dichos planes se ajusten a los valores constitutivos de esta clase de suelo, es decir, 
otorguen la clasificación de suelo no urbanizable a los terrenos (y solo a ellos) que legalmente 
sean merecedores de dicha tipificación según se desprenda de los informes sectoriales, 
jurídicos y técnicos que deben obrar en el expediente de aprobación de los planes 614. En 
efecto, para dotar de certeza y de seguridad jurídica a los propietarios de estos suelos, la 
existencia del correspondiente plan general de ordenación municipal (completado, en su caso, 
por los planes de desarrollo previstos al efecto) resulta ser el mecanismo más eficaz no sólo 
respecto de sus relaciones con otros particulares, sino y fundamentalmente, en relación a sus 
relaciones con la Administración, dado el carácter vinculante y obligatorio de los mismos, 
que no permite reservas de dispensación. Esta eficacia del plan surge de la propia ley por lo 
que es ajena a la voluntad del planificador urbanístico. En definitiva, el planificador estaría 
vinculado por la constatación de los mencionados valores, operación que, en ocasiones, 
vendrá impuesta por normas jurídicas o por planes o actuaciones administrativas de otras 
Administraciones Públicas. Sin embargo, esta situación no se puede tornar irreversible en 
todo caso dada la contingencia y variabilidad y la fenomenología inherente al urbanismo. Por 
eso la alteración de los planes es reconocida por el ordenamiento jurídico como una potestad 
incluida dentro de la genérica potestad planificadora. Esta potestad puede enmarcarse dentro 
de una reconsideración global del modelo territorial (revisión) o bien través de una alteración 
individual que afecte alguna parcela determinada (modificación). En todo caso es una 
potestad que exige una rigurosa motivación de las circunstancias concurrentes en cada caso. 
 
Como ya nos consta el vigente TRLS/2008 pretende llevar hasta sus últimas 
consecuencias la interpretación del Tribunal Constitucional sobre la competencia autonómica 
urbanística. Por ello no puede llamar la atención que sólo trate de  esta materia de una manera 
tangencial. En este sentido, el art. 15.6 previene que la legislación autonómica deberá 
establecer, en función del impacto de una actuación de urbanización en el medio ambiente, si 
se debe llevar a cabo una revisión o una modificación del planeamiento. Incluso, abandona la 
cautela competencial, e introduce una cuestionable supletoriedad por omisión legislativa 
autonómica615, al señalar que debe procederse a la revisión del planeamiento “cuando la 
                                                 
614
 Según la doctrina fijada por la STS de 9 de febrero de 2012, RJ 2012\3846, el planificador 
goza de un margen de apreciación, en base a razones de interés público, para limitar la reclasificación 
a terrenos afectados por un asentamiento irregular y para no incluir los terrenos colindantes no 
edificados de acuerdo con el criterio de la inadecuación para el desarrollo urbano. 
 
615
 Desde mi punto de vista el legislador estatal se ha extralimitado competencialmente al 
establecer varios supuestos en los que, transcurrido un plazo determinado, serían directamente normas 
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actuación conlleve, por sí misma o en unión de las aprobadas en los dos últimos años, un 
incremento superior al 20 % de la población o de la superficie de suelo urbanizado del 
municipio o ámbito territorial.” 
 
Por ello, esta prerrogativa administrativa debe ser encauzada para evitar un ejercicio 
abusivo o una desviación de poder. Una primera aproximación nos llevaría a calificar esta 
potestad como discrecional pero ello no se compadece con la realidad. En efecto, el margen 
de decisión de la Administración es nulo, cuando no se acredita la pérdida de los valores que 
dieron lugar a la clasificación, razón por la cual la discrecionalidad desaparece, mientras que, 
en los restantes supuestos, la Administración podrá optar entre diversas decisiones 
jurídicamente indiferentes. La jurisprudencia da noticia de esta diferenciación. Así podemos 
citar, entre otras, la STS de 17 de febrero de 2003 (RJ 2003\ 2891) y de 3 de julio de 2007 
(RJ 2007\ 3753).616  
 
Además del examen jurisprudencial también se desprende otra conclusión: la 
jurisprudencia ha avalado la desclasificación del suelo urbanizable –e incluso urbano– para 
clasificarlo como suelo no urbanizable. En tal sentido pueden citarse, entre otras, la STS de 1 
de febrero de 2006, RJ 7464\2002, que declara posible el cambio de clasificación de un 
terreno de suelo urbano a no urbanizable, salvo que se acredite que reúne los servicios 
legalmente exigidos que exigen su clasificación reglada como urbano; las SSTS de 6 de mayo 
de 2005, RJ 2005\9331 y de 12 de abril de 2004, RJ 228\2003, que entienden correcta la 
desclasificación de forma motivada de suelo apto para urbanizar que pasa a ser suelo no 
urbanizable y la STSJ Canarias (Las Palmas) de 18 de noviembre de 2005, JUR 2006\35295, 
que considera imposible la aprobación de un Plan Parcial una vez transcurrido el plazo 
previsto para el paso de suelo urbanizable a rústico por Plan Insular de Ordenación de 
Fuerteventura para los terrenos que carecen en un determinado plazo de Plan Parcial. 
 
En análogo sentido se pronuncia la STS de 17 de junio de 2009, Roj: STS 4335/2009, 
que además desestima la pretensión de indemnización por responsabilidad patrimonial ya que 
                                                                                                                                                                       
del TRLS/2008 que abordan materias de competencia autonómica. En sentido contrario, y en relación 
con la LS/2007, cfr. DÍAZ LEMA, J.M., Nuevo Derecho…, op.cit., págs. 345-347. 
 
616
 Para MENÉNDEZ REXACH, Á., “La incidencia de la tipología suelo urbanizado-suelo 
rústico de la Ley 8/2007 sobre la clasificación de suelo establecida por las leyes autonómicas: 
incidencia sobre el régimen jurídico del suelo urbano, urbanizable y no urbanizable”, RDUMA,  núm. 
237, 2007, pág. 77, la situación de suelo rural no es estática, sino que puede alterarse en función de las 
actuaciones de transformación que se lleven a cabo. No obstante, debe entenderse que esa alteración 
no es admisible respecto de los suelos que estén en esa situación por razones de protección, salvo que 
desaparezcan los motivos que la justificaron. Por otra parte, existe una jurisprudencia reiterada que se 
opone a la regularización de situaciones ilegales mediante la aprobación de nuevos planes 
urbanísticos. Cfr., la STS de de 24 de marzo de 2009, JUR 2009\169596 que considera que en estos 
supuestos se produce una desviación de poder y, en ocasiones, una reserva de dispensación.  
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las dilaciones producidas para la aprobación del plan parcial, que generarían indemnización, 
son imputables al recurrente y por tanto no cabe la responsabilidad ni indemnización alguna. 
 
El problema radica en que la transformación de suelos rurales sin valores no está 
sometida a unas directrices concretas sino a conceptos jurídicos indeterminados de difícil 
concreción en ocasiones617. Es más, las leyes autonómicas618 no parecen regular otra 
problemática que no sea el aspecto procedimental olvidándose, en este sentido, de que en el 
ámbito estatal existía un precedente normativo: el art. 23.2 del Reglamento de Planeamiento 
Urbanístico, aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, el cual establece que 
“para la clasificación de suelo como urbanizable programado y para el establecimiento del 
correspondiente Programa deberán tenerse en cuenta criterios de ponderación que valoren 
dentro de cada etapa:  
 
a) La situación existente;  
 
b) Las características del desarrollo urbano previsible;  
 
c) La necesidad de producir un desarrollo urbano coherente en función de la estrategia 
a largo plazo del plan;  
 
d) La adecuada proporción entre los nuevos asentamientos y el equipo urbano;  
 
e) Las previsiones sobre inversión pública y privada”. 
 
Como ya se apuntó, la reclasificación provoca la aplicación de un nuevo estatuto 
jurídico que, en el supuesto de cambio a urbanizable, añade una plusvalía que, por imperativo 
constitucional, debe ser repartida entre el propietario y la sociedad.  
 
El ordenamiento jurídico urbanístico, se preocupó, a partir de 1975, de ambos 
problemas y, en este sentido, implantó una serie de técnicas, como la reparcelación, el 
aprovechamiento medio,..., así como procedimientos formalizados al efecto. Sin embargo, no 
tuvo en cuenta la incidencia que, sobre el medio rural, ocasionaba cada reclasificación ni 
                                                 
617
 ÁVILA ORIVE, J. L., El suelo como elemento ambiental…, op.cit., pág. 253, refiriéndose al 
TRLS/1976 y al RP/1978 sostiene que “queda a la valoración administrativa, por tanto, la 
concurrencia de valores que exijan un especial tratamiento protector, y a su capacidad, y también 
voluntad, el establecimiento del consiguiente régimen protector.”  
 
618
 Pueden citarse como excepciones el art. 14.2 de laLSPVa/2006, el art. 33 LUCataluña/ 2010 
y el art. 12.1 de la Ley 16/2005, de 30 de diciembre, Urbanística Valenciana.  
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tampoco la desigualdad que crea entre los propietarios afectados por la no reclasificación.619 
Tampoco el ordenamiento jurídico urbanístico se ha preocupado de establecer reglas que 
impidan, o cuando menos, limiten, la reclasificación flexible de los suelos rurales, al modo de 
la obligación impuesta en el art. 13.4 TRLS/2008.620 
 
Al margen de lo expresado, cabe analizar la figura de la desclasificación de suelo. En 
virtud de esta técnica (normalmente a través de una ley singular autonómica) se lleva a cabo 
la transformación del estatuto jurídico de las parcelas incluidas en un ámbito territorial 
determinado al pasar de la clase de suelo urbanizable a la de suelo rústico de especial 
protección (también se produce la desclasificación cuando el suelo no urbanizable de especial 
protección se clasifica como suelo no urbanizable común). Entre los antecedentes más 
significativos se encuentra el caso de las Islas Baleares respecto del cual existen diversos 
pronunciamientos judiciales. Las dudas que suscitan estas leyes autonómicas son las 
siguientes: ¿tienen las Comunidades Autónomas competencia para dictarlas? ¿Son leyes 
materialmente expropiatorias o se trata de un caso de responsabilidad por actos legislativos? 
 
En relación a la primera pregunta, la STC 28/1997, de 13 de febrero y la STC 
248/2000, de 19 de octubre mantienen que estas leyes establecen disposiciones típicamente 
urbanísticas y directamente orientadas a la delimitación de los usos del suelo por lo que han 
de encuadrarse en la competencia relativa a la ordenación del territorio y urbanismo. 
 
Respecto a la segunda cuestión la doctrina se encuentra dividida. Así AGUDO 
GONZÁLEZ defiende que no se puede hablar de expropiación sino de responsabilidad 
patrimonial derivada de una redelimitación del derecho de propiedad fundamentada en la 
                                                 
619
 Este modelo legislativo resulta inconstitucional para LOBATO GÓMEZ J.M., Propiedad 
privada del suelo y derecho a edificar, Ed. Montecorvo, Madrid, 1989, pág. 602. Considera este autor 
que no puede aceptarse la diferenciación de régimen jurídico ni tampoco que tal diferenciación 




 Su tenor literal es el siguiente:”4. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, la 
utilización de los terrenos con valores ambientales, culturales, históricos, arqueológicos, científicos y 
paisajísticos que sean objeto de protección por la legislación aplicable, quedará siempre sometida a la 
preservación de dichos valores, y comprenderá únicamente los actos de alteración del estado natural 
de los terrenos que aquella legislación expresamente autorice. Sólo podrá alterarse la delimitación de 
los espacios naturales protegidos o de los espacios incluidos en la Red Natura 2000, reduciendo su 
superficie total o excluyendo terrenos de los mismos, cuando así lo justifiquen los cambios 
provocados en ellos por su evolución natural, científicamente demostrada. La alteración deberá 
someterse a información pública, que en el caso de la Red Natura 2000 se hará de forma previa a la 
remisión de la propuesta de descatalogación a la Comisión Europea y la aceptación por ésta de tal 
descatalogación. El cumplimiento de lo previsto en los párrafos anteriores no eximirá de las normas 
adicionales de protección que establezca la legislación aplicable.” Cfr., al respecto la STS de 31 mayo 
de 2012, JUR 2012\212039. 
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función ecológica de la propiedad621. Por el contrario GARCÍA DE ENTERRÍA y 
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, sostienen que “si una Ley meramente delimitadora es 
considerada válida por el Tribunal Constitucional nadie podrá exigir en base a ella 
indemnización alguna, a menos que la propia Ley haya previsto la compensación y en los 
términos en que lo haya hecho.”622  
 
¿Cuál es la doctrina que sienta el Tribunal Supremo acerca de las reclasificaciones? 
Esta materia ha sido abordada desde diferentes primas por ello vamos a efectuar una síntesis 
de los principios fundamentales que se extraen de la actividad de las resoluciones de dicho 
Tribunal. 
 
En primer lugar, la STS de 30 de abril de 2009 (RJ 2009, 2992), advierte que “cuando 
la ilegalidad del Plan se aprecia no por imponer limitaciones al derecho de propiedad, sino 
por hacerlo sin las correspondientes indemnizaciones, no procede declarar su nulidad, sino 
restablecer su legalidad aunque con el reconocimiento del derecho del propietario a dichas 
indemnizaciones.” Asimismo se afirma que  debió prever la indemnización de los propietarios 
afectados por la privación de aprovechamientos cinegéticos, agrícolas o ganaderos, dado que 
dichas restricciones “no constituyen una mera limitación de su uso, que vendría a definir el 
contenido normal de la propiedad y a configurar su peculiar estatuto jurídico, sino que supone 
una restricción singular de esos aprovechamientos por razones de utilidad pública, que no 
deben ser soportados por la persona desposeída sin la indemnización correspondiente, pues en 
otro caso se vulnerarían el artículo 33 de la Constitución Española y los artículos 349 del 
Código Civil y 1º de la Ley de Expropiación Forzosa”. 
                                                 
 
621
 AGUDO GONZÁLEZ, J., Incidencia de la protección del medio ambiente en los usos del 
suelo, op. cit., págs. 489-490. Cfr., la STS de 17 de abril de 2012, Roj: STS 3001/2012.  
 
622
 GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Curso de Derecho 
Administrativo II,  op. cit., pág. 428. Advierte igualmente GARCÍA DE ENTERRÍA que “las Leyes 
expropiatorias ad hoc o de caso único, que apliquen la fuerza de ley para fijar indemnizaciones  de una 
manera taxativa y cerrada, serán siempre inconstitucionales  por violación del citado artículo 24.” 
GARCÍA DE ENTERRÍA, E., La responsabilidad patrimonial del Estado legislador en el Derecho 
español, Thomson-Civitas, 2005, pág. 215. Cfr., en la doctrina jurisprudencial la STS de 27 de abril 
de 2005 (RJ 2005, 6799), que afirma que: "La afectación se queda en el nivel de la mera delimitación 
general y abstracta de las facultades; en la redefinición del régimen jurídico de una o unas clases de 
bienes, que pasa, así, a ser la expresiva del contenido normal del derecho que se tiene sobre ellos y 
que es impuesta por la función social, ecológica y de interés general que tales bienes han de cumplir”.  
En relación a la responsabilidad por actos legislativos urbanísticos puede verse la STS de 9 de julio de 
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Por su parte, la STS de 28 de julio de 2009 (RJ 2010, 618) destaca que la privación de 
los aprovechamientos cinegéticos o forestales no constituye una mera limitación del uso, que 
vendría a definir el contenido normal de la propiedad y a configurar su peculiar estatuto 
jurídico, sino que supone una restricción singular de esos aprovechamientos por razones de 
utilidad pública, que no deben soportar los desposeídos sin una congruente remuneración. 
Ahora bien, estas declaraciones generales están siempre supeditadas, en cuanto a su 
virtualidad última, a una contemplación singularizada de cada caso y de las circunstancias 
concretas que en él concurren. 
 
Para la STS de 13 julio 2012, RJ\2012\7849, al no precisarse la singularidad del Plan 
impugnado respecto de normas y planes anteriores impide entrar a conocer sobre la 
indemnización solicitada por el recurrente. 
 
A lo anterior habría que añadir, de acuerdo con la exégesis que lleva a cabo ALEGRE 
ÁVILA en torno a la STS de 17 de febrero de 2003, RJ 2003\ 2891, la STS de 25 de octubre 
de 2006, RJ 2007\764  y la STS de 3 de julio de 2009, RJ 2009\5902,623 la siguiente doctrina: 
 
• La modificación de suelo no urbanizable especialmente protegido es posible 
siempre que se acredite la desaparición de aquellas condiciones y características 
que dieron lugar a dicha clasificación. 
 
• La regresión del sector agrícola sólo aboca a extremar las medidas para su 
conservación salvo que se acredite que afecte con igual intensidad a todo el suelo 
municipal.624 
• El ius variandi no es absoluto e incondicionado y no opera en el suelo no 
urbanizable de especial protección salvo que se jusifique la pérdida de valores 
                                                 
623
 ALEGRE, J.M., “Discrecionalidad del planificador, reclasificaciones urbanística y control 
judicial”, en GARCÍA DE ENTERRÍA MARTÍNEZ_CARANDE, E., y ALONSO GARCÍA, R., 
(Coord.), Administración y justicia: un análisis jurisprudencial : liber amicorum Tomás-Ramón 
Fernández, Vol. 1, 2012, págs. 449-472. Este profesor critica la interpretación de la regresión de 
valores agrícolas que realiza el TS porque si la reclasificación es de suelo no urbanizable de especial 
protección a suelo no urbanizable común la autorización autonómica de instalaciones industriales 
vinculadas al desarrollo pecuario del territorio es plenamente conforme a derecho.  
624
 En relación al principio de no regresión en materia ambiental puede verse, entre otros, 
LOZANO CUTANDA que alude a su reconocimiento jurisprudencial por la STS de 30 de septiembre 
de 2011, Roj: STS 6592/2011. LOZANO CUTANDA, B., El principio de standstill versus 
discrecionalidad”, en GARCÍA DE ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E. y  ALONSO GARCÍA, 
R. (Coord.), Administración y justicia: un análisis jurisprudencial: liber amicorum Tomás-Ramón 
Fernández, Vol. 1, Civitas Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2012  págs. 1555-1573. 
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agrícolas, forestales, ambientales o de otro tipo que justificaron la adscripción 
inicial.  
 
• La decisión inicial del planificador de clasificar como suelo no urbanizable de 
especial protección es una decisión reglada impuesta legalmente cuando 
concurran los valores legalmente consignados. La Administración no elige entre 
varias opciones igualmente válidas. 
 
• Si no está justificada la especial protección del suelo rústico la única 
clasificación procedente del suelo rústico es la de ordinario o común. 
 
La doctrina examinada debe ser puesta en relación con el ordenamiento jurídico 
vigente. Un ejemplo puede servirnos para comprobar la situación normativa. Detengámonos 
en la Ley gallega 15/2002, por la que se aprueba la Ley del Parque Nacional marítimo-
terrestre de las Islas Atlánticas. De modo sintético el régimen jurídico de protección se 
configura mediante un listado de prohibiciones y el principio general indemnizatorio siempre 
que las limitaciones afecten a derechos reales consolidados con anterioridad a su declaración. 
La tutela se completa mediante la clasificación como suelo rústico de especial protección y la 
vinculación de los planes urbanísticos a dicho cuerpo legal y a los palnes que se dicten en su 
desarrollo. 
 
Pero el fenómeno reclasificatorio también se produce cuando las normas jurídicas 
convalidan situaciones ilegales o irregulares o permiten la autorización singular del suelo no 
urbanizable. 
 
En relación al primer supuesto, ya hemos abordado con anterioridad algún ejemplo en 
el derecho autonómico (por ej. en la legislación andaluza) y volveremos a comentarlo a 
propósito de la legislación gallega (fundamentalmente con la reforma implantada por la Ley 
2/2010). 
 
Interesa resaltar en este momento que esta reclasificación impropia como la denomina 
JORDANO FRAGA625 es una de las posibles soluciones al problema derivado de las 
urbanizaciones ilegales, aunque no deviene obligatoria en todo caso. Es decir, podrían 
admitirse supuestos de mantenimiento del statu quo existente sin modificar la clasificación de 
estos terrenos cuando el grado de afectación a los valores propios del suelo del medio rural no 
alcanza una proporción importante tal y como regula la LSNUValencia/2004 con la 
institución de la minimización del impacto territorial. En cualquier caso, la caducidad de la 
                                                 
625
 Cfr., JORDANO FRAGA, J., La reclasificación del suelo no urbanizable, op. cit., págs. 212-
238. 
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acción restauradora de la legalidad urbanística debe cohonestarse con los valores del medio 
rural porque, en ocasiones, la única solución posible podría ser la expropiación forzosa previa 
aplicación de un régimen restringido de edificios fuera de ordenación.626 
 
Para finalizar este epígrafe conviene detenerse en dos cuestiones. La primera es la 
siguiente: ¿existe algún tipo de vinculación que impida incorporar al proceso urbanístico 
suelos no urbanizable? O en otras palabras: ¿puede un particular conseguir que la 
clasificación como suelo no urbanizable de su parcela no resulte afectada?627 La polémica se 
abordó por la STS de 13 de septiembre de 2012, Roj: STS 5889/2012  y, como no podía ser 
de otra manera, fue resuelta de acuerdo con la naturaleza discrecional de la potestad de 
planificación aunque limitada por las circunstancias fácticas (en el supuesto concreto la 
parcela se encontraba rodeada de calles y no se justificó la inadecuación para el desarrollo 
urbanístico.)  
 
La segunda pasa por indagar la responsabilidad patrimonial administrativa derivada de 
las operaciones de desclasificación comentadas y, en su caso, si es posible que existan 
supuestos de responsabilidad no contemplados por el TRLS/2008. Comenzando por la 
primera pregunta debe recordarse la naturaleza estatutaria de la propiedad (y no sólo de la 
propiedad urbana) por lo que en pocas ocasiones se pueden generar las indemnizaciones que 
nos ocupan. Por lo que hace a la segunda pregunta es preciso recordar, siguiendo a SUAY 
RINCÓN, que es posible ampliar los supuestos indemnizatorios toda vez que sigue vigente el 
régimen general de la responsabilidad patrimonial.628  
 
                                                 
626
 Cfr., VALCÁRCEL FERNÁNDEZ, P., “Fuera de ordenación”, en MARTIN REBOLLO, L. 
y BUSTILLO BOLADO, R. O., (Dirs.),  Fundamentos de Derecho Urbanístico, II, Aranzadi-
Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2ª ed., 2009, págs. 1167-1180. Cfr., la Cfr., la STSJG de 15 de 





 Aún sin concurrir una potestad discrecional en los supuestos de suelo no urbanizable de 
especial protección corresponde la carga de la prueba al recurrente sobre los presupuestos fácticos de 
la clasificación. Cfr.,  la STS de 24 de febrero de 2012, Roj: STS 1165/2012. Por otra parte recuerda la 
STS de 22 de septiembre de 2009, Roj: STS 5803/2009 en el suelo no urbanizable por inadecuación 
“sigue el planificador contando, para clasificar este suelo, con una potestad discrecional si bien ya la 




 SUAY RINCÓN, J., “Urbanismo y responsabilidad : la construcción jurisprudencial de un nuevo 
supuesto indemnizatorio, sus luces y sus sombras. Comentario a las sentencias del Tribunal Superior de Justicia 
de Canarias de 7 de marzo de 2008 y del Tribunal Supremo de 24 de febrero de 2010”, en GARCÍA DE 
ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E. y ALONSO GARCÍA, R. (Coord.), Administración y 
justicia: un análisis jurisprudencial: liber amicorum Tomás-Ramón Fernández, Vol. I1, Civitas 
Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2012, pág. 2293-2322. 
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1.3. Técnicas específicas 
 
 
El catálogo de mecanismos urbanísticos protectores del suelo del medio rural 
avanzado con anterioridad es incompleto. En efecto, tanto el derecho estatal tradicional como 
las normas urbanísticas autonómicas contienen otras medidas que pudiendo ser o no comunes 
a otros tipos de suelo gozan de una eficacia adicional en el suelo que nos ocupa. Pasemos a 
enumerarlas. En primer término, habría que tener en cuenta el régimen preventivo articulado 
en torno a las licencias municipales y a las autorizaciones autonómicas, régimen implantado 
por la legislación estatal y continuado por las leyes autonómicas. (Nos remitimos al estudio 
efectuado a nivel estatal y al que realizaremos en el derecho gallego.) 
 
En segundo lugar, merece especial atención la acción pública en el ámbito 
urbanístico.629 Como destaca BUSTILLO BOLADO630 esta acción no puede confundirse con 
la tutela de los intereses privados propios o de terceros ni con la acción de nulidad contra 
actos y convenios urbanísticos de nulos de pleno derecho.  
 
Por último hay que destacar que el art. 4 f) TRLS/2008 ha ampliado el ámbito de la 
acción pública puesto que también abarca a las decisiones resultantes de los procedimientos 
de evaluación ambiental y a los proyectos para su ejecución.631 
 
 
2.- La protección ambiental 
 
Sin entrar en el comentario de las diversas leyes sectoriales del medio ambiente 
(ruido, contaminación, aguas,…) resulta interesante abordar, a título de ejemplo, el conjunto 
                                                 
629
 Sobre esta institución cfr., el clásico estudio de COSCULLUELA MONTANER, L., 
“Acción pública en materia urbanística”, RAP, núm. 71, 1973, págs. 9 y ss. En el ámbito del suelo 
rural la fundamentación de dicha acción en “la necesidad de suscitar la colaboración ciudadana en la 
función de control de la legalidad” es totalmente acertada  a la realidad. 
 
630
 BUSTILLO BOLADO “La acción pública”, en MARTÍN REBOLLO, L. y BUSTILLO 
BOLADO, R. O., (Dirs.),  Fundamentos de Derecho Urbanístico, II, Thomson-Aranzadi, Pamplona, 2ª 
ed., 2009, págs. 1263-1285. 
 
631
 Un sector de la doctrina considera que la ampliación a los citados proyectos parece referirse 
a la ejecución de los planes de ordenación territorial y urbanística y no a los proyectos de ejecución de 
los procedimientos de evaluación ambiental. Cfr., IGLESIAS GONZÁLEZ, F., “Los derechos y 
deberes de los ciudadanos respecto del suelo”, RDUMA, núm. 237, págs. 99-100. 
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de técnicas protectoras contempladas en la LPNB/2007. Para ello, podemos seguir el 
siguiente esquema632: 
 
a.- Planes administrativos: en esta categoría se incluyen una serie de planes 
propiamente dichos y de catálogos administrativos entre los que se encuentran el inventario 
español del patrimonio natural y de la biodiversidad, el plan estratégico estatal del patrimonio 
natural y de la biodiversidad, los planes de ordenación de los recursos naturales, el catálogo 
español de hábitats en peligro de desaparición, estrategias y planes de conservación y 
restauración, inventario español de espacios naturales protegidos, Red Natura 2000 y áreas 
protegidas por instrumentos internacionales y los listados y catálogos de especies ya 
comentados anteriormente. También se debe tener en cuenta la Red de Reservas de la 
Biosfera Españolas que como señala el art. 65 LPNBD constituye un subconjunto definido y 
reconocible de la Red Mundial de Reservas de la Biosfera, conjunto de unidades físicas sobre 
las que se proyecta el programa Persona y Biosfera (Programa MaB) de la UNESCO. A estos 
planes se refiere también TESO GAMELLA para incluir como uno de sus objetos protegidos 
el paisaje en cuanto recurso natural.633 
 
b.- Clases de espacios protegidos: el legislador delimita una serie de categorías con 
estatutos jurídicos diferenciados. Se trata de los Parques, las Reservas Naturales, las áreas 
marinas protegidas, los monumentos naturales y los paisajes protegidos. 
 
c.- Derecho administrativo sancionador: en este apartado la LPNB incluye un elenco 
de infracciones que se caracteriza por un listado cerrado en el que el legislador discrimina las 
infracciones muy graves pero no el resto de clases lo que no deja de ser llamativo porque, 
acto seguido, regula las sanciones en función de dichas clases de infracciones. 
 
d.- Calificación como causa de utilidad pública de los bienes y derechos afectados por 
la declaración de un espacio natural protegido. 
 
e.- La evaluación ambiental estratégica: la evaluación ambiental estratégica, regulada 
por la Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de junio de 2001 
(que supuso la asunción del modelo norteamericano de evaluación de planes) ha sido 
transpuesta al ordenamiento español, si bien de forma tardía, por la ley estatal 9/2006, de 28 
                                                 
632
 Para una visión completa de derecho comparado, en especial referida al ámbito contencioso-
administrativo, puede verse CARBALLEIRA RIVERA, Mª. T., “La tutela ambiental en el derecho 
norteamericano”, RAP, núm. 137,  mayo-agosto 1995, págs. 511-547.                                                                                    
 
633
 TESO GAMELLA, P.: “La preocupación por el paisaje en la jurisprudencia”, en GARCÍA 
DE ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E. y  ALONSO GARCÍA, R. (Coord.), Administración y 
justicia: un análisis jurisprudencial: liber amicorum Tomás-Ramón Fernández, Vol. I1, Civitas 
Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2012, pág. 2339. 
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de abril, y constituye un condicionante o elemento de naturaleza protectora en relación al uso 
racional de los recursos naturales634. Esta ley estatal que MORENO MOLINA califica como 
una Ley-marco o una Ley-directiva dada su perspectiva generalista y la necesidad de su 
incorporación por las Comunidades Autónomas635, instituye un filtro adecuado para 
garantizar el desarrollo sostenible del medio rural. Sin embargo, esta garantía puede quebrar 
si el plan se altera de forma sucesiva y sin la debida motivación o si no se aplica a todos los 
planes.636 La evaluación que nos ocupa no sólo incidirá en la toma de decisiones del 
planificador sino que también servirá para delimitar las responsabilidades, obligaciones y 
deberes de los sujetos intervinientes en la ejecución del plan de que se trate.637 Por último, y a 
modo de conclusión común a todos los ilícitos administrativos conviene retener, como pone 
de manifiesto LÓPEZ LAGO, que la duplicidad de sanciones (penales y administrativas) trae 
causa de la inexistencia de una normativa sancionadora homogénea.638 
 
                                                 
634
 BAÑO LEÓN, J. Mª., Derecho Urbanístico Común., op. cit., págs. 218-219, destaca que la 
LEAE contempla la alternativa cero y una memoria ambiental (a diferencia de la Directiva citada) y 
constituye un medio para conseguir el objetivo de una mayor protección ambiental. 
 
635
 MORENO MOLINA, Á. M., Urbanismo y medio ambiente, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2008, pág. 346. A pesar del tenor literal de dicha Ley debe tenerse en cuenta lo establecido por la 
STJCE de 22 de marzo de 2012, LA LEY 23442/2012, que exige la evaluación ambiental estratégica a 
los planes particulares de ordenación del suelo. 
 
636
 De ahí que CUYÁS PALAZÓN, Mª. M., Urbanismo ambiental y evaluación estratégica, 
Atelier, Barcelona, 2007, págs. 340-341, ponga de manifiesto que el principio de jerarquía no puede 
suponer una exención de evaluaciones de planes superiores por remitirse a las evaluaciones de los 
planes inferiores. Cfr., la STS de de 29 de enero de 2010, Roj: STS 298/2010. Esta sentencia pone de 
relieve que  la protección del medio ambiente ha de integrarse en la planificación urbanística lo cual 
se consigue mediante la evaluación ambiental estratégica que garantiza las repercusiones sobre dicho 
medio ambiente. Por eso concluye que “…  los intereses públicos relativos al desarrollo urbanístico, 
en los términos que ahora se plantean, resultan de intensidad inferior a los relacionados con el medio 




 FERNÁNDEZ TORRES, J.R., La Evaluación Ambiental Estratégica de Planes y Programas 
Urbanísticos, Aranzadi Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2009, pág. 143. Sin entrar en este momento a 
analizar la calificación como acto impugnable de la evaluación ambiental quizás resulte interesante 
poner de manifiesto la postura que defiende BERBEROFF AYUDA. Este magistrado se decanta por 
el carácter de acto definitivo de la evaluación ambiental. (BERBEROFF AYUDA, D., ”Las 
implicaciones ambientales del urbanismo: la evaluación ambiental de los planes urbanísticos”, Claves 
del Gobierno Local, núm.5, Fundación Democracia y Gobierno Local, 2007, págs. 190-191). En 
relación al carácter vinculante de la memoria ambiental VERDÚ AMORÓS lo fundamenta en dos 
razones: por su contenido ya que establece las determinaciones finales que deben incorporarse a la 
propuesta de plan o programa y por la aplicación del principio de integración ambiental. VERDÚ 
AMORÓS, M., Ámbito de aplicación y procedimiento de la evaluación ambiental estratégica, 
Aranzadi Thomson, Cizur Menor, 2008, pág. 247.  
 
638
 LÓPEZ LAGO, O., ”Los delitos urbanísticos. (Breve referencia a los delitos contra el medio 
ambiente y el Patrimonio Histórico)”, en V.V.A.A.: Manual de Urbanismo, Ministerio de 
Administraciones Públicas, Madrid, 2001, pág. 781. 
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3.- Protección sectorial 
 
Las diversas normas que regulan el suelo del medio rural arbitran una serie de 
mecanismos de defensa de este suelo que incluyen medidas de fomento y medidas 
sancionatorias así como un sistema a través del cual la Administración se resarce de los daños 
originados a los bienes demaniales y que se generalizó mediante el art. 130.2 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre. Me refiero en es este último caso a la responsabilidad civil 
extracontractual que la propia Administración determina de acuerdo con la autotutela 
declarativa reconocida por el ordenamiento jurídico. Sin entrar a analizar toda esta pléyade 
normativa, agravada por la proliferación  de normas estatales y de normas autónomas, 
teniendo en cuenta el objeto de la presente Memoria de tesis, se pueden enumerar  los 
supuestos más significativos: costas (art. 100 LC/1988); aguas (art. 118 TRLA/2001); 







                                                 
639
 Asimismo en el ámbito autonómico gallego pueden citarse  la  Ley 6/2011, de 13 de 
octubre y la Ley 7/2012, de 28 de junio, de montes de Galicia.  En relación a la primera se prevén, de 
una parte, deducciones fiscales (concretamente del noventa y cinco por cien en el impuesto de 
transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados), y la declaración de zonas de actuación 
agraria prioritaria, que serán zonas de actuación intensiva en función de sus especiales valores 
agrarios o medioambientales, y, de otra parte, sanciones pecuniarias y accesorias (tales como 
inhabilitación y publicidad de las sanciones) pero no se contempla la expropiación por el abandono de 
fincas agrarias. En cuanto a la Ley de montes destacan, por un lado, inversiones directas, a fondo 
perdido o reintegrables, subvenciones, entendiéndose como tales la percepción de ayudas públicas en 
concepto de gasto compartido de inversión o mantenimiento dirigidas a la gestión forestal sostenible, 
créditos bonificados, que podrán ser compatibles con subvenciones e incentivos, la implantación de 
contratos temporales de gestión pública y un fondo de mejoras, y, por otro lado, sanciones que pueden 
consistir en multas, indemnizaciones sustitutivas o complementarias,  la paralización o suspensión 
temporal o definitiva de la actividad, la inhabilitación para realizar actividades de producción, gestión 
o aprovechamiento en el ámbito forestal, la revocación o suspensión de las autorizaciones o 
concesiones administrativas en los casos en que se produjese un incumplimiento de las condiciones de 
esas autorizaciones o concesiones, la privación del derecho a subvenciones o a otros beneficios 
otorgados por la Administración autonómica y sus entidades instrumentales relacionadas con la 
actividad forestal, durante el plazo de dos años a partir de la firmeza de la resolución en vía 
administrativa. Cfr., TESO GAMELLA, P., “La preocupación por el paisaje en la jurisprudencia”, op. 
cit., págs. 2341-2342 en relación con la zona de influencia prevista en la LC/1988 y al Plan 
Estratégico Nacional del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad regulado en la LPNBD/2007. 
 











CAPÍTULO QUINTO. RÉGIMEN JURÍDICO-SECTORIAL DEL SUELO DEL 
MEDIO RURAL EN LA LEGISLACIÓN ESTATAL ESPAÑOLA 


















Capítulo quinto. Régimen jurídico sectorial… 
 
 313 
CAPÍTULO QUINTO. RÉGIMEN JURÍDICO-SECTORIAL DEL SUELO DEL 




La cuestión del suelo del medio rural, y, en menor medida, la del suelo urbanizado, 
puede ser contemplada no sólo desde una vertiente estrictamente urbanística, sino también 
cabe abordarla desde otras ópticas íntimamente interrelacionadas. Nos estamos refiriendo a la 
ordenación del territorio, a la legislación sectorial y a la legislación medioambiental, ramas de 
nuestro ordenamiento jurídico que se desenvuelven, en ocasiones, con una visión más amplia 
del territorio y no con la concepción limitada del derecho urbanístico que, sólo desde la 
reforma de 1975, empezó a tener en cuenta otras realidades distintas de la ciudad al referirse a 
los valores medioambientales y a los planes directores territoriales.  
 
En efecto, una de las carencias más contradicciones más significativas de la 
legislación urbanística estatal tradicional se ponía de manifiesto con la pretensión de la 
ordenación integral del territorio nacional pero desde una perspectiva netamente urbanística. 
Si a ellos le sumamos el hecho de que nunca se llegaron a aprobar el Plan Nacional y los 
Planes Directores Territoriales caeremos en la cuenta de que no existía una normativa integral 
del territorio lo cual en el ámbito del suelo rural no sólo era criticable sino que repercutía 
negativamente al no poder evitar la proliferación de urbanizaciones ilegales y de 
aprovechamientos urbanísticos no acordes con su propia naturaleza. Así las cosas la 
inexistencia de técnicas equidistributivas, el escaso valor de los terrenos y una deficiente red 
de infraestructuras trajo consigo una degradación de amplias zonas territoriales. En este 
apartado nos centraremos en la afectación del suelo objeto de nuestro estudio desde la 
normativa mencionada que, si bien no se puede considerar como de reciente promulgación sí 
es cierto que el legislador sectorial tomó plena conciencia de su importante misión protectora 
del suelo del medio rural.  
 
Sin embargo, el panorama normativo no es del todo halagüeño. A modo de anticipo, 
quizás resulte necesario indicar que las diferentes competencias, tanto estatales como 
autonómicas y locales, complican una integración armónica de los diversos intereses en 
juego. Como recuerda GÓMEZ MANRESA, las competencias autonómicas exclusivas no 
pueden privar al Estado del ejercicio de las sectoriales de igual carácter por lo que no son 
compartimentos estancos y se debe efectuar una correcta coordinación. 640  
                                                 
640
 GÓMEZ MANRESA, Mª. F., Urbanismo y contratación pública, monografía RUE, 
Aranzadi Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2010, pág.20. 
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En este orden de consideraciones no resulta ocioso recordar la opinión de LÓPEZ 
RAMÓN641 que señala que las técnicas urbanísticas se preocupan del suelo no urbanizable 
sólo para evitar o controlar la aparición de edificaciones y de otros usos urbanísticos del 
suelo. 
 
Por eso cobra sentido la postura de PAREJA i LOZANO quien señala que “los 
espacios naturales objeto de declaración singular deben disfrutar de una especial prevalencia 
en relación a actividades o utilizaciones que puedan resultar contradictorias con el régimen de 
protección establecido” salvo que el Estado haya ejercido sus competencias en materias de 
interés general como puede ser el caso de la planificación económica general.642.  
 
Asimismo y desde otra vertiente diferente es preciso destacar que la competencia 
exclusiva que comentamos debe ponerse en relación con de dirección general de la economía 
que corresponde al Estado. En sentido, es muy significativa la STC 95/1987, de 10 de julio, 
RTC 1987\95. 
 
Los planes sectoriales, en cuanto instrumentos en los que las Administraciones 
Públicas competentes, plasman el ejercicio de su potestad reglamentaria, responden a 
objetivos previamente definidos por dichas normas sectoriales; objetivos que, como señala 
ESCARTÍN ESCUDÉ643, se refieren a la ordenación de los usos del dominio público, a la 
conservación y protección de recursos naturales,… 
 
Ahora bien, la labor del legislador sectorial no es la de clasificar y calificar suelo, sino 
la de enmarcar la labor del planificador urbanístico, que se verá compelido, a dotar a los 
suelos de una clasificación y de una calificación coherente y congruente con los valores que 
representan dichos terrenos según la citada legislación sectorial. Estos condicionantes podrán 
consistir en limitaciones de uso, enumeración de actividades incompatibles, en la 
consideración de determinadas porciones del territorio como sistemas generales 
urbanísticos,… Por tanto, constituye una creencia totalmente errónea considerar que el 
planificador urbanístico está absolutamente vinculado al legislador sectorial al modo de un 
estándar urbanístico de contenido concreto. 
 
                                                 
641
 LÓPEZ RAMÓN, F., Introducción al…, op.cit., pág. 45. 
 
642
 PAREJA i LOZANO, C., “Ordenación urbanística y proyectos sectoriales”, en V.V.A.A.: 
Estudios jurídicos sobre Urbanismo, Cedecs, Barcelona, 1998, págs. 73-74.  
 
643
 ESCARTÍN ESCUDÉ, V., El periurbanismo estatal. La ordenación urbanística del dominio 
público del Estado, Marcial Pons, Madrid, 2009, págs. 35-39. 
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Por otra parte, la cuestión que nos ocupa no se centra exclusivamente en estos 
aspectos sino que alcanza a las relaciones entre los diversos planes. Es esta una cuestión que 
suscita múltiples confrontaciones entre las diversas administraciones Públicas, como se 
demuestra con los variados pronunciamientos que ha debido de adoptar el Tribunal 
Constitucional, tanto en la resolución de recursos de inconstitucionalidad como en lo relativo 
a los conflictos de competencia constitucionales. 
 
Por tanto, las técnicas de colaboración y de coordinación implantadas por las diversas 
leyes sectoriales son de variada condición: en unos casos, se constituyen órganos de 
participación y decisión con representantes de las Administraciones implicadas; en otros 
casos, se conciertan convenios de colaboración y se constituyen conferencias sectoriales; 
también se suele utilizar la técnica del informe preceptivo, y en ocasiones vinculantes, en los 
diversos procedimientos que se adoptan, tanto en lo que hace a la aprobación de planes como 
en lo relativo a la emisión de licencias y autorizaciones siendo frecuente la aprobación de 
directrices y estrategias de actuación, con carácter orientativo, alternativo o vinculante según 
lo demanden las circunstancias. El grado mayor de protagonismo también se contempla 
mediante la aprobación por la Administración del Estado de determinados planes con eficacia 
vinculante. 
 
En suma y como advierten MENÉNDEZ GARCÍA y FERNÁNDEZ Y ACEVEDO644 
la superioridad de las competencias urbanísticas y de ordenación del territorio sobre las 
estatales sectoriales debe ser matizada porque estas últimas condicionan a las generales de 
forma legítima, es decir, “ha de reconocerse el carácter prevalente del título competencial 
estatal de modo que las competencias de otras entidades no puedan suponer la imposibilidad 












                                                 
644
 MENÉNDEZ GARCÍA, P. y FERNÁNDEZ Y ACEVEDO, R.:” Ferrocarriles”, en 
MARTIN REBOLLO, L. y BUSTILLO BOLADO, R. O., (Dirs.), Fundamentos de derecho 
urbanístico, II, 2ª ed.,  Aranzadi-Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2009, págs. 1473-1575. 
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II.- EL SUELO DEL MEDIO RURAL Y EL DERECHO DEL MEDIO AMBIENTE  
 
 
1.- Aproximación a los títulos competenciales 
 
 
Como ya hemos apuntado supra, la política medio ambiental presenta una clara 
imbricación en la política del suelo en general y en el régimen jurídico del suelo del medio 
rural en particular.645 A los efectos que ahora nos interesan, es preciso poner de manifiesto 
que múltiples aspectos del suelo rural resultan condicionados por las reglas implantadas para 
la protección de elementos específicos integrantes del medio ambiente, lo cual no significa 
que el planificador urbanístico no puede implantar reglas protectoras adicionales, que se 
materializarán en limitaciones de uso e, incluso, en prohibiciones absolutas de construcción. 
Así las cosas, el ejemplo más significativo de esta interrelación lo constituyen las limitaciones 
impuestas a la potestad discrecional de planificación urbanística.646 Sin embargo, lo que no 
                                                 
645
 BASSOLS COMAS M.  pone de manifiesto que la planificación territorial se encuentra 
influenciada por la planificación económica del desarrollo, el urbanismo, la ordenación del territorio, 
el desarrollo regional, las obras públicas y el medio ambiente. Asimismo destaca que la articulación 
de la ordenación del territorio y el medio ambiente en el nuevo modelo constitucional debe tomar en 
consideración como mínimo tres principios institucionales básicos e innovadores: a) la nueva 
dimensión de la Planificación Económica que a pesar de ser dirigida por el Estado, las Comunidades 
Autónomas deben formular previsiones y participar en el Consejo encargado de la elaboración de la 
planificación; b) el territorio pasa a ser una realidad sustantiva y no un espacio funcional periférico, 
razón por la cual se atribuye a las Comunidades Autónomas todas las competencias respecto a su 
ordenación y planificación (art. 148 y 149 y de modo singular—aunque con distintos matices—
urbanismo, ordenación del territorio, gestión de medio ambiente); y c)  el territorio es sede o locus de 
la estructuración de una Comunidad en régimen de autogobierno, razón por la cual reagrupa en su 
seno la gestión de todas las competencias territoriales en coordinación y cooperación con el Estado 
(70). BASSOLS COMAS M., “Ordenación del territorio y medio ambiente: aspectos jurídicos”, RAP, 
núm. 95, mayo-agosto 1981, págs. 87-88. Como advierte la STS de 29 de enero de 2010, Roj: STS 
298/2010, “los intereses públicos relativos al desarrollo urbanístico, en los términos que ahora se 
plantean, resultan de intensidad inferior a los relacionados con el medio ambiente y su preservación, 
que impulsan el desarrollo por la senda de lo razonable y sostenible.”  
 
646
 En palabras de la STC 306/2000, de 12 diciembre, F.J. 6º, “Sentado esto, debemos reiterar 
una vez más el carácter complejo y polifacético que presentan las cuestiones atinentes al medio 
ambiente (STC 102/1995 [RTC 1995, 102], de 26 de junio, F. 3). Desde la perspectiva que ahora 
interesa, dicho carácter se traduce en la transversalidad de las competencias sobre medio ambiente en 
su configuración constitucional en cuanto que, como dice la expresada STC 102/1995, el medio 
ambiente incide «en otras materias incluidas también, cada una a su manera, en el esquema 
constitucional de competencias (art. 148.1.1, 3, 7, 8, 10 y 11 CE)». Por ello lo ambiental es un factor a 
considerar en las demás políticas públicas sectoriales con incidencia sobre los diversos recursos 
naturales integrantes del medio ambiente (SSTC 102/1995, F. 6 y, en relación con la concreta técnica 
de evaluación de impacto ambiental, STC 13/1998, de 22 de enero [RTC 1998, 13], F. 7). En paralelo 
con esta doctrina cabe mencionar ahora el art. 6 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea 
(TCE [RCL 1999, 1205 ter]), que impone la integración de las exigencias ambientales en la definición 
de las políticas y acciones de la Comunidad Europea.”  
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parece ofrecer dudas es que estamos en presencia de dos ramas diferentes del ordenamiento 
jurídico, es decir, no puede confundirse el derecho del medio del medio ambiente con el 
derecho urbanístico. Sirva como argumento fundamental de lo comentado la regulación 
constitucional: se trata de competencias claramente diferenciadas, tanto desde el punto de 
vista material como subjetivo.  
 
No obstante, se caracterizan por una nota común: la coincidencia del ámbito 
territorial. Esta coincidencia, a la que tampoco es ajena la ordenación del territorio, exige 
determinar la aplicación, en el caso que nos ocupa, de las referidas competencias 
concurrentes. Para ello, debemos acudir a la doctrina constitucional, a tenor de la cual, y 
como principio básico, se puede destacar que prevalece la competencia específica sobre la 
más genérica (por todas, STC 69/1988, de 19 de abril, RTC 1988\69).647  
 
Dicho en otras palabras, es evidente que el legislador urbanístico se encuentra 
condicionado en la toma de determinadas decisiones por el legislador medioambiental que, 
como es conocido, presenta un carácter bifronte: el Estado dicta la legislación básica y la 
Comunidad Autonómica dicta la ley de desarrollo.648 Lo anterior lo confirma el Tribunal 
Constitucional cuando señala que  “la competencia autonómica exclusiva sobre urbanismo ha 
de integrarse sistemáticamente con aquellas otras estatales que, si bien en modo alguno 
podrían legitimar una regulación general del entero régimen jurídico, pueden propiciar, sin 




 Cfr. entre otras, la STC 197/1996, de 28 de noviembre, RTC 1996\197, F.J. 4, que no 




 Tal y como señala la STC núm. 90/2000 de 30 marzo, es claro que si el Estado es 
exclusivamente competente para dictar «la legislación básica sobre protección del medio ambiente» a 
dicha Comunidad Autónoma le corresponde «el desarrollo legislativo» de la normativa estatal y, por 
tanto, la facultad de establecer «normas adicionales de protección» en esta materia, siempre que las 
medidas legislativas autonómicas «sean compatibles, no contradigan, ignoren, reduzcan o limiten la 
protección establecida en la legislación básica del Estado», como hemos dicho en la STC 170/1989, 
de 19 de octubre ( RTC 1989\170). Asimismo destaca que “esta doctrina se contiene en la Sentencia 
102/1995, F. 8 y 9, donde, tras habernos apartado en un extremo de lo declarado en la Sentencia 
149/1991 respecto a la legislación básica del Estado en materia medioambiental, hemos precisado que 
si lo básico «consiste en el común denominador normativo para todos en un sector determinado», en 
esta materia lo básico «cumple más bien una función de ordenación mediante mínimos que han de 
respetarse en todo caso, pero que pueden permitir que las Comunidades Autónomas con competencia 
en la materia establezcan niveles de protección más altos, como ya se dijo en la STC 170/1989». 
Agregando que la legislación estatal básica «... tiene aquí simultáneamente carácter mínimo, como 
patrón indispensable para la protección del medio ambiente, fuera de cuyo núcleo entran en juego las 
normas que lo complementan y lo desarrollan, con la ejecución, sin fisura alguna de ese entero grupo 
normativo. Se trata, pues, de una estratificación de la materia por niveles, donde el estatal ha de ser 
suficiente y homogéneo, pero mejorable por así decirlo para adaptarlo a las circunstancias de cada 
Comunidad Autónoma» (ibíd. F. 9). Doctrina que se ha reiterado en la STC 156/1995, de 28 de 
noviembre, RTC 1995\156, F. 4.” 
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 318 
embargo, que se afecte puntualmente a la materia urbanística.” (STC 61/1997, F.J. 6).649 Pero 
no se puede concluir que, la carencia de competencia directa del Estado en el urbanismo y en 
la ordenación del territorio, determine la desvinculación estatal cuando nos estamos refiriendo 
al régimen jurídico del suelo en el medio rural. 
 
Por otra parte, y para poder conocer la influencia de la normativa ambiental en el 
ámbito rural, no puede perderse de vista que, para el Tribunal Constitucional, el medio 
ambiente queda referido a la conservación y protección de la naturaleza (RTC 1985\80/1985, 
de 4 de julio), lo que conduce a reconocer al legislador estatal competencias sectoriales sobre 
los usos del suelo rural, porque “no puede negarse la competencia estatal para hacer posible- 
a través del planeamiento que corresponda a la Administración competente- la declaración de 
áreas de especial protección y las prohibiciones de usos incompatibles con aquéllas.” (STC 
61/1997, F.J.16).650  
 
Teniendo en cuenta estas ideas se procederá a examinar, de forma somera, las 
principales reglas ambientales que inciden sobre el suelo del medio rural, no sin antes 
destacar que se puede generar responsabilidad patrimonial de la Administración, derivada de 
las limitaciones establecidas por las leyes dictadas en materia de parques naturales.  
 
En este sentido se puede citar la Sentencia del Tribunal Supremo  de 14 de febrero de 
2006 (RJ 4437) en la cual se establece, en relación con la Ley de Parques Naturales de la 
Comunidad Autónoma de Castilla y León,  que el transcurso del plazo de un año desde la 
entrada en vigor de dicha Ley no impide afirmar la responsabilidad patrimonial de la 
Administración ya que el daño consistente en las limitaciones al derecho de la propiedad, en 
concreto el ejercicio de la caza en un coto, se mantiene en el tiempo hasta el final del período 
de arrendamiento de la finca para el ejercicio de dicha actividad.  
 
                                                 
649
 Desde el ámbito del urbanismo sostenible, la doctrina destaca la concurrencia de 
competencias estatales (medio ambiente, filo-ambientales y regulación del derecho de propiedad) y de 
competencias autonómicas (protección adicional del medio ambiente, urbanismo y ordenación del 
territorio). Cfr. MORENO MOLINA, Á, M., Urbanismo y…, op.cit., pág. 172. A su vez debe tenerse 
en cuenta que la jurisprudencia constitucional diferencia entre medio ambiente (de alcance genérico) y 
espacios naturales protegidos  si bien reconoce sus inevitables interrelaciones. (Por todas, cfr., la STC 
195/1998, de 1 de octubre (RTC 1998\195). 
 
650
 VELASCO CARDENAL concluye que “el suelo no urbanizable debe ser tenido en cuenta 
no sólo cuando presente valores dignos de ser protegidos (conforme a las diferentes normativas de 
medio ambiente y sectoriales) sino siempre que exista la más mínima posibilidad de preservar valores 
ambientales y en todo caso siempre que en un plazo razonable de tiempo no sea necesaria la 
incorporación de mayores superficies de suelo al proceso urbanizador.” VELASCO CARDENAL, P., 
”Análisis ambiental del suelo no urbanizable”, RADA, núm. 10, 2006, págs. 113-134. 
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Por último, y no por ello resulta de menor interés, es preciso poner de relieve que la 
vinculación de la legislación ambiental (por ejemplo la LPNB/2007) lleva a entender que la 
clasificación del suelo que mejor encaja sea la de suelo no urbanizable de especial protección 
aunque esto no es un axioma absoluto puesto que, en ocasiones, dentro de las zonas 




2.- La protección de suelos de alto valor ambiental 
 
 
La protección de los espacios naturales se articula a través de una serie de medidas 
preventivas, de declaraciones legales y administrativas  y de planes sectoriales específicos. En 
este contexto, cabe recordar que, la declaración de un espacio territorial como Parque 
Nacional, implica la prohibición de urbanización y de edificación, sin perjuicio de lo que 
determine el Plan Rector de Uso y Gestión (art. 13.5 LPNB/2007).652 Por otra parte, la 
inclusión de terrenos en la Red Natura 2000653, al igual que dentro de cualquiera de las 
figuras de espacios naturales protegidos, trae consigo una ablación de derechos y un 
                                                 
 
651
 Refiriéndose a la derogada Ley 4/1989, cfr., en este sentido DE ROJAS MARTÍNEZ-




 Asimismo la subordinación del régimen jurídico urbanístico a la legislación de espacios 
naturales se pone de manifiesto en relación con los Planes de Ordenación de Recursos Naturales y con 
los Planes Rectores de Uso y Gestión. Si bien los primeros obedecen al modelo de planificación 
estratégica, no es menos cierto que contienen reglas relativas al uso del suelo que constituyen 
auténticas ordenaciones espaciales que deberán ser observadas por los planes urbanísticos, hasta el 
punto en que los planes existentes deberán adaptarse a los primeros (art. 18.2 LPNB/2007) y ser 
objeto de revisión de oficio si incumplen las determinaciones de los Planes Rectores de Uso y Gestión 
(art. 30.6 LPNB/2007). Es más, este sistema de planificación contempla los recursos naturales desde 
una óptica integral y de conjunto lo que redunda en una previsión ex ante del régimen de usos: es 
decir, primero se planifican los usos y después se  seleccionan los espacios a proteger. Pero además el 
legislador les atribuye una primacía no sólo sobre los planes urbanísticos sino también sobre los 
planes de ordenación del territorio. Para un supuesto de declaración de espacio protegido por el 
legislador y de posterior plan rector de uso y gestión puede verse la STS de 15 de marzo de 2012, RJ 
2012\4603.  
653
 Es preciso recordar que la inclusión de una parcela en la Red Natura 2000 está dotada de una 
protección reforzada frente a su desclasificación. Así el art. 48  LPNB/2007,  dispone que ”la 
descatalogación total o parcial de un espacio incluido en Red Natura 2000 solo podrá proponerse 
cuando así lo justifiquen los cambios provocados en el mismo por la evolución natural, 
científicamente demostrada, reflejados en los resultados del seguimiento definido en el artículo 
anterior. En todo caso, el procedimiento incorporará un trámite de información pública, previo a la 
remisión de la propuesta a la Comisión Europea.”  
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incremento de los deberes de sus propietarios.654 La problemática indemnizatoria ha sido 
abordada por la legislación sobre espacios naturales protegidos. Como ejemplos a tener en 
cuenta, nos centraremos en la legislación básica estatal y en la legislación gallega.  
 
Respecto a la primera, cabe extraer la siguiente conclusión: la expropiación forzosa se 
aplica en defecto de acuerdo voluntario. Así las cosas, el art. 13.3 LPNB/2007, contempla una 
serie de prohibiciones que pueden afectar a situaciones actuales y en ejercicio. Para 
compatibilizar la declaración del espacio como Parque Nacional y dichas actividades, se 
refiere a la adopción de las “medidas precisas para su eliminación, dentro del plazo que a tal 
efecto establecerá la Ley declarativa”, “de las medidas precisas para la corrección de sus 
efectos, dentro del plazo que a tal efecto establecerá la Ley declarativa”, advirtiendo el 
art.13.4 que ”en la aplicación de las medidas a que se refiere el apartado anterior se dará 
preferencia a los acuerdos voluntarios para la adquisición de los derechos afectados.”655  
 
En términos similares, previene el art. 4 LPNB/2007, que, si bien atribuye al 
“patrimonio natural y a la biodiversidad una función social relevante por su estrecha 
vinculación con el desarrollo, la salud y el bienestar de las personas y por su aportación al 
desarrollo social y económico”, efectúa una declaración genérica de “utilidad pública o 
interés social, a todos los efectos y en particular a los expropiatorios, respecto de los bienes o 
derechos que pudieran resultar afectados” y fomenta “los acuerdos voluntarios con 
propietarios y usuarios de los recursos natural. 
 
Por otra parte, debe subrayarse que las determinaciones de los Planes de Ordenación 
de Recursos Naturales se imponen a los planes urbanísticos por lo que el planificador 
urbanístico está vinculado por su ámbito territorial. En este sentido el tenor literal del art. 9. 2. 
LPNB/2007 es el siguiente: ”Cuando los instrumentos de ordenación territorial, urbanística, 
de recursos naturales y, en general, física, existentes resulten contradictorios con los Planes 
de Ordenación de Recursos Naturales deberán adaptarse a éstos. En tanto dicha adaptación no 
tenga lugar, las determinaciones de los Planes de Ordenación de Recursos Naturales se 
aplicarán, en todo caso, prevaleciendo sobre dichos instrumentos”.  
                                                 
654
 Este aserto no admite discusión puesto que el ordenamiento jurídico subordina el interés de 
los particulares al interés de la protección de la naturaleza en general. No obstante, es preciso indagar 
sobre las técnicas y sobre los mecanismos que, de alguna manera, compensen esta disminución. Para 
ello, cabe anotar, como cuestión previa, que, en ocasiones, se tratará de actuaciones expropiatorias 
mientras que, en otras, nos encontraremos con la correspondiente delimitación de la propiedad, 
llevada a cabo por normas o por planes administrativos. 
 
655
 PONS CÁNOVAS, F., La incidencia de las intervenciones administrativas en el derecho de 
propiedad, Marcial Pons, Madrid, 2004, pág. 59, explica que se produce una vulneración del 
contenido esencial del derecho de propiedad cuando se impide cualquier forma de aprovechamiento 
natural tradicional propia de cada finca, ya sea agrícola, ganadera, forestal, silvícola o cinegético. 
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Este precepto responde a una regulación tradicional de la materia de la que se hace 
eco, entre otras, la STS de 19 noviembre 2010 JUR 2010\404653 a cuyo tenor:” F.J.3º (…). 
Por tanto, esa prevalencia de la planificación ambiental sobre la urbanística está sólidamente 
asentada en nuestro ordenamiento jurídico, habiendo sido además resaltada por la 
jurisprudencia, siendo muestra de ello las sentencias de 27 de noviembre de 2003 ( RJ 2003, 
8850) , (casación 8459/1999 ) y 13 de noviembre de 2009 ( RJ 2010, 1745)  casación 
3511/2005 ); no habiendo razones para dudar de la plena constitucionalidad de esta 
prevalencia”. 
 
De todas formas, recuérdese que el plus valor de los planes ambientales que 
comentamos frente a los urbanísticos y a los sectoriales admite una excepción que consiste en 
la presencia de razones imperiosas de interés público de primer orden.656 
 
En relación a la segunda es de matizar que, al igual que sucede con la ley de Valencia 
11/1994, el legislador gallego es muy cauto. Esto explica que se exija la concurrencia 
simultánea de varios requisitos, según reza el art. 29.2:” que incidan sobre derechos 
efectivamente incorporados al patrimonio del titular; que afecten a usos o aprovechamientos 
legal y efectivamente ejercidos en el momento de imposición de la restricción; que se 
produzca una lesión patrimonial efectiva, actual y cuantificable en términos monetarios y que 
se trate de limitaciones singulares no susceptibles de distribución entre los afectados.” Este 
planteamiento se podría resumir, a juicio de LÓPEZ RAMÓN657, en la concurrencia 
simultánea de dos requisitos: afectar a usos y actividades permitidos en suelo no urbanizable 
(o en el “mundo rural”) y encontrarse efectivamente en ejercicio por sus titulares.  
 
Sin embargo, pudieran acontecer supuestos de privaciones singulares que, como 
señala LÓPEZ RAMÓN658,” podrían afectar a derechos que no se encuentran en ejercicio 
efectivo pero que forman parte del contenido esencial de la propiedad u otros derechos 
                                                 
656




 LÓPEZ RAMÓN, F., “El régimen de las indemnizaciones por las privaciones singulares 
derivadas de la legislación de conservación de la biodiversidad”,  Actualidad Jurídica Ambiental, 
núm. 3 junio, 2009, pág. 11. Asimismo advierte este profesor que no siempre afectará al suelo no 
urbanizable ya que puede existir “una previa clasificación y calificación urbanística de los predios que 
haya podido generar derechos consolidados al aprovechamiento urbanístico”. LÓPEZ RAMÓN, F., 
“El régimen de las indemnizaciones,…”, op.cit., pág.12. Cfr., la STS de 30 de noviembre de 2010, 




 LÓPEZ RAMÓN, F., “El régimen de las indemnizaciones,…”, op.cit., pág. 12. De acuerdo 
con la STS de 17 mayo de 2012, RJ 2012\6805, la conservación de los usos propios del suelo no 
urbanizable sometidos a un plan especial de protección enervan la indemnización por vinculación 
singular. 
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patrimoniales: derechos consolidados con independencia de que se encuentren o no en 
ejercicio directo. 
 
En la línea de lo comentado conviene, por último, repasar brevemente, el tratamiento 
urbanístico de la Red Natura 2000. El art. 13.4 TRLS/2008 permite únicamente alterar la 
delimitación de los espacios naturales protegidos o de los espacios incluidos en la Red Natura 
2000, reduciendo su superficie total o excluyendo terrenos de los mismos, cuando así lo 
justifiquen los cambios provocados en ellos por su evolución natural, científicamente 
demostrada. Este precepto suscita las siguientes preguntas: La inclusión en este precepto de 
los mencionados, ¿conlleva siempre que los mismos posean la situación básica de suelo 
rural?; ¿no estaría vulnerando la normativa constitucional el derecho de los Estados 
miembros, en concreto, a las normas sobre régimen del suelo rural? Más allá de la reflexión 
teórica a formular, es importante poner de manifiesto que, la política comunitaria de 
protección del medio ambiente, se superpone a la normativa urbanística estatal, lo cual, desde 
nuestro punto de vista, sólo puede conducir a una conclusión: la delimitación de los espacios 
de la Red Natura no puede verse afectada por las normas internas de los Estados miembros.659  
 
 
3.- Un ejemplo concreto: el Decreto 64/2009, de 19 de febrero, por el que se 
aprueba el Plan de ordenación de los recursos naturales del parque natural de A 
Baixa Limia-Serra do Xurés. 
 
 
La importancia de este parque natural radica, no sólo en los valores protegidos en este 
tipo de espacio, sino en que afecta a territorios incluidos en la Eurorregión Galicia Norte de 
                                                 
659
 Esta conclusión debe matizarse a la vista de los antecedentes comunitario, tal y como ha 
señalado un sector doctrinal. Así, refiriéndose a la Directiva de hábitats, GARCÍA URETA, A., 
”Cuestiones sobre régimen jurídico de la Red Natura 2000”, Derecho del Medio Ambiente y 
Administración Local, Fundación Democracia y Gobierno Local, pág. 724, indica  que, la referida 
Directiva es regresiva en relación con la jurisprudencia emanada sobre la Directiva de aves silvestres. 
Destaca el Asunto C-57/89, Comisión v. Alemania, en el que el TJCE dictaminó que  si bien es cierto 
que los Estados miembros disponen de cierto margen de apreciación al escoger los territorios más 
apropiados para clasificarlos como Zona de Especial Protección de las Aves (ZEPA), por el contrario 
no pueden disponer del mismo margen de apreciación, para modificar o reducir la superficie de dichas 
zonas, ya que ellos mismos reconocieron en sus declaraciones que dichas zonas reúnen las 
condiciones de vida más apropiadas para las especies enumeradas en la Directiva. La facultad de los 
estados miembros para reducir la superficie de una ZEPA sólo podía estar justificada por razones 
excepcionales: a) debían obedecer a un interés general superior al interés al que responde el objetivo 
ecológico al que se refiere la Directiva, y b) estas medidas debían limitarse al estricto mínimo y sólo 
podían acarrear la menor reducción posible de la zona de protección especial. La Directiva de hábitats 
rompe con este estricto criterio, añadiendo amplias y, en algún caso, cuasi omnicomprensivas 
excepciones, como pueden ser los motivos socio-económicos. 
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Portugal que se estudiará en epígrafes. Esta ha sido una de las razones que nos han impulsado 
a detenernos en el estudio del plan que lo ordena, si bien el análisis no pretende ser 
exhaustivo sino simplemente orientado a los objetivos que se pretenden alcanzar con este 
proyecto de tesis.  
 
Tal y como ya avanzamos la vinculación de este plan sectorial sobre los planes 
urbanísticos, y, consecuentemente con el régimen jurídico del suelo del medio rural, se 
manifiesta, de forma rotunda, en su art. 4, al señalar, de una parte, que será obligatorio y 
ejecutivo, y, de otra parte, que  prevalecerá sobre cualesquiera otros instrumentos de 
ordenación territorial o física, constituyendo sus disposiciones un límite para éstos, cuyas 
determinaciones no podrán alterar o modificar. Asimismo se reconoce su carácter vinculante  
para cualesquiera otras actuaciones, planes o programas sectoriales.660 
 
A partir de la zonificación661 se definen las diferentes categorías de protección que 
condicionen los usos, aprovechamientos y actuaciones en cada una de ellas. A su vez, el plan 
se apoya en una regulación de usos y actividades, regulación que se establece de forma 
genérica para todo el ámbito del espacio natural, o bien de forma específica para las 
diferentes unidades territoriales fijadas en la zonificación del espacio y que diferencia entre 
los posibles usos y aprovechamientos de los recursos naturales como permitidos, autorizables 
y no permitidos en función de su incidencia sobre los valores que motivaron su 
declaración.662 
                                                 
660
 El sistema que se utiliza para la protección y ordenación de este parque natural es el de la 
zonificación jerarquizada, que como advierte el art. 11.1, consiste en cuatro categorías acordes con las 
establecidas en el Plan Director de Ordenación de los recursos naturales y del Medio Físico de la Red 
Natura 2000: Zona de Reserva, Zona de Interés Prioritario para la Conservación, Zona de Uso 
Restringido y Zona de Uso General.  
 
661
 Señala AGUDO GONZÁLEZ que la zonificación que llevan a cabo los PORN “supone la 
suplantación o confusión de contenidos propios del PRUG”. La explicación la encuentra en que el 
ámbito territorial del PORN no se limita a los espacios protegidos. (AGUDO GONZÁLEZ, J., 
Incidencia de la protección del medio ambiente en los usos del suelo, op.cit., pág. 49.) 
 
662
 Según el art. 13 se considera uso permitido cualquier actividad compatible con los objetivos 
de la declaración del espacio natural, como integrante de la Red Gallega de Espacios Protegidos y de 
la Red Natura 2000. Puede, por lo tanto, desarrollarse sin limitaciones especiales, bien en su totalidad, 
o bien en las áreas donde la categoría de zonificación así lo permita. Se considera uso autorizable, 
aquel uso que, bajo determinadas condiciones, es compatible con objetivos de conservación del 
espacio natural y de los componentes clave de la biodiversidad, al no llevar consigo un deterioro 
significativo, a corto o medio plazo, de sus valores. El organismo autonómico competente en materia 
de medio ambiente y conservación de la naturaleza evaluará el grado de significación de la actividad y 
podrá autorizarla tras asegurarse de que no causará perjuicio a la integridad del lugar en cuestión, 
proponiendo, en su caso, medidas preventivas y compensatorias, con el fin de asegurar que la 
mencionada actividad no alcance los límites establecidos en el apartado 6.3º de la Directiva 
92/43/CEE y en la Ley 42/2007. Dentro de la categoría de uso autorizable se incluyen también 
actividades que, sin tener una relación directa con la gestión de los espacios de la Red Natura 2000 o 
sin ser necesarias para esta, puedan afectar de forma significativa a los citados lugares, ya sea 
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En suma, y como subraya DE ROJAS MARTÍNEZ-PARETS refiriéndose a la 
derogada Ley 4/1989, “las zonas de un espacio natural se delimitan por un criterio 
principalmente ecológico, aunque también paisajístico, de productividad, geográfico,…, y 
habitualmente, en adecuación a tales características les corresponde una ordenación donde se 
permiten determinados usos y se limitan otros.”663 
 
Fieles a nuestro compromiso de un análisis somero no podemos, sin embargo, dejar de 
mencionar la afectación de los usos urbanísticos existentes o a implantar en el ámbito 
territorial de este parque natural. Por ello, es preciso señalar que el art. 30, se ocupa de la 
ordenación territorial y del urbanismo. En dicho precepto el plan distingue entre objetivos, 
directrices y normativa general.  
 
Respecto a los primeros se enumeran como tales los de contribuir a la ordenación y 
protección del medio rural, de los núcleos rurales de población que se sitúen en el espacio 
natural, y del patrimonio rural, fomentar el desarrollo socioeconómico del territorio 
posibilitando la creación de nuevas áreas de expansión urbanística o de equipamientos y 
servicios que no pongan en riesgo los valores naturales y paisajísticos del espacio y garantizar 
que los proyectos de actividades y obras, tanto de promoción pública como privada, 
contemplen desde el inicio la consideración de los posibles impactos ambientales, el estudio 
de alternativas, y las medidas correctoras y compensatorias necesarias para la minoración, en 
su caso, de los efectos negativos producidos, así como su adecuación ecológica y paisajística. 
 
En cuanto a las directrices son especialmente significativas las de clasificar el suelo 
con el fin de asegurar la protección y conservación del paisaje y de los componentes clave del 
espacio natural, la de la integración paisajística de las edificaciones y de mantenimiento del 
estilo tradicional del espacio natural con especial atención a la tipología y volúmenes, así 
como a los materiales de cubiertas y fachadas, la de la elaboración de estudios o catálogos 
sobre la arquitectura tradicional del espacio natural, la del fomento de la rehabilitación de 
edificios frente a la construcción de otros nuevos, la del relevo de los elementos constructivos 
distorsionantes por otros más acordes con los tipos tradicionales del espacio natural, la de 
                                                                                                                                                                       
individualmente o en combinación con otros planes y proyectos. Estas actividades, de acuerdo con el 
art. 6.3º de la Directiva 92/43/CEE, se someterán a una idónea evaluación de sus repercusiones en el 
lugar, habida cuenta de sus objetivos de conservación. A la vista de las conclusiones de la evaluación 
de las repercusiones en el lugar, y supeditado a lo dispuesto en el apartado 6.4º de la mencionada 
directiva, el organismo competente en materia de medio ambiente y conservación de la naturaleza sólo 
se declarará de acuerdo con dicho plan o proyecto tras asegurarse de que no causará perjuicio a la 
integridad del lugar en cuestión y, si procede, tras someterlo a información pública. La directiva 
mencionada también se aplica a los planes o proyectos a probados por el legislador. (STSJCE de 16 de 
febrero de 2012, LA LEY 4927/2012).  
 
663
 DE ROJAS MARTÍNEZ-PARETS F., Los espacios naturales protegidos, op. cit., pág. 287. 
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evitar la formación de pantallas arquitectónicas y garantizar la integración paisajística de las 
viviendas y su armonía con el entorno, la del inventario de edificios, elementos o conjuntos 
arquitectónicos, espacios colectivos, etc., que sean de interés por su valor arquitectónico, 
histórico, social o cultural con el objeto de facilitar su rehabilitación y conocimiento y se 
promoverá la protección y conservación de las edificaciones más valiosas.  
 
¿Qué se entiende por pantallas arquitectónicas? Para la STS de 25 de septiembre de 
2009, Roj: STS 6070/2009 y para la STS de 27 de noviembre de 2009, Roj: STS 7155/2009, 
las pantallas arquitectónicas se caracterizan por “interponer o intercalar una barrera artificial 
edificatoria entre el mar y el entorno (...), ajena y extraña a los elementos naturales propios de 
la zona de influencia y a su configuración natural. Debe suponer un obstáculo para la 
protección del valor del paisaje, rompiendo su armonía. Y, en fin, comportar una intromisión 
insoportable en los equilibrios naturales”. 
 
Por último, en relación con la normativa general cabe distinguir lo siguiente: sobre el 
marco de las normas generales ambientales y urbanísticas, el  plan establece una regulación 
de ciertas actividades con el fin de garantizar un uso sostenible de los recursos naturales y el 
cumplimiento de los objetivos de conservación del espacio natural; los terrenos que no se 
encuentren en suelo urbano (figuras de suelo urbano consolidado y suelo de núcleo rural 
tradicional establecidas por la Ley 15/2004) se utilizarán de conformidad con su naturaleza y 
con lo establecido en el plan y se dedicarán preferentemente, dentro de los límites que 
dispongan las leyes y la ordenación territorial y urbanística, a los usos agrícolas, ganaderos, 
forestales, cinegéticos o cualquier otro vinculado a la utilización racional de los recursos 
naturales; con carácter excepcional, podrán legitimarse actos y usos específicos que sean de 
interés público o social por su contribución a la ordenación y al desarrollo rural o porque se 
sitúen en medio rural que, en determinados caso, exigirán la tramitación de  un procedimiento 
de evaluación ambiental; subordinación a la legislación sectorial ambiental, cultural, 
histórica, arqueológica, científica y paisajística; como criterio general, se consideran 
autorizables los usos y las actividades urbanísticas que se realicen conforme a las normativas 
estatales, locales y autonómicas y que, por consiguiente, estén amparados en un instrumento o 
plan urbanístico adaptado a dicho marco normativo, o en un plan especial de dotaciones, 
siempre y cuando se desarrollen de manera respetuosa con los objetivos de conservación del 
espacio natural y no provoquen una afección significativa sobre su integridad, la calidad del 
paisaje y el funcionamiento de los ecosistemas, y no suponga una reducción del estado de 
conservación de los hábitats de interés comunitario o de las áreas prioritarias de las especies 
de interés para la conservación; los organismos autonómicos competentes en materia de 
medioambiente y conservación de la naturaleza y en materia de urbanismo y ordenación del 
territorio podrán establecer criterios específicos con el fin de asegurar los objetivos de 
conservación del espacio natural, la sostenibilidad y protección del territorio y de los propios 
núcleos rurales; para el desarrollo de las actuaciones urbanísticas, incluyendo la realización 
de edificaciones, será necesaria la autorización del organismo autonómico competente en 
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materia de medioambiente y conservación de la naturaleza, que se desarrollará en 
conformidad al art. 6 de la DC 92/43/CEE, independientemente del resto de las autorizaciones 
por parte de otros organismos competentes, y, por último, los cierres de los terrenos se 
ajustarán a las disposiciones establecidas en las normativas sectoriales vigentes y en el 
plan.664 
En suma, la relevancia del plan comentado es de tal magnitud que resulta conveniente 
recordar que los planes de ordenación de recursos naturales pueden incluir dentro de su 
ámbito como suelo protegido aquellos terrenos clasificados como urbanos o como 
urbanizables por un plan urbanístico confirmado mediante sentencia firme siempre que se 
justifiquen las características naturales tal y como recuerda la STS de 13 de noviembre de 
2009, RJ 2010\1745. 
  
 
4.- El paisaje  
 
 
El régimen jurídico del paisaje presenta unos perfiles ambiguos, dada la difícil 
aprehensión del objeto protegido. En efecto, y aunque no se trata de una cuestión de reciente 
aparición (recuérdese que una de las normas urbanísticas de aplicación directa tradicional es 
la consecución de la armonía del paisaje.), sin embargo, no es menos cierto que sólo hasta 
fechas relativamente cercanas el legislador se ha preocupado de implantar una regulación 
jurídica sectorial sobre el paisaje.665 En este sentido MARTÍN-RETORTILLO VAQUER, ya 
                                                 
664
 La relación entre los Planes sectoriales de protección de la naturaleza y los planes 
urbanísticos presenta múltiples facetas. Así la STS de 18 mayo 2012, JUR 2012\194245, afirma que” 
Un Plan de Ordenación de los Recursos Naturales es un instrumento de planificación medioambiental 
que responde a distintos fines y se rige por diferentes normas que los planes urbanísticos, sobre los 
que prevalece y ostenta superior rango jerárquico. Por ello, como señaló la sentencia de esta Sala de 
13 de noviembre de 2009 (RJ 2010, 1745)  (casación 3511/2005 ) ni siquiera una sentencia judicial 
que clasifique en un plan urbanístico una determinada finca como suelo urbanizable o urbano impide 
que un PORN posterior la incluya luego en su ámbito de actuación medioambiental, como suelo 




 El carácter secundario de los valores paisajísticos en la planificación territorial y urbanística 
lo pone de manifiesto BASSOLS COMAS. (BASSOLS COMAS, M., “La planificación urbanística: 
su contribución a la protección del medio ambiente”, en ESTEVE PARDO, J., (Coord.), Derecho del 
medio ambiente y administración local, Fundación Democracia y Gobierno Local, Barcelona, 2006, 
pág. 698). Para la STS de 8 de marzo de 1999, RJ 1999\2167, el interés por la conservación y 
mantenimiento de los valores paisajísticos no lo ostentan de forma exclusiva los municipios del lugar 
correspondiente sino que también aquellas Administraciones que tengan atribuidas competencias de 
vigilancia y control.  
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señalaba en 1973 que el paisaje era un problema actual al que ya se refería la LRL/1955 y que 
se contemplaba por el ordenamiento jurídico de una forma sectorial y fragmentaria.666 
 
Lo anterior no significa que el paisaje no constituyese un objeto protegible. Así en el 
ámbito urbanístico no sólo se recogía la referida norma de aplicación directa sino que también 
se preveía la posibilidad de un Plan especial de protección amén de la clasificación del suelo 
recogida en los Planes Generales de Ordenación Municipal.667 
 
 El propósito de este epígrafe es comentar, de forma somera, las principales líneas de 
actuación teniendo presente que la normativa gallega será analizada en detalle dentro del 
estudio de los tipos de suelo rústico. Esta situación normativa viene acelerada por la 
suscripción de España del Convenio Europeo del Paisaje668, celebrado en Florencia en el seno 
del Consejo de Europa el 20 de octubre de 2000, aunque entró en vigor en febrero de 2008. A 
raíz de dicha firma, si bien no existe una norma estatal, de general aplicación sobre la materia, 
pese a la competencia exclusiva estatal, ex art. 149.1.23 CE, determinadas Comunidades 
Autónomas han adoptado diversas leyes. A día de hoy, disponen de dicha normativa, Galicia 
                                                 
666
 MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, L., “Problemas jurídicos de la tutela del paisaje”, RAP, 
núm., 71, 1973, págs. 423-441. Este profesor alude a la Ley 38/1972, de 22 de diciembre, sobre 
protección del ambiente atmosférico, la Ley de Caza, de 4 de abril de 1970,  la legislación sobre 
centros y zonas de interés turístico nacional, la Ley de 13 de mayo de 1933, sobre protección del 
patrimonio artístico nacional y a la legislación forestal. 
 
667
 Según LASAGABASTER HERRARTE y LAZCANO BROTÓNS además había que tener 
en cuenta las normas sectoriales entre las que mencionan las relativas a los espacios naturales 
protegidos, parques naturales u otras figuras similares recogidas en regulaciones específicas y las 
normas protectoras del litoral, de los montes o de los ríos cuando, por ejemplo, establecen 
servidumbres que limitan ciertos usos o cuando se declara un bien dominio público. 
(LASAGABASTER HERRARTE, I. y LAZCANO BROTÓNS, I.: “Protección del paisaje y espacios 
naturales protegidos”, RVAP, núm. 70, 2004, págs. 125 a 187.)  
 
668
 Como señala SERRANO RODRÍGUEZ este Convenio es el único tratado internacional 
existente que se centra en la protección, gestión y ordenación de los paisajes, con la intención de dotar 
de carácter jurídico y de organizar la cooperación de las administraciones y de los ciudadanos 
europeos en materia de paisaje. Para asegurar la integración del paisaje en las políticas territoriales son 
necesarios acuerdos estratégicos entre los diferentes niveles de la administración con capacidad de 
transformar el territorio (administración del Estado, Autonómicas y Locales) y entre los diversos 
organismos y departamentos de cada administración con dichas capacidades (concertación horizontal 
y vertical) SERRANO RODRÍGUEZ A., ”La problemática de la urbanización ante la sostenibilidad 
ambiental y el paisaje”, I Congreso de Urbanismo y Ordenación del Territorio “Ciudad y territorio”, 
Colegio de ingenieros de caminos, canales y puertos, Madrid, 2009, págs. 85 -86. Para 
LASAGABASTER HERRARTE, I. y LAZCANO BROTÓNS, I., “Protección del paisaje y espacios 
naturales protegidos”, RVAP, núm. 70, 2004, págs. 125 a 187), el Convenio europeo subraya el 
elemento subjetivo del concepto de paisaje y elimina la distinción entre paisaje natural y paisaje 
cultural.  
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(ley 7/2008, de 7 de julio), Cataluña669 (ley 8/2005, de 8 de junio) y Valencia (ley 4/2004, de 
30 de junio).670  
 
 En suma, los valores paisajísticos debidamente acreditadas parecen exigir la clasificación 
como suelo no urbanizable de especial protección tal y como se desprende de la STS de 14 de 
febrero de 2007, Roj: STS 1520/2007 que razona lo siguiente:” un adecuado proceder 
proteccionista, condicionado por la singularidad paisajística del lugar, y cuya escasez en la 
zona es lo determinante de su protección.” ¿Por qué decimos parecen? Pues la razón reside en 
















                                                 
669
 La defensa del paisaje se garantiza con el informe de impacto e integración paisajística 
dentro de los procedimientos de declaración y evaluación del impacto ambiental, informe que 
resultará integrado en la correspondiente declaración de impacto ambiental. De acuerdo con la 
legislación catalana se requiere dicho Estudio: en primer lugar, en aquellas actuaciones, usos, 
actividades y nuevas construcciones en suelo no urbanizable que deban autorizarse de acuerdo con la 
LUCataluña/2010; en segundo lugar, en aquellos supuestos en los que lo requiera el planeamiento 
territorial o urbanístico, y finalmente en aquellos supuestos en los que así lo establezca cualquier ley o 
disposición general.  
 
670
 Existe un proyecto de ley de la Comunidad Autónoma del País Vasco que se está tramitando 
en el Parlamento vasco. Por su parte, la referida ley valenciana establece normas específicas de 
aplicación directa para el medio rural de muy diferente signo: salvo que un determinado asentamiento 
rural admita esa tipología las construcciones en el medio rural no podrán presentar características 
tipológicas o las soluciones estéticas propias de zonas urbanas; se prohíbe  la colocación y el 
mantenimiento de anuncios, carteles y vallas publicitarias, excepto aquellos de carácter institucional o 
que tengan una finalidad informativa;  los carteles informativos y de carácter institucional deberán 
tener las características que determine la Administración competente requiriéndose una autorización 
demanial y las nuevas edificaciones deben armonizar con las tradicionales y con las de valor 
arquitectónico o etnográfico.  
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III.- EL SUELO DEL MEDIO RURAL Y LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO  
 
Como ya nos consta, el urbanismo, ordenación del territorio y el medio ambiente son 
funciones públicas que presentan múltiples vínculos de conexión671. Por ello se hace 
necesario estudiar, siquiera someramente, sus aspectos esenciales.  
 
La ordenación del territorio ha sido definida en la Carta Europea de Ordenación del 
Territorio de 23 de mayo de 1983,  como la "expresión espacial de la política económica, 
social, cultural y ecológica de toda sociedad". A nivel de derecho europeo comparado se 
vislumbran dos modelos tal y como pone de manifiesto LÓPEZ RAMÓN: el primero, al que 
obedecen el modelo alemán y el último modelo francés, configuran la ordenación del 
territorio como una política de planificación espacial vinculada a intereses supralocales y a 
objetivos de protección ambiental, mejora de la calidad de vida y equilibrio regional. El 
segundo, seguido por la Comunidad Europea vincula el modelo espacial a las políticas 
sectoriales con trascendencia territorial.672 
 
Mediante la ordenación del territorio se pretende favorecer el desarrollo equilibrado de 
las regiones, eliminar diferencias en el nivel de vida, mejorar su calidad, así como la de las 
infraestructuras y equipamientos colectivos, y, en consecuencia, se orienta a la utilización 
racional y equilibrada del territorio y a la gestión de los recursos naturales, atendiendo a las 
peculiaridades de cada comarca. Por ello, es fundamental en la regulación del suelo del medio 
rural máxime si tenemos en cuenta que, como subraya la STS de 5 de julio de 2012, Roj: STS 
5191/2012, reiterando doctrina consolidada “el principio de desarrollo territorial y urbano 
sostenible que se establece en el artículo 2 TRLS de 2008, al que antes se ha hecho referencia, 
y la consiguiente protección del medio rural y la preservación de los valores del suelo 
innecesario o inidóneo para atender las necesidades de transformación urbanística, prevista en 
el número 2.b) de ese precepto, vincula no solo al planeamiento urbanístico, sino también a 
los instrumentos de ordenación del territorio.” 
                                                 
 
671
 SANZ LARRUGA, F.J., “El medio ambiente y la actuación urbanística. Especial referencia 
a Galicia”, AFDC, núm. 2, 1998, págs. 488 afirma que  “La interrelación entre el urbanismo y el 
medio ambiente que exige una consideración global del territorio, dará lugar a una nueva función 
pública que es la "ordenación del territorio". Para un estudio sobre las relaciones entre los planes 
urbanísticos y los planes territoriales puede verse GARCÍA BERNALDO DE QUIRÓS, J., ”La 
interacción entre planificación territorial y planificación urbanística”, Claves del Gobierno Local, 
núm.5, Fundación Democracia y Gobierno Local, 2007, págs. 105-148.  
 
672
 LÓPEZ RAMÓN, F., ”Introducción a los significados de la ordenación del territorio en 
Europa”, RAP, núm. 166, 2005, pág. 222. En la jurisprudencia resulta interesante la contraposición 
efectuada entre urbanismo y ordenación del territorio por la STSJ La Rioja de 20 de diciembre de 
2001, Roj: STSJLR 7661/2001,que sitúa al urbanismo en un plano ejecutivo (ordenación y desarrollo 
del espacio físico horizontal y vertical de la aglomeración urbana para acomodarla al modelo ideal 
predefinido) mientras que la ordenación del territorio tiene como objetivo conseguir una adecuada 
relación entre población, territorio, actividades, servicios e infraestructuras. 
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 Desde su vertiente jurídica, y como señala la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, y más concretamente la Sentencia 149/1991, es un “título competencial 
específico” que es “más una política que una concreta técnica y una política, además, de 
enorme amplitud”.673  
 
El núcleo fundamental de la ordenación territorial “está constituido por un conjunto de 
actuaciones públicas de contenido planificador cuyo objeto consiste en la fijación de los usos 
del suelo y el equilibrio entre las distintas partes del territorio mismo” (SSTC 36/1994, 
28/1997, de 13 de febrero, 149/98, de 2 de julio). La planificación a la que se alude se plasma 
a través de una serie de directrices y de criterios generales dirigidos a las Administraciones 
públicas antes que a los ciudadanos (STC 149/1998, de 2 de julio), aunque la referida 
actividad de planificación de los usos del suelo, así como la aprobación de los planes, 
instrumentos y normas de ordenación territorial que se insertan en el ámbito material de la 
competencia sobre ordenación del territorio, obliga a su titular, ya que, “ deberá ejercerla sin 
menoscabar los ámbitos de las competencias reservadas al Estado ex art. 149.1 CE que 
afecten al territorio teniendo en cuenta los actos realizados en su ejercicio y respetando los 
condicionamientos que se deriven de los mismos” (STC 36/1994, F.J. 2).674  
 
A modo de conclusión, el TC considera que la finalidad de la ordenación del territorio 
es la formulación de una política global para todo el territorio con la finalidad de coordinar 
las actuaciones públicas y privadas que inciden sobre el mismo (STC 40/1998, de 19 de 
febrero). 
 
Por otro lado, la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha venido distinguiendo entre la 
ordenación del territorio y el urbanismo, que produce una diferenciación competencial y de 
disponibilidades sobre los dominios públicos y privados (STS 9 de diciembre de 1987, RJ 
9463). Se incluyen en la primera “aquellas grandes obras o construcciones de marcado interés 
público” (STS 28 de septiembre de 1990, RJ 7297).   
 
Esta línea evolutiva se inicia con una visión restringida del planeamiento urbanístico, 
que, se ocupa en exclusiva de lo urbano, abandonando el resto del espacio. Sin embargo, a 
                                                 
673
 LEGUINA VILLA, J. y SÁNCHEZ MORÓN, M., Acción administrativa y desarrollo rural, 
Tecnos, Madrid, 1994, pág. 80, señalan que ”la ordenación territorial comprende la definición de los 
diferentes modelos de convivencia sobre un determinado territorio-el territorio de la Comunidad 
Autónoma-entendidos como el conjunto de criterios, normas y planes que regulan los asentamientos y 
los usos del territorio, población, actividades, servicios e infraestructuras.”  
 
674
 MUÑOZ MACHADO, S. y LÓPEZ BENÍTEZ, M., El planeamiento urbanístico, Iustel, 
Madrid, 2007, pág. 157, indican que la ordenación del territorio es una competencia específica que 
muestra una gran amplitud ya que se refiere a la delimitación de los mejores usos del suelo, del 
subsuelo, del aire y del agua y contribuye a la cohesión territorial. 
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raíz de una serie de cambios económicos y sociológicos, se altera esta perspectiva. Dicho de 
otro modo, y, en palabras de BASSOLS COMAS, al que seguiremos en estas reflexiones, se 
configura” un urbanismo defensivo frente a la trama urbana creada por el propio 
planeamiento para garantizar la estabilidad de la ciudad”675, es decir, para contener las 
grandes ciudades y evitar la urbanización difusa y que se fundamenta en la necesidad de “la 
contención de la trama de servicios urbanos y de la formación de núcleos de población, 
reserva de espacios para actividades que era necesario expulsar de las zonas urbanas”.676 
Pero, en un momento posterior, momento en el que os encontramos en la actualidad, el 
planeamiento urbanístico, incapaz de articular las relaciones entre la ciudad y el resto del 
territorio fue progresivamente desplazado por la política de ordenación del territorio y por el 
propio sistema de planes de ordenación creados al efecto. 
 
Desde el punto de vista competencial no resulta una cuestión polémica señalar que el 
grueso de la materia corresponde a las Comunidades Autónomas. En efecto, las Comunidades 
Autónomas regulan la ordenación del territorio677 tal y como se desprende del tenor literal del 
art. 148.1.3 de la Constitución.678  
                                                 
675
 BASSOLS COMAS, M., “La planificación urbanística: su contribución a la protección del 
medio ambiente”, en  ESTEVE PARDO, J., (Coord.), Derecho del medio ambiente y administración 
local , 2006, págs. 687. 
 
676
 BASSOLS COMAS, M., “La planificación urbanística,…”, op. cit. pág. 687, Para este autor 
en el ámbito del suelo no urbanizable, el plan urbanístico debe desempeñar un papel instrumental que 




 Para un sector de la doctrina, la función pública de ordenación del territorio tiene como 
objetivos el desarrollo socioeconómico de las regiones, la gestión responsable de los recursos 
naturales y la protección del medio ambiente y la utilización racional del territorio. Cfr., BEATO 
ESPEJO, M., ”La ordenación urbanística: función social. La clasificación y la calificación del suelo”, 
Conferencia pronunciada en el Colegio de Abogados de Cáceres, Anuario de la Facultad de Derecho, 
núm. 10, 1992, pág. 18. Este profesor defiende que el urbanismo y la ordenación del territorio deben 
considerarse como potestades compartidas entre el Estado, las Comunidades Autónomas y las 
Entidades Locales. Cfr. BEATO ESPEJO, M., ”La administración del urbanismo tras la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo”, Anuario de la Facultad de Derecho , núm. 17, 
1999, pág. 21. Además, el urbanismo es propiedad del suelo y acción de los poderes públicos. 
BEATO ESPEJO, M., ”La administración del …”, op.cit., pág. 23. 
 
678
 RODRÍGUEZ DE SANTIAGO diferencia diversos supuestos en los que no siempre 
prevalece el interés estatal. En el primero se trata de la aprobación autonómica de un plan de 
ordenación del territorio cuyo ámbito espacial incluye infraestructuras del estado ya existentes. En 
este caso debe entrar en juego el informe vinculante del Estado. En el segundo supuesto se adoptan 
decisiones estatales con proyección territorial sin que exista previamente un plan autonómico de 
ordenación del territorio en cuyo caso es suficiente la técnica del informe no vinculante de la 
Comunidad Autónoma. Por último, cuando las decisiones estatales sean contrarias a un plan 
autonómico en vigor, en cuyo proceso de elaboración el Estado no hizo valer sus intereses no pueden 
resolverse mediante los informes no vinculantes de las Comunidades Autónomas sino que es preciso, 
en base al principio de lealtad institucional, respetar el plan autonómico. De ahí que el citado profesor 
sea contrario a la doctrina del Tribunal Constitucional que sólo contempla los supuestos de informe 
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Sin embargo, de un tiempo a esta parte, se detecta en los diversos ordenamientos 
autonómicos, una tendencia expansiva de la política de ordenación del territorio respecto de 
la actividad urbanística. Como destaca GONZÁLEZ VARAS679, la legislación territorial 
prohíbe construcciones en las montañas, en barrancos, etc.; se contienen en dicha legislación 
regulaciones sobre zonas verdes; se condiciona la reclasificación de suelo a que se ceda una 
parte del mismo a la Administración, se impide la reclasificación de suelo en caso de 
producirse un incendio que afecte a un bosque; se evita la urbanización si no se cuenta con un 
informe favorable del organismo de cuenca en materia de disponibilidad de agua; se obliga al 
urbanismo a respetar los planes de riesgos sísmicos o de zonas inundables; se faculta a la 
Administración a realizar directamente ciertas obras o instalaciones en aplicación de su 
articulado, etc.680 
 
La subordinación de lo urbanístico a lo territorial y, consecuentemente, de la 
Administración Local a la Administración Autonómica, se sustenta en tres pilares 
fundamentales: los planes sectoriales vinculantes sobre los urbanísticos;  las autorizaciones de 
interés público o comunitario en suelo no urbanizable; y, los proyectos de interés regional.681 
La referida vinculación alcanza, incluso, a la delimitación del suelo clasificado como no 
                                                                                                                                                                       
vinculante de los informes estatales y el informe no vinculante de los informes autonómicos. 
RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, J.M., en Prólogo a JIMÉNEZ DORANTES, M., Coordinación 
interadministrativa en la ordenación territorial, Marcial Pons, Madrid, 2003, págs. 15-20. 
 
679
 GONZÁLEZ- VARAS IBÁÑEZ, S., ”La ordenación territorial en la Comunidad 
Valenciana”, REFC, núm. 5 enero - junio 2006, pág. 39. Para dicho autor la explicación se encuentra 
en las políticas de la Unión Europea para proteger  al medio ambiente así como en la integración de 




 MEDINA DE LEMUS, M., Derecho Urbanístico, J.M. Bosch editor, Zaragoza, 1999, pág. 
29, pone de manifiesto que las disposiciones sobre directrices y ordenación del territorio de las 
Comunidades Autónomas tienen por objeto principal la protección del suelo no urbanizable resultando 
excepcional la previsión sobre las otras clases del suelo. Cfr., la STS de 22 de junio de 2012, RJ 
2012\8267 que considera como suelo no urbanizable un terreno incluido en una zona inundable.  
 
681
 No debe confundirse la declaración de proyectos de interés autonómico con las técnicas que 
permiten la realización de las obras públicas de interés general o autonómico que precisan ocupar el 
suelo no urbanizable y que son disconformes con el planeamiento urbanístico. La incompatibilidad 
entre el proyecto y el planeamiento urbanístico se resuelve inicialmente por el art. 180 TRLS /1976. 
Como enfatiza la STC 40/1998, que examina la constitucionalidad de la legislación de puertos de 
interés general, y da cobertura a los planes de ordenación de usos del puerto que vinculan al 
planeamiento urbanístico, establece que “no puede quedar al arbitrio de los entes con competencia 
sobre dichas materias (urbanismo y ordenación del territorio) la decisión sobre la concreta ubicación 
del puerto, su tamaño, los usos de los distintos espacios, etc.”. 
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urbanizable puesto que no se puede dejar a cada plan municipal dicho cometido en perjuicio 
de una visión macrourbanística autonómica.682 
 
Sin embargo, no se puede olvidar que la ordenación del territorio no es la panacea a 
la articulación de los usos del suelo, significadamente, en el ámbito del medio rural, porque 



























                                                 
682
 En relación a los límites de la ordenación del territorio y su articulación con las 
competencias exclusivas estatales cfr., MUÑOZ MACHADO, S. y LÓPEZ BENÍTEZ, M., El 
planeamiento urbanístico, Iustel, Madrid, 2007, págs. 157-164. 
 
683
 BASSOLS COMAS  argumenta que ya no son decisivos los rasgos físicos del territorio sino 
que cobra especial relieve la capacidad de absorción ambiental al situarse en primer plano los valores 
biológicos, paisajísticos, históricos, científicos del suelo y la utilización del suelo para los procesos 
productivos ya no se mide sólo en términos de limitación cuantitativa, sino también por su capacidad 
de absorción ambiental. BASSOLS COMAS, M., “La planificación urbanística: …,” op.cit., pág. 686. 
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La repercusión de la normativa reguladora del dominio público en el ámbito 
urbanístico es manifiesta. Por ello, no es extraño que el suelo del medio rural se vea afectado 
por la misma. Es más, desde el momento en que los bienes de dominio público suelen 
clasificarse como suelo rústico el grado de incidencia es notablemente mayor. En este 
epígrafe, y por cuestiones de agilidad, nos centraremos en los bienes más significativos sin 
perjuicio del comentario de aquellas normas que incidan en el régimen jurídico del suelo del 




2.- Minas  
 
 
El ordenamiento jurídico minero vincula las explotaciones extractivas al 
aprovechamiento racional de los recursos minerales. Esto significa que no existe una 
conexión entre la normativa mencionada y otros sectores del sistema jurídico, señaladamente 
el urbanístico y el ambiental. Sin embargo, la imbricación de todos estos sectores es evidente. 
Centrándonos en nuestra materia, una de las principales afectaciones de la normativa minera 
en el ámbito del suelo rural es la relativa a prohibición con carácter general de actividades 
extractivas684. La tensión entre dos valores jurídicos, la explotación de recursos económicos y 
la tutela del medio ambiente, ha sido abordada tempranamente por el Tribunal Constitucional 
en la STC84/1982 que sienta la doctrina de la búsqueda de un equilibrio por el propio 
legislador en cada caso concreto, es decir, una norma autonómica que estableciese una 
prohibición con carácter general de dichas actividades en un extenso espacio es 
inconstitucional al vulnerar los arts. 128 y 130 CE. Este principio se recoge actualmente en el 
art. 122 LMi/1973 si bien referido a cualesquiera instrumentos de ordenación lo que engloba 
tanto a los de carácter territorial como urbanístico y medioambiental.685 
                                                 
684
 Otro ejemplo significativo es la vinculación de la clase de suelo con la actividad minera. 
Aunque no parece caber duda alguna respecto de la consideración de estas actividades en el seno del 
suelo en situación de rural no puede por menos destacarse que en algunas leyes autonómicas se 




 En el mismo sentido MOREU CARBONELL para quien un instrumento de ordenación 
puede establecer prohibiciones en determinadas clases de suelo. MOREU CARBONELL, E., 
“Minas”, en MOREU CARBONELL, E., “Minas”, en MARTIN REBOLLO, L. y BUSTILLO 
BOLADO, R. O., (Dirs.), Fundamentos de Derecho Urbanístico, T. II, Aranzadi-Thomson-Reuters, 
Cizur Menor, 2ª ed., 2009, págs. 1621-1622. En el derecho gallego la LOUGA/2002 no contempla los 
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Por otra parte, la interrelación entre la normativa mencionada y la normativa 
urbanística también se pone de manifiesto en los supuestos de reclasificación de suelos con 
explotaciones mineras. En este sentido, y tal y como destaca MOREU CARBONELL, la 
potestad de planeamiento urbanístico no está condicionada por la existencia de autorizaciones 
o concesiones mineras preexistentes.686 
 
Por último, es preciso tener en cuenta la legislación relativa a la recuperación de 
espacios físicos derivada de lo que se conoce como restauración minera que a pesar de poseer 
un marcado carácter ambiental es de plena aplicación al suelo que nos ocupa.  En este 
sentido, cabe citar el Real Decreto 2994/1982, de 15 de octubre, sobre restauración de 
espacios naturales, el Real Decreto 1116/1984, sobre planes de explotación y restauración en 
las explotaciones a cielo abierto y el Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, sobre gestión de 
los residuos de las industrias extractivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado 
por actividades mineras.687 Estas normas deben completarse con  la exigencia de las 
evaluaciones de impactos (Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero, por el que se 





                                                                                                                                                                       
usos extractivos como usos permitidos en suelos rústicos de protección de infraestructuras o de 
protección paisajística, razonando la STSJG de 23 de febrero de 2012, JUR 2012\106803 que no es de 
aplicación el art. 122 LMi/1973 porque la LOUGA/2002 no es un instrumento de ordenación. Cfr., la  
STS de 23 de marzo de 2012, Roj: STS 2019/2012,  en la que se confirma la ilegalidad de un plan 
especial porque no se justifican los motivos para prohibir actividades extractivas en un paraje natural. 
En términos similares la STS de 14 de febrero de 2012, Roj: STS 1813/2012 exige la debida 
ponderación entre las actividades extractivas y la protección y preservación del medio ambiente. 
686
 MOREU CARBONELL, E., “Minas”, op. cit., pág. 1626. Por su parte, BASSOLS COMA 
considera que el art. 8.2 TRLS/2008, al remitir a los planes urbanísticos la definición de las facultades 
del propietario en relación al subsuelo, no es de aplicación al suelo rural en el cual habrá que tener en 
cuenta, entre otras, a la legislación minera. (BASSOLS COMA, M., “La ordenación territorial y 
urbanística en el Texto Refundido de la Ley de Suelo de 2008” RUE, núm. 19, 2009, págs. 15-30.  
687
 Cfr., FERNÁNDEZ-ESPINAR LÓPEZ, L.C., “El dominio público minero”, en  PAREJO 
ALFONSO, L. y PALOMAR OLMEDA, A., (Dirs.), Derecho de los bienes públicos, T.III,  Aranzad 
Thomson-Reures, Cizur Menor, 2009, págs. 522-540.  
 
688
 Destaca BASSOLS COMAS que el planeamiento urbanístico, al asimilar movimiento de 
tierras a actividades extractivas, supone la exigencia de licencia urbanística para la realización de 
dichas actividades, todo ello con independencia de su autorización como materias clasificadas, a las 
que habría que añadir, en algunas Comunidades Autónomas, la necesidad de autorización autonómica.  
BASSOLS COMAS, M., “La planificación urbanística…”, op.cit. pág. 690. Cfr., la STS de 3 de 
octubre (RJ 2002\8722) destaca la concurrencia de la licencia municipal y la de minas ya que son 
ámbitos independientes.  
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3.- Costas  
 
 
Antes de esquematizar los principales puntos de conexión entre el suelo de medio 
rural y la legislación de costas, conviene poner de manifiesto los principales títulos 
competenciales que afectan a las costas. En primer término, no existe un precepto expreso 
que atribuya competencias en esta materia. Sin embargo, el art. 132 CE al reconocer el 
carácter estatal de determinados bienes incluidos en este espacio físico podría significar el 
reconocimiento de competencias estatales. Esta interpretación debe desecharse de inmediato: 
la titularidad estatal sobre algunos de los bienes del dominio público marítimo-terrestre, no 
constituye una cláusula de atribución competencial estatal puesto que, sobre dichos terrenos, 
recaen competencias de otras Administraciones Públicas. Este aserto encuentra respaldo 
jurisprudencial. En efecto, como afirma la STC 149/1991, de 4 de julio, “la titularidad del 
dominio público no es, en sí misma, un criterio de delimitación competencial y que, en 
consecuencia, la naturaleza demanial no aísla la porción del territorio así caracterizado de su 
entorno, ni la sustrae de las competencias que sobre ese aspecto corresponden a otros entes 
públicos que no ostentan esa titularidad”. (FJ 1º C). 
 
Pero no implica lo anterior que el Estado no pueda ostentar competencias en relación 
con las costas689. Nada más lejos de la realidad porque en el texto constitucional podemos 
encontrar un elenco de competencias de plena aplicación a las costas: relaciones 
internacionales, defensa y fuerzas armadas, planificación general de la actividad económica, 
pesca marítima, marina mercante y abanderamiento de buques, iluminación de costas y 
señales marítimas y puertos de interés general, cables aéreos, submarinos y 
radiocomunicaciones y obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de 
una Comunidad Autónoma. 
 
Sin embargo, nos interesa en este momento reflexionar sobre la imbricación entre las 
normas urbanísticas y la normativa de costas y plantear la siguiente pregunta: ¿la regulación 
urbanística desplaza a la sectorial o por el contrario la legislación sectorial desplaza a la 
primera? Del laconismo del art. 148.1.3 de la Constitución no podemos extraer una enseñanza 
diáfana. Sin embargo, la ratio normativa habrá que buscarla en otros preceptos. Este es el 
camino que sigue la doctrina. Así ESCARTÍN ESCUDÉ, considera que el Estado ostenta 
                                                 
689
 En la doctrina AGUIRRE i FONT defiende que “las competencias estatales deberían quedar 
limitadas a la definición del dominio público marítimo-terrestre, de acuerdo con el artículo 132 de la 
CE, y a la participación en la planificación de las obras de interés general en el litoral, y dejar el resto 
de competencias al legislador autonómico.” (AGUIRRE i FONT, J.M., ”El nuevo régimen jurídico del 
litoral español”, Agua, territorio, cambio climático y Derecho Administrativo, XVII Congreso Ítalo-
español de profesores de Derecho Administrativo (Zaragoza, 23-25 de octubre de 2008), Gobierno de 
Aragón, Zaragoza, 2009, pág. 395.)  
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competencias en materia de costas al amparo de la regulación de las condiciones básicas 
previstas en el art. 149.1.1 CE y al amparo de la legislación básica sobre protección del medio 
ambiente derivada del art. 149.1.23 del texto constitucional.690 
 
Ha de reconocerse, empero, que pese a que la cuestión competencial no resulta una 
cuestión pacífica, a los efectos de nuestro estudio, podemos retener la siguiente premisa: el 
régimen jurídico del suelo del medio rural ubicado en las costas se nutre de normas estatales y 
de normas autonómicas, tanto básicas (TRLS/2008), como sectoriales (ordenación del 
territorio, urbanismo y costas), sin que ello suponga desconocer la relevancia de los planes 
urbanísticos municipales. 
 
Pues bien, una vez aclarada la cuestión competencial, debemos analizar las principales 
normas de la legislación de costas que incidan sobre el objeto de nuestro estudio691. Al igual 
que sucede en relación a otros bienes demaniales, uno de los principios básicos del régimen 
sectorial constituido por la Ley de Costas y su Reglamento de desarrollo es el de su 
protección. Dicha protección, en los términos del art. 20 LC/1988 comprende la defensa de su 
integridad y de los fines de uso general a que está destinado; la preservación de sus 
características y elementos naturales y la prevención de las perjudiciales consecuencias de 
obras e instalaciones. 
 
 A nuestro juicio estas finalidades normativas nos ponen en la pista de lo siguiente: la 
incidencia de estas normas sobre el suelo que nos ocupa podrá materializarse en su 
delimitación y en el régimen de usos.692  
 
                                                 
690
 ESCARTÍN ESCUDÉ, V., El periurbanismo estatal.., op.cit., pág. 121. A este amparo 
normativo alude también el proyecto de reforma de la LC/1988 aprobado por el Consejo de Ministros 
el 5 de octubre de 2012 en el que se implanta un control administrativo ambiental  previo a la 
aprobación de la prórroga de las concesiones. La reforma también altera en cierta medida la 
distribución competenciales al implantar un control estatal consistente en la suspensión por parte del  
Delegado del Gobierno en la Comunidad Autónoma respecto de  los actos y acuerdos adoptados por 
las entidades locales que afecten a la integridad del dominio público marítimo-terrestre o de la 
servidumbre de protección. 
  
691
 LÓPEZ RAMÓN se refiere a condicionantes sustantivos y  condicionantes formales. Cfr., 
LÓPEZ RAMÓN, F., “Ordenación del territorio”, en Fundamentos de Derecho Urbanístico, I, (Dirs.), 
MARTIN REBOLLO, L. y BUSTILLO BOLADO, R. O., Aranzadi-Thomson-Reuters, Cizur Menor, 
2009, pág. 114. 
  
692
 Como destaca la STS de 6 de julio de 2012, Roj: STS 5155/2012, “y si bien la zona de 
influencia no tiene el carácter estricto de servidumbre, sí establece " pautas dirigidas al planificador ", 
como señala la exposición de motivos de la Ley, que no pueden desconocerse” lo que determina una 
vinculación para el planificador que en palabras de la STC 149/1991, de 4 de julio, RTC  1991\149,  
“no excluye la posibilidad de que, a través de los correspondientes instrumentos de ordenación, las 
Comunidades Autónomas condicionen adicionalmente el uso que a esos terrenos puede darse.” 
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Como pone de manifiesto BORRAJO INIESTA693 se pueden destacar tres aspectos 
comunes entre la normativa de costas y la normativa urbanística: estatuto del suelo, actuación 
de la Administración Pública y planeamiento.694  
 
Si nos centramos en el tema de la definición, observaremos que no existe en la 
legislación de costas una clasificación determinada de estos espacios territoriales sino que, a 
la inversa, es la legislación urbanística la que clasifica el suelo mediante una remisión a 
aquella normativa. Esta remisión, no obstante, no abarca a todos los terrenos. En efecto, como 
destaca el citado autor, se puede llegar a las siguientes conclusiones:  
 
1) la ribera del mar es, en principio, suelo no urbanizable aunque la Ley de Costas 
permite que el dominio público marítimo-terrestre sea ocupado con determinadas obras o 
instalaciones, o para realizar determinadas actividades siempre que no se trate de 
edificaciones destinadas a residencia o habitación, incluida las hoteleras que no sean 
campamentos desmontables (art. 45.2 RC)695, y la construcción o modificación de vías de 
transporte interurbanas;  
 
                                                 
693
 BORRAJO INIESTA, I., ”La incidencia de la ley de costas en el derecho urbanístico”, RAP, 
núm. 130, 1993, págs. 134-136. 
 
694
 Como apunta MENÉNDEZ REXACH, Á., “Costas”, en  PAREJO ALFONSO, L. y 
PALOMAR OLMEDA, A., (Dirs.), Derecho de los bienes públicos, III,  Aranzadi Thomson-Reuters, 
Cizur Menor, 2009, pág. 231, “el planeamiento territorial y urbanístico no puede condicionar ni la 
delimitación del dominio público marítimo-terrestre ni la zonificación resultante de ella para los 
terrenos colindantes”. Para la STS de 13 de mayo de 2011, Roj: STS 2782/2011 “sucede que, como 
explica la sentencia de instancia, al resultar afectados los terrenos por la servidumbre de protección de 
costas el Plan General no podía clasificarlos de modo distinto a como lo hizo, esto es, como suelo 
rústico de protección de costas, pues así lo imponía el artículo 15.a) de la Ley 9/2002, de 30 de 
diciembre , de ordenación urbanística y protección del medio rural de Galicia, al tratarse de terrenos 
sometidos a un régimen específico de protección incompatible con su urbanización, de conformidad 
con la legislación de costas). Y aunque la sentencia recurrida no lo menciona expresamente, a la 
misma conclusión se llega por aplicación del artículo 9.1 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre 
Régimen del Suelo y Valoraciones, que impone la categoría de no urbanizable a, entre otros, los 
terrenos que de acuerdo con la legislación sectorial y en función de su sujeción a servidumbres para la 
protección del dominio público, estuviesen sometidos a algún régimen de especial protección 
incompatible con su transformación.”  
 
695
 ESCARTÍN ESCUDÉ, V., El periurbanismo estatal. .., op.cit., pág. 161, señala que 
difícilmente se puede argumentar la necesidad de la ubicación de una edificación destinada a un uso 
residencial en la zona de ribera. El proyecto de LC aprobado el 5 de octubre de 2012 no parece 
participar de esta filosofía puesto que p un régimen diferenciado para permite un régimen diferenciado 
para los tramos de playa urbanos —los contiguos con suelos urbanizados— y para los tramos de playa 
naturales —los contiguos a espacios protegidos o suelo rural—, determinando sólo para estos últimos 
un nivel de protección alto con restricción de las ocupaciones. 
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2) la Ley de Costas somete la zona de influencia de la ribera del mar a determinados 
criterios de protección del dominio público costero (enunciados en el apartado 1 del art. 30 
LC/1988), que son compatibles con cualquiera de las clasificaciones del suelo acuñadas por el 
Derecho Urbanístico;  y  
 
3) respecto de la zona de protección se puede sostener que, por regla general, resulta 
imposible la creación de suelo urbano en la zona de protección de la ribera al estar prohibidos 
los usos residenciales e industriales. Sólo en la medida en que las instalaciones u obras a 
realizar cumplieran los estrictos parámetros definidos por el artículo 25.2 LC/1988, o se 
tratase de instalaciones deportivas descubiertas, podría llevarse a cabo una urbanización del 
suelo.696  
 
Como tendremos ocasión de reiterar en el comentario de la LOUGA/2002, y respecto 
del caso concreto de los núcleos rurales en la costa, se ha resuelto la determinación del 
legislador competente. La pregunta que había que dar respuesta era la siguiente: ¿debe primar 
la competencia sectorial de costas o, por el contrario, debe primar la competencia urbanística? 
Como analizaremos en su momento el Tribunal Constitucional se ha decantado por la 
competencia estatal demanial.697 
                                                 
 
696
 BORRAJO INIESTA, I., ”La incidencia de la ley de costas …”, op.cit., págs. 134-136. Cfr., 
la STS de 20 de noviembre de 2009, Roj: STS 7053/2009, “Concluimos entonces, y repetimos ahora, 
que no existe vinculación alguna en el momento del deslinde por la previa actuación o intervención 
estatal en el planeamiento urbanístico. La previa clasificación del suelo e incluso la intervención 
estatal en dicha actuación a través de los informes previstos en el artículo 117 , no puede vincular la 
posterior actuación estatal en materia de deslinde, ya que la naturaleza demanial de los terrenos es 
absolutamente distinta y diferente del ejercicio de la potestad de planeamiento concretada en la 
clasificación y calificación urbanística de los mismos terrenos, no pudiendo, el ejercicio y actuación 
de esta potestad administrativa alterar la naturaleza demanial de unos concretos terrenos ya que tal 
carácter no es fruto del ejercicio de una potestad discrecional ---como la de planeamiento--- sino, más 
bien, el resultado irremisible de la declaración de tal carácter demanial por concurrir las características 
físicas contempladas en el artículo 3º de la LC , de conformidad con lo previsto en el artículo 132 de 
la Constitución Española. Dicho de otra forma, que la demanialidad resulta absolutamente inmune a 
las previas determinaciones del planeamiento urbanístico, las cuales no pueden, en modo alguno, 
obligar a una desafectación de pertenencias demaniales, tal y como se desprende del citado artículo 
132 de la Constitución Española, así como 7, 8, 9,11 y 13.1 de la LC.” Cfr., también la STS de 1 de 
junio de 2012, RJ 2012\7175.  
 
697
 En el mismo sentido el proyecto de reforma de la LC/1988 no sólo altera la extensión de la 
zona marítimo-terrestre sino también la correspondiente a la zona de servidumbre de protección. Así 
se excluye de la primera los terrenos en los que se ubican determinados núcleos residenciales que se 
caracterizan por soportar edificaciones anteriores a 1988 que, ajuicio del legislador, por su 
degradación y sus características físicas actuales, resultan absolutamente innecesarios para la 
protección o utilización del dominio público marítimo terrestre. En cuanto a la zona de servidumbre se 
reduce el ancho de esta servidumbre de 100 metros a 20 metros en relación con los núcleos de 
población que sin poder acogerse a lo dispuesto en la disposición transitoria cuarta de la Ley de 
Costas, por no ser suelo calificado como urbano, sí tenían en aquella fecha características propias de 
él, reducción que también se aplica en las desembocaduras de los ríos.  
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Pese a lo anterior, suscribimos la tesis defendida por FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, 
para quien la LC/1988 al implantar un nuevo ordenamiento urbanístico del litoral es de 
constitucionalidad dudosa al vaciar indirectamente la intervención autonómica y local en 
materia de ordenación del territorio y urbanismo.698 
 
 
4.- Vías pecuarias  
 
Según el art. 1 de la Ley 3/1995, de 23 de marzo, se entiende por vías pecuarias las 
rutas o itinerarios por donde discurre o ha venido discurriendo tradicionalmente el tránsito 
ganadero. Su destino se amplía desde el momento en que pueden soportar otros usos rurales 
inspirándose en el desarrollo sostenible y el respeto al medio ambiente, al paisaje y al 
patrimonio natural y cultural. Están sometidas a la intervención de la Administración pública 
que se lleva a cabo a través de la calificación, deslinde y desafectación, en su caso. ¿De qué 
forma vincula al planificador urbanístico la normativa citada? Para contestar a esta pregunta 
debemos de partir de dos supuestos distintos: a.- Que la vía pecuaria no esté deslindada. b.- 
Que concurra el acto administrativo de deslinde. Pues bien y pese a que en una primera 
aproximación se podría concluir que sólo se debe clasificar como suelo no urbanizable de 
especial protección los supuestos con deslinde aprobado, la jurisprudencia del TS es 
inflexible y establece la vinculación a la clasificación de suelo no urbanizable en ambas 
situaciones.699  
                                                 
698
 Cfr., FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R.,  Estudios de derecho ambiental y urbanístico, 
monografía nº 2,  RUE, Aranzadi, Pamplona, 2001, pág. 45. 
 
699
 Cfr., la STS de 24 de noviembre de 2008, Roj: STS 6379/2008 según la cual: “Según vimos, 
en la fundamentación de la sentencia recurrida se explica que la existencia de una vía pecuaria de las 
reguladas en la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias , y en su normativa de desarrollo, es ya 
una razón justificativa suficiente para la clasificación del terreno como suelo no urbanizable de 
especial protección conforme a los criterios fijados en el artículo 9 de la Ley 6/1998, sobre Régimen 
del Suelo y Valoraciones. Pero la Sala de instancia concluye que en este caso no procede tal 
clasificación -y por ello anula la determinación relativa al denominado segundo tramo del Cordel del 
Pozo de Aragón- porque en la fecha de la Modificación "...aún no se había producido la aprobación 
del deslinde de la citada vía pecuaria, por lo que al no poseer dicho carácter al tiempo de la 
Modificación no se le podía otorgar la clasificación objetiva de suelo urbanizable de especial 
protección." Esta doctrina resultó matizada por la STS de 16 de febrero de 2009, Roj: STS 706/2009, 
para la cual: ”El razonamiento de la Sala de instancia debe ser matizado pues la existencia de la vía 
pecuaria en cualquiera de sus modalidades -cañada, cordel o vereda- es una realidad previa al acto del 
deslinde, siendo este último únicamente el acto administrativo por el que se definen los límites de las 
vías pecuarias de conformidad con lo establecido en el acto de clasificación (artículo 8.1 de la Ley 
3/1995, de Vías Pecuarias ). Es decir, el deslinde no hace sino concretar y detallar lo previamente 
reconocido en el acto de la "clasificación", estando configurada ésta, a su vez, como un acto 
administrativo de carácter declarativo en el que se determina la existencia, anchura, trazado y demás 
características generales de cada vía pecuaria (artículo 7 de la Ley 3/1995 ). Por tanto, aun no 
habiéndose aprobado todavía el deslinde de la vía pecuaria, resultaría procedente la clasificación del 
terreno como suelo no urbanizable de especial protección, de conformidad con lo previsto en el 
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En cuanto al régimen de usos la norma citada distingue entre:  
 
a) usos compatibles: se consideran como tales los usos tradicionales que, siendo de 
carácter agrícola y no teniendo la naturaleza jurídica de la ocupación, puedan ejercitarse en 
armonía con el tránsito ganadero, aunque, con carácter excepcional, y para uso específico y 
concreto, las Comunidades Autónomas podrán autorizar la circulación de vehículos 
motorizados que no sean de carácter agrícola, quedando excluidas de dicha autorización las 
vías pecuarias en el momento de transitar el ganado y aquellas otras que revistan interés 
ecológico y cultural. Serán también compatibles las plantaciones lineales, cortavientos u 
ornamentales, cuando permitan el tránsito normal de los ganados; y 
 
b) usos complementarios: son el paseo, la práctica del senderismo, la cabalgada y 
otras formas de desplazamiento deportivo sobre vehículos no motorizados siempre que 
respeten la prioridad del tránsito ganadero. Previo informe del Ayuntamiento y autorización 
de la Comunidad Autónoma se podrán establecerse instalaciones desmontables que sean 




5.- El suelo del medio rural y el demanio artificial: infraestructuras. 
 
 
La planificación de las obras públicas ha gozado desde sus orígenes de una autonomía 
operativa en relación a la ordenación urbanística. Como consecuencia de ello, no sólo la 
                                                                                                                                                                       
artículo 9 de la Ley 6/1998, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, si la existencia de tal vía 
pecuaria fuese una realidad fáctica y jurídica indubitada, lo que sin duda sucede cuando se ha 
producido ya el acto administrativo de clasificación de la vía pecuaria, pues, como acabamos de ver, 
esa clasificación no solo reconoce la existencia de la vía pecuaria sino también su anchura, trazado y 
demás características generales; ello sin perjuicio de que, una vez concretado el deslinde, la 
delimitación que en él se realice pueda y deba encontrar reflejo en el planeamiento urbanístico 
corrigiendo en este último, si fuese necesario, el ámbito superficial del área considerada como suelo 





 Como observa PAREJO NAVAS las vías pecuarias también son susceptibles de usos 
privativos mediante ocupaciones temporales, utilización de los frutos y productos no utilizados en el 
normal tránsito ganadero. Esta misma autora subraya que se admite la variación de trazados por 
causas de interés público en los supuestos de nuevas ordenaciones territoriales y de realización de 
obras públicas. PAREJO NAVAS, T., ”Las vías pecuarias”, en PAREJO ALFONSO, L. y 
PALOMAR OLMEDA, A., (Dirs.), Derecho de los bienes públicos, III,  Aranzadi Thomson-Reuters, 
Cizur Menor, 2009, págs. 654 y 661. Para una visión global de la institución cfr., CARRILLO 
DONAIRE  “Vías pecuarias”, en GONZÁLEZ GARCÍA, J.J., (Coord.), Derecho de los bienes 
públicos, 2009, págs. 703-742. Respecto de la vinculación de la ley 3/1995 en relación con los planes 
urbanísticos cfr., la STS de 31 de mayo de 2012, RJ 2012\7171.  
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localización sino también la ejecución de dichas obras, está exenta de controles municipales, 
exención que, en casos especiales, puede llevar aparejada una revisión o una modificación 
obligatorias de aquellos planes urbanísticos que sean contrarios a obras de esta índole, y que 
estén investidas de las notas de urgencia y excepcionalidad.701 En este sentido, las diversas 
leyes sectoriales (carreteras, autopistas, energía eléctrica,…), contemplan la primacía de la 
perspectiva sectorial y de ordenación del territorio, en sentido amplio, si bien articulan 
mecanismos de colaboración interadministrativa. Sirva como ejemplo de lo expuesto, la 
LCOP/2003.702  
 
Su punto de partida lo constituye la obligatoriedad de la planificación de las 
Administraciones públicas, de tal manera que se atribuye al Estado la potestad de 
coordinación de los planes de obra pública competencia de las Comunidades Autónomas con 
los planes de obras de interés general. Asimismo se reconoce la preferencia de los planes y 
proyectos de competencia del Estado sobre cualquier instrumento de ordenación territorial o 
urbanística, razón por la cual las Comunidades Autónomas y Entes Locales deberán 
incorporar necesariamente, en sus respectivos instrumentos de ordenación, las rectificaciones 
imprescindibles para acomodar sus determinaciones a aquéllos A su vez se implantan 
medidas como: 
 
 1) el informe preceptivo y vinculante de la Administración del Estado en las materias 
de su competencia exclusiva en los procedimientos de aprobación, modificación o revisión de 
los instrumentos de planificación territorial y urbanística, sin que puedan aprobarse 
definitivamente dichos instrumentos en ausencia de dichos informes o en contradicción con 
sus determinaciones;  
 
                                                 
701
 Como subraya FORTES MARÍN, A., ”Las carreteras como vías de dominio y uso públicos”, 
“Costas”, en  PAREJO ALFONSO, L. y PALOMAR OLMEDA, A., (Dirs.), Derecho de los bienes 
públicos, III,  Aranzadi Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2009, págs. 324-325, la potestad de 
planificación de las carreteras aparece presidida por la nota de discrecionalidad y se plasma en el Plan 
de carreteras del Estado. Este autor pone igualmente de manifiesto que “las carreteras constituyen un 
elemento dinamizador del territorio que condiciona la estrategia territorial a seguir.” FORTES 
MARÍN, A.:”Las carreteras como vías de dominio y uso públicos”, “Costas”, en  PAREJO 
ALFONSO, L. y PALOMAR OLMEDA, A., (Dirs.), Derecho de los bienes públicos, III,  Aranzadi 
Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2009, pág. 369.  
 
702
 Para BERMÚDEZ SÁNCHEZ, J., Obra pública y medio ambiente. El Estado y la 
Administración ante el territorio, Marcial Pons, Madrid, 2002, pág. 289, las limitaciones derivadas de 
la competencia ambiental se imponen a todas las obras públicas mientras que las limitaciones surgidas 
del título obras públicas sólo serán eficaces frente a la Entidad que las haya aprobado por lo que 
concluye que no es razonable que el Estado pueda, en virtud de su competencia sobre medio ambiente, 
limitar las infraestructuras en espacios naturales pero las Comunidades Autónomas sólo pueden 
realizar orientaciones en relación a las obras estatales. Además explica que sólo serán admisibles las 
limitaciones con finalidades protectoras del valor ecológico de una zona que no supongan la 
prohibición de las infraestructuras públicas. 
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2) los proyectos concretos de obras públicas de interés general se someterán a informe 
en el plazo de un mes de los entes locales en orden a su adaptación a los instrumentos de 
ordenación urbanística “en el supuesto de que tales obras vayan a construirse sobre terrenos 
no reservados en el planeamiento urbanístico y siempre que no sea posible resolver las 
eventuales discrepancias mediante acuerdo de conformidad con la normativa de aplicación, la 
decisión estatal respecto a la ejecución del proyecto prevalecerá sobre el planeamiento 
urbanístico, cuyo contenido deberá acomodarse a las determinaciones de aquella”, y  
 
3)  la construcción, modificación y ampliación de las obras públicas de interés general 
no estarán sometidas a licencia o a cualquier otro acto de control preventivo municipal, 
siempre que se hubiera previamente sometido a información municipal “no procederá la 
suspensión de la ejecución de las obras públicas de interés general por los órganos 
urbanísticos cuando éstas se realicen en cumplimiento de los planes y proyectos de obras 
aprobados por los órganos competentes por el procedimiento establecido o se trate de obras 
de emergencia”. 
 
En el ámbito específico de las carreteras conviene subrayar que la STC 151/2003, de 
17 de julio, RTC 2003\151, afirma que no afecta al orden constitucional de competencias la 
vinculación que se produce sobre el planeamiento urbanístico derivada de la aprobación 
definitiva por el Estado de  los estudios informativos de carreteras, en los supuestos 
contemplados en el art. 33.3 RGC/2004.703  
 
Por último, quizá no resulte desacertado significar que las limitaciones derivadas de la 
legislación de carreteras son indemnizables cuando no se pueda concentrar el volumen 
edificatorio en la porción de finca no afectada por la expropiación. En este sentido se 
pronuncia de forma reiterada la jurisprudencia pudiendo citarse, entre otras, la STS de 7 de 









                                                 
703
 BERMÚDEZ SÁNCHEZ, J., Obra pública y medio ambiente. El Estado y la Administración 
ante el territorio, Marcial Pons, Madrid, 2002, pág. 236, entiende que la legislación especial sobre 
suelo no urbanizable no afecta directamente a la obra pública sino que se refiere a las construcciones 
vinculadas a la obra pública y refiriéndose al art. 20 LS/1998 sostiene que no se encuentra ninguna 
restricción ni ningún precepto que integre el régimen jurídico medioambiental de las obras públicas.   
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V.- EL SUELO DEL MEDIO RURAL Y EL PATRIMONIO DE LAS 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS  
 
 
La clasificación comúnmente aceptada de los bienes de las Administraciones Públicos 
es aquella que diferencia entre: bienes de dominio público y bienes patrimoniales. Nos 
interesa en este momento analizar las reglas sobre los segundos toda vez que ya nos consta la 
incidencia en el ámbito del suelo del medio rural del régimen jurídico de algunos de los 
bienes demaniales más relevantes sin perjuicio de que comentemos aquellas especialidades 
que puedan afectar como institución única (bienes públicos).  
 
La LPAP/2003 contiene varias reglas que podrían afectar al suelo del medio rural por 
más que el legislador estatal no se detiene en la diferenciación de la ubicación de los bienes 
de las Administraciones Públicas lo que nos conduce a un estudio global de los preceptos 
aludidos. 
 
En primer lugar, el art. 189 LPAP/2003 introduce una obligación de carácter 
procedimental: la comunicación a las Administraciones Públicas de la aprobación inicial, 
provisional y definitiva de los instrumentos de planeamiento urbanístico que afecten a bienes 
de titularidad pública. 
 
En segundo lugar, el art. 190 bis se refiere a los inmuebles afectados o destinados a 
usos o servicios públicos de competencia estatal que resulten incluidos o adscritos a 
actuaciones de urbanización.  
 
En este supuesto, la Administración General del Estado o los organismos públicos 
titulares de los mismos que los hayan adquirido por expropiación u otra forma onerosa 
participarán en la equidistribución de beneficios y cargas en los términos que establezca la 
legislación sobre ordenación territorial y urbanística. 
 
 En tercer lugar el art.191 establece que una vez desafectados los bienes demaniales. 
se procederá a realizar una valoración de los mismos que constará del valor del suelo y del 
valor de las edificaciones existentes. Sin embargo, la regla que más nos interesa es la que se 
contiene en el párrafo 3º.  
 
En esencia, viene a significar que la Administración General del Estado o los 
organismos públicos titulares de los bienes comunicarán a las autoridades urbanísticas la 
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desafectación de estos inmuebles a los efectos de que por parte de las mismas se proceda a 
otorgarles la nueva calificación urbanística que corresponda.704  
 
En definitiva y como pone de manifiesto ESCARTÍN ESCUDÉ la LPAP/2003 no 
atribuye una clasificación urbanística a los bienes públicos puesto que, con independencia de 
que el título competencial en el que se ampara (art. 149.1.18 CE) no es válido a los indicados 
efectos, sólo se limita a establecer condicionantes a determinados aspectos de la planificación 
urbanística y de la gestión del suelo.705 
 
Si descendemos al ámbito autonómico gallego teniendo en cuenta el tema de la 
presente Memoria de Tesis, y más concretamente a los arts. 101 a 103 de la Ley 5/2011, de 30 
de septiembre, podemos concluir que el régimen de la gestión urbanística de los bienes 
públicos no se aparta en líneas generales del modelo básico estatal.  
 
Como novedades se pueden citar las que a continuación se relacionan: 
 
a.- La notificación de las modificaciones de uso en los instrumentos de planeamiento 
urbanístico que afecte a bienes y derechos de titularidad de la Comunidad Autónoma de 
Galicia al margen de las aprobaciones inicial, provisional y definitiva. 
 
b.- Las cesiones y demás operaciones patrimoniales sobre bienes y derechos del 
patrimonio de la Comunidad Autónoma derivadas de la ejecución del planeamiento se rigen 
por la legislación urbanística con adhesión expresa de la consejería de patrimonio para la 
incorporación a dicha ejecución y previa desafectación a la referida adhesión si afecta a 
bienes demaniales. 
 
c.- La calificación urbanística no determina per se la afectación o la desafectación de 
los bienes afectados. 
 
Está última prescripción indica con claridad que no se pueden confundir la tutela 
demanial con la planificación urbanística. Estamos en presencia de dos ámbitos específicos 
con sus propios objetivos y principios generales que, no obstante, deben interactuar 
necesariamente al constituir el espacio físico una realidad insoslayable.  
 
                                                 
704
 La desafectación puede determinar no sólo el cambio de la calificación urbanística sino 
también de la clasificación urbanística (de suelo no urbanizable a suelo urbano). ESCARTÍN 
ESCUDÉ, V.: El periurbanismo estatal. La ordenación urbanística del dominio público del Estado, 
op. cit., pág. 106. 
 
705
 ESCARTÍN ESCUDÉ, V.: El periurbanismo estatal. La ordenación urbanística del dominio 
público del Estado, op. cit., págs. 88-90.  
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El principio citado tiene fiel reflejo en la jurisprudencia. Así, a título de ejemplo por 
cuanto existe una doctrina unánimemente reiterado en diversas sentencias, es conveniente 
transcribir la fundamentación de la STS de 10 de mayo de 2012, Roj: STS 3113/2012,  que 
reza del siguiente modo: 
 
“Del tenor de esta sentencia resulta evidente que el acuerdo expreso de desafectación 
sólo puede dictarse por la Administración expropiante, y que la desafectación tácita no puede 
deducirse de la Revisión del PGOUM realizada por una Administración distinta de la 
expropiante. Tampoco puede deducirse de la participación de la Administración expropiante 
en un Consorcio Urbanístico su responsabilidad en la Revisión del Plan General y su voluntad 





















Capítulo quinto. Régimen jurídico sectorial… 
 
 347 
VI.- EL SUELO DEL MEDIO RURAL Y EL PATRIMONIO CULTURAL  
 
 
La normativa sectorial en materia de patrimonio cultural incide de forma directa en el 
régimen jurídico del suelo en el medio rural. En efecto, es evidente que en determinados 
pueblos y aldeas se ubican construcciones históricas dignas de protección que también 
podemos encontrar en zonas de suelo rústico. Asimismo en estos tipos de suelo  proliferan 
antecedentes de asentamientos humanos. Prueba de ello es que el propio legislador 
urbanístico gallego tipifica una categoría específica de suelo rústico de especial protección y 
dedica un precepto específico a las que denomina edificaciones tradicionales en las cuales se 
podrán incluir algunas que deban pertenecer al patrimonio cultural. Vamos a proceder al 
examen de la legislación de patrimonio cultural poniendo nuestra atención en la normativa 
estatal ya que la normativa gallega será analizada al hilo de las clases de suelo implantadas 
por la LOUGA/2002. 
 
Sin embargo, y a título introductorio, habrá que destacar que los bienes culturales se 
someterán, en principio, al régimen jurídico del suelo706 en el que se ubiquen, sin perjuicio de 
la aplicación de las ordenanzas específicas de los planes urbanísticos en relación con los 
bienes catalogados. Pero además será aplicable la LPHE/1985. Por ello, cuando el artículo 1.2 
de dicho texto legal, enumera los bienes del Patrimonio Histórico Español, podemos 
encontrarnos con algunos que estén localizados en suelo rural.  
 
Ahora bien no sólo los planes urbanísticos determinan el status de los bienes 
culturales sino que, como advierte ALONSO IBÁÑEZ707, a través de instrumentos de 
ordenación del territorio se delimitan áreas de suelo no urbanizable de especial protección por 
sus valores paisajísticos produciéndose una dualidad al diferenciarse entre suelos excluidos 
del proceso de urbanización y de suelos expresamente preservados. 
 
Obsérvese que  en el ámbito de dicho patrimonio se encuentran tanto las edificaciones 
y construcciones como el suelo, esté o no vacante de edificaciones y construcciones. Esto 
significa que algunos bienes formarán parte del patrimonio español y el patrimonio cultural 
autonómico debiendo aplicarse las normas de mayor protección,  pero cabe que otros bienes 
                                                 
706
 Los bienes inmuebles integrados en el Patrimonio Histórico Español pueden ser declarados 
Monumentos, Jardines, Conjuntos y Sitios Históricos, así como Zonas Arqueológicas, todos ellos 
como Bienes de Interés Cultural. (art. 14.2) La LPHE/1985 al definir el Patrimonio Histórico Español 
incluye los inmuebles de interés artístico, histórico, paleontológico, arqueológico, etnográfico, 
científico o técnico y  los yacimientos y zonas arqueológicas, así como los sitios naturales, jardines y 
parques, que tengan valor artístico, histórico o antropológico. 
 
707
 ALONSO IBÁÑEZ, Mª. R., Los espacios culturales en la ordenación urbanística, Marcial 
Pons, Madrid, 1994, pág. 23. 
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 348 
se integren, única y exclusivamente, en el patrimonio cultural de las Comunidades 
Autónomas. La norma establece diversos niveles de protección: bienes de interés cultural708 y 
bienes no declarados de interés cultural.  
 
Enunciadas las referidas ideas directrices resulta conveniente glosar las principales 
reglas de gestión de estos bienes que, condicionan la utilización urbanística de los mismos. 
 
En primer término, cabe señalar que  un inmueble declarado Bien de Interés Cultural 
es inseparable de su entorno (art. 18).   
 
En segundo lugar, en los Monumentos declarados Bienes de Interés Cultural no podrá 
realizarse obra interior o exterior que afecte directamente al inmueble o a cualquiera de sus 
partes integrantes o pertenencias sin autorización expresa de los Organismos competentes 
para la ejecución de esta Ley. Será preceptiva la misma autorización para colocar en fachadas 
o en cubiertas cualquier clase de rótulo, señal o símbolo, así como para realizar obras en el 
entorno afectado por la declaración.   
 
En tercer lugar, las obras que afecten a los Jardines Históricos declarados de interés 
cultural y a su entorno, así como la colocación en ellos de cualquier clase de rótulo, señal o 
símbolo, necesitarán autorización expresa de los Organismos competentes para la ejecución 
de esta Ley.  
 
Asimismo, queda prohibida la colocación de publicidad comercial y de cualquier clase 
de cables, antenas y conducciones aparentes en los Jardines Históricos y en las fachadas y 
cubiertas de los Monumentos declarados de interés cultural. Se prohíbe también toda 
construcción que altere el carácter de los inmuebles a que hace referencia este artículo o 
perturbe su contemplación (art. 19). 
  
Pero la regla más importante, en relación con la declaración de un Conjunto Histórico, 
Sitio Histórico o Zona Arqueológica, como Bienes de Interés Cultural es la obligación 
                                                 
708
 En relación a los bienes de interés cultural existen múltiples reglas a destacar. Intentaremos 
efectuar una síntesis de lo más significativo, si bien es preciso destacar dos principios básicos: 1) la 
utilización quedará subordinada a que no se pongan en peligro los valores que aconsejen su 
conservación, por lo que, cualquier cambio de uso deberá ser autorizado por la Administración 
cultural y 2) la Administración cultural podrá impedir un derribo y suspender cualquier clase de obra o 
intervención en un bien declarado de interés cultural, habilitándose como  causa justificativa de interés 
social para la expropiación el peligro de destrucción o deterioro, o un uso incompatible con sus 
valores. Podrán expropiarse por igual causa los inmuebles que impidan o perturben la contemplación 
de los bienes afectados por la declaración de interés cultural o den lugar a riesgos para los mismos. 
Los Municipios podrán acordar también la expropiación de tales bienes notificando previamente este 
propósito a la Administración cultural, que tendrá prioridad en el ejercicio de esta potestad.  
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impuesta al Ayuntamiento de redactar un Plan Especial de Protección del área afectada por la 
declaración u otro instrumento de planeamiento similar, cuya aprobación requerirá el informe 
favorable de la Administración competente para la protección de los bienes culturales 
afectados. Hasta tal punto es preceptivo dicho plan urbanístico que la preexistencia de otro 
planeamiento contradictorio con la protección, o la inexistencia previa de planeamiento 
general, no son obstáculos para dicha aprobación709. 
 
 Sin embargo, como pone de relieve ALEGRE ÁVILA, los Planes Especiales de Sitios 
Históricos o de Zonas Arqueológicas quedan desvirtuados al existir un régimen de plena 
concurrencia entre la autorización de la Administración del patrimonio y la correspondiente 
licencia municipal.710 
 
Por otra parte, la aprobación del referido plan supone un antes y un después; en efecto, 
antes de su aprobación las licencias municipales deben estar precedidas de una resolución 
favorable de la Administración cultural y, en todo caso, no se permitirán alineaciones nuevas, 
alteraciones en la edificabilidad, parcelaciones ni agregaciones.   
 
Una vez aprobado el Plan, los Ayuntamientos interesados serán competentes para 
autorizar directamente las obras que desarrollen el planeamiento aprobado y que afecten 
únicamente a inmuebles que no sean Monumentos ni Jardines Históricos ni estén 
comprendidos en su entorno, debiendo dar cuenta a la Administración cultural para la 
ejecución de las autorizaciones o licencias concedidas en el plazo máximo de diez días desde 
su otorgamiento.  
 
Las obras que se realicen al amparo de licencias contrarias al Plan aprobado serán 
ilegales y la Administración competente podrá ordenar su reconstrucción o demolición con 
                                                 
709
 El Plan establecerá para todos los usos públicos el orden prioritario de su instalación en los 
edificios y espacios que sean aptos para ello. Igualmente contemplará las posibles áreas de 
rehabilitación integrada que permitan la recuperación del área residencial y de las actividades 
económicas adecuadas. También deberá contener los criterios relativos a la conservación de fachadas 
y cubiertas e instalaciones sobre las mismas. Como subraya BARRERO RODRÍGUEZ, C., La 
ordenación jurídica del patrimonio histórico, op.cit., pág. 583, la relación entre el Plan este Plan y el 
Plan General de Ordenación Urbana se explica por la aplicación conjunta de los principios de 
jerarquía y de competencia.  
 
710
 ALEGRE ÁVILA J.M., Evolución y régimen jurídico del Patrimonio Histórico, V. II, 
Ministerio de Cultura, Madrid, 1994, pág. 169. Cfr., FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Estudios de 
derecho ambiental y…,  op.cit., págs. 241 a 253. En relación a la demanialización de los restos 
arqueológicos PONS CÁNOVAS señala que no está sujeta a indemnización o compensación por lo 
que “parece discutible si la misma conlleva la imposibilidad de desarrollar las actividades y uso 
permitidos a tenor de la clasificación y calificación urbanísticas.” PONS CÁNOVAS, F., La 
incidencia de las intervenciones administrativas en el derecho de propiedad, Marcial Pons, Madrid, 
2004, pág. 63. 
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cargo al Organismo que hubiera otorgado la licencia en cuestión, sin perjuicio de lo dispuesto 
en la legislación urbanística sobre las responsabilidades por infracciones (art. 20).711 
 
En esta misma línea,  los instrumentos de planeamiento relativos a Conjuntos 
Históricos deberán contener una catalogación, y, excepcionalmente, el Plan de protección de 
un Conjunto Histórico podrá permitir remodelaciones urbanas, pero sólo en caso de que 
impliquen una mejora de sus relaciones con el entorno territorial o urbano o eviten los usos 
degradantes para el propio Conjunto.  
 
Si a esto añadimos que no podrán otorgarse licencias para la realización de obras que 
requieran cualquier autorización administrativa hasta que ésta haya sido concedida, es fácil 
suponer que  dichas obras sean ilegales, lo que determina el ejercicio de la potestad de 
reposición de la legalidad urbanística tanto por los Ayuntamientos como por  la 
Administración cultural.712 
 
Si esto es así, el régimen jurídico de los bienes no declarados de interés cultural 
participa de un grado de protección debilitado. En efecto, el Organismo competente podrá 
ordenar la suspensión de las obras de demolición total o parcial o de cambio de uso de los 
citados inmuebles, suspensión que podrá durar un máximo de seis meses, dentro de los cuales 
la Administración competente en materia de urbanismo, deberá resolver sobre la procedencia 
de la aprobación inicial de un plan especial o de otras medidas de protección de las previstas 
en la legislación urbanística.  
 
En suma, y como señala ALONSO IBÁÑEZ 713 se puede concluir que el estatuto 
jurídico de los Conjuntos Históricos obedece al principio de inmodificabilidad absoluta a 
través del Plan especial mientras que el estatuto jurídico de las Zonas Arqueológicas y de los 
Sitios Históricos no se concreta a través del Plan. 
                                                 
711
 Como recuerda ABAD LICERAS la jurisprudencia del TS ha establecido una serie de 
principios rectores en las relaciones concurrentes en materia de autorizaciones sobre el patrimonio 
histórico. De entre tales principios es preciso subrayar los del carácter previa y condicionante de los 
organismos tutelares autonómicos o estatales n materia de patrimonio histórico que no supone una 
vulneración de la autonomía local. (ABAD LICERAS, J.M., Urbanismo y patrimonio histórico, Ed. 
Montecorvo, Madrid, 2000, pág. 90). 
 
712
 Partiendo de esta perspectiva encuentra una explicación satisfactoria que existan limitaciones 
respecto del deber de conservación y en lo relativo a los expedientes de ruina., desde el momento en 
que, en ningún caso podrá procederse a la demolición de un inmueble, sin previa firmeza de la 
declaración de ruina y autorización de la Administración cultural y Las obras que por razón de fuerza 
mayor hubieran de realizarse no darán lugar a actos de demolición que no sean estrictamente 
necesarios para la conservación del inmueble. 
 
713
 ALONSO IBÁÑEZ, Mª. R., Los espacios culturales en la ordenación urbanística, op.cit., 
pág. 75. 
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VII.- EL SUELO DEL MEDIO RURAL Y EL PATRIMONIO FORESTAL: 
ESPECIAL REFERENCIA A LA LEGISLACIÓN DE INCENDIOS FORESTALES 
 
 
La repercusión de las normas y planes administrativos de montes sobre el suelo del 
medio rural no presenta ninguna discusión.714 La cuestión es más sencilla: ¿podemos hablar 
de coordinación entre la legislación sectorial y la legislación urbanística? En términos 
generales, la respuesta debe ser afirmativa. En efecto las normas urbanísticas remiten, en 
varias ocasiones, a dicha normativa de montes, lo que permite integrar los preceptos de 
ambos sectores del ordenamiento jurídico. Debemos detenernos, siquiera sea de forma breve, 
en el examen de las principales reglas que inciden sobre el suelo del medio rural, señalando 
que la norma de cabecera será la LM/2003, no resultando necesario, en este momento, acudir 
a todas las leyes autonómicas sobre montes. 
 
El punto de partida lo constituye la propia definición de montes y la función social 
que tienen atribuida. Para ello, resulta conveniente tener en cuenta aquellos terrenos que no 
pueden ser calificados como monte, puesto que, a sensu contrario, el suelo restante se 
considera como monte, sin perjuicio de las diferentes clasificaciones legales, en orden a su 
titularidad (montes públicos y montes privados) y a su utilidad, así como a su régimen 
protector derivado de sus características especiales (montes protectores y otras figuras de 
especial protección). El art. 5.2 LM/2003, previene que, no se consideran como tales los 
terrenos dedicados al cultivo agrícola y los terrenos urbanos y aquellos otros que excluya la 
Comunidad Autónoma en su normativa forestal y urbanística. Repárese que no existe un 
concepto uniforme de monte, a nivel estatal, puesto que las leyes autonómicas pueden 
introducir especialidades715.  
 
                                                 
714
 Cfr., GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Curso de Derecho 
Administrativo II, op.cit., pág. 163, defienden que la regulación de la propiedad forestal se aproxima a 
la figura de la delimitación administrativa del contenido del derecho de propiedad. A su vez la 
relación entre los espacios naturales y los montes se ponía de manifiesto en la Ley de Montes de 1957 
al recoger un capítulo en el que se presentaban las principales categorías de espacios protegidos. Por 
su parte, pone de manifiesto que la contradicción de la vigente LM/2003 al destacar la afectación al 
servicio público de los montes cuando “lo destacado en ellos y que les hace dignos de protección 
especial es su condición de recurso natural con una destacadísima significación ecológica y no el que 
puedan estar afectos a un servicio público, situación que será circunstancial.” ESTEVE PARDO, J., 
”Espacios naturales protegidos y patrimonio forestal”, en ESTEVE PARDO, J.; (Coord.), Derecho del 
medio ambiente y administración local, J., Fundación Democracia y Gobierno Local, Barcelona, 
2006, pág. 767.  
  
715
 El art. 31.3 LM/2003 dispone que “con carácter previo a la elaboración de los PORF, las 
Comunidades Autónomas definirán los territorios que, de acuerdo con esta Ley y con su normativa 
autonómica, tienen la consideración de monte.” 
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De este modo, no se puede confundir el concepto de suelo rústico, que sería el género, 
con el de suelo forestal, que sería la especie, consistiendo la función social en constituir una 
fuente de recursos naturales y configurarse como proveedores de múltiples servicios 
ambientales, entre ellos, protección del suelo y del ciclo hidrológico; fijación del carbono 
atmosférico; depósito de la diversidad biológica y como elementos fundamentales del 
paisaje.716 Además, no se olvide que los principios básicos de la legislación forestal son los 
de sostenibilidad, multifuncionalidad y conservación de la biodiversidad, principios que 
afectan al régimen jurídico del suelo del medio rural. 
 
Por otra parte, no estará de más recordar que por aprovechamientos forestales, el art. 6 
LM/2003, considera los maderables y leñosos, incluida la biomasa forestal, los de corcho, 
pastos, caza, frutos, hongos, plantas aromáticas y medicinales, productos apícolas y los demás 
productos y servicios con valor de mercado característicos de los montes, mientras que, la 
reclasificación de un monte consiste en lo que denomina cambio del uso forestal, es decir, 
toda actuación material o acto administrativo que haga perder al monte su carácter de tal. 
 
En esta línea, merece una mención especial el planeamiento constituido por la 
Estrategia Forestal Española, el Plan Forestal Español y lo Planes de ordenación de recursos 
forestales. La relevancia de estos últimos es evidente: constituyen una herramienta en el 
marco de la ordenación del territorio y se imponen a los Proyectos de Ordenación o Planes 
dasocráticos que son instrumentos de gestión forestal. Además dichos planes participan de 
una doble naturaleza: constituyen un instrumento de planificación forestal y, a la vez, una 
herramienta en el marco de la ordenación del territorio.717 
                                                 
716
 Como recuerda MORENO MOLINA los recursos forestales realizan funciones ecológicas o 
reguladoras de la dinámica de la biosfera, servicios sociales y funciones de carácter estrictamente 
económico. MORENO MOLINA, J. A., “Protección jurídica de los montes”, en PAREJO ALFONSO, 
L. y PALOMAR OLMEDA, A., (Dirs.), Derecho de los bienes públicos, III,  Aranzadi Thomson-
Reuters, Cizur Menor, 2009, págs. 430-431. 
 
717
 Respecto a la relación entre los planes de ordenación de los recursos forestales y los planes 
de ordenación de los recursos naturales BASSOLS COMAS se muestra crítico porque “pueden 
derivar a una cierta contradicción por la no-coincidencia de espacios geográficos de proyección o por 
colisión de determinaciones y vínculos.” BASSOLS COMAS, M., “La planificación urbanística: su 
contribución a la protección del medio ambiente”, en ESTEVE PARDO, J., (Coord.), Derecho del 
medio ambiente y administración local, Fundación Democracia y Gobierno Local, Barcelona, 2006, 
págs. 677-710. Como subraya ESTEVE PARDO “el objetivo al que la ley aspira es que todos los 
montes con una mínima extensión, sean públicos o privados, dispongan de instrumentos de 
ordenación. Es un objetivo que, como ya se ha destacado, puede imponerse obligatoriamente a los 
montes públicos, y así lo establece la ley, pero que no puede imponerse a los montes privados. Por eso 
la ley se acaba fijando el objetivo más realista de impulso y promoción en todos los montes de los 
instrumentos de ordenación. Así es como el artículo 33.1 de la Ley de montes establece que “las 
administraciones públicas impulsarán técnica y económicamente la ordenación de todos los montes”. 
ESTEVE PARDO, J., ”Espacios naturales protegidos y patrimonio forestal”, en ESTEVE PARDO, J., 
(Coord.), Derecho del medio ambiente y administración local, Fundación Democracia y Gobierno 
Local, Barcelona, 2006, pág. 769.  
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Asimismo, es conveniente resaltar que “los montes deben ser gestionados de forma 
sostenible, integrando los aspectos ambientales con las actividades económicas, sociales y 
culturales, con la finalidad de conservar el medio natural al tiempo que generar empleo y 
colaborar al aumento de la calidad de vida y expectativas de desarrollo de la población rural.” 
(Art. 32.1 LM/2003). La LM/2003 se inclina resueltamente por una “gestión forestal 
sostenible” lo que la lleva a señalar que, “los montes deben ser gestionados de forma 
sostenible, integrando los aspectos ambientales con las actividades económicas, sociales y 
culturales, con la finalidad de conservar el medio natural al tiempo que generar empleo y 
colaborar al aumento de la calidad de vida y expectativas de desarrollo de la población rural” 
(art. 32.1).  
 
En suma, cabe apuntar que la legislación forestal contiene varios mandatos con 
evidentes repercusiones urbanísticas. De una parte, vincula al planificador urbanístico al 
determinar la clasificación de los montes como suelo rústico, ya sea común o de especial 
protección, en función de la calidad de la masa forestal de que se trate.  
 
De otra parte, la Administración forestal debe participar en el procedimiento de 
aprobación de los planes urbanísticos mediante la emisión del preceptivo informe, que cuando 
se refiere a masas forestales de más calidad, concretamente a los denominados montes 
catalogados o protectores, presenta una naturaleza vinculante.718  
 
Finalmente, es preciso señalar las reglas sobre el combate del fuego que se estructuran 
en torno a los siguientes principios: prevención, extinción y reparación. Por otra parte, y en 
cuanto a la normativa reguladora de los incendios forestales, conviene poner de manifiesto 
que la regla más significativa es la que introdujo, por vez primera, el Código Penal, en los 
siguientes términos: “En todos los casos previstos en esta sección, los Jueces o Tribunales 
podrán acordar que la calificación del suelo en las zonas afectadas por un incendio forestal no 
pueda modificarse en un plazo de hasta treinta años. Igualmente podrán acordar que se 
limiten o supriman los usos que se vinieran llevando a cabo en las zonas afectadas por el 
incendio, así como la intervención administrativa de la madera quemada procedente del 
incendio”.  
 
Aunque la norma penal se refiere a cualquier clase de suelo afectado por un incendio 
forestal no define el concepto de monte. Por tanto, la eficacia prohibitiva de la recalificación 
del suelo es tributaria de lo que se incluya dentro del concepto de monte. Actualmente, lo 
encontramos en el art. 5 LM/2003, que parte de un concepto amplio. En efecto, engloba a 
                                                                                                                                                                       
 
718
 Como señala AGUDO GONZÁLEZ  la LM/2003 no podía pronunciarse sobre la 
clasificación de estos terrenos pero dicho informe vinculante trasciende a la referida clasificación. 
(AGUDO GONZÁLEZ, J., Incidencia de la protección del medio ambiente en los usos del suelo, 
op.cit., pág. 504.) 
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todo terreno en el que vegetan especies forestales arbóreas, arbustivas, de matorral o 
herbáceas, sea espontáneamente o procedan de siembra o plantación, que cumplan o puedan 
cumplir funciones ambientales, protectoras, productoras, culturales, paisajísticas o 
recreativas.  
 
Pero también se considera como monte los terrenos yermos, roquedos y arenales. las 
construcciones e infraestructuras destinadas al servicio del monte en el que se ubican, los 
terrenos agrícolas abandonados que cumplan las condiciones y plazos que determine la 
comunidad autónoma, y siempre que hayan adquirido signos inequívocos de su estado 
forestal, todo terreno que, sin reunir las características descritas anteriormente, se adscriba a 
la finalidad de ser repoblado o transformado al uso forestal, de conformidad con la normativa 
aplicable y los enclaves forestales en terrenos agrícolas con la superficie mínima determinada 
por la Comunidad Autónoma.  
 
Por último, no se puede considerar como monte a los terrenos dedicados al cultivo 
agrícola ni a los terrenos urbanos y aquellos otros que excluya la comunidad autónoma en su 
normativa forestal y urbanística. 
 
Posteriormente, y dentro de la ley de montes, habrá que remitirse a la reforma 
introducida por Ley 10/2006, de 28 de abril, por la que se modifica el art. 50 LM/2003, en la 
cual se establecen un conjunto de normas más detalladas. La primera consiste en que las 
comunidades autónomas deberán garantizar las condiciones para la restauración de los 
terrenos forestales incendiados, y se prohíbe el cambio de uso forestal al menos durante 30 
años, así como, toda actividad incompatible con la regeneración de la cubierta vegetal, 
durante el período que determine la legislación autonómica.  
 
En segundo lugar, y con carácter singular, las Comunidades Autónomas podrán 
acordar excepciones a estas prohibiciones siempre que, con anterioridad al incendio forestal, 
el cambio de uso estuviera previsto, ya sea en un instrumento de planeamiento previamente 
aprobado, ya sea en un instrumento de planeamiento pendiente de aprobación, si ya hubiera 
sido objeto de evaluación ambiental favorable o, de no ser ésta exigible, si ya hubiera sido 
sometido al trámite de información pública, o bien, en una directriz de política agroforestal 
que contemple el uso agrario o ganadero extensivo de montes no arbolados con especies 
autóctonas incultos o en estado de abandono.719  
                                                 
719
 Una regla de marcado cariz restrictivo consiste en la posibilidad de reclasificar previa 
autorización en norma de ley. (Así se establece, p.e., en el art. 16.3 de la LSMadrid/2001). En 
términos idénticos puede verse el art. 59.3 de la  Ley gallega 7/2012, de 28 de junio. 
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Por otra parte, estos mandatos legales deben ser puestos en conexión con la dispos. 
adicional sexta del TRLS/2008, que obliga a mantener en situación de rural y con destino al 
uso forestal a los terrenos forestales incendiados al menos durante el plazo de 30 años. Si se 
analizan detenidamente estos preceptos se podría concluir que están en contra de las 
reclasificaciones durante un plazo de 30 años. Se trata de una regla, de carácter limitativo, 
desde mi punto de vista desproporcionado, ya que, no existe tal protección en ninguna otra 
categoría de suelos rústicos de especial protección. Asimismo, penaliza a los propietarios de 
un suelo que son ajenos a la producción del incendio.720 
 
En suma, las modificaciones normativas realizadas suponen, en palabras de 
MORENO MOLINA, la aproximación de las legislaciones de España, Portugal e Italia.721 
 
Pero llegados a este punto es preciso dar respuesta a la siguiente pregunta: ¿existen 
reglas en materia de protección de incendios forestales que puedan afectar al suelo del medio 
rural en otros aspectos distintos de los señalados? La polémica, que se puede suscitar desde 
varios frentes, la abordaremos desde la Ley 3/2007, de 9 de abril, de incendios forestales de 
Galicia: 
 
a.- Repercusión de los planes sectoriales de incendios forestales sobre los planes 
urbanísticos. En este punto habrá que tener en cuenta que los referidos planes sectoriales 
(gallego, de distrito y municipal) se configuran como planes especiales de emergencias en 
torno al Plan de prevención y defensa contra los incendios forestales de Galicia conectados 
con los planes de ordenación de los recursos naturales. 
 
b.- Redes de fajas de gestión de biomasa que se clasifican en redes primarias, 
secundarias y terciarias y que inciden en la implantación de nuevas edificaciones en terrenos 




                                                                                                                                                                       
 
720
 GONZÁLEZ PÉREZ “Disposición Adicional Sexta”, en GONZÁLEZ PÉREZ, J. (Dir.) 
Comentarios al texto refundido de la ley del suelo: (Real Decreto legislativo 2/2008, de 20 de junio), 
Vol. II, Thomson-Civitas, Cizur Menor, 2008, págs. 1.695-1696, pone de relieve que la disp. adic. que 
nos ocupa se remite al plazo que fije cada Comunidad Autónoma que tendrá el carácter de plazo 
mínimo. Por otra parte, considera que el plazo de 30 años fijado en la LM es insuficiente. No se puede 
hablar de reclasificación sino de recalificación en los supuestos de cambio de actividad de forestal a 
agrícola (cfr., el art. 40 de la Ley 3/2007, de 9 de abril de incendios forestales de Galicia). 
 
721
 MORENO MOLINA, J. A., “Protección jurídica de los montes”, en  PAREJO ALFONSO, 
L. y PALOMAR OLMEDA, A., (Dirs.), Derecho de los bienes públicos, III,  op. cit., pág. 461. 
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VIII.- EL SUELO DEL MEDIO RURAL Y LA NORMATIVA DE DESARROLLO 





Las políticas de desarrollo rural deben orientarse a la dinamización de los recursos 
naturales, pero, también, a la diversificación de los recursos agrarios, histórico-culturales, 
turísticos, paisajísticos y etnológicos. En este sentido, se pronuncia  la Declaración de Cork 
sobre desarrollo rural722, en la que se pone de manifiesto la necesidad de “invertir el proceso 
de emigración del campo, combatir la pobreza, fomentar el empleo y la igualdad de 
oportunidades, responder a la creciente demanda de calidad, salud, seguridad, desarrollo 
personal y ocio y mejorar el bienestar de las comunidades locales”.723  En consecuencia, la 
intervención pública en las zonas rurales, debe orientarse a la mejora de la calidad de vida de 
la población rural y la diversificación económica de su entorno geográfico; a la corrección de 
las deficiencias de infraestructuras básicas (comunicación y transporte, tecnología de la 
información, etc.); a la superación del problema de despoblamiento y a la garantía de los 
servicios públicos esenciales (sanidad, educación, cultura,..).724 
 
En suma, deberían constituir objetivos a alcanzar, el fomento de la multifuncionalidad 
y la sostenibilidad del conjunto de su medio rural, la preservación de las señas de identidad 
fundamentales, el incremento de la competitividad de las empresas y estructuras económicas 
                                                 
722
 Para un estudio detallado del régimen normativo del desarrollo rural en Francia en el cual 
parece inspirarse, siquiera parcialmente, el legislador español, cfr., BUSTILLO BOLADO, R., O. y 
MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. en Desarrollo rural…, op.cit., págs. 129-175.  
 
723
 En cualquier caso, y desde una visión global, se advierten una serie de factores comunes en 
el medio rural español, en general, y en el gallego, en particular, tales como: el progresivo  abandono 
de la actividad agraria, la falta de oportunidades laborales y los desequilibrios medio urbano/medio 
rural, que han provocado el fenómeno de la emigración, especialmente entre mujeres, jóvenes y 
personas más cualificadas, También es característico del medio rural un alto grado de envejecimiento 
de su población, así como una elevada tasa de masculinización. 
 
724
 Para BASSOLS COMAS la articulación entre el desarrollo rural y la ordenación del 
territorio se podría conseguir a través de varias vías: articular una coordinación entre los programas de 
desarrollo rural y los planes hidrográficos de  cuenca: en torno a la figura de los planes de ordenación 
de los recursos naturales y articular la integración urbano-rural. Además el desarrollo rural deberá 
conectarse con la legislación urbanística mediante la alteración del modelo de desarrollo urbano 
propio de los planes urbanísticos y de nuestra tradición histórica verá emplazada a renovar la 
composición de su modelo territorial que asume el planeamiento municipal que hasta ahora estaba 
exclusivamente referido al desarrollo Urbano. (Cfr., BASSOLS COMAS, M., “Ordenación del 
territorio y desarrollo rural”, CDL, Número 10, 2006, págs. 19-20.) 
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de las zonas rurales, la integración de las normas y actuaciones de las diferentes 
administraciones y entidades públicas que afecten al desarrollo de las zonas rurales, y el 
mantenimiento del protagonismo de su progreso en su población. Estos objetivos deben estar 
presentes en la planificación urbanística que debe abandonar una posición estrictamente 
conservadora y de preservación de los recursos naturales para impulsar el crecimiento 
ordenado del medio rural. 
 
Estos objetivos han sido debidamente tenidos en cuenta por la LDSMR/2007725. Esta 
norma, al ocuparse específicamente del urbanismo y de la vivienda, permite al Programa de 
Desarrollo Rural Sostenible, que como se sabe es  elaborado por el Estado  en coordinación 
con las Comunidades Autónomas contemplar medidas dirigidas para compatibilizar el 
desarrollo urbanístico con el mantenimiento del medio ambiente, facilitar el acceso a la 
vivienda de los ciudadanos del medio rural, fomentar la reutilización de viviendas ya 
existentes, la rehabilitación de viviendas y edificios, la preservación de la arquitectura rural 
tradicional, y la declaración de áreas de rehabilitación de los municipios rurales, a los efectos 
de las ayudas públicas que se determinen, con objeto de recuperar y conservar el patrimonio 
arquitectónico rural y desincentivar el urbanismo disperso, particularmente en las zonas 
rurales periurbanas. 
 
En suma, los objetivos del desarrollo sostenible son principios que vinculan los 
regímenes de utilización del suelo rural.726 Ahora bien, como pone de relieve BARREDA 
BARBERÁ, “frente a la disyuntiva entre una amplia permisividad de los usos constructivos-
totalmente incompatible con los fines del suelo no urbanizable-y la excepcionalidad de su 






                                                 
725
 Como señala RODRÍGUEZ-CHAVES MIMBRERO la LDSMR/2007 se caracteriza por un 
enfoque medioambiental a través del principio de multifuncionalidad y por una visión territorial de la 
política rural, visión territorial que comparte con la LM/2003 y con la LPNB/2007. RODRÍGUEZ-
CHAVES MIMBRERO, B.: “La gobernanza del medio rural. A propósito del Real Decreto 
1336/2011, de 3 de octubre, por el que se regula el contrato territorial para promover el desarrollo 
sostenible del medio rural.”, RDUMA, núm. 273, 2012, pág. 166. 
  
726
 En este sentido, ALLI ARANGUREN, J. C. y ALLI TURRILLAS, J.C.: Estudio Sistemático 
del Texto Refundido de la Ley de Suelo (Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio), Dykinson, 
Madrid, 2008, pág. 413. 
 
727
 BARREDA BARBERÁ, J., La ordenación jurídica del suelo no urbanizable, op.cit., pág. 
318. 
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2.- Un ejemplo concreto: las Directrices Estratégicas Territoriales de Asturias 
 
Las Directrices Estratégicas Territoriales de Ordenación Rural se configuran en el art, 
12 LDSMR/2007, como un instrumento de las Comunidades Autónomas para la ordenación 
de las actuaciones en el medio rural. Más en concreto, su finalidad es orientar y condicionar 
la localización territorial de las medidas derivadas del Programa, favoreciendo la 
compatibilidad de los planes y actuaciones que se lleven a cabo en cada zona rural en función 
de sus características y potencialidades. 
 
Para poder determinar la incidencia que puede alcanzar en el ámbito urbanístico, nada 
nos podrá ilustrar mejor que un ejemplo real. Por proximidad territorial y por la similitud de 
los problemas abordados a la realidad social gallega se procederá al análisis de las Directrices 
asturianas. En las  Directrices Estratégicas Territoriales de Asturias se fijan las siguientes 
reglas:  
 
1)  la protección y potenciación de los núcleos rurales existentes, como modo 
fundamental de asegurar la sostenibilidad del sistema territorial, evitando su expansión y 
ocupación indiscriminada hacia el suelo rústico, para lo cual serán fundamentales las políticas 
que potencien la rehabilitación del patrimonio ya construido;728 
  
2) se ponen de manifiesto los problemas derivados de edificios aislados destinados a 
viviendas familiares, entre los que destacan los de una urbanización encubierta del territorio, 
sin la dotación de los equipamientos, infraestructuras y servicios que serían necesarios para 
tal ocupación, una afección degradante sobre los usos que han justificado la clasificación de 
"no urbanizables" para esos terrenos, un encarecimiento del suelo y una grave dificultad para 
la posterior realización de infraestructuras y sistemas generales, que exigen expropiaciones 
con afectación a viviendas y la subordinación del diseño de dichas infraestructuras o sistemas 
a los huecos disponibles en estos espacios "no urbanizables", colmatados por la proliferación 
de edificios y una afección indirecta al suelo urbanizable, haciendo inviable su desarrollo, 
ante la posibilidad de realizar las correspondientes edificaciones en suelo "no urbanizable" 
                                                 
728
 El Libro Blanco sobre la sostenibilidad del planeamiento urbanístico suministra una serie de 
criterios de sostenibilidad: reordenación de los usos agrícolas; potenciación de la agricultura y 
ganadería periurbanas de proximidad; vuelta a los usos ganaderos tradicionales no estabulados; 
reordenación de los sistemas de distribución y comercialización de los productos agrícolas y 
ganaderos, particularmente en el tramo mayorista, reconversión de áreas agrícolas degradadas en 
zonas forestales y dificultar el uso del territorio dedicado a un turismo basado en el consumo del 
mismo. FARIÑA TOJO, J. y NAREDO, J.M.,  (Dirs.): Libro Blanco de la Sostenibilidad en el 
Planeamiento Urbanístico Español, Ministerio de Vivienda Gobierno de España, Abril de 2010, págs. 
29-30. 
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con muchas menores cargas y, por lo tanto, con menor coste individual, pero con mucho 
mayor coste social;  
 
3) la realización de construcciones, edificaciones e instalaciones de utilidad pública o 
interés social en suelo "no urbanizable" debiera quedar expresamente sometida a la previa 
declaración de dicha "utilidad pública" o "interés social", en términos similares a los 
requeridos para justificar la expropiación de los terrenos. Igualmente es preciso que dichas 
instalaciones vengan justificadas en cuanto a la necesidad de su ubicación en el suelo "no 
urbanizable";  
 
4) recomienda la utilización y rehabilitación del patrimonio ya construido 
fundamentalmente los núcleos abandonados;  
 
5) tendencia a minimizar la nueva ocupación de suelo rústico con fines de usos 
urbanos, que en todo caso deben ser proporcionados, justificados, austeros y consecuentes 
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    CAPÍTULO SEXTO: APROXIMACIÓN A LA EURREGIÓN 
GALICIA-NORTE DE PORTUGAL 
 
   I.- INTRODUCCIÓN 
 
 
1.- ¿Por qué la Eurorregión Galicia-Norte de Portugal como punto de referencia 
para analizar el régimen del suelo en el medio rural?729 
 
 
El art. 149.1.3 CE considera las relaciones internacionales como una competencia 
exclusiva del Estado. Sin embargo, este título competencial es susceptible de variadas 
interpretaciones dispares. La doctrina que mantiene el Tribunal Constitucional se sintetiza en 
que las Comunidades Autónomas podrán realizar aquellas actividades de relevancia 
internacional que sean convenientes al ejercicio de sus competencias y que no supongan una 
infracción de la reserva estatal señalada.730 Sin embargo y teniendo en cuenta estas premisas 
considero que Galicia no podría suscribir tratados internacionales con Portugal en el ámbito 
del suelo del medio rural y ello pese a ser titular de competencias en materias de ordenación 
del territorio y de urbanismo. 
 
Pese a lo indicado, existe otra vía de acercamiento normativo y administrativo. Nos 
estamos refiriendo a la cooperación transfronteriza. En efecto, la existencia de territorios con 
una frontera común suele ser un factor desencadenante de relaciones entre los Estados 
involucrados. Dichas relaciones se plasman en ámbitos de tipo económico lo que da lugar a la 
necesidad de implantar nuevas infraestructuras (o reforzar las ya existentes) y a la adopción 
de decisiones con implicaciones de tipo social. Por ello el caso Galicia-Norte de Portugal 
responde a los parámetros mencionados. 
 
                                                 
 
729
 Para un estudio de la movilidad transfronteriza, cfr. PALMEIRO PIÑEIRO, J.L. y PAZOS 
OTÓN, M., ” La Eurorregión Galicia-Norte de Portugal: una aproximación a la movilidad en el 
contexto ibérico”, en Estudios Geográficos, LXIX, 264, enero-junio, págs. 215-245, 2008. Observan 
estos autores que existe un déficit claro en la planificación y estructuración de la movilidad 
transfronteriza de proximidad. Cfr., también FERRÁS SEXTO, C., ”Un ideario de cidade en rede 
policéntrica ubicada nun grande xardín. O caso da eurorrexión Galicia-Norte de Portugal”, Revista 
Estudos Euro (Rexionais)Regionais, año 07, núm. 01, Centro de Estudos Euro (Rexionais) Regionais 
Galicia (Galiza)-Norte de Portugal, www.fceer.org (consultado en marzo 2011).  
 
730
 Como destaca ARIAS MARTÍNEZ, Mª.A., “Comunidades Autónomas y relaciones 
internacionales. Un estudio de jurisprudencia constitucional”, Autonomies, núm. 21, diciembre 1996, 
págs. 386-387. 
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El punto de llegada lo constituyen las Agrupaciones Europeas de Cooperación 
Territorial que se pueden definir como personas jurídico-públicas, constituidas por entidades 
u organismos de, al menos dos Estados miembros de la Unión Europea, que tienen por objeto 
facilitar y fomentar la cooperación transfronteriza, transnacional e interregional, con el fin 
exclusivo de reforzar la cohesión económica y social.731 Pero, ¿cuáles son los antecedentes en 
Galicia y en el Norte de Portugal? 
 
Sin necesidad de acudir a otros antecedentes más remotos debe situarse en 1991 la 
labor realizada por el Eixo Atlántico do Noroeste Peninsular732. Fue creado el 1 de abril de 
1992, al amparo del Convenio Marco sobre Cooperación Transfronteriza entre Comunidades 
o Autoridades Territoriales de 1980 y bajo la fórmula de asociación transfronteriza de 
municipios de derecho privado. Se trata de una entidad integrada, en la actualidad, por más de 
una treintena de ciudades de la euro-región Galicia-Norte de Portugal, en aras al fomento de 
la cohesión territorial y al desarrollo socioeconómico euro-regional. También se puede citar, 
Unimiño733 o la euro-ciudad Chaves-Verín734. Se caracterizan por su ubicación en la frontera 
galaico-portuguesa en sentido estricto (transfronteriza) y, además, se limitan a ciertas zonas o 
fragmentos de la misma.  
 
                                                 
731
 La norma española vigente es el Real Decreto 37/2008, de 18 de enero, por el que se adoptan 
las medidas necesarias para la aplicación efectiva del Reglamento (CE) nº 1082/2006, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, sobre la Agrupación Europea de Cooperación 




 Entre dichos antecedentes se pueden mencionar la concertación de posiciones conjuntas en el 
marco de la Conferencia de Regiones Periféricas y Marítimas y el estudio conjunto de las 
infraestructuras para la Cuenca del Miño. Las primeras actividades conjuntas Xunta de 
Galicia‐Comissão de Coordenação e Desenvolvimento Regional do Norte (CCDR‐N) se inician en 
1985 y en el año 1986 tiene lugar la presentación ante la Unión Europea del proyecto “Memoria 
Común de Infraestructuras Galicia‐Norte de Portugal” que se podía calificar como una Memoria 
Conjunta con la finalidad de solicitar financiación para un estudio global de la región Galicia-Norte de 
Portugal orientada hacia las Intervenciones Específicas Comunitarias. 
 
733
 Está circunscrita al curso bajo del río Miño. Desde la óptica jurídico-institucional, es el 
resultado de la firma de un convenio de colaboración entre dos entidades supramunicipales: la 
Comunidade Intermunicipal de Vale do Minho (integra a 5 municipios portugueses) y la Diputación 
de Pontevedra. Sus objetivos apuntan a la realización de obras públicas, la gestión de servicios 
comunes y la elaboración de proyectos para concurrir a convocatorias europeas. El convenio es de 8 
de mayo de 2006  y se ha publicado en el BOE el 12 de septiembre de 2006. 
 
734
 En 2007, se constituyó su secretariado y, en enero de 2009, tuvo lugar la presentación. 
Aunque todavía carece de personalidad jurídica, ya cuenta con una directora y un equipo de trabajo. 
Al igual que otras experiencias semejantes, tratará de compartir servicios y realizar proyectos 
comunes en ámbitos como el turismo, la sanidad, la educación, los transportes, el medio ambiente y la 
cultura. 
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Asimismo es preciso señalar la constitución en 31 de octubre de 1991 de la 
Comunidad de Trabajo como organismo institucional que dirige las actividades de 
cooperación entre las dos regiones. Lo previsto en dicho acuerdo se configura como un 
compromiso mutuo de carácter no normativo y no modifica el reparto de competencias 
establecido en cada territorio por los derechos internos portugués y español. Su finalidad era 
tratar asuntos de interés común, proceder al intercambio de informaciones, coordinar 
iniciativas y evaluar las posibilidades de solucionar o contribuir a la solución de problemas 
comunes, por medio de acuerdos, decisiones convergentes o de recomendaciones y 
propuestas a las autoridades competentes. En concreto, las materias que constituyen su 
ámbito de actuación son las de desarrollo económico, desarrollo rural, transporte, 
comunicaciones,  turismo, cultura, educación, innovación, agricultura y ganadería, medio 
ambiente y ordenación del territorio. 
 
El organigrama de la Comunidad de Trabajo es el siguiente:  
 
a. El Consejo de la Comunidad de Trabajo que asegura la continuidad de las 
actividades de cooperación transfronteriza, fija el programa de acción de la Comunidad, 
adopta los acuerdos, recomendaciones y propuestas de la Comunidad de Trabajo y puede 
aprobar resoluciones reglamentarias fijando normas de funcionamiento. Está formado por las 
delegaciones oficiales de la Comunidad Autónoma de Galicia y de la Comisión de 
Coordinación de la Región del Norte de Portugal. Cada una de ellas estará integrada por un 
número igual de delegados, entre los cuales figurarán, en la medida de lo posible, 
representantes de las colectividades subregionales transfronterizas, así como los 
Coordinadores de las Comisiones sectoriales. El Consejo se reunirá dos veces año, 
pudiéndole hacer en sesión extraordinaria tras convocatoria del presidente. 
 
b. El Presidente de la Comunidad de Trabajo, que preside el Consejo, tiene un 
mandato de dos años. La Presidencia será ejercida alternativamente por los presidentes de 
ambas regiones miembros y en caso de impedimento temporal de Presidente, le sustituye 
durante ese período el Presidente de la otra región miembro. El Presidente de la Comunidad 
representa a ésta; prepara el orden del día del Consejo tras consulta con el presidente de la 
otra región miembro; efectúa la convocatoria de las reuniones del Consejo y autoriza con su 
firma el acta de las reuniones.  
 
c. La Comunidad de Trabajo puede crear, por decisión del Consejo, Comisiones 
Sectoriales paritarias735 y, con carácter temporal y excepcional, comisiones ad hoc. Estas 
                                                 
735
 El Grupo de Trabajo se estructuraba en 6 Comisiones en 1991, en 1999 se dividió en 10 
Comisiones (Agricultura; Medio Ambiente, Recursos Naturales y Ordenación; Enseñanza, Formación 
y Empleo; Investigación Científica y Universidades; Cultura; Patrimonio y Turismo; Desarrollo 
Local; Dinamización Económica; Pesca; Salud y Asuntos Sociales; Infraestructuras y Transporte; y 
Administración Regional y Local, reduciéndose en 2007 a 3: Medio Ambiente, Ordenación del 
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Comisiones Sectoriales elevarán sus propuestas al Consejo para su consideración y 
aprobación. 
 
d. Con el fin de asegurar la coordinación general y permanente de las actividades de la 
Comunidad, cada uno de los presidentes de las regiones miembros nombrará un Coordinador 
General. Ambos Coordinadores Generales, asistidos por funcionarios y técnicos, presidirán 
conjuntamente el Comité de Coordinación de la Comunidad de Trabajo; velarán por la 
coordinación y coherencia de los trabajos de las Comisiones Sectoriales; realizarán el 
seguimiento de las acciones programadas y prepararán los elementos necesarios para la 
elaboración de los programas de trabajo, así como para la fijación de prioridades de la 
Comunidad de Trabajo. 
 
Como consecuencia de esta Comunidad se realizaron proyectos conjuntos, entre los 
cuales nos interesa destacar en este momento los relativos a las infraestructuras y a la 
colaboración  ambiental, con la creación del parque transfronterizo Peneda-Gerês.736 Esta es 
una de las razones por las que creemos de utilidad el estudio del medio rural desde el prisma 
del ámbito territorial Galicia-Norte de Portugal, máxime, con la puesta en marcha de la 
Eurorregión. 
 
Por otra parte, es preciso traer a colación la ratificación por Portugal y España, en 
1988 y 1990, respectivamente, del Convenio Marco Europeo sobre Cooperación 
Transfronteriza de las Colectividades o Autoridades Territoriales del Consejo de Europa 
(1980)737. En virtud de este Convenio Marco cada Parte Contratante se compromete a facilitar 
y a promover la cooperación transfronteriza738 entre las comunidades o autoridades 
                                                                                                                                                                       
Territorio y Desarrollo Rural; Competitividad y Empleo; Cooperación e Integración Socioeconómica 




 Actualmente la Reserva de la Biosfera Transfronteriza Gerês - Xurés fue aprobada el 26 de 
mayo de 2009 por el Consejo Internacional de Coordinación del Programa MaB (Hombre y Biosfera) 
de la UNESCO. 
 
737
 Las razones que movieron a la conclusión de tal convenio fueron, entre otras, las siguientes: 
1ª. La importancia que, para una fluida relación entre los Estados, puede revestir la cooperación de las 
comunidades o autoridades territoriales fronterizas en materias como el desarrollo regional, urbano y 
rural, la protección del medio ambiente, la mejora de las infraestructuras y la ayuda mutua en caso de 
siniestro. 2ª. El hecho de que la cooperación entre los poderes locales y regionales de Europa facilita 




 Conforme al art. 2 del Convenio, se entiende por cooperación transfronteriza "toda acción 
concertada tendente a reforzar y a desarrollar las relaciones de vecindad entre comunidades o 
autoridades territoriales pertenecientes a dos o varias Partes Contratantes, así como la conclusión de 
los acuerdos y de los arreglos convenientes". 
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territoriales739 pertenecientes a su jurisdicción y las comunidades o autoridades territoriales 
dependientes de otras Partes del Convenio, esforzándose en promover la conclusión de los 
acuerdos y arreglos que resulten necesarios, en el marco de un escrupuloso respeto a los 
preceptos constitucionales de los diversos Estados. Los acuerdos y arreglos serán concluidos 
respetando las competencias previstas por el derecho interno de cada Estado en materia de 
relaciones internacionales y las normas de control o de tutela a que estén sometidas las 
comunidades o autoridades territoriales.  
 
Abundando en lo anterior, el  art. 3 del Convenio, señala  que sus disposiciones no 
menoscaban la facultad de los Estados firmantes de recurrir, de común acuerdo, a otras 
formas de cooperación transfronteriza, hasta el extremo de que las disposiciones del referido 
Convenio en ningún caso son invalidantes de los acuerdos de cooperación preexistentes. 
Asimismo se prevé que las Partes Contratantes han de procurar la resolución de las 
dificultades de orden jurídico, administrativo o técnico que pudiesen obstaculizar el 
desarrollo y buen funcionamiento de la cooperación transfronteriza, consultando, cuantas 
veces sea necesario, a las Partes Contratantes interesadas. 
 
Una nota a subrayar de este Convenio es que no establece ninguna regla en relación 
con la naturaleza de los organismos de cooperación que puedan establecerse en los acuerdos 
territoriales ni tampoco respecto al valor jurídico de sus actos, si bien el propio Consejo de 
Europa elaboró en 1995 un Protocolo adicional, al que en 1998 se añadió un segundo 
Protocolo relativo a la cooperación interterritorial para solventar estos problemas, protocolos 
que no han ratificado ni España ni Portugal.740 
 
En definitiva este Convenio establece un marco jurídico general que, necesariamente, 
debe ser completado mediante Acuerdos interestatales. La declaración formulada en este 
sentido por España al ratificar el Convenio Marco Europeo señalaba que, mientras no 
existieran tales Acuerdos interestatales, los convenios que suscribieran las entidades 
territoriales españolas necesitaban, para su eficacia, la conformidad expresa del Gobierno de 
la Nación. 
                                                 
739
 En el art. 2 se definen las comunidades o autoridades territoriales como "aquellas 
comunidades o autoridad u organismos que ejercen funciones locales o regionales y que son 
consideradas como tales en el derecho interno de cada Estado". 
 
740
 Quizá la explicación a la ausencia de las referidas ratificaciones haya que buscarla en la 
vigencia del Tratado de Valencia. Cfr., EMBID IRUJO, A. y FERNÁNDEZ DE CASADEVANTE 
ROMANÍ, C., Las agrupaciones europeas de cooperación territorial. Consideraciones desde el 
Derecho Comunitario y el Derecho Español, Iustel, Madrid, 2008, pág. 253, que señalan que en el 
seno del Consejo de Europa no se han concluido instrumentos de cooperación dotados de efectos 
jurídicos ni se han creado organismos con personalidad jurídica. 
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Posteriormente, en 2002, ambos Estados firmaron el Tratado sobre Cooperación 
Transfronteriza entre Entidades e Instancias Territoriales (conocido como el Tratado de 
Valencia con entrada en vigor el 30 de enero de 2004) que completó el marco jurídico y 
reafirmó el compromiso político con la cooperación transfronteriza desarrollada por 
autoridades regionales o locales.741 Dicho marco jurídico se integra mediante convenios de 
cooperación que no sólo deberán ajustarse a lo establecido en el Tratado, sino también al 
Derecho interno de las Partes, al Derecho comunitario europeo y a los compromisos 
internacionales asumidos por las Partes. Previamente a su celebración, los convenios deberán 
observar las reglas de procedimiento y de control establecidas al efecto en el Derecho interno 
de cada una de las Partes. Lo anterior implica que no abarca la cooperación transfronteriza no 
institucionalizada.742 
 
Una característica significativa de estos convenios es que vincularán exclusivamente a 
las instancias y entidades territoriales que los suscriban, sin que las Partes queden obligadas 
por sus estipulaciones ni por los efectos resultantes de su ejecución, salvo en el caso de las 
Comisiones de Coordinación Regional, en cuanto órganos de la Administración del Estado 
portugués. Los convenios deberán documentarse por escrito y se redactarán en la lengua 
oficial de cada una de las Partes, pudiendo redactarse, además, en las demás lenguas que sean 
cooficiales en alguna de las entidades territoriales españolas.  
 
En virtud de este Convenio España y Portugal pueden crear organismos de 
cooperación transfronteriza sin personalidad jurídica y crear organismos de cooperación 
transfronteriza con personalidad jurídica. Sin embargo, la citada creación no es enteramente 
libre ya que dichos organismos no pueden afectar a las competencias normativas y de 
                                                 
741
 Las razones que impulsaron a dar este paso han sido: a) Las ventajas recíprocas que resultan 
de la cooperación entre entidades e instancias territoriales de uno y otro lado de la frontera para el 
desarrollo y el progreso de los respectivos habitantes. b) Las diferencias existentes entre dichas 
entidades e instancias por lo que se refiere al régimen jurídico de organización política y 
administrativa. c) La necesidad de un régimen jurídico adecuado exigido por el proceso de 
construcción europea, la iniciativa comunitaria Interreg y los Convenios del Consejo de Europa. Este 
Convenio debe integrarse con el Real Decreto 1317/1997, de 1 de agosto sobre comunicación previa a 
la Administración General del Estado y publicación oficial de los convenios de cooperación 
transfronteriza de Comunidades Autónomas y entidades locales con entidades territoriales extranjeras. 
(BOE de 29 de agosto de 1997). Recuérdese que el Objetivo Cooperación Territorial Europea 2007-
2013 ha sustituido a la iniciativa comunitaria Interreg. Interesa resaltar, a título introductorio, que  en 
el ámbito del Tratado hispano-francés, existe mayor número de convenios suscritos por entidades de 
naturaleza regional y local (convenios mixtos) que en el ámbito del Tratado hispano-portugués. Cfr., 
EMBID IRUJO, A. y FERNÁNDEZ DE CASADEVANTE ROMANÍ, C., Las agrupaciones 
europeas de cooperación territorial. Consideraciones desde el Derecho Comunitario y el Derecho 
Español, op.cit., pág. 256, quienes ponen de manifiesto la gran similitud entre el régimen jurídico 
español y el derivado del Reglamento nº 1082/2006. 
 
742SOBRIDO PRIETO, M., ”El tratado hispano-portugués sobre la cooperación transfronteriza 
territorial”, AFDUC, nº 8, 2004, pág. 850. 
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seguridad pública, las potestades de control de las instancias y entidades territoriales y las 
potestades sancionadoras, ni las competencias que hayan sido delegadas en las mismas, sin 
perjuicio de que, cuando se trate de un organismo con personalidad jurídica que asuma la 
prestación en común de un servicio público, el organismo asuma el ejercicio de las potestades 
de reglamentación y sancionadoras inherentes a la prestación del servicio). En suma, y como 
subraya SOBRIDO PRIETO,743 los organismos con personalidad jurídica están pensados para 
asumir la realización de obras públicas, la gestión común de equipamientos o servicios 
públicos Asimismo, los convenios no podrán tener por objeto la modificación del estatuto 
jurídico de las entidades firmantes ni, tampoco, hacer extensiva su eficacia a instancias y 
entidades territoriales que no hayan firmado el convenio. 
 
El art. 8 del Convenio crea la Comisión Hispano-Portuguesa para la Cooperación 
Transfronteriza.744 Para el cumplimiento de sus objetivos, la Comisión ejercerá las siguientes 
funciones: intercambiar información sobre las iniciativas desarrolladas en el ámbito del 
Tratado; dar cuenta a los Gobiernos de las Partes de los aspectos relevantes de la ejecución y 
desarrollo de las actividades de cooperación transfronteriza y de su adecuación al Tratado, así 
como presentarles propuestas para adoptar las medidas que juzgue apropiadas; analizar los 
problemas de cooperación transfronteriza relativos a la aplicación del Tratado, en particular 
los que le sometan las instancias territoriales portuguesas y las entidades territoriales 
españolas y proponer, en cada caso, las soluciones que considere adecuadas; proponer 
medidas apropiadas para el desarrollo del Tratado; examinar cualquier otra cuestión 
relacionada con la cooperación transfronteriza de las respectivas instancias y entidades 
territoriales que las Partes le encomienden. 
 
El régimen jurídico previsto en el citado Tratado se aplica a las formas de cooperación 
regidas por el Derecho público, sin perjuicio de la posibilidad de recurrir a modalidades de 
cooperación sujetas al Derecho privado, siempre que las mismas resulten conformes al 
Derecho interno de las Partes, al Derecho comunitario europeo y a los compromisos 
internacionales por éstas asumidos. 
¿Cuáles son los fines y objetivos previstos en el mencionado Tratado bilateral? De 
conformidad con el art. 4 del Tratado, las instancias y entidades territoriales745 que realicen 
                                                 
743
 SOBRIDO PRIETO, M., ”El tratado hispano-portugués sobre…”, op.cit., pág. 851. 
 
744
 Mediante la Resolución de 18 de abril de 2006, de la Secretaría de Estado de Cooperación 
Territorial, se publica el Convenio de cooperación transfronteriza entre la Comunidad Autónoma de 
Galicia y la Comisión de Coordinación y Desarrollo Regional del Norte de Portugal, por el que se 
adapta el acuerdo constitutivo de la Comunidad de Trabajo Galicia-Norte de Portugal, a las 
previsiones del Tratado entre el Reino de España y la República Portuguesa sobre cooperación 
transfronteriza entre entidades e instancias territoriales. 
 
745
 Desde el punto de vista del Derecho Español, se entiende por entidades territoriales las 
Comunidades Autónomas y entidades locales. Obsérvese que como señala SOBRIDO PRIETO el 
Tratado de Valencia tiene un ámbito básico que, salvo la diferencia de las autoridades regionales, 
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actividades de cooperación transfronteriza institucionalizada deberán, previamente, celebrar 
el correspondiente convenio de cooperación. La finalidad y el objeto del convenio de 
cooperación deberán responder a un interés común y respetar las competencias que el 
respectivo Derecho interno determina como propias de cada una de las entidades firmantes. 
Los convenios tendrán como finalidad, primordialmente, permitir a las entidades firmantes: la 
concertación de iniciativas y de la adopción de decisiones; la promoción de estudios, planes, 
programas y proyectos, especialmente los que sean susceptibles de cofinanciación estatal, 
comunitaria o internacional; la realización de proyectos de inversión, gestión de 
infraestructuras y equipamientos y prestación de servicios de interés público; la promoción de 
formas de relación entre agentes, estructuras y entidades públicas y privadas, que puedan 
contribuir al desarrollo de los territorios fronterizos respectivos. 
 
Para conseguir las finalidades mencionadas, el objeto de los convenios consistirá en: 
establecer obligaciones jurídicas directamente derivadas de los convenios de cooperación; 
celebrar contratos con terceros; crear organismos de cooperación transfronteriza sin 
personalidad jurídica746; crear organismos de cooperación transfronteriza con personalidad 
jurídica, es decir, las Associações de Direito Público y las Empresas Intermunicipais, 
previstas en el ordenamiento jurídico portugués y los Consorcios, previstos en el 
ordenamiento jurídico español. 
 
En resumen y como advierte SOBRIDO PRIETO747 las instancias y las entidades 
territoriales pueden establecer auténticas obligaciones jurídicas, celebrando incluso, si así es 
necesario, contratos con terceros; de modo que no necesitan acudir a un órgano que, como 
podría ser en su momento la Autoridad regional transfronteriza propuesta por la Comisión, 
los represente. 
 
                                                                                                                                                                       
coincide con el de Interreg España-Portugal. Por el contrario, el criterio de flexibilidad que permite 
ampliar su aplicación a zonas adyacentes, es más amplio en el caso de la Iniciativa Comunitaria 
Interreg. SOBRIDO PRIETO, M.:” El tratado hispano-portugués sobre…”, op.cit., pág. 849.  
 
746
 Son organismos de cooperación sin personalidad jurídica las Comunidades de Trabajo y los 
Grupos de Trabajo y sus finalidades son: estudiar cuestiones de interés mutuo; formular propuestas de 
cooperación entre las instancias y entidades territoriales que los integren, impulsar su puesta en 
práctica y efectuar su seguimiento; preparar estudios, planes, programas y proyectos en los que se 
concierten actividades conjuntas en el ámbito de la cooperación transfronteriza; promover formas de 
relación entre agentes, estructuras y entidades públicas y privadas que puedan contribuir al desarrollo 
de los respectivos territorios fronterizos. 
 
747
 SOBRIDO PRIETO, M., ” El tratado hispano-portugués sobre…”, op.cit., pág. 852. 
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En cualquier caso no se olvide que la cooperación transfronteriza entre entidades 
regionales y locales no puede implicar un aumento del techo competencial de las mismas.748 
 
En el año 2006, el Acuerdo constitutivo vigente desde 1991 fue reformado por medio 
del Convenio de Cooperación Transfronteriza suscrito entre la Comissão de Coordenação e 
Desenvolvimento Regional do Norte (CCDR‐N) y la Xunta de Galicia para adaptarlo al 
Tratado hispano‐luso sobre cooperación transfronteriza entre entidades e instancias 
territoriales.  
 
Tras este convenio surge en el año 2008 la Agrupación Europea de Cooperación 
Territorial, Galicia-Norte de Portugal enmarcada en una nueva etapa de cooperación 
transfronteriza, caracterizada por su carácter no contractual y como una especie de órgano 
ejecutivo de la Comunidad de Trabajo, comenzando su funcionamiento en marzo de 2010.749 
 
Antes de proceder a analizar la citada Agrupación resulta indispensable destacar 
algunas directrices y reglas de actuación de esta nueva figura que viene a comunitarizar los 
antecedentes diseñados por el Consejo de Europa si bien a modo de anticipo de la conclusión 
final es conveniente señalar, siguiendo a JANER TORRES750, que la Agrupación se configura 
                                                 
748
 PÉREZ MARINA, J.M., ”Experiencias de cooperación transfronterizas. El desarrollo en 
España del Reglamento comunitario sobre la Agrupación Europea de Cooperación Territorial 
(AECT)”, en CANALS AMETLLER, D. y GALÁN GALÁN, A. (Dirs.), Entidades locales y 
fronteras. Instrumentos jurídicos de cooperación transfronteriza, Fundació Carles Pi i Sunyer 
d´estudis autonómics i locals, Estudis núm. 24, Barcelona, 2008, pág. 116. Destaca este autor que 
existe la posibilidad de un modelo de cooperación transfronteriza en el que las Comunidades 
Autónomas soliciten del Estado la solución de problemas pendientes con otros países y que pese a ser 
de competencia exclusiva estatal inciden en su propio ámbito competencial.:”Experiencias de 
cooperación…, op.cit., pág. 116. En el ámbito concreto de las Agrupaciones reguladas por el 
Reglamento nº 1082/2006, subraya BELTRÁN GARCÍA que  si un miembro goza de alguna 
capacidad más respecto de los demás no podrá ejercerla en el seno de este organismo. BELTRÁN 
GARCÍA S., ” Las Agrupaciones Europeas de Cooperación…, op.cit., pág. 96. 
 
749
 Su sede se encuentra en Vigo. Presenta como notas diferenciadoras en relación a otras 
Agrupaciones Territoriales las de ser una de las primeras que se constituyeron en la Unión Europea y 
la de ser la primera en que participa una entidad española. Se autorizó, por el Consejo de Ministros 
con fecha 27 de junio de 2008. El Convenio y los Estatutos fueron suscritos el 22 de septiembre de 
2008 y su inscripción en el correspondiente registro del Ministerio de Asuntos Exteriores y 
Cooperación se produjo el 23 de octubre de 2008 (BOE del 30 de octubre de 2008). Por último, quizá 
resulte conveniente señalar que la existencia de las Agrupaciones Europeas de Cooperación Territorial 
no trae consigo la derogación del Tratado de Valencia. En este sentido subraya JANER TORRES que 
un aspecto peculiar de esta AECT es que se configura como un instrumento al servicio de las 
iniciativas que se planteen en el ámbito de la Comunidad de Trabajo Galicia-Norte de Portugal, la cual 
continúa en vigor. JANER TORRENS, J.D., ”La participación de los entes regionales y locales 
españoles en las agrupaciones europeas de cooperación territorial”, Revista de Derecho Comunitario 
Europeo, núm. 35, Madrid, enero/abril (2010), pág. 133.  
 
750
 JANER TORRENS, J.D., ”La participación de los entes regionales ,…”, op.cit., pág. 124. 
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esencialmente como una figura dirigida a facilitar la gestión de los fondos europeos dedicados 
al fomento de las iniciativas de cooperación territorial y como un instrumento que sirve para 
potenciar la proyección exterior de las regiones y entes locales con independencia de lo que 
disponga el marco constitucional nacional al ser una figura sometida a una norma comunitaria 
que goza de aplicabilidad directa. 
 
En primer término, es preciso recalcar que la norma aplicable, el Reglamento 
1082/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, sobre la Agrupación 
Europea de Cooperación Territorial, ostenta rango de reglamento comunitario y no de 
directiva751 por lo que se su primacía y su aplicabilidad inmediata son incuestionables. Ahora 
bien, no queda del todo claro su encaje en las competencias de la Unión Europea pues el 
título en el que se ampara, cohesión económica y social, es excesivamente amplio y ambiguo. 
 
En segundo lugar, como indica PÉREZ MARINA752 se trata de una figura de carácter 
facultativo que contrasta con la organización territorial de cada Estado que siempre está 
regulada por normas indisponibles de Derecho Constitucional, carácter voluntario que se 
predica tanto de los Estados como de sus componentes. En cuanto a estos últimos, se efectúa 
una referencia a la Directiva 2004/18 sobre adjudicación de los contratos públicos, lo que no 
soluciona el problema de las asociaciones privadas de entidades de Derecho público porque 
en algunos países estas asociaciones actúan sometidas al Derecho privado. 
 
En tercer lugar, no se califican expresamente como entidades territoriales debiendo 
estarse a los convenios o estatutos de cada una de ellas. Lo que sí es posible es que, a 
diferencia del marco jurídico del Consejo de Europea, pueda ser el resultado de la 
participación de entes de diferente naturaleza, es decir, no tienen por qué ser siempre entre 
entes locales y regionales pudiendo adherirse los Estados incluyendo entidades de terceros 
Estados. 
 
En cuarto lugar, pueden abarcar supuestos de cooperación interregional pero también 
transnacional, tal y como contempla, en el ámbito del Consejo de Europa, el Protocolo nº 2. 
Sin embargo, la novedad más significativa, como advierte PÉREZ MARINA753, es que el 
                                                 
751
 BELTRÁN GARCÍA,  S., ”Las Agrupaciones Europeas de Cooperación…”, op.cit., pág. 87, 
se hace eco de la opinión a tenor de la cual la existencia de ambigüedades y la remisión al legislador 
estatal para completar determinados aspectos lo aproxima más a la naturaleza de directiva.  
 
752
 PÉREZ MARINA, J.M., ”Experiencias de cooperación …”, op. cit., pág. 120. En este orden 
de consideraciones recuérdese que el Reglamento comunitario que nos ocupa fue desarrollado en el 
ámbito interno por el Real Decreto 37/2008, de 18 de enero. 
 
753
 PÉREZ MARINA J.M., ”Experiencias de cooperación …”, op.cit., pág. 121. A lo anterior 
añade el autor citado que al reconocer capacidad convencional a las entidades subestatales el 
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reconocimiento de una Agrupación por un Estado concreto supone la aceptación de que sus 
entidades pueden actuar de acuerdo con un Derecho ajeno y dentro de su territorio pueden 
ejercerse potestades administrativas sometidas a normas de otros Estados ya que el Derecho 
aplicable se vincula al domicilio de la sede social el cual es de libre elección para los 
componentes de la Agrupación. 
 
La Agrupación Europea de Cooperación Territorial Galicia‐Norte de Portugal754 posee 
personalidad jurídica y administrativa y capacidad para desarrollar, ejecutar y gestionar 
proyectos en la Eurorregión Galicia‐Norte de Portugal en colaboración con la Comunidad de 
Trabajo, a la que no suprime, y con todas las entidades regionales y locales. Más 
concretamente, su finalidad es la puesta en marcha del Programa de Cooperación Galicia-
Norte de Portugal 2007-2013755, mediante la promoción de las relaciones transfronterizas, la 
valorización y fomento de la competitividad del tejido empresarial de la Eurorregión, el 
impulso de los sistemas de transporte y accesibilidad, el crecimiento y el desarrollo 
sostenible. También es su objetivo el desarrollo de todas las acciones que le permitan 
beneficiarse de los instrumentos financieros adoptados o previstos por el Reino de España y 
la República Portuguesa, con o sin financiación comunitaria. 756 
 
En relación al Programa de Cooperación Transfronteriza señalado es conveniente 
notar que fue aprobado por la Comisión Europea el 25 de octubre de 2007, y  promueve el 
desarrollo de las zonas fronterizas entre España y Portugal, reforzando las relaciones 
económicas y las redes de cooperación existentes entre las cinco Áreas definidas en el 
Programa. Abarca un territorio compuesto por 17 NUT III fronterizas, territorio que 
constituirá su ámbito básico de aplicación (en España, Orense, Pontevedra, Zamora, 
Salamanca, Cáceres, Badajoz y Huelva) y en Portugal (Minho-Lima, Cávado, Alto Tras-os-
Montes, Douro, Beira Interior Norte, Beira Interior Sul, Alto Alentejo, Alentejo Central, 
Baixo Alentejo e Algarve) aunque en casos especiales podrá alcanzar a determinadas zonas 
                                                                                                                                                                       
Reglamento 1082/2006 deja sin efecto la jurisprudencia del Tribunal Constitucional español. PÉREZ 
MARINA J.M., ”Experiencias de cooperación …”, op.cit., pág. 122. 
 
754
 Los datos geográficos, económicos y sociales se han extraído de la página www. galicia-
nortept.org/. De la misma fuente, a la que se remite al lector, se han obtenido los antecedentes de la 
Eurorregión que se describen en el presente epígrafe. 
 
755
 Uno de los ejes del mencionado programa es la vinculación entre la protección del medio 
ambiente y el crecimiento. Para ello contempla iniciativas y proyectos relativos a la valorización, 
promoción y conservación ambiental de los recursos naturales y acciones y proyectos tendentes a la 
consecución de un desarrollo urbano sostenible mediante la creación de redes de ciudades.   
 
756
 Para una visión económico-empresarial de la Eurorregión Galicia-Norte de Portugal cfr. 
ANDRÉS FAÍÑA, J. y LÓPEZ RODRÍGUEZ,  J., “La euroregión Galicia-Norte Portugal: Estrategias 
y posibilidades de desarrollo desde la política regional de la Unión Europea”, págs. 115-153. 
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adyacentes. Se estructura en 5 áreas de cooperación: Galicia-Norte de Portugal; Castilla y 
León- Norte de Portugal; Castilla y León-Centro de Portugal; Extremadura-Centro-Alentejo y 
Andalucía-Alentejo-Algarve. Este Programa permite aprovechar las amplias redes de 
cooperación existentes que se han venido desarrollando desde 1989, con ejecución de 
proyectos de infraestructuras materiales, a las que se han incorporado progresivamente otros 
sectores como el turismo, servicios sociales, medio ambiente, innovación tecnológica, 
sanidad, educación o cultura. 
 
Desde el punto de vista geográfico, actualmente, la citada Agrupación comprende las 
provincias gallegas de A Coruña, Lugo, Orense y Pontevedra y las subregiones portuguesas 
de Miño-Lima, Cávado, Ave, Grande Porto, Tâmega, Entre Douro e Vouga, Douro e Alto 
Tras-os-Montes. Se trata de un espacio fronterizo situado en el noroeste de la Península 
Ibérica, que se extiende a lo largo de 50.853 Kilómetros cuadrados y alberga una población 
de 6.316.924 habitantes, unido no sólo por la proximidad geográfica sino también por las 
afinidades lingüísticas y culturales.  
 
La población se concentra mayoritariamente en las provincias costeras gallegas (A 
Coruña y Pontevedra) y en las áreas metropolitanas de Braga y Porto pero no puede olvidarse 
que la población rural sigue jugando un papel importante no sólo en la economía, sino, sobre 
todo, en lo relativo a los usos del medio. Galicia abarca 29.575 Kilómetros cuadrados, es 
decir, un 60% de la superficie de la Eurorregión, mientras que la región Norte de Portugal con 
21.278 Kilómetros cuadrados (abarca el 23,15% del territorio portugués) ocupa un 40% de la 
superficie.  
 
Una nota característica de Galicia es que presenta una mayor dispersión demográfica, 
y así en la Región Norte de Portugal la densidad media de población es de 168.2 habitantes 
por kilómetros cuadrados frente a los 92 habitantes por kilómetro cuadrado en Galicia. En lo 
relativo a la división administrativa, ésta es considerablemente superior en la Comunidad 
Autónoma Gallega que está compuesta por 315 ayuntamientos, cuya superficie media es de 
94 kilómetros cuadrados, mientras que en la Región Norte el número de ayuntamientos es de 
86, con una superficie media de 253 kilómetros cuadrados.757 Este espacio se reparte entre 11 
NUTs III, de las cuales le corresponden 7 al Norte de Portugal y 4 a Galicia: 5 básicas 
(Portugal -Minho-Lima, Cávado y Alto Trás-os-Montes– y Galicia -Pontevedra y Ourense-) y 
6 adyacentes (Portugal –Grande Porto, Ave, Tâmega, Douro e Vouga– y Galicia –A Coruña y 
Lugo-). En conjunto, la Eurorregión758 dispone de una clara especialización agraria, que 
                                                 
757
 Desde la óptica del mercado turístico, PARDELLAS DE BLAS, X, X.,  y PADÍN FABEIRO 
C., “Un modelo de análisis de la Euroregión Galicia-Norte de Portugal como destino turístico 
conjunto”, Investigaciones Regionales 5, pág. 152 destacan que ambas regiones comparten un singular 
patrimonio histórico y natural que se complementan.  
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resulta aún más evidente dentro del contexto europeo. Dicha intensidad en el empleo 
primario, unida al envejecimiento de su población activa y al proceso de pérdida de 
importancia relativa de las actividades tradicionales, explica que las tasas de crecimiento del 
empleo total y no agrario de ambas regiones difieran sustancialmente, de tal forma que tanto 
Galicia como el Norte de Portugal (y, en consecuencia, la Eurorregión) cambien radicalmente 
la posición que ocuparían en una hipotética clasificación europea de competitividad en la 
creación de empleo al pasar de considerar el crecimiento del empleo total al incremento de la 
ocupación no agraria, fenómeno que no sucede en los espacios cuyo cambio sectorial se 
encuentra notablemente más avanzado o ya consolidado. En la Eurorregión Galicia-Norte de 
Portugal existen más de 50.000 entidades de población de las cuales la mayoría tienen menos 
de 1.000 habitantes que articulan más de 5.000 parroquias, predominan las economías 
simbióticas familiares que armonizan el trabajo del campo, y del mar con el industrial y de 
servicios. Las dos economías de la eurorregión gozan de una gran complementariedad.759 
 
En esta aproximación breve hay que destacar que mediante la Resolución de 23 de 
octubre de 2008, de la Secretaría General Técnica, se publica la inscripción de los estatutos de 
la «Agrupación Europea de Cooperación Territorial Galicia-Norte de Portugal (GNP, 
AECT)». 
  
Por otra parte hay que destacar el Programa de Cooperación Transfronteriza España-
Portugal 2007-2013 aprobado por la Comisión Europea el 25 de octubre de 2007. Su 
finalidad es promover el desarrollo de las zonas fronterizas entre España y Portugal y reforzar 
las relaciones económicas y las redes de cooperación existentes entre las cinco Áreas 
definidas en el Programa. Este Programa permite aprovechar las amplias redes de 
cooperación existentes que se han venido desarrollando desde 1989, con ejecución de 
proyectos de infraestructuras materiales, a las que se han incorporado progresivamente otros 
sectores como el turismo, servicios sociales, medio ambiente, innovación tecnológica, 
sanidad, educación o cultura.760 En suma, y como advierte BELTRÁN GARCÍA761, una de 
                                                                                                                                                                       
758
 ROJO SALGADO, A., ”La cooperación transfronteriza y sus consecuencias: hacia la 
reestructuración territorial en Europa”, Investigaciones Regionales, núm.18, pág. 151 sostiene que una 
nueva y emergente realidad territorial, transfronteriza y transestatal (representada esencialmente en la 
Eurorregión), es un espacio funcional y operativo, así como una nueva y singular plataforma territorial 
capaz de generar nuevos actores, nuevas interdependencias y nuevas oportunidades. Por su parte, 
desde una perspectiva económica y de entre los diversos objetivos a alcanzar en el marco de las 
relaciones Galicia-Norte de Portugal destaca la consolidación de dos tipos de dinámicas cada vez más 
interdependientes: las transfronterizas y las interregionales. Cfr., V.V.A.A.:”Galicia ante el futuro de 
la política regional europea”,  RGE, vol. 11, núm. 1 (2002), pág. 12.   
 
759
 Para ampliar los datos anteriores cfr., www.gnpaect.eu/ de la cual también se han obtenido 
datos para la confección de este epígrafe. 
 
760
 El Programa se estructura en 4 ejes prioritarios fundamentales: cooperación y gestión 
conjunta para el fomento de la competitividad y promoción del empleo: se podrán desarrollar 
actuaciones para promover la implantación de estructuras mixtas de innovación y desarrollo 
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las novedades más significativas es que la cooperación territorial se ha elevado a la categoría 
de objetivo. 
 
Desde el punto de vista del Derecho español las AECT se pueden calificar como 
asociaciones como consorcios aún cuando no exista una referencia expresa en la normativa 
española.762 En consecuencia son personas jurídicas públicas (en Portugal se incluyen dentro 
del ámbito de las asociaciones públicas). Ahora bien y como advierte SANZ RUBIALES 
“estamos ante una figura de Derecho comunitario, regulada primariamente por el Reglamento 
europeo y que no modifica ni sustituye los consorcios ya existentes, sino que se añade a ellos, 
coexiste con ellos”.763 
 
A modo de colofón y como destaca CANCELA OUTEDA764 la Comunidad de Trabajo 
se configura como órgano político y la AECT de Galicia-Norte de Portugal se constituye en el 
brazo ejecutor de los proyectos cooperativos financiados con fondos propios o captados. 
                                                                                                                                                                       
tecnológico, dinamizar la sociedad de la información y economías locales y promocionar las 
relaciones entre empresas y asociaciones empresariales y comerciales; cooperación y gestión conjunta 
en medio ambiente, patrimonio y entorno natural: para apoyo a infraestructuras y servicios 
ambientales coordinados, (protección, conservación y valorización del medio ambiente), gestión 
conjunta de recursos humanos y materiales en situación de catástrofes, promoción local de recursos 
culturales e impulsar los productos turísticos comunes que se asienten en recursos ambientales, así 
como proyectos de utilización compartida de recursos energéticos; cooperación y gestión conjunta en 
accesibilidad y ordenación territorial: las actuaciones se dirigirán a reforzar la integración territorial, 
desarrollar la cooperación entre áreas urbanas y rurales, mejorar las conexiones transfronterizas en el 
ámbito regional y local, y planificación de una red conjunta de infraestructuras logísticas.   
 
761
 BELTRÁN GARCÍA,  S., ”Las Agrupaciones Europeas de Cooperación…”, op.cit., pág. 89. 
 
762
 Cfr., EMBID IRUJO, A. y FERNÁNDEZ DE CASADEVANTE ROMANÍ, C., Las 
agrupaciones europeas de cooperación territorial. Consideraciones desde el Derecho Comunitario y 
el Derecho Español, Iustel, Madrid, 2008, págs. 180-188, con especial referencia a la legislación de 
régimen local de Galicia. Estos autores advierten que una asociación, salvo que se cree una ley 
especial,  no puede ejercer potestades públicas. Por otra parte, el régimen jurídico del consorcio 
previsto en la legislación local se ajusta al reglamento comunitario. (EMBID IRUJO, A. y 
FERNÁNDEZ DE CASADEVANTE ROMANÍ, C.: Las agrupaciones europeas de cooperación 
territorial. Consideraciones desde el Derecho Comunitario y el Derecho Español, Iustel, Madrid, 
2008, págs. 258-259.) 
 
763
 Asimismo destaca este autor que si bien no pueden ejercer poderes de autoridad ello no es 
óbice para que puedan llegar a ser titulares de poderes de policía inherentes a las competencias 
prestacionales o de fomento que constituyen su razón de ser.  SANZ RUBIALES, I.:” La agrupación 
europea de cooperación territorial (AECT): ¿una nueva Administración pública de Derecho 
comunitario? Algunos problemas”, Revista de Derecho Comunitario Europeo, núm. 31, 
septiembre/diciembre (2008), pág. 708. 
 
764
 CANCELA OUTEDA, C., “La Eurorregión Galicia-Norte de Portugal: Un escenario de 
cooperación territorial”, Razón y palabra, núm. 74, 2010-2011. (Consultado en febrero 2011). 
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2.- La realidad social del suelo del medio rural en Galicia: consideraciones 
geográficas y económicas  
 
 
En el caso concreto de Galicia, la realidad social presenta unos tintes de especialidad. 
Los asentamientos de población son pequeños, mientras que los términos municipales son 
extensos. Según el padrón de 2007, el 4% de la población gallega vivía en municipios 
menores de 2.000 habitantes, mientras que aproximadamente la mitad de los habitantes de la 
comunidad residían en núcleos (entidades singulares) menores de 2.000 habitantes y estas 
cifras se encuentran en franco retroceso pese a que en Galicia el índice de envejecimiento de 
la población (que suele ubicarse mayoritariamente en el ámbito rural) es superior a la media 
estatal y a la media de la UE765. En esta Comunidad Autónoma, el suelo ubicado en el medio 
rural ha sufrido múltiples agresiones, entre las que se pueden destacar, las edificaciones 
inadecuadas con implantación de tipologías foráneas que rompen la armonía del paisaje y 
atentan contra el carácter tradicional de los núcleos rurales, edificaciones inacabadas con una 
variedad de destinos766, muchos de los cuales son contrarios a la naturaleza de las cosas, 
urbanizaciones ilegales para evitar los altos precios del suelo en los núcleos urbanos767, con 
todas las nefastas consecuencias que se derivan de la falta de servicios básicos y de la 
ausencia de imbricación en el territorio, emplazamiento de industrias lesivas al medio 
ambiente sin las debidas medidas preventivas y restauradoras, sobreexplotación de tierras de 
cultivo, concentraciones parcelarias improcedentes, repoblaciones forestales con especies 
ajenas perjudiciales a la flora autóctona, ocupación residencial abusiva de terrenos costeros, 
proliferación de incendios forestales debidos a múltiples causas, abusiva implantación de 
                                                 
765
 Con datos pertenecientes a 2011 el porcentaje en Galicia es del 143,4 en hombres y del 212,9 en 
mujeres mientras que en España es del 88,3 y 126,0 respectivamente  y en la UE del 86,1 y 125,2 




 A esta realidad  se la denomina de forma generalizada feísmo urbanístico. Para BAS LÓPEZ 
las construcciones populares nacen en un medio determinado y con una finalidad concreta, es decir, 
con una clara funcionalidad de carácter económico por lo que habrá que tener en cuenta el medio 
físico, el medio humano (población y asentamientos), la actividad económica y los aspectos socio-
culturales. BAS LÓPEZ, B., As construccións populares: un tema de etnografía en Galicia, Ediciós do 
Castro, La Coruña, 1983. Para un estudio socioeconómico del medio rural en Galicia puede verse 





 En muchas ocasiones el origen de las urbanizaciones ilegales se encuentra en obras mayores 
contra licencia así como en la pasividad de la Administración para ejercer las potestades de 
restauración de la legalidad urbanística. Habitualmente la pasividad es municipal aunque, en 
ocasiones, puede imputarse a la Administración autonómica. Cfr., la STSJG de 12 de septiembre de 
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centrales hidroeléctricas con la consiguiente pérdida de numerosos ecosistemas fluviales, 
incontrolada ubicación de instalaciones eólicas, proliferación de viviendas en zonas aisladas 
sin acceso a dotaciones y servicios,…  
 
Pese a que muchos de estos daños inflingidos al suelo del medio rural y al medio 
ambiente natural, en sentido amplio, no son exclusivos de esta Comunidad Autónoma, y 
tampoco se puede decir que sean fenómenos de reciente aparición, sí es fácilmente 
comprobable que, a raíz de su actuación conjunta, han multiplicado sus efectos negativos y, al 
mismo tiempo, han causado una serie de perjuicios que, en ocasiones, son prácticamente 
irreversibles.  
 
En efecto, sus efectos negativos se han visto amplificados debido, entre otras causas, a 
la diseminación poblacional, a la inactividad de la Administraciones Públicas, principalmente, 
la municipal así como de la Administración autonómica. A esta última Administración le es 
imputable la inexistencia de una normativa adecuada a nivel reglamentario768, unido al hecho 
evidente del fomento de usos inadecuados, pero, sobre todo, la ausencia de una política de 
ordenación del territorio. El panorama descrito es preocupante, porque, a lo señalado, debe 
añadirse la falta de una auténtica concienciación social, que como se sabe, es el fundamento 
de la aplicación de la norma jurídica. 
 
A todo lo anterior, hay que añadir la peculiar idiosincrasia del pueblo gallego, que se 
manifiesta, fundamentalmente, en un individualismo exacerbado y en una concepción egoísta 
del derecho de propiedad en la que no se ha interiorizado, su función social y donde la teoría 
estatutaria de la propiedad resulta, cuando menos,  una imposición de autoridades ajenas.  
 
Pero, además, los poderes públicos no han querido, o no han sabido, hacer atractiva la 
vida en el medio rural, no siendo novedosos ni coyunturales fenómenos como la emigración, 
una economía basada en el minifundismo y en el autoconsumo,…  
 
Por otra parte, Galicia no es ajena a una evolución socioeconómica imparable que, en 
pocos años, traerá como consecuencia la consolidación de una grave fractura entre la Galicia 
interior y la Galicia costera769. Así, se advierte un progresivo despoblamiento de amplias 
                                                 
768
 Actualmente sólo existe un reglamento ejecutivo, parcialmente derogado, al ser desarrollo de 
una ley que ya no está en vigor.  
 
769
 Para SÁNCHEZ FERNÁNDEZ, P. y LÓPEZ VIZCAÍNO, Mª., E. en “Los ayuntamientos 
gallegos: análisis socioeconómico del bienestar municipal mediante indicadores sintéticos”, 
Monográfico 2006, vol.1, núm. 3, Administración y ciudadanía, Revista da Escola Galega de 
Administración Pública, pág. 139,  en lo que concierne a la valoración del bienestar, se puede concluir 
que el efecto costa-interior se ve sustituido por la condición metropolitana o de grande, o cuando 
menos, de media urbe. Estos autores utilizan las siguientes variables generales: población, renta y 
protección social,  vivienda y transporte, medio ambiente, trabajo, salud, educación, cultura y ocio y 
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zonas tradicionales de Lugo y Ourense que, no sólo repercute en los núcleos habitados, sino 
también, en el abandono de extensas superficies de cultivo y un modo tradicional de vida770. 
Abandono que, paradójicamente, es objeto de una política de fomento por la propia Unión 
Europea.771 Pero también hay que sumar el envejecimiento de la población (en 2010, el 
22,2% de la población residente en Galicia tiene 65 o más años) lo que unido a una deficiente 
y, en ocasiones, lisa y llanamente, una  falta de establecimiento de servicios básicos, dibuja 
un presente, ya no un futuro, nada halagüeño para los núcleos rurales y su población.  
 
En suma, desde el punto de vista socio-económico, el interior de Galicia se caracteriza 
por un notable envejecimiento y una reducción drástica de la base generacional, con una 
masculinización juvenil  importante, y, anclada a un modelo de desarrollo tradicional muy 
vinculado al aprovechamiento agropecuario del territorio en régimen familiar.  
 
Paradójicamente, y pese a lo anteriormente expuesto, desde una óptica urbanística, la 
utilización del suelo del medio rural sufre un crecimiento desmesurado. Factores como la 
                                                                                                                                                                       
participación social. A título de ejemplo según datos del INE la densidad de población en 2010 en la 




 Como advierte RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, R., ”Villa y comarca funcional en Galicia”, 
Investigaciones geográficas, núm. 18, 1997, pág. 115, en 1993, el 30,2% de la población activa 
pertenece al sector primario frente al 10,1% del total del Estado. Asimismo señala que “…, el proceso 
de crecimiento de las villas cabeceras en las últimas décadas se introduce dentro de la secuencia de 
cambio global que afecta, a partir de los años sesenta, a las estructuras socioeconómicas y a los 
modelos de organización espacial del conjunto nacional. Funcionalmente estas pequeñas ciudades 
incrementan sus niveles funcionales y refuerzan su capacidad de atracción sobre el espacio 
circundante, circunstancia esta que da lugar a la formación de áreas de influencia de las actividades 
centrales de las villas. Estas dan como resultado la formación de un entramado de comarcas 
funcionales entendidas como subsistemas de asentamientos de ámbito supramunicipal, en los que se 
compartimenta el territorio agrario del interior de Galicia. Pues las áreas litorales, que experimentan 
un intenso dinamismo urbano, plantean la formación de espacios de características metropolitanas y 
rururbanas. Las villas se convirtieron, así, en puntos de concentración económica y humana con una 
principal misión: servir de Lugar Central del espacio rural que la rodea. Por esto, a medio plazo, su 
futuro se encuentra en una encrucijada debido a que una serie de fenómenos que actualmente se están 
desarrollando (reducción de las distancias respecto a las ciudades principales, crisis demográfica del 
espacio rural, frenos a la producción agropecuaria...) amenazan la continuidad de este modelo 
organizativo y pueden sumir a las, hasta el momento dinámicas cabeceras, en una situación de 
estancamiento. Situación que no debe tener, en principio, ni una lectura positiva ni negativa, sino que 
debe entenderse como una consecuencia lógica de la constantemente mutante organización de la vida 
en sociedad”. pág. 129 
 
771
 Cfr. CORBELLE RICO, E. y CRECENTE MASEDA, R., ”El abandono de tierras: concepto 
teórico y consecuencias”, RGE, vol. 17, núm. 2 (2008). Estos autores citan como causas del abandono 
la pérdida de población, los incendios y el estancamiento de la dimensión de las explotaciones, pg. 12. 
Comparto plenamente la opinión de FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, para quien este abandono no 
asegura la preservación de la naturaleza.  FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ T.R., Manual de Derecho 
Urbanístico, 22ª ed., Madrid, La Ley, 2011, pág. 131.  
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presión edificatoria de viviendas unifamiliares de segunda residencia situadas fuera de los 
núcleos de población, así como el auge del turismo acarrean una utilización indebida de los 
recursos naturales, en especial en la franja costera, donde la masificación de determinadas 
zonas es contraria a cualquier estándar urbanístico razonable.  
 
Tampoco puede olvidarse otra circunstancia que afecta al medio rural. Me estoy 
refiriendo al progresivo declive del sector primario que, ha dejado de ser el sector prioritario 
en beneficio del sector de servicios y, en menor medida, del sector industrial. Lo anterior 
conlleva la concentración de la población en núcleos urbanos, a lo que hay que sumar el 
problema de la ubicación del suelo empresarial. 
 
En estrecha vinculación con lo anterior se observa que, de forma progresiva, las 
grandes ciudades gallegas pierden población que se desplaza a las villas debido al fenómeno 
de la deslocalización industrial a través de parques empresariales.  En palabras de OTERO 
ENRÍQUEZ Y GÓMEZ RODRÍGUEZ podemos denominarlo como un fenómeno de 
«desurbanización».772 Siguiendo a RODRÍGUEZ GONZÁLEZ773, dentro de este fenómeno 
se pueden diferenciar dos modelos de villas: “Villas cabeceras de comarca de fuerte presencia 
agrícola/ganadera, en las que las mutaciones de las estructuras productivas de las diferentes 
actividades primarias supone el fortalecimiento de los núcleos rectores de cada espacio 
comarcal. En segundo lugar, aquellas villas que, aún pudiendo ser partícipes del modelo 
anterior, deben su crecimiento a la consolidación de procesos industriales endógenos, bien en 
función de los recursos físicos locales, bien en la sustitución de estructuras artesanales por 
estructuras de corte empresarial”. 
 
Otro factor a destacar es la ampliación de las infraestructuras, fundamentalmente 
ferroviarias y terrestres, efectuada no siempre teniendo en cuenta la utilización racional del 
medioambiente. En este ámbito, la declaración de impacto ambiental y, en la actualidad, la 
evaluación ambiental estratégica de algunos planes urbanísticos y de ordenación del 
                                                 
772
 OTERO ENRÍQUEZ,  R. y GÓMEZ RODRÍGUEZ,  S., ”La desconcentración urbana en el 
sistema territorial de Galicia: un enfoque conceptual y empírico”, Boletín de la A.G.E., núm. 44, 
2007, pág.274. Según estos autores la desconcentración urbana puede abarcar tanto a las personas que 
abandonan las grandes áreas urbanas para instalarse en otras de menor rango o de naturaleza rural (lo 
que propiamente se explica como «contraurbanización» o, incluso, «periurbanización»), como a 
aquellas que dentro de una misma ciudad deciden abandonar su zona central para habitar una 
inmediata periferia (cuestión que también se nombra como «suburbanización » o, según los casos, 
«rururbanización»). Su conclusión es  que son los importantes ajustes estructurales que están viviendo 
algunas villas —junto con partes del rural «articulado» directamente por las mismas—, y no 
contundentes procesos de contraurbanización que constituyen el extremo de una previa 
desconcentración metropolitana, los que explican su dinamismo.  
 
773
 RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, R., ”El desarrollo de las villas y pequeñas ciudades en los 
espacios periféricos agrarios. El caso gallego”,  Geographicalia (1994), 31, 177-196, pág. 186. 
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territorio774, no han rendido todos los frutos que una aplicación coherente y una política 
restrictiva, hacían esperar. En este orden de consideraciones conviene recordar otro aspecto: 
en Galicia existe un sistema policéntrico de ciudades medias.775  
 
Todos estos factores no han sido debidamente valorados por la legislación urbanística 
gallega, que, no ha aportado soluciones a esta problemática. Así, es evidente que el legislador 
gallego está por detrás de la realidad social que debe ordenar y de ahí que múltiples 
instituciones urbanísticas no desplieguen los efectos pretendidos por aquella. Si se repasan las 
diversas exposiciones de motivos de las leyes gallegas nos encontraremos con una serie de 
principios y de ideas fuerza grandilocuentes, que no dejan de ser mera retórica hueca, puesto 
que no son puestas en práctica posteriormente.  
 
Huelga decir que las leyes urbanísticas no pueden, por sí solas, transformar la 
realidad. Demandan la colaboración de normas de ordenación del territorio, de normas 
civiles, de normas sectoriales, fundamentalmente, en materia de desarrollo rural y, sobre todo, 
de una interiorización y la sensibilización por parte de los ciudadanos y de la Administración, 
sobre el carácter escaso del suelo y la fragilidad del medio rural, tanto desde el punto de vista 
de los ecosistemas naturales como desde el sistema de asentamientos y de las relaciones del 
hombre sobre dicho medio. Al legislador le corresponde encontrar un punto de encuentro 
entre los intereses de protección de los valores naturales y los intereses de la población del 
medio rural. 
                                                 
774
 El artículo 5 de la ley gallega 6/2007, de 11 de mayo, enumera los referidos planes. 
 
775
 Para PRECEDO LEDO A., MÍGUEZ IGLESIAS A. y FERNÁNDEZ JUSTO M. I., ”Galicia: 
el tránsito hacia una sociedad urbana en el contexto de la Unión Europea”, Revista Galega de 
Economía, vol. 17, núm. extraordinario (2008), pág. 12, este sistema puede constituir una alternativa 
complementaria a las grandes aglomeraciones urbanas.  
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II.- LA AMPLIACIÓN DE LA EURORREGIÓN A LA COMUNIDAD 
AUTÓNOMA DE CASTILLA-LEÓN776 
 
La Eurorregión Galicia-Norte de Portugal constituye un referente en el ámbito de las 
relaciones de cooperación entre regiones transfronterizas. Esta es una de las razones por las 
que se inició un proceso para englobar otras regiones, tanto españolas como portuguesas, en 
aras de conseguir una cooperación territorial más globalizada. En el plano administrativo esta 
tendencia se plasmó en el Memorando de Entendimiento para la  constitución de una 
macrorregión de regiones del sudoeste europeo (RESOE) firmado por Galicia, Castilla y León 
y la Región Norte de Portugal el 17 de septiembre de 2010 en Valladolid. Habida cuenta que 
en el acervo comunitario no se regula la figura de la macrorregión el referido memorando no 
contempla la creación de estructuras administrativas ad hoc. El proceso de constitución de la 
Macrorregión RESOE pasó por las siguientes etapas: 
a) 20 de enero de 2010. Galicia y Castilla y León firman un Protocolo de Colaboración, 
que contiene una disposición específica sobre la cooperación con Portugal. 
b) 12 de abril de 2010. Tiene lugar en Valladolid una reunión entre el Consejero de la 
Presidencia de la Junta de Castilla y León y el Conselleiro de Presidencia, Administracións 
Públicas e Xustiza de la Xunta de Galicia. Firman un Convenio que da continuidad al 
Protocolo firmado por los dos presidentes y avanza en ciertas áreas, como son economía e 
industria, universidades, cultura y turismo, ámbito laboral, medio ambiente, igualdad de 
oportunidades, servicios de emergencias y juventud. 
c) 29 de abril de 2010. Se reúnen en Oporto el Director General de Relaciones 
Exteriores y con la UE de la Xunta de Galicia, la Directora General de Relaciones 
Institucionales y Acción Exterior de la Junta de Castilla y León y representantes de la 
Comisión de Coordinación y Desarrollo Regional de la Región Norte de Portugal. 
                                                 
776
 El presente epígrafe sigue el documento elaborado en Santiago de Compostela el 23 de 
septiembre de 2010 y consultado en agosto 2012 en la 
página://webgate.ec.europa.eu/.../Macro%20region%20Galicia-NorthP.... 
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Del examen del acuerdo adoptado se desprende que la cooperación se limita a unas 
materias determinadas: economía e industria; educación, universidades e investigación;  
ámbito laboral; medio ambiente; cultura y turismo y transportes y logística. 
Por último, es interesante destacar que las Comunidades Autónomas de Aragón, País 
Vasco, Asturias, Cantabria, La Rioja, Navarra, y las regiones de Aquitania y el Centro de 
Portugal han mostrado su voluntad para integrarse la macrorregión mencionada si bien no se 
han firmado al día de la fecha las correspondientes actas de adhesión. 
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CAPÍTULO SÉPTIMO: RÉGIMEN JURÍDICO DE LA 
ORDENACIÓN TERRITORIAL EN GALICIA 
 
I.- LA LEY DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO DE GALICIA 
 
 
Siguiendo los precedentes de otras leyes, como los de la ley catalana y de la ley 
madrileña, la norma gallega, en su art. 1, instituye cuál es su finalidad:”establecer los 
objetivos fundamentales y crear los instrumentos necesarios para la coordinación de la 
política territorial y la ordenación del espacio de la Comunidad Autónoma de Galicia, al 
objeto de favorecer la utilización racional del territorio gallego y proteger el medio natural, 
mejorar la calidad de vida y contribuir al equilibrio territorial.”  Como advierte SANZ 
LARRUGA777, “frente a la precedente actuación pública sobre el territorio gallego 
caracterizada por "la acumulación de iniciativas carentes de un claro sentido territorial", la 
LOTG aporta una serie de instrumentos -principalmente planificadores- con los que realizar 
una política territorial que merezca tal nombre; una visión integradora de los problemas y una 
actuación combinada de las Administraciones Públicas, presidida por los "principios de 
coordinación, cooperación interadministrativa, racionalidad y planificación". 
 
Una lectura del precepto que se detenga en la expresión” favorecer la utilización 
racional del territorio gallego y proteger el medio natural”, hará inclinar al intérprete por 
asegurar que la ordenación del territorio redunda en el régimen jurídico del suelo del medio 
rural.  Esta primera impresión se confirma, si advertimos que, en el art. 3. Al enumerar los 
objetivos se incluyen, entre otros, los de “b) definición de los criterios a seguir en los 
asentamientos favoreciendo la accesibilidad de la población al medio natural, mejorando sus 
condiciones de vida: c) compatibilización del proceso de desarrollo del sistema productivo, de 
la urbanización y de la ordenación turística como la racional utilización de los recursos 
naturales, sobre todo en lo referente al litoral, a los recursos hidráulicos y al paisaje; d) 
Perfeccionamiento y corrección, en su caso, de la distribución espacial de las instalaciones 
productivas propias de los sectores primario y secundario mediante la utilización de 
procedimientos de fomento o disuasión en relación con las existentes o futuras y e) fijación de 
los núcleos de población que, por sus características y posibilidades, hayan de constituirse en 
impulsores del desarrollo socioeconómico de una zona.” 
                                                 
777
 SANZ LARRUGA, F.J., “El medio ambiente y la actuación urbanística. Especial 
referencia a Galicia”, AFDC, núm.2, 1998, pág. 491. 
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En este contexto, cabe concluir que los instrumentos planificadores previstos por la 
citada norma se colocan en una posición de jerarquía sobre los planes urbanísticos y sobre los 
planes sectoriales. En este sentido, vendría a significar que habrá que estar a las decisiones 
adoptados por el planificador territorial como decisiones que determinan la clasificación y la 
calificación urbanísticas de los terrenos afectados pese a que la LOTGA/1995 guarde silencio 
sobre este punto. Puede argumentarse para explicar este extremo que los intereses 
supralocales deben ser garantizados frente a los intereses meramente locales. Así, 
particularmente interesante a estos efectos son los art. 9 (eficacia de las directrices de 
ordenación del territorio), art. 14 (planes territoriales integrados), art. 20 (programas 
coordinados de actuación), art. 24 (planes y proyectos sectoriales de incidencia 
supramunicipal) y art. 29 (planes de ordenación del medio físico).778 
 
El referido carácter vinculante se pone de manifiesto mediante diversos mecanismos: 
excluyente de cualquier otro criterio, localización, uso o diseño territorial o urbanístico; 
modificación directa sin perjuicio de la alteración posterior del plan urbanístico y adaptación 
de los planes urbanísticos.779 
                                                 
 
778
 Desde el punto de vista del suelo del medio rural son relevantes los planes de ordenación 
del medio físico. Así deben contener, entre otras determinaciones, descripción del ámbito objeto de 
ordenación y de sus características diferenciales destacando sus valores naturales y potencialidades 
como soporte de actividades de carácter agropecuario, forestal, ecológico, recreativo, cultural o 
científico; diagnóstico sobre los problemas suscitados por los usos existentes en el ámbito de 
ordenación y las tendencias previsibles de los mismos, analizando su adecuación o inadecuación a las 
exigencias de uso, protección o explotación de los recursos naturales; señalamiento de las zonas que 
presenten características homogéneas para su destino, exclusivo o compatible, a usos recreativos, 
científicos, agropecuarios, forestales u otros que se establezcan, y establecimiento de las relaciones de 
complementariedad recíproca entre las mismas y en relación con los asentamientos de desarrollo 
urbano comprendidos en su ámbito; establecimiento de las medidas y normas de protección y de las 
actuaciones públicas o privadas necesarias para la preservación, restauración o mejora de las 
diferentes zonas para su adecuación a las funciones y usos correspondientes, y evaluación de su 
incidencia ambiental; señalamiento de la localización, magnitudes y carácter de los asentamientos 
vinculados al disfrute y explotación de los recursos naturales y definición de las infraestructuras y 
equipamientos vinculados al disfrute y explotación de los usos y actividades reguladas; normativa 
reguladora de las actividades productivas o recreativas, así como de la parcelación y construcciones 
vinculadas a la explotación, disfrute y estudio de los recursos naturales y estudio económico, en el que 
se analice la coherencia entre las normas y actuaciones propuestas y la disponibilidad de los recursos 
hidráulicos y energéticos, así como sus efectos sobre el sistema productivo, agrícola, ganadero, 
forestal y extractivo. Por otra parte, y como hace notar MIRÓ i MIRÓ, no existe una norma que defina 
los intereses supralocales.  MIRÓ i MIRÓ, R.:”El Planeamiento Urbanístico: nuevas perspectivas”, en 
V.V.A.A.: Estudios jurídicos sobre Urbanismo, Cedecs, Barcelona, 1998, pág. 22. A su vez la STS de 
18 de abril de 2012, Roj: STS 2772/2012 considera que “el solo hecho de la aprobación de un 
Proyecto Supramunicipal no determina por sí un cambio en la clasificación del suelo.”  
  
779
 Cfr., la STSJG de 23 de marzo de 2006, Roj: STSJGAL 199/2006 en relación a la 
problemática de los proyectos sectoriales. En el supuesto que analiza dicha sentencia se trata de una 
plataforma logística industrial que afecta a suelo rústico y a suelo de núcleo rural. La importancia de 
la ordenación territorial se pone de manifiesto desde el momento en que, como advierte, PAREJA i 
LOZANO, no existe en nuestro ordenamiento “una competencia de competencias” lo que impide 
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Por otra parte, la ley 15/2010 introduce una novedad trascendental: excepcionalmente, 
a través de los procedimientos previstos en la legislación de ordenación del territorio, la 
consejería competente, por razón del contenido del proyecto, podrá autorizar las actuaciones 
necesarias para la implantación de infraestructuras, dotaciones e instalaciones en las que 
concurra una causa de utilidad pública o de interés social que sea prevalente a cualquier otra 
preexistente.780 
 
En esta línea, y como destaca CARBALLEIRA RIVERA, la influencia sobre el suelo 
rústico de la normativa de ordenación del territorio y de la normativa urbanística se puede 
resumir en tres supuestos: los instrumentos de ordenación del territorio determinan los usos 
que se pueden llevar a cabo vinculando a los planes urbanísticos; las obras, dotaciones e 
infraestructuras derivadas de un proyecto sectorial de ordenación del territorio no requieren 
de autorización autonómica previa y si las obras previstas en el proyecto están calificadas 
como de marcado carácter territorial y son promovidas directamente por la Administración 














                                                                                                                                                                       
una solución legislativa simplista consistente en optar por la prevalencia absoluta de alguno de los 
títulos competenciales concurrentes. PAREJA i LOZANO, C., “Ordenación urbanística y proyectos 




 Sigue vigente un grado de intervención menor constituida por determinados usos 
constructivos autorizables por la Comunidad Autónoma pero, a diferencia de los introducidos por la 




 CARBALLEIRA RIVERA, Mª. T., “Implantación de proxectos no solo non urbanizable. 
Réxime xurídico dos proxectos de interese supramunicipal. O urbanismo autonómico.  Especial estudo 
da lexislación galega. Consideración do factor ambiental”,  REGAP, núm. 39, xaneiro-abril, 2005, 
pág. 87.  
 
 









Como recuerdan MUÑOZ MACHADO y LÓPEZ BENÍTEZ, los planes urbanísticos 
deben ser coherentes con las determinaciones de los planes territoriales782. Precisamente por 
ello y porque pueden los primeros resultar vinculados por los segundos resulta necesario 
conocer el modelo territorial gallego que afecta tanto al suelo de los ciudades como al suelo 
del medio rural.783 Pero no se puede olvidar que los planes territoriales autonómicos son 
instrumentos sucesores de los Planes Directores Territoriales estatales previstos en el 
TRLS/1976. Por eso es preciso conocer dicho antecedente y para ello nada mejor que tener en 
cuenta lo que  pone de manifiesto MÉNENDEZ GARCÍA, refiriéndose a los Planes 
Directores Territoriales del TRLS/1976. Este profesor concluye que “este instrumento de 
planeamiento tiene un genuino carácter directivo, de modo que su cometido es el de señalar 
las directrices o líneas maestras del espacio planeado”.784  
 
En Galicia los instrumentos de ordenación del territorio más importantes son las 
directrices que se aprobaron definitivamente mediante  Decreto 19/2011, de 10 de febrero, y 
que presentan determinaciones de carácter orientativo y, en ocasiones, de carácter excluyente.  
 
El modelo territorial diseñado se resume en: a) El desarrollo económico equilibrado y 
sostenible, para que Galicia se siga aproximando a los niveles de renta y de riqueza de las 
regiones más desarrolladas.  b) La cohesión social y la mejora de la calidad de vida de la 
población, de modo que todas las personas dispongan de un nivel adecuado de servicios y de 
oportunidades. c) La utilización racional del territorio y la sostenibilidad ambiental, mediante 
la gestión responsable de los recursos naturales y la protección del medio ambiente. De entre 
                                                 
782
 MUÑOZ MACHADO, S. y LÓPEZ BENÍTEZ, M.,  El planeamiento urbanístico, Iustel, 
Madrid, 2007, pág. 170. 
 
783
 Un sector de la doctrina es partidario de la inexistencia de relación jerárquica entre los 
planes supramunicipales ordenadores del territorio y los planes municipales de ordenación urbanística. 
Así PONCE SOLÉ considera de aplicación el art. 59 LRBRL/1985 y el principio de competencia. 




 Destaca asimismo su carácter vinculante y obligatorio en relación con las Administraciones 
y los particulares así como con el planeamiento ulterior. MENÉNDEZ GARCÍA, P., Las potestades 
administrativas de dirección y de coordinación territorial, Civitas, Madrid, 1993, pág. 265.  
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los objetivos prioritarios fijados algunos afectan directamente al suelo del medio rural. Así se 
pueden distinguir los siguientes:  
a) Contribuir a la consolidación de la Eurorregión Galicia-Norte de Portugal y de la 
Macrorregión Galicia-Castilla León-Norte de Portugal, afianzar el protagonismo de Galicia 
en la plataforma atlántica para crear un ámbito de centralidad y desarrollo en el noroeste 
peninsular.  
 
b) Potenciar las principales regiones urbanas y áreas urbanas de Galicia, reforzando 
sus diferentes perfiles y articular un sistema policéntrico de ciudades con la fortaleza 
necesaria para liderar los procesos de desarrollo e innovación.  
 
c) Consolidar una red de villas y de pequeñas ciudades capaces de dotar de una 
adecuada base urbana y de servicios al conjunto del territorio.  
 
d) Potenciar los núcleos rurales de Galicia como célula básica del sistema de 
asentamientos y elemento identificativo del modelo de ocupación tradicional del territorio, 
otorgando prioridad a su rehabilitación.  
 
e) Impulsar procesos socioeconómicos que dinamicen las áreas rurales que más acusan 
los efectos de la crisis demográfica y de la despoblación.  
 
f) Establecer directrices estratégicas para desarrollar los instrumentos de desarrollo 
rural, así como mecanismos de cooperación y colaboración urbano-rural sobre la base de un 
mayor equilibrio entre el desarrollo urbano, el desarrollo rural y la protección de espacios 
abiertos.  
 
g) Aplicar el concepto y metodologías de desarrollo rural con enfoque territorial en las 
actuaciones que se desarrollen en los espacios rurales por parte de los distintos agentes 
sociales y económicos.  
 
h) Configurar un instrumento básico de la estrategia para la consecución de un 
desarrollo sostenible y promover la conservación del patrimonio natural, reconociéndolo 
como activo para el desarrollo de Galicia.  
 
i) Valorizar la calidad del paisaje gallego, el patrimonio cultural y el sistema rural 
como factores de atracción global del territorio y activos básicos de la calidad de vida, y del 
propio potencial de desarrollo, especialmente en las áreas de menor dinamismo del país.  
 
j) Estructurar el litoral como un ámbito de excelencia territorial, que integre zonas 
naturales, centros urbanos y núcleos tradicionales, reorientando los procesos de urbanización 
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difusa hacia un sistema más compacto, de mayor complejidad (diversidad de usos) y 
atractivo, caracterizado por su calidad y por la diversidad de posibilidades de vida y trabajo.  
 
k) Fortalecer los equipamientos y dotaciones de los núcleos estructurantes del sistema 
rural aumentando su variedad y, sobre todo, elevando los niveles de servicio con el fin de 
proporcionar una oferta de calidad, adecuada a las necesidades de la población y con 
capacidad para aumentar el atractivo de estos núcleos como centros de residencia y actividad.  
 
Es llamativa la referencia a la promoción de estrategias y actuaciones integradas para 
la consolidación de al menos una entidad de población por parroquia, para alcanzar la 
sostenibilidad del modelo de accesibilidad. Por otra parte, el planeamiento urbanístico 
municipal y los planes y programas de las administraciones considerarán los ámbitos 
parroquiales en sus diagnósticos para la planificación y procurarán ubicar sus actuaciones de 
dotación o desarrollo en los núcleos principales de las citadas parroquias, aprovechando su 
carácter de centralidad y relación parroquial, para optimizar la rentabilidad social de los 
recursos y además se facilitará la accesibilidad local desde los núcleos rurales dependientes, 
mediante la mejora de las redes viarias de proximidad e impulsando estrategias de transporte 
público de baja intensidad. Asimismo, con el objetivo de alcanzar una mejor integración 
territorial de las actuaciones promovidas por las diferentes administraciones sectoriales con 
competencias en agricultura, ganadería, montes, espacios naturales, etc., las actuaciones de 
gestión de tierras como concentraciones parcelarias, agrupaciones de propietarios, ordenación 
forestal, ordenación de cultivos, regulación y ordenación de usos, ejecución de 
infraestructuras y equipamientos rurales, etc. se desarrollarán en coordinación con los 
instrumentos de ordenación del territorio para garantizar una mejor coordinación territorial.  
 
Las Administraciones, para evitar el despoblamiento y el envejecimiento del interior 
de Galicia y para asegurar el desarrollo sostenible, promoverán el mantenimiento, 
recuperación y nueva implantación de actividades con capacidad de generar y diversificar 
empleo en las zonas rurales sobre la base de las potencialidades endógenas del territorio, en 
este caso relacionadas con el sector primario (agrarias, ganaderas, y forestales) y su fase de 
transformación de productos, pero también con los restantes sectores económicos, y 
desarrollarán programas con el objetivo de mejorar la productividad y competitividad e 
introducir fórmulas de explotación más sostenibles.  
 
Los órganos competentes prestarán especial atención a los principios de ordenación 
territorial y especialmente a las determinaciones de las DOT en el desarrollo y aplicación de 
las actuaciones en el marco de la política agraria común, con el objetivo de adecuar las 
acciones en materia agraria a las especificidades y prioridades de cada uno de los ámbitos 
rurales identificados y de la importancia relativa de las actividades agroforestales.  
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La Xunta de Galicia y el conjunto de administraciones públicas en el marco de sus 
competencias desarrollarán acciones destinadas a superar la elevada fragmentación de la 
propiedad, a reducir y revertir el abandono de las tierras, a la mejora en las condiciones de 
desarrollo sostenible de actividades agrícolas, ganaderas y forestales sostenibles, pero 
también aquellas tendentes a la mejora y protección ambiental y paisajística, a la mitigación y 
adaptación a los riesgos ambientales, en especial a los incendios forestales.  
 
¿Cómo afectan las directrices de ordenación del territorio al suelo del medio rural? La 
respuesta a esta pregunta pasa necesariamente por determinar si las DOT establecen 
contenidos de ordenación directa del territorio o si precisan de una planificación de desarrollo 
posterior tal y como señala MENÉNDEZ GARCÍA en relación al modelo general 
autonómico.785  
 
Pues bien cabe señalar que la norma reglamentaria que nos ocupa posee una 
naturaleza híbrida por cuanto algunas de sus normas requieren de desarrollo ulterior mientras 
que otras son directamente aplicables. Esto es lo que sucede con los conceptos que suministra 
de suelo rústico y de suelo de núcleo rural lo cual, por otra parte, significa reconocer una 
manifiesta vocación rural786. En primer término, considera como suelo rústico aquellos 
terrenos que tienen como destino preferente los usos naturales que se ponen de manifiesto 
tanto en elementos singulares de carácter productivo agroganadero-forestal, ecológico y 
paisajístico, como en la necesidad de prevenir riesgos, preservar el dominio público o 
mantener espacios abiertos. A raíz de lo anterior se sitúan, en principio, al margen del proceso 
urbanizador y de incorporarse a la gestión urbanística del suelo la Administración deberá 
preservar sus valores.  
 
En segundo lugar, subraya que el planeamiento municipal definirá las diferentes 
tipologías de suelo rústico de todo su término, atendiendo a los criterios establecidos en la 
LOUGA/2002 y modificaciones posteriores y considerando, entre otras, las delimitaciones y 
determinaciones que aporten las administraciones sectoriales con competencia en los usos 
inherentes a la naturaleza de este suelo rústico. Pero, además, se establecerá un régimen de 
uso en el que se salvaguarde la funcionalidad de cada una de las clasificaciones y su uso 
sostenible.  
                                                 
785
 MENÉNDEZ GARCÍA, P., Las potestades administrativas de dirección y de 
coordinación territorial, Civitas, Madrid, 1993, pág. 271. 
 
786
 LÓPEZ RAMÓN se muestra partidario de la clasificación directa de suelo no urbanizable 
por los instrumentos de ordenación del territorio porque considera que la discrecionalidad municipal 
se debe ceñir al suelo urbano y al suelo urbanizable pero no al suelo no urbanizable. LÓPEZ 
RAMÓN, F., “Urbanismo Municipal y Ordenación del Territorio”, REDA, núm.  84, abril-junio 1994, 
pág. 209. 
 




En lo que hace al suelo de núcleo rural, las directrices recuerdan que los instrumentos 
de ordenación del territorio y el planeamiento urbanístico deberán ordenar estos núcleos en 
congruencia con su posición estratégica en relación a las áreas estratégicas de conservación, a 
los ámbitos de interés patrimonial y a la red de Itinerarios de interés paisajístico y ambiental. 
Esta ordenación puede suponer, por parte de la Xunta de Galicia, la realización de un 
inventario, en el que se lleve a cabo una caracterización y tipificación de la totalidad de los 
asentamientos y construcciones rurales de Galicia (independientemente de su número de 
residentes, número de edificaciones, estado de conservación del mismo, tipología edificatoria, 
etc.). A partir de la caracterización realizada podrán promoverse medidas de protección y 
gestión preventiva de cara a evitar la pérdida de este patrimonio rural que, en muchos casos, 
puede convertirse en un activo para el desarrollo de nuevas actividades y acoger a nuevos 
rurales.  
 
Por último, es interesante apuntar que el Tribunal Constitucional ha sentado doctrina 
sobre las Directrices de Ordenación del Territorio que se puede resumir en los siguientes 
principios: 
 
a.- Las Directrices, en cuanto instrumento para establecer el planeamiento territorial 
de la Comunidad Autónoma, forman parte del Ordenamiento jurídico al que están sujetos 
todos los poderes públicos por imperativo del art. 9.1 CE, de modo que el Estado, en 
principio y como regla general, tendrá que conformar los actos que pretenda realizar al 
planeamiento existente haciendo compatibles sus planes y proyectos con la ordenación 
territorial de la Comunidad Autónoma. 
 
b.- El ejercicio de la competencia autonómica sobre ordenación del territorio no puede 
impedir el ejercicio de otras por el hecho de que incidan en la misma, resultando obligada la 
utilización de técnicas de colaboración para evitar los conflictos que pudieran surgir y llegar a 
una solución concertada de las posibles discrepancias.  
 
c.- La competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas para la ordenación del 
territorio no puede llevar a desconocer las competencias del Estado con directa e inmediata 
proyección en el espacio físico siempre que el ejercicio de esas competencias se mantenga 
dentro de los límites propios. La consecuencia, en el supuesto de que exista contradicción 
entre la planificación territorial autonómica y las decisiones adoptadas por el Estado en el 
ejercicio de esas competencias, y ensayados sin éxito los mecanismos de colaboración y 
cooperación, será que los instrumentos de ordenación territorial deberán tener en cuenta y 
aceptar las decisiones estatales. 
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d.- El carácter vinculante del informe autonómico se compadece mal con la 
vinculación de todas las Administraciones públicas «sin perjuicio de las competencias de 
cada una de ellas»; es decir, la competencia autonómica sobre ordenación del territorio no 
puede menoscabar o perturbar el ejercicio de las competencias reservadas al Estado «ex» art. 









































III.- EL PLAN DE ORDENACIÓN DEL LITORAL787 
 
 
El Tribunal Constitucional se ha ocupado de la incidencia de los instrumentos de 
ordenación del territorio en el demanio marítimo-terrestre señalando que la competencia 
autonómica no puede afectar a la calificación demanial de dichos bienes.788 Esta doctrina no 
hace referencia a la función ordenadora de los planes territoriales del litoral ni tampoco alude 
al grado de incidencia de dichos planes en relación con los planes generales municipales de 
ordenación urbana. Precisamente por ello el legislador gallego contempló desde un primer 
momento (disp. trans. octava LOUGA/2002 en su redacción del año 2002) un plan territorial 
específico que fue expresamente realzado por la Ley 6/2007, de 11 de mayo. De conformidad 
con esta última norma legislativa se suspendió la concesión de licencias de edificación (salvo 
en el suelo urbano consolidado) en una franja situada a menos de 500 metros del mar. Esta 
medida cautelar (con un plazo máximo de vigencia de 2 años salvo que con anterioridad se 
adaptasen los planes generales a la LOUGA/2002 o se aprobase el referido Plan del litoral) 
fue criticada por la doctrina destacando al respecto RODRÍGUEZ-CAMPOS GONZÁLEZ.789 
 
                                                 
787
 Para un estudio exhaustivo del marco doctrinal y normativo de la ordenación del litoral 
gallego anterior al actual Plan de Ordenación del Litoral, cfr., SANZ LARRUGA, F.J., Bases 
doctrinales y jurídicas para un modelo de gestión integrada y sostenible del litoral de Galicia, 
Consellería de Medio Ambiente Xunta de Galicia, 2003. 
 
788
 Así en la STC 46/2007 de 1 marzo, RTC\2007\46 concluye que: “La competencia que 
ostenta la Comunidad Autónoma de Illes Balears en materia de ordenación del territorio, incluido el 
litoral, no le faculta para habilitar a los instrumentos de ordenación del territorio, como el plan 
territorial insular o los planes directores sectoriales, de rango reglamentario según dispone el art. 3.2 
de la Ley 14/2000, de 21 de diciembre, y elaborados y aprobados, según los casos, por los respectivos 
Consejos insulares o por el propio Gobierno autonómico, para que sean estos los que determinen, en la 
isla de Formentera, los elementos, las características y las circunstancias físicas que deban concurrir 
para que un bien pueda ser incluido como uno de los que integran la ribera del mar así como tampoco 
para establecer ope legis un criterio directamente aplicable a otros con la específica finalidad de evitar 





 RODRÍGUEZ-CAMPOS GONZÁLEZ, S., ”Sobre la necesidad de ordenar y proteger el 
litoral de Galicia: reflexiones al hilo de la nueva Ley de medidas Urgentes”, RUE, núm. 17/2008 1, 
págs. 82-83. Para esta profesora la citada Ley 6/2007 “es una norma de bloqueo material de la 
actividad urbanística en la franja costera” que “no puede considerarse, en ningún caso, como una 
solución, pues, ordenar y proteger adecuadamente la costa pasa por adoptar medidas concretas a tal 
fin.” En definitiva concluye que “ordenar y preservar la costa gallega pasa, en definitiva, por la 
aprobación de determinados instrumentos que están todavía por definir.” Esta profesora también 
subraya que los planes generales quedan totalmente supeditados al referido Plan del litoral conclusión 
a la que también se llegaría considerando la naturaleza dicho Plan como un plan territorial integrado 
que se regula en la LOT. (RODRÍGUEZ-CAMPOS GONZÁLEZ, S., ”Sobre la necesidad de ordenar 
y proteger el litoral de Galicia: reflexiones al hilo de la nueva Ley de medidas Urgentes”, op.cit., pág. 
75.) 
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La situación descrita se ha visto modificada por la aprobación del mencionado Plan 
mediante el Decreto 20/2011, de 10 de febrero (aprobado el mismo día que las Directrices de 
Ordenación del Territorio). Su objeto fundamental radica en establecer los criterios, 
principios y normas generales para una ordenación territorial de la zona litoral basada en 
criterios de perdurabilidad y sostenibilidad, así como la normativa necesaria para garantizar la 
conservación, protección y valorización de las zonas costeras.790 
 
Para analizar el Plan de Ordenación del Litoral conviene destacar el principio general 
en que se fundamenta: dicho Plan, será de aplicación directa y de manera complementaria al 
régimen de usos establecido en la LOUGA/2002 y, en caso de discrepancia, se aplicará el 
régimen de protección más estricto, es decir, el planeamiento urbanístico está vinculado 
jerárquicamente a dicho plan, y deberá redactarse en coherencia con su contenido. ¿Es 
ajustada a derecho la referida subordinación jerárquica? Para contestar esta pregunta es 
preciso poner de relieve que esta medida normativa gallega no es algo anecdótico en las 
diversas normas autonómicas. En efecto, el carácter prevalente del Plan de ordenación del 
Litoral en relación a los planes urbanísticos es tónica general en todas las Comunidades 
Autónomas por lo que tiene plena justificación la doctrina sentada por la STS de 21 de junio 
de 2012, Roj: STS 4394/2012, a cuyo tenor, “Con todo, debe notarse que es precisamente el 
Plan Especial de Protección del Litoral el que establece constitutivamente el régimen de 
protección que impide la transformación del suelo, de modo que una vez incluidos los 
terrenos en la delimitación afectada por la protección especial, ésta se impone sobre los 
instrumentos de ordenación urbanística, precisamente por el cauce del artículo 9.1 de la Ley 
6/1998 .” A raíz de este planteamiento se torna necesario una aproximación que bien pudiera 
resumirse en la zonificación que implanta no sin antes significar el carácter general de sus 
determinaciones.791 ¿Cuál es el modelo territorial que implanta el Plan de ordenación del 
litoral? Este plan  diferencia las siguientes zonas: 
 
1.- Áreas continuas: en las mismas se incluyen las siguientes superficies: 
 
a.- Protección intermareal: son las áreas, recogidas en la cartografía, en las que el 
escenario costero se prolonga por rías y estuarios, generando formas asociadas a las 
                                                 
 
790
 Como advierte BLASCO DÍAZ refiriéndose en general a los planes de ordenación del litoral 
su objeto es ordenar de forma concreta los usos sobre la franja litoral plasmando la política 
autonómica con carácter vinculante para los planes urbanísticos y para cualquier otra decisión pública 
sobre el litoral. BLASCO DÍAZ, J.L.:”La distribución competencial en materia de costas”, REAF, 
núm. 10, abril 2010, pág. 261.  
 
791
 El art. 6 del citado Decreto 20/2011 dice lo siguiente, “las determinaciones contenidas en 
este plan regirán las actuaciones de las distintas administraciones de carácter estatal, autonómico y 
local con incidencia en el territorio del ámbito. Con tal fin, adoptarán como principio rector de su 
actuación el de colaboración interadministrativa, arbitrando los medios adecuados para que las demás 
administraciones puedan participar en las decisiones propias mediante informes, audiencias, 
documentos y, en su caso, a través de los órganos de coordinación que puedan crearse.” 
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dinámicas fluviomarinas, compartiendo sus mismas características y valores de conservación. 
Engloba los espacios de elevado valor natural y ambiental que albergan las llanuras 
intermareales, así como las marismas altas y bajas. 
 
b.- Protección costera: son las áreas, recogidas en la cartografía, que conforman los 
elementos más singulares y representativos del escenario costero, incluyendo significativos 
valores ambientales que deben ser objeto de conservación. Engloba espacios de elevado valor 
natural y ambiental así como paisajístico, en concreto, las geoformas rocosas (acantilados, 
islas e islotes) y los sistemas playa-duna junto con las formaciones vegetales costeras 
asociadas. Del mismo modo se incluyen en esta categoría los espacios afectados por las 
dinámicas litorales 
 
c.- Las áreas de mejora ambiental y paisajística: abarcan el territorio comprendido 
entre la costa y los primeros ejes y espacios que articulaban el modelo de organización 
tradicional, incluyendo de este modo el paisaje litoral próximo a la costa. Engloba, por tanto, 
las llanuras, las vertientes litorales y el espacio rural más directamente asociado al mar. 
Constituye, en la mayor parte de los casos, las áreas sometidas durante las últimas décadas a 
la mayor presión antrópica, en las que se hace necesario conservar y, en su caso, recuperar su 
calidad ambiental y paisajística preservándola de inadecuados procesos de ocupación 
edificatoria, especialmente aquellos dispersos, difusos e incoherentes con el modelo territorial 
propuesto. 
 
d.- Las áreas de ordenación, recogidas en la cartografía, abarcan las planicies costeras 
y laderas o montes de transición situados tras el frente litoral en las que, en la mayoría de las 
ocasiones, se pueden encontrar asentamientos ligados visualmente o funcionalmente a los 
paisajes litorales. 
 
2.- Áreas discontinuas: son áreas de carácter territorial que, en atención a su especial 
fragilidad o valor, o por servir como elementos de conexión tanto desde el punto de vista 
natural como cultural, han sido identificadas como espacios necesarios para el buen 
funcionamiento del sistema. Se clasifican en: 
 
a.- Los corredores, tomando como base territorial los cursos de agua, se definen como 
elementos lineales que garantizan no solo la conectividad biológica, sino los flujos de agua, 
materiales y energía, colaborando a evitar la fragmentación del paisaje. Se encuentran 
recogidos en esta categoría, entre otros, los cursos de agua y su vegetación de ribera, así como 
los espacios adyacentes necesarios para el buen funcionamiento de los hábitats de especial 
valor ecológico que los conforman, actuando como garantes de la conectividad entre las áreas 
costeras y los espacios interiores de valor ambiental. 
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b.- Espacios de interés: Se incluyen en esta categoría los espacios que poseen una 
geomorfología singular, contienen taxones endémicos, vulnerables o de distribución reducida 
o se reconocen como paisajes que inciden en el imaginario colectivo del litoral de Galicia. 
 
c.- Red de Espacios Naturales de Galicia. 
 
d.- Asentamientos: dentro de esta categoría y dada la proliferación de usos 
residenciales del suelo la norma distingue entre asentamientos de carácter fundacional, 
asentamientos de desarrollo periférico, asentamientos funcionales, agregados urbanos, 
asentamientos de nueva agrupación y ámbitos de recualificación. 
 
e.- Sistemas generales territoriales.  
 
A su vez hay que poner de relieve que el Plan de Ordenación del Litoral regula un 
procedimiento específico para los usos compatibles con aquél. Se articula a través de un 
informe cuyo objeto es controlar que las obras, usos, construcciones, instalaciones o 
actividades que se pretendan ubicar en las distintas áreas del Plan de Ordenación del Litoral 
se adecuen a éste, con especial atención a las condiciones de integración paisajística. En los 
supuestos en que se exija autorización autonómica previa a la licencia municipal, se solicitará 
informe vinculante al organismo con competencia en materia de paisaje, el cual podrá exigir, 
en su caso, estudio de impacto e integración paisajística. En cambio, si se trata de usos 
permitidos por licencia municipal directa, deberá el ayuntamiento remitir, previamente a la 
concesión de la licencia, solicitud de informe vinculante al organismo con competencia en 
materia de paisaje, al objeto anteriormente descrito, el cual podrá exigir, en su caso, estudio 
de impacto e integración paisajística. El citado informe vinculante se resolverá en el plazo de 
dos meses, a contar desde la entrada del expediente completo en el registro del organismo con 
competencias en materia de paisaje. Transcurrido dicho plazo sin resolución expresa, se 
entenderá favorable. En este orden de consideraciones y de forma necesariamente sintética  se 
puede concluir que el Plan de Ordenación del Litoral es una herramienta de ordenación del 
territorio que no clasifica urbanísticamente el suelo (función que corresponde a los planes 
municipales) y, de forma excepcional, puede delimitar áreas para la localización de 
instalaciones y dotaciones a desarrollar mediante planes y proyectos sectoriales. 
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CAPÍTULO OCTAVO: EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL 
RÉGIMEN URBANÍSTICO DEL SUELO DEL MEDIO RURAL EN 
GALICIA 
 






Como ya nos consta, la ordenación del medio rural de Galicia constituye una 
asignatura pendiente del Derecho gallego no sólo desde el ámbito urbanístico sino también 
desde el ámbito de la ordenación del territorio y desde el ámbito sectorial. No obstante, si nos 
centramos en el aspecto urbanístico, el año clave es 1997 en el que el legislador abordó el 
derecho urbanístico desde una óptica integral. Hasta este momento es preciso analizar una 
serie de hitos normativos que, desde una visión parcial y limitada, comenzaron a alumbrar 
una serie de técnicas genuinas del Derecho gallego. Es evidente que desde la implantación en 
el año 1956 de la LS, con la nueva visión del derecho urbanístico, y hasta la aparición de las 
Comunidades Autónomas, no existían competencias normativas urbanísticas en Galicia, sin 
que se pudiesen vislumbrar herramientas urbanísticas en la Compilación de Derecho Civil 
Especial de Galicia de 1963, que, como es conocido, se refería a un conjunto de instituciones 
consuetudinarias vinculadas al derecho privado. Hubo que esperar a la implantación del 
régimen preautonómico en virtud del Real Decreto-Ley 7/1978, de 16 de marzo. Dicho 
régimen supuso la asunción de competencias de variada índole, entre las que destacan las 
urbanísticas, que se materializaron con la transferencia efectuada mediante el Real Decreto 
212/1979, de 26 de enero792, competencias  que, posteriormente, completadas por el Real 
Decreto 2424/1982, de 24 de julio. 
 
En esta época, no encontramos reglas sustantivas propias gallegas, ya que las 
transferencias mencionadas únicamente se ceñían al aspecto procedimental y organizativo. 
                                                 
792
 Según el art. 26, se transferían a la Xunta de Galicia todas las competencias atribuidas a la 
Administración del Estado por la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, texto refundido 
aprobado por Decreto 1346/1976, de 9 de abril, y por disposiciones reglamentarias y concordantes, en 
lo que afecte al ámbito territorial de la Xunta, en los términos que se especifican en el anexo IV del 
presente Real Decreto. Es importante también la intervención de la Xunta de Galicia en la aprobación 
de los planes directores territoriales de coordinación. (art. 27). 
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Dichas reglas se encontraban, en exclusiva, en la TRLS/1976, que, no es necesario abundar 
en ello, respondía a la arquitectura de la LS/1956. Esta situación resultaba contraproducente 
para Galicia pues la norma estatal, imbuida del principio del desarrollo urbano, no servía a los 
fines de una estructura social en la cual las ciudades no eran el elemento primordial de 
asentamiento de la población. La concepción residual y negativa del suelo no urbanizable 
chocaba con una utilización desmedida del mismo. Además la configuración gallega de los 
núcleos de población no respondía a los patrones el modelo estatal, sobre todo, en lo relativo 
a la división del parcelario. 
 
Pese a lo anterior, la cuestión no se alteró en los años siguientes y ello aún cuando el 
Estatuto de Autonomía aprobado mediante la ley orgánica 1/1981, de 6 de abril, contempla 
una serie de principios, realidades y competencias que afectan al territorio de Galicia, y, por 
ende, al suelo rural. De esta norma se pueden deducir un conjunto de reglas y de principios 
que constituyen el marco de actuación del legislador autonómico. Así, a partir de este 
momento se reconoce la competencia exclusiva y plena en el ámbito de la ordenación del 
territorio y del litoral, urbanismo y vivienda, lo que habilitaba al legislador para la 
promulgación de una ley específica, dentro de la normativa básica estatal. Expresamente se 
obliga al legislador autonómico a tener en cuenta la distribución propia de la población 
gallega y sus formas tradicionales de convivencia y asentamiento (art. 2) y se permite la 
creación de agrupaciones basadas en hechos urbanísticos, así como, se reconoce personalidad 
jurídica a la parroquia rural (art. 40). Estos mandatos son cruciales para nuestra materia ya 
que, en el medio rural, la parroquia vertebra el territorio gallego793. Pese a que su origen 
remoto se puede situar en las gentilitates o Comunidades gentilicias, mantenidas por las 
dominaciones romana y visigoda, y, posteriormente transformadas por el cristianismo en 
demarcaciones territoriales, son entidades vivas en la actualidad gallega.794 No puede 
legislarse a espaldas de la parroquia rural. 
 
De ahí que llame la atención que el régimen jurídico de la parroquia no haya sido 
implantado por el legislador gallego. Este régimen deberá ajustarse a la normativa básica 
estatal.  En este sentido, se pronunció la doctrina constitucional, concretamente, a partir de la 
STC 214/1989, de 21 de diciembre de 1989, RTC 1989\214, la cual interpreta que “la 
                                                 
793
 Sostiene GONZÁLEZ MARIÑAS, P, ”Elementos fundamentais do réxime xurídico das 
entidades parroquias de Galicia no século XXI”, en GARCÍA PAZOS, F., (Coord.),  A parroquia en 
Galicia, pasado, presente e futuro, Xunta de Galicia, Santiago de Compostela, 2009, págs. 323-324, 
que la parroquia tiene razón de ser para la gestión de los montes vecinales en mano común y para la 
participación en el procedimiento de elaboración de planes urbanísticos municipales y en la gestión de 
la disciplina urbanística.  
 
794
 TOLIVAR ALAS, L, ”La descentralización municipal: el modelo de parroquias rurales”, DA, 
nº 1991, núm. 228, pág. 138. Cfr. para un estudio detallado la obra de FARIÑA JAMARDO, J., La 
parroquia rural en Galicia, Instituto de Estudios de Administración Local, Madrid, 1975.  
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competencia asumida por la Comunidad Autónoma de Galicia en relación a la organización y 
régimen jurídico de las parroquias rurales, lo es sin perjuicio de la competencia que al Estado 
le atribuye el art. 149.1.18.a de la Constitución”.  
 
Para el Tribunal Constitucional la  iniciativa para la constitución de estas entidades 
locales corresponderá indistintamente a la población interesada o al Ayuntamiento 
correspondiente (...). A la Comunidad Autónoma de Galicia corresponderá, pues, en virtud de 
la correspondiente Ley, concretar el procedimiento al que deberán sujetarse las iniciativas que 
se ejerciten. Respecto de la organización, la previsión estatal de un órgano unipersonal 
ejecutivo y  de un órgano colegiado de control, no pueden ampararse en la competencia 
reservada al Estado por el art. 149.1.18ª CE, por cuanto se trata de una cuestión estrictamente 
organizativa que no presenta mayor incidencia en otros intereses generales de alcance supra-
autonómico, razón que impide calificar a las referidas previsiones como normas básicas”. 
 
Actualmente el panorama no es nada halagüeño para la parroquia gallega. Pese a que 
el Parlamento gallego ha aprobado una Ley de Administración Local de Galicia con fecha de 
11 de julio de 1997, en cuya Exposición de Motivos se señala que se dota a la parroquia rural, 
de larga tradición en el campo gallego, verdadera trama celular de la vida local de nuestro 
pueblo y su auténtica seña de identidad, de la condición de ente local de carácter territorial,  
pero se deja la regulación de su organización, funcionamiento y competencias a una ley 
posterior del Parlamento de Galicia que, posiblemente nunca vea la luz.795 
 
Por otra parte, es preciso detenernos en la interpretación del referido art. 2.3 EAG, a 
cuyo tenor, “Una ley del Parlamento regulará la organización territorial propia de Galicia, de 
acuerdo con el presente Estatuto”. Como destaca CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR, 
pueden adoptarse dos posturas. La primera defiende que ordenación territorial es sinónimo de 
toda regulación incidente sobre el territorio y no un concepto más concreto diferenciado de 
otros afines. Para la segunda postura la noción de «organización territorial» ha de ser 
entendida en el estricto sentido de estructura de la Comunidad Autónoma integrada por los 
distintos tipos de entes territoriales que la componen.796 Pero además, y al igual que sucede 
con otras Comunidades Autónomas, existen una serie de competencias exclusivas 
transversales que inciden sobre el ámbito rural.797  
                                                 
795
 Esta directriz se plasma en su art. 2. 
 
796
 CARRO FERNANDEZ-VALMAYOR, J. L., ”Territorio y organización territorial en el 
artículo 2 del estatuto gallego”, REALA-1991, núm. 249, págs. 95 y 96.  
 
797
 Sin ánimo de ser exhaustivos se pueden citar, entre otras, recogidas en el art. 27, la obras 
públicas que no tengan la calificación legal de interés del Estado, ferrocarriles y carreteras no 
incorporadas a la red del Estado, puertos, aeropuertos y helipuertos no calificados de interés general 
por el Estado y los puertos de refugio y puertos y aeropuertos deportivos, montes, aprovechamientos 
forestales, vías pecuarias, pastos, montes vecinales en mano común, patrimonio histórico, artístico, 
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2.- Principios generales. Los núcleos de población 
 
 
En un primer momento, el Parlamento de Galicia optó por una solución modesta para 
resolver los problemas específicos gallegos: aprobó una norma de adecuación de la norma 
urbanística estatal al ámbito gallego. Nació así la LASGA/1985. Fiel a la concepción 
estatutaria de la propiedad la clasificación del suelo giraba en torno a las tres categorías 
tradicionales estatales: suelo urbano, suelo urbanizable y suelo no urbanizable.   
 
La finalidad de la LASGA/1985 no era la de innovar sino sólo la de adaptar la 
legislación estatal al urbanismo gallego. Así lo destacaba la exposición de motivos cuando 
señalaba que en el ejercicio de esta facultad no se propone, sin embargo, la sustitución en 
bloque del régimen general establecido por la Ley del Suelo, respetándose el esquema de 
ordenación contenido en la legislación estatal, modificándose y desarrollando aquellos 
aspectos concretos en los que, por la generalidad y abstracción de los preceptos, se presentan 
dificultades de aplicación a un territorio como el gallego con peculiaridades muy singulares 
con respecto al resto del territorio nacional. 
 
Como destaca DALDA798 las tres novedades metodológicas introducidas por la 
LASGA fueron el Estudio del Medio rural, el tratamiento urbanístico mediante la 
clasificación del suelo de los pequeños núcleos y el establecimiento de una voluntad de 
ordenación pormenorizada de los pequeños núcleos mediante los Planes Especiales.  
 
Este concepto de adaptación que, en Cataluña se denomina adecuación en la Ley de 9 
de enero de 1984799, lo fundamenta DÍAZ LEMA en las particularidades geográficas o de otro 
orden de las distintas regiones, y en el marco competencial de la CE que limita los contornos 
de la legislación autonómica a través de la legislación general, mediante el derecho de 
                                                                                                                                                                       
arquitectónico, arqueológico de interés de Galicia, aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos, 
instalaciones de producción, distribución y transporte de energía eléctrica, aguas minerales y termales, 
la promoción del desarrollo comunitario y normas adicionales de protección del medio ambiente.  
 
798
 DALDA ESCUDERO, J. L., ”O papel da organización parroquial na análise e na ordenación 
do modelo de asentamento poboacional”, en A parroquia en Galicia, pasado, presente e futuro, en 
GARCÍA PAZOS, F., (Coord.),  A parroquia en Galicia, pasado, presente e futuro, Xunta de Galicia, 
Santiago de Compostela, 2009, pág. 231. 
 
799
 Según su exposición de motivos “El objeto no es, pues, la creación de nuevas figuras 
jurídicas de planeamiento ni en materia de actuación urbanística, sino la adaptación del ordenamiento 
urbanístico a las particularidades del medio físico de Cataluña. Su relieve, el tamaño de sus 
municipios, las características de la propiedad fundiaria, la dimensión de sus agentes urbanísticos y las 
peculiaridades históricas, industriales o turísticas de sus asentamientos es lo que justifica la ley”. 
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propiedad y el principio del artículo 149.1.1ª de la garantía del respeto a la igualdad de los 
españoles en el ejercicio de sus derechos.800  
 
El problema radicaba en la extensión de la adaptación. Fiel a su filosofía la 
LASGA/1985 no contenía una definición de las diferentes categorías de suelo y, en 
consecuencia, respecto del suelo no urbanizable, mantenía el criterio tradicional negativo del 
legislador estatal. Sin embargo, estas categorías fueron moduladas por el legislador gallego 
dada la realidad territorial específica en la que predominan los núcleos rurales de población, 
genuina forma organizativa de asentamiento en el ámbito rural.801  
 
Como destaca RAPOSO ARCEO802 su preocupación fundamental era proscribir, salvo 
excepciones, la edificación residencial en suelo rústico, prohibiendo absolutamente las 
edificaciones colectivas803, vinculando específicamente las viviendas a las explotaciones 
agropecuarias, referenciando el espacio edificable a la legislación agraria de unidades 
mínimas de cultivo, y autorizando, con grandes restricciones, la vivienda unifamiliar para uso 
exclusivamente residencial. 
 
La ley gallega, a diferencia de otras leyes autonómicas de la misma época que 
regulaban fenómenos similares (así la Ley 6/1990, de 20 diciembre de Asturias y la Ley 
9/1994, de 29 septiembre de Cantabria), no contenía una clasificación expresa y detallada del 
suelo no urbanizable.  
 
La norma se basaba en una regulación genérica de los usos en suelo no urbanizable y 
no descendía al casuismo de la realidad cotidiana en contraposición con las citadas leyes 
autonómicas, las cuales,  establecían categorías similares.804 En consecuencia, el hilo 
                                                 
800
 DÍAZ LEMA, J. M., ”Fundamento constitucional de la ley del suelo de Galicia”, REALA-
1988, núm. 240 pág. 1717. 
 
801
 Como indica FERNÁNDEZ CARBALLAL la LASGA/1985 se diferenciaba de la Ley 
catalana de medidas de adecuación del ordenamiento urbanístico de Cataluña (Ley 3/1984, de 9 de 
enero), en que se centraba en el medio rural y no en la aceleración de la acción urbanizadora. 
FERNÁNDEZ CARBALLAL, A., “La potestad legislativa de las Comunidades Autónomas en 




 RAPOSO ARCEO, J. J, ”El suelo rústico en la Ley 9/2002, de 30 de diciembre”, en 
MEILÁN GIL, J.L., (Dir.), Comentarios a. la Ley de Ordenación Urbanística y Protección del Medio 
Rural de Galicia, Aranzadi, Pamplona, 2009, pág. 196, 
 
803
 La STSJG de 4 de junio de 1998, Roj: STSJ GAL 3364/1998 no considera como una 
edificación propia de zona urbana un restaurante de carretera. 
 
804
 Para la ley cántabra este suelo se integraba por varias categorías: Suelo no urbanizable de 
especial protección, integrado por aquellos espacios cuyos excepcionales valores de cualquier género 
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conductor de todo su articulado era la regulación de los asentamientos de población con la 
diferenciación entre los núcleos urbanos y los núcleos rurales. Asimismo, obligaba a los 
Planes Generales y, en su caso, a las Normas Subsidiarias Municipales, a clasificar el suelo de 
acuerdo con los criterios legales comunes al acervo urbanístico estatal, si bien introducía un 
mandato expreso: el régimen jurídico aplicable debía en cuenta las peculiares características 
de los asentamientos de población en Galicia, su organización parroquial y su estructura 
comarcal (art. 1).  
 
Una característica significativa de la norma gallega era la ausencia de una definición 
de núcleo de población. Esta carencia se podía calificar de paradójica puesto que la 
delimitación de los núcleos y su elevado número eran, como ya vimos, los motivos 
trascendentales para la promulgación de la norma. Ante esta situación el planificador gozaba 
de un mayor margen de discrecionalidad pero no por ello estaba exento de control. ¿Qué 
solución se debía adoptar en estos casos? Esta laguna había que integrarla con normas 
pertenecientes a otros sectores del ordenamiento jurídico.805 Así, en concreto, al ámbito 
farmacéutico806. Del examen de la normativa sanitaria se podía concluir que también existe 
núcleo de población cuando la población se encuentre diseminada.807 
                                                                                                                                                                       
les hagan merecedores de un alto grado de protección; Suelo no urbanizable de interés agrario o 
paisajístico, compuesto por aquellos terrenos no incluidos en el párrafo anterior y protegibles en 
función de dichas singularidades; Suelo no urbanizable de protección de la costa, respecto al cual 
deben establecerse las medidas de protección que demanden las peculiaridades de las franjas costeras; 
Suelo no urbanizable no edificable por riesgos, que comprende aquellos terrenos que por localizarse 
en zonas de pendiente excesiva, áreas inundables, lugares en los que exista peligro de desprendimiento 
de todo tipo y sus áreas de influencia, características geotécnicas inadecuadas y zonas en las que los 
procesos meteorológicos favorezcan la contaminación atmosférica, se estimen como no aptos para la 
edificación; Suelo no urbanizable de protección de las infraestructuras, comprensivo de los terrenos 
que resultan afectados por la localización de infraestructuras básicas o de transporte; Núcleo rural, 
como categoría de suelo no urbanizable soporte de ocupación residencial tradicional; Suelo no 
urbanizable genérico, que es aquel que por su naturaleza y situación no resulta incluible en alguna de 




 BLANQUER PRATS, M. B. en “Las bases fundamentales del núcleo de población”, 
RDUMA, núm. 72, marzo-abril 1981, págs. 13 y ss., lo define como “el germen de la estructura de un 
sistema social ordenado que, a partir de cierto grado de desarrollo, requiere el tratamiento propio de 
una sociedad de carácter urbano”. La vivienda aislada vinculada a los usos productivos del suelo no 
urbanizable nunca lo originaría; pues requiere de las extensiones de terreno necesarias para que 
aquella producción sea posible. En definitiva entiende que los elementos definidores del núcleo de 
población dependen de cada realidad territorial, de un conjunto de factores que sólo desde cada 
planeamiento concreto se pueden analizar. En el ámbito jurisprudencial es significativa la STSJG de 
16 de septiembre de 2004, LA LEY 2032958/2004 a tenor de la cual la existencia de un núcleo de 
población debe constar en el propio planeamiento.  
 
806
 GONZÁLEZ SALINAS, E., ”El concepto de núcleo de población a efectos de la apertura de 
farmacia”, RAP, núm. 99, 1982, págs. 245-262. En la legislación autonómica vigente es muy 
significativa la regulación contenida en el art. 30.3 LUAragón/1999, al establecer las siguientes 
circunstancias objetivas: existencia de cualquier parcelación de terrenos, en función de sus 
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 El problema también se planteó en la redacción de las normas subsidiarias. Del 
examen de las aprobadas en esta época se desprende que todas utilizaban un concepto similar 
de núcleo de población, entendiendo por tal, toda agrupación de viviendas en la que se supere 
la densidad de 10 viviendas por hectárea y situadas a menos de ciento cincuenta metros de 
cualquier agrupación de estas características.808 
 
Como destacan MEILÁN GIL y RODRÍGUEZ ARANA809, los asentamientos de 
población se tienen en cuenta también en el art. 46.1 del EAG,  que recoge uno de los 
                                                                                                                                                                       
características o de su proximidad temporal a la solicitud en tramitación; existencia de infraestructuras 
o servicios en sus inmediaciones tales como agua potable para el abastecimiento, ya sea mediante 
cualquier tipo de captación o mediante conexión a la red municipal o acequias, red de alcantarillado o 
cualquier sistema de depuración de aguas residuales, red eléctrica de baja tensión o acceso rodado; 
ejecución de nuevas infraestructuras o servicios cuya finalidad no coincida con los requerimientos del 
uso y explotación permitidos en suelo no urbanizable; localización en zonas de interés panorámico, 
paisajístico o en el entorno de zonas naturales con algún régimen de protección; existencia en sus 
inmediaciones de equipamientos o usos hoteleros o turísticos; existencia en suelo no urbanizable de 
viviendas aisladas, en un número igual o mayor de tres, dentro de un círculo con centro en una de ellas 
y de radio ciento cincuenta metros o distancia inferior que establezca el plan general; existencia de 
residencia, de hecho o de derecho, de tres o más familias con servicios comunes de abastecimiento de 
aguas, evacuación de agua o distribución de energía eléctrica en baja tensión.  
 
807
 Cfr. MEILÁN GI, J.L. y RODRÍGUEZ ARANA, J.:”Asentamiento de la población y 
ordenamiento jurídico gallego”, REALA-1989, núm. 244, pág. 755 que citan dos sentencias del 
Tribunal Supremo para fundamentar su interpretación, Según la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 
de mayo de 1984, RJ 1984\ 3116 se afirma:«El concepto de "núcleo" tanto debe entenderse como un 
conjunto de edificaciones contiguas unas con otras, como dispersas, si no obstante, forman parte de un 
mismo sector, participando de la necesidad de unos mismos servicios, pues, como se razona en esta 
sentencia, los inconvenientes inherentes a una población dispersa no deben verse agravados con 
criterios como los propugnados por el Consejo General apelante, manteniéndolos más alejados de los 
establecimientos farmacéuticos que han de estarlo al abrirse una nueva oficina de farmacia dentro del 
propio sector.» Asimismo la STS de 4 de marzo de 1985, RJ 1985\ 1484 desarrolla y matiza la 
anterior afirmación: «La expresión núcleo de población que se utiliza en la norma, hay que 
interpretarla no el sentido material o físico de conjunto de edificaciones aglutinada sin solución de 
continuidad, sino de un grupo de personas a las que deba extenderse la zona de influencia de la oficina 
de farmacia que se pretende abrir, aunque éstas se encuentren diseminadas e incluso en lugar de difícil 
acceso, pues de lo que se trata es de que las mismas tengan la posibilidad de valerse del servicio 
público farmacéutico, ya que sería absurdo y por tanto rechazable, el que tales personas no sean 
tenidas en cuenta a la hora de conformar la cifra de habitantes que legitiman la apertura de una nueva 
farmacia”. En relación a la legislación farmacéutica la STSJG de 13 de junio de 2002, LA LEY 
112016/2002 en la que se razona que un núcleo puede formar parte de un casco urbano ciudadano, 
puede afincarse en suelo rural abarcando a un conjunto de lugares separados y puede abarcar parte de 
uno y de otro.  
 
808
 Puede verse, a título de ejemplo, la STSJG de 24 de diciembre de 1997, Roj: STSJ GAL 
1782/1997 en la cual se confirma la regla establecida por unas normas subsidiarias y complementarias 
que consideraban riesgo de formación de núcleo de población la existencia de dos viviendas en una 
radio de 100 metros desde la vivienda proyectada.  
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criterios para mejorar la participación de la Comunidad Autónoma en los ingresos del Estado: 
«Relación entre los índices de déficit en servicios sociales en infraestructuras que afectan al 
territorio de la Comunidad y al conjunto del Estado» y a la misma razón obedece la extensión 
que realizó el Decreto 61/1960, de 14 de enero, y el artículo 86 LEF, sobre traslado de 
poblaciones, entendiéndolo referido no sólo estrictamente a las entidades locales menores, en 
él expresamente mencionadas, sino también a los núcleos separados de población, como 
parroquias, lugares, aldeas...  
 
Además y siguiendo a ambos autores810, había que acudir al artículo 4 del Reglamento 
de Actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas que se refiere al «núcleo más 
próximo de población agrupada» en relación a las distancias, paradas de taxis en el término 
municipal, instalaciones telefónicas, suministro de energía eléctrica, etc.), así como a la 
legislación autonómica de carreteras. Posteriormente, se aprobaron normas que, al hilo de la 
regulación de los padrones y de los censos, regularon diversas realidades811. 
 
Otro de los principios básicos de la LASGA/1985, era la preservación de los núcleos 
rurales, que se ponía de manifiesto en una serie de reglas específicas que descansaban en la 
aprobación de un plan general o, en su defecto, de normas subsidiarias. Estas normas 
reglamentarias debían diseñar el modelo de asentamientos de la población teniendo en cuenta 
la división entre los núcleos urbanos y rurales existentes.  
 
La LASGA/1985 se caracterizaba por ser un texto relativamente corto, ya que 
constaba de 56 artículos, en los cuales el medio rural, en general, y el suelo no urbanizable, en 
particular, se regulaban de una forma extremadamente somera, aunque no por ello exenta de 
matizaciones significativas, si tenemos en cuenta los mandatos de la norma de cabecera del 
ordenamiento gallego.  
 
Una de sus principales características radicaba, como razona GUTIÉRREZ 
COLOMINA812, en que no establecía una clasificación objetiva en razón de la funcionalidad 
                                                                                                                                                                       
809
 MEILÁN GIL, J.L. y RODRÍGUEZ ARANA, J., ”Asentamiento de la población …,” op.cit., 
pág. 754. Estos autores señalan también que “A superar las consecuencias de la concatenación medio 
rural-no urbanizable va dirigida también la posibilidad de definir los sistemas generales determinantes 
de la estructura general del territorio independientemente de la clasificación del suelo (art. 3.1).”.  
 
810
 MEILÁN GIL, J.L. y RODRÍGUEZ ARANA, J., op. cit., pág. 756 y ss. 
 
811
 Cfr. el apartado específico de la LOUGA. Actualmente y tal y como destaca la STSJG de 30 
de septiembre de 2010, Roj: STSJ GAL 8409/2010 señala que la aplicación de las disposiciones del 
RAMINP estuvieron en vigor en Galicia hasta  el Decreto 133/2008, de 12 de junio. El referido 
reglamento se aplicaba a las instalaciones de depuración de aguas residuales.  
 
812
 GUTIÉRREZ COLOMINA V.,  Régimen jurídico…, op.cit., pág. 97. 
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del suelo sino en función del modelo de asentamiento poblacional. En principio, no definía 
expresamente los usos permitidos, autorizables, compatibles y prohibidos, tal y como 
regulaban el art. 3 de la ley asturiana y el art. 4 de la ley cántabra, pero los admitía 
implícitamente, cuando establecía el procedimiento de autorización de las construcciones en 
este suelo.   
 
Como primera novedad, el legislador gallego, consciente de la peculiar distribución 
territorial gallega, exigía la redacción de un estudio ad hoc: el estudio detallado del medio 
rural. Este estudio, que tenía eficacia vinculante para los planes de ordenación que 
posteriormente se aprobasen, suponía una alteración sustancial en la tradición urbanística 
estatal. Su finalidad era establecer medidas tendentes a la conservación y mejora de los 
valores y potencialidades intrínsecas del medio rural. 
 
Dado su carácter preceptivo su omisión constituía causa de nulidad de pleno derecho 
del plan de que se tratase. Aunque la norma no daba pautas respecto de su contenido es 
imprescindible destacar que contenían la delimitación de los núcleos rurales y demás 
asentamientos en el medio rural.  
 
Asimismo la norma exigía que, en el marco de la estructura comarcal y en función de 
la organización parroquial, los Planes Generales y Normas Subsidiarias Municipales 
analizasen el modelo de Asentamiento Poblacional al objeto de su preservación o mejora. 
También debían definir los elementos que lo constituían, y debían destacar, al menos, la 
división parroquial, el sistema de núcleos de población existentes y su relación con el medio 
natural o productivo. Sin embargo, como advierte MEILÁN GIL813 la referencia a la 
parroquia y a la comarca no pasó de ser un mero recurso literario. 
 
La institución de la parroquia ya había sido abordada por el legislador gallego en su 
Ley de actuación intensiva en parroquias rurales de Galicia, Ley 11/1983, de 29 diciembre, la 
cual perseguía, fundamentalmente, las finalidades de dotación y mejora de la infraestructura y 
equipamiento de servicios comunitarios, y la mejora del entorno ecológico y la calidad de 
vida de la población rural así como la promoción de explotaciones agrarias de dimensiones 
suficientes y de características adecuadas en cuanto a su estructura, capitalización y 
organización empresarial. (Art. 2.2.)814  
 
                                                 
813
 MEILÁN GIL, J. L. en “Los núcleos rurales…“, op. cit.,  pág. 448. 
 
814
 Para RODRÍGUEZ GONZÁLEZ, R., “A parroquia galega na modernidade territorial”, en A 
parroquia en Galicia, pasado, presente e futuro, en GARCÍA PAZOS, F., (Coord.),  Xunta de Galicia, 
Santiago de Compostela, 2009, pág. 222, a partir de 1960 la parroquia pierde progresivamente su 
papel organizativo de la vida económica y social, debido al proceso de urbanización y a la 
despoblación de los entornos rurales, retornando a sus orígenes como división territorial religiosa.  
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Esta norma contemplaba la parroquia rural desde el punto de vista del desarrollo 
integral (posteriormente denominado sostenible) ya que establecía como objetivos de los 
programas de actuación intensiva, la dotación y mejora de la infraestructura viaria, 
abastecimiento de aguas y saneamiento, equipamiento y servicios comunitarios, vivienda 
rural, electrificación rural y teléfono,  la concentración parcelaria; concesión de auxilios 
técnico-económicos y financieros para las explotaciones, ordenación de cultivos, 
transformación en regadíos, construcciones ganaderas, mejora de sanidad pecuaria, y 
aprovechamiento racional de los recursos forestales, los estímulos a las industrias de 
elaboración, conservación, transformación y comercialización de productos agrarios, la 
protección de la caza y pesca fluvial, y del paisaje natural y la capacitación, promoción de la 
formación profesional y cultural; promoción de las actividades deportivas, recreativas y de 
ocio de la población rural; estímulo y fomento de las cooperativas y demás modalidades 
asociativas agrarias.815  
 
¿Cómo se articulaba el sistema de núcleos de población? Según el art. 12.3 se entendía 
por sistema de núcleos de población el constituido por los núcleos urbanos y rurales 
existentes. Obsérvese como el legislador se refería a un sistema y no a núcleos aislados e 
independientes, pero no ofrecía parámetros para definir los núcleos de población ni utilizaba 
criterios tales como los de malla urbana o red de dotaciones, siguiendo, de esta forma, la 
senda del legislador estatal. 
 
Como advierte MEILÁN GIL816 la LASGA/1985 desnaturalizó la finalidad del núcleo 
de población originariamente reducido al "rural", al generalizar el concepto.  
 
Por su parte, el art. 13.2 aportaba una tipología de núcleos de población  así como una 
caracterización de los núcleos rurales. Este precepto reconocía la especificidad gallega y 
constituía un adelanto del futuro suelo de núcleo rural. Tal y como estaba redactado se trataba 
de una norma incompleta puesto que debería ser el plan general o las normas subsidiarias los 
que fijasen  sus requisitos esenciales: número de viviendas agrupadas, la singularización que 
podía o no coincidir con el censo administrativo, la densidad de las viviendas y la distancia de 
las edificaciones. Como se desprendía de su tenor literal, el elemento decisivo para la 
definición de los núcleos rurales era el destino económico a actividades primarias. Se trataba, 
fundamentalmente, de las aldeas y los lugares tradicionales gallegos. Sensu contrario, los 
núcleos urbanos se caracterizaban por su vinculación a los sectores secundario y terciario. 
                                                 
 
815
 Esta ley fue desarrollada por una Orden de 5 de julio de 1985 la cual, en palabras de 
TOLIVAR ALAS, L., ”La descentralización municipal…”.op. cit., pág.140, “lejos de responder a la 
invitación estatutaria de reconocer personalidad jurídico- territorial a las parroquias, contempla éstas 
desde una vertiente semicorporativa; como si se tratase de Entidades sectoriales de agricultores”. 
 
816
 MEILÁN GIL, J. L. en “Los núcleos rurales…”, op.cit., pág. 448. 
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Centrándonos en los núcleos rurales, la norma los clasificaba en tradicionales y de reciente 
formación. A pesar de la relevancia de estos núcleos la norma omitía las características 
básicas de los mismos.  
 
De este modo, era necesario tener en cuenta el proyecto de ley, la propia exposición de 
motivos y la realidad territorial gallega. Incluso la propia jurisprudencia se decantaba por un 
concepto formalista puesto que, como señala la STSJG de 24 octubre de 2003, JUR 
2004\75778, entre los tradicionales y los de reciente formación no existe más diferencia que 
la inclusión por los Planes o las Normas subsidiarias en una u otra categoría (arts. 17.1 y 18.1 
LASGA/1985). Como corolario de lo anterior se puede concluir que todo apunta a que el 
legislador al regular esta diferenciación se refería a las urbanizaciones ilegales y a las 
construcciones al margen de la legalidad urbanística, que, pretendía encauzar de alguna 
manera. 
 
Otra cuestión a dilucidar era si la LASGA/1985 optaba por la conservación de todos 
los núcleos rurales o bien por el modelo opuesto, es decir, el abandono de algunos núcleos 
para la concentración de la población en núcleos rurales determinados, donde la implantación 
de los cuatro servicios urbanísticos fuese relativamente asequible a las arcas municipales. El 
legislador parecía decantarse por el primer modelo ya que al enumerar las determinaciones 
del Plan (General) y de las Normas (Subsidiarias y Complementarias), se refería, en su art. 
21.2, a la adecuada ejecución de las dotaciones mínimas: acceso rodado, abastecimiento de 
aguas, energía eléctrica y evacuación y tratamiento de aguas residuales. Al mantenimiento 
tradicional del núcleo y de las edificaciones y a las medidas para la preservación de los 
mencionados valores.  
 
Pero además el legislador preveía el incremento poblacional y edificatorio de estos 
núcleos porque contemplaba, en su art. 19.3, unos indicadores cuya concurrencia determinaba 
la obligación de un plan de desarrollo del Plan General, denominado como Plan Especial de 
Reforma Interior o de Mejora del Medio. Dicho Plan especial permitía asegurar la creación de 
dotaciones urbanísticas y equipamientos comunitarios en proporción adecuada a las 
necesidades colectivas y características de la población, saneamiento y mejora de los 
servicios públicos, y medio ambiente, resolución de problemas de circulación y otros 
análogos. 
 
A su vez se arbitraban los denominados Planes Especiales de Mejora del Medio para 
la creación de infraestructuras, servicios y equipamientos en núcleos o áreas rurales, 
cualquiera que fuese la clasificación del suelo según el Plan General o Normas. Los referidos 
planes especiales debían respetar dos límites infranqueables: no podían alterar la estructura 
fundamental del Plan o Norma y no podían  modificar la clasificación del suelo ni tampoco 
los usos establecidos.  
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Esta filosofía inspiraba también a una ley coetánea, esto es, la Ley 10/1985, de 14 
agosto, de concentración parcelaria de Galicia, norma actualmente vigente, que pretende 
promover la constitución y el mantenimiento de las explotaciones con unas dimensiones 
suficientes y características adecuadas, intentando ampliar su superficie territorial, mantener e 
incrementar la capacidad productiva del campo, ordenando adecuadamente las explotaciones 
agrarias, respetando el medio ambiente, intentando reordenar racionalmente los cultivos bajo 
la perspectiva de la utilidad económica y social, y teniendo en cuenta el objetivo de fijar la 
población en el medio rural, en base a hacer rentable la actividad productiva.(Art. 1).817  
 
La norma urbanística quería dotar a todos los núcleos rurales de los cuatro servicios 
urbanísticos, ya que era consciente que no todos disponían de ellos. 
 
Otra novedad significativa de esta ley era, como ya se señaló, la previsión de 
indicadores. Estos indicadores determinaban los criterios para reclasificar el suelo no 
urbanizable a través de un Plan especial de Mejora del Medio y figuraban en el plan general o 
en las normas subsidiarias y complementarias del planeamiento. Al menos uno de estos 
indicadores debía hacer referencia al número de licencias solicitadas para el núcleo, no 
pudiéndose exceder el cincuenta por ciento del número de edificaciones existentes al 
aprobarse el Plan o Normas, sin dar lugar a la modificación indicada.  
 
Asimismo, un sesenta por ciento de los propietarios de los terrenos comprendidos en 
suelo no urbanizable de un núcleo rural de este tipo, podrían solicitar al Ayuntamiento la 
modificación del Plan o Normas al objeto de clasificar los terrenos como suelo urbano 
siempre que previamente se redactase y aprobase el mencionado Plan Especial y garantizasen 
su ejecución. En estos casos, se transformaba en suelo urbano de los núcleos rurales sin pasar 
por la categoría intermedia de suelo urbanizable.  
 
Esta regla, que será abolida expresamente en la LOUGA/2002, puede explicarse por la 
complejidad de las técnicas de ejecución urbanística del suelo urbanizable. En cualquier caso 
implicaba la inexistencia de cesión de un porcentaje del aprovechamiento medio. En la 
mayoría de los núcleos esta reclasificación no tenía lugar porque la población no sólo no 
aumentaba sino que estaba en franco retroceso.818 
                                                 
817
 Cfr., OTERO SEIVANE, E., ”La concentración parcelaria en Galicia: problemática jurídica 
derivada de la ley 12/2001”, RXG, núm. 41, 2003, págs. 303-316. En el ámbito de las parcelas 
aportadas y de las parcelas de reemplazo la jurisprudencia, en ocasiones, se refiere a terrenos 
agrourbanos, es decir, terrenos rurales próximos a un núcleo urbano de expansión. Cfr., la STSJG de 




 Cfr. GUTIÉRREZ COLOMINA, V., Régimen jurídico…, op. cit., págs. 98-99, matiza la 
referida transformación puesto que entiende que sólo se puede hacer en relación con el suelo no 
urbanizable residual y siempre que se garantice la obtención de los equipamientos e infraestructuras 
manteniendo esta tesis según lo dispuesto en el art. 20. Este precepto, al contemplar el suelo 
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Para finalizar este apartado debemos insistir en que, para transformar la visión 
negativa del suelo del medio rural en una visión positiva y preactiva, serán mecanismos 
indispensables a emplear en los planes y en las normas subsidiarias, las zonas de protección, 
las zonas de potencialidad productiva, el suelo no urbanizable, los núcleos de población, el 
sistema de comunicaciones, la organización parroquial y la estructura comarcal.  
 
A modo de conclusión introductoria, podemos destacar que, la LASGA/1985 se 
caracterizaba por el respeto a la legislación estatal, lo que traía como consecuencia, que la 
regulación del suelo dedicado a usos residenciales de los núcleos rurales  se enmarcase dentro 




3.- El Suelo no urbanizable común 
 
 
El punto de partida consistía en la asimilación de los usos para el suelo no urbanizable 
no programado y para el suelo urbanizable mientras no se aprobase, respecto de este último, 
los instrumentos de desarrollo constituidos por los programas de actuación urbanística (art. 
                                                                                                                                                                       
urbanizable programado o no programado o apto para urbanizar, exigía que el desarrollo y ejecución 
se realizase por medio de los instrumentos de planeamiento y los sistemas de actuación previstos por 
la ley para dichas clases y categorías de suelo. En las legislaciones autonómicas vigentes se advierten 
varias posibilidades: a) Usos provisionales en suelo urbano no consolidado y suelo urbanizable 
(Aragón, Galicia y Madrid); b) Usos provisionales en suelo urbanizable y en suelo no urbanizable o 
rústico (Castilla- La Mancha, Extremadura y Navarra), c) Usos provisionales en suelo urbanizable 
programado (Cantabria, Castilla-León y la Rioja), d) Usos provisionales en terrenos que deban ser 
desarrollados y e) Usos provisionales en suelo urbano no consolidado, suelo urbanizable y en suelo no 
urbanizable o rústico (Andalucía, Canarias y Murcia). En relación a los usos provisionales es 
conveniente recordar que la STS de 9 de junio de 2003, Roj: STS 3971/2003 señala que “las 
autorizaciones de usos u obras de carácter provisional, a que se refiere el artículo 58.2 del Texto 
Refundido de la Ley del Suelo de 1976, como se deduce de lo establecido inequívocamente por los 
artículos 84.1 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976 y 42.1 del Reglamento de Gestión 
Urbanística, exclusivamente se pueden conceder, con los requisitos legalmente previstos, en terrenos 
en los que exista una previsión urbanística de alteración de la realidad cuando la obra o el uso 
pretendido sea contrario al planeamiento aprobado pero no desarrollado, circunstancias inexistentes 
cuando, como en este caso, el suelo sobre el que se autorizan las obras está clasificado como no 
urbanizable, y, por consiguiente, no hay previsión alguna para su transformación, razón por la que los 
citados artículos 84.1 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976 y 42.1 del Reglamento de 
Gestión Urbanística contemplan tales obras e instalaciones provisionales en el suelo urbanizable 
programado, mientras que en el no programado y en el rústico sólo se pueden autorizar, mediante el 
procedimiento al efecto establecido, edificaciones e instalaciones de utilidad pública o interés social 
(artículos 85.1, 2ª y 3ª y 86.1 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976), ordenación ahora 
recogida en los artículos 17 y 20.1 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y 
valoraciones.” Para un supuesto referido al ámbito de la Comunidad Autónoma de Galicia cfr., la 
STSJG de 12 de febrero de 2009, LA LEY 25555/2009.  
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39). Lo anterior conllevaba que eran de aplicación el conjunto de limitaciones constructivas y 
la necesidad de autorización de la Comisión Provincial de Urbanismo. Obsérvese que no se 
estaba refiriendo el legislador a los usos provisionales, propios del suelo urbanizable 
programado, sino que se trataba de usos permanentes. En realidad, el precepto, pese a 
remitirse expresamente a los arts. 40 y 41, debía integrarse, respecto del suelo no urbanizable, 
con las reglas previstas en la disposición transitoria 3ª puesto que, en ocasiones, el municipio 
carecía de plan general o de normas subsidiarias.819 Pero la omisión de ambas posibilidades 
en el art. 39 no significaba que no estuviesen permitidas las mencionadas construcciones e 
instalaciones pues se englobaban en la remisión a los arts. 85 y 86 TRLS/1976. 
 
Debemos responder la siguiente pregunta: ¿dónde se ubicaba el suelo no urbanizable? 
Como ya se avanzó, el legislador gallego no lo definía pero ofrecía pautas suficientes para 
concluir que se trataba de suelo situado fuera de los núcleos rurales, carente de una protección 
específica, con un denominador común: el uso edificatorio con carácter excepcional.820 Estos 
caracteres se desprendían de la diferenciación entre los núcleos rurales y el resto del territorio 
así como de la escasa relevancia del suelo de especial protección. Descendiendo al examen de 
su régimen jurídico y, partiendo de los usos contemplados en la legislación estatal procede 
comentar las especificidades de los usos permitidos. Para efectuar esta operación seguiré la 
sistemática estatal. 
 
a.- Construcciones destinadas a explotaciones agrícolas que guarden relación con la 
naturaleza y destino de la finca y se ajusten en su caso a los planes o normas del Ministerio de 
Agricultura. 
 
No existía en la norma gallega un precepto idéntico al estatal lo cual no deja dejaba de 
ser paradójico puesto que estas construcciones forman parte del uso característico de este 
suelo, es decir, sin dichas construcciones no podrían realizar determinadas explotaciones. El 
                                                 
819
 Como antecedente de esta norma es preciso traer a colación el art. 34 del proyecto de ley. En 
este precepto, las novedades más significativas consistían en la previsión expresa de construcciones 
destinadas a explotaciones agrícolas relacionadas con el naturaleza y el destino de la finca siempre 
que se ajustasen a los planes o normas de a Consellería de Agricultura y en la posibilidad de 




 Es significativa la exposición de motivos cuando disponía que, “los Planes y Normas 
entrarán en la ordenación y desarrollo de los núcleos de población, a fin de determinar la preceptiva 
clasificación del suelo, que se flexibiliza para los rurales tradicionales, endureciéndose por el contrario 
las condiciones para edificar fuera de los núcleos, cualquiera que sea su tipo, en el convencimiento de 
que las mejores localizaciones geográficas para los asentamientos humanos están, en Galicia, ya 
utilizadas, siendo conveniente limitar el esparcimiento, que no dispersión, al objeto de evitar la 
progresiva degradación del medio natural que provoca el asentamiento indiscriminado de viviendas 
unifamiliares en el medio agrícola, no destinado preferentemente al cultivo del mismo, y asimismo la 
secuela de la imposibilidad económica de dotar a todas ellas del estándar mínimo de infraestructuras, 
servicios y equipamientos, deseado”. 
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que más se asemejaba era el art. 41.1 en el cual se prohibía la construcción de viviendas 
familiares aisladas, no vinculadas a explotaciones agrícolas que guardasen relación con la 
naturaleza y destino de la finca. Obsérvese que el legislador estatal, a diferencia del gallego, 
se refería a cualesquiera construcciones en las que también se integraban las viviendas. Sin 
embargo, no se podía concluir que no estuviesen permitidas construcciones de tipo 
agropecuario, vinculadas a las explotaciones agrícolas, pues de lo contrario muchas 
explotaciones serían impracticables, sino que sólo se vedaban las construcciones residenciales 
no vinculadas a la explotación agraria.821  
 
El propósito del legislador se ceñía a concentrar a la población en los asentamientos 
ya existentes. Por eso el artículo comienza diciendo fuera de los núcleos delimitados con 
arreglo a los criterios señalados en esta Ley.  
 
De ahí que la excepción debía interpretarse restrictivamente, lo que, a mi juicio, 
implicaba que los usos residenciales se destinaran al titular y a sus familiares, en activo, de la 
explotación agraria, exigiéndose que la superficie vinculada a cada vivienda no fuese inferior 
a la unidad mínima de cultivo establecida por la legislación agraria para cada zona o 
municipio, pudiendo estar formada por adscripción de diversos terrenos, según estableciesen 
el Plan o Normas. Esta interpretación la fundamento en la relación que la vivienda debía 
respetar con la naturaleza y el destino de la finca.  
 
Supone, en consecuencia, la prohibición de la segunda residencia y la de cualesquiera 
viviendas no vinculadas a la explotación debido a su morfología, tipología, anexos y otros 
elementos constitutivos. No obstante, la vinculación se exigía en el momento de la 
construcción no en un momento posterior. Piénsese en la jubilación o incapacidad de los 
miembros residentes de la familia y en el éxodo de los restantes familiares. Es destacable que 
el legislador utilice terminología de derecho agrario al cual había que acudir para integrar la 
superficie mínima de que se trate. Esto implicaba que el plan urbanístico debía respetar la 
unidad mínima de cultivo constituyendo un límite a la potestad planificadora. 
 
Otro aspecto diferenciador era la referencia a las viviendas familiares sin exigir que 
estuviesen dedicadas a residencia de una única familia. Esta matización no permitiría 
viviendas de tipo colectivo pues sería contrario al art. 40.2 de aplicación a cualesquiera 
construcciones en suelo no urbanizable.  
 
                                                 
821
 El requisito de la vinculación no admitía ningún tipo de excepción como se advierte de la 
lectura de la STSJG de 22 de marzo de 2001, Roj: STSJ GAL 2364/2001 referida a un garaje de un 
tractor cuyas dimensiones no guardaban proporción con la propia finca agrícola. 
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Por otra parte, el legislador gallego, al no referirse a los planes sectoriales agrarios, 
inicialmente, atribuía al planificador urbanístico un margen de discrecionalidad mayor que la 
norma estatal, pero entiendo que la ley especial sectorial desplazaba a la ley urbanística, con 
lo que los tipos de explotaciones agrarios debían ajustarse a la normativa agraria, lo que 
redundaba en la vivienda que se autorizaba. No se olvide que la norma se remitía a la unidad 
mínima establecida por la legislación agraria para cada zona o municipio lo que no podía 
interpretado en sentido restringido.  
 
Dicha normativa estaba formada por la Orden del Ministerio de Agricultura de 27 de 
mayo de 1958, asumida por la Comunidad Autónoma de Galicia mediante Instrucción 
4/1985, de 23 de septiembre, de la Dirección General de Urbanismo y Medio Ambiente. Es 
de subrayar que la superficie fijada como unidad mínima de cultivo debía alcanzarse con la 
propia explotación agraria sin computar la superficie ocupada por la vivienda no sólo por la 
dicción legal sino por la  posibilidad de adscribir diversos terrenos que, no necesariamente, 
debían ser colindantes. En definitiva, el elemento determinante era la explotación y no la 
construcción. Por eso y pese a que la norma no lo expresaba había que concluir que la 
vivienda sólo se podía construir cuando la explotación agraria estuviese en funcionamiento.822 
 
b.- Construcciones e instalaciones vinculadas a la ejecución, entretenimiento y 
servicio de las obras públicas. 
 
Llama la atención la ausencia de toda mención a este tipo de construcciones. Pero, 
como destaca DÍAZ LEMA, son admisibles en el ámbito gallego pues se trata de una 
exigencia de la ejecución de las referidas obras públicas.823 Por tanto, en ausencia de 
especificidad debía aplicarse el art. 85.1.2ª TRLS/1976. 
 
c.- Edificaciones e instalaciones de utilidad pública o interés social que hayan de 
emplazarse en el medio rural. 
 
Se regulaban en los dos primeros párrafos del art. 40. El legislador era calculadamente 
parco. Sólo se refería al carácter no vinculante de la idoneidad del emplazamiento de la 
declaración de utilidad pública o interés social de edificaciones o instalaciones que se 
tuviesen que emplazar en el medio rural y prohibía las autorizaciones respecto de usos 
incompatibles con el emplazamiento así como la construcción de viviendas colectivas.824 
                                                 
822
 Esta omisión sería subsanada por el desarrollo reglamentario de la LASGA efectuada por el 
art. 34 DMU, que se comentará en un epígrafe posterior. 
 
823
 DÍAZ LEMA, J. M., Derecho Urbanístico,… op.cit., págs. 120 y 121. 
 
824
 Cfr., la STS de 3 de febrero de 1999, RJ 1999\667 que analiza un supuesto de pretendido 
suelo de reserva urbana. Para la interpretación del concepto de utilidad pública puede verse la STSJG 
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En cuanto a la tipología se remitía a las reglas del Plan o de las Normas Subsidiarias 
que debían respetar dos principios básicos: el carácter aislado y la prohibición de las 
edificaciones características de las zonas urbanas. El precepto dejaba sin resolver varias 
incógnitas: la forma de declaración de la utilidad pública o el interés social; la posible 
diferenciación entre utilidad pública e interés social; el concepto de medio rural. Tampoco se 
podía afirmar con rotundidad que dentro de este concepto se englobasen las industrias a 
diferencia de otras leyes autonómicas, como podía ser la ley asturiana anteriormente 
mencionada825 
 
En este sentido, es interesante mencionar la STSJG de 17 enero de 2002, 
JUR\2002\97000, que entiende que no es suficiente para la acreditación las invocaciones a 
razones económicas exclusivamente vinculadas a la titularidad de una determinada finca y a 
la proximidad de esta al lugar de residencia de su titular, no tratándose en absoluto de un caso 
en el que la ubicación en el medio rural venga determinada por las características y exigencias 
de la actividad, y no habiéndose puesto en cuestión la existencia de suelo urbano en el que 
proceder a la adecuada ubicación de la industria, sin que el reducido no siendo admisible una 
interpretación extensiva de dicho precepto que lleve a desvirtuar su propio sentido y 
finalidad.  Por último, el legislador gallego no se aparta del modelo estatal que exigía la 
concurrencia simultánea de la utilidad pública o el interés social y la necesidad de 
emplazamiento en el medio rural sin vincular la autorización a la ordenación y al desarrollo 
rural.826 
                                                                                                                                                                       
de 26 de marzo de 2004, Roj: STSJGAL 2252/2004. A su vez la STSJG de 30 de octubre de 1997, 




 El art. 14 disponía que, “1. En suelos a los que el planeamiento en vigor asigne un destino 
industrial, pero que, por no haber sido objeto de la necesaria gestión, mantengan todavía las 
características fácticas del no urbanizable, podrán autorizarse por la Comisión de Urbanismo y 
Ordenación del Territorio de Asturias construcciones destinadas a fines industriales. 2. Dicha 
autorización se concederá a propuesta del respectivo ayuntamiento, previa información pública del 
modo dispuesto en el art. 13,b). 3. En todo caso, la actuación a autorizar habrá de cumplir las 
determinaciones del planeamiento, sin que pueda superarse la edificabilidad media que éste establezca 
y debiendo garantizarse adecuadamente la seguridad, salubridad y no contaminación. 4. El terreno 
dispondrá o será dotado de acceso rodado satisfactorio por el propietario, que, además, se 
comprometerá a ejecutar la pavimentación y los restantes servicios urbanísticos mínimos y aceptará 
expresamente las obligaciones relativas a reserva de dotaciones que deriven del planeamiento, 
prestando garantías suficientes al respecto. Los servicios ejecutados que fuesen de interés general 
serán tenidos en cuenta en el futuro reparto de cargas y beneficios”. 
 
826
 El desarrollo rural se estudiará en el comentario al TRLS/2008. A propósito de la necesidad 
de emplazamiento en el medio rural la STSJG de 14 de octubre de 1997, Roj: STSJ GAL 154/1997 
confirma la denegación de una autorización para construir un club social para los trabajadores de una 
empresa. Advierte MÉNENDEZ REXACH al comentar la LS/2007 que el emplazamiento en suelo 
rural ya no es un requisito imprescindible para las actuaciones de interés público o social. 
MÉNENDEZ REXACH, Á., “Las situaciones básicas de suelo”, RGDA, núm. 15, 2007, pág. 21. 
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d.- Edificios aislados destinados a vivienda familiar en lugares en los que no exista 
posibilidad de formación de un núcleo de población: 
 
Las viviendas residenciales se contemplaban en el art. 41.2. Como regla general, en el 
suelo no urbanizable ubicado fuera de los núcleos, quedaba prohibida la construcción de 
viviendas familiares aisladas, no vinculadas a explotaciones agrícolas que guardasen relación 
con la naturaleza y destino de la finca, exigiéndose que la superficie vinculada a cada 
vivienda, no fuese inferior a la unidad mínima de cultivo establecida por la legislación agraria 
para cada zona o municipio, pudiendo estar formada por adscripción de diversos terrenos, 
según estableciesen el Plan o Normas.827  
 
En lo que se refería al aspecto procedimental se establecía la competencia de la 
Comisión Provincial de Urbanismo para la autorización de las edificaciones e instalaciones o 
viviendas mencionadas y el silencio administrativo negativo. Por último, en los municipios 
sin plan, de la exégesis de la disposición transitoria 3º, se desprendía que  el suelo no 
urbanizable común se definía por exclusión del suelo urbano comprendido en áreas 
consolidadas conforme a lo dispuesto en el art. 81 de la Ley del Suelo. El régimen de usos y 
de autorizaciones y licencias no sufría variación alguna respecto de los terrenos de la misma 




4.- El Suelo no urbanizable protegido 
 
 
Fuera de la sección 4ª, referida al suelo no urbanizable, se prestaba atención a las áreas 
de especial protección, aunque se remitía al reglamento estatal de planeamiento en orden a su 
concreción. No cabe duda que estamos en presencia de una subcategoría de suelo rústico de 
especial protección. Para DÍAZ LEMA828 el origen de estas zonas se encontraba en las 
normas complementarias y subsidiarias del planeamiento de la provincia de la Coruña de 
1977. Este autor entiende que en esas zonas se prohíben las viviendas residenciales pero no 
                                                                                                                                                                       
 
827
 Sin embargo la doctrina mantenida por la jurisprudencia se movía en un plano radicalmente 
distinto porque como señala la STSJG de 8 de octubre de 1998, Roj: STSJ GAL 6586/1998, “la 
construcción de viviendas unifamiliares en suelo no urbanizable es un derecho reconocido por la Ley 
del suelo con carácter general, aunque sea con la nota de excepcional y sometido a las condiciones y 
limites que fija, a desarrollar por los instrumentos de planeamiento, según el artículo 41 de LASGA , y 
por lo tanto no puede ser negado en virtud de acuerdos que no formen parte de planeamiento.” 
 
828
 DÍAZ LEMA, J.M., Derecho Urbanístico de… , op.cit., pág. 142. 
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las viviendas agrícolas permitiéndose, mientras que  las viviendas residenciales podrían 
ubicarse en el suelo no urbanizable protegido. 
 
 El precepto citado demuestra, en cualquier caso, que el legislador gallego utiliza un 
concepto positivo de suelo no urbanizable, tal y como lo llevó a cabo el TRLS/1976 en el 
ámbito estatal. Dicho precepto, al remitirse al RP, debía considerarse efectuado a su art. 36 
que, a su vez, reenviaba al Plan General para su delimitación lo cual planteaba el eterno 
problema de los municipios sin planeamiento.   
 
Por otra parte, es preciso subrayar, que el meritado art. 36 RP/1978 contemplaba la 
posibilidad de la prohibición absoluta de construir y señalaba las medidas a adoptar a efectos 
de la conservación, mejora y protección del suelo, flora, fauna paisaje, cursos y masas de 
agua y demás elementos naturales; del medio ambiente natural o de aquellos de sus elementos 
que hayan sufrido algún tipo de degradación; de los yacimientos arqueológicos y de las 
construcciones o restos de ellas de carácter histórico-artístico, arquitectónico o que contengan 
algún elemento señalado de carácter cultural situados en este tipo de suelo y de los que deben 
ser destinados a determinados cultivos o explotaciones agrícolas, ganaderas o forestales. 
Seguidamente la LASGA/1985 establecía unas normas protectoras de esta categoría de suelo 
contenidas en el artículo 40. 3. De este precepto, tal y como se advierte del tenor literal 
anterior, una vez más, el legislador sitúa a los planes o, en su defecto, a las normas 




5.- El Suelo no urbanizable en los núcleos rurales 
 
 
Coherentemente con sus objetivos, el legislador gallego prestó especial atención a los 
núcleos rurales existentes de carácter tradicional en los cuales clasificaba el suelo en varias 
categorías: urbano, urbanizable, apto para urbanizar830 y no urbanizable. Por el contrario, en 
los núcleos de reciente formación el legislador excluía la categoría de suelo no urbanizable.  
                                                 
829
 Es significativo que no efectúe ninguna remisión a la legislación sectorial puesto que en la 
época a que se refiere la LASGA/1985 aquélla estaba en una fase de producción incipiente. A 
propósito de esta clase de suelo recuerda la STSJG de 27 de enero de 2000, RJCA 2000\1009 que en 
los suelos supuestos de núcleos rurales preexistentes se exige, previamente a la licencia, la 
autorización de la Consellería.  
 
830
 Cfr., la STSJG de 13 de mayo de 2009, LA LEY 86565/2009 en la que se confirma la 
legalidad de la prohibición de viviendas unifamiliares no vinculadas a explotaciones agropecuarias en 
este clase de suelo. En análogo sentido puede verse la STSJG de 23 de abril de 1998, Roj: STSJ GAL 
2313/1998 referida a la apertura de un club en un edificio ya construido.  
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De este modo, dentro del mismo núcleo rural el estatuto jurídico de los propietarios de 
los terrenos resultaba totalmente diferente. Como se desprende de lo apuntado, en este 
momento, el legislador gallego no dio el paso definitivo, es decir, no creó una clase propia de 
suelo, pero, y ello es un error significativo, consideraba la posibilidad de que en los núcleos 
rurales concurriesen las tres categorías estatales.  
 
Esta solución, unida a la pasividad de las Administraciones para aprobar los planes 
urbanísticos, complicó el régimen jurídico del suelo rural. Desde mi punto de vista no cabía 
albergar ninguna duda respecto a la incongruencia de admitir las categorías de suelo urbano y 
de suelo urbanizable en los núcleos rurales salvo que se considere que los núcleos de reciente 
formación son urbanizaciones ilegales de carácter periurbano tal y como destaqué 
anteriormente.831 
 
Respecto al sistema de planes la norma diferenciaba según el tipo de suelo y reservaba 
para el suelo no urbanizable el plan especial de mejora del medio rural, si bien para el suelo 
urbano de los núcleos rurales se contemplaba el Plan de Reforma Interior para la realización 
de actuaciones encaminadas a la creación de dotaciones urbanísticas y equipamientos 
comunitarios, así como para la mejora del medio ambiente y de los servicios públicos.    
 
En cualquier caso, parte del tradicional concepto residual, al definir el suelo no 
urbanizable como los terrenos o resto de los terrenos comprendidos en el núcleo que no sean 
urbanos, urbanizables o aptos para urbanizar.  Se trataba de suelos que carecían de 
urbanización básica pero que, paradójicamente, constituían los destinatarios de las 
construcciones en el medio rural. Adviértase que el legislador gallego para no vulnerar la 
clasificación tripartita estatal incurría en una palmaria contradicción al denominar este suelo 
como no urbanizable.  
 
En cuanto a los usos del suelo no urbanizable de los núcleos rurales tradicionales, se 
preveía la autorización de construcciones, que se regulaba en el art. 21, desde una óptica 
                                                 
 
831
 Como destaca MEILÁN GIL, J. L. en “Los núcleos rurales…”, op.cit., págs. 447 y 448, “La 
regulación que llevó a cabo el legislador gallego de 1985 pivotaba sobre el concepto jurídico 
indeterminado de "núcleo de población" - y, en especial, el de "núcleo rural" - inexistente en la 
legislación estatal, pero expresivo de una realidad inconfundible y definitoria sociológicamente de la 
identidad de Galicia. La contradicción entre la aproximación autonómica y la estatal era patente: ésta 
prohibía la constitución de núcleos de población; aquélla partía de su existencia, por decirlo de una 
manera intencionadamente breve. En la LASGA se hacía una clasificación de los núcleos de 
población esencialmente socioeconómica -urbanos y rurales, y dentro de éstos últimos, tradicionales y 
de reciente formación- haciendo encajar dentro de los mismos la clasificación del suelo de la 
legislación general.” Cfr., la STSJG de 29 de mayo de 2008, LA LEY 56550/2008 relativa a una 
parcela clasificada como suelo no urbanizable de núcleo rural, área de tolerancia y como suelo no 
urbanizable común. Asimismo puede verse la STSJG de 11 de junio de 1998, Roj: STSJGALK 
3514/1998 relativa a la interpretación del peligro de formación de núcleo de población. 
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relativamente permisiva para conseguir la fijación de la población en el núcleo y evitar la 
dispersión y utilización de suelo no urbanizable común. Estos terrenos y los usos a que se 
podían someter debían cumplir una serie de parámetros que merecen un análisis detenido. 
 
Como principio general de carácter esencial e irrenunciable, se reforzaba la 
conservación de su condición rural. No se definía dicha condición pero del estudio de las 
características que se establecían en el art. 12.3, se podía concluir que,  eran determinantes la 
especial vinculación o preeminencia de actividades primarias de carácter agrícola, ganadero, 
forestal, pesquero o análogas.  
 
A diferencia de otros sistemas normativos, no era el legislador sino el Plan General o 
las Normas Subsidiarias quienes establecían los usos prohibidos así como las condiciones de 
las edificaciones, que habían de ser congruentes con las características de las existentes en el 
núcleo. Se seguía el modelo abierto característico de la tradición estatal ya que se consideraba 
que la ley, al consistir en una norma abstracta de carácter general, no podía ofrecer soluciones 
a toda la casuística que generaba el aprovechamiento urbanístico del suelo.  
 
Una regla específica consistía en que en la autorización de edificaciones e 
instalaciones en el suelo no urbanizable de los núcleos rurales tradicionales no había que 
justificar la imposibilidad de formación del núcleo. Recuérdese que las viviendas 
unifamiliares que autorizaba el legislador estatal debían acreditar su condición de aisladas lo 
que se demostraba mediante la imposibilidad de formación de un núcleo de población. La 
ratio legis consistía en intentar conseguir la concentración de las edificaciones dentro del 
núcleo rural. Además las licencias se concedían directamente por el Ayuntamiento cuando se 
trataba de edificaciones para vivienda familiar e instalaciones complementarias y siempre que 
se preservasen los valores naturales del terreno.832 En los demás supuestos, en consecuencia, 
se aplicaba el procedimiento bifásico. 
  
No se regulaban expresamente las viviendas agrupadas. Sin embargo, como el art. 21 
exigía que los terrenos conservaran su condición rural y habilitaba al Plan General o las 
Normas Subsidiarias para establecer los usos prohibidos y las condiciones de las 
edificaciones, que habían de ser congruentes con las características de las existentes en el 
núcleo y además exigía el mantenimiento tradicional del núcleo y de las edificaciones, 
podrían admitirse en determinados casos. A igual solución llegaba el art. 10 de la ley 
cántabra. 
 
                                                 
 
832
 GUTIÉRREZ COLOMINA, V.,  Régimen jurídico…, op. cit., pág. 99, al comentar la 
pervivencia de la clasificación del suelo no urbanizable en los núcleos de población rurales, lo califica 
como importante y novedoso. Según pone de manifiesto la STSJG de 16 de julio de 2009, LA LEY 
138658/2009, no cabe la concesión de licencias de obras para una nave dedicada a taller.  
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Asimismo el Plan General o las Normas Complementarias y Subsidiarias debían 
contener las determinaciones que garantizasen la adecuada ejecución de las dotaciones 
mínimas: acceso rodado, abastecimiento de aguas, energía eléctrica y evacuación y 
tratamiento de aguas residuales; el mantenimiento tradicional del núcleo y de las 
edificaciones y las medidas para la preservación de los mencionados valores.  
 
Estas dotaciones se desarrollaban mediante un plan especial de reforma interior en 
suelo urbano y un plan especial de mejora del medio en el suelo que nos ocupa. Pero la norma 
guardaba silencio sobre una cuestión esencial: la forma de obtención de los terrenos 
destinados a dotaciones y servicios.  
 
Su art. 46 sólo se refería al suelo urbano y al suelo de los núcleos rurales de reciente 
formación sin que fuese de aplicación al suelo no urbanizable de los núcleos rurales 
tradicionales833. El citado precepto contemplaba la imposición de contribuciones especiales 
para  repercutir el coste de la creación, ampliación o mejora de infraestructura, servicios y 
equipamientos en suelo urbano sobre los propietarios que resulten especialmente beneficiados 
por las actuaciones aisladas ejecutadas a través de la expropiación forzosa, considerando, 
como tales, a los propietarios de los núcleos rurales de reciente formación delimitados en los 
Planes Generales o Normas Subsidiarias.834  
 
En términos similares se expresaba la citada ley asturiana (art. 10), aunque 
excepcionalmente, cuando la población, densidad o demanda de equipamiento así lo 
requiriesen, los planes generales y normas subsidiarias podrían introducir modelos de gestión 
que recondujeran el proceso a formas análogas a las propias de otras clases de suelo. Pero, 
¿qué sucedía si no existen planes o normas subsidiarias?  
 
En este supuesto, debíamos aplicar lo establecido en la dispos. trans. 2ª que señalaba 
que establecía los siguientes condicionantes: regía respecto de cualesquiera edificaciones o 
instalaciones; debían ser núcleos rurales preexistentes, cuyos terrenos no merecían la 
condición de suelo urbano, se seguía el procedimiento general con la obligación del 
Ayuntamiento de justificar, caso a caso, la preexistencia del núcleo, con el número de 
                                                 
833
 El suelo de núcleo rural no se equiparaba al suelo urbano como lo pone de manifiesto la 
STSJG de 17 de septiembre de 1998, Roj: STSJ GAL 4393/1998 que no considera travesía un tramo 
que transcurre por un núcleo rural. En igual sentido puede verse la STSJG de 28 de junio de 2001, LA 
LEY 130641/2001 en la cual se advierte que el suelo de núcleo rural previsto en la LASGA/1985 
podía ser urbano y no urbanizable.  
 
834
 En cambio, otras legislaciones autonómicas, como la cántabra, permitían expresamente la 
aplicación del instituto expropiatorio como una actuación aislada en núcleo rural y sin el 
establecimiento de contribuciones especiales.  
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edificaciones o instalaciones en él existentes y el límite de autorizaciones se situaba en el  50 
% del número de edificaciones de las existentes en el núcleo, en el momento de entrada en 
vigor de la LASGA/1985.  
 
Esta norma era criticable no sólo desde el punto de vista de su redacción que, es de 
todo, menos clara, sino también por su ubicación en una disposición transitoria. Pese a que no 
se refería expresamente al suelo no urbanizable la remisión al art. 42 trae como consecuencia 
que se aplicaba el procedimiento bifásico previsto para este suelo con varias especialidades. 
La problemática de las viviendas en los núcleos rurales también se abordó desde el punto de 
vista de la actividad de fomento. A ello respondió una política de subvenciones para recuperar 




6.- Disciplina urbanística 
 
 
La LASGA/1985 se refería a esta materia en los arts. 48 a 54. Sin entrar a comentar 
los preceptos relativos a la colaboración de las entidades financieras en relación a los créditos 
hipotecarios, es preciso analizar las novedades introducidas respecto de los expedientes de 
reposición de la legalidad y respecto a las infracciones perpetradas en el suelo no urbanizable 
de especial protección. Respecto a los mencionados expedientes se habilitaba a la 
Administración autonómica para subrogarse en la posición de los Ayuntamientos en los 
supuestos de pasividad municipal. El art. 50 sólo regulaba los actos de edificación sin o 
contra licencia  no abordaba la revisión de licencias ilegales. En la sistemática legal quedaban 
al margen las obras terminadas y no se daban reglas para los supuestos en los cuales la 
Administración Municipal no tramitase la licencia de legalización. En lo relativo a las 
infracciones en suelo rústico de especial protección la LASGA/1985 seguía el modelo de la 




                                                 
835
 Como muestra significativa podemos destacar la actualmente derogada Orden de 22 julio 
1987 de la Consellería de Ordenación de Territorio y obras públicas, cuyo ámbito territorial de 
aplicación se delimitaba del siguiente modo: a) Aquellas viviendas unifamiliares que se encuentren 
integradas en núcleos de menos de 500 habitantes delimitados en el planeamiento urbanístico. b) 
Igualmente, en el caso de planeamiento adaptado a la Ley 11/1985 de Adaptación de la del Suelo a 
Galicia, las viviendas que se encuentren en núcleos rurales delimitados. c) En caso de defecto de 
planeamiento, viviendas situadas en núcleos rurales preexistentes, según lo establecido en la disp.. 
transitoria tercera de la citada Ley 11/1985. 
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La legislación urbanística española viene regulando tradicionalmente la posibilidad de 
autorizar determinados usos del suelo rústico que, en caso contrario, sólo podrían ubicarse en 
suelo urbanizable. Estos procedimientos permiten la implantación de actividades económicas 
vinculadas al medio rural fundamentalmente en municipios sin planeamiento. El legislador 
gallego (art. 42), continuó esta senda y arbitró un procedimiento específico en el cual se 
establecían los requisitos que a continuación se analizan:  
 
a) La aportación de un plano de situación que permitiese identificar suficientemente la 
finca, su superficie, lindes y características, las de la edificación o instalación, así como las 
del medio circundante.  
 
b) El Ayuntamiento sometía a información pública el expediente por término de 
quince días, publicándolo en el tablón de anuncios y en uno de los periódicos de mayor 
circulación de la provincia, debiendo remitirlo con su informe a la Comisión Provincial de 
Urbanismo en el plazo de tres meses.  
 
c) Transcurrido el plazo señalado sin que el Ayuntamiento hubiese elevado el 
expediente completo a la Comisión Provincial de Urbanismo, los interesados podían solicitar 
la subrogación de ésta, que reclamaba el expediente y proseguía su trámite, o en su caso, 
iniciaba el mismo, hasta su resolución que debía adoptarse en el plazo de dos meses.  
 
d) El otorgamiento de autorización no eximía del deber de obtener licencia municipal, 
ni vinculaba al Ayuntamiento en orden a otros aspectos que no fuesen los específicos de la 
propia autorización. En ningún caso se entendía otorgada la autorización, por silencio 
administrativo 
 
El texto gallego presentaba varias novedades en relación al art. 44 RGU/1978 para el 
desarrollo y aplicación del TRLS/1976. Así, en primer término, la autorización era obligatoria 
no sólo para las edificaciones de utilidad pública o interés general y para las viviendas 
residenciales aisladas (como disciplinaba el referido art. 44 estatal) sino también para las 
construcciones agrícolas.  
 
En cambio, no se contemplaba para las edificaciones vinculadas a las obras públicas lo 
cual debía entenderse, como señala DÍAZ LEMA, como una omisión fundamentada en la 
Capítulo octavo: evolución histórica… 
 
 429 
supletoriedad de la norma estatal836, puesto que, de lo contrario, estaríamos prohibiendo el 
desarrollo de las infraestructuras en un territorio que, en ese momento, era total y 
absolutamente deficitario. Tampoco se requería autorización para la construcción de 
viviendas en los núcleos rurales. Lo cual era congruente con el fomento de las edificaciones 
en estos núcleos de población.  
 
Por último, la autorización de la Comisión era previa a la licencia municipal y se 
refería a cuestiones no urbanísticas, es decir, la legalidad del emplazamiento pero no sobre la 
legalidad de la construcción. Como consecuencia de lo anterior, era admisible en derecho que 
el Ayuntamiento plantease recurso contencioso-administrativo contra la autorización 
mencionada, cuando entendiese que se vulneraba el ordenamiento jurídico.837 La situación se 
complicó cuando las Comisiones Provinciales de Urbanismo se suprimieron mediante la 
LDU/1995  lo que trajo como consecuencia una reestructuración competencial del 
procedimiento que nos ocupa. Para solventar el problema, el régimen de autorizaciones se 
atribuiría, mediante delegación de competencias, a lo propios Ayuntamientos. Así se 
estableció en el art. 3 de la LDU/1995 pero sólo circunscrito a la construcción de viviendas 
unifamiliares prevista en el art. 42 LASGA/1985. En todo caso, no se puede olvidar que el 
acto se imputaba a la propia Administración Autonómica, concretamente al Conselleiro 
competente en materia urbanística según se desprendía del art. 11, y se trataba de actos que 
ponían fin a la vía administrativa, siendo directamente recurribles ante la jurisdicción 
contencioso-administrativa (art. 6).  
 
Sin embargo, debe tenerse en cuenta que la norma no contemplaba un límite general al 
régimen autorizatorio imitando, en consecuencia, al modelo estatal; es decir, este 
procedimiento, en los supuestos típicos de usos productivos, permitía al titular de la 
explotación eludir los trámites urbanísticos precisos para su implantación y, especialmente, el 
porcentaje de suelo de cesión que debería realizar si se clasificase como suelo urbanizable. La 
clave del problema consistía en la falta de una planificación coherente que ordenase el 
territorio para conseguir el progreso de la calidad de vida y el bienestar social que, nunca se 
puede lograr, cuando son los propietarios los que, a título individual, transforman el suelo en 
urbanizado. Como señala GARCÍA de ENTERRÍA838, las decisiones básicas sobre el 
urbanismo se han disociado definitivamente del derecho subjetivo de propiedad y se han 
atribuido a la Administración. 
 
                                                 
836
 DÍAZ LEMA, J.M., “Derecho Urbanístico de Galicia…”, op. cit., pág. 125 
 
837
 Así, a título de ejemplo, podemos citar la STSJG de 30 abril, RJCA1998\1723, en la cual se 
confirma la referida autorización. 
 
838
 GARCÍA DE ENTERRÍA E., ”Los principios de la organización del urbanismo”, RAP, núm. 
87, 1978, pág. 30. 
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II. EL DECRETO 342/1989, DE MEDIDAS URGENTES  
 
 
1.- Principios generales 
 
 
La LASGA/1985 fue objeto del correspondiente desarrollo reglamentario a través del 
DMU/1989. Esta norma establecía pautas concretas de aplicación al medio rural perfilando 
algunos de los conceptos jurídicos indeterminados utilizados por la referida LASGA/1985. Su 
exposición de motivos era plenamente didáctica y advertía sobre una serie de problemas que 
ponían en tela de juicio la operatividad práctica de la LASGA/1985. Así, constataba que 
superados ampliamente los plazos establecidos por las Disposiciones transitorias de aquella, 
solamente 32 de los 313 municipios gallegos disponían de planeamiento urbanístico adaptado 
a las disposiciones de dicha Ley.  
 
Además, sólo 189 de los municipios gallegos tenían alguna figura de planeamiento 
municipal de los cuales 57 eran tan sólo proyectos de delimitación del suelo urbano. Pero 
antes de antes de adentrarnos en su estudio, es preciso dejar claro que, consciente de la 
dificultad que acarreaba la aprobación de un plan general, se centraba en la regulación de las 
normas complementarias y subsidiarias.  
 
En consecuencia, establecía la eficacia inmediata de estas normas subsidiarias y 
complementarias del planeamiento que consistían un escalón intermedio entre la ley y los 
planes generales, las cuales, no sólo colmaban las lagunas derivadas de la falta de aprobación 
de planes generales, sino que también presentaban un carácter complementario de los 
diversos planes generales.   
 
Este instrumento urbanístico se aprobaba inicial y provisionalmente, bien por la 
Comisión Provincial de Urbanismo cuando hubiesen sido redactadas por la Diputación o por 
la propia Comisión o bien por el citado Conselleiro de haber sido el redactor de las mismas. 
Si concurrían razones de urgencia el Conselleiro podía autorizar la entrada en vigor 
inmediata. Por otra parte, los arts. 19 y 20 establecían sus determinaciones en función del tipo 
de suelo al que afectasen. La importancia de estas normas reglamentarias era de tal calibre 
que, no sólo permitió la aprobación de unas normas subsidiarias y complementarias para toda 
Galicia, sino que constituyeron el germen de la regulación legal que actualmente rige el 
urbanismo gallego.  
 
En lo que se refiere a las clases de suelo, y desde mi punto de vista sin amparo legal, 
una de sus novedades más significativas era la clasificación del suelo no urbanizable 
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protegido en varios tipos, que denominaba áreas, como establecía el art. 18. Consideraba 
como suelo no urbanizable protegido aquellas áreas o enclaves territoriales que sea preciso 
preservar de determinados usos o de la edificación para proteger sus valores específicos de 
índole natural o cultural, su especial productividad, o para evitar la interferencia sobre el uso 
o evolución de las infraestructuras de comunicaciones. Estas áreas eran las siguientes:  
 
a) Espacios naturales meritorios o de especial interés por sus valores ecológicos, 
botánicos, zoológicos, biológicos o geológicos, localizándolos y delimitándolos gráficamente.  
 
b) Espacios de interés arquitectónico, arqueológico o etnográfico, tales como pazos, 
castros, monasterios, ermitas y edificaciones singulares.  
 
c) Espacios o rutas de especial interés paisajístico.  
 
d) Zonas litorales, zonas húmedas y de márgenes fluviales.  
 
e) Zonas de especial productividad agrícola, forestal o minera.  
 
f) Zona de protección de infraestructuras como autopistas, autovías, carreteras, 
ferrocarriles y aeropuertos.839  
 
En resumen, se contemplaban todos aquellos terrenos que presentaban valores dignos 
de protección. Por último, fijaba, entre otros, como objetivo a alcanzar el de garantizar la 
adecuada interpretación de los principios contenidos en la LASGA/1985 respecto del suelo no 
urbanizable y de los núcleos rurales de población. Para ello, definía el régimen de usos del 
suelo y de regulación de las edificaciones, y regulaba claramente los trámites necesarios para 
la autorización de las construcciones y estableciendo las garantías necesarias e 









                                                 
839
 Este es el antecedente del actual art. 32 LOUGA/2002. Cfr., la STSJG de 3 de mayo de 
2001, Roj: STSJGAL 3762/2001, que se decanta por la concepción formalista del suelo urbano y la 
naturaleza de suelo no urbanizable de la zona de afección de carreteras.  
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2.- El Suelo no urbanizable común 
 
 
Su régimen jurídico se contenía en los arts. 34 a 53. Dada la extensión y la repetición 
de preceptos de la LASGA/1985, sólo analizaremos las novedades introducidas por el 
reglamento. 
 
En primer lugar, se refería a las construcciones de destino agrícola entre las que 
incluía las siguientes: Silos para almacén de cosechas; Hórreos; Invernaderos desmontables; 
Casetas o galpones para aperos de labranza hasta una superficie máxima de 40 metros 
cuadrados siempre que la finca tenga una superficie no inferior a la unidad mínima de cultivo, 
y en todo caso, sea superior a 2.000 metros cuadrados; Otras construcciones para el servicio 
de la explotación agraria que no estén incluidas entre las catalogadas como edificaciones de 
utilidad pública o interés social.840 Pero además el propio reglamento dedicaba a esta 
problemática los arts. 45 y 46. Sus requisitos eran los siguientes: 1.- Viviendas unifamiliares 
aisladas, vinculadas a explotaciones agrícolas que guarden relación con la naturaleza y 
destino de la finca. El carácter de aislamiento lo deducía el reglamento, en defecto de plan, de 
varios indicadores: - La distancia menor entre la vivienda que se pretende construir y 
cualquier otra vivienda no incluida dentro de un núcleo rural de población.- La superficie 
mínima de la parcela donde se ubique la edificación que en ningún caso podrá ser menor que 
la unidad mínima de cultivo definida por la legislación agraria. - La distancia menor entre la 
edificación y el lindero más próximo de la parcela. 841 
 
                                                 
840
 Esta enumeración se refería a las construcciones accesorias y dejaba fuera las viviendas 
agrícolas pero ello no suponía su prohibición, ya que, el art. 41.1 de la LASGA/1985 comentado, 
expresamente las permitía y el art. 39 del propio Decreto, interpretado a sensu contrario, exigía 
autorización previa y licencia municipal para las viviendas estables y permanentes vinculadas a una 
explotación agraria o pecuaria. 
 
841
 Por el contrario, la vinculación debía ser establecida por el plan, con fundamento en la 
información sobre los rendimientos que permitan el sustento de las familias que vayan a ubicarse en 
las mismas, estableciendo en consecuencia la superficie mínima de las explotaciones, que podrán estar 
constituidas por vanas parcelas adscritas, ubicadas en el mismo municipio, siempre que la suma de sus 
superficies alcance la superficie requerida, y que la parcela donde se ubique la vivienda cumpla los 
requisitos establecidos por el planeamiento urbanístico conforme a lo señalado en el apartado anterior 
de este artículo. 2- Condiciones de edificación: serían las establecidas por el plan comprendiendo 
como mínimo: - La superficie máxima edificable por cada metro cuadrado de la parcela donde se 
ubique la edificación, sin que pueda computarse a tal efecto la superficie de las demás parcelas 
vinculadas a la explotación agraria, e incluyendo en el cómputo todas las superficies habitables de 
altura superior a 1,50 metros.- La altura máxima de la edificación.- La pendiente máxima de cubierta 
y la longitud máxima de los aleros. Por último, y en lo que atañe a estas construcciones no encuadraba 
en esta excepción las granjas para estabulación y cría de ganado, piscifactorías, naves para usos 
agrícolas cualquiera que sea su destino cuya superficie sea superior a 40 metros cuadrados porque las 
considera como edificaciones de utilidad pública o interés social. 
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En segundo lugar, determinaba las construcciones vinculadas a la ejecución, 
entretenimiento y servicio de las obras públicas que, como ya hemos comentado, no se 
contemplaban en la LASGA/1985.842 Como se observa, el reglamento gallego no mencionaba 
los supuestos dudosos al igual que el legislador estatal, es decir, entre otros, los talleres de 
reparación, los hoteles y los restaurantes aunque parte del carácter temporal de estas 
construcciones limitada al período de ejecución de la obra, circunstancia que debía quedar 
reflejada en la licencia municipal y que manifestaba en la obligación, una vez finalizada la 
obra, de  retirarse o demolerse,  en el plazo máximo de sesenta días. Además se establecía un 
obligación de reposición al estado anterior de las obras aunque cabía la posibilidad de 
transformar el uso temporal en definitivo si, dentro del citado plazo, se solicitaba autorización 
para utilizar dichas construcciones para usos de utilidad pública o interés social.843  
 
Más discutible resultaba la inclusión en esta categoría , entendía que también son 
edificaciones de utilidad pública o interés social, siempre que fuesen anexos, de las oficinas 
vinculadas a los usos principales señalados con una superficie no superior al 15 % de la 
superficie total construida cubierta, los equipamientos comerciales complementarios de los 
equipamientos turísticos recreativos o deportivos, siempre que su superficie no supere el 20 
                                                 
 
842
 Se trataba del listado que reproducía el art. 38.1. Para un supuesto relativa a la implantación 
de una planta de hormigón puede verse la STSJG de 18 de marzo de 2010, LA LEY 51961/2010 si 




 Por eso mismo, téngase en cuenta que el DMU/1989 se veía en la obligación de concretar 
estos usos y, a tal efecto, distinguía entre: a.-  Equipamientos sanitarios: centros de salud, 
dispensarios, clínicas, hospitales, sanatorios o cementerios. Equipamientos docentes: guarderías, 
colegios, escuelas. b.- Equipamientos asistenciales: residencias de ancianos, conventos y santuarios, 
centros de rehabilitación, centros penitenciarios. c.- Equipamientos turísticos, recreativos o 
deportivos; hoteles, moteles, cámpings, discotecas y salas de fiesta, complejos deportivos y centros de 
información turística. d.- Edificaciones para la defensa nacional, acuartelamientos e instalaciones 
militares. e.- Edificaciones industriales, siempre que no haya suelo urbano o urbanizable - este último 
con las limitaciones establecidas en el art. 38.3 de la LASGA/1985- de superficie suficiente y 
compatible para el uso pretendido dentro de municipio de que se trate o en cualquiera de sus 
limítrofes, o bien cuando la instalación industrial esté vinculada a las capacidades productivas o 
extractivas del medio; canteras y minas y fábricas de transformación de productos agrícolas. f.- 
Edificaciones para uso agrícola y pecuario: granjas para estabulación y cría de ganado, piscifactorías, 
naves para usos agrícolas cualquiera que sea su destino cuya superficie sea superior a 40 m2. g.- 
Edificaciones para servicios y explotación de las obras públicas estables o permanentes: centros 
reguladores de tráfico, instalaciones para la conservación y mantenimiento de las infraestructuras, 
apeaderos y estaciones de ferrocarril, instalaciones portuarias o aeroportuarias, estaciones de peaje. h.- 
Construcciones para infraestructuras de servicios públicos: producción y transporte de energía 
eléctrica, telecomunicaciones, estaciones depuradoras de aguas potables o residuales, plantas de 
tratamiento de residuos sólidos urbanos o industriales, parques de bomberos. i.- Todas aquellas otras 
que hayan de albergar a actividades declaradas de utilidad pública o interés social por un órgano 
administrativo en virtud de disposiciones de la legislación sectorial. En relación a las fábricas de 
transformación de productos agrícolas puede verse la STSJG de 27 de junio de 2006, Roj: STSJGAL 
5629/2006 que considera que una fábrica de piensos no tiene vinculación con el mundo rural. Para un 
supuesto similar puede verse la STS de 1 de diciembre de 2011, RJ 2012\3555.  
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% de la superficie total construida y las viviendas que sean necesarias para alojar a los 
responsables de la guarda o conservación de las edificaciones destinadas a equipamientos 
sanitarios, asistenciales, turísticos, recreativos o deportivos, infraestructuras de servicios 
públicos y las previstas en normas sectoriales, en número máximo de una vivienda de tamaño 
máximo de 100 metros cuadrados  útiles para cada instalación.        
 
Siguiendo el TRLS/1976, la norma reglamentaria exigía, no sólo la declaración de 
utilidad pública o interés social, sino también  la necesidad de su emplazamiento en esta clase 
de suelo844. Esta necesidad debía fundamentarse en los siguientes criterios:  
 
1) La inexistencia de alternativas para emplazamiento en otro tipo de suelo - urbano, 
urbanizable o apto para urbanizar- por incompatibilidad del uso o la actividad con las 
existentes o por inexistencia de suelo urbanizable o urbano capaz y de dimensiones adecuadas 
para su emplazamiento.  
 
2) La necesidad de emplazamiento en un lugar concreto por necesidad o conveniencia 
para la eficacia en la prestación del servicio social.  
 
3) La vinculación de la actividad a las capacidades productivas o extractivas del suelo 
no urbanizable.845 
 
Por último, resta por estudiar otra excepción al uso edificatorio del suelo no 
urbanizable, que, como ya sabemos, la constituyen las viviendas residenciales. En estos 
casos, el DMU/1989 habilitaba al planeamiento urbanístico para permitir excepcionalmente, 
                                                 
 
844
 Por lo que respecta a la polémica sobre la forma de declaración de la utilidad pública o el 
interés social, el Decreto parecía decantarse por la valoración administrativa, ya sea por las 
autoridades sectoriales, en cuyo caso había que remitirse a la legislación sectorial, ya sea  por la 
Comisión Provincial de Urbanismo, la cual debería tener en cuenta varios parámetros: la prestación de 
un servicio público necesario socialmente y la realización de una actividad productiva, que por estar 
vinculada al medio o por no tener alternativas de emplazamiento en otras clases de suelo fuese preciso 
emplazar en el suelo no urbanizable e, incluso, la creación de puestos de trabajo podrá considerarse 
por la Comisión Provincial de Urbanismo entre las justificaciones procedentes, solamente cuando la 
actividad no pueda ubicarse en otra clase de suelo. En relación a un centro penitenciario puede verse 
la STS de 22 de abril de 1992, RJ 1992\3837 que considera que sería una construcción autorizable en 
suelo rústico  ya que “integra una decisión plenamente viable por quedar incluida, si no en la zona de 
certeza positiva del concepto jurídico indeterminado, sí, por lo menos, en la de penumbra-es el halo de 
dificultad- que permite un margen de apreciación en la Administración.”  
 
845
 El art. 44 establecía las determinaciones de estas edificaciones: a) La ocupación máxima en 
planta de la parcela por la edificación. b) La distancia mínima entre la edificación y cualquiera de los 
linderos de la finca. c) La distancia mínima entre la edificación y el eje de las vías públicas de acceso. 
d) La altura máxima de las edificaciones. e) La pendiente máxima de las cubiertas.  
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en suelo no urbanizable que no fuese objeto de protección, la construcción de viviendas 
unifamiliares aisladas siempre que el número de viviendas aisladas cumpliese dos requisitos: 
 
a.- No podía restar capacidad de consolidación a los núcleos de población.  
 
b.- No podía dar lugar a un modelo de asentamiento esparcido. En este sentido, exigía 
que las parcelas de suelo no urbanizable donde fuesen a emplazarse las edificaciones 
autorizables debían contar con acceso rodado, tener posibilidad de enganche a la red de 
suministro de energía eléctrica, disponer de abastecimiento de agua por captación individual 
que garantizase el caudal suficiente y las adecuadas condiciones de potabilidad y debían 
contar con instalación de evacuación y tratamiento de aguas residuales por medios 




3- El Suelo no urbanizable protegido 
 
 
En cuanto al suelo no urbanizable especialmente protegido en virtud de las 
disposiciones del planeamiento urbanístico, quedaba expresamente prohibida la publicidad 
estática o dinámica de carácter comercial, salvo indicadores turísticos, indicadores de 
posición o dirección o carteles institucionales, que se ajustasen a la legislación sectorial 
aplicable, cualquier tipo de edificación para usos industriales que no estuviese vinculada a las 
capacidades productivas o extractivas del suelo846 y cualquier edificación o instalación no 
destinada a vivienda que no justificase adecuadamente a través de un estudio de impacto 
ambiental su integración en el medio y el respeto de las condiciones naturales que dieron 
motivo a su protección. 
 
Por último, y como cláusula de cierre, el planeamiento urbanístico debía establecer las 
condiciones concretas de armonización con su entorno de las construcciones en suelo no 
urbanizable, teniendo en cuenta como mínimo una serie de  determinaciones previstas en el 
art.35 siendo susceptibles de dispensa por la Comisión Superior de Urbanismo teniendo e 
cuenta todas las razones alegadas, los documentos gráficos y escritos expresivos de las 
características de la construcción a realizar (art. 36).847  
                                                 
846
 En la legislación urbanística autonómica vigente el uso industrial en suelo no urbanizable se 
considera un uso autorizable por la Administración autonómica siempre que deban emplazarse en 
suelo no urbanizable por no ser propias del suelo urbano o urbanizable. (En este sentido se puede citar 
el art. 51.2 f de la LOTULRioja/2006.) 
 
847
 Estas determinaciones eran las siguientes: a.- La imposibilidad de utilizar tipología de 
edificación propia de zonas urbanas. b.- Las referidas al cierre exterior de todas las plantas 
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4.- El Suelo no urbanizable de núcleo rural 
 
 
La casuística de los núcleos rurales ha sido comentada con anterioridad.  Antes de 
adentrarnos en el comentario del suelo no urbanizable de estos núcleos es preciso concretar 
las características de los mismos.  
 
Como ya sabemos, el art. 12 de la LASGA/1985, contenía una definición 
excesivamente amplia y ambigua de los núcleos rurales, pese a que era fundamental 
diferenciar entre núcleos rurales y núcleos urbanos. Para paliar esta situación el reglamento, 
en su art. 25, delimitaba este suelo, englobando en esta categoría las áreas de territorio que 
cumpliesen, como mínimo, tres  requisitos:  
 
a.- Tener un número de viviendas no inferior a 10, inscribibles dentro de un círculo de 
radio máximo de 75 metros.  
 
b.- Tener una densidad mínima de 3 viviendas/Hectárea. en un ámbito de 1,5 
Hectáreas. en extensión superficial mínima.  
 
c.- Ser identificado social y toponímicamente como núcleo singularizado.  
 
d.- Contar al menos con dos de los siguientes servicios: suministro de energía 
eléctrica, abastecimiento comunitario de agua potable, evacuación comunitaria de aguas 
residuales, pavimentación de la calzada de una vía de acceso, teléfono público o privado, 
alumbrado público.  
 
e.- Contar al menos con uno de los siguientes equipamientos: casa rectoral parroquial, 
escuela pública, local público de reunión, sede de la pedanía o alcaldía de barrio, lavadero 
público, campo de feria, sede de asociación vecinal, tienda de alimentación. 848  
                                                                                                                                                                       
construidas. c.- Los condicionantes de la construcción de escaleras exteriores exentas de la edificación 
principal y su longitud medida en proyección horizontal. d.- Los revestimientos de las fachadas y el 
color en sus acabados exteriores. e.- Los volúmenes de las cubiertas y planos e sus faldones. f.- Los 
cierres de las parcelas o fincas con referencia a la utilización de los de tipo vegetal o de fábrica y sus 




 A propósito de este precepto, RAPOSO ARCEO llama la atención sobre la exigencia de 
abastecimiento comunitario de agua y de evacuación comunitaria de aguas residuales en el contexto 
gallego. RAPOSO ARCEO, J.J., “El suelo de núcleo rural en la Ley 9/2002, de 30 de diciembre”, en 
MEILÁN GIL, J.L., (Dir.), Comentarios a la Ley de Ordenación Urbanística y Protección del Medio 
Rural de Galicia,  Aranzadi, Pamplona, 2009, pág. 239. Cfr., la STSJG de 18 de noviembre de 2004, 
Roj: STSJGAL 4839/2004. 
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A la vista del tenor literal anterior, podemos destacar que el autor de la norma tuvo en 
mente el elevado número de micronúcleos gallegos. No obstante, discrepamos del requisito 
de los servicios urbanísticos puesto que, en algunos casos, no se cumplen el mínimo exigido, 
ni tan siquiera en la actualidad.  
 
En consecuencia, ¿qué categoría debemos atribuir a aquellos núcleos que no cumplen 
estos requisitos? Obviamente no se pueden catalogar como núcleos urbanos por lo que 
forzosamente deben considerarse como núcleos rurales.  
 
Una vez definido el núcleo rural se requería su correcta delimitación. En este punto el 
Decreto, teniendo en cuenta, la estructura de estos asentamientos de población, introdujo el 
concepto de perímetro exterior en el art. 26. Los terrenos incluidos en dicho perímetro debían 
cumplir los requisitos mencionados anteriormente pero además  el perímetro no se podía fijar 
discrecionalmente sino que debía respetar dos elementos básicos:  
 
1º.- Su trazado, en lo posible, había de ajustarse a límites de parcelas, líneas de 
caminos o accidentes topográficos que las hiciesen reconocibles sobre el territorio.  
 
2º.- En todo caso, la línea perimetral de delimitación distará como máximo 50 m. de 
las edificaciones periféricas del núcleo delimitado. 
 
Otra de las cuestiones dudosas derivadas de la LASGA/1985 era la diferencia entre 
núcleo rural tradicional y núcleo rural de reciente formación. Recuérdese que el legislador se 
ocupaba de ambos núcleos, sin ofrecer ninguna definición de ambos, aunque pudiese parecer 
que sólo son dignos de protección los asentamientos históricos.  
 
Para paliar la situación, el art. 27 establecía las condiciones que debían reunir los 
núcleos rurales tradicionales. Fiel al propósito estatutario de proteger los asentamientos 
tradicionales de población la norma estaba redactada de forma genérica, para ampliar el 
concepto de estos núcleos y así sólo exigía el cumplimiento de, al menos, dos de las 
siguientes:  
 
1º.- Que al menos el 40 % de las edificaciones sean anteriores a 1960.  
 
2º - Que al menos el 80 % de las viviendas sean primera residencia familiar estable. 
 
3º- Que al menos el 50 % de la población activa del núcleo se dedique a actividades de 
carácter agrícola, ganadero, forestal o pesquero. Si sólo se cumplían uno de los requisitos 
citados, se trataba de núcleos rurales de reciente formación.  
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Desde mi punto de vista este precepto era muy meritorio puesto que establecía unos 
parámetros estables y de fácil comprobación849. Si lo analizamos en detalle, se advierte que, 
el elemento determinante, no era la antigüedad de las edificaciones sino la vinculación 
efectiva de los vecinos a actividades del sector primario lo cual se basaba en una situación 
socioeconómica que ha sido superada en la actualidad en la que no sólo se producen el 
abandono de núcleos enteros sino que, en muchos de ellos, se convirtieron en residencia de 
una población envejecida que, en su mayoría, no realiza actividades de ningún tipo. A 
destacar que el año elegido trae causa de unas fotografías aéreas que permitieron la 
elaboración, en dicho año, de un mapa cartográfico de Galicia lo que servía para fijar la 
antigüedad de las edificaciones.  
 
Por lo que se refería al suelo no urbanizable de núcleo rural tradicional el núcleo duro 
se encontraba en el art. 28 que lo definía por exclusión; es decir,  la parte del territorio del 
núcleo, o su totalidad, en que no se cumplían los requisitos del art. 78 TRLS/1976 era 
considerado suelo no urbanizable de núcleo rural tradicional.  
 
Este precepto era contradictorio con el texto y el espíritu de la LASGA/1985 porque 
definía al suelo no urbanizable de núcleo rural tradicional como aquel que no reúne los 
requisitos del suelo urbano, tanto el urbanizado como el consolidado por la edificación, 
olvidándose del suelo urbanizable.  
 
Entiendo que era más coherente con estos asentamientos de población, máxime si el 
párrafo siguiente preveía, en el supuesto en que fuese necesario la transformación del suelo 
no urbanizable en urbano.850 El reglamento creaba un registro de licencias para la 
construcción de viviendas para controlar la transformación de suelo. Recuérdese que el límite 
máximo de licencias a conceder se fijaba en el 50% de edificaciones existentes, sin que se 
distinguiese entre las que contasen o no con licencia.  
 
                                                 
849
 En el mismo sentido RAPOSO ARCEO, J.J, “El suelo de núcleo rural en la Ley 9/2002, de 
30 de diciembre”, en MEILÁN GIL, J.L., (Dir.), Comentarios a la Ley…, op.cit., pág. 240. 
 
850
 Dicha transformación correspondía al plan especial de mejora de medio que debía ser 
aprobado cuando concurrían unos determinados indicadores, uno de los cuales, debía de referirse 
necesariamente al número máximo de licencias otorgables en esa clase de suelo, que no podía superar 
el 50 % del número de edificaciones existentes. La tarea de delimitar y especificar el número de 
edificaciones existentes incluidas en el suelo no urbanizable de núcleo rural se atribuía al plan general. 
Respecto al régimen jurídico la norma exigía que el planeamiento especificase los usos prohibidos y 
las condiciones de edificación en suelo no urbanizable de núcleo rural, en consonancia con las 
características de las parcelas y las edificaciones. Asimismo debía señalar la superficie máxima 
edificable en función del tamaño de la parcela y las determinaciones que garantizasen la adecuada 
ejecución de las dotaciones mínimas: acceso rodado, abastecimiento de aguas, energía eléctrica y 
evacuación y tratamiento de aguas residuales. 
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Asimismo regulaba la autorización para construir en el art. 30, en los siguientes 
términos: “1. La autorización de edificaciones e instalaciones en el suelo no urbanizable de 
los núcleos rurales tradicionales no necesitará la justificación de la imposibilidad de 
formación de núcleo. 2. Las licencias para edificación de viviendas familiares e instalaciones 
complementarias en suelo no urbanizable de los núcleos rurales tradicionales se concederán 
directamente por los Ayuntamientos, procediendo para ello a incluir en un registro de 
licencias para cada núcleo cada una de las que se concedan a fin de hacer viable la aplicación 
de los indicadores para realizar el cambio de clasificación a suelo urbanizable mediante la 
realización de un plan especial de mejora del medio. En dicho registro constará el número de 
edificaciones existentes al aprobarse definitivamente el planeamiento así como el número de 
edificaciones autorizables hasta que sea necesaria la modificación de la clasificación del 
suelo”. 
 
Al igual que la LASGA/1985 el reglamento partía de una situación idílica: la 
existencia de un plan general. No obstante y como destacaba su exposición de motivos 
solamente treinta y dos de los trescientos trece municipios gallegos disponían de 
planeamiento adaptado a la LASGA. Para solventar este problema el DMU ofrecía dos 
soluciones: 
 
a.- La primera consistía en la aprobación por el Conselleiro de Ordenación del 
Territorio y Obras Públicas, previo informe de la Comisión Superior de Urbanismo de 
Galicia, de unas Normas Complementarias y Subsidiarias del Planeamiento. Las Normas 
Complementarias y Subsidiarias contenían unas determinaciones específicas para este suelo 
pero se exigía con carácter a su entrada en vigor la identificación del núcleo rural concreto. 
 
b.- La segunda solución seguía la línea marcada por la dispos. trans. 3ª LASGA/1985: 
se podían autorizar edificaciones en los núcleos rurales preexistentes cuyos terrenos no 
mereciesen la condición de suelo urbano, siempre que se justificase caso a caso la 
preexistencia de dicho núcleo.  
 
El sistema se cerraba con la redacción por los Ayuntamientos, recibida la primera 
solicitud de autorización, de un expediente de identificación de núcleo rural de población que 
se integraba por la siguiente documentación:  
 
• Memoria justificativa del cumplimiento de las condiciones establecidas para la 
verificación de la existencia del núcleo, con indicación del topónimo 
identificador y con indicación expresa del número de edificaciones existentes en 
el mismo. 
• Plano de Planta, a escala mínima 1:5.000 en la que se reflejasen claramente todas 
las viviendas existentes en el núcleo y se efectuase la delimitación del mismo. 
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El régimen procedimental se encerraba en los arts. 32 y 33. Las reglas esenciales eran 
las siguientes:  
 
• En la tramitación del primer expediente de autorización de edificaciones para 
cada núcleo rural se debía realizar simultáneamente la exposición pública del 
expediente de identificación del núcleo rural de población, haciendo constar este 
extremo en la publicación que se realizase en el tablón de anuncios y en la 
prensa.  
 
• Para la tramitación de posteriores expedientes de autorización de edificaciones 
en núcleos rurales, los Ayuntamientos debían hacer constar la existencia y la 
fecha de exposición del expediente de identificación del núcleo rural 
correspondiente.  
 
• El otorgamiento o denegación de las autorizaciones correspondía a la Comisión 
Provincial de Urbanismo para edificar en núcleos rurales debían ser comunicadas 
a los Ayuntamientos y notificadas a los interesados. Las Comisiones Provinciales 
de Urbanismo debían abrir un libro de registro de autorizaciones para cada 
núcleo rural con motivo del otorgamiento de la primera autorización, en el que se 
harían constar el número máximo de autorizaciones otorgables, que no podía ser 
superior al 50 % de las edificaciones preexistentes en el núcleo, cuyo número 
había de constar también expresamente.  
 
Por último, el art. 48, establecía los requisitos de urbanización mínimos que debían 
cumplir todas las edificaciones autorizables. No puede ponerse en duda su aplicación tanto al 
suelo urbanizable común como al suelo no urbanizable de los núcleos rurales.  
 
Si se analizan con detalle estos requisitos puede afirmarse que están diseñados para 
favorecer la implantación de viviendas, al ser consciente el reglamento, que se infringe lo 
dispuesto en la ley reguladora de las bases de régimen local de 1985, en cuanto a los servicios 
mínimos que deben prestar los municipios.  
 
En este sentido, debían contar con acceso rodado y era suficiente posibilidad de 
enganche a la red de suministro de energía eléctrica. Respecto a los otros dos servicios 
básicos, resultaba apta la captación de agua potable a través de pozos y eran válidas las fosas 
sépticas, siempre que estas últimas, garantizasen la no contaminación del medio natural.851 
                                                 
851
 Este precepto es el antecedente del actual art. 29.1  LOUGA/2002. Sin embargo, en 
ocasiones, las Normas Subsidiarias no diferenciaban categorías de suelo no urbanizable de ahí que se 
prohibiesen en general las parcelaciones urbanísticas, Cfr., por ejemplo, la STSJG de 3 de febrero de 
2000, RJCA 2000\1021. 
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III. LAS NORMAS SUBSIDIARIAS Y COMPLEMENTARIAS DEL 





El DMU/1989 tuvo una vigencia temporal muy limitada. El Consello de la Xunta lo 
derogó mediante el Decreto 450/1990, de 13 septiembre, que entró en vigor el 29 de 
septiembre de 1990, con lo que ni siquiera completó un año de aplicación. Se llevó a cabo, en 
definitiva, la sustitución de un modelo de reglamento ejecutivo, de carácter general, por un 
modelo de normas subsidiarias en función de las diversas zonas en que se dividió el territorio, 
lo cual se fundamentó, en dos argumentos: uno jurídico o de legalidad y otro técnico y de 
oportunidad. Así se consideraba infringido el principio de jerarquía de las normas. Además, 
se entendía que el ámbito territorial afectado (los núcleos rurales de población y régimen de 
suelo no urbanizable) demandaba unas normas de ámbito provincial. El vacío reglamentario 
se colmó mediante la aprobación de las normas complementarias y subsidiarias del 
planeamiento de La Coruña, Lugo, Orense y Pontevedra, aprobadas por la Orden de 14 de 
mayo de 1991 que contienen diversas ordenanzas reguladoras del suelo no urbanizable. Estas 
normas funcionaban con carácter complementario en los municipios con planeamiento 
propio, aunque estuviesen sin adaptar a la LASGA/1985, pero no desplazaban la aplicación 
de dichos planes.852 Respecto a las referidas zonas se establecían áreas homogéneas según las 
demandas urbanísticas reales municipales, diferenciando los que no presentaban especial 
complejidad urbanística -denominados de área 1-, y  los que registraban una acusada 
problemática urbanística, definidos como de área 2. Para la inclusión concreta en cada 
tipología municipal, se acudía a la posición geográfica, los ritmos de crecimiento, la entidad 
del parque de viviendas y la existencia de núcleos edificados de relieve. 
 
En relación con la utilización del suelo no urbanizable, se regulaba la vivienda 
familiar   como segunda residencia, teniendo en cuenta los municipios con complejidad 





 Recuérdese que las Normas Subsidiarias no pueden contradecir las reglas previstas en la Ley 
para el suelo rústico en cuanto a la previsión de un área de tolerancia exterior a los núcleos rurales. 
Cfr., la STSJG de 26 de marzo de 2009, LA LEY 42303/2009. A su vez debe tenerse en cuenta que la 
clasificación como suelo rústico de especial protección con anterioridad a la entrada en vigor de la 
LOUGA vincula a la Administración autonómica respecto de obras no concluidas antes de de dicha 
entrada en vigor. Cfr., la STSJG de 26 de abril de 2012, LA LEY 612820/2012 y la STSJG de 31 de 
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urbanística relevante. Por el contrario, en las áreas del interior, con un menor grado de 
tensiones urbanísticas, consideraba como más normal la pretensión de construir viviendas 
vinculadas a la explotación agrícola, con manifestaciones peculiares que respondían a 
características propias de las distintas zonas de Galicia. Por ello, para este supuesto, suprimió 
la exigencia de justificar el rendimiento de las explotaciones agrarias y además redujo la 
superficie mínima exigida. Por último y en relación a la inscripción registral como requisito 
previo a la autorización de la Comisión Provincial de Urbanismo, se permitía la aportación de 
certificaciones de los servicios del catastro o, en su imposibilidad, de técnico competente. 
Dado que actualmente continúan en vigor, siquiera parcialmente, destacamos los aspectos 
más relevantes, pese a su grado de detalle, ya que nos permitirán adentrarnos en la 
comprensión de las condiciones establecidas en la vigente LOUGA/2002. 
 
  
2.- La Ordenanza reguladora del suelo no urbanizable de núcleo rural 
 
 
Como primera novedad establecía un área de tolerancia exterior del núcleo, 
constituida por una franja de 40 metros de profundidad, paralela a la línea poligonal de borde 
de los núcleos acreditados. En segundo lugar, establecía que las edificaciones armonizarán 
con las tipologías tradicionales existentes o dominantes en el asentamiento, admitiéndose, por 
tanto, edificaciones apoyadas en otras conformadoras del continuo urbano853 y edificaciones 
aisladas. La parcela mínima en el núcleo rural  era de 600 metros cuadrados y en el área de 
tolerancia exterior de 1.000 metros cuadrados.854 Podían autorizarse edificaciones en parcelas 
de menor tamaño en aquellos supuestos en que se pusiese de manifiesto la imposibilidad 
física de cumplimentar estos mínimos. La edificabilidad máxima era de 0,40 metros 
cuadrados/metro cuadrado y en cuanto a los retranqueos a vías públicas para edificaciones 
exentas, además de cumplir con la legislación sectorial de aplicación, las distancias entre las 
edificaciones y los ejes de caminos era superior a 6 metros (actualmente 4 metros) y para 
edificaciones adosadas tenían que respetarse las alineaciones establecidas, o en su ausencia, 
las consolidadas.855 
                                                 
853
 Actualmente existe un tope de tres viviendas adosadas. 
 
854




 Los retranqueos a linderos debían ser como mínimo de 3 metros y podían autorizarse 
edificaciones adosadas a paramentos ciegos de edificaciones existentes. La ocupación máxima de la 
parcela por las edificaciones era del 30% y la pendiente máxima de cubierta de 30°, con altura 
máxima de cumbrera de 3,60 metros. La altura máxima debía ser de  Bajo + 1 planta, con altura 
máxima de 7 metros, medidos en el centro de las fachadas, desde la rasante del terreno al arranque 
inferior del faldón de cubierta. No se contabilizaban en el número de plantas los sótanos o 
semisótanos, cuando sobresalían, como máximo, 1 metro de la rasante del terreno. Se permitía el 
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Además como advierte RAPOSO ARCEO se empieza a utilizar el topónimo como 
elemento de delimitación de los núcleos rurales lo que es contraproducente al no existir un 
criterio homogéneo para designar los asentamientos de poblaciones en Galicia.856 
 
 
3. La Ordenanza reguladora del suelo no urbanizable común 
 
 
En lo que se refería a las condiciones generales y las condiciones de edificación 
procedemos a resumir las más significativas: 
 
a. Para edificaciones de utilidad pública o interés social: se exigían como condiciones 
especiales una plaza de aparcamiento por cada 50 m.2 construidos, ubicada dentro de la 
parcela; la pendiente máxima de cubierta no podía exceder, en ningún caso, de 30º y los 
Retranqueos a linderos afectaban a la altura de la edificación, con una separación mínima en 
todo caso de 5 metros.857 
  
b. Para viviendas vinculadas a explotaciones agropecuarias la superficie mínima de la 
parcela edificable no podía ser nunca inferior a una superficie de 2.000 metros cuadrados o 
4.000 metros cuadrados, en función de las áreas de ubicación del terreno.  En el área 1 se 
consideraba que existía riesgo de formación de núcleo y, por tanto, no se permitía la 
construcción cuando en una superficie circular de radio 100 metros, trazada con centro en el 
emplazamiento de la futura edificación, existían o tuviesen licencia concedida cinco o más 
viviendas o edificaciones e instalaciones de utilidad pública o interés social que hubiesen de 
emplazarse en medio rural. A estos efectos, se consideraba que en una franja de 100 m. de 
profundidad, paralela a la poligonal de borde de los núcleos acreditados, no existía riesgo de 





                                                                                                                                                                       
aprovechamiento bajo cubierta sin computar su superficie a efectos de determinar la máxima 
edificable, en su caso y la longitud máxima de los voladizos era de 1 metro. 
 
856
 RAPOSO ARCEO, J.J, “El suelo de núcleo rural en la Ley 9/2002, de 30 de diciembre”, en 
MEILÁN GIL, J.L., (Dir.), Comentarios a la Ley…, op.cit., pág. 241. 
 
857
 También se exigía que el número máximo de plantas autorizables era dos (Bajo + 1 planta).  
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 444 
IV. LA LEY DEL SUELO DE 1997 
   
 
1.- Introducción  
 
 
La  LSG/1997 derogó la LASGA/1985. A diferencia de ésta, se trataba de una ley 
integral y propia de Galicia al haber ejercido el Parlamento gallego su competencia legislativa 
en materia de urbanismo. El legislador concebía a la realidad urbanística como un todo y de 
ahí que diese el salto en relación con la normativa anterior. No obstante, el cambio no se 
podía calificar como traumático, porque se partía del modelo de la LS/1992. Esta norma debía 
seguir siendo de aplicación en Galicia, entre otras materias, respecto a los derechos y básicos 
de los propietarios  en lo no previsto en la LSG/1997. De ahí que sea certera la apreciación 
que efectúa CARCELLER FERNÁNDEZ858, al observar que la LSG/1997 al formular una 
reconsideración completa del bloque de la legalidad urbanística de Galicia, teniendo en 
cuenta la dispersión de la población gallega y las peculiaridades de sus asentamientos urbanos 
y rurales, justifican el sistema de planeamiento adoptado, que distingue los ámbitos 
provincial, supramunicipal y municipal y los proyectos de ordenación del medio rural. Desde 
una aproximación general se puede decir que introducía algunas modificaciones en la 
regulación precedente que, aunque prima facie, pudiesen parecer de menor calado, tendrían 
amplias repercusiones en el medio rural. La regulación del suelo rústico resultaba 
relativamente escasa aunque no exenta de matices. En cambio la ley se detenía, con mayor 
detalle, en el suelo de núcleo rural.859 
 
Sea como fuere, la norma, para evitar problemas de derecho intertemporal, aplicaba el 
régimen del nuevo suelo rústico al suelo no urbanizable existente, con una salvedad muy 
significativa: en tanto no se procediese a la revisión del planeamiento no se podían incorporar 
estos terrenos al desarrollo del suelo urbanizable. (Disp. Trans. segunda). 
 
De esta forma, al seguir el principio general de la adaptación de los planes 
urbanísticos a la norma legal en vigor, el suelo rústico seguía disfrutando, aunque de modo 
transitorio, de un  régimen de preservación del desarrollo urbano. En cambio, el suelo no 
urbanizable  incluido en las delimitaciones de los núcleos rurales tradicionales se asimiló  al 
                                                 
858
 CARCELLER FERNÁNDEZ, A., ”Panorama del derecho urbanístico autonómico”, 
RDUMA, núm. 172, septiembre 1999. 
 
859
 Afirma MEILÁN GIL, J. L. en “Los núcleos rurales…”, op.cit.,”, pág. 444,  que el legislador 
gallego de 1997 reconoce expresamente que ha tenido en cuenta en su regulación la orientación que en 
su momento siguió la LASGA/1997 para regular el suelo rústico y el sistema de núcleos de población. 
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régimen novedoso del suelo de los núcleos rurales. Pese a todo, la realidad demostrará que 
muchos municipios no efectuarán dicha adaptación. El legislador gallego respetaba la 
legislación básica estatal si bien introducía algunas innovaciones. Por eso, y como advertía la 
exposición de motivos, la LSG/1997, partiendo, principalmente, de las reglas del TRLS/1992 
aunque también de algunas previstas en el TRLS/1976, introducía nuevas soluciones en la 
regulación del suelo rústico y en el sistema de núcleos de población, por cuanto la aplicación 
de la LASGA/1985 no resolvió todos los problemas del espacio rural. Algunas de estas 
soluciones habían sido contrastadas en la práctica cotidiana pero otras eran de nuevo cuño.  
 
Así, en el suelo rústico, terminología heredada de la LS/1956 y que se adoptaba sin 
mayores repercusiones, tal y como se desprendía del articulado de la ley, se distinguían las 
dos categorías implantadas por el TRLS/1976 que posteriormente ratificó el TRLS/1992. Nos 
estamos refiriendo a la de no urbanizable protegido y no urbanizable común. Pero la novedad 
residía en la posibilidad de incorporar al proceso de desarrollo urbanístico áreas de suelo 
rústico común que presentasen las condiciones de aptitud objetiva para ser soportes de tal 
desarrollo. Según el propósito del legislador, manifestado en la exposición de motivos, con 
esta posibilidad, se evitaba la excesiva clasificación de suelo urbanizable cuando aún no 
estuviese asegurada la existencia de iniciativas públicas o privadas para su desarrollo. 860 
 
Por otra parte, y siguiendo a la citada exposición de motivos para dar una respuesta 
adecuada a uno de los aspectos más característicos de la realidad urbanística de Galicia, se 
consideraba necesario definir una categoría específica de suelo para el que se integraba en el 
ámbito de la delimitación de los núcleos rurales, básicamente equivalente al que en la 
LASGA/1985, se configuraba como suelo no urbanizable de núcleo rural tradicional, pero 
con un sentido más amplio y con una denominación más coherente: «suelo de núcleo rural», 
que tenía una significación propia y determinaba un régimen jurídico también característico, 
claramente diferenciable del que debía establecerse para las otras clases de suelo.861 La ley 
aspiraba que se reservase para su utilización característica, preservándolo de la utilización 
urbanística incontrolada o abusiva. Sin embargo, el legislador era consciente que el 
urbanismo gallego es el producto de un pueblo y de una historia peculiar. De ahí que señalase 
diversos factores a tener en cuenta:  
                                                 
860
 Véase infra en relación a la corrección constitucional de esta medida. 
 
861
 Con la entrada en vigor del TRLS/1992 DÍAZ-LEMA razonaba lo siguiente:” Se propone 
una legislación ad hoc para este tipo de suelo-para los núcleos rurales de población-que partiendo de 
la vigente LSG, los dote de un estatuto propio, con una ordenación simplificada, mecanismos de 
urbanización de urbanización simultáneos a la edificación, y desde luego un bajo nivel de exigencias 
de deberes urbanísticos. El propio TR da pie para esto al remitirse en el art. 16.2 a la legislación que 
se dicte sobre régimen de asentamientos o núcleos rurales en el suelo no urbanizable”,  DÍAZ-LEMA, 
J.M., “A legislación urbanística de Galicia e o texto refundido sobre réxime de solo e ordenación 
urbana de 26 de xuño de 1992”, REGAP, núm. 6, 1994, pág. 88. 
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a.- La dispersión poblacional. Galicia contaba con más de treinta mil entidades de 
población, de las cuales la mayoría podían ser reconocidas como núcleo de población a 
efectos urbanísticos, y constituían una clara expresión del modelo de asentamiento 
tradicional, que debía ser considerado como adecuado para la mayoría de los municipios 
rurales de Galicia.  
 
b.- La carencia de servicios públicos en estos núcleos de población. Muchas de estas 
entidades no contaban con los más elementales servicios públicos; abastecimiento de agua, 
saneamiento, recogida de residuos, teléfono, etc. 
 
c.- La imposibilidad de la cobertura de los servicios públicos. Por motivos económicos 
resultaba imposible el establecimiento generalizado de estos servicios, su coste resultaba 
inasumible por la dispersión de los asentamientos. Esta situación se veía agravada por la 
actual tendencia a acentuar también la dispersión de las edificaciones. 
 
d.- La limitación de recursos económicos. Era necesario establecer los presupuestos 
que permitiesen rentabilizar las inversiones en servicios públicos. Ello sólo podía conseguirse 
si se propugnase una tendencia a que las construcciones se realizasen en el ámbito que se 
definía para los núcleos de población. 
 
e.- La riqueza y variedad naturales gallegas. Era necesario proteger todos los valores 
intrínsecos, medioambientales, paisajísticos, productivos, etc., del suelo rústico. 
 
Para el legislador gallego estas finalidades se cumplirían mediante la diferenciación 
del suelo rústico, en  «protegido» y «común», y mediante la supresión en el suelo rústico 
común de su utilización ordinaria para usos residenciales muy vinculados a las explotaciones 
de las fincas. Asimismo se reformulaban los parámetros de la «utilidad pública» e «interés 
social», para ciertas construcciones en el suelo rústico. 
 
También se definía el suelo de núcleo rural teniendo en cuenta el fracaso de la 
regulación de los núcleos de población realizada por la LASGA/1985. En este sentido, PAÍS 
RODRÍGUEZ862 señala que el antecedente más inmediato de esta clase de suelo se encuentra 
en la LASGA/1985, que regulaba los núcleos rurales pero no como una clase de suelo, sino 
como una clase de núcleo de población cuyo suelo, como tal, también debía ser clasificado en 
urbano, urbanizable o apto para urbanizar y no urbanizable. Se echaba en falta en esta 
relación de peculiariedades la existencia de un minifundismo generalizado que repercutía 
negativamente en la ordenación urbanística gallega. En cualquier caso no puede olvidarse que 
                                                 
862
 PAÍS RODRÍGUEZ, R., ”La ley 1/1997, de 24 de marzo, del suelo de Galicia”, Boletín de la 
Facultad de Derecho, núm. 13, 1998, pág. 254. 
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la legislación urbanística debe ajustarse a las directrices contenidas en el EAG cuyo art. 2.1 
dispone que "la organización territorial tendrá en cuenta la distribución de la población 
gallega y sus formas tradicionales de convivencia y asentamiento". 
 
Asimismo, resulta conveniente recordar que, durante la vigencia de la LSG/1997 (de 
15 de abril de 1997 a 31 de diciembre de 2002), la normativa básica estatal sufrió diversas 
modificaciones en el régimen del suelo que nos ocupa, (inicialmente el TRLS/1992, 
declarado inconstitucional por defectos competenciales mediante la STC 61/1997 de 20 de 
marzo, parte de cuyo articulado quedó en vigor tras la LS/1998),  siendo la más relevante la 
supresión del suelo no urbanizable común realizada por el Real Decreto-ley 4/2000.863 
 
Como advierte MENÉNDEZ REXACH864, el establecimiento de los criterios de 
clasificación del suelo como no urbanizable no depende únicamente de la legislación estatal, 
sino también de la autonómica y, en último término, de la aplicación que de unos y otros haga 
el planeamiento urbanístico municipal. Esta complejidad, derivada del reparto competencial, 
puede contrarrestar o, al menos, atenuar, el propósito de ensanchar la oferta de suelo 
urbanizable perseguido por el legislador estatal.  
 
Su extensión dependerá, en definitiva, de los criterios de clasificación del suelo no 
urbanizable que establezca la legislación autonómica y de cómo se apliquen en cada 
municipio. Aunque hay muchas variantes, dicha legislación ha establecido diversas categorías 
de suelo no urbanizable, con diferente grado de protección y, por tanto, con diferencias 
significativas en cuanto a las posibilidades de utilización. El punto más controvertido es la 
admisibilidad (y en qué condiciones) o no de la vivienda unifamiliar en esta clase de suelo, 
que se intenta restringir para evitar que se formen nuevos núcleos de población dispersos. 
 
Para terminar entiendo que se puede suscribir, casi en su integridad, la opinión de 
CARCELLER FERNÁNDEZ865 para quien, en términos generales, le merece, un juicio 
                                                 
863
 Para LORA-TAMAYO VALLVÉ M., ”Medidas liberalizadoras en el sector inmobiliario (1): 
efectos directos y contramedidas en la legislación de las Comunidades Autónomas”, RAP, núm. 155, 
mayo-agosto 2001, Madrid, pág. 341, la imprecisión y amplitud en la regulación de este suelo rústico 
común, que se asemeja más al extinto suelo no urbanizable no programado, parece no tener cabida en 
el actual modelo de suelo no urbanizable, puesto que la escasa densidad normativa y la 
indeterminación del concepto no lo hace subsumible en ninguno de los diferentes niveles de 
protección recogidos por la normativa estatal. 
 
864
 MENÉNDEZ REXACH Á., ”Los principios comunes del Derecho urbanístico en la España 
de las autonomías y el proceso hacia una nueva regulación”, IV Congreso Nacional de Derecho 
Urbanístico, Las Palmas de Gran Canaria, noviembre de 2006, pág. 9. 
 
865
 CARCELLER FERNÁNDEZ, A., “Ley 1/1997, de 24 de marzo, del suelo de Galicia”, 
RDUMA, núm. 163, 1998, págs. 109-122. 
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favorable, referido, al momento de su promulgación. Fundamenta su postura en el acierto y 
oportunidad de su elaboración, la cuidada redacción de su texto, el empleo apropiado de los 
usuales conceptos urbanísticos, la adecuada instrumentación de las técnicas utilizadas y, sobre 
todo, la forma como, tanto en la clasificación del suelo y en el régimen jurídico de sus tipos, 
como en la clasificación de los instrumentos de planeamiento, la Ley ha recogido las 
peculiaridades (subrayadas en su documentada exposición de motivos) que ha de tener la 
ordenación urbanística de todo el territorio de Galicia (objeto de la Ley según su art. 1.1), 
caracterizado por la dispersión de sus asentamientos urbanos y rurales, la distinta entidad 
demográfica de sus núcleos y la rica variedad de los usos de que son susceptibles sus suelos. 
No obstante, en este momento no se podía hablar de una regulación exhaustiva del suelo 
rústico ni de una regulación completa del uso del medio rural porque el legislador no resolvió 
los asentamientos de población de nueva creación. 
 
 
2.- El suelo rústico 
 
 
2.1.- Definición y categorías 
 
 
Como es conocido, la marginalidad y el olvido del legislador estatal en relación al 
suelo no urbanizable constituyeron la tónica habitual desde sus orígenes. Por ello, no 
resultaba llamativo que la LSG/1997, al incardinarse en el marco básico de la legislación 
estatal y al reconocer y aceptar los principios resultantes del ordenamiento urbanístico, que se 
consolidó en España a partir de la LS/1956,  regulase el suelo rústico común, desde un punto 
de vista residual866.  
 
Latía la concepción negativa de este suelo lo cual significaba dejar sin regulación la 
mayor parte del territorio gallego que, se caracterizaba, por una incidencia escasa del suelo 
urbano en el total de la superficie. Su definición era suficientemente expresiva: eran los 
terrenos que el planeamiento general de ordenación municipal no incluyesen en otras clases 
de suelo. La función atribuida al planeamiento general también podía ser desempeñada por 
los proyectos de ordenación del medio rural  según se desprendía del art. 63, el cual integraba 
la laguna del art. 68.  
 
                                                 
866
 BETANCOR RODRÍGUEZ, A., ”El régimen urbanístico del suelo rústico”, en PAREJO 
ALFONSO, L. (Dir.), Derecho Urbanístico de Galicia, Marcial Pons, Madrid , 2001, pág. 365, critica 
el carácter residual como opuesto a la pretensión conservacionista.  
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La circunstancia reseñada no era óbice para que, acto seguido, la norma, copiando el 
precepto estatal, se refiriese a los espacios o elementos existentes que el planeamiento 
determinase para otorgarles una especial protección, por sus valores ecológicos, 
medioambientales, paisajísticos, históricos, etnográficos y culturales o con potencialidad 
productiva867. Era obvio que se trataba del suelo rústico de especial protección. Quedaba de 
relieve, de este modo, que existían dos categorías generales de suelo rústico. Pero esta 
situación resultó radicalmente alterada por la nueva LS/1998, lo que planteó un problema al 
que respondió la aprobación de la Instrucción 1/1998. Discrepo de la solución adoptada 
porque, por una parte, se trataba de una mera circular interna, es decir, con efectos 
exclusivamente domésticos dentro del ámbito de la Administración Autonómica y, por otra 
parte, aún cuando se defendiese su carácter reglamentario (lo cual no resultaba posible), la 
insuficiencia de rango normativo saltaba a la vista.  
 
Por tanto, debía haberse aprobado una modificación legislativa que, bien podía haber 
concluido, en la promulgación de un texto refundido. Así en la LS/1998 el carácter residual se 
atribuía al suelo urbanizable. Esta conclusión se obtenía del examen del art. 9, el cual, acudía 
a conceptos jurídicos indeterminados, de naturaleza reglada, tales como, los valores 
ambientales, paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales, de 
su riqueza agrícola, forestal, ganadera o de otra índole, o las razones justificadas que 
motivasen la inadecuación de los terrenos para el desarrollo urbanístico. Sólo cuando se 
estaba en presencia de alguna de las circunstancias señaladas habían de clasificarse los 
terrenos como suelo no urbanizable; en otro caso, deberían clasificarse como suelo 
urbanizable, ya que la categoría de suelo no urbanizable común no se contemplaba.  
 
Los valores enumerados traían como consecuencia que en el suelo no urbanizable 
protegido regía una concepción positiva de este suelo. La delimitación de los valores a 
proteger se efectuaba en el estudio del medio rural que figuraba como una de las 
determinaciones tanto de los planes generales como de los proyectos de ordenación del medio 
rural. Así, entre la documentación de los primeros, el art. 10 se remitía a un Estudio del 
medio rural que sirviese de base para el establecimiento de las medidas tendentes a la 
conservación y mejora de sus potencialidades intrínsecas y, en particular, para la protección 
de los valores ecológicos, medioambientales, paisajísticos, históricos, etnográficos, culturales 
o con potencialidad productiva, de conformidad, en su caso, con la legislación específica que 
sea de aplicación en cada supuesto. 
 
                                                 
867
 La categoría de suelo no urbanizable de especial protección se difundió entre los diversos 
instrumentos de planeamiento. Para un supuesto de suelo de protección de costas en el cual se 
considera prohibido el uso residencial temporal mediante caravana puede verse la STSJG de 16 de 
septiembre de 1999, LA LEY 123700/1999. 
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 450 
Respecto a los segundos, el art. 19.a) tenía una redacción similar, ya que constituía su 
objeto el establecimiento de medidas tendentes a la conservación, protección y mejora de sus 
potencialidades intrínsecas y de los elementos naturales, ya sea del suelo, flora, fauna o 
paisaje, a fin de evitar su degradación, y de las edificaciones y parajes que, por sus 
características especiales, lo aconsejen. Nótese que los valores mencionados no poseían la 
misma naturaleza ya que no todos estaban vinculados a la utilización racional de los recursos 
naturales. De lo anterior se infería que la LSG/1997 no distinguía entre el suelo protegido por 
normas externas al ámbito urbanístico y el protegido por decisión del propio planificador a 
diferencia de la LS/1998, lo que, no impedía concluir, que el planificador no gozaba de 
discrecionalidad para atribuir otra clasificación diferente a estos terrenos. 
 
Como novedad el legislador gallego consideraba como suelo rústico común  las áreas 
delimitadas por el plan general en tanto no fuesen incorporadas al proceso de desarrollo 
urbanístico mediante la aprobación del correspondiente plan parcial. A resaltar que esta 
categoría de suelo rústico no podía aparecer en los pequeños municipios con escasa 
complejidad urbanística dotados de un proyecto de ordenación del medio rural al igual que 
sucedía con el suelo urbanizable. Además se trataba de una clasificación transitoria, más bien, 
un estado previo a su transformación en suelo urbano tal y como sucedía con el suelo 
urbanizable.868 
 
La primera cuestión a resolver era si la norma gallega contradecía el TRLS/1992 o, en 
su caso, la LS/1998. Respecto del TRLS/1992 la norma gallega era plenamente respetuosa. 
Por el contrario no sucedía lo mismo con la LS/1998 porque  su art. 9 imponía otro criterio de 
clasificación del suelo rústico y, a la vez, impedía la incorporación de terrenos así clasificados 
al proceso de desarrollo urbanístico, dado que con esa clasificación se había pretendido 
precisamente preservarlos de la transformación. Como destacaba la Instrucción 1/1998, de 24 
julio, este criterio residual no se correspondía con el del legislador estatal para la clasificación 
del suelo no urbanizable. La ley estatal acudía a conceptos jurídicos indeterminados tales 
como los valores ambientales, paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales 
o culturales, de su riqueza agrícola, forestal, ganadera o de otra índole, o las razones 
justificadas que motiven la inadecuación de los terrenos para el desarrollo urbanístico (art. 9). 
Sólo cuando se estaba en presencia de alguna de las circunstancias señaladas en el artículo 9 
habían de clasificarse los terrenos como suelo no urbanizable; en otro caso, deberían 
clasificarse como suelo urbanizable. 
 
La segunda cuestión a dilucidar consistía en el encaje del suelo rústico apto para 
urbanizar, categoría no contemplada expresamente ni en el TRLS/1992 ni en la LS/1998. 
                                                 
 
868
 Para la STSJG de 17 de julio de 2003, LA LEY 125895/2003, el suelo urbanizable no 
programado se reconvierte al régimen del suelo rústico en la LSG/1997. 
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Respecto al primero no parecía existir problema en reconducir este suelo a la categoría de 
urbanizable no programado. Obsérvese que, en ambos casos, para su transformación 
urbanística se precisaba  un plan urbanístico de desarrollo aunque en el ámbito gallego se 
tratase de un plan parcial y en el ámbito estatal de un programa de actuación urbanística. En 
consecuencia, y como el art. 9 TRLS/1992 se refería a clases equivalentes a los efectos de la 
Ley, reguladas por la legislación autonómica, no existía vulneración ya que, por otra parte, el 
régimen jurídico del suelo urbanizable no programado (art. 18 TRLS/1992) era similar al del 
suelo no urbanizable al estar sometido a sus limitaciones en tanto no se aprobasen los 
programas de actuación urbanística.869  
 
El propio legislador  gallego establecía, en su art. 78.2 que el régimen urbanístico 
aplicable a las actuaciones sobre este suelo sería el correspondiente al suelo urbanizable, y su 
aprovechamiento urbanístico estaba sujeto a la limitación de no poder superar la densidad 
media proyectada por el plan general para el suelo urbanizable del término municipal. En 
cambio, el encaje con la LS/1998, era más difícil desde el momento en que se había 
suprimido el suelo urbanizable no programado y se difuminaba el suelo no urbanizable al 
reconocer el carácter residual del suelo urbanizable y el derecho del propietario a la 
transformación urbanística.870  
 
                                                 
869
 BÉRTOLO CADENAS, J. J., “Análisis de la Ley del suelo de Galicia”, RDUMA, núm. 155, 
1997, pág. 121 entiende que es similar al suelo de reserva urbana previsto en la LS/1956. 
 
870
 Para la Instrucción 1/1998, de 24 julio, “estas áreas aptas para urbanizar delimitadas en el 
suelo rústico común deben considerarse englobadas en la amplia concepción del suelo urbanizable que 
recoge la nueva legislación estatal. Téngase en cuenta que la ley estatal, en los art. 16.2º, 17, párrafo 2 
y 27.1º, alude a un suelo urbanizable para el cual el planeamiento general no ha determinado las 
condiciones de su desarrollo ni ha delimitado el sector o ámbito del planeamiento parcial de 
desarrollo. Como quiera que la legislación estatal obliga a considerar como susceptible de ser 
urbanizado al suelo que todavía no ha sido incorporado al proceso urbano, en el que no concurran 
razones para ser objeto de una especial protección incompatible con su transformación (art. 9 y 10 de 
la ley estatal), el planificador estará obligado a considerar como apto para urbanizar la totalidad del 
suelo rústico común, salvo aquellos ámbitos que resulten inadecuados para el desarrollo urbanístico, 
lo que habrá de justificarse cumplidamente en el preceptivo estudio del medio rural que ha de contener 
el plan. En los municipios de baja complejidad urbanística que justificadamente opten por la 
formulación de un proyecto de ordenación del medio rural, no podrán clasificarse suelos urbanizables 
ni delimitarse áreas aptas para urbanizar en suelo rústico común porque no lo permite la ley gallega 
(art. 63.2º, 67 y 68.3º de la Ley del suelo de Galicia). En estos casos, no puede considerarse adecuada 
la previsión de nuevos desarrollos urbanos por razón de las características de baja complejidad 
urbanística de los municipios rurales que opten por este instrumento, así como por la propia naturaleza 
y función limitado de los proyectos de ordenación del medio rural que no contienen una ordenación 
urbanística completa e integral del término municipal“ 
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Como advierte PAREJO ALFONSO871 la utilización de este suelo mientras no se 
producía su incorporación al proceso urbanizador debía ser la correspondiente al suelo rústico 
común al ser una clase de éste. 
 
Consciente de esta situación, la propia Instrucción 1/1998, efectuaba una 
interpretación conciliadora: en el suelo rústico común únicamente quedaban fuera del ámbito 
de las áreas aptas para urbanizar los terrenos que justificadamente se considerasen 
inadecuados para el desarrollo urbanístico mientras que la incorporación de terrenos incluidos 
en dichas áreas, mediante la formulación del correspondiente plan parcial, determinaba la 
clasificación automática como suelo urbanizable del área afectada. 
 
Llegados a este punto estamos en condiciones formularnos la siguiente pregunta: ¿por 
qué el legislador gallego implantó este tipo de suelo? Si nos atenemos a lo razonado en la 
exposición de motivos de la propia ley, la finalidad consistía en evitar la excesiva 
clasificación de suelo urbanizable cuando aún no estuviese asegurada la existencia de 
iniciativas públicas o privadas para su desarrollo.  
 
No obstante, un sector de la doctrina, encabezado por MEILÁN GIL y FERNÁNDEZ 
CARBALLAL872, no está de acuerdo con dicha asimilación y defiende la conservación de su 
naturaleza rústica para su utilización conforme a ella. En términos similares se pronunciaba 
BÉRTOLO CADENAS873 al comentar el proyecto de ley de suelo de Galicia de 1995.  
 
Por último, y como señala FERNÁNDEZ CARBALLAL la finalidad perseguida por 
la LS/1998, sólo podrá, en su caso, alcanzarse, muy a largo plazo, pues no dice nada respecto 
al plazo de adaptación de los Planes, imponiendo, únicamente:  
 
a) al planeamiento general vigente a la entrada en vigor de la misma, la obligación de 
adaptar su clasificación de suelo a los dispuesto en la misma cuando se proceda a su revisión 
(disp. trans. 2ª);  
 
b) al planeamiento general en tramitación a la entrada en vigor de dicha Ley y al 
planeamiento general a su revisión en cuya tramitación haya recaído acuerdo de aprobación 
                                                 
871
 PAREJO ALFONSO. L., “El régimen del suelo urbano” en PAREJO ALFONSO, L. (Dir.), 
Derecho Urbanístico de Galicia, Marcial Pons, Madrid, 2001, págs. 352-353. 
 
872
 MEILÁN GIL, J. L. y FERNÁNDEZ CARBALLAL, A., “La Ley del Suelo de Galicia y la 
legislación urbanística del Estado”, RDUMA, núm. 171, julio 1999,  pág. 64.  
 
873
 BÉRTOLO CADENAS, J. J., ”Comentarios sobre el proyecto de ley del suelo de Galicia de 
1995”, RXG, pág. 398. 
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inicial, la posibilidad de seguirse tramitando sin adaptar sus clasificaciones de suelo a la 
misma (disp. trans. 3ª); deberá ser el legislador gallego, el que concrete esta cuestión, 
requiriendo a los Municipios que procedan a la adaptación de su planeamiento vigente en el 
plazo que, con carácter preceptivo, señale el mismo.874 
 
2.2.  Planes urbanísticos reguladores del suelo rústico 
 
La incidencia de los planes urbanísticos en el medio rural es una cuestión 
ampliamente reconocida por la doctrina científica.875 
                                                 
874
 FERNÁNDEZ CARBALLAL A., ”Apuntes sobre la nueva LRSV 6/98 y su repercusión en 
Galicia”, AFDUC, núm. 2, 1998, pág. 285. 
 
875
 Como señala BASSOLS COMAS, La planificación urbanística: su contribución a la 
protección del medio ambiente”, en  ESTEVE PARDO, J., (Coord.), Derecho del medio ambiente y 
administración local, Fundación Democracia y Gobierno Local, Barcelona, 2006, págs. 404 y ss., la 
ordenación urbanística desempeña sobre el suelo no urbanizable importantes funciones que estructura 
del siguiente modo: a. Función básica: preservar dicho suelo del desarrollo urbano (cfr. arto 16.2 TR), 
que referida a los usos edificatorios puede concretarse desde una doble perspectiva: a. En sentido 
negativo, a través de las siguientes determinaciones: 1ª. Vinculación del destino del suelo a su propio 
uso (15 TR) 2ª. Impedimento en las transmisiones de la propiedad, divisiones y segregaciones de 
terrenos en contra de los límites impuestos por la legislación agrícola (16.1 TR) Y prohibición de 
reparcelaciones urbanísticas (16.2 TR) 3ª. Restricción de construcciones a las explotaciones agrícolas 
y aquellas construcciones vinculadas a las obras públicas; permiso de determinadas edificaciones o 
instalaciones que deban emplazarse en el medio rural, sin peligro de formación de núcleos de 
población (16.3 TR) 4ª. Exigencia de tipología edificatoria adaptada al ambiente en que se sitúa la 
edificación o imponiendo límites de situación, altura o masa que no limite el campo visual para 
contemplar las bellezas naturales (138 TR: normas de aplicación directa) b. En sentido positivo, el 
planeamiento ha de procurar usos constructivos no vinculados a desarrollos típicamente urbanísticos, 
así mediante la intervención en actividades como: 1° Construcciones que sólo puntualmente alteran el 
uso natural del suelo no urbanizable (viviendas vinculadas a la explotación agropecuaria, forestal, 
etc.), y sobre las que la licencia urbanística legitima el control urbanístico desde el punto de vista 
arquitectónico-paisajístico, si bien debe complementarse con controles ambientales por su posible 
incidencia con el medio ambiente (aguas, olores, humos, paisaje, etc.) 2° Actividades de extracción de 
áridos, explotación de canteras, rocas industriales y minas que demandan instalaciones auxiliares, pero 
con gran impacto sobre el paisaje. En ellas inciden las técnicas de la Evaluación del impacto 
Ambiental (más la legislación sobre restauración minera: RD 2994/1982, de 15 de octubre, sobre 
restauración de espacios Naturales y RD 1116/1984, sobre planes de explotación y restauración en 
explotaciones a cielo abierto) 3°. Construcciones que se materializan en obras públicas 
(infraestructuras). En ellas el control urbanístico se limita a aquellas vinculadas a la ejecución, 
entrenamiento y servicio de las obras públicas, ante el fracaso de los intentos de someter a control 
urbanístico la localización y ordenación de las obras públicas en general. 4°. Actividades constructivas 
vinculadas o inducidas por actividades industriales, de servicio o interés público o relacionadas con el 
ocio y el deporte, que  deben trasladarse fuera del perímetro urbano. Con el fin de que su 
emplazamiento en el medio rural no suponga un solapamiento de desarrollos urbanísticos propios de 
la ciudad (polígonos industriales, parques tecnológicos, instalaciones universitarias, campos de golf, 
etc.). b. Función complementaria: en relación con la ordenación y planificación de los espacios 
naturales protegidos (Ley 4/1989, de 27 de marzo sobre conservación de los espacios naturales y de la 
fauna y de la flora silvestre). La incidencia del urbanismo en esta materia es limitado pudiéndose 
señalar dos determinaciones: 1ª. Posibilidad de establecer "zonas periféricas de protección" destinadas 
a evitar impactos ecológicos o paisajísticos procedentes del exterior. 2ª. En el caso de los Parques 
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La LSG/1997 no podía ir en contra de esta tradición legislativa. Por ello el suelo 
rústico se sometía al ámbito de diversos planes. Antes de relacionar los instrumentos 
urbanísticos es preciso tener en cuenta dos aspectos: 
 
Primero.- La Ley 1/1997 reconocía la existencia de suelo rústico y de suelo de núcleo 
rural en todos los municipios a diferencia de lo que sucedía con el suelo urbano en sus 
modalidades y en el suelo urbanizable (sólo eran posibles en los municipios con plan general 
de ordenación municipal o con proyecto de ordenación del medio rural). 
 
Segundo.- La LSG/1997 remitía a la legislación específica de ordenación del territorio 
que, como es conocido, fijaba la prevalencia de los instrumentos de ordenación del territorio. 
Así el instrumento más significativo eran las directrices de ordenación del territorio  que 
tenían como finalidad establecer las pautas especiales de asentamiento de las actividades, de 
acuerdo con las políticas sociales, económicas y culturales de la Comunidad Autónoma.876  
 
Pues bien, si descendemos al ámbito de los planes urbanísticos, en primer término, se 
encontraba el plan general que debía recoger una serie de determinaciones específicas para 
esta clase de suelo:  
 
a) Delimitación de su ámbito, que estaba constituido, por exclusión, por la parte del 
término municipal que no estuviese incluida en alguna de las restantes clases de suelo. 
 
                                                                                                                                                                       
Naturales (art. 19) se habilita a los órganos gestores para elaboración de los Planes rectores de uso y 
gestión, debiendo informarlos las AAPP competentes en materia de de urbanismo antes de su 
aprobación por el Gobierno o por las CCAA. En todo caso, según el art. 19.2 de la Ley 4/1989, los 
Planes de ordenación de los recursos naturales prevalecerán sobre el planeamiento urbanístico. En esta 
materia se ha destacado la desigualdad de trato entre los propietarios de suelo rural protegido y los de 
suelo urbano, ya que a aquellos se impone un régimen de restricciones de uso y deberes de 
conservación, mientras que a los segundos se enriquece por la urbanización. La necesidad de 
búsqueda de un tratamiento igualitario o compensador entre los propietarios del suelo urbanizable y 
los del suelo no urbanizable constituye uno de los más apremiantes retos para el urbanismo del futuro. 
Como señala BASSOLS COMA las soluciones podrían venir bien por la participación de los 
propietarios urbanos en su costeamiento, o bien que la totalidad o parte de la recaudación fiscal por la 
gestión urbanística se destine a compensar parte de dichas cargas de conservación. c. Funciones 
residuales: a través de la figura de los Planes Especiales (arts. 84 y ss TR: planes especiales de 
protección de paisaje, protección de espacios de interés natural, etc.) y mediante las normas de 
aplicación directa (art. 138 TR).” 
 
876
 La relevancia de estos instrumentos y de los intereses supramunicipales gestionados por 
divisiones comarcales, áreas metropolitanas y Diputaciones provinciales en conexión con el principio 
de lealtad recíproca constituyen el contrapunto de la autonomía local para MEILÁN GIL. “Autonomía 
local y planeamiento urbanístico”, REALA, núm. 288, 2002, págs. 55-56. 
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b) Medidas tendentes a la conservación, protección y mejora de sus potencialidades 
intrínsecas y de los elementos naturales, ya sea suelo, flora, fauna o paisaje, a fin de evitar su 
degradación, y de las edificaciones y parajes que, por sus características especiales, lo 
aconsejasen.  
 
c) Identificación de los espacios o elementos que por sus valores ecológicos, 
medioambientales, paisajísticos, históricos, etnográficos, culturales o con potencialidad 
productiva hubiesen de ser conservados, protegidos o mejorados.  
 
d) Determinación de las superficies de suelo rústico común que, por su aptitud, 
pudiesen llegar a ser incorporadas al proceso de desarrollo urbanístico, a través del 
procedimiento señalado en la LSG/1997. En este caso, el plan general debía especificar los 
usos compatibles y elementos determinantes de la estrategia del plan. 
 
También se ocupaba del suelo rústico el proyecto de ordenación del medio rural877 que 
obedecía a las siguientes reglas:  
 
a) eran instrumentos de planeamiento aplicables en municipios que, al ser de baja 
complejidad urbanística, no optasen por la realización de un plan general de ordenación 
municipal;  
 
b) tenían por finalidad realizar el estudio del medio rural y del sistema de núcleos de 
población, de naturaleza urbana o rural;  
 
c) su objeto específico era hacer posible que todos los ayuntamientos contasen con un 
instrumento que estableciese las determinaciones básicas de la ordenación urbanística, 
orientadas a establecer las medidas de protección del territorio y el paisaje, hacer posible la 
actividad edificatoria dentro de los núcleos de población sin desnaturalizar su carácter y 
mejorar, en su caso, las condiciones de vida en los mismos a través de planes especiales de 
mejora del núcleo o del medio rural. A su vez, debían contener una serie de determinaciones 
específicas: 
 
a) Estudio del medio rural, al objeto de establecer medidas tendentes a la 
conservación, protección y mejora de sus potencialidades intrínsecas y de los elementos 
                                                 
877
 En los municipios de baja complejidad urbanística, según advierte CUDEIRO MAZAIRA; 
no podían clasificarse suelos urbanizables ni delimitarse áreas aptas para urbanizar en suelo rústico 
común. CUDEIRO MAZAIRA, J. J.:”Incidencias de la nueva Ley 6/1998, de  13 de abril, sobre 
régimen del suelo y valoraciones, en la legislación urbanística gallega”, DA, núm. 252-253 
(septiembre 1998-abril 1999), pág. 491. 
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naturales, ya sea del suelo, flora, fauna o paisaje, a fin de evitar su degradación, y de las 
edificaciones y parajes que, por sus características especiales, lo aconsejen.  
 
b) Estudio del sistema de los núcleos de población existentes y de su relación con el 
medio natural o productivo.  
 
c) Delimitación del suelo urbano del término municipal y de los núcleos rurales 
existentes.  
 
d) Determinación, en su caso, de las ordenanzas reguladoras del uso del suelo y la 
edificación dentro de los núcleos rurales y del suelo urbano. En los supuestos en que se 
incorporasen tales ordenanzas, éstas habían de ser congruentes con las características y 
naturaleza de los núcleos a que hubiesen de aplicarse.  
 
e) Medidas de protección urbanística del medio natural y del patrimonio histórico y 
cultural.  
 
Las determinaciones del proyecto de ordenación del medio rural se desarrollaban en 
unos documentos determinados, cuyo contenido se remitía a una posterior norma 
reglamentaria. Dichos documentos eran los siguientes:  
 
a) Memoria, que contenía un estudio del medio rural y del sistema de núcleos de 
población y de las áreas de especial protección, con expresión de los criterios seguidos para la 
delimitación de los núcleos rurales y, en su caso, del suelo urbano del término municipal. 
 
b) Planos a escala adecuada, en los que se reflejaban la delimitación de los núcleos 
rurales y la clasificación del suelo.  
 
c) En su caso, ordenanzas reguladoras del uso del suelo y la edificación. 
 
Como supuesto específico la LSG/1997 regulaba la aplicación de las normas 
provinciales cuando los municipios carecían de planeamiento general y sólo contasen con 
proyectos de ordenación del medio rural sin ordenanzas de edificación y uso del suelo. 
Debían contener, entre otras, ordenanzas de edificación y uso del suelo de los núcleos rurales 
existentes y Ordenanzas de protección para el suelo rústico. 
 
Asimismo debían traerse a colación los planes especiales de mejora del medio rural 
previstos para la ejecución de obras de dotación de servicios urbanísticos en áreas de suelo 
rústico, fuera de los núcleos rurales, (también sería un instrumento válido el proyecto de 
obras que proceda en aplicación de la legislación específica).  
Capítulo octavo: evolución histórica… 
 
 457 
Se exigía la  acreditación de la conveniencia de esta actuación, la evidencia de que con 
la misma no se favorecía una transformación de hecho de la clasificación urbanística del 
suelo y la demostración de que los núcleos rurales del entorno contasen con servicios de esta 
naturaleza en un nivel suficiente. Pero los instrumentos de planeamiento no se agotan en los 
ya relacionados. En este sentido,  podían formularse planes especiales de mejora del medio 
rural para la creación de infraestructuras, servicios y equipamientos de interés municipal, 
cualquiera que fuese la clase de suelo en que hubiesen de establecerse. La aprobación de estos 
planes y la ejecución de sus previsiones no podían modificar la clasificación del suelo, ni, en 
consecuencia, su régimen urbanístico. Los planes especiales de mejora del medio rural 
contenían las determinaciones y documentos adecuados a los objetivos que se perseguían. 
 
Por último, podían aprobarse planes especiales de protección del paisaje referidos a 
Áreas naturales de interés paisajístico, predios rústicos de pintoresca situación, amenidad, 
singularidad topográfica o recuerdo histórico, edificios aislados que se distinguían por su 
emplazamiento o belleza arquitectónica y parques y jardines destacados por su hermosura, 
disposición artística, trascendencia histórica o importancia de las especies botánicas que en 




2.3. Estatuto jurídico: derechos y deberes 
 
Descendiendo a su articulado se puede comprobar que los usos permitidos eran los 
siguientes: 
 
a.- Los terrenos clasificados como suelo rústico común, en tanto mantenían este 
carácter, sólo podían ser destinados a usos característicos del medio rural, vinculados a la 
utilización racional de los recursos naturales. Como se observa el destino natural excluía el 
aprovechamiento artificial introduciéndose el principio de desarrollo sostenible.878  Sin 
embargo, no puede olvidarse que ya la LS/1956, en su art. 3º.2.e, se refería al uso racional del 
suelo en cuanto al mantenimiento de una densidad adecuada al bienestar de la población, tal y 
                                                 
 
878
 Como destaca ENÉRIZ OLAECHEA, F. J., ”Los principios informadores del Derecho 
Urbanístico”, UNED, Boletín de la Facultad de Derecho, núm. 27, 2005, pág. 321, recientemente, el 
Derecho urbanístico ha sustituido el principio constitucional de la racional utilización del suelo por el 
denominado «desarrollo urbanístico sostenible», como manifestación más específica del genérico e 
indeterminado principio del desarrollo sostenible vigente en la política medioambiental a partir de la 
Cumbre de Río de Janeiro. La utilización racional de los recursos naturales impide autorizar un uso 
para café bar en un local situado en suelo rústico común pese a la declaración de interés general por el 
alcalde en razón de su proximidad al Camino de Santiago y a pesar de contar con autorización de la 
Consellería de Cultura. Cfr., la STSJG de 4 de abril de 2003, LA LEY 65347/2003. 
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como subraya BORRELL Y CALONGE879. El legislador gallego identificaba el suelo rústico 
común con el suelo del medio rural al referirse a los usos característicos de este último 
exigiendo una vinculación con la utilización racional de los recursos naturales.  
 
Como consecuencia de lo anterior, en los terrenos situados en esta categoría de suelo, 
podían realizarse construcciones destinadas a actividades agrícolas, forestales, ganaderas u 
otras que guardasen relación con la naturaleza, extensión y destino de la finca o con la 
explotación de recursos naturales exigiéndose licencia municipal directa. Estas 
construcciones, aunque la LSG/1997 no lo establecía expresamente, debían ser accesorias de 
la actividad primaria, es decir, vinculadas directamente a una actividad previamente existente, 
la cual resultaría potenciada y mejorada por la construcción de que se tratase. Obsérvese que 
la actividad no se circunscribía a la explotación agraria sino que se refería a la explotación 
racional de la naturaleza en general. 
 
b.- Construcciones e instalaciones vinculadas a la ejecución, mantenimiento y servicio 
de las obras públicas: en este caso, la competencia correspondía en exclusiva al 
Ayuntamiento.  
 
Pese a su omisión también se debían entender incluidas las viviendas anejas o 
auxiliares de las obras públicas. La licencia municipal directa no eximía de la obligación de 
autorizaciones del órgano autonómico competente, por ejemplo, en materia de carreteras, 
actividades clasificadas o, en su caso, impacto ambiental las cuales no podían versar sobre 
aspectos urbanísticos stricto sensu. 
 
c.- Construcciones e instalaciones para fines de interés general que tuvieran que 
emplazarse en el medio rural: se incluían también aquellas cuya ubicación viniese 
determinada por las características y exigencias de la actividad si bien antes del otorgamiento 
de la licencia municipal se requería autorización del órgano autonómico competente, previa 
información pública por plazo de veinte días.  
 
La exigencia de la autorización autonómica, al igual que sucedía en la LASGA, se 
basaba en la tutela de intereses de carácter supramunicipal, cuya determinación debía 
efectuarse caso a caso.880 El procedimiento previsto en el art. 77.4 LSG/1997 era menos 
detallado que el contemplado en la LASGA/1985.  
                                                 
879
 BORRELL y CALONGE, A., ”Cincuenta años de la ley del suelo. La ley del suelo de 1956 y 
su evolución. El punto de vista de un arquitecto”, RDMUA, núm. 225, 2006, pág. 405. 
 
880
 Como señala MEILÁN GIL, J.L., ”Planeamiento de nivel supramunicipal”, en CORREIA, 
F.A. (Coord.),  I Jornadas Luso-espanholas de urbanismo, Actas, Almedina, Coimbra, 2009, págs. 24-
25 se trataba de un trámite de excepción. El art. 77 LSG/1997 no se aplicaba cuando se trataba de una 
la construcción realizada ubicada en un terreno afectado tanto por la servidumbre de protección de 
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Como novedad, no se requería la declaración expresa de interés general prevista en el 
TRLS/1992, aunque, como observa JIMÉNEZ DE CISNEROS,881 la autorización autonómica 
respondía a idénticos criterios. Constituye una facultad de la Administración determinar 
cuándo estará justificado el "interés público" de una actuación o la finalidad de "interés 
general" de una construcción e instalación. Conforme a la LSG/1997, esta facultad 
corresponde al Ayuntamiento al otorgar la correspondiente licencia, previo informe 
preceptivo y vinculante del Delegado Provincial correspondiente. Es ésta, una facultad 
discrecional de la Administración, en la que el juego de conceptos jurídicos indeterminados 
exige su previa justificación; una actividad discrecional con los límites que le son inherentes; 
una actividad, en definitiva, conformada por el art. 103 CE y sometida a un control 
jurisdiccional con la finalidad de que la Administración, al otorgar este tipo de autorizaciones, 
actúe dentro de los límites de la racionalidad y al servicio del interés general en cuanto 
parámetro y principio que ha de regir, en todo caso, la determinación de la utilización y del 
destino del suelo.882 
 
Como se observa, la LSG/1997 sometía estas construcciones sobre suelo no 
urbanizable de edificaciones o instalaciones de utilidad pública o interés social que deban 
emplazarse en el medio rural a dos actos de autorización distintos. Así lo establece con 
nitidez STS de 19 de mayo de 2000 (RJ 2000, 5466), que, analizando los correlativos 
preceptos del Reglamento de gestión urbanística y del TRLS/1976, indica: “Es previa la 
autorización del órgano competente de la Comunidad Autónoma respectiva, a efectos de 
intervenir en la implantación en un suelo no destinado a recibirlos de una construcción que 
solo en determinados supuestos puede emplazarse en él...”.883  
                                                                                                                                                                       
costas como por el área de protección de un yacimiento arqueológico. STSJG de 10 de noviembre de 
2005, RJ 2006\75889. 
 
881
 JIMÉNEZ DE CISNEROS, F. J., “O sistema do solo rústico en Galicia” en la obra Estudios 




 FERNÁNDEZ CARBALLAL, A., ”Apuntes sobre la nueva …”, op.cit., pág. 286. 
 
883
 Cfr., la STSJG de 4 de septiembre de 2008, JUR 2008\36799, conforme a la cual “De 
conformidad con la literalidad del Art. 77.1 de la Ley 1/97 los terrenos clasificados como suelo rústico 
solo podrán ser destinados a usos característicos del medio rural, vinculados a la utilización racional 
de los recursos naturales, permitiéndose construcciones destinadas a actividades agrícolas, forestales, 
ganaderas u otras que guarden relación con la naturaleza o con la explotación de los recursos 
naturales, resultando evidente que la realizada por la recurrente es un uso industrial de considerables 
dimensiones, así en el informe de los inspectores, se indica que se trata de 13 naves adosadas con una 
longitud variable, alrededor de 50 metros las más grandes, de unos 7 o 9 metros de ancho y dispuestas 
oblicuamente a la línea de costa (folio 103) sin que por el hecho de que su finalidad sea la cría y 
engorde de especies marítimas pueda equipararse a la explotación de recursos naturales, de modo que 
su instalación estaba condicionada a la existencia de razones de interés general y la previa concesión 
de la autorización autonómica, por lo que también este motivo de impugnación ha de ser 
desestimado.” 
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Una vez obtenida esta autorización autonómica, «resulta necesaria la licencia de obras 
y de actividad del ayuntamiento correspondiente...» cualquiera de ellas, licencia de obras o de 
actividad es necesariamente posterior a la primera pero no vinculada por ella “... de exclusiva 
competencia municipal, a efectos de verificar si se cumplen las condiciones urbanísticas y de 
intervención en materia de edificaciones o de actividades que son de competencia 
municipal...” (FJ 4º).  
 
Son distintos los aspectos jurídicos a analizar por la Comunidad Autónoma y por 
municipios, pues como continúa señalando la citada STS, que recuerda otra de 17 de 
noviembre de 1988, los “únicos extremos fiscalizables por la administración autonómica son 
los relativos a la justificación de la utilidad pública o el interés social, a la necesidad de 
emplazamiento en medio rural y a la no formación de núcleo de población. No podría ser de 
otro modo, por respeto a las competencias municipales que garantizan la autonomía local”. La 
LSG/1997 no aclaraba el status jurídico de la fase patológica, por ejemplo, que el municipio 
hubiere otorgado la licencia en contra o al margen de la autorización autonómica.   
 
Un requisito común a todas las construcciones, que no podía ser exceptuada (en todo 
caso, decía la norma), consistía en la adaptación de los tipos de construcciones a dos 
parámetros: a) a su condición de aisladas; b) al medio rural en que se emplazaban, quedando 
prohibidas las edificaciones características de las zonas urbanas y las viviendas y usos 
residenciales. Como señalan MEILÁN GIL y FERNÁNDEZ CARBALLAL884, en relación 
con los tipos de construcciones permitidas, la LSG/1997 precisaba algo más que el 
TRLS/1976 (art. 85) y la LASGA/1985: se prohibía no sólo las edificaciones características 
de las zonas urbanas, sino también las viviendas y usos residenciales. 
 
d.- Construcción de viviendas unifamiliares aisladas. Siguiendo la herencia urbanística 
estatal, se habilitaba al plan general para permitir en suelo rústico, que no fuese objeto de 
especial protección, la construcción de viviendas unifamiliares aisladas. Pese a lo anterior, no 
se podía entender que la referida habilitación no se pudiese extender a los municipios con 
baja densidad urbanística puesto que en ellos la dispersión poblacional alcanzaba cotas 
mayores que en el resto de municipios gallegos.  
 
De ahí que comparta la tesis de JIMÉNEZ DE CISNEROS referida a la similitud entre 
ambos planes.885 En este supuesto, el plan general-proyecto de ordenación del medio rural 
debían determinar las condiciones de aislamiento de las viviendas. Estas condiciones no 
                                                                                                                                                                       
 
884
 MEILÁN GIL, J.L. y FERNÁNDEZ CARBALLAL, A., ”La Ley del Suelo de Galicia …”, 
op. cit., pág. 65. 
 
885
 JIMÉNEZ DE CISNEROS, F. J., ”O sistema do solo rústico …”, op.cit., pág. 66. 
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tenían que ser idénticas en todos los términos municipales y estaban directamente conectadas 
con el sistema de núcleos de población existentes en los mismos.  
 
Además debían regular, al menos, la superficie mínima de la parcela y la distancia 
mínima a lindes y vías públicas, y debían establecer los indicadores o límites a partir de los 
cuales no podían autorizarse nuevas viviendas. En suma, la referida excepción debía ser 
plenamente congruente y coherente con el estudio del medio rural y con el sistema de núcleos 
de población que el plan general –proyecto de ordenación del medio rural configurasen.886 
 
Por el contrario, en los municipios sin planeamiento general o proyecto de ordenación 
del medio rural, se aplicaba la disposición adicional tercera lo que, por una parte, determinaba 
que únicamente podía edificarse en los terrenos que mereciesen la condición de suelo urbano 
consolidado, por disponer de todos los servicios mínimos de urbanización o estar 
comprendidos en áreas consolidadas por la edificación con arreglo a lo dispuesto en el art. 
64.1.a) de la Ley y, por otra parte, al resto de los terrenos del término municipal, salvo a los 
que estuviesen sujetos a un régimen de especial protección, se les aplicaba el régimen del 
suelo rústico previsto en el art. 77, sin establecer excepciones respecto de este tipo de 
viviendas.  
 
Del examen de la norma gallega se podía concluir que bastaba licencia municipal en 
estos supuestos al referirse el art. 77.4 a las construcciones e instalaciones para fines de 
interés general que tuviesen que emplazarse en el medio rural, o aquellas cuya ubicación 
viniese determinada por las características y exigencias de la actividad, a diferencia del 
TRLS/1992.887  
 
Se seguía estableciendo una norma más próxima al ámbito civil porque en las 
transferencias de propiedad, divisiones y segregaciones de terrenos en esta clase de suelo, no 
podían efectuarse fraccionamientos en contra de lo dispuesto en la legislación agraria y, en 
                                                 
886
 La Instrucción 1/1998, de 24 de julio de la Consellería de Política Territorial,  señalaba que 
“aunque en la legislación estatal ha desaparecido la previsión de autorizar viviendas unifamiliares 
aisladas, la ley gallega, en su art. 77.6, habilita a los instrumentos de planeamiento general para 
permitir la construcción de viviendas unifamiliares aisladas en suelo rústico común bajo estrictas 
condiciones que tienen por finalidad garantizar que este suelo no se transforme urbanísticamente. Esta 
habilitación legal debe considerarse compatible con la legislación estatal por cuanto que ésta se limita 
a establecer únicamente las condiciones básicas de las facultades dominicales, pero no agota la 
regulación del suelo rústico ni impide al legislador autonómico regular el régimen urbanístico 
aplicable a esta categoría de suelo sin vulnerar el marco de la legislación estatal. El legislador gallego 
parte del principio de prohibición en suelo rústico de las edificaciones características de las zonas 
urbanas y de las viviendas (artículo 77.5) permitiendo excepcionalmente la construcción de viviendas 
unifamiliares aisladas en condiciones estrictas que garantizan el mantenimiento de la naturaleza 
rústica del suelo (artículo 77.6) “. 
 
887
 Es de la misma opinión JIMÉNEZ DE CISNEROS, F. J., ”O sistema do solo rústico…”, 
op.cit., pág. 65. 
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todo caso, la parcela mínima edificable no podía ser inferior a la unidad mínima de cultivo 
establecida por la legislación agraria para cada municipio.  
 
Consciente el legislador de la deficiencia de infraestructuras exigía que no se podía 
autorizar clase alguna de edificación en este suelo si no estuviesen resueltos, a costa del 
propietario, los servicios urbanísticos previstos para el suelo de núcleo rural, es decir, si no 
estuviese resuelta la disponibilidad, al menos, de los servicios de acceso rodado, saneamiento, 
abastecimiento de agua y energía eléctrica. Incluso cuando el uso a que se destinase la 
edificación o el terreno lo requiriese, se exigía la dotación de aparcamiento suficiente. La 
norma también contemplaba el suelo rústico de especial protección si bien no efectuaba una 
subclasificación o una tipología interna dentro de éste. El art. 77.1 exigía respetar las 
determinaciones contenidas en los instrumentos de planeamiento previstos en la Ley 4/1989, 
de 27 de marzo, de conservación de los espacios naturales y de la flora y fauna silvestre», lo 
cual resultaba contrario al art. 9.1ª LS/1998 porque este suelo no podía ser rústico común sino 
rústico de especial protección y, en consecuencia, quedaba prohibida cualquier utilización que 
implicase una  transformación de su destino o lesionase el valor que se pretendía proteger. 
 
Correspondía también al planeamiento general la delimitación de este suelo aludiendo 
a los valores ecológicos, medioambientales, paisajísticos, históricos, etnográficos y culturales 
o con potencialidad productiva. En estas áreas, además de las limitaciones establecidas con 
carácter general para el suelo rústico común, estaba prohibida cualquier utilización que 
implicase transformación de su destino o naturaleza o lesionase el valor específico que se 
quería protegerse.  En palabras de la Instrucción 1/1998, de 24 de julio citada, “Los usos y 
edificaciones permitidas en este suelo son aquéllos destinados a la conservación, protección y 
mejora de los valores o riquezas naturales objeto de protección.” Este precepto estaba plagado 
de conceptos jurídicos indeterminados al igual que las leyes del suelo estatales. La LSG/1997 
contemplaba la autorización autonómica, para la construcción sobre suelo rústico de 
edificaciones o instalaciones de utilidad pública o interés social, que debían emplazarse en el 
medio rural, pero no determinaba las consecuencias jurídicas cuando el municipio otorgaba la 






                                                 
888
 Respecto al tipo de silencio había que remitirse a la Ley 6/2001, de 29 de junio, sobre 
adecuación de la normativa de la Comunidad autónoma a la Ley 4/1999, de 13/01/1989, que 
modificaba la Ley 30/1992, de 26 de noviembre y que establecía en su Anexo II el silencio con 
carácter negativo. 
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2.4. Disciplina urbanística 
 
Como ya nos consta, la STC 61/1997 mantiene la constitucionalidad de los artículos 
de la TRLS/1992 referentes a esta materia: el art. 254.2 relativo a los efectos derivados de la 
anulación de una licencia y el art. 255.2 relativo a la nulidad de pleno derecho de licencias 
otorgadas con infracción de la zonificación o uso de las zonas verdes o espacios libres y los 
procedimientos de reposición de la legalidad urbanística. La protección del suelo rústico 
común se llevaba a cabo dentro de las medidas generales pero la LSG/1997, posteriormente 
desarrollada por el RDUG/1999, arbitraba medidas específicas para el suelo rústico de 
especial protección. Esta norma aportaba soluciones implantadas en la legislación estatal en 
relación a las zonas verdes y a los espacios libres (art. 255.2). Así, en materia de licencias y 
de órdenes de ejecución, de no observarse la zonificación o el uso urbanístico del suelo 
rústico de especial protección, se producía un vicio de nulidad absoluta.  
 
Por otra parte, en el suelo rústico de especial protección los actos de edificación y uso 
del suelo que se realizasen sin licencia u orden de ejecución quedaban sujetos al régimen 
establecido en el art. 175 mientras estuviesen en curso de ejecución, y al régimen previsto en 
el art. 176 cuando hubieran finalizado sin que fuese de aplicación la limitación del plazo que 
establecía dicho artículo en cuanto al plazo. En estos supuestos, la competencia correspondía 
al Conselleiro de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda. Esto significaba que si los 
actos estaban en curso de ejecución se sometían a la suspensión inmediata decretada por el 
Alcalde y, una vez instruido el expediente de reposición, el Alcalde adoptaba la decisión de 
legalizar o de demoler, en función de la legalidad de la actuación realizada889. Por contra, si la 
obra estuviese finalizada el Alcalde podía adoptar una de las dos decisiones citadas con la 
peculiariedad de que el expediente de reposición se podía iniciar en cualquier momento con 
independencia de la fecha de la terminación de las obras.890  
                                                 
 
889
 En relación con la obligación de demoler advierten ÁLVAREZ BARBEITO y GONZÁLEZ 
MARIÑAS que la primera es una obligación transmisible al nuevo adquirente a diferencia de la 
responsabilidad sancionatoria. Asimismo ponen de manifiesto que, en ocasiones, las licencias de 
legalización resultan improcedentes citando como ejemplo, entre otros,  la evidente ilegalidad de las 
obras de conformidad con la clasificación o calificación urbanística del suelo en el que se ubican las 
obras. Cfr., ÁLVAREZ BARBEITO, J. y GONZÁLEZ MARIÑAS, P., ”La suspensión y demolición 
de obras en la ley del suelo de Galicia”, REGAP, núm. 23 (septiembre-diciembre-1999), págs. 228 y 
235.  En relación al plazo de revisión de oficio de licencias ilegales en suelo rústico de especial 
protección la STSJG de 12 de julio de 2007, LA LEY 347654/2007 se decanta por el de 4 años pese a 
la calificación de nulidad de pleno derecho.  
 
890
 Como pone de manifiesto la STSJG de 15 de junio de 2006, LA LEY 318581/2006, una 
construcción con licencia en suelo rústico común  queda en situación de fuera de ordenación si el 
nuevo plan general clasifica el terreno como suelo rústico de especial protección. Por eso si no contase 
con dicha licencia no será posible su legalización y deberá procederse a su demolición al ser contraria 
la LSG/1997 a dicho uso, norma de aplicación cuando se solicite dicha licencia de legalización. 
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La imprescriptibilidad de la acción de restauración entraba en contradicción con la 
existencia de un plazo de prescripción para la imposición de la sanción económica.891 Con 
todo, las medidas previstas en la norma gallega sobre la protección de la legalidad urbanística 
no excluían las que, con carácter complementario, estaban previstas en la legislación básica 
del Estado.  
 
En esta línea, el legislador gallego omitía la aplicación facultativa del régimen de 
expropiación forzosa o de venta forzosa para las obras realizadas o en curso de ejecución en 
suelo rústico común sin programa de actuación urbanística.892 La normativa referida 
planteaba varios problemas competenciales.  
 
Así, en primer término, podía suceder que la Xunta considerase que la actuación era 
conforme a la legalidad urbanística y después la Administración Municipal denegase la 
licencia de legalización. En este supuesto GONZÁLEZ MARIÑAS Y ÁLVAREZ 
BARBEITO893, estiman que la única opción de la Xunta era acordar la demolición. 
 
En segundo lugar, la revisión de oficio de las licencias municipales acordadas en este 
suelo generaba polémica puesto que la competencia para la protección de este suelo se 
atribuía a la Administración Autonómica. 
 
En tercer lugar, no se regulaba con claridad el supuesto de usos sin licencia en este 
tipo de suelo. Como es conocido, la LSG/1997 remitía a los art. 175 y 176, que se referían a 
obras pero no a usos, sin que el artículo 58 RDUG/1999 ofreciese soluciones al respecto.    
 
En definitiva, frente a la LASGA/1985, la LSG/1997 atribuía a la Administración 
autonómica el control de un espacio territorial municipal sin que por ello se pudiese entender 
vulnerado el principio de autonomía municipal.894 La subrogación encuentra cobertura en el 
                                                 
891
 La STS de 31 mayo 2012, JUR 2012\201913 ratifica la referida imprescriptibilidad. 
 
892
 Según SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, A. J., ”La inspección urbanística y la protección de la 
legalidad”, en PAREJO ALFONSO, L. (Dir.), Derecho Urbanístico …, op.cit., pág. 521, la remisión 
del art. 255.2 TRLS/92 debía entenderse realizada a los art. 178 y 19 de la LSG y a su desarrollo 
reglamentario, art. 49 a 53 RDUG/1999. 
 
893
 GONZÁLEZ MARIÑAS,  P. y ÁLVAREZ BARBEITO, J., ”Disciplina urbanística de 
Galicia”, RXG, Pontevedra, 2001, pág. 241. 
 
894
 BANDRÉS SÁNCHEZ-CRUZAT, J. M., ”Urbanismo y autonomía local”, en V.V.A.A., 
Estudios jurídicos sobre Urbanismo, Cedecs, Barcelona, 1998, págs. 103 y 104, defiende que las 
Comunidades Autónomas, con competencia exclusiva en el ámbito urbanístico, deben implantar un 
marco legal que rija la ordenación territorial y urbanística, confiando las competencias de aprobación 
del planeamiento local y de ejecución y disciplina urbanística a las Corporaciones Locales, estando 
aquellas capacitadas para intervenir en el urbanismo local siempre que trascienda  a aspectos e 
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art. 60 LBRL/1985 según el que «cuando una entidad local incumpliere las obligaciones 
impuestas directamente por la ley, de forma que tal incumplimiento afectara al ejercicio de las 
competencias del Estado o de las Comunidades autónomas..., una y otra, según su respectivo 
ámbito competencial, deberá recordarle su cumplimiento, concediendo al efecto el plazo que 
fuere necesario (nunca inferior a un mes)».895  
 
Transcurrido dicho plazo, si el incumplimiento persistiera, podrá operarse la 
sustitución. Por otra parte, cuando se realizaban actos de edificación y usos del suelo, el 
Conselleiro de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda estaba obligado a requerir al 
alcalde para que éste incoase los procedimientos de reposición de la legalidad urbanística. 
Obsérvese que no se establecía la subrogación por inactividad municipal.896  
 
Advierte JOVE LOSADA que en la LSG/1997, se mantiene el sistema de delegación de 
competencias de la Ley 7/1995 y en la exposición de motivos se parte del «expreso 
reconocimiento de la autonomía local pero sin ignorar que en la actividad urbanística existen 
destacados aspectos de interés supramunicipal que necesariamente deben ser atendidos por la 
administración autonómica...».897  
 
Otra novedad consistía en la regulación de las infracciones muy graves. Como destaca 
CARCELLER FERNÁNDEZ898, esta clase no figuraba en el TRLS/1992, pero sí aparece 
mencionada en el art. 129.1 de la Ley 30/1992, de régimen jurídico de las Administraciones 
públicas y del procedimiento común.  
                                                                                                                                                                       
intereses supralocales o a otros intereses puestos bajo su tutela. En sentido similar cfr., la STSJG de 19 
de octubre de 2006, JUR 2008\325702. 
  
895
 Cfr., LORA-TAMAYO VALLVÉ, M., “Autonomía local y poder autonómico de 
sustitución”, RDUMA,  núm. 173, 1999, págs. 93-106. 
 
896
 LLISET BORRELL se plantea las siguientes preguntas:” ¿Porqué utilizar, en forma tan 
amplia, la sustitución como medida de tutela como alternativa al control de los Tribunales? ¿No 
estaría más ajustado a nuestro ordenamiento jurídico que operase, simplemente, en casos de 
inactividad, sobre todo en actos de gestión y disciplina urbanística, la doctrina del silencio 
administrativo para que los interesados pudieran acudir a la vía contencioso-administrativa como 
única opción?“, LLISET BORRELL F., ”La competencia urbanística de los Ayuntamientos”, 
RDUMA, núm. 225, pág. 257. 
 
897
 JOVE LOSADA,  M. Á., ”Prospección acerca de las tensiones competenciales entre el poder 
autonómico y el local en materia de urbanismo. Estado de la cuestión en Galicia”, El Consultor de los 
Ayuntamientos y de los Juzgados núm. 10, quincena 30 Mayo - 14 Junio 2004, nº 1722/2004, Tomo 2, 
pág. 1722. Desde el punto de vita d los planes provinciales de obras y servicios, cfr. Sobre algunas 
sentencias contradictorias del Tribunal Superior de Xusticia de Galicia en materia de cooperación 
Intraprovincial”, REALA, núm. 257, 1993, págs. 201-207. 
 
898
 CARCELLER FERNÁNDEZ, A.:” Ley 1/1997, de …”, op.cit., pág. … 
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Como corolario de lo anterior, el art. 182.2, consideraba como infracciones 
urbanísticas muy graves las acciones y omisiones que supusiesen incumplimiento de las 
normas relativas al uso y edificación que afectasen a  suelo rústico con especial protección, 
así como la parcelación urbanística. Obsérvese que las infracciones muy graves no son más 
que infracciones graves cualificadas.  
 
Es preciso también significar que el legislador gallego utilizaba el verbo afectar lo 
que, para GÁMEZ MEJÍAS899, “parece referirse a un umbral mínimo de actividad y se 
precisa la antijuridicidad de la conducta para poder ser sancionada”. La parcelación 
urbanística se regulaba en los art. 172 a 174, estableciendo expresamente el art. 174.1 in fine 
su prohibición en suelo rústico, lo que traía como consecuencia, según señala DE LA SERNA 
BILBAO900,  que no necesitaba ser desarrollada por Plan alguno a efectos de ser calificada 
como parcelación urbanística.  
 
La regulación de la parcelación urbanística pecaba de extremista puesto que no 
contemplaba las diversas realidades de rural gallego. Me estoy refiriendo a las segregaciones 
o divisiones de terrenos cuando tuviesen por objeto la mejora de la explotación y las 
derivadas de divisiones por transmisiones intervivos o mortis causa. Un caso especial lo 
constituía también la omisión de toda referencia a las parcelaciones efectuadas dentro del 
suelo de núcleo rural. La competencia sancionadora, también se modificaba, ya que se 
atribuía a la Administración Autonómica y se desapoderaba a la Administración Municipal. 










La regulación del suelo de núcleo rural se contenía en el art. 66, mediante la fijación 
de una serie de requisitos que, con todo, no agotaban el régimen jurídico de esta categoría de 
suelo como inmediatamente se pondrá de manifiesto. En esencia, la definición resultaba 
                                                 
899
 GÁMEZ MEJÍAS, M., ”Las infracciones y sanciones urbanísticas”, en PAREJO ALFONSO, 
L. (Dir.), Derecho Urbanístico…, op.cit. pág. 527. 
 
900
 DE LA SERNA BILBAO, M. N., ”Las licencias urbanísticas y otras técnicas de intervención 
en el uso del suelo”, en PAREJO ALFONSO, L. (Dir.), Derecho Urbanístico…, op.cit., pág. 502. 
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deliberadamente incompleta, porque se entendía que abarcaba a todos los terrenos incluidos 
en el ámbito de los núcleos rurales delimitados por el planeamiento. El precepto exigía un 
emplazamiento específico lo que permitía inferir, a sensu contrario, que los terrenos externos 
al núcleo de población se deberían clasificar como suelo rústico.  
 
En consecuencia, era primordial aquilatar el concepto de núcleo rural de población, 
cuestión que, como ya sabemos, no era novedosa. Como ya comentamos con anterioridad, en 
los núcleos rurales tradicionales el legislador contemplaba todas las categorías estatales. La 
pregunta que debemos responder es en qué categoría podemos integrar a este nuevo suelo.901 
Como se observa, no tenía un equivalente estatal lo cual no era contrario a la normativa 
básica que desarrollaba (TRLS/1992 y LS/1998). En este sentido advierte MEILÁN GIL902 
que cualquiera que sea el alcance que quiera atribuirse a tal equivalencia, no parece que exista 
incompatibilidad insuperable entre ambas clasificaciones, admitiendo la corrección 
constitucional del carácter de básico autoatribuido por la Ley de Régimen del Suelo y 
Valoraciones. De la sucinta regulación que de este suelo hacía el precepto citado no se podía 
deducir el encaje en una de las categorías estatales. En líneas generales, puede decirse que se 
mantenían dos posiciones antitéticas: bien asimilarlo a suelo urbano, bien asimilarlo a suelo 
rústico. 
 
La primera posición resultó ser la interpretación sustentada por la propia 
Administración Autonómica a través de una técnica incorrecta, aún cuando, desde nuestro 
punto de vista es la solución más ajustada al sentido y finalidad de la clasificación estatal y, 
simultáneamente, más garantista para la posición jurídica de los propietarios.  
 
Nos estamos refiriendo a  la Instrucción 1/1998, de 24 julio. No es este el momento 
para poner en cuestión la eficacia de dicha instrucción, ya que, paradójicamente, sus 
principales destinatarios no están sometidos al principio de jerarquía administrativa, sino para 
adentrarnos en base a los siguientes argumentos, que se podían resumir en que:  
                                                 
901
 De acuerdo con la jurisprudencia del TSJG, por todas Sentencia de 12 julio de 2002, JUR 
2003\22107, “con la nueva Ley 1/1997, de 24 de marzo (RCL 1997, 1059 y LG 1997, 120), del Suelo 
de Galicia, aparece un nuevo tipo de suelo, el suelo de núcleo rural, que corresponde al fenómeno 
característico de los asentamientos de población de Galicia, según se dice en su Título Primero; 
indicándose en el Título Segundo que este tipo de suelo se ha creado para dar una respuesta adecuada 
a uno de los aspectos más característicos de la realidad urbanística de Galicia, considerándose pues 
necesario definir una categoría específica de suelo para el que se integra en el ámbito de la 
delimitación de los núcleos rurales, básicamente equivalente al que en la Ley 11/1985, de Adaptación 
de la del Suelo a Galicia, se configuraba como suelo no urbanizable de núcleo rural tradicional, pero 
con un sentido más amplio y con una denominación más coherente: "Suelo de núcleo rural", que tiene 
una significación propia y determina un régimen jurídico también característico, claramente 
diferenciable del que debe establecerse para las otras clases de suelo.(FJ2º).” 
 
902
 MEILÁN GIL J. L. en “Los núcleos rurales…”, op.cit.,  pág. 447. 
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1) el hecho físico de la agrupación de viviendas -condición sine qua non para 
identificar un núcleo rural- podía subsumirse en el criterio genérico estatal de consolidación 
edificatoria y que remite al legislador autonómico para determinar la forma y condiciones 
para la clasificación del suelo urbano y  
 
2) la finalidad de ambas clases de suelo es la de servir de soporte físico a un 
asentamiento de población y, además, el régimen jurídico aplicable en ambas clases de suelo 
resulta análogo.  
 
De esta forma, resultaba esencial la consolidación edificatoria y de ahí que el 
planeamiento debía incorporar en el contenido del preceptivo estudio del medio rural, un 
análisis detallado del grado de consolidación edificatoria de cada núcleo rural justificando el 
ámbito delimitado. Dicho lisa y llanamente, la otra alternativa, que como ya nos consta, 
empleó la LASGA/1985 supone una ablación de los derechos de los propietarios, totalmente 
injustificada ya que no se ajusta a finalidad del suelo con destino residencial, por más que, se 
echen en falta determinados servicios urbanísticos que, también es preciso recalcar, 
constituyen un derecho subjetivo de los ciudadanos y una correlativa obligación de los 
poderes públicos. Por ello es forzoso concluir que la solución que brindaba la LASGA/1985,  
para no contravenir la ley estatal básica, trajo consigo una complicación innecesaria y una 
equivocidad contraria a la seguridad jurídica para ajustarlas a la realidad gallega.  
 
En esta medida, el suelo de núcleo rural se podía considerar como una subclase de 
suelo urbano si bien, con matizaciones, ya que su edificación no debía "desnaturalizar el 
carácter del núcleo rural” y el art. 76.4, prohibía las edificaciones características de las zonas 
urbanas.903 Sin embargo, existen voces discrepantes en la doctrina. Así no es de la misma 
opinión MEILÁN GIL904 quien señala que tal equiparación, sin más, hace perder su 
justificación a la clase específica de suelo que es el de los núcleos rurales y no es conforme 
con las diferentes regulaciones que se contienen en los apartados 2 y 3 y en el 5 del art. 76 de 
la LSG/1997, cuando no exista o exista un plan especial de mejora de los núcleos rurales.  
 
Por su parte, BÉRTOLO CADENAS905 sostiene que esta categoría puede entenderse 
legitimada por el último párrafo del art. 7: “o clases equivalentes reguladas por la legislación 
                                                 
903
 En este sentido CUDEIRO MAZAIRA entiende que incluso este suelo debe ser valorado de 
conformidad con las reglas del suelo urbano. CUDEIRO MAZAIRA, J. J.:”Incidencias de la nueva 
Ley 6/1998, de  13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones, en la legislación urbanística 
gallega”, op. cit., pág. 494. 
 
904
 MEILÁN GIL J. L en ”Los núcleos rurales…”, op.cit., pág. 450. 
 
905
 BÉRTOLO CADENAS J. J en “Incidencias en la ley del suelo de Galicia de la ley estatal 
6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y valoraciones”, RXG, núm. 20, pág. 28. 
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urbanística” dado que el concepto de equivalencia no tiene porque no admitir un número 
diferente de clases de suelo, o bien podría entenderse que podría persistir como otra subclase 
del suelo urbano -al igual que sucede con el consolidado y el no consolidado- ya que es una 
categoría de suelo en el que se pueden otorgar licencias directas (al igual que sucede en el 
suelo urbano) y en la que se exige que si se rebasan determinados indicadores, se sometan a la 
acción de un Plan Especial de Mejora del Núcleo Rural, que se asemejaría así, en cuanto a sus 
objetivos, al Plan Especial de Reforma Interior. 
 
A continuación la LSG/1997 introducía una definición parcialmente novedosa de los 
núcleos rurales, sin diferenciar entre recientes y tradicionales,  en su art. 75:” Tendrán el 
carácter de núcleos rurales las áreas del territorio que, por existir agrupaciones de viviendas y 
surgir relaciones propias de la vida comunitaria, constituyan un asentamiento de población 
singularizado por un topónimo, diferenciado en los censos y padrones oficiales e identificado 
como tal por la población residente y por la práctica administrativa local, que se 
caracterizasen por su especial vinculación con las actividades del sector primario de carácter 
agrícola, ganadero, forestal, pesquero o análogas”.  
 
Como se advierte era fundamental que los planes procediesen a su delimitación 
gráfica; de ahí que el art. 75.2 lo recogiese como una obligación de aquéllos que debería tener 
en cuenta no sólo los requisitos mencionados sino también la división de la propiedad de los 
terrenos, condiciones topográficas, elementos naturales e infraestructura existente, el 
planeamiento delimitará gráficamente los núcleos rurales comprendidos en el territorio. Para 
aquilatar el concepto debe tenerse en cuenta que los terrenos que los planes generales o los 
proyectos de ordenación del medio rural incluyesen en las áreas delimitadas como núcleos 
rurales de población debían ser destinados a los usos relacionados con las actividades propias 
del medio rural y con las necesidades de la población residente en dichos núcleos. Ambos 
requisitos eran conceptos jurídicos indeterminados que, en función de los planes que los 
desarrollasen, englobarían mayores o menores usos y necesidades.  
 
En cualquier caso, llama la atención que el legislador exigiese la vinculación directa 
con las actividades agrarias, a diferencia de otras leyes autonómicas, entre  las que se puede 
citar, la ley cántabra de 1994, la cual, exigía el carácter consolidado del asentamiento, 
teniendo en cuenta las circunstancias edificatorias, socioeconómicas y de cualquier otra 
índole que manifestasen la imbricación racional del asentamiento en el medio físico donde se 
situaba.906  
                                                 
906
 Según la STSJG de 15 de septiembre de 2005 JUR 2006\76976 “ no reúne los requisitos 
legales del artículo 75 de la Ley del Suelo de Galicia para poder ser clasificado como suelo de núcleo 
rural, que la ley reserva sólo para aquellas áreas de territorio que, por existir agrupaciones de 
viviendas y surgir relaciones propias de la vida comunitaria, constituyan un asentamiento de población 
singularizado por un topónimo diferenciado en los censos y padrones municipales e identificado como 
tal por la población residente y por la práctica administrativa local, que se caracterizasen por su 
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En definitiva y como postula MEILÁN GIL907 se suprime el primero de los 
parámetros que utilizó el legislador de 1985 para delimitar un núcleo de población como 
rural: el del grado de edificación. Se hablaba de los parámetros de número y densidad de 
viviendas y distancia entre edificaciones", originando una situación de gran inseguridad 
jurídica, ya que no se concretaba un número o, al menos, un porcentaje que permitiese 
evaluar cuando nos hallábamos ante un núcleo rural. Se mantiene el criterio de la ubicación -
su situación en el medio rural-, y el de la actividad económica desarrollada por su "especial 
vinculación con el sector primario de carácter agrícola, ganadero, forestal, pesquero o 
análogas" que pasa a ser, razonablemente, el criterio prioritario. Además como señala este 
autor la peculiaridad del suelo de núcleo rural, de conformidad con lo regulado en la 
LSG/1997, se manifiesta en que los usos han de estar relacionados con actividades propias 
del medio rural -en esto se diferencia del urbano-, aunque, al estar esos usos relacionados 
también con las necesidades de la población residente, el suelo debe soportar los servicios que 
definen la calidad de vida urbana. 
 
Por último, la LSG/1997 parecía partir de una concepción inmovilista de este tipo de 
suelo, porque no regulaba la hipótesis de la transformación de este suelo en suelo urbano a 
diferencia de otras Comunidades Autónomas, en las que, con una serie de garantías, tal 
reclasificación era posible. En efecto, la trasformación de un núcleo rural, en suelo urbano, 
era posible mediante una modificación puntual del planeamiento, siempre que se justificase 
que el citado suelo había adquirido, por desarrollo del plan, las características propias del 






                                                                                                                                                                       
especial vinculación con las actividades del sector primario de carácter agrícola, ganadero forestal, 
pesquero o análogas, exigiéndose, por tanto, además del hecho objetivo, en sí mismo, del 
asentamiento de un grupo de viviendas en un determinado espacio territorial, -condición que sí podría 
considerarse cumplida, -el requisito funcional y finalista de que dicha área territorial, junto con su 
población, aparezca vinculada, de manera permanente, al sector primario de la economía a través de 
su dedicación a actividades agrícolas, ganaderas, forestales, pesqueras y otras análogas, etc., destino 
que, indudablemente, no tiene el grupo de edificaciones cuyos dueños pretenden tal calificación, aún 
admitiendo que pueda existir, tal como se dice, un núcleo rural dentro de un espacio protegido si reúne 
los elementos legales precisos para ello, lo que no sucedía en este caso, en el que tampoco consta 
probado que la Administración municipal haya podido haber actuado con desviación de poder o de 
manera arbitraria o discriminatoria con relación a otros núcleos rurales de población, aunque, de 
manera un tanto inesperada, se hubiese retractado de su decisión anterior favorable a los recurrentes, 
en respuesta a sus alegaciones, y los sorprendiera después, en la aprobación definitiva del Plan 
urbanístico municipal, con una resolución adversa, pero que, en todo caso, es la más adecuada y 
conforme a las prescripciones legales” FJ4ª 
 
907
 MEILÁN GIL J. L en “Los núcleos rurales…”, op.cit., pág. 449.   
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                    3.2.- Planes urbanísticos 
 
 
La LSG/1997 respondía al esquema tradicional del derecho urbanístico: ley general-
reglamento ejecutivo. Por eso, exigía que los planes generales contengan una serie de 
determinaciones que podrán desarrollar de forma discrecional. Son las siguientes: 
 
1) delimitación de su perímetro. Es una operación trascendental para poder deslindar 
el suelo de núcleo rural del suelo rústico circundante. A diferencia de la LASGA/1985, no se 
prevé la existencia de suelo urbano en los núcleos rurales;  
 
2) asignación de usos y tipologías pormenorizadas congruentes con las características 
y naturaleza del núcleo rural. Actualmente esta función la desempeña la LOUGA. Cada plan 
deberá tener en cuenta la ubicación de los núcleos de que se trata;  
 
3) en su caso, emplazamiento reservado para dotaciones y equipamientos, señalando 
su carácter público o privado. Se trata de los sistemas generales y los sistemas locales así 
como de los equipamientos de titularidad privada. Su previsión es necesaria toda vez que se 
trata de núcleos de población;  
 
4) en su caso, trazado y características de la red viaria pública, con señalamiento de 
alineaciones y rasantes. Pese al señalamiento de alineaciones y rasantes no podemos hablar de 
solares;  
 
5) reglamentación del uso pormenorizado de los terrenos y construcciones, así como 
de las características estéticas de la edificación, que deberán adaptarse al entorno en que estén 
ubicadas;  
 
6) fijación de los indicadores que darán lugar a la necesidad de redactar un plan 
especial de mejora del núcleo para hacer frente a la complejidad urbanística sobrevenida. Es 
una regla similar a la ya comentada de la LASGA/1985 con la particularidad consistente en 
que no se reclasifica el suelo a urbano. 
 
La LSG/1997 preveía una modalidad específica de plan urbanístico de desarrollo para 
los núcleos rurales, denominada plan especial de mejora de los núcleos rurales, que tiene 
como finalidad el establecimiento de una ordenación urbanística pormenorizada en el ámbito 
de los núcleos rurales de población delimitados por el plan general de ordenación municipal o 
por el proyecto de ordenación del medio rural.  
 
De lo comentado con anterioridad se podía concluir que se trataba de un típico plan 
urbanístico derivado al exigirse un plan previo. Podían ser obligatorios o voluntarios. En el 
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primer caso, habrían de redactarse en los supuestos en que se produjesen en los núcleos 
rurales los indicadores que acreditasen la existencia de una situación de complejidad 
urbanística en el núcleo rural, de acuerdo con las previsiones de los instrumentos citados.  
 
En el segundo caso, podían redactarse cuando las circunstancias urbanísticas así lo 
aconsejasen. También podían redactarse planes especiales de mejora de los núcleos rurales al 
objeto de desarrollar una actuación integral sobre una parte del núcleo rural.908 En este 
supuesto el núcleo rural crecía mediante la urbanización de los terrenos de su área de 
expansión.909  
 
En consecuencia, se introducían una serie de requisitos condicionantes. En primer 
término, una densidad máxima será de 25 viviendas por hectárea y una tipología de las 
edificaciones congruente con la existente en el núcleo.  
 
En segundo lugar, estos planes deberían contener una serie de determinaciones que 
exponemos a continuación, en las que a la preocupación del legislador por la preservación del 
núcleo rural se unía la posibilidad de reforzar estos núcleos en cuanto lugares de residencia 
alternativos a las villas y a las ciudades. Dichas determinaciones eran las siguientes: 
a) justificación de la procedencia de su formulación, teniendo en cuenta las previsiones del 
plan general de ordenación municipal o de los proyectos de ordenación del medio rural; 
b) determinación, en su caso, de las áreas de actuación integral que sea conveniente 
establecer; c) dotaciones urbanísticas y equipamientos e infraestructuras comunitarias 
adecuadas a las necesidades de la población; d) medidas encaminadas a la conservación y 
mejora del medio ambiente y de las características tradicionales del núcleo y las 
edificaciones; e) condiciones mínimas de urbanización; f) en su caso, programa de 
actuaciones concertadas con los particulares y de las comprometidas con las administraciones 
públicas. 
 
No obstante lo anterior, no se podía extraer la conclusión de que la delimitación 
correspondía al Ayuntamiento en exclusiva a través de uno de los planes mencionados 
anteriormente. Esto es así porque según la disposición adicional tercera. 2), la Xunta se había 
reservado la importante facultad de autorizar las edificaciones que pretendían construirse en 
núcleos rurales preexistentes, con carácter previo a la obtención de la licencia municipal, 
                                                 
908





 Para la STSJG de 13 de febrero de 2012, LA LEY 10670/2012, la distancia de 200 metros 
lineales se fija como un máximo y la colindancia con vial público no implica necesariamente la 
alteración de suelo rústico en suelo de núcleo rural. 
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debiendo justificarse caso a caso la preexistencia del núcleo por el cumplimiento de las 
condiciones señaladas en el art. 75. 
 
 
3.3.- Categorías de suelo de núcleo rural 
 
Siguiendo a PAREJO ALFONSO910 podemos clasificarlo en dos tipos: 
 
a.- No incluido en ámbito de un plan especial de mejora y suelo de núcleo rural 
preexistente: eran terrenos con un cierto grado de urbanización en los que existía 
consolidación por la edificación. Cuando se pretendían construir nuevas edificaciones o 
sustituir las existentes, los propietarios tenían derecho a completar la urbanización, debiendo 
entenderse incluido en este derecho-deber el de cesión de "los terrenos necesarios para la 
apertura o regularización del viario preciso" en cuanto condición previa a cualquier 
posibilidad edificatoria' así como el deber de ejecutar a su costa la conexión con los servicios 
existentes en el núcleo (art. 76.3 LSG/1997). Si para hacer efectivo este deber fuese necesario 
proceder a la apertura de vías de acceso en áreas no consolidadas por la edificación, la Ley 
fijaba como estándar urbanístico la obligación de que las mismas tuviesen un ancho mínimo 
de 8 metros. Como se ve, constituían un claro ejemplo de actuaciones aisladas. No podía 
autorizarse ninguna clase de edificaciones si no estuviese resuelta la disponibilidad, al menos, 
de los servicios de acceso rodado, saneamiento, abastecimiento de agua y energía eléctrica.  
Cuando el uso a que se destinase la edificación o el terreno lo requiriese, se exigía la dotación 
de aparcamiento suficiente. 
 
b.- Incluido en ámbito de un plan especial de mejora. El Plan Especial de Mejora de 
los núcleos rurales era un instrumento de desarrollo del plan general de ordenación municipal 
o del proyecto de ordenación del núcleo rural, y establecía una ordenación urbanística 
pormenorizada en esta clase de suelo (art. 27.1).  
 
Pese a la relevancia de su delimitación por el plan general o por el proyecto de 
ordenación del medio rural cabe señalar que también existía esta categoría de suelo en los 
municipios sin planeamiento tal y como expresamente se contemplaba en la disposición 
adicional tercera. 2 en la que, como no podía ser de otro modo, se requería  la autorización del 
conselleiro de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda en la que se justificase caso a 




                                                 
910
 PAREJO ALFONSO. L., ”El régimen del suelo urbano”, op cit.,  págs. 345-346. 
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3.4.- Estatuto jurídico 
 
 
El régimen de usos se establecía en el art. 26 el cual debía ser puesto en relación con 
el art. 76. Del examen de ambos preceptos se desprendía que el legislador pretendía mantener 
un equilibrio entre el destino referido a usos tradicionales, y la realización de determinadas 
actividades constructivas, sometidas a ciertos límites (previa urbanización en los términos del 
art.76.2, cesiones gratuitas de terrenos al Ayuntamiento para la ejecución de vías de 
comunicación, la conexión de lo construido con los servicios del núcleo, según exigencias del 
art. 76.3 y, en todo caso, la adaptación de lo construido a las características de las 
edificaciones propias del medio rural, por imposición del art. 76.4).  
 
Cuando se aplicaban los planes especiales de mejora con la finalidad de dotarles de 
ordenación urbanística -para lo que habían de apreciarse, como mínimo, circunstancias 
urbanísticas que lo aconsejasen- la actividad constructiva era más intensa, pudiendo 
realizarse, según disponía el art. 27.2, a través de una actuación integral, lo que traía como 
consecuencia una aproximación al suelo urbanizable e, incluso, en ciertas ocasiones, al suelo 
urbano no consolidado. 
 
En este tipo de suelo, a diferencia del suelo rústico, se permitían las parcelaciones 
urbanísticas911siempre que previamente hubiese sido aprobado el planeamiento urbanístico 
exigible según la clase de suelo de que se tratase,  si bien eran de aplicación las reglas sobre 
indivisibilidad de parcelas siguientes:  
 
1) las parcelas determinadas como mínimas en el correspondiente planeamiento, a fin 
de constituir fincas independientes;  
 
2) las parcelas cuyas dimensiones sean iguales o menores a las determinadas como 
mínimas en el planeamiento, salvo si los lotes resultantes fueran adquiridos simultáneamente 
por los propietarios de terrenos colindantes, con el fin de agruparlos y formar una nueva 
finca;  
 
                                                 
 
911
 El art. 172 las definía como la división de terrenos en dos o más lotes o porciones a fin de su 
urbanización o edificación, ya sea en forma simultánea o sucesiva. Toda parcelación urbanística 
deberá acomodarse a lo dispuesto en esta Ley o, en virtud de la misma, en los planes de ordenación. 
Conviene recordar que para la jurisprudencia la división en varios lotes con superficies superiores a la 
mínima establecida por la legislación agraria o en la normativa urbanística no es parcelación agraria si 
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3) las parcelas cuyas dimensiones sean menores que el doble de la superficie 
determinada como mínima en el planeamiento, salvo que el exceso sobre dicho mínimo pueda 
segregarse con el fin indicado en el apartado anterior;  
 
4) las parcelas edificables con arreglo a una relación determinada entre superficie del 
suelo y superficie construibles, cuando se edificase la correspondiente a toda la superficie del 
suelo, o, en el supuesto de que se edificase la correspondiente sólo a una parte de ella, la 
restante, si fuera inferior a la parcela mínima, con las salvedades indicadas en el apartado 
anterior. 
 
Los notarios y registradores debían hacer constar en la descripción de las fincas su 
cualidad de indivisibles, en su caso. Además toda parcelación urbanística quedará sujeta a 
licencia o a la aprobación del proyecto de compensación o reparcelación que la contenga y en 
ningún caso se considerarán solares, ni se permitirá edificar en ellos, los lotes resultantes de 
una parcelación efectuada con infracción de las disposiciones de esta Ley.  
 
Como regla especial era de aplicación a los núcleos rurales preexistentes de carácter 
tradicional contemplados en la LASGA/1985, y al suelo del núcleo rural previsto en la 
LSG/1997, el régimen previsto en el número 3 de la disp. trans. tercera de la Ley 22/1988, de 
28 de julio, de Costas , así como lo establecido en el número 3 de la disp.. trans. séptima y en 
los números 1 y 3 de la disp. trans. novena del Reglamento general para el desarrollo y 
ejecución de dicha Ley de Costas. 
 
Profundizando en su régimen jurídico debemos plantearnos la siguiente pregunta: 
¿cuál era el aprovechamiento urbanístico? Para la mencionada Instrucción 1/1998, el régimen 
aplicable al suelo de núcleo rural era el contenido en los cuatro primeros apartados del art. 76 
de la LSG/1997, enteramente compatible con las condiciones básicas establecidas para el 
suelo urbano consolidado en los arts. 13 y 14.1.º de la ley estatal.  
 
Esto implicaba que no existía cesión de parte del aprovechamiento  urbanístico  
solución que PAREJO ALFONSO912 considera discutible constitucionalmente aún cuando la 
STC 164/2001 la entiende ajustada a la Constitución. En cambio, y como ya se indicó 
anteriormente, para los ámbitos del núcleo rural objeto de las actuaciones integrales era 
aplicable el art. 76.5 de la ley gallega, se correspondía con el régimen del suelo urbano no 
consolidado que regulaba el art. 14.2 de la Ley estatal, salvo en lo que se refería al 
aprovechamiento urbanístico.  
 
                                                 
912
 PAREJO ALFONSO. L., ”El régimen…”, op. cit., pág. 355. 
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Los criterios de valoración del suelo de núcleo rural eran los que establecía la ley 
estatal para el suelo urbano. En este último supuesto, los propietarios de suelo estaban 
obligados a ceder gratuitamente a los ayuntamientos los terrenos destinados a viales, 
equipamientos y dotaciones públicas913, ceder el terreno necesario para situar el 15% del 
aprovechamiento correspondiente al Ayuntamiento, costear y ejecutar las obras de 
urbanización previstas en el plan especial y solicitar la licencia de edificación y edificar 
cuando el plan especial así lo establezca.  
 
A partir de la LSG/1997 el plazo para edificar se fijaba por el planeamiento, 
correspondiendo dicha función a la licencia  únicamente en los supuestos de silencio del plan. 
En este caso, el aprovechamiento urbanístico de los propietarios de los terrenos era el 85% 
del aprovechamiento que resultase de lo establecido en el correspondiente plan especial de 
mejora del núcleo rural.  
 
Acorde con su finalidad residencial, la LSG/1997 permitía las edificaciones siempre 
que cumpliesen una serie de requisitos. Así los tipos de construcciones deberían ser 
adecuados a su condición de edificaciones propias del medio rural en el que se emplazaban914, 
quedando prohibidas las características de las zonas urbanas, es decir, las edificaciones 
colectivas.  
 
Por otra parte, es interesante apuntar que la edificación debía adaptarse al medio 
ambiente natural, había de ser congruente con las características de las ya existentes en el 
núcleo (lo que hacía referencia desde la arquitectura externa hasta las condiciones estéticas de 
la edificación) y el uso o actividad a desarrollar debía ser conforme con las tareas de la 
población residente. En las áreas de nueva urbanización, la ley exigía una densidad máxima 
de 25 viviendas por hectárea así como la adecuación de la tipología de las edificaciones a las 
ya existentes en el núcleo. 
 
                                                 
913
 Para MEILÁN GIL, en “Los núcleos rurales…”, op.cit., pág. 452, se trata de las dotaciones 
de carácter local. 
 
914
 Lo que permite una diversidad de condiciones en función de las tipologías tradicionales 
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CAPÍTULO NOVENO: RÉGIMEN URBANÍSTICO VIGENTE. LA 
LEY DE ORDENACIÓN URBANÍSTICA Y DE PROTECCIÓN 
DEL MEDIO RURAL DE GALICIA DE 2002 
 
I.- INTRODUCCIÓN   
 
Según destaca la exposición de motivos de la LOUGA/2002 uno de los grandes ejes 
sobre los que pivota, lo constituye la armazón y definición del medio rural y del suelo rústico 
y, por ello, pretende trazar una verdadera política territorial sobre dicho espacio físico. Pese a 
ello, en ningún momento el legislador suministra una definición del medio rural y no sólo 
sino que su régimen jurídico es incompleto y fragmentario, puesto, que debe ser puesto en 
relación con la LOTGA/1995 dado el carácter localista de aquélla.915 Sirva como ejemplo la 
habilitación efectuada por el art. 30 LOUGA/2002 los instrumentos de ordenación del 
territorio a en relación a la modificación del régimen de usos y condiciones de la edificación 
previstos en la misma para el suelo rústico y el de los núcleos rurales de población.  
 
Es ésta una de las características más significativas de la ordenación urbanística 
gallega, y ello sin tener en cuenta la dependencia natural de cualquier legislación urbanística 
en relación con la legislación sectorial, por lo que no resulta llamativo el contenido del art. 
31.2 a propósito de las fuentes de ordenación del suelo rústico. Además es preciso subrayar 
que la regulación del suelo del medio rural se encuentra dispersa en la LOUGA/2002: existen 
reglas específicas en el régimen del suelo, en materia de ejecución urbanística, en materia de 
intervención en el mercado del suelo, en el ámbito de las licencias,… (Esta situación es 
consecuencia de la refundición en un único texto de los dos proyectos de ley que se referían al 
urbanismo y al medio rural respectivamente). La cuestión rural es un viejo problema que se 
viene abordando en las sucesivas leyes urbanísticas gallegas, aún cuando, por el momento, el 
legislador no ha dado con los mecanismos que permitan resolver los problemas acuciantes 
que aquejan a los habitantes del medio rural. Si bien en el medio rural concurren los más 
variados intereses (desde los tradicionales agropecuarios a los medioambientales pasando por 
                                                 
915
 Como advierte BASOLS COMAS la LOUGA/2002 es la “primera norma urbanística en 
nuestro ordenamiento que incorpora y substantiviza en su rúbrica la problemática del medio  rural”.  
Sin embargo no se utiliza el término de desarrollo rural en su sentido técnico. (Cfr., BASSOLS 
COMAS, M., “Ordenación del territorio y desarrollo rural”, CDL, núm. 10, 2006, pág. 15.) Este 
profesor subraya que la política de desarrollo rural se plasma en las categorías de suelo rústico, en la 
categoría de suelo de núcleo rural, en el estudio del medio rural que debe acompañar a los planes 
generales y en los planes especiales de protección, rehabilitación y mejora del medio rural. BASSOLS 
COMAS, M., “Ordenación del territorio y desarrollo rural”, op. cit.,, págs. 15-16.) 
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los culturales  y los  paisajísticos entre los más significativos) no es menos cierto que la 
particularidad socioeconómica gallega no debe constituir un mal a erradicar sino un bien a 
proteger que está dotado de un reconocimiento estatutario.  Desde mi punto de vista, se 
avanza en la dirección correcta (sirva como ejemplo la reforma de la ley 2/2010), pero todo 
apunta a que la solución pueda llegar tarde a muchos lugares del ámbito rural gallego. En este 
sentido,  la LOUGA/2002 se mueve en un difícil equilibrio entre el desarrollo del medio rural 
y la conservación del patrimonio arquitectónico tradicional y del patrimonio natural. Para ello 
diferencia entre el suelo rústico y el suelo de núcleo rural. En el primero (en el que contempla 
una serie de categorías vinculadas por una sobreprotección de los valores que representan) el 
principio general es la limitación de usos que no se ajusten a la naturaleza de las cosas, 
aunque, es preciso reconocerlo, la norma se aparta de la tradición estatal y enumera un amplio 
listado de aprovechamientos determinados de forma casuística.916  
 
En el segundo, se profundiza en el reforzamiento de los asentamientos tradicionales 
pero, y pese a lo que proclama la citada exposición de motivos, la realidad normativa no es 
otra que la del conservacionismo, al margen de los intereses de los habitantes de estos 
núcleos, respecto de los cuales, y ello es criticable, se implanta un único modelo que no se 
ajusta a la pluralidad poblacional gallega. Así y a título de ejemplos se pueden destacar, por 
una parte, las  limitaciones en el derribo de edificaciones y, por otra parte, la reconstrucción 
apegada a la tipología.  
 
Sin embargo, como ya se adelantó, se aprecia una nueva tendencia a partir de la ley 
2/2010 al reordenarse el ordenamiento jurídico hacia un sistema híbrido. Buena prueba de lo 
que se está señalando lo constituye la clase de suelo de núcleo rural como clase específica de 
suelo a nivel del Estado. El difícil encaje de los asentamientos poblacionales en el sector rural 
ha sido resuelto por el legislador gallego mediante la tipificación de una nueva categoría de 
suelo que, es preciso insistir en ello, no es equiparable al suelo urbano pero tampoco al suelo 
rústico, aún cuando el legislador estatal la considere como una situación básica de suelo 
urbanizado. Los problemas de este tipo de suelo son ya tradicionales y continúan siendo, 
junto a la proliferación indiscriminada de urbanizaciones ilegales en suelo rústico, un 
auténtico quebradero de cabeza para el legislador que oscila desde posiciones netamente 
represivas y prohibicionistas a posiciones más proclives a los intereses de los propietarios 
                                                 
916
 GÓMEZ-REINO CARNOTA, teniendo en cuenta la exposición de motivos, pone de 
manifiesto que la LOUGA/2002 acota la actividad planificadora del suelo rústico y del suelo de 
núcleo rural para homogeneizar y recuperar las formas tradicionales de utilización del suelo. GÓMEZ-
REINO CARNOTA, E.: “La ley 9/2002, de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanística y Protección 
del Medio Rural de Galicia”, Justicia administrativa: Revista de derecho administrativo,  núm.,  extra 
1, 2004 (Ejemplar dedicado a: El Derecho Urbanístico de las Comunidades Autónomas (II)), pág. 116. 
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incumplidores en contra del interés general de la colectividad.917 Se adopta una decisión 
contraria no sólo a los antecedentes estatales sino a la tradición histórica gallega: la 
prohibición de segundas residencias, al margen de que puedan o no constituir un nuevo 
núcleo de población918, limitándose las posibilidades edificatorias a las viviendas919 
vinculadas a las explotaciones agrarias y ganaderas. Sin embargo, en otros aspectos, la 
LOUGA/2002 es relativamente continuista respecto a la configuración del suelo porque si 
bien parece seguir los principios básicos a la hora de su desarrollo y de su plasmación en el 
medio rural se aprecia una profunda reforma.920 Por otro lado, y por ello mismo, es preciso 
tener en cuenta que la delimitación de terrenos pertenecientes al suelo del medio rural debe 
ser puesta en relación con el concepto de suelo urbano. Esto significa que, en ocasiones, se 
pueden plantear problemas para identificar la naturaleza de algunos terrenos. Pues bien, en 
estos casos, no se puede manejar, única y exclusivamente, el mecanismo tradicional de las 
dotaciones urbanísticas, sino que habrá de integrarse el concepto de suelo urbano con la idea 
de malla urbana que, la reforma de la Ley 2/2010, ha matizado, para evitar lo que se podrían 
denominar clasificaciones indiscriminadas y meramente oportunistas.921 En definitiva, desde 
mi punto de vista, sería conveniente promulgar una norma específica sobre el suelo del medio 
rural que funcionase a modo de código regulador de los aspectos urbanísticos conectados al 
desarrollo rural. 
 
                                                 
 
918
 El legislador gallego no ofrece un concepto de núcleo de población a diferencia de otras 
leyes autonómicas como el artículo 28 del derogado Decreto Legislativo 1/2005, de 26 de julio, por el 
que se aprueba el Texto refundido de la Ley de urbanismo de Cataluña, que lo describía como una 
concentración aislada de población, con usos urbanos, dentro de un municipio, que requiere la 




 La prohibición de viviendas residenciales no vinculadas a las explotaciones agropecuarias es 
una opción legislativa porque como destaca la STS de 16 de diciembre de 2003, Roj: STS 8134/2003, 
recordando la doctrina de la STC 61/1997, está delimitando, por vía negativa, el ámbito o alcance de 
la propiedad urbana que, en consecuencia, queda excluida en el suelo no urbanizable por lo que no 
existe un derecho absoluto e incondicionado a la construcción de viviendas en suelo no urbanizable. 
 
920
 Cfr., CASTIÑEIRA IZQUIERDO, J., ”Consideraciones sobre el tratamiento del suelo 
rústico y las normas de aplicación directa”, en V.V.A.A., Ley 9/2002, de 30 de diciembre de 
Ordenación Urbanística y de protección del medio rural de Galicia, Civilis, La Coruña, 2004, págs. 
50-51. Este autor al analizar la LOUGA no duda en calificarla como una reforma agraria al incidir 
sobre el suelo del medio rural en el que se desarrollan las actividades del sector primario. 
 
921
 Se consideran incluidos en la malla urbana los terrenos que dispongan de una urbanización 
básica constituida por unas vías de acceso y comunicación y unas redes de servicios de las que puedan 
servirse los terrenos y que éstos, por su situación, no estén desligados del urdido urbanístico ya 
existente. Por esta razón en el apartado uno del art. 12 LOUGA/2002, se dice que tanto los servicios 
construidos para la conexión de un sector de suelo urbanizable, como las carreteras y las vías de 
concentración parcelaria no servirán de soporte para la clasificación como urbanos de los terrenos 
adyacentes.  
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   II.- EL SUELO RÚSTICO 
 
 
Para adentrarnos en el régimen jurídico del suelo rústico nos hemos decantado por 
seguir el esquema tradicional del urbanismo español, es decir, por la diferenciación entre 
estatuto jurídico del suelo (en el que se estudiarán el concepto, las clases, el estatuto jurídico 
general, los estatutos jurídicos especiales y las condiciones de edificación), planeamiento 
urbanístico, ejecución urbanística y disciplina urbanística, sin que se haya aludido al bloque 
de la organización administrativa. Sin embargo, y con carácter previo, deberemos señalar que 
el legislador gallego no contempla la participación de la comunidad en las plusvalías 
generadas por la acción urbanística, pese a que, lo recoge como uno de los fines de la 
actividad urbanística (art. 4.c) y, b) en el ámbito del suelo rústico ni tampoco la distribución 






La definición actual del suelo rústico se contiene en el art. 15 LOUGA/2002 y tiene 
como referente estatal no el TRLS/2008 sino la LS/1998. La razón es evidente: la 
LOUGA/2002 entró en vigor el 1 de enero de 2003, mientras que la reforma 2007/2008 
empezó a surtir efectos el 1 de julio de 2007. En rigor hay que decir que, actualmente, no se 
puede aceptar esta antinomia. Lo que quiero destacar es que el legislador gallego debería 
haber procedido a su adaptación parcial, máxime si se ha reformado la LOUGA/2002, en 
varias ocasiones y por otros motivos.  
 
Esta descoordinación acarrea contradicciones palmarias. En efecto, aún aceptando que 
las diferencias entre el TRLS/1992 y el TRLS/2008 en materia de suelo no urbanizable no 
sean de gran calado y que la desaparición del suelo urbanizable como clase de suelo sea 
meramente nominal como ya nos consta, el problema se plantea porque la LOUGA/2002 
sigue considerando al suelo urbanizable como el suelo residual lo que, no sólo incide de 
forma negativa en la vertebración del suelo del medio rural, sino también, contradice 
frontalmente el art. 10.1 TRLS/2008. Es decir, la situación de una misma parcela que no 
reúna los requisitos de suelo no urbanizable de especial protección en los municipios con plan 
                                                 
922
 AGUDO GONZÁLEZ  sostiene que el TRLS/2008 permite la equidistribución entre todos 
los propietarios de suelo en situación de rural (no cabría tal posibilidad entre suelo urbanizado y suelo 
rural) ya que la STC 164/2001 afirma que “las desigualdades en beneficios y cargas urbanísticas 
derivadas del planeamiento son tanto más patentes cuanto mayor es la proximidad y similitud física 
entre las distintas fincas”. (AGUDO GONZÁLEZ, J., “Gestión urbanística integral del suelo: 
plusvalías y servicios ambientales”, op.cit., pág. 153.)  
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general, con una y otra norma es totalmente diferente: sólo es suelo no urbanizable el que 
expresamente se clasifique como tal (LS/1998); es suelo no urbanizable porque el plan  no la 
clasificó como urbanizable. (TRLS/1992 y TRLS/2008). En los municipios que carecen de 
plan urbanístico, y dada la inexistencia de suelo urbanizable, el problema desaparece porque 
el suelo rústico adquiere la condición de residual. 
 
Ante este planteamiento, cabe preguntarse lo siguiente: ¿puede el legislador gallego 
seguir configurando el suelo urbanizable como suelo residual? ¿Es inconstitucional la 
LOUGA/2002? ¿Por qué no se aprovechó la reforma de la ley 2/2010 para cohonestar ambos 
textos legales?  
 
Con carácter previo a la resolución de estos enigmas, quizá sea conveniente insistir 
que la desaparición de suelo urbanizable en la legislación estatal no significa su eliminación 
en la legislación gallega. Por tanto, y aún teniendo en cuenta lo anterior, lo cierto es que el 
principio de desarrollo sostenible923 que se recoge en el art. 4.e LOUGA/2002, al fijar como 
uno de los fines propios de la actividad urbanística, la obligación de armonizar las exigencias 
de ordenación y conservación de los recursos naturales y del paisaje rural y urbano con el 
mantenimiento, diversificación y desarrollo sostenible del territorio y de su población, para 
contribuir a elevar la calidad de vida y la cohesión social de la población, parece ir en contra 
de tal posibilidad, aunque no puede olvidarse que la redacción de este precepto no resultó 
afectada en ningún momento y es coetánea con la del art. 14 LOUGA/2002.  
 
Sin embargo, consideramos que el precepto gallego debería ser reformado para 
vincular la clasificación de un terreno como suelo urbanizable a aquella porción del territorio 
que el planificador expresamente considera necesaria para el desarrollo urbanístico, es decir, 
recoger una fórmula similar, por ejemplo, a la contenida en la legislación urbanística 
catalana.924  
                                                 
923
 Una de las definiciones más completas de este principio, a nivel de legislaciones 
autonómicas, viene representada por la LUCataluña/2010, la cual en su art. 3.2 señala que  “El 
desarrollo urbanístico sostenible, dado que el suelo es un recurso limitado, comporta también la 
configuración de modelos de ocupación del suelo que eviten la dispersión en el territorio, favorezcan 
la cohesión social, consideren la rehabilitación y la renovación en suelo urbano, atiendan la 
preservación y la mejora de los sistemas de vida tradicionales en las áreas rurales y consoliden un 
modelo de territorio globalmente eficiente.” Cfr., el epígrafe correspondiente el principio de desarrollo 
sostenible. 
924
 En efecto, el art. 33  dispone que “Constituyen el suelo urbanizable los terrenos que, de 
acuerdo con lo establecido por el artículo 3, el correspondiente plan de ordenación urbanística 
municipal considere necesarios y adecuados para garantizar el crecimiento de la población y de la 
actividad económica, y los terrenos que los planes directores urbanísticos delimiten como áreas 
residenciales estratégicas o como sectores de interés supramunicipal dentro de esta clase de suelo.”  
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Prima facie, el legislador autonómico se sirve de una lista tasada de supuestos de 
suelo rústico si bien, se trata de una lista abierta puesto que, por un lado, el planificador goza 
de cierta discrecionalidad para definir nuevos supuestos, lo que permite la extensión del 
concepto a nuevos terrenos925 y, por otro lado, debido a la propia configuración de este suelo 
es imprescindible la remisión a la legislación sectorial, tanto estatal como gallega926.  
 
La preservación del fenómeno urbanizador es una nota común a todos los supuestos 
citados. Esta exclusión podrá venir impuesta por normas y planes ajenos al derecho 
urbanístico, o bien, por este último, a través de los planes urbanísticos. Esto implica que el 
régimen jurídico del suelo rústico se contenga tanto en normas urbanísticas como en normas 
sectoriales, lo que implica la necesidad de efectuar una interpretación integrada de todas las 
normas927, al no responder todas a los mismos principios y al pertenecer a etapas históricas 
diferentes.  
 
En definitiva, al remitir a otras normas sectoriales, en aplicación de la normativa 
estatal, el legislador gallego es consciente que el suelo rústico se regula desde otros prismas, 
que deberán ser tenidos igualmente en cuenta, lo que trae como consecuencia que la 
LOUGA/2002 sea una ley de mínimos, ya que, otras normas sectoriales podrán alterar los 
supuestos de suelo rústico y el régimen jurídico.928  
 
                                                 
925
 Fundamentalmente a través de la inadecuación para el desarrollo urbano. Dicha 
inadecuación deberá ser debidamente motivada en la memoria del plan de conformidad con el 
principio de utilización racional de los recursos naturales.  
 
926
 Las referencias a la legislación sectorial constituyen la tónica general de la LOUGA/2002. 
Así pueden citarse el art. 31.1, en materia de facultades, el artículo 31.2, en el campo de las 
obligaciones, el artículo 33.3, en relación a los usos y actividades,… 
 
927
 El art. 6 LOUGA/2002 se refiere al mismo en relación a la interpretación de los planes 
urbanísticos pero no existe ningún obstáculo para su aplicación a las normas legales y reglamentarias. 
 
928
 MENÉNDEZ REXACH, Á.  en “Coordinación de la ordenación del territorio con políticas 
sectoriales que inciden en el medio físico”, DA , núm. 230-231 (abril-septiembre 1992), MAP, INAP, 
Madrid, págs. 259-260, critica la tendencia de la legislación ambiental a clasificar directamente el 
suelo de los espacios protegidos. ESCARTÍN ESCUDÉ, V.: El periurbanismo estatal. La ordenación 
urbanística del dominio público del Estado, Marcial Pons, Madrid, 2009, pág. 39, al referirse a las 
leyes sectoriales considera que la clasificación sólo la realiza la norma urbanística. Por su parte, 
FERNÁNDEZ CARBALLAL defiende que el suelo no urbanizable externamente protegido es un 
concepto jurídico indeterminado mientras que el suelo no urbanizable internamente protegido deriva 
del ejercicio de una potestad discrecional. FERNÁNDEZ CARBALLAL, A.,  El régimen jurídico del 
urbanismo en España: una perspectiva competencial, Ministerio de Administraciones Públicas, 
Madrid,  2001, pág. 198.  
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En efecto, no pueden resultar extraños aquellos supuestos en los cuales la legislación 
sectorial aborde el suelo rústico desde un planteamiento totalmente divergente al de la 
legislación urbanística, y, ello, a pesar de que la LOUGA/2002, a diferencia de otras normas 
urbanísticas, enumera una multiplicidad de usos constructivos y de usos no constructivos. 
 
Llegados a este punto, es preciso resolver el siguiente problema: ¿cuál es el origen 
normativo del suelo rústico? Esta pregunta, que puede parecer, en principio, intrascendente, 
supone diferenciar ente una tutela judicial inmediata o una tutela judicial debilitada. En 
efecto, el origen de la inclusión en esta clase de suelo de las diversas parcelas existentes en un 
término municipal, no es irrelevante.  
 
Así, la clasificación ex lege929, que, a primera vista, pudiera resultar como la más 
deseable para los propietarios, no deja de ser una solución perjudicial a sus intereses porque, 
como es conocido, los particulares no pueden interponer recursos de inconstitucionalidad, y, 
por otra parte, no existe un trámite de participación popular en la elaboración y aprobación de 
las leyes. Pero, además, al definirse legalmente los supuestos posibles de suelo rústico, la 
lentitud del proceso legislativo es enemiga de la adaptación a las circunstancias cambiantes 
del fenómeno de ocupación y de uso del suelo.  
 
Por tanto, clasificar suelo rústico ex lege puede ser útil, de forma transitoria, en los 
supuestos de inexistencia de planes pero, en otros casos, resulta contraproducente al suponer 
una rigidez y un estancamiento normativos.930 En cambio, remitir esta cuestión a los planes, 
salvo los que sean aprobados por leyes, no sólo redunda en una mayor participación de los 
particulares, sean o no afectados, sino también en la agilidad y adecuación a los problemas de 
cada zona.931  
 
                                                 
929
 En relación a la legislación de parques nacionales observa AGUDO GONZÁLEZ que esta 
normativa no clasifica de forma directa el suelo como no urbanizable de especial protección sino que 
supone una concreción del régimen establecido en la legislación urbanística que se ampara en la 
competencia estatal para dictar la legislación básica en materia de medio ambiente y que deberá ser 
respetada por el planificador. (AGUDO GONZÁLEZ, J., Incidencia de la protección del medio 
ambiente en el uso del suelo, op.cit., pág. 480.) Sobre la institución de la desclasificación cfr., el 




 El fenómeno inverso, consistente en la legalización de usos constructivos residenciales en 
suelos de especial protección, normalmente espacios protegidos, resulta totalmente criticable máxime 
si se pone en relación con la distribución constitucional de competencias y la normativa protectora de 
la Unión Europea. 
 
931
 En la legislación gallega los planes de ordenación del territorio y los planes urbanísticos son 
normas reglamentarias y no se contempla la aprobación por ley, lo cual no significa que no se pueda 
producir, dado el principio de la derogación de las leyes por las leyes posteriores. 
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Lo que quiero poner de manifiesto es lo siguiente: ¿puede defenderse que el legislador 
descienda a estos niveles y que incluso regule supuestos fácticos concretos a través de leyes 
que podrían llegar a considerarse como leyes medida o leyes singulares? Esta problemática, si 
bien centrada en los espacios naturales, ha sido analizada por la doctrina del Tribunal 
Constitucional932 que llega a las siguientes conclusiones:  
 
a) no existe violación de competencias por parte de las Comunidades Autónomas ya 
que entran en juego no sólo las normas adicionales en materia de medio ambiente sino 
también las competencias en materia de urbanismo y de ordenación del territorio;  
 
b) no existe intrusión del legislador en funciones administrativas y  
 
c) los jueces y tribunales ordinarios pueden plantear la cuestión de 
inconstitucionalidad.  
 
Late aquí, como es notorio, una concepción que, si bien se mira, estaba en la base de 
la remisión a los planes, enlazada con la función pública urbanística, que implanta, por vez 
primera, en nuestro ordenamiento jurídico, la LS/1956: la imposibilidad de una ley general 
omnicomprensiva de toda la casuística urbanística.933 
 
 
 2. Elementos constitutivos 
 
 
El núcleo de la definición de esta categoría de suelo se contiene en el art. 15. Su tenor 
literal es el siguiente:”Constituirán el suelo rústico los terrenos que hayan de ser preservados 
de los procesos de desarrollo urbanístico”.  
 
El legislador utiliza indistintamente los términos desarrollo y transformación 
urbanística. Para verificar lo que acabo de apuntar, repárese en que la transformación es una 
                                                 
932
 STC 28/1997, de 13 de febrero y STC 248/2000, de 19 de octubre. De todas formas 
recuérdese que el TC utiliza un concepto amplio de espacio natural. Así la STC  102/1995 afirma que 
espacio natural es “cualquier zona localizada e individualizada, dentro del territorio español en la 
acepción propia del Derecho Internacional, digna de protección por contener elementos o sistemas 
naturales de especial interés o valores naturales sobresalientes”. 
 
933
 BUSTILLO BOLADO y MENÉNDEZ SEBASTIÁN consideran que para poder discriminar 
debidamente los usos compatibles de los que no lo son  la ley debe marcar orientaciones generales y 
flexibles que deben ser combinadas con un informe de compatibilidad rural elaborado por personal 
técnico. BUSTILLO BOLADO, R. O. y MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. en Desarrollo rural y gestión 
sostenible del monte, op. cit., pág. 124. 
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facultad incluida dentro del derecho de propiedad que puede cristalizar en edificaciones, 
instalaciones o en construcciones en general. Es decir, no sólo las industrias y los 
establecimientos comerciales sino también las viviendas entran dentro del concepto de 
desarrollo urbanístico.  
 
A propósito de la facultad de urbanizar el texto gallego no está adaptado a la 
normativa estatal y de ahí que esta transformación se siga considerando como un derecho, 
según se desprende del art. 21, al reconocer a los propietarios la posibilidad de solicitar al 
ayuntamiento la aprobación del correspondiente planeamiento de desarrollo o proceder a su 
desarrollo si ya estuviera ordenado directamente en el plan general.934 Es decir, la norma 
parece partir de la titularidad de la facultad de urbanizar en el patrimonio del propietario 
cuando el TRLS/2008 la considera un servicio público que puede ser concedido a los 
particulares, entre los que también se puede encontrar el propietario.935 En este orden de 
consideraciones, quizá resulte conveniente recordar que la edificación requiere la 
implantación de los servicios urbanísticos básicos, implantación que supone la urbanización 
de los terrenos. 
 
En cualquier caso, se puede concluir que la preservación bien pudiera referirse a la 
exclusión del proceso urbanizador y del proceso edificatorio ya que éste demanda la dotación 
de los servicios urbanísticos.936. Es decir, la defensa del valor que representa una parcela de 
                                                 
934
 El TRLS/2008 nacionaliza el derecho a urbanizar por lo que ya no es una de las facultades 
integradas en el derecho de propiedad del suelo. En todo caso, la contradicción se resuelve mediante la 
prevalencia de la norma básica  estatal. Por su parte es preciso traer a colación la doctrina de la STS 
de 1 junio 2009 (RJ 2009\5759)  a cuyo tenor:”La pasividad en la materialización del desarrollo 
urbanístico contemplado en las previsiones de ordenación, no merece ser presentada como motivo 
justificativo de la indebida ocupación del suelo rústico ya que ello supondría un inaceptable amparo 
de la progresiva eliminación del suelo rústico precisamente como consecuencia de la falta de 
desarrollo y ejecución de aquel ámbito físico para el que el planificador había establecido la 
utilización propia del suelo urbano o del suelo urbanizable, de manera que se llegaría al paradójico 
resultado de la ocupación del suelo rústico  con usos propios del urbano o del urbanizable, 
abandonando al mismo tiempo por pasividad y dejadez la utilización de aquellos suelos previstos para 
tales usos. En atención a lo expuesto, y no siendo desde luego la circunstancia sobre precio de los 
diversos terrenos, la determinante para decidir en sede jurídica la cuestión aquí estudiada, procede la 
anulación del impugnado acuerdo de 3 de abril de 2001 al no apreciarse la concurrencia de los 
requisitos normativamente previstos para el otorgamiento de la autorización.” 
 
935
 Sin embargo, si seguimos la interpretación sostenida por SÁNCHEZ GOYANES  no 
existiría tal contradicción. En efecto este autor considera que por el juego de remisiones y salvedades 
establecido a favor de la legislación autonómica, se trataría de un mero cambio en lo retórico-formal 
que puede perfectamente llegar a carecer de efectos prácticos en la realidad del respectivo Derecho 
Urbanístico. SÁNCHEZ GOYANES, E., ” La propiedad inmobiliaria en la nueva Ley estatal de 
Suelo”, Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, núm. 701, págs. 1251. Desde mi punto de vista tal 
posibilidad no es factible dada la condición de norma básica de la opción del legislador estatal. 
 
936
 No obstante, la reforma de la Ley del Suelo de 1975 introduce la posibilidad  de la 
urbanización y edificación simultáneas previa constitución de las debidas garantías ante la 
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suelo rústico es incompatible con cualquier intervención artificial aunque esta regla no se 
aplica en su integridad cuando se trata de actuaciones de ordenación del territorio.  
 
A mayor abundamiento, y como se estudiará posteriormente, existen múltiples usos en 
suelo rústico que demandan una urbanización, siquiera una urbanización primaria, no sólo 
para poder implantar dichos usos, sino también para proteger los valores que dicho suelo 
posee y que no pueden ser agredidos por los referidos usos, es decir, la autorización de usos 
constructivos no permite la transformación del suelo afectado en suelo urbanizable ni en suelo 
urbano. 
 
Importa, sin embargo, precisar que no se puede formular una ecuación que equipare 
suelo rústico con régimen jurídico del suelo rústico, es decir, la condición del suelo no es una 
condición necesaria y suficiente para realizar tal asimilación, puesto que, la no atribución de 
la cualidad de suelo rústico a una parcela no es óbice para que la parcela en cuestión esté 
sometida al régimen jurídico del suelo rústico. Un ejemplo puede clarificar este aserto, en 
principio, contradictorio: así sucede con las parcelas clasificadas como suelo urbanizable no 
delimitado hasta que no se apruebe el correspondiente plan de sectorización y, también, y sin 
perjuicio de las obras e instalaciones amparadas en planes especiales de infraestructuras y los 
usos provisionales, también es de aplicación al suelo urbanizable delimitado.937  
 
Precisamente, este ha sido, desde mi punto de vista, uno de los argumentos que parece 
haber utilizado el legislador estatal de 2007-2008, para incluir al suelo urbanizable en la 
situación básica de rural, aunque no se puede soslayar que la motivación última ha sido el 
abaratamiento del valor de las expropiaciones como ya nos consta. 
 
¿Cuáles son los supuestos de necesaria clasificación como suelo rústico? ¿Goza el 
legislador gallego de plena libertad para llevar a cabo dicha enumeración? Antes de contestar 
estas preguntas conviene retener que el legislador gallego no goza de competencia plena para 
regular todas las circunstancias que permitan configurar el suelo rústico, tal y como se 
                                                                                                                                                                       
Administración municipal. La LOUGA no permite edificar sin urbanizar ni tan siquiera en los 
supuestos de utilización urbanística del suelo rústico, ni tampoco en los casos de edificaciones en 
suelo de núcleo rural ubicadas en núcleos de población carentes de los preceptivos servicios 
municipales de alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria, abastecimiento 
domiciliario de agua potable, alcantarillado, acceso a los núcleos de población, pavimentación de las 
vías públicas y control de alimentos y bebidas que, el art. 26.1.a) LRBRL/1985 califica como 
servicios municipales de prestación obligatoria con independencia de la población de los mismos. 
 
937
 En el mismo sentido CANO MURCIA, A., El régimen jurídico del suelo no urbanizable o 
rústico, op. cit., pág. 116, en relación con las parcelas de suelo no urbanizable en las que deban 
implantarse o por las que deban transcurrir infraestructuras, servicios, dotaciones o equipamientos 
públicos. 
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destacó anteriormente, lo cual obliga a una interpretación integrada de todo el ordenamiento 
jurídico, tanto estatal como gallego.938  
 
Por otra parte, no puede perderse de vista que el legislador gallego deberá respetar la 
situación básica de suelo rural según aparece regulada en el art. 12 TRLS/2008. Para la 
LOUGA/2002 estamos en presencia de suelo rústico cuando las parcelas de que se trate 
reúnan alguno (ya que no se trata de condiciones acumulables obligatoriamente) de los 
siguientes requisitos: 
 
A) Los terrenos sometidos a un régimen específico de protección incompatible con su 
urbanización939, de conformidad con la legislación de ordenación del territorio o con la 
normativa reguladora del dominio público, las costas, el medio ambiente, el patrimonio 
cultural, las infraestructuras y de otros sectores que justifiquen la necesidad de protección. 
Este régimen específico incluye, primordialmente, los bienes de dominio público, tanto 
estatal como autonómico y local y se refiere al demanio natural y al demanio artificial940, 
aunque también habrá que acudir a otras normas sectoriales, que pueden ser estatales o 
autonómicas. Dentro de este grupo habrá que englobar a terrenos de dominio público y a 
terrenos de dominio privado con relevantes valores porque, no todos los valores serán 
contemplados por la normativa sectorial.  
 
Precisamente, y para obviar esta laguna normativa, el apartado siguiente de la norma 
urbanística que comentamos, permitirá la inclusión del resto de los terrenos con ciertos 
valores en la clase de suelo rústico. En suma, la razón de ser de esta clasificación no es otra 
que la de proteger la funcionalidad y la integridad de estos terrenos, tanto los propios terrenos 
como los colindantes.941  
                                                 
938
 Para BARNÉS VÁZQUEZ, J., Distribución de competencias en materia de urbanismo: 
Estado, Comunidades Autónomas, entes locales: análisis de la jurisprudencia constitucional, op. cit., 
pág. 170, la definición completa del suelo no urbanizable no corresponde a las Comunidades 
Autónomas pues en tal caso las condiciones básicas estatales podrían resultar inútiles pero ello no es 
obstáculo para que una norma autonómica pueda adoptar una concepción restrictiva o por el contrario 
una concepción amplia de dicha categoría de suelo. 
 
939
 Incluye tanto a los terrenos que gozan de un estatuto jurídico protector aprobado como los 
que están pendientes del mismo. 
 
940
 Para una visión completa cfr., ESCARTÍN ESCUDÉ, V: El periurbanismo…, op.cit. in 
totum. Sin embargo, y tal y como enseña la STS de 2 de enero de 1992 (RJ 1992\755) un bien de 
dominio público puede ser calificado como bien urbano porque, por el hecho de ser bienes 
demaniales, no tienen una adscripción en la clasificación urbanística, como sostiene la STS 29 de 
junio de 1998, RJ 1998, 5733. 
 
941
 Pese a la omisión también abarca el suelo sometido a servidumbres por razones de interés 
público. 
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Desde este punto de vista se puede afirmar que la legislación urbanística completa la 
protección de determinados bienes y se configura no como una mera limitación de las 
facultades del propietario sino como una delimitación del contenido normal del derecho de 
propiedad. Pese al tenor literal de la norma considero que la incompatibilidad no sólo afecta a 
la urbanización sino también a la edificación porque la norma gallega no reconoce un 
contenido mínimo edificatorio, cifrado en un porcentaje determinado, a los propietarios de 
suelo rústico. 
 
Ante todo debe llamarse la atención sobre lo siguiente: el legislador gallego no 
resuelve la polémica relativa a si los terrenos pertenecientes a los sistemas generales deben 
incluirse en esta clase de suelo en exclusiva o bien se incluyen en las clases ordinarias de 
suelo ya que, parece fuera de toda duda, que no contempla para los mismos una clase 
específica de suelo, si bien la LOUGA/2002 regula, con cierto grado de detalle, la obtención 
de terrenos para sistemas generales y para sistemas locales.942  
 
En cambio, introduce una novedad significativa consistente en la adscripción de suelo 
rústico de especial protección al sistema general de espacios libres y zonas verdes públicas, lo 
que significa que estos terrenos, en la práctica, desempeñarán la función de suelos urbanos sin 
perder su clasificación como suelos rústicos (art. 32.4 LOUGA/2002). La incompatibilidad 
que estamos comentando, no es de tipo legal o jurídico sino de tipo físico si bien no debe 
olvidarse que dominio público no es sinónimo de suelo rústico.  
 
Este supuesto se refiere a la presencia de unos valores superiores al de la urbanización 
y transformación. Estos valores se desvirtuarían si los terrenos afectados pudiesen ser 
alterados físicamente.943 Estos terrenos pueden estar o no sometidos a planes específicos 
sectoriales, dotados de un rango jerárquico superior es decir, lo relevante para el legislador 
gallego es la supremacía de los valores que representan, que han sido debidamente 
ponderados por el legislador para dotarles de esta protección, con independencia de la mayor 
o menor diligencia de la actuación administrativa, a la hora de aprobar los correspondientes 
                                                 
942
 No obstante, es evidente que los sistemas generales pueden ser clasificados como suelo 
urbano, rústico o urbanizable, tal y como se deduce del  art. 166.1 y 2 LOUGA/2002. Además existe 
la obligación para los propietarios de suelo urbano no consolidado (art. 20.1.b LOUGA/2002) y de 
suelo urbanizable (art. 22. b y c) LOUGA/2002) de ceder suelo para sistemas generales. 
 
943
 Es interesante señalar que, como advierte la STSJ de Cantabria de 23 de mayo de 2003 (JUR 
2003, 194781), "las limitaciones impuestas por la servidumbre de protección del dominio público 
marítimo-terrestre no abocan inexorablemente a entender que los terrenos afectados por la misma 
deban clasificarse como suelo no urbanizable, sino tan sólo a que la clasificación que se otorgue a los 
mismos sea respetuosa con las limitaciones de usos establecidas para los mismos, que no imponen un 
régimen de protección incompatible con su transformación". 
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instrumentos protectores. Lo anterior implica que se trata de una clasificación reglada 
impuesta al planificador urbanístico.944 
 
B) Los terrenos que, sin estar incluidos entre los anteriores, presenten relevantes 
valores naturales, ambientales, paisajísticos, productivos, históricos, arqueológicos, 
culturales, científicos, educativos, recreativos u otros que los hagan merecedores de 
protección o cuyo aprovechamiento deba someterse a limitaciones específicas. A diferencia 
del caso anterior, en este grupo corresponde al planificador urbanístico945 delimitar los 
valores mencionados, motivando la inclusión en esta categoría, al utilizar el legislador varios 
conceptos jurídicos indeterminados: relevantes valores, otros valores merecedores de 
protección.  
 
Por tanto, no se puede concluir que la norma se esté refiriendo una potestad 
discrecional sino a supuestos que, dada su problemática, deberán ser resueltos caso a caso. 
Ello se traduce en que se trata de suelos cuyos valores no han sido protegidos por las leyes 
sectoriales ni por la ley de ordenación del territorio y sus respectivos planes. La redacción de 
la norma es lo suficientemente amplia como para permitir la protección de variadas zonas. No 
obstante, no se puede efectuar una interpretación extensiva con merma del principio de 
racionalidad y del principio de razonabilidad.  
 
No se puede perder de vista que la inclusión de una parcela en esta categoría de suelo 
cercena su aprovechamiento en la práctica, pese a que, la teoría estatutaria, defiende que los 
aprovechamientos artificiales son atribuidos por el plan porque el suelo originariamente sólo 
puede tener un destino natural. En suma, se exige que el planificador, ya sea autonómico o 
municipal, motive y explicite los valores que justifiquen la clasificación.946 La motivación 
debe ser objetiva y razonada y puede basarse en características físicas o en el modelo 
territorial adoptado. 
 
                                                 
944
 Recuérdese que para la STC 164/2001, el régimen especial de protección puede estar 
dispuesto en leyes, planes, proyectos, catálogos o cualesquiera actos jurídicos. 
 
945
 En algunas Comunidades Autónomas esta clasificación corresponde al planeamiento 
territorial y no al urbanístico. Así el art. 16.2 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, de la 
Comunidad de Madrid.  
 
946
 En igual sentido se pronuncia la STSJAN de 25-6-2001, RJCA 2001\1004 al exigir que la 
discrecionalidad de la Administración para clasificar el suelo como no urbanizable deberá basarse o 
motivarse en motivos de racionalidad, siendo disconforme a derecho la clasificación si no existen 
motivos de racionalidad.  
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C) Los terrenos que, habiendo sufrido una degradación947 de los valores enunciados en 
el apartado anterior, deban protegerse a fin de facilitar eventuales actuaciones de recuperación 
de dichos valores. Como se observa, la norma sólo se refiere a los terrenos que clasifica como 
rústico el planificador mientras que no incluye a los clasificados ex lege. El motivo radica en 
que los segundos serán en todo caso rústicos mientras que los primeros podrían considerarse 
como urbanizables por el planificador al perderse el motivo que justificó su inclusión en esta 
categoría. Un ejemplo significativo es el de los terrenos afectados por incendios forestales.948 
Todo ello contribuye a efectuar la siguiente conclusión: se impide la transformación del suelo 
rústico por la vía de los hechos. 
 
D) Los terrenos amenazados por riesgos naturales949 o tecnológicos, incompatibles 
con su urbanización, tales como inundación, erosión, hundimiento, incendio, contaminación o 
cualquier otro tipo de catástrofes, o que simplemente perturben el medio ambiente o la 
seguridad y salud. Los riesgos naturales o tecnológicos pueden determinar la absoluta 
incompatibilidad o la mera perturbación de la seguridad y salud de las personas. Deberá ser la 
legislación sectorial la que determine estos supuestos por la vía de las prohibiciones para 
construir.  
 
El precepto transcrito suscita el siguiente interrogante: ¿debe estar aprobado un plan 
sectorial que acredite dichos riesgos? Un correcto entendimiento exige acudir al antecedente 
contenido en art. 9 LS/1998. En este artículo se exigía dicha acreditación a diferencia del 
proyecto de ley del que traía causa, y que fue expresamente modificado, en el que se refería 
simplemente a riesgos contemplados.  
 
                                                 
947
 Se puede citar un ejemplo de la legislación sectorial. Se trata de la ley gallega 10/2008, de 3 
de noviembre, en la cual se regula la recuperación de suelos contaminados a través de acuerdos 




 Cfr. a nivel estatal la disposición adicional sexta TRLS/2008 que remite al art. 50 LM/2003. 
 
949
 Considero de aplicación la doctrina emanada de la STS de 9 de febrero de 2012, RJ 
2012\3846, que si bien referida al art. 9.1 LS/1998, señala que la obligación de incorporar al suelo no 
urbanizable los terrenos que se encuentren sometidos a régimen especial de protección en razón de 
"riesgos naturales acreditados en el planeamiento sectorial" no resulta muy precisa, no es discutible 
que determina la clasificación del suelo no urbanizable de régimen especial, derivada de la legislación 
o del planeamiento sectorial o territorial. Esta clasificación no admite matices. Por su parte, la  STS de 
12 de diciembre de 2011, Roj: STS 8424/2011, en un supuesto en que los terrenos reúnen los 
requisitos de suelo urbano y no resultan adecuados para la edificación debido a sus características 
geotécnicas, concluye que  no procede la clasificación como suelo no urbanizable ya que la 
clasificación del suelo no urbanizable ha de provenir de la legislación o del planeamiento sectorial o 
territorial que vincule al ordenamiento urbanístico.  
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Desde mi punto de vista, el legislador gallego no establece dicha exigencia quizá 
porque no siempre es procedente la clasificación como suelo rústico de estos terrenos. Desde 
esta perspectiva, entiendo que el supuesto habilita al planificador para clasificar como suelo 
rústicos aquellos terrenos respectos de los cuales no exista norma sectorial específica, 
debiendo, como es obvio, motivar debidamente dicha decisión siempre y cuando no se 
infrinja la norma de aplicación directa prevista en el art. 104. f) LOUGA/2002 que prohíbe 
toda construcción, instalación o cualquier otro uso del suelo en las áreas amenazadas por 
graves riesgos naturales o tecnológicos como inundación, hundimiento, incendio, 
contaminación, explosión u otros análogos.  
 
En resumidas cuentas, si el destino primordial del suelo urbanizable es, entre otros, el 
residencial es coherente la exclusión del proceso urbanizador de aquellos terrenos en los 
cuales existan peligros naturales (obsérvese que el legislador enumera de forma abierta una 
serie de causas impeditivas, en mayor o menor medida, de las construcciones) o artificiales 
debidos a la propia acción del hombre (industrias nucleares,  por ejemplo), es decir, las zona 
colindantes con terrenos en los que se emplacen actividades industriales peligrosas o nocivas 
para el medio ambiente que puedan repercutir en la calidad de éste no se pueden clasificar 
como suelo urbanizable. 
 
E) Los terrenos que el plan general o los instrumentos de ordenación del territorio 
estimen inadecuados para el desarrollo urbanístico en consideración a los principios de 
utilización racional de los recursos naturales o de desarrollo sostenible.950 Una exégesis 
correcta de la norma debe solventar dos cuestiones generales. En primer lugar, ¿cuáles son los 
criterios que pueden servir de marco de actuación a los planificadores? Pese al silencio 
normativo la conclusión que se impone es la de la naturaleza objetiva y no subjetiva de los 
mismos, naturaleza que exigirá una debida motivación a los efectos de su ulterior control 
jurisdiccional.  
 
En segundo lugar, ¿es la clasificación de suelo rústico una potestad reglada? 
Ateniéndonos a nuestra tradición urbanística y a la doctrina reiterada del Tribunal Supremo, 
resulta difícil, cuando no imposible, pretender mantener la naturaleza reglada y vinculante 
para el planificador y para los particulares  de todos los terrenos incluidos en la clase suelo 
rústico.  
 
                                                 
950
 Este apartado se refiere al suelo rústico común y se introdujo en la reforma operada por la 
ley 15/2004 (art. 1.2). Como pone de manifiesto la STS de 4 de julio de 2007, RJ 2007\3754 el 
planificador debe explicar los valores del suelo que justifican la clasificación como suelo no 
urbanizable o el motivo de su inadecuación para el desarrollo urbano. En caso contrario procedía la 
clasificación como urbanizable al amparo de la LS/1998.  Actualmente deben ser considerados como 
suelo rural dada su condición residual.  
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Sobre esta base, no admite equívoco que la LOUGA/2002 contempla la posibilidad de 
clasificar suelo como rústico por razones estrictamente urbanísticas. En realidad, esta 
conclusión se ha plasmado en otras legislaciones autonómicas, que, de forma expresa, se 
refieren a características geotécnicas o morfológicas, alto impacto territorial, inadecuación 
con el modelo territorial implantado. 
 
Sin embargo, no se puede afirmar que la preservación del desarrollo urbanístico no sea 
absoluta para todo el suelo rústico. Así el suelo rústico común, puede ser transformado 
cuando se cumplan las condiciones previstas para su posible incorporación al desarrollo 
urbano a través de su reclasificación sin que, en ningún caso, se pueda obviar el paso a través 
de su clasificación como suelo urbanizable.951  
 
La razón es que habrá que efectuar las correspondientes cesiones y el carácter no 
reglado de esta última clasificación. Esta situación no puede confundirse con la de los 
terrenos rústicos incluidos en un área de reparto que regula el art. 166.3 LOUGA/2002 puesto 
que dicho precepto sólo se limita a la obtención de terrenos para sistemas generales sin alterar 
la clasificación de los mismos. A diferencia de otras legislaciones no se regula expresamente 
la zonificación952 pero ello no significa que no pueda tenerla en cuenta el planificador 
urbanístico.   
 
En este sentido, la diferenciación legal entre las diversas categorías de suelo rústico de 
especial protección, con su régimen diverso de usos permitidos, autorizables y prohibidos, 
supone, de hecho, una delimitación y una distribución calificatorias.  
 
En definitiva y, a modo de resumen, se pueden alcanzar la siguiente conclusión: el 
legislador gallego no prevé la clasificación de suelo rústico por causa de la preservación del 
medio rural aunque, al regular los distintos tipos de usos, sí tiene en cuenta la diversificación 
económica que defienden BUSTILLO BOLADO Y MENÉNDEZ SEBASTIÁN para evitar la 
desaparición del medio rural  o su sustitución por entornos salvajes o por entornos pseudo-
urbanos.953 
                                                 
951
 CANO MURCIA, A., El régimen jurídico del suelo no urbanizable o rústico, Thomson-
Aranzadi, Cizur Menor, 2006, pág. 41, considera que la preservación del desarrollo urbano es el 
denominador común de las diferentes categorías de suelo no urbanizable o rústico. 
 
952
 Art. 18 de la ley valenciana 10/04. A propósito de la zonificación BARREDA BARBERÁ 
indica que el planeamiento debe concretar los usos que, previstos legalmente, sean admisibles en cada 
porción del territorio dada la variedad de características. BARREDA BARBERÁ, J., La ordenación 
jurídica del suelo no urbanizable, op.cit., pág. 319. 
 
953
 BUSTILLO BOLADO, R, O. y MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. en Desarrollo rural…, 
op.cit., págs. 115-116. 
 
Capítulo noveno. Régimen urbanístico… 
 
 495 
Otro punto importante que debemos abordar es el siguiente: ¿sólo pueden los planes 
urbanísticos definir parcelas en la categoría de suelo rústico? Aunque, como es de sobra 
conocido, la ordenación del territorio se puede considerar como una visión macro-urbanística 
del suelo, no es menos cierto que el ordenamiento gallego permite a las diversas figuras de 
planeamiento de ordenación territorial, la posibilidad de configurar suelo rústico e, incluso, la 
posibilidad de alterar los regímenes de uso previstos en la LOUGA/2002. Así se desprende de 
lo dispuesto en el art. 32.1 LOUGA/2002.954  
 
 
 3. Clases 
 
 
El legislador gallego contempla dos clases de suelo rústico: suelo rústico de carácter 
potestativo para el planificador y suelo rústico, de carácter obligatorio. Así, el art. 32 
LOUGA/2002, distingue entre suelo rústico de protección ordinaria y suelo rústico 
especialmente protegido, considerando al primero como aquél que el planeamiento 
urbanístico o los instrumentos de ordenación del territorio, estimen inadecuado para su 
desarrollo urbanístico.955 Esta categoría de suelo rústico podría considerarse como 
inconstitucional al violar el principio de reserva de ley previsto en el art. 33, en relación con 
el art. 53.1 CE.956 Como ya se avanzó, esta formulación coincide con la contenida en la 
LS/1998, concretamente con su artículo 9.2ª, pero el Real Decreto-Ley 4/2000, de 23 de 
junio, de Liberalización del Sector Inmobiliario957, suprimió esta referencia, por lo que, a la 
                                                 
954
 Cfr., la STS de 26 de abril de 2012, JUR 2012\161747. En este asunto el Alto Tribunal  
advierte que ”la expresada autonomía local se proyecta sobre intereses locales y competencias 
municipales, siendo indiscutiblemente el urbanismo un asunto de interés de los municipios y sobre el 
cual, por tanto, extienden éstos sus competencias, como señala la STC 240/2006 (RTC 2006, 
240) recordando lo declarado en la STC 40/1998 (RTC 1998, 40) . Ahora bien, en este ámbito 
confluyen intereses de diferente naturaleza y, por lo que aquí importa, de distinta intensidad y ámbito 
territorial, de suerte que únicamente cuando dichos intereses públicos concernidos rebasan el ámbito 
puramente local se legitima el control por parte de otras administraciones.” Con base en estas 
consideraciones no admite la exención de licencia municipal en la construcción de una fábrica de 
papel al amparo de un proyecto sectorial de incidencia supramunicipal.  
955
 Ambas clases de suelo no tienen que contemplarse en todos los planes municipales. 
 
956
 Defiende esta postura JORDANO FRAGA, J. La reclasificación…, op. cit., pág. 46. Este 
autor postula que una Comunidad Autónoma puede mantener clasificaciones suprimidas de suelo no 
urbanizable pero éstas deberán ser valoradas como suelo urbanizable por la legislación estatal. 
JORDANO FRAGA, J. La reclasificación…, op. cit., pág. 48.  
 
957
 Para el Tribunal Supremo la modificación del art. 9 LS/1998 por el Real Decreto Ley 
4/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes de Liberalización en el Sector Inmobiliario y 
Transportes, no supuso la eliminación de cualquier margen de discrecionalidad o de apreciación por la 
Administración en la clasificación del suelo no urbanizable (Sentencias de 11 de mayo de 2007 (RJ 
2007, 8321) y 1 de junio de 2009, RJ 2009\5759). 
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entrada en vigor de la Ley gallega, existía una vulneración de la legislación estatal. No 
obstante, la Ley de Medidas Urgentes de Liberalización en el Sector Inmobiliario y de 
Transportes, de 2003, vuelve a recoger el inciso final del artículo 9.2ª añadiendo, además que 
esta inadecuación puede surgir por imperativo del principio de utilización racional de los 
recursos naturales, o bien de acuerdo con criterios objetivos de carácter territorial o 
urbanístico establecidos por la normativa urbanística.  
 
El art. 32 LOUGA/2002 se refiere a las clases de suelo con la expresión de categorías. 
Desde mi punto de vista, esta denominación no es correcta puesto que la categoría es el suelo 
rústico. No obstante, es una práctica habitual en otras legislaciones autonómicas. La propia 
LOUGA/2002 distingue categorías de suelo urbano (art. 12) y de suelo urbanizable (art. 14) 
mientras que, a mi juicio, utiliza una técnica legislativa más correcta en el art. 13.3, cuando 
diferencia tres tipos básicos de suelo de núcleo rural.  
 
En último término, conviene recordar como señala MARTÍN REBOLLO958 que no 
todo el suelo no urbanizable merece igual protección puesto que habrá suelos con protección 
radical pero también habrá suelos cuya función sea la de amortiguador del suelo urbanizable 
donde puedan canalizarse ciertas demandas sociales en el que incluso puede cobrar especial 




     3.1. Común 
 
 
El Suelo rústico común o suelo rústico de protección ordinaria es el constituido por los 
terrenos que el planeamiento urbanístico o los instrumentos de ordenación del territorio 
estimen inadecuados para su desarrollo urbanístico, en razón a sus características geotécnicas 
o morfológicas, el alto impacto territorial que conllevaría su urbanización, los riesgos 
naturales o tecnológicos o en consideración a los principios de utilización racional de los 
recursos naturales o de desarrollo sostenible (art. 32.1).959  
 
                                                                                                                                                                       
 
958




 Como pone de relieve la STS de 8 de septiembre de 2011, RJ 2012\651 el planificador 
deberá tener en cuenta factores objetivos, Así, p.e., en el referido supuesto se refiere a “factores de 
carácter urbanístico y territorial, como es la propia situación de los terrenos al otro lado de la Carretera 
Nacional 623, que funciona como frontera física entre la zona más próxima al núcleo urbano, con 
vocación para desarrollarse e incorporarse a él, y el suelo rústico desligado de dicho núcleo en el que 
se localizan las concretas fincas de referencia.” 
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Como se observa, el suelo rústico común es creación de la voluntad del planificador, 
tanto municipal como supramunicipal. Se trata de suelo delimitado por los planes internos 
(urbanísticos) y externos (ordenación del territorio) basado, única y exclusivamente, en las 
características físicas y naturales de los terrenos. Se corresponde con la categoría estatal de 
suelo no urbanizable común.  
 
Una lectura sesgada del precepto comentado podría concluir que no comprende 
aquella parte del suelo respecto de la cual los planes urbanísticos o los planes de ordenación 
del territorio consideren que no sea conveniente su integración en el proceso urbanizador en 
función del modelo territorial diseñado, lo cual supondría la inexistencia en el derecho 
gallego del suelo inadecuado por razones urbanísticas.  
 
Sin embargo, considero que no se puede defender esta interpretación puesto que, por 
una parte, ello supondría una utilización ineficiente del suelo en contra el principio de 
desarrollo sostenible y, por otra parte, dejaría vacío de contenido el apartado e) del art. 15 
LOUGA/2012, ya comentado con anterioridad960. Asimismo, a sensu contrario, se excluyen 
los terrenos que no hayan sido ocupados por los asentamientos tradicionales, que deberán 
integrarse en la clasificación de suelo de núcleo rural. 
 
En su definición, se entremezclan requisitos ya enunciados en el art. 15 y requisitos 
nuevos. Así, la mención a los riesgos naturales o tecnológicos (apartado d) y a los principios 
de de utilización racional de los recursos naturales o de desarrollo sostenible. En cambio, son 
meras especificaciones las relativas a las características geotécnicas o morfológicas y el alto 
impacto territorial. El legislador gallego, a diferencia de otros legisladores autonómicos, no se 
refiere al suelo rústico común, como una zona de transición entre el suelo urbanizable y el 
suelo rústico de especial protección, pese a que, en la práctica, esta es una de sus finalidades 
más significativas. 
 
Por otra parte, no se define el suelo rústico común por exclusión al suelo de especial 
protección, pero se utilizan conceptos jurídicos indeterminados, que deberán ser aplicados e 
integrados en cada plan concreto, teniendo presente que los avances en las técnicas 
constructivas permiten edificaciones en lugares inverosímiles pero que, en muchas ocasiones, 
debido a los costes desproporcionados que demanda su transformación, no resultan rentables. 
Esto significa que el plan deberá motivar, de forma clara y detallada, la inclusión de un 
terreno en esta categoría de suelo. 
                                                 
960
 A diferencia del art. 15 e) en esta definición no se cita al plan general sino al planeamiento 
urbanístico lo que supone una vulneración del art. 10, ya que éste reserva a este instrumento 
urbanístico concreto, la clasificación del suelo de todo el término municipal, en todos o algunos de los 
siguientes tipos de suelo: urbano, de núcleo rural, urbanizable y rústico. Entiendo que esta 
contradicción obedece a la traslación del art. 9 LS/1998. 
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Por otro lado, el modelo territorial implantado por la Administración autonómica a 
través de los instrumentos de ordenación de territorio, así como sus objetivos y sus criterios, 
actualmente plasmados en las directrices de ordenación del territorio, vinculará a la 
Administración municipal que dispondrá de un margen de maniobra reducido. En 
consecuencia, no se excluye a ultranza la alteración del planeamiento cuando se revise dicho 
modelo territorial lo que puede suponer la reclasificación como suelo urbanizable. El 
legislador gallego utiliza distintos parámetros:  
 
a.- Características geotécnicas o morfológicas: incluye los terrenos con riesgos 
sísmicos, terrenos pantanosos e insalubres,… Se refiere a características físicas. En 
terminología de otras leyes autonómicas son características que desaconsejan su urbanización, 
tales como propensión a los deslizamientos, pendientes fuertes, baja resistencia, expansividad 
de arcillas o existencia de depósitos o corrientes de aguas subterráneas cuya protección sea 
necesaria.961  
 
b.- Alto impacto territorial: para su determinación está previsto el informe de impacto 
medioambiental.  
 
c.- Riesgos naturales o tecnológicos: el propio legislador gallego enumera los terrenos 
amenazados por dichos riesgos, incompatibles con su urbanización, tales como inundación962, 
erosión, hundimiento, incendio, contaminación o cualquier otro tipo de catástrofes, o que 
simplemente perturben el medio ambiente o la seguridad y salud. Se trataría de los terrenos 
afectados por desprendimientos y aludes, terrenos pantanosos e insalubres, zonas volcánicas, 
riesgos ciertos de erosión, desprendimientos, corrimientos o fenómenos análogos….963 
Además pueden ser terrenos peligrosos para la salud por haber sustentado usos industriales, 
                                                 
 
961
 Cfr., la STSJG de 8 de noviembre de 2007, LA LEY 347729/2007 en relación a terrenos con 
condiciones topográficas claramente inadecuadas que determinan la clasificación como rústicos. 
 
962
 Debe tratarse de terrenos no incluidos en el suelo rústico de especial protección de las aguas. 
 
963
 Para FERNÁNDEZ FARRERES, C., Derecho Urbanístico de Galicia, op.cit., pág. 234, la 
concurrencia de riesgos naturales o tecnológicos debe llevar a su clasificación como suelo rústico 
especialmente protegido en coherencia con lo dispuesto en el art. 15.d) LOUGA/2002 y sobre todo 
con lo indicado en el art. 9.1ª de LS/1998 de carácter básico. 
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extractivos, de producción de energía, de depósito o tratamiento de residuos964 u otros 
análogos. No obstante es preciso remitirse a la legislación sectorial.965  
 
En definitiva, hay que preservar de la urbanización y la edificación las zonas de riesgo 
para la seguridad y el bienestar de las personas que, de acuerdo con la normativa sectorial 
aplicable, sean totalmente incompatibles con su urbanización o edificación, salvo que se 
prevea la ejecución de obras vinculadas a la protección y la prevención de los riesgos que se 
puedan derivar de las instalaciones y actividades industriales y otras actividades tecnológicas. 
El citado riesgo deberá estar motivado formalmente y objetivamente para que la clasificación 
sea conforme a derecho. 
 
d.- Afectación a los principios de utilización racional de los recursos naturales o de 
desarrollo sostenible. Puede tratarse de la superación de la capacidad de sustentación del 
desarrollo urbanístico. Por otra parte, habrá que estar a las circunstancias físicas en cada caso 
aplicables. El desarrollo sostenible, en la esfera rústica, debe favorecer una gestión adecuada 
de este suelo que reconozca sus funciones productivas, territoriales y paisajísticas y garantice 
la calidad de vida de las generaciones presentes y futuras siendo consciente que el suelo es un 
                                                 
964
 Para la STSJG de 16 de octubre de 2008, LA LEY 268158/2008 una nave de desaguace de 
vehículos no es un centro de acogida y de tratamiento de residuos al no tratarse de una infraestructura 
pública. Desde el punto de vista normativo la Ley 10/2008, de 3 de noviembre, de residuos de Galicia, 
diseña planes sectoriales de incidencia supramunicipal de carácter vinculante para los planes 
urbanísticos. Asimismo atribuye el carácter de interés público a las infraestructuras de gestión de 
residuos y la prohibición de desarrollos urbanísticos en suelos contaminados. 
  
965
 En este sentido es preciso remitirse a la Ley gallega 13/2011, de 16 de diciembre. Lo 
realmente relevante de esta norma en el ámbito del suelo comentado consiste en la figura de los 
denominados proyectos industriales estratégicos que se caracterizan por su importancia tecnológica y 
por su aportación a la creación de riqueza (inversión de más de 50 millones de euros y creación de 
más de 250 trabajadores). En estos supuestos cuando el proyecto afectase a terrenos que, de 
conformidad con la legislación urbanística, hayan de ser clasificados como suelo rústico de especial 
protección se exigirá el informe favorable del organismo que ostente la competencia sectorial por 
razón del correlativo valor objeto de protección(art. 41.3),  así como aprobado el proyecto por el 
Consello de la Xunta, la persona titular de la consejería competente en materia de industria remitirá al 
ayuntamiento un ejemplar del proyecto de implantación o ampliación de la instalación industrial, 
siendo posible el inicio de las obras (art. 41.8) y los efectos más significativos son la no sujeción a 
licencia urbanística municipal y la declaración de incidencia supramunicipal (art. 42). En suma, las 
determinaciones contempladas en los proyectos industriales estratégicos tendrán fuerza vinculante 
para las administraciones públicas y los particulares, prevaleciendo sobre las determinaciones del 
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recurso natural no renovable. Asimismo debe preservar y consolidar la identidad del territorio 
y un modelo de gestión eficiente sin olvidar las funciones ecológicas del suelo. 
 
A diferencia de otras leyes autonómicas (por ej. el art. 18.2 LUAragón/1999) no se 
considera expresamente al suelo común como suelo residual pero teniendo en cuenta las 




       3.2. Especial protección 
 
Por el contrario, el Suelo rústico especialmente protegido966, es el constituido por los 
terrenos que, por sus valores agrícolas, ganaderos, forestales, ambientales, científicos, 
naturales, paisajísticos y culturales, sujetos a limitaciones o servidumbres para la protección 
del dominio público o de otra índole, deban estar sometidos a algún régimen especial de 
protección, incompatible con su transformación.967 Como se observa, es una norma 
                                                 
966
 Según la sentencia del Tribunal Supremo de 3 de julio de 2009 (casación 909/2005 ):” (...) 
Esta clasificación establecida en el artículo 9.1ª de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre el Régimen del 
Suelo y Valoraciones aplicable al caso y al margen de su modificación (como antes lo hicieron los 
artículos 80 b/ de la Ley del Suelo  de 1976, 24 b/ del Reglamento de Planeamiento, 12 de la Ley del 
Suelo de 1992 ) viene reservada para aquellos terrenos en los que concurren una serie de valores a 
proteger tales como, por lo que hace a este caso, los paisajísticos, u otros como los históricos, 
arqueológicos, científicos, ambientales o culturales. De manera que esta decisión inicial del 
planificador de clasificar las áreas (...) como suelo no urbanizable de especial protección es una 
decisión reglada, impuesta legalmente cuando concurren los valores que relaciona el precepto citado, 
pues en el mismo se dispone que "tendrán la condición de suelo no urbanizable (...) los terrenos en que 
concurra alguna de las siguientes circunstancias". El planificador al tiempo de clasificar el suelo, por 
tanto, no se encuentra ante el dilema de clasificar la zona como suelo no urbanizable protegido o suelo 
urbanizable ordinario o común, sino que no existe elección alguna porque si concurren los valores 
paisajísticos forzosamente ha de clasificarse el suelo afectado como no urbanizable de especial 
protección, como sucedió con el ahora examinado. En este sentido esta Sala ha declarado que las 
normas jurídicas que regulan esa clase de suelo no pueden interpretarse “en el sentido de que el 
planificador disponga de una opción entre dos decisiones igualmente justas cuando se enfrenta a esa 
cuestión de clasificar un suelo, o no, como no urbanizable protegido, sino en el sentido de que tal 
clasificación es obligada, reglada, tanto si el suelo de que se trata está incluido en el ámbito de 
aplicación de normas o legislación específica que lo sometan a un régimen de protección incompatible 
con su transformación urbanística, como si, pese a no estarlo, concurren en él, y con el grado de 
intensidad requerido, los valores a los que sucesivamente se han ido refiriendo aquellos 
artículos”(STS de 27 de febrero de 2007 recaída en el recurso de casación nº 3865/2003 en la que 
aparece subrayado el texto que hemos trascrito). “Estos mismos razonamientos aparecen reiterados en 
las sentencias de 12 de febrero de 2010 (casación 365/06) y 25 de marzo de 2010 (casación 5635/06), 
en las que se recuerda, además, que el mencionado artículo 9.1ª tiene el carácter de norma básica 
según la disposición final única de la propia Ley 6/1998, de 13 de abril .” En términos similares se 
pronuncia la STS de 21 de febrero de 2011, RJ 2011\1244.  
 
967
 El art. 17 uno de la ley 15/2010, reorganiza el art. 32.2 LOUGA/2002 al diferenciar, por una 
parte, los terrenos con valores dignos de protección, y de otra parte, los sometidos a limitaciones y los 
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imperativa que no deja margen al planificador municipal.968 Pero es más. La vinculación 
opera en sentido inverso, es decir, como subraya STS de 29 de noviembre de 2009, 
RJ\2010\1843, la realidad física es determinante para clasificar una parcela como suelo de 
protección. 
 
Se comprende, por ello, que, en ausencia de valores, el planificador no pueda atribuir 
esta clasificación, debido no sólo a su carácter reglado, como ya nos consta, sino también, y 
sobre todo, al régimen restrictivo de derechos propio de tal categoría. Es más, incluso se 
podría señalar que la Administración incurriría en desviación de poder. 
  
Con la expresión “de otra índole” el legislador deja abierta la posibilidad a la inclusión 
de nuevos valores. Así, y sin ánimo exhaustivo y teniendo en cuenta otras legislaciones 
autonómicas, podrían incluirse los valores ecológicos, geológicos, litológicos, educativos, 
históricos, artísticos, arqueológicos, etnológicos, turísticos, recreativos, deportivos, y de 
riqueza natural. De ahí que la norma gallega sea plenamente conforme con la doctrina de la 
STC 164/2001 sobre el carácter no restrictivo de los valores determinantes de la clasificación 
como suelo no urbanizable de especial protección.969  
 
El legislador gallego no ha creado una categoría específica de suelo rústico de especial 
protección del medio rural970. Desde nuestro punto de vista la razón obedece a que estos 
suelos pueden incluirse, en su mayor parte, dentro de la clase de suelo de núcleo rural. 
 
En esta categoría de suelo, sólo se podrán realizar aquellas actuaciones que siendo 
compatibles con las normas de protección correspondientes, estén previstas en el 
planeamiento por ser necesarias para el mejor aprovechamiento, cuidado y restauración de los 
recursos naturales o para su disfrute público y aprovechamiento colectivo. Dentro de este tipo 
                                                                                                                                                                       








 Desde el punto de vista de cualquier ley autonómica, cfr., BUSTILLO BOLADO, R., O. y 
MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. en Desarrollo rural…, op.cit., pág. 67. Para la STSJG de 21 de junio 
de 2007, LA LEY 347097/2007 la inclusión en inventarios autonómicos de bienes con valores 
arqueológicos vincula la decisión del planificador municipal. En el mismo sentido la STSJG de 2 de 
abril de 2009, LA LEY 52012/2009.  
 
970
 Como señalan BUSTILLO BOLADO, R., O. y MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. en Desarrollo 
rural…, op.cit., págs. 66-67, aunque refiriéndose a la LS/1998, las leyes autonómicas pueden crear 
categorías de suelo de esta naturaleza puesto que la STC 164/2001 se refiere al carácter no restrictivo 
del listado de valores y fines determinantes de regímenes especiales. 
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 502 
de suelo rústico especialmente protegido se distinguirán varias subcategorías que pueden 
considerarse como calificaciones dotadas de un estatuto jurídico propio971.  
 
Como ya se avanzó, el listado de subcategorías goza del principio de reserva de ley, ya 
que se ha derogado mediante la ley 2/2010 el art. 32 h, que efectuaba una deslegalización. Se 
trata de un giro copernicano puesto que, a partir de dicha reforma, los planes generales de 
ordenación urbana no pueden diseñar nuevas categorías de suelo rústico. Entiendo que es una 
medida acertada puesto que, de una parte, es altamente improbable que la realidad fáctica 
demande nuevos supuestos de suelo rústico teniendo en cuenta la delimitación de los 
existentes y, por otra parte, se producía una perversión del sistema: el planificador no sólo 
creaba nuevas categorías sino que debía articular su régimen jurídico, ya fuese con normas 
propias, ya fuese mediante remisión a los distintos tipos de usos legalmente existentes.  
 
Teniendo en cuenta otras legislaciones autonómicas, la norma gallega se sitúa en un 
nivel intermedio al contemplar ocho subcategorías tasadas. Ahora bien, se suscita aquí una 
pregunta: ¿pueden las normas sectoriales crear nuevas subcategorías? Desde nuestro punto de 
vista el silencio de la LOUGA/2002 debe ser interpretado como una prohibición: en el 
supuesto de que otras leyes sectoriales opten por ampliar dichas subcategorías, deberán ser 
encajadas dentro de las mencionadas en la LOUGA/2002.972 A continuación se procederá a 
analizar cada una de ellas.973 
 
La primera es el suelo rústico de protección agropecuaria. Según el art. 32.2 a) es el 
constituido por los terrenos de alta productividad agrícola o ganadera, puesta de manifiesto 
por la existencia de explotaciones que la avalen o por las propias características o 
potencialidad de los terrenos o zonas donde se enclaven, así como por los terrenos objeto de 
concentración parcelaria a partir de la entrada en vigor de la LOUGA/2002 y por los terrenos 
concentrados con resolución firme producida en los diez años anteriores a esta fecha.974 En el 
                                                 
971
 Considero que se trata de una calificación puesto que se diferencia entre distintos tipos de 
usos manteniéndose inalterable el régimen básico de derechos y deberes. 
  
972
 En sentido contrario se puede citar el art. 122.2 del Decreto Legislativo asturiano 1/2004, de 
22 de abril que habilita a  la normativa sectorial para establecer otras subdivisiones dentro de esta 
categoría, en razón del origen de la necesidad de protección y de la intensidad de ésta. 
 
973
 Una de las innovaciones introducidas por la ley 15/2010 consiste en la posibilidad de que los 
proyectos sectoriales que impliquen la transformación y parcelación urbanística del suelo afecten 
suelo rústico de especial protección, exigiendo el informe favorable del organismo que ostente la 
competencia sectorial por razón del correlativo valor objeto de protección. Antes de la reforma estos 




 En relación a este límite temporal cfr., la STSJG de 11 de octubre de 2007, LA LEY 
347699/2007 que opta por la clasificación como suelo urbano y no como suelo rústico. Por otra parte, 
recuerda la STSJG de 16 de septiembre de 2010, LA LEY 158889/2010 que la calificación de la 
productividad agrícola o ganadera tiene que ser realizada atendiendo al ámbito territorial al que es de 
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texto inicial de la LOUGA/2002 también pertenecían a esta categoría las áreas de cultivo 
libres de edificación de extensión superior a diez hectáreas. 
 
No obstante, el plan general podrá excluir justificadamente de esta categoría los 
ámbitos limítrofes sin solución de continuidad con el suelo urbano o con los núcleos rurales 
que resulten necesarios para el desarrollo urbanístico racional, que serán clasificados como 
suelo urbanizable o incluido en la delimitación de los núcleos rurales, respectivamente.975 Es 
la categoría tradicional ya que estamos en presencia de la propiedad agraria por 
antonomasia976. Obsérvese que no es suficiente la mera existencia de una explotación ni la 
mera decisión voluntarista del planificador. Así, no es válida cualquier explotación ni tan 
siquiera, y ello no nada deja de ser una contradicción, se exige una explotación agropecuaria 
actual. La explotación agropecuaria funciona como una mera presunción legal, iuris tantum, 
de alta productividad.  
 
Lo relevante, en consecuencia, es la alta productividad, real o potencial, de los 
terrenos afectados siendo esencial tener en cuenta el mapa de suelos y un estudio edafológico 
del suelo si bien el legislador urbanístico no cuantifica la referida productividad. El precepto 
que nos ocupa, si se interpreta de forma rígida, y teniendo en cuenta la realidad rural gallega, 
puede significar que grandes zonas de suelo no podrán ser tipificadas en esta subcategoría 
siendo, por tanto, el régimen aplicable el del suelo rústico común porque, a pesar de la 
concentración de la propiedad, se trata de terrenos improductivos o de baja rentabilidad. 
Además el legislador contempla un supuesto de aplicación retroactiva de la ley al remitirse a 
los terrenos sometidos a concentración parcelación parcelaria desde 1 de enero de 1993.  
 
Esta retroacción provocará, en algunos casos, la aplicación del régimen de 
edificaciones fuera de ordenación.977 En este caso, el legislador presume, iuris et de iure, la 
                                                                                                                                                                       
aplicación la LOUGA y puede fundamentarse en el Mapa de Clases Agrológicas aprobado por el 
Ministerio de Agricultura. Por otro lado, el hecho de que la calidad agrícola de una finca pueda ser 
inferior a la de otras zonas del término municipal  no es obstáculo para su clasificación como de 
especial protección si se acredita su mediana productividad agrícola y su destino agrario como 
aprovechamiento primordial. Cfr., la STSJG de 12 de julio de 2012, LA LEY 114771/2012.  
 
975
 En el texto inicial de la LOUGA/2002 también se incluían las áreas de cultivo libres de 
edificación de extensión superior a diez hectáreas. 
 
976
 La equiparación entre medio rural y medio agrario no es correcta en la actualidad puesto que, 
sin dejar de ser importante el uso agropecuario y el número de personas vinculadas al mismo, no es 
menos cierto que están proliferando otros usos que deben ser igualmente regulados y fomentados para 




 Nos estamos refiriendo a aquellas edificaciones existentes en suelo rústico común que no 
encajan en la explotación agropecuaria. Cfr., la STS de 20 de octubre de 1997, RJ 1997\7623.  
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alta productividad de los terrenos por su mera inclusión en una concentración parcelaria, lo 
cual no siempre se ajusta a la calidad de los terrenos.978 
 
Por eso, conviene plantear la siguiente pregunta, ¿cuáles son las razones que conducen 
al legislador gallego a considerar los terrenos concentrados como suelo rústico protegido?  
 
Para resolver este problema es conveniente acudir al art. 1 de la ley gallega 10/1985, 
de 14 de agosto, ya que parte del siguiente principio general: la concentración parcelaria 
afectará a todas las fincas rústicas, cualquiera que sea su específico destino agrario y la 
titularidad de su dominio, posesión o disfrute. Esto significa que, en virtud de la 
LOUGA/2002, el suelo rústico común incluido en una concentración parcelaria se califica 
como suelo rústico de especial protección.  
 
Esta reclasificación ex lege debe ponerse en relación con los objetivos de la 
concentración parcelaria, recogidos en la referida ley 10/1985, esto es, promover la 
constitución y el mantenimiento de las explotaciones con unas dimensiones suficientes y 
características adecuadas, intentando ampliar su superficie territorial, mantener e incrementar 
la capacidad productiva del campo, ordenando adecuadamente las explotaciones agrarias, 
respetando el medio ambiente, intentando reordenar racionalmente los cultivos bajo la 
perspectiva de la utilidad económica y social, y teniendo en cuenta el objetivo de fijar la 
población en el medio rural, en base a hacer rentable la actividad productiva. En la práctica, 
muchos de estos objetivos no se cumplen al producirse el abandono de las explotaciones, pero 
la LOUGA/2002 no contempla la reclasificación inversa ex lege, es decir, los terrenos 
mantendrán su condición de suelo protegido.979 Pero también puede suceder que los terrenos 
concentrados no se clasifiquen en esta subcategoría sino en la de suelo rústico de especial 
protección forestal.  
 
El suelo que nos ocupa no goza de una protección absoluta. La LOUGA/2002 admite 
excepciones, ya que, según el art. 32.1.a, in fine, el plan general podrá excluir 
                                                 
978
 Como indica la STSJG de 14 de julio de 2009, LA LEY 126039/2009 en el ámbito de la 




 Como ya se señaló al tratar la definición de suelo rústico la degradación de esta categoría de 
suelo no determina la pérdida de la condición de rústico. Respecto de la declaración administrativa de 
abandono de fincas con vocación agraria la Ley gallega 6/2011, de 13 de octubre contempla tres 
consecuencias: la realización de una agricultura de conservación; la cesión temporal de la finca en 
favor de tercera persona, mediante cualquier negocio jurídico válido en derecho, en el cual constará de 
manera expresa que la tercera persona realizará una agricultura de conservación y su incorporación al 
Banco de Tierras de Galicia.   
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justificadamente de esta categoría los ámbitos colindantes sin solución de continuidad con el 
suelo urbano o con los núcleos rurales que resulten necesarios para el desarrollo urbanístico 
racional, que serán clasificados como suelo urbanizable o incluidos en la delimitación de los 
núcleos rurales, respectivamente.  
 
Como se observa, esta norma supone supeditar la explotación agropecuaria al 
desarrollo urbanístico sin diferenciar si el fin último será el residencial o el industrial. 
 
En la redacción anterior a la reforma de la ley 2/2010, la protección especial era de 
mayor intensidad en los suelos colindantes de los núcleos rurales ya que sólo podía afectar a 
los terrenos incluidos en una radio de acción de 200 metros, ya que éste, constituía el límite 
máximo del área de expansión de dichos núcleos.  
 
¿Qué soluciones arbitra el legislador gallego para evitar el progresivo abandono de 
estos terrenos? El Parlamento gallego aprobó inicialmente la ley 7/2007, reguladora del banco 
de tierras de Galicia. En esta norma se consideraba como superficie agraria útil la totalidad 
del suelo rústico de protección agropecuaria, según lo establecido en la LOUGA/2002, y las 
zonas de especial interés agrario declaradas por decreto del Consello de la Xunta (art. 3.1), así 
como las fincas concentradas en los diez años anteriores a la entrada en vigor de la 
LOUGA/2002 y las que se concentren con posterioridad, siempre que en esos supuestos el 
acuerdo de concentración sea firme.980 Tenía como principal objetivo en su desarrollo 
movilizar la superficie con aptitud agraria improductiva, de modo que se facilitara el 
redimensionamiento de las explotaciones agroganaderas, así como ampliar su base territorial 
en orden a mejorar su eficacia productiva obteniendo productos de calidad y respetando el 
medio ambiente y su finalidad más significativa era frenar la pérdida de superficies de aptitud 
agraria en Galicia, fomentar el medio rural vivo y mejorar su calidad medioambiental. 
 
Posteriormente el Parlamento gallego aprobó la Ley de conservación de la superficie 
agraria útil y del Banco de Tierras de Galicia 2011,  Ley 6/2011, de 13 de octubre, la cual 
deroga la norma anterior y  parte de una visión integral de la totalidad del suelo agrario. En 
efecto, se amplía el ámbito de actuación del Banco de Tierras sobre todas aquellas fincas que 
tengan una clara vocación de ser empleadas con finalidad agraria, con fines o destinos como 
                                                 
980
 Las consecuencias de la declaración de finca inculta, abandonada o en situación de grave 
abandono son el otorgamiento de un plazo, el cual no excederá de treinta días hábiles, para que la 
persona titular de la finca elija alguna de las opciones siguientes: a) La realización de una agricultura 
de conservación, en los términos establecidos en el art. 31.e) de la presente ley. b) Su enajenación, 
arrendamiento o cualquier otro negocio jurídico válido, a favor de cualquier persona agricultora 
profesional o joven. c) Su incorporación al Banco de Tierras de Galicia. (Art. 35). Si se incumple el 
plazo mencionado se incurre en infracción leve, o grave en función de la extensión superficial 
afectada o muy grave si se mantiene durante 2 años el estado físico mencionado. Dichas infracciones 
serán sancionadas mediante multas. 
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la conservación de la naturaleza o el patrimonio histórico y natural de Galicia, la ordenación 
de fincas forestales, etc, y se regulan la transmisión y la cesión temporal de fincas con dicha 
finalidad agraria. 
 
Asimismo es de aplicación la normativa sectorial en materia de agricultura y  
ganadería.981 Igualmente, se podrán calificar como suelo rústico protegido, los terrenos que 
presenten valores rústicos o agrarios considerados definitorios de un ambiente rural digno de 
singular tratamiento por su importancia social, paisajística o cultural o de productividad 
agrícola. Con esta reforma, se permite la desprotección de esta categoría de suelo cuyo 
destino agrícola se transforma en un destino artificial. Al utilizarse conceptos jurídicos 
indeterminados el precepto parece permitir las anteriores alteraciones. En todo caso, no puede 
olvidarse la íntima relación existente entre el suelo de núcleo rural y el suelo rústico tanto el 
agropecuario como el común. 
 
La segunda categoría se denomina  suelo rústico de protección forestal, “constituido 
por los terrenos destinados a explotaciones forestales y por los que sustenten masas arbóreas 
que deban ser protegidas por cumplir funciones ecológicas, productivas, paisajísticas, 
recreativas o de protección del suelo, e igualmente por aquellos terrenos de monte que, aun 
cuando no sustenten masas arbóreas, deban ser protegidos por cumplir dichas funciones, y, en 
todo caso, por las áreas arbóreas formadas por especies autóctonas, así como por aquellas que 
hayan sufrido los efectos de un incendio a partir de la entrada en vigor de la LOUGA/2002 o 
en los cinco años anteriores a la misma. Igualmente, se consideran suelo rústico de protección 
forestal aquellas tierras que declare la administración competente como áreas de especial 
productividad forestal y los montes públicos de utilidad pública.982  
 
Antes de la reforma de la ley 15/2010 los montes vecinales en mancomún podían ser 
calificados como suelo rústico de protección forestal o incorporados por el plan a cualquier 
otra categoría de suelo rústico especialmente protegido que estimase más adecuada. La 
referencia expresa a esta categoría específica gallega de montes se debía al abuso constructivo 
de los mismos.983  
                                                 
981
 En especial la ley 19/1995, de 4 de julio, de modernización de las explotaciones agrarias. 
 
982
 Según la STSJG de 5 de julio de 2007, LA LEY 347639/2007 para atribuir la clasificación 
mencionada debe valorarse el entorno y los datos catastrales existentes. En esta categoría de suelo los 
instrumentos de ordenación del territorio, las normas subsidiarias y complementarias de planeamiento 
urbanístico, los planes generales de ordenación municipal, los planes de sectorización y los planes 
especiales no previstos en los planes generales, así como la modificación de estos instrumentos 
requerirán el informe sectorial vinculante de la Administración forestal (art. 66 Ley gallega 7/2012).  
 
983
 La ley gallega de montes vecinales en común, Ley 13/1989, de 10 octubre,  permite la cesión 
de uso y el establecimiento el derecho de superficie (30 años entre particulares y por tiempo 
indefinido a las Administraciones Públicas) aunque no la venta o división del monte. Otra figura 
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Al igual que sucede con el suelo de especial protección agropecuaria, 
excepcionalmente, el plan general podrá excluir de esta categoría las áreas sin masas 
arboladas merecedoras de protección, colindantes sin solución de continuidad con el suelo 
urbano o con los núcleos rurales, que resulten necesarias para el desarrollo urbanístico 
racional.984 Hay que destacar que esta excepción no abarca a todos los suelos incluidos en 
esta categoría sino sólo a aquellos que no tengan masas arboladas.  
 
Para integrar esta categoría  debe aplicarse la ley de montes estatal, la Ley 43/2003, de 
21 de noviembre, modificada por Ley 10/2006, de 28 de abril. Para esta norma no tienen la 
consideración de monte, los terrenos dedicados al cultivo agrícola ni los terrenos urbanos y 
aquellos otros que excluya la Comunidad Autónoma en su normativa forestal y urbanística. Y 
así la mencionada Ley 7/2012, de 28 de junio, de montes de Galicia excluye, entre otros, al 
suelo de núcleo rural y a los terrenos rústicos de protección ordinaria destinados a cultivo 
agrícola así como a los terrenos rústicos de especial protección agropecuaria.  
 
Por el contrario, sí se consideran monte todo terreno en el que vegetan especies 
forestales arbóreas, arbustivas, de matorral o herbáceas, sea espontáneamente o procedan de 
siembra o plantación, que cumplan o puedan cumplir funciones ambientales, protectoras, 
productoras, culturales, paisajísticas o recreativas y también los terrenos yermos, roquedos y 
arenales, las construcciones e infraestructuras destinadas al servicio del monte en el que se 
ubican, los terrenos agrícolas abandonados que cumplan las condiciones y plazos que 
determine la Comunidad Autónoma, y siempre que hayan adquirido signos inequívocos de su 
                                                                                                                                                                       
derivada de la Ley autonómica 2/2006, de 14 junio y que debe ser tenida en cuenta es la de los montes 
abertales. También denominados de voces, de varas o de fabeo, son los conservados «pro indiviso» en 
los cuales sus copropietarios, sin perjuicio de realizar en común aprovechamientos secundarios, tenían 
o mantienen la costumbre de reunirse para repartirse entre sí porciones determinadas de monte o 
sernas para el aprovechamiento privativo de las mismas, asignaciones que se hacen en tantos lotes 
como partícipes principales vienen determinados por los títulos o uso inmemorial, y en los cuales su 
adjudicación se decide por la suerte, también sin perjuicio de la subdivisión de las sernas así asignadas 
conforme a las adquisiciones hereditarias o contractuales. En su caso, la división de dichas tierras y la 
consiguiente extinción de la copropiedad se harán con arreglo a la costumbre, y no existiendo ésta se 
harán con arreglo a la presunción de igualdad de cuotas referida en el párrafo segundo del art. 393 del 
Código Civil. Por último, su art. 22.1 permite que la Comunidad de vecinos propietaria acuerde para 
usos ganaderos o agrícolas que, parte del monte, se pueda aprovechar de forma individual, mediante la 
distribución entre los vecinos comuneros de lotes, suertes o parcelas cedidos temporalmente a título 
oneroso o gratuito y por períodos no superiores a los once años. Cfr., la STSJG de 27 de mayo de 
2010, LA LEY 142177/2010.  
 
984
 Al igual que en el suelo rústico de especial protección agropecuario la reclasificación puede 
ser a suelo urbanizable o a suelo de núcleo rural. Estas zonas se denominan montes periurbanos y se 
definen por el art.  8 de la Ley 7/2012 como montes próximos a zonas urbanas y habilitados para el 
uso sociorrecreativo en cuanto a accesibilidad, existencia de infraestructuras y, en general, acciones y 
dotaciones que aumenten su capacidad de acogida para reducir la presión de la población sobre el 
resto de ecosistemas forestales.  
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estado forestal, todo terreno que, sin reunir las características descritas anteriormente, se 
adscriba a la finalidad de ser repoblado o transformado al uso forestal, de conformidad con la 
normativa aplicable y los enclaves forestales en terrenos agrícolas con la superficie mínima 
determinada por la Comunidad Autónoma.985 
 
Por otra parte, la incidencia de la norma estatal también se deja notar en la intervención 
de la Administración forestal. En efecto, si se pretende realizar una actividad que suponga un 
cambio de uso forestal, como por ejemplo cualquier uso constructivo, el promotor necesita 
una autorización de la administración forestal pero esta autorización no será posible si el 
terreno en cuestión ha sufrido un incendio forestal, en cuyo caso el cambio de uso queda 
prohibido por 30 años (art. 50 de la misma ley).986 Por último conviene recordar que los 
montes públicos y privados deberán contar con un proyecto de ordenación de montes, plan 
dasocrático u otro instrumento de gestión equivalente.987 
 
La tercera categoría recibe el nombre de suelo rústico de protección de 
infraestructuras, constituido por “los terrenos rústicos destinados al emplazamiento de 
infraestructuras y sus zonas de afección no susceptibles de transformación, como son las de 
comunicaciones y telecomunicaciones, las instalaciones para el abastecimiento, saneamiento 
y depuración del agua, las de gestión de residuos sólidos, las derivadas de la política 
energética o cualquier otra que justifique la necesidad de afectar una parte del territorio, 
conforme a las previsiones de los instrumentos de planeamiento urbanístico y de ordenación 
del territorio”.988 
                                                 
985
 Serán indivisibles, salvo por causa no imputable al propietario, las parcelas forestales de 
superficie inferior al mínimo que establecerán las Comunidades Autónomas.  
 
986
 Aparejada a esta prohibición se encuentra la obligación de restitución medioambiental. 
 
987
 De entre estos instrumentos merece una mención especial el plan de ordenación de recursos 
forestales que a través de la técnica de la zonificación establece los objetivos, compatibilidades y 
prioridades, y señala los ámbitos de suelo rústico con valor forestal a los efectos de su categorización 
como de especial protección forestal en los instrumentos urbanísticos y de ordenación del territorio. 
Por su parte recuérdese que para el art. 96.2 de la Ley gallega 7/2012, la administración que elabore 
un instrumento de planificación que incluya infraestructuras que tengan que emplazarse en montes o 
terrenos forestales habrá de recabar informe preceptivo de la Administración forestal, previamente a 
su aprobación, informe que será vinculante cuando afecte a montes de dominio público o protectores.  
 
988
 Corresponde la clasificación de suelo rústico de especial protección de infraestructuras a los 
terrenos afectados por la Ley 39/2003, de 17 de noviembre, del Sector Ferroviario, los terrenos 
destinados a aeropuertos regulados por la Ley de navegación aérea, los terrenos regulados por la ley 
27/1992, de 24 de noviembre, de puertos, los terrenos destinados a los servicios de abastecimiento y 
saneamiento en los términos previstos por el Texto Refundido de la Ley de aguas, los terrenos 
regulados por la Ley 8/2009, de 22 de diciembre, reguladora del aprovechamiento eólico en Galicia y 
por la que se crea el canon eólico y el Fondo de Compensación Ambiental. En relación a esta última 
norma es preciso subrayar que el Plan Eólico tiene la naturaleza de plan sectorial de incidencia 
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Obsérvese que el legislador utiliza una redacción semejante a la de otras normas 
autonómicas. Así se puede citar el art. 35 a) RUCL/2004 que se refiere a los terrenos ya 
ocupados o afectados por obras públicas y otras infraestructuras de carácter ambiental, de 
transportes o de cualquier otro tipo, siempre que no deban tener la consideración de 
dotaciones urbanísticas o que sean impropias de las zonas urbanas, así como sus zonas de 
afección, defensa, protección, servidumbre o denominación equivalente, cuando la legislación 
sectorial exija preservarlas de la urbanización. 
 
La redacción de la norma no alberga dudas en cuanto a la extensión de este suelo. 
Engloba todo el suelo afectado por los sistemas generales de comunicaciones y las grandes 
obras públicas que, a su vez, son consideradas por la legislación administrativa como bienes 
de dominio público. Como señala el art. 29 de la ley autonómica 4/1994, de 14 septiembre se 
trata de la denominada área de influencia que incluye no sólo las zonas de dominio público, 
sino también las de servidumbre y de afección.  
 
El precepto urbanístico es incompleto ya que se debe integrar con la legislación 
sectorial lo que implica que, en la mayor parte de los casos, la decisión sobre la clasificación 
como suelo rústico de protección de infraestructuras, vendrá impuesta al planificador 
municipal por la Administración estatal y por la Administración autonómica mediante las 
políticas públicas sectoriales y de ordenación del territorio respectivamente. Esta incidencia 
también se hace notar en reglas específicas relativas al uso de los mismos.989 
  
Asimismo, es reseñable que la legislación de ordenación del territorio (art. 22), ofrece 
una definición de las infraestructuras en contraposición a la de dotaciones y a la de 
instalaciones. Las primeras son las aquellas construcciones y conducciones destinadas a las 
comunicaciones, la ejecución de la política hidráulica, la lucha contra la contaminación y 
protección de la naturaleza y la ejecución de la política energética, mientras que  se 
consideran dotaciones las construcciones que sirvan de soporte a las actividades y servicios 
                                                                                                                                                                       
supramunicipal y que los parques eólicos no pueden implantarse en los espacios naturales de la Red 
Natura 2000. Debe tenerse en cuenta que en el ámbito urbanístico autonómico se prevé la figura de las 
reservas de terrenos para infraestructuras (por todas cfr., el art. 32. c LUCataluña/2010 que al definir 
el suelo no urbanizable se refiere a los terrenos reservados para sistemas urbanísticos generales no 
incluidos en suelo urbano ni en suelo urbanizable.) 
 
989
 Por ejemplo, no se autorizarán cierres en las zonas de dominio público ni en las de 
servidumbre y por circunstancias especiales de aprovechamiento agrícola o ganadero, podrán ser 
autorizados cerramientos diáfanos en las zonas de servidumbre o afección de las carreteras pero no en 
las de dominio público. Cuando por razón de interés público o por obras de nuevas vías, 
desdoblamiento de calzada o ensanche de la plataforma de la carretera resulte necesario el retranqueo 
de cierres de fincas, éstos podrán llevarse a efecto en las mismas condiciones existentes con 
anterioridad al proyecto de obra, en cuanto a su estructura y distancia de la arista exterior a la 
plataforma, debiendo quedar en todo caso fuera de la zona de dominio público (art. 39.1 y 2 ley 
4/1994). 
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de carácter sanitario, asistencial, educativo, cultural, comercial, administrativo, de seguridad 
y protección civil, recreativo y deportivo; y se entiende por instalaciones las destinadas a la 
realización de actividades económicas primarias, secundarias y terciarias cuando su 
incidencia transcienda del término municipal en el que se localicen, por su magnitud, 
importancia, demanda social o especiales características, o que se asienten sobre varios 
términos. 
 
A tal fin, y como ejemplo de lo señalado, cabe remitirse a la legislación sectorial de 
carreteras, concretamente, al art. 10 de la ley estatal 25/1988, y al art. 15 de la ley autonómica 
4/1994, de 14 septiembre en los que se establece que esta imposición podrá ser previa a la 
elaboración del planeamiento urbanístico990 o podrá ser posterior a la vigencia de dicho 
planeamiento991. 
 
En este sentido, no puede defenderse una interpretación en la que se prime una 
exégesis literal de la norma; es decir, la expresión “conforme a las previsiones de los 
instrumentos de planeamiento urbanístico y de ordenación del territorio” no puede significar 
que serán estos instrumentos los que gocen de discrecionalidad para efectuar la clasificación 
que nos ocupa, son que, dichos instrumentos están subordinados a los planes y normas 
sectoriales pues de lo contrario quedarían sin contenido las competencias que la Constitución 
atribuye en relación a estos sectores administrativos (por todas, cfr. la STC 149/1991, RTC 
1991, 149).992 
                                                 
990
 Mediante la exigencia de un informe vinculante de la Administración competente en materia 




 Mediante la emisión de un informe no vinculante de la Administración Municipal y, en caso 
de discrepancia, mediante la exigencia de la modificación o revisión del planeamiento municipal, 
mecanismo calificado como constitucional por la STC 151/2003, de 17 de julio (RTC 2003, 151). 
 
992
 No es este el momento procedente para analizar toda la legislación sectorial mencionada, 
pero quizá resulte conveniente examinar, siquiera de forma somera, las diversas reglas contenidas en 
la ley autonómica 4/1994, de 14 septiembre, de carreteras, especialmente, en su capítulo III, sección 1ª 
(art. 29 a 39), quien al regular las limitaciones de la propiedad, diferencia entre: a.-  La zona de 
dominio público, que son  los terrenos adquiridos por título legítimo por la Administración titular de 
la carretera para la construcción de la misma y de sus elementos funcionales. El límite exterior de la 
zona de dominio público no podrá sobrepasar los quince metros de ancho a cada lado de la 
explanación en autopistas, autovías, corredores y vías rápidas, y los diez metros de ancho en el resto 
de las carreteras, medidos en horizontal y perpendicularmente al eje de la calzada más aproximada, 
desde la arista exterior de la explanación correspondiente a las calzadas previstas y a sus elementos 
funcionales. b.- La zona de circulación de la carretera es la parte de la zona de dominio público 
constituida por la calzada y sus arcenes. c.- La zona de servidumbre de las carreteras consistirá en dos 
franjas de terreno a ambos lados de las mismas, delimitadas interiormente por la zona de dominio 
público y exteriormente por dos líneas paralelas a dicho límite, a una distancia de diecisiete metros en 
autopistas, autovías, corredores y vías rápidas, y de dos metros en el resto de las carreteras, medidas 
desde el límite exterior de la zona de dominio público. d.- La zona de afección de las carreteras 
consistirá en dos franjas de terreno a ambos lados de las mismas, delimitadas interiormente por la 
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En resumen, y siguiendo a la STS de 2 de noviembre de 2009, RJ 2010\1247 podemos 
concluir que esta categoría no queda reducida a los supuestos en que concurran unas 
circunstancias tasadas, al existir un cierto margen de apreciación de la Administración para 
determinar en qué casos procede sustraer los terrenos del desarrollo urbanístico en aras de 
aquella finalidad de protección, es decir, incluye los terrenos comprendidos en el ámbito de 
las líneas de protección o de servidumbre definidas en la legislación de carreteras, o si 
concurre un accidente geográfico que los haga asimilables a los comprendidos en ese ámbito 
delimitado por la legislación sectorial y los terrenos que por circunstancias o razones distintas 
también considere la Administración no idóneos para el desarrollo urbanístico. 
 
Otra categoría es el suelo rústico de protección de las aguas, constituido por ”los 
terrenos, situados fuera de los núcleos rurales y del suelo urbano, definidos en la legislación 
reguladora de las aguas continentales como cauces naturales, riberas y márgenes de las 
corrientes de agua y como lecho o fondo de las lagunas y embalses, terrenos inundados y 
zonas húmedas y sus zonas de servidumbre”.993 
 
La redacción de la norma es contradictoria porque si un terreno reúne los requisitos de 
suelo urbano o de suelo de núcleo rural no puede ser simultáneamente suelo rústico.994 Según 
                                                                                                                                                                       
zona de servidumbre y exteriormente por dos líneas paralelas a las aristas de la explanación, a una 
distancia de cien metros en el caso de las autopistas, autovías, corredores y vías rápidas, y de treinta 
metros en el resto de las carreteras, medidas desde las citadas aristas. e.- La línea límite de edificación, 
que se establece a ambos lados de las carreteras y desde la cual hasta la carretera queda prohibido 
cualquier tipo de obras de construcción, reconstrucción o ampliación, salvo las que resulten 
imprescindibles para la mera conservación y mantenimiento de las construcciones existentes, que 
precisarán autorización del órgano competente de la Administración titular de la carretera. Pese a no 
estar formalmente derogada considero que no está en vigor  la ley gallega 6/1983, de 22 junio, de 
limitaciones en la propiedad en las carreteras no estatales. En su art. 5 establecía la línea de 
edificación de toda obra permanente con la excepción de los cierres diáfanos será de 15,5 metros en la 
red primaria, de 13,5 metros en la red secundaria y de 10 metros en la red terciaria. Cfr., la STSJG de 
3 de mayo de 2012, Roj: STSJ GAL 4100/2012 en la cual se pone de manifiesto la relevancia de la 
autorización de la Administración responsable de la carretera y que “el art. 35 de la Ley de carreteras 
no diferencia el que se trate de edificios total o parcialmente fuera de ordenación, sino que, 




 Estas definiciones se encuentran en los arts. 4, 6, 9 y 11 TRLA/2001. Como advierte la 
STSJG de 28 de enero de 2010, LA LEY 21810/2010 la ubicación de una parcela en la zona de policía 




 IGLESIAS GONZÁLEZ refiriéndose al TRLS/2008 pone de manifiesto que sólo los 
terrenos inundables deberían estar excluidos del desarrollo urbanístico porque la remisión a la 
normativa sectorial (TRLA/2001) es una remisión vacía desde el momento en que dicha norma legal 
no obliga a excluir del proceso urbanístico los terrenos afectados por servidumbres de dominio 
público. IGLESIAS GONZÁLEZ, F., “Régimen urbanístico de los terrenos sujetos a servidumbres de 
dominio público hidráulico.”, RDUMA, núm. 265, 2011, págs. 14-22. 
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el precepto gallego, también se incluirán en esta categoría las zonas de protección que a tal 
efecto delimiten los instrumentos de planeamiento urbanístico y de ordenación del territorio, 
que se extenderán, como mínimo, a la zona de policía definida por la legislación de aguas, 
salvo que el plan justifique suficientemente la reducción. Como es conocido esta zona de 
policía comprende, a partir de los márgenes, una zona de 100 metros de anchura en la que se 
condicionará el uso del suelo y las actividades que se desarrollen. La limitación de la zona 
dependerá de las circunstancias físicas de los terrenos y supone un claro ejemplo de 
deslegalización. 
 
Igualmente tendrán dicha consideración los terrenos situados fuera de los núcleos 
rurales y del suelo urbano con riesgo de inundación, y aquéllos bajo los cuales existan aguas 
subterráneas que deban ser protegidas. No obstante lo anterior, las corrientes de agua de 
escasa entidad que discurran dentro del ámbito de un sector de suelo urbanizable quedarán 
debidamente integradas en el sistema de espacios libres públicos, con sujeción al régimen de 
suelo urbanizable. Obsérvese que los terrenos enclavados en suelo urbano, suelo urbanizable 
y suelo de núcleo rural no pueden considerarse como suelo rústico lo que redundará en su 
utilización y protección. 
 
Dentro de esta categoría de suelo habrá que remitirse, en ocasiones, a la Ley de 
protección, conservación y mejora de ríos gallegos, Ley 5/2006, de 30 junio, de la cual se 
puede destacar que, declara prioridad de interés general de la Comunidad Autónoma de 
Galicia, la conservación del patrimonio natural fluvial, incluyendo la biodiversidad de la flora 
y la fauna de los ríos gallegos, así como el patrimonio etnográfico e histórico-cultural 
relacionado. Por último, no puede perderse de vista la eficacia jerárquica de la planificación 
hidrológica en los términos previstos en el TRLA/2001. 
 
La quinta categoría se denomina  Suelo rústico de protección de costas995, y está 
constituida por “los terrenos, situados fuera de los núcleos rurales y del suelo urbano, que se 
encuentren a una distancia inferior a 200 metros del límite interior de la ribera del mar. 
Excepcionalmente, previo informe favorable de la Comisión Superior de Urbanismo de 
Galicia, el plan general de ordenación municipal podrá reducir por razones debidamente 
justificadas la franja de protección hasta los 100 metros a contar desde el límite interior de la 
ribera del mar”996 
                                                 
995
 Teniendo en cuenta el art. 9.1 LS/1998 y el precepto gallego comentado indica la STS de 13 
de mayo de 2011, Roj: STS 2782/2011 que el planificador municipal no puede en estos casos 
clasificar el terreno como urbanizable. En el mismo sentido  puede verse la STS de 2 de marzo de 




 En otras Comunidades Autónomas la distancia es de 500 metros (así en Asturias de 
conformidad con el art. 133.1 Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril.) Esta situación no se puede 
confundir con la suspensión de nuevos desarrollos urbanísticos en la zona litoral en una distancia 
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¿Por qué la LOUGA/2002 excluye los terrenos situados en núcleos rurales y al suelo 
urbano? La razón es evidente puesto que un mismo espacio físico no puede ser clasificado en 
varias categorías de suelo. La redacción de la norma gallega no es afortunada debiendo 
encontrarse su fundamentación en la doctrina del Tribunal Supremo que señala que no existe 
incompatibilidad entre la clasificación urbanística como suelo urbano y la calificación de 
dominio público marítimo-terrestre.997  
 
Como resulta conocido, la  jurisprudencia del Tribunal Constitucional se manifiesta en 
sentido unívoco respecto de una premisa fundamental: la titularidad del dominio público, en 
sí misma, no es un criterio de delimitación competencial, es decir, la naturaleza demanial no 
significa el aislamiento de la porción del territorio así calificada ni la sustracción de las 
competencias que sobre la misma pueden actuar los entes públicos. El legislador estatal, al 
establecer los bienes que integran el dominio público marítimo-terrestre no puede limitarse a 
establecer los principios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad sino que 
también está obligado también a adoptar las medidas necesarias para preservar las 
características propias de ese demanio natural. 
 
Ahora bien, ¿Qué debe primar el interés demanial o el interés urbanístico? En otras 
palabras, ¿puede la LOUGA/2002 regular los núcleos rurales en las zonas de costa? Estos 
interrogantes han sido despejados por el Tribunal Constitucional. Debido a su importancia se 
transcribe a continuación la argumentación de la STC 137/2012 de 19 junio, RTC\2012\137 (que 
se refiere a la previa STC 87/2012, RTC 2012\87 de idéntico tenor literal), mediante la que se 
reafirma la competencia estatal en detrimento de la competencia autonómica: 
 
” al igual que en el supuesto enjuiciado en la citada STC 87/2012 (RTC 2012, 87), el 
objeto de la norma, en sus dos primeros apartados, es aplicar a los núcleos rurales 
preexistentes de carácter tradicional contemplados en la Ley 11/1985, de 22 de agosto (LG 
1985, 2389), de adaptación de la del suelo a Galicia, que cumplan los requisitos previstos en 
la disposición impugnada el régimen previsto en el apartado 3 de la disposición transitoria 
tercera de la Ley 22/1988, de 28 de julio (RCL 1988, 1642), de costas, así como lo 
establecido en el apartado 3 de la disposición transitoria séptima y en los apartados 1 y 3 de la 
disposición transitoria novena del reglamento general para el desarrollo y ejecución de dicha 
Ley de costas. Con ello se vulneran las competencias estatales relativas al establecimiento de 
                                                                                                                                                                       
inferior a 500 metros medidos en proyección horizontal tierra adentro, desde el límite interior de la 
ribera del mar de determinados municipios, introducida por el art. 3 de la Ley de Medidas urgentes de 
ordenación del territorio y del litoral de Galicia Ley 6/2007, de 11 de mayo, en relación a varias clases 
de suelo y, entre otros, al suelo rústico apto para el desarrollo urbanístico. Cfr., la STSJG de 31 de 
marzo de 2011, JUR 2011\209402 y la STSJG de 15 de noviembre de 2007, JUR 2009\7213.  
 
997
 Por todas pueden citarse la STS de 19 de julio de 2005, RJ 2005, 9014, y la STS de 29 de 
julio de 2005, RJ 2005, 6662. 
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la servidumbre de protección y que, en lo que aquí importa, implican la determinación en 
exclusiva de los supuestos en los que, como excepción a la regla general de 100 metros, 
establecida por el art. 23.1 de la Ley de costas, la anchura de la servidumbre de protección del 
dominio público marítimo-terrestre será de 20 metros con el régimen específico que deriva 
del apartado tercero de la disposición transitoria tercera de la Ley de costas y su normativa de 
desarrollo. Por esta misma razón tampoco, como ya hemos dejado expuesto, resulta 
procedente analizar, dada la falta de competencia autonómica en la materia, la coincidencia o 
no de regulaciones que es alegada tanto por el Parlamento y como por la Xunta de Galicia.” 
En este mismo vicio competencial incurre el tercer apartado de la disposición impugnada 
pues persigue incorporar un criterio de deslinde específicamente dirigido a determinar si la 
extensión de la servidumbre de protección ha de ser de 100 o 20 metros, incidiendo así en una 
materia en la que ya hemos apreciado que la Comunidad Autónoma carece de competencia. A 
lo anterior cabe añadir, específicamente en relación con el deslinde del dominio público 
marítimo terrestre, que ya tenemos declarado ( STC 46/2007, de 1 de marzo [RTC 2007, 46], 
F. 12) que «el ejercicio de la competencia autonómica sobre ordenación del litoral no puede a 
su vez reducir el contenido de las facultades que corresponden al Estado en cuanto titular del 
dominio público marítimo-terrestre, entre las que se encuentra la definición de los criterios 
para determinar los bienes integrantes de dicho dominio público y la delimitación concreta de 
tales bienes, con el alcance determinado en la STC 149/1991, de 4 de julio, F. 2 A)». A este 
respecto, de los arts. 11 y 12 de la Ley de costas, y 18 y ss. de su Reglamento se desprende 
que el procedimiento de deslinde para la determinación del dominio público marítimo 
terrestre será aprobado por la Administración del Estado, mediante un procedimiento en el 
que se garantiza la previa audiencia de la Comunidad Autónoma, y que habrá de atenerse 
únicamente a las características de los bienes que lo integran.” 
 
 El mandato constitucional de demanialización de estos bienes públicos se burlaría sí 
el legislador pudiese obrar reteniendo físicamente el dominio público del Estado en la zona 
marítimo-terrestre, tolerando sin embargo que sus características y su naturaleza fuesen 
destruidas o alteradas. Esto no significa que las competencias sobre ordenación del territorio 
o medio ambiente de las Comunidades Autónomas no puedan tener incidencia sobre estos 
bienes del dominio público marítimo-terrestre, sino al contrario, que esas competencias 
autonómicas deberán tener en cuenta la naturaleza y condiciones que acompañan 
precisamente al dominio público natural (STS de 26 de octubre de 2005, JUR 2023/2006). 
 
Pero, debemos dar respuesta a la siguiente cuestión: ¿deben clasificarse 
necesariamente como suelo de especial protección de las costas todos los terrenos incluidos 
en la zona de servidumbre prevista en la LC/1988? Si acudimos a la jurisprudencia del TS 
(aunque en aplicación del art. 9 de la LS/1998) la conclusión parece evidente: todos estos 
terrenos son suelo no urbanizable de especial protección. Sin embargo, aun sector de la 
doctrina con el que nos alineamos sostiene que no existe una identidad absoluta en todos los 
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supuestos. En este sentido, SÁNCHEZ LAMELAS entiende que deberá analizarse el régimen 
protector establecido por la legislación sectorial  y también los usos previstos para el suelo 
por el legislador urbanístico: sólo cuando los usos no encajen en el régimen protector deberá 
llevarse a cabo una clasificación de los terrenos que tenga en cuenta dicho régimen protector 
o dicho de otra manera, y referidos a los usos que permita la legislación de costas, habrá que 
estar a un régimen del suelo que coincida con dicha norma estatal.998 
 
Otra categoría es el Suelo rústico de protección de espacios naturales, constituido por 
“los terrenos sometidos a algún régimen de protección por aplicación de la Ley 9/2001, de 
Conservación de la Naturaleza, o de la legislación reguladora de los espacios naturales, la 
flora y la fauna. Igualmente tendrán dicha consideración los terrenos que los instrumentos de 
ordenación del territorio, las normas provinciales de planeamiento o el planeamiento 
urbanístico estimen necesario proteger por sus valores naturales, ambientales, científicos o 
recreativos”.  
 
Contempla el legislador gallego dos hipótesis: suelo reglado y suelo discrecional. El 
primero está supeditado a los instrumentos sectoriales de regulación de los espacios naturales, 
la flora y la fauna mientras que el segundo engloba aquellos terrenos que el planificador 
urbanístico decida proteger.999  
                                                 
 
998
 SÁNCHEZ LAMELAS, A.:”El suelo no urbanizable y el suelo rural: la clasificación 
urbanística de los terrenos comprendidos en la zona de servidumbre de protección de costas 
(Comentario a la STS de 13 de mayo de 2001, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5, 
número de recurso de casación 5212/2007, ponente Eduardo Calvo Rojas), en GARCÍA DE 
ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E. y  ALONSO GARCÍA, R. (Coord.), Administración y 
justicia: un análisis jurisprudencial: liber amicorum Tomás-Ramón Fernández, Vol. I1, Civitas 
Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2012, págs. 2137 y 2143. Según pone de manifiesto esta profesora el 
TRLS/2008 no exige la clasificación como suelo no urbanizable aunque no resuelve la polémica sobre 
la obtención de sistemas generales en las zonas de servidumbre de costas  porque dependerá el valor 
final de los terrenos afectados de la previsión o no de un proceso de equidistribución. SÁNCHEZ 
LAMELAS, A.:”El suelo no urbanizable y el suelo rural: la clasificación urbanística de los terrenos 
comprendidos en la zona de servidumbre de protección de costas (Comentario a la STS de 13 de mayo 
de 2001, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5, número de recurso de casación 
5212/2007, ponente Eduardo Calvo Rojas), op. cit., págs. 2144-2146. 
 
 
999Respecto a la ley gallega de conservación de la naturaleza hay que destacar que se definen 
como espacios naturales protegidos aquellos espacios que contengan elementos o sistemas naturales 
de particular valor, interés o singularidad, tanto debidos a la acción y evolución de la naturaleza como 
derivados de la actividad humana, y que fueran declarados como tales.  Se clasifican en las siguientes 
categorías: a) Reservas naturales; b) Parques nacionales; c) Parque natural.; d) Monumentos naturales; 
e) Humedales protegidos: f) Paisajes protegidos; g) Zonas de especial protección de los valores 
naturales; h) Espacios naturales de interés local;  i) Espacios privados de interés natural. A propósito 
de la aplicación de Órdenes provisionales de protección de espacios naturales pueden verse la STSJG 
de 25 de enero de 2007, LA LEY 341888/2007 y la STSJG de 3 de mayo de 2007, LA LEY 
347597/2007. Por su parte, la STS de 18 mayo de 2012, RJ 2012\6874 señala que si concurren valores 
ambientales es procedente y preceptiva la clasificación del terreno como suelo no urbanizable. 
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Por último, debe subrayarse la eficacia de los planes de ordenación de los recursos 
naturales. Esta eficacia es de grado máximo desde el momento en que: 1º son obligatorios y 
ejecutivos en todo lo que afecte a la conservación, protección o mejora de la flora, la fauna, la 
gea, los ecosistemas, el paisaje y los recursos naturales; 2º prevalecerán sobre cualesquiera 
otros instrumentos de ordenación territorial o física, constituyendo sus disposiciones un límite 
para éstos, cuyas determinaciones no podrán alterar o modificar aquéllas y 3º se aplicarán, en 
todo caso, prevaleciendo sobre los instrumentos de ordenación preexistentes.  
 
También se puede hablar del Suelo rústico de protección paisajística, constituido por 
los terrenos que determine el planeamiento urbanístico o los instrumentos de ordenación del 
territorio con la finalidad de preservar las vistas panorámicas del territorio, el mar, el curso de 
los ríos o los valles, y de los monumentos o edificaciones de singular valor. Esta categoría del 
suelo supone la decantación de la tutela jurídica del paisaje iniciada por la Ley 1/1995, de 2 
enero, de Protección del Medio Ambiente, cuyos art. 2 y 4 se refieren, al principio de 
utilización racional y de defensa de los recursos naturales y el paisaje, y a la protección del 
paisaje, que se plasma en los inventarios, como fase previa a la catalogación, de los distintos 
espacios, sectores ambientales y ecosistemas que haya que proteger (art. 20) y continuada por 
la Ley 9/2001, de 21 agosto, de Conservación de la Naturaleza de Galicia, en relación con la 
figura de los paisajes protegidos.1000 
 
Como señala TESO GAMELLA el problema de la definición del paisaje merecedor de 
protección debe resolverse mediante la remisión a las Administraciones ya que serán éstas las 
que deberán determinar el grado de protección en función de las circunstancias de cada caso y 
los informes correspondientes correspondiendo a los Tribunales la interpretación racional de 
la norma.1001 
 
Pese al tenor literal de la norma urbanística, y de acuerdo con la Ley autonómica 
7/2008, de 7 de julio, de protección del paisaje, las directrices de paisaje serán congruentes 
con las determinaciones de otros instrumentos normativos, pero tendrán carácter vinculante 
                                                                                                                                                                       
 
1000
 Cfr., la STS de 21 de octubre de 2011, RJ 2012\1414 en la cual se subraya el carácter 
reglado de la clasificación y la exigencia de una motivación específica y reforzada para llevar a cabo 
su alteración.   
 
1001
 TESO GAMELLA, P.: “La preocupación por el paisaje en la jurisprudencia”, en GARCÍA 
DE ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E. y  ALONSO GARCÍA, R. (Coord.), Administración y 
justicia: un análisis jurisprudencial: liber amicorum Tomás-Ramón Fernández, Vol. I1, Civitas 
Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2012, pág. 2331. 
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para los instrumentos de planificación sectorial y urbanística por lo que el margen de 
discrecionalidad del planificador municipal es reducido.1002  
 
La preocupación del legislador por estos suelos determina que se exija al Plan General 
de Ordenación Municipal que delimite las cuencas de interés paisajístico en el término 
municipal así como las medidas para su adecuada protección y recuperación (art. 53.1.g 
LOUGA/2002). Asimismo, debe recordarse que tanto los Catálogos de Paisaje como las 
Directrices de Paisaje son normas vinculantes en relación con los planes de ordenación del 
territorio y con los planes urbanísticos.1003 Pero, además, no debe olvidarse que los Catálogos 
podrán identificar determinadas zonas geográficas como “Áreas de especial interés 
paisajístico” atendiendo a los valores naturales y culturales del paisaje allí presentes. 
 
La penúltima categoría se denomina Suelo rústico especialmente protegido para zonas 
con interés patrimonial, artístico o histórico, que estén contempladas en el planeamiento o en 
la legislación sectorial que les sea de aplicación. La legislación sectorial gallega es la Ley del 
                                                 
1002
 Es interesante destacar que la Ley gallega 7/2008, de 7 de julio, de protección del paisaje, 
define al paisaje como cualquier parte del territorio tal y como la percibe la población, cuyo carácter 
sea el resultado de la acción y de la interacción de factores naturales y humanos y entiende por 
objetivos de calidad paisajística: el planteamiento por parte de las autoridades públicas competentes, 
para un paisaje concreto, de las aspiraciones de la colectividad en relación a las características 
paisajísticas de su entorno. Como es conocido esta definición amplia procede del convenio europeo 
del paisaje de 20 de octubre de 2000,  que entró en vigor el 1 de marzo de 2004 y fue ratificado por 
España el 26 de noviembre de 2007 entrando en vigor el 1 de marzo de 2008. Es a partir de este 
convenio cuando se implanta el tratamiento jurídico del paisaje a partir de su dimensión subjetiva 
mediante una visión integradora y social y no desde una concepción objetiva, en virtud de la cual sólo 
las partes del territorio que poseen características excepcionales desde el punto de vista histórico, 
natural o estético pueden ser consideradas paisaje y merecer de este modo una protección jurídica 
específica. Por otra parte, el concepto de paisaje integra una variedad de valores que deben ser 
protegidos por el ordenamiento jurídico; así, se puede hablar de la calidad de vida, el medio ambiente 
adecuado, el bienestar individual y colectivo, o el desarrollo sostenible, relacionándose además con 
otros conceptos como son el de armonía o belleza. De ahí que la Ley 7/2008, de 7 de julio, tenga  por 
objeto el reconocimiento jurídico, la protección, la gestión y la ordenación del paisaje con el fin de 
preservar y ordenar todos los elementos que lo configuran en el marco del desarrollo sostenible, 
entendiendo que el paisaje tiene una dimensión global de interés general para la comunidad gallega, 
por cuanto trasciende a los campos ambientales, culturales, sociales y económicos. 
 
1003
 Cfr. ALMEIDA CERREDA, M. y SANTIAGO IGLESIAS, D., en “La disciplina de la 
protección del paisaje en la Comunidad Autónoma de Galicia”,  Revista catalana de dret ambiental 
Vol. I , núm. 1 (2010), págs. 1-30  Estos autores consideran que, el legislador gallego, para reforzar la 
fuerza vinculante y eficacia de las Directrices, podría haber incluido algunos preceptos de aplicación 
directa, en los que se disciplinasen medidas concretas destinadas a propiciar una adecuada integración 
paisajística en la planificación territorial y urbanística, tal y como se ha hecho en otras Comunidades 
Autónomas. ALMEIDA CERREDA, M. y SANTIAGO IGLESIAS, D., en “La disciplina…”, op.cit., 
pág. 19. Asimismo son partidarios de la constitución del Observatorio Gallego sobre el Paisaje a 
través de una persona jurídica tipo Agencia o tipo Consorcio. ALMEIDA CERREDA, M. y 
SANTIAGO IGLESIAS, D., en “La disciplina…”, op.cit., pág. 28. 
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Patrimonio Cultural de Galicia, aprobada por la Ley 8/1995, de 30 octubre.1004  La norma 
citada diferencia entre monumento, es decir, la construcción u obra producto de la actividad 
humana, de relevante interés histórico, arquitectónico, arqueológico, artístico, etnográfico, 
científico o técnico, con inclusión de los muebles, instalaciones y accesorios que 
expresamente se señalen como parte integrante del mismo, y que por sí sola constituya una 
unidad singular; conjunto histórico, la agrupación de bienes inmuebles que forman una 
unidad de asentamiento, continua o dispersa, condicionada por una estructura física 
representativa de la evolución de una comunidad humana, por ser testimonio de su cultura o 
constituir un valor de uso y disfrute para la colectividad, aunque individualmente no tengan 
una especial relevancia; jardín histórico, el espacio delimitado, producto de la ordenación por 
el hombre de elementos naturales, a veces complementado con estructuras de fábrica, y 
estimado de interés en función de su origen o pasado histórico o de sus valores estéticos, 
sensoriales o botánicos; sitio o territorio histórico, el lugar o paraje natural vinculado a 
acontecimientos o recuerdos del pasado, creaciones culturales o de la naturaleza, y a obras del 
hombre que posean valores históricos o técnicos; zona arqueológica, el lugar o paraje natural 
en donde existen bienes muebles o inmuebles susceptibles de ser estudiados con metodología 
arqueológica, tanto si se encontrasen en la superficie como en el subsuelo o bajo las aguas 
territoriales, lugar de interés etnográfico, aquel paraje natural, conjunto de construcciones o 
instalaciones vinculadas a formas de vida, cultura y actividades tradicionales del pueblo 
gallego y zona paleontológica, el lugar en que hay vestigios fosilizados o no que constituyan 
una unidad coherente y con entidad propia. La declaración de bien de interés cultural afectará 
tanto al suelo como al subsuelo.  
 
Además, según el art. 45, la declaración de un conjunto histórico determinará la 
obligación para el Ayuntamiento en que se encuentre de redactar un plan especial de 
protección del área afectada. La aprobación definitiva de este plan requerirá el informe 
favorable de la Consellería de Cultura, que se entenderá positivo transcurridos tres meses 
desde su presentación. La obligatoriedad de dicha normativa no podrá excusarse en la 
                                                 
1004
 La Ley 8/1995, de 30 de octubre, del Patrimonio Cultural de Galicia diferencia entre los 
bienes de interés cultural que son los bienes inmuebles más destacados del patrimonio cultural de 
Galicia clasificados en Monumento, conjunto histórico, jardín histórico, sitio o territorio histórico, 
zona arqueológica, lugar de interés etnográfico y zona paleontológica; los bienes catalogados que son 
los bienes del patrimonio cultural de Galicia que, sin llegar a ser declarados de interés cultural, posean 
especial singularidad  y  los bienes inventariados que son aquellos bienes que merezcan ser 
conservados. Dentro de las normas de protección comunes a todas las categorías la ley gallega 
establece que la Consejería de Cultura habrá de ser informada de los planes, programas y proyectos, 
tanto públicos como privados, que por su incidencia sobre el territorio puedan implicar riesgo de 
destrucción o deterioro del patrimonio cultural de Galicia, incluyendo todas las figuras relativas al 
planeamiento urbanístico. Cfr., la STSJG de 20 de enero de 2000, RJCA 2000\88, para la cual el 
Ayuntamiento ha de aplicar el Plan General en defecto de Plan Especial. 
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preexistencia de otro planeamiento contradictorio con la protección ni en la inexistencia 
previa de planeamiento general.  
 
Cualquier otra figura de planeamiento que incida sobre el área afectada por la 
declaración de un conjunto histórico precisará, igualmente, informe favorable de la 
Consellería de Cultura. Por otra parte, el art. 48 exige que los sitios o territorios históricos, las 
zonas arqueológicas y los lugares de interés etnográfico se ordenarán mediante planes 
especiales de protección u otro instrumento de planeamiento que cumpla las exigencias 
establecidas en esta ley. Los jardines históricos y las zonas paleontológicas podrán ordenarse 
mediante las figuras de planeamiento previstas en el apartado anterior. Cualquier remoción de 
tierras de una zona arqueológica o zona paleontológica habrá de ser autorizada por la 
Consellería de Cultura, con independencia de que exista o no un instrumento urbanístico de 
protección.  
 
Por último, la LOUGA/2002 se refería en el texto inicial de 2002 a las demás que se 
determinen reglamentariamente. Esta remisión reglamentaria, derogada por la Ley 2/2010, 
podría considerarse  contraria a la legalidad urbanística y sectorial.  Sin embargo, la referida 
derogación resulta insuficiente si se permite que los planes urbanísticos regulen ex novo estos 
suelos.1005 
 
A diferencia de otras normas autonómicas1006 no existe tampoco el suelo rústico de 
entorno urbano ni el suelo rústico de especial protección por razón de riesgos o de razones 
objetivas que desaconsejen la urbanización. En este orden de consideraciones, es preciso 
destacar que algunos terrenos pueden estar dotados de requisitos que los hagan merecedores 
de ser incluidos en más de una de las categorías apuntadas. En este caso la ley obliga a optar 
                                                 
 
1005
 Pese a la enumeración prolija que se acaba de comentar, se echa en falta, entre otras, una 
categoría protectora de suelos dedicados a extracciones mineras. Sin embargo, la LOUGA/2002 sí se 
ocupa de las instalaciones mineras para proceder a su legalización en la disp. trans. duodécima. (como 
subraya la STSJG de 27 de octubre de 2011, LA LEY 222186/2011, debe tratarse de actividades 
continuadas desde la entrada en vigor de la LOUGA/2002). Esta norma, debe ser puesta en conexión, 
con el art. 38 de la Ley 3/2008, de 23 mayo, de minería de Galicia, que contempla la coordinación con 
el régimen de aplicación en materia de licencias urbanísticas y actividades clasificadas, y así, el 
ejercicio de los derechos mineros, estará condicionado al otorgamiento de las licencias municipales 
urbanísticas y de actividades clasificadas, de conformidad con la normativa de aplicación. Por ello, el 
municipio en que esté ubicado el derecho minero habrá de pronunciarse sobre la viabilidad del 
proyecto minero en el informe que deberá remitir al órgano minero competente durante la tramitación 
de los derechos mineros. Respecto a la indemnización por la imposibilidad de continuar con la 
explotación minera por incompatibilidad con las normas ambientales y urbanísticas, cfr., MOREU 
CARBONELL, E., “ Las minas”, en CANO CAMPOS, T., (Coord.), Lecciones y materiales para el 
estudio del Derecho Administrativo, T. V, Iustel, Madrid, 2009, pág. 201. Cfr. la STSJG de 16 de 
diciembre de 1999, Roj: STSJGAL 7916/1999 en relación al suelo mencionado. 
 
1006
 Cfr., por ejemplo, el art. 32 y el artículo 38 RUCL/2004. 
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entre incluirlo en la categoría que otorgue mayor protección o bien incluirlo en varias 
categorías, cuyos regímenes se aplicarán de forma complementaria sin que sea de aplicación 
la regla consistente en que deben prevalecer los regímenes establecidos para la protección de 
los valores naturales y culturales, contenida en otras normas autonómicas. 1007 Habida cuenta 
que el aprovechamiento de estos terrenos así como su régimen jurídico no es uniforme deberá 
aplicarse el estatuto jurídico que otorgue mayor protección.1008 
 
Como ya se señaló anteriormente, los terrenos urbanos y los terrenos  enclavados en 
las ciudades y en los núcleos rurales que reúnan los requisitos de suelo urbano o de núcleo 
rural no pueden ser clasificados como rústicos de especial protección. No obstante, podrán 
adscribirse los terrenos como sistema general de espacios libres y zonas verdes públicas a los 
nuevos desarrollos urbanísticos que estén previstos en los terrenos colindantes, sin que se 
tenga en cuenta su superficie a los efectos de cómputo de edificabilidad ni densidad. 
 
En los municipios con más del 40% de la superficie del término municipal clasificada 
como suelo rústico de especial protección de espacios naturales el plan general de ordenación 
municipal podrá otorgar otra clasificación en ámbitos colindantes sin solución de continuidad 
con el suelo urbano y con los núcleos rurales que resulten imprescindibles para el desarrollo 
urbanístico sostenible, siempre que el plan contenga las medidas necesarias para la 




4.- Estatuto jurídico general 
 
 
Desde el punto de vista teórico, el legislador puede enumerar, con carácter tasado, los 
usos del suelo rústico, ya sea con el carácter de máximos o de mínimos, permitiendo al 
planificador, en este último caso, su ampliación. Es decir, se trataría de una suerte de 
calificación del suelo rústico. Pero también cabe la posibilidad de fórmulas genéricas de 
concreción jurisprudencial. En contraposición con otras Comunidades Autónomas, Galicia 
dispone de un régimen detallado de usos y aprovechamientos del suelo rústico, lo que pudiera 
considerarse beneficioso porque repercute en la seguridad jurídica de los propietarios y 
garantiza una uniformidad indispensable para frenar el feísmo urbanístico y la especulación 
de esta categoría de suelo. Sin embargo, el establecimiento de un numerus clausus de usos y 
                                                 
1007
 Cfr., el epígrafe IV. 2 del capítulo tercero correspondiente a la legislación de Castilla- León. 
 
1008
 Considero que esta regla no implica la inaplicación de los regímenes jurídicos implantados 
en las diversas normas sectoriales. 
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actividades en suelo rústico puede ser contraproducente porque deja fuera actividades y usos 
necesarios y no previstos, que pueden llegar a  ser necesarios y que el legislador no había 
contemplado.  
 
De ahí que el art. 33.3 LOUGA/2002 se refiera, como cláusula de cierre, a otras 
actividades análogas que se determinen reglamentariamente y coordinadas entre la legislación 
sectorial y dicha norma urbanística. Una nota común de las sucesivas reformas de esta ley 
autonómica ha sido, precisamente, la ampliación del catálogo de usos y de actividades 
permitidos o autorizables. El fomento del desarrollo rural es el motor de estos cambios. 
Además, la uniformidad no resulta coherente dada la variedad de zonas territoriales existentes 
en Galicia1009. Por ello cercenar la discrecionalidad del planificador en esta materia no 
siempre es rentable para el cumplimiento de los fines de la regulación el medio rural. En la 
misma línea, se puede destacar la tendencia a legalizar las explotaciones agropecuarias y 
aserraderos preexistentes y de las explotaciones mineras preexistentes.  Por el contrario, una 
normativa exhaustiva en la materia es beneficiosa en los términos municipales en los que no 
exista planeamiento en vigor.  
 
No se contiene ningún canon de utilización de este suelo aunque sí se contempla un 
canon de legalización. El canon de aprovechamiento se contenía en el art. 41 del proyecto de 
ley de la LOUGA/2002, publicado en el Boletín Oficial del Parlamento de Galicia de 18 de 
septiembre de 2002, y consistía en una cesión gratuita en beneficio de la Administración 
autonómica consistente en el 10% del importe total de la inversión a realizar para la ejecución 
de las obras, construcciones e instalaciones o para la implantación de las actividades y de los 
usos correspondientes. El pago del canon constituía una condición suspensiva para la eficacia 
de la autorización autonómica y no afectaba a las obras de rehabilitación y conservación de 
construcciones tradicionales existentes ni a las construcciones destinadas a actividades 
agrícolas, ganaderas o forestales ni a las obras promovidas por las Administraciones públicas. 
Las cantidades obtenidas por la percepción de este canon tenían la naturaleza de recursos 
propios de la Comunidad Autónoma de Galicia, estando afectas al cumplimiento de las 
finalidades y a la  mejora de los núcleos rurales, a la recuperación de espacios degradados y a 
la rehabilitación del contorno de los asentamientos.1010  
                                                 
1009
 Desde el punto de vista de las construcciones populares DE LLANO CABADO, diferencia 
las siguientes zonas: la arquitectura marinera, la arquitectura del ganado y del pan, la arquitectura de 
las agras coruñesas, la arquitectura de las zonas llanas y depresiones lucenses, la arquitectura de los 
valles y las depresiones del norte de Ourense y la arquitectura del vino, en DE  LLANO CABADO, P.,  
Arquitectura popular en Galicia, Colexio Oficial de Arquitectos de Galicia, Santiago de Compostela, 




 De acuerdo con la jurisprudencia del TS, por todas STS de 6 de mayo de 1998, RJ 1998\ 
3617 y STS de 27 de octubre de 2011, RJ 2012\1593, “el hecho de que un terreno haya sido 
degradado por la acción del hombre es intrascendente para la actividad de planeamiento y tampoco 
conlleva que éste deba recibir la clasificación de suelo urbanizable. Corresponde al planeamiento 
preservar esos terrenos, por razones ambientales y ecológicas, y mantenerlos como suelo no 






Por otra parte, el legislador puede determinar las condiciones de uso y, en su caso, de 
edificaciones a implantar en el suelo rústico o bien remitir al plan urbanístico. La 
LOUGA/2002 opta por la primera alternativa.1011 En efecto, el contenido esencial de la 
propiedad fundiaria rústica es el derecho a usar, disfrutar y disponer de ella de conformidad 
con la naturaleza y destino rústico de los mismos.1012 Estos derechos normalmente se 
concretan, según el art. 31.1 LOUGA/2002 en las acciones sobre el suelo o subsuelo que no 
impliquen movimiento de tierras1013, tales como aprovechamientos agropecuarios, pastoreo, 
roturación y desecación, así como vallados con elementos naturales o de setos, acciones sobre 
las masas arbóreas, tales como aprovechamiento de leña, aprovechamiento maderero, 
entresacas, mejora de la masa forestal, otros aprovechamientos forestales, repoblaciones y 
tratamiento fitosanitario, de conformidad con la legislación sectorial de aplicación en materia 
                                                                                                                                                                       
urbanizable de especial protección de ecosistemas naturales, suelos y montes de repoblación forestal, 
que se verifica en el PGOU impugnado.” 
 
1011
 No admite equívoco que los derechos comunes a todos los propietarios de suelo rústico, 
establecidos en el art. 31. 1, se deben plasmar en un conjunto de acciones que pudiendo afectar a este 
suelo, deberán respetar el destino natural del mismo, o lo que es lo mismo, se trata de los derechos 




 El Tribunal Supremo, en sus Sentencias de 21 de octubre de 2003 (RJ 2004, 54)  y 14 de 
febrero de 2006 (RJ 2006, 4437)  ha declarado en relación a la normativa de protección de la 
naturaleza (concretamente el artículo 18.2 de la Ley 4/1989, de 27 de marzo) , que se recoge el 
principio general de que nadie puede ser privado de sus derechos o intereses legítimos sino por causa 
justificada de utilidad pública y previa la correspondiente indemnización ( artículo 349 CC ), que en la 
actualidad sanciona el artículo 33.3 de la vigente Constitución, ya que la privación de los 
aprovechamientos cinegéticos o forestales no constituye una mera limitación de su uso, que vendría a 
definir el contenido normal de la propiedad y a configurar su peculiar estatuto jurídico, sino que 
supone una restricción singular de esos aprovechamientos por razones de utilidad pública, que no 
deben soportar los desposeídos sin una congruente remuneración». A su vez la STC 170/1989, de 19 
de octubre, RTC 1989\170, considera que la distinción entre vínculos indemnizables y no 
indemnizables se basa en la afectación del uso tradicional y consolidado que se refiere, según pone de 
manifiesto AMENÓS ÁLAMO, a los usos agrícolas, ganaderos, forestales y cinegéticos aunque 
también sería indemnizable la pérdida de titularidad de una construcción agrícola e incluso residencial 
o integrante de una instalación extractiva si existiese efectivamente y no fuese una mera expectativa. 
AMENÓS ÁLAMO, J., “La compensación a titulares de terrenos incluidos en espacios naturales 
protegidos. Jurisprudencia reciente “, en  GARCÍA DE ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E. y  
ALONSO GARCÍA, R. (Coord.), Administración y justicia: un análisis jurisprudencial: liber 





 Cfr., la STS de 21 de noviembre de 1989, LA LEY 652/1989 en la cual si bien no se acepta 
un concepto amplio de movimiento de tierras que determinaría la inclusión de cualesquiera labores 
agrarias sostiene que debe primar la protección del medio ambiente a la hora de diferenciar los 
supuestos en que se exige licencia urbanística. 
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forestal incluyendo las actuaciones complementarias e imprescindibles para el 
aprovechamiento maderero, tales como la apertura de vías de saca temporales, los cargaderos 
temporales de madera y el estacionamiento temporal de maquinaria forestal, según lo 
dispuesto en la legislación sectorial de aplicación en materia forestal y otras acciones 
autorizadas en los términos previstos en la LOUGA/2002. En principio, no parece haber 
resquicio alguno a un uso disconforme con la naturaleza de las cosas1014 aunque esta 
afirmación deberá matizarse al hilo de los estatutos jurídicos especiales de categoría de suelo 
rústico.  
 
En cualquier caso, el régimen urbanístico establecido en virtud del planeamiento no 
hará perder al derecho de propiedad su "recognoscibilidad", su contenido mínimo 
imprescindible, pues el propietario siempre conservará su derecho primario a "usar, disfrutar 
y disponer de sus terrenos conforme a la naturaleza rústica de los mismos" (arts. 8 y 13 
TRLS/2008). 
 
Pero surge aquí, sin embargo, una objeción: ¿qué sucede cuando llevan a cabo 
determinados usos constructivos?  La normativa gallega no contempla la participación de la 
comunidad en las plusvalías que obtienen los propietarios de suelo rústico como sucede con 
Canarias, Castilla-La Mancha, Extremadura, Valencia y Asturias. Desde mi punto de vista, 
sería necesario que los titulares de la construcción o edificación en suelo rústico deberían 
ceder un porcentaje del aprovechamiento mediante su monetarización dada la especialidad del 
referido aprovechamiento y la imposibilidad de compartirlo con la Administración. Las 
acciones comentadas pueden encajarse en la siguiente clasificación de usos: permitidos, 
autorizables y prohibidos. En relación a los dos primeros hay que acudir a una interpretación 






El reverso de estos derechos, por así decir generales, son las obligaciones genéricas 
aplicables a los  propietarios de toda clase de terrenos, construcciones, edificios e 
instalaciones. No obstante, son especialmente destacables las siguientes: 
 
                                                 
1014
 También deben incluirse los aprovechamientos piscícolas y cinegéticos. 
 
1015
 En términos similares DE ROJAS MARTÍNEZ-PARETS, F., Fórmulas alternativas de 
protección y gestión de los espacios naturales, op. cit., pág. 39, considera que desde la perspectiva de 
la protección del medio natural más que la calificación del suelo o el desarrollo de planes especiales 
resultaría más conveniente encontrar una técnica de distribución de las plusvalías que recaiga en favor 
de los espacios naturales y de las áreas rústicas que han contribuido a dicho sistema general.  
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a. Destinar los terrenos a los usos permitidos por el planeamiento urbanístico. 
 
b.- Mantenerlos en condiciones de funcionalidad, seguridad, salubridad, ornato 
público y habitabilidad según su destino, y con arreglo a las normas de protección del medio 
ambiente, del patrimonio histórico y de la rehabilitación.  
 
Los propietarios de tierras conservarán y mantendrán el suelo natural y en su caso la 
masa vegetal en las condiciones precisas que eviten la erosión y los incendios, impidiendo la 
contaminación de la tierra, el aire y el agua. Este precepto debe conectarse con los arts. 22 y 
23 de la Ley 3/2007 de 9 de abril de prevención y defensa contra los incendios forestales de 
Galicia que impone a las Entidades Locales el mandato y, en su caso, ejecución subsidiaria de 
las obras necesarias para la gestión de la biomasa vegetal.1016 
 
Pero en el ánimo del legislador destaca la preocupación protectora de este suelo de ahí 
que, plasme dicha preocupación en las siguientes obligaciones específicas comunes a todos 
los propietarios de suelo rústico: 
 
a) Destinarlos a fines agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos, ambientales o a 
otros usos vinculados a la utilización racional de los recursos naturales dentro de los límites 
que, en su caso y por este orden, establezcan la legislación sectorial de aplicación, la 
LOUGA/2002, el planeamiento urbanístico y los instrumentos de ordenación del territorio. 
Queda de relieve que el suelo rústico es objeto de varias regulaciones de entre las cuales la 
urbanística presenta una finalidad integradora aunque supeditada a la normativa sectorial.1017  
 
b) Solicitar autorización de la Comunidad Autónoma para el ejercicio de las 
actividades autorizables en los casos previstos en la LOUGA/2002, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la legislación sectorial correspondiente. 
                                                 
1016
 Cfr. PIÑEIRO AMIGO, J.M., ”Comentarios a la Ley 3/2007 de 9 de abril de prevención y 
defensa contra los incendios forestales de Galicia”, RXG, núm. 52, 2006, pág. 44, quien señala:”A 
nuestro juicio, la interpretación que hace el texto del art. 7.d, de la Ley que comentamos, fuerza de 
manera flagrante, el texto de la Ley 9/2002 en relación con los artículos 9 y 199.2. El artículo 214 de 
la repetida Ley 9/2002, atribuye la competencia para la protección de la legalidad urbanística en suelo 
rústico, a cualquiera de sus categorías, a la Consellería competente en materia de urbanismo, así como 
"en los supuestos  de actividades prohibidas". El Alcalde (no el Ayuntamiento) en cualquier caso, 
adaptará las medidas necesarias para la paralización de las obras o actividades "dándole cuenta, en su 
caso, y de forma inmediata, al Conselleiro competente en materia de urbanismo". Así pues, según 
autor, el artículo 7.d  va más allá de las previsiones del texto de la Ley 9/2002 poniendo de manifiesto 
que el amparo legal carece de título competencial adecuado y la dificultad de ejecución subsidiaria 
quiere trasladarse a las Entidades Locales al amparo de una norma que ni dice, ni ha pretendido decir 
lo que ahora se le atribuye. 
 
1017
 Antes de la reforma operada por la Ley 2/2010, no se situaba en primer lugar de las fuentes 
de las limitaciones a la legislación sectorial. 
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c) Solicitar, en los supuestos previstos en la legislación urbanística, la oportuna 
licencia municipal para el ejercicio de las actividades contempladas en el art. 33 
LOUGA/2002. 
  
d) Realizar o permitir realizar a la administración competente los trabajos de defensa 
del suelo y la vegetación necesarios para su conservación y para evitar riesgos de inundación, 
erosión, incendio, contaminación o cualquier otro riesgo de catástrofe o simple perturbación 
del medio ambiente, así como de la seguridad y salud públicas. Se trata del deber de 
prevención activa. 
 
e) Cumplir las obligaciones y condiciones señaladas en la LOUGA/2002 para el 
ejercicio de las facultades que correspondan según la categoría de suelo rústico, así como las 
mayores restricciones que sobre ellas imponga el planeamiento urbanístico y la autorización 
autonómica otorgada al amparo de la LOUGA/2002. 
 
f) Realizar los trabajos de restauración paisajística o medioambiental necesarios para 
reponer el suelo rústico. Se trata de una obligación nueva introducida por la reforma de 2010. 
 
A las obligaciones anteriores había que adicionar, en el texto inicial, las previstas en el 
art. 9.2 LOUGA/2002, es decir,  los propietarios de inmuebles y edificaciones en suelo 
rústico y en suelo de núcleo rural, estaban obligados a realizar las obras necesarias para la 
protección del medio rural y ambiental. El elenco de obligaciones debe completarse con las 
obligaciones específicas en función de la categoría de suelo rústico y las definidas en la 
legislación sectorial.  Respecto de estas últimas, quizás convenga analizar un ejemplo 
concreto.  
 
Me estoy refiriendo a los terrenos objeto de una concentración parcelaria, en los 
cuales, el decreto de concentración parcelaria determina no sólo la utilidad pública, sino 
también la función social de la propiedad con la necesidad de que las tierras cultivables no 
queden abandonadas, por lo que el titular de un derecho de propiedad rústica de carácter 
agrario está obligado a: 
 
a) Mantener o conservar la tierra cultivada conforme a su capacidad agrológica y 
aprovechamiento adecuado de sus recursos, en consonancia con los planes de 
aprovechamiento de cultivos o forestal recogidos en el acuerdo de concentración. 
 
b) Mantener indivisibles las parcelas de extensión inferior al doble de la indicada 
como mínima en el acuerdo, con las excepciones reseñadas en el art. 52. A este efecto, la 
dirección general correspondiente de la consellería competente en materia de agricultura, al 
aprobar el acuerdo, dictará, oída la junta local de zona, resolución motivada, en la que 
señalará la unidad mínima de cultivo para la zona, que será la suficiente para que las labores 
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fundamentales de su cultivo, utilizando los medios normales y técnicos de producción, 
puedan llevarse a cabo con un rendimiento satisfactorio, teniendo en cuenta las características 
socioeconómicas de la agricultura en la comarca o zona, y que en ningún caso será inferior a 
las unidades mínimas de cultivo establecidas por la Comunidad Autónoma en virtud de lo 
establecido en el art. 23 de la Ley estatal, de 4 de julio, de Modernización de las 
Explotaciones Agrarias. El incumplimiento de estas obligaciones o del plan de ordenación de 
aprovechamiento de cultivos o forestal, en su caso, así como el cambio de uso de la tierra 
clasificada como labradío o prado hasta tanto los ayuntamientos regulen los usos de las tierras 
concentradas, darán lugar a la imposición de las sanciones que se determinan en la  Ley. A la 
vista de lo expuesto, se puede indicar que la naturaleza jurídica de la concentración parcelaria 
es controvertida1018, de ahí que pueda considerarse desde distintos prismas porque puede ser: 
una comunidad especial; una limitación legal de la propiedad rústica; una expropiación con 
abono de la indemnización en especie; una función administrativa; una agrupación registral 
de fincas; una subrogación real por ministerio de la ley. 
 
En relación a este régimen obligacional debemos plantearnos varias preguntas:  
 
1ª.- ¿Es conforme con la legislación estatal básica? El régimen gallego se ajusta a los 
límites estatales tanto los establecidos por la derogada LS/1998 como los del reciente 
TRLS/2008. 
 
2ª.- ¿Desnaturaliza el contenido esencial del derecho de propiedad? Es esta una 
cuestión más polémica. Del examen de las normas gallegas parece desprenderse que el nivel 
de cargas y de obligaciones de los propietarios no supera al de derechos y facultades por lo 
que se puede concluir que no afecta al núcleo esencial del derecho de propiedad. 
  
3ª.- ¿Están previstas compensaciones? En Galicia, a diferencia de otras Comunidades 
Autónomas, como por ejemplo, Extremadura, (LOTUEx/2001), no existen compensaciones 
en forma de canon ni tampoco de reclasificación de suelo como sucede en la Comunidad 




                                                 
1018
 Cfr.,  SANZ JARQUE, J.J., ”Naturaleza y fines de la concentración parcelaria”, Estudios 
cooperativos, núm. 34, 1961, págs. 73-75. Este autor destaca que presenta varios fines: de carácter 
técnico-agronómico, como la dotación de nuevos accesos;  de carácter jurídico, como la creación de 
un nuevo estatuto jurídico, y, de carácter social  como la reorganización de la propiedad. En el ámbito 
que nos ocupa se podría calificar como una manifestación de la función social de la propiedad que 
incide sobre la facultad de libe disposición del derecho de propiedad sobre fincas rústicas.  




   5. Tipos de usos 
 
 
   5.1 Introducción 
 
 
Antes de iniciar el estudio de los diversos usos previstos en la LOUGA/2002 para el 
suelo rústico es interesante recordar que el desarrollo rural condiciona a la normativa 
urbanística y ésta a su vez encauza el desarrollo rural. La definición de los usos compatibles e 
incompatibles con el medio rural debe partir no sólo de las riquezas naturales y de los valores 
integrados en estos terrenos sino que es preciso ponderar la actuación del hombre en el medo 
rural. Y así, como destacan BUSTILLO BOLADO Y MENÉNDEZ SEBASTIÁN,1019 deben 
combinarse una ley de líneas generales y flexibles de orientación con un informe de 
compatibilidad rural. 
 
El legislador gallego no se inclinó por esta opción. En efecto, al regular las 
condiciones de uso y de edificación el grado de detalle del legislador alcanza niveles 
reglamentarios, si bien permite que el plan urbanístico contenga limitaciones más restrictivas, 
lo que puede suponer una colaboración reglamentaria, in peius, es decir, partiendo del 
mínimo legal, los planes pueden establecer normas más restrictivas.1020  
 
¿Es ajustado a derecho esta norma gallega al permitir un desarrollo reglamentario más 
restrictivo?1021 Para resolver esta pregunta debemos valernos de varios argumentos. En primer 
lugar, si partimos de una interpretación literal del principio de jerarquía normativa la 
conclusión se torna clara: el plan urbanístico está sometido a la ley, en cuanto producto 
normativo de segundo nivel y la figura del reglamento ejecutivo podría encajar en esta 
decisión del legislador gallego. Pero, el plan urbanístico no puede considerarse como un mero 
                                                 
1019
 BUSTILLO BOLADO, R. O. y MENÉNDEZ SEBASTIÁN, E. en “Desarrollo rural” en 
MARTÍN REBOLLO, L. (Dir.), Fundamentos de…, op.cit., pág. 1800. 
 
1020
 CASTIÑEIRA IZQUIERDO, J., ”Consideraciones sobre…,”, op. cit, págs. 52-53, señala 
que la ley se aparta del seguidismo de la legislación estatal y es permisiva para la creación de otras 
categorías de suelo especial protegido por vía reglamentaria. Pero esta posibilidad ha desaparecido 
con la reforma de la ley 2/2010. 
 
1021Cuestión distinta es la relativa a los Decretos autonómicos que aprueban ordenaciones 
provisionales y determinan la suspensión de los planes generales. En este supuesto la STSJG de 14 
junio de 2012, JUR 2012\234484, afirma que “no se puede entender vulnerado el principio de 
legalidad, ni que se trate de una norma nula, puesto que es la LOUGA la que directamente prohíbe 
este tipo de edificaciones en este tipo de suelo (se refiere a suelo rústico de especial protección 
forestal).” 
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reglamento ejecutivo, sino que, partiendo del marco legal y reglamentario, es un instrumento 
normativo previsto para, de una parte, efectuar la delimitación del derecho de propiedad del 
suelo, y, de otra parte, debe contener los modelos territoriales y de desarrollo urbanístico que 
hayan adoptado los representantes de los vecinos, y, por extensión, los representantes de la 
colectividad.  
 
En segundo lugar, si para la LOUGA/2002 los valores inmanentes al suelo del medio 
rural (fomentar la ordenación y mejora de los núcleos rurales, evitando la degradación y la 
pérdida de las construcciones tradicionales, la protección del patrimonio natural, asegurar que 
el suelo se utilice en congruencia con la utilidad pública y la función social de la propiedad y 
preservar el medio físico, los valores tradicionales, las señas de identidad y la memoria 
histórica de Galicia), son vinculantes para el legislador la existencia de planes urbanísticos, 
por expresa voluntad de dicho legislador, que sean más restrictivos que la propia ley, 
urbanística o sectorial, y que los planes de ordenación del territorio y los planes sectoriales, se 
fundamentarían en la sobreprotección de los referidos valores.1022 El legislador gallego no 
sigue este modelo si bien para evitar repeticiones posteriores, establece en un único artículo, 
el 33, la lista completa de los posibles usos y actividades que se pueden realizar en el suelo 
rústico, en general, diferenciando entre usos no constructivos y usos constructivos.  
 
Sin embargo, no se resuelve la siguiente cuestión: ¿debe concurrir un interés 
público1023 o es suficiente un mero interés privado para admitir los usos en suelo rústico?  
 
                                                 
1022
 Frente a la redacción de la norma gallega otras leyes autonómicas admiten dicha 
habilitación normativa en términos generales. Así a título de ejemplo puede citarse el art. 47.1 
LUCataluña/2010 que al referirse a los límites de los derechos de uso, disfrute y disposición de los 
propietarios de estos terrenos señala “siempre bajo los imperativos derivados del principio de 
utilización racional de los recursos naturales y dentro de los límites establecidos por esta Ley, por la 
legislación sectorial, por el planeamiento urbanístico y por la legislación que sea aplicable al ejercicio 
de las facultades de disposición de esta clase de suelo.” De igual forma el art. 47.9 LUCataluña/2010 
previene que “El suelo no urbanizable no puede ser dedicado a usos que, atendiendo los valores que el 
plan de ordenación urbanística municipal protege o preserva y las finalidades que persigue, 
transformen la destinación o la naturaleza o bien lesionen o impidan la realización de dichos valores y 




 En relación al texto del art. 20 LS/1998, BARNÉS VÁZQUEZ razona que es una norma 
que no establece derecho alguno sino un supuesto excepcional que no obedece a razones de medio 
ambiente y, por tanto, defiende su inconstitucionalidad ya que es más propia de la disciplina 
urbanística o de la ordenación del territorio ajena a las condiciones básicas del ejercicio del derecho. 
BARNÉS VÁZQUEZ, J., Distribución de competencias en materia de urbanismo: Estado, 
Comunidades Autónomas, entes locales: análisis de la jurisprudencia constitucional, op. cit., págs. 
213-214. La jurisprudencia parece decantarse por el interés público. Cfr., la STS de 16 de junio de 
1986, LA LEY 2951/1986 en relación a la construcción de un edificio destinado a cafetería accesorio 
a un club de tiro en la que se alude a la cultura física y al deporte. 
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Respecto a los primeros diferencia los siguientes:  
 
a) Acciones sobre el suelo o subsuelo que impliquen movimientos de tierra, tales 
como dragados, defensa de ríos y rectificación de cauces, abancalamientos, desmontes, 
rellenos y otras análogas.1024  
 
b) Actividades de ocio, tales como práctica de deportes organizados1025, acampada de 
un día y actividades comerciales ambulantes (en cambio cuando los deportes requieran 
instalaciones y equipamientos resulta de aplicación el instrumento sectorial denominado Plan 
General aprobado por la Administración Autonómica y cuya ejecución deberá ser 
previamente aprobada por el pleno de las corporaciones locales en la parte que las afecta; art. 
82 Ley del deporte de Galicia aprobada por la Ley 3/2012, de 2 de abril). 
 
c) Actividades científicas, escolares y divulgativas.  
 
d) Depósito de materiales, almacenamiento y parques de maquinaria y 
estacionamiento o exposición de vehículos al aire libre.  
 
e) Actividades extractivas, incluida la explotación minera, las canteras y la extracción 
de áridos o tierras, así como sus establecimientos de beneficio.1026 
                                                 
 
1024
 En estas actuaciones se exigirá autorización de la Consellería competente en materia de 
medio rural en relación con la agricultura, la protección de los ríos,… Por el contrario procede la 
denegación de la autorización autonómica cuando los movimientos de tierra supongan una 
significativa elevación de la nueva rasante y alteren las particularidades que presentan los terrenos en 




 En algunas Comunidades Autónomas se disciplinan determinados usos. Así, a título de 
ejemplo, puede citarse en Navarra el Decreto Foral 36/1994, de 14 de febrero, que regula la práctica 
de actividades organizadas motorizadas y la circulación libre de vehículos de motor en suelo no 
urbanizable. Asimismo la clasificación de los usos admite especialidades significativas en la 
legislación canaria de ahí que siguiendo a RICART  ESTEBAN podamos diferenciar entre: usos que 
no requieren instrumento de ordenación previo ni acto administrativo urbanístico; usos que no 
requieren previsión en un instrumento de ordenación previo bastando la no existencia de prohibiciones 
expresas o específicas en los mismos pero que precisan de actos administrativos previos; usos que 
requieren instrumento/proyecto de ordenación que establezca la ordenación previa al acto 
administrativo urbanístico otorgado para su ejecución y usos que requieren no ya la existencia de 
instrumentos de ordenación previa sino la suspensión de su vigencia.  RICART  ESTEBAN, J., ”Otras 
formas de ordenación del suelo rústico en Canarias o el adiós a su planificación”, en SANTANA 
RODRÍGUEZ, J.J., (Coord.), Estudios sobre planeamiento territorial y urbanístico, Tirant, Valencia, 
2011, pág. 75.  
 
1026
 La titularidad de otras autorizaciones o licencias no exime la obligatoriedad de la licencia 
urbanística siendo conveniente indicar que la adopción medidas paliativas o correctoras tras el cese de 
una cantera a cielo abierto no justifican la legalidad de dicha actividad. (STSJG de 9 de septiembre de 
1999, LA LEY 120707/1999). 
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Si se examina con detalle la lista anterior se observa que el grado de incidencia en el 
suelo rústico, con independencia de que se trate de suelo común o de protección especial, 
admite una graduación. En cualquier caso, parece desprenderse que se admiten instalaciones 
fácilmente desmontables. En relación a las actividades y usos constructivos, debe efectuarse 
una precisión ya que el legislador gallego no diferencia entre obras de edificación nuevas y 
obras en instalaciones existentes. Por otra parte, el listado es más amplio. Para facilitar su 
comprensión es conveniente diferenciar según el sector económico de que se trate. 
 
a.- Sector agrícola y ganadero 
 
1) Construcciones e instalaciones agrícolas en general, tales como las destinadas al 
apoyo de las explotaciones hortícolas, almacenes agrícolas, talleres, garajes, parques de 
maquinaria agrícola, viveros e invernaderos, u otras análogas.1027 
 
2) Construcciones e instalaciones destinadas al apoyo de la ganadería extensiva e 
intensiva, granjas, corrales domésticos y establecimientos en los que se alojen, mantengan o 
críen animales, e instalaciones apícolas. El legislador gallego no contempla el uso cinegético 
del suelo rústico. 
 
3) Construcciones destinadas a usos residenciales vinculados a la explotación agrícola 
o ganadera.1028 
 
b.- Sector forestal: Construcciones e instalaciones forestales destinadas a la gestión 
forestal y las de apoyo a la explotación forestal, así como las de defensa forestal, talleres, 





                                                 
 
1027
 La STS de 27 de julio de 2011, RJ 2011\6881, confirma la interpretación de la STSJG de 31 
de octubre de 2007, JUR 2008\384630, según la cual todo almacén de productos agrícolas cumple las 
exigencias de la LOUGA/2002 cuando los productos almacenados provengan de la propia 
explotación, es decir,  se trata de actividades que guarden relación directa con la naturaleza, extensión 
y destino, bien del predio, bien de la explotación del recurso natural, lo que indica una necesidad de 
inmediación con uno u otra. Por otra parte, es necesario indicar que los garajes de vehículos no 
agrícolas son construcciones prohibidas. Cfr., la STSJG de 27 de diciembre de 2002, LA LEY 
217498/2002 que aunque referida a la normativa anterior a la LOUGA su interpretación resulta 
igualmente aplicable en la actualidad.  
 
1028
 Pese a que la norma se refiera a construcciones entiendo que también se incluyen las casas 
prefabricadas. En el mismo sentido desde una óptica general, cfr. CANO MURCIA, A., El régimen 
jurídico del suelo no urbanizable o rústico, op.cit., págs. 326-328. 
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c.- Sector terciario 
 
1) Construcciones y rehabilitaciones destinadas al turismo en el medio rural y que 
sean potenciadoras del medio donde se ubiquen. En este ámbito se requiere tener en cuenta la 
Ley 7/2011, de 27 de octubre de turismo de Galicia. Según esta ley son consideradas 
establecimientos de turismo rural las edificaciones ubicadas en el medio rural que, por sus 
especiales características de construcción, ubicación y singularidad o antigüedad, prestan 
servicios de alojamiento turístico pudiendo ubicarse en suelo de núcleo rural, en 
asentamientos tradicionales de menos de 500 habitantes cuyo suelo estuviese clasificado 
como suelo urbano o en suelo rústico.1029 Con independencia de la modalidad de alojamiento 
de turismo rural adoptada, la especialidad de agroturismo será aplicable a los establecimientos 
que estén integrados en explotaciones agrarias, ganaderas o forestales que, juntamente al 
hospedaje, oferten servicios generados por la propia explotación. 
 
A destacar que son hospederías rurales los establecimientos ubicados en el medio rural 
que, poseyendo un carácter tradicional o un singular valor arquitectónico, ofrecen alojamiento 
por habitaciones y, al menos, dos actividades complementarias de servicios turísticos 
vinculados al medio en donde se encuentran siendo necesario indicar que si se pretenden 
ubicar en suelo rústico, únicamente podrán tener esta condición cuando se trate de 
rehabilitación, reconstrucción o, en su caso, ampliación de edificaciones legalmente 
existentes. 
 
Por otra parte, son pazos, casas grandes, casas rectorales y demás edificaciones 
singulares aquellas construcciones que, por sus singulares características y antigüedad, están 
sujetas a la normativa de patrimonio cultural de Galicia y a los catálogos de edificios 
singulares a proteger por el planeamiento urbanístico municipal y proporcionan el servicio de 
alojamiento turístico y eventualmente otros servicios complementarios. Son casas rurales los 
establecimientos de turismo rural ubicados en viviendas autónomas e independientes que, por 
su antigüedad y características, respondan al concepto de la arquitectura tradicional gallega de 
la zona en las que se proporcione el servicio de alojamiento turístico y, eventualmente, otros 
servicios complementarios. 
 
                                                 
1029
 En cualquier caso, será de aplicación lo previsto en la normativa urbanística e instrumentos 
de planeamiento urbanístico en vigor. Los establecimientos de turismo rural se clasifican en las 
siguientes modalidades: hospederías rurales; pazos y otras edificaciones singulares; casas rurales; 
aldeas de turismo rural y otros establecimientos fijados reglamentariamente. Para el art. 72,  aldea de 
turismo rural al conjunto de más de tres edificaciones de turismo rural que formen parte de un 
establecimiento único y dispongan de oferta complementaria de servicios. 
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2) Instalaciones de playa y actividades de carácter deportivo, sociocultural, recreativo 
y de baño, que se desarrollen al aire libre, con las obras e instalaciones imprescindibles para 
el uso de que se trate. 
 
d.- Sector de infraestructuras y dotaciones  
 
1) Instalaciones vinculadas funcionalmente a las carreteras y previstas en la 
ordenación sectorial de éstas, así como, en todo caso, las de suministro de carburante.1030 
 
2) Instalaciones necesarias para los servicios técnicos de telecomunicaciones1031, la 
infraestructura hidráulica y las redes de transporte, distribución y evacuación de energía 
eléctrica, gas, abastecimiento de agua y saneamiento, siempre que no impliquen la 
urbanización o transformación urbanística de los terrenos por los que discurren.1032 
 
                                                 
 
1030
 En otras legislaciones, como el art. 241. de la ley balear 6/1997, se incluyen los 
ferrocarriles, puertos y aeropuertos. Recuerda la STSJG de 23 de octubre de 2008, LA LEY 
247354/2008 que a partir de la ley 15/2004 se ha suprimido la autorización autonómica previa en 
relación con la construcción de una planta de tratamiento de residuos sólidos urbanos.  
 
1031
 Como señala la STS de 7 julio de 2005 JUR 2006\4879 “las estaciones de telefonía móvil 
tienen que funcionar conectadas entre sí formando una red, por lo que dada la extensión del suelo 
rústico  resulta muy probable que alguna tenga que ubicarse en el de ésta naturaleza. Por ello lo que 
tendrá que justificarse es la necesidad de emplazamiento en el punto concreto elegido y no en otros 
suelos con clasificación urbanística distinta; y al respecto la demanda lo único que hace es decir, 
reproduciendo un apartado de la Memoria del proyecto presentado, que el enclave elegido es el más 
favorable de toda el área dada su situación, altitud orientación y demás consideraciones técnicas, sin 
hacer referencia alguna a otros terrenos cercanos que, como pone de manifiesto uno de los planos 
unidos a dicho proyecto, están clasificados de distinto modo. En consecuencia no puede tenerse por 
acreditada la necesidad de emplazamiento en el lugar elegido y, consecuentemente, la procedencia del 
otorgamiento de la autorización, por lo que el recurso tiene que ser desestimado.”  
 
1032
 Desde mi punto de vista esta limitación supone una vulneración de la obligación de 
conexión a malla urbana prevista en el art. 9.2 TRLS/2008. Por otra parte, el Tribunal Supremo 
establece que una instalación de las características de las EDARs debe ubicarse en suelo no 
urbanizable, tal como señaló en STS de 22 de abril de 1992, RJ 1992\3837. En aquella sentencia se 
dice que la normativa urbanística antes citada reconocía la posibilidad de edificar en instalaciones de 
utilidad pública o interés social, justificadas en la necesidad de emplazamiento en el medio rural. Esta 
necesidad de emplazamiento en el medio rural puede derivarse de la propia naturaleza de la actividad, 
el ejemplo repetido es la construcción de una escuela de capacitación agraria, pero también cuando las 
características de la actividad pública o de interés social rechacen su construcción en suelo urbano. 
Una instalación como una EDAR dice el Tribunal que, por su propia naturaleza, lleva implícita la 
necesidad de alejamiento de las zonas estrictamente urbanas. En consecuencia precisa ser construido 
en suelo no urbanizable. Para el Tribunal Supremo la distancia de 2.000 metros se mantiene a pesar de 
que puedan existir normas urbanísticas, incluidos los planes urbanísticos, y nuevas normativas 
autonómicas de regulación de las licencias de actividad, en las que esa distancia no se establezca (STS 
de 28 de diciembre de 2005, RJ 2006\ 2043). 
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3) Construcciones e instalaciones para equipamientos y dotaciones que hayan de 
emplazarse necesariamente en el medio rural, como son: los cementerios1033, las escuelas 
agrarias, los centros de investigación y educación ambiental y los campamentos de turismo y 
pirotecnias. Además, mediante la aprobación de un plan especial de dotaciones regulado por 
el art. 71 LOUGA/2002, podrán permitirse equipamientos, públicos o privados.1034 
 
4) Muros de contención, así como cierres o vallado de fincas. 
 
5) Infraestructuras de abastecimiento, tratamiento, saneamiento1035 y depuración de 
aguas, de gestión y tratamiento de residuos1036, e instalaciones de generación o 
infraestructuras de producción de energía. 
 
e.- Sector industrial 
 
1) Construcciones destinadas a las actividades extractivas, incluidas las explotaciones 
mineras, las canteras y la extracción de áridos y tierras, así como sus establecimientos de 
beneficio y actividades complementarias de primera transformación, almacenamiento y 
envasado de productos del sector primario, siempre que guarden relación directa con la 
naturaleza, extensión y destino de la finca o explotación del recurso natural. 
 
2) Construcciones e instalaciones destinadas a establecimientos de acuicultura.1037 
                                                 
 
1033
 En algunas Comunidades Autónomas no existe tal previsión expresa. Así puede verse la 
STS de 10 de octubre de 2006, Roj: STS 7055/2006, que al enjuiciar un supuesto al amparo de la ley 
valenciana de suelo no urbanizable de 1992 señala que “ Si no es correcta la afirmación de que los 
cementerios tienen que construirse sobre suelo urbanizable, tampoco lo es la contraria, mantenida por 
la Administración autonómica recurrente, de que los cementerios tienen que construirse 
necesariamente sobre suelo no urbanizable, pues a esta conclusión no se puede llegar desde el artículo 
19.2.E de la Ley autonómica 4/92, de 5 de junio , de suelo no urbanizable, que se limita a contemplar 
la posibilidad de solicitar la declaración de interés comunitario para construir un cementerio en suelo 
no urbanizable.” En la jurisprudencia gallega puede verse la STSJG de 27 de septiembre de 2001, Roj: 




 Cfr., la STSJG de 18 de noviembre de 2010, LA LEY 245250/2010 en relación a la 
prohibición de un centro geriátrico en suelo de especial protección forestal. 
 
1035
 Cfr. la STS de 28 diciembre 2005, RJ 2006\2043, que considera como un establecimiento 
fabril a una estación depuradora de aguas residuales. 
 
1036
 Engloba tanto el reciclaje como la reutilización de aguas residuales. Aplicando la normativa 
vigente en 1996, la STSJG de 23 de diciembre de 1999, LA LEY 190736/1999, concluye que un 
vertedero de materiales de construcción no debe emplazarse en suelo rústico debiendo ubicarse en 
suelo industrial y de no existir en el término municipal debería establecerse en otro término municipal 
con suelo industrial. 
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Por último contempla otras actividades análogas que se determinen 
reglamentariamente y coordinadas entre la legislación sectorial y la LOUGA/2002. Como 
señala LÓPEZ RODRÍGUEZ1038, llama la atención que las limitaciones de usos que establece 
esta ley sean mayores que las de la propia legislación sectorial, que justifica la creación de las 
categorías de suelo especialmente protegido, cuestión que tendría sentido en los 
planeamientos de ayuntamientos concretos que así lo decidan por circunstancias específicas, 
pero no con carácter general en la ley. 
 
A modo de conclusión quizá no resulte aventurado señalar que el casuismo de los usos 
del suelo rústico viene a sustituir el reconocimiento del derecho a un mínimo 





Bien puede afirmarse que la LOUGA/2002 se caracteriza por un amplio elenco de 
usos. Precisamente por ello, debe advertirse que no se encuentran todos al mismo nivel. Por 
ello, cabe notar que habrá que estar al control administrativo a que están sometidos, control 
en virtud del cual los usos se clasifican, según el art. 34, en:1040 
 
a) Usos permitidos: los compatibles con la protección de cada categoría de suelo 
rústico, sin perjuicio de la exigibilidad de licencia urbanística municipal y demás 
autorizaciones administrativas sectoriales que procedan. Se trata de los usos normales de este 
suelo.1041 
                                                                                                                                                                       
 
1037
 Cfr., la STSJG de 18 de noviembre de 2011, RJ 2012\2299. Los establecimientos de 
acuicultura están sometidas a evaluación de impacto ambiental en los términos de la Orden gallega de 
15 de marzo de 2012. 
 
1038
 LÓPEZ RODRÍGUEZ, J. A., ”Régimen jurídico del suelo rústico en Galicia”, 




 Esta es la postura que defiende ROZADOS OLIVA, M. J.:”La utilización edificatoria del 
suelo no urbanizable”, RDMUA,  núm. 174, 1999, pág. 89, que señala que es una muestra del interés 
del legislador por controlar el medio rural. 
 
1040
 En otras leyes autonómicas se diferencia entre usos admitidos, los usos condicionados y los 




 Es interesante subrayar que la LOUGA/2002 no admite el uso residencial del suelo rústico 
común. En la doctrina judicial, cfr., la STSJG de 22 de noviembre de 2007, JUR 2008\384590, a cuyo 
tenor, “el uso de vivienda unifamiliar no aparece relacionado en el artículo 33 de la Ley 9/2002, y por 
lo tanto no está entre los permitidos para el suelo rústico de protección ordinaria por su artículo 36. 
Por otra parte es evidente que una casa como la litigiosa no es una construcción de carácter 
provisional sino permanente, y por ello no puede serle concedida una de las licencias previstas en el 
artículo 102 de dicha Ley, sólo otorgables para obras de aquél carácter”. Para un supuesto excepcional 
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b) Usos autorizables: los sujetos a autorización de la Administración autonómica, 
previamente a la licencia urbanística municipal y en los que deban valorarse en cada caso las 
circunstancias que justifiquen su autorización, con las cautelas que procedan. En la 
terminología tradicional son los usos excepcionales.1042 Obsérvese que la norma es 
calculadamente ambigua lo cual no es óbice para que sea puesta en relación con el art. 86.9 
LOUGA, en el que se establecen los parámetros a tener en cuenta por la Administración 
Autonómica para decidir sobre la aprobación definitiva de los Planes Generales. 
Concretamente deberá analizarse la conformidad con la legislación urbanística vigente y la 
adecuación a la protección del medio rural, la coherencia con las directrices de ordenación del 
territorio y los demás instrumentos previstos en la LOTGA/1995 y la incidencia sobre las 
materias de competencia autonómica y sobre las políticas autonómicas de desarrollo 
sostenible.  
 
c) Usos prohibidos: los incompatibles con la protección de cada categoría de suelo o 
que impliquen un riesgo relevante de deterioro de los valores protegidos. 
 
Desde un punto de vista general, se echa en falta una mayor flexibilidad en la 
implantación de nuevos usos que, dada la filosofía de la ley gallega, sólo podrán ser 
reconocidos mediante una modificación de la LOUGA/2002, a diferencia de otras 
Comunidades Autónomas como, por ejemplo, en Asturias donde se prevén los denominados 
usos incompatibles, que son aquellos que no cumplen alguno de los requisitos exigidos para 
los usos permitidos o autorizables y cuya eventual admisibilidad requiere, con anterioridad a 
cualquier otra autorización o licencia, la nueva aprobación o modificación de un 
planeamiento en virtud del cual se habilite el suelo afectado por la finalidad pretendida (art. 
123. c Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril). 
 
La configuración del suelo rústico lleva a la inmediata consecuencia de que todo uso, 
sea o no constructivo, debe ser respetuoso con los valores o riquezas naturales que forma 
parte de su contenido y debe ser controlado administrativamente para conservar, restaurar y 
proteger dichos valores y potenciar el medio rural. Se puede concluir, sin ningún género de 
dudas, que ambos principios constituyen los pilares básicos del aprovechamiento del suelo 
rústico. 
 
                                                                                                                                                                       




 La excepcionalidad de usos edificatorios en suelo no urbanizable demanda una 
interpretación restrictiva que no se justifica por la inexistencia de uso industrial o por la oferta de 
puestos de trabajo. (STSJG de 25 de noviembre de 2004, LA LEY 248134/2004.) 
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Mas, el control administrativo al que se alude, no sólo es estrictamente urbanístico 
sino que también debe entrar en juego la Administración sectorial, cuando de proteger los 
valores sectoriales se trata. Así las cosas, cobra pleno sentido que en el suelo rústico 
especialmente protegido para zonas con interés patrimonial, artístico o histórico, se requiera, 
antes del otorgamiento de la licencia municipal, el preceptivo informe favorable del 
organismo autonómico competente en materia de patrimonio cultural.1043 
 
Hasta tal punto el legislador interioriza los referidos principios que no causa sorpresa 
que podamos destacar el carácter de ius cogens del régimen de prohibiciones,  carácter 
necesario e inderogable que se predica tanto para la Administración Autonómica como para la 
Administración Municipal. De ahí que, la LOUGA/2002 califica con la mayor sanción 
posible, nulidad de pleno derecho, las autorizaciones y licencias que se otorguen para los usos 
que se consideran como prohibidos, usos que se deducen a sensu contrario de la comparación 
entre los usos permitidos y los usos autorizados.  
 
Es ésta una idea central que impregna toda la regulación, hasta el extremo, de la 
sobreprotección, por sí decir, del medio natural. Así lo previene de modo expreso el art. 35. 
Según dicho precepto, no está permitida la apertura de nuevos caminos o pistas en el suelo 
rústico que no estén expresamente contemplados en el planeamiento urbanístico o en los 
instrumentos de ordenación del territorio, salvo los caminos rurales contenidos en los 
proyectos aprobados por la administración competente en materia de agricultura, de 
                                                 
1043
 La clasificación esbozada con anterioridad no se puede confundir con el visado urbanístico. 
Recuérdese que el visado colegial está suprimido en Galicia. Cfr. CANO MATA, A., ” El visado 
urbanístico”, RAP, núm. 111, septiembre-diciembre 1986, págs. 187-213. En relación al visado 
colegial es muy interesante la STS de 12 de marzo de 2012, Roj: STS 1404/2012. En esta resolución 
judicial el alto Tribunal concluye, por una parte, que dada la naturaleza administrativa del visado 
obligatorio en cuanto carga que se impone a los particulares y a las empresas, su régimen jurídico ha 
de ser el que disponga precisamente el Legislador estatal, no los colegios profesionales”, y, por otra 
parte, que es que, en efecto, siendo el visado colegial obligatorio una técnica de control mediante la 
que los Colegios ejercen funciones administrativas coherentes con su cualidad de corporaciones de 
Derecho Público (artículo 1 de la Ley 2/1974), es el Estado quien ostenta la competencia para 
establecer su legislación básica según dispone el artículo 149.1.18ª de la Constitución. En el ámbito de 
esta competencia puede, a nuestro entender, limitar como ha hecho los supuestos en que los colegios 
profesionales han de visar los trabajos profesionales y, en general, regular las bases del régimen 
jurídico de la expedición de los visados colegiales.” Por último, sostiene que “El visado colegial se 
reduce, pues, conforme al artículo 13.2 de la Ley 2/1974, a meras constataciones de carácter formal y 
de ningún modo abarca los aspectos esencialmente técnicos o facultativos de las actuaciones a él 
sujetas. Al visar un determinado proyecto el Colegio profesional podrá constatar si su autor goza de 
habilitación al efecto y si en aquél se incluyen los documentos que le han de acompañar pero, 
repetimos, mediante el visado colegial no puede controlar técnicamente la corrección de sus elementos 
facultativos.” 
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montes1044 o de medio ambiente y aquellos que obtuvieran la correspondiente autorización 
autonómica. 
 
El elenco de garantías se amplía con dos disposiciones complementarias: 
  
a) en todo caso, la ejecución de nuevas pistas o caminos que afecten a suelo rústico de 
protección de espacios naturales y de interés paisajístico estará sujeta a la evaluación de 
efectos ambientales que prevé la Ley 1/1995, de 2 de enero, de Protección Ambiental de 
Galicia y  
 
b) las nuevas aperturas de caminos o pistas que se puedan realizar deberán adaptarse a 
las condiciones topográficas del terreno, con la menor alteración posible del paisaje y 
minimizándose o corrigiéndose su impacto ambiental, quedando prohibidos, con carácter 
general, los movimientos de tierra que alteren la topografía natural de los terrenos rústicos, 
salvo en los casos expresamente autorizados por la propia LOUGA/2002. (Para la SAP (civil) 





6.- Estatutos jurídicos especiales 
 
 
Para el legislador gallego, en sintonía con la tradición urbanística estatal, el suelo 
rústico común, pese a su carácter residual en relación con el suelo rústico de especial 
protección, presenta unos valores dignos de protección. En efecto, cabe apuntar que no es una 
categoría de suelo ajena a la preocupación medioambiental, lo cual considero plenamente 
acertado, toda vez que, no estamos en presencia de categorías estáticas, es decir, bien pudiera 
suceder que bolsas de terrenos rústicos comunes pudieran integrarse en la categoría de rústico 
de especial protección.  
 
Un simple ejemplo nos puede aclarar el aserto anterior: el trazado de una vía de 
comunicación determina la transformación de los terrenos afectados por el mismo. Por eso, es 
                                                 
1044
 Para el art. 97 de la Ley gallega 7/2012 las vías de saca temporales para actividad de 
extracción de madera, independientemente de su longitud, y los accesos para la prevención y defensa 
contra el fuego no tendrán la consideración de viales o caminos públicos; los cargaderos temporales 
de madera en rollo no serán considerados depósitos de productos inflamables ni de materiales y la 
utilización de maquinaria forestal para realizar un aprovechamiento o labor en terreno forestal no será 
constitutiva, en ningún caso, del supuesto de estacionamiento. 
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coherente la norma gallega cuando establece que su régimen jurídico tiene por finalidad 
garantizar la utilización racional de los recursos naturales y el desarrollo urbanístico 
sostenible. De esta suerte, no sólo la protección de los espacios rústicos de especial 
protección garantiza un uso eficiente del recurso suelo.  
 
Las reflexiones que acaban de realizarse suscitan la necesidad de indagar cuáles son 
las técnicas administrativas que disciplinan los usos de este suelo. Por ello, y aún 
reconociendo su carácter prolijo, se estima necesario conocer la casuística, no sin antes, 
recalcar que, dicha casuística bien pudiera resumirse en una doble distinción: 
aprovechamientos públicos y aprovechamientos privados, si no fuera porque el legislador 
maneja una variedad de criterios lo que lleva a CANO MURCIA a sostener que realmente 
debe distinguirse un aprovechamiento rural y un aprovechamiento urbanístico.1045   
 
A este hecho, quizá debiera añadirse otro: el interés jurídico protegido, que determina 
un mayor o un menor protagonismo de la Administración Municipal. En resumen, conviene 
retener que, después del examen detenido de los diversos usos, no es posible elaborar una 
clasificación definitiva, puesto que, no existe un único parámetro para la atribución 
competencial. Lo que sí se puede afirmar es que el legislador gallego representa un modelo 
legislativo que se caracteriza por un sistema de listas, sistema que contempla un mayor 
número de usos que otras legislaciones autonómicas. Sin embargo, no por ello podemos 
concluir que en Galicia el suelo rústico admite mayores modalidades de aprovechamientos, 
puesto que, en algunos casos, se podrían haber incluido en fórmulas más amplias y con la 
técnica de los conceptos jurídicos indeterminados.1046 
 
En primer término, se permite, mediante licencia municipal directa, las acciones sobre 
el suelo o subsuelo que impliquen movimientos de tierra, tales como dragados, defensa de 
ríos y rectificación de cauces, abancalamientos, desmontes, rellenos y otras análogas; 
actividades de ocio, tales como práctica de deportes organizados, acampada de un día y 
actividades comerciales ambulantes; actividades científicas, escolares y divulgativas; depósito 
de materiales, almacenamiento y parques de maquinaria y estacionamiento o exposición de 
vehículos al aire libre y construcciones e instalaciones agrícolas en general tales como las 
destinadas al apoyo de las explotaciones hortícolas, almacenes agrícolas, talleres, garajes, 
parques de maquinaria agrícola, viveros e invernaderos, u otras análogas; construcciones e 
                                                 
1045




 En relación a esta cuestión cfr., CANO MURCIA, A., El régimen jurídico del suelo no 
urbanizable o rústico, op. cit., pág. 97, en donde defiende que la lista de usos permitidos y prohibidos 
debe evitar el recurso a los conceptos jurídicos indeterminados debiendo establecer unos criterios y 
unos objetivos claros. 
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instalaciones destinadas al apoyo de la ganadería extensiva e intensiva, granjas, corrales 
domésticos y establecimientos en los que se alojen, mantengan o críen animales, e 
instalaciones avícolas1047; construcciones e instalaciones forestales destinadas a la gestión 
forestal y las de apoyo a la explotación forestal, así como las de defensa forestal, talleres, 
garajes y parques de maquinaria forestal; instalaciones vinculadas funcionalmente a las 
carreteras y previstas en la ordenación sectorial de éstas, así como, en todo caso, las de 
suministro de carburante; instalaciones necesarias para los servicios técnicos de 
telecomunicaciones, la infraestructura hidráulica y las redes de transporte, distribución y 
evacuación de energía eléctrica, gas, abastecimiento de agua y saneamiento, siempre que no 
impliquen la urbanización o transformación urbanística de los terrenos por los que discurren; 
muros de contención, así como cierres o vallado de fincas; instalaciones de playa y 
actividades de carácter deportivo, sociocultural, recreativo y de baño, que se desarrollen al 
aire libre, con las obras e instalaciones imprescindibles para el uso de que se trate; 
infraestructuras de abastecimiento, tratamiento, saneamiento y depuración de aguas, de 
gestión y tratamiento de residuos, e instalaciones de generación o infraestructuras de 
producción de energía. Además, mediante la aprobación de un plan especial de dotaciones, 
podrán permitirse equipamientos, públicos o privados.1048 
                                                 
1047
 La Circular 1/2003, de 31 julio de la Consellería de Política Territorial, Obras Públicas y 
Vivienda regulaba la legalización de las explotaciones agrícolas y ganaderas existentes, con 
anterioridad a uno de enero de 2003, que no contasen con licencia. Para ello arbitraba un 
procedimiento para obtener el reconocimiento administrativo de su situación urbanística al amparo de 
la disposición transitoria décimo primera de la nueva Ley 9/2002. Consideraba que el lugar natural de 
presentación de las solicitudes de reconocimiento de la existencia de las explotaciones agropecuarias, 
eran los ayuntamientos, debido por un lado al mejor conocimiento de la realidad de estas 
explotaciones y, por otro, la previsible mayor agilidad en la resolución de las solicitudes presentadas. 
Como consecuencia de lo anterior, la Consellería consideraba suficientes y atendía los 
reconocimientos que efectuase la Administración urbanística municipal, siempre que se acreditase que 
se efectuaron según los criterios establecidos para la Administración autonómica y se remitiese una 
copia completa, original o autenticada, de toda la documentación integrante del expediente municipal 
para su constancia en el inventario autonómico. Cuando la resolución reconociese la existencia de la 
explotación agrícola y ganadera, hacía constar la identificación exacta de la explotación y las 
características principales de las edificaciones y construcciones que formaban parte de la misma. La 
Dirección General de Urbanismo formaba un inventario de las explotaciones agropecuarias En todo 
caso, el reconocimiento de la existencia de la explotación no eximía del cumplimiento de la normativa 
sectorial de aplicación (ambiental, sanitaria, etc.), ni del deber de obtener las licencias y 
autorizaciones exigibles. Cuando la resolución no reconociese la preexistencia de la explotación o de 
alguna de las edificaciones que formasen parte de ella por no resultar acreditado que estuviesen 
construidas antes del 1 de enero de 2003, se adoptaban las medidas de reposición de la legalidad, en 
aplicación de los dispuesto por la disposición transitoria quinta de la Ley 9/2002. En cualquier caso, 
contra la resolución que se dictase, el interesado podía interponer el recurso administrativo que 
proceda, según lo establecido en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
 
1048
 Un ejemplo de equipamiento lo aborda la STSJG de 8 de mayo de 1997, LA LEY 
11171/1997 en relación a un tanatorio. Según razona dicha sentencia es un uso de naturaleza mixta 
(asistencial-sanitario-comercial e industrial) que teniendo en cuenta la norma vigente (LASGA/1985) 
y las normas subsidiarias de planeamiento se podría conceptuar como una instalación de utilidad 
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En segundo lugar, se consideran autorizables por la Comunidad Autónoma las 
actividades extractivas, incluida la explotación minera, las canteras y la extracción de áridos o 
tierras, así como sus establecimientos de beneficio; construcciones y rehabilitaciones 
destinadas al turismo en el medio rural y que sean potenciadoras del medio donde se ubiquen; 
construcciones destinadas a usos residenciales vinculados a la explotación agrícola o 
ganadera1049; construcciones destinadas a las actividades extractivas, incluidas las 
explotaciones mineras, las canteras y la extracción de áridos y tierras, así como sus 
establecimientos de beneficio1050 y actividades complementarias de primera transformación, 
almacenamiento y envasado de productos del sector primario, siempre que guarden relación 
directa con la naturaleza, extensión y destino de la finca o explotación del recurso natural; 
construcciones e instalaciones destinadas a establecimientos de acuicultura, así como los que 
puedan establecerse a través de los instrumentos previstos en la legislación de ordenación del 
territorio, siempre que no conlleven la transformación urbanística del suelo.  
 
Y por último, se tipifican como usos prohibidos todos los demás.1051 En relación a los 
usos que disciplina la LOUGA/2002 para el suelo protegido llama la atención, una vez más, 
el casuismo y, de otro lado, el carácter restrictivo si se comparan las normas sectoriales que 
regulan estos terrenos lo que puede suponer una antinomia. Procede la autorización 
administrativa sectorial pero no la licencia urbanística. A continuación, se desgranará la 
utilidad de cada uno de los suelos rústicos de especial protección. 
 
Comenzando por el régimen de los suelos rústicos de protección agropecuaria y 
forestal, conviene indicar que su finalidad principal es preservar los terrenos de alta 
productividad y garantizar la utilización racional de los recursos naturales y el desarrollo 
                                                                                                                                                                       
pública o de interés social siempre que se justifique la insuficiencia de terrenos en otros lugares del 
término municipal y la necesidad del emplazamiento que no debe interpretarse no sólo en relación a 
las necesidades del ámbito rural.  
 
1049
 Pese a no mencionarse como en otras normas autonómicas (por ej. el art. 30.1.a LUAragón 
/1999) entendemos que debe tratarse de viviendas permanentes.  
 
1050
 Para la STSJG de 29 de octubre de 2003, Roj: STSJ GAL 5700/2003, relativo a una 
explotación minera afectada por un PORN,  la exigencia de informe preceptivo y vincúlate de la 
Administración competente en materia de medio ambiente y, en su caso, un informe de evaluación 
ambiental no son contrarios al ejercicio de actividades extractivas recordando que “en el conflicto 
interés particular- interés medioambiental es este el que debe prevalecer.” 
 
1051
 Cfr. la STS de 1 junio 2009 (RJ 2009\5759) en la que se ratifica la prohibición de un centro 
escolar en suelo rústico. A su vez la STS de 19 de mayo de 2008 (RJ 2008\ 2760) defiende una 
interpretación restrictiva de esta clase de autorizaciones determina por lo que la utilidad pública o el 
interés social no se puede  identificar, sin más, con cualquier actividad industrial, comercial o 
negocial, en general, de la que se derive la satisfacción de una necesidad de los ciudadanos, ya que la 
extensión de la excepción legal a todo este tipo de instalaciones o actividades supondría la conversión 
de la excepción en la regla general. 
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urbanístico sostenible. Como se observa, los dos últimos vectores son comunes con los del 
suelo rústico común. En realidad parece que estamos dentro de lo que se podría calificar 
como “propiedad agraria protegida”.1052  
 
Sin embargo, debe destacarse que es crucial el principio de proporcionalidad, lo que 
significa que, dadas las restricciones que se impondrán a los propietarios, se hace no sólo 
necesario sino imprescindible una adecuada fundamentación a la hora de delimitar estos 
suelos, máxime si tenemos en cuenta que constituyen el objeto de otras disciplinas jurídicas: 
concretamente, el derecho agrario. Por ello y dado que en estos suelos se incluyen, con 
normalidad, las fincas rústicas concentradas, habrá que estar a lo dispuesto en el art. 8 de la 
ley autonómica 10/1985. 
  
Esto significa que, la delimitación y calificación de los usos del suelo y la utilidad de 
las parcelas, serán definidas al final del proceso de concentración de modo global, teniendo 
en cuenta los acuerdos de las asambleas de propietarios, los de la junta local, los propios 
planes de ordenación de cultivos y el estudio de viabilidad que se hubiese establecido por una 
comisión interdepartamental de las instituciones afectadas. Lo anterior implica una cuestión 
problemática: ¿qué sucede con los terrenos en fase de concentración? 
 
El régimen del suelo rústico de protección de infraestructuras, sin perjuicio de lo 
establecido en su específica legislación reguladora, tiene por objeto preservar las 
infraestructuras existentes o de nueva creación. Ambos tipos de suelos están sometidos a un 
régimen jurídico más restrictivo que el del suelo rústico común. Tras una comparación de los 
mismos se pueden extraer las siguientes conclusiones: 
 
1.- Usos permitidos por licencia municipal directa: no incluyen el depósito de 
materiales, almacenamiento y parques de maquinaria y estacionamiento o exposición de 
vehículos al aire libre. En cambio, en el de protección forestal, se incluyen las actividades 
extractivas. Tampoco se incluyen las instalaciones de playa. En el de infraestructuras se 
incluyen las instalaciones necesarias para el funcionamiento y ejecución de la infraestructura. 
 
                                                 
1052
 Con relación a la propiedad agraria señala BARNÉS VÁZQUEZ que “La delimitación del 
contenido dominical implica que, originariamente, no está garantizado un hipotético aprovechamiento 
natural ni artificial. El fundamento de la inmisión pública no reside en la generación de plusvalías 
urbanísticas por la acción de los entes públicos, sino en el propio precepto constitucional que apodera 
al legislador para la conformación estatutaria de todos los contenidos posibles de la propiedad y no ya 
sólo de la urbana. Por tanto, no hay contenidos materiales inicialmente tutelados.” “Lo que se ha 
disociado en la propiedad constitucional no es sino la decisión acerca del destino de los bienes, de la 
titularidad dominical”. BARNÉS VÁZQUEZ; J., “La propiedad agraria: a propósito de la STC 
37/1987, de 26 de marzo, sobre la ley de reforma agraria andaluza”, RAP, núm. 119, mayo-agosto 
1989, págs. 288 y 289. 
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2.- Usos autorizables por la Comunidad Autónoma: En suelo rústico de protección 
agropecuaria serán autorizables los usos de depósito de materiales,  actividades extractivas,  
instalaciones vinculadas funcionalmente a las carreteras, construcciones y rehabilitaciones de 
turismo en el medio rural, construcciones residenciales vinculadas a la explotación 
agropecuaria, instalaciones de playa, construcciones destinadas a actividades extractivas y 
establecimientos de acuicultura, así como los que puedan establecerse a través de los 
instrumentos previstos en la legislación de ordenación del territorio.1053  
 
En suelo rústico de protección forestal podrán autorizarse los usos de depósito de 
materiales y de actividades extractivas así como  las construcciones y rehabilitaciones de 
turismo en el medio rural, construcciones para equipamientos y dotaciones,  construcciones 
residenciales vinculadas a la explotación agropecuaria y las instalaciones de playa, 
construcciones destinadas a actividades extractivas y establecimientos de acuicultura, siempre 
que no conlleven la transformación urbanística del suelo ni lesionen los valores objeto de 
protección y los que puedan establecerse a través de los instrumentos de ordenación del 
territorio. En los montes públicos de utilidad pública serán autorizables los usos admitidos en 
su legislación sectorial. En suelo rústico de protección de infraestructuras únicamente serán 
autorizables los usos vinculados funcionalmente a la infraestructura correlativa, así como los 
que puedan establecerse a través de los instrumentos de ordenación del territorio. 3.- Usos 
prohibidos: Todos los demás. 
 
El régimen general de los suelos rústicos de protección de las aguas, las costas, de 
interés paisajístico y del patrimonio cultural, sin perjuicio de lo establecido en su legislación 
reguladora1054, tiene por objeto preservar el dominio público hidráulico y marítimo y su 
entorno, así como los espacios de interés paisajístico y el patrimonio cultural, quedando 
sujetos al siguiente régimen:  
 
a) Usos permitidos por licencia municipal: se trata de acciones sobre el suelo o 
subsuelo que impliquen movimientos de tierra, tales como dragados, defensa de ríos y 
rectificación de cauces, abancalamientos, desmontes, rellenos y otras análogas, actividades de 
                                                 
1053
 La Ley 15/2010 suprime el inciso siempre que no conlleven la transformación urbanística 
de los terrenos ni lesionen los valores objeto de protección lo que supone la desprotección ya 
avanzada con anterioridad. 
 
1054
 En materia de protección paisajística la Ley 7/2008, de 7 de julio, establece los siguientes 
instrumentos: catálogos del paisaje de Galicia, directrices de paisaje, estudios de impacto e integración 
paisajística y planes de acción del paisaje en áreas protegidas. Las normas recogidas en las directrices 
de paisaje, una vez aprobadas, tendrán carácter vinculante para los instrumentos de planificación 
sectorial y urbanística.  Por su parte, la disp. trans. novena, ap. 1 del Real Decreto 1471/1989, de 1 de 
diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Costas, permite la construcción de nuevas 
construcciones, previa autorización, aún hallándose dentro de la superficie de protección, siempre y 
cuando se den todas las circunstancias que la propia disposición enumera en su ap. 2. 
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ocio, tales como práctica de deportes organizados, acampada de un día y actividades 
comerciales ambulantes, actividades científicas, escolares y divulgativas, instalaciones 
necesarias para los servicios técnicos de telecomunicaciones, la infraestructura hidráulica y 
las redes de transporte, distribución y evacuación de energía eléctrica, gas, abastecimiento de 
agua y saneamiento, siempre que no impliquen la urbanización o transformación urbanística 
de los terrenos por los que discurren y muros de contención, así como cierres o vallado de 
fincas. 
 
b) Usos autorizables por la Comunidad Autónoma: se incluyen las construcciones y 
rehabilitaciones destinadas al turismo en el medio rural y que sean potenciadoras del medio 
donde se ubiquen y las construcciones e instalaciones destinadas a establecimientos de 
acuicultura, así como las actividades y construcciones vinculadas directamente con la 
conservación, utilización, aprovechamiento y disfrute del dominio público, del medio natural 
y del patrimonio cultural, y los que puedan establecerse a través de los instrumentos previstos 
en la legislación de ordenación del territorio, siempre que no conlleven la transformación de 
su naturaleza rústica y quede garantizada la integridad de los valores objeto de protección. 
Además de los usos anteriormente indicados, en el suelo rústico de protección de patrimonio 
podrá autorizarse la ampliación de cementerios preexistentes, y en los de protección de costas 
y de protección de las aguas podrán autorizarse, asimismo, las construcciones e instalaciones 
necesarias para actividades de talasoterapia, aguas termales, sistemas de tratamiento o 
depuración de aguas, astilleros e instalaciones imprescindibles necesarias para la 
implantación de aparcamientos abiertos al uso público para el acceso a las playas, a la 
práctica de los deportes náuticos y para la implantación de paseos marítimos o fluviales, así 
como Instalaciones de playa y actividades de carácter deportivo, sociocultural, recreativo y de 
baño, que se desarrollen al aire libre, con las obras e instalaciones imprescindibles para el uso 
de que se trate, siempre que quede garantizada la integridad de los valores objeto de 
protección.  
 
C) Usos prohibidos: todos los demás. 
 
Por su parte, el régimen general de los suelos rústicos de protección de espacios 
naturales, sin perjuicio de lo establecido en su legislación reguladora, tiene por objeto 
preservar sus valores naturales, paisajísticos y tradicionales, quedando sujetos al siguiente 
régimen:  
 
a. Usos permitidos por licencia municipal: se trata de las acciones sobre el suelo o 
subsuelo que impliquen movimientos de tierra, tales como dragados, defensa de ríos y 
rectificación de cauces, abancalamientos, desmontes, rellenos y otras análogas, actividades de 
ocio, tales como práctica de deportes organizados, acampada de un día y actividades 
comerciales ambulantes. actividades científicas, escolares y divulgativas y muros de 
contención, así como cierres o vallado de fincas.  
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b. Usos autorizables por la Comunidad Autónoma: son las construcciones y 
rehabilitaciones destinadas al turismo en el medio rural y que sean potenciadoras del medio 
donde se ubiquen, las instalaciones necesarias para los servicios técnicos de 
telecomunicaciones, la infraestructura hidráulica y las redes de transporte, distribución y 
evacuación de energía eléctrica, gas, abastecimiento de agua y saneamiento, siempre que no 
impliquen la urbanización o transformación urbanística de los terrenos por los que discurren, 
las instalaciones de playa y actividades de carácter deportivo, sociocultural, recreativo y de 
baño, que se desarrollen al aire libre, con las obras e instalaciones imprescindibles para el uso 
de que se trate y las construcciones e instalaciones destinadas a establecimientos de 
acuicultura, así como los sistemas de tratamiento o depuración de aguas y las actividades 
vinculadas directamente con la conservación, utilización y disfrute del medio natural, y los 
que puedan establecerse a través de los instrumentos previstos en la legislación de ordenación 
del territorio, o por el planeamiento de los recursos naturales contemplado en la Ley 9/2001, 
de 21 de agosto, de Conservación de la Naturaleza, siempre que no conlleven la 
transformación de su naturaleza rústica y quede garantizada la integridad de los valores objeto 
de protección.1055 Para autorizar los dos últimos usos señalados, será necesario obtener el 
previo informe favorable de la consejería competente en materia de conservación de espacios 
naturales sobre el cumplimiento de la legislación sectorial autonómica, estatal y de la UE que 
resulten de aplicación. 
 
En los municipios con más del 40% de la superficie del término municipal clasificada 
como suelo rústico de especial protección de espacios naturales podrán autorizarse, con 
carácter excepcional, los usos a) Construcciones e instalaciones agrícolas en general tales 
como las destinadas al apoyo de las explotaciones hortícolas, almacenes agrícolas, talleres, 
garajes, parques de maquinaria agrícola, viveros e invernaderos, u otras análogas, 
Construcciones e instalaciones destinadas al apoyo de la ganadería extensiva e intensiva, 
granjas, corrales domésticos y establecimientos en los que se alojen, mantengan o críen 
animales, e instalaciones avícolas, Construcciones e instalaciones forestales destinadas a la 
gestión forestal y las de apoyo a la explotación forestal, así como las de defensa forestal, 
talleres, garajes y parques de maquinaria forestal e Instalaciones vinculadas funcionalmente a 
las carreteras y previstas en la ordenación sectorial de éstas, así como, en todo caso, las de 
suministro de carburante, siempre que quede garantizada la integración de las edificaciones 
con el paisaje y los valores objeto de protección.  
 
c. Usos prohibidos: todos los demás. 
 
                                                 
1055
 Para la STSJG de 3 de junio de 1999, LA LEY 89638/1999, si bien referida la 
LASGA/1985, no se corresponde con el régimen protector de estos espacios la autorización de una 
estación de servicio de carburantes al no obrar en el expediente un informe de incidencia ambiental.  
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Como regla común la LOUGA/2002 permite, en cualquier categoría de suelo rústico, 
previa autorización autonómica con arreglo al procedimiento establecido por el art. 41, la 
reconstrucción y rehabilitación de las edificaciones tradicionales o de singular valor 
arquitectónico, que podrán ser destinadas a vivienda y usos residenciales, a actividades 
turísticas y artesanales o a equipamientos de interés público. La reconstrucción o 
rehabilitación habrá de respetar el volumen edificable preexistente y la composición 
volumétrica original. Asimismo, previa autorización autonómica, podrá permitirse por 
razones justificadas su ampliación, incluso en volumen independiente, sin sobrepasar el 10% 
del volumen originario de la edificación tradicional. Excepcionalmente, la ampliación podrá 
alcanzar el 50% del volumen de la edificación originaria cumpliendo las condiciones 




7.- Condiciones de edificación  
 
 
                    7.1 Comunes 
 
 
El art. 42 LOUGA/2002 disciplina unas condiciones generales de la edificación que 
deberán ser completadas, en su caso, y en función del tipo de edificación, con las condiciones 
específicas previstas en los arts. 43 y 44. Respecto de las primeras se centra en las siguientes: 
 
a) Garantizar el acceso rodado de uso público adecuado a la implantación, el 
abastecimiento de agua, la evacuación y tratamiento de aguas residuales, el suministro de 
energía eléctrica, la recogida, tratamiento, eliminación y depuración de toda clase de residuos 
y, en su caso, la previsión de aparcamientos suficientes, así como corregir las repercusiones 
que produzca la implantación en la capacidad y funcionalidad de las redes de servicios e 
infraestructuras existentes.1056  
 
No es suficiente con la realización de obras de urbanización de carácter privado. 
Técnicamente estamos en presencia de la obligación de conexión a la malla urbana lo cual no 
resulta incompatible con el carácter rústico del suelo edificado, es decir, no se transforma en 
suelo urbano. Al igual que sucede en el suelo urbanizable los gastos deben ser sufragados por 
los propietarios sin que tenga que participar la Administración. Por eso, las obras de 
                                                 
1056
 Cfr., el art. 126 del Decreto Legislativo asturiano 1/2004, de 22 de abril que exceptúa de 
estas obligaciones a aquellas construcciones para las cuales esta exigencia carezca de sentido y el 
planeamiento no exija la disponibilidad de otros servicios. 
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urbanización habrán de ser asumidas como coste a cargo exclusivo del promotor o promotora 
de la actividad, aún cuando no se exige el anticipo de los costes totales, ya que basta formular 
expresamente el correspondiente compromiso en tal sentido y aportar las garantías exigidas al 
efecto por la administración en la forma que reglamentariamente se determine. Entiendo que 
no es de aplicación la regla consistente en el pago de estos gastos mediante cesión, gratuita y 
libres de cargas, de terrenos edificables en la proporción que se estime suficiente para 
compensarlos, prevista en el art. 132.3 LOUGA/2002.1057  
 
b) Prever las medidas correctoras necesarias para minimizar la incidencia de la 
actividad solicitada sobre el territorio, así como todas aquellas medidas, condiciones o 
limitaciones tendentes a conseguir la menor ocupación territorial y la mejor protección del 
paisaje, los recursos productivos y el medio natural, así como la preservación del patrimonio 
cultural y la singularidad y tipología arquitectónica de la zona. 
 
c) Cumplir las siguientes condiciones de edificación: 
 
-La superficie máxima ocupada por la edificación en planta no excederá del 20% de la 
superficie de la finca. En otras leyes autonómicas los porcentajes son inferiores oscilando 
entre el 3% y el 4%.1058 Tras la reforma operada por la ley 2/2010, la superficie edificable 
puede alcanzar hasta el 60% de la superficie de la parcela, en las edificaciones destinadas a 
explotaciones ganaderas, los establecimientos de acuicultura y las infraestructuras de 
tratamiento o depuración de aguas, y hasta el 100% en la ampliación de los cementerios. 
Como prueba del carácter vinculante de los planes de ordenación de territorio, con carácter 
excepcional, se admite que dichos instrumentos puedan permitir una ocupación superior para 
las actividades mencionadas, siempre que se mantenga el estado natural, al menos, en un 
tercio de la superficie de la parcela. 
 
-El volumen máximo de la edificación será similar al de las edificaciones existentes en 
el suelo rústico del entorno. En caso de que resulte imprescindible sobrepasarlo por 
exigencias del uso o actividad autorizable, procurará descomponerse en dos o más volúmenes 
conectados entre sí a fin de adaptar las volumetrías a las tipologías propias del medio rural. 
En todo caso, habrán de adoptarse las medidas correctoras necesarias para garantizar el 
                                                 
 
1057
 CABRAL GONZÁLEZ-SICILIA sostiene que a partir del TRLS/2008 las actuaciones 
constructivas aisladas en suelo no urbanizable exigen el deber de costear las obras de conexión con las 
redes de servicios sin posibilidad de reintegro de las compañías suministradoras y sin perjuicio de la 
prestación patrimonial con la finalidad de conseguir una efectiva y adecuada protección del medio 
rural. CABRAL GONZÁLEZ-SICILIA, A., “Toda construcción a implantar en cualquier clase de 
suelo habrá de estar conectada a la malla urbana”, RDUMA, núm. 248, 2009, págs. 147-149. 
 
1058
 Así lo regula el art. 28.1 de la ley balear 6/1997. 
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mínimo impacto visual sobre el paisaje y la mínima alteración del relieve natural de los 
terrenos. 
 
-Las características tipológicas de la edificación habrán de ser congruentes con las 
tipologías del entorno; en particular, las condiciones de volumetría, tratamiento de fachadas, 
morfología y tamaño de los huecos y soluciones de cubierta, que, en todo caso, estarán 
formadas por planos continuos sin quiebras en sus vertientes. 
 
-En los suelos rústicos de protección ordinaria, agropecuaria, forestal o de 
infraestructuras, de aguas y de costas, la altura máxima de las edificaciones no podrá 
sobrepasar las dos plantas ni los 7 metros medidos en el centro de todas las fachadas, desde la 
rasante natural del terreno al arranque inferior de la vertiente de cubierta. Excepcionalmente, 
podrá sobrepasar los 7 metros de altura cuando las características específicas de la actividad, 
debidamente justificadas, hicieran imprescindible sobrepasarlos en alguno de sus puntos. En 
los demás suelos rústicos protegidos, las edificaciones no podrán sobrepasar una planta de 
altura ni 3,50 metros medidos de igual forma, salvo en los casos debidamente justificados de 
infraestructuras de tratamiento o depuración de aguas1059. Podrán igualmente exceptuarse 
aquellas instalaciones propias de usos agrícolas, acuícolas o ganaderos que necesiten alturas 
excepcionales, previo informe, en todo caso, de la consejería competente en la materia. 
 
-Las características estéticas y constructivas y los materiales, colores y acabados serán 
acordes con el paisaje rural y las construcciones del entorno. En tal sentido, para el acabado 
de las edificaciones se empleará la piedra u otros materiales tradicionales y propios de la 
zona. En casos justificados por la calidad arquitectónica de la edificación, podrán emplearse 
otros materiales acordes con los valores naturales, el paisaje rural y las edificaciones 
tradicionales del entorno. Esta norma supone la reproducción del art. 104 c) LOUGA/2002 
que establece que la tipología de las construcciones habrá de ser congruente con las 
características del entorno y los materiales empleados para la renovación y acabado de 
fachadas y cubiertas de las edificaciones y los cierres de parcelas habrán de armonizar con el 
paisaje en que vayan a emplazarse. 
 
-Los cierres y vallados serán preferentemente vegetales, sin que los realizados con 
material opaco de fábrica sobrepasen la altura de 1 metro, salvo en parcelas edificadas, donde 
podrán alcanzar 1,50 metros. En todo caso, deben realizarse con materiales tradicionales del 
medio rural en el que se emplacen, no permitiéndose el empleo de bloques de hormigón u 
                                                 
 
1059
 Esta norma desplaza al art. 104 LOUGA/2002 que establece en municipios sin 
planeamiento general, no podrá edificarse con una altura superior a dos plantas ni sobrepasar los 7 
metros de altura medidos desde la rasante del terreno al arranque inferior de la vertiente de cubierta.  
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otros materiales de fábrica, salvo que sean debidamente revestidos y pintados en la forma que 
reglamentariamente se determine. 
 
d) Cumplir las siguientes condiciones de posición e implantación: 
 
-La superficie mínima de la parcela sobre la que se emplazará la edificación será la 
establecida en cada caso por la LOUGA/2002, sin que a tal efecto sea admisible la 
adscripción de otras parcelas. Esta regla es contraria a la establecida en el art. 206.1 
LOUGA/2002 que permite la segregación y simultánea agregación en unidad de acto siempre 
que no se supere el 5% de la superficie de las parcelas originarias. 
 
-Los edificios se ubicarán dentro de la parcela, adaptándose en lo posible al terreno y 
al lugar más apropiado para conseguir la mayor reducción del impacto visual y la menor 
alteración de la topografía del terreno.; es decir, se deben situar según la topografía de la 
parcela. 
 
-Los retranqueos de las construcciones a los lindes de la parcela habrán de garantizar 
la condición de aislamiento y en ningún caso podrán ser inferiores a 5 metros. 
 
-Las condiciones de abancalamiento obligatorio y de acabado de los bancales 
resultantes deberán definirse y justificarse en el proyecto, de modo que quede garantizado el 
mínimo impacto visual sobre el paisaje y la mínima alteración de la topografía natural de los 
terrenos. 
 
-Se mantendrá el estado natural de los terrenos o, en su caso, el uso agrario de los 
mismos o con plantación de arbolado o especies vegetales en, al menos, la mitad de la 
superficie de la parcela, o en un tercio de la misma cuando se trate de infraestructuras de 
tratamiento o depuración de aguas.1060 
 
e) Se hará constar obligatoriamente en el registro de la propiedad la vinculación de la 
total superficie real de la finca a la construcción y uso autorizados, expresando la 
indivisibilidad y las concretas limitaciones al uso y edificabilidad impuestas por la 
autorización autonómica. 
                                                 
1060
 En algunas legislaciones autonómicas se prevé la reforestación de terrenos del entorno del 
edificio y las condiciones de la vegetación del perímetro así como las condiciones básicas de las 
fachadas (art. 29.3 Ley balear 6/1997). En el ámbito gallego habrá que estar a lo dispuesto la Ley 
7/2012, de 28 de junio, de montes de Galicia, que define reforestación como la reintroducción de 
especies forestales, mediante siembra o plantación, en terrenos que estuvieron poblados forestalmente 
hasta épocas recientes, pero que quedaron rasos a causa de cortas, incendios, vendavales, plagas, 
enfermedades u otros motivos.  
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f) En todo caso, el plazo para el inicio de las obras será de seis meses, a contar desde 
el otorgamiento de la licencia municipal correspondiente, debiendo concluirse las obras en el 
plazo máximo de tres años, a contar desde el otorgamiento de la licencia. A diferencia de la 
regla general del plazo de las licencias prevista en el art. 197.1 LOUGA/2002, que permite a 
la licencia fijar los plazos que estime convenientes,  la licencia en suelo rústico debe observar 
los plazos determinados por el legislador. Dado el carácter imperativo de la norma considero 
que no es posible la prórroga de los referidos plazos máxime si el propio legislador establece 
que transcurridos dichos plazos, se entenderá caducada la licencia municipal y la autorización 
autonómica, previo expediente tramitado con audiencia de la persona interesada, y será de 
aplicación el mecanismo de las órdenes de ejecución. A las obras de derribo y demolición que 
se pretendan realizar en suelo rústico les será de aplicación lo dispuesto en el art. 26 
LOUGA/2002 relativo a las edificaciones y construcciones en suelo de núcleo rural.  
 
                   7.2. Adicionales 
 
 
En cuanto a las condiciones adicionales de las edificaciones para usos residenciales1061 
vinculados a las explotaciones agrícolas o ganaderas, en el texto inicial de 2002 se exigía que  
los terrenos sobre los que se emplace la edificación residencial, estuviesen clasificados como 
suelo rústico de protección agropecuaria y que el planeamiento urbanístico hubiese previsto 
expresamente este uso en ese tipo de suelo. Las condiciones vigentes en la actualidad son las 
siguientes: 
 
1) La edificación deberá estar íntimamente ligada a la explotación agrícola o ganadera 
del solicitante. A tal efecto, deberá acreditarse fehaciente e imprescindiblemente que el 
solicitante es titular de una explotación de las señaladas y que la misma cumple los requisitos 
que reglamentariamente se determinen. 
 
2) Que la edificación tenga la condición de aislada, prohibiéndose la construcción de 
varias edificaciones residenciales sobre una misma parcela y las edificaciones destinadas a 
usos residenciales colectivos o no vinculados a la explotación. 
 
3) En todo caso, la superficie mínima exigible para poder edificar nunca será inferior a 
4.000 metros cuadrados, la superficie ocupada por la edificación no superará el 5% de la 
superficie neta de la parcela. Antes de la reforma de 2010 también se exigía que la edificación 
residencial no pudiese emplazarse a una distancia inferior a 100 metros de cualquier otra 
                                                 
1061
 Como recuerda CANTÓ LÓPEZ, la legislación gallega sólo permite el uso de vivienda en 
suelos rústicos de protección ordinaria, en los suelos rústicos de protección agropecuaria y en los 
suelos rústicos de protección forestal. CANTÓ LÓPEZ, Mª. T., La vivienda familiar en el suelo no 
urbanizable, op. cit., pág. 79. 
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edificación emplazada en suelo rústico, salvo las de la propia explotación agrícola o ganadera. 
Con la supresión de esta limitación es posible que, de una forma lenta pero progresiva, acaben 
apareciendo nuevos núcleos de población, lo cual sería contrario a la tradición estatal pero 
permitiría la revitalización medio rural. No obstante, esta regla parece contradecir la razón de 
ser la concentración del uso residencial en suelo de núcleo rural.  
 
Por último, la LOUGA/2002 también exige condiciones adicionales para otras 
actividades constructivas no residenciales: 
 
a) La superficie de la parcela en la que se ubique la edificación no será inferior a 3.000 
metros cuadrados, salvo las instalaciones necesarias para los servicios técnicos de 
telecomunicaciones, la infraestructura hidráulica y las redes de transporte, distribución y 
evacuación de energía eléctrica, gas, abastecimiento de agua y saneamiento, siempre que no 
impliquen la urbanización o transformación urbanística de los terrenos por los que discurren y 
las instalaciones de playa y actividades de carácter deportivo, sociocultural, recreativo y de 
baño, que se desarrollen al aire libre, con las obras e instalaciones imprescindibles para el uso 
de que se trate y en lo que se refiere a la ampliación de cementerios e instalaciones de 
tratamiento y depuración de aguas. 
 
b) Habrá de justificarse cumplidamente la idoneidad del emplazamiento elegido y la 
imposibilidad o inconveniencia de ubicarlas en suelo urbano o urbanizable con calificación 
idónea. Tal justificación no será necesaria cuando se trate de construcciones e instalaciones 
agrícolas en general tales como las destinadas al apoyo de las explotaciones hortícolas, 
almacenes agrícolas, talleres, garajes, parques de maquinaria agrícola, viveros e invernaderos, 
u otras análogas, las construcciones e instalaciones destinadas al apoyo de la ganadería 
extensiva e intensiva, granjas, corrales domésticos y establecimientos en los que se alojen, 
mantengan o críen animales, e instalaciones avícolas, las construcciones e instalaciones 
forestales destinadas a la gestión forestal y las de apoyo a la explotación forestal, así como las 
de defensa forestal, talleres, garajes y parques de maquinaria forestal, las instalaciones 
vinculadas funcionalmente a las carreteras y previstas en la ordenación sectorial de éstas, así 
como, en todo caso, las de suministro de carburante y las instalaciones necesarias para los 
servicios técnicos de telecomunicaciones, la infraestructura hidráulica y las redes de 
transporte, distribución y evacuación de energía eléctrica, gas, abastecimiento de agua y 
saneamiento, siempre que no impliquen la urbanización o transformación urbanística de los 
terrenos por los que discurren.1062 
                                                 
1062
 FERNÁNDEZ CARBALLAL A.,  Derecho urbanístico de Galicia, Civitas, Madrid, 2003, 
pág. 159, cita como ejemplos los de instalaciones de turismo rural, universidades, centros 
penitenciarios, grandes superficies comerciales, campos de golf, instalaciones industriales, 
residencias-seminarios y estaciones de servicio. En relación a la instalación, ampliación y traslado de 
establecimientos comerciales individuales o colectivos con incidencia ambiental, territorial, 
urbanística y en el sistema viario supramunicipal de superficie útil de exposición y venta al público 
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Excepcionalmente, podrá otorgarse licencia, sin necesidad de autorización autonómica 
previa, para la ejecución de pequeñas construcciones e instalaciones al servicio y 
funcionamiento de las infraestructuras y obras públicas, siempre que quede justificada la 
construcción o instalación con la naturaleza, extensión y destino actual de la finca en que se 
emplace y no se superen los 50 metros cuadrados de superficie total edificada ni la altura 
máxima de una planta ni 3,50 metros. En todo caso, la tipología de la edificación y los 
materiales de construcción serán los determinados en el art. 42 LOUGA/2002. 
 
Igualmente, podrá permitirse, sin sujeción a lo dispuesto por los arts. 42 y 44 
LOUGA/2002, la instalación de invernaderos con destino exclusivo al uso agrario que se 
instalen con materiales ligeros y fácilmente desmontables. Este régimen excepcional sólo será 
de aplicación en el ámbito del suelo rústico de protección ordinaria y de especial protección 
agropecuaria, forestal o de infraestructuras. Las obras de simple conservación y las obras 
menores, no precisarán autorización autonómica con anterioridad a la obtención de la 
preceptiva licencia urbanística municipal. 
 
Las nuevas explotaciones ganaderas sin base territorial no podrán situarse a una 
distancia inferior a 1.000 metros de los asentamientos de población y a 250 metros de la 
vivienda más próxima1063. Cuando se trate de nuevas explotaciones con base territorial, la 
distancia mínima a los asentamientos de población y a la vivienda más aproxima será de 100 
metros. El planeamiento urbanístico o los instrumentos de ordenación del territorio podrán 
reducir o aumentar estas distancias dentro de su ámbito territorial de aplicación, respetando 
en todo caso lo establecido por la legislación sectorial que sea de aplicación.  
 
 




En la CCAA de Galicia se sigue el modelo general de doble control preventivo 
urbanístico relación a determinados usos en suelo rústico, habilitando la participación de la 
                                                                                                                                                                       
igual o superior a 2.500 metros cuadrados, el art. 29 de la Ley de Comercio Interior de Galicia, 
aprobada por la Ley 13/2010, de 17 de diciembre, requiere la emisión de una autorización comercial 




 En relación a esta cuestión puede traerse a colación el criterio sentado por la STS de 15 de 
marzo de 2012, RJ 2012\5482, para la cual es preciso determinar la real y efectiva población existente 
en los lugares de referencia en la fecha de la solicitud de la autorización denegada. Por otra parte, la 
STSJG de 14 de febrero de 2008, LA LEY 196892/2008 considera que la expresión explotación con 
base territorial debe interpretarse como una explotación que dispone de suficiente superficie vinculada 
destinada al aprovechamiento de ganado incorporado a ella sin necesidad de añadir aportes 
procedentes de otros terrenos no vinculados s la explotación. 
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Administración Autonómica.1064 Sin embargo, ello no implica que, ambos actos 
administrativos agoten la intervención administrativa del ius aedificandi, ya que, en 
determinados supuestos, se exigen otras autorizaciones. Me estoy refiriendo a las concesiones 
administrativas cuando se pretendan realizar usos en dominio público y también a las 
autorizaciones sectoriales.1065 La autorización autonómica que nos ocupa sólo es preceptiva, 
en determinados casos, respecto de una parte de los usos, constructivos y no constructivos, 
previstos para las diversas categorías de suelo rústico. Esta obligatoriedad se observa si se 
examina el art. 196.4 LOUGA/2002 ya que establece que  no podrá concederse licencia sin 
que se acredite el otorgamiento de la autorización de la Comunidad Autónoma cuando fuere 
procedente de acuerdo con lo dispuesto en la LOUGA/2002. No se puede confundir con el 
informe vinculante previsto para el suelo rústico de especial protección patrimonial, histórico 
o artístico ni tampoco con la autorización medioambiental.1066 
 
El objeto de esta autorización es velar por el interés general supramunicipal que 
dimana del suelo rústico en la ordenación del territorio autonómico. En este sentido, 
considero que la Administración Autonómica debe examinar la utilidad pública o el interés 
social y la necesidad de emplazamiento en el medio rural de la construcción o edificación 
pretendidas, tal y como se regulaba en la legislación estatal tradicional. Por eso, y siguiendo a 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo1067, conviene retener que los conceptos de «utilidad 
pública» e «interés social» han de venir respaldados, bien por la legislación específica que 
resulte aplicable a la edificación pretendida, bien por la resolución en que se autorice, que, 
además «habrá de expresar las razones que determinen la necesidad de emplazar la 
edificación en el medio rural (STS de 25 de junio de 1996, RJ 1996\5487). Pero también debe 
tenerse en cuenta la incidencia del art. 13.1 TRLS/2008 en lo relativo a la contribución al 
desarrollo y ordenación rurales para lo cual una regla interpretativa adecuada sería la 
                                                 
1064
 En otras Comunidades Autónomas sólo existe una intervención administrativa municipal. 
Así lo establece el art. 32.1 de la Ley de UrbanismoAragón/2009. 
 
1065
 Art. 196.1 LOUGA/2002:” Cuando los actos de edificación y uso del suelo y del subsuelo 
fuesen realizados en terrenos de dominio público, se exigirá también licencia municipal, sin perjuicio 
de las autorizaciones o concesiones que sea pertinente otorgar por parte de la organización jurídico-
pública titular del dominio público. La falta de autorización o concesión demanial o su denegación 
impedirá al particular obtener la licencia y al órgano competente otorgarla.” 
 
1066
 Entiendo que la equiparación de la autorización autonómica con los planes que defiende 
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ no es aplicable en Galicia ya que la tramitación de aquella no es 
asimilable a la de los Planes especiales al no intervenir la Administración autonómica en los planes 
especiales previstos en el plan general. (Art. 86.1 en relación con el art. 89.2 LOUGA/2002). 
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., ”La propiedad urbanística del suelo, el vuelo y el subsuelo”, en 




 Así pueden citarse la STS de 14 de abril de 2004, RJ 2004\2688 y la STS de 19 de mayo de 
2008, RJ 2008\2760. 
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aplicación de las medidas para la diversificación económica previstas en el art. 20 
LDRSMR/2007. 
 
Por esta razón, y como ya avanzamos anteriormente, el art. 34.4 LOUGA/2002 
establece que no necesitarán autorización autonómica previa las infraestructuras, dotaciones e 
instalaciones previstas en un proyecto sectorial aprobado al amparo de la LOTGA/19951068, ni 
los equipamientos o dotaciones, privados o públicos, previstos en los planes especiales 
contemplados en el art. 33.2.g) LOUGA/2002. El texto actual no determina la consecuencia 
de su omisión a diferencia de la redacción inicial que sancionaba, con nulidad de pleno 
derecho, a la licencia municipal dictada, sin o en contra, de la autorización autonómica 
previa.  
 
A destacar que su ausencia impide la producción de silencio positivo de la licencia 
municipal solicitada.1069 No obstante, puede seguir defendiéndose la nulidad absoluta ya que 
es un informe preceptivo y determinante.1070 Es una autorización reglada porque, como señala 
el citado art. 34.3, serán nulas de pleno derecho las autorizaciones que se otorguen para usos 
prohibidos por la LOUGA/2002 en el suelo rústico.1071 El mencionado carácter reglado debe 
acompasarse con una cierta discrecionalidad técnica porque puede haber varias soluciones, 
indiferentes jurídicamente, para el mismo problema.  
                                                 
1068
 Cfr. la STS de 7 de junio de 2010, Roj: STS 2820/2010. En esta sentencia el Alto Tribunal 
partiendo del carácter reglado del suelo no urbanizable de especial protección forestal mantiene que la 
transformación urbanística que un proyecto sectorial comporta resulta incompatible con la condición 
de suelo no urbanizable especialmente protegido, que corresponde a una parte considerable de los 
terrenos afectados. La invocación de posibles medidas correctoras resulta claramente insuficiente pues 
lo exigible es que no exista afectación ni menoscabo alguno para el interés, en este caso forestal, 
merecedor de especial protección. El hecho de que la normativa autonómica atribuya a las 
determinaciones del proyecto sectorial carácter prevalente frente a las del planeamiento urbanístico es 
un dato que, lejos de respaldar la legalidad del proyecto viene precisamente a corroborar la conclusión 
contraria pues ese carácter vinculante determinaría que el planeamiento urbanístico hubiese de 
acomodarse a las transformaciones urbanísticas contempladas en el proyecto sectorial, lo que exigiría 
en determinadas áreas la reclasificación del suelo pero entonces se estaría obligando al planeamiento 
urbanístico a incorporar una clasificación que sería contraria al carácter reglado del suelo no 
urbanizable especialmente protegido, lo que supone la vulneración de la normativa estatal básica y 
también de la normativa autonómica que expresamente se remite a dicha normativa estatal. 
 
1069
 STS de 2 de noviembre de 1999 (RJ 1999, 7691). 
 
1070
 En términos de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, Sala de lo 
Contencioso-administrativo, Sección 2ª, de 19 Feb. 2009, LA LEY 25566/2009, “…pero incluso 
dentro del artículo 77, el apartado 3º exigía la autorización autonómica que en esta caso no existe, 
cuya carencia vicia radicalmente la concesión de la licencia (artículo 62.1 .e) de la Ley 30/1992) al 
prescindir de una de las Administraciones públicas que debía intervenir en el expediente...”, FJ 2º). 
 
1071
 Como señala la STS de 5 de junio de 1995 (R 1995, 4937), no se trata de una potestad 
discrecional sino que son conceptos jurídicos indeterminados. 
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El legislador gallego no determina expresamente su naturaleza vinculante pero, a mi 
juicio, dicho carácter se desprende de la definición de usos autorizables, como aquellos 
sujetos a autorización de la Administración autonómica, previamente a la licencia urbanística 
municipal y en los que deban valorarse, en cada caso, las circunstancias que justifiquen su 
autorización, con las cautelas que procedan (art. 34.2.b), así como del mencionado art. 196.4, 
puesto que no se puede conceder licencia municipal sin acreditar el otorgamiento no la 
denegación de la autorización autonómica.1072  
 
Aunque podría defenderse el carácter vinculante parcial, esto es, referible en exclusiva 
a la autorización denegada. Es un control de legalidad ya que la resolución autonómica debe 
fundamentarse en la LOUGA/2002 y en los instrumentos de ordenación del territorio. Todo 
apunta a que la Administración Autonómica no debe ponderar el supuesto a autorizar con el 
planeamiento urbanístico en vigor, al tratarse, de una competencia municipal. Como ya 
avanzamos, su antecedente en Galicia se encuentra en la LASGA/1985 y a nivel estatal en el 
art. 43.3 TRLS/1976 y en el art. 44 RP/1978.1073 A partir de la ley 2/2010, existen más 
supuestos de licencia municipal directa, es decir, exceptuados de autorización autonómica 
(art. 195.7 LOUGA/2002). 
 
La legislación gallega se decanta por un sistema con dos resoluciones diferenciadas en 
contraposición a otras leyes autonómicas que implantan la resolución única.1074 El 
procedimiento administrativo se regula en el art. 41 LOUGA/2002 y es de aplicación a 
cualesquiera municipios, con independencia de su población.1075 La competencia para su 
                                                 
1072
 Seguimos la tesis defendida por DÍAZ LEMA J.M., Derecho Urbanístico…, op.cit., pág. 
127, consistente en que la autorización decide sobre la aptitud del emplazamiento mientras que la 
licencia municipal decide sobre la construcción en sí. 
 
1073
 Se puede citar igualmente el art. 34 de las normas subsidiarias y complementarias del 
planeamiento de la Coruña, Lugo, Ourense y Pontevedra que destaca en su apartado 9 que el 
otorgamiento de la autorización no exime del deber de obtener licencia municipal, de otras 
autorizaciones que puedan ser preceptivas, ni vincula al ayuntamiento en orden a otros aspectos que 
no sean los específicos de la propia autorización. En cualquier caso el régimen legal de la 
LOUGA/2002 es autosuficiente y así el operador jurídico no debe acudir al RP. En el mismo sentido, 
CASTIÑEIRA IZQUIERDO, J., ”Consideraciones sobre …,” op.cit., pág. 62.  
 
1074
 Art. 27 de la Ley 3/2004 de la Comunidad Autónoma de Valencia. Como subraya 
CARBALLEIRA RIVERA, este tipo de autorizaciones es semejante en su tramitación procedimental 
a una intervención ambiental previa. CARBALLEIRA RIVERA, Mª. T., “Implantación de proxectos 
no solo non urbanizable. Réxime xurídico dos proxectos de interese supramunicipal. O urbanismo 
autonómico.  Especial estudo da lexislación galega. Consideración do factor ambiental”,  REGAP, 
núm. 39, xaneiro-abril, 2005, pág. 87.  
 
1075
 En algunas Comunidades Autónomas la autorización sigue distinta tramitación 
procedimental como, por ejemplo, el Decreto 178/2010, de 13 de agosto, de Extremadura, que adopta 
medidas para agilizar los procedimientos de calificación urbanística sobre suelo no urbanizable 
común, en municipios de menos de 20.000 habitantes. 
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otorgamiento corresponde al secretario o secretaria general competente en materia de 
urbanismo.1076 Se integra por tres fases: 
 
a) Iniciación: es siempre a instancia de parte. El promotor deberá presentar la solicitud 
ante el ayuntamiento acompañada de anteproyecto redactado por técnico competente1077, con 
el contenido que se detalle reglamentariamente1078, y, como mínimo, la documentación 
gráfica, fotográfica y escrita que sea suficiente para conocer las características esenciales del 
emplazamiento y de su entorno en un radio mínimo de 500 metros1079, de la titularidad de los 
terrenos y superficie de los mismos, del uso solicitado y de las obras necesarias para su 
ejecución, conservación y servicio, sus repercusiones territoriales y ambientales y las que 
sean necesarias para justificar el cumplimiento de las condiciones establecidas en la Ley. 
Como se observa, no se exige la presentación del proyecto técnico puesto que éste es un 
documento esencial en la tramitación de licencias urbanísticas mientras que, en el 
procedimiento que comentamos, es previo e independiente al de éstas. En análogo sentido se 
pronuncia la jurisprudencia del Tribunal Supremo pudiendo citarse la Sentencia de 19 de 
mayo de 2000 (RJ 2000\ 5466). 
 
b) Instrucción: se diferencian dos fases:  
 
1) municipal: El ayuntamiento someterá el expediente a información pública por un 
plazo mínimo de veinte días, mediante anuncio que habrá de publicarse en el tablón de 
anuncios del ayuntamiento y en uno de los periódicos de mayor difusión en el municipio. No 
existe publicación en el BOP ni en el DOGA lo cual agiliza el procedimiento pero puede ser 
contrario a la tutela pública del interés urbanístico a través de la acción pública.1080 El 
anuncio deberá indicar, como mínimo, el emplazamiento, el uso solicitado, la altura y 
ocupación de la edificación pretendida y el lugar y horario de consulta de la documentación 
completa;  
 
2) autonómica: Concluida la información pública, el ayuntamiento remitirá el 
expediente completo tramitado a la consejería competente en materia de ordenación del 
                                                                                                                                                                       
 
1076
 Inicialmente estaba atribuida al Director General competente en materia de urbanismo. 
 
1077
 Que deberá reunir los mismos requisitos que el técnico redactor del ulterior proyecto. La 
norma no se refiere al visado colegial. 
 
1078
 Actualmente no existe dicho desarrollo reglamentario. 
 
1079
 Llama la atención el alcance territorial de la exigencia 
 
1080
 La LOUGA/2002 exige la publicación en el BOP de otras figuras urbanísticas como el 
instrumento de equidistribución (art. 117.3). 
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territorio y urbanismo, incluyendo las alegaciones presentadas y los informes de los técnicos 
municipales y del órgano municipal que tenga atribuida la competencia para otorgar la 
licencia de obra. Transcurrido el plazo de dos meses1081 sin que el ayuntamiento haya 
remitido el expediente completo a la consejería, las personas interesadas podrán solicitar la 
subrogación de esta última, que reclamará el expediente al ayuntamiento y proseguirá la 
tramitación hasta su resolución.1082  
 
c) Resolución: El secretario o secretaria general competente en materia de urbanismo 
examinará la adecuación de la solicitud a la LOUGA/2002 y a los instrumentos de ordenación 
del territorio y resolverá en el plazo de tres meses, a contar desde la entrada del expediente 
completo en el registro de la consejería competente, concediendo la autorización simplemente 
o condicionándola justificadamente a la introducción de medidas correctoras, o bien 
denegándola motivadamente. Transcurrido dicho plazo sin resolución expresa, se entenderá 
denegada la autorización por silencio administrativo1083.  
 
Mientras existan deficiencias el procedimiento está en suspenso debiendo darse por 
consumidos los días transcurridos hasta el requerimiento de subsanación. Obsérvese que la 
norma tiene en cuenta el principio de proporcionalidad puesto que admite autorizaciones 
condicionadas para evitar su denegación.1084. Por último, restan por analizar varias cuestiones 
adicionales: 
 
                                                 
1081
 Antes de la ley 2/2010, el plazo era de 3 meses. 
 
1082
 La subrogación autonómica también se contempla en relación a otras materias como se 
desprende del art. 215, a propósito de las infracciones urbanísticas graves o muy graves y del art. 230 
en relación al incumplimiento grave de obligaciones legales urbanísticas o inactividad en la adopción 
de medidas de protección de la legalidad urbanística. La consejería podrá requerir del promotor o 
promotora la documentación e información complementaria que estime necesaria o bien la 
subsanación de las deficiencias de la solicitud para adaptarse a lo dispuesto en la LOUGA/2002. 
Asimismo, podrá recabar de los organismos sectoriales correspondientes los informes que se estimen 
necesarios para resolver. 
 
1083
 El legislador gallego opta por el silencio negativo por lo que no afecta a la Comunidad 
Autónoma de Galicia la polémica interpretación del silencio positivo secundum legem auspiciada por 
las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de enero de 2009, RJ 2009\1471 y de 7 de julio de 2009, 
RJ 2009\5912 no resulta de aplicación el cambio normativo operado por la Ley 25/2009. Cfr., la STS 
de 20 mayo 2011, RJ\2011\4559, en la que se concluye que el plazo ha de computarse desde el 
momento en que se solicitó dicha autorización previa con independencia de la tardanza de la entidad 
local de tramitar el procedimiento.  
 
1084
 No comparto la postura de CASTIÑEIRA IZQUIERDO respecto a la interposición de 
recurso de reposición por ser una competencia conferida directamente por la ley. Precisamente al no 
especificarlo el precepto urbanístico habrá que remitirse a la legislación de procedimiento 
administrativo. CASTIÑEIRA IZQUIERDO, J., ”Consideraciones sobre…,” op.cit., pág. 63. 
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1ª.- ¿Qué sucede cuando se solicita la licencia municipal antes de la autorización 
autonómica? En principio tal opción no determina el nacimiento del plazo para resolver la 
licencia municipal. 
 
2ª.- ¿Debe remitir el Ayuntamiento la solicitud a la autoridad autonómica cuando 
considere el uso o la actividad disconforme con el plan? Según la jurisprudencia, por todas 
STSJ de Cataluña de 26 de febrero de 2004 (JUR 2004,156199), el Ayuntamiento puede y 
debe denegar la licencia en base a sus propias competencias, incluso inicialmente y sin remitir 
el expediente al órgano autonómico, cuando así lo imponga la normativa urbanística de 
aplicación. Por el contrario, CASTIÑEIRA IZQUIERDO1085 señala que la remisión es 
siempre obligatoria. 
 
3ª.- ¿Debe la Administración autonómica tener en cuenta el planeamiento urbanístico? 
Según la STS de 17 de noviembre de 1998 (RJ 1998\9332), los únicos extremos fiscalizables 
por la Administración autonómica son los relativos a la justificación de utilidad pública o 
interés social, a la necesidad de emplazamiento en el medio rural y a la no formación de 
núcleo de población. Sin embargo, la STSJ de Cataluña de 10 de noviembre de 2008 (JUR 
2009\13136) considera que un parque eólico alcanza la calificación de sistema general 
urbanístico y debe estar previsto en el correspondiente plan urbanístico. En el mismo sentido 
se pronuncia la STSJG de 16 de marzo de 2006, Roj: STSJGAL 277/2006 para la cual la 
autorización autonómica sólo justifica el emplazamiento en suelo rústico pero no el 
cumplimiento de la normativa urbanística. 
 
4ª.- ¿Puede denegar un Ayuntamiento una licencia municipal en contra de una 
autorización autonómica? Habrá que estar a los intereses afectados, es decir, si se vulneran 
intereses supramunicipales previstos en normas o planes sectoriales. Lo que sí está claro es 
que como señala la STSJG de 2 de octubre de 1997, Roj: STSJGAL 19/1997 la denegación 
de la autorización autonómica (en el caso se trataba en realidad de la Comisión provincial de 
urbanismo) es vinculante para la denegación de la licencia municipal. 
 
5ª.- La utilidad pública o el interés social de la edificación pretendida deben valorase 
en relación con el lugar donde va a edificarse, es decir, la utilidad pública o el interés social 
deben provenir de su ubicación en dicho medio.1086 
 
                                                 
1085
 CASTIÑEIRA IZQUIERDO, J., ”Consideraciones sobre …,” op.cit., pág. 62.  
 
1086
 Sirva como ejemplo la STS de Sentencia de 3 julio 1990, RJ 1990\6013, relativa a la 
construcción del edificio para casa-cuartel de la Guardia Civil en el recinto de una Central Nuclear. En 
el mismo sentido puede verse la STS de 3 de diciembre de 1983, LA LEY 42717-NS/0000 respecto a 
la implantación de una central nuclear.  
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6ª.- La LOUGA/2002 no regula la delegación en los Ayuntamientos de la concesión o 
denegación de la autorización autonómica.1087 
 
 En definitiva, y a modo de reflexión final, entiendo que es perfectamente asumible el 
planteamiento que defiende BARREDA BARBERÁ. Para este autor la autorización 
autonómica es contraria a una correcta zonificación efectuada por el plan general y que fue 
debidamente aprobada por la Comunidad Autónoma.1088 Por ello sólo comparto la 
argumentación de la STSJG de 30 de abril de 2009, LA LEY 77739/2009 en lo relativo a que 
estamos ante una competencia concurrente relacionada con la defensa del interés general y la 
necesidad de ubicación en suelo rústico de determinadas obras e instalaciones pero discrepo 
en la consideración de que la autorización autonómica es una simple manifestación de la 









El derecho urbanístico español pivota, desde sus orígenes y continúa en la actualidad, 
sobre la figura del plan urbanístico sin que se observe una alteración sustancial en el referido 
paradigma. Pero, en el suelo rústico, la trascendencia del plan urbanístico, ofrece una 
evolución distinta. En efecto, si en un momento inicial el suelo rústico era la gran categoría 
de suelo olvidada por el plan, a partir de la promulgación de las leyes autonómicas, 
señaladamente de algunas leyes específicas sobre este tipo de suelo, a título de ejemplo, 
destaca la ley de suelo no urbanizable de Valencia de 2004, se invierte la situación y el plan 
regula con exhaustividad todo lo relativo al suelo rústico.  
 
                                                 
1087
 Por el contrario, en otras Comunidades Autónomas, sí es posible. Así lo regula el art. 10.5 
LUAsturias/2004. 
    
 
1088
 BARREDA BARBERÁ, J., La ordenación jurídica del suelo no urbanizable, op.cit., pág. 
320. Para analizar la producción del silencio administrativo en las relaciones entre la autorización 




 La doctrina se suele decantar por la compatibilidad de la autorización autonómica con la 
garantía institucional de la autonomía local establecida por la Constitución. Así, en este sentido, 
CHINCHILLA PEINADO, J.A.: “Régimen urbanístico de la propiedad del suelo”, RDUMA, núm. 
152, 1997, págs. 11-88. 
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A esta evolución no es ajena la doctrina del Tribunal Constitucional para quien, en su 
Sentencia 164/2001, de 11 de julio, se puede definir como "aquel instrumento de ordenación 
que determine el haz de facultades urbanísticas sobre cada terreno y haga compatible el 
disfrute de las facultades urbanizadoras y edificatorias con la estructura y singularidades de 
cada ciudad". Obsérvese que el alto Tribunal parece contemplar únicamente la realidad de las 
ciudades con lo que se estaría olvidando del campo y del suelo que lo integra. 
 
Esta situación normativa y jurisprudencial también parece estar consolidada en la 
doctrina donde existe una creencia generalizada sobre la ineficacia del planeamiento en el 
suelo no urbanizable. Para desterrar esta concepción, y, siguiendo a BASSOLS COMAS1090 , 
deben subrayarse las funciones que la ordenación urbanística desempeña sobre el suelo no 
urbanizable: Función básica: preservar dicho suelo del desarrollo urbano; Función 
complementaria: en relación con la ordenación y planificación de los espacios naturales 
protegidos; Funciones residuales: a través de la figura de los Planes Especiales  y mediante 
las normas de aplicación directa. Sin embargo, dada la naturaleza del suelo que constituye el 
objeto de nuestro estudio debe señalarse que los planes urbanísticos deben ceder su 
preponderancia a los planes de ordenación territorial. Buena muestra de lo señalado puede ser 
lo dispuesto en el art. 85.9 LOUGA/2002.1091 
 
El legislador gallego no es ajeno a estas funciones y si bien sin llegar a la solución del 
legislador valenciano, atribuye a los planes un cierto protagonismo en la ordenación jurídica 
del suelo rústico. En consecuencia, dentro de las determinaciones específicas de los planes 
generales para el suelo rústico, exige que se proceda a: 
 
• La  delimitación de las distintas categorías de suelo rústico: el planificador debe 
encajar cada parcela de su ámbito de aplicación dentro de la categoría de suelo 
rústico que se ajuste a la descripción legal de la misma. Esta operación se antoja 
                                                 
1090
 BASSOLS COMAS M.,“La planificación urbanística: su contribución a la protección del 
medio ambiente”,  op. cit., págs. 404  y ss., en  ESTEVE PARDO, J. (Coord.), Derecho del medio 
ambiente y administración local, 2006, págs. 677-710.  
 
1091
 De su tenor literal debe destacarse que la Comunidad Autónoma, en el momento de la 
aprobación definitiva, no sólo ejerce un control de legalidad sino también de oportunidad referido 
incluso a ciertos intereses locales.  Me estoy refiriendo a su apartado b) que se refiere a “la adecuación 
de sus determinaciones a la protección del medio rural.” Por su parte, los intereses supralocales se 
manifiestan en “la coherencia del plan con las directrices de ordenación del territorio y los demás 
instrumentos previstos en la Ley 10/1995, de ordenación del territorio de Galicia, así como con las 
normas técnicas de planeamiento, en la incidencia del plan sobre las materias de competencia 
autonómica y sobre las políticas autonómicas de desarrollo sostenible y la articulación de las 
infraestructuras de carácter local con los elementos vertebradores del territorio de alcance 
supramunicipal y en la consideración del litoral como un interés autonómico al configurarse como un  
recurso natural y ambiental no renovable, que implica que, la ordenación urbanística de los terrenos 
situados en la franja de 500 metros desde la ribera del mar.  
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fundamental, ya que, no sólo define el estatuto jurídico de dichos terrenos, sino que, 
también será el punto de partida, en una futura alteración del planeamiento. No 
obstante, la fuerza de la ley urbanística se impone también en todos aquellos 
supuestos de ausencia de delimitación específica en el plan general. 
 
• La determinación de las condiciones estéticas y características de diseño de las 
construcciones, incluyendo los materiales y colores a emplear en la fachada y 
cubierta de las edificaciones: esta obligación contrasta con la delimitación efectuada 
por el art. 29.1 LOUGA/2002 a propósito del suelo de núcleo rural histórico-
tradicional y es equiparable a la remisión llevada a cabo en relación con las otras dos 
clases de suelo de núcleo rural. 
 
• El establecimiento de normas y medidas de protección del suelo rústico para 
asegurar el mantenimiento de la naturaleza rústica de los terrenos y la conservación, 
protección y recuperación de los valores y potencialidades propios del medio rural: 
se trata de normas y medida adicionales, de carácter restrictivo, que complementan 
las disposiciones de la LOUGA/2002.1092 
 
Respecto al desarrollo de las mencionadas determinaciones habrá que acudir a la 
siguiente documentación: a) Memoria justificativa de sus fines y objetivos, así como de sus 
determinaciones. b) Estudio del medio rural y análisis del modelo de asentamiento 
poblacional. d) Planos de información. e) Planos de ordenación urbanística del territorio. 
f) Normas urbanísticas. g) Estrategia de actuación y estudio económico. h) Catálogo de 
elementos a proteger o recuperar. i) Aquellos otros que se estimen necesarios para reflejar 
adecuadamente sus determinaciones. Como documento específico, contempla el estudio del 
medio rural que servirá de base para establecer las medidas tendentes a la conservación y 
mejora de sus potencialidades intrínsecas y, en particular, para la protección de sus valores 
ecológicos, ambientales, paisajísticos, históricos, etnográficos, culturales o con potencialidad 
productiva.  
 
A estos efectos, analizará detalladamente los usos del suelo, los cultivos, el paisaje 
rural, la tipología de las edificaciones y construcciones tradicionales de la zona, las 
infraestructuras existentes, los caminos y vías rurales, el planeamiento urbanístico de los 
municipios limítrofes y cualquier otra circunstancia relevante para la justificación de las 
determinaciones en suelo rústico. Por último, otro aspecto crucial para el suelo del medio 
                                                 
1092
 El art. 61.1 LUAsturias/2004 es más amplio al disponer que establecerá todas las medidas y 
condiciones que sean precisas para la conservación y protección de todos y cada uno de sus elementos 
naturales, bien sea suelo, flora, fauna o paisaje, a fin de evitar su degradación, y las edificaciones o 
espacios que por sus características especiales lo aconsejen, de conformidad, en su caso, con la 
legislación específica que sea de aplicación en cada supuesto. 
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rural es el análisis del modelo de asentamiento poblacional tendrá por objeto determinar las 
medidas a adoptar para la preservación y mejora del medio rural, definiendo los elementos 
que lo constituyan y su inserción en el marco comarcal y destacando la división parroquial, el 
sistema de núcleos de población y su relación con el medio natural o productivo. 
 
El suelo rústico también es objeto de los planes especiales de protección. 
Concretamente, los planes especiales de protección tienen por objeto preservar el medio 
ambiente, las aguas continentales, el litoral costero, los espacios naturales, las áreas 
forestales, los espacios productivos, las vías de comunicación, los paisajes de interés, el 
patrimonio cultural y otros valores de interés.  
 
Con tales fines podrán afectar a cualquier clase de suelo e incluso extenderse a varios 
términos municipales, a fin de abarcar ámbitos de protección completos, y podrán establecer 
las medidas necesarias para garantizar la conservación y recuperación de los valores que se 
deban proteger, imponiendo las limitaciones que resulten necesarias, incluso con prohibición 
absoluta de construir. Y, en particular, los planes especiales cuyo objeto sea proteger los 
ámbitos del territorio declarados como bienes de interés cultural contendrán las 
determinaciones exigidas por la legislación sobre patrimonio cultural y el catálogo previsto en 
el art. 75 LOUGA/2002. Por su parte, también inciden en el suelo rústico, los planes 
especiales de infraestructuras y dotaciones que tienen por objeto el establecimiento y 
ordenación de las infraestructuras básicas relativas al sistema de comunicaciones, transportes, 
espacios libres públicos, equipamiento comunitario, y de las instalaciones destinadas a los 
servicios públicos y suministros de energía y abastecimiento, evacuación y depuración de 
aguas. 
 
Deben contener las siguientes determinaciones: delimitación de los espacios 
reservados para infraestructuras y dotaciones urbanísticas y su destino concreto; las medidas 
necesarias para su adecuada integración en el territorio y para solventar los problemas que 
genere en el viario y demás dotaciones urbanísticas y medidas de protección necesarias para 
garantizar la funcionalidad y accesibilidad de las infraestructuras y dotaciones urbanísticas. 
Por último, junto a esta situación cabe consignar la contraria, es decir, la de aquellos 
municipios que carecen de planeamiento. En este supuesto el legislador gallego ofrece 
distintas alternativas y soluciones. 
 
 
                    8.2. Alteración 
 
 
La preocupación por la preservación del suelo rústico de cualquier desarrollo 
urbanístico improcedente se traslada al régimen jurídico de la modificación de los planes 
mencionados. No se oculta, sin embargo, que el uso indebido de la potestad planificadora 
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puede ser disfrazado mediante meras modificaciones puntuales, incluso de carácter aislado, 
pero que, en su conjunto, resultan totalmente contraproducentes para esta categoría de suelo. 
Es por ello que el legislador gallego sienta unas reglas específicas en esta materia. 
Concretamente prohíbe toda modificación del planeamiento urbanístico que conlleve la 
conversión o inclusión directa de suelo rústico en la clase de suelo urbano. Piénsese que la 
fuerza normativa de lo fáctico no puede incluir la urbanización y edificación ilegales.1093 
 
Sólo será admisible el cambio de clasificación del suelo rústico en urbanizable cuando 
se justifique de modo fehaciente y manifiesto la pérdida de los valores rurales, tradicionales, 
paisajísticos, etnográficos, culturales y, en general, las razones determinantes de su inclusión 
en el suelo rústico. En este caso, será necesario obtener el previo informe favorable de la 
Comisión Superior de Urbanismo de Galicia, que habrá de ser emitido en el plazo de tres 
meses, a contar desde la entrada del expediente completo en el registro de la Consellería 
competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio. Transcurrido el citado plazo 
sin que se emita informe, se entenderá emitido en sentido desfavorable.1094 
 
* No se podrá clasificar o reclasificar como suelo urbanizable el suelo rústico que 
hubiera sufrido los efectos de un incendio forestal a partir de la entrada en vigor de la 
LOUGA/2002 o en los cinco años anteriores a la misma, salvo autorización expresa del 
Consello de la Xunta de Galicia y en la forma que reglamentariamente se determine.1095 
 
* La competencia para la aprobación definitiva de las modificaciones del 
planeamiento cuyo objeto sea la reclasificación de suelo rústico de especial protección 
corresponde al Consello de la Xunta de Galicia, previo informe favorable de la Comisión 
Superior de Urbanismo de Galicia. El plazo para la aprobación definitiva será de seis meses, a 
contar desde la entrada del expediente completo en el registro de la Consellería competente 
                                                 
1093
 Este principio se recoge actualmente en la TRLS/2008. 
 
1094
 Se trata de una degradación absoluta e irreversible en contraposición a los supuestos de 
mera degradación. La legislación asturiana también incluye dentro de esta prohibición al suelo que, 
siendo no urbanizable, haya sufrido un proceso irregular de parcelación urbanística mientras no haya 
transcurrido veinte años, desde que se hubiera producido tal hecho, salvo en casos excepcionales y por 
causas de interés público o social, previa autorización del Consejo de Gobierno, y asegurando la 
participación o el control públicos de las plusvalías que eventualmente se generen (art. 58.2 
LUAsturias/2004). Para la STS 9 de septiembre de 2011, Roj: STS 6195/2011, de  esta prohibición 
también se aplica “ en aquellos supuestos en los que no se trata de modificar el Plan para cambiar la 
clasificación formal de un terreno, sino simplemente comprobar la existencia de las redes de servicios 
que, además, en el caso presente se habían ejecutado al margen y en contra del planeamiento.” 
 
1095
 Cfr. para un supuesto inverso de paso de suelo urbanizable a suelo rústico de protección 
forestal la STS de 30 julio 2008, RJ 2008\4512. 
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en materia de urbanismo y ordenación del territorio. Transcurrido dicho plazo sin resolución 
expresa, se entenderá denegada la aprobación de la modificación.1096  
 
 
8.3. Normas de aplicación directa 
 
 
La lógica consecuencia de un territorio sin planificar es la relevancia de las normas de 
aplicación directa. En este sentido, en tales casos, se echa en falta una mayor densidad 
normativa. Esta situación o puede entenderse producida en Galicia puesto que, tal y como se 
analizaron anteriormente, existe una frondosa normativa reguladora del suelo del medio rural. 
A pesar de ello, las normas que citaremos a continuación, deben aplicarse, incluso de existir 
planes.1097 Son dignas de mención las relativas a la adaptación al ambiente previstas en el art. 
104 y, que, de forma sintética, son las siguientes: 
 
a.-  Las construcciones en lugares inmediatos o que formen parte de un grupo de 
edificios de carácter artístico, histórico, típico o tradicional deberán armonizar con el 
mismo.1098 Igualmente cuando, sin existir un conjunto de edificios, hubiera alguno de gran 
importancia o calidad de los caracteres indicados. 
 
b.-  En los lugares de paisaje abierto o natural, sea rural o marítimo, o en las 
perspectivas que ofrezcan los conjuntos urbanos de características histórico-artísticas, típicos 
o tradicionales y en las inmediaciones de las carreteras o caminos de trayecto pintoresco, no 
se permitirá que la ubicación, masa o altura de las construcciones, muros y cierres, o la 
instalación de otros elementos, limiten el campo visual para contemplar las bellezas naturales, 
rompan la armonía del paisaje, desfiguren la perspectiva propia del mismo o limiten o 
impidan la contemplación del conjunto. 
 
c.-  La tipología de las construcciones habrá de ser congruente con las características 
del entorno y los materiales empleados para la renovación y acabado de fachadas y cubiertas 
                                                 
1096
 AGUDO GONZÁLEZ subraya que el modelo se implantó por la ley 4/1992, de suelo no 
urbanizable de Valencia  y su finalidad es la preservación de los valores que justificaron la 
clasificación como suelo no urbanizable. (AGUDO GONZÁLEZ, J., Incidencia de la protección del 
medio ambiente en los usos del suelo, op.cit., pág. 501.) 
 
1097
 Uno de los criterios hermenéuticos para resolver las dudas en la interpretación del 
planeamiento urbanístico producidas por imprecisiones o por contradicciones entre documentos de 
igual rango normativo es el de mayor protección ambiental (art. 6 LOUGA/2002) 
 
1098
 Cfr., la STSJG de 9 de noviembre de 1999, LA LEY 120709/1999, en la cual se vincula un 
terreno clasificado como suelo urbano para conseguir la adaptación a un entorno con ruinas históricas. 
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de las edificaciones y los cierres de parcelas habrán de armonizar con el paisaje en que vayan 
a emplazarse. 
 
d.-  Queda prohibida la publicidad estática que por sus dimensiones, emplazamiento o 
colorido no cumpla las anteriores prescripciones. 
 
e.-  Las construcciones deberán presentar todos sus parámetros exteriores y cubiertas 
totalmente terminados, con empleo en los mismos de las formas y materiales que menor 
impacto produzcan así como de los colores tradicionales en la zona o, en todo caso, los que 
favorezcan en mejor medida la integración en el entorno inmediato y en el paisaje. 
 
f.-  En las áreas amenazadas por graves riesgos naturales o tecnológicos como 
inundación, hundimiento, incendio, contaminación, explosión u otros análogos, no se 
permitirá ninguna construcción, instalación o cualquier otro uso del suelo que sea susceptible 
de padecer estos riesgos. 
 
Asimismo hay que tener en cuenta las normas de protección de las vías de circulación. 
En este sentido, las construcciones y cierres que se construyan con obra de fábrica, 
vegetación ornamental u otros elementos permanentes, en zonas no consolidadas por la 
edificación, tendrán que desplazarse un mínimo de 4 metros del eje de la vía pública a la que 
den frente, salvo que el instrumento de ordenación establezca una distancia superior. 
Únicamente se excluye de esta obligación la colocación de mojones y cierres de postes y 
alambre destinados a delimitar la propiedad rústica.  
 
En todo caso, deberá cumplirse lo dispuesto por la legislación sectorial de aplicación. 
No se podrán realizar obras de construcción de nuevas vías de circulación de vehículos 
automóviles que no estén previstas en los planes generales u otros instrumentos de 
planeamiento urbanístico o de ordenación del territorio, sin perjuicio de lo dispuesto en la 




8.4. Municipios con planeamiento no adaptado 
 
 
Una gran mayoría de municipios gallegos están dotados de planes aprobados al 
amparo de las leyes vigentes anteriores a la LOUGA/2002. Para resolver los problemas 
derivados del cambio normativo acaecido a raíz de la misma se establece la regla consistente 
en que el suelo clasificado por el planeamiento vigente como no urbanizable o rústico se le 
aplicará íntegramente lo dispuesto en la LOUGA/2002 para el suelo rústico, sin perjuicio de 
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las mayores limitaciones establecidas en el planeamiento vigente. Obsérvese, que la 
aplicación del régimen jurídico implantado por la LOUGA/2002 puede ser matizado por 
normas más restrictivas. 
 
 
8.5. Municipios sin planeamiento 
 
 
Como apunta  BARCELONA LLOP 1099 existen legislaciones autonómicas que no 
contienen prescripciones aplicables en los municipios sin planeamiento lo cual no supone un 
problema práctico puesto que podría ser aplicable supletoriamente tanto el TRLS/1976 como 
el RPU/1978. Esta no es la situación en el ámbito gallego porque Se arbitran medidas 
específicas en la disp. adic. segunda, que se pueden extractar de la siguiente forma: 
 
a.-  En los municipios sin planeamiento general únicamente podrá edificarse en los 
terrenos que merezcan la condición de suelo urbano consolidado por reunir los requisitos 
establecidos en el art. 12.a) LOUGA/2002 y se garantice previamente las obras necesarias 
para cumplir la condición de solar. En relación a esta cuestión discrepo de la interpretación 
sostenida por BARCELONA LLOP puesto que al no existir planes no puede existir la clase 
de suelo urbano no consolidado tal y como se define en la LOUGA/2002.1100 
 
b.-  Para edificar en los núcleos rurales existentes en los municipios sin planeamiento, 
será necesaria la previa aprobación del expediente de delimitación del suelo de núcleo rural, 
en el que se acreditará el cumplimiento de los requisitos establecidos por el art. 13 
LOUGA/2002.1101  
 
                                                 
1099
 BARCELONA LLOP, J., “El urbanismo en los Municipios sin planeamiento”, en MARTÍN 
REBOLLO, L. y BUSTILLO BOLADO, R. O., (Dirs.),  Fundamentos de Derecho Urbanístico, I, 
Thomson-Aranzadi, Pamplona, 2ª ed., 2009, págs. 336-349. 
 
1100
 Si para el art. 12 b LOUGA suelo urbano no consolidado se integra por los terrenos en los 
que sean necesarios procesos de urbanización, reforma interior, renovación urbana u obtención de 
dotaciones urbanísticas con distribución equitativa de beneficios y cargas y por aquellos terrenos 
sobre los que el planeamiento urbanístico prevea una ordenación sustancialmente diferente de la 
realmente existente, el propio legislador exige la aprobación de un plan general de ordenación 
municipal para regular esta categoría. Este razonamiento no se puede aplicar cuando se trate de áreas 
de reciente urbanización surgida al margen del planeamiento. BARCELONA LLOP, J., “El urbanismo 
en los Municipios sin planeamiento”, en MARTÍN REBOLLO, L. y BUSTILLO BOLADO, R. O., 





 Cfr., la STSJG de 3 de mayo de 2012, Roj: STSJ GAL 4270/2012 que rechaza la finalidad 
de dicho proyecto para convalidar obras ilegales.  
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El expediente contendrá el estudio individualizado del núcleo rural, con arreglo a lo 
señalado por el art. 61.3 LOUGA/2002, así como los planos de delimitación del perímetro del 
núcleo rural y, en su caso, de su área de expansión. También quedarán reflejados el trazado de 
la red viaria pública existente y los espacios reservados para dotaciones y equipamientos 
públicos. En el área de expansión la superficie mínima de la parcela edificable no será 
inferior a 2.000 metros cuadrados y la superficie de la edificación en planta no sobrepasará 
los 200 metros cuadrados. 
 
El expediente será tramitado por el ayuntamiento con información pública por plazo 
máximo de un mes, mediante anuncio que habrá de publicarse en el Diario Oficial de Galicia 
y en dos de los periódicos de mayor difusión en la provincia. El expediente será aprobado 
provisionalmente por el órgano municipal competente para la aprobación del planeamiento 
general y remitido al director general competente en materia de urbanismo para que resuelva 
sobre la aprobación definitiva en el plazo de tres meses contados a partir de la recepción del 
expediente completo en el registro de la consellería. Transcurrido este plazo sin resolución 
expresa, se entenderá aprobado por silencio administrativo. 
 
c.-   En el resto de los terrenos se aplicará el régimen del suelo rústico establecido en 
la LOUGA/2002. 
 
Este régimen jurídico se asemeja parcialmente al previsto en otras Comunidades 
Autónomas. (Cfr. art. 284-290 LUrbanismoAragón/1999 donde se regula un sistema 




9.- Gestión urbanística 
 
 
La tradición urbanística estatal nunca ha disciplinado mediante reglas concretas la 
ejecución de los planes urbanísticos en esta clase de suelo. La razón más evidente de esta 
omisión es la premisa que parte de la nula creación de plusvalías ni la imposición de cargas. 
En consecuencia, los sistemas de actuación nunca se aplicaron en esta clase de suelo. La 
excepción, sin embargo, viene constituida por los sistemas de obtención de terrenos para 
sistemas generales y locales. Por último, existe un atisbo de instrumento de gestión cuando la 
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10.- Patrimonios públicos del suelo   
 
 
En el ámbito estatal, la ley 8/1990 reconoció la potestad de la Administración para 
adquirir suelos no urbanizables y, una vez reclasificados, destinarlos a finalidades 
urbanísticas.1102 Sin embargo, la LOUGA/2002 no sólo no contempla expresamente la 
delimitación de reservas de terrenos para la implantación de dotaciones públicas, 
infraestructuras y obras públicas que deban emplazarse en suelo rustico, sino que, prohíbe 
expresamente, al plan general, establecer, en esta clase de suelo, reservas de terrenos de 
posible adquisición para la constitución o ampliación por la Administración correspondiente 
de su patrimonio público de suelo.1103 Esta opción legislativa parece tener relación con el 
abuso de los Ayuntamientos en este ámbito y, fundamentalmente, con la contradicción entre 
el valor del suelo expropiado y la plusvalía obtenida por el Ayuntamiento, al reclasificar este 
suelo. Por eso, no deja de ser paradójico que, el art. 177 LOUGA/2002, establezca como uno 
de los destinos del patrimonio municipal del suelo, el de conservación y mejora del medio 
ambiente, del medio rural y del patrimonio cultural construido, lo cual se ajusta al mandato 
básico  contenido en el art. 39 TRLS/2008.1104 Sin embargo, la aludida finalidad quizá pueda 
servir para efectuar una transferencia de los aprovechamientos incluidos en el Patrimonio 
                                                 
1102
 Art. 98.2. Igualmente se incorporarán al Patrimonio Municipal del Suelo los terrenos 
clasificados como suelo urbanizable no programado o no urbanizable que se adquieran con dicha 
finalidad. 3. Los bienes a que se refiere este artículo, una vez incorporados al proceso de urbanización 
y edificación, deberán ser destinados a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de 
protección pública o a otros usos de interés social, de acuerdo con el planeamiento urbanístico. Art. 
99: 1. Los Planes Generales o las revisiones de sus programas de actuación podrán establecer, sobre 
suelo clasificado como urbanizable no programado o no urbanizable no sujeto a especial protección, 
reservas de terrenos de posible adquisición para constitución o ampliación del Patrimonio Municipal 
del Suelo. 2. En defecto de dichas determinaciones del Plan o del programa los Ayuntamientos podrán 
delimitar superficies sobre los expresados suelos con idéntica finalidad, por el procedimiento de 
delimitación de unidades de ejecución. 
 
1103
 En sentido opuesto se puede citar el art. 11. b) de la ley valenciana 10/2004. De acuerdo con 
esta norma se pueden establecer áreas de reservas de terrenos para actuaciones de iniciativa pública o 
para usos de utilidad pública o interés social o para la ampliación del patrimonio público del suelo. 
 
1104
 Según señala QUINTANA LÓPEZ la reforma instaurada por la LS/2007 supone la 
devaluación parcial de dos aspectos: el destino a la construcción de viviendas de protección pública 
admitiéndose usos de interés urbanístico y el destino de los ingresos que no se limitan a la 
conservación y a la ampliación de los bienes del propio patrimonio municipal del suelo. QUINTANA 
LÓPEZ, T, “Algunas cuestiones sobre el régimen de los patrimonios públicos del suelo. La ley 
8/2007, de 28 de mayo, de suelo”, en Derecho urbanístico del siglo XXI: libro homenaje al profesor 
Martín Bassols Coma, Vol. 1, 2008 (Urbanismo y vivienda), págs. 620-621.  
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11.- Disciplina urbanística 
 
 
Las diferencias entre el régimen estatal tradicional y el régimen implantado por la 
LOUGA/2002 en esta materia son significativas. La LOUGA/2002 introduce en este punto 
modificaciones derivadas de la especial naturaleza con la que concibe al suelo rústico y al 
suelo del núcleo rural. En otras palabras, refuerza la competencia autonómica, en detrimento 
de la competencia municipal, eso sí, dentro de los límites de la autonomía local, si bien, la 
reforma de 2010, parece encaminarse en otra dirección.1106  
 
 
                    11.1. Licencias urbanísticas 
 
 
El art. 194 LOUGA/2002 define las finalidades de las licencias urbanísticas y, en 
algunas de ellas, contempla actos que pueden afectar a este tipo de suelo. Así pueden tratarse 
de actos de ocupación, construcción, edificación y uso del suelo y del subsuelo que deben 
reunir varios requisitos: ajuste al ordenamiento urbanístico vigente;  que el aprovechamiento 
proyectado se ajusta al susceptible de apropiación y el cumplimiento de las condiciones 
exigibles de seguridad, salubridad, habitabilidad y accesibilidad.  Por otra parte, la LOUGA 
no se separa del ámbito objetivo de las licencias: parcelaciones urbanísticas,  movimientos de 
                                                 
1105
 En este sentido, AGUDO GONZÁLEZ, J., “Gestión urbanística integral del suelo: 
plusvalías y servicios ambientales”, op.cit., pág. 143. Sostiene este autor que la adquisición de 
terrenos prestadores de servicios ambientales se financiaría con los recursos provenientes de los 
Patrimonios Públicos de Suelo. (AGUDO GONZÁLEZ, J., “Gestión urbanística integral el suelo: 




 CASTILLO BLANCO tras examinar el ajuste de la inexistencia de plazo para reaccionar 
contra determinados actos que afecten al suelo no urbanizable entre otros y mostrarse favorable dada 
la calificación de nulidad de pleno derecho considera que  no es una buena técnica jurídica sino que es 
mejor solución el establecimiento de plazos muy superiores (15 ó 20 años) o prever las consecuencias 
derivadas de los principios de seguridad jurídica, buena fe, confianza legítima, proporcionalidad, … 
CASTILLO BLANCO, F.A., Régimen jurídico de las Actuaciones Urbanísticas sin Título Jurídico 
Autorizante, op. cit., 2006, págs. 215-216. Téngase en cuenta que en los supuestos de obras amparadas 
en licencia municipal con previa denegación de autorización autonómica la orden de demolición 
autonómica previo requerimiento de nulidad de la licencia no es contraria a la autonomía local. (STS 
de 18 de noviembre de 2011, RJ 2012\2299.)  
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tierra, obras de nueva planta,  modificación de la estructura o aspecto exterior de las 
edificaciones existentes, primera utilización de los edificios y modificación del uso de los 
mismos,  demolición de construcciones, colocación de carteles de propaganda visibles desde 
la vía pública,  cierres y vallados de fincas y  demás actos que se señalen 
reglamentariamente.1107 En realidad, no todos los usos que se pueden llevar a cabo en el suelo 
rústico requieren la previa comprobación administrativa municipal y, en algunos casos, como 
ya conocemos, de la preceptiva autorización autonómica.1108 Como se observa, el legislador 
gallego no se decanta por un sistema flexible a diferencia de otras Comunidades Autónomas 
que han implantado la comunicación previa como un sucedáneo de la licencia en casos 
determinados. 
 
Interesa destacar, igualmente, que el legislador gallego apuesta decididamente por la 
regularización ex lege de diversas situaciones ilegales y alegales. Tanto el texto inicial de 
2002 como las sucesivas reformas, significativamente la operada en 2010, arbitran diversos 
mecanismos que bien pudieran calificarse de moratoria urbanística legal. Así, la disp. trans. 
cuarta, habilita una potestad revocatoria, ejercitable previa audiencia del interesado, para las 
autorizaciones y licencias, otorgadas antes de uno de enero de 2003, que amparen 
edificaciones no iniciadas mediante indemnización fijada en el mismo expediente. Si ya 
hubiesen transcurrido los plazos para la iniciación se entenderán automáticamente caducadas 
por ministerio de la ley. 
 
En el supuesto de que las obras ya se hubiesen iniciado antes de uno de enero de 2003 
y resultaran incompatibles o disconformes con el nuevo régimen del suelo rústico o de núcleo 
rural, el conselleiro competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo o el 
ayuntamiento podrán modificar, dejar sin efecto o revocar, respectivamente, la autorización o 
licencia, sin perjuicio de los eventuales derechos de indemnización, que, en su caso, deberán 
fijarse en el mismo expediente. 
                                                 
1107
 En cuanto al ámbito subjetivo el art. 198 LOUGA/2002 reproduce el procedimiento especial 
de obras de interés general en contra del planeamiento y remite, sin enumerarla, a la legislación 
específica exoneradora de licencias (puertos, carreteras,…). 
 
1108
 Puede citarse, a título de ejemplo, STSJCL de 15 de abril de 1998, que considera que la 
plantación de árboles no debe someterse a licencia municipal. Por su parte, la STSJG de 18 de enero 
de 2007, JUR 2008\325432, en un supuesto de una casa prefabricada en suelo rústico de especial 
protección (protección de costas) considera que el Ayuntamiento debe denunciar y poner en 
conocimiento del Conselleiro de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda las obras ejecutadas e 
instar la incoación del procedimiento, haciendo saber su condición de interesado así como adoptar las 
medidas cautelares tendentes a la paralización de las obras o uso del suelo no autorizado, al amparo 
del artículo 214.2 al contemplarse un uso no autorizado. En análogo sentido cfr., la STSJG de 14 de 
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Las construcciones ejecutadas en suelo rústico al amparo de la licencia urbanística y 
de la preceptiva autorización autonómica podrán mantener el uso autorizado, y podrán 
ejecutarse en las mismas, obras de mejora y reforma de las instalaciones sin incrementar la 
superficie edificada legalmente, aun cuando no cumplan las condiciones de uso y de 
edificación establecidas por la LOUGA/2002. Asimismo, previa autorización autonómica, 
podrán ejecutarse obras de ampliación de la superficie edificada lícitamente, cumpliendo los 
siguientes requisitos:  
 
a) Que no se trate de terrenos que hayan de ser incluidos en el suelo rústico de 
protección de espacios naturales, de aguas, de costas o de interés paisajístico de acuerdo con 
la LOUGA/2002;  
 
b) Que cumpla las condiciones de edificación establecidas por los arts. 42 y 44 
LOUGA/2002 por el Planeamiento Urbanístico. En caso de viviendas en suelo rústico, sólo 
podrán ampliarse hasta un máximo del 10% de la superficie edificada autorizada;  
 
c) Que se mantengan el uso y la actividad autorizados originariamente, no 
permitiéndose el cambio de uso;  
 
d) Que se adopten las medidas correctoras necesarias para minimizar la incidencia 
sobre el territorio y todas aquellas medidas, condiciones o limitaciones tendentes a conseguir 
la menor ocupación territorial y la mejor protección del paisaje, los recursos productivos y el 
medio natural, así como la preservación del patrimonio cultural y de la singularidad y 
tipología arquitectónica de la zona.1109  
                                                 
   
1109
 Otro ejemplo digno de mención es el relativo a las explotaciones agropecuarias y 
aserraderos existentes. La disp. trans. undécima diferencia varios supuestos: 
  1. Las construcciones e instalaciones situadas en suelo rústico o en suelo de núcleo rural que, 
estando destinadas a actividades vinculadas con la explotación y con el apoyo a la actividad 
agropecuaria, de primera transformación de productos agroganaderos y forestales, así como los 
aserraderos de madera, existían en el momento de la entrada en vigor de la presente Ley podrán 
mantener su actividad, aunque no estén amparadas en las preceptivas licencias municipales de 
edificación o de actividad, sin necesidad de las mismas. En estas construcciones podrán permitirse, 
previa obtención de licencia urbanística municipal, las obras de reconstrucción, rehabilitación, 
conservación y reforma necesarias siempre que mantengan la actividad de explotación o apoyo a la 
actividad agropecuaria o de aserradero, adoptando las medidas correctoras oportunas para garantizar 
las condiciones sanitarias y ambientales. Las construcciones e instalaciones situadas en suelo rústico o 
en suelo de núcleo rural citadas que existían a la entrada en vigor de la presente Ley, para su 
regularización, deberán abonar en el ayuntamiento respectivo el impuesto municipal de 
construcciones, instalaciones y obras. 
2. Asimismo, podrá permitirse, previa obtención de la licencia urbanística municipal, la 
ampliación de las construcciones destinadas a la explotación o apoyo a la actividad agropecuaria, 
incluso en volumen independiente, cumpliendo las condiciones de edificación establecidas en el 
artículo 42 de la presente Ley y en el planeamiento urbanístico vigente, excepto en lo que refiere a las 
condiciones de parcela mínima edificable, retranqueos, ocupación y volumen máximos, distancias 
mínimas a viviendas y a asentamientos de población. En caso de las construcciones destinadas a 
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Pero el supuesto más significativo lo constituyen las edificaciones sin licencia cuyo 
régimen jurídico se contiene en la dispos. trans. tercera, no de la LOUGA/2002 sino de la ley 
2/2010. El adecuado análisis de este precepto exige deslindar sus requisitos: 
 
a.- Los actos de edificación y uso del suelo sobre terrenos calificados por el 
planeamiento como zonas verdes, espacios libres, dotaciones o equipamientos públicos: se les 
aplica su régimen específico. 
 
b.- Las edificaciones y construcciones realizadas sin licencia o sin la autorización 
autonómica preceptiva, existentes con anterioridad al 1 de enero de 2003, y respecto de las 
cuales el veinte de abril de dos mil diez hubiera transcurrido el plazo de seis años sin que la 
administración haya adoptado ninguna medida dirigida a la restauración de la legalidad 
urbanística o medioambiental, quedarán incorporadas al patrimonio de su titular y sujetas al 
régimen de fuera de ordenación, con la particularidad de que las obras de mera conservación 
sólo podrán autorizarse cuando se acredite la preexistencia de un uso continuado.  
 
c.- En el plazo máximo de dos años a computar desde el citado día veinte de abril de 
dos mil diez, el propietario o propietaria habrá de solicitar del ayuntamiento correspondiente 
la declaración de incursión en la situación legal de fuera de ordenación total adjuntando 
anexo que defina, como mínimo, la situación de la edificación sobre el planeamiento vigente, 
parcela, uso, superficie construida, número de plantas y volumen, así como certificación 
técnica de solidez y seguridad.  
 
d.- Cuando la edificación esté ubicada en suelo rústico de protección de costas, de 
aguas o de espacios naturales, según la LOUGA/2002, será necesario obtener el previo 
informe favorable de la Comisión Superior de Urbanismo. No se oculta, sin embargo, que el 
precepto mencionado es de difícil interpretación, puesto que, al regular la patrimonialización 
de edificaciones ilegales, previa solicitud de los interesados dentro de un plazo concreto, deja 
                                                                                                                                                                       
aserraderos también se permitirá su ampliación siempre que cumplan las condiciones de edificación 
establecidas en el artículo 42 de la presente Ley y en el planeamiento urbanístico, excepto en lo que se 
refiere a la superficie máxima ocupada por la edificación sin superar el límite del 60% de la superficie 
de la parcela. En todo caso, deberá mantenerse el estado natural del terreno, o con plantación de 
arbolado o especies vegetales, como mínimo, en un tercio de la superficie de la parcela. 
3. Este mismo régimen será de aplicación a las edificaciones, construcciones e instalaciones 
vinculadas a la explotación o apoyo de la actividad agropecuaria y aserraderos amparados en licencia 
urbanística otorgada antes de la entrada en vigor de la presente Ley 
Para un supuesto de aplicación de la referida dispos. transitoria en su redacción anterior a la Ley 
2/2010 puede verse la STSJG de 19 de noviembre de 2009, LA LEY 262843/2009 en la que se declara 
la ilegalidad de una bodega vitivinícola porque no se acredita que las uvas sean en su mayor parte 
procedentes de la explotación en la que se ubica dicha bodega. Para la STSJG de 27 de octubre de 
2011, LA LEY 222186/2011 se excluyen los aserraderos de piedra. 
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sin resolver las consecuencias de la falta de dicha solicitud. Entiendo que, ambos supuestos, 
la edificación queda en situación de fuera de ordenación si bien el propietario”cumplidor” 
podrá acceder al  Registro de la Propiedad1110.  
 
Por último, cabe señalar que el legislador gallego no recoge expresamente el principio 
de vinculación negativa de la planificación previa que supone en opinión de SUAY RINCÓN 
poner en cuestión el principio de la plenitud del planeamiento urbanístico. En efecto, en otras 
legislaciones urbanísticas, entre las que se puede destacar la legislación canaria, se permite la 
legalización de explotaciones ganaderas cuando no se encuentren expresamente prohibidas 
por el planeamiento urbanístico.1111 
 
 
                   11.2. Órdenes de ejecución 
 
 
Respecto a las órdenes de ejecución el legislador regula conjuntamente el suelo rústico 
y el suelo de núcleo rural al contemplar el suelo del medio rural. El art. 203 establece las 
siguientes reglas cuando los propietarios incumplieran los deberes de conservación y 
rehabilitación comentados anteriormente: 
 
a.- El alcalde o el conselleiro competente en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo podrá ordenar la ejecución de las obras necesarias que garanticen el deber de 
conservación que pueden consistir en las obras necesarias para adaptar los inmuebles a las 
                                                 
1110
 Conviene destacar que el texto primitivo de la LOUGA/2002 regulaba otro supuesto 
específico de legalización que resumimos a continuación. Así, la dispos. trans. quinta, se refería a las 
edificaciones y construcciones que, estando situadas en terrenos clasificados como suelo rústico, con 
la excepción del suelo rústico de protección de espacios naturales, de costas o de interés paisajístico, 
sin la preceptiva autorización autonómica o sin licencia municipal, el uno de enero de 2003 hubiera 
transcurrido el plazo legalmente establecido sin que la administración haya adoptado ninguna medida 
dirigida a la restauración de la legalidad urbanística. El problema radicaba en que, como ya se 
comentó, la LSG/1997 sólo establecía un plazo de cuatro años en el suelo rústico común. La 
legalización, que debía solicitarse como máximo el treinta y uno de diciembre de dos mil seis, 
requería la autorización autonómica y la licencia municipal, previo pago de un canon del 
aprovechamiento urbanístico una parte del aprovechamiento que se legalice. (La cuantía del canon era 
de 10 euros por cada metro cuadrado de superficie edificada, incluida en su caso la superficie que se 
pretendía ampliar). El municipio era responsable de la gestión y recaudación del canon y debía 
transferir a la Comunidad Autónoma la parte proporcional de los ingresos obtenidos por este canon. 
En ningún caso se autorizaba el cambio de uso o actividad preexistente. La sanción por la falta de 
legalización en plazo era la demolición (cabía la ejecución subsidiaria y multas coercitivas).  
  
1111
 SUAY RINCÓN, J.:” Peculiaridades de los planes urbanísticos: algunas consideraciones 
sobre sus incuestionables particularidades (caracteres, régimen jurídico y sistema de relaciones)”, en 
SANTANA RODRÍGUEZ, J.J., (Coord.), Estudios sobre planeamiento territorial y urbanístico., 
Tirant, Valencia, 2011, pág. 165. 
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condiciones de su entorno, tales como la conservación y reforma de fachadas o espacios 
visibles desde las vías públicas y la retirada de carteles u otros elementos impropios de los 
inmuebles rústicos; en las obras de rehabilitación de inmuebles y edificios de acuerdo con lo 
establecido en el planeamiento urbanístico y en las obras que garanticen el destino rústico o 
características de la finca, incluyendo la eliminación de elementos impropios de su finalidad o 
que supongan un riesgo de deterioro del medio ambiente, del patrimonio cultural o del 
paisaje. 
 
b.- La orden de ejecución deberá contener obligatoriamente la determinación concreta 
y detallada de las obras a realizar, el plazo para el cumplimiento voluntario por el propietario 
de lo ordenado, que se determinará en razón directa de la importancia, volumen y 
complejidad de las obras a realizar y si la entidad de las obras exige proyecto técnico y, en su 
caso, dirección facultativa. 
 
c.- El incumplimiento de la orden de ejecución facultará al alcalde o a la consellería, 
en su caso, para ejecutar subsidiariamente las obras con cargo a los obligados y para la 
imposición de multas coercitivas, hasta un máximo de diez sucesivas, con periodicidad 
mínima mensual, y por importe cada una de 300 a 6.000 euros. Se denunciarán además los 
hechos a la jurisdicción penal cuando el incumplimiento pudiera ser constitutivo de delito o 
falta. 
 
d.- El alcalde o la consellería competente en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo podrán ordenar en cualquier momento la demolición o eliminación de las obras, 
construcciones, edificaciones o instalaciones inacabadas o inadecuadas al medio rural, 
efectuadas sin licencia o al amparo de una licencia que hubiera sido declarada caducada, sin 
que ello produzca derecho a obtener indemnización. 
 
e.- Se declara la utilidad pública, a efectos expropiatorios, de los terrenos, 
construcciones, edificaciones e instalaciones inacabadas o inadecuadas que se estime 
necesario demoler para la protección del medio rural o conservación del entorno y morfología 
de los núcleos rurales de población. A estos efectos, la administración deberá incoar el 
oportuno procedimiento, con audiencia de los interesados, en el que se constate la 
incompatibilidad o inadecuación de las obras o instalaciones con la protección del medio rural 
o con las determinaciones estéticas y tipológicas establecidas en el planeamiento urbanístico. 
 
 
                    11.3 División y segregación de fincas en suelo rústico. 
 
 
La LOUGA/2002 parece referirse sólo a las parcelaciones urbanísticas si bien la 
Sección 4ª del Capítulo II del Título VI se titula las parcelaciones y matiza el concepto 
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tradicional de parcelación urbanística1112. Así, en su art. 204, además de someterla a sus 
propias reglas y, en su caso, a las establecidas en los planes urbanísticos,  la define como la 
división de terrenos en dos o más lotes o porciones a fin de su urbanización1113 o edificación, 
ya sea en forma simultánea o sucesiva. De lo anterior se desprende que omite la referencia 
estatal a la constitución de un núcleo de población lo cual, desde el aspecto práctico, facilita 
su aplicación. Pese a su omisión debe entenderse incluida también toda segregación del suelo 
con análogas finalidades.1114 
 
El precepto que nos ocupa debe ser integrado por lo dispuesto en la legislación estatal 
básica a propósito de la formación de fincas y parcelas que aplica la regla de la división o 
segregación de una finca a la enajenación, sin división ni segregación, de participaciones 
indivisas a las que se atribuya el derecho de utilización exclusiva de porción o porciones 
concretas de la finca, así como a la constitución de asociaciones o sociedades en las que la 
cualidad de socio incorpore dicho derecho de utilización exclusiva (art. 17.2 TRLS/2008)1115 
 
En principio, la regla general es la prohibición de parcelaciones urbanísticas en suelo 
rústico, cualquiera que fuese su categoría1116. No obstante, se establecen varias excepciones: 
aquéllas que se deriven de la ejecución, conservación o servicio de infraestructuras públicas, 
de la ejecución de equipamientos públicos, de la realización de actividades extractivas o 
energéticas o de la ejecución del planeamiento urbanístico o que tengan por objeto la mejora 
                                                 
1112
 Para la STSJG, núm. 3/2010 de 14 enero, RJCA 2010\219, el complejo inmobiliario puede 
calificarse como parcelación pero no la propiedad horizontal. En el primer supuesto existen fincas 
jurídica y físicamente independientes. La división horizontal constituye un acto de parcelación 
(produce la transformación urbanística del suelo) y no es únicamente una forma de configurar la 
propiedad y organizarse los condóminos; debe acomodarse a lo dispuesto en la Ley del Suelo o, en 
virtud de la misma, en los planes de ordenación. Esta interpretación parece contradecir lo dispuesto en 
el vigente art. 17.3 TRLS/2008 que al referirse a la constitución de finca o fincas en régimen de 
propiedad horizontal o de complejo inmobiliario sirve para considerar su superficie total como una 
sola parcela como norma general. 
 
1113
 La urbanización consiste en dotar a la futura edificación de los elementos infraestructurales 




 Cfr., CANO MURCIA, A., El régimen jurídico del suelo no urbanizable o rústico, op.cit., 
págs. 276-277. Para este autor parcelación y división o segregación son conceptos equivalentes a 
efectos urbanísticos y sólo se requiere licencia para aquellas que se realicen en suelo urbano o en 
suelo apto para urbanizar ya reparcelado o bien en cualquier clase de suelo si pueden dar lugar a la 
formación de un núcleo de población. Cfr., la STS de de 28 de junio de 2012, RJ 2012\8456.  
 
1115
 Esta regla tiene antecedentes en la legislación autonómica. Así la Disposición Adicional 
Segunda de la Ley valenciana 10/2004. 
 
1116
 El art. 13.2 TRLS/2008 establece idéntica regla. 
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de las explotaciones agropecuarias existentes.1117 Por tanto, en estos supuestos es de 
aplicación el principio general consistente en que para llevarse a cabo una parcelación 
urbanística se requiere que previamente haya sido aprobado el planeamiento urbanístico que, 
en los mencionados supuestos excepcionales, será un plan especial de infraestructuras o el 
planeamiento sectorial minero.  
 
Fiel a la tradición histórica y a la realidad social subyacente, la LOUGA/2002 
establece una norma específica para el suelo rústico (con exclusión del suelo rústico de 
especial protección agropecuaria) consistente en la autorización para la división de parcelas 
vacantes de edificación por razón de partición de herencias, siempre que se haga constar el 
compromiso expreso de no edificar los lotes resultantes y que la superficie de cada lote tenga 
una extensión mínima de 15.000 metros cuadrados. Esta condición de inedificabilidad de los 
terrenos debe hacerse constar expresamente en el registro de la propiedad y en todos los actos 
de transmisión de la propiedad. 
 
Entiendo que también será de aplicación a todas las categorías de suelo rústico la 
autorización, con la exclusiva finalidad de regularizar la configuración de parcelas 
colindantes, de la segregación y la simultánea agregación en unidad de acto siempre que no 
implique el aumento o la disminución de más del 5% de la superficie de las parcelas 
originarias. 
 
Los actos de segregación o de división de la propiedad permitidos estarán sujetos, en 
todo caso, a licencia municipal.1118 Para la tramitación y obtención de la misma, habrá de 
solicitarse con la documentación escrita y gráfica necesaria para la identificación precisa del 
acto que se instó.  
 
Prima facie la norma gallega parece exigir para todas las parcelaciones urbanísticas 
licencia municipal, pero la propia norma excepciona los supuestos de aprobación del proyecto 
de compensación o reparcelación que la contenga, a los cuales habría que añadir, tal y como 
sucede con la ley 10/2004 de la Comunidad Autónoma de Valencia, los supuestos de obras 
públicas, distinta clasificación urbanística en la misma finca y servicios públicos. Para 
completar la prohibición de las parcelaciones urbanísticas en suelo rústico, la  LOUGA/2002 
establece dos cláusulas de garantía: 
 
                                                 
1117
 La referencia a las explotaciones agropecuarias se introduce por la ley 2/2010. Esta 
innovación pretende evitar el abandono del medio rural. 
 
1118
 La ley gallega no exige que las licencias hagan constar la condición indivisible de las finas 
rústicas resultantes ni la superficie mínima en que se puede subdividir o segregar, a diferencia de otras 
legislaciones autonómicas como Ley valenciana 10/2004. 
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a. En ningún caso se considerarán solares, ni se permitirá edificar en ellos, los lotes 
resultantes de una parcelación efectuada con infracción de las disposiciones de la 
LOUGA/2002. En cualquier caso, quedan expeditas las medidas de protección de la legalidad 
urbanística que correspondan. Con buen criterio, desde mi punto de vista, la norma gallega, al 
no contener la expresión a los efectos urbanísticos,  no se refiere a la diferenciación entre los 
efectos civiles y los efectos administrativos derivados de una parcelación ilegal que tantos 
problemas generó en la práctica el tenor literal del artículo el art. 94.2 TRLS/1976. Obsérvese 
que el legislador gallego no permite la reclasificación por la vía de los hechos del suelo 
rústico, es decir, el suelo transformado urbanísticamente al margen de la LOUGA/2002 
continúa siendo suelo rústico a todos los efectos, lo que además determina la necesidad de 
reposición de los terrenos afectados al estado físico anterior a dicha transformación. Por otra 
parte, y adelantándonos a lo que se comentará posteriormente, es preciso recordar que 
estamos en presencia de infracciones urbanísticas muy graves al amparo de lo dispuesto en el 
art. 217 LOUGA/2002.1119 
 
b. Los notarios y registradores de la propiedad exigirán para autorizar e inscribir, 
respectivamente, escritura de división de terrenos que se acredite previamente el 
otorgamiento de la licencia municipal, que deberá testimoniarse en el documento. En puridad, 
este precepto es de competencia exclusiva estatal al amparo de lo dispuesto en el art. 149.1.8 
CE relativo a la legislación civil.  
 
En otro de consideraciones, debe destacarse que la prohibición de la división o 
segregación de parcelas indivisibles en el suelo rústico tiene una finalidad agraria. Respecto a 
las mencionadas parcelaciones el art. 205  LOUGA/2002, contempla los siguientes casos: 
 
a) Las parcelas determinadas como mínimas en el correspondiente planeamiento, a fin 
de constituir fincas independientes. Obsérvese que la dimensión de la parcela depende de la 
voluntad del planificador. 
 
b) Las parcelas cuyas dimensiones sean iguales o menores a las determinadas como 
mínimas en el planeamiento, salvo si los lotes resultantes fueran adquiridos simultáneamente 
por los propietarios de terrenos colindantes, con el fin de agruparlos y formar una nueva 
finca. 
 
                                                 
1119
 Para BARREDA BARBERÁ la admisibilidad de las reclasificaciones y de las 
regularizaciones de urbanizaciones ilegales se encuentra en la existencia o ausencia de valores dignos 
de protección. Cfr. BARREDA BARBERÁ, J., La ordenación jurídica del suelo no urbanizable, op. 
cit., págs. 258-259. 
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c) Las parcelas cuyas dimensiones sean menores que el doble de la superficie 
determinada como mínima en el planeamiento, salvo que el exceso sobre dicho mínimo pueda 
segregarse con el fin de agruparlas y formar una nueva finca. 
 
d) Las parcelas edificables con arreglo a una relación determinada entre superficie del 
suelo y superficie construible, cuando se edificase la correspondiente a toda la superficie del 
suelo, o, en el supuesto de que se edificase la correspondiente sólo a una parte de ella, la 
restante, si fuera inferior a la parcela mínima. 
 
e) Las parcelas de suelo rústico en el supuesto establecido en los art. 42.1.e) (se hará 
constar obligatoriamente en el registro de la propiedad la vinculación de la total superficie 
real de la finca a la construcción y uso autorizados, expresando la indivisibilidad y las 
concretas limitaciones al uso y edificabilidad impuestas por la autorización autonómica) y 
206.1 LOUGA/2002 (supuestos exceptuados comentados con anterioridad). Los notarios y 
registradores harán constar en la descripción de las fincas su cualidad de indivisibles, en su 
caso. Las parcelaciones no urbanísticas, es decir, con fines agrícolas o forestales, están 
permitidas en suelo rústico. En todo caso, se respetará la superficie mínima e indivisible que 
determine la legislación agraria.1120  
 
Por último debe traerse a colación la prohibición de segregaciones, parcelaciones o 
divisiones que afecten a montes o terrenos forestales siempre que el resultado sean parcelas 
de superficie inferior a 15 hectáreas, no siendo de aplicación en caso de que la división fuese 
para transferir parte de la propiedad a una parcela colindante. (art. 69 Ley gallega 7/2012.) 
 
 
                    11.4. Protección de la legalidad en el suelo rústico. 
 
 
La problemática de las actuaciones urbanísticas ilegales en suelo no urbanizable ha 
sido abordada por los legisladores autonómicos desde diversos prismas. En pocas palabras,  
en ocasiones, se facilita la regularización absoluta, mediante cambios en la clasificación del 
suelo, mientras que, en otros casos, se implanta un régimen suavizado de fuera de ordenación, 
lo que se traduce en una suerte de congelación de la actuación ilegal.1121 Además, existen dos 
                                                 
1120
 El Decreto 330/1999, de 9 de diciembre regula las unidades mínimas de cultivo en base a la 
habilitación competencial efectuada por la Ley 19/1995, de 4 de julio. 
 
1121
 Aún cuando referido al suelo urbano y al suelo urbanizable, debe destacarse la disp. 
transitoria 5ª TRLS/2008 que establece que: “Las edificaciones existentes a la entrada en vigor de la 
Ley 8/1990, de 25 de julio, situadas en suelos urbanos o urbanizables, realizadas de conformidad con 
la ordenación urbanística aplicable o respecto de las que ya no proceda dictar medidas de 
restablecimiento de la legalidad urbanística que impliquen su demolición, se entenderán incorporadas 
al patrimonio de su titular”. 
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soluciones legislativas distintas: algunas leyes autonómicas, exigen el transcurso del plazo 
para el restablecimiento de la legalidad urbanística alterada, frente a otras normas en las que 
no se establece este límite. Y, en algunos supuestos, se establecen medidas contra los 
propietarios que no procedan a regularizar la actuación, como incluso la posibilidad de 
demolición, aun cuando, en principio, hubieran transcurrido los plazos para el 
restablecimiento de la legalidad urbanística alterada. 
 
El legislador gallego se inclina por el sistema de la legalización a través de la 
reclasificación ex lege.1122 Sin embargo, antes de abordar las técnicas implantadas en la 
LOUGA/2002, conviene indicar, el marco normativo de la acción administrativa de 
reposición de la legalidad urbanística infringida. Al igual que sucede con la institución de la 
autorización autonómica, y con el mismo fundamento del interés supramunicipal, el art. 214, 
atribuye a la Comunidad Autonómica, en concreto, al conselleiro competente en materia de 
urbanismo y ordenación del territorio, la competencia para la adopción de las medidas 
precisas de protección de la legalidad respecto de las obras y actividades realizadas en suelo 
rústico.1123 Sin embargo, no existe una atribución exclusiva, puesto que podemos hablar de 
una concurrencia impropia, ya que, se reserva a la Comunidad Autónoma, la adopción de las 
referidas medidas, en cualquiera de sus categorías, siempre y cuando se realizasen sin la 
preceptiva autorización autonómica o sin ajustarse a las condiciones de la autorización 
otorgada, así como en los supuestos de actividades prohibidas. Sensu contrario, se habilita a 
la Administración Municipal, cuando se trate de usos permitidos.  
 
A su vez, el protagonismo del alcalde se evidencia si tenemos en cuenta que, en 
cualquier caso, es decir, ya sea en supuestos autonómicos, ya sea en supuestos municipales, 
deberá adoptar las medidas necesarias para la paralización de las obras y actividades en 
ejecución, sin autorización autonómica previa, sin licencia municipal o sin ajustarse a las 
condiciones de cualquiera de ellas, dando cuenta, en su caso, y de forma inmediata al referido 
conselleiro.1124 
                                                                                                                                                                       
 
1122
 En relación a la reclasificación por ministerio de la ley puede verse la STS de 30 de enero 
de 2007, Roj: STS 1254/2007 que también destaca que “la consideración de urbanos de unos terrenos, 





 Cfr., la STS de 31 de enero de 2012, Roj: STS 530/2012 relativa a la interpretación de la 
competencia para adoptar medidas de protección de la legalidad urbanística en suelo rústico de 
especial protección agrícola.  
 
1124
 Cfr. GONZÁLEZ MARIÑAS, P., en “La nueva Disciplina Urbanística en Galicia”, pág. 
1011, en SÁNCHEZ GOYANES, E ., (Coord.), Derecho Urbanístico de Galicia, La Ley, Madrid, 
2004. Este autor destaca que se trata de una decisión legal proclive a muchos conflictos entre Xunta y 
Concellos. La intervención autonómica también se puede producir en los supuestos de inactividad 
municipal de acuerdo con el art. 215 en relación con el art. 230 LOUGA. Esta subrogación no es 
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Sobre esta particular cuestión conviene realizar alguna precisión. El precepto que nos 
ocupa debe ser integrado con los preceptos generales que diferencian entre obras en curso de 
ejecución y obras terminadas, sin que el legislador gallego contemple la figura de las 
construcciones no susceptibles de demolición.1125  
 
En el texto anterior a la reforma de 2010, la potestad administrativa no estaba 
sometida a plazo1126 a diferencia de la actualidad, en la que, se introducen dos novedades muy 
significativas: por una parte, se aplica el plazo genérico de 6 años, a computar desde la total 
terminación de las obras1127 y, por otra parte, se califica a dicho plazo no como de 
                                                                                                                                                                       
contraria la autonomía local porque, como es conocido, se trata de un control puntual de legalidad o 
de un control específico sobre una materia determinada, sin que estemos en presencia controles 
genéricos que implicarán una auténtica subordinación jerárquica. (Cfr., por todas, la STC 148/1991, 
de 4 de julio, RTC 1991\148).  
1125
 Recuérdese que desde la reforma de 1976 tampoco subsiste este régimen en el Estado que 
había implantado la LS/1956, en los siguientes términos: Art. 228. 1. Si en virtud de sentencia se 
hubiere de desistir de la construcción o destruir alguna obra de urbanización, el Juzgado o Tribunal al 
que competa ejecutar el fallo lo comunicará a la Comisión Provincial de Urbanismo para que en el 
plazo de dos meses notifique al órgano jurisdiccional si, por motivos de interés público, se impone 
seguir o conservar la obra, y si no lo hiciere, se entenderá que nada obsta a la ejecución. 2. Si 
dispusiere la prosecución o conservación de la obra el Juzgado o tribunal fijará la indemnización que 
el condenado deba abonar al perjudicado, en la forma dispuesta por los art. 924 y siguientes de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil o el art. 92 de la Ley de lo Contencioso-administrativo, según que el fallo 
hubiere sido dictado por la jurisdicción ordinaria o la contencioso-administrativa.  
 
1126
 Actualmente la no sujeción a plazo de las medidas de restauración de la legalidad 
urbanística sólo rige en las zonas verdes, espacios libres, dotaciones o equipamientos públicos  (art. 
213.1 LOUGA/2002). Llama la atención esta solución cuando existen bastantes leyes autonómicas 
que se decantan por la imprescriptibilidad. En relación a esta cuestión y a propósito de las 
competencias autonómicas señala la STSJG de 8 de octubre de 2009, RJCA 2010\21, que “autonomía 
no es soberanía- incluso ésta tiene límites cada vez más perceptibles- y en no pocas ocasiones actos 
efectuados contra los valores protegidos en el artículo cuestionado inciden en intereses 
supramunicipales que exceden de las normales facultades de los municipios individualmente 
considerados, la atribución de estos casos a la Comunidad autónoma no es una cuestión de jerarquía 
sino de reparto de competencia.” En cualquier caso no se puede atribuir a un terreno la calificación de 
zona verde o espacio libre cuando no existe planeamiento que así lo determine siendo su calificación 
urbanística la de suelo no urbanizable. (STS de 25 de octubre de 1984, LA LEY 51300-NS/0000). La 
referida imprescriptibilidad la aplica la STS de 31 mayo de 2012, RJ 2012\7152 en un supuesto de 
terminación de la obra con anterioridad a la entrada en vigor de la LOUGA/2002 a pesar de que el 
expediente se inició a partir de dicha entrada en vigor.  
 
1127
 El legislador gallego no define el momento en que se considera producida la total 
terminación de las obras, a diferencia, de otros legisladores autonómicos. Así, el art. 224.2 de la Ley 
16/2005, de 30 de diciembre, Urbanística Valenciana establece que «A los efectos previstos en esta 
Ley se presume que unas obras realizadas sin licencia u orden de ejecución están totalmente 
terminadas cuando quedan dispuestas para servir al fin previsto sin necesidad de ninguna actividad 
material posterior referida a la propia obra o así lo reconozca de oficio la autoridad que incoe el 
expediente, previo informe de los Servicios Técnicos correspondientes». En términos análogo se 
pronuncia el art. 114.2 de la Ley 4/2008 de 15 septiembre de Medidas de Urbanismo y Suelo de 
Castilla y León. 
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prescripción sino como de caducidad, con todas las consecuencias legales dimanantes de 
dicha naturaleza jurídica. Como corolario de lo anterior, se puede concluir que la reforma 
viene a suponer la legalización de todas las obras y construcciones realizadas en el suelo 
rústico ordinario pero también, en cualquiera de las modalidades de suelo rústico de especial 
protección. Esta reforma implica, en consecuencia, una clara toma de partido por el carácter 
temporal de la potestad administrativa, en clara contraposición con  otras leyes autonómicas 
que reconocen la inexistencia de plazo en el suelo rústico protegible, y que, se decantan por la 
naturaleza de prescripción en el suelo rústico común. 
  
Desde mi punto de vista, es una solución totalmente reprobable, no sólo porque ya no 
existirá la equiparación entre suelo rústico de especial protección y zonas verdes, espacios 
públicos y dotaciones públicas, en suelo urbano y en suelo urbanizable, sino porque, pone de 
manifiesto una situación  normativa claramente indefendible y criticada desde hace tiempo 
por la doctrina. Y así, nos estamos refiriendo al siguiente caso: si las obras no se amparan en 
licencia la potestad administrativa caduca a los 6 años1128, mientras que, si se realizan de 
conformidad con una licencia ilegal (exista o no exista autorización autonómica en los 
supuestos legalmente previstos), la imprescriptibilidad de la potestad revisora de la licencia 
nula de pleno derecho, implica la posibilidad de demolición fuera del plazo de 6 años.1129  
 
Por ello, y siguiendo la posición de BAÑO LEÓN, sería interesante, como una 
propuesta de lege ferenda, que, se estudiase el establecimiento de un plazo de prescripción 
                                                                                                                                                                       
 
1128
 Recuérdese que el plazo de 4 años estuvo en vigor hasta el 31 de diciembre de 2001, tanto 
por aplicación de la LSG/1997 como por la aplicación del TRLS/1976, modificado por el  Real 
Decreto-Ley 16/1981, de 16 de octubre. 
 
1129
 La regla de la dispos. trans. 10ª LOUGA/2012, según la cual en todo caso, los 
procedimientos sancionadores y de reposición de la legalidad por infracciones cometidas con 
anterioridad 01/01/2003 se regirán por la legislación vigente en el momento de su comisión, sin 
perjuicio de aplicar a los expedientes sancionadores la norma más favorable al sancionado ha sido 
interpretada por la STSJG de 19 de marzo de 2009, Roj: STSJ GAL 2805/2009 considerando que “la 
incidencia del cambio normativo en los procedimientos sancionadores o de reposición de la legalidad, 
es únicamente el de los aspectos sustantivos o de fondo, quedando excluidos los meramente 
procedimentales, es decir, que con la entrada en vigor de esta Ley, es aplicable su plazo prescriptivo a 
las obras o actividades ejecutadas o iniciadas con anterioridad que no hubieran visto consumada su 
prescripción cuatrienal conforme al artículo 176 de la Ley 1/1997. No existe ningún derecho ya 
adquirido a prescribir en un determinado tiempo futuro, por lo que la ampliación del plazo de 
prescripción respecto de aquellas situaciones que todavía no la hubieren ganado no infringe ni 
desconoce derechos subjetivos susceptibles de protección, ni existe aplicación retroactiva de norma 
menos favorable: como mucho, se podría hablar de una retroactividad de grado mínimo --aplicación 
de la nueva norma a las situaciones futuras originadas por hechos pretéritos-- que goza del 
reconocimiento jurisprudencial; de esta forma, puesto que en 1 de enero de 2003 no se había 
consumado la prescripción con cómputo iniciado en el mes de septiembre de 2000, la pretensión debe 
decaer.” 
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suficientemente largo (podría ser el plazo común civil de 30 años, o, en su defecto, el plazo 
de 15 años de las infracciones urbanísticas muy graves1130) para el ejercicio de la potestad de 
restauración de la legalidad urbanística, tanto en el suelo rústico, como en el suelo de núcleo 
rural.  
 
Esta ampliación del plazo de caducidad no se antoja contraria al principio de 
proporcionalidad, puesto que, en la pugna entre el interés privado del infractor y el interés 
público general, debe prevalecer este último.1131  
 
Por otra parte, el legislador gallego arbitra diversos mecanismos para evitar el 
ejercicio de la potestad rehabilitadora mencionada en relación, no a edificaciones y 
construcciones aisladas, sino asentamientos surgidos al margen del planeamiento.1132 Su 
régimen jurídico, contenido en la disp. trans. decimotercera, se caracterizaba, inicialmente, 
por referirse a los asentamientos de viviendas surgidos al margen del planeamiento 
urbanístico, antes de uno de enero de 2003, pero, a partir de la ley 2/2010, se aplica a 
cualesquiera asentamientos, ya sean residenciales, ya sean industriales1133. 
 
 Como la norma no diferencia, hay que entender que comprende cualesquiera tipos de 
planes e incluso las normas subsidiarias y complementarias del planeamiento que será el 
supuesto más común. Como requisitos previos, se requiere que no estén integrados en la 
                                                 
1130
 A título de ejemplo la Ley 3/2009 de 17 de junio de Urbanismo de Aragón establece un 
plazo de 10 años. 
 
1131
 Cfr., la STSJ de Galicia de 31-7-2002, JUR 2003, 22203).  
1132
 Para interpretar y aplicar esta reforma la Consellería de Medio Ambiente, Territorio e 
Infraestructuras, ha dictado la Instrucción 3/2011, de 12 de abril. Y así, según la citada Instrucción, el 
carácter clandestino deriva de tratarse de usos implantados sin haberse aprobado previamente el 
planeamiento que contenga la ordenación detallada. Este razonamiento permite concluir que los 
asentamientos ilegales pueden ubicarse también en suelo urbanizable lo cual es incoherente con la 
clasificación como suelo urbanizable que le otorga la propia disposición adicional comentada.  
 
1133
 Para interpretar y aplicar esta reforma la Consellería de Medio Ambiente, Territorio e 
Infraestructuras, ha dictado la Instrucción 3/2011, de 12 de abril. En este sentido, se establece que,” en 
los asentamientos de uso global industrial o terciario, lo determinante no tendrá por qué ser la 
existencia de un conjunto de edificaciones, sino el alcance cualitativo de la propia implantación de que 
se trate, ya sea por la magnitud superficial del suelo que esta ocupe, o por la propia intensidad de los 
usos implantados”. La diferencia se aprecia también si se comparan las dos redacciones, y, así, en la 
de 2002, se preveía que la tipología de las edificaciones será la de vivienda unifamiliar con una altura 
máxima de dos plantas. Por otra parte, como recuerda la STSJG de 15 de abril de 2010, LA LEY 
61291/2010, no se pueden equiparar dichos asentamientos de viviendas con las viviendas 
unifamiliares en suelo rústico.  
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malla urbana, ni reúnan las características propias de un núcleo rural tradicional1134.  En este 
supuesto se clasificarán como suelo urbanizable, cumpliendo los siguientes requisitos: 
 
a.- El ámbito del sector deberá estar ocupado por la edificación, cuando menos, en un 
50% de los espacios aptos para la misma, según la ordenación que el plan establezca (el texto 
inicial era más exigente al establecer que el ámbito del sector debía estar ocupado por la 
edificación, al menos, en dos terceras partes de los espacios aptos para la misma, de acuerdo 
con la ordenación que el plan establezca). Por otro lado, la Instrucción 3/2011, aclara el 
criterio de la ocupación en suelo destinado a usos industriales y terciarios, al señalar que, “En 
los casos en que el uso global implantado en el asentamiento requiera, en su totalidad o en 
parte, ocupar una dimensión significativa de terrenos por usos no constructivos tales como 
depósitos de materiales, almacenamiento y parques de maquinaria, estacionamiento o 
exposición de vehículos u otros productos, al aire libre, o por patios de maniobras, dicha 
ocupación no resultará computable, con todo, para alcanzar ese porcentaje del 50% requerido 
en el apartado 1.a) de esta disposición transitoria que exige, en todo caso, que ese porcentaje 
de terrenos se ocupe por la propia edificación.” 
 
b.- Puede afectar a cualquier categoría de suelo rústico, incluso, a los supuestos de 
suelo rústico de protección de costas, de aguas o de espacios naturales. En estos casos debe 
acreditarse la vinculación directa de la actividad con la ubicación mediante el previo informe 
favorable de la Comisión Superior de Urbanismo y la aprobación definitiva del Consejo de la 
Xunta de Galicia. (El texto de 2002 no contemplaba ninguna excepción).  
 
c.- El plan podrá reducir o eliminar justificadamente las reservas de suelo para 
dotaciones públicas y, en su caso, para viviendas sujetas a algún régimen de protección 
pública establecidas por la LOUGA/2002.  
 
La norma gallega no se refiere expresamente al tipo de plan que podrá llevar a cabo la 
legalización pudiendo entenderse que sería factible un plan parcial o, incluso, un plan de 
sectorización. Para disipar estas dudas, la Instrucción 3/2011, advierte que” Los planes 
                                                 
1134
 Es imprescindible que los terrenos en que se ubique el asentamiento ilegal no formen parte 
de un núcleo de población, es decir, no estén integrados en la malla urbana tal y como se define en el 
art. 11.2 según el cual:” A los efectos de la presente Ley se consideran incluidos en la malla urbana 
los terrenos de los núcleos de población que dispongan de una urbanización básica constituida por 
unas vías perimetrales y unas redes de servicios de las que puedan servirse los terrenos y que éstos, 
por su situación, no estén desligados del entramado urbanístico ya existente”, pues de lo contrario, se 
podrán considerar como urbanos o como de núcleo rural según los casos. Así, es preciso destacar que 
el art. 12 b) LOUGA/2002, clasifica como suelo  urbano no consolidado, aquellos terrenos integrados 
en áreas de reciente urbanización surgida al margen del planeamiento. 
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generales de ordenación municipal podrán establecer la ordenación detallada del sector con el 
mismo contenido y determinaciones exigibles a un plan parcial, de manera que pueda 
ejecutarse directamente sin necesidad de plan de desarrollo. A estos efectos se garantizará su 
ejecución a través de actuaciones privadas concertadas con la Administración actuante en las 
que habrán de fijarse los plazos y condiciones en que deban ejecutarse las determinaciones de 
la ordenación detallada que el PGOM establezca para el sector.” 
 
Asimismo, y habida cuenta de la clasificación inicial del suelo, diferencia varios 
supuestos: si el asentamiento se estableció antes del 1 de enero de 2003 en suelo rústico, y sin 
perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1.b) de la disposición transitoria, el canal a seguir será 
el de una modificación puntual de plan general que además de establecer su clasificación 
como suelo urbanizable delimitado deberá contener las determinaciones previstas en el art. 
57.1 de la Ley 9/2002 y, en su caso, la ordenación detallada del sector o sectores; si el 
asentamiento se estableció en suelo urbanizable no delimitado, a lo que la disposición 
transitoria primera reconduce el clasificado en el plan vigente no adaptado a la Ley 9/2002, 
como urbanizable programado o no programado, apto para urbanizar o rústico apto para el 
desarrollo urbanístico, será necesario desarrollar un plan de sectorización, y, si el 
asentamiento preexistente surgió en suelo urbanizable delimitado, o en suelo clasificado por 
el plan adaptado a la Ley 1/1997 como urbanizable, la figura predeterminada para la 
ordenación del asentamiento será la del plan parcial.  
 
d.- El plan contendrá, en todo caso, el trazado y las características de la red de 
comunicaciones propias del sector y de su enlace con el sistema general de comunicaciones 
previsto en el plan general de ordenación municipal, con señalización de alineaciones y 
rasantes; así como las características y el trazado de las redes de abastecimiento de agua y de 
alcantarillados, energía eléctrica e iluminación pública, y de aquellos otros servicios que, en 
su caso, prevea el plan.  
 
e.- El plan preverá, al mismo tiempo, las medidas necesarias para garantizar el estricto 
cumplimiento del Decreto 133/2008, de 12 de junio, por el que se regula la evaluación de 
incidencia ambiental y de aquella otra normativa sectorial en materia de medio ambiente. 
 
f.- El aprovechamiento urbanístico de las personas propietarias será el correspondiente 
al 90% del aprovechamiento tipo. Se ha producido una minoración del aprovechamiento, ya 
que, el texto primitivo, permitía consolidar el 100%. 
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 584 
g.- La Administración actuante no tendrá que contribuir a los costes de urbanización 
de los terrenos en que, en su caso, se sitúe dicho aprovechamiento, que habrán de ser 
asumidos por las personas propietarias.1135 
 
Al hilo de lo expuesto, cabría concluir que, es irrelevante que, los asentamientos 
mencionados dispongan o no autorización autonómica o licencia municipal, que 
necesariamente deben ser ilegales al ser contrarias al planeamiento, porque la legalización 
opera directamente mediante la reclasificación en suelo urbanizable a través del planeamiento 
urbanístico señalado, sin que se exija la solicitud de licencia alguna. Dicha legalización, que 
en el texto primitivo, era  muy beneficiosa para los propietarios, desde el momento en que 
existía la posibilidad de eliminar las cesiones obligatorias tanto para dotaciones públicas 
como para la participación en las plusvalías y en la determinación de reservas para viviendas 
públicas protegidas, se ha matizado en el texto vigente. La norma no establece un límite 
temporal ni tampoco la posibilidad de regularizaciones limitadas. Llama la atención que no se 
recoja expresamente que la legalización no afecta al interés público. 
 
Como un supuesto especial, la norma regula la actividad desarrollada en las 
edificaciones o instalaciones existentes en los asentamientos industriales. En este caso, el 
legislador permite el mantenimiento de la actividad, aún cuando no cuenten con la preceptiva 
licencia municipal o, en su caso, autorización autonómica, en el plazo que medie hasta su 
completa regularización tras la aprobación definitiva del plan que contenga la ordenación 
detallada del sector y de los proyectos de reparto de cargas y beneficios y urbanización que 
resulten necesarios, que no podrá ser superior a tres años, a contar desde la entrada en vigor 
de la presente Ley de modificación.  
 
La Instrucción 3/2011 destaca que se trate de un asentamiento preexistente a 1 de 
enero de 2003, que el uso global implantado en el asentamiento sea el industrial, si bien, 
podrá mantenerse también la actividad de las edificaciones o instalaciones existentes en él 
referidas a otros usos complementarios diferentes del uso industrial, y del que resulten 
complementarios o compatibles según el plan vigente y que no transcurrieran tres años, a 
contar desde el 21 de abril de 2010, sin alcanzar su completa regularización. 
 
                                                 
1135
 De acuerdo con la redacción de 2002 se podía concluir que no se trataba de cualesquiera 
urbanizaciones sino de la típica de viviendas unifamiliares aisladas que contempla la legislación 
urbanística estatal desde 1956. Al remitirse a un sector el precepto parecía tener en mente un número 
elevado de viviendas afectadas apartándose de otras legislaciones que fijan un número mínimo de 10 
viviendas. Los terrenos afectados pueden pertenecer a la categoría de suelo rústico ordinario o a las 
categorías de suelo rústico de especial protección que no sean de protección de costas, de aguas o de 
espacios naturales, lo que evidencia la incongruencia del legislador (así por ejemplo en lo relativo al 
de protección de infraestructuras.) 
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                   11.5  Las infracciones urbanísticas. 
 
 
Es casi ocioso señalar que el legislador gallego, al igual que el resto de legisladores 
autonómicos, debe observar las normas básicas de la ley 30/1992 en el ámbito sancionador. 
Pero esto no supone que no goce de un amplio margen de discrecionalidad a la hora de 
tipificar las infracciones y las sanciones urbanísticas porque el legislador estatal no ostenta 
competencias urbanísticas y tampoco el monopolio del régimen jurídico sancionador y, 
además, porque como viene afirmando de forma reiterada el Tribunal Constitucional al 
Estado le corresponde, por un lado, la determinación de la estructura general del iter 
procedimental que ha de seguirse para la realización de la actividad jurídica de la 
Administración y, por otro, los principios y normas que prescriben la forma de elaboración, 
los requisitos de validez y eficacia, los modos de revisión de los actos administrativos y los 
medios de ejecución de los mismos; incluyendo señaladamente las garantías generales de los 
particulares en el seno del procedimiento (SSTC 227/1988, de 29 de noviembre, RTC 
1988\227, FJ 32; 98/2001, de 5 de abril, RTC 2001\98, FJ 8; y 175/2003, de 30 de 
septiembre, RTC 2003\175 FJ 10.c); pero no le pertenecen las “normas ordinarias de 
tramitación” que pueden dictar las Comunidades Autónomas en relación con los 
procedimientos relativos a las competencias que ostentan las Comunidades Autónomas para 
la regulación del régimen sustantivo de ciertas actividades o servicios (a partir de STC 
186/1999, también en SSTC 190/2000; 126/2002 y 175/2003).1136 Por ello, es preciso 
examinar el derecho sancionador implantado por la LOUGA/2002 desde el prisma 
comentado. Puede decirse, con rotundidad, que una de las novedades más significativas de la 
LOUGA/2002 es la tipificación como infracciones muy graves de las obras y actividades 
realizadas en suelo rústico que estén prohibidas por la citada Ley. Además sigue la senda de 
la LSG/1997 y tipifica como infracción muy grave, en todo caso, a las parcelaciones 
urbanísticas. 
 
Por otra parte, es preciso poner de manifiesto la actitud pragmática adoptada por el 
legislador gallego ante el desorden urbanístico. En efecto, en una decisión que no resulta 
comparable al común de las leyes urbanísticas autonómicas, el art 218 LOUGA/2002 amplía 
el plazo de prescripción de las infracciones muy graves de seis años a quince años.1137 
                                                 
1136
 Cfr. LÓPEZ PELLICER, J.A., ”El régimen urbanístico de infracciones y sanciones ante la 
STC 61/97”, en VVAA,” La práctica del urbanismo. Efectos de la STC 62/1997, sobre el 
ordenamiento urbanístico”, Abella, Madrid, 1997, págs. 185-186, en relación con la exigencia de la 
clasificación tripartita de infracciones y sanciones urbanísticas. Destaca este autor que la ley 30/92 se 
limita a establecer unos esquemas clasificatorios que deberán ser integrados por la ley y el reglamento 
lo que determina que corresponde al legislador autonómico, competente ratione materiae, la fijación 
de las infracciones y las sanciones urbanísticas. LÓPEZ PELLICER, J.A., ”El régimen urbanístico de 
infracciones,…”, op.cit., pág. 179.  
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Asimismo resulta digna de mención la implantación de la Agencia para la protección de la 
legalidad urbanística.1138 
 
Por último quizá no resulte innecesario indicar que las obras ilegales en suelo rústico 
amparadas en licencia no sólo deberán ser demolidas, previo expediente de reposición de la 
legalidad urbanística, sino que constituyen infracción urbanística muy grave. (Cfr., por todas, 




          III.- EL SUELO DE NÚCLEO RURAL  
 
 
 1.- Introducción 
 
 
La introducción en el derecho urbanístico gallego de esta categoría de suelo, para dar 
una respuesta específica a los asentamientos rurales típicos de Galicia, tuvo lugar mediante la 
LSG/1997, que, a su vez, se amparaba en la TRLS/1992. La norma estatal se refería al núcleo 
rural en el art. 16, al regular  las parcelaciones urbanísticas: la regla consistía en la 
preservación del suelo no urbanizable del desarrollo urbano, pero contemplaba una excepción 
sin perjuicio de lo que la legislación aplicable estableciese sobre el régimen de los 
asentamientos o núcleos rurales en esta clase de suelo.   
   
Como ya nos consta, la rigidez del régimen jurídico del suelo no urbanizable estatal 
no encajaba con los asentamientos diseminados, propios del medio rural gallego. Ahora bien 
la LSG/1997 no ofrecía un conjunto acabado de preceptos sobre esta nueva categoría de 
                                                                                                                                                                       
1137
 En relación a la devaluación de los mecanismos de disciplina urbanística por parte de la 
legislación penal puede verse MARTÍN VALDIVIA, S., “La descalificación de la disciplina 
urbanística. (Los torcidos efectos de la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala 2ª, de 27 de diciembre 
de 2009)”, en  GARCÍA DE ENTERRÍA MARTÍNEZ-CARANDE, E. y  ALONSO GARCÍA, R. 
(Coord.), Administración y justicia: un análisis jurisprudencial: liber amicorum Tomás-Ramón 
Fernández, Vol. 1, Civitas Thomson-Reuters, Cizur Menor, 2012, págs. 1597-1626. Este profesor 
considera que los referidos mecanismos administrativos son suficientes para atajar la ilegalidad 




 En relación a las competencias de la referida en suelo rústico debe destacarse que las 
mismas no resultan condicionadas por la existencia de una licencia municipal que habilite la 
realización de obras. Por todas, puede verse la STSJG de 13 de septiembre de 2012, Roj: STSJGAL 
7258/2012. 
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suelo. De ahí que, una de las razones primordiales, de la LOUGA/2002 sea implantar normas 
más detalladas, para resolver los problemas prácticos de estos terrenos. 
   
¿Puede la LOUGA/2002 mantener dicha categoría de suelo? Para resolver este 
interrogante es preciso destacar que el marco normativo estatal, en el momento de 
promulgarse la LOUGA/2002, lo constituía la LS/1998. Esta ley, como es conocido, fue 
examinada por el Tribunal Constitucional en su STC número 164/2001 y, en el aspecto que 
nos ocupa, y sin entrar en otras consideraciones, que no resultan de aplicación en este 
momento, el referido Tribunal reconoce la potestad legislativa del Estado para llevar a cabo 
dicha tarea; pero ello no resulta un impedimento para que las leyes autonómicas puedan 
establecer, a los solos efectos de planificación o gestión, otras clasificaciones de suelo 
distintas y superpuestas a la clasificación tripartita tradicional.1139 La clasificación tripartita se 
define por el Tribunal como "instrumento técnico para la configuración de los distintos 
estatutos de propiedad urbana". Por tanto, la conclusión es que el suelo de núcleo rural puede 
ser regulado por la LOUGA/2002, tal y como lo efectúa, es decir, como un tertium genus.1140 
El régimen jurídico del artículo 76 de la LSG/1997 se mantiene, en sus líneas generales, de 
manera que  los usos serán los relacionados con las actividades propias del medio rural y con 
las necesidades de la población residente aún cuando no son exclusivamente residenciales1141. 
 
Reconocida la posibilidad constitucional de esta categoría específica de suelo, una de 
las principales cuestiones que deben ser resueltas, consiste en la intervención de los planes en 
el régimen jurídico de esta categoría de suelo. En las primeras  redacciones de la 
LOUGA/2002, los preceptos legales constituían límites infranqueables. Se podía decir que el 
legislador dotaba a este suelo de unas reglas uniformes para todo el territorio gallego. Este 
planteamiento  se modifica con la reforma efectuada por la ley 2/2010, porque si bien en el 
                                                 
1139
 Según indica su F.J. 13”…, frente a lo alegado por los recurrentes, el art. 7 LRSV tiene 
perfecto encaje en la competencia del Estado «ex» art. 149.1.1 CE, en los términos ya expresados en 
la STC 61/1997, FF. 14 b) y 15 a). Entonces amparamos la clasificación tripartita del suelo por su 
carácter instrumental respecto de la regulación de las condiciones básicas de ejercicio del derecho de 
propiedad urbana. Y añadimos también entonces que del simple establecimiento de una clasificación 
tripartita del suelo no podía deducirse la prefiguración por el legislador estatal de un concreto modelo 
urbanístico. Pues bien, de nuevo el art. 7 LRSV se sirve de la clasificación tripartita del suelo como 
instrumento técnico para la configuración de los distintos estatutos de la propiedad urbana. El carácter 
instrumental e indispensable de esta clasificación (respecto de los tres estatutos básicos de la 
propiedad urbana), permite enmarcar al art. 7 LRSV dentro de la competencia del Estado «ex» art. 
149.1.1 CE y, con ello, confirmar la adecuación constitucional del inciso «o clases equivalentes 
reguladas por la legislación urbanística». Esta conclusión en nada limita la competencia de las 
Comunidades Autónomas para fijar y regular, a efectos de planificación o gestión, otras 
clasificaciones de suelo distintas y superpuestas a las anteriores”. 
 
1140
 Para un sector de la doctrina no es suelo urbano a partir de la reforma de 2004. 
 
1141
 El actual art. 25 LOUGA/2002 diferencia entre usos complementarios y usos compatibles 
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 588 
suelo de núcleo rural histórico-tradicional se mantiene esta filosofía, en el resto de tipos 
básicos de suelo de núcleo rural, la norma legal concede mayor discrecionalidad a los planes, 
no sólo en cuanto a la delimitación de su perímetro sino también en cuanto a los usos. Así el 
art. 25. 3, permite, de una parte, que el planeamiento urbanístico establezca mayores 
limitaciones, en función del estudio pormenorizado de cada núcleo, y, de otra parte, le 
habilita para fijar como usos compatibles los terciarios, productivos, turísticos, los pequeños 
talleres y las nuevas tecnologías de la información, así como los dotacionales, asistenciales y 
vinculados con servicios públicos.1142  
   
En el texto vigente hasta la reforma de la ley 2/2010, y del mismo modo que su 
predecesora, la LOUGA/2002 definía este suelo de acuerdo con una fórmula que parecía 
responder a un tipo específico de asentamiento (aldea elemental de orden compacta)1143, lo 
cual es totalmente criticable porque se trata de una fórmula que ratifica el modelo único de 
asentamiento establecido por la LSG/1997, cuando ello no obedece a la realidad gallega. 
  Resulta obvio que este planteamiento es erróneo pues el polimorfismo de los núcleos rurales 
gallegos es un hecho incuestionable. Pese a ello, las sucesivas redacciones de la norma, no 
han sido capaces de acoplar el modelo del que se parte con la realidad práctica. Se podría así 
concluir, en una primera aproximación al problema, que los preceptos legales sólo sirven para 
un grupo reducido de asentamientos de población, lo que pone en tela de juicio el propósito 
que el legislador quería conseguir con la implantación de esta modalidad específica de suelo. 
Por ello, urge una reforma de la LOUGA/2002 pues, como veremos a continuación, los 
últimos cambios introducidos por la ley 2/2010, si bien modulan la definición y las categorías 
de suelo de núcleo rural, tampoco sirven para regular la rica fenomenología de los 
asentamientos rurales gallegos.1144  
   
Respecto a dicha fenomenología y siguiendo a FARIÑA TOJO1145 cabe diferenciar, de 
una parte, entre zonas (costa, interior agrícola y montaña), y de otra parte, entre aldea nuclear 
con caserío denso, aldea nuclear con caserío claro, aldea polinuclear con caserío denso, aldea 
                                                 
1142
 Aquí es trascendental el análisis del modelo de asentamiento poblacional y el análisis 
individual de cada núcleo previstos en el art. 61.3 LOUGA/2002. 
 
1143
 Cfr. RAPOSO ARCEO, J. J., ”El suelo de núcleo rural”, en VVAA, Ley 9/2002, de 30 de 
diciembre de Ordenación Urbanística y de protección del medio rural de Galicia, Civilis, La Coruña, 
2004, pág. 81.  
 
1144




 FARIÑA TOJO, J., Los asentamientos rurales en Galicia, Instituto de Estudios de 
Administración Local, Madrid, 1980, págs. 111-125. Destaca este autor que estos tipos no son 
exclusivos y se dan puros muy raramente.  
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polinuclear con caserío claro, aldeas nucleares en nebulosa, parroquias enjambre con aldea 
núcleo y parroquias en enjambre.  
 
Antes de examinar sus elementos constitutivos, es preciso advertir, dos aspectos 
esenciales: primero, que el abuso de conceptos jurídicos indeterminados trae como 
consecuencia una ambigüedad, calculada, pero tendencialmente opuesta al principio de 
seguridad jurídica y, segundo, que el legislador parece estar influenciado por una visión 
idílica del medio rural, en la que la población no deja de ser un elemento meramente 
decorativo, porque lo verdaderamente importante es conservar una arquitectura tradicional.  
 
En definitiva esta regulación no se compadece con el contenido de la exposición de 
motivos cuando señala que “la finalidad esencial de la ley debe ser mejorar sustancialmente la 
calidad de la ordenación urbanística de Galicia en orden a favorecer el desarrollo equilibrado 
y sostenible del territorio, contribuir a elevar la calidad de vida y la cohesión social de la 
población, proteger y potenciar el patrimonio natural y cultural y garantizar el derecho 
constitucional a disfrutar de una vivienda digna.” 
 
   
 2.- Definición 
 
   
El texto inicial consideraba como suelo de núcleo rural los terrenos que servían de 
soporte a un asentamiento de población singularizado en función de sus características 
morfológicas, tipología tradicional de las edificaciones, vinculación con la explotación 
racional de los recursos naturales o de circunstancias de otra índole que manifestasen la 
imbricación racional del núcleo con el medio físico donde se situaba y que figurasen 
diferenciados administrativamente en los censos y padrones oficiales, así como las áreas de 
expansión o crecimiento de estos asentamientos.1146 
 
Señala PÉREZ NOVO que estos terrenos deben servir de soporte físico a un 
asentamiento de población singularizado y deben presentar una especial vinculación con el 
medio rural donde se sitúan, con una diferenciación administrativa en los censos y padrones 
                                                 
 
1146
 Para DALDA ESCUDERO J. L., “O papel da organización parroquial,…”,  op. cit., pág. 
233, estamos en presencia de una categoría únicamente morfológica no referida necesariamente a las 
actividades del sector primario implantando unos criterios uniformes para toda Galicia, métricamente 
constantes y basados en la identificación de todas y cada una de las edificaciones tradicionales. En 
todo caso la delimitación del suelo de núcleo rural es independiente de la delimitación de las 
parroquias. Cfr., la STSJG de 25 de junio de 2009, LA LEY 120840/2009.  
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oficiales.1147 Sobre estas pautas, el planeamiento urbanístico debía realizar un análisis 
detallado de la formación y evolución de los asentamientos, de sus peculiaridades 
urbanísticas, morfológicas, de su grado de consolidación por la edificación y de sus 
expectativas de desarrollo1148, así como de las tipologías edificatorias, forma de los huecos y 
de las cubiertas, y características de los materiales, colores y formas constructivas empleadas 
en las edificaciones y construcciones tradicionales de cada asentamiento.  
 
En definitiva, la ley remitía al planificador para la identificación del núcleo rural con 
todas las desventajas que ello suponía si, como resultaba habitual, no se llegaba a aprobar 
dicho plan. A continuación el plan general debía delimitar el ámbito concreto de los núcleos 
rurales teniendo en cuenta los siguientes elementos: la proximidad de las edificaciones, los 
lazos de relación y coherencia entre lugares de un mismo asentamiento con topónimo 
diferenciado, la morfología y tipologías propias de dichos asentamientos y del área geográfica 
en que se encuentran (casal, lugar, aldea, barrio u otro). En todo caso, y dada la vocación 
residencial de este tipo de suelo, se exigía que el plan delimitase un ámbito con una 
consolidación edificatoria mínima del 50%, pero no de lo edificado en el momento de la 
referida operación, sino, de acuerdo con la ordenación futura y propuesta por dicho plan.1149 
                                                 
 
1147
 PÉREZ NOVO, H., ”El régimen del suelo de núcleo rural”, en SÁNCHEZ GOYANES, E. 
(Coord.), Derecho Urbanístico de Galicia, La Ley, Madrid, 2004, pág. 197. Discrepo de la 
interpretación de LÓPEZ PORTO relativa a la exigencia de asentamientos con población que basa en 
el art. 40 de la LOUGA/2002  puesto que considero que un núcleo despoblado no puede ser 
clasificado como suelo rústico. Este autor admite como excepciones los núcleos con arquitectura 
tradicional y los repoblamientos, previa modificación del planeamiento. Este mismo autor destaca que 
el requisito del reconocimiento administrativo impide el carácter discrecional de este suelo, que 
actuaría como un válvula de escape a la prohibición de edificaciones y usos residenciales dentro del 
solo rústico LÓPEZ PORTO, P., O solo de núcleo rural na Lei 9/2002, EGAP, Santiago de 
Compostela, 2008, págs. 31-35 y pág. 43. En definitiva, una interpretación integradora de la norma 
debe permitir la consideración como suelo de núcleo rural de estos terrenos puesto que, de lo 
contrario, y si se entendiese que son suelos rústicos, se estaría vulnerando el art. 2.3 del Estatuto de 
Autonomía de Galicia. Además el art. 13.1 LOUGA sólo se refiere a asentamientos diferenciados 
administrativamente en los censos y padrones oficiales, lo que supone, la vigencia del nombre como 
tal, con independencia de que, en un momento determinado, hubiese perdido toda su población. 
Asimismo, esta teoría permite la recuperación y rehabilitación que, en algunos casos, supone un rayo 
de esperanza en muchos términos municipales. Para un análisis detallado del estatuto de autonomía de 
Galicia puede verse MEILÁN GIL, J. L. y RODRÍGUEZ-ARANA MUÑOZ X.: O Dereito estatutario 




 Para la STSG de 14 de abril de 2008, JUR 2009\21093 se pueden reconocer a efectos 
valorativos expectativas en suelo no urbanizable derivadas de indicios como acceso a vía pública, 





 Importa notar que no se contenían referencias a la consolidación por la urbanización al ser 
un fenómeno generalizado en el medio rural la carencia de servicios urbanísticos. También es 
significativo que la norma guardase silencio sobre la evolución de la consolidación edificatoria, es 
decir, si se alcanzaba el 100% de la superficie, el suelo no perdía la condición de núcleo rural. A 
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Pero todavía resta aún un extremo no secundario: la extensión y la incardinación en el 
medio rural. Para ello la norma diferenciaba entre el núcleo habitado y las parcelas de 
expansión del núcleo. Para concretar el primero, se debía trazar una línea perimetral que 
encerrase las edificaciones tradicionales del asentamiento siguiendo el parcelario y las huellas 
físicas existentes (caminos, ríos, regatos, lindes y otros) y, como máximo, a 50 metros de 
dichas edificaciones tradicionales.1150 Una vez fijado el perímetro, el área de expansión1151, 
que no se podía confundir con el área de influencia, se trazaba mediante una línea poligonal 
paralela a la anterior, debiendo observar tres requisitos: primero, su superficie estaba 
supeditada a las previsiones de crecimiento poblacional; segundo, como máximo a 200 
metros lineales de la dicha línea y, tercero, en ningún caso, se podía afectar a suelo rústico 
especialmente protegido. 
 
Respecto de los núcleos rurales ubicados en la franja de 200 metros desde el límite 
interior de la ribera del mar se establecía una regla especial que sigue vigente en la 
actualidad: no podían ser ampliados en dirección al mar salvo en los casos excepcionales en 
que el Consello de la Xunta lo autorizase expresamente, por la especial configuración de la 
zona costera donde se encuentren o por motivos justificados de interés público, justificando la 
necesidad de la iniciativa, la oportunidad y su conveniencia en relación con el interés general.  
 
Obsérvese que la prohibición mencionada debe ser puesta en relación con la categoría 
de suelo rústico de especial protección de las costas previsto en el artículo 32.2.e 
LOUGA/2002.1152 Asimismo, la disp. adic. tercera  se refiere a los núcleos rurales 
                                                                                                                                                                       
propósito de los servicios urbanísticos recuerda la STS de 1 de junio de 2000, Roj: STS 4477/2000 
que” los servicios no tienen las características adecuadas para servir a la edificación que sobre el suelo 
haya de construirse, y esa explicación es, literalmente, que los servicios existentes "se refieren o bien a 
caminos de antigua disposición o al aprovechamiento de elementos de infraestructura realizados por 




 Destaca la STSJG de 14 de junio de 2012, LA LEY 92303/2012 que los 50 metros 
constituyen un límite máximo y de carácter secundario sin que sea preciso seguir en todo caso el 
parcelario existente. A su vez la STSJG de 19 de abril de 2012, Roj: STSJ GAL 3665/2012 aplica la 
referida distancia de forma literal por lo que los terrenos situados fuera de la misma sólo pueden 





 En términos tradicionales urbanísticos vendría a ser una suerte de zona de ensanche. Ahora 
bien, como pone de manifiesto la STSJG de 13 de septiembre de 2007, LA LEY 347669\2007, los 
criterios determinantes del suelo de núcleo rural o de sus áreas de expansión no son los de la 
proximidad de los servicios urbanísticos o el de la cercanía de los asentamientos de población sino el 
de servir de soporte a los asentamientos de población y su expansión no deriva de la simple 




 Es suelo rústico de protección de costas, constituido por los terrenos, situados fuera de los 
núcleos rurales y del suelo urbano, que se encuentren a una distancia inferior a 200 metros del límite 
interior de la ribera del mar. Excepcionalmente, previo informe favorable de la Comisión Superior de 
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preexistentes de carácter tradicional afectados por la legislación de costas. En síntesis, la 
norma se aplica en municipios con planeamiento, a los terrenos clasificados de suelo urbano 
de núcleo rural, así como aquellos que o bien contaban con acceso rodado, abastecimiento de 
agua, evacuación de aguas residuales y suministro de energía eléctrica o bien que  careciendo 
de alguno de los servicios urbanísticos, estaban comprendidos en áreas consolidadas por la 
edificación como mínimo en dos terceras partes de su superficie, de conformidad con la 
ordenación de aplicación y, en municipios sin planeamiento, a los terrenos que contaban con 
acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas residuales y suministro de 
energía eléctrica o que, aun careciendo de alguno de los servicios urbanísticos, estaban 
comprendidos en áreas consolidadas por la edificación como mínimo en la mitad de su 
superficie. En los deslindes del dominio público marítimo-terrestre el límite interior de su 
zona de servidumbre de protección habrá de ajustarse a la realidad urbanística preexistente 
reconocida expresamente por la Administración urbanística autonómica.1153 
 
Como señala la Instrucción 1/2011, de 12 de abril (DOGA del 11 de mayo, de la 
Consellería de medio ambiente, territorio e infraestructuras,  la prohibición establecida en el 
art. 13.4 de ampliar la delimitación de los núcleos rurales en esa franja del borde costero, 
aumentando su extensión superficial en cualquiera de los tres tipos básicos de núcleo, 
mantiene idéntico sentido; incluso desaparece tanto la noción como la posibilidad legal de las 
áreas de expansión de los núcleos rurales delimitados. 
 
                                                                                                                                                                       
Urbanismo de Galicia, el plan general de ordenación municipal podrá reducir, por razones 
debidamente justificadas, la franja de protección hasta los 100 metros, a contar desde el límite interior 
de la ribera del mar.  
 
1153
 Inicialmente suspendida de vigencia y aplicación desde la fecha de interposición del recurso 
-20 de abril de 2009- para las partes del proceso, y desde la publicación del correspondiente edicto en 
el «Boletín Oficial del Estado» para los terceros por TC de 5 mayo 2009 (JUR 2009, 216426. 
Suspensión de vigencia y aplicación mantenida por ATC núm. 225/2009 (Pleno), de 27 julio (JUR 
2009, 405960.) La problemática que suscita este precepto es la posible invasión de la legislación 
estatal reguladora del dominio público costero por la legislación urbanística gallega. Este conflicto 
constitucional se resolvió mediante el acuerdo publicado como resolución de 26 de enero de 2011 
(DOGA del 15 de febrero), de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del 
Estado-Comunidad Autónoma de Galicia en relación con la Ley 2/2010, de 25-3-2010, de medidas 
urgentes de modificación de la Ley 9/2002, de 30-12-2002, de ordenación urbanística y protección del 
medio rural de Galicia. Según dicho acuerdo, “ambas partes coinciden en interpretar que lo dispuesto 
en los mismos debe entenderse que no modifica la delimitación, la extensión ni el régimen regulador 
de la franja de terrenos colindantes con el dominio público marítimo terrestre PMT y afectados por la 
servidumbre de protección en los términos establecidos por la Ley de costas y la restante normativa 
básica de aplicación, incluido su régimen autorizatorio. b) En relación con la disposición transitoria 
tercera, la Xunta de Galicia presentará al Parlamento de Galicia un proyecto de ley del que resulte una 
modificación de la misma, de manera que la nueva redacción contemple únicamente aquellos 
supuestos de edificaciones situadas dentro de suelo rústico de protección de costas ubicados fuera de 
la zona de servidumbre de protección aludida.” 
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Realmente, el propósito del legislador presentaba una novedad relativa puesto que ya 
la LSG/1997 identificaba a estos núcleos de población de una forma semejante1154. Pero hay 
que decir que el problema sigue sin resolver: al remitir la ley al planeamiento en los aspectos 
esenciales de la definición, si no se aprueba el plan, la norma no podrá aplicarse en su 
plenitud, pese a que el texto legal se asemeja, en algunos preceptos, a un reglamento o, 
incluso, a una ordenanza municipal como destaca LÓPEZ PORTO.1155 
 
Por el contrario, la reforma de la ley 2/2010, modifica los requisitos de esta clase de 
suelo. Así  constituyen el suelo de núcleo rural las áreas del territorio que sirven de soporte a 
un asentamiento tradicional de población singularizado1156, identificable y diferenciado 
administrativamente en los censos y padrones oficiales, que el plan general defina y delimite 
como tales teniendo en cuenta, al menos, su inclusión como tal o en la de su área de 
influencia en planes anteriores, el número de edificaciones, la densidad de viviendas, su grado 
de consolidación por la edificación y, en su caso, la tipología histórico-tradicional de su 
entramado y de las edificaciones existentes en el mismo. La norma ya  no exige una 
vinculación actual con el medio rural lo que permite la proliferación de asentamientos 
vinculados a otros sectores productivos. 
 
Como puede fácilmente comprenderse, estamos en presencia de una categoría de suelo 
reglada, como mínimo, en lo relativo al suelo del asentamiento propiamente dicho en los 
                                                 
1154
 MEDINA DE LEMUS, M.: Derecho Urbanístico, J.M. Bosch editor, Zaragoza, 1999, pág. 
47 defiende que este suelo no tiene un encaje específico en la clasificación tripartita tradicional.  
 
1155




 El principal problema que debemos resolver es el número mínimo de viviendas, habitadas o 
deshabitadas necesarias para poder estar en presencia de un asentamiento de población. Desde mi 
punto de vista deben existir como mínimo dos viviendas tradicionales. Obsérvese que el legislador se 
refiere a áreas del territorio lo que denota la imposibilidad de una sola vivienda. Por su expresividad 
se reproduce parcialmente la  STSJG de 20 de octubre de 2005, JUR\2006\76561 en cuanto a los 
requisitos del suelo de núcleo rural: ”Viendo el expediente, los mapas, las fotografías, las alegaciones 
de las partes enfrentadas, y la situación y configuración del lugar de Pasantes, así como la corta 
distancia que lo separa de los lugares de Avieira y Vilarmide, un poco mas al sur, en modo alguno 
puede considerarse arbitraria la modificación puntual de las normas subsidiarias de recalificar el 
conjunto de ese espacio como suelo de núcleo rural, en el que incluso podría estar clasificado 
cualquiera de esos lugares individualmente considerado, al reunir cualquiera de ellos los requisitos 
legales a los que se ha hecho referencia, en cuanto asentamientos de población singularizados y 
diferenciados, con vida comunitaria propia y con el suficiente número de viviendas de uso residencial 
que harían impropia la continuación de su clasificación urbanística como suelo no urbanizable de 
protección agrícola, por lo que la alegación, formulada en el hecho segundo, de que los lugares de 
Vilarmide, Avieira, Pasantes y Morpeguite eran lugares distintos que formaban núcleos 
independientes, en nada afectaría a la calificación de Pasantes como núcleo rural, ya que reúne en sí 
mismo las características precisas para tal consideración y esto es lo que se discute en el recurso, con 
independencia de su unión a esos otros dos lugares limítrofes, lo que no es objeto del mismo ni 
siquiera de manera subsidiaria o parcial.”  
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núcleos tradicionales (así también se pronuncia la STSJG de 8 de julio de 2010, LA LEY 
148531/2010 que equipara este suelo al suelo urbano). No resulta del todo claro si también es 
reglado el resto de la superficie. Sin embargo, en los núcleos rurales comunes dado que su 
delimitación deberá hacerse en función de las previsiones de crecimiento que el plan general 
establezca para el núcleo y teniendo en cuenta que el ámbito delimitado habrá de presentar un 
grado de consolidación por la edificación, de acuerdo con la ordenación urbanística que para 
él se prevea en el plan, igual o superior a un tercio de su superficie, se puede concluir que es 
un concepto parcialmente reglado. Es decir, no se parte, en todo caso, de una realidad fáctica 
a conservar a ultranza, sino de crecimientos futuros. En conclusión, con el texto vigente hasta 
la reforma por la ley 2/2010, se podía defender su asimilación al suelo urbanizable de las 
ciudades.1157 
 
La primera cuestión a resolver es qué se debe considerar como asentamiento de 
población. Para ello, debemos acudir a normativa externa al ámbito urbanístico. Así, a tenor 
de la Resolución del 9 de abril de 1997, de la Subsecretaría del Ministerio de la Presidencia, 
por la que se dictan instrucciones técnicas a los Ayuntamientos sobre la gestión y revisión del 
padrón municipal, se entiende por Entidad singular de población cualquier área habitable del 
término municipal, habitada o excepcionalmente deshabitada, claramente diferenciada dentro 
del mismo, y que es conocida por una denominación específica que la identifica sin 
posibilidad de confusión.  
 
A continuación la referida Resolución establece varias reglas: Un área se considera 
habitable cuando existen en la misma viviendas habitadas o en condiciones de serlo. Un área 
se considera claramente diferenciada cuando las edificaciones y viviendas pertenecientes a la 
misma pueden ser perfectamente identificadas sobre el terreno y el conjunto de las mismas es 
conocido por una denominación.  
 
Por consiguiente, las urbanizaciones y zonas residenciales de temporada pueden tener 
carácter de entidades singulares de población aun cuando sólo estén habitadas en ciertos 
                                                 
 
1157
 Cfr. PÉREZ NOVO, H.:”El régimen del suelo…”,  op.cit., págs. 199-200, mantiene el 
carácter reglado de este suelo sin efectuar distinciones. Comparto su argumento según el cual no se 
puede clasificar como tal aquel suelo que no reúna los requisitos legales pero, desde mi punto de vista, 
el planificador gozaba de discrecionalidad para extender el ámbito superficial de los núcleos de 
población, cuando el único límite se fijaba en los 200 metros. Actualmente, al exigirse la 
consolidación edificatoria en un tercio de la superficie, la discrecionalidad está más matizada. A 
propósito de la consolidación puede verse la STSJG de 4 de abril de 2012, JUR 2012\148629. Para la 
jurisprudencia la delimitación de los núcleos rurales deberá tener en cuenta los elementos reglados y 
la motivación de la potestad planificadora. Cfr., por todas la STSJG de 7 de junio de 2012, Roj: STSJ 
GAL 5626/2012.  
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períodos del año.1158 Ninguna vivienda puede pertenecer simultáneamente a dos o más 
entidades singulares.  Un municipio puede constar de una o varias entidades singulares de 
población. Si en un municipio no existen áreas habitables claramente diferenciadas, el 
municipio será considerado de entidad única. 
 
La citada Resolución advierte la existencia de una unidad intermedia entre la entidad 
singular de población y el municipio que adopta múltiples denominaciones tales como, 
parroquias, hermandades, concejos, diputaciones, y otras, que conforman una entidad 
colectiva de población con personalidad propia y un origen marcadamente histórico. Los 
conceptos de entidad singular y colectiva de población no deben ser confundidos con el de 
Entidad local de ámbito territorial inferior al municipio (entidades locales menores), definido 
por la LRBRL/1985 como unidad para la gestión, administración descentralizada y 
representación política dentro del municipio. 
 
Por último, las Instrucciones mencionadas consideran Núcleo de población a un 
conjunto de al menos diez edificaciones, que están formando calles, plazas y otras vías 
urbanas estableciendo las siguientes normas: excepcionalmente, el número de edificaciones 
podrá ser inferior a 10, siempre que la población que habita las mismas supere los 50 
habitantes; se incluyen en el núcleo aquellas edificaciones que, estando aisladas, distan menos 
de 200 metros de los límites exteriores del mencionado conjunto, si bien en la determinación 
de dicha distancia han de excluirse los terrenos ocupados por instalaciones industriales o 
comerciales, parques, jardines, zonas deportivas, cementerios, aparcamientos y otros, así 
como los canales o ríos que puedan ser cruzados por puentes; las edificaciones o viviendas de 
una entidad singular de población que no pueden ser incluidas en el concepto de núcleo se 
consideran en diseminado; una entidad singular de población puede tener uno o varios 
núcleos, o incluso ninguno, si toda ella se encuentra en diseminado y ninguna vivienda puede 
pertenecer simultáneamente a dos o más núcleos, o a un núcleo y un diseminado.1159 
   
                                                 
1158
 La fluctuación de población en determinados núcleos rurales es muy significativa en 
períodos vacacionales y fines de semana. Considero que a pesar de que, la mayor parte de estos 
habitantes, no se incluya en el censo de estas poblaciones no por ello pueden ser ignorados para 
delimitar el núcleo. Para LÓPEZ PORTO, P., O solo de núcleo rural…, op.cit., pág. 32, el momento 
concreto para constatar la existencia de población o no en un núcleo será el momento de la 
publicación de la aprobación definitiva del plan general, para apreciar a existencia de este requisito. 
 
1159
 En otras Comunidades Autónomas el umbral mínimo de viviendas se sitúa en límites más 
ajustados a la realidad. Así el art. 18.4 a) LOTEx/2001 determina que existe riesgo de formación de 
nuevo núcleo de población desde que surge una estructura de la propiedad del suelo, parcelaria o de 
otro tipo, consistente en más de tres unidades rústicas aptas para la edificación que puedan dar lugar a 
una demanda potencial de servicios o infraestructuras colectivas innecesarias para la actividad de 
explotación rústica o de carácter específicamente urbano. 
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La segunda cuestión que debemos resolver es la operación de delimitación del suelo 
de núcleo rural. De la norma se desprende que esta función corresponde a los planes 
generales. Así, los planes generales, en congruencia con el modelo de asentamiento 
poblacional que incorporen en el estudio del medio rural, delimitarán el ámbito de los núcleos 
rurales de su término municipal en atención a una serie de parámetros. Antes de proceder a su 
análisis es preciso comentar el estudio del medio rural. 
   
Como ya nos consta, es un documento preceptivo de los planes generales. En este 
instrumento el planificador debe realizar dos funciones: por una parte, analizar las 
características naturales del terreno, las potencialidades económicas, las aptitudes de los 
terrenos para su transformación urbanística, los usos actuales del suelo, los valores 
ambientales existentes en el territorio, los elementos del paisaje rural y sus características 
principales y, por otra parte, debe estudiar las entidades de población existentes, las 
parroquias, la clasificación de las entidades por categorías, las características de los 
asentamientos tradicionales, las características de las construcciones tradicionales y debe 
contener unas fichas de los núcleos de población. 
   
Ante la situación deficitaria en materia de dotaciones urbanísticas que sigue aquejando 
al medio rural, en los requisitos constitutivos de esta categoría de suelo, el legislador gallego 
no exige la presencia de los cuatro servicios urbanísticos y se fija únicamente, en la 
consolidación por la edificación. En este sentido, hay que diferenciar entre la clasificación de 
estos terrenos y el uso constructivo y edificatorio de los mismos.  
 
En relación al primer tema, no se incluye en la definición ni en los parámetros que debe 
tener en cuenta el plan general para dicha definición, la presencia de los tradicionales 
servicios urbanísticos que sirven para considerar a un terreno como urbanizado. Desde esta 
situación podríamos encontrarnos con parcelas carentes de urbanización o con una mínima 
urbanización, con todas las consecuencias desfavorables que ello conlleva para los residentes 
en estos núcleos e, incluso, para la protección del medio ambiente. Pero, y ello es 
significativo, el legislador, a diferencia de lo previsto para el suelo rústico, no parece 
contemplar la transformación del suelo de núcleo rural en suelo urbano.1160 
 
                                                 
1160
 Por el contrario en otras Comunidades Autónomas se establecen normas de preservación de 
este suelo. Así, se puede citar a título de ejemplo,  el art. 308.3 del Decreto 278/2007, de 4 de 
diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Ordenación del Territorio y Urbanismo del 
Principado de Asturias a cuyo tenor, ”El hecho de que un asentamiento clasificado por el 
planeamiento urbanístico general como núcleo rural, o algún terreno dentro del mismo, disponga, o 
pase a disponer en un momento determinado de acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de 
aguas, suministro de energía eléctrica, acceso a servicios de telefonía y telecomunicaciones u otros 
semejantes, para la satisfacción de las necesidades de su población, no implicará su conversión en 
suelo urbano ni obligará al Ayuntamiento a modificar el Plan General de Ordenación en tal sentido.” 
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Consecuentemente, en el suelo de núcleo rural, no se exige la integración en una malla 
urbana. Además, el plan general debe definir el modelo de asentamiento poblacional con 
carácter previo a la delimitación de este suelo. Dicha delimitación no puede ser arbitraria 
porque el plan debe ampararse en una serie de parámetros, es decir, el legislador pretende 
dotar al planificador de una serie de referencias para que los terrenos incluidos en el 
perímetro respondan a la definición de esta categoría de suelo. Prueba de ello es que, en los 
dos primeros párrafos del art. 13, se enumeran varios criterios, algunos de los cuales son 
mencionados en dos ocasiones.  
   
Esta operación puede traer como consecuencia que diversas edificaciones aisladas se 
consideren como suelo rústico y no como suelo de núcleo rural. ¿Puede clasificarse un terreno 
como suelo de núcleo rural si no está previamente delimitado por un plan general? Si se 
considera que el suelo de núcleo rural es un suelo de naturaleza reglada, se debería concluir 
que es aplicable de forma directa la LOUGA/2002 lo que implica que un terreno, si reúne los 
requisitos del suelo que nos ocupa, será de núcleo rural, con independencia de la falta de 
delimitación.  
 
Esta postura, sin embargo, no ha sido acogida por la LOUGA/2002 ni por la 
jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, ya que ambas exigen la necesidad 
de dicha delimitación previa, y, en consecuencia, su ausencia determina la clasificación como 
suelo rústico de protección ordinaria.1161 En ocasiones, una misma parcela puede ser 
clasificada como de núcleo rural y como rústica.1162 La norma parte de delimitaciones 
anteriores, que parece que deberán ser respetadas1163, y cita también como elementos a 
                                                 
1161
 En este sentido se pronuncia la STSJG de 19 de febrero de 2009, JUR 2009\197703, FJ 3º, a 
cuyo tenor, “ por lo que se refiere a la cuestión de fondo, el recurrente acepta y no combate que el 
lugar de Piñeiro, donde se ubica la edificación cuya rehabilitación se pretende, no se encuentra 
delimitado como Núcleo Rural, como exige la LOUGA, tanto la Disposición Adicional Segunda , 
referente a los municipios carentes de planeamiento, como la Disposición Transitoria Primera para los 
municipios con planeamiento no adaptado (que resultaría aplicable, pues el municipio de Meira cuenta 
con un Plan General que data de 1.974), por lo que, con independencia de que el lugar cuente con la 
totalidad de las características que con arreglo al Art. 13 de la LOUGA lo harían merecer la 
calificación de Núcleo Rural de carácter tradicional, como trataron de poner de relieve los arquitectos 
redactores del Proyecto, D. Nazario y D. Primitivo , en su declaración testifical, ha de concluirse que, 
por falta del requisito previo de su delimitación, no resultan de aplicación las previsiones legales 
respecto del Suelo de Núcleo Rural lo que, en su caso, permitiría autorizar las obras de conservación, 
restauración, rehabilitación o reconstrucción de las edificaciones tradicionales sin necesidad previa 
autorización autonómica, con arreglo al Art. 25 de la LOUGA”. En análogo sentido se puede citar la 
STSJG de 9 de octubre de 2009, JUR 2009\478030, que califica como nula de pleno derecho una 
licencia municipal otorgada sin la previa delimitación autonómica del suelo de núcleo rural. 
 
1162
 Cfr. la STSJG de 10 de diciembre de 2009, JUR 2010\76594. 
 
1163
 Es preciso acudir a la disp.. transitoria 2ª. Se trata de reglas que permiten encuadrar el suelo 
de núcleo rural existente con anterioridad a veinte de abril de dos mil diez. Para ello distingue los 
siguientes supuestos: a.- A los terrenos incluidos en la delimitación del núcleo rural, o en la de su área 
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valorar: las peculiaridades urbanísticas y morfológicas y la capacidad de acogida de la 
demanda previsible del uso residencial en el medio rural. Este último criterio se está 
refiriendo, implícitamente, al tipo básico de suelo de núcleo rural común. ¿Cuál es la 
distancia máxima de la línea del perímetro del núcleo rural? En su redacción anterior a la ley 
2/2010, el legislador establecía un límite de 200 metros lineales desde la delimitación del 
núcleo. Actualmente no existe límite máximo porque se fundamenta la norma en la 
consolidación edificatoria.1164 Lo que sí se puede aseverar es que de la redacción actual de la 
LOUGA/2002 ya no exige un número mínimo de habitantes dedicados a actividades 
primarias lo que permite la utilización como segundas residencias, centros estivales,…, es 
decir, ya no existe una vinculación directa entre suelo de núcleo rural y actividades primarias, 
lo cual, es un fiel reflejo, de la evolución socioeconómica gallega puesto que, en amplias 
                                                                                                                                                                       
de influencia, o en la de expansión, que presenten un grado de consolidación por la edificación 
inferior al 50% de su superficie, se aplicará el régimen establecido en la presente Ley para el Núcleo 
Rural Común, por lo que se estará a lo dispuesto en las determinaciones contenidas en el planeamiento 
vigente respectivo, con las siguientes especificaciones que, en todo caso, deberán respetar las mayores 
limitaciones establecidas en el planeamiento respectivo: -Parcela mínima: 500 m2. -Altura máxima: 
Bajo más una planta y más un Bajocubierta. -Ocupación máxima: 40%. b.- A los terrenos incluidos en 
la delimitación del núcleo rural, o en la de su área de influencia, o en la de expansión, que presenten 
un grado de consolidación por la edificación superior al 50% de su superficie, se aplicará el régimen 
establecido por la presente Ley para el Núcleo Rural Común, por lo que se estará a lo dispuesto en las 
determinaciones contenidas en el planeamiento vigente respectivo, con las siguientes especificaciones, 
que, en todo caso, deberán respetar las mayores limitaciones establecidas en el planeamiento 
respectivo: -Parcela mínima: 300 m2. -Altura máxima: Bajo más una planta más Bajocubierta. -
Ocupación máxima: 50%. c.- Terrenos incluidos en polígonos en ejecución por contar con 
instrumento de equidistribución aprobado definitivamente con anterioridad a la entrada en vigor de la 
LOUGA; se les aplica  el régimen de suelo urbano no consolidado, sin perjuicio de respetar la 
ordenación establecida por el plan. d.- A los terrenos delimitados como suelo de núcleo rural de 
conformidad con lo previsto en el artículo 13.2 de la Ley 9/2002, de 30 de diciembre, en su redacción 
anterior, ubicados dentro de la circunscripción del núcleo existente, se aplicará el régimen previsto en 
el artículo 29.1 de la LOUGA/2002. A través del procedimiento de modificación del planeamiento 
general, se podrá delimitar o revisar la delimitación y ordenación individualizada de los núcleos 
rurales existentes, según los criterios establecidos por los artículos 13 y 25 de la presente Ley. 
Excepcionalmente, en supuestos debidamente justificados y previo informe preceptivo de la Comisión 
Superior de Urbanismo de Galicia, el plan general modificado o revisado podrá atemperar la exigencia 
de consolidación requerida. 
 
1164
 Conviene recordar que el plan gozaba de discrecionalidad para delimitar el límite sin que 
fuese preceptivo el límite de 200 metros en cualquier caso. Así lo destaca, entre otras, la STSJG de 30 
de septiembre de 2010, JUR 2011\18655, FJ 2º, “El hecho de que la finca del demandante se ubique a 
unos 170 metros de suelo clasificado como núcleo rural en absoluto determina para la Administración 
una obligación de incluir a dicha finca como suelo NR-3, de extensión de núcleo, cuando en realidad 
la referencia a la distancia de 200 metros viene recogida meramente como un máximo en el artículo 
13.3 Ley 9/2002, de 30 de diciembre , de ordenación urbanística y protección del medio rural de 
Galicia, sin que la documentación gráfica obrante en autos, permita concluir en la inevitabilidad de la 
adopción de tal opción pretendida por la parte actora, presentándose por el contrario la decisión 
adoptada como plenamente residenciable en el margen de apreciación reconocible a la Administración 
que tiene normativamente asumida la competencia no sólo para la aprobación definitiva del 
planeamiento sino también para la específica protección del suelo rústico.” 
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zonas de la costa, los núcleos rurales se transformaron en áreas residenciales turísticas y en 
zonas del interior, el envejecimiento de la población determina la existencia de pueblos y 
aldeas cuyos habitantes ya no se dedican a actividades agropecuarias. 
   
En la reforma de la Ley 2/2010, se sigue debatiendo la polémica, que ya abordó la 
LASGA/1985, es decir, el debate entre el criterio estricto de asumir los asentamientos 
tradicionales existentes, impidiendo por completo su desarrollo, o bien admitir una mayor 
flexibilidad, con el riesgo de que se incremente el grado de dispersión del asentamiento 
poblacional. 
 
   Como se apuntó con anterioridad, de forma tradicional tanto la doctrina como la 
jurisprudencia mantienen la postura de que el suelo de núcleo rural se asimila al suelo urbano. 
Así ocurre en la STSJG de 24 julio, JUR 2008\265108.1165 Pero esta afirmación debe ser 
matizada. El propio Tribunal Superior de Justicia de Galicia no acepta tal equiparación 
cuando se trata de la valoración a efectos expropiatorios. Puede citarse, en tal sentido, la 
STSJG de 21 abril de 2008, JUR 2009\20918.  
 
Los argumentos en que sustenta su tesis son los siguientes: ni el art. 1 c) ni el art. 10 de 
la Ley 9/2002, de 30 de diciembre , de ordenación urbanística y protección del medio rural de 
Galicia, vienen a establecer el suelo de núcleo rural como una categoría de suelo urbano, 
regulándolo esta Ley en su exposición de motivos como una categoría independiente al suelo 
urbano, el cual constituye a su vez otra categoría distinta; la ley distingue radicalmente en sus 
art. 54 y 56 entre las distintas determinaciones de uno y otro tipo de suelo; el propósito del 
legislador autonómico con la creación de esta clase propia de suelo de núcleo rural es 
reconocer y dar carta de naturaleza a singularidades diferenciales que rodean asentamientos 
                                                 
1165
 “F.J. Tercero: Los argumentos de las partes demandadas sobre la naturaleza de suelo urbano 
del ámbito del Estudio de Detalle y el carácter reglado de su clasificación como tal no pueden ser 
acogidas. El artículo 7 de la Ley 6/1998 decía que el suelo se clasifica en urbano, urbanizable y no 
urbanizable "o clases equivalentes reguladas por la legislación urbanística". Según su artículo 13, los 
propietarios de suelo urbano tienen derecho a edificarlo "en las condiciones que en casa caso 
establezca la legislación urbanística y el planeamiento". El régimen del suelo rural establecido en la 
Ley 9/2002 es equivalente al establecido por el legislador estatal para el suelo urbano, y sus 
propietarios tienen derechos y deberes similares a los establecidos en los artículos 13 y 14 de la Ley 
6/1998. Entre los primeros, el de usarlo y edificarlo en las condiciones establecidas en la Ley 9/2002 y 
hacer suyo el 100% del aprovechamiento si está dentro del área originaria delimitada. Los deberes son 
asimismo similares a los impuestos en el citado artículo 14, y su diferencia estriba en la necesidad o 
no de actuaciones integrales y de delimitación de polígonos. Esta asimilación al suelo urbano ya fue 
reconocida, respecto de la Ley 1/1997, por la Instrucción 1/1998, de 24 de julio, de la Consellería de 
Política Territorial, Obras Públicas e Vivenda, dictada tras la entrada en vigor de la Ley 6/1998. En 
consecuencia, la dotación de servicios o la consolidación edificatoria no pueden ser empleadas para 
sostener respecto de un terreno situado dentro de la delimitación de un núcleo rural que, por contar 
con ellas, no le corresponde tal clasificación sino la de suelo urbano. Y la invocación a la realidad 
existente no favorece a quien la hace si en vez de tener sólo en cuenta las fotografías con una 
perspectiva inmediata se observan las áreas del SIGPAC”. 
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urbanos situados en zonas rurales de Galicia susceptibles de cierto desarrollo urbanístico, no 
vertebrar un suelo urbano consolidado en zonas limítrofes o integradas en suelo rustico o en 
ámbitos faltos de desarrollo urbanístico; las diferencias que se exigen a la edificabilidad en 
suelo de núcleo rural en el art. 29 LOUGA/2002, requiriendo la superficie mínima de la 
parcela diferenciando según se encuentre en el núcleo (300 metros cuadrados) o en su área de 
expansión (600 metros); la valoración de este tipo de suelo es de la exclusiva competencia 
estatal sancionada reiteradamente por la doctrina constitucional a través de las SSTC 37/1987 
(RTC 1987\37)  y 61/1997 (RTC 1997\61)  y 164/2001 (RTC 2001\164); el legislador 
autonómico no exige para el área de expansión consolidación alguna y para el núcleo solo 
establece una consolidación mínima del 50% sin mayores requisitos, cuando es pacifico que 
el suelo urbano consolidado ha de responder a una realidad física de malla urbana; la 
instrucción 1/1998 que únicamente habla de equivalencia entre el suelo de núcleo rural y el 
urbano a efectos de su "régimen jurídico básico" y exige un "análisis detallado del grado de 
consolidación edificatoria de cada núcleo rural justificando el ámbito delimitado.1166 
  Frente a esta tesis mi opinión es la opuesta. Con anterioridad al TRLS/2008 defender la 
aplicación del método de comparación para valorar el suelo de núcleo rural creo que atentaba 
a la unidad de la institución, es decir, no se puede defender que el haz de facultades y de 
deberes del propietario del suelo de núcleo rural es el de los propietarios del suelo urbano, 
para, a renglón seguido, tratarlo como un suelo rústico. ¿Es que existen ciudadanos de 
segunda clase? ¿Acaso no es un suelo de destino residencial?1167 En cualquier caso, lo que no 
                                                 
1166
 Cfr., STSJG de 13 de octubre de 2010, LA LEY 192263/2010 en la cual se asimila el 
concepto de labradío urbano al de suelo de núcleo rural. Por otra parte, la STSJG de 7 de junio de 
2012, Roj: STSJ GAL 5608/2012, razona que “Y en lo que concierne, por último, a la relación entre 
suelo urbano y suelo de núcleo rural, la Administración autonómica podrá interpretar, a efectos 
urbanísticos, su normativa urbanística, pero no lo que quiso el legislador al hacerlo sobre las carreteras 
estatales. La equiparación entre ambas clases de suelo podrá establecerse, a efectos de aplicación de la 
normativa estatal de carreteras, cuando exista equivalencia entre ambos por existir en uno y en otro 
una urbanización similar, lo que no ocurre respecto de la finca del recurrente, como lo pone de 




 El art. 2.3 del Borrador del Anteproyecto de Real Decreto por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley de Suelo de 6 de septiembre de 2010, disponía que:”También se consideran en 
la situación de suelo urbanizado los núcleos rurales tradicionales legalmente asentados en el medio 
rural conforme a la legislación de ordenación territorial y urbanística aplicable, que cuenten con las 
dotaciones, infraestructuras y servicios establecidos en ella.” Este anteproyecto, en el propio artículo 
2, mantenía una interpretación amplia de suelo en situación de urbanizado, al incluir también el suelo 
urbano no consolidado:” 1. Se considera que, se encuentra en la situación básica de urbanizado 
cuando, estando integrado, de forma legal  efectiva, en una malla urbana conformada por una red de 
viales, dotaciones y parcelas de uso privativo propia del núcleo o asentamiento de población del que 
forme parte, cumpla alguna de las siguientes condiciones: a) Tener instalada conforme a lo establecido 
en la legislación urbanística aplicable, las infraestructuras y servicios necesarios para satisfacer la 
demanda de los usos y edificaciones existentes o previstos por la ordenación urbanística. b) Carezca 
de alguna de las infraestructuras y servicios mencionados en el apartado anterior, pero pueda llegar a 
contar con ellos sin otras obras que las de conexión con las instalaciones existentes. En ningún caso 
podrán considerarse a estos efectos, las carreteras de circunvalación ni vías de comunicación 
interurbanas c) Esté incluido en un ámbito para el que el instrumento de ordenación prevea una 
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ofrece dudas de ningún tipo, es que  el suelo de núcleo rural gallego, pese a ser una clase 
específica de suelo, no puede considerarse como suelo no urbanizable o rústico, como sucede 
en la legislación de Asturias, Cantabria, Castilla-León, Canarias y Andalucía.1168  
 
A título de ejemplo puede traerse a colación la legislación canaria. Así su artículo 5 
relativo a las categorías de suelo rústico establece que cuando en los terrenos existan 
formaciones tradicionales de poblamiento rural y, de acuerdo con los criterios de 
reconocimiento y delimitación que para comarca establezca el plan insular, se considerarán: 
1) Como suelos rústicos de asentamiento rural las entidades de población existentes con 
mayor o menor grado de concentración, generalmente sin vinculación actual con actividades 
                                                                                                                                                                       
actuación de reforma interior o de renovación urbana. En éste último caso, cuando la actuación se 
localice en el borde exterior de un núcleo de población, se considerará como urbanizado el suelo 
contiguo al borde, cuyo fondo edificable no sea superior a la media del correspondiente a las parcelas 
edificables delimitadas en el interior del núcleo al que se adscribe”. El texto finalmente aprobado no 
sigue en su totalidad lo señalado en el borrador. Cfr., el capítulo relativo a la valoración del suelo 
rural. En relación a la valoración de una parcela próxima a un núcleo rural, cfr., la STS de 14 de 
diciembre de 2011, Roj: STS 8521/2011.  
 
1168
 Cfr. PÉREZ NOVO, H.:”El régimen del suelo…”, op.cit., pág. 196.  Por otra parte, la Ley 
6/90 de 20 de diciembre, sobre edificación y usos en el medio rural de Asturias y la Ley 9/94, de 29 de 
septiembre de Cantabria, Reguladora de los usos del suelo en el medio rural, en sus artículos 7 y 8 
respectivamente y casi en idénticos términos, definen el núcleo rural como un asentamiento 
consolidado de población en suelo no urbanizable y que el planeamiento configure con tal carácter, en 
función sus características socio-económicas o de cualquier otra índole que manifieste la imbricación 
racional del asentamiento en el medio físico en que se sitúa. No obstante partir -al igual que las leyes 
antes mencionadas- de unos asentamientos vinculados al medio rural tradicional y que, por tanto, no 
constituyen realmente un desarrollo urbano; los hace acreedores de los servicios urbanísticos propios 
de este medio y, más allá, contempla la creación de nuevas agrupaciones de viviendas, con adaptación 
al medio, pero que, necesitadas de servicios urbanísticos, permite que se utilicen medios de gestión 
similares a otras clases de suelo (no podrán entenderse otros que los del suelo urbano o urbanizable). 
Asimismo la Ley 6/1997, de 8 de julio, del Suelo Rústico de las Islas Baleares deja al planeamiento la 
calificación de este tipo de asentamientos dentro del suelo urbano o del no urbanizable, al igual que la 
Ley Foral 10/94, de 4 de julio, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de Navarra. Es la primera de 
ellas más explícita en la regulación al pronunciarse sobre el carácter rural del núcleo cuando sus 
características desaconsejen su inclusión en otra clase de suelo y advirtiendo expresamente que aquel 
no amparará nunca nuevos asentamientos sin vincular a cada vivienda la superficie de parcela mínima 
que para cada actividad establece esta Ley; es decir sigue vinculado a los usos propios definidos en el 
plan para el no urbanizable. De forma concreta la Ley 5/1998, de 6 de marzo, del País Vasco, de 
Medidas urgentes en materia de régimen de suelo y ordenación urbana, define el «suelo no 
urbanizable de núcleo rural» por referencia a la agrupación de un determinado número de caseríos 
aglutinados en torno a un espacio público que los aglutina y confiere su carácter (art. 1). Precisa así su 
realidad territorial y mantiene un estricto control en cuanto a la posibilidad de su ampliación, de 
incremento del número de viviendas, añadiendo que no podrán definirse nuevos equipamientos o 
espacios libres (dado que parecen ser los verdaderos elementos definidores de cada núcleo). Por 
último, la Ley 5/99, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, bajo la expresión asentamiento 
tradicional, dentro del suelo rústico, comprende los terrenos que el planeamiento estime necesario 
proteger para preservar formas tradicionales de ocupación humana en el territorio (art. 16) y, de cara a 
la inclusión de nuevas edificaciones, los protege en el mantenimiento de sus características 
edificatorias y usos tradicionales que en él se desarrollan. 
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primarias; cuyas características no justifiquen su clasificación y tratamiento como suelo 
urbano, de acuerdo con los criterios que establezcan las normas de planeamiento urbanístico. 
2) Como suelo rústico de asentamiento agrícola, el referido a áreas de explotación 
agropecuaria en las que haya tenido lugar un proceso de edificación residencial relacionado 
con dicha explotación, En estos asentamientos se permiten algunos usos, pero siempre 
preservando sus características singulares (art. 63.3).1169  
 
¿Cuál es la doctrina que sustenta el Tribunal Supremo? Para el alto Tribunal el suelo 
de núcleo rural debe asimilarse al suelo no urbanizable si bien teniendo en cuenta posibles 
expectativas urbanísticas.1170   
 
Otro problema a resolver es el encaje de la LOUGA/2002 con las nuevas situaciones 
del suelo introducidas por el TRLS/2008. La cuestión no es baladí porque, según se mantenga 
una postura u otra, los derechos de los propietarios (significadamente en materia de 
valoración), son totalmente distintos. Una primera posición defiende que este suelo debe 
considerarse como suelo rural. Abona esta teoría la denominación empleada así como la 
ausencia, en ocasiones, de la integración real y efectiva en una red básica de servicios 
urbanísticos.  
 
Asimismo, si se llega a la conclusión de que el antiguo suelo urbano no consolidado 
no es suelo urbanizado, la conclusión es evidente: en el suelo de núcleo rural no puede existir 
edificaciones propias del suelo urbano por lo que, estaría en la situación de rural. Frente a esta 
interpretación, si bien el suelo de núcleo rural no tiene que estar totalmente urbanizado1171, el 
                                                 
1169
 Cfr., la STS de 22 de marzo de 2012, Roj: STS 1935/2012 en la que se concluye que no se 
pueden tener en cuenta para delimitar un asentamiento rural las unidades alojativas expresamente 
construidas para ser destinadas a turismo rural, las edificaciones que se encuentran sin terminar y las 
edificaciones que no dispongan del mismo acceso. 
 
1170
 Así se pronuncia la STS de 22 de noviembre de 2011, Roj: STS 8113/2011 que afirma lo 
siguiente: “A ello hay que añadir que toda la discusión sobre si el terreno expropiado era "suelo no 
urbanizable de núcleo rural" o "suelo de núcleo rural" resulta irrelevante a afectos de la fijación del 
justiprecio, ya que la Ley del Suelo y Valoraciones de 13 de abril de 1998 -reguladora del modo de 
calcular el justiprecio de los inmuebles- sólo distingue tres clases de suelo: no urbanizable, 
urbanizable y urbano. Que, con arreglo a la legislación urbanística aplicable en cada lugar, quepa una 
cierta edificabilidad en suelo no urbanizable no permite sostener, como erróneamente hacen las 
recurrentes, que la valoración haya de hacerse según un criterio distinto del propio del suelo no 
urbanizable. Cuestión diferente es que, como atinadamente observa la sentencia impugnada, aquella 
circunstancia pueda justificar la apreciación de expectativas urbanísticas.” 
 
1171
 La situación, por tanto, es la siguiente: los suelos de núcleo rural no disponen de la 
urbanización básica, en ocasiones, existe una infradotación urbanística,  en el momento de la 
clasificación por el planeamiento, pero deben disponer de la misma en un momento ulterior. Como se 
observa, de aplicarse estrictamente la premisa de la ley estatal de que habrá que estar a la situación 
real, en un momento determinado, la urbanización futura reforzaría su inclusión en la condición de 
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artículo 12 TRLS/2008 permite a las Comunidades Autónomas matizar los requisitos de la 
red básica de servicios a los efectos de incluir a los asentamientos poblacionales del medio 
rural en la categoría de suelo urbanizado.  
 
En consecuencia, el legislador estatal habilita a las leyes autonómicas para decidir 
sobre la definición de este tipo de suelo, mediante el establecimiento de peculiaridades en las 




 3.- Clases: histórico-tradicional, común y mixto 
 
   
En el texto inicial el legislador diferenciaba un suelo de núcleo rural de carácter 
urbano y un suelo perteneciente a un área de expansión. Tal regulación debía aplicarse a 
cualesquiera núcleos de población lo que traía como consecuencia ineludible una uniformidad 
inapropiada. 
   
                                                                                                                                                                       
suelo rural y no en la de suelo urbanizado. Según MENÉNDEZ REXACH la Ley 45/2007, de 13 de 
diciembre, de desarrollo sostenible del medio rural, apunta a la consideración como suelo rural de 
estos núcleos sin perjuicio de que deban contar con las dotaciones y servicios urbanos necesarios para 
garantizar la calidad de vida de los habitantes. En esta línea, el art. 2.2, apartado b, incluye entre los 
objetivos que deben perseguir las administraciones públicas el de «dotar al medio rural, y en particular 
a sus núcleos de población, de las infraestructuras y los equipamientos públicos básicos necesarios, en 
especial en materia de transportes, energía, agua y telecomunicaciones», así como (apartado c) 
«potenciar la prestación de unos servicios públicos básicos de calidad, adecuados a las características 
específicas del medio rural, en particular en los ámbitos de la educación, la sanidad y la seguridad 
ciudadana». A estos efectos se entiende por «medio rural» «el espacio geográfico formado por la 
agregación de municipios o entidades locales menores definido por las administraciones competentes 
que posean una población inferior a 30.000 habitantes y una densidad inferior a los 100 habitantes por 
km2» (art. 3.a). La Ley vasca 2/2006 establece un régimen específico de los núcleos rurales bastante 
completo (art. 29). El suelo de estos núcleos podrá ser clasificado por el plan general como suelo 
urbano, cuando así proceda conforme a esta ley, o como suelo no urbanizable de núcleo rural. 
MENÉNDEZ REXACH, Á., “Urbanismo sostenible y clasificación del suelo: legislación estatal y 
autonómica”, Revista catalana de dret públic, núm. 38, 2009 (Ejemplar dedicado a: Dret a l'habitatge, 
urbanisme i cohesió social), págs. 140-141. 
 
1172
 A efectos de valoración se podrían equiparar las urbanizaciones ilegales con los suelos de 
los núcleos rurales. Y así se aplicarían, en ambos casos, la regla del artículo 23. Uno TRLS/2008, es 
decir, que se consideren como suelo urbanizado que no está edificado o en que  la edificación 
existente o en curso de ejecución es ilegal o se encuentra en situación de ruina física. FERNÁNDEZ 




Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 604 
En íntima conexión con el anterior problema, la reforma de la ley 2/2010 introduce 
diversas clases de suelo de núcleo rural.1173 Esta inclusión debe calificarse como acertada 
puesto que, de una vez por todas, el legislador se ha dado cuenta que una consideración 
global de este suelo resultaba totalmente contraproducente a la par que contraria a la realidad. 
   
1) Núcleo rural histórico-tradicional, caracterizado como tal en función de sus 
características morfológicas, tipología tradicional de las edificaciones, vinculación con la 
explotación racional de los recursos naturales o de circunstancias de otra índole que 
manifiesten la imbricación tradicional del núcleo con el medio físico en que se sitúa. Su 
delimitación se realizará en atención a la proximidad de las edificaciones, los lazos de 
relación y coherencia entre lugares de un mismo asentamiento con topónimo diferenciado y la 
morfología y tipologías propias de dichos asentamientos y del área geográfica en que se 
encuentran (casal, lugar, aldea, rueiro u otro), de modo que el ámbito delimitado presente una 
consolidación por la edificación1174 de, al menos, el 50%, de acuerdo con la ordenación 
propuesta y trazando una línea perimetral que encierre las edificaciones tradicionales del 
asentamiento siguiendo el parcelario y las huellas físicas existentes (caminos, ríos, regatos, 
cómaros y otros) y, como máximo, a 50 metros de dichas edificaciones tradicionales. 
   
2) Núcleo rural común, se incluirán en este tipo aquellos asentamientos de población 
reconocibles como suelo de núcleo rural pero que no presentan las características necesarias 
para su inclusión en el tipo básico anterior. Una primera interpretación de este tipo de suelo, 
podría ser la siguiente: se trata de aquellos núcleos formados con posterioridad a los años 50 
y 60 del siglo anterior, es decir, aquellos que carecen de edificaciones registradas en el 
catastro elaborado a raíz del vuelo americano.  
 
Sin embargo, no me parece una interpretación plausible porque en la definición 
genérica de suelo de núcleo rural se exige la presencia de edificaciones tradicionales, de ahí 
que mi conclusión pase por considerar que también el suelo de núcleo rural común deba 
                                                 
1173
 Son notas características de esta reforma la introducción de un mayor grado de 
flexibilización y el incremento del protagonismo de las entidades municipales. 
 
1174
 La Instrucción 4/2001, de 12 de abril (DOGA del 11 de mayo), de la Consellería de medio 
ambiente, territorio e infraestructuras, contiene dos métodos para calcular el grado de consolidación: 
el método gráfico que es un mecanismo de simulación consistente en proyectar sobre el parcelario 
existente en el ámbito, las posibilidades de parcelamiento en función de los parámetros urbanísticos 
que el planeamiento establezca, obteniéndose las posibles parcelas edificables según la ordenación 
prevista por el propio plan y el método numérico o de cálculo simplificado permite determinar el 
número total de parcelas edificables aplicando el coeficiente corrector de 1,75 a las parcelas 
hipotéticas que resultan de dividir la superficie bruta del ámbito entre la parcela mínima edificable que 
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incluir, en todo caso, alguna edificación de esta naturaleza, con independencia de que la 
mayor parte de las edificaciones sean de reciente construcción. 
 
A diferencia del núcleo histórico-tradicional, en el común el legislador contempla una 
delimitación menos exigente desde el momento en que, por un lado, permite al plan general 
que tenga en cuenta las previsiones de crecimiento del núcleo y, por otro lado, no exige una 
consolidación edificatoria mínima del 50% sino que puede ser igual o superior a un tercio de 
su superficie. En este tipo, el legislador contempla las edificaciones diseminadas que no están 
directamente vinculadas a las explotaciones del medio rural. Es decir, se trata de 
asentamientos residenciales que, por uno u otro motivo, se fueron formando hasta conseguir 
su reconocimiento como núcleo de población. La baja consolidación edificatoria (treinta y 
tres por ciento) permitirá su proliferación y de ahí que se pueda plantear la siguiente pregunta: 
¿existe alguna conexión entre el suelo que nos ocupa y el suelo rústico? La cuestión se 
planteó a nivel jurisprudencial en la STSJG de 21 de julio de 2011, Roj: STSJ GAL 
6535/2011 y la solución suministrada por el Tribunal consiste en que se podría entender 
producida una legalización sobrevenida y no una hipotética reclasificación del suelo.  
   
3) Núcleo rural complejo, se incluirán en este tipo aquellos asentamientos de 
población caracterizados por ser resultado de la concurrencia y compatibilidad en el seno de 
un mismo asentamiento rural de los dos tipos básicos precedentes, en cuyo caso será 
obligatorio diferenciar el correspondiente al histórico-tradicional mediante su correspondiente 
delimitación. En esta categoría se incluirán una gran parte de núcleos rurales históricos que, 
debido a la proximidad a las villas y a los centros de producción o como consecuencia de 
desplazamientos de población, fueron objeto de planes generales que contemplaban áreas de 
expansión. En este sentido, el área de expansión de los 200 metros se sustituye por la 




 4.- Estatuto jurídico1175  
 
   
El legislador autonómico diseña un régimen jurídico específico para esta categoría de 
suelo para diferenciarlo del suelo urbano, del suelo urbanizable y del suelo rústico. En efecto, 
a diferencia de otras leyes autonómicas, la opción elegida pasa por considerar a este suelo 
como un suelo con vocación residencial limitada a una serie de construcciones y de 
edificaciones distintas a las del suelo urbano y más próximas a las del suelo rústico. Se podría 
                                                 
1175
 Cfr. la STSJG de 4 Junio de 2009, JUR 2009\290027. 
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decir que el destino natural de este suelo es servir de soporte a la población rural en su más 
amplio sentido, es decir, los usos relacionados con las actividades propias del medio rural y 
con las necesidades de la población residente en dichos núcleos. Es ésta una cuestión 
problemática porque las preguntas a resolver son las siguientes: ¿qué sucede en aquellos 
núcleos rurales que han perdido su vinculación con el sector primario? ¿Se requiere siempre 
la referida vinculación para efectuar, ex novo, su delimitación? Antes de despejar estas 
incógnitas, no está de más destacar que el envejecimiento y la pérdida de población y los 
cambios socioeconómicos, en determinadas zonas del territorio gallego, están convirtiendo a 
muchos núcleos rurales en núcleos de población de dormitorio.1176 En el suelo de núcleo rural 
no existen solares pero ello no es óbice para que al construir nuevas edificaciones, o sustituir 
las existentes1177, los propietarios deban de ceder gratuitamente al ayuntamiento los terrenos 
necesarios para la apertura o regularización del viario preciso y ejecutar, a su costa, la 
conexión con los servicios existentes en el núcleo1178. Opino que la obligación de cesión debe 
ser matizada en función de los retranqueos consolidados so pena de producir edificaciones 
fuera de ordenación lo cual no parece ajustado al carácter tradicional del asentamiento.  
 
Además, para autorizar las edificaciones se exigirá tener resueltos, con carácter previo 
y a costa del promotor, como mínimo, los servicios de acceso rodado, abastecimiento de 
agua, evacuación y tratamiento de las aguas residuales y suministro de energía eléctrica, o, en 
otro caso, garantizar la ejecución simultánea con la edificación. Obsérvese que la 
interpretación a defender es evidente: el propietario patrimonializa el 100% del 
aprovechamiento urbanístico de su parcela ya que, dada la simplicidad de los asentamientos, 
no existen plusvalías urbanísticas que equidistribuir. Esta patrimonialización sólo afecta a los 
núcleos rurales históricos-tradicionales. En las áreas en las que por planeamiento general o 
especial se contemplen actuaciones de carácter integral en los núcleos rurales y se delimiten 
                                                 
1176
 Entiendo que este es uno de los fundamentos del nuevo tipo de suelo de núcleo rural común. 
 
1177
 Al exigir la cesión para viales en las edificaciones nuevas y en la sustitución de las 
existentes, nos encontraremos con edificaciones fuera de ordenación en los núcleos rurales. De ahí que 
llama la atención que en la reforma de la ley 2/2010 no se incluyese un precepto similar al previsto 
para el suelo rústico que, como se sabe, parte de la inaplicación de esta institución urbanística. Cfr. la 
STSJG de 7 de junio de 2007, Roj: STSJ GAL 4193/2007 en la cual, referida la solicitud de la licencia 
a obras de rehabilitación y ampliación de una vivienda unifamiliar en suelo de núcleo rural delimitado, 
en la que el proyecto acompañado lo único que incumple es el retranqueo establecido por el Plan 
General de Ordenación Municipal, concluye que habrá de admitirse que se trata de una vivienda fuera 
de ordenación parcial, sin que la circunstancia de que en en el Plan no exista una previsión específica 
de las obras de mejora, ampliación o reforma que pueden realizarse, no pueda constituir obstáculo 
para la inaplicación del artículo 103.3. En análogo sentido la STSJG de 31 de mayo de 2007, Roj: 
STSJ GAL 4335/2007. 
 
1178
 En cuanto a la obligación de conexión a las redes de servicios se trata de una obligación 
diferida por cuanto, en muchas ocasiones, el núcleo de población no dispone de las mismas. 
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polígonos1179, se puede hablar de una equidistribución matizada.1180 Así los propietarios están 
obligados a: ceder gratuitamente a los ayuntamientos los terrenos destinados a viales, 
equipamientos y dotaciones públicas; costear y ejecutar las obras de urbanización previstas en 
el plan especial; solicitar la licencia de edificación y edificar cuando el plan general o especial 
así lo establezca y ceder obligatoria, gratuitamente y libre de cargas a la Administración 
municipal el suelo correspondiente al 10% del aprovechamiento urbanístico de dicha área, la 
que podrá ser cumplida igualmente mediante su monetarización a través del correspondiente 
convenio urbanístico, o del proyecto de equidistribución correspondiente, salvo cuando pueda 
cumplirse con suelo destinado a vivienda sometido a algún régimen de protección pública en 
virtud de la reserva correspondiente. La administración actuante no tendrá que contribuir a los 
costes de urbanización de los terrenos en que se ubique dicho aprovechamiento, que habrán 
de ser asumidos por las personas propietarias. Si se comparan estas obligaciones con las de 
los propietarios de suelo urbanizable delimitado se advierte que no se contemplan los 
sistemas generales no los sistemas locales. Tampoco se refiere a las infraestructuras de 
conexión con los sistemas generales existentes ni la cesión obligatoria, gratuita y sin cargas a 
la Administración autonómica de los terrenos destinados a la dotación autonómica para la 




 5.- Condiciones de uso 
 
 
En relación a las condiciones de uso, el art. 25 establecía diversos tipos de actuaciones 
respecto de las cuales era suficiente la licencia municipal: a) Obras de conservación y 
restauración de las edificaciones existentes, siempre y cuando no supongan variación de las 
                                                 
1179
 Se trata de terrenos de los tipos de núcleo rural común y de una parte de los núcleos rurales 
complejos porque el art. 56. Uno, letra e) establece que, en ningún caso, podrán preverse actuaciones 




 Para la Instrucción 1/2011, en el suelo de núcleo rural no cabe la delimitación de áreas de 
reparto, que sólo se prevén en la Ley para el suelo urbano no consolidado y urbanizable (art. 111.1) y, 
puntualmente, para el suelo rústico a los solos efectos de obtención de sistemas generales (art. 166.3). 
La noción de área de reparto no se corresponde con la de las áreas de los núcleos rurales en las que 
por el plan general [artículo 56.1.e] o especial (art. 72.1. párrafo 2º) se prevean actuaciones integrales. 
Estas áreas de actuación integral, y de la consecuente división poligonal que, en su caso, se proyecte, 
en el núcleo rural correspondiente, sustituyen a las áreas de reparto propiamente dichas también para 
la determinación del 10% de cesión del aprovechamiento lucrativo previsto en el art. 24.3. d), que, 
tratándose de suelo rural, no será del suelo en el que se localice el 10% del aprovechamiento tipo del 
área de reparto, ya que ni se delimita esta, ni se fijan aprovechamientos tipo, sino del suelo 
correspondiente al 10% del aprovechamiento urbanístico del área en la que se contemple la 
correspondiente actuación de carácter integral en el núcleo rural. 
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 608 
características esenciales del edificio, ni alteración del lugar, volumen y tipología tradicional. 
b) Obras de rehabilitación y ampliación en planta o altura de las edificaciones existentes que 
no implicasen variación de su tipología. c) Nuevas edificaciones de acuerdo con las reglas 
establecidas en el art. 29 LOUGA/2002. d) Obras de conservación, restauración, 
rehabilitación y reconstrucción de las edificaciones tradicionales o de especial valor 
arquitectónico existentes en el núcleo rural, siempre que no supongan variación de las 
características esenciales del edificio ni alteración del lugar, de su volumen ni de la tipología 
originaria, sin necesidad de cumplir todas las condiciones exigidas por el artículo 29. Este 
precepto se derogó por la ley 2/2010, lo que implica, desde mi punto de vista, que la 
rehabilitación era una seña de identidad de su régimen jurídico en las primeras redacciones de 
la ley, pero, actualmente, se ha difuminado este principio rector, que sólo se puede predicar 
con certeza respecto del tipo básico denominado suelo de núcleo rural histórico-tradicional, 
aún cuando la norma sigue siendo restrictiva en cuanto a las operaciones de derribo o 
demolición. En este sentido,  queda prohibido el derribo o demolición de las construcciones 
existentes, salvo en los siguientes supuestos: 
   
a) Aquellas construcciones sin interés arquitectónico alguno en las que, por su 
reducido tamaño o imposibilidad de acceso, no sea posible su recuperación, restauración o 
reconstrucción para cualquier uso de los autorizados en la Ley. 
 
b) Las edificaciones de escaso valor histórico o etnográfico de las que, estando en 
ruina material de acuerdo con la legislación urbanística, con evidente peligro para las 
personas o cosas, no sea viable su recuperación total o parcial. 
 
c) Todos los añadidos que desvirtúen la tipología, forma y volumen de cualquier 
edificación primitiva, o que por los materiales en ellos empleados supongan un efecto 
distorsionador para la armonía y estética del conjunto edificatorio. Igualmente todos los 
alpendres, almacenes y edificaciones auxiliares que estén en las mismas condiciones. 
  Para evitar la desaparición de edificaciones tradicionales la norma exige un requisito 
adicional al presentar la solicitud de licencia de demolición: un estudio justificado y motivado 
del cumplimiento y veracidad de las circunstancias que concurren en el caso de que se trate, 
es decir, debe acreditarse el nulo o escaso valor histórico, arquitectónico o etnográfico. El 
planeamiento urbanístico definirá los usos y condiciones de edificación admisibles en los 
ámbitos delimitados como núcleos rurales de población con supeditación a las 
determinaciones contenidas en la LOUGA/2002.1181 El uso característico de las edificaciones 
                                                 
1181
 No obstante, la última palabra la tienen los planes de ordenación del territorio puesto que 
los instrumentos de ordenación del territorio, en congruencia con su escala territorial respectiva y con 
los fines públicos perseguidos, podrán modificar el régimen de usos y condiciones de la edificación 
previstos en la presente Ley para el Suelo Rústico y el de los Núcleos Rurales de Población, en 
atención a las circunstancias que, desde dicha perspectiva, reúna el municipio en que se enclaven (art. 
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en los núcleos rurales será el residencial. Se considerarán siempre como usos 
complementarios aquéllos que guarden relación directa con los tradicionalmente ligados al 
asentamiento rural de que se trate o que den respuesta a las necesidades de la población 
residente en los mismos. Sin perjuicio de las mayores limitaciones que el planeamiento 
urbanístico establezca en función del estudio pormenorizado de cada núcleo, dicho 
planeamiento podrá permitir como usos compatibles los terciarios, productivos, turísticos, los 
pequeños talleres y las nuevas tecnologías de la información, así como los dotacionales, 
asistenciales y vinculados con servicios públicos. 
   
Respecto a las actuaciones prohibidas el art. 28 enumera el siguiente elenco según se 
trate de los diferentes tipos básicos. Con carácter general las actuaciones siguientes: 
   
a) Las edificaciones características de las zonas urbanas y las que ya sean de vivienda, 
auxiliares o de otro uso, cuya tipología resulte impropia con las existentes en el asentamiento 
en que se proyecten, de acuerdo con la tipología definida en el plan general de ordenación 
urbanística. No se incluyen en este concepto los invernaderos con destino exclusivo a la 
producción agraria, que podrán instalarse en cualquier tipo de núcleo rural siempre que su 
construcción sea a base de materiales ligeros y fácilmente desmontables. Pese al silencio 
normativo no se incluyen los edificios destinados a usos administrativos. 
 
b) Las naves industriales de cualquier tipo.1182 
   
c) Aquellos movimientos de tierras que supongan una agresión al medio natural o que 
varíen la morfología del paisaje del lugar. 
   
d) La apertura de pistas, calles o caminos que no estén contemplados en el 
planeamiento, así como la ampliación de los existentes y el derribo, de manera injustificada, 
de muros tradicionales de los rueiros o corredoiras, salvo disposición del planeamiento que lo 
autorice. 
   
e) Las nuevas instalaciones destinadas a la producción ganadera, salvo las pequeñas 
construcciones destinadas a usos ganaderos para el autoconsumo.1183 
                                                                                                                                                                       
30). En otras Comunidades Autónomas (por ej. el art. 30.2 LUAragón/1999) el papel protagonista 




 Las actividades industriales en viviendas o en locales separados de las viviendas no están 
prohibidas en todo caso. Cfr., la STSJG de 22 de septiembre de 2011, JUR 2011\364344. Relativa a 
una vivienda unifamiliar aislada vinculada a la actividad de planchado y limpieza de ropa 
 
1183
 Según destaca la Instrucción 1/2011, el art. 28.1.e) en la redacción dada por la Ley 2/2010 
establece, en cualquiera de los tres tipos básicos de núcleo rural, la prohibición expresa de nuevas 
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En los núcleos histórico-tradicionales, o en la parte delimitada como tal en los núcleos 
rurales complejos, estarán prohibidas, asimismo, las siguientes: 
   
a) Las viviendas adosadas, proyectadas en serie, de características similares y 
colocadas en continuidad en más de tres unidades. 
   
b) Los nuevos tendidos aéreos de telefonía, electricidad y otros. 
 
c) Aquellos usos que, ya sea por el tamaño de las construcciones, por la naturaleza de 
los procesos de producción, por las actividades a desarrollar o por otras condiciones, aun 
cumpliendo con los requisitos de la legislación medioambiental, no sean propios del 
asentamiento rural. 
 
d) La ejecución de actuaciones integrales y consecuentes operaciones de 
reparcelación, u otras actuaciones de parcelación o segregación del parcelario original, que 
determinen la desfiguración de la tipología del núcleo y la destrucción de los valores que 
justificaron su clasificación como tal. 
   
Por último, según la Instrucción 1/2011 citada, de conformidad con lo previsto en el 
apartado d) del art. 25 de la Ley 9/2002, en los núcleos rurales delimitados se permitían, sin 
necesidad de cumplir todas las condiciones exigidas por su art. 29, obras de conservación, 
restauración, rehabilitación y reconstrucción de las edificaciones tradicionales o de especial 
valor arquitectónico existentes en el núcleo rural, siempre que no supongan variación de las 
características esenciales del edificio ni alteración del lugar, de su volumen ni de la tipología 
originaria. Esta dispensa del cumplimiento de las condiciones exigidas en el art. 29 fue 
derogada por la Ley 2/2010 al dar nueva redacción al art. 25. Consecuentemente, dichas obras 
estarán sujetas al régimen de los edificios fuera de ordenación previsto en el art. 103 de la ley 
de reforma.  
 
 
 6. Condiciones de edificación 
   
 
Una de las críticas más destacadas que se podían formular a la LSG/1997 era la 
carencia de normas de edificación en el suelo de núcleo rural. Las referencias a la adecuación 
                                                                                                                                                                       
instalaciones destinadas a la producción ganadera, por resultar actuaciones incompatibles. Dicha 
prohibición, por su propio carácter, no es susceptible de interpretación extensiva, por lo que no puede 
ampliarse a las nuevas instalaciones destinadas a la producción agrícola, sin perjuicio de las 
limitaciones establecidas en el art. 28.2 c). 
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al medio rural y la prohibición de edificaciones características de las zonas urbanas permitían 
dos interpretaciones: una, se aplicaban las normas del suelo urbano consolidado, con la 
excepción de edificaciones propias de las zonas urbanas y el requisito de adecuación al 
entorno del medio rural, o bien, se aplicaban las reglas del suelo rústico. Para resolver esta 
disyuntiva, la LOUGA/2002 también regula las condiciones de edificación, aunque 
diferencia, por un lado, entre los núcleos histórico-tradicionales y núcleos complejos y, por 
otro lado, los núcleos comunes. Respecto de los primeros, las nuevas edificaciones que se 
pretendan emplazar se identificarán con las características propias del lugar y estarán 
encaminadas a consolidar la trama rural existente. Todas ellas cumplirán las siguientes 
condiciones: 
   
a) La parcela mínima edificable no será inferior a 300 metros cuadrados, salvo casos 
excepcionales debidamente justificados de parcelas inferiores ubicadas entre otras ya 
edificadas que imposibiliten alcanzar la parcela mínima.1184 
   
b) Las características estéticas y constructivas y los materiales, colores y acabados 
serán acordes con el paisaje rural y con las construcciones tradicionales del asentamiento. En 
tal sentido, para el acabado de las edificaciones, se empleará la piedra o los materiales 
tradicionales y propios de la zona. En casos justificados por la calidad arquitectónica de la 
edificación, podrán emplearse otros materiales que armonicen con los valores naturales, el 
paisaje rural y las edificaciones tradicionales del entorno. 
 
c) El volumen máximo de la edificación será similar al de las edificaciones 
tradicionales existentes en el núcleo rural. En caso de que resulte imprescindible excederlo 
por exigencias del uso o actividad, habrá de descomponerse en dos o más volúmenes 
conectados entre sí, a fin de adaptar las volumetrías a las tipologías tradicionales propias del 
medio rural. En todo caso, habrán de adoptarse las medidas correctoras necesarias para 
garantizar el mínimo impacto visual sobre el paisaje y la mínima alteración del relieve natural 
de los terrenos. 
 
d) La altura de la edificación no excederá de planta baja y piso, ni de un máximo de 7 
metros. De esta forma se evitan las edificaciones urbanas en el ámbito rural que constituyeron 
una prohibición expresa desde la LS/1956 como ya nos consta. 
   
                                                 
1184
 Antes de la reforma operada por la Ley 2/2010 la norma exigía una superficie mínima de 
600 metros cuadrados en el área de expansión. RAPOSO ARCEO critica esta extensión porque 
considera que debería ser superior para impedir la urbanización desaforada en el rural. RAPOSO 
ARCEO, J.J., “El suelo de núcleo rural en la Ley 9/2002, de 30 de diciembre”, en MEILÁN GIL, J.L., 
(Dir.), Comentarios a la Ley de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural de Galicia,  
Aranzadi, Pamplona, 2009, pág. 257. 
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e) La cubierta tendrá una pendiente igual o inferior a la media de las existentes en el 
asentamiento, nunca superior a 40°, y estará formada por planos continuos sin quiebras en sus 
vertientes. En el supuesto de que el planeamiento urbanístico permita el aprovechamiento 
bajo cubierta, éste deberá ser como prolongación de la vivienda inferior, recibiendo su 
iluminación y ventilación por los testeros y por ventanas inclinadas situadas en el plano de las 
vertientes de las cubiertas. Salvo en casos debidamente justificados y previa autorización 
preceptiva del ayuntamiento, los materiales a utilizar en la terminación de la cubrición serán 
teja cerámica y/o pizarra, según la tipología propia de la zona. Quedan prohibidas las 
mansardas o buhardillas, salvo en aquellas zonas en que se justifique que formen parte de las 
tipologías tradicionales y cuenten con la previa autorización preceptiva del ayuntamiento.1185 
   
f) Para las nuevas construcciones, serán obligatorios, salvo en alineaciones estables o 
consolidadas, los retranqueos mínimos con respecto a las vías de acceso, que en todo caso 
habrán de separarse un mínimo de 4 metros del eje de la vía, y 3 metros con respecto al 
lindero posterior. En caso de que se desease retranquear una edificación a los linderos 
laterales, este retranqueo habrá de ser, como mínimo, de 3 metros. 
   
g) Para autorizar las edificaciones se exigirá tener resueltos, con carácter previo y a 
costa del promotor, al menos los servicios de acceso rodado, abastecimiento de agua, 
evacuación y tratamiento de las aguas residuales y suministro de energía eléctrica, o, en otro 
caso, garantizar la ejecución simultánea con la edificación. Esta norma recoge lo que los 
diversos planes y normas subsidiarias denominan condiciones de planeamiento. 
   
h) La instalación de invernaderos con destino exclusivo al uso agrario que se instalen 
con materiales ligeros y fácilmente desmontables no estará sujeta a las condiciones de 
edificación establecidas en este apartado. 
   
Respecto de los segundos, las condiciones de su edificación vendrán fijadas por el 
plan general1186 teniendo en cuenta los usos característicos y los usos complementarios y el 
                                                 
1185
 RAPOSO ARCEO critica esta norma porque considera no sólo que debería ser objeto de 
una Orden sino que incluso puede impedir la aplicación del Código Técnico de la Edificación y de las 
Normas sobre Hábitat amén de frustra la aplicación de nuevas energías. RAPOSO ARCEO, J.J., “El 
suelo de núcleo rural en la Ley 9/2002, de 30 de diciembre”, en MEILÁN GIL, J.L., (Dir.), 
Comentarios a la Ley de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural de Galicia,  
Aranzadi, Pamplona, 2009, pág. 258. 
 
1186
 Aunque se refiere a la LSG/1997 y al texto inicial de la LOUGA/2002 es interesante 
recordar la argumentación de la STSJG de 7 de junio de 2007, JUR 2008\364539, en relación al papel 
del Plan General en el ámbito de las edificaciones en suelo de núcleo rural: “Cierto es que en el Plan 
no existe una previsión específica de las obras de mejora, ampliación o reforma que pueden realizarse, 
pero ello, como ya ha tenido ocasión de expresar la Sala en su sentencia de 31 de mayo de 2007, 
dictada en el recurso de apelación 4242/05 , no puede constituir obstáculo para la inaplicación del 
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volumen y condiciones higiénico-sanitarias de los terrenos y construcciones, así como de las 
características estéticas de la edificación y de su entorno. La altura de la edificación 
residencial será igual que en los núcleos históricos y complejos. La norma no exige con 
carácter inexcusable la condición de aisladas de las edificaciones porque parte de la 
consideración de núcleos de población incluidos dentro de un perímetro. Asimismo, y con 
fundamento en el estudio detallado e individualizado del núcleo, el plan general podrá 
establecer, justificadamente, condiciones de edificación distintas en materia de parcela 
mínima, altura y retranqueos, respecto de alguno o algunos de los núcleos rurales histórico-
tradicionales que haya delimitado en el territorio municipal. En los núcleos históricos 
tradicionales el plan general de ordenación municipal habrá de priorizar la rehabilitación de 
las edificaciones existentes con la finalidad de revitalizar el espacio de acuerdo con criterios 
de sostenibilidad, ahorro energético, mejora de la calidad y conservación de los elementos 





                                                                                                                                                                       
artículo 103.3 . El silencio al respecto del PGOM es explicable en atención a la legislación vigente a la 
fecha de su aprobación y al carácter innovador del precepto de mención con respecto a la legislación 
anterior y no cabe dejar de valorar que el Plan General del Ayuntamiento demandado, en virtud de lo 
ordenado en la disposición transitoria segunda, debió adaptarse a la Ley 9/02.”  
1187
 El texto inicial regulaba los equipamientos comunitarios de la siguiente forma:”No obstante 
lo dispuesto en el artículo anterior, y con carácter excepcional, se podrán autorizar edificaciones 
destinadas a equipamientos comunitarios que, dando respuesta a los parámetros formales actuales y a 
las condiciones medioambientales del asentamiento en el que se emplazan, no cumplan las 
condiciones mencionadas en el citado artículo. En este caso, para la obtención de la licencia, será 
necesario obtener el previo informe favorable del conselleiro competente en materia de urbanismo y 
ordenación del territorio, a cuyo efecto se presentará un estudio justificativo de la solución aportada 
que habrá de ajustarse en la medida de lo posible al carácter rural de las edificaciones existentes en su 
forma, volumen y tipología. En todo caso, el volumen total no podrá exceder en tres veces al 
individual de las edificaciones tradicionales existentes en el asentamiento ni suponer una forma 
desproporcionada con relación a las construcciones rurales allí existentes. Será posible, no obstante, la 
fragmentación de este volumen en varios interconexionados entre sí, con el fin de adaptar las 
volumetrías a las tipologías existentes cuyo aspecto se asemeje a las agrupaciones de las edificaciones 
del lugar”. En otras Comunidades Autónomas se consideran equipamientos de interés público a 
emplazar en el medio rural los de actividades colectivas de carácter deportivo, cultural, de educación 
en el tiempo libre y de recreo que se desarrollen en el aire libre, con las obras e instalaciones mínimas 
e imprescindibles para el uso de que se trate; los equipamientos y servicios comunitarios no 
compatibles con los usos urbanos: las infraestructuras de accesibilidad y las instalaciones y las obras 
necesarias para servicios técnicos como las telecomunicaciones, la infraestructura hidráulica general, 
las redes de suministro de energía eléctrica, de abastecimiento y suministro de agua y de saneamiento, 
el tratamiento de residuos, la producción de energía a partir de fuentes renovables y las otras 
instalaciones ambientales de interés público (art. 47.4 LUCataluña/2010.) 
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7. Planeamiento urbanístico: alteración. Municipios sin planeamiento 
  
 
La relación de instrumentos urbanísticos, previstos para el suelo rústico, se completa, 
para esta categoría específica de suelo, mediante una serie de planes especiales diseñados 
para este suelo. Antes de abordar su comentario es preciso destacar las determinaciones 
específicas de los planes generales, de cuyo examen se desprende la relevancia de los mismos 
en esta categoría de suelo. Cuando el plan general agota la regulación de estos núcleos sus 
determinaciones  son las siguientes: a) Delimitación de su perímetro. b) En su caso, 
emplazamiento reservado para dotaciones y equipamientos, señalando su carácter público o 
privado. c) Trazado de la red viaria pública y señalización de alineaciones. d) Regulación 
detallada de los usos, volumen y condiciones higiénico-sanitarias de los terrenos y 
construcciones, así como de las características estéticas de la edificación y de su entorno. e) 
Previsión de las áreas de los núcleos rurales en los que se contemple la realización de 
actuaciones de carácter integral, en cuyo caso deberá delimitar los correspondientes polígonos 
y garantizar la integración de la actuación con la morfología, los servicios y las características 
del tipo básico al que pertenezca el núcleo en que se inserte, sin que la densidad máxima de la 
actuación integral pueda superar las veinticinco viviendas por hectárea. En ningún caso 
podrán preverse actuaciones integrales en los núcleos histórico-tradicionales, ni en la parte 
delimitada como tal en los núcleos rurales complejos. f) Cuantas otras resulten convenientes 
para la ordenación y mejora del núcleo y la salvaguarda de los cauces naturales y las redes de 
caminos rurales, así como para la conservación y recuperación de la morfología de los 
núcleos histórico-tradicionales y de su estructura parcelaria histórica y sus usos tradicionales. 
g) Fijación de los indicadores que deban dar lugar a la necesidad de redactar un plan especial 
de ordenación de un núcleo rural para hacer frente a la complejidad urbanística sobrevenida 
en el mismo.  
 
Por el contrario, cuando el plan general remite la ordenación detallada de un núcleo a 
un plan especial de ordenación de núcleo rural, las determinaciones son diferentes: a) 
Determinación de las tipologías edificatorias, parcela mínima y altura máxima de la 
edificación. b) En el supuesto de que contemple la realización de una actuación de carácter 
integral, determinación de las reservas de suelo para dotaciones públicas y para 
aparcamientos, en la proporción mínima de veinticinco viviendas por hectárea. En estos 
casos, antes de la aprobación del plan especial no se permitirán segregaciones o divisiones de 
parcelas en el área sujeta a la actuación integral, salvo que se trate de parcelaciones, con la 
exclusiva finalidad de regularizar la configuración de parcelas colindantes, la segregación y 
simultánea agregación en unidad de acto y siempre que no impliquen el aumento o la 
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disminución de más del 5% de la superficie de las parcelas originarias.1188 c) Las limitaciones 
necesarias para impedir que la edificación pueda dificultar la aprobación del futuro plan 
especial de ordenación de núcleo rural. Una vez aprobado dicho plan especial, podrá 
obtenerse licencia municipal con sujeción a las condiciones establecidas por el plan y sin 
necesidad de previa autorización autonómica.  
 
En cuanto a los planes de desarrollo hay que distinguir varias etapas. En un primer 
momento, la norma contemplaba los Planes especiales de protección, rehabilitación y mejora 
del medio rural. Estos planes especiales tenían por finalidad la protección, rehabilitación y 
mejora de los elementos más característicos de la arquitectura rural, de las formas de 
edificación tradicionales, de los conjuntos significativos configurados por ellas y de los 
núcleos rurales. Su ámbito podía abarcar los terrenos comprendidos en uno o varios núcleos 
rurales completos, así como los terrenos clasificados como suelo rústico pertenecientes a uno 
o varios términos municipales. También podían desarrollar las áreas de expansión a través de 
operaciones de carácter integral. La ley 2/2010 los ha suprimido.     
 
En un segundo momento, se pueden destacar los Planes especiales de ordenación del 
núcleo rural1189 introducidos por la reforma operada por la Ley 2/2010. Estos planes 
especiales tendrán por finalidad completar la ordenación detallada de los núcleos rurales que 
el plan general le haya diferido, así como hacer frente a la complejidad urbanística 
sobrevenida en los mismos cuando se den los indicadores que el plan general haya fijado al 
respecto. Lo anterior implica que estos planes especiales pueden, en ocasiones, estar dotados 
una cierta autonomía con respecto al Plan General.  
 
En el supuesto de que contemple en el núcleo rural actuaciones integrales no previstas 
por el plan general, no podrá modificar las determinaciones en cuanto a parcela mínima, 
determinación de las tipologías edificatorias y altura máxima de la edificación; habrá de 
delimitar los correspondientes polígonos y garantizar la integración de la actuación con la 
morfología, los servicios y las características del tipo básico al que pertenezca el núcleo en 
que se inserte, como también determinar las reservas de suelo para dotaciones públicas y para 
aparcamientos en la proporción mínima establecida para  el suelo urbano no consolidado y en 
el suelo urbanizable1190, siendo en todo caso de aplicación la limitación de densidad  de 
                                                 
1188
 En el suelo de núcleo rural no están prohibidas las parcelaciones urbanísticas a diferencia 
del suelo rústico. No obstante, se requiere licencia salvo que se trate de actuaciones integrales en que 
será suficiente la aprobación del proyecto de compensación o reparcelación que la contenga. 
 
1189
 La aprobación de la planificación especial del núcleo rural implica que el control 




 En ámbitos de uso residencial y hotelero: dos plazas de aparcamiento por cada 100 metros 
cuadrados edificables, de las que, como mínimo, la cuarta parte debe ser de dominio público. -En 
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veinticinco viviendas por hectárea, así como la prohibición de contemplar actuaciones 
integrales en los núcleos histórico-tradicionales o en las áreas delimitadas como tales en los 
núcleos complejos. También podrá redactarse un plan especial de mejora del núcleo rural con 
la exclusiva finalidad de completar el trazado de su red viaria y la señalización de 
alineaciones y rasantes o para asegurar la existencia de redes de dotación de servicios 
suficientes. 
   
El ámbito de cada plan especial abarcará la totalidad o parte de los terrenos 
comprendidos en la delimitación del núcleo rural respectivo. Los núcleos rurales situados 
dentro del perímetro de una zona de concentración parcelaria serán objeto de reordenación 
por parte del ayuntamiento a través de los correspondientes planes especiales de ordenación 
de núcleo rural. A los efectos de obtener una red viaria uniforme, dicha reordenación se 
llevará a cabo de forma coordinada con la concentración parcelaria y respetando, en todo 
caso, el proyecto y la ejecución de las infraestructuras inherentes al referido proceso 
concentrador, para lo cual el ayuntamiento habrá de remitir a la consejería competente en 
materia de agricultura el citado plan de ordenación. La Xunta de Galicia podrá establecer con 
los ayuntamientos los convenios necesarios para llevar a cabo las citadas actuaciones.1191 
 
En los municipios sin planeamiento general también se pueden llevar a cabo usos 
edificatorios del suelo de núcleo rural. Concretamente, será necesario obtener, en todo caso, 
la preceptiva autorización autonómica, conforme a lo establecido por la disposición adicional 
segunda LOUGA/2002.  
   
                                                                                                                                                                       
ámbitos de uso terciario: dos plazas de aparcamiento por cada 100 metros cuadrados edificables, de 
las que, como mínimo, la quinta parte debe ser de dominio público. -En ámbitos de uso industrial: una 
plaza de aparcamiento por cada 100 metros cuadrados edificables, de las que, como mínimo, la cuarta 
parte será de dominio público.  
 
1191
 Cuestión distinta es la regulada en la disp. transitoria primera, sobre el régimen de 
aplicación a los municipios con planeamiento no adaptado a esta ley. En principio, se estará a lo que 
diga el planeamiento vigente respectivo, y en este sentido, se aplica el régimen establecido en la ley 
2/2010 para el núcleo rural común; pero con unas limitaciones de parcela mínima, altura máxima y 
ocupación previstas en esta transitoria, en función de que la edificación sea inferior al 50% de la 
superficie del núcleo, o superior al 50% de dicha superficie. Evidentemente, las condiciones de 
edificación son más benignas en este segundo caso que en el primero. Con independencia de la 
delimitación y ordenación de los núcleos que se lleve a cabo al revisar o modificar el planeamiento 
urbanístico municipal, esta misma transitoria permite de forma "individualizada" delimitar o revisar la 
delimitación y ordenación de los núcleos rurales existentes, aplicando los criterios ya señalados 
contenidos en el artículo 13. Ciertamente, esta regla es de la mayor importancia porque permite la 
delimitación y ordenación de los núcleos rurales de una manera flexible, sin necesidad de inscribirlas 
en la revisión del planeamiento municipal, más todavía si se tiene en cuenta que puede hacerse para 
cada núcleo rural. 
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En este sentido, será necesaria la previa aprobación del expediente de delimitación de 
suelo de núcleo rural, en el que se acreditará el cumplimiento de los requisitos establecidos 
para este tipo de suelo. El expediente contendrá el estudio individualizado del núcleo rural, 
así como los planos de delimitación del perímetro del núcleo rural. También quedarán 
reflejados el trazado de la red viaria pública existente y los espacios reservados para 
dotaciones y equipamientos públicos, así como la regulación detallada de los usos, volumen y 
condiciones higiénico-sanitarias de los terrenos y construcciones, así como de las 
características estéticas de la edificación y de su entorno y cuantas otras resulten convenientes 
para la ordenación y mejora del núcleo y la salvaguarda de los cauces naturales y las redes de 
caminos rurales, así como para la conservación y recuperación de la morfología de los 
núcleos histórico-tradicionales y de su estructura parcelaria histórica y sus usos tradicionales.  
 
El expediente será tramitado por el ayuntamiento con información pública por plazo 
mínimo de un mes, mediante anuncio que se habrá de publicar en el «Diario Oficial de 
Galicia» y en dos de los diarios de mayor difusión en la provincia. El expediente será 
aprobado provisionalmente por el órgano municipal competente para la aprobación del 
planeamiento general y remitido al secretario o secretaria general competente en materia de 
urbanismo para que resuelva sobre la aprobación definitiva en el plazo de tres meses, a contar 
a partir de la recepción del expediente completo en el registro de la consejería. Transcurrido 
este plazo sin resolución expresa, se entenderá aprobado por silencio administrativo. Para ello 
habrá que tener en cuenta lo dispuesto en la Circular 3/2003, de 31 de julio, de la Consellería 
de Política Territorial, Oras Públicas y Vivienda.1192 A diferencia del suelo rústico, la 
                                                 
1192
 Asimismo es de aplicación a los municipios con planeamiento general no adaptado a la 
LOUGA/2002, es decir, Municipios con planeamiento aprobado al amparo de la LS/1997 (para 
edificar en esta clase de suelo no será exigible la previa autorización autonómica); Municipios con 
planeamiento aprobado al amparo de la LASGA/1985  en el ámbito de los núcleos rurales 
tradicionales delimitados que están clasificados por el plan como suelo urbano y como suelo no 
urbanizable y para edificar en los terrenos incluidos en este ámbito no será necesaria la previa 
autorización autonómica. En los terrenos clasificados como suelo urbanizable o apto para urbanizar de 
núcleo rural tradicional, su desarrollo urbanístico requiere la previa aprobación del correspondiente 
plan especial de protección, rehabilitación y mejora del medio rural. La denominada área de tolerancia 
no forma parte del ámbito del suelo de núcleo rural y, en consecuencia, está sometida al régimen del 
suelo rústico. A los terrenos clasificados como suelo urbano y suelo urbanizable o apto para urbanizar 
de núcleo rural de reciente formación se les aplicará el régimen del suelo urbano o urbanizable; 
Municipios con planeamiento aprobado al amparo de la legislación anterior a la LASGA/1985: el 
hecho de los asentamientos rurales propios de Galicia no estaba previsto en la legislación urbanística 
estatal aplicable con anterioridad a la LASGA/1985, por lo que el planeamiento municipal o no 
reconocía su existencia, o utilizaba diferentes vías para reconocer el hecho del asentamiento. En estos 
municipios con planeamiento urbanístico que no delimita el ámbito de los núcleos rurales del término 
municipal se considera que en los asentamientos que concurran los requisitos establecidos por 
el artículo 13 para ser considerados como núcleos rurales, resulta viable la edificación con la 
preceptiva autorización autonómica previa a la concesión de la licencia urbanística municipal.  En esta 
línea puede citarse la STSJG de 7 de mayo de 2009, Roj: STSJ GAL 3700/2009, FJ2º, que establece 
que,” respecto al fondo, y como también se sentenció, la norma vigente cuando se otorgó la licencia 
(06/02/004), era la Ordenanza provisional 3, de núcleos rurales del Decreto 208/2002, de 20 de junio , 
de suspensión de las normas subsidiarias de planeamiento municipal de O Grove, que dispone la 
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alteración de los planes que afecte al suelo de núcleo rural se rige por las condiciones 




 8. Gestión urbanística 
   
 
Como ya se avanzó anteriormente, la LOUGA/2002 regula las condiciones de 
edificación. Asimismo regula las condiciones de urbanización y los sistemas de ejecución de 
los planes para plasmar en el terreno las determinaciones de los Planes, si bien, al ser 
consciente de la variada casuística que presenta este suelo, por una parte, establece dos reglas 
diferentes y, por otra parte, permite la ejecución simultánea de las obras de acometida, 
urbanización y edificación, previa prestación de garantías suficientes. Entre los diversos 
sistemas de actuación previstos, se puede destacar como un sistema específico para esta 
categoría de suelo el de cesión de viales. Es el procedimiento tipo pensado para una 
urbanización simple de los terrenos del núcleo rural; los demás sistemas sólo podrían 
aplicarse, y para ello con matices, en los supuestos de ejecución integral en las anteriormente 
denominadas áreas de expansión. En este último caso, una vez aprobado definitivamente el 
planeamiento que las prevea, deberán implantarse las redes de servicios e instalaciones que 
resulten necesarias para el suministro de agua y de energía eléctrica y para la evacuación y 
depuración de las aguas residuales y, en su caso, realizarse la conexión con las redes 
existentes en el núcleo rural o sus proximidades.  
 
Por lo que respecta al sistema de cesión de viales1193, los propietarios deberán ceder al 
municipio los terrenos destinados por el planeamiento a viales, fuera de las alineaciones, que 
resulten necesarios para que la parcela sea edificable con arreglo a las determinaciones de la 
Ley y del planeamiento. El cumplimiento efectivo del deber de cesión tendrá lugar con la 
solicitud de la licencia. Esta cesión se formalizará en documento público, acompañado de 
plano o documento gráfico en donde se exprese con precisión la superficie objeto de cesión 
                                                                                                                                                                       
aplicación a los terrenos incluidos en el ámbito de aplicación de la Ordenanza número 7 de núcleo 
rural tradicional de las especificaciones, en este caso, de edificabilidad 0'2 m2/m2 y parcela mínima 
1.000 m2, establecidas por las normas subsidiarias de planeamiento; decreto dictado antes de la 
entrada en vigor de la Ley 9/2002 y que mantiene su plena eficacia hasta la aprobación definitiva del 
correspondiente plan general de ordenación con la especificación de aplicación, sí, de lo dispuesto en 
el artículo 29 de esa ley para el suelo de núcleo rural de conformidad con lo dispuesto en su 
disposición transitoria primera, punto 2 , letra c), pero con carácter de condiciones de edificación 
mínimas, esto es, sin perjuicio de las mayores limitaciones establecidas por el planeamiento vigente, 
constituido, se insiste, por el repetido decreto de suspensión.” 
 
1193
 No puede confundirse con el previsto por la ya derogada LS/1956. 
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conforme a las alineaciones establecidas. Asimismo, los propietarios deberán urbanizar su 
parcela teniendo en cuenta que de no existir redes de servicio, habrán de resolverse por 
medios individuales con cargo al promotor o promotora de la edificación y con el 
compromiso de conexión cuando se implanten los servicios.  Por otra parte, y teniendo en 
cuenta que, el uso característico del suelo de núcleo rural, es el residencial, o puede 
sorprender que la LOUGA/2002 regle la obtención de terrenos para sistemas generales y para 
sistemas locales. En concreto, el art. 173, diferencia entre los terrenos sometidos al sistema de 
cesión de viales que podrán obtenerse mediante expropiación forzosa, convenio urbanístico 
entre la administración y los propietarios o permuta forzosa y los terrenos sometidos a una 




 9- Disciplina urbanística  
   
   
El legislador gallego no dedica una protección especial al suelo de núcleo rural a 
diferencia del suelo rústico. En consecuencia, pudiera parecer que cualesquiera acciones u 
omisiones, constitutivas o no de infracción urbanística, seguirán el régimen general previsto 
para el suelo urbano y para el suelo urbanizable. Desde mi punto de vista, esta situación 
trasluce la asimilación del legislador a estas últimas categorías de suelo, con lo que entiende 
que en el medio rural, una parte de su superficie no será tutelada, de forma directa1195, por la 
Administración Autonómica, sino por la Administración Municipal. Sin embargo, existe una 
excepción significativa: el art.217.3b) LOUGA/2002 considera como infracción grave el 
                                                 
 
1194
 Para un estudio detallado de estos mecanismos puede verse VALCÁRCEL FERNÁNDEZ, 
P.:” Introducción a la gestión de las dotaciones públicas. Dotaciones públicas, redes públicas, sistemas 
generales y  dotaciones locales: actualidad de la distinción”, RDUMA, núm. 222, diciembre 2005, 
págs. 31-62. Como señala esta profesora “Un tratamiento aparte se dispensa en la LOUPMRGal. a la 
obtención de terrenos para dotaciones públicas en los núcleos rurales. No se distingue según se 
pretenda acometer un sistema o dotación general o local –lógico si se tiene en cuenta el tipo de núcleo 
poblacional de que se trata-, sino que se discrimina atendiendo a si él área en el que se va a ejecutar 
está o no consolidada por la urbanización. En el primer caso puede recurrirse a la expropiación 
forzosa, a la celebración de un convenio urbanístico entre la Administración y el propietario o bien 
una permuta forzosa. En el segundo, esto es, respecto de la obtención de terrenos en áreas no 
consolidadas, ésta se hará efectiva mediante cesión obligatoria y gratuita, a través de la ejecución 
integral del pertinente Plan Especial de mejora del núcleo (arts. 173 y 24.3 LOUPMRGal.).” 
 
1195
 Queda siempre a salvo la subrogación autonómica prevista en el art. 215 LOUGA/2002. 
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incumplimiento de las condiciones de uso y edificación establecidas tanto para el suelo 
rústico como para el suelo de núcleo rural.1196 
   
Por otra parte, llama la atención que ni la LOUGA/2002 en su redacción, ni la reforma 
de 2004, contemplasen las edificaciones ilegales en suelo de núcleo rural, en contraposición a 
las edificaciones ilegales en suelo rústico (disp. trans. quinta).1197 Esta situación es diferente 
en la actualidad puesto que se aplica la disposición transitoria tercera de la ley 2/2010. Esta 
última norma, de ser literalmente entendida, puede plantear un problema específico: sólo si se 
acredita un uso continuado preexistente con anterioridad a uno de enero de dos mil tres, podrá 
reconocerse la situación de fuera de ordenación de edificaciones realizadas sin licencia, 




 10.- Actividad de fomento  
 
   
Son de aplicación las mismas reglas que las contempladas para el suelo rústico. Cabe 
citar el Decreto 157/2006, de 7 de septiembre, que tiene por objeto el fomento de la 
rehabilitación de calidad que, además de promover viviendas en condiciones dignas de 
habitabilidad contribuya a la conservación y puesta en valor del importante patrimonio 
construido en el medio rural y en los conjuntos históricos de Galicia, a fijar su población y a 
revitalizar su entorno. Para ello implanta mediante la cédula de rehabilitación de calidad y 
mediante subvenciones a fondo perdido que ayuden a las personas promotoras de bajos 
ingresos del medio rural e incentiven a las personas promotoras de actuaciones en inmuebles 
de los conjuntos históricos gallegos. En cualquier caso, el legislador gallego debe observar lo 
                                                 
1196
 Esta excepción no repercute en la atribución del órgano sancionador puesto que, a 




 Por ello no le resultaba de aplicación la problemática derivada de dicha norma transitoria, es 
decir, la imposibilidad de legalizar el uso incompatible pese a poder legalizar la edificación en que se 
ubica dicho uso. 
 
1198
 Según el Acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del 
Estado-Comunidad Autónoma de Galicia en relación con la Ley 2/2010, de 25 de marzo , de medidas 
urgentes de modificación de la Ley 9/2002, de 30 de diciembre , de ordenación urbanística y 
protección del medio rural de Galicia celebrado el 21 de diciembre, ha adoptado el siguiente acuerdo 
en relación con la disposición transitoria tercera, la Xunta de Galicia presentará al Parlamento de 
Galicia un proyecto de ley del que resulte una modificación de la misma, de manera que la nueva 
redacción contemple únicamente aquellos supuestos de edificaciones situadas dentro de suelo rústico 
de protección de costas ubicados fuera de la zona de servidumbre de protección aludida.  
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dispuesto por la LDSMR/2007, cuyo artículo 33.c, establece que con el fin de perseguir un 
desarrollo urbanístico del medio rural adaptado a sus necesidades, el Programa podrá 
contemplar medidas dirigidas a fomentar la reutilización de viviendas ya existentes, la 
rehabilitación de viviendas y edificios, la preservación de la arquitectura rural tradicional, y la 
declaración de áreas de rehabilitación de los municipios rurales, a los efectos de las ayudas 
públicas que se determinen, con objeto de recuperar y conservar el patrimonio arquitectónico 
rural1199 
 
Cuestión distinta es el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto. Según el art. 187 
LOUGA/2002, las transmisiones onerosas de terrenos, edificaciones y construcciones 
incluidas en el ámbito de los núcleos rurales catalogados de acuerdo con la presente Ley 
quedarán sujetas al ejercicio de los derechos de tanteo y retracto por la Comunidad Autónoma 
de Galicia y el ayuntamiento donde aquéllas se ubiquen. En cualquier caso, el ejercicio de 
estos derechos por la Comunidad Autónoma será preferente sobre el de la Administración 
municipal. En el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto deberán efectuarse las 
notificaciones de la transmisión, además de al ayuntamiento, al conselleiro competente en 




 11.- Los convenios urbanísticos 
 
 
Pueden suscribirse tanto convenios de planeamiento como convenios de ejecución si 
bien estos últimos deberían aplicarse a las extintas áreas de expansión.1200 Asimismo es 
                                                 
1199
 Recuérdese que el art. 34 establece que las medidas de desarrollo rural contempladas en esta 
Ley serán financiadas por la Administración General del Estado y por las demás Administraciones 
Públicas participantes con cargo a sus respectivos presupuestos, de acuerdo, en su caso, con los 
convenios de colaboración previstos en el art. 11. Por su parte, el art. 35.1 dispone que Las medidas 
concertadas, incluidas en el Programa de Desarrollo Rural Sostenible, serán cofinanciadas por las 
Administraciones concurrentes y, en su caso, por los beneficiarios directos. 
 
1200
 Para una visión completa de la institución cfr. BUSTILLO BOLADO, R.O., y CUERNO 
LLATA, Los convenios urbanísticos entre Administraciones Locales y los particulares, Aranzadi, 
Pamplona, 2001. Estos autores destacan que los convenios de planeamiento adoptan una estructura 
contractual semejante a la permuta civil (do ut facies, desde la posición del particular). BUSTILLO 
BOLADO, R.O., y CUERNO LLATA, Los convenios urbanísticos entre Administraciones Locales y 
los particulares, op. cit., pág. 180. En cambio HUERGO LORA defiende que estamos en presencia de 
una relación sinalagmática en un solo sentido porque la Administración no dicta el acto discrecional 
favorable para obtener la contraprestación del particular sino para tutelar el interés público implícito 
en dicho acto. HUERGO LORA, A.: Los convenios urbanísticos, Civitas, Madrid, 1998, pág. 161. 
Este mismo autor señala que “los convenios de planeamiento permiten a los promotores racionalizar 
su actividad, al conocer de antemano el resultado de los procedimientos de planificación urbanística. 
Los convenios también les proporcionan importantes enriquecimientos, ya que estas empresas 
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preciso tener en cuenta que de acuerdo con el art. 166 LOUGA/2002 se pueden obtener 
terrenos destinados a sistemas generales que hayan de implantarse sobre suelo rústico no sólo 
mediante expropiación forzosa o por permuta forzosa con terrenos del patrimonio municipal 
del suelo sino también por convenio entre la administración y el propietario1201. En 
consecuencia, la virtualidad de los convenios urbanísticos no alberga duda alguna en el 
panorama urbanístico gallego.  
 
Sin embargo, es preciso responder estas preguntas: ¿pueden los convenios 
urbanísticos de planeamiento reclasificar suelo?; ¿se ajusta la LOUGA/2002 a los preceptos 
estatales básicos? 
 
En relación a la primera pregunta se impone una respuesta afirmativa. En efecto, no 
sólo es posible dicha reclasificación sino que será el mecanismo más utilizado habitualmente 
por los Ayuntamientos porque como pone de relieve BAÑO LEÓN, los Ayuntamientos son 
los máximos interesados en las operaciones que subyacen a estas figuras convencionales.1202 
Esta posibilidad ha sido admitida por la jurisprudencia tal y como señala BARRERA 
BARBERÁ que advierte que mediante estos convenios los Ayuntamientos pueden anticipar 
las cesiones de terrenos para dotaciones públicas o conseguir un porcentaje de cesiones mayor 
que el aplicable al resto del suelo urbanizable.1203 Ahora bien lo que no es conforme a 
derecho es que la Administración Pública atribuya en un convenio urbanístico la condición de 
                                                                                                                                                                       
compran el terreno cuando está clasificado como rústico (o, en todo caso, con un escaso 
aprovechamiento urbanístico) y lo explotan como urbano.”HUERGO LORA, A.: Los convenios 
urbanísticos, Civitas, op. cit., pág. 88.  
 
1201
 Cuando se trate de suelo rústico incluido en área de reparto a los tres sistemas anteriores se 
suman los de cesión obligatoria derivada de su inclusión o adscripción en un área de reparto y en el 
correspondiente polígono y la ocupación directa.  
 
1202
 BAÑO LEÓN, Derecho Urbanístico Común, op. cit., pág. 150. En relación a la 
responsabilidad contractual derivada del incumplimiento de convenios por la Administración 
HUERGO LORA resume las posibilidades existentes: “ninguna responsabilidad cuando la causa del 
incumplimiento no le sea imputable, responsabilidad por culpa in contrahendo cuando esta causa le 
fuere conocida (o debiera conocerla) en el momento de la celebración del contrato y aplicación de las 
reglas sobre el ius variandi si el apartamiento del convenio está correctamente justificado en 
exigencias de los intereses públicos.”HUERGO LORA, A.: Los convenios urbanísticos, op. cit., pág. 
205. Cfr., la STS de 20 de febrero de 2012, Roj: STS 2285/2012 en la cual se confirma la 
indemnización fijada al carecer de virtualidad el convenio urbanístico ya que no existe posibilidad 
legal de imponer al Ayuntamiento el deber de aprobar un plan de acuerdo al citado convenio.  
 
1203
 BARRERA BARBERÁ, La ordenación jurídica del suelo  no urbanizable, op.cit., pág. 92. 
Este autor sostiene que sólo es ineficaz el pacto mediante el cual la Administración se comprometa a 
efectuar una reclasificación ilegal de suelo no urbanizable. BARRERA BARBERÁ, La ordenación 
jurídica del suelo  no urbanizable, op.cit., pág. 94. De haberse materializado dicho pacto en la 
revisión del planeamiento desde nuestro punto de vista el plan es nulo de pleno derecho. 
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suelo urbano a terrenos que reúnen los requisitos de suelo rústico tal y como destaca la STS 
de 3 de febrero de 2003, Roj: STS 616/2003. 
 
Por lo que hace a la segunda cuestión la LOUGA/2002 no sólo respeta las 
determinaciones básicas estatales sino que es plenamente conforme con la doctrina del 
Tribunal Supremo ya que recoge las siguientes reglas: indisponibilidad de la potestad de 
planeamiento con especial referencia al régimen urbanístico del suelo lo que se puede aplicar 
sin mayor problema a la clasificación del suelo rústico y del suelo de núcleo rural; publicidad 
y transparencia y sumisión a la jurisdicción contencioso-administrativa.1204  
 
En suma, y siguiendo a BUSTILLO BOLADO y a CUERNO LLATA1205, podemos 
concluir que los convenios urbanísticos gallegos presentan una naturaleza jurídica bilateral ya 
que son un instrumento para alcanzar la satisfacción de los intereses generales y entran dentro 
del margen de discrecionalidad de la potestad planificadora. Ahora bien téngase en cuenta 
que el referido margen de discrecionalidad sólo puede operar en el suelo rústico común pero 
no en el suelo rústico de especial protección y en el suelo de núcleo rural.1206 
 
                                                 
 
1204
 En relación a las normas estatales básicas (LS/2007 y TRLS/2008) BAÑO LEÓN observa 
que “si no se puede transigir sobre el planeamiento no existe contenido obligacional en el convenio”. 
Destaca además el particular tendrá derecho a indemnización si cumplió su prestación derivada del 
cobro indebido de la Administración pero ésta no puede exigir al particular el cumplimiento de lo 
pactado aunque se hubiese modificado el planeamiento. BAÑO LEÓN, Derecho Urbanístico Común, 
op. cit., pág. 151. 
 
1205
 BUSTILLO BOLADO, R.O., y CUERNO LLATA, Los convenios urbanísticos entre 
Administraciones Locales y los particulares, op. cit., págs. 86-87. 
 
1206
 En relación a la vinculación de los convenios firmados por los Ayuntamientos respecto a la 
aprobación definitiva por la Comunidad Autónoma, cfr., FONSECA FERRANDIS, F. E., “Los 
convenios urbanísticos en la jurisprudencia del Tribunal Supremo”,  RDUMA, núm. 159, págs. 107-
118.  
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CAPÍTULO DÉCIMO: EL DERECHO URBANÍSTICO Y LA 
ORDENACIÓN DEL TERRITORIO EN PORTUGAL 
 




1.- Aproximación al contenido del Derecho Urbanístico portugués. Principales 
características en relación al régimen jurídico del suelo 
 
 
En Portugal existe una opinión generalizada entre la doctrina y la jurisprudencia 
respecto a la naturaleza jurídica del urbanismo. En este sentido, se configura el Derecho 
urbanístico como una rama del Derecho administrativo diferenciada de la ordenación del 
territorio1207 y del Derecho del medio ambiente, que se caracteriza por una adaptación a la 
realidad urbanística de las normas administrativas, a las que, en múltiples ocasiones, modula 
y rectifica, como destaca CORREIA, para quien, son notas distintivas las de su complejidad 
en materia de fuentes, su inestabilidad y su carácter discriminatorio1208.  
 
Sin embargo, su contenido se desmarca del contenido propio de otros ordenamientos 
nacionales. Así, resulta habitual considerar que el objeto del Derecho urbanístico es la 
ocupación, transformación y uso del suelo, los instrumentos de gestión territorial, el Derecho 
                                                 
1207
 Para una visión de carácter interdisciplinar cfr. PEREIRA M., ”Desafios contemporâneos do 
ordenamento do território: para uma governabilidade inteligente do(s) território(s)”,  Departamento de 
prospectiva e planeamento e relações internacionais, volumen 16, 2009, Faculdade de Ciências 
Sociais e Humanas, Universidade Nova de Lisboa, www.dpp.pt.  En el ámbito específico del régimen 
del suelo esta autora propone las siguientes directrices para las políticas urbanas: la reestructuración y 
calificación de la ciudad fragmentada, la regeneración/revitalización de la ciudad consolidada y la 
contención de la ciudad emergente. Una excepción a este planteamiento la representa CASALTA 
NAVAIS para quien el Derecho urbanístico se integra por el Derecho de ordenación del territorio, el 
Derecho de los suelos y el Derecho de la construcción. CASALTA NAVAIS J., ”Noçao e Ámbito do 
Direito do Património Cultural”, RCDOUA, año II, 2000, pág. 26. Por su parte OLIVEIRA es 
partidaria de un criterio mixto según el cual deben combinarse los objetivos perseguidos, la eficacia 
jurídica de los instrumentos correspondientes y el contenido. OLIVEIRA, F. P., Portugal: Território e 
Ordenamento, Almedina, Coimbra, 2009, págs. 39-40.  
 
1208
 Cfr. CORREIA, F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Vol. I, Almedina, Coimbra, 4ª 
edición, 2008, pág. 69. Para un estudio detallado de las diversas teorías al respecto, cfr.  CORREIA, 
F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Vol. I, op.cit., págs. 72-114. 
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y la política de suelos, los sistemas e instrumentos de ejecución de los planes y del derecho 
administrativo de la construcción.1209 Por otra parte, de forma progresiva, cobra fuerza la idea 
de que se puede hablar de un Derecho urbanístico general y de un Derecho urbanístico 
especial tal y como señala CORREIA.1210 Sin entrar a valorar todo el ámbito material de la 
disciplina referida, por exceder del objeto del presente trabajo, es preciso resaltar sus 
características más significativas en lo relativo al régimen del suelo.  
 
La primera impresión que se obtiene del estudio del ordenamiento jurídico urbanístico 
portugués es la carencia de una ley de suelo en la que, a modo de ley omnicomprensiva y a 
semejanza de un código de urbanismo1211, se regule de forma coherente y estructurada los 
principios generales del urbanismo, considerado como una función pública, así como las 
principales técnicas urbanísticas. Es cierto, como se comentará al estudiar las diversas fuentes 
del Derecho urbanístico actualmente en vigor, que existe una “ley de suelos” pero su finalidad 
primordial es solamente regular las diversas medidas de intervención administrativa en el 
mercado del suelo. 
 
Por otra parte, el ordenamiento portugués no regula un estatuto básico de los 
propietarios del suelo ni tampoco diversos estatutos para los propietarios de cada una de las 
dos categorías de suelo lo cual plantea serios problemas desde el momento en que equipara el 
suelo urbanizable con el suelo urbano. Obsérvese  que la norma portuguesa no se sitúa en el 
mismo plano que el actual TRLS/2008, a propósito de las situaciones básicas de suelo. En 
este sentido, no contiene un catálogo ni define los derechos y los deberes de los 
particulares1212, fundamentalmente en lo relativo a la urbanización y al derecho de edificar, es 
                                                 
1209
 Cfr. BARROS MENDES J., ”Direito do Urbanismo o de Ambiente”, en MARQUES 
CEBOLA C., BARROS MENDES J., CAETANO FERRAO M. y ALMEIDA S., (Coord.), Quid 
Iuris, Lisboa, 2010, pág. 10. Obsérvese que quedan al margen, entre otros, aspectos esenciales como el 
régimen de infracciones y sanciones y que se incluye el Derecho de la construcción mientras que en 
España no sucede lo mismo. 
 
1210
 CORREIA, F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Vol. I, op.cit., pág. 66. 
 
1211
 El preámbulo del Decreto-Ley nº 555/1999, de 16 de diciembre, se refiere a una futura 
codificación integral del derecho urbanístico. Al día de la fecha tal Código aún ha sido promulgado. 
Las características que debería reunir un Código de Urbanismo, a juicio de CORREIA, serían las 
siguientes: abarcaría al conjunto de las normas generales excluyéndose las normas locales constituidas 
por las normas de los planes, los reglamentos municipales de urbanización y de edificación y los 
reglamentos municipales relativos a tasas urbanísticas; sólo comprendería las normas legislativas 
quedando fuera las normas reglamentarias y debería realizar una función de síntesis y una función 
prospectiva del derecho urbanístico portugués. Cfr. CORREIA,  F.A., “Os grandes desafíos do 




 Advierte TORRES LANA que las facultades que constituyen el contenido del derecho de 
propiedad, según el art. 8 TRLS/2008, evoca la definición del Código Civil pero dentro del ámbito de 
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decir, no sigue el planteamiento de los tres estatutos fundamentales en relación al suelo: 
ciudadanos, empresarios urbanizadores y propietarios ni tampoco se circunscribe a los 
derechos y deberes de los propietarios en exclusiva.  
 
Pero ello no puede interpretarse en el sentido de que la propiedad inmobiliaria tanto en 
el suelo rural como en el suelo urbano no sea de carácter estatutario, sino que la referida 
carencia simplemente determina un mayor protagonismo de los planes urbanísticos y una 
discrecionalidad más fuerte del planificador. Asimismo, al igual que sucede en otros 
ordenamientos jurídicos, la reserva de ley del Derecho de propiedad no es absoluta puesto que 
la remisión a los planes, que presentan naturaleza jurídica reglamentaria1213, permite 
completar el estatuto jurídico abstracto de las facultades de aquel derecho con los derechos y 
deberes inherentes a cada parcela de acuerdo con el plan.1214 
 
Además hay que tener en cuenta que la legislación portuguesa no es ajena a la 
desigualdad implícita al ejercicio de la potestad planificadora, no sólo en el momento de 
definir las clases de suelo sino, y sobre todo, cuando se asignan los usos, intensidades y 
tipologías edificatorias. Por ello, se recoge a nivel de principio general la obligación de los 
poderes públicos de conseguir el reparto equitativo de las cargas y de los beneficios, es decir, 
y como señala el Decreto nº 9/2009, de 29 de mayo, se contempla  “la redistribución 
equitativa de los beneficios y las cargas derivadas de la ejecución de un instrumento de 
gestión territorial vinculante para los particulares o de otro instrumento de intervención 
urbanística al que se le atribuya dicho efecto”. Ahora bien, no es menos cierto que el 
ordenamiento portugués diverge en este punto del derecho español por dos razones: primera,  
las técnicas implantadas son de carácter aislado y de difícil aplicación práctica;1215  segunda, 
el art. 137 a) RJIGT/1999 al establecer que uno de los objetivos de la perecuación es la 
                                                                                                                                                                       
la teoría estatutaria. TORRES LANA J.Á., Legislación Estatal del Suelo y Derecho Civil, Thomson-
Aranzadi, Pamplona, 2008, pág. 33. 
 
1213
 Cfr. CORREIA, F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Vol. I, op.cit., págs. 603-643.  
 
1214
 En España esta es una de las hipótesis que contempla BAÑO LEÓN cuando una ley 
autonómica no regula clases de suelo al corresponder a los planes establecer la ordenación para cada 
zona determinada. BAÑO LEÓN J.M., Derecho Urbanístico Común, op.cit., pág.335. 
 
1215
 Concretamente, se contempla la cesión obligatoria y gratuita de parcelas para dotaciones 
públicas y urbanísticas en las operaciones de parcelación (art. 44. RJUE/1999) y de reparcelación al 
amparo del art. 133.c RJIGT/1999, en las urbanizaciones realizadas en asociación entre la 
Administración y los propietarios (art. 14. 2, Decreto nº 15/77, de 18 de febrero), en el ámbito de 
sistemas de ejecución de los planes (art. 122  nº 1 RJIGT/1999) y en el ámbito de los mecanismos de 
perecuación obligatoria (art. 137. c), 139. 7, 141.5, 142. 2 y 3). Asimismo, se contemplan deberes 
similares en el nº 2 del art. 118 RJIGT/1999, según el cual, los particulares tienen el deber de 
concretar y adecuar sus pretensiones a los objetivos y prioridades establecidos en ellos y en el nº 3 del 
mismo precepto, que establece el deber de los particulares de participar en la financiación de la 
ejecución de los sistemas generales de las infraestructuras públicas.  
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 630 
redistribución de las plusvalías atribuidas por el plan a los particulares parece admitir que los 
propietarios tienen derecho a patrimonializar todas las plusvalías generadas por los procesos 
de ordenación del territorio y del urbanismo garantizándose su participación equitativa.1216  
 
Téngase en cuenta, sin embargo, que la legislación portuguesa contempla las 
instituciones urbanísticas de la clasificación y de la calificación del suelo.1217 Estas funciones 
se atribuyen, entre la amplia tipología de planes de ordenación del territorio y de planes 
urbanísticos, a los planes municipales de ordenación del territorio.  
 
En todo caso, si no se establecen estatutos jurídicos diferenciados, ¿cómo se abordan 
la clasificación y la clasificación del suelo? Para responder esta pregunta hay que destacar lo 
siguiente: 
 
• Primero: la clasificación del suelo se realiza de acuerdo con sus características 
biofísicas permitiendo posteriormente definir su distribución mediante los diferentes 
usos. 
 
• Segundo: se reconoce la potestad de clasificación y calificación del suelo con 
carácter discrecional, si bien dentro del marco establecido por la normativa, 
fundamentalmente, el Decreto nº 11/2009, que fija los criterios generales.  
 
• Tercero: en virtud de la calificación se establece el aprovechamiento del suelo en 
función del uso predominante y de las reglas de ocupación, uso y transformación 
prevista para cada categoría o subcategoría de suelo.  
 
• Cuarto: la clasificación tiene en cuenta el destino y la situación actual.1218  
 
                                                 
1216
 También en el RJUE/1999 se exige a los promotores de operaciones urbanísticas con 
impacto relevante, la previsión de áreas destinadas a la implantación de espacios verdes y de 
utilización colectiva, infraestructuras viarias y equipamientos, cesión de algunas de esas áreas para el 
patrimonio municipal y la realización de las correspondientes obras de urbanización, así como  la 
imposición de deberes y tributos, teniendo en cuenta el refuerzo de las infraestructuras generales o la 
compensación de los municipios por las áreas públicas no previstas. Sin embargo, y este es uno de las 
carencias más significativas, no está prevista la cesión de un porcentaje del aprovechamiento 








 Según el art. 4.1 del Decreto nº 11/2009 la clasificación del suelo refleja la elección de la 
planificación física que determina el destino del suelo, basándose en la distinción fundamental entre 
las clases de suelo rústico y suelo urbano. 
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En definitiva, y a modo de conclusión, resulta ilustrativo poner de manifiesto que no 
es el legislador sino que una norma reglamentaria (dictada para definir criterios de actuación 
para los planes urbanísticos) es la norma que define la clasificación y la calificación del suelo. 
Estos criterios son desarrollados por los planes regionales de ordenación del territorio a escala 
regional.  
 
Por último, es preciso advertir que no existe una programación efectiva de la 
ejecución de los planes, con todos los inconvenientes que ello conlleva, y se detecta la 
incapacidad de los instrumentos de la Administración para intervenir en la regulación del 
mercado de suelo para constituir reservas públicas de suelo y para la absorción de las 
plusvalías generadas por la clasificación y la calificación del suelo y por la construcción de 




 2.- Fuentes del derecho urbanístico portugués 
 
 
El estudio de los pilares sobre los que se asienta el edificio normativo urbanístico 
portugués depara sorpresas significativas, porque rompe los moldes habituales de otros 
países. Sin entrar, en estos momentos, en consideraciones de orden social o metajurídico, que 
puedan arrojar luz sobre esta estructura jurídica, es preciso recordar, antes de abordar su 
análisis, varias cuestiones previas relativas al sistema de fuentes del Derecho portugués en el 
cual la cúspide es la CRP (art. 3).1220 
                                                 
 
1219
 En el suelo urbanizado programado la plusvalía se incorpora al propietario con la mera 
delimitación del perímetro urbano y, dado que no existe una efectiva y concreta programación de las 
intervenciones, se produjo en Portugal una inflación del precio del suelo. (Art. 15.2.b LBPOTU/1998 
y art. 72.2.b RJIGT/1999).  
1220
 Sobre la CRP cfr. RODRIGUES CANOTILHO, M., ”El sistema constitucional de 
Portugal”, RDCoE, Instituto Andaluz de Administración Pública, año 7, núm. 14, julio-
diciembre/2010, págs. 117-135. En cuanto al tema que nos ocupa hay que reseñar siguiendo a PÉREZ 
AYALA que la CRP admite la posibilidad de expropiación sin indemnización en determinados 
supuestos (art. 62), lo que constituye una importante excepción, en relación con otros países, en el 
régimen constitucional de la propiedad. PÉREZ AYALA A., ”Tres décadas de evolución 
constitucional en Portugal (1976-2006)”, RDPol, núm. 70, 2007, pág. 76. Por otra parte recuerda 
MIRANDA que la CRP proclama entre los principios fundamentales el de de autonomía de las 
autarquías locales y el de descentralización democrática de la Administración Pública y reconoce a las 
Azores y a Madeira como regiones autónomas dotadas de estatutos jurídicos político administrativos 
propios. Asimismo incluye la autonomía de las autarquías locales y la autonomía 
político/administrativa de las Azores y de Madeira entre los limites materiales de la revisión 
constitucional y declara que la organización democrática del Estado comprende la existencia de 
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En el siguiente escalón, y con un carácter tasado1221 se encuentran las leyes1222, los 
decretos-leyes y los decretos legislativos regionales (art. 112), siendo tales actos normativos 
los instrumentos previstos para la transposición del Derecho de la Unión Europea. Dentro del 
grupo de las leyes se diferencia entre leyes ordinarias y un conjunto de leyes de superior 
valor: las leyes orgánicas, las leyes que exijan una mayoría de dos tercios y las leyes que 
constituyen presupuesto normativo necesario de otras leyes o que deban ser respetadas. 
 
En relación a los Decretos-leyes y conforme al art. 198 y el art. 200 CRP, el Gobierno 
puede dictar tres tipos de Decretos Leyes: en materias reservadas al Parlamento; en materia 
de reserva del Parlamento previa autorización del órgano legislativo mencionado y de 
desarrollo de los principios y bases generales de los regímenes jurídicos contenidos en leyes 
(ejecutivos). El Parlamento podrá someter a control los Decretos-Leyes, cuya competencia 
exclusiva no esté atribuida al Gobierno, en el plazo de los 30 días siguientes a su publicación. 
 
A destacar que las leyes y los Decretos-leyes tienen el mismo rango jerárquico, sin 
perjuicio de la subordinación de los Decretos-leyes dictados previa autorización legislativa o 
Decretos-leyes ejecutivos (art. 112.2). 
 
Por otra parte, los Decretos legislativos regionales pueden regular materias con 
reserva relativa del Parlamento previa autorización de éste (art. 112.4). 
 
¿Cuáles son las materias reservadas al Parlamento? Según el art. 165, son materias de 
reserva legislativa del Parlamento, permitiéndose la autorización al Gobierno de las 
concernientes a las bases del sistema de la protección de la naturaleza, del equilibrio 
ecológico y del patrimonio cultural; los medios y formas de intervención, la expropiación, la 
nacionalización y la privatización de los medios de producción y del suelo por motivos de 
interés público; las bases de la política agrícola, incluyendo la fijación de los límites máximos 
y mínimos de las unidades de explotación y las bases del ordenamiento del territorio y del 
urbanismo. 
                                                                                                                                                                       
autarquías locales. Cfr. MIRANDA J., ” A originalidade e as principais características da Constituição 
portuguesa”, Cuestiones Constitucionales, núm. 16, enero-junio 2007, UNAM, México.  
1221
 Según el art. 112.5 ninguna ley puede crear otras categorías de actos legislativos ni conferir 
a actos de otra naturaleza el poder de interpretar, integrar, modificar, suspender o revocar cualquiera 
de sus preceptos con eficacia externa.  
 
1222
 GOMES CANOTILHO, J.J.: Direito Constitucional e Teoría da Constitución, Almedina, 
Coimbra, 2002, pág. 505, destaca en relación a la responsabilidad del Estado legislador que existen 
leyes urbanísticas de carácter general que sólo impongan cargas a determinados ciudadanos y violen el 
contenido esencial del derecho de propiedad. En estos supuestos el deber de indemnizar se deriva del 
art. 62.2 CRP (indemnización por expropiación) y los deberes del Estado deben concretarse a través 
de una ley. 




En la base de la pirámide normativa destacan los reglamentos. La CRP subraya que 
los reglamentos del Gobierno se denominan decretos reglamentarios tanto en los supuestos de 
reglamentos ejecutivos como en los supuestos de reglamentos independientes. En ambos 
casos, deben especificar la ley que desarrollan o la ley que establece la competencia subjetiva 
y objetiva para su emisión. 
 
Sentado lo anterior, no queda sino enumerar las fuentes materiales del Derecho 
urbanístico en general y del régimen jurídico del suelo en particular, siendo digno de mención 
el protagonismo que el Derecho Urbanístico presenta en la Constitución.  
 
A continuación, se pueden citar  las normas urbanísticas generales, entre las que se 
incluyen, la Ley de Bases de Política de Ordenación del Territorio y del Urbanismo 
(LBPOTU), aprobada por la Ley nº 48/1998, de 11 de agosto, el Decreto Ley n º 794/76 de 5 
de noviembre de suelo (LS), desarrollado por el Decreto Reglamentario nº 11/2009 de 
29/05/2009, el Decreto-Ley nº 46/2009 de 20 de febrero, sobre el Régimen Jurídico de los 
Instrumentos de Gestión Territorial (RJIGT), el Código de las Expropiaciones (CE), aprobado 
por la Ley n.º 168/99, de 18 de septiembre,  y el Decreto-Ley nº 555/99, de 16 de diciembre, 
sobre el Régimen Jurídico de la Urbanización y la Edificación (RJUE).  
 
Asimismo, destacan los regímenes especiales (entre otros, el Régimen de 
establecimientos comerciales regulado por el Decreto-Ley 21/2009, el Régimen de los 
establecimientos deportivos regulado por el Decreto-Ley 317/1997, el régimen de los 
establecimientos de restauración y de bebidas regulado por el Decreto-Ley 234/2007, el 
Régimen de los establecimientos turísticos regulado por el Decreto-Ley 39/2008, el Régimen 
de áreas de génesis ilegal regulado por la Ley 91/1995, el Régimen de Rehabilitación Urbana 
regulado por el Decreto-Ley 104/2004 y el Régimen de proyectos de interés nacional, 
regulado por el Decreto-Ley 285/2007 y por el Decreto-Ley 174/2008). 
 
Por último, existe una serie de normas que establecen servidumbres y restricciones de 
utilidad pública (la Ley 54/2005 de protección de los recursos hídricos, la Ley 107/2001 de 
protección de edificios de interés público, el Decreto-Ley 13/71, 13/94, 276/03 y 268/07 
relativos al dominio público de carreteras, ferroviario y aeroportuario, el Decreto-Ley 196/89 
de la Reserva Agrícola Nacional (RAN) y el Decreto-Ley 166/08, de la Reserva Ecológica 
Nacional (REN). Al examen de los preceptos más significativos de dichas normas, así como 
las relativas al medio ambiente, se dedicarán las siguientes líneas, si bien el estudio más 
detenido se circunscribirá al régimen del suelo, en especial al del suelo rural. 
 
A modo de conclusión final, puede afirmarse que la legislación urbanística en general 
y las normas sobre el régimen jurídico del suelo son de carácter estatal. El protagonismo de la 
planificación, la ejecución urbanística y la disciplina urbanística, entendida esta última en 
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sentido amplio, corresponde a los Municipios (más propiamente a la Asamblea Municipal y a 
la Cámara Municipal.)1223 
 
 
2.1.- La Constitución de 1976 
 
 
Como comenta ARENAS CABELLO,1224 el ordenamiento jurídico-urbanístico 
portugués alcanza su mayoría de edad con la Constitución de 1976. Si dejamos para un 
momento posterior el estudio del art. 62, en el que reconoce el derecho de propiedad1225 (y del 
cual se puede adelantar, en primer lugar, que se caracteriza como un derecho fundamental de 
naturaleza análoga a los derechos, libertades y garantías en los términos del art. 17, y, en 
segundo lugar, que no existe ninguna referencia a la delimitación ex lege de su contenido ni a 
su función social,1226) conviene reflexionar acerca de las principales normas en la materia.  
                                                 
1223
 GOMES CANOTILHO, J.J.: Direito Constitucional e Teoría da Constitución, Almedina, 
Coimbra, 2002, págs. 361-362, destaca que “la autonomía local constitucionalmente garantizada 
incluye a semejanza del régimen autonómico insular un núcleo estable e irresistible fundamentalmente 
reconducible al derecho de existencia, no pudiendo eliminarlas el legislador, aunque dentro de su 
libertad de conformación (por lo menos en cuanto a las parroquias y a los municipios) sea posible la 
creación o la extinción de autarquías locales.” A propósito de la autonomía local la Sentencia nº 
560/1999, proceso nº 299/97, de 19 de octubre de 1999 señala que “la política general de urbanismo y 
de ordenación del territorio son materias de interés nacional y constituyen tareas del Estado por lo que 
la intervención estatal al mismo nivel que la intervención propia de las autarquías locales, no implica 
una violación de la autonomía local al no afectar al núcleo esencial de esta autonomía.”  
 
1224
 ARENAS CABELLO F, J., ”Peculiaridades del derecho portugués. Especial referencia a su 
gestión urbanística.”, RDUMA, núm. 228, pág. 132. Por otra parte, y teniendo en cuenta que el art. 23 
CRP regula el Ombusdman (Provedor de Justiça) como órgano competente para apreciar las quejas de 
los ciudadanos relativas a acciones u omisiones de los poderes públicos susceptibles de afectar sus 
derechos fundamentales resulta conveniente poner de manifiesto la incidencia de las quejas en el 
ámbito urbanístico. Para ello y siguiendo a MARTINHO M., podemos destacar el desglose siguiente: 
obras de edificación (cerca de 40%); utilización indebida de edificios y conservación y rehabilitación 
de edificios (de 10% a 20%). Conservación y rehabilitación de edificios (10%), proyectos de redes 
prediales y de redes públicas  (10%) y patrimonio inmobiliario público y viviendas a precios tasados 
(10%).MARTINHO M.:” Estudos de Direito do ambiente e de Direito do urbanismo. Selecção de 
intervenções no Curso de Pós-graduação de Especialização em Direito do Ambiente, do 
Ordenamento do Território e do Urbanismo” Coordenação de Marcelo Rebelo de Sousa e Carla 
Amado Gomes, Instituto de Ciências Jurídico-Políticas Faculdade de Direito da Universidade de 
Lisboa, www.icjp.pt, pág. 206.  
1225
 Asimismo se reconoce la coexistencia de tres sectores de propiedad de los medios de 
producción: público, privado y cooperativo y social. Este triple reconocimiento al igual que el 
tratamiento de los derechos fundamentales, la organización política y la fiscalización de la 
constitucionalidad ponen de manifiesto el carácter consensual del referido texto constitucional. Cfr. 
MIRANDA J., ” A originalidade e as principais …”, op.cit., pág. 253-280.  
1226
 Se enumeran la requisa y la expropiación forzosa previa habilitación legal sin que se prevea 
el carácter previo del justiprecio. En relación a la figura de los derechos de naturaleza análoga a los 
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En este sentido, existe un nutrido conjunto de preceptos en los que se plasman 
principios urbanísticos de primer orden que en otros países se contienen en textos legales e, 
incluso, reglamentarios. Es esta una nota característica trascendental, que permite efectuar 
una remisión normativa directa, de la norma constitucional a la norma del plan urbanístico 
municipal correspondiente para determinar el estatuto jurídico de una porción del territorio 
sin la previa intermediación de una ley.  
 
Asimismo, se abordan el urbanismo y la ordenación del territorio como dos ámbitos 
distintos, aunque íntimamente conectados entre sí, tal y como se desprende del art. 65.4 que, 
reserva a los instrumentos de planeamiento en el marco de las leyes relativas a la ordenación 
del territorio y al urbanismo, la definición de las reglas de ocupación, uso y transformación de 
los suelos urbanos.1227 
 
Al mismo tiempo, se reconoce el protagonismo preponderante del Estado y la 
vinculación de ambos sectores del ordenamiento con el medio ambiente en sentido amplio, 
desde el momento en que constituye una tarea fundamental del Estado la protección y puesta 
en valor del patrimonio cultural del pueblo portugués, la defensa de la naturaleza y el medio 
ambiente, la preservación de los recursos naturales y la correcta ordenación del territorio (art. 
9.e). Obsérvese que no se ofrece un concepto de los mismos si bien la competencia estatal se 
matiza, inmediatamente, al reconocer la participación de las regiones autónomas y de las 
autarquías locales, que, como se sabe, integran la Administración Local. En este sentido basta 
con una mera lectura de los art. 65. 4 y 165.1 para llegar a tales conclusiones.1228 
 
La Constitución, además, determina los fines y objetivos a los que se debe someter el 
Estado a la hora de aprobar las políticas de ordenación del territorio. Para ello, deberá tener 
en cuenta una serie de pautas generales:  
 
• la correcta localización de la actividades (con evidente incidencia en el urbanismo); 
 
• un desarrollo socioeconómico equilibrado;  
                                                                                                                                                                       
derechos, libertades y garantías cfr. GOMES CANOTILHO, J.J.: Direito Constitucional e Teoría da 
Constitución, op. cit., págs. 404-405. 
 
1227
 Para comprender esta autolimitación a los suelos urbanos- pese a la mayor extensión del 
suelo no urbano- es preciso recordar que el artículo mencionado se titula vivienda y urbanismo. 
 
1228
 El art. 165 contempla una reserva legislativa estatal que incluye no sólo a la ordenación del 
territorio y al urbanismo sino también al sistema de protección de la naturaleza, al equilibrio ecológico 
y al patrimonio cultural (párrafo g). Es esta una nota significativa puesto que las regiones y las 
autarquías locales, dotadas de diferentes potestades normativas, están supeditadas a la ley estatal y al 
plan nacional de ordenación del territorio respecto de las normas y de los planes cuya aprobación les 
corresponda.  
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• la puesta en valor del paisaje1229, así como promover, en colaboración con las 
autarquías locales, la calidad ambiental de las poblaciones y de la vida urbana a 
través de planes arquitectónicos y la protección de las zonas históricas (art. 66. 2 b y 
d).  
 
A mayor abundamiento, el texto constitucional atribuye la condición de propiedad 
pública los recursos naturales de acuerdo con el interés colectivo (art. 80.d).  
 
A todo ello hay que añadir que para la norma fundamental portuguesa, el Derecho 
urbanístico tiene su razón de ser en la vinculación directa con la política de vivienda. En este 
escenario, al configurarse el derecho a la vivienda como un derecho fundamental (art. 65.2), 
el ordenamiento urbanístico debe constituir una garantía para la efectividad de dicho derecho 
fundamental1230, lo que se traduce, según una interpretación reiterada del Tribunal 
Constitucional, en un derecho de naturaleza prestacional.1231 Esta previsión es reforzada por 
la atribución al Estado de la competencia para programar y ejecutar una política de vivienda 
basada en planes de ordenación general del territorio y fundamentada en planes de 
urbanización que garanticen la existencia de una red adecuada de transportes y de 
equipamiento social (art. 65.2).1232 
 
En esta línea, la Constitución portuguesa atribuye al urbanismo el carácter de función 
pública, local y regional, puesto que es obligación de las regiones autónomas y de las 
autarquías locales la definición de las reglas de ocupación, uso y transformación del suelo 
urbano a través de instrumentos de planeamiento dentro del marco de las leyes relativas a la 
ordenación del territorio y al urbanismo así como la realización de expropiaciones de los 
suelos que sean necesarias para la satisfacción de los fines de utilidad pública urbanística (art. 
65. 4). La atribución de competencias urbanísticas, en el ámbito local, no alcanza, sin 
embargo, a las parroquias puesto que como subraya la Sentencia nº 359/2006 del Tribunal 
Constitucional, estas últimas no tienen poderes propios de iniciativa, elaboración y 
                                                 
1229
 La vulneración de la belleza del paisaje natural es una de los motivos que asume la doctrina 
portuguesa para acordar la anulación de licencias urbanísticas. Cfr., por todos el informe del 




 En este sentido se pronuncia BARROS MENDES J.:”Direito do Urbanismo e do 
Ambiente”, coord.  MARQUES CEBOLA C., BARROS MENDES J., CAETANO FERRAO M. y 




 Cfr.  Sentencia del Tribunal Constitucional 130/92, proceso nº 104/90 de 1 de abril de 1992. 
 
1232
 Por ello la ley de suelo debe respetar el texto constitucional, fundamentalmente,  los art. 65 
nº 1 y  nº 4, artículo 66 nº2, a), art. 66 nº 2, e) y artículo 9 d) y e) y art. 62). 
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aprobación en materia de planeamiento urbanístico, correspondiendo dichos poderes a los 
órganos del municipio.1233 En definitiva, esta publicatio urbanística, que, como se sabe, es 
común a los diversos ordenamientos jurídicos para impedir que la libre decisión de los 
particulares pueda configurar la calidad de vida y el uso del suelo, no es sino la aplicación del 
principio constitucional de subsidiariedad  y que se recoge en el art. 6. 
 
El panorama urbanístico se completa con el art. 65.5, en el que se reconoce el derecho 
de los interesados a participar en la elaboración de los instrumentos de planeamiento 
territorial y urbanístico que constituye una concreción, en el ámbito que nos ocupa, del 
derecho de participación previsto en el art. 109.1234 El derecho de participación se configura 
como un derecho de aplicación directa, al no estar supeditado a su desarrollo legal, pero no 
ostenta un carácter absoluto puesto que, como advierte la Sentencia del Tribunal 
Constitucional nº 163/2007, existen diversos grados de intensidad lo que, en ocasiones, puede 
propiciar la restricción o la eliminación de la participación (por ej. cuando concurran razones 
de urgencia). Asimismo se constitucionaliza el derecho de petición y la acción pública para 
garantizar la calidad de vida y la preservación del medio ambiente y del patrimonio cultural 
(art. 66.2 d).1235 
 
En última instancia, la Constitución también contempla otras vertientes del suelo. En 
efecto, lo considera como medio de producción, en función de su capacidad productiva 
(agrícola, pecuaria, forestal), teniendo en cuenta la posibilidad de intervención o apropiación 
pública de dichos medios de producción (art. 83) y, además, contiene principios en materia de 
política forestal y agrícola lo que significa que habrá que tener en cuenta intereses no sólo de 
naturaleza económica sino también de cohesión social así como objetivos ambientales.1236 
 
                                                 
1233
 DOS REIS CONDESSO, F.,” Administração pública, direito e urbanismo: as assembleias 
municipais no sistema português de governo local”, Revista electrónica de medio ambiente, Nº 6, 
2009, págs. 1-24 (www.ucm.es/info/iuca/.../27DosReisCondesso.pd..., consultado en setiembre/2012). 
 
1234
 Señala CORREIA que es un derecho de participación en sentido amplio. Por otra parte, 
entiende que el texto constitucional al referirse a los planes territoriales también consagra los 
principios de justa ponderación y de superación de los conflictos derivados de los planes urbanísticos 
puesto que se derivan del concepto de dichos planes. CORREIA, F.A., Manual de Direito do 




 Como advierte GOMES CANOTILHO, J.J., Direito Constitucional e Teoría da 
Constitución, op. cit., págs. 503-504. Se trata de acciones para la defensa de intereses difusos  
debiendo diferenciarse, según la ley nº 83/1995, de 31 de agosto, el derecho procedimental de 
participación popular y el derecho de acción popular. Cfr., la Sentencia de 30 de septiembre de 2009, 
proceso nº 0220/05 en relación a la articulación de dicho derecho.  
 
1236
 Se pueden citar también el artículo 93.2 relativo a la adopción de medidas de reordenación y 
reconversión agraria y de desarrollo forestal de acuerdo con los condicionantes ecológicos y sociales y 
las reglas de la Constitución fiscal previstas en el art. 104.3. 
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                    2.2.- La ley del suelo de 1976 
 
 
La ley de suelo actualmente en vigor1237 se aprobó por el Decreto- ley n º 794/76 de 5 
Noviembre y ha sido objeto de sucesivas modificaciones por el Decreto-ley n º 313/80, de 19 
de agosto, y el Decreto-ley nº 400/84 de 31 de diciembre, y, más recientemente, por el 
Decreto-Ley n º 307/2009, de 23 de de octubre, que aprobó el Régimen Jurídico de la 
Regeneración Urbana (RJRU). En 1995, se aprobó la Ley n º 91/95 de 2 de septiembre, la 
cual contiene un marco jurídico excepcional y transitorio para la reurbanización de las zonas 
urbanas de origen ilegal (AUGI), modificada por la Ley nº 165/99, de 14 de septiembre, por 
la ley 64/2003, de 23 de agosto y por la Ley 10/2008, de 21 de febrero. 
 
Como novedad más destacable, cabe señalar que, la referida Ley de suelo, en 
ejecución del comentado art. 62 CRP, vincula los aspectos del urbanismo y del crecimiento y 
la expansión urbana a la garantía del derecho a la vivienda. En efecto, a diferencia de lo que 
sucedió en otros ordenamientos urbanísticos, en Portugal, el planeamiento no se configuró a 
partir de principios generales relativos al estatuto del régimen del suelo. En el debe de la 
LSP/1976 se encuentra también la ausencia de un concepto de suelo y de sus funciones 
básicas, y no se refiere a la utilización del suelo de conformidad con los principios de 
desarrollo sostenible y de equidad y cohesión territoriales. La ley tampoco regula las clases de 
suelo en ausencia de planeamiento si bien esta situación no es problemática, en la actualidad, 
puesto que todos los municipios están dotados de planes urbanísticos.1238 
 
Sin embargo y más allá de estas consideraciones, es preciso subrayar que si en una 
primera etapa, los planes urbanísticos no tuvieron en cuenta dichos principios, a partir de la 
entrada en vigor de la LBPOTU/1998 y del RJIGT/1999, se comprueba la existencia de un 
cuerpo estructurado de objetivos y de principios generales en materia de utilización del suelo 
lo que implica una vinculación legal de la actividad de planeamiento.  
 
Por eso, no es contradictorio que la ordenación urbanística implantada por la primera 
generación de planes directores municipales de ordenación presentase las siguientes notas 
características:1239- Incremento de la ocupación del litoral.-Abandono y degradación de los 
                                                 
1237
 La primera ley del suelo se aprobó mediante la Ley nº 2019, de 22 de junio de 1948. 
 
1238
  Esta situación es completamente diferente a la del ordenamiento urbanístico español. Sin 
embargo, al incluirse el suelo urbanizable en el suelo urbano la hipotética omisión de planes 
urbanísticos en Portugal no resulta tan significativa como en España. 
 
1239
 El Programa Nacional de Ordenación del Territorio identificó estos y otros problemas en 
“24 problemas para el ordenamiento del territorio en Portugal” organizados en seis bloques: recursos 
naturales y gestión de riesgos riscos (1.); desarrollo urbano (2.); transportes, energía y alteraciones 
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centros históricos, desplazándose a la población a periferias sub-equipadas.-Urbanización 
indisciplinada y con tendencia a la dispersión dispersiva con alta densidad poblacional con 
una ampliación sobredimensionada e irrealista de los perímetros urbanos.-Irracional 
ocupación de los suelos con licencias aisladas.-Deficiencias e insuficiencias en las 
infraestructuras urbanas y en los equipamientos y espacios públicos.-Falta de articulación de 
los planes de los municipios limítrofes y de los planes en general. -Realización de 
operaciones urbanísticas ilegales. -Marginalización de extensas áreas rurales y pérdida de sus 
características tradicionales.-Inflexibilidad de gran parte del régimen de conservación de la 
naturaleza al no existir regímenes intermedios. 
 
En este orden de consideraciones la ley portuguesa tampoco contiene un régimen 
unitario en materia de rehabilitación y revitalización urbanas lo que repercute de forma 
negativa en la reclasificación de suelo como urbano. En efecto, en muchas ocasiones la 
dirección pública urbanística no se traduce en  una programación planificada lo que da lugar a 
un crecimiento desordenado de la expansión urbana a lo que hay que añadir que el legislador 
sólo regula de forma aproximada algunas técnicas de intervención en el mercado del suelo (se 
ocupa de la adquisición de suelo por la Administración, el control de su utilización1240 y 
algunas restricciones en materia de edificaciones contemplando la declaración de áreas 
críticas de recuperación y reconversión urbanísticas.)  
 
Respecto de los mecanismos de intervención de la Administración Pública en los 
suelos urbanos, el legislador diseña los siguientes objetivos: combatir al especulación de los 
predios a través del estímulo al aumento de la oferta del suelo por los particulares; promover 
operaciones de rehabilitación y revitalización urbanas; contener la expansión urbanística; 
constituir mercados o patrimonios públicos del suelo así como garantizar la participación de 
los particulares en los procesos de transformación urbanística y de rehabilitación y 
regeneración urbanas en condiciones de concurrencia, transparencia y publicidad. Para ello, 
incluso, regula varias técnicas urbanísticas de intervención en el mercado de suelo tales como 
las zonas de defensa y control urbanos (arts. 14 y 15), medidas preventivas que pueden 
desembocar en el ejercicio de la expropiación forzosa (art. 3 en relación con los arts. 47 a 51) 
y la asociación de la Administración con los propietarios y el derecho de superficie. 
 
En definitiva, y a modo de conclusión, se puede afirmar que la ley está absolutamente 
desactualizada, puesto que fue dictada en un momento histórico determinado con la finalidad 
de garantizar el derecho a la vivienda a amplias capas de la sociedad por lo que no da 
soluciones a problemas urbanísticos actuales tales como la dispersión, la urbanización y 
                                                                                                                                                                       
climáticas (3.); competitividad de los territorios (4.); infraestructuras y servicios colectivos (5.); y  
cultura cívica, planeamiento y gestión territorial (6.). 
 
1240
 El art. 1 exige la intervención administrativa en el uso del suelo. 
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edificación de bolsas de suelo dentro de los perímetros urbanos y la rehabilitación urbana 
para evitar la degradación del medio ambiente debida a una expansión indiscriminada de las 
urbanizaciones.1241 A modo de conclusión, la ley que nos ocupa se refiere al derecho y a la 
política de suelos comprendiendo la definición del régimen urbanístico del derecho de 
propiedad privada del suelo y los mecanismos de intervención de la Administración Pública 
en los suelos urbanos.  
 
 
2.3.- La ley de bases de política de ordenación territorial y de urbanismo de 1998 
 
 
Los fines y los principios generales de la ordenación del territorio y del urbanismo se 
plasman en la LBPTOTU/1998, si bien lo hace de forma conjunta, ya que  no distingue entre 
ambos sectores del ordenamiento jurídico. Pero esta confusión legislativa no supone 
considerar a la ordenación del territorio y al urbanismo como una misma disciplina puesto 
que en Portugal, al igual que en otros Estados, la ordenación del territorio se caracteriza por 
una mayor amplitud de fines tal y como destaca la Carta Europea de Ordenación del 
Territorio de 20 de mayo de 1983. En cambio, si definimos el Derecho urbanístico como el 
Derecho relativo al control y ejecución de las normas relativas a la ocupación, uso y 
transformación del suelo, resultaría que el desarrollo armónico de las regiones de un país no 
es uno de los objetivos del Derecho del urbanismo lo cual no se compadece con la relevancia 
del suelo rural tal y como se puso de manifiesto en el epígrafe relativo a los factores sociales, 
económicos y territoriales.1242  
 
Por tanto, y dada la condición de norma híbrida de la ley de bases mencionada, es 
coherente que la ocupación, la utilización, y la transformación del suelo se lleven a cabo 
según el régimen del suelo definido en los instrumentos de planeamiento (art 14. 
LBPOTU/1998)1243. En cualquier caso, ¿cuáles de entre los fines y principios generales 
enumerados en los arts. 3, 5 y 6 de la ley son de aplicación al suelo rural? Desde mi punto de 
vista, serían los de aprovechamiento racional de los recursos naturales, desarrollo sostenible, 
                                                 
1241
 Tampoco resultan operativas técnicas urbanísticas diseñadas para municipios sin planes 
urbanísticos como las restricciones de utilización de edificios para actividades comerciales o 
industriales y profesiones liberales y a las zonas de de defensa y control urbanos. Por otra parte, el 
Fondo Municipal de Urbanización se entiende derogado por la ley nº 1/1979, de 2 de enero, lo que 
significa que la financiación correrá a cargo de los presupuestos municipales. 
 
1242
 Cfr. el art. 66.2. b) CRP.  
 
1243
 La LBPOTU/1998 está inspirada en el Esquema de desarrollo del espacio comunitario y 
asume una visión global de la coherencia territorial de las políticas y de la proyección de estas en el 
espacio. 
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defensa y valorización del patrimonio cultural y natural, salvaguarda y valorización de las 
potencialidades del espacio rural, responsabilidad, preservación y defensa de los suelos con 
aptitud natural o con aprovechamientos para actividades agrícolas, pecuarias o forestales, 
recuperación y reconversión de áreas degradadas y salvaguardia de los valores naturales 
esenciales.1244 
 
Por último, repárese que esta norma introduce las clases y las categorías de suelo 




                    2.4.- El régimen jurídico de los instrumentos de gestión territorial de 1999 
 
 
Según señala la Exposición de Motivos del RJIGT/1999, y de forma resumida, se 
puede destacar que su finalidad es la definición del régimen de coordinación de los ámbitos 
nacional, regional y municipal del sistema de gestión territorial, así como el establecimiento 
del régimen general del uso del suelo y el régimen de elaboración, aprobación, ejecución y 
evaluación de los referidos instrumentos de gestión territorial. Sin embargo, el RJIGT/1999 
no está coordinado con el régimen jurídico del suelo. En este sentido, se advierten problemas 
sobre todo en materia de instrumentos de ejecución de los planes. Al comentario de sus 
normas más significativas se dedicarán algunos de los siguientes epígrafes. 
 
 
                    2.5.-  El régimen jurídico de la urbanización y de la edificación de 1999 
 
 
El ordenamiento jurídico portugués diferencia con nitidez las operaciones 
urbanizadoras de las operaciones edificatorias. Buena prueba de ello es la existencia del 
Decreto- Ley nº 555/99, de 16 de Diciembre, (RJUE) que se desarrolla por reglamentos 
municipales ad hoc pero, pese a lo anterior, no guarda relación con la LSP/1976. En efecto,  
se advierten discrepancias  en los ámbitos que excedan el control procedimental previo de las 
operaciones urbanísticas, y también en las cesiones y compensaciones realizadas en las 
operaciones de parcelación. Asimismo es significativo que en materia de infracciones 
                                                 
1244
 También podrían traerse a colación la integración paisajística de las edificaciones aisladas y 
la obligación de conservar el suelo libre de contaminación y protegido contra la erosión. 
 
1245
 Se pueden mencionar también la contractualización del urbanismo (art. 5 A), el derecho de 
información (art. 12), las garantías de los propietarios (art. 13) y la obligación de ejecución de los 
planes mediante la política de suelos (art. 16). 
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urbanísticas el texto citado debe ser integrado por las disposiciones contenidas en el Decreto-
Ley nº 433/82, de 27 de octubre que contiene el Régimen de las infracciones.  
 
 
2.6.-  El Código de Expropiaciones de 1999 
 
 
La normativa portuguesa hace reiteradas alusiones a la expropiación forzosa. Sin 
embargo, no se trata de una institución de perfiles bien definidos. Así, para empezar, se puede 
hablar de dos tipos de expropiación. De un lado, la expropiación clásica, que incluye la 
expropiación urbanística, y que, como señala OLIVEIRA1246 supone la privación o la 
sustracción de un derecho o su apropiación por un sujeto diferente para la realización de un 
fin público, también denominada expropiación accesoria a los planes, y, de otro lado, la 
“expropiación de sacrificio”, en la cual la actuación de las entidades públicas no suponen la 
privación y la apropiación pero existen limitaciones en el derecho de propiedad que dan lugar 
a indemnización. En el ámbito del régimen del suelo pertenecen a esta categoría las 
expropiaciones de los planes urbanísticos contempladas en el art. 143 RJIGT/1999.  
 
Ahora bien, la expropiación forzosa no es un instrumento habitual en el ámbito 
urbanístico.1247 Esta afirmación se basa en que el legislador determina el carácter subsidiario 
de las indemnizaciones derivadas de las restricciones de los planes al exigir que, en primer 
término, se lleve a cabo la equidistribución y sólo cuando no sea posible la aplicación de los 
mecanismos de equidistribución deberá la Administración proceder a la fijación de 
indemnizaciones. Estas indemnizaciones se establecen para dos supuestos distintos: para las 
restricciones singulares de las posibilidades objetivas de aprovechamiento de suelos 
jurídicamente consolidadas y para las restricciones singulares de las posibilidades objetivas 
de aprovechamiento de suelo preexistentes. Por ello, para OLIVEIRA1248 en las primeras se 
incluyen los daños derivados de los planes urbanísticos que suponen una prohibición o una 
grave limitación a la utilización que el propietario venía disfrutando, de forma habitual, en su 
                                                 
1246
 OLIVEIRA, F.P.,  Direito…, op. cit., págs., 107-108. Esta misma profesora en Vínculos 
urbanísticos e indemnizaçao: Com quantas Cartas se faz um Barallo, en la obra colectiva coordinada 
por OLIVEIRA F.P: Direito do Urbanismo e do Ordenamento do Territorio-Estudos, Almedina, 
Coimbra, 2012, pág. 78, concluye que existe una pluralidad de regímenes jurídicos que no establecen 




 Según el Tribunal Supremo Administrativo de Portugal, en relación con la expropiación 
forzosa de suelos agrícolas para la implantación de usos mineros la presunción de legalidad de los 
actos administrativos se extiende a los presupuestos de hecho. Cfr., la Sentencia de 23 de mayo de 
1985, proceso nº 017634. 
 
1248
 OLIVEIRA, F.P., Direito…, op. cit., págs. 108-109.  
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terreno como sería el supuesto de una actividad agrícola en un área que acredite especiales 
aptitudes. 
 
Por último, y sin perjuicio de lo que se analizará en el epígrafe relativo a la valoración 
del suelo rural, es interesante avanzar que en las expropiaciones de los planes urbanísticos, el 
valor de la indemnización, corresponde a la diferencia entre el valor del suelo antes y después 
de las restricciones provocadas por los instrumentos de gestión territorial y se calcula de 
conformidad con las reglas establecidas en el Código de Expropiaciones. Estas reglas se 
contienen en el art. 26 (expropiaciones de suelos aptos para la construcción)1249, en el art. 27 
(expropiaciones de suelo aptos para otros fines, en el que se incluye el suelo rural), en el art. 
28 (expropiaciones de edificios o construcciones) y en el art. 31 (indemnizaciones por cese de 
la actividad agrícola). 
 
 
2.7.- La reforma de la legislación de suelo 
 
 
El panorama normativo parcialmente esbozado traslada una sensación de complejidad 
y de inseguridad jurídica. Esta es una de las principales razones que determinaron la puesta en 
marcha, en el año 2007, de un proceso que culminará con la aprobación de una nueva ley del 
suelo. En el momento de redactar estas líneas los trabajos se encuentran en una fase 
preparatoria que no ha cristalizado en un proyecto presentado en la Asamblea Nacional, si 
bien las líneas maestras del proyecto obedecen a una serie de reglas generales de las que se 
desprende una significativa influencia de la legislación estatal de suelo española aprobada por 
el Real Decreto Legislativo 1/2008. En la medida en que esta norma vea la luz con dichas 
premisas se podría iniciar un progresivo acercamiento de ambas legislaciones, siempre y 
cuando, la legislación gallega, por lo que hace a la Eurorregión Galicia-Norte de Portugal, 
participe de los mismos principios rectores.  Los principios más significativos son los que 
siguen a continuación: 
 
a.- Se regula, de forma específica, el estatuto jurídico del suelo. Se diferencia entre los 
derechos y deberes de los ciudadanos en general y los deberes del Estado y otros organismos 
públicos en relación con ellos y, por otro lado, los derechos y obligaciones de los propietarios 
                                                 
1249
 Para la Sentencia del Tribunal de apelación de Coimbra de 28 de noviembre de 2006, 
proceso nº 695/04TBGRD.C1 se considera como tal aquel terreno afectado por una servidumbre non 
aedificandi constituida para la realización de la infraestructura que legitima la expropiación.  
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del suelo. Se tiene en cuenta el estado del suelo, ya que la definición de derechos y deberes de 
los propietarios depende de la clase y categoría del suelo de que se trate.1250  
 
b.- Se establecen diversas categorías de suelo: suelo rústico, suelo no programado, 
suelo programado (o con urbanización programada) y suelo urbanizado (con infraestructuras 
o ya edificado). Con respecto al suelo dedicado a los procesos urbanos, el grado de los 
derechos (y deberes) depende del nivel de infraestructura del territorio. La valoración del 
suelo rústico se efectúa a partir de la renta potencial. 
 
c.- Se recoge la adquisición gradual de los derechos en relación con los distintos tipos 
de suelo en función del cumplimiento de los respectivos deberes. Por lo tanto, los dueños del 
suelo no programado tienen el derecho de obtener la programación si se verifican las 
condiciones generales (que se definen en la Ley del Suelo) y especiales (establecidas por los 
municipios en sus propios planes directores municipales). Si este programa no es aprobado el 
suelo permanece asignado a un "uso natural". Con la aprobación del programa, el suelo 
adquiere un nuevo status, vinculado con un conjunto de derechos y de deberes, incluyendo la 
infraestructura del territorio, sin que su propietario adquiera el ius aedificandi. La 
programación es temporal, lo que implica que, si no se cumplen los plazos que figuran en él 
(y la programación en sí tiene un plazo establecido en la Ley del suelo), pueden caducar los 
derechos inherentes al conjunto de suelo, y devolver este a la "etapa anterior" (en suelo no 
programado). En cualquier caso, se admite, cuando el interés público así lo requiere, la 
posibilidad de ejecución coercitiva de los deberes asociados al suelo programado (de 
urbanización programada). La consolidación de los derechos de los propietarios de cada 
categoría de suelo, incluyendo a los efectos de la expropiación, tanto clásica como 
urbanística, depende del cumplimiento de los respectivos deberes. 
 
  
2.8.- Regímenes jurídicos especiales   
 
 
La enumeración de las fuentes del Derecho urbanístico efectuada con anterioridad 
quedaría incompleta si no tuviésemos presente, por un lado,  la vasta red de normas 
sectoriales que regulan las servidumbres administrativas y las restricciones de utilidad pública 
                                                 
1250
 Después del tratamiento del estatuto general de los ciudadanos en relación con el suelo 
(derechos, deberes y obligaciones de los ciudadanos en relación con el suelo público), se regulan los 
derechos y deberes de los propietarios de suelo rústico, de suelo no programado, de suelo programado 
(o con urbanización planificada) y del suelo urbanizado. Para cada una de estas categorías se 
identifican también los deberes que deben cumplir las entidades públicas. 
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y, por otro, las normas que instauran regímenes jurídicos especiales relativos al uso, 
ocupación y transformación del suelo. Todas estas normas funcionan como normas de 
aplicación directa y como límite (condicionante) a la planificación urbanística1251, si bien, en 
múltiples ocasiones, recurren a la técnica de los conceptos jurídicos indeterminados.1252 En 
algunas de estas normas se establecen preceptos de aplicación al suelo rural, tales como la 
exigencia de edificaciones de carácter aislado, la adaptación y armonización con el ambiente 
rural y el entorno natural (tipologías), la altura máxima de las edificaciones y la limitación de 
edificaciones próximas a carreteras, vías pecuarias u otros bienes de dominio público.  
 
Por último, sirva, a título de mero ejemplo, los sectores que deben ser tenidos en 
cuenta por el planificador urbanístico del suelo:  Reserva Agrícola Nacional (RAN); Reserva 
Ecológica Nacional (REN);  Recursos hídricos, lecho y márgenes de corrientes de agua ; 
Zonas inundables;  Albuferas y zonas de protección;  Parque natural1253;  Red natura 2000;  
Perímetros forestales;  Árboles de interés público;  Canteras;  Área de reserva de recursos 
geológicos;  Patrimonio cultural clasificado y en vía de clasificación;  Red de carreteras; Red 
ferroviaria; Líneas de alta tensión; Servidumbres radioeléctricas; Infraestructuras básicas; 
Aeródromos; Equipamientos escolares; Instalaciones militares; Instalación y almacenamiento 
de productos explosivos; Campos de tiro; Puestos de vigía; Áreas forestales afectadas por 








                                                 
1251
 El art. 3 Decreto nº 11/09 también se refiere a las áreas comprendidas en restricciones y 
servidumbres de utilidad pública.  
 
1252
 La jurisprudencia portuguesa acepta el control de los conceptos jurídicos indeterminados. 




 Subraya la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 14 de julio de 2008, proceso 
nº 029319, que la inclusión de un terreno en un parque natural efectuada a través de decreto 
reglamentario no es un acto administrativo, pese a que se individualiza el terreno en cuestión, sino que 
presenta vocación normativa al resolver situaciones objetivas, ser susceptibles de una aplicación 
continua en el tiempo y no identificar a los destinatarios específicos.  Por otra parte indica la Sentencia 
del Tribunal de apelación de Coimbra de 8 de marzo de 2006, proceso nº 3931/05 que un terreno 
incluido en un parque nacional integrado en una zona calificada administrativamente como paisaje 
protegida debe ser clasificado como suelo apto para otros fines siempre que no se contemple la 
prohibición absoluta de edificación.  
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3.- El derecho de propiedad.  
 
3.1.- La problemática del ius aedificandi 
 
 
Antes de estudiar el contenido artificial del derecho de propiedad es preciso resolver 
dos cuestiones del máximo interés: la primera, se refiere al grado de reconocimiento del 
derecho de propiedad1254 y la segunda, a la definición del derecho de propiedad urbana, es 
decir, a la relación ley-plan urbanístico en relación a la función limitativa o a la función 
delimitadora de las facultades de los propietarios de los planes urbanísticos y a la 
consecuencia derivada de los derechos adquiridos por los propietarios de suelo.1255 
 
Comenzando por la primera pregunta, hay que señalar que el ordenamiento portugués 
reconoce el derecho de propiedad privada en términos, sustancialmente idénticos, a los de 
otros ordenamientos jurídicos si bien, en palabras de CORREIA1256, “el derecho de propiedad 
garantizado por la Constitución comprende cualquier derecho individual de valor 
patrimonial”. Como ya se señaló supra, la norma a comentar es el art. 62.1 CRP, que debe ser 
interpretada, a juicio de CORREIA1257, como una norma comprensiva de la garantía 
individual o subjetiva y de la garantía institucional u objetiva. Esta es, por otra parte, la 
doctrina que sigue el doctrina del Tribunal Constitucional cuya sentencia más significativa es 
la  Sentencia nº 421/2009, que reitera la doctrina contenida en las Sentencias nº 44/99, 
                                                 
1254
 En relación al contenido natural del derecho de propiedad es conveniente tener en cuenta, 
entre otras, la Sentencia de 6 de septiembre de 2011, proceso nº 111/09, en la cual el Alto Tribunal 
portugués sienta la doctrina de que el derecho al paisaje no forma parte del estatuto real del derecho de 
propiedad porque no se integra en la libertad de usar, disfrutar o disponer al ser un derecho que 
pertenece a todos los ciudadanos independientemente de ser o no propietarios de un terreno 
determinado y porque no es un derecho real sino un derecho personal. Por otra parte es muy expresiva 
la Sentencia del Tribunal Administrativo Central Sur de 30 de noviembre de 2010, proceso nº 
04310/10 según la cual “para que un terreno sea calificado como apto para la construcción resulta 
necesario que pueda ser objetivamente destinado a la construcción urbana porque no incumbe a los 





 La jurisprudencia portuguesa sostiene que los intereses públicos urbanísticos deben 
prevalecer sobre las expectativas individuales que todavía no han alcanzado el grado de los derechos 
adquiridos. Cfr., por todas la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 2 de marzo de 2005, 
proceso nº 01272/02. Esta postura es similar a la defendida por el TS español porque la 
materialización de aprovechamientos urbanísticos es el requisito esencial para acordar una 
indemnización por ejercicio del ius variandi. Cfr., entre otras, la STS de 15 de enero de 2010, LA 
LEY 587/2010.  
 
1256
 CORREIA, F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Vol. I, op.cit., pág. 837. 
 
1257
 CORREIA, F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Vol. I, op.cit., pág. 800. 
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329/99; 205/2000; 263/2000; 425/2000; 187/2001; 57/2001; 391/2002; 139/2004 y 159/2007. 
La tesis de la que parte el máximo intérprete de la Constitución es que la propiedad constituye 
un presupuesto de la autonomía de las personas si bien distingue entre el concepto civilístico 
de propiedad y el concepto constitucional ya que  la garantía constitucional protege los 
derechos patrimoniales privados y no los derechos reales tutelados por la ley civil. Por otra 
parte, esta doble naturaleza de la garantía presenta una dimensión institucional objetiva y una 
dimensión de derecho subjetivo lo que implica que al ámbito subjetivo pertenece el derecho a 
no ser privado de la propiedad sino mediante el procedimiento adecuado y mediante justa 
compensación.1258  
 
En este contexto, hay que remitirse a las palabras de CORREIA1259, para quien “el 
legislador portugués define formas especiales de propiedad como el suelo rural, el suelo 
urbano,.. “Esto es posible porque la Constitución permite diferenciar entre distintos tipos de 
estatutos de suelo: urbano, urbanizable y rural si bien no existen estatutos jurídicos 
diferenciados para los propietarios de suelo en sus diversas categorías, para los ciudadanos ni 
para los agentes urbanizadores o promotores urbanísticos en general. 
 
Otro aspecto que debemos abordar es el relativo al contenido esencial del derecho de 
propiedad1260 y la implantación de la teoría estatutaria. La Constitución portuguesa, a 
                                                 
1258
 En el derecho portugués la expropiación forzosa también se configura como una garantía 
del derecho de propiedad. Así, a título de ejemplo, puede citarse la Sentencia del Tribunal Supremo 
Administrativo de 20 de enero de 2011,  para la cual el hecho de que un plan urbanístico de 
recuperación y de recalificación de zona histórica de interés cultural haya expropiado una parcela en 
la que también se prevé una construcción para vivienda y comercio no legitima que, consumada la 
expropiación, la parte de la parcela no utilizada en la implantación de equipamientos públicos pueda 
ser parcelada y vendida en subasta pública para ser integrada en el comercio privado de la 
construcción. Por su parte, la jurisprudencial parece inclinarse por el carácter constitutivo de las 
licencias. Así, entre otras, la Sentencia del Tribunal Central Administrativo Central de 10 de febrero 
de 2005, proceso nº 00090/04, afirma que el ius aedificandi no es una facultad ínsita en el contenido 
previo y sustancial del derecho de propiedad sino que depende de la compatibilidad de la pretensión 
de construir con los intereses y necesidades públicas legalmente protegidas por lo que el derecho a 
construir en un terreno (condición necesaria es su clasificación como terreno para la construcción) 
sólo es legalmente posible después de la emisión de los títulos correspondientes.  
 
1259
 CORREIA, F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Vol. I, op.cit., pág. 805. Este autor 
destaca, como aspectos particulares de la vinculación social de la propiedad del suelo, los siguientes: 
escasez y la imposibilidad de su producción, ser instrumento indispensable para la satisfacción de las 
necesidades básicas del hombre (suelo agrícola como  instrumento de producción de alimentos), ser 
soporte físico para las realizaciones del hombre, entre las que destacan, la producción agro-forestal,… 
CORREIA, F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Vol. I, op.cit., págs., 816-817. 
 
1260
 Como es conocido la doctrina española está dividida en esta cuestión. Un sector considera 
que el derecho de propiedad puede ser limitado por el interés público que se materializa en la función 
social pero sin desconocer el contenido esencial. Otro sector defiende que la propiedad es un derecho 
de configuración legal. La ley y por su remisión los planes urbanísticos delimitan el contenido del 
derecho de propiedad con el límite del respeto al contenido esencial que se plasma en el vaciamiento 
del derecho o en una carga desproporcionada que suponga la pérdida de la rentabilidad mínima de la 
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diferencia de la española, no recoge, de forma expresa, la función social de la propiedad,  
como parámetro de delimitación de la propiedad de acuerdo con la ley.1261 Sin embargo, 
entiendo en la línea propugnada por CORREIA que la exégesis correcta del texto 
constitucional pasa por  considerar la citada función social, de forma implícita, al referirse el 
art. 61.1 a la iniciativa económica privada de acuerdo con el interés general y art. 88 a la 
apropiación de los medios de producción abandonados por medio de una expropiación-
sanción.  
 
Por otra parte, es preciso indicar que lo anterior no significa que la imposición de 
restricciones a la propiedad se pueda realizar, de forma indiscriminada, ya que rige el  
principio de legalidad, según se desprende del art. 3 al que debe remitirse el art. 62 de la 
Constitución al estar en presencia de un derecho fundamental. Por tanto, sí existe reserva de 
ley aunque el art. 65.3 remita a los instrumentos de planeamiento las reglas relativas al uso, 
ocupación y transformación de los suelos urbanos. Es significativo que incluso el propio 
Código Civil, heredero de la codificación napoleónica, reconozca al propietario en su  art. 
1305, con carácter pleno y exclusivo, los derechos de uso, disfrute y disposición de las cosas 
que le pertenecen dentro de los límites de la ley y con observancia de las restricciones 
impuestas por ésta. 
 
¿Cuál es el estado de la cuestión a propósito del ius aedificandi? La doctrina 
portuguesa, al igual que la española, mantiene dos líneas interpretativas radicalmente 
opuestas: la primera defiende que el ius aedificandi es un componente esencial del derecho de 
propiedad del suelo, mientras que, la segunda, considera que el ius aedificandi es una facultad 
jurídico-pública atribuida por los planes urbanísticos. 
 
Los defensores de la primera teoría, entre los que se pueden citar FREITAS DO 
AMARAL y SANTOS JUSTO1262, se fundamentan en el régimen del Código Civil que 
establece, de una parte, que el propietario dispone, de modo pleno y exclusivo, de los 
derechos de uso, disfrute y disposición de las cosas que le pertenecen dentro de los límites de 
                                                                                                                                                                       
propiedad. Cfr. SERRANO ALBERCA, J.M.: El Derecho de Propiedad, la Expropiación y la 
Valoración del Suelo, op.cit., págs. 73-100. 
 
1261
 En relación a la delimitación de la propiedad en la historia del urbanismo en España hay que 
remitirse a GARCÍA DE ENTERRÍA en  “Actuación pública y actuación privada en el Derecho 
Urbanístico”, REDA, núm. 1, 1974, págs. 79-98. Destaca este insigne profesor que, hasta 1956, las 
clásicas limitaciones de la propiedad se circunscribían a las relaciones de vecindad, a la higiene y 
sanidad municipal y a la seguridad técnica de las construcciones. En el derecho urbanístico portugués 
este estadio en la evolución del derecho de propiedad también se ha superado. 
 
1262
 FREITAS DO AMARAL, D., ”O Urbanismo e o Direito de Propiedade”, Direito do 
Urbanismo, INA, Lisboa, 1999 págs. 319-320 y  SANTOS JUSTO A., Direitos Reais, Coimbra 
Editora, Coimbra, 2007, págs. 223-226. 
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la ley y las restricciones legales (art. 1305)1263 y, por otra parte, la extensión del derecho de 
propiedad al espacio aéreo y al subsuelo  correspondiente a la superficie. También se utiliza 
el argumento relativo a que se disciplina el derecho de superficie como la facultad de ceder a 
otro el derecho a construir sobre el propio terreno.  
 
En este orden de consideraciones, los partidarios de esta tesis también se basan en dos 
argumentos de carácter urbanístico: la concesión tácita de las licencias urbanísticas y al 
carácter tasado de los motivos denegatorios de la licencia urbanística. Sin embargo, y como 
razona CORREIA1264 la licencia o la admisión previa contraria al plan urbanístico es nula y 
en algunos supuestos el Ayuntamiento goza de cierta discrecionalidad para denegar las 
solicitudes de licencias al amparo de la teoría de los conceptos jurídicos indeterminados.1265 
 
En sentido diametralmente opuesto se pronuncia la mayoría de la doctrina y de la 
jurisprudencia. En este sentido, los argumentos que sostienen esta posición son, a juicio de 
CORREIA1266, los siguientes: 
 
a.- La inherencia del ius aedificandi en el contenido esencial del derecho de propiedad 
se trata de un dogma ideológico disconforme con la realidad jurídica.1267 
                                                 
1263
 Como destaca TORRES LANA, al referirse al artículo 348 del Código Civil español, 
homólogo del precepto portugués, el derecho de propiedad era tendencialmente absoluto y con una 
cierta pretensión a ser ilimitado. TORRES LANA, J.Á., Legislación Estatal…, op.cit., pág. 23. 
Observa este autor que el actual TRLS/08 mantiene la situación claudicante del derecho de propiedad, 
no sólo hasta el momento de la edificación sino hasta el momento en que se comprueba que la 
edificación se ajusta al planeamiento urbanístico. TORRES LANA, J.Á., Legislación Estatal…, 
op.cit., pág. 31. 
 
1264
 CORREIA, F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Vol. I, op.cit., págs. 842-846. 
 
1265
 Para la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 15 de enero de 2003, proceso nº 
0302/02,  la denegación de una solicitud de licencia de construcción es insusceptible de violar el 
derecho de propiedad privada garantizado en el artículo 62 de la Constitución y la denegación tácita 
es, por su propia naturaleza, insusceptible de fundamentación. 
 
1266
 CORREIA, F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Vol. I, op.cit., págs. 849-852. 
 
1267
 En la doctrina española existen autores que defienden dicha inherencia en base a la 
Sentencia 61/1997 del Tribunal Constitucional la cual señala que es evidente que la regulación del ius 
aedificandi representa el eje mismo de la manifestación del dominio y es una de las facultades básicas 
que integran la propiedad del suelo. Cfr. CASTELAO RODRÍGUEZ J., “Las licencias urbanísticas, 
declarativas del derecho a edificar”, en VVAA: La práctica del urbanismo. Efectos de la STC 
62/1997, sobre el ordenamiento urbanístico, Abella, Madrid, 1997, pág. 199. Para AGUDO 
GONZÁLEZ la función ecológica de la propiedad supone la transformación del derecho de propiedad 
en un derecho al uso limitado del propio bien de forma que no se lesione el medio ambiente. Esta 
función ecológica no delimitaría el derecho de propiedad sino que constituiría un límite. (AGUDO 
GONZÁLEZ, J., Incidencia de la protección del medio ambiente en los usos del suelo, op.cit., pág. 
431.) Cfr., la Sentencia de 6 de mayo de 2010, proceso nº 0691/09 para la cual el ius aedificandi no 
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b.- La planificación integral del territorio nacional implica la atribución del ius 
aedificandi y no se refiere a las condiciones de su ejercicio. 
 
c.- El principio de reserva del plan a cuyo tenor sólo se puede construir en un terreno 
cuando el plan- que es siempre de iniciativa y responsabilidad pública- le atribuya vocación 
edificatoria al clasificar y calificarlo como suelo urbano y siempre que el proyecto de 
edificación no sea contrario a dicho plan. 
 
d.- Un sistema jurídico basado en la libertad de construcción es contrario al principio 
de igualdad y no permite la equidistribución de cargas y beneficios. 
 
En definitiva y como destaca CORREIA son los planes urbanísticos los que atribuyen 
el ius aedificandi al delimitar los tipos e intensidades de uso del suelo1268. Esta posición es 
asumida por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Así la Sentencia del Tribunal 
Constitucional nº 341/86 señala que, en el derecho de propiedad constitucionalmente 
consagrado, se contiene el poder de disfrute del bien objeto del derecho, pero no se tutela 
expresamente el ius aedificandi, como un elemento necesario y natural del derecho 
fundiario.1269 En análoga dirección, la Sentencia nº 172/2000 del Tribunal Constitucional, 
subraya que el ius aedificandi sólo debe ser considerado entre los valores a tener en cuenta 
cuando la potencialidad edificatoria sea una realidad y no una simple posibilidad abstracta sin 
concretar en un plan urbanístico no en una licencia de parcelación o de construcción. En 
relación al ius aedificandi entiende que no forma parte del núcleo esencial del derecho de 
propiedad.  
                                                                                                                                                                       
integra el núcleo esencial del derecho de propiedad ya que está sujeto al deber de conformación con 




 CORREIA, F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Vol. I, op.cit., pág. 836. La regla 
general es que la prohibición de construir derivada de la naturaleza intrínseca de la propiedad o de su 
especial situación no da derecho a indemnización pero el Estado debe indemnizar cuando esa 
prohibición implica un daño de gravedad e intensidad tal que la convierta en injusta por no 
equipararse a la expropiación.  Cfr., la Sentencia nº 517/1999, proceso nº 61/95, de 22 de septiembre 
de 1999 y  la Sentencia nº 329/1999, proceso nº 492/98, de 2 de junio de 1999. En sentido similar, 
cfr., DE OLIVEIRA, M. E.,”O Direito de Propriedade e o Jus Aedificandi no Direito Português”, 
Revista Jurídica do Urbanismo e do Ambiente, núm. 3, Junho de 1995, Instituto de Direito do 
Urbanismo e do Ambiente, Almedina, Coimbra, págs. 187-197.  
 
1269
 La supresión de las expectativas urbanísticas de la propiedad fundiaria se inicia en España 
con la LS/1956 y supone un cambio de paradigma en relación a la concepción del derecho de 
propiedad y del plan urbanístico. En este sentido, lo pone de manifiesto GARCÍA DE ENTERRÍA, 
que defiende que la clave se encuentra en la calificación del urbanismo como una función pública 
exclusiva lo que supone que el plan no se reduce a limitar las expectativas urbanísticas sino que lleva 
a cabo una atribución positiva que implica un enriquecimiento de los fundos. GARCÍA DE 
ENTERRÍA E., “La Ley del suelo y el futuro del urbanismo”, en Problemas actuales del régimen 
local, Thomson- Civitas, Madrid, 2007, págs. 141-142 
 
Capítulo décimo. El Derecho Urbanístico y… 
 
 651 
También debe traerse a colación la Sentencia nº 544/2001 del Tribunal Constitucional, 
que consideró conforme a la Constitución, el Decreto-Ley que regula el REN que somete a 
determinadas condiciones las operaciones de parcelación, obras de urbanización, construcción 
de edificios, explanaciones, excavaciones y destrucción de capa vegetal, porque aunque se 
entienda que las facultades de urbanizar, parcelar y edificar sean facultades inherentes al 
derecho de propiedad, no se trata de facultades que formen parte, en todo caso, de la esencia 
del derecho de propiedad, tal y como lo garantiza la Constitución. 
 
Por último, y a modo de conclusión, el alto Tribunal portugués mantiene los siguientes 
criterios: primero, y como destaca la Sentencia nº 496/2008, las normas urbanísticas se 
configuran como normas de delimitación o conformación de la propiedad y el derecho a 
construir no es un elemento integrante de la tutela constitucional de la propiedad, sin que las 
normas que supongan una ablación del derecho de propiedad sean competencia exclusiva del 
Parlamento. Segundo, y según la Sentencia nº 14/2009 las diversas facultades integrantes del 
ius aedificandi, al no ser esenciales para la realización del hombre como persona, no tienen 
una naturaleza análoga a los derechos, libertades y garantías. 
 
En términos similares, se pronuncia el Tribunal Supremo Administrativo. Mantiene la 
tesis consistente en que es el instrumento de planeamiento el instrumento que define el 
derecho de construcción (Sentencia de 30 de septiembre de 1997, Proceso nº 35751), siendo 
una facultad legal y el resultado de una concesión jurídico-pública atribuida por los planes 
urbanísticos. (Sentencia de 18 de mayo de 2006, Proceso nº 167/05). También la Sentencia de 
10 de octubre de 2002, proceso nº 0912/02,  dispone que el derecho de construir no se integra 
en el contenido del derecho de iniciativa privada recogido en el art. 61.1 de la Constitución 
sin que exista una conexión entre los dos derechos por el hecho de que el derecho de 
iniciativa privada esté constitucionalmente referido al derecho de propiedad. La iniciativa 
económica privada no tiene por objeto ni garantiza el derecho de construir aquello que sea 
necesario para desarrollar la actividad económica. 
 
Por último, según la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 8 de febrero 
de 2011, Proceso 153/04, la clasificación del suelo como apto para la construcción, prevista 
en el Código de Expropiaciones, no es automática, aunque que concurran los requisitos 
legales, debiendo tenerse en cuenta la ley general  o el Plan Director Municipal (PDM) para 
aquel fin, no pudiendo ser visto el ius aedificandi desde una perspectiva abstracta,  ya que 
depende de la autorización genérica de la ley para considerar la potencialidad efectiva, que 
será efectiva por no tener consagración posible en los planes municipales urbanísticos. La 
reserva, en el PDM, de suelos integrados en el art. 26.12, no impide su tratamiento como 
aptos para la construcción, a efectos expropiatorios (art.25.2). En definitiva, si se entendiese 
que el Código de Expropiaciones se refiere a la potencialidad edificativa desde un punto de 
vista de la localización, infraestructuras, tipos de suelo, topografía,… se podría concluir, de 
forma errónea, que todos los terrenos tendrían dicha aptitud desde que se superan las 
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dificultades técnicas o urbanísticas, siendo un error admitir la aptitud edificatoria para los 
efectos expropiatorios cuando la ley no permite edificar. 
 
En cambio, no existe una opinión mayoritaria sobre el tipo de planes urbanísticos que 
reconocen el derecho a edificar. Es significativa la posición mantenida por OLIVEIRA1270. 
Para esta autora, sólo los planes de detalle están legitimados para cumplir esta función sin que 
se pueda predicar dicha posibilidad de los planes directores municipales aunque se requieren 
actos de gestión urbanística para patrimonializar el mencionado derecho a los efectos de su 





   3.2.- El suelo urbano 
 
 
 A.- Aproximación al concepto de suelo urbano 
 
 
La categoría de suelo rural se define por contraposición a la de suelo urbano. Resulta 
particularmente llamativo que en Portugal no se prevé la categoría autónoma de suelo 
urbanizable ya que éste se considera  o bien, dentro del estatuto de suelo rural, o bien como  
suelo urbano cuando está sometida a programación.1272 Por tanto, se utiliza una clasificación 
binaria del suelo que, ha sido criticada por la doctrina, ya que parece olvidar los suelos 
periurbanos.1273 En relación a estos espacios el planificador disfruta de una amplia 
                                                 
1270
 OLIVEIRA, F.P.,  A discrecionariedade de Planeamento Urbanístico Municipal na 
Dogmática Geral da Discrecionariedade Administrativa, Almedina, Coimbra, 2011, pág. 413. 
 
1271
 Cfr. OLIVEIRA, F.P.,  A discrecionariedade…, op. cit., pág. 414. En la doctrina española 
se puede citar a BAÑO LEÓN, J. M., Derecho Urbanístico Común, op.cit., pág. 338 quien advierte 
que “sólo el otorgamiento de la licencia permite la incorporación al patrimonio del propietario de la 
edificación prevista en el Plan”.  
 
1272
 Es interesante destacar que en la primera generación de Planes Directores Municipales los 
municipios establecieron en sus planos unos perímetros urbanos muy amplios con la finalidad de 
controlar el precio de los suelos por la oferta. Sin embargo, sus propietarios retuvieron dichos suelos 
lo que trajo como consecuencia que la expansión de los núcleos urbanos se produjo más en función de 
las expectativas especulativas de los citados propietarios que las previsiones contenidas en el 
planeamiento.  Debe destacarse que el Decreto nº 9/2009, de 29 de mayo, define la expansión urbana 
como cualquier transformación territorial cuyo objeto ya sea el aumento del área total de suelo 
urbanizado ya sea la ampliación del perímetro urbano. 
 
1273
 DE OLIVEIRA, A. C. y OLIVEIRA, F.P., ”Problemas das  Cidades en Portugal”, en la obra 
colectiva coordinada por OLIVEIRA F.P., Direito do Urbanismo e do Ordenamento do Territorio-
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discrecionalidad puesto que podrán ser zonificados como aglomerados rurales y áreas de 
edificación dispersa o como espacios urbanos de baja densidad.1274 
 
Esta es una de las razones por las que debemos proceder a estudiar, siquiera 
someramente, la problemática del suelo urbano, máxime si tenemos en cuenta que el criterio 
material de la urbanización no funciona con carácter exclusivo ni excluyente. Sin embargo, y 
con carácter previo, debe advertirse que la legislación portuguesa no contiene un estatuto del 
propietario del suelo urbano que incluya deberes específicos tales como la compensación a las 
autoridades locales por la previa dotación de infraestructuras y equipamientos necesarios o 
por la necesidad de refuerzo de las infraestructuras existentes, así como tampoco el deber de 
ejercicio efectivo de las facultades de aprovechamiento urbanístico, reconocidas dentro de 
plazo, con mecanismos sustitutivos, como el de la expropiación-sanción, porque tampoco 
distingue entre suelo urbano consolidado y suelo urbano no consolidado.1275 
 
La clasificación bipartita suelo urbano-suelo rural se introdujo por el RJIGT en 1999 
ya que, con anterioridad, existía también la categoría de suelo urbanizable. Como señala 
OLIVEIRA1276 la finalidad de la reforma consistió en disminuir las áreas susceptibles de 
operaciones urbanísticas sin que los suelos de urbanización programada coincidan con los 
anteriores suelos urbanizables. La clasificación mencionada, tal y como está diseñada, no es 
útil en la práctica, porque no contempla las áreas suburbanas, peri-urbanas y las áreas de 
transición urbano-rural. El legislador portugués, al efectuar la referida contraposición, parece 
partir del axioma siguiente: suelo urbano es el suelo edificable y suelo rural es el suelo no 
edificable. Sin embargo, esto no es del todo correcto porque en el suelo urbano no sólo se 
deben incluir las áreas aptas para la edificación sino también las áreas ya edificadas, las áreas 
non aedificandi y las áreas con infraestructuras y equipamientos colectivos. Además pueden 
existir áreas de suelo edificado en suelo rural.  
 
                                                                                                                                                                       
Estudos, Almedina, Coimbra, 2012, pág. 16, destacan la presencia de situaciones de franja a las que se 
aplican normas mixtas rurales y urbanas. 
 
1274
 DE OLIVEIRA, A. C. y OLIVEIRA, F.P.:”Problemas das  Cidades…”, op.cit., pág. 18.  
 
1275
 Desde un punto de vista general, el art. 118.3 RJGIT/1998, regula el deber de los 
particulares de participar en la financiación de la ejecución de los sistemas generales de 
infraestructuras y equipamientos públicos municipales e intermunicipales. Asimismo en el RJUE/ se 
recogen otras obligaciones a los promotores de operaciones urbanísticas con impacto significativo 
como la previsión de áreas destinadas a la implantación de espacios verdes y de utilización colectiva, 
infraestructuras viarias y equipamientos, cesión de algunas áreas para el municipio y la realización de 
las obras de urbanización así como la imposición de cargas y tributos.   
 
1276
 OLIVEIRA, F. P., ”Sistemas e Instrumentos de Ejecución de los Planes” dos Planos, 
Cuadernos del CEDOUA, Enero/ 2002, pág. 32. 
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Pero lo que sí está claro es que el legislador portugués parte de una clasificación dual 
del suelo, es decir, y en palabras de PIRES, “se trata de un régimen cerrado en lo que respecta 
a las clases de suelo”.1277 Lo anterior trae como consecuencia que el planificador está 
vinculado por las dos clases de suelo sin que pueda crear nuevas clases de suelo aunque, 
como señala OLIVEIRA1278, el planificador puede integrar en una u otra categoría 
determinadas áreas territoriales con parámetros urbanísticos diferenciados. A modo de 
conclusión, podemos afirmar que al clasificar el suelo, el legislador tiene en cuenta un criterio 
mixto: la clasificación del suelo se efectúa según el destino o función, aunque se tiene en 
cuenta la situación física actual. 
 
Por otra parte, esta distinción de la norma urbanística no guarda relación con la 
normativa civil. En efecto, según el art. 204 del Código Civil, “se entiende por predio rústico 
una parte delimitada del suelo y las construcciones en el existentes que no tengan autonomía 
económica, y por predio urbano, cualquier edificio incorporado al suelo, con los terrenos 
libres de un lote adyacentes a la construcción en el implantada.”  Incluso se contempla la 
figura de los predios mixtos que son aquellos que incluyen, como objeto unitario, una parte 
rústica y una parte urbana. De esta forma en el perímetro urbano se pueden encontrar predios 
rústicos (suelos con urbanización programada) y en suelos rurales se pueden encontrar 
predios urbanos o mixtos (es suficiente que dispongan de una edificación admitida por el 
plan). 1279 
 
            A tales contradicciones hay que añadir la normativa expropiatoria. El Código de 
Expropiaciones, en su redacción de 1999, define el suelo apto para la edificación como aquel 
dotado de acceso rodado y de red de abastecimiento de agua, con características adecuadas 
para servir a las edificaciones existentes en ellos o las que se van a construir así como aquel 
que carezca de alguna de estas dotaciones pero que se encuentre integrado en un núcleo 
                                                 
1277
 PIRES G. R., “A Classificaçao e a Qualificaçao do Solo por Planos Municipais de 
Ordenamento do Territorio. Contributo para o seu Regime Substantivo e para a Determinaçao do 
Regime da sua Impugnaçao Contenciosa,” Dissertaçao de Mestrado em Ciencias Jurídico-Políticas. 
2005”, pág. 361 citado por OLIVEIRA, F:P., A discrecionariedade…, op.cit., pág. 361. 
 
1278
 OLIVEIRA, F. P.: A discrecionariedade…, op. cit., págs. 389-390. Así esta profesora en 
relación a las zonas peri-urbanas entiende que se puede clasificar como rural o bien como urbano de 
baja densidad. Por ello considera que el planificador goza de una discrecionalidad manifiesta al 




 Otro supuesto tiene lugar cuando un predio rústico es integrado en un área urbanizada verde 
agrícola aunque según dictamen de la Dirección General de Registros y del Notariado 
R.P.73/97DSJCT, tal clasificación debe ser descrita en los términos del art. 90 nº1 del Código de 
Registro de la Propiedad. 
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urbano existente.1280  Nótese que esta definición es, prácticamente, una copia de la definición 
tradicional de suelo urbano del derecho español. También engloba a aquel que, de acuerdo 
con los planes urbanísticos, sea dotado de las citadas infraestructuras o que disponga de 
licencia de parcelación o de construcción en vigor en el momento de la declaración de 
utilidad pública, aunque no disponga de dichas infraestructuras ni esté integrado en núcleo 
urbano existente ni sea dotado de infraestructuras por los planes urbanísticos, siempre que el 
procedimiento de licencia se haya iniciado antes de la notificación de la resolución de 
requerimiento al expropiado.  
 
¿Qué se entiende, a efectos urbanísticos, por suelo urbano? Un primer concepto se 
contiene en el art. 15.2.b) LBPTOTU/1998. Según el mencionado precepto, suelo urbano es 
aquel que tiene vocación para el proceso de urbanización y de edificación y comprende los 
terrenos urbanizados o con urbanización programada constituyendo todo el perímetro urbano.  
 
Este concepto se perfila en el desarrollo reglamentario constituido por el art. 4.3 y por 
el art. 6.2 del Decreto nº 11/2009, de 29 de mayo. La norma mencionada destaca como 
criterio determinante el del destino a la urbanización y a la edificación urbana y, además de 
incluir a  los terrenos urbanizados y a los terrenos cuya urbanización sea posible programar, 
se refiere a los suelos destinados a la estructura ecológica necesarios para el equilibrio del 
suelo urbano1281. Obsérvese que en la definición citada no se incluyen elementos básicos que, 
sí figuran, en el ordenamiento español. Me estoy refiriendo a la integración en la malla 
urbana, a la consolidación por la urbanización, a la consolidación por la edificación y a la 
posibilidad de contar con los servicios urbanísticos elementales en ejecución de un plan 
urbanístico.1282  
 
Por tanto, para indagar el sentido del suelo urbano portugués será necesario examinar 
los conceptos de terrenos urbanizados y de perímetro urbano, puesto que, no existe ninguna 
                                                 
1280
 Para la Sentencia del Tribunal de apelación de Coimbra de 14 de febrero de 2012, proceso 
nº 550/09.3TBVIS.C1, el núcleo urbano supone un conjunto coherente y articulado de edificaciones y 
terrenos que cuenten con vías públicas pavimentadas y dotados de red de aguas y saneamiento y que 
se presente como malla unificadora de la vida urbana.  
 
1281
 Como señala el art. 10.1 del Reglamento del PDM de Viana do Castelo, aprobado el 13 de 
marzo de 2008, “la estructura ecológica municipal posee un carácter transversal y consiste en la 
conjunción de categorías de espacios fundamentales para la calificación ambiental del territorio 
municipal, al nivel de su encuadramiento paisajístico, de la manutención de los corredores y áreas 
importantes para la preservación de los sistemas ecológicos, para la protección y valorización de los 
recursos singulares, para la prevención de riesgos naturales,… 
 
1282
 Cfr. MENÉNDEZ REXACH Á., “Urbanismo sostenible y clasificación del suelo:…”, 
op.cit., págs. 136-137. Destaca este autor que las parcelas de suelo urbanizado español se caracterizan 
por su inserción funcional en la trama urbana, estén o no edificadas, aunque se encontrarán en la 
situación de rural las que deriven de obras de urbanización ilegales.  
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diferencia en lo relativo a la urbanización1283 y a la edificación1284. En cuanto al primero cabe 
señalar que, según el Decreto nº 11/2009, de 29 de mayo, suelo urbanizado es el suelo que se 
encuentra dotado de infraestructuras urbanas y es servido por equipamientos de utilización 
colectiva. ¿Qué entiende el legislador portugués por infraestructuras urbanas? Para conocer la 
voluntad del legislador, hay que remitirse al citado art. 2 h) RJUE/1999. De acuerdo con este 
precepto se entiende como tales las destinadas a servir directamente a los espacios urbanos, 
con lo que se excluyen los sistemas generales que vertebran el territorio (carreteras, 
autopistas, transporte de energía,…) y engloban a los viales, redes de alcantarillado, redes de 
abastecimiento de aguas, electricidad, gas y telecomunicaciones.1285 
 
A su vez, y de una forma tautológica, y en relación al segundo, la ficha nº 54 del 
Decreto nº 9/2009, de 29 de mayo, considera al perímetro urbano como una porción continua 
de territorio clasificada como suelo urbano. Obsérvese que la legislación portuguesa maneja 
el criterio del perímetro urbano que se asemeja al de casco urbano que contenía el art. 63 de la 
LS/1956 española, si bien, se diferencia de esta última norma, en que no existe una categoría 
similar a la de suelo de reserva urbana prevista en el art. 64, y, además, no existe un concepto 
de aglomeración rural o urbana aunque existen conceptos próximos.  Sin embargo, no se 
puede asimilar el terreno incluido en el perímetro urbano con el suelo incluido en el núcleo 
urbano.1286  Es posible que debido a imprecisiones de delimitaciones o a disconformidades 
entre normas y realidad existan espacios que no estén incluidos en el perímetro urbano pese a 
que posean infraestructuras urbanísticas (los denominados servicios urbanísticos básicos) e 
incluso edificaciones con licencia, de ahí que el concepto de suelo urbano es el que determina 
el contenido del perímetro urbano y no a la inversa.1287 
                                                 
1283
 Según el artículo 2 a) RJUE/1999: “Edificación es la actividad o el resultado de la 
construcción, reconstrucción, ampliación, alteración o conservación de un inmueble destino al uso 
humano, o de cualquier otra construcción que se incorpore al suelo con carácter permanente”. 
 
1284
  Según el artículo 2 h) son” obras de urbanización las obras de creación y remodelación de 
infraestructuras destinadas a servir directamente a los espacios urbanos o a las edificaciones, en 
particular las viales, las redes de desagüe y de abastecimiento de agua, electricidad, gas y 
telecomunicaciones y los espacios verdes y otros espacios de utilización colectiva”. 
 
1285
 Cfr., la ficha nº 39 del Decreto nº 9/2009, la cual considera que son infraestructuras urbanas 
los siguientes sistemas intraurbanos: los sistemas de circulación, los sistemas de abastecimiento de 
aguas, los sistemas  de evacuación de aguas residuales y pluviales, los sistemas de recogida de 




 Los PMOT no delimitan de forma correcta los perímetros urbanos. Ello favorece la 
construcción dispersa, y la discontinuidad y  fragmentación de tejidos urbanos repercutiendo en la 
desarticulación del paisaje rural y la superposición de tipologías. 
 
1287
 MONTALVO, A. R.: “Sobre o conceito de aglomerado e de perímetro urbano”, RAL, nº 
195, 2003, pág. 335. 
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Los terrenos urbanizados abarcan los suelos consolidados o con infraestructuras1288 
que se desarrollan mediante la ejecución asistemática y los suelos con urbanización 
programada que se refieren a la ejecución sistemática mediante las denominadas unidades de 
ejecución que resultan ser una forma de programar la intervención. 
 
Hechas estas consideraciones habrá que conocer la voluntad del legislador en relación 
al suelo programado. Pues bien, el referido Decreto nº 9/2009 entiende que es el suelo 
previsto en el programa de ejecución de un instrumento de planeamiento territorial en vigor, y 
que se encuentra descrito en el plan de actividades del municipio y, en su caso, en el 
presupuesto municipal.  
 
Pueden comprender las áreas de suelo urbanizado para las que el plan municipal de 
ordenación del territorio prevé expresamente la realización de operaciones de rehabilitación, 
reestructuración o renovación urbana y las áreas de suelo urbanizable previstas en el citado 
plan municipal cuya urbanización esté prevista en el plan de actividades del municipio y, en 
su caso, en el presupuesto municipal.  
 
En este sentido, y para aquilatar el concepto de suelo urbano, hay que señalar que el 
concepto de aglomeración urbana y el de núcleo de población son idénticos. Como advierte el 
art. 62 nº 1 del Decreto-Ley nº 794/76, es el núcleo de edificaciones autorizadas y la 
respectiva área circundante, caracterizado por disponer de vías públicas pavimentadas y con 
red domiciliaria de abastecimiento de agua y de saneamiento, siendo el perímetro definido 
por aquellos lugares a una distancia de 50 metros de las vías públicas donde terminan aquellas 
infraestructuras. Sin embargo, el perímetro urbano abarca diferentes clases de suelo urbano 
porque también comprende suelos urbanizados, suelos urbanizables programados y suelos 
destinados a la estructura ecológica necesaria para el equilibrio del sistema urbano.1289  
 
La definición legal, referida anteriormente, se desarrolló mediante el Decreto nº 
11/2009, que se trata de una norma reglamentaria, de aplicación en todo el territorio 
portugués y de carácter vinculante para el planificador de los planes regionales y de los planes 
municipales de ordenación del territorio, aunque, como no podía ser de otra forma, su 
régimen se desplaza por la normativa relativa a las restricciones y servidumbres de utilidad 
pública.1290  
                                                 
1288
 Son infraestructuras según el Decreto nº 9/2009, de 29 de mayo, los sistemas técnicos de 
soporte directo al funcionamiento de los aglomerados urbanos o de la edificación en su conjunto. 
 
1289
 El art. 28 nº 2 del Decreto-Ley nº 69/90 incluía dentro del perímetro urbano el espacio 
urbano, el espacio urbanizable y los espacios industriales limítrofes. 
 
1290
 Los conceptos fiscales de predio urbano y de predio rústicos tampoco son coincidentes con 
los conceptos urbanísticos. Así los arts. 3, 4 y 5 del Código del impuesto municipal sobre inmuebles 
aprobado por el Decreto-Ley nº 287/2003, de 12 de noviembre definen los predios rústicos como los 
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Por último, y a modo de conclusión, se pueden resumir las principales notas 
características del sistema urbano portugués tal y como señalan DE OLIVEIRA y 
OLIVEIRA1291: a) La existencia de las grandes áreas metropolitanas de Lisboa y de Oporto 
como polos de atracción de población del interior: b) el incremento del proceso de ocupación 
del litoral con la aparición de sistemas urbanos polinucleares; c) la acentuada divergencia 
entre espacios rurales y urbanos; d) el crecimiento de pequeñas y medianas aglomeraciones 
de población con la expansión de los perímetros urbanos; e) proliferación de actuaciones 
aisladas y ausencia de programación de actuaciones previstas en los planes; f) la insuficiencia 
de las infraestructuras urbanas; g) el abandono y la degradación de los centros históricos; h) el 
aumento de viviendas abandonadas y i) la pérdida de identidad de algunas periferias urbanas. 
 
  
B.- Criterios de delimitación 
 
 
Pasemos a examinar los criterios de delimitación del suelo urbano que, según el art. 
6.4, deben concurrir de forma cumulativa:  
 
a.- Inserción en el modelo de organización del sistema urbano municipal. Aunque no 
se cita expresamente se está refiriendo al entramado urbano o malla urbana, concepto de 
creación jurisprudencial por el Tribunal Supremo español. Repárese que no se exige la 
edificación actual sobre la parcela. 
 
                                                                                                                                                                       
terrenos situados fuera de las aglomeraciones urbanas que no se clasifiquen como terrenos para la 
construcción cuyo destino normal es la producción de rendimientos agrícolas o que no se encuentren 
construidos o dispongan de edificaciones o construcciones de carácter accesorio sin autonomía 
económica y de escaso valor. Incluso son predios rústicos los situados en una aglomeración urbana 
desde el momento en que en virtud de una disposición legalmente aprobada no puedan generar 
rendimientos o sólo puedan producir rendimientos agrícolas. También se consideran como tales los 
edificios y las construcciones afectos a la producción de rendimientos agrícolas y las aguas y 
plantaciones situados en dichos predios. Por el contrario, son aglomerados urbanos además de los 
predios situados en dentro de los perímetros legalmente realizados, los núcleos con un mínimo de 10 
viviendas con viario de utilización pública. (las distancias al eje de los viales debe ser de 50 metros en 




 DE OLIVEIRA, A. C. y OLIVEIRA, F.P.:”Problemas das  Cidades en Portugal”, op.cit., 
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b.- Existencia o previsión de aglomeración de edificios, poblaciones y actividades 
generadoras de flujos significativos de población, bienes e información. De una forma simple 
la norma alude a la consolidación por la edificación. 
 
c.- Existencia o garantía de previsión, en el horizonte municipal del ordenamiento del 
territorio, de infraestructuras urbanas y de prestación de servicios asociados, comprendiendo 
como mínimo, los sistemas de transportes públicos, de abastecimiento de agua y saneamiento, 
de suministro de energía y de telecomunicaciones. Se trata de los servicios urbanísticos que 
determinan la consolidación por la urbanización. Es llamativo que se incluya el sistema de 
transporte urbanos así como el sistema de telecomunicaciones. 
 
d.- Garantía de acceso de la población residente a los equipamientos que satisfagan 
sus necesidades colectivas fundamentales. Estos equipamientos, pese al silencio normativo, 
engloban los educativos, culturales, asistenciales, deportivos y sanitarios.1292 
 
 
 C.- Clases de suelo urbano 
 
 
Más allá de otras consideraciones, todavía restar responder a las siguientes cuestiones 
antes de pasar al estudio de las categorías de suelo urbano. El suelo urbano, ¿es un concepto 
reglado? ¿Goza el planificador municipal de discrecionalidad para su delimitación? Desde mi 
punto de vista, el suelo urbano portugués es reglado en lo que concierne al suelo que ya 
dispone de los requisitos anteriormente comentados pero, es discrecional, cuando se trata de 
suelo con destino a ser urbanizado y edificado sometido a la correspondiente programación. 
Si bien, en principio, estas serían las conclusiones a mantener no es menos cierto que la 
ausencia de una referencia mínima a los cuatro servicios urbanísticos, trae como consecuencia 
que el precepto se torne en una regla ambigua contraria al principio de seguridad jurídica. 
Vemos, pues, que la norma es calculadamente incompleta puesto que el legislador portugués 
no es ajeno a parámetros urbanísticos. Así, el art. 2.o) RJUE/1999, que se comentará 
posteriormente, al referirse al zona urbana consolidada está pensando en el concepto de malla 
urbana y de solar. En suma, el legislador portugués, en contraposición al legislador español, 
no utiliza un concepto reglado de suelo urbano puesto que, como advierte OLIVEIRA1293, el 
destino para el proceso de urbanización corresponde a una decisión del propio municipio. 
                                                 
1292
 Sin embargo, la distinción entre suelo urbano y suelo rural no implica que una misma 
parcela no pueda pertenecer simultáneamente a ambas clases. Cfr. la Sentencia del Tribunal Supremo 
Administrativo, proceso nº 0521/08, de 09/10/2008, que excluye de informe favorable previo a la 
licencia para implantar una edificación con destino a vivienda si la construcción se limita al área 
clasificada de espacio urbano. 
 
1293
 OLIVEIRA, F. P., A discrecionariedade…, op.cit., pág. 391. 
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Esto implica que un grado elevado de discrecionalidad por parte de la Administración que no 
se vería restringida por una definición legal de carácter constitutivo. Sin embargo, esta 
conclusión no se puede considerar como absoluta y definitiva puesto que la propia autora 
reconoce que los suelos incluidos en una zona urbana dotados de todas las infraestructuras 
necesarias para la edificación presentan una vocación edificatoria implícita en el derecho de 
propiedad, razón por la cual, si un plan impide la edificación se genera un derecho a 
indemnización lo que significa que dichos terrenos gozan de un status de edificables con 
independencia de las disposiciones de los instrumentos urbanísticos.1294 
 
Fiel al principio no escrito de remitir a la calificación la definición del estatuto 
mínimo del propietario, la normativa lleva a cabo una doble calificación: funcional y 
operativa.1295 Mediante las categorías funcionales el planificador debe tener en cuenta el uso 
predominante y las características morfológicas y tipológicas de organización del espacio 
urbano, por lo que la discrecionalidad es de tipo jurídico-instrumental. Obsérvese que la 
vinculación del planificador se consigue, además, mediante el carácter imperativo en el suelo 
urbano si bien no resultan obligatorias, en todo caso, en el suelo urbanizable. Estas categorías 
son: 
 
a.- Espacios centrales: se definen como aquellas áreas destinadas a concentrar las 
actividades terciarias y las funciones residenciales del núcleo de población. 
 
b.- Espacios residenciales: son áreas en las que predominan las edificaciones 
residenciales aunque, en base al principio de compatibilidad, se admiten otros usos conformes 
a dicho destino residencial. 
 
c.- Espacios de actividades económicas: se reservan para la localización de actividades 
económicas en general ya que el legislador no diferencia entre dichas actividades.    
 
d.- Espacios verdes: estas zonas pueden o no coincidir, en todo o en parte, con la 
estructura ecológica municipal y sirven para el ejercicio de actividades  al aire libre, de 
recreo, ocio, deporte y cultura y agrícolas y forestales coincidiendo, en todo o en parte. 
 
e.- Espacios de uso especial que son áreas destinadas a equipamientos o 
infraestructuras estructurantes u otros usos específicos tales como recreo, ocio y turismo. 
 
                                                 
1294
 OLIVEIRA, F. P., A discrecionariedade …, op.cit.,  pág. 414. 
  
1295
 Los planes municipales de ordenación del territorio pueden desagregar las categorías 
funcionales y operativas en subcategorías adecuadas a la estrategia de desarrollo local y al modelo de 
organización espacial del territorio municipal. 
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f.- Espacios urbanos de baja densidad que son áreas edificadas con usos mixtos a las 
que el plan municipal les atribuye funciones urbanas prevalentes y que deben ser objeto de un 
régimen de uso que garantice su ordenación desde el punto de vista de la sostenibilidad. 
 
              Sea como fuere, las referidas categorías no sirven para la ejecución física y material del 
plan. Por ello, el legislador, teniendo en cuenta el grado de urbanización del suelo, el grado de 
consolidación morfológica y tipológica y la programación de la urbanización y de la 
edificación suministra las siguientes categorías denominadas operativas1296: suelo urbanizado 
y suelo urbanizable. Constituye una cierta paradoja catalogar como suelo urbano al suelo 
urbanizable. Sin entrar a valorar en este momento la decisión adoptada por el legislador cabe 
señalar que, dentro del suelo urbanizado, se incluyen los terrenos que están dotados de 
infraestructuras urbanas y disponen de equipamientos de utilización colectiva.1297 Como bien 
se comprende, una vez más, la utilización de conceptos jurídicos indeterminados acarrea 
dificultades interpretativas. Por su parte, el suelo urbanizable se define como el suelo 
destinado a la expansión urbana previa programación de  la urbanización. Esta programación 
se realiza a través de la delimitación de las unidades de ejecución y de la inscripción del 
correspondiente programa de ejecución en el plano de actividades municipal y cuando resulte 
aplicable en el presupuesto municipal.1298 Dicha delimitación implica la obligación municipal 
de promover la urbanización durante el plazo que corresponda a la programación y la 
responsabilidad municipal de garantizar los medios técnicos y financieros necesarios ya sea a 
través de recursos propios debidamente inscritos en los planes de actividades y en los 
presupuestos municipales, ya sea por medio de contratos con los interesados.1299 
 
                                                 
1296
 Los planes municipales de ordenación del territorio pueden establecer subcategorías 




 La vinculación de usos fijada en los PDM afecta también a la consideración de la clase de 
suelo a expropiar. En este sentido puede verse la Sentencia nº 37/2011, proceso nº  957/08, de 25 de 
enero de 2011 del Tribunal Constitucional de Portugal según la cual se vulneran los principios de 
igualdad (art. 13 CRP) y de justa indemnización (art. 62 CRP) cuando sólo se tienen en cuenta la 
existencia de servicios urbanísticos y no el destino de la parcela fijado en el PDM. 
 
1298
 Cfr. los art. 118 y ss. RJIGT/1999 donde se contemplan los contratos de urbanización 
 
1299
 La legislación portuguesa no regula el proceso de urbanización ni la adquisición gradual de 
facultades urbanísticas (urbanización, parcelación y construcción). Tampoco reconoce explícitamente 
el deber de los propietarios de contribuir a los costes de urbanización mediante la atribución de las 
áreas necesarias para zonas verdes y de utilización colectiva, el abono económico o la realización de 
las obras indispensables para la instalación de infraestructuras viarias y equipamientos o la 
contribución para un desarrollo del nivel de infraestructuras general. Por su parte, el Decreto nº 
9/2009, de 29 de mayo, entiende que suelo urbanizable es aquel que es clasificado por un instrumento 
de planeamiento territorial en vigor como suelo urbano y que no se encuentra todavía urbanizado. 
Requiere siempre su previa programación y constituye el suelo de  expansión urbana.  
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Una vez examinadas las categorías aludidas, estamos en condiciones de formular la 
siguiente pregunta: ¿existe en el derecho portugués la distinción entre suelo urbano 
consolidado y suelo urbano no consolidado? En términos estrictos, la cuestión planteada 
debería ser contestada de forma negativa puesto que, en ningún momento, la norma ni el 
contexto en que se encuentra alude a dicha distinción. Sin embargo, existe un argumento legal 
para defender la diferenciación mencionada.  
 
El razonamiento es muy simple: el art. 2 RJUE/1999 que se refiere a la zona urbana 
consolidada como “aquella zona caracterizada por una densidad de ocupación que permite 
identificar una malla urbana o estructura urbana ya definida, donde existen las 
infraestructuras esenciales y las alineaciones por edificios en continuidad”. Este precepto se 
complementa con lo dispuesto en el Decreto nº 9/2009, de 29 de mayo, para el cual se trata de 
un área de suelo urbanizado estable, desde el punto de vista de la morfología urbana y de 
infraestructuras, y edificada, como mínimo, en los 2/3 del total del suelo destinado a 
edificación.1300 En otro orden de cosas, el escaso bagaje normativo comentado debe ser 
completado con  los principios generales a los que se debe someter cualquier parcela de suelo 
urbano. Sucede, en definitiva, que habrá que respetar las finalidades de la transformación 
urbanística así como los principios de multifuncionalidad de los espacios urbanos, de 
compatibilización e integración de usos, de equilibrio ecológico y de salvaguarda y 
valorización de los recursos y valores naturales, ambientales, culturales y paisajísticos. Otra 
cuestión que debe ser abordada es la siguiente: ¿existe el concepto de solar? Del examen de la 
normativa portuguesa parece desprenderse que no existe un concepto específico de solar. 
Nótese que en el derecho español, por el contrario, existe una larga tradición sobre estas 
parcelas que, de un tiempo a esta parte, parece desplazar al concepto amplio de suelo 
urbano.1301 Para terminar este apartado resulta conveniente destacar que la ejecución 
urbanística portuguesa adolece de coherencia y se presenta de forma desarticulada puesto que 
el RJUE/1999 se decanta por la gestión asistemática mientras que el RJIGT/1999 se inclina 
por la gestión sistemática a través de los sistemas de compensación, cooperación e imposición 
administrativa que funcionan en el ámbito de las unidades de ejecución previamente 
delimitadas por las cámaras municipales.1302 
                                                 
1300
 Hay que destacar que la definición del suelo urbano por el grado de consolidación de la 
edificación no tienen en cuenta los municipios sin planeamiento. Por otra parte, tampoco se determina 
cómo se calcula dicha consolidación. 
 
1301
 Cfr. DE GUERRERO MANSO, M.C.,  La ciudad existente: delimitación del suelo urbano y 
en situación de urbanizado, op.cit., págs. 68-72. Esta autora destaca la tendencia reductora del suelo 
urbano que se concreta en la consideración  exclusiva del solar como suelo urbano  habiendo 
desaparecido el resto de supuestos. Cita como ejemplos de esta evolución normativa al TRLS/08 y al 




 También se contemplan las áreas de rehabilitación urbanas en el RJRU que se circunscriben 
a suelos urbanizados de reforma interior.  




Por último, es preciso recordar que el legislador portugués en los suelos aptos para la 

































                                                 
1303
 Cfr., la Sentencia nº 381/2012, proceso nº 190/12, de 12 de julio de 2012 según la cual es 
constitucional el criterio de valoración en función del coste de la construcción en condiciones 
normales del mercado cuando no se pueda utilizar el método de comparación.  
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 664 
II. ORDENACIÓN: INSTRUMENTOS DE GESTIÓN TERRITORIAL 
 
  
1.- Notas introductorias 
 
 
En el Derecho portugués los planes1304 no sólo prefiguran el espacio físico que regulan 
y concretan las limitaciones legales en el derecho de propiedad sino que realizan una 
completa zonificación del suelo.1305 En otras palabras, mediante dicha técnica urbanística 
establecen una ordenanza general para zonas determinadas que pueden incluso pertenecer a 
distintas clases de suelo.  
 
Al igual que sucede en otros ordenamientos, los planes portugueses suponen la 
manifestación de la potestad discrecional atribuida por el legislador a la Administración 
Pública, reconociendo la libertad de elección entre diferentes opciones.1306  
                                                 
1304
 Para DA COSTA LOBO el origen de los planes urbanísticos modernos se sitúa en 1944 con 
la creación de la Dirección General de los Servicios de Urbanización mediante el Decreto Ley núm. 
33921.  Asimismo pone de manifiesto que el retraso en la aprobación de los planes municipales como 
consecuencia de la influencia negativa de los planes regionales de ordenación del territorio, de 
marcado carácter centralista, se puede suplir mediante los procesos de interés nacional o mediante la 
suspensión de los planes en determinadas áreas. (DA COSTA LOBO, M.:”Planeamento urbanístico 
em Portugal”, en REMESAR, A. (Dir.),  Urban planning in Portugal, Vol.18, Barcelona, 2011, págs. 
5 y 13.) Para un conocimiento más detallado de la situación de los planes en Portugal, cfr., Relatorio 
Final da Avialaçao das alteraçoes ao RJIGT introduzidas pelo DL nº 316/2007, Direcçao Geral de 
Ordenamento do territorio e Desenvolvemento Urbano, Lisboa, Octubre 2011. 
 
1305
 La particularidad del derecho portugués es aplicar la zonificación al suelo rural tal y como 
sucede en la Comunidad Autónoma de Valencia de conformidad con la  Ley 10/2004 del Suelo no 
Urbanizable. Recuérdese que la zonificación es una técnica urbanística cuyo origen está en el 
movimiento racionalista y se ha utilizado invariablemente como herramienta para ordenar áreas de 
suelo urbano o urbanizable, estableciendo unas características homogéneas de usos, tipologías, 
edificabilidades y parámetros configuradores del volumen. 
 
1306
 El control judicial del planeamiento no parece alcanzar los niveles del ordenamiento 
jurídico español. En este sentido puede traerse a colación  la Sentencia del Tribunal Central 
Administrativo Norte de 1 de marzo de 2007, proceso nº 00512/04.7BEVIS que se refiere a la 
denegación municipal de una industria potencialmente peligrosa en una zona en la que el plan 
municipal admite la posibilidad de uso residencial y de equipamientos destinados al turismo   y de 
industrias. El Tribunal considera, de una parte, que la planificación territorial se caracteriza por una 
libertad de conformación que alcanza su mayor plenitud mediante la zonificación funcional. De otra 
parte afirma que los reglamentos de los planes directores municipales contienen normas que permiten 
a la entidad administrativa competente elegir, en función de los vectores fundamentales del desarrollo 
social, económico y ambiental, entre diferentes modos de ocupación del suelo en función de razones 
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Sin embargo, discrecionalidad no es sinónimo de arbitrariedad de ahí que la potestad 
planificadora esté enmarcada por una serie de límites, si bien el sistema de planeamiento 
descansa en dos principios fundamentalmente: el principio de legalidad y el principio de 
igualdad. Descendiendo al ámbito de los límites, los más significativos serían los que a 
continuación se enumeran:  
 
a.- Los planes de detalle y los planes de urbanización deben establecer 
determinaciones concretas propias de su ámbito territorial y finalidad. 
 
b.- Los planes directores municipales son planes de elaboración obligatoria (art. 84.3 
RJIGT/1999). 
 
c.- El contenido material de los planes municipales se delimita, de forma expresa, en 
los art. 85, 88 y 91 del Decreto-Ley nº 380/99, de 22 de Septiembre. 
 
d.- El contenido documental vincula a los municipios (art. 86, 89 y 92 RJIGT/1999). 
 
e.- El informe previsto en los art. 86. 2 b), 89. 2 a) y 92. 2 a) RJIGT/1999 determina la 
obligación de fundamentar las decisiones adoptadas por el plan. 
 
f.- El art. 4 RJIGT/1999 exige que los planes deben explicitar, de forma racional y 
clara, los fundamentos de las respectivas previsiones, indicaciones y determinaciones, en base 
al conocimiento sistemáticamente adquirido, es decir, entra en juego la fuerza normativa de lo 
fáctico. 
 
g.- Los Planes Municipales de Ordenación del Territorio (PMOT) deben respetar el 
tejido urbano existente. 
 
h.- Las áreas sometidas a regímenes legales especiales y a servidumbres 
administrativas condicionan la potestad planificadora.1307 
 
i.- Los principios de igualdad y de proporcionalidad previstos en el art. 266. 2 
CRP1308. 
 
                                                                                                                                                                       
 
1307
 Cfr., por todas, la Sentencia del Tribunal Administrativo Central Sur  de 21 de enero de 
2009, proceso nº 04740/09. 
 
1308
 Cfr. la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo, proceso nº 0300/09, de 19 de 
noviembre de 2009 en la que se conectan ambos principios.  
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j.- Los estándares urbanísticos previstos en la Orden Ministerial nº 1136/2001, de 25 
de septiembre, al referirse a los espacios verdes y de utilización colectiva e infraestructuras 
viarias y equipamientos de utilización colectiva. 
 
k.- Se establecen límites a la reclasificación del suelo rural previstos en el art. 72.3 
RJGIT/1999. 
 
l.- Los convenios entre la Administración y los particulares.  
 
El listado anterior debe ser completado por los criterios técnicos aprobados por el 
Decreto nº 9/2009, de 29 de mayo. En esta norma el Gobierno establece unos criterios de 
utilización obligatoria en los instrumentos de gestión territorial con carácter exclusivo y 
vinculante a diferencia de lo que ocurre en otros ordenamientos jurídicos en los que las 
precitadas normas presentan un carácter informativo.1309  
 
Por otra parte, una de las características comunes a todas las figuras de planeamiento 
es la subordinación a dos principios: el de jerarquía y el de articulación. Como señala 
OLIVEIRA1310 con anterioridad  a la LBPOTU/1998 y al RJIGT/1999 predominaba el 
principio de jerarquía,  confundiendo el legislador los principios de compatibilidad y de 
conformidad, pero a partir de ambas normas jurídicas se mitiga la aplicación del principio de 
jerarquía1311 y se prima el principio de articulación y el de coordinación de las entidades 
responsables.  
 
El sistema de planeamiento territorial (el legislador utiliza el término menos expresivo 
de gestión) se fundamenta en una acción coordinada sobre tres ámbitos distintos: nacional, 
regional y municipal correspondiendo a las figuras de planeamiento de los dos primeros 
ámbitos la definición de un cuadro estratégico.  
 
En definitiva, rige el principio de jerarquía limitada en los planes urbanísticos ya que 
se utilizan los criterios de adecuación y de conformidad. La ratificación por el Gobierno de 
                                                 
1309
 Cfr. a título de ejemplo, el art. 5 del Reglamento de zonas de ordenación urbanística de la 
Comunidad Valenciana aprobado por la Orden de 26 de abril de 1999. 
 
1310




 Prueba de ello es que, previa ratificación gubernamental, un plan inferior como puede ser el 
plan director municipal en relación a un plan regional, puede suponer la revocación automática de 
todas las disposiciones contrarias a dicho plan municipal. Para la Sentencia del Tribunal Supremo 
Administrativo de 17 de enero de 2008, proceso nº 020/07 el principio de jerarquía entre los planes 
directores municipales y los planes de urbanización se deriva de la diversidad de su impacto territorial 
y de sus objetivos.       
 
 
Capítulo décimo. El Derecho Urbanístico y… 
 
 667 
los planes municipales contrarios a los planes regionales y sectoriales supone la derogación 
de las normas contradictorias de estos planes de gestión territorial. 
 
A continuación se expondrá, de forma sucinta, la tipología de planes territoriales si 
bien no se puede olvidar que corresponde en exclusiva a los planes municipales el 
establecimiento del  régimen de uso del suelo y de su respectiva programación (art. 7.2.c 
LBPTOU/1998).  
 
Asimismo el régimen jurídico de los planes urbanísticos portugueses presenta otras 
particularidades. Así existe el deber de indemnizar1312 siempre que los instrumentos de 
gestión territorial vinculantes para los particulares determinen restricciones significativas de 
efectos equivalentes a la expropiación a derechos de uso del suelo preexistentes y 
jurídicamente consolidados que no puedan ser compensados por los mecanismos de 
perecuación (art. 18.2 LBPTOU/1998).1313  
 
En esta línea, se prevén los convenios urbanísticos de planeamiento (art. 21.2 
LBPTOU/1998 y art. 6 RJIGT/1999) y los planes con eficacia plurisubjetiva deben respetar 
un período mínimo de vigencia1314 con alteraciones excepcionales aplicándose directamente a 
los planes mencionados las nuevas leyes y reglamentos que colisionen con sus disposiciones 
y establezcan servidumbres administrativas o restricciones de utilidad pública (art. 25.3 
LBPOTU/1998).  
 
Otra novedad del derecho portugués, que se puede mencionar en esta aproximación al 
régimen jurídico de los planes, consiste en que el legislador disciplina un régimen 
                                                 
1312
 Destaca LOPES que son indemnizables, en primer término, los daños derivados de 
disposiciones de los planes que determinen la caducidad de licencias, comunicaciones previas y 
autorizaciones de utilización. En segundo lugar, los daños derivados de la pérdida de utilidad de los 
gastos en una determinada utilización prevista en el plan que resulte alterada o suprimida. En tercer 
lugar, también se incluyen los supuestos de alteración anticipada de los planes que afecten a derechos 
consolidados. En cuarto lugar se incluyen determinados supuestos de zonas verdes y por último los 
casos de reserva de terrenos de particulares para equipamientos públicos e infraestructuras 
urbanísticas. LOPES D.:”Vínculos urbanísticos e indemnizaçao: Com quantas Cartas se faz um 
Barallo”, en la obra colectiva coordinada por OLIVEIRA F.P., Direito do Urbanismo e do 
Ordenamento do Territorio-Estudos, Coimbra, Almedina, 2012, págs. 53- 57.  
 
1313
 LOPES diferencia tres niveles en relación con las disposiciones sobre el planeamiento y la 
indemnización del derecho de propiedad: en el primer nivel se encuentran las servidumbres y las 
restricciones de utilidad pública que funcionan como limitaciones a las opciones de los planes y como 
estándares urbanísticos de aplicación inmediata; en el segundo nivel los planos con eficacia 
plurisubjetiva deben reflejar las opciones contenidas en los planes regionales y en los planes 
sectoriales, y, en un tercer nivel, se encuentra la clasificación y la calificación del suelo. LOPES 
D.:”Vínculos urbanísticos e indemnizaçao: …”, op.cit., págs. 46- 49. 
 
1314
 El art. 95 RJIGT/1999 lo fija en un mínimo de 3 años. 
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sancionador específico para las contravenciones de los planes. Ello es debido a que no se 
definen los derechos y las obligaciones de los propietarios de los distintos tipos de suelo.1315 
 
A su vez, los planes deben identificar, según el art. 10 RJIGT/1999, las áreas 
destinadas a la defensa nacional, la seguridad y la protección civil, los recursos y valores 
naturales, las áreas agrícolas y forestales, la estructura ecológica1316, el patrimonio 
arquitectónico y arqueológico, las redes de accesibilidades, las redes de infraestructuras y 
equipamientos colectivos, el sistema urbano y la localización y distribución de las actividades 
económicas.   
 
Asimismo otra de las notas que caracteriza a los planes urbanísticos es que se recoge 
la figura de los edificios fuera de ordenación (se denomina garantía de lo existente) y se 
aplica, como norma general, la irretroactividad de los planes urbanísticos así como el 
principio de confianza.1317 
 
Por último, quizá no resulte ocioso poner de manifiesto que la interpretación 
jurisprudencial de la naturaleza de los planes urbanísticos, a propósito de las expropiaciones 
forzosa, presenta aspectos contradictorios. Así para la Sentencia del Tribunal de Apelación de 
Coimbra de 13 de septiembre de 2011, proceso nº 2427/08.0TBVIS.C1 la clasificación 
territorial realizada por un plan director municipal tiene un valor meramente programático e 





                                                 
1315
 Cfr. los art. 103 a 106 RJIGT/1999. 
 
1316
 Los Planes Directores Municipales engloban dentro de esta categoría las áreas incluidas en 
la Reserva Agrícola Nacional, en la Reserva Ecológica Nacional, en la Red Natura 2000 y las áreas 
integrantes de recursos hídricos. Cfr., a título de ejemplo, el art. 23 1 del Reglamento nº 446/2009 del 
Plan Director Municipal de Resende. 
 
1317
 Para la Sentencia del Tribunal Central Administrativo Sur de 20 de septiembre de 2012, 
proceso nº 07022/10, la institución de un edificio fuera de ordenación también incluye el derecho de 
uso de un edificio legalmente establecido antes de la entrada en vigor de normas ya derogadas. A su 
vez la Sentencia de 27 de enero de 2011, proceso nº 06504/10 afirma que las normas urbanísticas (y 
los planes son normas generales) se rigen por el principio recogido en el Código Civil de 
irretroactividad lo que implica que “si el interesado deja caducar un procedimiento de licencia y entra 
en vigor un nuevo plan director municipal la nueva solicitud de licencia se regirá por el nuevo plan lo 
que no supone una vulneración del principio de no retroactividad de las leyes.”  
 
1318
 En el mismo sentido cfr., la Sentencia del Tribunal de apelación de Coimbra de 23 de 
febrero de 2011, proceso nº 3091/08.2TBVIS.C1. 
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 2.- Clases de instrumentos de gestión territorial 
 
 
El RJIGT/1999, tras la reforma operada en el año 2007, contiene un elenco variopinto 
de figuras planificadoras que podrían ser susceptibles de múltiples clasificaciones1319. De 
forma directa, no surten los mismos efectos en relación al suelo rural pero, a mi modo de ver, 
resulta conveniente un breve bosquejo del sistema de planeamiento para poder encajar las 
reglas sobre uso, transformación y ocupación del suelo que nos ocupa. Se pueden diferenciar 
una serie de instrumentos que deben obedecer al principio de tipicidad.1320 
 
1.- Instrumentos de desarrollo territorial: traducen las grandes opciones con relevancia 
para la organización del territorio estableciendo directrices de carácter genérico sobre el 
modo de su uso. 
 
a.- Programa Nacional de la Política de Ordenación del Territorio (PNPOT): es de 
ámbito nacional. Se aprueba mediante ley estatal y correspondiendo al Gobierno el desarrollo 
y concreción del programa de acción.  En la materia que nos ocupa, define un modelo de 
organización espacial que establece, entre otras cuestiones, las opciones y las directrices 
relativas a la conformación del sistema urbano, de las redes, de las infraestructuras y 
equipamientos de interés nacional, los objetivos relativos a la localización de las actividades, 
de los servicios y de las grandes inversiones públicas y las medidas de coordinación de los 
planes sectoriales de incidencia territorial. A nivel de ordenación del territorio el Programa 
Nacional de Política de Ordenación del Territorio estableció los siguientes objetivos 
estratégicos que inciden sobre el régimen jurídico del suelo rural:1. Conservar y  poner en 
valor la biodiversidad y el patrimonio natural, paisajístico y cultural, utilizar de modo 
sostenible los recursos energéticos y geológicos y prevenir y minimizar los riegos. 2. 
Reforzar la competitividad territorial de Portugal y su integración en los espacios ibérico, 
europeo y mundial. 3. Promover el desarrollo policéntrico de los territorios y reforzar las 
infraestructuras y la integración y la cohesión territorial. 4. Asegurar la equidad territorial en 
la instalación de infraestructuras y equipamientos colectivos y la universalidad en el acceso a 
los servicios de interés general, promoviendo la cohesión social. 5. Expandir las redes e 
infraestructuras avanzadas de información y comunicación e  incentivar su utilización por los 
ciudadanos, empresas y Administración Pública. 6. Reforzar la cualidad y la eficiencia de la 
                                                 
1319
 En relación a los antecedentes de los planes urbanísticos cfr., BALSAS, C.:”Evolución 
histórica de la planeación en las ciudades de Portugal”, Revista Eure, núm. 97, págs. 81-95, Santiago 
de Chile, diciembre, 2006. Este autor diferencia cinco períodos en la evolución histórica portuguesa. 
Para una aproximación sintética de la evolución e la ordenación del territorio, cfr. OLIVEIRA, F. P., 
Portugal: Território e Ordenamento, Almedina, Coimbra, 2009, págs. 93-97. 
 
1320
 Como subraya OLIVEIRA, F. P.: Direito…, op. cit., págs. 11-12, el legislador determina el 
conjunto articulado de los planes, su contenido, sus efectos y su procedimiento de elaboración. 
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gestión territorial promoviendo la participación informada, activa y responsable de los 
ciudadanos y de las instituciones. Estos objetivos se dividen en objetivos específicos que 
indican las principales líneas de intervención a desarrollar con la finalidad de conseguir los 
objetivos estratégicos y en medidas o acciones prioritarias, identificadas a programadas, que 
permiten la concreción de ambos objetivos.1321 
 
A nivel doctrinal, uno de los desafíos que destaca ALVES CORREA1322 es el de la 
contención de la expansión urbanística. Constituye, además, uno de los objetivos estratégicos 
del PNPOT, por lo que debe promoverse un control de la expansión generalizada de las áreas 
urbanizables y de la construcción dispersa, reforzándose la centralidad intraurbana para evitar 
la desestructuración de los espacios rurales, agrícolas y forestales.  
 
En el ámbito legislativo el art. 72 nº 3 del Decreto-Ley nº 380/99 impone a los 
órganos con competencias planificadoras criterios, estándares y patrones urbanísticos en la 
elaboración de los planes municipales de ordenación del territorio, tales como la 
reclasificación en situaciones excepcionales lo que supone la observancia del principio de 
limitación de la urbanización del suelo para racionalizar el uso del suelo para fines 
urbanísticos. En resumen, como advierte OLIVEIRA1323 “todos los instrumentos de gestión 




                                                 
 
1321
 Como pone de relieve PORTO la región Norte de Portugal se caracteriza por ser la región 
con el PIB más bajo de Portugal y con índice elevado de desempleo. Por ello, propone una 
redistribución de la población puesto que en Portugal la población y la industria se ubica 
fundamentalmente en la franja costera entre Setúbal y Braga. Por ello critica el referido Programa 
Nacional al no favorecer a las zonas más desfavorecidas y es partidario de la implantación de regiones 
administrativas. Cfr., PORTO, M., O ordenamento do territorio num mundo de exigencia crescente. 
Das ambiçoes do PNPPOT á contradiçao de investimentos em vías de concretizaçao, Almedina, 
Coimbra, 2008 (en particular las págs.133-151.  
 
1322
 Cfr. CORREIA, F. A., “O Direito do Urbanismo e o Direito do Ordenamento do Territorio 
em Portugal: Os grandes desafíos do futuro”, Administración de Andalucía. Revista Andaluza de la 
Administración Pública, núm. 64, 2006, pág. 25 Para este profesor el derecho urbanístico debe 
resolver una serie de problemas, entre los que destacan, en el ámbito que nos ocupa, la implantación 
generalizada de mecanismos de perecuación en los planes municipales de ordenación del territorio y la 
promulgación de un Código de Urbanismos limitado a las normas legales. 
 
1323
 OLIVEIRA, F. P., Portugal: Território e Ordenamento, op. cit., pág. 160,   
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 b.- Plan Regional de Ordenación del Territorio (PROT): es de ámbito regional y 
define la estrategia regional de desarrollo territorial integrando las opciones establecidas a 
nivel nacional.1324  
 
c.- Plan Intermunicipal de Ordenación del Territorio: es de ámbito municipal y de 
carácter potestativo mediante los que se pretende la articulación estratégica entre áreas 
territoriales que, por su interdependencia, precisan de una coordinación integrada, 
concretamente, entre los planes regionales y los planes municipales de ordenación del 
territorio. 
 
d.- Plan Estratégico Municipal: puede afectar a una ciudad o a un municipio. 
 
2.- Instrumentos de planeamiento territorial (vinculantes para los particulares): son los 
denominados Planes Municipales de Ordenación del Territorio que tienen como finalidades 
las de establecer el régimen de uso del suelo, definiendo modelos de evolución previsible de 
la ocupación humana y de la organización de las redes y sistemas urbanos, y, en su ámbito, 
los parámetros de aprovechamiento del suelo y de garantía de la calidad ambiental. Como 
destaca OLIVEIRA1325 estos planes también vinculan a los propios órganos municipales 
puesto que estos deben controlar todas las operaciones urbanísticas para comprobar que se 
ajusten al contenido de los planes, deben observar todas sus determinaciones en las obras que 
promueva la Administración municipal y deben cumplir las  prescripciones de los planes 
superiores. Así como a las obras del Estado y demás entes públicos.  
 
a.- Plan Director Municipal1326: afecta a todo el territorio municipal. Es de carácter 
obligatorio y es el plan por antonomasia. Presenta naturaleza reglamentaria y define los 
modelos de evolución previsibles de ocupación humana y de organización de las redes y 
                                                 
1324
  A título de ejemplo cabe señalar que el PROT – Norte abarca 86 municipios NUTS II – 
Norte, y diferencia las siguientes unidades territoriais de planeamiento: Minho-Lima (NUTS III de 
Minho-Lima); Trás-os-Montes e Alto Douro (NUTS III de Alto Trás-os-Montes e Douro) y el Arco 
Metropolitano (NUTS III de Grande Porto, Cávado, Ave, Tâmega e Entre Douro e Vouga). 
Actualmente está pendiente de aprobación por el Consejo de Ministros.  
1325
 OLIVEIRA F.P.: Direito…, op. cit., Cejur, Braga, 1ª edición, 2010, pág. 61. 
 
1326
 Sus antecedentes son los Planes Generales de Urbanización y Expansión instaurados por el 
Decreto-Ley nº 33.921/1944, de 5 de septiembre, sustituido por el Decreto-Ley nº 560/71, de 17 de 
diciembre  los Planes Directores Municipales establecidos por el Decreto-Ley nº 208/82, de 26 de 
mayo, modificado por el Decreto-Ley nº 69/90, de 2 de Marzo, por el Decreto-Ley n º 211/92, de 8 de 
octubre, por el Decreto-Ley  n º 151/95, de 24 de junio y por el Decreto-Ley nº 155/97, de 24 de junio. 
En esta última norma y respecto a la clasificación del suelo se definían, en función del uso dominante, 
los siguientes espacios de suelo: urbano, urbanizable, industrial, de industrias extractivas, agrícola, 
forestal, cultural y canal.  
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sistemas urbanos así como los parámetros de aprovechamiento del suelo y de garantía de la 
calidad ambiental. Teniendo en cuenta la estrategia de desarrollo local, establece la estructura 
espacial y la clasificación básica del suelo así como los parámetros de ocupación, 
considerando la implantación de los equipamientos sociales y desarrolla la calificación de los 
suelos urbanos y rurales.1327 Por lo demás, son los únicos planes sometidos a la evaluación 
ambiental estratégica que se introduce por el Decreto-Ley nº 232/2007, de 15 de junio. 
 
En resumen, como advierte la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 26 
de mayo de 2010, proceso nº 0120/09, los planes directores municipales “constituyen una 
síntesis de la estrategia de desarrollo y ordenación local.”  
 
b.- Plan de Urbanización: define la organización espacial de una parte determinada del 
territorio municipal integrada en el perímetro urbano aunque puede afectar a suelo rural 
complementario que exija una intervención integrada del planeamiento si bien desde la 
reforma de 2007 pueden incidir sobre el suelo rural que pueda llegar a ser destinado a usos y 
funciones urbanas como sucede con los parques industriales, logísticos y de servicios y con 
los establecimientos turísticos y equipamientos e infraestructuras asociadas sin que ello 
determine la reclasificación en suelo urbano. 
 
c.- Plan de detalle: desarrolla y concreta propuestas de organización espacial de 
cualquier área específica del territorio municipal que presente una continuidad física. Se 
divide en planes de detalle de protección, proyectos de intervención en espacio rural y planes 
de detalle de rehabilitación urbana. Los proyectos mencionados establecen reglas relativas a 
la construcción de nuevas edificaciones y sobre la reconstrucción, alteración, ampliación y 
demolición de edificaciones existentes si son necesarias para el ejercicio de actividades 
autorizadas en el suelo rural, sobre la implantación de nuevas infraestructuras de circulación 
de vehículos, animales y personas, y de nuevos equipamientos públicos o privados de 
utilización colectiva y la remodelación, ampliación o alteración de las existentes, sobre 
creación de espacios de utilización colectiva, sobre creación de condiciones para la prestación 
de servicios complementarios de las actividades autorizadas en suelo rural y sobre 
operaciones de protección, valorización y recalificación del paisaje (art. 91.A RJIGT/1999). 
No pueden reclasificar el suelo rural en urbano salvo las áreas expresamente destinadas a la 
edificación y usos urbanos complementarios.  
 
                                                 
1327
 La necesidad de desarrollar algunas determinaciones por planes de urbanización y por 
planes de detalle implicaba vínculos de  inedificabilidad de duración indeterminada hasta la reforma 
de 2007 en la que se introduce la caducidad de estas determinaciones y la aplicación directa de los 
parámetros previstos en los planes directores municipales. Cfr., la valoración realizada por 
OLIVEIRA, F.P., “O planeamento de nivel municipal: a reforma de 2007”, en CORREIA, F.A., I 
Jornadas Luso-Espanholas de urbanismo, Almedina, Coimbra, 2009, págs. 69-70.  
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3.- Instrumentos de naturaleza especial (vinculantes para los particulares)1328: son 
instrumentos de ámbito nacional. Su finalidad es la salvaguarda de los objetivos de interés 
nacional con incidencia territorial delimitada. Tienen naturaleza reglamentaria y en palabras 
de OLIVEIRA1329 constituyen un medio supletorio de intervención del Gobierno. Engloban al 
Plan de Ordenación de Áreas Protegidas, Plan de Ordenación de Albuferas de Aguas 
Públicas1330, Plan de Ordenación de la Franja Costera y al Plan de Ordenación de Estuarios. 
 
4.- Instrumentos de política sectorial: son instrumentos de ámbito nacional mediante 
los que se programan o concretan las diversas políticas con incidencia en la organización del 
territorio cuya responsabilidad corresponde a la Administración Central. Incluye los Planes 
Municipales de Defensa del Bosque contra los incendios. A título de ejemplo el art. 10.3 
LBPTOU enumera los de transportes, comunicaciones, energía y recursos geológicos, 
educación, cultura, salud, vivienda, turismo, agricultura, comercia, industria y ambiente. En 
definitiva, las áreas de suelo rural se encuentran afectadas por el PNPOT, los Planes 
sectoriales, los Planes Regionales y, en su caso, por los Planes de Ordenación de Recursos 
Naturales (parques,…), así como por las servidumbres administrativas y restricciones de 
utilidad pública.1331 
 
Por otra parte, es preciso poner de manifiesto que existen nuevas concepciones del 
papel que debe jugar el plan urbanístico en la ordenación del territorio. Así TAVARES DA 
SILVA defiende que el nuevo Derecho urbanístico portugués debe asentarse en las siguientes 
ideas fuerza: a) el programa estratégico sustituye al plan urbanístico; b)  el plan como acto 
debe evolucionar al plan como proyecto; c) los principios de jerarquía y de coordinación se 
                                                 
1328
 Los planes municipales y los planes especiales deben contener todas las normas relativas a 
la ocupación, transformación y uso del suelo relativas a los particulares lo que implica que las 
opciones del resto de planes con pretensión vinculante para los particulares deberán introducirse en 
aquellos planes si bien a través de un procedimiento simplificado de alteración que se denomina 
alteración por simplificación (art. 97 RJIT/1999). 
 
1329
 OLIVEIRA F.P., Direito…, op. cit., pág. 29 
 
1330
 Cfr. el Decreto-Ley nº 107/2009 de 15 de mayo de 2009. 
 
1331
 En relación a la planificación ambiental CAPITAO pone de manifiesto el concepto amplio 
de ambiente recogido en la CRP al integrar los elementos naturales de la vida y el ambiente social. 
Asimismo subraya que el componente ambiental constituye un elemento esencial en todos los planes 
administrativos (ordenación del territorio y planeamiento urbanístico), pero donde incide de forma 
más relevante es en  el  los planes de ordenación de las áreas protegidas, los planes de ordenación de 
la franja costera, los planes de ordenamiento de las albuferas y los planes de cuenca hidrográfica.  
(CAPITAO, GONÇALO:” Planificación y contractualización en el Derecho del ambiente”, DA, núms. 
257/258 (mayo-diciembre 2000), págs.151-228). 
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sustituyen por la gobernanza multinivel y d) la ordenación previa del territorio se desplaza a 
la concreción aplicativa de estándares ambientales y sociales y de cohesión económica.1332  
 
Por último, interesa destacar que desde el punto de vista competencial el sistema 
portugués no responde al modelo del sistema español. En efecto, y pese a que no existen entes 
similares a las Comunidades Autónomas la aprobación de los planes con efectos en relación a 
los particulares corresponde a los municipios mientras que la participación de las Comisiones 
de Coordinación y Desarrollo Regional, tal y como destaca SILVA1333 se contrae a: ejercer 
funciones de coordinación general al participar en todos los procesos de planeamiento 
estratégico de base territorial, presidir de las comisiones de seguimiento de los planes 
directores municipales y la participación en la conferencia de servicios en los planes de 
detalle y de urbanización y elaborar los planes regionales de ordenación del territorio. 
 
Por otra parte, en casos puntuales el Consejo de Ministros debe ratificar algunos 
planes municipales. Así sucede con los planes directores municipales aunque como pone de 
manifiesto la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 4 de junio de 2009, proceso 
nº 0797/05, los poderes de control abarcan a los trámites procedimentales externos de 














                                                 
1332
 TAVARES DA SILVA, S., ”O novo direito do urbanismo: o despontar do “urbanismo 
pósvinculístico”, no dominio da reabilitação urbana, Revista de Direito Público e Regulaçao, Centro 
de Estudos de Direito Público e Regulaçao,  núm. 1, mayo 2009, pág. 113. Según esta autora la 
elección de la mejor opción debe residenciarse a nivel de licencia administrativa lo que permite 
garantizar el principio de autonomía local. Asimismo destaca que los estándares dotan al sistema de 
mayor flexibilidad pese a su carácter vinculante. (Op. cit. pág. 115). 
 
1333
 SILVA, Á., ”Planeamento territorial. A coordenaçao de intervençoes. Ámbito regional e 
nacional”, en OLIVEIRA F.P., (Coord.) Direito do Urbanismo e do Ordenamento do Territorio-
Estudos, Coimbra, Almedina, 2012, pág. 89. 
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III. RÉGIMEN URBANÍSTICO DEL SUELO RURAL EN PORTUGAL 
 
 
 1.- Evolución histórica del suelo rural 
 
 
Con carácter previo al análisis de la legislación vigente es importante resolver la 
siguiente pregunta: ¿es el suelo rural un concepto negativo y meramente residual?, o, ¿existe 
una concepción en positivo del suelo rural? Pues bien, para contestar estas cuestiones es 
conveniente efectuar una breve aproximación histórica en la que podemos diferenciar, grosso 
modo, varias etapas.  
 
En un primer momento, el legislador portugués no contemplaba el suelo rural. Baste 
citar, en este sentido, el Decreto-Ley nº 576/70, de 24 de noviembre, que, pese a regular la 
política de suelos, no distinguía ninguna categoría de suelo, así como el Decreto-Ley nº 176-
A/88 de 18 de mayo, relativo los planes regionales de ordenación del territorio que no 
contenía ninguna referencia a las clases de suelos pese a su finalidad y ámbito territorial. 
  
Posteriormente, ya existe una toma de contacto con el suelo rural. Así, podemos citar 
el Decreto-Ley nº 69/90, de 2 de marzo, que al establecer reglas sobre los planes municipales, 
se centraba en los usos dominantes del suelo distinguiendo entre espacios urbanos, espacios 
urbanizables, espacios industriales, espacios para industrias extractivas, espacios agrícolas, 
espacios forestales, espacios culturales, espacios naturales y espacios-corredores, 
determinando que el perímetro urbano se integra por el espacio urbano y por los espacios 
urbanizables.  
  
Por último, aún cuando desde una vertiente estrictamente sectorial, es digno de 
mención el Decreto-Ley nº 438/91 de 9 de noviembre que diferenciaba, a efectos 
expropiatorios, los suelos aptos para la construcción (en los que incluye a los suelos con 
servicios urbanísticos, los suelos incluidos en núcleos urbanos, los suelos urbanizables y los 
suelos dotados de licencia de parcelación o de licencia de construcción en vigor) y los suelos 
aptos para otros fines, definiendo los segundos de forma residual y aquellos que no pueden 
ser utilizados para la construcción. En suma, al hilo de lo expuesto cabe concluir que no 
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2.- Concepto de suelo rural: objetivos 
 
 
Antes de adentrarnos en el concepto del suelo rural es preciso reflexionar sobre dos 
aspectos terminológicos. El primero consiste en saber si en la legislación portuguesa el suelo 
rural es sinónimo de suelo no urbanizable. Lejos de mayores complicaciones la normativa 
vigente no recoge la figura del suelo no urbanizable aunque podría definirse, a sensu 
contrario, respecto de la calificación operativa de suelo urbano mencionada con anterioridad. 
Estimo que dicha interpretación resulta contraproducente por dos motivos: el primero, porque 
nos llevaría a entender como suelo no urbanizable el suelo urbanizable sin programación, lo 
cual supone la reducción a lo absurdo; y el segundo, porque no existe en el diccionario 
portugués la expresión no urbanizable siendo así, que por otra parte, el término rural es 
suficientemente expresivo. Por tanto, se utilizarán ambos términos indistintamente si bien 
debe señalarse que no existe la prohibición absoluta de edificar en suelo rural.1334 
 
El segundo aspecto a resolver es el relativo al espacio rural. No existe en el derecho 
portugués una noción expresa de espacio rural a pesar de que, en varias ocasiones, el 
legislador tiene en cuenta sus particularidades. Me inclino a interpretar este término en 
sentido amplio, es decir, como conjunto de terrenos dotados de la condición de suelo rural. Lo 
anterior pone de manifiesto que estamos en presencia de un concepto dotado de varias 
dimensiones en las que deberán ponderarse, entre otros factores, el tipo de actividad 
dominante, la densidad de población y la estructura de la población. No obstante, no se puede 
olvidar, por una parte, que el Plan Director Municipal debe definir las estrategias para este 
espacio identificando las aptitudes, las potencialidades y los usos posibles (art. 85.1.g 
RJIGT/1999) y, por otra parte, la figura del plan de intervención en el espacio rural que es 
una modalidad de los planes de detalle municipales. Incluso en el ámbito de la ejecución 
urbanístico se prevé que los programas de acción territorial definan la estrategia de 
intervención municipal en el espacio rural (art. 121. 2, c RJIGT/1999). 
  
El concepto de suelo rural se recoge en el art. 15.2.a LBPOTU/1998 que dispone lo 
siguiente: “Suelo rural es aquel suelo que tiene reconocida vocación para las actividades 
agrícolas, pecuarias, forestales o mineras, así como el que integra los espacios naturales de 
protección y de ocio, o que sea ocupado por infraestructuras que no le confieran la condición 
del estatuto de suelo urbano.” Esta norma se desarrolló mediante el art. 4.2 Decreto nº 
                                                 
1334
 En la doctrina española, MARTÍNEZ MARTÍNEZ, M., entiende que de acuerdo con el 
TRLS/08 suelo no urbanizable y suelo rural no son sinónimos ya que el suelo rural incluye el suelo 
vacante de edificación el suelo rústico que admite expresamente actos de edificación, el suelo 
urbanizable hasta que termine su urbanización y el suelo rural residual. MARTÍNEZ MARTÍNEZ, 
M.: Medioambiente y…, op.cit., pág. 44. 
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11/2009, que establece los criterios uniformes de clasificación y reclasificación del suelo, de 
la definición del uso dominante y de las categorías relativas al suelo rural y urbano y supone 
un hito en la evolución normativa portuguesa puesto que pretende implantar un concepto 
positivo de suelo rural y limitar la reclasificación se duelo rural para supuestos excepcionales. 
Su tenor literal es el siguiente: “Se clasifica como suelo rural el suelo que se destina al 
aprovechamiento agrícola, pecuario y forestal o de los recursos geológicos, a los espacios 
naturales de protección o de ocio o a otros tipos de ocupación humana que no le confieran el 
estatuto de suelo urbano.” 
 
 Como se puede advertir, el legislador portugués adopta una concepción mixta del 
suelo rural puesto que ofrece, en realidad, dos conceptos1335: uno, de tipo positivo, al referirse 
a un conjunto de supuestos en los que necesariamente el suelo debe clasificarse como rural, 
en los que parece primar el destino y no la situación actual, y otro, de tipo negativo, al 
establecer una cláusula de cierre porque, también se considera rural, al suelo destinado a otros 
tipos de ocupación humana que no le confieran el estatuto de urbano. Es por ello que puede 
observarse,  a simple vista, el carácter manifiestamente incompleto de la  norma urbanística 
puesto que o bien parte de la exigencia de un reconocimiento previo de la vocación1336 
agrícola, pecuaria, forestal o minera, a realizar por su propia legislación específica y por sus 
propias figuras de planificación o bien utiliza conceptos dimanantes de dicha legislación.  
 
En tales condiciones, se pueden efectuar consideraciones: primera, la definición de 
suelo rural puede integrarse por otras normas no necesariamente urbanísticas; segunda, llama 
la atención que no exista un concepto supletorio de suelo urbano para determinar el alcance 
del suelo rural en los municipios sin planeamiento; y, tercera, lo cierto es que resulta 
incomprensible la ausencia de un estatuto jurídico del suelo rural, por lo que la concepción 
                                                 
1335
 Como ya se adelantó anteriormente el concepto de suelo rural no se encuentra en la ley del 
suelo sino en el RJIGT/1999 desarrollado por el Decreto nº 11/2009 y en la LBPOTU/1998. Buena 
prueba de lo anterior es la interpretación de la aptitud para la construcción que efectúa la 
jurisprudencia en relación a la expropiación de terrenos con valores naturales. En este sentido la 
Sentencia del Tribunal de Apelación de Coimbra de 15 de junio de 2004, proceso nº 276/04 considera 
que  un terreno integrado en la Red Agrícola Nacional o en la Red Ecológica Nacional se puede 
considerar apto para la construcción cuando el propietario demuestre la autorización excepcional de 
construcción de una edificación o si la expropiación de la parcela se realiza para la construcción de 
predios urbanos.  
 
1336
 Sería más correcto hablar de aptitud y no de vocación porque se tienen en cuenta 
características naturales y factores socioculturales y económicos. CUNHA pone de manifiesto el 
conflicto normativo entre el art. 15.2.b LBPOTU/1998 y el art. 73.4 RJIGT/1999 y el art. 6.2 Decreto 
nº 11/2009 y señala que debe aplicarse el principio de jerarquía normativa porque debe prevalecer el 
requisito de la urbanización programada, es decir, de la programación efectiva y no de la 
programación futura.  CUNHA, J.L., ”Apontamentos en materia de programaçao territorial”, en la 
obra colectiva coordinada por OLIVEIRA F.P., Direito do Urbanismo e do Ordenamento do 
Territorio-Estudos, Coimbra, Almedina, 2012, pág. 308.  
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positiva a la que han evolucionado otros ordenamientos jurídicos dista de haber sido 
alcanzada en Portugal.1337 
 
Otra de las particularidades de la definición que se comenta, y que pueda resultar 
paradójica, es que no se prevea una cláusula ad hoc sobre la exclusión de la actividad 
urbanizadora como denominador común de esta clase de suelo, cláusula que podría actuar 
como criterio interpretativo en los supuestos conflictivos y que se referiría a los suelos 
inadecuados para el desarrollo urbano por consideraciones estrictamente territoriales o 
urbanísticas. De este modo, no se resuelve la siguiente pregunta: ¿cómo se deben clasificar 
los terrenos que no se incluyan en los dos supuestos contemplados por el legislador? O 
formulada de otra forma, ¿puede un terreno ser clasificado como rural si no presenta valores 
naturales dignos de protección y no tiene reconocida vocación agraria, pecuaria, forestal o 
minera? Este problema surge porque el legislador portugués tampoco diferencia entre suelo 
rural común y suelo rural protegido.  
 
En efecto, aún cuando no se podría llegar a la conclusión irracional de que el suelo 
rural común o no protegido deje de ser rural, no es menos cierto que, el precepto transcrito (al 
igual que su desarrollo reglamentario), no se refiere expresamente al suelo que, por decisiones 
del planificador territorial o del planificador urbanístico, deba ser preservado de su desarrollo 
urbano. Por tanto, la conclusión deviene evidente: la indeterminación respecto de suelos que 
no posean cualidades intrínsecas merecedoras de una protección especial, deja en manos del 
planificador, la delimitación de la ciudad que crea con el plan, aunque esta omisión quizá se 
podría suplir con la observancia del modelo territorial implantado por los planes de 
ordenación del territorio sin eficacia plurisubjetiva. 
 
Consciente de esta situación anómala, el art. 5.2 del Decreto nº 11/2009 incluye una 
serie de criterios determinantes de la atribución de suelo rural que serán analizados en el 
siguiente epígrafe y que poseen carácter vinculante para el planificador. Por tanto, es 
comprensible que no se establezca expresamente el derecho y el deber de utilización del suelo 
                                                 
1337
 Esta omisión de un estatuto jurídico mínimo del propietario en general y del propietario del 
suelo rural en particular determina que no queda claro si el derecho a urbanizar forma parte o no de 
dicho contenido. En el ámbito del Derecho español esta facultad ya no pertenece al propietario desde 
la LS/2007 y el TRLS/2008. Esta situación es criticada por FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ para quien 
existen dudas de constitucionalidad ya que impone a los propietarios un sacrificio desproporcionado 
en beneficio no se sabe de qué, pues la Exposición de Motivos ni siquiera afirma que la apertura a la 
competencia pueda suponer un beneficio tangible y porque se admite  que el legislador urbanístico 
“opte por seguir reservando a la propiedad la iniciativa de la urbanización en determinados casos”. La 
Ley no se molesta en justificar esta posible excepción ni en la Exposición de Motivos, ni en el 
articulado en el que no hay otra referencia al asunto que el ambiguo “sin perjuicio de las 
peculiaridades o excepciones que ésta (la legislación aplicable) prevea a favor de la iniciativa de los 
propietarios del suelo”. FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ  T.R., “La nueva Ley 8/2007, de 28 de mayo, de 
Suelo: valoración general”, iustel.com, RGDA, núm. 15, junio 2007, págs. 7-8. 
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rural de conformidad con su naturaleza aunque se admitan, con carácter excepcional, usos 
específicos de interés público y social para la consecución de fines de desarrollo del medio 
rural. Pese a esta omisión la conclusión resulta clara: la transformación urbanística sólo la 
puede autorizar el plan urbanístico con lo que el contenido normal y primario de la propiedad 
del suelo coincide con el contenido de la propiedad del suelo rural.1338  Descendiendo al 
análisis detallado del precepto cabe destacar que los supuestos legales de suelo rural son los 
siguientes: 
 
a.- Suelo destinado a actividades agrícolas, pecuarias, forestales y mineras: en este 
caso se incluye uno de los destinos normales del suelo rural si bien se diferencian usos 
naturales frente a usos industriales (minería). Para conocer el significado y el alcance de cada 
una de estas actividades es preciso adentrarse en la legislación sectorial prevista al efecto. 
 
b.- Los espacios naturales de protección o de ocio. 
 
c.- Terrenos ocupados por infraestructuras que no le confieran el estatuto de suelo 
urbano: se trata de los sistemas generales. La norma, sin diferenciar los sistemas de ámbito o 
interés supramunicipal de los sistemas de interés municipal, se decanta por dejar abierta la 
opción respecto del encuadre de estas infraestructuras, es decir, no se trata de una tercera 
clase de suelo porque, según los supuestos, podrán ser suelo urbano o suelo rural.1339 Además 
también entrarían dentro de este apartado los suelos en los que se ubican construcciones 
agrícolas, vías de comunicación y estaciones de tratamiento de aguas y residuos.1340 
 
De lo anterior se puede colegir que si el territorio considerado tiene alguno de los 
valores o riquezas naturales dignos de protección el plan director municipal  debe clasificarlo 
como suelo rural. Sin embargo, es preciso matizar esta afirmación: sólo tienen carácter 
reglado para el planificador los terrenos que la legislación sectorial o territorial, y en su 
desarrollo, los correspondientes planes, consideren dignos de protección mientras que en el 
resto de terrenos el planificador goza de una discrecionalidad débil al estar sometido a una 
                                                 
1338
 Recuérdese que la función de delimitación de las reglas sobre el uso, transformación y 
ocupación del suelo se atribuye a los planes urbanísticos por el propio texto constitucional  (art. 65.4), 
con lo que el plan se sitúa al mismo nivel que la ley al regular el estatuto del suelo. 
 
1339
 Destaca OLIVEIRA que la legislación vigente deja un amplio espacio de discrecionalidad al 
municipio porque reconoce un ámbito propio al planificador. OLIVEIRA F.P., A 
discrecionariedade…, op.cit., pág. 390. 
 
1340
 En iguales términos OLIVEIRA, F. P., A discrecionariedade…, op. cit., pág. 391. Esta 
profesora justifica su tesis discrecional y no meramente ejecutiva, como sostiene PIRES, de una parte,  
en que son de aplicación las exigencias de contención de los perímetros urbanos derivadas del 
Programa Nacional de Planificación y Ordenación del Territorio y, de otra parte, en la autonomía local 
y en la adecuación de la norma a la realidad local así como en la estrategia de desarrollo local, PIRES, 
G.R., “A Classificaçao e a Qualificaçao…, op. cit. pág. 362. 
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serie de conceptos jurídicos indeterminados. En suma, el suelo rural en Portugal  obedece a la 
presencia de valores específicos (ambientales, paisajísticos, naturales, agrarios, forestales,…), 
aunque, en una primera observación, se puede adelantar que  omite supuestos que, por sus 
características morfológicas, hidrológicas o geotécnicas impidan su transformación 
urbanística o la desaconsejen para la protección de los bienes o de las personas y para la 
funcionalidad del dominio público. 
 
Por último se hace conveniente reflexionar sobre una última cuestión. Como es común 
a otras normas vigentes en el derecho comparado, la fundamentación del régimen jurídico del 
suelo rural se encuentra en múltiples causas. El art. 6 del Decreto nº 11/2009, enumera las 
siguientes: el suelo es un recurso natural escaso y no renovable; existen terrenos destinados a 
usos agrícolas y forestales y terrenos con vocación geológica y con valores naturales que 
deben ser preservados de la urbanización; y, por último, es preciso reservar áreas territoriales 
para la ubicación de ocupaciones y de usos incompatibles con el espacio urbano. Por último, 
cabe subrayar que pese a la inexactitud de la definición comentada, no es menos cierto que el 
legislador al enumerar las funciones del suelo rural aporta referencias para arrojar luz sobre 
los supuestos dudosos. Estas funciones son, de un lado, las de producción primaria y, de otro 
lado, el servir de soporte material para los ecosistemas naturales, incluyendo el paisaje,  
recreo, ocio y cultura. En definitiva, la razón de ser de su existencia y de su régimen protector 
es la utilización racional de los recursos naturales. 
 
En definitiva, quizá no resulte ocioso recordar que el legislador portugués maneja un 
concepto amplio de suelo rural1341 en el cual se puede englobar el suelo rústico de ahí que 
existan, a los efectos de la normativa reguladora del RAN (art. 3 j y l), el predio mixto que es 
aquel constituido, de forma indisoluble, por una parte urbana y por una parte rústica  y el 
predio rústico que se define como una parcela situada fuera de un núcleo urbano que no es 
apta para la construcción ya que su destino normal es una utilización generadora de 
rendimientos agrícolas así como aquel terreno que no se encuentre construido o disponga de 
edificios rurales de carácter accesorio, sin autonomía económica y de reducido valor y las 
aguas, las plantaciones y los edificios o construcciones rurales directamente destinados a la 
producción de rendimientos agrícolas, pecuarios o forestales que incluye las áreas donde 
están implantadas las instalaciones necesarias para conseguir objetivos de la explotación 
agrícola.  
 
                                                 
1341
 Esta amplitud se constata si tenemos en cuenta los reglamentos de los Planes Directores 
Municipales. Cfr., el art. 56 del Plan Director Municipal de Viana do Castelo, aprobado el 13 de 
marzo de 2008, en el que se refiere los espacios de usos múltiples, dentro de la clase de suelo rural, 
como aquellos espacios delimitados por el plano de ordenación que presentan algún potencial de 
transformación debiendo promocionarse los usos que garanticen su rehabilitación fundamentalmente 
en sus vertientes paisajística y ambiental.  
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3. Criterios de delimitación 
 
 
El interés público demanda la preservación de amplios espacios para excluirlos de 
toda transformación urbanística. Es decir, el planificador debe ponderar los intereses privados 
y los intereses públicos en juego y tras una reflexión debidamente motivada, dentro del 
ámbito de la potestad discrecional, debe delimitar las zonas que sean susceptibles de 
desarrollo urbano y las zonas preservadas de dicho desarrollo urbanístico.1342 Por ello, es 
crucial la definición de los criterios de delimitación de dichas zonas que deberán garantizar el 
desarrollo territorial sostenible y la calidad de vida lo que puede, en ocasiones, implicar la 
utilización no conforme al destino natural de estos terrenos. El art. 5.2 del Decreto nº 11/2009 
utiliza diversos criterios para clasificar una parcela como suelo rural. Se trata de una 
clasificación mixta ya que tiene en cuenta el estado actual del suelo y también el destino del 
suelo (prueba de ello es el párrafo 3º del mencionado precepto que, al exigir la ponderación 
de la ocupación actual del suelo, permite aplicar la vocación o destino futuros como criterio 
acumulativo de clasificación.). Pese a lo anterior subyace en el mencionado Decreto un 
principio esencial: la contención de la expansión incontrolada del suelo urbano. 
 
Como advierte OLIVEIRA1343, corresponde al municipio definir los suelos rurales a 
partir de los citados criterios genéricos mediante la adición de sus propios criterios de 
decisión de concreción ya que se trata de criterios abstractos. En cualquier caso, es preciso 
tener en cuenta que el suelo rural se presenta como la clase de suelo supletoria por lo que la 
inclusión de una parcela en el suelo urbano debe estar suficientemente motivada.1344 Dichos 
criterios son los siguientes: 
 
 
                                                 
1342
 En este sentido, MARTINS indica que la Administración debe clasifica el suelo en base a 
justificaciones válidas como el crecimiento poblacional, el aumento de las actividades económicas y 
con la finalidad principal del desarrollo sostenible en el conjunto de la región. Cfr. MARTINS, M. J., 
” Solo urbano solo rural: efeitos da classificação no território ibérico”, pág. 11. 
 
1343
 OLIVEIRA, F. P., A discrecionariedade…, op. cit., págs. 392-393. Esta función como ya 
nos consta está reservada a los planes directores municipales. 
 
1344
 OLIVEIRA, F. P., A discrecionariedade…, op. cit., pág. 394 señala que se deben clasificar 
como suelo rural todos aquellos suelos que no se presentan, desde los puntos de vista cuantitativo y 
cualitativo, indispensables o adecuados al modelo de organización del sistema urbano. Desde este 
punto de vista resulta fundamental la justificación de dichas operaciones clasificatorias. En un sentido 
señala MARTINS que la clasificación del suelo debe tener en cuenta las características biofísicas para, 
en un momento posterior, proceder a su distribución según los diferentes usos. Cfr. MARTINS M. J., 
” Solo urbano solo rural: efeitos …”, op.cit., pág. 6. 
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3.1.- Reconocida aptitud para el aprovechamiento agrario, pecuario, forestal y   
geológico.  
 
Se trata de los terrenos que posean valores agrícolas, ganaderos, forestales y 
geológicos. La norma exige que se haya comprobado la idoneidad de estos suelos para la 
producción y explotación económica lo que implica que habrá que diferenciar entre suelos 
dignos de protección y suelos carentes de dichos valores puesto que, de lo contrario, se 
atribuirían unas restricciones de uso y aprovechamiento sin causa justificativa. En ocasiones, 
los referidos valores ya habrán sido debidamente ponderados por planes sectoriales, tal y 
como sucede con los planes de ordenación, gestión e intervención forestal previstos en el 
Decreto-Ley nº 16/2009,  de 14 de enero. En líneas generales, se puede concluir que el 
legislador portugués parece decantarse por la función económica del suelo rural dentro de los 
destinos naturales de esta categoría de suelo. Es esta novedad del Decreto nº 11/2009 y con 
ella se pretende revalorizar el suelo rural. 
 
 
3.2.- Concurrencia de valores naturales, ambientales, culturales, paisajísticos. 
Regímenes especiales.  
 
 
En mi opinión, la redacción de la norma es incongruente puesto que mezcla supuestos 
dispares. Así dentro de los valores naturales y ambientales habrá que entender incluidos los 
relativos a la defensa de la fauna, de la flora o los que sirvan para lograr el equilibrio 
ecológico. En cambio, los valores culturales aluden al patrimonio histórico en general y los 
valores paisajísticos no implican la inexistencia de asentamientos humanos ni de 
explotaciones del suelo. En cualquier caso, y como denominador común a todos estos valores, 
la clasificación como suelo rural garantiza la protección de los mencionados valores y supone 
el cumplimiento de la obligación que el art. 9 e) CRP impone al Estado para proteger y poner 
en valor el patrimonio cultural del pueblo portugués, defender la naturaleza y el ambiente y 
preservar los recursos naturales.  
 
Dentro de este apartado se incluyen aquellas parcelas que, estando o no identificadas 
en los planes regionales y en los planes especiales de ordenación del territorio, participen de 
dichos valores así como aquellas parcelas incluidas en regímenes territoriales definidos por 
una ley especial. La protección a dispensar trae causa de la incompatibilidad de estos suelos 
para los procesos de urbanización y de edificación lo que, a sensu contrario, implica que la 
mera concurrencia de estos valores no es suficiente para la categorización como suelo rural. 
Dentro de esta configuración se incluyen los suelos sometidos a diversos regímenes 
especiales de protección. Podemos citar como más significativos los incluidos en áreas 
protegidas (el Decreto-Ley nº 19/1993 los divide en parque nacional, reserva natural y 
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monumento natural)1345 y régimen de gestión urbanística del litoral aprobado por el Decreto-
Ley nº 302/1990. 
 
 
3.3.- Concurrencia de riesgos naturales1346, riesgos tecnológicos y lesión del medio 
ambiente, de la seguridad y la salud públicas.  
 
 
La norma no obliga al encuadramiento en el suelo rural de forma directa sino que es 
preciso delimitar la posible incompatibilidad con la integración en el suelo urbano. Los 
riesgos mencionados son ponderados en los diversos planes sectoriales lo que implica que el 
planificador urbanístico no goza de discrecionalidad para la definición del estatuto de este 
suelo. Obsérvese cómo la norma protege no sólo la vida y la integridad de las personas sino 
también el medio ambiente. Dentro de este supuesto podemos citar los terrenos sometidos a 
terremotos, hundimiento de tierras, con industrias nocivas, erosión, contaminación,… En 
definitiva,  corresponde al municipio la determinación de la incompatibilidad de dichos 
terrenos dentro de la categoría de suelo urbano a partir de sus propios criterios de decisión. 
 
 
3.4.- Bienes afectos a la Defensa Nacional y a la seguridad y a la protección civil.  
 
Una de las obligaciones de los instrumentos de gestión territorial es la de incluir estos 
suelos en su ámbito de aplicación (con algunas excepciones en los bienes vinculados a la 
Defensa Nacional y por razones de seguridad del Estado), obligación que abarca también a las 
redes de estructuras, infraestructuras y sistemas (art. 11 RJIGT/1999). Sin embargo, ello no 
implica necesariamente dotarlos, en todo caso, de la condición de rurales puesto que, en 
ocasiones, pueden ser compatibles dentro del suelo urbano. 
                                                 
1345
 Para la Sentencia del Tribunal Central Administrativo Norte de 30 de octubre de 2008, 
proceso nº 00042/05.0BEMDL la derogación con efectos retroactivos efectuada por Decreto-Ley de 
una norma que implica la caducidad de la clasificación de áreas protegidas no vulnera la CRP porque 
no es una retroactividad arbitraria y no viola la confianza de los ciudadanos en la certeza y en la 
seguridad del ordenamiento jurídico y se fundamenta en la protección de valores fundamentales 
relativos al medio ambiente.  
 
1346
 ZÊZERE J.L., ”Riscos e Ordenamento do Territorio”, Inforgeo, Julio 2007, págs. 59-63. 
Para este geógrafo, la inclusión de las zonas de riesgo en el ámbito REN es contraproducente porque 
no tienen por qué coincidir las mismas restricciones de uso y porque en ocasiones tampoco coinciden 
ambas áreas territoriales así como las áreas REN  no incluyen toda la tipología de riesgos y  si el 
territorio es peligroso la prohibición o limitación de uso debe ser conocida por la población sin que la 
pendiente del 30% pueda ser indicativa en algunos terrenos. ZÊZERE J.L., ”Riscos e 
Ordenamento…”, op. cit., pág. 62. Por otra parte defiende la cultura de la prevención frente a la 
cultura de la reacción tal y como se desprende de las orientaciones del PNPOT ZÊZERE J.L., ”Riscos 
e Ordenamento…”  do Territorio”, op. cit., pág. 63. 
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3.5.- Protección del dominio público.  
 
 
Se trata de la afectación a infraestructuras, equipamientos1347 u otros tipos de 
ocupación humana que no le confieran el estatuto de suelo urbano. La redacción de la norma 
es calculadamente ambigua puesto que está plagada de conceptos jurídicos indeterminados. 
El legislador no se está refiriendo a las zonas adyacentes al dominio público pero ello no es 
óbice para su clasificación como rurales salvo que el régimen de usos y limitaciones sea lo 
suficientemente protector que no determine la necesidad de su clasificación como rural. Pese 
a su omisión se debe entender que el dominio público natural también se incluye en esta 
categoría. Téngase en cuenta que el ordenamiento portugués diferencia entre demanio natural 
y demanio artificial (art. 16 del Decreto-Ley nº 280/2007, de 7 de agosto) por lo que la 
atribución de la condición de suelo rural deberá ser realizada de forma casuística. 
 
Aparentemente el legislador ofrece un cuadro completo de criterios de delimitación. 
Sin embargo, nada más lejos de la realidad. Así el silencio normativo es evidente en relación 
a las denominadas zonas de transición.1348 También se echa en falta la delimitación de zonas 
que deberán recuperar los valores preexistentes tal y como sucede con las zonas afectadas por 
los incendios forestales. Por último, el precepto comentado suscita una dificultad adicional: 
no contempla los núcleos rurales. Sin embargo, es manifiesta la intención de considerar a 









En el derecho urbanístico portugués no existe una diferenciación entre suelo rústico 
ordinario y suelo rústico de especial protección sin que ello implique un régimen jurídico 
unitario para cualesquiera parcelas incluidas en el suelo rural. El efecto se consigue, por una 
parte, mediante la regulación específica sectorial de ámbitos de suelo con valores de 
                                                 
1347
 Según la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo nº 0120/09  de 26 de mayo de 
2010,  el concepto de equipamiento no es un concepto aislado de cada uno de sus componentes 
(deportivos, culturales, servicios, administrativos, hoteleros, comercio), sino que se trata de un 
concepto unitario, integrado y de agregación funcional. 
 
1348
 Posteriormente el legislador parece tenerlas en cuenta cuando regula en el art. 14.3 el suelo 
rural complementario. 
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indispensable protección (REN, RAN,…) y, por otra parte,  mediante las técnicas de la 
calificación urbanística y de la zonificación.  
 
Téngase en cuenta, sin embargo, que a través de estas últimas, se impone al 
planificador la determinación del uso dominante de la zona correspondiente, el cual debe 
obedecer a los siguientes principios recogidos en el art. 10.2 del Decreto nº 11/2009.  
 
a.- Principio de compatibilidad de usos en virtud del cual se diferencia entre los usos 
incompatibles y los usos compatibles. Mediante este principio se favorece  la 
multifuncionalidad del suelo rural. 
 
b.- Principio de graduación: los diversos usos a que puede someterse el uso rural no 
son neutros. Esa es la razón por la cual la norma contempla una escala gradual en la cual se 
otorgue primacía a los intereses públicos más adecuados. Para ello la norma remite a criterios 
ambientales, económicos, sociales, culturales y paisajísticos. 
 
c.- Principio de preferencia de usos que obliga a su localización concreta. En este 
sentido, la situación fáctica del territorio debe ser valorada a la hora de implantar 
determinadas funcionalidades al suelo rural. 
 
d.- Principio de estabilidad. 
 
En suma, para el Decreto nº 9/2009, de 29 de mayo, el planificador en el momento de 
delimitar los usos a distribuir entre las diversas partes del territorio deberá partir de un 
concepto estricto de zona, a tenor del cual, es un área homogénea desde el punto de vista del 
régimen de su uso, transformación y ocupación.  
 
Junto al anterior, juegan también un papel determinante los conceptos de estructura 
ecológica municipal, zonas inundables y corredores.1349 Respecto a las primeras, el Decreto nº 
11/1999, las define como un conjunto de áreas que, en virtud de sus características biofísicas 
o culturales, de su continuidad ecológica y de su ordenación, desempeñan como función 
principal la de contribuir al equilibrio ecológico y a la protección, conservación y 
valorización ambiental y paisajística de los espacios rurales pero también de los espacios 
urbanos, aunque no constituye una categoría autónoma de suelo, pese a estar dotada de sus 
propias reglas de uso. En definitiva, su finalidad es crear un continuum natural que asegure el 
funcionamiento de los ecosistemas fundamentales, es decir, funciona al modo de una zona de 
transición. 
                                                 
1349
 Cfr., a modo de ejemplo, los arts. 13 y 14 del reglamento del Plan Municipal de Bragança 
de 15 de junio de 2010 (DR nº 117 de 18 de junio). 
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Por su parte, el art. 12 del mencionado Decreto nº 11/2009 se ocupa de los corredores 
y los define como aquellas áreas de suelo destinadas a infraestructuras territoriales o urbanas 
de desarrollo lineal, que pueden incluir áreas técnicas complementarias adyacentes, y pueden 
ser, en ocasiones suelo rural o suelo urbano. Las zonas sometidas a la servidumbre de no 
edificabilidad se incluyen en el suelo de que se trate y su cesación determina la redefinición 
del uso del suelo. 
 
Por otro lado, hasta el referido Decreto nº 11/2009, no existía una determinación 
normativa de la calificación de suelo rural, imperando la técnica del numerus apertus, como 
sucede en otras legislaciones entre las que se encuentra la española. En este sentido, cada plan 
establecía las que estimaba convenientes para concretar el modelo territorial elegido. Sin 
embargo, el mencionado Decreto nº 11/2009, rompe esta tendencia y disciplina las diversas 
categorías de suelo rural, desarrollando el art. 73.2 RJIGT/1999, aunque adopta un sistema 
híbrido puesto que permite la creación de subcategorías adecuadas a la estrategia de 
desarrollo local y al modelo de organización espacial del territorio municipal.1350  
 
Ahora bien, tampoco se puede olvidar que, al margen del Plan Director Municipal, el 
legislador se ocupa de la ordenación que deberá afectar al denominado suelo rural 
complementario1351 de uno o más perímetros urbanos. Su función es conseguir una 
intervención integrada del planeamiento por lo que debe ser incluido en las categorías o 
subcategorías del suelo rural más adecuadas para garantizar la consecución de los objetivos 
de dicha intervención. 
 
La legislación portuguesa no es ajena a las técnicas de calificación comunes en otros 
ordenamientos jurídicos. Prueba de ello es que existen calificaciones relativas a 
circunstancias físicas actuales del terreno, calificaciones relativas a terrenos que presentan 
unos valores protegibles y calificaciones previstas para la transformación del ámbito 
territorial en que se aplican. A continuación nos detendremos en el análisis del meritado 
Decreto nº 11/2009 si bien no se puede perder de vista que se otorga una discrecionalidad 
                                                 
1350
 Se puede citar, a título de ejemplo, el Plan Director Municipal de Vila Real, Diario de la 
República nº 17 de 26 de enero de 2009, que enumera las siguientes calificaciones urbanísticas de 
suelo rural: Espacios agrícolas, espacios forestales y espacios de uso especial. En relación a los 




 Según el Decreto nº 9/2009, de 29 de mayo, suelo rural complementario es el suelo rural 
adyacente con uno o más perímetros urbanos que en el proceso de elaboración de un plan de 
urbanización se revele necesario delimitar para establecer una intervención integrada del 
planeamiento. 
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limitada al planificador para definir subcategorías específicas ajustadas al modelo territorial 
elegido.1352  
 
4.2.- Espacios agrícolas o forestales 
 
 
El art. 15 exige que su destino sea bien la producción o bien la conservación. La 
utilización predominante es el desarrollo de las actividades agrícolas, pecuarias o forestales 
teniendo en cuenta el aprovechamiento del suelo y el resto de recursos y condiciones 
biofísicas que garanticen su fertilidad. Engloban los suelos incluidos en la Reserva Agrícola 
Nacional y todos aquellos suelos de mayor potencial agrícola y de características semejantes. 
En síntesis son espacios que se destinan obligatoriamente a actividades agrícolas o que reúnen 
características preferentes para dicho destino. Aunque el destino agropecuario no es 
exclusivo. En efecto, habrá que tener en cuenta la compatibilización del aprovechamiento 
agrícola, pecuario o forestal con otras funciones que desempeña el suelo como soporte de 
procesos biofísicos vitales para el desarrollo de actividades humanas y para la conservación 
de la naturaleza y de la biodiversidad.1353  
 
Los planes municipales de ordenación del territorio pueden definir las siguientes 
subcategorías: espacios agrícolas y forestales de producción; espacios agrícolas y forestales 
de conservación integrados en áreas clasificadas como de conservación de la naturaleza y la 
biodiversidad y espacios de uso múltiple agrícola y forestal, ocupados por sistemas agrícolas, 
silvícolas y de pastoreo o por usos agrícolas y silvícolas alternados y funcionalmente 
complementarios.1354  
 
                                                 
1352
 Cfr. OLIVEIRA, F. P.,  A discrecionariedade…, op.cit., pág. 403. Esta autora defiende que 
aunque un terreno presente las características típicas de una determinada categoría el planificador, de 
forma motivada, puede incluirlo en otra categoría que considere adecuada. 
 
1353
  Recuerda GOMES C. A.:” Uma mão cheia de nada, outra de coisa nenhuma: duplo eixo 
reflexivo em tema de biodiversidade”, en GOMES, C.A. (Coord.), No Ano Internacional da 
Biodiversidade Contributos para o estudo do Direito da protecção da biodiversidade,  Instituto de 
Ciências Jurídico-Políticas, Faculdade de Direito da Universidade de Lisboa, noviembre 2010, 
consultado en www.icjp.pt, septiembre 2012, pág. 30, que  la densidad legislativa y reglamentaria 
prevista en Portugal para la protección de la naturaleza está supeditada a los imperativos del interés 




 Como pone de manifiesto la Sentencia del Tribunal Central administrativo Norte de 4 de 
mayo de 2012, proceso nº 00255/04.1BEBRG en las zonas forestales de protección ecológica se trata 
de áreas absolutamente vedadas a la intervención humana susceptible de modificar o de alterar de 
forma sensible el bosque. 
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Por otra parte, el uso de este suelo debe respetar la legislación y los planes sectoriales 
relativos a las actividades y usos. En estos espacios se pueden desarrollar otras actividades y 
usos compatibles con la utilización predominante, tales como aprovechamiento de recursos 
geológicos y energéticos y actividades agro-industriales, turísticas, de ocio y culturales, de 
conformidad con la reglamentación que establezcan los planes directores municipales de 
ordenación del territorio.  
 
Respecto a la Reserva agrícola nacional (RAN) cabe señalar que se regula en el 
Decreto-Ley nº 73/2009, de 31 de marzo de 20091355 que sustituye al Decreto-Ley nº 
196/891356. Se trata de un conjunto de áreas de mayor aptitud para la agricultura respecto de 
las cuales no sólo se valoran las condiciones climatológicas y morfológicas sino también las 
sociales. Para su definición el legislador no exige la explotación actual ya que se refiere a las 
potencialidades del terreno para la producción de bienes agrícolas. Su ámbito territorial 
coincide con las regiones de cada unidad de nivel II NUTS.1357 Se caracteriza por ser una 
restricción de utilidad pública consistente en un régimen territorial cuya finalidad es 
establecer una serie de condicionamientos al planificador (art. 2.2).1358  
 
La gestión corresponde a la entidad nacional (cuyo presidente es el Director General 
de Agricultura y Desarrollo Rural) y a las estructuras regionales (cuyo presidente es el 
Director Regional de Agricultura y Pesca). Constituye una restricción de utilidad pública que 
                                                 
1355
 Advierte MEDEIROS DE CARVALHO que la alteración legislativa tiene como 
presupuestos fundamentales el mantenimiento de la naturaleza jurídica en cuanto restricción de 
utilidad pública y de refuerzo de su importancia estratégica. MEDEIROS DE CARVALHO, C. L., 
”Breves notas a propósito do novo regime Reserva Agrícola Nacional”, Revista de Direito Público e 
Regulación, mayo/2009, www.fd.uc.pt/cedipre, pág. 10. 
 
1356
 En relación a dicho régimen legal es preciso remitirse a MASSENO D.M., ”Da afectação de 
terrenos agrícolas no Direito português: a Reserva Agrícola Nacional”, Revista Jurídica do 
Urbanismo e do Ambiente, Coimbra, nº 4, 1995, p. 319 y ss. Para este autor  
 
1357
 En relación al mencionado ámbito territorial quizá resulte conveniente destacar que a pesar 
de que los distritos sean la división administrativa de primer orden en Portugal Continental, la división 
técnica de primer orden es otra. Se trata de las cinco grandes regiones gestionadas por las Comisiones 
de Coordinación y Desarrollo Regional (CCDRs), y que corresponden a las subdivisiones NUTS II 
para Portugal. Sus límites coinciden con los límites de los municipios, pero no coinciden con los 
límites de los distritos, que a veces se reparten por más de región. También estas regiones están en 
vías de desaparecer con el proceso de descentralización, pero de momento son las siguientes: Región 
del Alentejo, Región del Algarve, Región Centro. Región de Lisboa (sustituyó en 2002 la región de 
Lisboa y Valle del Tajo) y Región Norte. 
 
1358
 Para la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 10 de mayo de 2012, proceso nº 
10.600/05 “ no se puede comparar el carácter de mera ordenación administrativa de un plan municipal 
que justifica una especial protección del expropiado con una intervención sustancial en el 
ordenamiento del territorio como una integración en la Reserva Agrícola Nacional.”   
 
Capítulo décimo. El Derecho Urbanístico y… 
 
 689 
se aplica a un régimen territorial espacial que establece un conjunto de condicionamientos a 
la utilización no agrícola del suelo.  
 
El Decreto-Ley citado, por su parte, disciplina determinados aspectos del régimen 
jurídico de estas áreas, las cuales desempeñan una serie de objetivos: proteger el suelo como 
soporte del desarrollo de la actividad agrícola, contribuir al desarrollo sostenible de la 
actividad agrícola, promover la competitividad del suelo rural, contribuir a la preservación de 
los recursos naturales y contribuir a la conexión con el suelo incluido en la Red Ecológica 
Nacional y la adopción de medidas cautelares. Se trata, sin duda, de un régimen protector 
frente a intervenciones urbanísticas que disminuyan o destruyan sus potencialidades agrícolas 
e impidan su afectación a la agricultura. 
 
Esta articulación nos permite afirmar que esta Red constituye un cuadro estratégico y 
normativo establecido en el Programa de Desarrollo Rural, en el Programa Nacional de la 
Política de Ordenación del Territorio, en la Estrategia Nacional para los Bosques, en los 
planos regionales de ordenación del territorio y en los planos sectoriales relevantes siendo 
uno de los componentes de la Red Fundamental de Conservación de la Naturaleza.  
 
Queda claro, por consiguiente, que esté régimen restrictivo hace necesario delimitar 
debidamente los terrenos afectados por esta clasificación. Por ello se hace necesario 
mencionar los suelos excluidos:1359 los que integran el perímetro urbano identificado en el 
plan municipal de ordenación del territorio como suelo urbanizado; los suelos cuya 
urbanización sea posible programar y el suelo afecto a la estructura ecológica necesaria para 
el equilibrio del sistema urbano.  
 
De forma puramente gráfica podría decirse que es el suelo con destino agropecuario. 
De ahí que, forman parte de la Reserva Agrícola Nacional, entre otras, las parcelas con 
aptitud elevada para el uso agrícola genérico, las parcelas con aptitud moderada para el uso 
agrícola genérico, las parcelas que tienen una capacidad de uso muy elevada, con pocas o 
nulas limitaciones, sin riesgos de erosión o con riesgos ligeros susceptibles de utilización 
intensiva o de otras utilizaciones, parcelas que tengan una capacidad de uso elevada, con 
limitaciones moderadas, riesgos de erosión moderados,  susceptibles de utilización agrícola 
moderadamente intensiva y de otras utilizaciones y parcelas con exceso de agua o con drenaje 
pobre con permeabilidad lenta.1360  
                                                 
1359
 La norma derogada excluía a los suelos destinados a expansiones urbanas consignados en 
planes directores municipales, en planes de urbanización, en áreas de desarrollo urbano prioritario y 
en áreas de construcción prioritaria. También los suelos destinados a parcelaciones urbanas de interés 
regional o local. 
 
1360
 El ámbito territorial se puede ampliar mediante la técnica de la integración específica en 
virtud de la cual se incluyen los terrenos receptores de importantes inversiones destinadas a aumentar 
su capacidad productiva o su sostenibilidad, los terrenos cuyo aprovechamiento sea determinante para 
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Otra faceta que demos abordar es la de su delimitación. Para ello, la norma recuerda, 
en primer lugar, que habrá que estar, con carácter previo, a la clasificación de la tierra de 
acuerdo con la metodología recomendada por la FAO, en función de las características agro-
climáticas, la topografía y los suelos1361, aunque se contempla una clasificación supletoria 
para aquellas zonas que no dispongan de información cartográfica, clasificación que 
corresponde a la Dirección General de Agricultura y de Desarrollo Rural. 
 
En segundo lugar, el procedimiento contempla una fase de iniciación mediante una 
propuesta municipal, que tiene lugar en la fase de elaboración, alteración o revisión del plan 
municipal o especial de ordenación del territorio que debe ser aprobada por la citada 
Dirección General, si bien, en casos excepcionales de interés general, el Gobierno, previa 
audiencia del Ayuntamiento, puede alterar la delimitación a través de resolución del Consejo 
de Ministros.1362 Una vez aprobada se incluye en los planes municipales correspondientes 
como condicionantes de las reglas de uso, transformación y ocupación del suelo al igual que 
sucede con las servidumbres administrativas.1363 
 
 La norma admite modulaciones porque permite la exclusión de terrenos para ser 
destinados a usos no vinculados a las explotaciones agrarias. Sin embargo, esta exclusión no 
es definitiva sino que está condicionada. Así, los terrenos excluidos de la Reserva Agrícola 
Nacional, por circunstancias legalmente previstas, deberán ser reintegrados a dicha reserva 
cuando no se destinasen a los fines que fundamentaron su exclusión (los plazos varían de 5 
años en los supuestos de ejecución de proyectos específicos o el plazo previsto para la 
ejecución del plan municipal de ordenación del territorio o en función del plazo de caducidad 
del título respectivo). 
                                                                                                                                                                       
la viabilidad de las explotaciones agrícolas existentes y los terrenos que asuman un interés estratégico 
o patrimonial.  
 
1361
 Existen 5 clases que tienen en cuenta la aptitud elevada, moderada, marginal o condicionada 
para el uso agrícola genérico o específico así como la ineptitud para el uso agrícola en general. 
 
1362
 Antes de la reforma la delimitación se efectuaba mediante Orden del Ministro de 
Agricultura, Pesca y Alimentación. 
 
1363
 Como subraya PEREIRA DA COSTA “la ley no es necesariamente el título constitutivo de 
las servidumbres administrativas, lo que sucede es que sólo pueden existir las servidumbres previstas 
en la ley”. PEREIRA DA COSTA, A.: Servidões Administrativas, Ecla Editora Porto, 1992. Por su 
parte, destaca CORREIA que una modalidad de las servidumbres administrativas es la de las 
servidumbres non aedificandi que suponen la prohibición de edificar en ciertos predios por motivos de 
interés público y que, al igual que las servidumbres, serán indemnizables cuando produzcan 
modificaciones especiales o graves o anormales en la utilidad del derecho de propiedad todo ello de 
acuerdo con los principios del Estado de Derecho democrático, de igualdad de los ciudadanos ante las 
cargas públicas y de justa indemnización por la expropiación.  Manual de Direito do Urbanismo, 
Volumen I , Almedina, Coimbra, 4ª ed., 2008, págs. 235 y 337.  
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¿Cuáles son las modalidades de aprovechamiento de estos suelos? La norma 
diferencia entre usos que podemos calificar como normales y usos excepcionales. Respecto a 
los primeros se debe tener en cuenta que podrán estar sometidos a licencia previo informe 
vinculante1364 de la entidad regional del RAN o a comunicación previa que podrá ser 
rechazada por dicha entidad regional. 
 
Por último, se contemplan varios mecanismos protectores1365: 1) se reconoce el 
derecho de tanteo en los supuestos de venta o dación, respecto de los predios rústicos y 
predios mixtos incluidos en un área de la Reserva; 2) la unidad mínima de cultivo es el triple 
del área fijada por la ley general para los respectivos terrenos y regiones; 3) se implanta un 
régimen específico sancionador en el cual se atribuyen competencias a los municipios y a las 
Direcciones Regionales administradoras del RAN; 4) se configuran medidas de tutela de la 
legalidad administrativa que incluyen la declaración de nulidad, la inalienabilidad durante 15 
años, la cesación de las actividades y la reposición de la situación fáctica y 5) se instaura una 
comunicación oficiosa a la Administración Fiscal en los supuestos en los que la inutilización 
de los terrenos para el ejercicio de la actividad agrícola se destine a construcciones y 
edificaciones. Sin embargo, y como destaca CORREIA1366 la aplicación práctica de este 
régimen protector no suele ser efectiva. 
 
 
4.3.- Espacios destinados a la exploración de recursos geológicos 
 
Advierte el Decreto nº 11/2009 que su delimitación constituye una obligación de los 
planes municipales de ordenación del territorio. Su régimen jurídico debe asegurar el menor 
impacto ambiental y la compatibilización de usos y la recuperación paisajística a su 
finalización. Las áreas de prospección, catas o de reserva para actividades de exploración 
deben integrarse en las categorías de suelo que correspondan a su uso actual, con la 
salvaguardia de las condiciones que permitan su exploración futura. Los planes municipales 
                                                 
1364
 Estos informes podrán ser impugnados ante la entidad nacional del RAN sin perjuicio de la 
impugnación contenciosa prevista en el art. 59 CPTA.  
 
1365
 Como advierte MEDEIROS DE CARVALHO, C. L. pese a desaparecer expresamente la 
regla prevista en el art. 35 del Decreto-Ley nº 196/89 relativa a la responsabilidad del Estado y de las 
demás personas colectivas públicas  ello no significa que el Estado y las demás personas colectivas 
públicas queden exentas de indemnizar los perjuicios causados a los sujetos de buena fe y los 
derivados de la emisión de actos nulos por violación de la normativa del RAN en base a la Ley nº 
67/07 de 31 de diciembre. MEDEIROS DE CARVALHO, C. L.,”Breves notas…”, op. cit., pág. 13. 
  
1366
 Como señala CORREIA, F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Vol. I, op.cit., págs. 266-
267, este régimen no se suele cumplir en la práctica ya que las obras de gran envergadura, como por 
ejemplo las vías de comunicación, y la proliferación de informes favorables a inversiones y 
construcciones reconocidas como de interés público han permitido la implantación de superficies 
comerciales o estaciones de servicio. 
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referidos deben regular la localización de las actividades de transformación industrial 
primaria de productos geológicos y definir las circunstancias y condiciones en que se deban 
integrar en espacios de actividades extractivas o alternativamente en espacios industriales. 
 
 
4.4.- Espacios naturales 
 
 
Son las áreas con mayor valor natural identificadas en los planes de ordenación de 
áreas protegidas, en áreas de la Red Natura 2000, en áreas de reconocido interés natural y 
paisajístico cuya utilización predominante no sea agrícola, forestal o geológica, las zonas 
húmedas, las áreas naturales desprovistas de vegetación o con vegetación escasa, incluyendo 
las playas, dunas y afloramientos rocosos.  
 
Mención especial merece la reserva ecológica nacional (REN), ya que, ha sido 
analizada en múltiples asuntos respecto de las limitaciones derivadas de la inclusión de una 
parcela en dicho régimen restrictivo. Antes de comentar algún supuesto concreto y el 
tratamiento doctrinal, conviene encuadrar esta institución. Su origen se encuentra en el art. 27 
LBA aprobada por la Ley nº 11/87, de 7 de abril y pese a que el Decreto-Ley nº 93/90, de 19 
de marzo, desarrolló su régimen jurídico, actualmente resulta de aplicación el Decreto-Ley nº 
166/2008 de 22 de agosto. Constituye una parte de la red fundamental de protección de las 
potencialidades biofísicas y culturales del territorio, que condiciona la utilización del suelo 
introduciendo condicionantes a los planes urbanísticos, ya que estas áreas deben ser 
específicamente delimitadas en todos los instrumentos de planeamiento que definan o 
determinen la ocupación física del suelo y como señala CASTANHEIRA NEVES se 
configura como una restricción de utilidad pública ya que introduce limitaciones al derecho 
de propiedad en función de la realización de intereses públicos abstractos.1367 
 
Sus objetivos son: proteger los recursos naturales, el agua y el suelo, y salvaguardar 
los sistemas y los procesos biofísicos asociados al litoral y al ciclo hidrológico terrestre, que 
garanticen bienes y servicios ambientales indispensables para el desarrollo de las actividades 
                                                 
 
1367
 CASTANHEIRA NEVES, M.J., ”A evoluçao e o regime atual da Reserva Ecológica 
Nacional”, CUNHA, J.L.:”Apontamentos en materia de programaçao territorial”, en la obra colectiva 
coordinada por OLIVEIRA F.P., Direito do Urbanismo e do Ordenamento do Territorio-Estudos, 
Vol. I, Coimbra, Almedina, 2012, pág. 436. Esta autora señala que no existe coordinación entre el 
nuevo régimen jurídico del REN y el RJUE porque existen contradicciones procedimentales y porque 
sólo existe identidad nominativa. Así, por ejemplo, la comunicación previa del RJUE culmina en un 
acto administrativo autorizatorio mientras que la comunicación previa del REN la Comisión de 
Coordinación y Desarrollo Regional nunca dicta una resolución administrativa. Op. cit., pág. 451. 
Cfr., la Sentencia de 30 de septiembre de 2010, proceso nº 01007/09 que se refiere a unos terrenos 
dentro de la REN pero destinados a equipamientos en áreas de riesgo.  
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humanas, prevenir y reducir los efectos de la degradación de la sobreexplotación de acuíferos, 
los riesgos de inundación marítima, las inundaciones, la erosión hídrica del suelo, contribuir a 
la conexión de la Red Fundamental de Conservación de la Naturaleza y contribuir a la 
concreción de las prioridades de la Agencia Territorial de la Unión Europea. Dada la amplitud 
de su definición, por ejemplo en lo relativo a ecosistemas y a procesos biológicos, puede 
abarcar amplias zonas sin acreditarse valores concretos.1368  
 
Las áreas integradas en la REN constituyen intereses públicos con expresión territorial 
cuya armonización con los restantes instrumentos de gestión territorial debe ser garantizada. 
En este sentido, debe articularse con el cuadro estratégico y normativo del Programa Nacional 
de la Política de Ordenación del territorio, con los planes regionales de ordenación del 
territorio y con los planes sectoriales más relevantes. Además debe favorecer su conexión con 
las Áreas Clasificadas. La delimitación se efectúa a un nivel estratégico (orientaciones de 
ámbito nacional y regional elaboradas por la Comisión Nacional del REN en colaboración 
con las Comisiones de Coordinación y Desarrollo Regional y aprobadas por el Consejo de 
Ministros) y a un nivel operativo (cartas municipales en las que se identifican como 
condicionantes en los planes especiales y municipales de ordenación del territorio). El acto 
jurídico de delimitación se considera por el Tribunal Supremo Administrativo como un acto 
de naturaleza normativa.1369 
 
Entre las novedades más relevantes del Decreto-Ley nº 166/2008 destacan la 
exclusión de las infraestructuras hidráulicas y la inclusión de estos terrenos en las operaciones 
de parcelación y de redistribución de cargas y beneficios. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, es comprensible que esté dotado de un régimen 
urbanístico claramente restrictivo. Por ello, se han planteado supuestos de solicitudes de 
indemnización de terrenos por clasificarse como pertenecientes a esta Red. Analizaremos 
algunos de los casos más significativos: el primero de ellos es la sentencia de 17 de diciembre 
                                                 
1368
 En análogo sentido PARDAL, S., Planeamento do Espaço Rústico – As irracionalidades da 
RAN e da REN, 1ª ed., Coimbra, ADISA e CESUR, 2002, págs. 93-94.  
 
1369
 En relación a la naturaleza jurídica del acto de delimitación la doctrina portuguesa se 
encontraba dividida. Así para un sector se trataba de un plan sectorial (así OLIVEIRA) mientras que 
otro sector defendía que se podía considerar como una prescripción directamente vinculante para la 
actividad administrativa y para la actividad de los particulares (CORREIA). Respecto al nuevo 
régimen jurídico CASTANHEIRA NEVES entiende que es un sistema normativo propio que no se 
inserta en el RJIGT aunque se inspira en este último consagrando las ventajas como plan sectorial 
pero no las desventajas en relación a su eficacia subjetiva. CASTANHEIRA NEVES, M.J.:”A 
evoluçao e o regime atual da Reserva Ecológica Nacional”, CUNHA, J.L.:”Apontamentos en materia 
de programaçao territorial”, en la obra colectiva coordinada por OLIVEIRA F.P., Direito do 
Urbanismo e do Ordenamento do Territorio-Estudos, Vol. I, Coimbra, Almedina, 2012, págs. 448-
449. 
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de 2008, proceso 0348/08, en el cual, el Tribunal Supremo Administrativo, ante un 
propietario que había dejado caducar una licencia de construcción, se decantó por negar la 
indemnización pretendida en base a que las limitaciones derivadas de la referida inclusión, no 
supusieron para aquél una situación de desigualdad ni de especialidad en relación al resto de 
propietarios. En cambio, en la sentencia de 28 de octubre de 2010, proceso 0412/2010,  
 
Por su parte, en la Sentencia nº 544/01 el Tribunal Constitucional portugués no 
consideró inconstitucional el derogado Decreto-Ley nº 93/1990, de 19 de marzo. El Tribunal 
Constitucional portugués se ha pronunciado en el sentido de que establecía normas 
transitorias sobre el REN sometiendo a condicionamientos las operaciones de parcelación, las 
obras de urbanización, la construcción de edificios, los destierros y las excavaciones y 
destrucción de la masa vegetal y su contorno con la reserva relativa de la competencia de la 
Asamblea Nacional en materia de derechos, libertades y garantías y los medios y las formas 
de intervención en los suelos por motivos de interés público. El problema que se planteaba 
era conocer si estos condicionamientos, que a diferencia de lo que sucedía en las áreas REN 
no prohibían las mencionadas actividades sometiéndose únicamente a aprobación, suponían 
una restricción del contenido del derecho de propiedad. El alto Tribunal concluye que aunque 
se parta de que los derechos de urbanizar, parcelar y edificar sean facultades inherentes al 
derecho de propiedad que formen parte de si esencia en los términos constitucionales, el 
Decreto-Ley no invadió competencias de la Asamblea Nacional porque la reserva legislativa 
comprende las intervenciones legislativas que se relacionen con el contenido esencial de los 
derechos.  
 
Asimismo es preciso tener en cuenta dos regímenes especiales constituidos por la Red 
Nacional de Áreas Protegidas y por la Red Natura 2000. En relación a las primera debe 
observarse que se regulaba en el Decreto-Ley nº 19/19931370 que fue derogado por el Decreto-
Ley nº 142/2008 de 24/07/2008 sobre Régimen Jurídico de conservación de la naturaleza y de 
la biodiversidad (RJCNB). Su regulación no desplaza a otras normas sectoriales como las 
relativas a la Reserva Ecológica Nacional, al dominio público hidráulico, a la Reserva 
Agrícola Nacional y a los recursos forestales, fitogenéticos, agrícolas, cinegéticos, pesqueros 
y acuícolas de las aguas interiores. Los principios en que se fundamenta su régimen jurídico 
                                                 
1370
 Para el Tribunal Constitucional (Sentencia nº 360/2004) no es inconstitucional el Decreto-
Ley nº 204/2002, de 1 de octubre, que otorga efectos retroactivos al mantener en vigor la clasificación 
de las áreas protegidas creadas o reclasificadas por el Decreto-Ley nº 19/93, a la finalización de los 
plazos para la elaboración de los planes urbanísticos. El referido Decreto-Ley sólo permitió la 
ampliación del plazo de aprobación de los planes de ordenación de dichas áreas manteniendo en vigor 
sus anteriores clasificaciones. Doctrina que se confirmó en las Sentencias nº 394/2004  y nº 436/2004.  
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son los de la función social y pública del patrimonio natural, el de desarrollo sostenible, el de 
compensación, el de precaución y el de protección.1371  
 
En este sentido, se crea la Red Nacional de Conservación de la Naturaleza que se 
integra por las Áreas protegidas integradas en la Rede Nacional de Áreas Protegidas1372; los 
Sitios de la lista nacional de sitios y zonas de protección especial integrados en la Red Natura 
2000; las áreas clasificadas al amparo de compromisos internacionales; las áreas de 
continuidad; la Reserva Ecológica Nacional (REN); la Reserva Agrícola Nacional (RAN) y el 
dominio público hídrico (DPH). 
 
En segundo lugar, la Red Natura 2000 se regula en el Decreto-Ley nº 140/1999 y 
diferencia las ZEC y las ZPE. Actualmente también se incluye en el ámbito de aplicación del 
Decreto-Ley 142/2008 mencionado.1373 Al restringir la edificación en el suelo rural se 
                                                 
1371
 La jurisprudencia portuguesa aplica el principio de ponderación de intereses público en la 
construcción de carreteras que afecten a la Red Ecológica Nacional. Cfr., por todas, la Sentencia del 




 Se incluyen las categorías de Parque nacional, Parque natural, Reserva natural, Paisaje 
protegida y Monumento natural. A propósito de estas áreas cfr., a título de ejemplo, el dictamen de la 
Procuraduría General de 15/09/11 (P000422010) en el cual se concluye que la gestión y de estas áreas 
corresponde al Instituto  de Conservación de la Naturaleza que deberá ser consultado en los 
procedimientos de control previo de las operaciones urbanísticas sometidas a licencia municipal. En el 
ordenamiento portugués no se prohíbe con carácter general la indemnización derivada de la inclusión 
de un terreno en un parque natural. En este sentido, puede verse la Sentencia del Tribunal Supremo 
Administrativo de 11 de enero de 2011, proceso nº 0715/10 que atiende a la fecha de adquisición del 
predio y a la fecha de declaración de parque natural.  
 
1373
 Otros supuestos a destacar son la faja costera que se regula en el Decreto-Ley nº 302/90, las 
áreas forestales que se regulan en la Ley nº 33/96 y las áreas con incendios forestales que se regulan 
en el Decreto-Ley nº 139/88, nº 180/89 y en el nº 327/90. Para el Tribunal Constitucional  (Sentencia 
nº 639/99), la prohibición de ocupación de suelos mediante acciones de urbanización, construcción o 
alteración del suelo o las especies vegetales, durante el plazo de 10 años, y que hayan sido objeto de 
incendios no es inconstitucional porque no vulnera el derecho de propiedad ni el principio de igualdad 
ya que el derecho de propiedad no es un derecho absoluto ni ilimitado y su ejercicio se debe coordinar 
con otros imperativos constitucionales como la protección del medio ambiente y la ordenación del 
territorio. Además si se probase que el incendio se debió a causas fortuitas se podría aplicar el régimen 
de excepción a la prohibición.  
Por otra parte y como subraya PERNAS GARCÍA la Red Natura, que ocupa más del 20% del 
territorio portugués, se ha visto reforzada en los últimos años, mediante la aprobación de mecanismos 
de planificación y la ampliación de las zonas protegidas. Ha sido aprobado el Plano Sectorial da Rede 
Natura 2000, que tendrá una vigencia de 7 años y en cuyo marco se han creado 11 nuevas Zonas de 
Protecçao Especial. En el plano de la cooperación transfronteriza hay que mencionar la presentación, 
en el año 2008, de una propuesta luso-española a la UNESCO para la designación de un Reserva 
Transfronteiriça da Biosfera entre el Parque Nacional da Peneda Geres (Portugal) y el Parque 
Natural Baixa Limia-Serra do Xurés (Galicia). Esta propuesta ha sido aprobada finalmente en mayo 
de 2009. La novedad más relevante en materia de protección de la biodiversidad, ha sido la 
aprobación del Decreto 142/2008, de 24 de julio, que ha sido adoptado en ejecución de la Estrategia 
Nacional de Conservación de la Naturaleza y de la Biodiversidad (Resoluçao 152/2001, de 11 de 
octubre). Los principales objetivos del Decreto son los siguientes: garantizar la preservación de los 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 696 
favorece una intervención en la ciudad consolidada para conseguir un mayor equilibrio entre 
la mejora y la reconversión de la ciudad existente y la disposición de suelo urbano.  
 
En relación a la Red NATURA 2000 cabe destacar que la clasificación obedece a las 
siguientes reglas: la lista nacional de sitios de interés comunitario es aprobada por resolución 
del Consejo de Ministros mediante propuesta del Instituto de Conservación de la Naturaleza y 
de la Biodiversidad; los sitios de importancia comunitaria se reconocen por la Comisión 
Europea y se publican a través de Orden del Ministro responsable de Ambiente mientras que 
la clasificación como zona de especial conservación se realiza mediante decreto 
reglamentario. Por otra parte, es preciso señalar que esta Red se organiza por el denominado 
Plan del Sistema de la Red Natura 2000 que se caracteriza por su naturaleza de documento 
marco y programático ya que no es un plan de eficacia plurisubjetiva ni tampoco un plan de 
                                                                                                                                                                       
valores naturales, incluyendo la biodiversidad, así como otros recursos naturales, formaciones 
geológicas, geomorfológicas y paleontológicas; promover la integración de la política de conservación 
de la naturaleza y del principio de utilización sostenible de los recursos biológicos en la política de 
ordenamiento del territorio y en las diferentes políticas sectoriales; integrar los valores de la 
biodiversidad en los sistemas económicos y de mercado; definir y delimitar una infraestructura básica 
de conservación de la naturaleza, la Rede Fundamental de Conservaçao da Natureza (RFCN). La 
RFCN está integrada por las áreas que conforman el Sistema Nacional de Áreas Classificadas (SNAC, 
integrado por la Rede Nacional de Áreas Protegidas (RNAP), los espacios de la Red NATURA 2000 y 
el resto de espacios protegidos en aplicación de los compromisos internacionales adquiridos por 
Portugal), y por las siguientes áreas de continuidad: la Reserva Ecológica Nacional (REN), la Reserva 
Agrícola Nacional (cuyo régimen ha sido aprobado recientemente mediante Decreto-Lei 73/2009, de 
31 de marzo, para mejorar los procedimientos de delimitación de las áreas y mejorar la articulación 
con los planes municipales de ordenación) y el dominio público hídrico. En los últimos años se han 
producido avances en las gestión bilateral de las cuencas hispano-lusas, que se han plasmado en la 
firma y ratificación del Convenio de Cooperación para la protección y el aprovechamiento sostenible 
de las aguas de las cuencas hidrográficas Luso-españolas (Albufeira, 1998, www.cadc-albufeira.org). 
El intenso trabajo de la conferencia de las partes ha puesto el acento sobre los mecanismos de 
cooperación en situaciones de sequía y en el impulso a la aplicación de la Directiva marco del agua. 
Tras dos conferencias de las partes (2005, 2008), el convenio ha acogido un régimen de caudales con 
valores mínimos trimestrales y semanales, como ya venía reclamando la República portuguesa desde 
el año 2000, mediante la firma, el 4 de abril de 2008, del Protocolo de revisión del Convenio y del 
Protocolo adicional al Convenio. Protocolos que fueron ratificados, por la República portuguesa, por 
Decreto 147/2008 de 14 de noviembre (el protocolo ha sido publicado en el BOE de 16 de enero de 
2010, y entró en vigor el 5 de agosto de 2010). En el año 2008, se modificó el decreto regulador de la 
Reserva Ecológica Nacional (Decreto-Ley 166/2008, 22 de agosto), con la finalidad de mejorar su 
eficacia y la articulación de esta técnica con los instrumentos de gestión territorial y con la nueva 
filosofía introducida por la Ley de aguas de 2005. Entra las medidas adoptadas en este sentido, destaca 
la inclusión en la Reserva de las áreas de protección del litoral. Esta modificación ha sido objeto de 
crítica por el Conselho Nacional de Ambiente e Desenvolvimento Sustentável, órgano de carácter 
consultivo y que permite la participación de los agentes sociales en el diseño de las políticas 
ambientales, al considerar que se trata de una norma excesivamente flexible y poco garantista. Uno de 
los aspectos más criticados ha sido la posibilidad de desarrollo de actividades prohibidas en las 
Reservas Ecológicas Nacionales, previa declaración de interés público. PERNAS GARCÍA, J, J.:” 
Portugal: ventos de mudança” en LÓPEZ RAMÓN, F., (Coord.), Observatorio de Políticas 
Ambientales 2010, Aranzadi, Pamplona, 2010, pág. 168. 
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gestión de las zonas clasificadas ni un plan que regule directamente el uso del suelo1374. En 
palabras de ANTUNES1375 es un documento que registra, a nivel de macroescala, los valores 
naturales protegidos y los contextualiza formulando un conjunto de orientaciones que deberán 
ser desarrolladas por un plan especial de ordenación del territorio o por un plan municipal de 
ordenación del territorio. 
 
Por último, resulta interesante destacar que el Estado portugués fue condenado por el 
TJCE por haber procedido a la modificación de una zona de protección especial dejando sin 
protección ciertas especies de aves silvestres. Se trata de la STJCE de 13 de julio de 2006, 




4.5- Espacios destinados a actividades industriales 
 
 
Aunque, prima facie, resulte paradójico asimilar la actividad industrial al suelo rural 
es preciso señalar que en algunos ordenamientos jurídicos la ubicación de industrias 
peligrosas y nocivas se lleva a cabo, precisamente, en este tipo de suelo. Sin embargo, el 
legislador portugués no se refiere a la realidad comentada sino a las actividades industriales 
vinculadas al sector primario y de ahí que exija la vinculación directa con el aprovechamiento 







                                                 
1374
 Tal y como está diseñado el referido plan se plantean problemas en relación a qué 
instrumento planificador debe llevar a cabo la definición de los núcleos o perímetros urbanos. Cfr. 
ANTUNES  T.,“Singularidades de um Regime Ecológico. O regime jurídico da Rede Natura 2000 e, 
em particular, as deficiencias da análise de incidências ambientais”, en GOMES, C.A. (Coord.), Ano 
Internacional da Biodiversidade Contributos para o estudo do Direito da protecção da 




 ANTUNES  T.:“Singularidades de…,” op.cit., pág. 185. 
 
1376
 De igual forma el TJCE condenó a España por infracción de dicha directiva en la Sentencia 
STJCE de 28 de junio de 2007, LA LEY 28693/2006. 
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4.6.- Otras categorías de suelo rural: los núcleos rurales 
 
 
El art. 19 relaciona un conjunto de categorías adicionales y una categoría residual. De 
esta forma, diferencia entre núcleos de población rurales, áreas de edificación dispersa y otros 
tipos de ocupación humana que no le confieran el estatuto de suelo urbano.  Obsérvese cómo 
considera a los núcleos rurales como suelo rural y no como suelo urbano y, menos aún, como 
una clase independiente de suelo. Sin embargo, de la descripción normativa se desprende que 
no son asimilables al suelo rural ni en cuanto a su protección ni en cuanto a su utilización. En 
efecto, se trata de espacios edificados por lo que podrían ser asimilados al suelo urbano que, 
como ya se destacó anteriormente, se define por su destino a la edificación. Sin embargo, el 
matiz diferencial se encuentra en que no son edificaciones propias de la ciudad, es decir, no 
son en puridad ciudad, sino asentamientos residenciales con finalidades de soporte y apoyo de 
actividades localizadas y vinculadas funcionalmente al suelo rural. 
 
 El legislador no se pronuncia sobre su régimen jurídico (condiciones de uso, 
condiciones de parcela, condiciones de edificación,…) al remitir, in totum, al plan director 
municipal. Este plan deberá, de un lado, proceder a la delimitación de estas áreas territoriales 
y, de otro lado, deberá establecer un régimen jurídico que garantice su condición de espacios 
de articulación de funciones residenciales y de desarrollo rural. Por otra parte, y consciente de 
su especialidad, el legislador obliga al referido plan para que determine el grado de 
urbanización necesario para estos asentamientos lo que evidencia que no tiene por qué ser 
coincidente con las infraestructuras urbanas.  
 
En segundo lugar, es preciso abordar la problemática de las viviendas unifamiliares en 
suelo rural. La regulación normativa es escasa y simplemente se ocupa de remitirse a  áreas 
de edificación dispersa en las cuales se aprecia la concurrencia de usos mixtos. En efecto, al 
abarcar a zonas de amplia extensión es evidente que no sólo se encontrarán usos 
residenciales. En cualquier caso, se exige que el régimen jurídico diseñado por el planificador 
participe de dos principios básicos: primero, que garantice su contención y su ordenación 
desde una óptica de sostenibilidad y, segundo, que prevea infraestructuras apropiadas a sus 
características. 
 
En tercer lugar, se diferencia el espacio cultural o, lo que se puede denominar, como 
patrimonio histórico, arquitectónico, arqueológico y paisajístico. En esencia, es un suelo de 
especial protección que debe someterse a los dictados de su legislación propia.1377 
                                                 
1377
 Cfr. CASALTA NAVAIS J.:”Noçao e Ámbito do Direito do Património Cultural”, 
RCDOUA, año II, 2000, págs. 11-29. 
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En cuarto lugar, hay que mencionar al denominado espacio de ocupación turística. 
Dentro de este espacio, se incluyen las áreas territoriales cuyo uso predominante es el uso 
turístico, si bien no procede cualquier tipo de establecimiento turístico sino sólo aquellos que 
se adapten a las formas y tipologías admitidas en el suelo rural teniendo en cuenta las 
disposiciones y las opciones de los planes de regionales de ordenación del territorio. 
 
En quinto lugar, se debe citar el espacio destinado a equipamientos y otras estructuras. 
Como nota común a todas ellas se requiere la compatibilidad con el estatuto del suelo rural 
porque, en ocasiones, no constituyen  una categoría o una subcategoría de suelo con un 
régimen de uso propio. Por último, es preciso subrayar que si bien las categorías y las 
subcategorías deben responder a una identidad de destino no es menos cierto que se admiten 





5.- Utilización del suelo rural 
 
 
Como ya nos consta el ordenamiento urbanístico portugués no establece un estatuto 
jurídico diferenciado para los propietarios de suelo rústico. Sin embargo, el conjunto de 
derechos y de obligaciones y el aprovechamiento privado de estos terrenos se puede extraer 
de la calificación en áreas de los diversos espacios del término municipal. La inclusión en un 
área o espacio determina el régimen jurídico básico de sus propietarios lo que implica la 
aplicación de la técnica de la zonificación a través de la cual se regulan los usos 
dominantes1379, compatibles y prohibidos. La utilidad privada del suelo rural es asimismo 
objeto de regulación por los Proyectos de Inserción de los Espacios Rurales.  
 
En definitiva, el ordenamiento jurídico portugués no reserva a la ley la concreción de 
los usos del suelo rural, con excepción de los sometidos a regímenes especiales, sino que 
permite que sean los planes directores municipales los que disciplinen los diversos tipos de 
usos así como los parámetros edificatorios y de ocupación del terreno de que se trate. Es 
común en muchos reglamentos de planes directores municipales establecer tres tipos de usos: 
prohibidos, permitidos y condicionados. Los últimos se supeditan a la autorización de las 
                                                 
1378
 Cfr. OLIVEIRA, F. P.: “A discrecionariedade…, op.cit., pág. 406. Esta autora sostiene que 
el límite se encuentra en la prohibición de zonas heterogéneas, es decir, diversas a la zona principal. 
 
1379
 Es uso dominante según el art. 6 del reglamento del plan director municipal de Loures aquel 
que predomina sobre otros usos en un porcentaje igual o superior al 70% de la superficie siendo uso 
compatible el que ocupa un porcentaje máximo del 30%. 
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entidades de tutela. Tal y como se avanzó el ordenamiento portugués no delimita el estatuto 
jurídico de los propietarios de las distintas clases de suelo. Sin embargo, reserva al legislador 
y al Gobierno la función de definir los tipos de suelo que serán vinculantes para el 
planificador municipal en los planes directores municipales, en los planes de urbanización y 
en los planes de detalle. Por ello, se puede aseverar que el contenido de los derechos y de los 
deberes de cada propietario habrá de deducirse de la reglamentación que acompaña a los 
citados planes especiales sin que el legislador haya establecido una delimitación de los usos 
en este suelo al modo de límites máximos ni tampoco como límites mínimos. En este sentido, 
la discrecionalidad de los planes municipales es máxima en relación las diversas utilidades, 
tanto públicas como privadas aunque no pueden olvidarse las leyes sectoriales y los planes 
sectoriales.  
 
Por otra parte, no existe un coeficiente mínimo de edificabilidad de las parcelas 
clasificadas como suelo rural y tampoco se establece un contenido mínimo a los propietarios 
de estos suelos con lo que resulta complejo determinar los aprovechamientos, no sólo 
naturales sino también urbanísticos, así como las limitaciones posibles a la facultad de 
disposición de dichas parcelas. Por ello, para estudiar los diversos usos a que pueden ser 
destinados los predios rústicos se pueden adoptar dos métodos: o bien, analizar en general los 
diversos usos sin tener en cuenta las diversas categorías o subcategorías de suelo rural o 
analizar, por separado, cada una de estas categorías y subcategorías. Teniendo en cuenta que 
el legislador portugués tampoco asigna un estatuto jurídico propio a cada una de las 
categorías y subcategorías, se entiende más operativo proceder al análisis de los usos 
genéricos haciendo alguna alusión a los usos derivados de la calificación del suelo. Para ello, 
se han examinado diversos reglamentos de planes directores municipales. Existen múltiples 
formas de clasificar el uso del suelo rural. Puede diferenciarse en función del tipo de uso, es 
decir, constructivo y no constructivo. También según el sector al que afecte el uso: primario, 
secundario y terciario. Asimismo puede hablarse de uso realizado por la Administración y de 
uso realizado por los propietarios privados. 
 
En resumen, hay que convenir con MARTINS que la limitación de usos edificatorios 
en suelo rural determina la intervención en la ciudad consolidada lo que trae consigo un 





                                                 
1380
 MARTINS M. J.,” Solo urbano solo rural: efeitos…,” op.cit., pág. 13.  
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5.1. Aprovechamiento privado1381 
 
A.- Usos naturales: Usos agrícolas, ganaderos, forestales y cinegéticos 
 
En los reglamentos de los planes directores municipales la utilización racional del 
suelo rural se contempla en los diversos espacios. Así, en primer lugar en los espacios 
agrícolas se permiten dichos usos incluyendo la posibilidad de plantación de especies 
autóctonas y adaptadas al paisaje siempre que no impidan la correcta utilización del suelo.  
En cambio se prohíben las parcelaciones urbanas, la ejecución de cualquier tipo de nueva 
edificación1382, la destrucción de la cubierta vegetal, la tala de árboles, la alteración de la 
tipología del suelo y el depósito de residuos y de cualesquiera materiales. También son 
actividades prohibidas las de expansión y apertura de nuevas explotaciones mineras, las 
operaciones de drenaje de terrenos, la repoblación con especies de rápido crecimiento, la 
práctica de actividades deportivas motorizadas.1383 Por otra parte, nótese que el legislador 
portugués maneja un concepto específico de explotación agrícola. Así el art. 44 del Decreto-
Ley nº 103/1990, de 22 de marzo, señala que se trata de un predio rústico o de un conjunto de 
predios rústicos colindantes explotados en común por una persona física o por una persona 
jurídica siendo considerada económicamente viable cuando asegure un rendimiento por 
persona superior al salario mínimo nacional. 
 
En segundo lugar, en los espacios forestales, las condiciones de uso deben tener en 
cuenta los planes forestales. En ocasiones se permiten acciones de mejora compatibles con el 
                                                 
1381
 En relación al aprovechamiento del suelo rural es preciso tener en cuenta la Estrategia para 
la Gestión y Reestructuración Rural contemplada en las Líneas Orientadoras y Estratégicas para el 
Catastro y la Gestión Rural aprobada por la Resolución del Consejo de Ministros nº 56/2012 (DRP 1.ª 
serie, N.º 129, de 5 de julio de 2012). Entre sus objetivos se encuentran los de aumentar el 
aprovechamiento del territorio y la contribución de la agricultura y del aprovechamiento forestal al 
incremento de la riqueza nacional y del empleo rural, estimulando la inversión, la reestructuración y 
rentabilidad de las explotaciones agrícolas y la gestión sostenible de los espacios rurales. Para ello, 
entre otras medidas, se decanta por la aplicación de beneficios para el uso del suelo rural, el 
reconocimiento y compensación de las externalidades positivas, la movilización del suelo abandonado 
y la promoción de formas de gestión y conservación de los espacios rurales. 
 
1382
 Esta prohibición no es de aplicación en las áreas agrícolas complementarias que son 
manchas de suelo con capacidad de uso agrícola, generalmente de pequeñas dimensiones,  situadas en 
las inmediaciones de los núcleos de población, con policultivos para el autoconsumo y mantenimiento 
de actividades pecuarias estabuladas, cuyo mantenimiento se justifica por su contribución a la 
producción de alimentos, por su alcance social en el mantenimiento de ocupación de mano de obra en 




 Cfr., la Sentencia de 16 de marzo de 1993, proceso nº 031010 respecto al concepto de 
construcciones ligeras relativas a explotaciones agropecuarias. 
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régimen de la Reserva Ecológica Nacional y se prohíben parcelaciones urbanas, nuevas 
edificaciones salvo equipamientos de apoyo a la explotación y gestión forestal, la alteración 
de la topografía del suelo y el depósito de materiales y residuos. 
 
En tercer lugar, en los espacios naturales que son parcelas que por su fragilidad 
ecológica, valor o potencial paisajístico, requieren de un régimen protector como el del REN 
y que abarcan, entre otros, los lechos de los ríos, vegetación de las riberas de los ríos, cordón 
litoral, vegetación protegida,… se someten a las disposiciones legales sobre el dominio 
hidráulico. En cualquier caso, existen limitaciones relativas a la utilización de productos 
químicos como pesticidas y fertilizantes que se contienen en el Código de Buenas Prácticas 
Agrícolas. 
 
Por último, y respecto de los aprovechamientos cinegéticos, es preciso traer a colación 
la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 13 de enero de 2005, proceso nº 
0867/02 según la cual el condicionamiento del derecho de propiedad derivado de la 
implantación de zonas de caza de interés municipal está justificado constitucionalmente por la 
función social de la propiedad.  
 
B.- Usos ajenos al destino natural:  
 
a.- Uso residencial: Viviendas familiares  
 
 
El uso residencial del suelo rural no presenta tintes de excepcionalidad cuando se trata 
de viviendas para los agricultores. En estos supuestos, se autorizan incluso en terrenos 
sometidos a regímenes especiales de protección sometiéndose a una regla civil: la prohibición 
de venta durante un plazo de 15 años.1384 Por otra parte, en algunos reglamentos se exige la 
acreditación de la condición de agricultor o de empresario agrícola acreditada mediante la 
existencia de una explotación en vigor y se hace referencia a la finalidad de fijar a los 
productores en las parcelas que explotan. Aunque no se contemple de forma expresa entiendo 
que no es exigible la construcción conjunta de las construcciones agrarias y de las viviendas 
destinadas a los que exploten el suelo rural. Asimismo, llama la atención la omisión relativa a 
la formación de un núcleo de población. Respecto a las viviendas familiares se admite, en 
ocasiones, la ampliación de viviendas preexistentes con límites de altura y de ocupación de la 
parcela. También la construcción de viviendas unifamiliares salvo en los espacios 
forestales.1385 
                                                 
1384
 Cfr. el art. 27.4 del Decreto-Ley nº 88/2006. 
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b.- Construcciones en núcleos rurales: el uso residencial del suelo rural  
 
 
Como continuación a lo comentado a propósito de los núcleos rurales es interesante 
destacar que en los reglamentos municipales se reconocen como usos y actividades 
permitidas las siguientes: infraestruturas de saneamiento, de abastecimento de agua, de 
telecomunicaciones, de electricidad, de gas y de aprovechamiento y utilización de energías 
alternativas y renovables, como  parques eólicos, ecocentros e infraestruturas viarias y obras 
hidráulicas. También la conservación, reconstrucción, alteración y ampliación de edificios 
preexistentes con licencia o debidamente legalizados, nuevas construcciones para vivienda y 
usos compatibles, construcciones de apoyo a la agricultura, establecimientos turísticos, 
establecimientos de alojamiento local, restaurantes, bares y equipamientos de utilización 
colectiva.1386  
 
Las condiciones de edificación son variables: se aceptan las dimensiones mínimas 
existentes del predio y la altura puede ser de 2 pisos o de 3 pisos según los casos. Se exige la 
integración en el tejido urbano existente y la altura es la media de las alturas respectivas de 
los edificios existentes y, como norma general, se respeta la alineación preexistente. Cuestión 
distinta es la relativa a las edificaciones aisladas con terrenos de cultivo póximos (quintas) 
que también fueron parcialmente analizadas en el epígrafe relativo a las categorías de suelo 
rural. Se consideran un valor cultural a conservar desde el punto de vista arquitectónico y 
ambiental y sus usos son los siguientes: vivienda, apoyo de actividades agrícolas y forestales, 
establecimientos turísticos, restaurantes y bares, establecimientos culturales y de animación y 
equipamientos de utilización colectiva (sanitarios, educativos, culturales y sociales). Se 
prohíben las parcelaciones urbanísticas con excepción de las previstas en la legislación 
turística. También se puede citar la normativa relativa a proyectos de potencial interés 
nacional regulada por el Decreto-Ley nº 174/2008 de 26 de agosto de 2008. 
                                                                                                                                                                       
1385
 Cfr., la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 9 de abril de 2003, proceso nº 
0116/03 en la que se enjuicia el concepto jurídico indeterminado de “razones poderosas” para 
autorizar viviendas aisladas. Incluso se podrían autorizar viviendas en espacios sometidos al régimen 
REN siempre que se acredite que se trate de viviendas de uso exclusivo y permanente, es decir, que no 
sea propietario el solicitante de otras viviendas. Cfr., el informe del Ministerio Público del Tribunal 
Central Administrativo Sur de 25 de noviembre de 2009, proceso nº 05650/09. A propósito de las 
denominadas razones poderosas la Sentencia del Tribunal  Central Administrativo Sur de 10 de abril 
de 2012, proceso nº 07496/11 considera que “no se exige una conexión indispensable entre la 




 En el informe del Ministerio Público de 19 de octubre de 2010, proceso nº 06648/10 del 
Tribunal Central Administrativo Sur se considera que no es ilegal la disposición de un reglamento de 
un plan director municipal que permite, en determinadas excepciones, la autorización de nuevas 
edificaciones en suelo rural. 
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c.-  Construcciones agrarias  
 
 
El uso urbanístico del suelo destinado a explotaciones agrarias reviste carácter 
excepcional. De hecho, en algunas categorías, como las pertenecientes a la Reserva Agrícola 
Nacional rige la prohibición absoluta de edificabilidad. Esta prohibición no es indemnizable 
puesto que  se trata de una consecuencia de la denominada vinculación situacional de la 
propiedad que incide sobre el suelo y que constituye una restricción constitucionalmente 
legítima.1387 La concesión de licencias para las construcciones agrarias, ganaderas y forestales 
aparece vinculada a los usos tradicionales de la propiedad rústica. De ahí que se incluyan 
instalaciones de apoyo a la actividad agrícola en general, instalaciones para la cría de ganado 
e instalaciones para almacenar productos forestales. La exigencia de una relación funcional 
con la naturaleza y destino de la finca, con los consiguientes requisitos de adecuación y de 
proporcionalidad, no puede ponerse en duda pese a que no exista una norma expresa que así 
la recoja. En algunos reglamentos de los planes directores municipales se contienen reglas 
específicas.1388 
  
En cuanto a las actividades pecuarias hay que tener en cuenta el Decreto-Ley nº 
214/2008, de 10 de noviembre, que no sólo distingue tres clases de actividades (sometidas a 
declaración previa, autorización previo o a registro previo) sino que establece normas de 
conexión con el RJUE/1999. En este sentido, en sus art. 15 y 16, disciplina, de un lado, una 
                                                 
1387
 Cfr. la Sentencia del Tribunal Supremo Civil de 17-01-2006, Recurso  nº 3845/05. En el 
Derecho español un sector de la doctrina sostiene que no cabe la vinculación singular a través de la 
clasificación como suelo no urbanizable ya que éste es tasado a diferencia de lo que puede suceder 
con la legislación medioambiental. (Cfr., GARCÍA RUBIO, F., Estudios de…, op. cit., pág. 39. En 
relación a las vinculaciones singulares para supuestos distintos a los derivados de conservación de 
edificios, cfr., MARTÍN REBOLLO, L., La responsabilidad patrimonial de las Administraciones 
Públicas en el ámbito urbanístico, Universidad de Cantabria, Santander, 1993, pág. 71.  
 
1388A título de ejemplo, podemos citar la siguiente referida a usos en espacios agrícolas: se 
autoriza la construcción de instalaciones de apoyo a la actividad agraria que cumplan una serie de 
condiciones: a) Dimensión mínima de la parcela: 2 hectáreas. b) Área de construcción máxima de 400 
m2 incluyendo un máximo de 200 m2 para vivienda. c) La altura máxima de las construcciones, con 
excepción de los silos, depósitos de agua o instalaciones especiales será de 6,5 metros o 2 pisos. d) El 
abastecimiento de agua y la evacuación de aguas residuales son con cargo al propietario debiendo, en 
su caso, conectarse a la red municipal. e) Integración con el paisaje. f) En parcelas con área inferior a 
la señalada se autorizan instalaciones de apoyo a las actividades agrarias hasta un máximo de 30 m2, y 
se autorizan obras de recuperación de edificios legalmente construidos. Cabe la ampliación de 
construcciones de apoyo preexistentes con el límite de 200 m2 del área total de construcción. En 
ocasiones se establecen límites de ocupación y distancias mínimas. Asimismo, suele ser habitual que 
se establezcan condiciones de edificación relativas a la existencia de acceso viario adecuado a las 
exigencias funcionales, la ubicación en suelos con menor aptitud agrícola y distancias mínimas a 
edificaciones de las instalaciones pecuarias (normalmente 100 metros de separación incluyendo el 
suelo urbano sin urbanizar).  
 
Capítulo décimo. El Derecho Urbanístico y… 
 
 705 
solicitud de información previa urbanística y la solicitud de licencia urbanística o de 
comunicación previa supeditada al control de la actividad pecuaria y, de otro lado, la 
intervención de la Comisión de Coordinación y de Desarrollo Regional en sustitución de la 
Administración Central.  
 
 
d.- Construcciones y actuaciones de interés general 
 
Dentro de las actuaciones de interés general cobran relevancia los equipamientos e 
infraestructuras reconocidos por la Cámara Municipal y las entidades de tutela del territorio, 
entre las que se pueden mencionar edificaciones e instalaciones sociales, recreativas, 
deportivas, campos de golf y centros hípicos.1389 Ahora bien, no puede olvidarse que si bien 
no se confunden las licencias de construcción con las licencias de actividad no es menos 
cierto que la concesión de las primeras está supeditada a la concesión de las segundas.1390 
 
En cuanto a los establecimientos turísticos la norma a tener en cuenta es el Decreto-
Ley nº 228/2009, de 14 de septiembre, que establece que, en su art. 18, el régimen jurídico de 
los establecimientos de turismo en el espacio rural distinguiendo entre casas de campo, 
agroturismo y hoteles rurales. Lo más significativo es, en primer término, la obligación de 
preservar, recuperar y valorizar el patrimonio arquitectónico, histórico, natural, paisajístico 
mediante la reconstrucción, rehabilitación o ampliación de las construcciones existentes y, en 
segundo lugar, la observancia de las normas del RJUE/1999 y la posesión de una red de 
interna de desagüe y la conexión a las redes generales de aguas residuales.1391 
 
                                                 
 
1389
 Para el informe del Ministerio Público del Tribunal Central Administrativo Sur de 26 de 
septiembre de 2012, proceso nº 09205/12 lo que caracteriza a los establecimientos comerciales de 
interés colectivo es la finalidad social y el destino al fomento de la vida en sociedad y a la puesto en 
valor de sus diversos aspectos. Esta es la razón por la que no se consideran incluidos en dicha 
categoría las estaciones de servicio y los hipermercados comerciales e industriales. Tampoco se puede 
calificar como tal un espacio destinado al estacionamiento de vehículos incluyendo los predios 





 Cfr., por todas la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 13 de enero de 2011, 
proceso nº 01121/09. 
 
1391
 La clasificación de un terreno para equipamiento público permite a sus propietarios, en 
determinados supuestos, la solicitud de la expropiación forzosa. Así lo afirma la Sentencia del 
Tribunal de apelación de Oporto de 6 de noviembre de 2007, proceso nº 0625139 puesto que la 
garantía de la propiedad exige que no pueda ser sacrificada sin indemnización la imposición de un 
vínculo de inedificabilidad por tiempo indeterminado. 
 
Clasificación, protección y usos del suelo……                                       Manuel Antonio Crespo Pérez 
 
 706 
e.- Actuaciones vinculadas al sector secundario: Actividades extractivas y explotación 
de energías renovables 
 
 
En los espacios agrícolas se permiten centros de interpretación ambiental e 
instalaciones de observación de la naturaleza con estructura ligera, parques de meriendas, 
instalaciones de vigilancia y defensa contra incendios, equipamientos de utilización colectiva 
de carácter cultural, sanitario, social y educativo, actividades ecuestres,… También se 
admiten nuevas construcciones para establecimientos turísticos y se fomenta el turismo rural 
con límites de ocupación de la parcela así como establecimientos turísticos, de recreo y ocio 
vinculados al aprovechamiento de las condiciones naturales del suelo rural siempre que se 
desarrollen mediante un plan de detalle1392 y no alteren los valores paisajísticos y naturales. 
En este sentido es habitual que en la calificación se establezca que las áreas con aptitud 
turística son compatibles con otros usos como, por ejemplo, el agrícola. También se pueden 





5. 2.- Aprovechamiento público:  
 
 
A.- Construcciones vinculadas a las obras públicas  
 
El legislador portugués no regula con carácter diferenciado las obras públicas en suelo 
rural sino que parte de la premisa de que pueden afectar a cualquier clase de suelo. Por ello, 
                                                 
1392
 Cfr., por ejemplo, el plan de detalle publicado en el DRP nº 228, de 2 de octubre de 2002. 
 
1393
 Cfr. la Ley nº 107/2001, de 8 de septiembre (Ley de bases del patrimonio cultural)  que 
regula la obligación de informar a las autoridades competentes de la administración del patrimonio 
cultural sobre los planes, programas, obras y proyectos tanto públicos como privados, que pueda 
implicar riesgo de destrucción o deterioro de bienes culturales  y la obligación de las autoridades 
planificadoras relativa a las medidas de protección del patrimonio cultural (art. 40) y la de tener en 
cuenta la información arqueológica (cartas del patrimonio arqueológico) (art. 79). En dicha norma la 
protección se articula a través de las técnicas de la clasificación de los inventarios así como mediante 
la tipificación de delitos específicos (sin perjuicio de la remisión a tipos penales del Código Penal) y 
de infracciones administrativas. Asimismo contempla las denominadas zonas de protección que se 
califican como servidumbres administrativas. Cfr., el informe del Ministerio Público del Tribunal 
Central Administrativo Sur de 30 de mayo de 2007, proceso nº 02683/07. 
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no se refiere de forma meridiana a las construcciones necesarias para la ejecución, 
entretenimiento y servicio de dichas obras públicas. Sin embargo, no existe inconveniente 
alguno para autorizarlas si bien habrá que estar, en su caso,  a los supuestos de exención 
objetiva de las licencias urbanísticas. 
 
 
 B.- Obras públicas, infraestructuras y sistemas generales  
 
 
Se permite la instalación de infraestructuras como saneamiento, abastecimiento de 
agua, telecomunicaciones, electricidad, gas, energías alternativas y renovables y obras viarias 
e hidráulicas. Recuérdese que el terreno afectado por estas infraestructuras puede ser 
considerado, en ocasiones, como suelo urbano. A destacar que como consecuencia de este 
aprovechamiento existen limitaciones para los propietarios de fundos limítrofes y que se 
conocen con el nombre de restricciones y de servidumbres de utilidad pública.1394 
 
 
C.- Acciones de interés público 
 
 
En múltiples ocasiones, el legislador portugués, preocupado por la protección de 
espacios determinados, fija como regla general la prohibición absoluta de cualesquiera 
operaciones urbanísticas. Sin embargo, esta regla admite varias excepciones porque, como ya 
nos consta, la protección se consigue, de forma plena y eficaz, mediante la utilización 
condicionada lo que, al permitir determinados usos, impide el abandono de estos terrenos. Sin 
ánimo de exhaustividad resulta interesante centrarnos en dos ejemplos paradigmáticos: el 
supuesto  de las áreas incluidas en la Red Ecológica Nacional y el supuesto de las áreas 
incluidas en la Red Ecológica Nacional. Si bien el art. 20  del Decreto-Ley n.º 166/2008, de 
22 de septiembre, en relación a las áreas REN, prohíbe las parcelaciones, las obras de 
construcción, urbanización y ampliación, las vías de comunicación, las excavaciones y la 
destrucción de la capa vegetal, acto seguido, permite aquellas operaciones urbanísticas 
compatibles con los objetivos de protección de estas áreas territoriales, entendiendo como 
tales las exentas de cualquier tipo de procedimiento, las sometidas a la obligación de 
comunicación previa y las susceptibles de autorización. 
                                                 
1394
 Puede verse la polémica resuelta por la Sentencia de 28 de enero de 2010, proceso nº 
0719/09 en materia de instalaciones de radiocomunicaciones. Por su parte, recuerda la Sentencia del 
Tribunal Central Administrativo Norte de 29 de mayo de 2008, proceso nº 00188/05.4BEPNF que la 
publicación del estudio previo de una carretera constituye un servidumbre non aedificandi de 
protección de la vía lo que implica una eficacia erga omnes de la prohibición constructiva con 
independencia de lo dispuesto en un plan urbanístico y la nulidad de las licencias urbanísticas.  
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 Por otra parte, la regla prohibitiva mencionada también se dispensa en las 
denominadas acciones de relevante interés público declaradas mediante Orden Ministerial 
conjunta en la que debe justificarse la imposibilidad de otro emplazamiento territorial. 
Asimismo en las infraestructuras de carreteras, ferroviarias, portuarias, aeroportuarias, de 
abastecimiento de agua, de saneamiento sujetas a evaluación de impacto ambiental, la 
declaración ambiental favorable determina la aprobación de dicha acción.1395 
 
En cuanto a las áreas RAN la regulación es similar. En efecto, En cuanto al régimen 
de uso se prohíben, entre otras, las operaciones de parcelación urbana, las obras de 
urbanización, construcción y ampliación, el vertido o depósito de residuos, intervenciones y 
utilizaciones que provoquen la degradación del suelo, como erosión, desprendimiento de 
tierras, inundaciones,…, la utilización  indebida de fertilizantes y productos fito-sanitarios 
pero se admiten usos excepcionales urbanísticos cuando no exista alternativa viable en otras 
zonas, se trate de obras con finalidad agrícola (obras de edificación, obras hidráulicas, vías de 
acceso, edificaciones para el almacenamiento y la comercialización, construcción y 
ampliación de viviendas para residencia propia y permanente de los agricultores en la 
explotación agrícola, construcción y ampliación de vivienda para residencia propia y 
permanente de los propietarios y sus familiares con los límites del área y tipología 
establecidos en el régimen de viviendas sociales en los supuestos de insuficiencia económica 
y no sean propietarios de cualquier otro edificio), se trate de instalaciones y equipamientos 
para la producción de energía renovable así como en los siguientes supuestos: prospección 
geológica e hidrogeológica y exploración de recursos geológicos; establecimientos 
industriales o comerciales complementarios de la actividad agrícola; establecimientos de 
turismo rural, turismo de vivienda y turismo de naturaleza, complementarios de la actividad 
agrícola; instalaciones de recreo y ocio complementarias a la actividad agrícola y al espacio 
rural;  instalaciones deportivas especializadas destinadas a la práctica del golf declaradas de 
interés para el turismo que no impliquen alteraciones irreversibles en la topografía del suelo y 
no impidan la reutilización eventual para la actividad agrícola; obras e intervenciones 
indispensables para la protección del patrimonio cultural y obras de construcción de 
infraestructuras públicas de carreteras, ferroviarias, aeroportuarias,…obras indispensables 







                                                 
1395
 Art. 22 Decreto-Ley nº 88/2006. 
 
Capítulo décimo. El Derecho Urbanístico y… 
 
 709 
6.- Convenios urbanísticos 
 
 
Desde un punto de vista general los art. 5.h, 16.2 y 17 LBOTU/1998 consagran la 
posibilidad de contratos urbanísticos entre la Administración y los particulares. Pero, a nivel 
reglamentario, se produce una limitación a casos puntuales entre los que destacan la admisión 
de los convenios urbanísticos de planeamiento en relación al plan de urbanización y al plan de 
detalle previstos en el art.6 RIGT. Por su parte, el RJUE/1999 contempla convenios de 
gestión urbanística (así en sus art. 46, 47 y 55) aunque no tipifica un principio general de 
contractualización de la urbanización y la edificación como señala SILVA SAMPAIO1396. En 
efecto, el RJGIT/1999, contempla, en su art. 6, la intervención de los interesados en las fases 
de elaboración, alteración o revisión.1397  
 
En este sentido, es habitual la firma de convenios relativos a la construcción de 
infraestructuras de dimensión y relevancia municipal, acordando la permuta de terrenos para 
evitar el procedimiento expropiatorio, cesión de terrenos del patrimonio municipal a 
entidades que realizan actividades de relevante interés municipal, transacciones judiciales de 
indemnizaciones,…1398 Como rasgos comunes se advierten el carácter indisponible de la 
                                                 
1396
 SILVA SAMPAIO, J.:”Contratos urbanísticos de cariz atributivo-ressarcitorio”, en 
OLIVEIRA, F.P. (Coord.), Direito do Urbanismo e do Ordenamento do Territorio-Estudos, Vol.II, 
Almedina, Coimbra, 2012, pág. 455. La figura de los convenios urbanísticos no se puede confundir 
con los protocolos. Cfr., la Sentencia del Tribunal Central Administrativo Sur de 30 de noviembre de 
2011, proceso nº 01495/06 que considera que los actos administrativos emitidos de conformidad con 
el plan director municipal contrarios a los protocolos firmados no están viciados de nulidad.  
 
1397
 Sin embargo, para OLIVEIRA, la contractualización también puede afectar a los planes 
directores municipales ya que, por un lado,  un plan de urbanización o un plan de detalle pueden 
modificar un plan director municipal y, por otro lado, mediante la inclusión de soluciones urbanísticas 
precisas y además  puede incidir sobre los términos y las condiciones de ejecución de dichos planes 
municipales.  OLIVEIRA, P.F., “O planeamento de nivel municipal: a reforma de 2007”, en 
CORREIA,  F., A.,  (Coord.), I Jornadas Luso-Espanholas de urbanismo, Coimbra, Almedina, 2009, 
pág. 58. Es de la misma opinión SILVA SAMPAIO, J.,”Contratos urbanísticos de cariz atributivo-
ressarcitorio”, op.cit., pág. 455.  
 
1398
 Cfr. TORRES DE ECKENROTH GUIMARAES, M.C., “Os contratos para Planeamento 
Ad Hoc”, en OLIVEIRA, F.P., (Coord.), O Urbanismo, o Ordenamento do Territorio e os Tribunais, 
Coordinacao Almedina, Coimbra, 1ª edición, 2009, pág. 608. SILVA SAMPAIO enumera diversas 
posibilidades de convenios urbanísticos: alteración de instrumentos de gestión urbanística, 
modificación de condiciones de parcelaciones, cesión en plena propiedad de terrenos, cesión del 
derecho a la utilización de terrenos mediante la concesión del uso privativo del dominio público o 
mediante la constitución del derecho de superficie de un determinado inmueble y la concesión de 
exenciones de tasas municipales relacionadas con operaciones urbanísticas., SILVA SAMPAIO, J., 
”Contratos urbanísticos de cariz atributivo-ressarcitorio”, op.cit., pág. 490. 
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potestad de planificación lo que repercute en su eficacia condicionada1399 y la presencia de los 
principios de publicidad y transparencia. En este sentido, la contractualización tampoco afecta 
a los regímenes legales relativos al uso del suelo así como tampoco a los planes de superior 
jerarquía ya que la eficacia del plan en la definición del régimen del uso del suelo no puede 
verse comprometida por dichos convenios que deben ser previamente sometidos a 
deliberación del Ayuntamiento y a posterior información pública.  
 
No se contempla expresamente la problemática de las compensaciones aunque, como 
advierte LEITAO, en el supuesto de incumplimiento por parte de la Administración, la 
indemnización cubre el interés contractual negativo, que se concreta en los gastos realizados 
y en el lucro cesante.1400 En definitiva, la celebración de convenios urbanísticos no perjudica 
los poderes públicos de planeamiento (art. 6-A nº 2 RJIGT/1999) lo que significa que las 
obligaciones contenidas en aquellos sean obligaciones de medios pero no obligaciones de 
resultados.1401 En efecto, la Cámara Municipal concierta una obligación de actividad que, 
posteriormente, debe ser aprobada por la Asamblea Municipal.1402 Además de los convenios 
de planeamiento el ordenamiento portugués también regula los convenios de ejecución del 
planeamiento, los convenios interadministrativos y los convenios en los procedimientos de 
licencia de operaciones urbanísticas (art. 25 RJUE/1999). La ejecución, el cumplimiento y  la 
validez de los contratos urbanísticos se rigen por las reglas generales del Código de 
Procedimiento Administrativo. Por ello, como resalta PIRES1403 el art. 29 de dicho Código es 
de plena aplicación  al establecer la irrenunciabilidad y la inalienabilidad de la competencia 
administrativa.  
 
                                                 
1399
 Para OLIVEIRA se trata de una condición resolutoria implícita. OLIVEIRA F.P., “O 
planeamento de nivel municipal: a reforma de 2007”, op.cit., pág. 59. 
 
1400
 Cfr MARQUÉS GIESTAS M.: O Urbanismo, o Ordenamento do Territorio e os Tribunais, 
Coordinacao OLIVEIRA, F.P., Almedina, Coimbra, 1ª edición, 2009, págs. 658-660. Para esta autora 
deben aplicarse los principios de confianza legítima y de prohibición de enriquecimiento injusto. 
 
1401
 OLIVEIRA, F.P., “O planeamento de nivel municipal: a reforma de 2007”, op.cit., pág. 60.  
 
1402
 Cfr. LEITÃO A. en VVAA:” Estudos de Direito do ambiente e de Direito do urbanismo. 
Selecção de intervenções no curso de pós-graduação de especialização em Direito do ambiente, do 
ordenamento do território e do urbanismo” Coordenação de MARCELO REBELO DE SOUSA E 
CARLA AMADO GOMES. Instituto de Ciências jurídico-políticas. Faculdade de Direito da 
Universidade de Lisboa, www.icjp.pt, “A contratualização no Direito do urbanismo”, págs. 285 ss. 
Para esta autora, los contratos urbanísticos incluyen contratos procedimentales, sustitutivos o 
integrativos del procedimiento administrativo, contratos de concesión y contratos de cooperación.  
 
1403
 PIRES G. R., “Contratos sobre o exercício de poderes de planeamento urbanístico”, Revista 
Actualidad Jurídica Uría Menéndez, Nº 18, http://www.uria.com/zh/publicaciones/listado-
revistas/18/numero18.html, pág. 118. Por otra parte, la reforma del RJIGT/1999 impone los principios 
de imparcialidad, publicidad y transparencia. 
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En definitiva, y como advierte TAVARES DA SILVA1404 la redistribución de cargas 
y beneficios puede existir al margen de convenios urbanísticos que puede conseguirse a través 




7.- Valoración del suelo rural 
 
 
La determinación del importe del suelo rural resulta relevante para completar el 
régimen jurídico del suelo no urbanizado. Por esta razón vale la pena efectuar un recorrido 
por la normativa urbanística, fiscal y administrativa. El problema radica en que el 
ordenamiento urbanístico portugués carece de unos principios fundamentales reguladores de 
la valoración económica de los suelos y los criterios y procedimientos de reparto de costes de 
urbanización y de reparto de plusvalías en el ámbito de la elaboración y ejecución de los 
planes urbanísticos y de otras intervenciones de interés público.1405 
 
 Concretamente, en materia de ejecución de los mecanismos de equidistribución, en el 
ámbito de la ejecución urbanística, en la fijación del justiprecio en las expropiaciones 
urbanísticas, en la determinación de la responsabilidad patrimonial (art. 143 RJGIT/1999) y 
en la fijación del precio en los supuestos de venta forzosa previstos, entre otros, en la 
rehabilitación urbana. A esta problemática se añade la existencia de diversas clasificaciones 
de suelo (a efectos de planeamiento, a efectos de cálculo del justiprecio y a efectos fiscales.) 
Lo que acaba de decirse nos conduce a preguntarnos cuándo se aplican los criterios del 
Código de Expropiaciones y, consecuentemente, sus clases específicas de suelo.1406  
                                                 
1404
 TAVARES DA SILVA S., “Actuaçoes urbanísticas informais e Medidas de Diversao em 
materia de urbanismo”, RCDOUA, año 1, 2000, pág. 64.  
 
1405
 En el Derecho portugués sucede lo mismo que en el Derecho español al aplicarse el 
principio de estanqueidad, es decir, un mismo bien es valorado de forma distinta según el sector 
normativo de que se trate. Cfr., GARCÍA-MONCÓ, A.M., “La nueva ley del suelo y las valoraciones 
fiscales”,…, op. cit., pág. 453. Cfr., la Sentencia del Tribunal de apelación de Lisboa de 3 de febrero 
de 2011, proceso nº 2605/06.7TVLSB.L1-2 para la cual los criterios de valoración del CE son 
meramente referenciales y de ahí que puedan aplicarse los criterios previstos en el Código del 
impuesto municipal sobre bienes inmuebles ya que permite una mayor aproximación al valor real de 
los predios.  
 
1406
 Cfr. OLIVEIRA, F.P., “Das cedências e compensações para o domínio (público) municipal” 
, en REBELO DE SOUSA, M.R. y  GOMES, C.A. (Coord.),  Estudos de Direito do ambiente e de 
Direito do urbanismo Selecção de intervenções no Curso de Pós-graduação de Especialização em 
Direito do Ambiente, do Ordenamento do Território e do Urbanismo, Instituto de Ciências Jurídico-
Políticas Faculdade de Direito da Universidade de Lisboa, www.icjp.pt, págs. 268-270. Esta autora, al 
hilo de lo dispuesto en el RJUE, clasifica las formas de cesión en: dominio público municipal, 
dominio privado municipal y propiedad privada sujeta al régimen de copropiedad horizontal. Señala, 
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Los criterios del Código de Expropiaciones se aplican a la adquisición del suelo por 
expropiación para la ejecución de los planes urbanísticos y para la constitución de reservas 
públicas de suelo. Al perfilar ambas instituciones jurídicas, el legislador adopta el criterio 
general del valor real o corriente del bien. El problema radica, a mi modo de ver, en qué se 
entiende por valor real o corriente puesto que el valor del suelo no es coincidente con aquel. 
Para resolver esta cuestión debemos acudir al criterio emanado del Tribunal Supremo que 
establece que el concepto de justa indemnización no se corresponde necesariamente con el 
valor de mercado real y concreto sino que habrá que estar a al precio que tendría en un 
mercado normal.1407 
  
Por tanto, puede argumentarse con razón que el suelo urbanizable debería ser valorado 
sin computar las expectativas urbanísticas. Sin embargo, la propia norma desmiente tal 
conclusión porque, de una parte, considera al suelo urbanizable como suelo apto para la 
edificación asimilándolo al suelo ya edificado, y, por otra parte,  el suelo susceptible de 
programación, al incluirse en el perímetro urbano, se valora como suelo apto para la 
construcción con independencia de la disponibilidad de infraestructuras y del cumplimiento 
de los deberes de perecuación y de la contribución a los costes de urbanización.1408 Es 
indudable que la opción legislativa no tendría que ser necesariamente perjudicial si no fuese 
porque, de una forma absolutamente incoherente, el Código de Expropiaciones1409 se 
mantiene al margen del régimen de la LBPOTU/1998 y del RJIGT/1999 y no tiene en cuenta 
a la Ley de Suelos.  
 
                                                                                                                                                                       
igualmente, que la doctrina apunta como una alternativa la de la constitución de a menores en favor 




 Sentencia del Supremo Tribunal Civil de 23-10-2008. Recurso nº 2020/07. Sin embargo 
habrá que tener en cuenta que como indica la Sentencia del Tribunal Supremo Civil de 31 de enero de 
2012, proceso nº 5253/04.2TBVNG.P1.S1, “la indemnización derivada de la pérdida del derecho de 
propiedad del predio expropiado, obtenida por la aplicación de los criterios referenciales de cálculo 
del suelo para la construcción no se pueden acumular con la pérdida del derecho a edificar o con la 
consecuente y eventual pérdida de lucros cesantes, pues de lo contrario se produce un enriquecimiento 
indebido del expropiado que no se puede contemplar en la justa indemnización.”  
 
1408
 La Sentencia del Tribunal Constitucional nº184/97 consideró conforme a la Constitución el 
artículo 24. 2 del referido Código que definía, a los efectos de indemnización expropiatoria, los 
terrenos de acuerdo con un criterio concreto de potencialidad edificativa y no con un criterio abstracto 
de aptitud edificatoria. 
 
1409
 Cfr. la Sentencia del Tribunal Constitucional proceso nº 337/06, que considera que el 
justiprecio se fundamenta en el principio de igualdad por lo que siempre que el interés público exija 
un sacrificio patrimonial especial que excedan en naturaleza e intensidad de las cargas normales 
impuestas a todos los ciudadanos por las necesidades de la vida en común, el Estado estará obligado a 
compensar la pérdida anormal inflingida. 
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De esta forma un suelo clasificado como rural en el plan municipal puede ser un suelo 
apto para la construcción a efectos de la expropiación por disponer de infraestructuras 
mínimas y puede suceder que un plan municipal decida destinar para zona verde 
determinados terrenos que por su propia naturaleza estén destinados a usos naturales.1410 Así 
el art. 26 nº 12 obliga a tener en cuenta , para la determinación del cálculo edificatorio la 
edificabilidad media que exista en un entorno de 300 metros, considerando el suelo como 
apto para la construcción, penalizando a los municipios que se pueden ver compelidos a 
adquirir estos terrenos desprovistos de edificabilidad. Así ocurre con los terrenos destinados a 
la estructura ecológica necesarios para el equilibrio del sistema urbano que a pesar de ser 
calificados como urbanos por el RJIGT/1999, a efectos valorativos, presentan una natural 
inaptitud edificatoria.1411  
 
Ahora bien, esta regla referida a un terreno integrado en la Reserva Agrícola Nacional 
ha sido declarada inconstitucional por violación del principio de igualdad por la Sentencia nº 
196/2011, proceso nº 996/09, de 12 de abril de 2011. 
 
En ocasiones, el valor de un terreno determinado por el Código de Expropiaciones en 
una unidad de ejecución establecida en el plan municipal pueda ser radicalmente diferente del 
valor determinado en función de los mecanismos de perecuación resultantes de la acción 
planificadora y del valor establecido a efectos fiscales.1412 
 
Por otra parte, nótese que la mera aptitud edificatoria de una parcela, por disponer de 
equipamientos urbanos, no determina la consideración inmediata de suelo apto para edificar 
                                                 
1410
 Para la Sentencia del Tribunal de apelación de Oporto de 15 de marzo de 2012, proceso nº 
290/10.0TBLSD.P1, un terreno adquirido por el expropiado antes de su integración en la Red 
Agrícola Nacional debe ser equiparado a suelo apto para la construcción. Por su parte la Sentencia del 
Tribunal de apelación de Lisboa de 31 de mayo de 2012, proceso nº 763/1994.L1-2 defiende que 
cuando una parcela de suelo rústico sin infraestructuras urbanas se encuentre afectada por una 
servidumbre de non aedificandi no se puede considerar cualquier potencialidad relativa al 
establecimiento de depósito de materiales aunque sea con carácter provisional.  
 
1411
 Cfr., la Sentencia del Tribunal de apelación de Oporto de 5 de febrero de 2004, proceso nº 
0336887, para la cual cuando la parcela expropiada se sitúa de acuerdo con el plan director municipal 
en una zona de construcción residencial debe incluir dicho aprovechamiento económico. 
 
1412
 Cfr. la Sentencia del Tribunal Supremo Civil de 21-02-2006, Recurso nº 3652/05. En esta 
sentencia el alto Tribunal considera que también debe ser clasificado como suelo apto para otros fines 
y no como suelo apto para la construcción las parcelas desafectadas de la Red Agrícola Nacional para 
la mejora de vías de comunicación por dos motivos: primero, se infringiría el principio de igualdad 
respecto de los predios colindantes y, segundo, la referida desafectación no  implica potencialidad 
constructiva. 
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puesto que deberá ser valorado como suelo apto para otros fines cuando esté gravado con una 
servidumbre administrativa que determine la disminución de valor.1413 
  
A su vez, el art. 48 LSP/1976 y el art. 128 nº 5 párrafos c) y d) RJIGT/1999, al regular 
la expropiación-sanción por incumplimiento de la obligatoriedad de la construcción, en el 
plazo determinado, en terrenos aptos para tal fin, debe ser reformado para destacar que el 
valor de la plusvalía procedente del plan no puede incluirse en el montante de la 
indemnización porque se trata de una situación de reacción contra la actitud especulativa del 
propietario pasivo. 
 
Por último, y a modo de conclusión, debe subrayarse la doctrina sentada por la 
Sentencia del Supremo Tribunal (Civil) de 7 de abril de 2011, proceso nº 1839/06, que señala 
que no pueden ser clasificados como suelo apto para la construcción definido por el CE/1999 




                                                 
1413
 Cfr. la Sentencia del Supremo Tribunal Civil de 25-02-2010, Recurso nº 5817/03, respecto 
de una servidumbre aeronáutica. Por su parte la Sentencia del Tribunal de apelación de 1 de julio de 
2010, proceso nº 1343/06.5TBLSD.P1 señala que el legislador al distinguir entre suelo apto para la 
construcción y suelo para otros fines no adoptó un criterio abstracto de aptitud constructiva sin un 
criterio concreto de potencialidad edificativa. Por ello si en un terreno por virtud de la ley o de un plan 
director municipal se prohíbe la construcción por regla general ese terreno no se puede valorar como 
apto para la construcción. En el mismo sentido la Sentencia del Tribunal de apelación de Oporto de 27 
de junio de 2011, proceso nº 476/07.5TBVCD.P1 para la cual basta que por ley o en virtud de plan 
director municipal sea autorizada la construcción para que el terreno deba ser valorado como apto para 
la construcción. Abundando en lo anterior pero destacando la constatación de la realidad fáctica de la 
parcela puede verse la Sentencia del Tribunal de apelación de Lisboa  de 15 de noviembre de 2011, 
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CAPÍTULO UNDÉCIMO: LA PROTECCIÓN DEL SUELO DEL 
MEDIO RURAL EN PORTUGAL 
 
I.- EL DELITO URBANÍSTICO 
 
 
La protección penal del suelo como bien jurídico es objeto de dos tipos de reglas. En 
primer término, y dentro del capítulo III del Código Penal titulado como Delitos de peligro 
común se incluyen una serie de ilícitos penales  que se pueden calificar como delitos 
ambientales y que se caracterizan porque también pueden afectar a otros bienes jurídicos 
como la vida, la integridad física, el patrimonio y los monumentos culturales e históricos. 
 
 Respecto a los delitos en materia de medio ambiente hay que tener en cuenta las 
recientes modificaciones introducidas por la Ley nº 56/2011, de 15 de noviembre, por el que 
se da nueva redacción al delito de incendio forestal y a los delitos de daños contra la 
naturaleza y de contaminación. También tipifica un nuevo delito de actividades peligrosas 
para el medio ambiente y transpone la Directiva nº 2008/99/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 19 de noviembre y la Directiva nº 2009/123/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 21 de octubre. 
 
En segundo lugar, y tras la reforma operada por la Ley nº 32/2010, de 2 de septiembre, 
se tipifican delitos propiamente urbanísticos. Se regulan en el art. 278 (violación de reglas 
urbanísticas) y en el art. 382 (es el mismo delito cometido por funcionario público). El tenor 
literal del art. 278 A es el siguiente:  
 
“1 .El que realice una obra de construcción, reconstrucción o ampliación de inmueble 
que incida sobre vía pública, terreno de la Reserva Ecológica Nacional, de la Reserva 
Agrícola Nacional, bien de dominio público o terreno especialmente protegido por 
disposición legal, siendo conocedor de la disconformidad de su conducta en relación con las 
normas urbanísticas aplicables, será castigado con la pena de prisión de hasta 3 años o multa. 
2.- No son punibles las obras de escasa relevancia urbanística así clasificadas por ley. Las 
personas jurídicas y entidades equiparadas son responsables, en términos generales, por el 
delito previsto en el nº 1 del presente artículo. 4. El tribunal puede ordenar, en la sentencia de 
condena, la demolición de la obra o la restitución del suelo al estado anterior, a cargo del 
autor del hecho.” 
 
Con la evidente finalidad de proteger determinados bienes que, o bien representan 
valores colectivos, o bien, están vinculados funcionalmente al interés general, contra 
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agresiones urbanísticas que desnaturalicen su esencia, el legislador, se refiere a tres tipos de 
obras: construcción, reconstrucción o ampliación de inmuebles1414 que pueden recaer sobre la 
vía pública (no se contienen referencias a zonas verdes), una parcela de la Reserva Ecológica 
Nacional, una parcela de la Reserva Agrícola Nacional, un bien de dominio público o una 
parcela especialmente protegida por una disposición legal. La ambigüedad de esta remisión 
permite la inclusión de suelos con distintos valores: paisajísticos, naturales,  artísticos, 
históricos,… Por la misma razón entiendo que también se incluyen las obras no autorizables 
en suelo rural. 
 
El tipo subjetivo consiste en la conciencia de la disconformidad con las normas 
urbanísticas y la pena puede ser la de prisión hasta 3 años o multa con la pena accesoria 
optativa de reposición del suelo a su estado anterior o la demolición de la obra (llama la 
atención que la norma no se refiera a la indemnización a terceros ni al comiso de  las 
ganancias obtenidas de las obras ilegales.) Se excluyen las obras de escasa relevancia 
urbanística así clasificadas por ley (art. 6 A RJUE1415 ) y pueden ser sujetos activos tanto las 
personas físicas1416 como las personas jurídicas y entidades equiparadas. Es posible la 
dispensa o la atenuación de la pena cuando el sujeto activo, antes de la iniciación del proceso 
penal, proceda a la demolición de la obra o a la restitución del suelo al estado anterior a la 
obra. 
 
Cuando la violación de las reglas urbanísticas provenga de una licencia, autorización o 
información previa será responsable el funcionario que informe o decida favorablemente, a 
título de dolo. La pena será de prisión hasta 3 años o multa. Si la violación recae sobre los 
terrenos identificados en el tipo general anterior la pena de prisión se eleva hasta 5 años.1417  
 
Por último, el art.100 RJUE/1999 prevé la tipificación como un delito de 
desobediencia la violación de los actos administrativos derivados de las medidas de legalidad 
urbanística. Obsérvese que la norma no identifica los actos administrativos concretos, a 
diferencia del texto anterior, en el que se aludía expresamente a la suspensión, a la 
demolición, a la reposición del terreno a la situación anterior a la infracción y a la entrega de 
                                                 
1414
 El concepto de obras de construcción, reconstrucción o ampliación de inmuebles se 
contiene en el RJUE. 
 
1415
 Se incluyen, entre otras, las edificaciones, contiguas o no, al edificio principal con una 
altura no superior a 2,2 metros, la instalación de paneles solares fotovoltaicos,…  
 
1416
 Recuérdese que el Código Penal español enumera como sujetos activos a los promotores, 
constructores o técnicos directores. 
 
1417
 Observa CORREIA, F.A., Manual de Direito do Urbanismo, Volumen III, Almedina, 
Coimbra, 1ª ed., 2010, págs. 263-264, que existe un delito similar previsto para los titulares de cargos 
políticos. 
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la licencia de construcción, y, respecto del cual, la Sentencia nº 274/98 del Tribunal 
Constitucional, no consideró infringidos los principios de justicia y de proporcionalidad. 
 
En este sentido, para el ordenamiento portugués el principio de proporcionalidad se 
integra por los principios de necesidad, adecuación y de intervención mínima por lo que la 






























                                                 
 
1418
 Cfr., la Sentencia del Tribunal Central Administrativo Norte de 9 de septiembre de 2011, 
proceso nº 00367-A/98-Porto. Recuérdese que en el ordenamiento portugués la potestad de 
demolición no es una potestad totalmente discrecional. Cfr., la Sentencia del Tribunal Supremo 
Administrativo de 22 de abril de 2009, proceso nº 0922/08. 
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II.- LA RECLASIFICACIÓN DEL SUELO RURAL 
 
 
Una de las novedades más significativas del ordenamiento urbanístico portugués es la 
regulación de la reclasificación de los suelos sin que exista una regla similar para la 
recalificación. Al igual que la clasificación, su régimen se encuentra en el Decreto nº 11/2009 
aunque también existen reglas dispersas en otras normas.1419 Vamos a comentar el precitado 
régimen jurídico para, a continuación, indagar sobre otras posibilidades normativas, no sin 
antes advertir que no existe la prohibición expresa de reclasificar, de forma directa, suelo 
rural en suelo urbano porque no tiene sentido desde el momento en que no existe la clase 




 1.- Alteración de planes urbanísticos 
 
 
El suelo urbano y el suelo rural son compartimentos estancos para el legislador 
portugués desde el momento en que, como ya se avanzó, no existe la situación de suelo rural 
transitorio o suelo urbanizable. Sin embargo, ello no se traduce en un inmovilismo y una 
petrificación del ordenamiento urbanístico. En efecto, cabe la transformación bidireccional si 
bien sometida a unas reglas carácter imperativo.  
 
En primer término, el suelo rural se puede transformar en suelo urbano, de forma 
excepcional. En este sentido, el art. 72.2 RJIGT/1999,  exige que la reclasificación se limite a 
supuestos sobrevenidos. Concretamente, se ciñe a los casos en que se compruebe que la 
dinámica demográfica o el desarrollo económico y social lo exijan de modo indispensable1420.  
 
A diferencia de la clasificación inicial como suelo rural, el legislador portugués, atento 
al carácter discrecional de la reclasificación, y a la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
Administrativo, establece una serie de indicadores y de estándares urbanísticos que, junto con 
                                                 
1419
 Cfr. el art. 9.3 RJIGT/1999. Observa GUEDES que todos los planes urbanísticos deben 
acatar dicho reglamento dada su superioridad jerárquica y destaca que algunos planes regionales 
vulneran dicho reglamento citando a OLIVEIRA para quien se produce una invasión de la potestad 
planificadora y de la autonomía municipal.A.C.:”Reflexoes sobre os criterios de reclassificaçao dos 
solos constantes na TG.9 do PROT-Centro”, en OLIVEIRA F.P., (Coord.), Direito do Urbanismo e do 




 El art. 9.3 RJGIT/1999 es explícito al exigir la comprobación del carácter indispensable de 
la alteración desde el punto de vista económico, social y demográfico.  
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la motivación, evidencian la preocupación del legislador por tratar de enmarcar esta operación 
urbanística. Así, se puede comprender la exigencia prevista en el art. 7 del Decreto nº 
11/2009  en relación a una serie de indicadores de ejecución física de la urbanización y de la 
edificación, y, como medida preventiva, la previsión de la cuantificación de los compromisos 
urbanísticos.  
 
Asimismo, resulta perceptible la influencia del principio de sostenibilidad desde el 
momento en que debe tenerse en cuenta la posibilidad de aprovechamiento y la disponibilidad 
de áreas urbanas susceptibles de rehabilitación, renovación y reestructuración basada en 
indicadores demostrativos de la situación y, además, se exige la medición del grado 
indispensable de la aglomeración urbana y el respeto del equilibrio ecológico. 
 
Por último, también se tendrán en cuenta la compatibilidad con los planes y las áreas 
de suelo relacionados con las Directrices de ordenación del territorio regional, y el 
cumplimiento de los umbrales para la ampliación del suelo urbano establecidos, el calendario 
de ejecución del desarrollo urbano y suelo urbanizable que se han reclasificado y, por último, 
la necesidad de reubicación o redistribución de las áreas de desarrollo urbano planificado sin 
la adición de la superficie total de los límites de la ciudad. En suma, la reclasificación o la 
recalificación no se puede realizar al margen de los procedimientos de revisión o alteración 
de los planes urbanísticos lo que implica que la determinación de las áreas que, en su 
momento se clasificaron como espacios para la expansión urbana, para clasificarse como 
suelo urbano o como suelo rural,  supone la elección de entre varias opciones por parte del 
planificador ya que no se trata de meras operaciones de interpretación casuística de una ley 
(por todas, Sentencia de 9 de junio de 2010).  
 
Por tanto, es preciso conocer, siquiera de un modo sumario, las líneas maestras de la 
alteración de los planes directores municipales. Se regulan en el art. 95 RJIGT/1999 que 
exige un plazo mínimo de vigencia de los referidos planes de 3 años1421 salvo que se trate de 
alteraciones por adaptación (como consecuencia de la entrada en vigor de leyes, reglamentos, 
planos sectoriales, y planes especiales, de la incompatibilidad con la estructura regional del 
sistema urbano, de las redes, de las infraestructuras y de los equipamientos de interés regional 
y de la variación total máxima del 3% del área de construcción inicialmente prevista 
situaciones de crisis o por alteración sustancial de las condiciones económicas, sociales, 
culturales y ambientales, situaciones de interés público reconocidas por Orden del Ministro de 
ordenación del territorio tales como instalación de infraestructuras de producción y transporte 
                                                 
1421
 En la doctrina española PERALES MADUEÑO defiende que deberían crearse cédulas 
urbanísticas o certificaciones que garantizaran la estabilidad del planeamiento durante un cierto 
tiempo. PERALES MADUEÑO, F., “El planeamiento urbanístico y la protección de los derechos 
individuales”, en RENTERÍA AROCENA, A., Urbanismo: función pública y protección de derechos 
individuales, Civitas, Madrid, 1998, págs. 61-68. 
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de energías renovables, infraestructuras ferroviarias, redes de saneamiento básico y de 
abastecimiento de agua, … y las derivadas de las alteraciones de los límites del área 
protegida)  y correcciones materiales y rectificaciones (incorrecciones catastrales, definición 
de límites físicos, errores en la representación cartográfica, correcciones de reglamentos por 
incongruencias) y  alteraciones simplificadas (integración de lagunas derivadas de la cesación 
de restricciones y servidumbres de utilidad pública o derivadas de la desafectación de bienes 
inmuebles de dominio público o de fines de utilidad pública).1422 Al margen de esta norma 
reglamentaria se encuentra la prohibición de reclasificación de suelos afectados por incendios 
forestales en los últimos 10 años.1423   
 
A la inversa, también se regula la desclasificación del suelo urbano pero sólo del 
programado no del urbanizado. Esta perspectiva se nos antoja incompleta, puesto que, 
podrían darse supuestos de abandono de terrenos urbanizados que, bien pudieran recobrar su 
primitivo origen rural, mediante la recuperación de sus valores naturales. Parece que el 
legislador considera que el suelo ya transformado es un suelo irreversible lo cual no sucede 
así en todas las ocasiones. Lo que sí está claro es que la referida desclasificación debe 
efectuarse a través de los procedimientos de alteración o revisión de los planes municipales 
de ordenación del territorio. Salvo error, no se detectan supuestos de reclasificación ex lege.  
 
Por otra parte, no se puede olvidar que el planificador no puede actuar con 
arbitrariedad. Esta es la razón por la cual deben concurrir alguna de las causas sobrevenidas 
que se citan a continuación: a) cuando resulte de instrumentos de gestión territorial en vigor; 
b) cuando de la actualización de las previsiones de la evolución demográfica, económica y 
social del municipio o de la evaluación de la ejecución del plan municipal de ordenación del 
territorio en vigor se concluya que el área urbanizable prevista en el plan es excesiva, o, c) 
cuando afecte al ámbito de relocalización o redistribución de áreas de urbanización 
programada sin incremento de la superficie total del perímetro urbano. El procedimiento se 
articula mediante una serie de previsiones:  
 
a) en el plazo definido para la ejecución del plan municipal de ordenación del 
territorio la Cámara Municipal debe proceder a la programación de las áreas no urbanizadas 
no integradas en el perímetro urbano inscribiéndolas en el plan de actividades municipal y 
cuando resulte aplicable en el presupuesto municipal;  
 
                                                 
1422
 El procedimiento es similar al previsto para la elaboración,  aprobación, ratificación y 
publicación de los planes a revisar y se disciplina en el art. 97 RJIGT/1999. 
 
1423
 Art. 1.1. del Decreto-Ley nº 3271990. 
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b) la falta de programación o su inejecución en el plazo definido para la ejecución del 
plan determinan la obligación de la Cámara municipal de revisar la reclasificación del suelo 
urbano como suelo rural;  
 
c) transcurrido el  plazo de ejecución de la programación previsto por el plan, se 
considera que concurre la falta de ejecución de  la programación siempre que hubiesen 
transcurrido los plazos incluyendo las prórrogas, de los actos de licencias o de admisión de 
comunicaciones previas válidamente practicadas y  
 
d) la obligación de reclasificar no es de carácter general.  
 
En base a esta construcción cabría concluir que el planificador está habilitado, con 
carácter general, para reclasificar estos suelos en cualquier caso. Sin embargo, nada más lejos 
de la realidad. En efecto, en determinados supuestos no puede entrar en juego esta potestad 
del planificador. Nos estamos refiriendo a aquellos casos en los que, tras la correspondiente 
reponderación, efectuada en el procedimiento de revisión se concluyese, en forma motivada, 
la conveniencia de mantener el estatuto de suelo urbano o bien cuando para esa área subsistan 
licencias o comunicaciones previas de operaciones de parcelación o de obras de urbanización 
válidamente constituidos y en vigor. Esta última limitación no resulta llamativa ya que el art. 
60 RJUE consagra explícitamente el principio según el cual sólo se aplica la nueva normativa 
a las obras en edificaciones existentes cuando no se trate de obras de ampliación o de obras 
que agraven la disconformidad con la normativa anterior.1424 Lo que sí resulta evidente es que 
el ejercicio del ius variandi de los planes urbanísticos debe ser compensado en numerosos 
supuestos. 
 
En este orden de consideraciones debe ponerse de relieve que la legislación 
portuguesa no permite, como norma general, la reclasificación de suelos afectados por 
incendios forestales durante los 10 años siguientes a dicho incendio. Es esta una prohibición 
tradicional que se implantó en el art. 1 del Decreto-Ley nº 327/1990, de 22 de octubre.1425 
 
                                                 
1424
 SOUTINHO, C., “O principio de garantía do existente-Interpretación extensiva?” 
OLIVEIRA, F. P, (Coord.),  Direito do Urbanismo e do Ordenamento do Territorio-Estudos, ed. 
Almedina, Coimbra, 2012, págs. 106-119. 
 
1425
 La Sentencia nº 639/1999, proceso nº 134/99, de 23 de noviembre de 1999, refiriéndose al 
Decreto-Ley nº 327/90, de 22 de octubre, considera constitucional la citada prohibición porque el 
derecho de propiedad no es un derecho absoluto e ilimitado debiendo coordinarse su ejercicio con la 
protección del medio ambiente y de la ordenación del territorio. Además considera ajustada la CRP la 
diferencia entre incendios derivados de causas fortuitas e incendios derivados de otras causas lo que 
fundamenta regímenes excepcionales de construcción. 
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Por último debe advertirse que cuando el suelo rural afectado pertenezca a la categoría 
de dominio público la reclasificación que se pretenda realizar debe tener en cuenta la 
normativa protectora del dominio público con lo que por esta vía se observa un nuevo 




 2.- La regularización de urbanizaciones ilegales 
 
 
La existencia de urbanizaciones sin licencia en suelo rural no es ajena a la realidad 
social en Portugal al igual que sucede en otros países. Ante esta situación el legislador debe 
optar por una de las siguientes posibilidades: mantener la situación ilegal reconociendo por la 
vía de los hechos la transformación del suelo rural en suelo urbano; proceder a la adopción de 
medidas de restauración de la legalidad conculcada aunque habrá que tener en cuenta los 
plazos de ejercicio de las potestades administrativas; reconocer la condición de suelo 
urbanizable o suelo urbano con la exigencia de las cargas y deberes urbanísticos incumplidos.  
 
En el ámbito urbanístico, el legislador portugués se centra en las áreas de construcción 
clandestina y en las áreas urbanas sin licencia. En relación a las primeras se regulan en el 
Decreto-Ley nº 804/1976, de 6 de noviembre, modificado por el Decreto-Ley nº 90/1977 de 9 
de marzo. Comprende zonas con un porcentaje acentuado de construcciones sin licencia 
incluyendo las realizadas en terrenos parcelados sin la debida licencia. Como subraya 
LOPES1427 esta regulación es incompleta al no fijar el porcentaje de construcciones ilegales. 
Ante esta situación la norma permite tres opciones: legalización, mantenimiento temporal y 
demolición.1428  
                                                 
 
1426
 Cfr., la Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 18 de noviembre de 2009, 
proceso nº 0639/09. 
 
1427
 LOPES, D.:” Medidas de Tutela da…”, op.cit., pág. 77. 
 
1428
 Desde un punto de vista general recuerda CORREIA que la jurisprudencia no admite la 
discrecionalidad en relación a la opción legalización o demolición. CORREIA, F.A., Manual de 
Direito do Urbanismo, Volumen III, op. cit., págs. 279-280. Así se puede citar, a título de ejemplo, la 
Sentencia del Tribunal Central Administrativo Norte de 9 de junio de 2011, proceso nº 
02815/08.2BEPRT que reitera la doctrina consistente en que constituye un presupuesto de la decisión 
de demolición de una obra clandestina la ponderación de la posibilidad de su legalización de ahí la 
exigencia de audiencia previa con unas determinadas formalidades. Por el contrario no se requiere 
audiencia previa para los actos de ejecución de una orden de demolición adoptada de conformidad con 
el procedimiento establecido. Cfr., la Sentencia de 4 de mayo de 2012 del Tribunal Central 
Administrativo Norte, proceso nº 00255/04.1BEBRG. 
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Respecto de las áreas urbanas sin licencia hay que remitirse a la Ley nº 91/1995, de 2 
de Septiembre.1429  En el ámbito jurisprudencial, se pueden citar, entre otras, la Sentencia del 
Tribunal Supremo Administrativo nº 0601/10 de 7 de abril de 2011 y la Sentencia del 
Tribunal Supremo Administrativo nº 02071/03 de 10 de diciembre de 2008. Según la primera 
de ellas, la demolición de obras sin licencia es la última e indeclinable medida sancionatoria a 
tenor de los principios de necesidad, adecuación,  indispensabilidad y menor injerencia, 
derivados del principio de proporcionalidad ya que la demolición procede en cualquier 
momento. La sentencia mencionada permite la legalización de una obra realizada sin licencia 
en suelo perteneciente a la Reserva Agrícola Nacional al haberse excluido dicha parcela en 
una revisión posterior de la Reserva mencionada. 
 
En la segunda, el alto Tribunal considera que no integran el concepto de estructura 
urbana consolidada un conjunto de construcciones erigidas en suelo rústico al amparo de una 
parcelación que se declaró caducada por la falta de realización y por las deficiencias de las 
correspondientes infraestructuras. Por último, resta indagar la posibilidad de legalización a 
través de la alteración de los planes urbanísticos. Esta posibilidad resulta excepcional puesto 
que el plan debe ser previo a la ocupación del suelo.  
 
Por consiguiente y como pone de relieve LOPES1430 siguiendo a Pedro GONÇALVES 
y a Fernanda Paula OLIVEIRA, deben estar en juego intereses preponderantes ya sean de 
justicia, estabilidad de las relaciones sociales y salvaguarda del derecho a la vivienda y que 
resulte significativo el número de operaciones urbanísticas afectadas por licencias nulas que 
pueden traslucir un plan urbanístico contrario a la realidad urbanística que deben ordenar.  
 
 Por último, la normativa portuguesa prevé también las denominadas áreas críticas de 
recuperación y reconversión urbanísticas dotando a la Administración de una panoplia de 
técnicas administrativas como son: expropiación forzosa, posesión temporal,… En todo caso 
advierte la jurisprudencia que Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 14 de 
octubre de 2010, proceso nº 038/09 la decisión administrativa deberá adoptarse en función de 
la realidad concreta lo que implica que no se trata de potestades discrecionales ya que habrá 




                                                 
1429
 El art. 1 incluye en estas áreas los predios o conjuntos de predios que no dispongan de 




 LOPES, D:” Medidas de Tutela da…,”, op.cit., págs. 85-86, destaca que la excepcionalidad 
se justifica en el principio de inderogabilidad singular de los reglamentos.  
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III.- LA PROTECCIÓN CIVIL 
 
 
En el ámbito del suelo del medio rural es preciso señalar que los Tribunales civiles 
serán competentes cuando se trate de acciones destinadas a la defensa del medio ambiente así 
como cuando estemos en presencia de la responsabilidad civil por daños ambientales. La 
clave de la atribución competencial radica en que no exista infracción de normas de derecho 
administrativo.1431 
 
La referida infracción es lo que determina la atribución competencial a los tribunales 
administrativos del enjuiciamiento de las órdenes de demolición de obras porque como 
destaca la Sentencia del Tribunal de Apelación de Coimbra (Civil) de 6 de diciembre de 
2011, proceso nº 2707/10.5TBVIS.C1, en los supuestos de infracciones los tribunales 
comunes no pueden pronunciarse sobre la oportunidad y sobre el modo de realización de las 
demoliciones de obras cuando las órdenes administrativas observen el principio de legalidad.  
 
De este modo, los tribunales comunes serán competentes para conocer de la acción 
ordinaria cuando se trate de propietarios de suelo rústico afectados por la construcción de una 
autopista realizada por sociedades de derecho privado. (Sentencia del Supremo Tribunal 
Administrativo de 12 de enero de 2012, proceso nº  08/11.)  
 
En cambio corresponde a los tribunales administrativos las acciones de indemnización 
derivadas de la entrada en vigor de un plan de ordenación del territorio y la determinación del 
valor de la indemnización correspondiente al considerarse como una cuestión derivada de un 
conflicto de intereses públicos y privados en el seno de relaciones jurídicas administrativas. 
(Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 26 de marzo de 2009, proceso nº 
039/09.)1432  
 
Por otra parte, en Portugal, y a diferencia de lo que sucede en España, corresponde a la 
jurisdicción civil y no a la jurisdicción administrativa la competencia para conocer sobre los 
casos de responsabilidad civil extracontractual. Así lo sostiene una jurisprudencia de la que es 
una buena muestra la Sentencia del Supremo Tribunal (sección 2ª) de 30 de octubre de 1996, 
                                                 
1431
 Como indica la Sentencia del Tribunal de apelación de Lisboa de 17 de abril de 2012, 
proceso nº 698/11.4TBTVD.L1-1 la acción de responsabilidad civil extracontractual de las personas 
colectivas de derecho público cuando el litigio se fundamente en una relación jurídica administrativa 
son de la competencia de los tribunales administrativos. 
 
1432
 En cualquier caso la indemnización derivada de la aplicación de planes urbanísticos es de 
carácter subsidiario puesto que el art. 18.2 LBPOTU se refiere en primer lugar a los mecanismos 
equitativos de perecuación compensatoria previstos en los propios planes. 
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proceso nº 470/96. Dentro del concepto de responsabilidad extracontractual se integran los 
daños derivados de actos legislativos, judiciales y administrativos.  
 
A propósito de esta responsabilidad conviene resaltar la existencia de un régimen 
jurídico especial. En efecto, hay que subrayar la importancia de la distinción entre la 
expropiación y la indemnización de sacrificio. En relación a esta última, incluida en el nuevo 
régimen jurídico de la responsabilidad civil extracontractual del Estado y demás Entidades 
Públicas, aprobado por la Ley núm. 67/2007, de 31 de diciembre (con las modificaciones 
introducidas por la Ley núm. 31/2008, de 17 de julio), un sector doctrinal encabezado por 
CORREIA1433, defiende que el legislador portugués considera que es una expropiación de 
sacrificio aquella situación en que el acto del poder público revela una intencionalidad 
ablativa de un derecho de contenido patrimonial o de alguna o algunas facultades de ese 
derecho.  
 
También dentro de este ámbito civil conviene apuntar que existen procesos judiciales 
civiles encaminados a la tutela de la propiedad y de la posesión frente a obras no autorizadas 
por el titular del derecho. Dentro de los procedimientos cautelares el Código de Proceso Civil 
dedica los arts. 412 a 420 al embargo de obra nueva. El sistema se articula con un 
requerimiento previo (que puede ser judicial o extrajudicial) y con la ratificación al juez civil 
de la acción para la defensa de la propiedad, de la posesión y de cualquier derecho real. El 
órgano judicial dicta un auto de suspensión de la obra. La normativa procesal atribuye al 
Estado y demás personas jurídicas públicas la potestad de acordar el embargo a que se refiere 
el proceso comentado. 
 
A su vez, y en relación a los daños causados como consecuencia de operaciones 
urbanísticas como destaca CORREIA1434 es de plena aplicación la normativa civil (en 
concreto los arts. 483 y ss del Código Civil) puesto que el RJUE no incluye ningún precepto 
específico a diferencia del derogado Decreto-Ley nº 445/1991, de 20 de noviembre. 
 
                                                 
1433
 CORREIA, F. A., “A Indemnização pelo sacrificio”, Revista de Direito Público e 
Regulaçao, Centro de Estudos de Direito Público e Regulaçao,  núm. 1, mayo 2009, pág. 76. Destaca 
este autor que el fundamento de ambas instituciones es distinto: la indemnización por el sacrificio se 
ampara en los principios de Estado de Derecho y de igualdad ante las cargas públicas mientras que en 
la expropiación de sacrificio hay que utilizar además el principio de la justa indemnización por la 
expropiación. Asimismo la indemnización por el sacrificio es una consecuencia del acto impositivo de 
cargas públicas o causante de los daños especiales o anormales pero en la expropiación de sacrificio la 
indemnización es un presupuesto de validez del acto. Por último, en la indemnización por sacrificio la 
indemnización no se basa en el valor de mercado. CORREIA, F. A., “A Indemnização…,”, op. cit., 
págs. 73-74.  
 
1434
 Manual de Direito do Urbanismo, Volumen III, op. cit., págs. 264-265. 
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Por otra parte, es preciso destacar que en el Decreto-Ley nº 103/90, de 22 de Marzo, 
se establecen una serie de reglas relativas al fraccionamiento de predios rústicos.1435 Así, en 
concreto, se pueden distinguir las siguientes: 
 
• Define la explotación agrícola viable como aquella explotación que garantice un 
rendimiento de trabajo por persona superior al salario mínimo nacional de sectores 
no agrícolas. 
 
• La división de parcelas rústicas requiere de informe favorable de la Dirección 
regional de agricultura a petición del interesado (silencio positivo tras 30 el 
transcurso del plazo de 30 días). 
 
• Se establecen normas sobre la adjudicación a uno solo de los comuneros para evitar 
la división de la cosa común. 
 
• Son anulables los actos de fraccionamiento contrarios a derecho previéndose dos 
tipos de acciones: acción de anulación a interponer, en el plazo máximo de 3 años, 
por el Ministerio Fiscal, la Dirección Regional correspondiente y cualquier persona 
que sea titular de un derecho de preferencia; y la acción de anulación civil (art. 1379 
Código Civil). 
 
Por último, es preciso referirse a las a las facultades de disposición: las parcelaciones 
urbanísticas. 
 
De acuerdo con la jurisprudencia del Supremo Tribunal Administrativo el control de 
las parcelaciones tiene por objeto no sólo la desagregación de la propiedad rústica sino 
también la desagregación salvaje que determinaría la proliferación de construcciones sin 
infraestructuras básicas mínimas.1436 Las parcelaciones urbanísticas se regulan en el art. 50 
RJUE que remite al Decreto-Ley nº 384/88, de 25 de octubre y al Decreto-Ley 103/90, de 22 
de marzo. Sólo se permiten en suelo urbano, es decir, en áreas situadas dentro del perímetro 
urbano y en terrenos ya urbanizados o de urbanización programada en un plan municipal de 
ordenación del territorio.  
                                                 
1435
 Las parcelaciones urbanísticas se someten a un régimen jurídico específico. En todo caso se 
definen como aquellas operaciones urbanísticas que dan lugar a nuevos predios destinados  a la 
construcción urbana y rige el principio de que la nulidad que afecte a uno de los lotes de la 
parcelación no se comunica necesariamente al resto de lotes. Cfr., la Sentencia del Tribunal Central 
Administrativo Norte de 13 de enero de 2011, proceso nº 00069/06.4BECBR. 
 
1436
 Sentencia de  2 de Noviembre de 2004, Recurso nº 34069 de 
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Distinta es la problemática que se deriva de las segregaciones y divisiones de predios 
rústicos. En estos supuestos, existe la obligación de comunicar los negocios jurídicos en que 































                                                 
1437
 Cfr. Sentencia del Supremo Tribunal Civil de 08-03-2007, Recurso  nº 424/07. En esta 
sentencia se permite la venta de una parcela rústica de dimensión inferior a la unidad mínima de 
cultivo porque surge tras una expropiación parcial. 
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IV.- MEDIDAS DE TUTELA DE LA LEGALIDAD URBANÍSTICA 
 
 
 1.- Protección de la legalidad urbanística 
 
 
Las medidas de protección de la legalidad urbanísticas no están tasadas por el 
ordenamiento portugués (art. 102.1 RJUE/1999) a diferencia de las sanciones urbanísticas 
(art. 98 RJUE/1999) y se rigen por la legislación vigente en el momento de la incoación del 
expediente administrativo mientras que a las sanciones se aplica la legislación vigente en el 
momento de producirse el ilícito urbanístico1438.  
 
La cuestión de la norma a aplicar es una cuestión que plantea problemas en el derecho 
portugués. En efecto, como pone de manifiesto OLIVEIRA1439, habrá que estar al contenido 
expreso de los planes directores municipales y de los planes especiales. En el supuesto que no 
contemplan reglas transitorias habrá de aplicarse el principio de tempus regit actum previsto 
en el art. 67 RGUE. 
 
Una de sus principales características viene determinada por la inexistencia de plazo 
para su ejercicio. Pueden incoarse como consecuencia de una denuncia de un particular o de 
una acción realizada por la fiscalización municipal. Por otra parte, se contemplan mecanismos 
de tipo financiero como el privilegio crediticio inmobiliario sobre la parcela (art. 108.3 
RJUE/1999).  
 
Se trata de potestades administrativas de ejercicio inexcusable al resultar de aplicación 
el principio de legalidad por lo que el órgano administrativo competente, al comprobarse la 
existencia de una construcción clandestina, deberá ordenar la reposición de la legalidad 
(sentencia del Tribunal Central Administrativo Norte de 22 de enero de 2009, proceso nº 
01581/04.5BEPRT.) 
 
                                                 
1438
 Según jurisprudencia reiterada del Supremo Tribunal Administrativo (por todas, Sentencia 
de 21 de junio de 2011, proceso 339/09) habrá que estar a la legislación y al planeamiento vigentes en 
el momento en que se dicte la orden de demolición y no las vigentes en el momento en que se dictó la 
orden de embargo. Asimismo no se pueden tener en cuenta planes futuros (Sentencia de 9 de 
septiembre de 2011, proceso nº 00367-A/98-Porto).  
 
1439
  En relación con la aplicación intertemporal de los planes urbanísticos cfr. OLIVEIRA, F.P., 
A sucessão de planos urbanísticos no tempo, en GOMES C.A. (Coord.), V Encontros de Professores 
de Direito Público, coord. Faculdade de Direito da Universidade de Lisboa, Enero/2012, págs. 105-
121.  
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Siguiendo a LOPES1440 podemos diferenciar los siguientes supuestos:  
 
a.- Sin licencia o autorización  
 
b.- Disconformidad con el proyecto o con las condiciones de la licencia o de la 
autorización  
 
c.- En violación de normas legales o reglamentarias. 
 
A su vez, se distingue entre obras finalizadas y obras en curso de ejecución. Se 
regulan en los art. 102 a 108 RJUE/1999 que enumera los siguientes mecanismos: 
paralización o embargo1441, trabajos de corrección o alteración, demolición de obras y 
reposición del terreno, posesión administrativa y cese de utilización. La protección del suelo 
rural está ligada a la protección del medio ambiente.  
 
Asimismo, hay que remitirse a los mecanismos administrativos de protección del 
suelo en general, y del suelo rural en particular, previstos en los arts. 101 ss. RJIGT/1999 y, 
en desarrollo, de los mismos en los reglamentos de los planes directores municipales y de los 
planes especiales y en la legislación específica de determinadas propiedades (REN, 
RAN,…)1442  Respecto a las medidas más significativas, es decir, la paralización de las 
obras1443 y la demolición1444 es interesante destacar, que serán adoptadas por el presidente de 
                                                 
1440




 Cfr., la Sentencia de 28 de agosto de 1991, proceso nº 29808 que exige acreditar de forma 




 Para un estudio detallado de dichas medidas cfr., Manual de Direito do Urbanismo, 
Volumen III, op. cit., págs. 268-293. Cfr., la Sentencia del Tribunal Constitucional de Portugal nº 
457/2001, proceso nº 189/97, de 23 de octubre de 2001, en la que se afirma que no es un 
inconstitucional una norma de un Decreto-Ley que ordena la demolición de una obra ilegal  porque no 
constituye una restricción desproporcionada del derecho de propiedad y del derecho a la vivienda al 
atribuir al propietario, que realizó ilegalmente obras sujetas a autorización administrativa, la carga de 
probar que la obra podría ser autorizada. En cuanto al régimen de autorizaciones de órganos 
administrativos específicos (por ejemplo del Instituto para la conservación de la naturaleza) subraya la 
Sentencia del Tribunal Central Administrativo Norte de 22 de junio de 2012, proceso nº 
01719/08.3BEVIS que la caducidad es automática, es decir, sólo se requiere una resolución 
declarativa y no constitutiva salvo que una ley establezca lo contrario. Para un supuesto de 
ilegalización de obras realizadas en el ámbito REN puede verse la Sentencia del Tribunal Supremo 
Administrativo de 22 de noviembre de 2011, proceso nº  0576/11. 
  
1443
 Cfr., la Sentencia del Tribunal de apelación de Lisboa de 21 de diciembre de 2006, proceso 
nº 10933/2006-7 que considera que al tratarse de una suspensión decretada por el Ayuntamiento 
corresponde a los tribunales administrativos conocer de la procedencia de las obras realizadas.  
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la Cámara Municipal (planes municipales) o el miembro del Gobierno responsable de la 
ordenación del territorio (planes especiales o si afectan objetivos de interés nacional o 
regional). En los supuestos de obras sin licencia o comunicación previa el miembro del 
Gobierno responsable debe ponerlo en conocimiento del presidente de la Cámara Municipal. 
Se contempla la multa coercitiva para la ejecución forzosa correspondiente al cobro de los 
gastos de demolición con cargo al dueño de la obra. Se prevé el delito de desobediencia para 
los incumplidores de las órdenes de paralización y demolición. 
 
En relación a las normas sectoriales es preciso remitirse a su propia regulación siendo 
de destacar, entre otros, los terrenos incluidos en zonas REN, en zonas RAN, albuferas y 
lagos y lagunas públicas. A título de ejemplo, se puede destacar que respecto de las zonas 
RAN se articulan diversas garantías tanto sustantivas como procedimentales1445 tales como la 
nulidad de los actos administrativos contrarios al régimen legal, un sistema específico de 
multas administrativas, órdenes de cesación inmediata de acciones ilegales cuyo 
incumplimiento constituye delito de desobediencia e, incluso, la reposición de la situación 
anterior a la infracción con cargo al infractor.  
 
En la misma línea, hay que subrayar que no es legalizable una construcción integrada 
en área REN por lo que es válida la orden de demolición y reposición del terreno al estado en 
que se encontraba (Sentencia del Tribunal Supremo Administrativo de 22 de noviembre de 




2.- Expedientes sancionadores: infracciones urbanísticas 
 
 
Bajo este rótulo comprendemos la totalidad de los ilícitos administrativos que afectan 
al ámbito urbanístico. Sin embargo, antes de iniciar la exposición de este complejo normativo 
es imprescindible, no obstante, tomar nota de la siguiente premisa: el régimen sancionador, 
que se encuentra regulado en normas diversas, diferencia entre las infracciones contra planes 
y las infracciones contra leyes, mientras que existe una norma que disciplina el régimen 
                                                                                                                                                                       
1444
 Las órdenes de paralización y demolición se inscriben en el Registro de la Propiedad. 




 A diferencia del Decreto Ley nº 186/1989, se prevé una comunicación oficiosa al Ministerio 
Fiscal en los supuestos en que la inutilización de suelos se destine a construcciones y edificaciones y 
un régimen específico de alienabilidad. La norma derogada tampoco contemplaba informes previos y 
comunicaciones previas autónomas. 
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jurídico general de las infracciones y sanciones y normas urbanísticas que definen los ilícitos 
urbanísticos y las sanciones. 
 
La normativa portuguesa hace reiteradas alusiones a los ilícitos urbanísticos. Pero el 
tema que ahora nos interesa presenta múltiples insuficiencias. En efecto, no cabe duda que los 
expedientes sancionadores son expedientes de carácter autónomo, previstos para encauzar la 
potestad administrativa dirigida a la causación de un mal legítimo a raíz de la comisión de los 
ilícitos urbanísticos. Lo que sucede es que existen dos sistemas normativos: de un lado, el 
sistema general previsto para todas las infracciones y, por otro lado, el sistema urbanístico, 
respecto del cual, el legislador portugués ofrece una definición limitada de infracción 
urbanística.  
 
Así, se considera como tal la realización de obras o la utilización de edificaciones o 
del suelo en contra de las disposiciones del plan municipal o del plan especial de ordenación 
del territorio. De lo anterior se colige que sólo estas dos clases de planes pueden definir 
infracciones urbanísticas. Rige el principio de culpabilidad y se sanciona la mera tentativa.  
 
Las sanciones se establecen en cuantías fijas, dentro de un mínimo y de un máximo, 
variando según la infracción afecte a la realización de obras (entre 2.500€ y 100.000€), o a la 
utilización de edificaciones o del suelo (entre 1.500€ y 50.000€) y si el infractor es una 
persona física o una persona jurídica (en este último caso, las multas se pueden incrementar 
hasta 125.000€ y 250.000€ respectivamente). Los órganos sancionadores son, 
alternativamente, el presidente de la Cámara Municipal o el presidente de la Comisión de 
Coordinación y Desarrollo Regional del Área si las infracciones afectan al plan municipal y 
las entidades competentes en razón de la materia si afectan a un plan especial. 
 
Por último, la legislación portuguesa no clasifica las infracciones en función de su 
gravedad en leves, graves y muy graves sino que atribuye a cada infracción una multa 
determinada y, partir de este dato, extrae una serie de consecuencias jurídicas, en especial, los 
diversos plazos de prescripción. De esta forma, el plazo será de 5 años cuando el importe de 
la multa es igual o superior a 49.879,79€, será de 3 años cuando el importe sea inferior a  




3.- Las garantías administrativas y la jurisdicción administrativa 
 
 
La naturaleza reglamentaria de los planes urbanísticos implica su sometimiento a los 
procesos de control judicial de las normas jurídicas. Este control de la Administración está 
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reconocido a nivel constitucional en los art. 209.1 y 212.3 CRP. Pero, a mayor abundamiento, 
el ordenamiento portugués dota a los ciudadanos y a los interesados de un conjunto de 
derechos que se traducen en un sistema de garantías.1446 Esto es lo que se desprende del art. 




o Acción popular. 
 
o Queja ante el Ministerio Fiscal y ante el Proveedor de Justicia (Defensor del 
Pueblo). En ambos caso pueden dirigirse también contra instrumentos de 
ordenación del territorio sin eficacia plurisubjetiva. 
 
En lo que se refiere a los planes urbanísticos que vulneren las normas reguladoras del 
suelo rural podrán ser objeto de impugnación judicial tanto indirecta (al hilo de una licencia, 
de una comunicación previa o de una autorización) como directa ( a través de la declaración 
de ilegalidad con fuerza obligatoria general o de la declaración de ilegalidad sin fuerza 
obligatoria general previstas en los arts. 72 y ss. CPTA). 
 
A las acciones anteriores hay que añadir, al poder afectar las licencias al suelo rural, la 
figura de la intimación judicial para compeler al órgano administrativo a resolver sobre la 
solicitud del interesado, esta intimación, prevista en el art. 112 RJUE, así como la institución 
del silencio administrativo positivo cuando se trate de meras comunicaciones previas. En 
cuanto a dicha intimación es preciso notar que se pone de manifiesto mediante la concesión 
de un plazo de 30 días y de una multa coercitiva si no se atiende dicho plazo que, salvo 
excepciones, determina el silencio administrativo positivo.1447  
 
Por otra parte, es conveniente subrayar que la protección del suelo rural se garantiza 
igualmente mediante normas legales de aplicación directa que deben ser observadas por los 
                                                 
1446
 En el ordenamiento jurídico se contempla la diferencia entre la información administrativa 
general y la información urbanística. Esta última es de contenido más amplio porque los particulares 
interesados tienen derecho a una información directa de las disposiciones de los instrumentos de 
gestión territorial si bien se excluye la información derivada del contenido de informes, estudios e 
instrucciones. Cfr., en este sentido la  Sentencia del Tribunal Central Administrativo Norte de 16 de 




 La normativa urbanística portuguesa no sigue el criterio del carácter real de las licencias. En 
este sentido es posible que los planes urbanísticos establezcan vinculaciones personales. Cfr., a título 
de ejemplo la Sentencia del Tribunal supremo administrativo de 17 de abril de 2008, proceso nº 
0558/07 en la cual  se deniega la concesión de una licencia de construcción al no computarse el plazo 
de titularidad dominical del vendedor de una parcela. 
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planes urbanísticos1448. Así puede citarse, a título de ejemplo, el supuesto de la subordinación 
de los planes a la legislación de carreteras que conlleva para la Sentencia del Tribunal Central 
Administrativo Norte de 13 de enero de 2010, proceso nº 00016/09.1BEBRG que un plan 
director municipal ni siquiera tenga que delimitar el trazado concreto de una carretera porque 
al ser un instrumento de gestión territorial de ámbito municipal la Administración central no 




4.- Disciplina urbanística 
 
4.1.- Procedimientos de control administrativo 
 
 
En sintonía con el principio de descentralización administrativa y al principio de 
legalidad contenidos en el art. 237 CRP, el artículo 13.1.o) de la ley nº 159/1999, de 14 de 
septiembre, atribuye, a dichas entidades locales, competencia en el ámbito de la ordenación 
del territorio y del urbanismo. Esta competencia genérica se perfila, posteriormente, en los 
art. 16 y 29. En el primero de ellos, el Municipio asume el planeamiento, la gestión y la 
realización de inversiones en equipamiento rural y urbano  y  merced al segundo, entre otras 
funciones, elabora y aprueba planes municipales de ordenación del territorio, aprueba 
operaciones de parcelación y otorga licencias. Por consiguiente, no ofrece ninguna duda que 
son los órganos competentes1449 en el ámbito de los procedimientos de control administrativo 
de las operaciones urbanísticas. 
 
Por otra parte, el panorama normativo, tras la reforma efectuada por la Ley 60/2007, 
en lo que se refiere al control por la Administración Pública de las actuaciones urbanísticas 
relativas a obras de urbanización, obras de edificación y uso de edificaciones y 
construcciones se puede resumir del siguiente modo: en primer lugar, las autorizaciones sólo 
se reservan para las utilizaciones de edificaciones; en segundo lugar las comunicaciones 
                                                 
1448
 Recuerda la Sentencia del Tribunal Central Administrativo Central de 20 de abril de 2012, 
proceso nº 00538/05.3BEBRG en relación a un supuesto de denegación de licencia de construcción de 
carácter no complementario en un terreno incluido en un área condicionada de bosques que dicha 
denegación no afecta al núcleo fundamental del derecho de propiedad sin que se hayan vulnerado los 
principios de igualdad, justicia, proporcionalidad, seguridad, confianza, buena fe y respeto por los 
derechos e intereses legalmente protegidos porque la Administración está subordinada a la ley.  
 
1449
 El art. 5 RJUE/1999 atribuye la competencia a la Cámara Municipal con posibilidad de 
delegación en el  Presidente e incluso de subdelegación en los concejales.  
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previas1450 se aplican en operaciones urbanísticas que tienen lugar en áreas con parámetros 
previamente definidos con algún grado de precisión, ya sea en un instrumento de gestión 
territorial, ya sea en un acto administrativo ya sea una zona urbana consolidada y en tercer 
lugar, la licencia resulta exigible en el resto de supuestos no comprendidos anteriormente.1451 
A propósito de las licencias1452 la novedad más sustancial es la omisión de la figura del 
silencio administrativo y la previsión de una acción judicial ante el juez administrativo para la 
práctica del acto legalmente debido (art. 112 RJUE/1999).1453 Salvo en los regímenes 
especiales no existe una autorización previa a otorgar por el Estado o por las regiones con lo 
que se garantiza la autonomía local.  
 
Pese a lo anterior, no debe olvidarse la intervención de las Comisiones de 
Coordinación y Desarrollo Regional en los términos del RJUE/1999. Su función consiste en 
emitir una decisión global y vinculante de la Administración Central respecto de las consultas 
a las entidades que se deban pronunciar sobre operaciones urbanísticas. También puede 
solicitar al Gobierno la aprobación de una Resolución para la alteración, suspensión o 
ratificación total o parcial de un plan urbanístico contrario a su informe. Por último, debe 
emitir informe favorable en las licencias de parcelación y su Presidente puede acordar 
medidas de tutela de la legalidad urbanística. 
 
                                                 
1450
 Cfr. COSTA GONÇALVES P. A.:” Simplificaçao procedimental e controlo prévio das 
operaçoes urbanísticas”, en CORREIA, F.A., (Coord.), I Jornadas Luso-Espanholas de urbanismo, 
Almedina, Coimbra, 2009, pág. 102, para quien se trata de un acto administrativo ficticio creado por 
una ficción legal sin que se pueda confundir con la figura del silencio administrativo positivo al 
establecerse por ley como una situación típica o normal de producción de efecto permisivo mientras 
que el silencio administrativo surge para contrarrestar el incumplimiento de una deber legal de 




 Cfr. OLIVEIRA, F.P.: Direito do Urbanismo…, op. cit., págs. 152 -159. Como norma 
general están exentas de licencia los trabajos de naturaleza exclusivamente agrícola que no impliquen 
la alteración de la topografía local. Cfr., la Sentencia de 24 de marzo de 2011 del Tribunal Supremo 
Administrativo, proceso nº 090/10.  
 
1452
 Según CORREIA, se reconoce a la Cámara Municipal un cierto margen de discrecionalidad. 
CORREIA F. A.,  As grandes linhas da recente reforma do Dereito do Urbanismo portugués, 
Almedina, Coimbra, 2000, pág. 129. Por su parte PEREIRA DA SOUSA subraya que la licencia 
urbanística crea una propiedad plena y modela, estructural y funcionalmente, su contenido. PEREIRA 
DA SOUSA A.: O Urbanismo, o Ordenamento do Territorio e os Tribunais”, Coordinaçao PAULA 
OLIVEIRA, F., Almedina, Coimbra, 1ª edición, 2009, pág. 185. 
 
1453
 Cfr. COSTA GONÇALVES P. A.:” Simplificaçao procedimental e controlo prévio das 
operaçoes urbanísticas”, op.cit., págs. 152-155. Destaca este autor que de no emitirse la licencia a 
requerimiento judicial se produce un silencio administrativo atípico puesto que el interesado puede 
optar por la ejecución judicial de la decisión adoptada y previa liquidación de las tasas 
correspondientes puede iniciar o proseguir las obras de que se trate. 
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Por último, existen determinados usos que se podrían calificar como autorizados. Me 
refiero a supuestos específicos en los que existen controles de tipo urbanístico a cargo de las 
Cámaras Municipales y controles de autoridades sectorialmente competentes. Puede citarse, 
en este sentido, la utilización no agrícola de parcelas incluidas en áreas RAN en las que de la 
licencia, autorización previa o comunicación previa1454 está condicionada al informe 
favorable (rigiendo el silencio positivo por el transcurso de 25 días) de las entidades 
regionales que gestionan la Reserva. Los usos citados pueden exigir en casos determinados la 
evaluación de impacto ambiental. 
 
 
4.2.- Actuaciones exentas de licencia urbanística1455 
 
 
Al igual que sucede en otros ordenamientos jurídicos, si bien rige el principio general 
de control administrativo, tanto desde el punto de vista objetivo, como, desde el punto de 
vista subjetivo, no es menos cierto que, existen determinadas actuaciones exentas de licencia 
urbanística.1456 La exención subjetiva debe ser objeto de una interpretación restrictiva puesto 
que limita la autonomía local.1457 
 
                                                 
1454
 Obras de escasa relevancia urbanística, viviendas agrícolas y usos comerciales e industriales 
no superiores a 100 metros cuadrados. En el derecho español, subraya ARGULLOL MURADÁS  que 
“la Ley de Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 12 de mayo de 1956 aún no extendía el 
régimen de licencia a las obras y usos de iniciativa pública, pero estableció un procedimiento especial 
con el fin de que el Ayuntamiento en cuyo término municipal se pretendía realizar un determinado 
aprovechamiento de orden urbanístico pudiera manifestar su conformidad o disconformidad, 
implicando este último supuesto la intervención decisiva del Consejo de Ministros”. ARGULLOL 
MURADÁS, E.,  “Sobre el control urbanístico de las obras de iniciativa pública”, RAP, núm. 100-101, 
enero-diciembre 1983, pág. 2692. Subraya también que en el régimen vigente (se refiere al 
TRLS/1976), se lleva a cabo una configuración objetiva de los supuestos en que la licencia es 
preceptiva porque se vincula la necesidad de licencia a la actividad proyectada. “Sobre el control 
urbanístico,…”, op. cit., pág. 2695. Este autor defendía la sujeción a licencia municipal de las grandes 
obras públicas. “Sobre el control urbanístico,…”, op.cit., pág. 2700.  
 
1455
 La influencia de la Directiva nº 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de diciembre, relativa a los servicios del mercado interior, se pone de manifiesto con la aprobación del 
Decreto-Ley nº 48/2011, de 1 de Abril y  del Decreto-Ley nº 48/2011, de 1 de Abril. 
 
1456
 Desde el punto de vista objetivo están exceptuadas las obras de conservación, las obras de 
alteración en el interior de los edificios con excepción de los inmuebles clasificados o en vías de 
clasificación que no afecten a su estructura, fachadas y cubiertas.  
 
1457
 Según CORREIA F. A.,  Manual de Direito do Urbanismo, Vol. III, Almedina, Coimbra, 
2010, pág. 64, esta norma no es inconstitucional. Cfr., la Sentencia del Tribunal Central 
Administrativo Norte de 17 de mayo de 2007, proceso nº 01486/04.0BEPRT en relación a una 
inversión inmobiliaria de apoyo a un hospital en la cual se considera que no es una obra promovida 
por la administración directa del Estado.  
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Así, según el art. 7 RJUE/1999, están exentos de control previo las operaciones 
urbanísticas promovidas por la Administración Pública en los siguientes casos: a) las 
operaciones urbanísticas promovidas por las autarquías locales y sus asociaciones en el área 
comprendida por el plan municipal de ordenación del territorio; b) las operaciones 
urbanísticas promovidas por el Estado relativas a equipamientos e infraestructuras destinadas 
a la instalación de servicios públicos o al uso directo e inmediato del público. Como subraya 
CORREIA se debe observar el principio de vinculación, ya que, en los demás supuestos las 
obras están sometidas al régimen general;1458c) las obras de edificación o demolición 
promovidas por institutos públicos o entidades de la Administración Pública cuyas funciones 
consistan en la salvaguardia del patrimonio cultural o la promoción o gestión de las viviendas 
del Estado; d) las obras de edificación o demolición promovidas por institutos públicos o 
entidades de la Administración Pública cuyas funciones consistan en la administración de las 
áreas portuarias o de dominio público ferroviario o aeroportuario. El concepto de Entidad 
Pública y de Administración Pública  abarca, según CORREIA, un concepto amplio de 
Administración en sentido organizatorio que incluye entidades formalmente privadas pero 
materialmente públicas.1459e) las obras de edificación o demolición de las entidades 
concesionarias de obras o servicios públicos; f) las operaciones urbanísticas promovidas por 
empresas públicas relativas a parques empresariales, zonas industriales, y de logística. En 
estos supuestos, salvo las actuaciones de parcelación y las obras de urbanización promovidas 
por los municipios que se someten a autorización de la asamblea municipal y a informe de la 
comisión de coordinación y desarrollo regional, se requiere informe no vinculante de la 
cámara municipal y cuando se trata de operaciones de parcelación y obras de urbanización 
promovidas por el estado deben ser autorizadas por  el ministro de tutela y por el ministro 
responsable de ordenación del territorio, previa audiencia de la cámara municipal.1460 
 
En los terrenos incluidos en el sistema RAN, se admiten acciones de relevante interés 
público previo reconocimiento por Orden conjunta de los Ministros competentes en materia 
de desarrollo rural y del sector de que se trate. Siguiendo a ALVES CORREIA1461 podemos 
destacar las reglas a las que se someten las anteriores operaciones urbanísticas: a) sumisión a 
las normas materiales relativas a los instrumentos de gestión territorial, el régimen jurídico de 
                                                 
1458
 CORREIA F. A.,  Manual de Direito do Urbanismo, Vol. III, op.cit., pág. 74. 
 
1459
 CORREIA F. A.,  Manual de Direito do Urbanismo, Vol. III, op.cit., pág. 74. 
 
1460ARGULLOL MURGADÁS sostenía, de acuerdo con el TRLS/1976, que “la obligatoriedad 
de licencia solamente se excepciona por lo que se refiere a las obras subsumibles en los conceptos de 
movimientos de tierras y en las instalaciones de servicios públicos, siempre que éstos estén previstos 
en proyectos de urbanización o de edificación y en documentos de contenido similar, como son los 
Planes Especiales de Infraestructura previstos por el ordenamiento urbanístico”. ARGULLOL 
MURGADÁS E.:“Sobre el control urbanístico …”, op.cit., pág. 2704. 
 
1461
 CORREIA F. A.,  Manual de Direito do Urbanismo, Vol. III, op.cit., págs. 77 y ss. 
 
Capítulo undécimo: la protección del suelo… 
 
 739 
protección del patrimonio cultural, el régimen jurídico aplicable a la gestión de residuos de 
construcción y demolición y a las normas técnicas de construcción; b) sumisión a informe 
previo, preceptivo y no vinculante, de la Cámara Municipal; c) control administrativo por el 
Presidente de la Cámara Municipal que podrá adoptar las correspondientes medidas de tutela 
de la legalidad urbanística; d) las operaciones de urbanización y de parcelación promovidas 
por el Estado deben ser autorizadas por el ministro de tutela y por el ministro competente en 
materia de ordenación del territorio; e) las operaciones urbanísticas promovidas por las 
autarquías locales se someten a las reglas anteriores salvo el informe de la Cámara Municipal 
si bien las operaciones de parcelación y de urbanización están sometidas a informe previo no 
vinculante de la Comisión de Coordinación y de Desarrollo Regional. 
 
Los propietarios de suelo rural están sometidos a una serie de deberes tanto 
urbanísticos como ambientales. Los primeros son el reverso de los derechos de 
aprovechamiento urbanístico y de los derechos de uso conforme al estado natural de las 
parcelas, mientras que, los segundos, son ajenos al aprovechamiento lucrativo y se 
fundamentan en la función social de la propiedad.  
 
Concretamente el art. 40 de la Ley de Bases del ambiente n º11/1987, de 7 de abril, 
establece el deber general de los ciudadanos en general de colaborar en la creación de un 
ambiente ecológicamente equilibrado siendo la Ley nº 50/2006, de 29 de agosto, la que 
desarrolla el régimen aplicable a las infracciones ambientales. Esta norma debe ser 
completada por las diversos Decretos-Leyes que regulan aspectos ambientales siendo el más 
significativo el Decreto-Ley nº 142/2008, de 24 de julio, que dedica los arts. 42 y 43 a la 
tipificación de infracciones ambientales en el ámbito de la conservación de la naturaleza y de 
la biodiversidad.  
 
Al hilo de lo expuesto, cabe formularse la siguiente pregunta: ¿existe el deber de 
explotación de las parcelas rústicas? En su caso, ¿está prevista la expropiación-sanción por 
incumplimiento de la función social de la propiedad rústica? Por otra parte, el desarrollo 
sostenible debe ser puesto en relación con el desarrollo rural para evitar un proteccionismo 
absoluto de los terrenos rústicos. La protección también se logra mediante la inserción de 
todos los intereses y de todos los sujetos interesados en la ordenación territorial y en la 
planificación paisajística.  
 
Asimismo, el ordenamiento portugués contempla los  expedientes de reposición de la 
legalidad urbanística denominados como expedientes de fiscalización urbanística.1462 Se trata 
de actos administrativos que manifiestan potestades de intervención de ejercicio obligatorio 
                                                 
1462
 Las conclusiones derivadas de las inspecciones urbanísticas son vinculantes para la 
resolución final según establece el art. 96.2 RJUE/1999.  
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puesto que, como destaca LOPES1463, no son meras facultades ya que su ejercicio es esencial 
para conseguir una adecuada ordenación del territorio tal y como establecen los art. 4 y 6 
LBPOT/1998. Del análisis de la regulación normativa se desprende que se consideran estas 
medidas dentro de la actividad de policía prevista en el art. 272.1.CRP ya que, entre sus 
funciones, se encuentran las de defender la legalidad democrática y garantizar los derechos de 
los ciudadanos. Sin embargo, y como subraya LOPES1464, son medidas independientes de las 
sanciones urbanísticas que se están provistas de un procedimiento y de presupuestos propios, 
lo que no impide la tramitación paralela de expedientes y la aplicación acumulada de ambas 



























                                                 
1463
 LOPES, D.:” Medidas de Tutela da Legalidade Urbanística”, Revista do Centro de Estudos 
de Direito do Ordenamento, do Urbanismo e do Ambiente, Nº2. 2004, pág. 50. 
 
1464
 LOPES, D.:” Medidas de Tutela da…”, op.cit., pág. 55. 
 


















































1.- Desde una perspectiva socio-geográfica y teniendo en cuenta datos poblacionales y 
económicos, el medio rural (o espacio rural o entorno rural) es un espacio físico caracterizado 
fundamentalmente por su baja densidad de población, aunque no sólo por ello. El contraste 
con el entorno urbano ofrece otros signos característicos como que su función esencial es 
servir de soporte al desarrollo de la vida en el campo y a las labores agropecuarias como 
actividad tradicional (sin perjuicio de la posible y deseable existencia de otras actividades 
económicas complementarias o alternativas compatibles con el medio), un menor nivel de 
antropización del medio físico, una alta (cada vez menor) participación del sector agrario en 
la producción de riqueza, una mayor intensidad en las relaciones sociales de vecindad, y 
(siempre por contraste con el entorno urbano) un menor grado de implantación de 
equipamientos comunitarios y una menos intensa presencia de servicios públicos. 
 
2.- Debe advertirse también que “suelo rural” no es sinónimo de “suelo agrario” o de 
“suelo con vocación agropecuaria”. En este sentido no cabe equiparar contenido natural del 
derecho de propiedad con la definición del suelo rural, y ello a pesar de que en otras ramas 
del ordenamiento jurídico (fundamentalmente en la civil, pero también en la tributaria) existe 
una clara (y, en mi opinión, equivocada) tendencia a identificar la propiedad rural o rústica 
con la propiedad agraria. En definitiva, y de conformidad con la terminología urbanística 
autonómica, el suelo del medio rural se corresponde, como mínimo, con la clasificación 
urbanística de suelo no urbanizable o suelo rústico pero también puede encuadrar a la 
categoría de suelo de núcleo rural. En cualquier caso quedan al margen el suelo urbano, en 
sus distintas categorías, y el suelo urbanizable. 
 
Como corolario de lo señalado, y dando un paso más, ha de notarse que nada impide 
considerar que el contenido natural del derecho de propiedad se identifique con la definición 
del suelo rural y ello a pesar de que en otras ramas del ordenamiento jurídico 
(fundamentalmente en la civil pero también en la tributaria) así como en la doctrina y en la 
jurisprudencia civil existe una clara propensión a identificar la propiedad rural con la 
propiedad agraria.  
 
Sin embargo, la identificación referida no sirve para explicar qué sucede cuando los 
usos naturales puedan ser contrarios a la función ecológica de la propiedad rural ni tampoco 
cuál es la función social de esta propiedad rural. 
 
3.- La integración de España en el Consejo de Europa no repercute de forma directa y 
vinculante en el régimen jurídico del suelo del medio rural. Esto significa que si bien los 
principios y criterios de actuación en el ámbito del desarrollo territorial determinan la 
protección del medio rural y el fomento de su multifuncionalidad, no es menos cierto que la 
normativa europea se sitúa en el nivel de las directrices de carácter orientativo. Esta 
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apreciación se confirma si descendemos al ámbito del contenido del derecho de propiedad del 
suelo rural donde prima la discrecionalidad del legislador estatal (y autonómico) dentro del 
marco del contenido general del derecho de propiedad recogido en el Protocolo Adicional del 
CEDH y en el acervo jurisprudencial emanado del TEDH. En el ámbito de la UE y pese a 
reconocerse el derecho de propiedad como un derecho fundamental (art. 19 de la Carta), 
resulta conveniente subrayar que no existe un concepto común de derecho de propiedad del 
suelo: cada Estado goza de libertad para configurar las facultades incluidas en el derecho de 
propiedad. Esto explica que el grado de dependencia de los legisladores de los Estados 
miembros alcance unos niveles mínimos porque el contenido de las directivas y de los 
reglamentos comunitarios presenta una baja densidad normativa. 
 
El régimen jurídico del suelo del medio rural incluido en el ordenamiento de los 
Estados miembros se encuentra influenciado por la política de desarrollo rural europea. Ésta 
tiene como meta a conseguir la revitalización de las zonas rurales mediante la fijación de la 
población a través de una reordenación de las actividades productivas y el uso sostenible de 
los recursos naturales. En la vieja dialéctica entre desarrollismo y conservacionismo tanto el 
Consejo de Europa como la UE, aún careciendo de competencias en el ámbito de la 
ordenación del territorio y del urbanismo, se decantan por la valorización del entorno y del 
paisaje rural y por la mejora de la calidad de vida en las zonas rurales y el fomento de la 
diversificación de la actividad económica. 
 
4.- La utilización racional de todos los recursos naturales es uno de los principios 
rectores de la ordenación jurídica del suelo del medio rural en España. De ello da fiel 
testimonio el art. 45 CE. Ello no significa que el constituyente haya eliminado cualesquiera 
usos urbanísticos ni tampoco que las plusvalías se limiten al suelo del medio urbano, sino que 
el reconocimiento de plusvalías en el medio rural debe efectuarse de forma ponderada y 
debidamente motivada sin que los poderes públicos puedan generalizar su nacimiento para 
allegar recurso financieros a través de figuras de cariz tributario. 
 
A partir de este principio rector cobran relevancia las prohibiciones de edificabilidad, 
la prevención y reparación de daños ambientales y la graduación de usos constructivos y de 
usos no constructivos en función de los valores tutelados. La finalidad es clara: el legislador y 
-por remisión normativa- el planificador no pueden habilitar cualesquiera actuaciones en el 
suelo del medio rural sino que deben velar por la consecución de un desarrollo sostenible. 
 
Ha de descartarse, por tanto, un proteccionismo a ultranza de esta realidad territorial 
puesto que el desarrollo rural viene a corroborar la imbricación de las políticas sectoriales con 
las políticas urbanísticas y de ordenación del territorio. En este sentido, no son problemas 
ajenos al régimen jurídico del suelo del medio rural, la protección y puesta en valor del 




desfavorecidas de la población y de actividades económicas del sector primario al constituir 
el suelo que nos ocupa el entorno espacial de unas y de otros. 
 
En definitiva, el régimen jurídico del suelo del medio rural debe buscar el equilibrio 
entre la protección del medio natural y del paisaje (patrimonio natural y biodiversidad) y el 
desarrollo económico de sus habitantes, por lo que deberá contener medidas de policía 
(preventivas y represivas) y de fomento. 
 
A mayor abundamiento, la CE contiene diversas bases que constituyen principios a 
cumplimentar por los diversos legisladores. De entre dichas bases destacan el régimen del 
derecho de propiedad. De esta suerte, el texto constitucional establece los principios 
esenciales del derecho de propiedad aunque regula el instituto general de la propiedad sin 
diferenciar de forma expresa entre diversas propiedades del suelo y al igual que sucede con 
otras normas constitucionales de derecho comparado (Alemania, Italia, por ej.) no recoge 
expresamente técnicas urbanísticas y no califica al urbanismo como una función pública. Por 
consiguiente, en ningún momento ofrece una definición o una descripción con carácter 
específico del suelo del medio rural.  
 
Aún partiendo de la concisión y de la generalidad de las normas constitucionales 
relativas a este derecho fundamental, se puede concluir que no existe un contenido unitario 
del derecho de propiedad. También se defiende que el derecho de propiedad del suelo no 
incluye el ius aedificandi. Sin embargo, la exclusión del proceso de transformación 
urbanística no es un principio insoslayable de todos los terrenos incluidos en el suelo del 
medio rural, hasta tal punto que, en algunos de ellos, no se puede desconocer la facultad 
edificatoria (núcleos rurales de población). 
 
En otras palabras, el ordenamiento español se ha decantado por el sistema estatutario 
de la propiedad del suelo a través del cual el contenido mínimo del Derecho de propiedad se 
equipara con el haz de facultades y de obligaciones del suelo no urbanizable. Sin embargo el 
legislador debe siempre respetar el contenido esencial del derecho de propiedad de tal forma 
que una ley que eliminase o comprimiese las facultades ínsitas en el derecho de propiedad 
(usar, disponer y gravar) al margen de la función social que debe cumplir dicha propiedad 




5.- La ordenación jurídica de la propiedad del suelo con anterioridad a la técnica 
urbanística de la clasificación se caracterizaba por el principio de uniformidad: el legislador 
no diferenciaba entre los tipos de suelo y por eso el estatuto jurídico era de naturaleza general 
integrado por una serie de facultades (entre las que siempre se incluían las facultades de 
urbanizar y edificar) sólo constreñidas por limitaciones externas derivadas de las leyes y de 
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las ordenanzas. La división entre suelo urbano y suelo rústico realizada por las ordenanzas de 
policía no dejaba de ser un mero convencionalismo sin trascendencia jurídica efectiva.  
 
El suelo del mundo rural no se regulaba por normas específicas y el legislador se 
preocupaba de la ciudad existente (reforma interior) y de la zona a construir (ensanche). Sin 
embargo, y con el precedente de la legislación de grandes ciudades, será a partir de la 
LS/1956 cuando se implanten diversos modelos en relación al suelo rústico o no urbanizable, 
modelos que atribuyen a los planes urbanísticos la delimitación interna de las facultades de la 
propiedad que ya se diferencia en bloques aislados dotados con sus propios estatutos 
jurídicos. El examen de la evolución histórica pone de manifiesto un creciente 
intervencionismo administrativo y una expansión cualitativa y cuantitativa de los 
aprovechamientos de este suelo rural (multifuncionalidad). 
 
Las variantes adoptadas adoptan diversas soluciones: reconocer un coeficiente mínimo 
de edificabilidad o de aprovechamiento urbanístico al suelo rústico que se define por 
exclusión del suelo urbano (y del suelo de reserva urbana si existe plan general); introducción 
de preocupaciones medioambientales, ecológicas y paisajísticas y los aprovechamientos 
urbanísticos se organizan en torno a conceptos jurídicos indeterminados; visión positiva del 
suelo no urbanizable y descomposición de la propiedad del suelo en cuatro facultades de 
adquisición progresiva condicionada al cumplimiento en plazo de determinados deberes y 
obligaciones; sólo existe la categoría de suelo no urbanizable de especial protección y el 
carácter residual se predica del suelo urbanizable; no existe la clase de suelo no urbanizable y 
en su lugar se habla de situación básica rural.  
 
Según se ha expuesto en su momento, la normativa básica vigente considera al suelo 
rural como todo aquel suelo que no está integrado de forma legal y efectiva en la malla o red 
de servicios urbanos. En mi opinión esta definición adolece de una calculada ambigüedad, 
totalmente criticable, para conseguir una finalidad concreta: el abaratamiento de las 
expropiaciones forzosas. Ha de advertirse, sin embargo, que la definición estatal es 
manifiestamente incompleta al dejar en manos del legislador autonómico la determinación de 
los elementos constitutivos de la malla urbana. 
 
Dadas las premisas de las que parte en la situación de suelo rural, situación que 
realmente debe entenderse como una clase de suelo, el legislador se ve impelido a integrar 
terrenos que nunca podrán adquirir la condición de urbanizados, terrenos que no resulta 
oportuno en un momento determinado someterlos a procesos de urbanización y terrenos 
destinados a la expansión del suelo urbanizado. Esta amalgama de categorías se traduce en un 
régimen jurídico asimétrico porque habrá preceptos comunes y preceptos específicos, 




hemos aproximado al suelo destinado a la creación de ciudad de una forma superficial puesto 
que se considera que no debe ser incluido en el suelo del medio rural. 
 
A su vez, dentro de los suelos rurales permanentes  o sin un inmediato destino 
urbanístico, y gracias a la figura de la calificación urbanística, se podrán encontrar diversos 
estatutos jurídicos (una suerte de pluralidad de propiedades rurales). Con todo, uno de los 
principales problemas a resolver es el instrumento normativo apto para dicha configuración 
estatutaria, porque se plantea el dilema si es necesaria una ley al efecto para salvaguardar el 
principio constitucional de reserva de ley o si resulta suficiente la potestad administrativa de 
la planificación urbanística.  
 
En mi opinión, y aún siendo consciente de la menor seguridad jurídica de la opción 
que postulo, me inclino por la remisión normativa y para ello me baso en dos argumentos: 1º. 
La rigidez y petrificación de la solución legislativa puesta de manifiesto en todos los ámbitos 
del Derecho administrativo pero, en mayor medida, en el ámbito urbanístico. 2º. En las clases 
de suelo urbano y de suelo urbanizable no existe un listado específico de aprovechamientos 
urbanísticos. 
 
En todo caso, una cosa parece clara: la integración del estatuto jurídico del suelo del 
medio rural no puede confundirse con la definición de sus elementos constitutivos ni con el 
sistema de protección arbitrado por el ordenamiento jurídico. 
 
6.- Desde mi punto de vista existen dos aspectos que deberían ser objeto de las 
correspondientes reformas normativas. Nos estamos refiriendo a la existencia de múltiples 
conceptos de suelo urbano y al ámbito limitado de las valoraciones del suelo rural. Y es que 
en determinadas ocasiones, algunos sectores del ordenamiento jurídico (el ejemplo más 
significativo es el ámbito fiscal) se apartan de las técnicas urbanísticas señaladas para 
delimitar el suelo que nos ocupa. 
 
Por lo que hace al tema de las valoraciones no parece de recibo someter la tasación a   
normas jurídicas diferentes en función de la finalidad que se persiga. Si bien es cierto que se 
ha producido un avance significativo (del que el actual TRLS/2008 es un fiel exponente), se 
propone la aplicación exclusiva de las reglas incluidas en dicho texto refundido a cualesquiera 
valoraciones ya sean vinculadas al ámbito urbanístico, ya sean ajenas a dicho sector del 
ordenamiento jurídico.  
 
La valoración del suelo del medio rural es una cuestión que ha sido regulada por la 
legislación estatal de forma diversa. Actualmente el sistema se sustenta en la regla de la 
capitalización de las rentas reales o potenciales (de clara aplicación en el suelo no urbanizable 
excluido de cualquier aprovechamiento lucrativo) si bien un principio que subyace a toda la 
regulación es el de la patrimonialización de facultades urbanísticas. Además se elimina la 
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aplicación del régimen estimativo a efectos de justiprecios y se proscribe la doctrina 
jurisprudencial en materia de infraestructuras (crear ciudad). 
 
7.- El plan territorial y el plan urbanístico pueden obligar a los propietarios de suelo 
rural (tras una adecuada ponderación del interés público preferente) a que realicen un uso 
urbanístico del suelo que se puede materializar en instalaciones y construcciones o en 
edificaciones a ejecutar dentro de un plazo determinado. Por tanto resultan aplicables las 
instituciones de la  expropiación-sanción y de la venta y de la sustitución forzosa al referirse 
el TRLS/2008 al “incumplimiento de deberes del régimen de la propiedad del suelo”. 
 
8.- Según el modelo estatal vigente las Comunidades Autónomas podrán dictar sus 
respectivas normas sobre suelo no urbanizable dando lugar, en consecuencia, a diversas 
opciones legislativas. La regulación de forma positiva, y no meramente residual y negativa, 
del suelo del medio rural debe impregnar el régimen jurídico de todas las Comunidades 
Autónomas. Por eso no es de recibo considerar que tan compatible es con el modelo de 2008 
un sistema basado en el carácter residual del suelo no urbanizable, como un sistema en el que 
sea residual el suelo urbanizable, porque, a diferencia de la LS/1998,  el carácter residual del 
suelo no urbanizable  no se presume y depende del legislador autonómico. 
 
El legislador autonómico debe observar las normas básicas dictadas por el legislador 
estatal y que, actualmente, se contienen en el TRLS/2008. Sin embargo, y de forma 
paradójica, en la práctica es el legislador autonómico el que acota los terrenos del medio 
rural. La razón se puede explicar de forma sencilla (aunque no por ello resulte comprensible 
la situación final a la que aboca la normativa vigente que lleva al extremo la doctrina 
implantada por la STC 61/1997). En síntesis, según la legislación básica estatal el suelo del 
medio rural comprende una parte del suelo en situación de rural y, de acuerdo con la decisión 
que pueda adoptar la norma autonómica, una parte del suelo en situación de urbanizado. 
 
 El criterio distintivo del suelo del medio rural para todos los legisladores autonómicos 
es de carácter negativo: consiste en la no integración legal y efectiva en la malla urbana con 
independencia de que se encuentre o no urbanizado y, en su caso, edificado. En efecto, la 
clave de bóveda de la distinción no es otra que el concepto de malla urbana aunque, y aquí se 
encuentra la contradicción, corresponde al legislador autonómico dotarlo de contenido 
mediante los denominados servicios urbanísticos. Por tanto, cada legislación autonómica 
puede situar el listón de los servicios urbanísticos en el lugar que estime conveniente y al 
hacerlo estará delimitando el suelo no urbano. Desde nuestro punto de vista, el suelo que el 
planificador reserve para la expansión de la ciudad o destine a usos urbanísticos vinculados a 





Pero las contradicciones no terminan aquí, porque si el Estado no puede regular los 
usos del suelo del medio rural (la referencia a usos excepcionales no deja de ser meramente 
indiciaria con los problemas que ello acarrea en relación con el uso residencial no agrícola), 
¿por qué el Real Decreto 1492/2011 (en su art. 10) enumera un listado de explotaciones de 
dicho suelo? La razón hay que buscarla en la necesidad de contemplar la casuística 
correspondiente a efectos de valoraciones. 
 
Como se sabe, la técnica tradicional del ordenamiento español para atribuir estatutos 
jurídicos diferenciados a las diversas partes del territorio ha sido la clasificación del suelo. A 
esta técnica algunas leyes autonómicas suman la técnica de la calificación urbanística al 
regular exhaustivamente los usos y utilidades que pueden concurrir en el suelo del medio 
rural. A diferencia de lo que constituye una tradición de la legislación urbanística, de un 
tiempo a esta parte, se constata que las leyes autonómicas suplen la finalidad de los planes 
urbanísticos a la hora de delimitar los usos constructivos y no constructivos de estos suelos, si 
bien, en ocasiones, dicha tarea se completa mediante reglamentos ejecutivos y se habilita a 
los planes urbanísticos para establecer una regulación más restrictiva. Desde nuestro punto de 
vista esta habilitación a los planes roza, en ocasiones, el contenido esencial del derecho de 
propiedad y la reserva de ley puesto que, en la práctica, no deja de ser una deslegalización 
encubierta.  
 
9.- Desde el punto de vista competencial, el Estado puede dictar normas básicas de 
carácter principial para la definición del estatuto del suelo rural, lo que trae como 
consecuencia que no exista una igualdad absoluta entre las normas de las diversas 
Comunidades Autónomas, al constituir el régimen del suelo del medio rural, el negativo del 
suelo urbano y del suelo urbanizable y, en consecuencia, una plasmación del modelo 
territorial adoptado por las Comunidades Autónomas. La competencia estatal para regular la 
categorización del suelo en nada limita la competencia de las Comunidades Autónomas para 
fijar y regular, a efectos de planificación o gestión, otras clasificaciones de suelo distintas y 
superpuestas a las anteriores. El art. 149.1.1ª CE ampara la fijación de criterios para la 
clasificación del suelo pero estos criterios deben ser los indispensables para esta finalidad, sin 
llegar a imponer un determinado modelo urbanístico. No existe un régimen jurídico uniforme 
y acabado del suelo no urbanizable para todo el Estado.  
 
La competencia estatal en materia de legislación civil puede ser título jurídico válido 
para establecer el régimen jurídico del suelo del medio rural. 
 
Por otra parte, y dentro del Derecho administrativo, el suelo del medio rural constituye 
el ámbito de aplicación de tres órdenes de disciplinas: ordenación del territorio, urbanismo y 
medio ambiente, si bien la incidencia de la legislación sectorial es particularmente intensa en 
determinados sectores (vías públicas, desarrollo rural, patrimonio forestal, patrimonio 
histórico, costas, minas,…) 
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10.- Por lo que respecta a los diversos modelos autonómicos cabe señalar que se 
distinguen los siguientes: modelo continuista (murciano), modelo integral (valenciano) y 
modelo híbrido (gallego). Tras el examen de los modelos de aquellas Comunidades 
Autónomas limítrofes con Portugal y de aquellas Comunidades Autónomas con afinidades 
territoriales y sociales con el modelo gallego se puede concluir, como aspectos positivos, que 
en todos ellos se alzaprima el suelo del medio rural y se tiene en cuenta el principio de 
desarrollo sostenible. Asimismo, como aspecto criticable puede destacarse que los 
legisladores autonómicos o bien desconocen las situaciones básicas de suelo implantadas por 
el TRLS/2008 o bien las citan de forma acumulativa a las clases de suelo. Sólo en algunas 
Comunidades Autónomas (por ejemplo Cataluña y Aragón) el legislador efectúa una suerte 
de cuadro de equivalencias entre el las referidas situaciones y las clases de suelo. 
 
La variedad normativa autonómica se suele limitar al uso residencial del suelo del 
medio rural y al mayor o menor grado de detalle en relación con las clases de suelo rústico. 
En todas ellas prima la figura del plan, si bien en ocasiones se implantan normas de 
aplicación directa sustitutivas de los planes. 
 
En relación al fenómeno de las regularizaciones de urbanizaciones ilegales en suelo 
rural se articulan una serie de soluciones en una horquilla que va desde la reclasificación del 
suelo a urbanizable hasta la institución de fuera de ordenación. 
 
11.- A los efectos de conseguir la debida uniformidad y de preservar el principio de 
seguridad jurídica se estima conveniente una reformulación de la situación normativa de tal 
manera que la definición urbanística de la clase de suelo no urbanizable, rústico o cualquier 
otra denominación análoga fuese vinculante en todo el ordenamiento jurídico si bien, no se 
escapa, que la presente solución de lege ferenda se puede encontrar con problemas de tipo 
competencial dada la interpretación de la jurisprudencia constitucional en relación a la 
habilitación a las leyes autonómicas de supuestos nuevos de terrenos integrados en esta 
clasificación del suelo. 
 
12.- La asunción de la competencia urbanística por los Estatutos de Autonomía no 
significa olvidar el protagonismo de la Administración Municipal en el régimen del suelo 
rural a través de la figura del plan general y de la licencia directa. Ahora bien, no es menos 
cierto que la intervención municipal se encuentra limitada no sólo por la legislación estatal y 
autonómica urbanística y sectorial sino también por el planeamiento de ordenación del 
territorio o sectorial y por las denominadas  actuaciones o proyectos de interés regional, de 
interés supramunicipal o de singular interés que vinculan al planeamiento del ente o entes 





13.- La protección del suelo del medio rural se caracteriza por un marcado cariz 
represivo y fragmentario. Prueba de ello es que existen normas tuitivas en el ámbito del 
Derecho civil, del Derecho administrativo, del Derecho penal y del Derecho procesal.  
 
Entre las primeras destacan las limitaciones a las facultades de disposición y de 
división y la protección registral. En cuanto a las segundas se pueden mencionar normas 
urbanísticas y normas medioambientales. Y por lo que respecta al derecho penal son 
significativos los delitos contra la ordenación del territorio que engloban los delitos 
urbanísticos y los delitos ambientales. 
 
La articulación entre dichas normas dista de ser una cuestión resuelta ya que se 
advierten contradicciones en cuanto al ámbito y al grado de protección fundamentalmente. En 
cualquier caso, lo primordial es la identificación de los valores que caracterizan estos suelos. 
La Ley estatal no contiene un listado cerrado de los valores susceptibles de protección 
correspondiendo a las leyes autonómicas completar el referido listado. Dentro de estos 
valores los intereses públicos pueden ser de naturaleza supraautonómica, supramunicipal o 
municipal. 
 
De todos modos, resulta totalmente criticable que, habida cuenta que estamos en 
presencia de normas penales en blanco, la misma conducta pueda ser constitutiva o no de 
delito en función de la Comunidad Autónoma en la que se realice la actividad al ser necesaria 
la integración de los tipos penales por las normas autonómicas.  
 
Sin entrar a valorar las diversas técnicas administrativas protectoras resulta necesario 
poner de relieve la figura de la reclasificación (desclasificación). Esta institución presenta 
problemas de encaje con una serie de principios generales del Derecho entre los que se deben 
mencionar los de legalidad, responsabilidad, confianza legítima e igualdad. Asimismo se 
detecta un uso abusivo de la ley para convalidar situaciones irregulares y de los convenios 
urbanísticos si bien, en múltiples ocasiones, prima la realidad de los hechos a través de meras 
reclasificaciones de hecho. Por otra parte, el ordenamiento estatal y el ordenamiento de las 
Comunidades Autónomas no disponen de reglas que enmarquen la reclasificación del suelo 
del medio rural desde el punto de vista sustantivo. 
 
El ordenamiento jurídico español no ofrece soluciones al problema de la imposición 
de deberes a los propietarios de suelo del medio rural que puedan restringir el contenido 
esencial del derecho de propiedad. En este sentido, las posibles salidas podrían consistir en la 
aplicación de técnicas completamente opuestas como son la expropiación legislativa, la 
delimitación normativa, la imposición de servidumbres o la institución de la responsabilidad 
patrimonial.  
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14.- El régimen jurídico del suelo del medio rural se encuentra disperso en normas de 
diversa naturaleza jurídica: administrativas (entre las que destacan las urbanísticas, las 
normas de ordenación del territorio y las normas sectoriales), civiles y penales. La 
prevalencia del elemento territorial es una directriz que ilumina la complejidad normativa de 
este medio hasta el extremo en que clasifica el suelo. Sin embargo, la visión particular del 
aspecto sectorial incide de forma sustancial en el conjunto normativo. 
 
La interrelación entre estas disciplinas jurídicas alcanza su punto álgido en el suelo del 
medio rural. Por eso, es preciso establecer un nítido sistema de articulación de las diversas 
competencias concurrentes sobre el mismo espacio físico, sistema, que a mi juicio, debe 
organizarse en torno al principio del interés jurídico previsto por la norma. En este sentido, si 
la satisfacción del interés público es la razón de ser de la Administración, habrá que 
identificar el interés esencial presente en cada supuesto, por lo que habrá que desterrar la idea 
de la primacía del interés de la Administración estatal o de la Administración autonómica en 
detrimento del interés municipal o viceversa; antes bien,  una vez clarificado el interés en 
juego habrá que decantarse por la Administración que constitucionalmente esté ordenada a su 
consecución para dilucidar la solución a adoptar tanto desde el punto de vista de las fuentes 
del Derecho, como se descienda al campo de la aplicación concreta a través de diversos actos 
administrativos. 
 
De ahí que desde mi punto de vista deba ser matizado uno de los principios 
estructurantes de la distribución de competencias: la prevalencia de la competencia específica 
sobre la más genérica. 
 
El plan, a raíz de la técnica de la remisión normativa, es el instrumento fundamental 
de ordenación del suelo del medio rural. En esta categoría se incluyen tanto los planes físicos 
como los planes sectoriales siendo imprescindible articular un sistema de relaciones de 
cooperación y de coordinación entre todos ellos. En cualquier caso, deberían incrementarse 
las determinaciones sustantivas de aplicación directa así como deberían implantarse 
estándares urbanísticos en esta categoría de suelo. 
 
El planificador urbanístico y de ordenación del territorio se encuentra limitado en el 
ejercicio de su potestad por el carácter reglado del suelo no urbanizable de especial 
protección y del suelo residencial de los núcleos rurales. En ambos supuestos, salvo que se 
acredite de forma suficiente la pérdida irreversible de los valores que motivaron las 
clasificaciones primigenias, la clasificación es única sin perjuicio de la aplicación de la 
técnica de los conceptos jurídicos indeterminados en determinados supuestos. En el resto del 
suelo del medio rural entra en juego la discrecionalidad del planificador sometida al principio 





15.- De la normativa sectorial analizada se desprende que el suelo del medio rural 
constituye una realidad que es abordada desde diversas perspectivas. Como consecuencia de 
ello se plantean problemas de integración entre algunas de dichas normas que deberían ser 
resueltos mediante la siguiente regla: las normas sectoriales deben ser tenidas en cuenta por la 
legislación urbanística y por los planificadores urbanísticos aunque ello no significa una 
vinculación estricta, es decir, habrá que estar a la finalidad del régimen protector de esta clase 
de suelo para determinar si no resulta conveniente a los efectos de los valores que subyacen 
en los mismos una clasificación distinta del suelo que nos ocupa. 
 
16.- La Eurorregión Galicia-Norte de Portugal constituye actualmente uno de los 
ejemplos más destacables de la política de cooperación transfronteriza. La citada Eurorregión 
se plasma mediante la creación de la Agrupación Europea de Cooperación Territorial Galicia-
Norte de Portugal (con antecedentes derivados de la política transfronteriza del Consejo de 
Europa y del Tratado bilateral con Portugal). Dicha Agrupación regida por el Reglamento 
1082/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006 se califica como una 
persona jurídica pública dotada de una serie de potestades de naturaleza pública y con una 
organización y unos fines propios y en el ámbito del derecho español se puede encajar en la 
institución del Consorcio. La Eurorregión Galicia-Norte de Portugal debería suponer una 
armonización jurídica del suelo del medio rural al constituir un elemento decisivo para la 
revitalización de la economía de esta zona, armonización que deberá ser alcanzada a partir de 
la potestad legislativa del Estado portugués (ya que la Comisión de Coordinación y 
Desarrollo Regional del Norte de Portugal no pasa de ser un órgano administrativo 
descentralizado) y de las potestades normativas del Estado español y de la Comunidad 
Autónoma de Galicia. 
 
17.- La actual ordenación jurídica del territorio en Galicia se estructura en torno a las 
Directrices de Ordenación del Territorio y a los Planes territoriales de incidencia 
supramunicipal (entre los que destaca el Plan de Ordenación del Litoral). La distribución de la 
población y de los sectores productivos se articula mediante una serie de zonas de mayor 
densidad a menor densidad en las que predominan las siguientes ideas-fuerza: a.- La 
concentración de la población en dos áreas metropolitanas y en ciudades de tipo medio. b.- La 
organización del sector rural sobre las comarcas de cabecera. 
 
La mencionada ordenación territorial incide de forma vinculante sobre los planes 
urbanísticos pudiendo determinar la clasificación del suelo.  
 
La dispersión poblacional en el medio físico en Galicia constituye un factor de primer 
orden en el régimen del suelo del medio rural. Dicha circunstancia debería ser reconducida a 
la consolidación de los núcleos de población. Esta realidad socioeconómica ha sido abordada 
por diversas normas autonómicas desde distintas perspectivas lo que ha dado lugar a una 
panoplia normativa que en su evolución parece haber cristalizado en la configuración de un 
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nueva clase de suelo (de núcleo rural) y de una puesta en valor del suelo rústico a través de 
dos vías fundamentalmente: la ampliación de los usos y la atribución a los Ayuntamientos de 
un mayor número de supuestos de competencia exclusiva. 
 
A lo anterior hay que añadir la presencia de amplias extensiones superficiales 
ocupadas por costas y espacios naturales y ecosistemas de alto valor con lo que la regulación 
a través de planes urbanísticos (situación que concurre en un porcentaje escaso de los 
términos municipales) se torna manifiestamente insuficiente y reclama la intervención de 
instrumentos de ordenación del territorio.  
 
En definitiva, desde mi punto de vista, sería conveniente promulgar una norma 
específica sobre el suelo del medio rural que inteconectara desarrollo rural y urbanismo. 
 
18.- El estudio de la evolución histórica de la legislación urbanística gallega pone de 
manifiesto un lento pero continuo proceso de asunción de competencias normativas. Si en un 
primer momento la norma gallega se limitaba a la adaptación de la norma estatal a la realidad 
gallega (adaptación que supuso un régimen jurídico contradictorio en el ámbito de los núcleos 
rurales al permitir en su seno la clasificación tripartita tradicional), en la actualidad podemos 
hablar de un sistema normativo autosuficiente en el que el suelo del medio rural se sitúa al 
mismo nivel que el suelo del medio urbano. 
  
Si se analiza el régimen urbanístico gallego del suelo del medio rural se desdobla en 
dos clases de suelo: suelo rústico y suelo de núcleo rural. 
 
19.- Uno de los objetivos de la LOUGA/2002 consiste en implantar una política 
territorial sobre el medio rural. Dicho objetivo se cumple parcialmente desde el momento en 
que no es una norma omnicomprensiva al remitir en múltiples ocasiones tanto a la legislación 
sectorial como a la legislación de ordenación del territorio. 
 
La LOUGA/2002 sigue manteniendo el carácter residual del suelo urbanizable. 
Considero que el precepto gallego debería ser reformado para vincular la clasificación de un 
terreno como suelo urbanizable a aquella porción del territorio que el planificador 
expresamente considera necesaria para el desarrollo urbanístico. Por cierto, la regulación de 
la LOUGA/2002 de la facultad de urbanizar el texto gallego no está adaptada a la normativa 
estatal porque al reconocer a los propietarios la posibilidad de solicitar al Ayuntamiento la 
aprobación del correspondiente planeamiento de desarrollo o proceder a su desarrollo si ya 
estuviera ordenado directamente en el plan general (art. 21), sigue considerando que dentro 





Con excepción del suelo urbanizable, la normativa gallega se ajusta a la situación 
básica de suelo rural regulada en el art. 12.2.a TRLS/2008, ya que no se aprecian 
vulneraciones de ésta, entre otras razones, por la amplitud de su formulación y por la 
continuidad con la regulación de la LS/1998 que sirvió de base para la redacción de la norma 
gallega. Así la expresión desarrollo urbanístico es sinónima a la de suelo preservado por la 
ordenación territorial y urbanística de su transformación mediante la urbanización. La 
previsión de unos supuestos mínimos de suelo rural es acorde con la referencia gallega. Por 
otra parte, el legislador autonómico se sirve de una lista tasada de supuestos de suelo rústico 
especial y permite un amplio margen de discrecionalidad al planificador al utilizar el 
concepto jurídico indeterminado de inadecuación para el desarrollo. Los valores ecológicos 
pueden ser perfectamente equiparados con los ambientales y los valores agrícolas, ganaderos 
y forestales no son sino especificaciones de los genéricos valores productivos de la norma 
gallega la cual, además, los podría englobar al señalar otros valores que los hagan 
merecedores de protección o cuyo aprovechamiento deba someterse a limitaciones 
específicas, entre los que, se incluyen los paisajísticos de la norma estatal. La expresión 
“cuantos otros prevea la legislación de ordenación territorial o urbanística” permite que el 
legislador gallego incluya los terrenos que el plan general o los instrumentos de ordenación 
del territorio estimen inadecuados para el desarrollo urbanístico en consideración a los 
principios de utilización racional de los recursos naturales o de desarrollo sostenible. A su 
vez, la norma gallega recoge reglas relativas a usos, condiciones de urbanización, condiciones 
de edificación y a otros aspectos que deberán incluirse en normas de carácter reglamentario. 
 
20.- El suelo rústico gallego se estructura de acuerdo a una clara diferenciación entre 
suelo de régimen común y suelo de régimen especial. La LOUGA/2002 regula con detalle el 
estatuto jurídico de ambas categorías del que se puede resumir una idea central: el régimen 
jurídico tradicional basado en cuatro supuestos se descompone en una variedad de usos 
constructivos y no constructivos en los que el protagonismo se atribuye al control municipal 
en detrimento del control autonómico que se limita a supuestos que se podrían calificar como 
excepcionales. 
 
21.- Respecto a la ordenación del suelo de núcleo rural cabe señalar que tras la última 
reforma operada por la Ley 2/2010 se puede afirmar que constituye una clara apuesta del 
legislador para fijar población en el sector rural. La explicación de este aserto se encuentra en 
la apertura de nuevos usos y aprovechamientos urbanísticos unido a una nueva tipología que 
deslinda nítidamente entre los núcleos tradicionales y los núcleos de reciente formación. En 
este sentido, si bien se sigue primando una política conservacionista en los primeros no es 
menos cierto que se pretende en los segundos dar respuesta al fenómeno de las 
urbanizaciones ilegales y de las ocupaciones descontroladas de las zonas periurbanas. 
Consciente el legislador de la trascendencia de los planes generales y de su escasa 
implantación por múltiples razones que no hace al caso comentar en este momento, la 
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LOUGA se comporta como una norma jurídica de carácter reglamentario con visos de suplir 
la referida carencia. 
 
22.- La Constitución portuguesa contiene diversos principios básicos del Derecho 
Urbanístico y garantiza el principio de autonomía local y el papel fundamental de los planes 
urbanísticos. Existe un nutrido conjunto de preceptos en los que se plasman principios 
urbanísticos de primer orden que en otros países se contienen en textos legales e, incluso, 
reglamentarios. Es esta una nota característica trascendental, que permite efectuar una 
remisión normativa directa, de la norma constitucional a la norma del plan urbanístico 
municipal correspondiente para determinar el estatuto jurídico de una porción del territorio 
sin la previa intermediación de una ley.  
 
Entre estos principios resulta conveniente destacar el carácter de función pública que 
se atribuye al urbanismo, puesto que es obligación de las regiones autónomas y de las 
autarquías locales la definición de las reglas de ocupación, uso y transformación del suelo 
urbano a través de instrumentos de planeamiento dentro del marco de las leyes relativas a la 
ordenación del territorio y al urbanismo así como la realización de expropiaciones de los 
suelos que sean necesarias para la satisfacción de los fines de utilidad pública urbanística. 
 
A su vez el país vecino se estructura en torno a un sistema articulado de planes de 
ordenación del territorio y urbanísticos (con sometimiento a un principio de jerarquía relativa) 
que abarcan a todas las porciones territoriales del citado Estado. La legislación urbanística en 
general y las normas sobre el régimen jurídico del suelo son de carácter estatal. El 
protagonismo de la planificación, la ejecución urbanística y la disciplina urbanística, 
entendida esta última en sentido amplio, corresponde a los Municipios (más propiamente a la 
Asamblea Municipal y a la Cámara Municipal.) 
 
23.- En el derecho portugués el legislador no discrimina un estatuto jurídico propio 
para cada clase de suelo aunque diferencia entre suelo urbano y suelo rural. De este modo, al 
no existir un estatuto jurídico de los propietarios de suelo urbano y de los propietarios de 
suelo rural,  la discrecionalidad que se reconoce al planificador es más fuerte que en el 
ordenamiento español. 
 
Además no se asigna un contenido mínimo urbanístico al suelo rural pero está 
implícito el destino natural o conforme a la naturaleza. Así las cosas, la clasificación del suelo 
se realiza de acuerdo con sus características biofísicas permitiendo posteriormente definir su 
distribución mediante los diferentes usos, es decir, en virtud de la calificación se establece el 
aprovechamiento del suelo en función del uso predominante y de las reglas de ocupación, uso 
y transformación prevista para cada categoría o subcategoría de suelo aunque la clasificación 




En esta línea, al margen de las dos clases de suelo existen dos categorías especiales 
denominadas estructura ecológica municipal y espacios-corredores que se superponen a las 
reglas sobre calificación urbanística.  
 
En materia de disciplina urbanística, la utilización del suelo rural se somete a licencia 
urbanística o a comunicación previa sin que exija una autorización administrativa de un ente 
supramunicipal (salvo los regímenes especiales.)  
 
El plan urbanístico es la figura clave de la ordenación del espacio rural 
correspondiendo al Plan Director Municipal la definición de las estrategias para el espacio 
rural identificando aptitudes y potencialidades teniendo en cuenta la posibilidad de usos 
múltiples. El Plan de Detalle procede a la previa explicitación de la zonificación en base a los 
criterios del referido Plan Director.  
 
Una de las notas más características del derecho urbanístico portugués consiste en que 
los propietarios están obligados a efectuar cesiones de terrenos para espacios verdes, zonas 
libres, infraestructuras y equipamientos pero patrimonializan la totalidad de su 
aprovechamiento urbanístico. Se reconoce el principio de reparto de cargas y de beneficios 
como un derecho y como un deber. La equidistribución sólo afecta a los propietarios de suelo 
urbano de una unidad de ejecución del planeamiento y no afecta al resto de propietarios. 
 
Por último, la protección del suelo del medio rural en Portugal se integra por normas 
de diferente origen, momento y rama jurídica.  
 
24.- La protección penal del suelo como bien jurídico es objeto de dos tipos de reglas: 
delitos de peligro común en los que se incluyen delitos ambientales que se caracterizan 
porque también pueden afectar a otros bienes jurídicos como la vida, la integridad física, el 
patrimonio y los monumentos culturales e históricos.  
 
En segundo lugar, se tipifican delitos propiamente urbanísticos. el legislador, se 
refiere a tres tipos de obras: construcción, reconstrucción o ampliación de inmuebles que 
pueden recaer sobre la vía pública (no se contienen referencias a zonas verdes), una parcela 
de la Reserva Ecológica Nacional, una parcela de la Reserva Agrícola Nacional, un bien de 
dominio público o una parcela especialmente protegida por una disposición legal. La 
ambigüedad de esta remisión permite la inclusión de suelos con distintos valores: 
paisajísticos, naturales,  artísticos, históricos,… Se excluyen las obras de escasa relevancia 
urbanística así clasificadas por ley. 
 
25.- Por otra parte, en Portugal, y a diferencia de lo que sucede en España, 
corresponde a la jurisdicción civil y no a la jurisdicción administrativa la competencia para 
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conocer sobre los casos de responsabilidad extracontractual. Se diferencia entre la 
expropiación y la indemnización de sacrificio.  
 
También dentro de este ámbito civil conviene apuntar que existen procesos judiciales 
civiles encaminados a la tutela de la propiedad y de la posesión frente a obras no autorizadas 
por el titular del derecho. A su vez, y en relación a los daños causados como consecuencia de 
operaciones urbanísticas es de plena aplicación la normativa civil (en concreto los arts. 483 y 
ss. del Código Civil).  
 
En lo relativo a las segregaciones y divisiones de predios rústicos existe la obligación 
de comunicar los negocios jurídicos en que se amparen a la Cámara Municipal la cual los 
comunica a su vez al Instituto Geográfico Portugués. Son anulables los actos de 
fraccionamiento contrarios a derecho previéndose dos tipos de acciones: acción de anulación 
a interponer, en el plazo máximo de 3 años, por el Ministerio Fiscal, la Dirección Regional 
correspondiente y cualquier persona que sea titular de un derecho de preferencia; y la acción 
de anulación civil (art. 1379 Código Civil). 
 
26.- Las medidas de protección de la legalidad urbanísticas no están tasadas por el 
ordenamiento portugués a diferencia de las sanciones urbanísticas.  
 
En el ámbito urbanístico, el legislador portugués contempla diversos regímenes en 
relación con las urbanizaciones ilegales: así se centra en las Áreas de construcción clandestina 
y en las Áreas urbanas sin licencia. 
 
Existen dos sistemas normativos: de un lado, el sistema general previsto para todas las 
infracciones y, por otro lado, el sistema urbanístico, respecto del cual, el legislador portugués 
ofrece una definición limitada de infracción urbanística.  
 
La naturaleza reglamentaria de los planes urbanísticos implica su sometimiento a los 
procesos de control judicial de las normas jurídicas. Asimismo se arbitra un sistema de  
acciones: impugnación, acción popular y queja ante el Ministerio Fiscal y ante el Proveedor 
de Justicia (Defensor del Pueblo). A las acciones anteriores hay que añadir la figura de la 
intimación judicial para compeler al órgano administrativo a resolver sobre la solicitud del 
interesado.  
 
Los Municipios son los órganos competentes en el ámbito de los procedimientos de 
control administrativo de las operaciones urbanísticas. Dentro de los procedimientos 
mencionados se incluyen autorizaciones, comunicaciones previas y licencias, es decir, el 




de control administrativo a que están sometidos los particulares y, en ocasiones, las 
Administraciones Públicas. 
 
27.- Por último, las propuestas de aproximación de ambos ordenamientos jurídicos 
deberían ir en la dirección de asumir los aspectos más positivos de cada régimen. No se trata 
de una tarea sencilla pero la intervención de la Agrupación de Cooperación Transfronteriza 
Galicia-Norte de Portugal puede conllevar la firma de acuerdos y la propuesta de normas. Es 
por ello que se considera que la ordenación del suelo del medio rural debería caracterizarse 
por las siguientes directrices. 
 
a.- Derivadas del Derecho portugués: la imbricación de la ordenación del territorio y 
del urbanismo, tanto en lo relativo a los instrumentos como a los objetivos,  contribuye a una 
utilización racional de los recursos naturales. Las fuentes materiales del Derecho urbanístico 
deberían atribuir un marcado protagonismo al Estado. Además es indispensable la 
vinculación constitucional entre el medio ambiente, las políticas sectoriales y la ordenación 
del territorio.  
 
b.- Derivadas del Derecho español: la clasificación cuatripartita del suelo unida a un 
estatuto específico permite alcanzar la puesta en práctica del principio de legalidad y de 
seguridad jurídica. Este sistema debería completarse con un marco detallado de infracciones y 
sanciones administrativas, de medidas de restauración de la legalidad vulnerada y de delitos 
para supuestos excepcionales.  
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• STS de 3 de febrero de 2003, Roj: STS 616/2003 
• STS de 14 de febrero de 2003, Roj: STS 984/2003 
• STS de 17 de febrero de 2003, RJ 2003\ 2891 
• STS de 21 de mayo de 2003, RJ 2003\5363 
• STS de 9 de junio de 2003, Roj: STS 3971/2003 
• STS de 7 de octubre de 2003, Roj: STS 6091/2003 
• STS de 21 de octubre de 2003, RJ 2004\54 
• STS de 17 noviembre 2003, RJ 2003\8074 
• STS de 27 de noviembre de 2003, RJ 2003\8850 
• STS de 11 de diciembre de 2003, Roj: STS 7984/2003 
• STS de 16 de diciembre de 2003, Roj: STS 8134/2003 
• STS de 13 de febrero de 2004, Roj: STS 926/2004 
• STS de 10 de marzo de 2004, RJ 2005\4482 
• STS de 12 de abril de 2004, RJ 228/2003  
• STS de 14 de abril de 2004, RJ 2004\2688 
• STS de 13 de julio de 2004, RJ 2004\7665 
• STS de 13 de julio de 2004, RJ 2005\413 
• STS de 23 de noviembre de 2004, RJ 2005\450 
• STS de 22 de febrero de 2005, RJ 2005\3680 
• STS de 27 de abril de 2005, RJ 2005\ 6799 
• STS de 6 de mayo de 2005, RJ 2005\9331  
• STS de 19 de julio de 2005, RJ 2005\9014   
• STS de 29 de julio de 2005, RJ 2005\6662 
• STS de 12 de octubre de 2005, Roj: STS 6105/2005 
• STS de 26 de octubre de 2005, JUR 2023\2006 
• STS de 28 diciembre 2005, RJ 2006\2043 
• STS  de 14 de febrero de 2006, RJ 2006\4437  
• STS de 28 de marzo de 2006, RJ 2007\1848  
• STS de 28 de junio de 2006,  Roj: STS 4182/2006 
• STS 26 de septiembre de 2006, Roj: STS 6513/2006 
• STS de 11 de julio de 2006, LA LEY 77604/2006 
• STS de 10 de octubre de 2006, Roj: STS 7055/2006 
• STS de 25 de octubre de 2006, RJ 2006\9052 
• STS de 22 de enero de 2007, Roj: STS 576/2007 
• STS de 30 de enero de 2007, Roj: STS 1254/2007 
• STS de 14 de febrero de 2007, Roj: STS 1520/2007 
• STS de 11 de mayo de 2007, RJ 2007\8321 
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• STS de 25 de mayo de 2007, LA LEY 52152/2007 
• STS de 3 de julio de 2007, RJ 2007\4769  
• STS de 4 de julio de 2007, RJ 2007\3754 
• STS de 19 de mayo de 2008, RJ 2008\2760 
• STS de 16 de junio de 2008, Roj: STS 3082/2008 
• STS de 18 de julio de 2008, Roj: STS 4041/2008 
• STS de 21 de julio de 2008, LA LEY 123367/2008 
• STS de 30 julio 2008, RJ 2008\4512 
• STS de 24 de julio de 2008, RJ 2008\4443  
• STS de 12 de septiembre de 2008, RJ 2008\4519 
• STS de 1 de octubre de 2008, Roj: STS 5068/2008 
• STS de 17 de noviembre de 2008, RJ 2009\60 
• STS de 24 de noviembre de 2008, Roj: STS 6379/2008 
• STS de  28 de enero de 2009, Roj: STS 437/2009 
• STS de 16 de febrero de 2009, Roj: STS 706/2009 
• STS de de 24 de marzo de 2009, JUR 2009\169596 
• STS de 30 de abril de 2009, RJ 2009\ 2992  
• STS de 25 de mayo de 2009, Roj: STS 3314/2009 
• STS de 29 de mayo de 2009, RJ 2009\6412 
• STS de 29 de mayo de 2009, RJ 2009\6414 
• STS de 1 de junio de 2009, RJ 2009\5759 
• STS de 1 junio 2009, RJ 2009\5760  
• STS de 17 de junio de 2009, Roj: STS 4335/2009 
• STS de 3 de julio de 2009, RJ 2009\5902 
• STS de 7 de julio de 2009, RJ 2009\5912 
• STS de 16 julio 2009, RJ 2010\500 
• STS de 28 de julio de 2009, RJ 2010\ 618  
• STS de 22 de septiembre de 2009, Roj: STS 5803/2009 
• STS de 25 de septiembre de 2009, Roj: STS 6070/2009 
• STS de 1 de octubre de 2009, LA LEY 192095\2009 
• STS de 2 de noviembre de 2009, RJ 2009\1247  
• STS de 6 de noviembre de 2009, LA LEY 212298/2009 
• STS de 13 de noviembre de 2009, RJ 2010\1745 
• STS de 20 de noviembre de 2009, Roj: STS 7053/2009 
• STS de 27 de noviembre de 2009, Roj: STS 7155/2009 
• STS de 27 de noviembre de 2009, RJ\2010\1843 
• STS de 15 de enero de 2010, LA LEY 587/2010 
• STS de 29 de enero de 2010, Roj: STS 298/2010  
• STS de 10 de febrero de 2010, LA LEY 3175\2010 




• STS de 25 de marzo de 2010, RJ 2010\4543  
• STS de 14 de mayo de 2010, RJ 2010\3643 
• STS de 7 de junio de 2010, Roj: STS 2820/2010 
• STS de 21 de julio de 2010, RJ 2010\6517 
• STS de 29 de diciembre de 2010, Roj: STS 7038/2010 
• STS de 5 de octubre de 2010, RJ\2011\1360 
• STS de 6 de octubre de 2010, LA LEY 175990/2010 
• STS de 20 de octubre de 2010, Roj: STS 5927/2010 
• STS de 22 de octubre de 2010, LA LEY 181946\2010 
• STS de 19 de noviembre de 2010, RJ 2010\8565 
• STS de 19 noviembre 2010 JUR 2010\1801 
• STS de 30 de noviembre de 2010, Roj: STS 6633/2010 
• STS de 29 de diciembre de 2010, Roj: STS 7038/2010 
• STS de 21 de febrero de 2011, RJ 2011\1244 
• STS de 11 de marzo de 2011,  Roj: STS 1119/2011 
• STS de 25 de marzo de 2011, Roj: STS 1862/2011 
• STS de 25 de marzo de 2011, RJ 2011\2568 
• STS de 13 de mayo de 2011, Roj: STS 2782/2011  
• STS de 20 mayo 2011, RJ\2011\4559 
• STS de 16 de junio de 2011, Roj: STS 3978/2011 
• STS de 16 de junio de 2011, RJ 2011\5391 
• STS de 27 de julio de 2011, RJ 2011\6881 
• STS de 8 de septiembre de 2011, RJ 2012\651 
• STS de 9 de septiembre de 2011, Roj: STS 6195/2011 
• STS de 14 de septiembre de 2011, RJ 2012\876 
• STS de 30 de septiembre de 2011, Roj: STS 6592/2011 
• STS de 30 de septiembre de 2011, Roj: STS 6200/2011  
• STS de 21 de octubre de 2011, RJ 2012\1414 
• STS de 27 de octubre de 2011, RJ 2012\1593 
• STS de 14 de noviembre de 2011, Roj: STS 7421/2011 
• STS de 14 de noviembre de 2011, Roj: STS 7423/2011 
• STS de 14 de noviembre de 2011, Roj: STS 7331/2011 
• STS de 16 de noviembre de 2011, RJ 2012\2263 
• STS de 18 de noviembre de 2011, RJ 2012\2299 
• STS de 22 de noviembre de 2011, Roj: STS 8113/2011 
• STS de 1 de diciembre de 2011, RJ 2012\3555 
• STS de 7 de diciembre de 2011, Roj: STS 8487/2011 
• STS de 9 de diciembre de 2011, RJ 2012\2631 
• STS de 12 de diciembre de 2011, Roj: STS 8424/2011 
• STS de 14 de diciembre de 2011, Roj: STS 8521/2011 
• STS de 21 de diciembre de 2011, RJ 2012\2933 
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• STS de 19 de enero de 2012, Roj: STS 167/2012 
• STS de 31 de enero de 2012, Roj: STS 530/2012 
• STS de 2 de febrero de 2012, Roj: STS 496/2012 
• STS de 7 de febrero de 2012, Roj: STS 485/2012 
• STS de 9 de febrero de 2012, RJ 2012\3846 
• STS de 12 de febrero de 2012, Roj: STS 944/2012 
• STS de 14 de febrero de 2012, Roj: STS 1813/2012 
• STS de 15 de febrero de 2012, Roj: STS 944/2012 
• STS de 20 de febrero de 2012, Roj: STS 2285/2012 
• STS de 24 de febrero de 2012, Roj: STS 1165/2012 
• STS de 2 de marzo de 2012, RJ 2012\4350 
• STS de 8 de marzo de 2012, RJ 2012\5042 
• STS de 12 de marzo de 2012, Roj: STS 1404/2012 
• STS de 15 de marzo de 2012, RJ 2012\4603 
• STS de 15 de marzo de 2012, RJ 2012\5482 
• STS de 22 de marzo de 2012, Roj: STS 1935/2012 
• STS de 23 de marzo de 2012, Roj: STS 2019/2012 
• STS de 23 de marzo de 2012, Roj: STS 1762/2012 
• STS de 13 de abril de 2012, Roj: STS 2381/2012 
• STS de 17 de abril de 2012, Roj: STS 3001/2012 
• STS de 18 de abril de 2012, Roj: STS 2772/2012 
• STS de 26 de abril de 2012, JUR 2012\161747 
• STS de 10 de mayo de 2012, JUR 2012\194119 
• STS de 10 de mayo de 2012, Roj: STS 3113/2012  
• STS de 17 mayo de 2012, RJ 2012\6805 
• STS de 17 mayo de 2012, RJ 2012\6805 
• STS de 18 mayo de 2012, RJ 2012\6874 
• STS de 31 mayo de 2012, RJ 2012\7152 
• STS de 31 mayo de 2012, JUR 2012\212039 
• STS de 31 de mayo de 2012, RJ 2012\7171 
• STS de 1 de junio de 2012, RJ 2012\7175 
• STS de 8 de junio de 2012, Roj: STS 4027/2012 
• STS de 14 de junio de 2012, RJ 2012\8259 
• STS de 19 de junio de 2012, JUR 2012\220399 
• STS de 21 de junio de 2012, Roj: STS 4394/2012 
• STS de 22 de junio de 2012, RJ 2012\8267 
• STS de 26 de junio de 2012, RJ 2012\7544  
• STS de 28 junio de 2012, JUR\2012\236616  
• STS de de 28 de junio de 2012, RJ 2012\8456 




• STS de 5 de julio de 2012, JUR\253875 
• STS de 5 de julio, Roj: STS 5191/2012  
• STS de 6 de julio de 2012, Roj: STS 5155/2012 
• STS de 9 de julio de 2012, Roj: STS 5455/2012 
• STS de 10 de julio de 2012, RJ 2012\260409 
• STS de 10 de julio de 2012, RJ 2012\262629 
• STS de 12 de julio de 2012, Roj: STS 4980/2012 
• STS de 12 de julio de 2012, RJ 2012\8171 
• STS de 12 de julio de 2012, RJ 2012\7833 
• STS de 13 julio de 2012, RJ\2012\7849 
• STS de 18 de julio de 2012, JUR 2012\258706 
• STS de 13 de septiembre de 2012, Roj: STS 5889/2012 
 
 
SENTENCIAS DEL TRIBUNAL SUPREMO (SALA DE LO CIVIL) 
 
• STS (civil) de 28 de junio de 1996, Roj: 3966/1996 
• STS (civil) de 18 de abril de 1997, RJ 1997\2918 
• STS (civil) de 15 de junio de 1999, RJ 1999\4106 
• STS (civil) de 29 de octubre de 2007, RJ 2007\8641 
• STS (civil) de 31 de octubre de 1997, Roj: 6478/1997 
• STS (civil) de 18 de marzo de 2009, RJ 2009\1652  
• STS (civil) de 19 de marzo de 2009, Roj: 1135/2009 
• STS (civil) de 12 de enero de 2011, Roj: 264/2011 
• STS (civil) de 16 de marzo de 2011, Roj: STS 2023/2011 
 
 
SENTENCIAS DEL TRIBUNAL SUPREMO (SALA DE LO PENAL) 
 
• STS (penal) de 26 junio de 2001, RJ 2002\4521  
• STS (penal) de 14 de mayo de 2003, RJ 2003\3905 
• STS (penal) de 27 de noviembre de 2009, Roj: STS 7703/2009 
• STS (penal)  de 21 de marzo de 2012, Roj: STS 1850/2012 




SENTENCIAS DE LA AUDIENCIA NACIONAL (SALA DE LO CONTENCIOSO-
ADMINISTRATIVO) 
 
• SAN de 10 de octubre de 1995, RJCA 1995\1157 
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• SAN de 18 de junio de 2003, JUR 2006\274473 
• SAN de 5 de octubre de 2005, RJCA 2005\1043 
• SAN de 7 de noviembre de 2008, JUR 2009\48444 
• SAN de 1 de julio de 2010, JUR 2010\257058 
• SAN de  20 de junio de 2012, Roj: SAN 2597/2012 
• SAN de 24 de mayo de 2012, Roj: SAN 2272/2012 
 
 
SENTENCIAS DE TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA (SALA DE LO 
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO) 
 
        Andalucía 
 
• STSJAN de 20 de septiembre de 1999, RJCA 1999\5003 
• STSJAN de 24 de abril de 2000, RJCA 2000\1950 
• STSJAN de 25-6-2001, RJCA 2001\1004 
• STSJAN de 31 de enero de 2008, RJCA 2008\163 
• STSJAN de 10 de julio de 2009, RJCA 2010\98 
• STSJAN de 2 de febrero de 2012, JUR 2012\143781 
 
 
        Asturias 
 
• STSJA de 20 julio de 2001, RJCA 2001\1139 
• STSJA de 15 de febrero de 2002, RJCA 2002\404 
• STSJA de 30 abril de 2002, RJCA 2002\730 





• STSJCA de 18 de noviembre de 1995, JUR 2006\35295 





• STSJC de 13 de mayo de 2002, RJCA 2002\745 
• STSJC de 23 de mayo de 2003, JUR 2003, 194781  




• STSJC de 18 de marzo de 2010, Roj: STSJCANT 602/2010 
• STSJC de 1 de diciembre de 2011, Roj: STSJCANT 39/2011 
 
 
        Castilla-León 
 
• STSJCL de 15 de abril de 1998, RJCA 1998\2098 
• STSJCL de 5 de octubre de 2007, LA LEY 172048/2007 
• STSJCL de 8 de octubre de 2008, LA LEY 273504/2008 
• STSJCL de 29 de octubre de 2010, LA LEY 203590/2010 
 
 
        Cataluña 
 
• STSJCAT de 26 de febrero de 2004, JUR 2004\156199 
• STSJCAT de 10 de noviembre de 2008, JUR 2009\13136  
 
        
          Extremadura 
 
• STSJEX de 19 de enero de 2010, RJCA 2010\220 
• STSJEX de 9 de marzo de 2011, RJCA 2011\537 
• STSJEX de 28 de abril de 2011, JUR 2011\196525 
• STSJEX de 9 de noviembre de 2011, JUR 2011\423965 





• STSJG de 2 de octubre de 1997, Roj: STSJGAL 19/1997 
• STSJG de 14 de octubre de 1997, Roj: STSJ GAL 154/1997 
• STSJG de 8 de mayo de 1997, LA LEY 11171/1997 
• STSJG de 30 de octubre de 1997, Roj: STSJ GAL 402/1997 
• STSJG de 24 de diciembre de 1997, Roj: STSJ GAL 1782/1997 
• STSJG de 23 de abril de 1998, Roj: STSJ GAL 2313/1998 
• STSJG de 30 abril de 1998, RJCA1998\1723 
• STSJG de 4 de junio de 1998, Roj: STSJ GAL 3364/1998 
• STSJG de 11 de junio de 1998, Roj: STSJGAL 3514/1998 
• STSJG de 17 de septiembre de 1998, Roj: STSJ GAL 4393/1998 
• STSJG de 8 de octubre de 1998, Roj: STSJ GAL 6586/1998 
• STSJG de 5 de marzo de 1999, JT 1999\684 
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• STSJG de 3 de junio de 1999, LA LEY 89638/1999 
• STSJG de 9 de septiembre de 1999, LA LEY 120707/1999 
• STSJG de 16 de septiembre de 1999, LA LEY 123700/1999 
• STSJG de 14 de octubre de 1999, LA LEY 139664/1999 
• STSJG de 9 de noviembre de 1999, LA LEY 120709/1999 
• STSJG de 16 de diciembre de 1999, Roj: STSJGAL 7916/1999 
• STSJG de 23 de diciembre de 1999, LA LEY 190736/1999 
• STSJG de 20 de enero de 2000, RJCA 2000\88 
• STSJG de 27 de enero de 2000, RJCA 2000\1009  
• STSJG de 3 de febrero de 2000, RJCA 2000/171 
• STSJG de 3 de febrero de 2000, RJCA 2000\1021 
• STSJG de 30 de junio de 2000, JUR 2000\293907 
• STSJG de 16 de noviembre de 2000, RJCA 2000\2738 
• STSJG de 28 de diciembre de 2000, JUR 2001\113109 
• STSJG de 28 de febrero de 2001, LA LEY 47483/2001 
• STSJG de 22 de marzo de 2001, Roj: STSJ GAL 2364/2001 
• STSJG de 3 de mayo de 2001, Roj: STSJGAL 3762/2001 
• STSJG de 28 de junio de 2001, LA LEY 130641/2001 
• STSJG de 27 de septiembre de 2001, Roj: STSJGAL 6590/2001 
• STSJG de 17 enero de 2002, JUR 2002\97000 
• STSJG de 13 de junio de 2002, LA LEY 112016/2002 
• STSJG de 27 de junio de 2002, RJCA 2002\934  
• STSJG de 12 julio de 2002, JUR 2003\22107 
• STSJG de 27 de diciembre de 2002, LA LEY 217498/2002 
• STSJG de 4 de abril de 2003, LA LEY 65347/2003 
• STSJG de 17 de julio de 2003, LA LEY 125895/2003 
• STSJG de 24 octubre de 2003, JUR 2004\75778 
• STSJG de 29 de octubre de 2003, Roj: STSJ GAL 5700/2003 
• STSJG de 31 de octubre de 2003, Roj: STSJ GAL 5789/2003 
• STSJG de 26 de marzo de 2004, Roj: STSJGAL 2252/2004 
• STSJG de 16 de septiembre de 2004, LA LEY 2032958/2004 
• STSJG de 18 de noviembre de 2004, Roj: STSJGAL 4839/2004 
• STSJG de 25 de noviembre de 2004, LA LEY 248134/2004 
• STSJG de 7 julio de 2005, JUR 2006\4879 
• STSJG de 21 de julio de 2005,  JUR 2006\4559   
• STSJG de 15 de septiembre de 2005 JUR 2006\76976 
• STSJG de 22 de septiembre de 2005, JUR 2006\76905 
• STSJG de 20 de octubre de 2005, JUR\2006\76561 
• STSJG de 10 de noviembre de 2005, JUR 2006\75889  




• STSJG de 15 de diciembre de 2005, JUR 2006\74717 
• STSJG de 16 de marzo de 2006, Roj: STSJGAL 277/2006 
• STSJG de 23 de marzo de 2006, Roj: STSJGAL 199/2006 
• STSJG de 30 de marzo de 2006, LA LEY 156295/2006 
• STSJG de 15 de junio de 2006. LA LEY 318581/2006 
• STSJG de 27 de junio de 2006, Roj: STSJGAL 5629/2006 
• STSJG de 19 de octubre de 2006, JUR 2008\325702 
• STSJG de 18 de enero de 2007, JUR 2008\325432 
• STSJG de 25 de enero de 2007, LA LEY 341888/2007 
• STSJG de 3 de mayo de 2007, LA LEY 347597/2007 
• STSJG de 8 de marzo de 2007, LA LEY 347561/2007 
• STSJG de 31 de mayo de 2007, Roj: STSJ GAL 4335/2007 
• STSJG de 7 de junio de 2007, Roj: STSJ GAL 4193/2007 
• STSJG de 7 de junio de 2007, JUR 2008\364539 
• STSJG de 12 de julio de 2007, LA LEY 347654/2007 
• STSJG de 21 de junio de 2007, LA LEY 347097/2007 
• STSJG de 5 de julio de 2007, LA LEY 347639/2007 
• STSJG de 13 de septiembre de 2007, LA LEY 347669\2007 
• STSJG de 15 de noviembre de 2007, JUR 2009\7213 
• STSJG de 11 de octubre de 2007, LA LEY 347699/2007 
• STSJG de 18 de octubre de 2007, JUR 2008\384668 
• STSJG de 31 de octubre de 2007, JUR 2008\384630 
• STSJG de 8 de noviembre de 2007, LA LEY 347729/2007 
• STSJG de 22 de noviembre de 2007, JUR 2008\384590 
• STSJG de 20 de diciembre de 2007, JUR 2008\384490 
• STSJG de 14 de febrero de 2008, LA LEY 196892/2008 
• STSJG de 14 de abril de 2008, JUR 2009\21093 
• STSJG de 21 de abril de 2008, JUR 2009\20918 
• STSJG de 29 de mayo de 2008, LA LEY 56550/2008 
• STSJG de 25 de junio de 2008, JUR 2008\204097  
• STSJG de 24 julio de 2008, JUR 2008\265108 
• STSJG de 31 de julio de 2008, JUR 2008\265076 
• STSJG de 4 de septiembre de 2008, JUR 2008\36799 
• STSJG de 16 de octubre de 2008, LA LEY 268158/2008 
• STSJG de 23 de octubre de 2008, LA LEY 247354/2008 
• STSJG de 30 de octubre de 2008, LA LEY 276222/2008 
• STSJG de 20 de noviembre de 2008, LA LEY 268232/2008 
• STSJG de 18 de diciembre de 2008, LA LEY 315580/2008 
• STSJG de 22 de enero de 2009, LA LEY 25502/2009 
• STSJG de 12 de febrero de 2009, LA LEY 25555/2009 
• STSJG de 19 de febrero de 2009, LA LEY 25566/2009 
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• STSJG de 19 de febrero de 2009, JUR 2009\197703 
• STSJG de 18 de marzo de 2009, LA LEY 42260/2009 
• STSJG de 26 de marzo de 2009, LA LEY 42303/2009 
• STSJG de 2 de abril de 2009, LA LEY 52012/2009 
• STSJG de 2 de abril de 2009, LA LEY 52013/2009 
• STSJG de 23 de abril de 2009, LA LEY 69352/2009 
• STSJG de 30 de abril de 2009, LA LEY 77739/2009 
• STSJG de 19 de marzo de 2009, Roj: STSJ GAL 2805/2009 
• STSJG  de 7 de mayo de 2009, Roj: STSJ GAL 3700/2009 
• STSJG de 13 de mayo de 2009, LA LEY 86565/2009 
• STSJG de 4 Junio de 2009, JUR 2009\290027 
• STSJG de 25 de junio de 2009, LA LEY 120840/2009 
• STSJG de 8 de julio de 2009, JUR 2009\329066 
• STSJG de 14 de julio de 2009, LA LEY 126039/2009 
• STSJG de 16 de julio de 2009, LA LEY 138658/2009 
• STSJG de 24 de septiembre de 2009, LA LEY 209280/2009 
• STSJG de 8 de octubre de 2009, RJCA 2010|21 
• STSJG de 9 de octubre de 2009, JUR 2009\478030 
• STSJG de 15 de octubre de 2009, LA LEY 218870/2009 
• STSJG de 30 de octubre de 2009, JUR 2010\9267 
• STSJG de 31 de octubre de 2009, JUR 2009\7222 
• STSJG de 19 de noviembre de 2009, LA LEY 262843/2009 
• STSJG de 26 de noviembre de 2009, LA LEY 290830/2009 
• STSJG de 9 de diciembre de 2009, LA LEY 290881/2009 
• STSJG de 10 de diciembre de 2009, JUR 2010\76594 
• STSJG de 14 enero de 2010, RJCA 2010\219 
• STSJG de 28 de enero de 2010, LA LEY 21810/2010 
• STSJG de 29 de enero de 2010, JUR 2010\101253 
• STSJG de 4 de marzo de 2010, LA LEY 52018/2010 
• STSJG de 11 de marzo de 2010, LA LEY 51972/2010 
• STSJG de 18 de marzo de 2010, LA LEY 51961/2010 
• STSJG de 15 de abril de 2010, LA LEY 61291/2010 
• STSJG de 18 de mayo de 2010, JUR 2010\330206 
• STSJG de 20 de mayo de 2010, LA LEY 148404/2010 
• STSJG de 27 de mayo de 2010, LA LEY 142177/2010 
• STSJG de 3 de junio de 2010, LA LEY 142196/2010 
• STSJG de 8 de julio de 2010, LA LEY 148531/2010 
• STSJG de 12 de septiembre de 2010, LA LEY 158876/2010 
• STSJG de 16 de septiembre de 2010, LA LEY 158888/2010 




• STSJG de 30 de septiembre de 2010, Roj: STSJ GAL 8409/2010  
• STSJG de 30 de septiembre de 2010, JUR 2011\18655 
• STSJG de 13 de octubre de 2010, LA LEY 192263/2010 
• STSJG de 4 de noviembre de 2010, LA LEY 255773/2010 
• STSJG de 18 de noviembre de 2010, LA LEY 245250/2010 
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